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Editorial
 

JOAQUÍN GARCÍA MURCIA*
 

Por estas fechas se cumple el vigésimo tercer aniversario de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. Pocas veces, probablemente, esté más 
justificada la celebración del acto de entrada en vigor de un texto legal, aunque tan 

sólo se trate, en este caso, de festejar un año más de vigencia. Pocas veces, en efecto, una ley 
ha provocado un cambio tan notable y de efectos tan considerables en la realidad social de 
referencia. No era la primera vez, como es perfectamente sabido, que se aprobaban en España 
normas sobre seguridad y salud en el trabajo (o sobre «seguridad e higiene», como solía decirse 
en nuestra tradición legislativa y como aún se dice en determinados contextos normativos). 
Pero es evidente, a la vista de la experiencia en estos últimos lustros, que la puesta en marcha 
de esa disposición legal en el año 1995 supuso una especie de revolución respecto de la situación 
normativa preexistente. Con la LPRL no sólo se proporcionó una regulación más completa y 
actualizada en el terreno de la prevención de riesgos laborales (y, dicho sea de paso, más acorde 
en su rango normativo con la trascendencia de la materia), sino que se inculcó en la población 
española una cultura de la prevención que, de forma discreta pero sin descanso, ha logrado 
transformar la actitud –no sólo de las empresas o de los sectores mayormente implicados, sino 
de todos los ciudadanos– ante los riesgos que para las personas genera el trabajo. Con la Ley 
31/1995, en definitiva, no sólo se pudo tomar conciencia de la necesidad de evaluar y prevenir 
con mayor decisión y conocimiento de causa los peligros que conlleva la actividad laboral; 
también pudo llegarse a la convicción moral de que, más allá de las puras exigencias legales, es 
necesario brindar el mayor grado de protección posible a quienes, a causa de su trabajo, o como 
consecuencia del mismo, se ven inmersos en esa clase de amenazas para su salud, su integridad 
física o incluso su propia vida. 

Naturalmente, el refuerzo de las medidas de prevención de riesgos laborales en España, como 
en tantos otros países, debe mucho a la incesante actividad de la Organización Internacional 
del Trabajo, que desde sus orígenes no ha dejado de aprobar directrices al respecto, unas veces 
mediante sus típicos instrumentos normativos (generales o sectoriales) y otras muchas veces 
mediante su no menos importante labor de información, recomendación, asistencia técnica 
o persuasión, como ha hecho últimamente a propósito del acoso y la violencia en el trabajo. 
Pero nuestra actual legislación sobre prevención de riesgos laborales es producto en última 
instancia de la acción normativa de la Comunidad/Unión Europea, que desde sus primeros 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

* Catedrático de Derecho del Trabajo y Seguridad Social. Universidad Complutense de Madrid. 



10 

EDiTorial 

REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

 

 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

pasos dejó patente su interés en esta materia y que con la revitalización de su dimensión social 
durante la década de los años ’80 del siglo pasado y, en particular, con la asunción expresa de 
los derechos sociales a través de la conocida Carta de 1989, incluyó la seguridad y salud en el 
trabajo (y, en general, la «mejora del entorno de trabajo») no sólo en su elenco de competencias 
(véase el artículo 153.1 del Tratado de Funcionamiento), sino, más aún, entre sus prioridades 
políticas y legislativas. Lo cierto es que en ese mismo año fue aprobada en sede comunitaria 
la Directiva 89/391/CE de 12 de junio, llamada a tener una influencia monumental tanto en la 
acción normativa de los países miembros (conforme a lo previsible en toda directiva) como en la 
actividad legislativa de la propia Unión (algo que sólo cabe esperar de aquellas directivas que 
junto a su función reguladora encierran un declarado propósito de programación u ordenación 
general de una determinada parcela de la acción comunitaria). La Directiva de 1989, concebida 
precisamente como «directiva marco», sería el germen en efecto de una innumerable cadena de 
directivas comunitarias, de carácter sectorial o más específico, destinadas a procurar una efectiva 
prevención de riesgos laborales en todos y cada uno de los rincones del sistema productivo. Más 
aún: la Directiva de 1989 iba a ser el detonante de toda una estrategia política de la Unión 
Europea respecto de la seguridad y salud en el trabajo que ha dado lugar, entre otros frutos 
igualmente tangibles, a la revisión constante de los correspondientes instrumentos normativos, a 
la transformación en algunos casos de lo que inicialmente fueron directrices en normas de efecto 
directo (con vistas a una mayor homogeneidad en el escenario de la regulación europea), y a la 
aprobación sucesiva de nuevos planes y programas de seguridad y salud en el trabajo, como es 
el caso de la Estrategia Europea para 2014-2020. Todo ello ha conducido, como era de esperar, a 
una entera renovación del instrumental normativo de los Estados miembros en esta importante 
materia, como ha sucedido en España. 

Conviene recordar, por otra parte, que la Directiva comunitaria de 1989, como también es 
sabido, no sólo limitó sus efectos al ámbito estricto de la seguridad y salud en el trabajo, sino 
que quiso actuar también como factor de impulso, más o menos directo, de nuevas actuaciones 
normativas en terrenos próximos o complementarios, con el fin de atender, con la mayor amplitud 
posible, todo lo relativo a la organización y el entorno del trabajo. Una de esas iniciativas 
complementarias, tal vez de las más peculiares, tuvo que ver como se sabe con la ordenación del 
tiempo de trabajo y los descansos, por su potencial contribución a la mejora de las condiciones 
de empleo y de trabajo y, a la postre, por su indiscutible influencia en el nivel de bienestar y 
satisfacción en el medio del trabajo. Un segundo ejemplo de esa expansión funcional y material, 
tal vez más representativo aún de la especial ambición de aquel texto crucial de 1989, lo 
proporcionaron a su vez las previsiones relativas a la tutela especial de la mujer trabajadora 
frente a los riesgos del trabajo. Con la intervención de la Unión Europea en este particular 
ámbito del mercado de trabajo (muy ligada por lo demás al proceso de afirmación del principio de 
igualdad y no discriminación por razón de sexo), quedó claro que hoy en día no hay sitio ya para 
la rancia protección de la mujer por motivos ligados en exclusiva a la clase de trabajo (con su 
conocida traducción en la prohibición, entre otros, del trabajo nocturno o el trabajo en el interior 
de la mina), pero también se hizo evidente, más aún que en épocas anteriores, que la condición 
de mujer requiere un especial cuidado por parte de la legislación de trabajo en todas aquellas 
situaciones que tengan relación con la reproducción o la maternidad biológica (embarazo, parto y 
lactancia natural). Esa fue la razón de ser de la Directiva 92/85/CEE, de 19 de octubre, con la que, 
pese a sus eventuales insuficiencias o sus ocasionales dificultades de aplicación, se inaugura una 
nueva etapa en la manera de afrontar los riesgos propios de la mujer en relación con su trabajo, 
particularmente desde la perspectiva de su evaluación, prevención y toma en consideración, como 
en más de una ocasión ha destacado la jurisprudencia comunitaria. 



11 

JoaqUín GarCía MUrCia 

REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

  

 

 
 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

Con algo de retraso (y en algún aspecto con alguna insuficiencia, como posteriormente puso 
de relieve el Tribunal de Justicia de la Unión Europea), la Ley 31/1995 fue la disposición legal 
encargada de incorporar a nuestro sistema normativo interno todas esas directrices de seguridad 
y salud en el trabajo, incluidas las que se refieren específicamente a la protección de la mujer 
trabajadora, o, por cierto, a la protección de otros grupos de población «especialmente sensibles» 
a los riesgos del trabajo. Su regulación –que más tarde quedó completada, en el apartado 
correspondiente, por la Ley de infracciones y sanciones en el orden social y por algún otro texto 
de rango legal– es clara y sistemática, poco reprochable en verdad desde el punto de vista de 
su composición material y de su técnica normativa. Pero es claro que una disposición legal es 
insuficiente por sí sola para abordar todas las necesidades de regulación y previsión normativa 
que reviste una materia como la prevención de riesgos laborales, aun con aquellos complementos 
legislativos. La propia LPRL fue consciente de ello, y esa fue la razón de que proporcionara –cosa 
poco habitual en las leyes laborales «periféricas» o de materia especial– un particular sistema de 
fuentes y de que hiciera frecuentes remisiones a otras fuentes de regulación. Como es natural, 
muchas de estas llamadas tienen como destino la norma reglamentaria, que ha jugado aquí 
un curioso papel no sólo de complemento y desarrollo de la ley sino también de transposición 
de directivas sectoriales y específicas, es decir, de colaboración con el legislador propiamente 
dicho en la conformación de nuestro actual sistema normativo. Pero también es muy relevante 
en este sentido la llamada a la negociación colectiva, bajo el razonable presupuesto de que la 
prevención de riesgos laborales requiere una particular consideración en cada sector o ámbito de 
actividad, por la clase de trabajo o por las condiciones en que se desarrolla el trabajo. Sin perjuicio 
del detalle o la precisión normativa que en hipótesis puedan aportar las correspondientes 
normas reglamentarias, es claro que son los convenios y acuerdos colectivos los instrumentos 
mejor preparados para identificar y determinar con verdadero conocimiento de causa tanto 
las características del riesgo como los procedimientos más apropiados para su evaluación y las 
medidas más acertadas para su evitación o su cobertura, en cada empresa, en cada profesión o 
en cada rama de actividad. 

Todo ello quiere decir, al mismo tiempo, que el espacio o lugar de trabajo es determinante para 
el adecuado tratamiento del riesgo laboral. Y así sucede, particularmente, con la empresa, como 
organización receptora de la prestación de servicios. Cuando se habla del ámbito empresarial 
desde esta perspectiva preventiva se está haciendo referencia sin duda alguna al titular de 
la empresa y a quienes ejercen en su nombre los correspondientes poderes de organización y 
dirección del trabajo, por su inexcusable protagonismo en la tarea de prevención de riesgos 
laborales. Lógicamente, se tiene que hacer referencia, asimismo, a los procedimientos existentes 
en la empresa para la adopción de reglas y la toma de decisiones, que remiten en primer término 
a los preceptivos canales de representación y participación de los trabajadores, ya sean de 
carácter general, ya sean de carácter especializado para esta concreta materia (como es el caso 
de los delegados de prevención), y que pueden conectar igualmente, a veces en una medida muy 
apreciable, con la actividad de negociación colectiva. Pero también se está haciendo referencia, 
en términos más generales, a la «cultura» de la empresa, esto es, a las pautas de actuación de 
la organización empresarial en relación con la plantilla de trabajadores, con vistas no sólo a 
un cumplimiento efectivo y escrupuloso de las exigencias legales y convencionales en materia 
de seguridad y salud en el trabajo, sino también a la consecución de un ambiente de trabajo 
apropiado y satisfactorio para el trabajador. Un ambiente de trabajo en el que no sólo se actúe 
conforme a los principios legales de evitación de los riesgos del trabajo y de «adaptación del 
trabajo a la persona» (enunciados como se sabe por la propia LPRL), sino también conforme 
a criterios de buena gestión y de responsabilidad social, para lograr el mayor grado posible de 
seguridad y tranquilidad en la realización del trabajo. Qué duda cabe que ello puede redundar 
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asimismo en un mayor grado de colaboración y disposición por parte del trabajador hacia la 
producción y el trabajo, por no dejar de lado otras posibles dimensiones o aplicaciones de esos 
criterios de organización de la empresa. 

Cuidado por el entorno o medio ambiente del trabajo puede significar muchas cosas, pero 
es evidente que implica una especial atención por los riesgos que puede generar el medio de 
trabajo más allá de la estricta actividad productiva. Nos referimos, obviamente, a los riesgos de 
impacto o experimentación psíquica y a los riesgos que pueden derivar no tanto del trabajo como 
de las personas que participan en el trabajo, principalmente de aquellas que toman decisiones 
sobre el trabajo o que tienen poderes de organización del trabajo, pero también, en general, de 
quienes, sencillamente, están presentes en el círculo de ejecución o desarrollo del trabajo. Es, 
señaladamente, el riesgo de acoso o de violencia en el trabajo, en sus distintas manifestaciones. Su 
importancia intrínseca y su creciente toma en consideración por parte de los reglamentos internos 
de las empresas, por los protocolos de actuación en la empresa (por ejemplo, los protocolos sobre 
igualdad o responsabilidad social), o por la propia negociación colectiva, no deben enturbiar, sin 
embargo, la relevancia de otros ingredientes más clásicos y tangibles de la prevención de riesgos 
laborales, que en todo caso hay que cuidar. En realidad, el derecho a la seguridad y salud en el 
trabajo que reconocen los textos normativos modernos se descompone en una amplia serie de 
compartimentos o elementos internos, de los que depende en definitiva la protección «efectiva» 
que constituye el objetivo de la ley. Esos ingredientes discurren desde el derecho a la información 
al derecho de abandono del trabajo en situaciones de riesgo grave e inminente, pasando por el 
derecho a recibir formación y los adecuados medios de protección, o, en un plano más general, por 
los derechos a una evaluación efectiva de los riesgos, a la preparación de los adecuados planes 
de prevención y a la implantación de los reglamentarios servicios de prevención. Dentro de este 
complejo escenario hay que reservar un lugar protagonista, en todo caso, al derecho/deber de 
vigilancia de la salud, no sólo porque requiere una acción continuada y periódica de examen y 
observación a cargo de los correspondientes especialistas, sino también por su evidente afectación 
al derecho a la intimidad del trabajador y por sus particulares riesgos para la debida salvaguarda 
de sus datos personales. 

Con la apelación a la norma de carácter sectorial, que en nuestro actual sistema de fuentes 
es sobre todo la norma pactada o de origen profesional, hemos querido resaltar, naturalmente, 
la trascendencia del sector de actividad en la compleja tarea de prevención de riesgos laborales. 
No es difícil percibir que junto a los peligros que en general ofrece todo trabajo, cada sector e 
incluso cada tipo de trabajo tienen sus propias amenazas para la salud o la integridad física del 
trabajador, por lo que cada uno de esos ámbitos merecería, en verdad, un estudio monográfico 
desde ese punto de vista. No cabe duda de que el trabajo en el mar, el trabajo en el sector de la 
construcción, el trabajo en las minas de interior, el trabajo en el transporte terrestre, el trabajo 
en la industria química o el trabajo en laboratorios radiológicos, por citar tan sólo algunos casos 
más o menos paradigmáticos, requieren una particular evaluación de sus riesgos y un particular 
arsenal de medidas para evitarlos o combatirlos. Pero también hay que tener en cuenta que 
la noción de riesgo no es estática ni inamovible, como no puede serlo la manera de tratarlo o 
afrontarlo: del mismo modo que trabajos clásicos pueden ofrecer riesgos nuevos en virtud de 
los nuevos métodos o los nuevos instrumentos de trabajo, riesgos inexistentes o prácticamente 
inexistentes en otros momentos históricos pueden pasar a una posición de mayor protagonismo 
en un momento determinado. Eso quiere decir que además de atender a la clase de trabajo y a los 
riesgos intrínsecos a cada trabajo, conviene no perder de vista el entorno en el que se desarrolla 
la correspondiente actividad productiva. Por citar tan sólo un par de ejemplos: el cuidado por el 
medio ambiente en general y la preocupación específica por la seguridad vial con toda probabilidad 
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revierten en una mejora de las condiciones en las que se realiza el trabajo. A la altura de nuestros 
días, un mejor ambiente natural y un tráfico rodado más seguro son ingredientes ineludibles en 
una política moderna de seguridad y salud en el trabajo. 

El ámbito típico –o cuando menos el más tradicional– de las normas de prevención de riesgos 
laborales es desde luego el ámbito del trabajo asalariado, en el que la moderna legislación en la 
materia ha incluido, con buen sentido, el trabajo propio de todos los empleados públicos, incluidos 
los que prestan servicios para la Administración en régimen funcionarial o administrativo. Pero 
las normas sobre prevención de riesgos laborales han querido ampliar su punto de mira en los 
últimos tiempos. Esa es la razón de que pretendan llegar también al trabajo autónomo. Se trata, 
en verdad, de un ámbito de trabajo que en principio parece bastante refractario a la aplicación de 
este tipo de reglas, como lo es, en general, a la aplicación de normas típicamente laborales. A la 
postre, no existe aquí un sujeto obligado a cuidar y responder de lo que le ocurra a otro, a diferencia 
del trabajo que se presta mediante contrato de trabajo. Formalmente pueden preverse medidas 
de seguridad y salud para el trabajador autónomo, fundadas, razonablemente, en los riesgos que 
su actividad profesional (como cualquier otra) puede generar para la persona que trabaja. Pero, 
¿quién resulta obligado por esas reglas? Y, sobre todo, ¿quién responde y ante quién se responde 
por su incumplimiento? Si bien se mira, esa expansión funcional y subjetiva de las normas de 
prevención de riesgos laborales tiene sentido sobre todo cuando el trabajador autónomo trabaja 
en contacto con otros, o en un ámbito en el que también concurren otras prestaciones de trabajo, 
con las pertinentes necesidades de colaboración y cuidado mutuo. En tales casos, el trabajador 
autónomo debe respetar también las reglas generales de prevención y debe cuidar tanto de la 
prevención de quienes le rodean como de su propia seguridad, por las consecuencias que todo 
ello tiene para la protección global en el correspondiente ámbito de actividad. De ahí que las 
previsiones de nuestra legislación preventiva sobre el trabajador autónomo se refieran sobre 
todo al que actúa en contacto con otros y, en especial, al trabajador autónomo económicamente 
dependiente, que mantiene una vinculación nada desdeñable con aquel para el que realiza la 
pertinente prestación profesional. 

Ni que decir tiene que las normas sobre prevención de riesgos laborales han de ser por 
definición efectivas. Para ello, además de una buena formulación y un contenido apropiado, se 
requieren los pertinentes instrumentos de exigencia y aplicación. Como es fácil de comprender, 
dentro de esa necesidad general ocupa un lugar preferente la labor de supervisión y vigilancia, que 
puede y suele ser asumida por los órganos de participación y representación de los trabajadores 
en la empresa (generales o especializados), pero que también es asunto que concierne a los 
poderes públicos con responsabilidad en el ámbito de las relaciones de trabajo. La vigilancia y el 
control de las normas preventivas es por ello tarea tradicional e inexcusable de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, como recuerda a los efectos oportunos la propia LPRL, como se ha 
contemplado habitualmente en las sucesivas normas reguladoras de esa venerable institución 
española y como se prevé hoy en día en la Ley 23/2015. También es indispensable un buen 
sistema de responsabilidades y sanciones, que en nuestro caso se construye, como es sabido, a 
través de la conjunción de responsabilidades de distinto orden y diferente naturaleza. Por un 
lado, responsabilidades de naturaleza pública, que a su vez se desdoblan en responsabilidades 
de naturaleza administrativa (previstas y reguladas en la Ley de infracciones y sanciones en el 
orden social) y responsabilidades de naturaleza penal (derivadas principalmente de los delitos 
tipificados en los artículos 316 y 317 del Código Penal). Por otra parte, responsabilidades de 
seguridad social, que se activan sobre todo por la falta de cumplimiento de los deberes generales 
de encuadramiento y cotización o de las obligaciones específicas de reconocimiento periódico. Y, 
en fin, responsabilidades de naturaleza patrimonial o civil, que pueden tener origen contractual o 
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extracontractual, que pueden exigirse conforme a las cláusulas correspondientes del Código Civil, 
y que suelen ponerse en marcha por lo general en los casos de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional. En todo caso, nadie discute el particular relieve que reviste en este sistema de 
responsabilidades el denominado recargo de prestaciones, no sólo por su discutida naturaleza 
jurídica y sus propias dificultades interpretativas (referidas por ejemplo a su aplicabilidad en 
los supuestos de contrata o subcontrata de obras o servicios), sino también por sus exigencias 
de coherencia y homogeneidad con el resto de responsabilidades no ya en su declaración sino 
también en su tratamiento procesal. 

Como es de rigor, las normas de seguridad y salud en el trabajo han de estar acompañadas 
también de las pertinentes vías jurisdiccionales para dirimir eventuales conflictos, para exigir 
el cumplimiento contencioso de la norma, o, en su caso, para depurar las correspondientes 
responsabilidades. Una vez resuelta la conocida discusión jurisdiccional acerca del orden 
competente para entender de las reclamaciones de indemnización patrimonial por accidente de 
trabajo o enfermedad profesional, la actual legislación del proceso laboral contiene en principio 
dos reglas sobre asignación de competencias al orden social en materia de prevención de riesgos 
laborales. En un primer momento se atribuye competencia a la jurisdicción social respecto 
de las acciones que puedan ejercitar los trabajadores por los daños originados en el ámbito 
de la prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales, y mediante una segunda regla se hace lo propio respecto de las acciones «para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en materia de prevención 
de riesgos laborales», incluida la exigencia de responsabilidad por los daños sufridos como 
consecuencia del incumplimiento, regla ésta que, por cierto, extiende su ámbito de aplicación al 
trabajo de los funcionarios públicos y del personal que presta servicios para la Administración 
pública en régimen administrativo. Son reglas muy ambiciosas en su concepción y singularmente 
detalladas en su formulación, que en una primera aproximación parecen actuar de modo 
complementario pero que también pueden generar algún punto de fricción y algún riesgo de 
solapamiento, por lo que demandan una cuidadosa labor de interpretación y aclaración que, 
entre otras cosas, permita una delimitación suficientemente precisa de su respectivo radio de 
acción. A ellas hay que añadir, por otro lado, una regla de exclusión de competencia relativa a 
«las cuestiones litigiosas en materia de prevención de riesgos laborales que se susciten entre el 
empresario y los obligados a coordinar con éste las actividades preventivas de riesgos laborales 
y entre cualquiera de los anteriores y los sujetos o entidades que hayan asumido frente a ellos, 
por cualquier título, la responsabilidad de organizar los servicios de prevención», regla que con 
toda seguridad encierra una llamada al orden jurisdiccional civil pero que tampoco está exenta 
por completo de dudas acerca de su verdadero alcance funcional e incluso acerca de su sentido. 

De todas estas cuestiones se ha querido tomar nota en este nuevo número de la serie de 
«Derecho del Trabajo» de la Revista del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social. 
Su recorrido material no abarca, desde luego, todos los aspectos merecedores de estudio y 
consideración en un repaso exhaustivo y pormenorizado de nuestra legislación sobre prevención 
de riesgos laborales. Pero probablemente ofrezca un buen muestrario tanto de los problemas 
clásicos de este sector especializado de la legislación laboral como de los nuevos frentes y retos 
que en los tiempos actuales plantea el derecho a una protección efectiva en materia de seguridad 
y salud en el trabajo. A la pura perspectiva nacional han querido unirse, además, dos pequeñas 
miradas al exterior. Por un lado, una consideración específica de los desplazamientos temporales 
de trabajadores desde nuestro país a otros espacios geográficos, que junto a los típicos problemas 
de determinación de la ley aplicable o de vinculación a nuestros sistemas de protección social, 
suscitan también algunas cuestiones de interés en lo que se refiere a la adopción de medidas con 
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fines de prevención de riesgos laborales. Por otro, una mirada a la realidad latinoamericana, que 
puede ofrecer contrastes interesantes con la tradición española, e incluso con las pautas europeas, 
y que en todo caso nos permite descubrir una experiencia en la que se conjugan intervenciones 
normativas de muy diverso tenor y muy distinto alcance, desde las que han dado lugar a un 
escenario bien poblado de reglas a las que se limitan a la declaración del tradicional principio 
de tutela o protección del trabajador, o desde las que reposan directamente en el ordenamiento 
estrictamente laboral a las que remiten preferentemente a la cobertura prestada por los sistemas 
de seguridad social. 

En esta breve presentación sólo queda espacio ya para dejar constancia expresa y nominativa 
de quienes tan amablemente han participado en esta nueva aportación colectiva sobre seguridad 
y salud en el trabajo. Afortunadamente, hoy en día contamos en nuestra doctrina laboralista con 
muchos especialistas en este exigente terreno de la prevención de riesgos laborales, y a todos ellos 
debe dirigirse nuestro reconocimiento. Por razones fáciles de comprender, no todos han podido estar 
presentes en esta iniciativa, pero quienes lo han hecho finalmente han podido demostrar una vez 
más su ilusión y su profesionalidad. Las colaboraciones doctrinales proceden mayoritariamente 
de la Universidad española, como es el caso de Martínez Barroso (León), Alzaga Ruíz (Nacional 
de Educación a Distancia), Ramos Quintana (La Laguna), Gutiérrez-Solar Calvo (Complutense 
de Madrid), Pedrosa Alquézar (Zaragoza), Ballester Pastor (Valencia), Rodríguez Escanciano 
(León), Agra Viforcos (León), Igartua Miró (Sevilla), López Cumbre (Cantabria), Pérez Agulla 
(Complutense de Madrid), Gil Plana (Complutense de Madrid), Menéndez Sebastián (Oviedo) 
y Maneiro Vázquez (Santiago de Compostela). También han colaborado personas procedentes 
del mundo empresarial (Gea Brugada) o de la Administración laboral (Sacristán Enciso). Por 
su parte, la profesora y magistrada Gajardo Harboe (de la Universidad de Santiago de Chile) 
ha asumido la complicada pero atractiva tarea de ofrecernos una panorámica general de la 
regulación de la prevención de riesgos laborales en Latinoamérica. Para todas esas aportaciones 
nuestro mayor agradecimiento y nuestra mejor felicitación. 
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Marco estratégico de 
la Unión Europea en 
materia de seguridad 
y salud: retos y 
repercusión en el 
ordenamiento español 
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European Union 
occupational safety 
and health strategic 
framework: challenges 
and repercussion in the 
spanish legislation 

Mª DE LOS REYES MARTÍNEZ BARROSO*
 

1. INTRODUCCIÓN 

Han pasado ya casi cuatro años desde 
que, en junio de 2014, la Comisión 
Europea anunciara la adopción de 

un nuevo marco estratégico en materia de 
salud y seguridad en el trabajo 2014-20201. 
Este marco provisional2 viene a determinar 
los principales retos y objetivos estratégicos 
en el ámbito de la salud3 y la seguridad en el 

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Universidad de león. 

1 a través de la Comunicación de la Comisión al Parla­
mento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Euro­
peo y al Comité de las regiones relativa a un marco estratégico 
de la UE en materia de salud y seguridad en el trabajo 2014­
2020. CoM (2014) 332 final. 

2 En cuanto debía revisarse en 2016, con el fin de hacer 
balance de su aplicación y poder tener en cuenta los resultados 
de la evaluación global de la legislación de la Unión Europea 
sobre salud y seguridad profesionales que se estaba llevando 
a cabo en ese momento y que estaría disponible a finales de 
2015. En cualquier caso, el incumplimiento del operativo pre­
sente en el propio documento no invita al optimismo. 

3 Entendida no solo como recuperación del «equilibrio» 
que el propio sujeto considera perdido, sino como desarrollo de 
los atributos vitales que permiten el desarrollo de la capacidad 
para asumir riesgos. En tal sentido, aparicio Tovar, J.: «Derecho 

trabajo, presentando las acciones clave y los 
instrumentos para alcanzarlos con la preten­
sión última de que la Unión Europea conti­
núe desempeñando un papel de liderazgo en 
el fomento de unos estándares elevados en las 
condiciones de trabajo, tanto en Europa como 
a nivel internacional, en consonancia con la 
Estrategia Europa 2020 para un crecimiento 
inteligente, sostenible e integrador. 

Este nuevo marco estratégico tiene por ob­
jeto contribuir a la mejora de la calidad del 
trabajo y la satisfacción laboral, al tiempo 
que pretende aumentar la competitividad y 
la productividad de las empresas europeas, en 
particular de las pequeñas, y disminuir el gas­
to de los sistemas de Seguridad Social. Dicha 
renovación de votos o del compromiso de mejo­
rar las condiciones de trabajo se ha realizado, 
en palabras del Comisario europeo de Empleo, 
Asuntos Sociales e Inclusión, László Andor, a 
partir del reconocimiento de una evidencia: 
pese a que las personas tienen derecho a tra­

a la asistencia sanitaria», en aa.VV. (aESSS): «los retos actuales 
de la asistencia sanitaria española en el contexto de la Unión 
Europea», Murcia (laborum), 2016, pág. 39. 
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bajar sin arriesgar su salud y seguridad en el 
lugar de trabajo, sin embargo, cada año, más 
de tres millones de trabajadores son víctimas 
de accidentes laborales graves en la Unión 
Europea, y cuatro mil mueren en accidentes 
en el lugar de trabajo. Y no solo causan su­
frimiento personal, sino que suponen, además, 
un coste elevado para las empresas y para la 
sociedad en su conjunto. 

El principal problema de la seguridad y 
salud en el trabajo no es, por tanto, la ausen­
cia de regulación legal sino su patente falta de 
aplicación y de cumplimiento real y eficiente, 
como se ha denunciado reiteradamente, en es­
pecial desde la OIT. En esta misma línea se 
mueve la Unión Europea, en tanto su interés 
principal no es seguir aumentando el ingente 
acervo comunitario sino actualizarlo, refun­
dirlo e, incluso, simplificarlo4. 

Las sucesivas Estrategias han constitui­
do el instrumento principal para establecer 
el marco general de las políticas de preven­
ción de riesgos laborales a corto y, sobre todo, 
medio y largo plazo (suelen abarcar períodos 
quinquenales), estableciendo los marcos ge­
nerales de actuación, a expensas de que los 
Estados Miembros las adapten a sus peculia­
res idiosincrasias y realidades5. Lo novedoso 
de estos instrumentos no reside únicamente 
en que deben servir para guiar y orientar las 
políticas públicas en materia de seguridad y 
salud en el trabajo sino, sobre todo, en que in­
corporan mecanismos de evaluación y control 
de los objetivos inicialmente propuestos, al ob­
jeto de corregir las posibles desviaciones exis­

4 a nivel interno, propugnando la necesaria elaboración 
de un Código de Prevención que simplifique y sistematice la 
materia, para su mejor conocimiento, Tudela Cambronero, G.: 
«la protección de la seguridad y salud en España: balance y 
perspectivas», en aa.VV. (ramos quintana, Mª.i., Dir.): «Salud en 
el trabajo y riesgos laborales emergentes», albacete (Bomarzo), 
2013, pág. 34. 

5 al respecto vid. lópez-romero González, Mª.P.: «las es­
trategias comunitaria y española de salud y seguridad en el 
trabajo (2007-2012)», Información Laboral. Legislación y Con­
venios Colectivos, núm. 12, 2008, págs. 3 y ss. 
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tentes y, a partir de los resultados obtenidos, 
planificar nuevos objetivos. 

El renovado marco estratégico determina 
tres grandes retos en la materia: 

1. Mejorar la aplicación de las normas 
vigentes en materia de salud y seguridad, en 
particular mediante el refuerzo de la capa­
cidad de las microempresas y las pequeñas 
empresas para poner en marcha estrategias 
eficaces y eficientes de prevención del riesgo. 

2. Mejorar la prevención de las enferme­
dades relacionadas con el trabajo, haciendo 
frente a los riesgos nuevos y emergentes, sin 
descuidar los ya existentes. 

3. Tener en cuenta el envejecimiento de 
la mano de obra de la Unión Europea. 

Los primeros estudiosos del tema ya alu­
den al cambio de enfoque, hacia uno más 
«economicista»6 y menos social, que cabe 
apreciar en los nuevos derroteros tomados 
por la política comunitaria en materia de se­
guridad y salud, por cuanto parte de la con­
sideración de que la prevención del riesgo y 
el fomento de unas condiciones más seguras 
y saludables en el lugar de trabajo son fac­
tores fundamentales no solo para mejorar la 
calidad del empleo y las condiciones labora­
les, sino para promover la competitividad, la 
productividad y el crecimiento, insistiendo en 
el ahorro de costes y en la reducción del ab­
sentismo. Sin lugar a dudas, la buena salud 
de los trabajadores tiene un efecto positivo 
directo y mensurable en la productividad y 
contribuye a mejorar la sostenibilidad de los 
sistemas de Seguridad Social. Sin embargo, 
aun cuando el objetivo de sostenibilidad del 
sistema sea crucial desde un punto de vista 
financiero, no puede subordinar ni condicio­
nar las decisiones en el terreno de la segu­

6 En tal sentido igartua Miró, Mª.T.: «Hacia un enfoque 
más economicista en la política europea de seguridad y salud 
en el trabajo: reflexiones críticas a la luz del marco estratégico 
2014-2020», RTSS (CEF), núm. 383, 2015, págs. 13 y ss., en es­
pecial, págs. 22-23. 
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ridad y salud, pues la trascendencia de los 
bienes jurídicos en juego le hace merecedor 
de una tutela propia, que debe mantenerse 
al margen de intereses ajenos y de decisiones 
propias de otros campos de actuación. 

2.	 ACCIONES E INSTRUMENTOS 
ENCAMINADOS A LA CONSECUCIÓN 
DE LOS OBJETIVOS ESTRATÉGICOS 

El nuevo marco estratégico parte de un 
amplio corpus legislativo aprobado ya por la 
Unión Europea, junto con las Estrategias pro­
pias de los Estados Miembros (en un total de 
27), habiendo sido precedido de distintos pro­
cedimientos de consulta entre las partes inte­
resadas y de diversas contribuciones del Par­
lamento Europeo, del Comité Consultivo para 
la Seguridad y la Salud en el Trabajo y del Co­
mité de Altos Responsables de la Inspección 
de Trabajo, todos ellos favorables a poner en 
marcha una nueva iniciativa de actuación. 

Además, la mayoría de las iniciativas, le­
gislativas y no legislativas, planteadas en la 
Estrategia anterior (2007-2012) se han lleva­
do a la práctica con unos resultados notables 
que han contribuido a consolidar una cultura 
de la prevención del riesgo, unas bases polí­
ticas claras y un marco consolidado para la 
coordinación. No obstante, pese a esta pers­
pectiva especialmente autocomplaciente de 
la Comisión, exhibida en el Informe de eva­
luación final sobre la aplicación de la misma, 
todavía queda un importante campo para la 
mejora, en especial, en el ámbito de la coordi­
nación con la política medioambiental y en lo 
que atañe a las sustancias químicas. Es más, 
el Informe plantea serias dudas sobre el al­
cance del papel de la Estrategia ya culminada 
en la mejora apreciada en los datos sobre acci­
dentes y enfermedades, pues en ella influyen 
variados factores ajenos, en particular, la cri­
sis económica. Por tanto, pese a concluir que la 
mayoría de las acciones se han llevado a cabo, 
todavía existen importantes lagunas en el te­
rreno de la implicación de los interlocutores 
sociales o en el campo de los datos estadísti­
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cos. De ahí la necesidad de un enfoque más 
preocupado por el efecto de algunas medidas 
preventivas en determinadas empresas (espe­
cialmente PYMES), la interacción de la salud 
y la seguridad en trabajo con el entorno y las 
sustancias químicas y la prevención eficaz de 
las enfermedades profesionales y las relacio­
nadas con el trabajo. 

No obstante, el aspecto en que la Es­
trategia precedente ha cumplido de mane­
ra menos eficiente sus objetivos, ha sido en 
relación con la necesidad de adaptar, mejo­
rar y simplificar el marco jurídico existente, 
donde los avances brillan por su ausencia7. 
Aunque se han llevado a efecto intercambios 
de buenas prácticas o preparativos para la 
revisión de la legislación, en la práctica, la 
actualización y simplificación del marco le­
gal ha experimentado pocos progresos signi­
ficativos, existiendo lagunas considerables 
en relación con la subcontratación y los ser­
vicios de prevención. 

En este nuevo marco estratégico, carac­
terizado por un claro retroceso de los aspec­
tos sociales y por una visión de la prevención 
como vehículo de satisfacción de exigencias 
de tipo económico, los nuevos retos pretenden 
conseguirse por medio de una serie de accio­
nes ligadas a siete objetivos básicos8: 

1. Proseguir la consolidación de las estra­
tegias nacionales en materia de salud y segu­
ridad a través de la coordinación de políticas y 
el aprendizaje mutuo. Desde la Comisión Eu­
ropea se hace un llamamiento a los Estados 
Miembros para que desarrollen estrategias 
nacionales de seguridad y salud ocupacional 
bien definidas, transparentes y plenamente 

7 igartua Miró, Mª.T.: «Hacia un enfoque más economi­
cista en la política europea de seguridad y salud en el trabajo: 
reflexiones críticas a la luz del marco estratégico 2014-2020», 
cit., pág. 20. 

8 analizados por Segado rodríguez, P.: «El Marco Estraté­
gico de la Unión Europea sobre seguridad y salud en el trabajo 
2014-2020 a los dos años de su aprobación», Trabajo y Derecho, 
núm. 18, 2016, págs. 72 y ss. 
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accesibles, con objetivos claramente definidos 
y fácilmente medibles y verificables. 

2. Proporcionar ayuda práctica a las pe­
queñas empresas y a las microempresas, para 
que puedan mejorar el cumplimiento de las 
normas sobre salud y seguridad. A tal efecto, 
dichas empresas podrán recibir asistencia téc­
nica a través de herramientas prácticas, como 
la Evaluación en Línea de Riesgos Interactivos 
(OiRA), una plataforma web que proporciona 
instrumentos para la evaluación de riesgos 
sectoriales. 

3. Mejorar la garantía del cumplimien­
to de la normativa por parte de los Estados 
miembros, por ejemplo, mediante la evalua­
ción9 de los resultados de los organismos de 
inspección nacionales. Se hace hincapié en la 
necesidad de erradicar el empleo irregular y 
no declarado y en la importancia de fortalecer 
los vínculos entre dichos organismos a nivel 
europeo, a través de un intercambio de infor­
mación que permita un nivel de cooperación 
adecuado. 

4. Simplificar, en la medida de lo posible, 
la legislación vigente a nivel europeo, para 
eliminar las cargas administrativas innece­
sarias, manteniendo, al mismo tiempo, un 
elevado nivel de protección de la salud y la 
seguridad de los trabajadores. Se pretenden 
evitar trabas burocráticas que obstaculicen el 
cumplimiento de la normativa por parte de las 
empresas de menor tamaño, cuyo margen fi­
nanciero es menor y no siempre pueden hacer 
frente a sus obligaciones con un nivel óptimo 
de cumplimiento. 

5. Abordar el envejecimiento de la mano 
de obra europea promoviendo hábitos labo­
rales saludables y mejorar la prevención de 
las enfermedades relacionadas con el trabajo 
para hacer frente a los riesgos emergentes10 

9 Evaluación del desempeño puesta de manifiesto por 
Vega ruiz, M.l.: «los sistemas de inspección de Trabajo en el 
mundo», informe oiT, Madrid, 2013, pág. 17. 

10 En consonancia con la prioridad de sostenibilidad de los 
sistemas de Seguridad Social, en lo que se refiere a los riesgos 
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(junto con los ya existentes), como los nano-
materiales, las tecnologías verdes o la biotec­
nología. 

6. Mejorar la recogida de datos estadísti­
cos (principalmente en cuanto a accidentes de 
trabajo, enfermedades profesionales, enferme­
dades relacionadas con el trabajo, factores de 
riesgo y exposición en todos los sectores) para 
disponer de mejores pruebas y desarrollar he­
rramientas de seguimiento. El objetivo no es 
otro que disponer de una representación de la 
realidad palpable con la que poder medir el 
impacto de las políticas y estrategias imple­
mentadas, a fin de identificar y promover bue­
nas prácticas. 

7. Reforzar la coordinación y colaboración 
con organizaciones internacionales como la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
o la Organización de Cooperación y Desarro­
llo Económicos (OCDE) y con los socios euro­
peos, para contribuir a reducir los accidentes 
de trabajo y las enfermedades profesionales y 
a mejorar las condiciones laborales en todo el 
mundo. 

Apuntados los retos del marco estratégico y 
sus objetivos, conviene también mencionar los 
mecanismos e instrumentos necesarios para 
su ejecución, partiendo de la base de que la 
coordinación entre las Estrategias nacionales 
y la de la Unión Europea puede desempeñar 
un papel aún más importante y sistemático en 
su implementación, por medio de la coordina-

emergentes, se dota de especial protagonismo a los trastornos 
musculoesqueléticos (TME), al constituir la fuente de absen­
tismo predominante en la UE, planteando como propuesta la 
creación de una norma a nivel europeo para la prevención y 
control de los TME en el trabajo. Vid. el informe BenoSH: «So­
cioeconomic costs of accidents at work and work-related ill 
health» (Coste económico de los accidents y de la mala salud 
relacionada con el trabajo). http://ec.europa.eu/social, así como 
el de la asociación internacional de la Seguridad Social (aiSS): 
«The return on prevention: Calculating the costs and benefits of 
investments in occupational safety and health in companies» 
(El rendimiento de la prevención: cálculo de los costes y benefi­
cios de las inversiones en salud y seguridad en el trabajo en las 
empresas). http://www.issa.int 

http://www.issa.int
http://ec.europa.eu/social
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ción de las políticas, el aprendizaje mutuo y la 
utilización de sus fondos. 

Para llevar a cabo estas acciones, el mar­
co estratégico establece como principales ins­
trumentos el diálogo social, la sensibilización, 
el reforzamiento de las garantías de cumpli­
miento de la legislación de la Unión Europea y 
las necesarias sinergias con otras políticas, en 
especial, salud pública, educación, investiga­
ción o igualdad, sin olvidar que diversos recur­
sos de la Unión, como el Fondo Social Europeo 
(FSE) o el Programa Europeo de Empleo e In­
novación Social (EaSI), están disponibles para 
apoyar la aplicación de las normas sobre sa­
lud y seguridad. También resulta fundamen­
tal que se perciba a los órganos de inspección 
como un factor que facilita el cumplimiento de 
la legislación y no como obstáculo a la activi­
dad empresarial, para lo cual se propone tam­
bién formar a los Inspectores en seguridad y 
salud, en particular en relación con los riesgos 
emergentes y las nuevas tecnologías. 

El nuevo marco ya tiene en cuenta las opi­
niones manifestadas por las instituciones de 
la Unión Europea y los representantes de las 
organizaciones patronales y sindicales, los re­
sultados de una consulta pública realizada en 
2013 con el fin de recabar ideas sobre los retos 
actuales y futuros en el ámbito de la salud y la 
seguridad en el trabajo y las opiniones mani­
festadas en la Conferencia sobre las condicio­
nes laborales el 28 de abril de 2014, que puso 
fin al ciclo de consultas. 

En consonancia con lo anterior, a lo largo 
de todo el documento se realza la vinculación 
intrínseca entre la política de empleo y la po­
lítica económica, de manera que las orienta­
ciones generales para el empleo de la Estra­
tegia europea de Empleo y las orientaciones 
generales de las políticas económicas se deben 
adoptar, necesariamente, como un «paquete 
integrado». Este nuevo enfoque ha condiciona­
do, en buena medida, la reorganización de los 
objetivos y las acciones concretas en cumpli­
miento de los mismos; lo que, en definitiva, ha 
supuesto una reestructuración de las priori­
dades de las acciones comunitarias en materia 
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de seguridad y salud en el trabajo, primando 
aquellas en las que se puede intuir una suerte 
de retorno económico en la gestión o inciden­
cia en la sostenibilidad de los sistemas de pro­
tección social11. 

3.	 LA CONSOLIDACIÓN DE LA 

«ESTRATEGIA ESPAÑOLA 

DE SEGURIDAD Y SALUD 

EN EL TRABAJO 2015-2020» 

EN EL MARCO DEL VIGÉSIMO 

ANIVERSARIO DE LA LPRL
 

La Estrategia interna es fruto de un largo 
proceso de negociación que tiene su origen en 
la Comisión Nacional a finales de 2012, una 
vez finalizada la «Estrategia Española de Se­
guridad y Salud en el Trabajo 2007-2012» y 
constatada la necesidad de seguir avanzando 
en la mejora de las condiciones de trabajo y 
en la reducción constante, y sostenida de los 
accidentes de trabajo y las enfermedades pro­
fesionales. 

3.1. Principales líneas de actuación 

Dicha Estrategia, acordada por las Admi­
nistraciones Públicas estatal y autonómica y 
los interlocutores sociales, se asienta en dos 
principios fundamentales: la prevención y la 
colaboración. La prevención, en cuanto resulta 
ser el medio más eficaz para reducir los ac­
cidentes de trabajo y las enfermedades profe­
sionales, y la colaboración de los poderes pú­
blicos, empresarios y trabajadores, en cuanto 
promueve e impulsa la mejora efectiva de las 
condiciones de trabajo. Como marco de refe­
rencia de las políticas públicas en esta materia, 
la Estrategia Española 2015-2020 alude a la 
necesidad de fortalecer la participación de los 
interlocutores sociales y la implicación de los 
empresarios y trabajadores en la mejora de la 

11 Segado rodríguez, P.: «El Marco Estratégico de la Unión 
Europea sobre seguridad y salud en el trabajo 2014-2020 a los 
dos años de su aprobación», cit., pág. 76. 
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seguridad y salud en el trabajo, incorporando 
también referencias a las Mutuas Colaborado­
ras con la Seguridad Social por su contribución 
al impulso y la ejecución de las políticas pre­
ventivas y a la reducción de la siniestralidad 
laboral. Y sobre todo, conviene no olvidar sus 
objetivos específicos 1 (mejorar la eficacia de 
las instituciones dedicadas a la prevención de 
riesgos laborales) y 2 (potenciar actuaciones de 
las Administraciones públicas en materia de 
vigilancia y control de la prevención de riesgos 
laborales). 

La premisa que en todo momento ha mar­
cado el enfoque estratégico ha sido la de crear 
un marco de referencia de las políticas públi­
cas preventivas que sea dinámico y que per­
mita adaptarse con naturalidad a los cambios 
que se produzcan en un entorno en perma­
nente evolución como es el de la prevención 
de riesgos laborales. Para ello se ha evitado ab 
initio prefijar de antemano medidas concretas 
en cada uno de los objetivos específicos, optan­
do por que aquellas se vayan acordando y pla­
nificando, en función de las necesidades, prio­
ridades y recursos disponibles, en tres Planes 
de Acción consecutivos en el tiempo que com­
prenden los siguientes períodos: 2015-2016, 
2017-2018, 2019-2020. Dicho diseño abierto 
permite dar cabida a medidas no contempla­
das inicialmente pero que en los años venide­
ros puedan resultar imprescindibles por su 
relevancia o urgencia. 

Los Planes de Acción deben especificar las 
entidades responsables del desarrollo de cada 
medida, el plazo de ejecución y, adoptando in­
evitables estándares de calidad, los indicado­
res de realización con la finalidad de evaluar 
el grado de avance de las medidas y, en su 
caso, de impacto, para evaluar su efectividad. 

3.2.	 Balance de la LPRL tras más 
de dos décadas de vigencia 

La nueva Estrategia ha venido a coincidir 
con el vigésimo aniversario de la aprobación 
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Pre­
vención de Riesgos Laborales (LPRL), que 
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nació con la voluntad de garantizar la segu­
ridad y salud de los trabajadores y establecer 
las responsabilidades del empresario en la 
gestión de la prevención. Dicho aniversario se 
ha celebrado en el marco de un escenario bien 
distinto al que la vio nacer, con una estructura 
productiva en la que ha ganado peso el sector 
servicios, en detrimento del sector primario, 
industrial y de la construcción, así como en un 
contexto aplicativo en profunda transforma­
ción, con mercados de trabajo muy fragmen­
tados, caracterizados por la temporalidad y la 
precariedad laboral. Tal evento, además, ha 
sido lo suficientemente importante como para 
justificar la conveniencia de una reflexión so­
bre cuáles han sido y son los principales as­
pectos técnicos y jurídicos que plantea este 
marco normativo con el objetivo de profundi­
zar en los principales aspectos críticos de esta 
regulación y subrayar la necesidad de posibles 
evoluciones normativas, en el marco del dise­
ño abierto de la nueva Estrategia, pues si de 
alguna materia puede predicarse su carácter 
dinámico esta es, sin duda, la prevención de 
riesgos laborales12. 

Con carácter general, los primeros balances 
hechos públicos por los interlocutores sociales13, 
ponen de manifiesto cómo se ha pasado de un 
enfoque reactivo (reparar el daño una vez pro­
ducido) a otro más pro-activo o preventivo cuyo 
objetivo es conseguir el bienestar integral del 
trabajador, contemplándose no sólo los riesgos 
físicos, sino también los de carácter psicosocial, 
las nuevas sustancias químicas, la nanotec­
nología, los cánceres de etiología laboral o los 

12 Cosa distinta es que el marco normativo responda de 
forma adecuada a esa «dinamicidad» propia de la materia. 
En tal sentido Miñarro yanini, M. y Molina navarrete, C.: «la 
lPrl desde una perspectiva jurídica», en aa.VV.: «20 años de 
la ley de Prevención de riesgos laborales. análisis multidis­
ciplinar de la implantación de la lPrl a lo largo de estos 20 
años», UGT-CEC, 2015, págs. 519 y ss. o García González, G.: 
«El marco jurídico de la seguridad y salud en el trabajo: lagu­
nas, imperfecciones y propuestas de reforma (i) y (ii)», Trabajo 
y Derecho, núms. 29 y 30, 2017, págs. 109 y ss. y 99 y ss., 
respectivamente. 

13 http://www.ugt.es/SitePages/noticiaDetalle.aspx?idEle­
mento=1622. Consultado el 15 de febrero de 2016. 

http://www.ugt.es/SitePages/noticiaDetalle.aspx?idEle


Mª DE loS rEyES MarTínEz BarroSo 

25 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 
 
 

 

  
 
 

  
 

 

 
 
 

 
 
 
 

 
 
 
 
 

 

 

 

  

 

 
 

 
 
 

 
 
 
 

 

  

 

  

riesgos ergonómicos, poniendo de manifiesto, 
además, cómo esta Ley ha conllevado cambios 
positivos en la gestión de los riesgos laborales, 
tanto en los agentes implicados como en la so­
ciedad en general, si bien no se pueden dejar de 
lado los denominados riesgos emergentes. 

En efecto, el vínculo físico entre el lugar de 
trabajo y las labores que deben realizarse cada 
vez resulta más tenue gracias a la expansión 
de las tecnologías de la información. Los prin­
cipales cambios no afectan a la relación labo­
ral en sí misma, aunque pueden difuminar las 
diferencias entre trabajadores asalariados y 
autónomos, si bien plantean problemas especí­
ficos, por ejemplo, en el caso de los teletraba­
jadores, pues el empresario es responsable de 
su salud y su seguridad, independientemente 
del lugar donde se realiza el trabajo. Se hace 
necesario, por tanto, adoptar medidas para pre­
venir los riesgos y realizar controles en el caso 
de trabajadores móviles o que trabajan en sus 
domicilios. La aparición de nuevos materiales, 
como es el caso de las nanopartículas, supone 
también un reto a la hora de realizar las eva­
luaciones de riesgos y aplicar medidas de pre­
vención y control, dadas las lagunas de conoci­
miento aún existentes frente a elementos con 
un grado potencialmente elevado de toxicidad. 
Estos nuevos retos, junto con otros que todavía 
siguen pendientes, como el polvo de silicio o el 
amianto, requieren de una reflexión y análisis 
permanente14. 

No obstante, en el «debe» cabe hacer refe­
rencia a que el nivel de aplicación de la Ley 
es parcial e insuficiente, que su desarrollo 
reglamentario resulta claramente mejorable, 
en especial en lo relativo a la definición de re­
quisitos mínimos de condiciones de seguridad 
y salud o en las limitaciones o prohibiciones 
sobre operaciones, o que existen todavía cier­
tas carencias en la auténtica cultura de la pre­
vención, porque falta concienciación tanto en 
las Administraciones y empresas, como entre 

14 Sobre lo cual me pronuncié en la monografía, Mar­
tínez Barroso, Mª.r.: «Sujetos responsables de los incumpli­
mientos en materia preventiva», albacete (Bomarzo), 2016, 
págs. 71 y ss. 
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los propios trabajadores. Además, se observa 
que la aplicación de la ley no es uniforme, ni 
entre las distintas empresas, ni entre el sector 
público y privado, ni entre los distintos niveles 
de calidad en el empleo; que no hay promoción 
ni coordinación entre las Administraciones en 
materia de prevención; y que es necesaria una 
mayor estandarización de la actuación de la 
Inspección de Trabajo y una mayor indepen­
dencia de las Administraciones frente a las 
influencias de las empresas15. Y lo que es más 
importante, aún muchos empresarios creen 
que la Ley de Prevención de Riesgos Labora­
les se cumple documentalmente, aunque no se 
garantice la seguridad y salud de los traba­
jadores, lo cual da lugar a una «falsa preven­
ción» o «prevención de papel» que hace que las 
empresas se consideren seguras por el mero 
hecho de mantener «los papeles en orden», si 
bien la burocratización del sistema preventivo 
va en detrimento de una eficiente implanta­
ción del mismo, pues la constancia documen­
tal no garantiza su eficacia16. 

Desde otro punto de vista, aunque ahora 
hay menos trabajadores expuestos a los riesgos 
tradicionales, han surgido otros nuevos deriva­
dos de las nuevas formas de organizar el traba­
jo: subcontratas, externalización, empresas de 
trabajo temporal17, incremento del autoempleo, 
mayor precariedad laboral, nuevas tecnologías 
y un mayor número de microempresas y de pe­
queñas empresas, en las cuales se producen más 
accidentes y donde se impone un refuerzo de la 
capacidad de poner en marcha medidas eficaces 
para la prevención de los riesgos laborales. Sin 

15 aa.VV.: «Guía 20 años de la ley de Prevención de ries­
gos laborales a Examen: Valoración de los Delegados de Pre­
vención de riesgos laborales de UGT» 

http://portal.ugt.org/saludlaboral/publicaciones/20anyos/ 
publicaciones/revistas/001/descargas/GuiaDelegado.pdf 

16 Mercader Uguina, J.r.: «la ley de Prevención de riesgos 
laborales, veinte años después», Información Laboral, núm. 8, 
2015 (recurso electrónico). Un balance que no deja sino una 
sensación de «agridulce aniversario» en Molina navarrete, C.: 
«Dos décadas de ley, ¿veinte años de prevención de riesgos la­
borales?», RTSS (CEF), núm. 392, 2015, págs. 5 y ss. 

17 Un análisis exhaustivo en lousada arochena, J.F.: «la 
protección de la salud laboral en el trabajo temporal y en las 
empresas de trabajo temporal», albacete (Bomarzo), 2016. 

http://portal.ugt.org/saludlaboral/publicaciones/20anyos
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olvidar la vinculación de la prevención de ries­
gos con el propio cambio demográfico y la pro­
longación de la vida laboral, pues evitar que los 
trabajadores sufran accidentes graves o padez­
can enfermedades profesionales y procurar que 
disfruten de buena salud a lo largo de toda su 
vida laboral resulta clave para que puedan tra­
bajar más tiempo, contribuyendo, de este modo, 
a combatir los efectos a largo plazo del envejeci­
miento de la población18. 

Por todo ello, resulta imprescindible refor­
zar los mecanismos preventivos desde diver­
sos frentes: haciendo aflorar las enfermedades 
laborales ocultas; abordando con el rigor que 
merecen los riesgos emergentes y psicosocia­
les, sin olvidar, en cuanto a responsabilidad 
se refiere, la conveniencia de hacer públicas 
las sanciones en esta materia por infracciones 
muy graves (como la norma obliga); incremen­
tar las actuaciones de la Inspección de Traba­
jo; crear juzgados con dedicación específica a 
la prevención, así como fiscalías específicas 
en todas aquellas provincias en que resulte 
necesario; crear unidades de Policía Local y 
Guardia Civil especializadas en prevención 
de riesgos laborales que puedan colaborar en 
el cumplimiento de la normativa vigente y en 
la investigación de accidentes, etc.; sensibili­
zar a la población desde la etapa de educación 
primaria (infantil, incluso) de la importancia 
de la salud laboral y lograr una mayor coordi­
nación entre las diferentes Administraciones 
implicadas en la lucha contra la siniestralidad 
en el trabajo. A dicho objetivo pretenden con­
tribuir, sin duda, los diversos Protocolos fir­
mados con el propósito de establecer un marco 
general de colaboración entre las distintas Ad­
ministraciones implicadas en la lucha contra 
la siniestralidad laboral y definir, potenciar y 
favorecer la implantación de procedimientos 
de actuación en la materia, que además habrá 

18 Un estudio excelente sobre las relaciones entre la po­
lítica preventiva y la de Seguridad Social en Monereo Pérez, 
J.l.: «la protección integral de los riesgos profesionales a veinte 
años de vigencia de la ley de Prevención de riesgos laborales: 
prevención versus reparación», Revista de Derecho de la Segu­
ridad Social, núm. 3, 2015, págs. 11 y ss. 
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de servir de referencia para la suscripción de 
convenios específicos en el ámbito de las dis­
tintas Comunidades Autónomas19. 

La celebración de Protocolos a nivel esta­
tal entre todas las Administraciones Públicas 
implicadas en la lucha contra la siniestralidad 
laboral con el objetivo de fijar un marco de 
actuación coordinada entre todas ellas para 
conseguir castigar de manera adecuada los 
incumplimientos más graves de la normativa 
preventiva en vigor no merece sino una va­
loración positiva, si bien resulta criticable la 
exclusión de las enfermedades profesionales; 
la falta de una constatación expresa de asu­
mir un compromiso firme por parte de las dis­
tintas Administraciones firmantes de aportar 
los medios materiales y humanos suficientes 
(mayor dotación de efectivos) para que cada 
una de ellas pueda cumplir las funciones que, 
respectivamente, le son asignadas o, en fin, la 
ausencia de previsiones relativas a proporcio­
nar una formación específica en materia de 
seguridad y salud en el trabajo a la Policía Ju­
dicial, a los Fiscales y a los Jueces de lo Penal, 
pues, como ha destacado con acierto la doctri­
na, sólo si disponen de la misma podrán estar 
en condiciones de ejercer adecuadamente las 
funciones encomendadas en este específico 
ámbito de la realidad social20. 

También es posible apreciar en los últimos 
años cierta vinculación entre el descenso de 
la siniestralidad laboral y el reforzamiento de 
las exigencias de responsabilidad. La Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales ha cumplido 
ya más de 20 años, pero tanto las sucesivas re­
formas y los desarrollos reglamentarios como 
los nuevos enfoques la convierten en una nor­
ma de enorme actualidad, pues el desarrollo 
sostenible, económico y social depende de que 

19 Un exhaustivo análisis en Cardenal Carro, M. y Hierro 

Hierro, F.J.: «Un paso más en la lucha frente a la siniestralidad 
laboral: cuestiones prácticas sobre la colaboración entre las 
distintas administraciones», AS, núm. 13, 2007, págs. 9 y ss. 

20 Martín Hernández, Mª.l.: «inefectividad de la normativa 
de prevención de riesgos laborales y siniestralidad laboral en 
España: una relación de causa-efecto», RDS, núm. 40, 2007, 
pág. 180. 
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se mantenga continuamente actualizada para 
hacer frente a todos y cada uno de los retos 
que se le puedan presentar en el futuro. 

Durante los últimos 20 años, la siniestra­
lidad laboral ha experimentado variaciones 
dispares, con un aumento del 25% entre 1995 
y 2000, para después descender hasta el año 
2012. A partir de ahí, los accidentes laborales 
vuelven a crecer. Quizás este repunte se deba 
a que con la crisis, la prevención no se entien­
da como una inversión sino como un gasto, que 
está provocando de nuevo un aumento tanto 
de los accidentes de trabajo como de las en­
fermedades profesionales, por lo cual resulta 
imprescindible un mayor esfuerzo de concien­
ciación, actuación y «sanción» en esta mate­
ria, ya que es un hecho constatado que en los 
centros de trabajo donde más se invierte en 
prevención hay menos siniestralidad laboral y 
mejores condiciones de seguridad y salud. Por 
el contrario, si hubiera que buscar las causas 
del descenso paulatino de dichas cifras entre 
el año 2000 y 2012, sin duda habría que alu­
dir, entre otras muchas, al endurecimiento de 
la responsabilidad empresarial en la materia. 
En efecto, para un adecuado funcionamiento 
del entramado normativo tan complejo y exi­
gente, como es el de seguridad y salud labo­
ral, resultan imprescindibles todos aquellos 
instrumentos especialmente diseñados para 
la efectiva aplicación de la ley, para poder re­
primir debidamente los comportamientos de 
inobservancia, incumplimiento o falta de di­
ligencia (incluso del propio trabajador)21, a la 
vez que es necesaria una labor de constante 
ayuda y asistencia a los interesados e, incluso, 
una labor de reconocimiento y compensación 
por los buenos resultados22. 

21 Sobre el particular, Vid. el interesante estudio de San 

Martín Mazzucconi, C.: «la imprudencia del trabajador en el 
accidente de trabajo: claves jurisprudenciales», RMTIM, núm. 
84, 2009, págs. 84 y ss. 

22 En la doctrina, entre muchos, roqueta Buj, r.: «Preven­
ción de riesgos laborales y accidentes de trabajo: conexiones y 
efectos de los incumplimientos en materia de seguridad y salud 
laborales», en aa. VV. (Borrajo Dacruz, E., Dir.): «accidente de 
trabajo y mutuas», Madrid (la ley), 2008. Un excelente análisis 
en el contexto del vigésimo aniversario de la entrada en vigor 
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La legislación preventiva marca un están­
dar elevado de diligencia preventiva, no bas­
tando los meros cumplimientos formales, pero 
no puede ser exigible un estándar absoluto, 
«porque ni es realista ni tiene los efectos bené­
ficos que se predican del mismo»23. Además, no 
debe conformarse con reseñar los principios 
y deberes en la materia, sino que resulta im­
prescindible introducir mecanismos para ase­
gurar que aquellos sean acatados24: a) Educa­
ción y formación de los sujetos implicados en 
la seguridad y salud laboral; b) Creación de 
incentivos, premios y ayudas para una óptima 
aplicación de las normas; c) Reconocimiento 
de los derechos de participación e información 
de los trabajadores y sus representantes, a fin 
de que puedan involucrarse plenamente y co­
laborar en la consecución de los objetivos; d) 
Atribución de facultades de inspección y vigi­
lancia a las autoridades públicas; e) Posibili­
dad de paralización de trabajos en supuestos 
de riesgo grave e inminente; f) Exigencia de 
responsabilidades, ya sean sanciones (admi­
nistrativas y penales), ya indemnizaciones (ci­
viles), ya posean naturaleza mixta (recargo de 
prestaciones). Responsabilidades, en definiti­
va, de muy diversa naturaleza y característi­
cas que presentan un panorama complejo, no 
exento de judicialización y que plantea delica­
dos problemas de concurrencia. Es más, cons­
tituye un bloque normativo que no ha llegado 
a ser autosuficiente, pues en la mayor parte 
de los casos no se trata de responsabilidades 
y sanciones exclusivamente diseñadas para el 
terreno de la seguridad y salud en el traba­
jo, sino más bien de mecanismos de carácter 
general que pueden proyectarse, desde luego, 

de ley de Prevención de riesgos laborales en García Murcia, 
J.: «responsabilidades y sanciones en materia de seguridad y 
salud en el trabajo», RTSS (CEF), núm. 396, 2016, págs. 87 y ss. 

23 En la doctrina, Gómez Caballero, P.: «la seguridad y sa­
lud en el trabajo en la jurisprudencia comunitaria», TL, núm. 
130, 2015, págs. 169-170 o Molina navarrete, C. y Molina Her­
mosilla, o.: «Derechos y obligaciones del empresario derivados 
del contrato de trabajo», en aa.VV. (Sempere navarro, a.V., Dir. 
y Charro Baena, P., Coord.): «El contrato de trabajo», Vol. i, Cizur 
Menor (Thomson reuters/aranzadi), 2010, pág. 663. 

24 Siguiendo a agra Viforcos, B.: «Derecho de la seguridad 
y salud en el trabajo», 2ª ed., león (Eolas), 2013, pág. 197. 
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sobre esta específica parcela de las relaciones 
de trabajo pero que también se pueden usar 
para otros muchos ámbitos de las relaciones 
laborales25. 

4.	 SEGURIDAD Y SALUD 
EN LAS PYMES: REFUERZO 
DE MEDIDAS EFICACES 
PARA LA PREVENCIÓN DEL RIESGO 

Las pequeñas organizaciones siguen ten­
diendo a cumplir en menor medida la legisla­
ción, tanto nacional como de la UE, y notifican 
menos medidas para la gestión de la salud y 
la seguridad en el trabajo que las grandes, lo 
cual se debe a múltiples causas, que van des­
de la dificultad inherente a respetar las dis­
posiciones reglamentarias y administrativas 
(a menudo por no disponer de asesoramiento 
directo), hasta el desconocimiento de las obli­
gaciones, la ausencia de orientación o una 
insuficiente garantía del cumplimiento de la 
legislación. A su vez, los costes derivados del 
cumplimiento también son más elevados para 
las pymes en términos relativos. 

Conscientes de dichas dificultades, en la 
Estrategia 2007-2012, la Comisión y la Agen­
cia Europea para la Seguridad y la Salud en 
el Trabajo (EU-OSHA) elaboraron ya guías 
prácticas y otros materiales sobre buenas 
prácticas para ayudar a las pymes en la apli­
cación de las medidas en materia de salud y 
seguridad en el trabajo. Precisamente OiRA 
(la herramienta interactiva de evaluación de 
riesgos en línea)26, es una contribución im­
portante para facilitar a las pymes el cumpli­
miento de los requisitos en materia de salud y 

25 García Murcia, J.: «responsabilidades y sanciones en 
materia de seguridad y salud en el trabajo», cit., pág. 91. 

26 Plataforma web destinada a la creación de herramien­
tas sectoriales para la evaluación del riesgo en cualquier idioma 
de manera sencilla y estandarizada, capaz de ayudar a las pe­
queñas empresas a implementar un procedimiento de evalua­
ción del riesgo por etapas: desde la identificación y la evalua­
ción de riesgos laborales, hasta la supervisión y la elaboración 
de informes, pasando por la toma de decisiones y la adopción 
de medidas preventivas. http://oiraproject.eu/ 
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seguridad en el trabajo. No obstante, resulta 
necesaria una mayor concentración de esfuer­
zos a nivel nacional y de la UE, pues dicha he­
rramienta sigue presentando carencias y una 
patente falta de adecuación a las necesidades 
y a la complejidad específica del ámbito de ac­
tuación en el que nos movemos. 

La evaluación27 de la Estrategia de salud y 
seguridad en el trabajo de 2007-2012 confirmó 
que, en general, había sido eficaz y se habían 
alcanzado sus principales objetivos, funda­
mentalmente en cuanto se refiere a mejora 
de la aplicación de la legislación en materia 
de salud y seguridad y a aclarar la normativa 
específica. No obstante, la Comisión reconoce 
que la aplicación sigue planteando problemas 
a las pymes, que tienen dificultades para cum­
plir algunos requisitos reglamentarios, ha­
biendo detectado lagunas, en particular en lo 
que se refiere a las repercusiones para deter­
minadas empresas a nivel local. 

Ello exige que los responsables de las polí­
ticas públicas deban tener en cuenta las cir­
cunstancias y limitaciones particulares de las 
microempresas y las pequeñas empresas al 
adoptar y aplicar medidas reglamentarias. No 
pueden pensar que el cumplimiento de las obli­
gaciones impuestas por la normativa preventi­
va va a ser el mismo por parte de las grandes 
empresas que de las pequeñas, ni que dicho 
cumplimiento va a tener el mismo coste relativo 
para unas y otras. De ahí la necesidad de buscar 
soluciones más sencillas y eficaces para tener en 
cuenta la situación de las microempresas y ga­
rantizar así la protección eficaz de la salud y la 

27 En 2013, la Comisión puso en marcha una consulta pú­
blica on line para recabar las opiniones de las partes interesadas 
sobre la aplicación de la estrategia anterior en materia de salud 
y seguridad en el trabajo y sobre el camino a seguir. las más 
de quinientas respuestas confirmaron que era necesario man­
tener la coordinación en este ámbito a nivel de la UE, a la vez 
que ofrecían sugerencias útiles en cuanto al contenido de un 
nuevo marco estratégico. Una gran mayoría de los consultados 
consideraban que era necesario realizar más esfuerzos para re­
ducir la carga administrativa y los costes de cumplimiento que 
soportaban las pymes si bien ello no era óbice para respetar al 
máximo los principios en materia de salud y seguridad en el 
trabajo, independientemente del tamaño de la empresa. 

http:http://oiraproject.eu
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seguridad de los trabajadores en todos los luga­
res de trabajo, con independencia de su tamaño. 
Para ello resulta necesario simplificar la legisla­
ción cuando proceda y proporcionar orientación 
y apoyo personalizados a las microempresas, 
de manera que se les facilite la evaluación del 
riesgo. 

En concreto, las acciones propuestas por la 
Comisión, para su ejecución a partir del año 
2014 pasan por conceder ayuda financiera y 
técnica para la implantación de OiRA y otras 
herramientas informáticas en los Estados 
miembros, haciendo hincapié en los sectores 
prioritarios; elaborar directrices y recabar ejem­
plos de buenas prácticas, teniendo en cuenta la 
naturaleza y las condiciones específicas de las 
pymes y, en particular, de las microempresas; fo­
mentar el intercambio de buenas prácticas, para 
lo cual las pymes recibirán la ayuda de empre­
sas más grandes de la cadena contratista-pro­
veedor-comprador, a fin de mejorar la salud y la 
seguridad en el trabajo y, por último, continuar 
las campañas de sensibilización. 

Del mismo modo, para conseguir el objetivo 
de simplificación de la legislación preventiva se 
propone evaluar la situación de las microem­
presas en los sectores con bajo nivel de riesgo 
y reflexionar sobre la manera de simplificar la 
implementación de la evaluación del riesgo, in­
cluida la documentación. Soluciones sencillas de 
política industrial, como puedan ser las directri­
ces para evitar accidentes o la señalización del 
riesgo de exposición a vibraciones, pueden servir 
para aplicar las medidas de salud y seguridad 
en el trabajo de manera más rentable, ya que no 
tendrían que contratar a expertos para llevar a 
cabo las evaluaciones. También resulta necesa­
rio realizar esfuerzos para aumentar la coheren­
cia y crear sinergias entre la política industrial 
y la política en materia de protección de los tra­
bajadores, en particular por lo que respecta a las 
sustancias químicas. 

Atendiendo a la diversidad de circunstancias 
que existen en la práctica por lo que respecta al 
tamaño de las empresas o a la variedad de la 
mano de obra, y teniendo en cuenta la necesidad 
de adoptar unas medidas de actuación específi­
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cas y eficaces, conviene recurrir también a he­
rramientas no legislativas para avanzar sobre el 
terreno, tales como evaluaciones comparativas, 
intercambio de buenas prácticas, mayor con­
cienciación, establecimiento de normas volunta­
rias o implantación de herramientas informáti­
cas fáciles de utilizar. Además, en este ámbito 
resulta especialmente necesario el esfuerzo 
institucional, si se pretenden obtener resultados 
cualitativos que permitan la dotación de los ins­
trumentos adecuados para la implementación 
del marco estratégico y de los venideros28. 

En definitiva, a la vista de la Directiva Mar­
co y del resto del marco jurídico hasta ahora 
aprobado, no cabe tolerar exenciones de cum­
plimiento ni rebajas del nivel de protección ba­
sadas exclusivamente en el elevado coste de las 
medidas de seguridad y salud en el trabajo. No 
obstante, esta afirmación no supone en modo 
alguno un blindaje frente a futuros cambios 
normativos que caminen en esta dirección, en 
especial en el campo de juego de las pequeñas y 
micro-empresas. Aun cuando el planteamiento 
de la Comisión resulta impecable, no debe alen­
tar la permisividad de los incumplimientos, ni 
el derrotismo en cuanto a la eficacia de las polí­
ticas preventivas ni menos aún la tolerancia de 
una tutela de la salud y seguridad menos garan­
tista en este tipo de empresas, pues si adecuado 
resulta facilitar e incentivar el cumplimiento y 
facilitar las herramientas y los medios adecua­
dos, algo bien distinto supone resignarse a me­
nores niveles de protección29. 

Evidentemente, no es este un problema 
nuevo sino recurrente y mal gestionado tanto 
a nivel comunitario como interno. En el caso 
de España, las dificultades para el cumpli­
miento de las complejas y elevadas exigencias 
de la LPRL se ha mostrado como un escollo 
casi insalvable desde su aprobación, para las 

28 Segado rodríguez, P.: «El Marco Estratégico de la Unión 
Europea sobre seguridad y salud en el trabajo 2014-2020 a los 
dos años de su aprobación», cit., pág. 77. 

29 igartua Miró, Mª.T.: «Hacia un enfoque más economi­
cista en la política europea de seguridad y salud en el trabajo: 
reflexiones críticas a la luz del marco estratégico 2014-2020», 
cit., pág. 41. 
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múltiples empresas de reducidísimo tamaño 
existentes en nuestro país y agravado por la 
crisis económica. Sin embargo, las respuestas 
del ordenamiento han sido insuficientes por­
que el centro de atención, dejando a salvo la 
regulación establecida en 2009-2010 sobre el 
plan de prevención simplificado (art. 16.2 bis 
LPRL) ha girado, casi de forma exclusiva, so­
bre la asunción personal del empresario. No 
obstante, no debe olvidarse que esta moda­
lidad de organización preventiva constituye 
una clara excepción a la obligación empresa­
rial de designar trabajadores o de dotarse de 
servicios de prevención propios o externos. 

En este ámbito, la Ley 14/2013, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización, 
incluye un artículo (el número 39)30 sobre 
prevención de riesgos laborales en las pymes, 
dentro del capítulo dedicado a la simplifica­
ción de cargas administrativas31, que proba­
blemente no hace sino incrementar el riesgo 
de que en este tipo de empresas no haya un 
sujeto realmente competente y técnicamente 
responsable de la prevención de riesgos la­
borales32 y, por tanto, asistamos a una nueva 
degradación de las condiciones de seguridad y 
salud en este ámbito. 

Por último, se echa en falta también una 
atribución de un papel de asesoramiento y vi­
gilancia específica para este tipo de empresas 
por parte de la Inspección de Trabajo y la do­
tación de efectivos especializados, en paralelo 

30 añadiendo una nueva disp. ad. 7ª a la lPrl sobre aseso­
ramiento técnico a empresas de menos de 25 trabajadores. 

31 Un análisis en detalle puede verse en lópez rubia, M.E.: 
«la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos la­
borales en las pymes: últimas modificaciones normativas», Lan 
Harremanak, núm. 28, 2013, págs. 252 y ss. o Salas Porras, 
M.: «retos y propuestas para implementar la seguridad y salud 
laboral en las empresas de tamaño micro, pequeño y mediano. 
análisis desde la perspectiva jurídica europea y española», RTSS 
(CEF), núm. 407, 2017, págs. 57 y ss. 

32 Molina navarrete, C.: «la dimensión socio-laboral del 
pretendido –¿o pretencioso?– nuevo ‘estatuto promocional del 
emprendedor’», en aa.VV.: «ley de apoyo a los emprendedores 
y su internacionalización. análisis de los ámbitos educativo, 
mercantil, tributario y laboral», Madrid (CEF), 2013, pág. 242. 
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a lo acontecido en el ámbito de la lucha contra 
el fraude y el empleo irregular33. 

5.	 EL RETO DE MEJORAR 
LA PREVENCIÓN DE LAS 
ENFERMEDADES RELACIONADAS 
CON EL TRABAJO, HACIENDO 
FRENTE A LOS RIESGOS NUEVOS 
Y EMERGENTES 

Los buenos resultados en la evolución de 
las cifras de accidentes permiten un cambio 
de enfoque hacia un modelo donde el centro 
de atención se sitúa en la mejora de la pre­
vención de las enfermedades relacionadas con 
el trabajo, combatiendo los riesgos existentes, 
nuevos y emergentes. De hecho, en la OIT se 
ha puesto de manifiesto que la prevención de 
enfermedades profesionales sigue sin ser una 
prioridad en muchos países en desarrollo y 
en transición, en especial por la falta de da­
tos sobre las mismas34. En efecto, constituye 
este un terreno pantanoso, donde se plantean 
enormes dificultades por la inexistencia de da­
tos fiables. De hecho, se han conseguido pocos 
progresos en el logro de métodos estadísticos 
comunes, lo cual dificulta la aprehensión de 
la dimensión del problema y la búsqueda de 
soluciones por parte de las políticas públicas y 
de las propias empresas. 

El informe de evaluación de la Estrategia 
comunitaria 2007-2012 terminaba aconsejan­
do la elaboración de una nueva Estrategia, 

33 Gundín Sancena, F.a.: «Economía irregular y trabajo no 
declarado: impacto sobre la salud y condiciones de trabajo», 
en aa.VV (ramos quintana, M.i., Dir. y Grau Pineda, C., Coord.): 
«Salud en el trabajo y riesgos laborales emergentes», albacete 
(Bomarzo), 2014, págs. 145 y ss. 

34 oiT: «riesgos emergentes y nuevos modelos de preven­
ción en un mundo de trabajo en transformación». Ginebra, Día 
mundial de la Seguridad y Salud, 28 de abril de 2010, pág. 11. 
Más específicamente, Sanz albert, F.: «Estudio sobre riesgos la­
borales emergentes en el sector de la Construcción», Madrid 
(inSHT), Madrid, 2013, donde se abordan desde riesgos espe­
cíficos centrados en la gestión de residuos o la utilización de 
productos químicos pasando por el evejecimiento de la pobla­
ción activa, la combinación de riesgos físicos y psicosociales o 
peligros naturales como las radiaciones solares. 
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coordinada con las políticas medioambientales 
y encaminada claramente hacia las dolencias 
músculo-esqueléticas, el estrés y los falleci­
mientos ligados a cánceres de tipo profesional, 
así como un papel más activo en la «investiga­
ción» de los nuevos riesgos, no limitándose a 
una tarea de control. 

Esto es, el nuevo modelo estratégico centra 
la atención en la lucha contra el cáncer, principal 
causa de enfermedad y mortalidad ligada con el 
trabajo, pese a las actuaciones legislativas ten­
dentes a garantizar un elevado nivel de protec­
ción de la salud humana y del medio ambiente y 
en la exposición a los campos electromagnéticos, 
pues quedan ámbitos ligados a los nuevos ries­
gos huérfanos de regulación, como pueden ser 
la nanotecnología o los nanomateriales, que han 
de ser objeto de la oportuna investigación. Los 
riesgos nuevos están relacionados, en su mayor 
parte, con aplicaciones tecnológicas en el campo 
de las tecnologías verdes35 (reciclado de basuras, 
construcciones verdes, bioenergías, aplicaciones 
energéticas de las biotecnologías o energía eóli­
ca, entre otras). 

5.1.	 Antecedentes normativos 
y objetivos estratégicos 
en la Unión Europea 

Las nefastas consecuencias que pueden 
generar en la salud laboral de los trabajado­
res han llevado a que los problemas de acoso y 
violencia –al igual que anteriormente lo fue el 
estrés– sean tenidos en cuenta en las últimas 
Estrategias comunitarias sobre seguridad y 
salud en el trabajo. Sin repasar todos los an­
tecedentes, sí conviene mencionar al menos 
cómo la Agencia Europea para la Seguridad y 
Salud en el Trabajo ya promovió al comienzo 

Con mayor detalle, agencia europea para la segu­
ridad y salud en el trabajo: «Green Jobs and occupational 
safety and health: Foresight on new and emerging risk asso­
ciated with new technologies by 2020», luxemburgo, 2013. 
En la doctrina, por todos, aa.VV. (agra Viforcos, B., Dir.): 
«Empleos verdes y Prevención de riesgos laborales», Valencia 
(Tirant lo Blanch), 2017. 
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del milenio una puesta en común de buenas 
prácticas de prevención de riesgos psicosocia­
les y estrés de origen laboral –algunas dirigi­
das, precisamente, a la prevención del hostiga­
miento psicológico36– procedentes de 13 países 
miembros de la Unión Europea, con el objeti­
vo de facilitar información para fomentar la 
prevención de tales riesgos37. Por otro lado, el 
documento de la Comisión Europea sobre una 
Estrategia Comunitaria en Seguridad y Sa­
lud, para los años 2002 a 2006, ya menciona 
en esos momentos como uno de los llamados 
riesgos emergentes al acoso moral, anuncian­
do el propósito de examinar la conveniencia 
y el ámbito de un instrumento comunitario 
sobre intimidación y violencia en el trabajo38. 
En relación con ello tomaba en cuenta la Re­
solución 2001/2339 del Parlamento Europeo, 
sobre el acoso en el lugar de trabajo, subra­
yando la importancia de investigar con mayor 
detalle el acoso moral en relación, no sólo con 
aspectos de la organización del trabajo, sino 
con factores como el sexo, la edad, el sector y 
la profesión. Además, proponía un análisis de 
la situación particular de las mujeres víctimas 
de acoso, dado que estas pueden ser más pro­
pensas al mismo por la mayor precariedad de 
sus empleos39. 

36 Sobre el particular, Ces García, E.M.: «El mobbing, un 
nuevo riesgo laboral a prevenir en la Unión Europea. la sen­
tencia del Tribunal de Justicia de 23 de enero de 2002», rMTaS, 
núm. 37, 2002, págs. 205 y ss. 

37 agencia europea para la seguridad y salud en el tra­
bajo: Prevención de riesgos psicosociales y estrés laboral en la 
práctica. http://www.osha.eu.int, 2003. 

38 Fenómeno ya denunciado por la doctrina. Entre otros, 
rogers, K.a. y Chappell, D.: «Prevención y respuesta a la violen­
cia en el trabajo», Madrid (MTaS), 2004. 

39 Pues no se olvide que muchas féminas desarrollan lo 
que se denomina «doble presencia», es decir, son trabajadoras 
y cuidadoras de familia, con lo que sus jornadas se alargan y 
se plantea un conflicto de roles que traen como consecuencia 
un incremento de los riesgos en el ámbito laboral ligados a la 
sobrecarga y al estrés que las hace más vulnerables, también, a 
conductas de acoso moral. En tal sentido, entre muchos, Pedro­
sa alquézar, S.i.: «actualidad de la prevención del acoso moral 
en el trabajo desde la perspectiva jurídica», en aa.VV. (Correa 

Carrasco, M., Coord.): «acoso moral en el trabajo, tutela proce­
sal y reparación de daños», Cizur Menor (Thomson-aranzadi), 
2006, pág. 114. 

35 

http://www.osha.eu.int
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Con vistas a lograr estos objetivos aconseja 
poner en práctica políticas de prevención efica­
ces, a partir de un sistema de intercambio de 
experiencias, definiendo procedimientos ade­
cuados para solucionar el problema de las víc­
timas de acoso y evitar su repetición a la vez 
que recomienda, con esta misma finalidad, el 
desarrollo de la información y la formación de 
los trabajadores en todos los niveles, de los in­
terlocutores sociales y de los médicos especia­
listas en Medicina del Trabajo. 

En este contexto, una de las finalidades del 
Acuerdo Marco europeo sobre acoso y violencia 
en el trabajo de 26 de abril de 2007 estriba, pre­
cisamente, en proporcionar a los empresarios, 
los trabajadores y sus representantes un marco 
orientado a la acción para prevenir, identificar 
y tratar estos problemas40, aludiendo a medi­
das de alcance general que pueden reducir la 
probabilidad de que se produzcan situaciones 
de acoso y de violencia, tales como elevar la con­
cienciación sobre estas y una formación ade­
cuada de directivos y de trabajadores junto a la 
necesidad de que las empresas manifiesten una 
voluntad clara de no tolerar dichas situaciones. 

Desde otro punto de vista, dejando de lado 
los riesgos de carácter psicosocial y la enfer­
medad mental, se calcula que entre el 4 y el 
8,5 % del total de los casos de cáncer resul­
tan atribuibles a la exposición profesional. 
Las muertes asociadas a sustancias químicas 
suponen prácticamente la mitad de los falle­
cimientos relacionados con el trabajo. Y aun­
que se han realizado grandes esfuerzos para 
prevenir las enfermedades profesionales, así 
como los riesgos nuevos o emergentes y se han 
aprobado normas específicas a nivel comuni­
tario para regular las sustancias químicas, 
con el objetivo de garantizar un elevado nivel 
de protección de la salud humana y el medio 
ambiente y abordar la exposición a los cam­
pos electromagnéticos, las mismas resultan 

40 ampliamente sobre el particular me pronuncié en Mar­
tínez Barroso, Mª.r.: «reflexiones en torno al acuerdo marco eu­
ropeo sobre el estrés en el trabajo», AS, núm. 22, 2005, págs. 71 y 
ss. 
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insuficientes. Dada la gravedad del problema, 
la Comisión considera que las enfermedades 
profesionales como el cáncer, y aquellas otras 
causadas por el amianto, las que afectan al 
pulmón o a la piel, así como el asma y otras 
enfermedades crónicas requieren una aten­
ción específica continuada. 

Y aunque el bienestar en el trabajo y las 
condiciones laborales han mejorado sustan­
cialmente gracias a las nuevas tecnologías y 
a las numerosas innovaciones en la organi­
zación del trabajo, la prevención eficaz de las 
enfermedades relacionadas con el trabajo re­
quiere anticiparse a los posibles efectos nega­
tivos de esas nuevas tecnologías en la salud 
y la seguridad de los trabajadores. Sin duda, 
la aplicación industrial de nuevas tecnologías 
da lugar a nuevos productos y procesos, que 
deben ser sometidos a ensayo y verificados en 
la medida suficiente como para garantizar que 
son seguros y que no presentan riesgos graves 
para los consumidores ni para los trabajado­
res. Los nanomateriales son un ejemplo de 
ello41, ya que pueden tener propiedades únicas 
que pueden requerir nuevos métodos de ensa­
yo de la toxicidad y herramientas para la pre­
dicción del riesgo desde la fase de desarrollo 
del producto, a fin de tener debidamente en 
cuenta todo lo relacionado con la seguridad. 
También resulta necesario abordar otros ries­
gos emergentes relacionados con el desarrollo 
de las biotecnologías y las tecnologías verdes. 

Los cambios en la organización del trabajo 
derivados de la evolución de las TIC, en par­
ticular los que permiten la conectividad cons­
tante42, abren unas posibilidades enormes a los 
procesos de trabajo flexibles e interactivos43. 

41 rodríguez Casáis, r.: «incapacidades laborales y nuevas 
tecnologías», en aa.VV. (aESSS): «las incapacidades laborales y 
la Seguridad Social en una sociedad en transformación», Mur­
cia (laborum), 2017, págs. 783 y ss. 

42 Una primera aproximación al derecho de desconexión 
digital en alemán Páez, F.: «El derecho de desconexión digital», 
Trabajo y Derecho, núm. 30, 2017, págs. 12 y ss. 

43 Prestando especial atención al lado oscuro de la in­
novación técnica desde el punto de vista de la salud laboral, 
rodríguez Escanciano, S.: «la falta de adaptación al puesto de 
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Se ha producido, asimismo, un aumento de la 
diversidad de la mano de obra, como reflejan 
las nuevas disposiciones contractuales y los 
nuevos patrones de trabajo atípicos, generan­
do una rotación del personal mayor, debido al 
acortamiento de las tareas, especialmente en 
el caso de los trabajadores más jóvenes. Conec­
tando con esta preocupación, seguramente en 
este terreno es donde cabe apreciar con mayor 
claridad la absoluta desconexión entre las me­
didas emprendidas en orden a la flexibilización 
de los ordenamientos laborales y su creciente 
precarización consentida y promovida también 
desde las propias instancias comunitarias, con 
una preocupación real y efectiva acerca de la 
necesidad de garantizar la seguridad y salud 
en el trabajo, como forma de asegurar un traba­
jo decente y un empleo de calidad. Este último 
elemento cualitativo de la calidad del trabajo, 
aun cuando es destacado por el marco estraté­
gico, en la práctica queda algo descuidado en su 
contenido y desarrollo44. De hecho, las encues­
tas siguen poniendo de manifiesto que el estrés 
es uno de los principales riesgos profesionales 
(53 %), seguido de los riesgos ergonómicos (mo­
vimientos repetitivos o posturas agotadoras o 
dolorosas) (28 %) y el levantamiento, transpor­
te o desplazamiento diarios de cargas (24 %). 
En esta línea, la preocupación a escala mundial 
por el problema se refleja en la OMS que ya 
publicó en el año 2010 el Informe Salud Men­
tal y Bienestar en el Trabajo, donde se centra 
la atención en la relevancia del cuidado de los 
aspectos psicológicos en los lugares de trabajo 
y se proponen buenas prácticas y actuaciones 
en orden a la promoción de la salud mental y el 
bienestar psicológico en el trabajo45. 

trabajo como factor de riesgo: incidencia de las nuevas tec­
nologías», en aa.VV. (Álvarez Cuesta, H., Dir. y Fernández Fer­
nández, r., Coord.): «aspectos jurídicos de la salud mental de 
los trabajadores en Castilla y león», Madrid (reus/Eolas), 2016, 
págs. 33 y ss. 

44 Vallecillo Gámez, M.r. y Vallecillo Gámez, o.: «la pro­
moción de la salud y el bienestar en los ambientes de trabajo: 
a propósito del ‘Pacto europeo por la salud mental y el bienes­
tar’», Revista de Prevención de Riesgos Psicosociales y Bienes­
tar en el Trabajo, núm. 2, 2010, págs. 111 y ss. 

45 la preocupación de la oMS por este problema que no 
para de crecer se refleja también con carácter general en el 
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También merecen especial atención las 
repercusiones que tienen en la salud física y 
mental los cambios en la organización del tra­
bajo, sin olvidar, por último, la necesaria lectu­
ra de género, pues las mujeres, en particular, 
pueden afrontar riesgos específicos, como son 
los trastornos musculoesqueléticos o determi­
nados tipos de cáncer, debido a la naturaleza 
de algunos trabajos en los que su presencia es 
mayor46. 

5.2.	 Los riesgos emergentes
 
y su afrontamiento
 
en el ordenamiento español
 

La reducción de las cifras de accidentes de 
trabajo en nuestro país, reflejo natural de las 
abultadas cifras de desempleo, del frenazo del 
sector de la construcción y de la desaparición 
de determinadas prácticas laborales y salaria­
les ha ido parejo al simultáneo incremento de 
las enfermedades relacionadas con el trabajo, 
en especial de tipo psicológico o psicosomático 
con causa, al menos en parte, en el desempleo 
o el temor al mismo, en los cambios a la baja 
operados en las condiciones de trabajo y en las 
dificultades económicas que atraviesan mu­
chos trabajadores, unidos a las mayores exi­
gencias en materia de jornada, el incremento 
de la carga de trabajo y las responsabilidades, 
así como la importancia de la competitividad 
y el control de resultados. 

5.2.1.	 Consideraciones generales a propósito 
de la noción de riesgo psicosocial 
en el ordenamiento interno 

La prevención del riesgo psicosocial – 
junto a las cuestiones sobre tutela sustan­

«Plan de acción sobre salud mental 2013-2020». 
46 EU-oSHa, 2013. «new risks and trends in the safety and 

health of women at work» (nuevos riesgos y tendencias en la 
salud y la seguridad de las mujeres en el trabajo). 

https://osha.europa.eu/en/publications/reports/new-risks­
and-trends-in-the-safety-and-health-of-women-atwork/ 

https://osha.europa.eu/en/publications/reports/new-risks
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tiva, reparadora y sancionadora47– consti­
tuye un punto de partida crucial en orden 
a la posible erradicación de conductas que 
vician los ambientes laborales de modo 
alarmante, pues siendo factores en expan­
sión y emergencia, susceptibles de lesionar 
la salud de los trabajadores, han de formar 
parte, inevitablemente, de una concepción 
integral de la salud laboral en las empre­
sas48, en línea con las últimas tendencias 
internacionales. 

Los factores de riesgo psicosocial están 
más vinculados al objetivo de alcanzar un 
«bienestar» personal y social de los trabajado­
res y una «calidad de vida» en el trabajo y el 
empleo que a la clásica perspectiva de seguri­
dad e higiene en el trabajo de evitar acciden­
tes y enfermedades profesionales. Emanan de 
la organización del trabajo, de la estructura 
empresarial y del entramado de relaciones 
dentro de la empresa, que constituye el ám­
bito donde el hombre desarrolla gran parte de 
su existencia y del que espera la satisfacción 
de muchas aspiraciones, lo cual incide en su 
salud psíquica y social e indirectamente en la 
física49. En consecuencia, y aunque está claro 
que se integran perfectamente en el concep­
to amplio de salud que viene acogiendo desde 
antaño la OMS, no puede dudarse que repre­
sentan, desde hace más de una década, una 
auténtica innovación, cuando no revolución, 
en la comprensión del entero sistema español 

47 Con carácter general sobre tales cuestiones vid. Álva­
rez Cuesta, H.; Fernández-Costales Muñiz, J.; quirós Hidalgo, 
J.G.; Martínez Barroso, Mª.r.; Fernández Fernández, r. y Tascón 

lópez, r.: «la tutela reparadora de los riesgos psicosociales», lis-
boa (Juruá), 2010. 

48 Una primera reflexión en Martínez Barroso, Mª.r.: «Pre­
vención del riesgo psicosocial: del contexto normativo a su 
eficacia en las empresas», Gestión práctica de riesgos labora­
les (Especial Directivos Grupo Wolters Kluwer), núm. 55, 2008, 
págs. 28 y ss. 

49 Parafraseando a agra Viforcos, B.: «Derecho de la segu­
ridad y salud en el trabajo», cit., pág. 26, quien propone como 
factores a considerar en su valoración: jornada, horario, ritmo 
de trabajo, automatización de la producción, posibilidad de 
promoción, estabilidad, conciliación de la vida personal y labo­
ral, estilo de mando, comunicación, autonomía, participación 
en la toma de decisiones, relaciones interpersonales, etc. 
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de la seguridad y salud en el trabajo en su ver­
tiente preventiva50. 

El inicio de la tipificación jurídica del con­
cepto de acoso moral, como paradigma de los 
riesgos psicosociales, ha venido muy marcado 
por nociones propias de la psicología, psiquia­
tría y medicina del trabajo, centrándose más 
en los aspectos de prevención de riesgos la­
borales51 que en la afectación de esta conduc­
ta a los derechos fundamentales y laborales 
del trabajador. Y ello obedece precisamente a 
que los primeros casos de mobbing que han 
llegado a los Tribunales han tenido como eje 
central el daño psicológico grave producido al 
trabajador afectado y ha sido esencial la prue­
ba pericial del daño causado a la salud mental 
de la víctima52. 

Los recientes estudios sobre violencia en 
el trabajo emplean diferentes términos («bu­
llying», como sinónimo de violencia física y 
«mobbing», que literalmente significa atacar 
o atropellar, y cabe traducir por psicoterror 

50 Molina navarrete, C.: «nuevas dimensiones de la ‘pre­
vención’y el ‘aseguramiento’ de riesgos profesionales: ‘enfer­
medades del trabajo’ y ‘riesgos emergentes’», en aa.VV. (Mo­
nereo Pérez, J.l; Molina navarrete, C. y Moreno Vida, Mª.n., 
Dirs.): «Tratado práctico a la legislación reguladora de los ac­
cidentes de trabajo y enfermedades profesionales», Granada 
(Comares), 2005, pág. 95. 

51 Sobre el particular, aa.VV.: «Prevención del acoso moral 
y de la violencia sobre el lugar de trabajo», Fundación europea 
para la mejora de las condiciones de vida y de trabajo, 2003; 
Cavas Martínez, F.: «Derecho de la prevención y nuevos riesgos 
profesionales», AS, 2005, T. V, págs. 547 y ss.; Cuatrecasas abo­
gados, S.a.: «Código de buenas prácticas en prevención del acoso 
laboral en el trabajo», Madrid, julio, 2006; Moncada y lluis, S. y 
llorens Serrano, C.: «aproximación a los riesgos psicosociales y 
a los métodos de evaluación e intervención preventiva», en Cua­
dernos de Derecho Judicial, monográfico, riesgos psicosociales 
y su incidencia en las relaciones laborales y Seguridad Social, 
núm. 12, 2004, págs. 15 y ss.; rodríguez Copé, Mª.l.: «Prácticas 
de empresa sobre la prevención del acoso», en aa.VV. (Correa 

Carrasco, M., Coord.): «acoso moral en el trabajo, tutela procesal 
y reparación de daños», cit., págs. 121 y ss.; rojas rivero, G.P.: 
«Delimitación, prevención y tutela del acoso moral», albacete 
(Bomarzo), 2005, págs. 28 y ss. o Vallejo Dacosta, r.: «riesgos 
psicosociales: prevención, reparación y tutela sancionaadora», 
Cizur Menor (Thomson-aranzadi), 2005, págs. 64 y ss. 

52 Entre muchos, altés Tárrega, J.a.: «El acoso del trabajador 
en la empresa», Valencia (Tirant lo Blanch), 2008. 
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laboral u hostigamiento psicológico) para refe­
rirse a aquella situación en la cual una perso­
na se ve sometida por otra u otras en su lugar 
de trabajo a una serie de comportamientos 
hostiles, que provocan como síntomas más ca­
racterísticos ansiedad, pérdida de autoestima, 
úlcera gastrointestinal y depresión. 

El acoso moral en el trabajo o mobbing, 
caracterizado por la concurrencia de un ele­
mento intencional lesivo y por conductas hos­
tigadoras sistemáticas malintencionadas y 
perversas ejercidas sobre el trabajador, bien 
por parte del empleador o superiores jerár­
quicos o por compañeros de igual nivel, con el 
propósito de socavar su voluntad y forzar su 
salida de la organización se ha consolidado –al 
igual que el burn out53– como figura causante 
de graves alteraciones de salud laboral en los 
países de la Unión Europea. Tales comporta­
mientos hostiles pueden no ser muy signifi­
cativos; es su repetición y su intencionalidad 
más o menos consciente de hacer daño a una 
persona en concreto, lo que constituye el acoso 
moral. Esto es, la diferencia entre el mobbing 
y cualquier otro conflicto interpersonal en el 
medio laboral presenta tres rasgos diferencia-
dores principales: la duración, la repetición y 
la relación asimétrica o desigual entre las dos 
partes en conflicto54. Dicho acoso psicológico, 
por tanto, no es una enfermedad, sino una 
serie de conductas –inaceptables en una so­
ciedad respetuosa con los derechos humanos– 
ejercidas generalmente por quien ocupa un 
puesto de superioridad sobre la persona elegi­
da como víctima en lo referente a la organiza­
ción del trabajo, prepotencia económica, ejecu­
tiva, etc. y cuyas consecuencias se amplifican 
cuando hay más miembros de la familia traba­
jando en la misma empresa55. La superioridad 

53 Sobre el fenómeno ya me pronuncié en Martínez Ba­
rroso, Mª.r.: «Sobre las enfermedades profesionales no listadas. 
a propósito de un supuesto de ‘síndrome de desgaste personal’ o 
de ‘burn-out’», RDS, núm. 10, 2000, págs. 187 y ss. 

54 ruiz Castillo, Mª.M.: «la vertiente jurídica del acoso moral 
en el trabajo: una aproximación al panorama actual», RL, núm. 10, 
2004, pág. 38. 

55 Pues en tal caso puede suceder que las decisiones em­
presariales negativas recaigan sobre estos familiares, lo cual es 
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suele ser ejercida por medio de diversas con­
ductas, tales como tomar decisiones que afec­
tan al trabajador víctima del acoso en aspec­
tos muy diversos de su trabajo (lugar, horario, 
actividad concreta, modo de realización, me­
dios a emplear, personas con las que colaborar, 
etc.)56; cortar o limitar iniciativas manifesta­
das por el trabajador; llevar a cabo medidas de 
control, vigilancia o denuncia sobre las tareas 
realizadas por el mismo, de forma que éste se 
sienta amenazado ante cualquier incidencia; 
limitar malintencionadamente el acceso de la 
persona a cursos, promociones, ascensos o, en 
fin, adoptar decisiones más graves –por la in­
fluencia que puedan tener en la vida familiar 
de la persona acosada– relativas a su disponi­

aún más traumático para el trabajador que si el daño se diri­
giera contra sí mismo, ya que el sentido de lo injusto y de la 
indefensión son más graves. Castellano arroyo, M.: «Descripción, 
análisis, diagnóstico y tratamiento de las patologías psiquiátricas 
de etiología socio-laboral», Alcor de mgo, núm. 0, 2004, pág. 33. 

56 Sin ánimo de exhaustividad, tales conductas podrían con­
sistir en asignar trabajos sin valor o utilidad alguna; dejar a la 
persona sin ninguna actividad que hacer, ni siquiera a iniciativa 
propia; rebajarla asignándole trabajos por debajo de su capaci­
dad profesional o sus competencias habituales; ejercer contra la 
misma una presión indebida o arbitraria para realizar su traba­
jo; desvalorar sistemáticamente su esfuerzo o éxito profesional 
o atribuirlo a otros factores o a terceros; evaluar su trabajo de 
manera inequitativa o de forma sesgada; amplificar y dramatizar 
de manera injustificada errores pequeños o intrascendentes; me­
nospreciar o menoscabar personal o profesionalmente a la perso­
na; asignar plazos de ejecución o cargas de trabajo irrazonables; 
restringir las posibilidades de comunicarse, hablar o reunirse con 
el superior; ningunear, ignorar, excluir o hacer el vacío, fingir no 
verle o hacerle «invisible»; interrumpir continuamente impidien­
do expresarse y avasallando a la persona; intentar desmoralizar o 
desanimar; abrumar con una carga de trabajo insoportable; des­
estabilizarla emocionalmente para hacerla explotar; realizar críti­
cas o reproches por cualquier cosa que hace o decisión que toma 
en su trabajo; controlar aspectos laborales de forma malintencio­
nada; acusar, sin base o fundamento, por incumplimiento, errores 
o fallos inconcretos y difusos; modificar el trabajo a realizar o sus 
responsabilidades sin informar; minusvalorar su trabajo; humillar 
y despreciar a la persona en público o ante colegas; chillar, gri­
tar o elevar la voz con vistas a intimidar; privar de información 
imprescindible y necesaria para hacer el trabajo; prohibir a otros 
trabajadores hablar con la persona; forzarla a realizar trabajos que 
van contra la ética o la legalidad; o, en fin, amenazar con usar ins­
trumentos disciplinarios contra ella (traslados forzosos, despidos, 
etc.), Castellano arroyo, M.: «Descripción, análisis, diagnóstico y 
tratamiento de las patologías psiquiátricas de etiología socio-la­
boral», cit., págs. 38-39. 
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bilidad laboral, traslados forzosos, despidos…, 
en cuyo caso suelen conducir inevitablemente 
a la judicialización del caso57. Tales compor­
tamientos pueden causar graves daños psi­
cológicos, físicos o profesionales. A pesar del 
cúmulo de pronunciamientos judiciales sobre 
acoso moral en el trabajo recopilados en los 
anales forenses, lo cierto es que tras más de 
una década de bagaje en el tratamiento jurí­
dico de esta patología laboral, aún se ofrecen 
por parte de la jurisdicción aportaciones nece­
sarias para continuar avanzando en su tutela 
efectiva58. 

5.2.2.	 Medidas legislativas orientadas 
a la prevención del riesgo psicosocial 
a nivel nacional, a partir del deber 
de protección empresarial 

Los más solventes estudios sobre el trata­
miento de las distintas formas de violencia en 
el trabajo han ido haciendo énfasis en la nece­
saria prevención de la misma orientada a la 
eliminación de sus causas, más que a la prio­
rización de los mecanismos reactivos de sig­
no paliativo59, llegando a ser considerada tal 

57 Una excelente aportación jurídica en agra Viforcos, B.; 
Fernández Fernández, r. y Tascón lópez, r.: «reflexiones al hilo de 
la jurisprudencia sobre el hostigamiento psicológico en el trabajo 
(mobbing)», REDT, núm. 115, 2003, págs. 111-144 y «la respuesta 
jurídico-laboral frente al acoso moral en el trabajo», Murcia (la­
borum), 2004, págs. 66 y ss., analizando cada uno de los compor­
tamientos o romero ródenas, Mª.J.: «Protección frente al acoso en 
el trabajo», albacete (Bomarzo), 2005. 

58 lo cual desvela la labor trascendental y compleja que tie­
nen encomendada los Juzgados y Tribunales en la sustanciación 
de este tipo de ilícitos. interesantes análisis al respecto en Conde 

Colmenero, P.: «Tutela judicial y administrativa de los supuestos 
de acoso moral en el trabajo. la actuación de la inspección de 
trabajo y la singularidad del procedimiento de oficio regulado en 
el art. 149.2 lPl», AS, núm. 9, 2007, págs. 54 y ss. o De Soto rioja, 
S.: «Un fallido caso de mobbing, por razón de la exigibilidad del 
litisconsorcio pasivo necesario de empresario y autor o responsa­
ble directo de la conducta ofensiva: comentario a la Sentencia del 
Tribunal Supremo, de 30 de enero de 2008», RL, núm. 141, 2009, 
págs. 181 y ss. 

59 Di Martino, V. y Musri, M.: «Guidance for the prevention 
of the stress and the violence on the workplace», Departmen 
of occupational Safety and Health, Malaysia (Kuala lumpur), 
2008, pág. 8. 
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actividad preventiva como un elemento básico 
para mejorar la vida laboral y evitar la exclu­
sión social, dentro de un contexto más amplio 
que postula la mejora continua del «bienestar» 
en el trabajo. 

En la Estrategia española sobre seguridad 
y salud 2007-2012, se aludía ya al «desarrollo 
de nuevos factores de riesgo» como la «violen­
cia en el trabajo, incluido el acoso moral y se­
xual»60 y el INSHT los ha incluido dentro de 
sus Notas Técnicas de Prevención, pues para 
evitar la excesiva judicialización de las rela­
ciones laborales y el impresionante número 
de víctimas resulta necesario implantar me­
didas preventivas61. No obstante, como se ha 
destacado, en tono crítico62, más allá de las 
medidas de concienciación, formación y afir­
mación de tolerancia cero contra el acoso y 
la violencia63 a que alude el Acuerdo marco 
europeo, como herramienta de prevención, no 
queda recogida una eventual aplicación a es­
tos casos de los instrumentos preventivos en 
materia de salud y seguridad laboral que es­

60 Comisión Europea: Mejorar la calidad y la productividad 
en el trabajo: estrategia comunitaria de salud y seguridad en el 
trabajo (2007-2012), CoM (2007), 62 final. 

61 los servicios de prevención, ayudados por los sindicatos 
e inspección de Trabajo, deberían ser los actores principales de 
la prevención del acoso. núñez, Mª.r.: «los servicios de preven­
ción ante el acoso moral en el trabajo: diagnóstico y preven­
ción», lan Harremanak, núm. 7, 2002, pág. 219. 

62 observatorio de relaciones laborales: «acuerdos europeos 
sobre el acoso laboral», Cauces (Cuadernos del Consejo Económi­
co y Social), núm. 1, 2007, pág. 26. 

63 Dichas declaraciones de «no tolerancia del acoso y la 
violencia», deberán especificar los procedimientos a seguir 
cuando se produzcan manifestaciones violentas, estableciendo 
ya la norma convencional algunos aspectos orientativos al res­
pecto, tales como la discreción y confidencialidad, la diligencia 
en la investigación de las quejas, principios procedimentales 
de audiencia, imparcialidad y trato correcto hacia las personas 
involucradas, así como la necesidad de que dichas quejas deban 
ir respaldadas por información detallada, sin que puedan ser 
toleradas falsas acusaciones que puedan llevar aparejada una 
acción disciplinaria. asimismo, tales procedimientos podrán in­
cluir una etapa informal en la cual una persona de confianza 
de la dirección y los trabajadores esté disponible para propor­
cionar asistencia y asesoramiento y, por último, de confirmar­
se que se ha producido una situación de acoso o violencia, se 
establecerán medidas disciplinarias contra el autor así como el 
apoyo preciso para lograr la reincorporación de la víctima. 
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tén previstos normativa o convencionalmente 
en cada ámbito –con ánimo no exhaustivo, las 
Directivas comunitarias sobre aplicación del 
principio de igualdad y la Directiva 89/391 
sobre medidas para fomentar la mejora de la 
seguridad y la salud de los trabajadores en 
el trabajo–. 

Si tales riesgos psicosociales representan 
un grave riesgo para la salud cuyo origen se 
encuentra en los lugares de trabajo, el em­
presario, por aplicación de la normativa pre­
vencionista de riesgos laborales, debe evitar 
encarecidamente su aparición, ya que dichas 
conductas pueden ocasionar serios daños a 
la salud física y mental de los trabajadores. 
En concreto, y en cumplimiento del deber de 
prevención, ex art.  14.2 LPRL, el empleador 
deberá garantizar la seguridad y la salud de 
los trabajadores a su servicio en todos los as­
pectos relacionados con el trabajo, lo cual su­
pone no sólo un intento de que no se produzca 
ningún riesgo, sino la obligación de garantizar 
que tal daño no va a producirse, considerándo­
se, desde luego, incluida la salud psíquica den­
tro del global concepto de salud a proteger. Es 
más, cuando se haya producido un daño para 
la salud de los trabajadores o cuando, con oca­
sión de la vigilancia de la salud prevista en el 
art.  22 LPRL, aparezcan indicios de que las 
medidas de prevención resultan insuficientes, 
el empresario deberá llevar a cabo una inves­
tigación al respecto, «a fin de detectar las cau­
sas de estos hechos», previsión llamada a te­
ner un importante juego en los casos de daño 
o lesión psíquica derivada de acoso moral en 
el trabajo64. A partir de lo anterior, la empresa 
debe realizar una evaluación en la que habrá 
de incluir el análisis de los riesgos psicosocia­

64 Considerando que los exámenes médicos de salud deben 
efectuarse en función, tanto de las tareas que habitualmente 
desempeñe el trabajador, como de las que eventualmente pue­
diera llegar a desempeñar, ya sea por resultarle exigibles por el 
propio pacto de determinación de la prestación de trabajo, ya 
por constituir funciones propias de su grupo profesional, Mon­
toya Medina, D.: «En torno al alcance de ciertos condicionantes 
legales de la vigilancia de la salud de los trabajadores», Trabajo 
y Derecho, núm. 29, 2017, pág. 49. 
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les65, especialmente de determinados aspectos 
o factores (sobrecarga en el trabajo, aspectos 
organizativos, distribución de responsabilida­
des, toma de decisiones, relaciones persona­
les…) así como las características personales66 

de los trabajadores, tal y como contempla el 
art. 25 de la misma Ley; evaluación que habrá 
de ser revisada y actualizada cuando cambie 
cualquier factor o condición de los analizados 
(cambios organizativos, nuevas tecnologías, 
reestructuración de personal, falta de recur­
sos, carga de trabajo, situaciones en las condi­
ciones personales o biológicas de algún traba­
jador…), a lo que habrá que añadir algún daño 
para la salud de los trabajadores. 

El siguiente paso será el establecimiento 
de un plan de prevención en el cual se integren 
las medias preventivas tendentes a evitar los 
conflictos de relaciones y el acoso o, si este sur­
ge, destinado a evitar las repercusiones en la 
salud de los trabajadores, sin descuidar el de­
ber de formación e información recogido en el 
art. 19 LPRL y de la vigilancia periódica de la 
salud. El carácter voluntario que, como regla 
general, tienen para el trabajador los recono­
cimientos médicos destinados al cumplimien­
to de la obligación empresarial de vigilancia 
de la salud de sus trabajadores puede suponer 
una dificultad añadida en el supuesto del aco­
so, pues uno de los efectos típicos provocados 
en la víctima por la conducta acosadora con­
siste en su temor ante las posibles reacciones 
negativas por parte de terceros ante el cono­
cimiento de esta situación, lo que puede pro­
piciar que la víctima adopte, en estos casos, 

65 Sobre el escaso número de empresarios que en nues­
tro país evalúan este tipo de riesgos, sobre las dificultades que 
plantea, las carencias del método planteado y las desventajas 
de centrar el análisis únicamente en los cuestionarios, entre 
otros, Molina navarrete, C. y García Giménez, M.: «Más allá de 
un ‘cuestionario’: De la ‘evaluación de riesgos’ a la ‘interven­
ción psicoscial’», Revista de Prevención de Riesgos Psicosocia­
les y Bienestar en el Trabajo, núm. 2, 2010, págs. 7 y ss. 

66 ampliamente sobre las características y circunstancias 
personales con relieve específico en la salud laboral, Fernández 

Domínguez, J.J.: «Características personales», en aa.VV. (Álvarez 

Cuesta, H., Dir. y Fernández Fernández, r., Coord.): «aspectos ju­
rídicos de la salud mental de los trabajadores en Castilla y león», 
cit., págs. 65 y ss. 



ESTUDioS 

38 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 
 

 

 

 
 
 

  

  

 
 
 
 

 

   

 

 

   

 
 
 

 
 
 

   

  
 
 

actitudes de aislamiento o retraimiento, favo­
recedoras de su negativa a realizar aquellos 
reconocimientos. Ello no obstante, el incum­
plimiento de la obligación de vigilancia de la 
salud del trabajador víctima de acoso a tra­
vés de los correspondientes reconocimientos 
médicos constituye una infracción grave del 
art. 12.2 LISOS, así como la inobservancia del 
deber de confidencialidad en el uso de los da­
tos relativos a la vigilancia de la salud de los 
trabajadores objeto de acoso (art. 13.5 LISOS). 
Sólo en casos muy excepcionales y en función 
de la gravedad de la conducta podrían ser 
aplicables los arts. 12.7 y 13.4 LISOS, cuando 
el empresario adscribiera deliberadamente a 
trabajadores objeto de este acoso «a puestos de 
trabajo incompatibles con sus características 
personales o con sus condiciones psico-físicas, 
o a tareas peligrosas o nocivas para su salud, 
sin tomar en consideración su capacidad pro­
fesional en materia de seguridad y salud en el 
trabajo»67. 

La clave fundamental para eliminar esta 
lacra del mundo laboral reside, por tanto, en 
la participación activa de los diversos agentes 
implicados (Administración, servicios de pre­
vención, empresas, interlocutores sociales), 
sin olvidar que la formación en aspectos psico­
sociales resulta fundamental. Ampliación for­
mativa, conviene subrayarlo, que reviste una 
especial importancia respecto de los trabaja­
dores que tienen asignadas funciones directi­
vas, pues desde tal posición pueden contribuir 
de modo significativo a detectar y prevenir los 
riesgos susceptibles de forjar situaciones de 
acoso moral68. 

En definitiva, la existencia de riesgos psi­
cosociales derivados de una situación de acoso 
puede y deber ser prevista y evitada dentro 
de los mecanismos legales, sin perjuicio de la 

67 Punto 2º.a) del Criterio Técnico sobre mobbing (acoso 
psicológico o moral), núm. 34/2003, adoptado por la Dirección 
General de la inspección de Trabajo y Seguridad Social el 14 de 
marzo de 2003. 

68 Martínez abascal, V.a.: «El acoso moral en el trabajo: 
claves para su protección extrajudicial», Valencia (Tirant lo 
Blanch), 2008, pág. 66. 
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necesaria profundización en la prevención del 
mismo a través de otras vías alternativas, como 
la implicación de las partes sociales para hacer 
frente a los ataques contra la dignidad de los 
trabajadores a través de la negociación colecti­
va y la implantación de códigos de conducta en 
las empresas. 

5.2.3.	 Instrumentos específicos de lucha
 
contra los riesgos emergentes
 

Es frecuente en la actualidad, que estando 
la prevención de riesgos enfocada básicamen­
te a la protección de la salud física del traba­
jador, la planificación de las medidas preven­
tivas deje de lado las patologías psicológicas 
derivadas del trabajo. Su importancia crecien­
te y el carácter pluriofensivo de sus efectos 
exigen, sin embargo, una respuesta normativa 
con la virtualidad suficiente para impulsar 
una política integral de prevención de riesgos 
laborales69. Y en este ámbito, el papel del Es­
tado debe ser completado necesariamente por 
otras vías, siendo la negociación colectiva la 
que mejor permite llevar a efecto el necesario 
proceso de adecuación de las medidas preven­
tivas a las particularidades organizativas del 
sector o empresa donde vayan a ser aplicadas. 

A.	 Negociación colectiva, códigos
 
de conducta y protocolos de actuación
 

La generación de un ambiente laboral libre 
de cualquier tipo de violencia está pasando a 
ser un objetivo empresarial de primer orden, 
articulándose en la negociación colectiva diver­
sos procedimientos para detectar y erradicar 
conductas generadoras de acoso moral70. Los 
estudios convencionales realizados hasta el 

69 Correa Carrasco, M.: «Presentación», en aa.VV. (Correa 

Carrasco, M., Coord.): «El acoso moral en el trabajo…», cit., pág. 
11. 

70 Collado García, l.: «Concepto, calificación jurídica y tipo­
logía del acoso moral en el trabajo (-mobbing-). Diferencias con 
otras figuras», Cuadernos de Derecho Judicial, núm. 12, 2004, 
monográfico: Riesgos psicosociales y su incidencia en las rela­
ciones laborales y Seguridad Social, pág. 57. 
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momento muestran que la atención dedicada 
al tema sigue siendo insuficiente71, en tanto la 
mayoría de los convenios se centran en el as­
pecto disciplinario del problema, caracterizan­
do las conductas acosadoras como falta grave 
o muy grave. Sin embargo, el daño a la salud 
por conductas de acoso en una empresa es 
evitable, en la medida en que estén previstos 
instrumentos que permitan que el trabajador 
quede alejado de la situación tóxica que lo pro­
voca, sea esta un determinado grupo humano 
o una concreta persona, estableciendo reglas 
para que los trabajadores que se consideran 
objeto de esas conductas tengan cauces que 
les permitan denunciarlas con una cierta ga­
rantía, regulando el procedimiento a seguir en 
esos casos a fin de que su análisis no quede 
contaminado por la persona o grupo al cual re­
sulta imputable la conducta acosadora. 

Los convenios no deben limitarse a estable­
cer mecanismos de denuncia y punición de las 
situaciones de acoso que se activan una vez que 
tales situaciones ya se han producido, dando 
por hecho que no puede evitarse su aparición72. 
Por el contrario, tal instrumento normativo 
puede asumir un importante papel a la hora 
de concretar, como factores determinantes para 
una eficaz evaluación de riesgos, la naturaleza 
de la actividad, las características de los pues­
tos de trabajo existentes y de los trabajadores 
que deban desempeñarlos, teniendo en cuenta 
si hay puestos o trabajadores más vulnerables 
a que se materialicen dichas conductas. Ade­
más, puede coadyuvar en la elección de un mé­
todo adecuado de evaluación en función de las 
características de la empresa73. El propio con­
venio puede definir también las normas éticas 

71 Trujillo Villanueva, F.: «In memoriam: poderes empresa­
riales y acoso en la negociación colectiva», en aa.VV. (Escudero 

rodríguez, r., Dir.): «la negociación colectiva en España: una 
mirada crítica», Valencia (CC-oo-Tirant lo Blanch), 2006, págs. 
44 y ss. 

72 Cavas Martínez, F.: «El acuerdo Marco Europeo sobre aco­
so y violencia en el trabajo», AS, núm. 11, 2007, pág. 21. 

73 Un análisis del tratamiento del acoso moral y sexual, des­
de la perspectiva de género, en la negociación colectiva en Vil­
ches arribas, M.J.; Pérez del río, T. y Hernández Canosa, M.: «Guía 
de criterios y cláusulas para el tratamiento del acoso sexual y 
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y de buena conducta que han de informar las 
relaciones laborales y puede servir de freno a 
la materialización o el avance del mobbing en 
la empresa, prohibiendo e incluso sancionando 
todo tipo de conductas que impliquen violencia, 
coacción, chantaje, intimidación verbal, etc74. 

La incipiente existencia de prácticas de 
empresa donde se establecen códigos de con­
ducta y protocolos de actuación75 dirigidos a 
atajar este tipo de comportamientos76 consti­
tuye, sin duda, un primer paso en un camino 
–el del establecimiento de soluciones negocia­
das– que necesariamente debe ser transita­
do por los interlocutores sociales a través de 
procedimientos establecidos, revisados y su­
pervisados por los empleadores, en consultas 
con los trabajadores y/o sus representantes, 
a fin de asegurar que resultan efectivos tan­
to en la prevención como en el tratamiento de 
los problemas cuando estos aparezcan. A tal 
objeto, resulta oportuno el establecimiento de 
un procedimiento de quejas ad hoc, articulado 
a través de los delegados de prevención, del 
Comité de Seguridad y Salud o de los propios 
representantes unitarios o sindicales, para 
que sean estos quienes trasladen las quejas 
a la empresa, denuncien los hechos ante la 

moral por razón de género en la negociación colectiva», Madrid 
(Dirección General de la Mujer/Comunidad de Madrid), 2003. 

74 Pedrosa alquézar, S.i.: «actualidad de la prevención 
del acoso moral en el trabajo desde la perspectiva jurídica», 
cit., pág. 117. 

75 Sobre los protocolos antiacoso, entre otros, Gimeno 

navarro, M.a., et alii.: «Protocolos sobre acoso laboral. Proce­
dimiento de solución autónoma de los conflictos de violencia 
general», Valencia (Tirant lo Blanch), 2009 o Maneiro Vázquez, y. 
y Miranda Boto, J.Mª.: «las obligaciones de la empresa en mate­
ria de acoso moral, acoso sexual y acoso por razón de sexo: los 
protocolos antiacoso», en aa.VV. (Velasco Portero, Mª.T., Dir.): 
«Mobbing, acoso laboral y acoso por razón de sexo. Guía para 
la empresa y las personas trabajadoras», Madrid (Tecnos), 2010, 
págs. 61 y ss. 

76 ampliamente sobre el particular rodríguez Copé, Mª.l.: 
«Prácticas de empresa sobre la prevención del acoso», en aa.VV. 
(Correa Carrasco, M., Coord.): «acoso moral en el trabajo…», 
cit., págs. 121 y ss.; landa zapiraín, J.P.: «Ética empresarial y res­
ponsabilidad social corporativa», en aa.VV. (Goñi Sein, Jl., Dir.): 
«Ética empresarial y códigos de conducta», Madrid (la ley), 
2011, págs. 145 y ss., en un contexto de responsabilidad social 
corporativa. 
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Inspección de Trabajo o actúen como coadyu­
vante en el correspondiente proceso judicial77, 
evitando al trabajador víctima de acoso un en­
frentamiento directo con la empresa que pue­
de suponer otro motivo más de preocupación 
que acreciente los efectos del mobbing, sin 
olvidar que puede darse cierta resistencia de 
la víctima a solicitar el amparo judicial, para 
salvaguardar su autoestima, imagen y presti­
gio social. 

Por último, la negociación colectiva puede 
también crear «órganos propios de tutela» –es­
pecialmente importantes en las pequeñas em­
presas sin representación– competentes para 
tramitar las reclamaciones y orientar sobre 
formas más adecuadas de tutela en función 
del tipo de reclamación o incluso crear «comi­
siones para la investigación del acoso moral 
en la empresa» u «observatorios de género por 
sector productivo» que tengan en cuenta la 

77 Se da en relación con el acoso moral en el trabajo una 
circunstancia singular y característica de este tipo de conductas, 
y es que en muchas ocasiones la tramitación sucesiva de proce­
dimientos judiciales deja en evidencia la secuencia de hechos o 
actuaciones que es propia del fenómeno, y que exige contemplar 
globalmente un conjunto de actos que aisladamente examina­
dos pudieran parecer incluso intrascendentes. García rodríguez, 
B. y Martínez Moreno, C.: «la tutela jurisdiccional frente al acoso 
laboral. Una aproximación al estado de la cuestión», en aa.VV. 
(Correa Carrasco, M., Coord.): «acoso moral en el trabajo. Con­
cepto, prevención, tutela procesal y reparación de daños», cit., 
pág. 219. la experiencia demuestra que la utilización del proceso 
especial de tutela de la libertad sindical y demás derechos funda­
mentales plantea frecuentes problemas a la hora de canalizar las 
demandas por acoso debido a que este, en la mayoría de los ca­
sos, se manifiesta en comportamientos complejos, integrados por 
múltiples actos aislados, a menudo difícilmente aprehensibles o 
identificables y producidos a lo largo de un período de tiem­
po más o menos prolongado. insiste en ello rojas rivero, G.P.: 
«Delimitación, prevención y tutela del acoso laboral», cit., pág. 
173. Por tanto, y teniendo presente el carácter postestativo de 
dicha modalidad, no debe desdeñarse la posible ventaja de ins­
tar un procedimiento ordinario, que permite además alegar la 
infracción de legalidad ordinaria, incluso cuando el hostigamien­
to hubiera cesado. rómero ródenas, Mª.J.: «Protección frente al 
acoso en el trabajo», cit., pág. 86. Sobre las peculiaridades juris­
diccionales, entre otros, García Callejo, J.M.: «Protección jurídica 
contra el acoso moral en el trabajo o la tutela de la dignidad del 
trabajador», Madrid (FSP-UGT), 2003, especialmente págs. 114 y 
ss. o rivas Vallejo, Mª.P.: «Violencia psicológica en el trabajo: su 
tratamiento en la jurisprudencia», Cizur Menor (Thomson/aran­
zadi), 2005, págs. 67 y ss. 
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vulnerabilidad de la mujer ante este tipo de 
fenómenos78. 

B.	 La Inspección de Trabajo, las auditorías 
de empresa, la concienciación social 
y otras propuestas de lege ferenda 

La Inspección de Trabajo tiene una im­
portante función en la tutela de derechos que 
pueden verse vulnerados por el acoso moral, 
en la medida en que su cometido fundamen­
tal reside en la vigilancia y control del cum­
plimiento de las normas laborales, incluidas 
las preventivas. Así, ex arts. 40 LPRL y 13 
LOITSS, el trabajador y sus representantes 
pueden dirigirse ante este organismo denun­
ciando anomalías en la práctica preventiva 
que pudieran desencadenar o implementar 
una situación de acoso o la falta de adopción 
de medidas frente a tales conductas79. Dicho 
órgano consigue, con su labor inspectora, no 
sólo reunir hechos y testimonios determinan­
tes en el enjuiciamiento del acoso y que sirven, 
de modo definitivo, de prueba de la situación 
que sufre el trabajador, verificando la existen­
cia del comportamiento ilícito80 sino que, a la 
par, constituye instrumento clave en la san­
ción de este tipo de ilícitos. Resulta vital, por 
tanto, a efectos de prueba, la actuación que 
realiza dicho Cuerpo funcionarial81, en parale­

78 Medidas propuestas, entre otros, por Pedrosa alquézar, 
S.i.: «actualidad de la prevención del acoso moral en el trabajo 
desde la perspectiva jurídica», cit., pág. 117 o romero ródenas, 
Mª.J.: «Protección frente al acoso en el trabajo», cit., págs. 60 y 
ss. 

79 Un dura crítica del Criterio Técnico de la inspección de 
Trabajo y Seguridad Social (34/2003), sobre Mobbing (acoso 
psicológico o moral) rechazando la consideración de la proble­
mática del acoso como una cuestión de prevención de riesgos 
y reconduciéndola a un plano estrictamente laboral, a partir de 
las infracciones de carácter laboral del TrliSoS en Molina nava­
rrete, C.: «Del silencio de la ley a la ley del Silencio: ¿quién teme 
a la lucha de la inspección de Trabajo contra el acoso moral en 
las administraciones Públicas? argumentos normativos para la 
ilegalidad y no vinculatoriedad del pretendido criterio técnico 
sobre mobbing de la DG de iTSS-CT 34/2003», RTSS/CEF, núm. 
242, 2003, págs. 3 y ss. 

80 Pineda Segura, C.: «El hostigamiento psicológico en el 
trabajo: el mobbing», RTSS (CEF), núm. 215, 2001, pág. 193. 

81 Exquisitamente analizado, desde una utilísima vertiente 
de Derecho Comparado en arufe Varela, a.: «Estudio compara­
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lo al elevado número de actuaciones judiciales 
que ha de iniciar el trabajador –pues una con­
ducta tan compleja y secuencial, difícilmente 
resulta incardinable en un único procedimien­
to judicial– y del proceder, incluso, del Comité 
de Empresa que coadyuva recabando pruebas 
y haciendo un seguimiento de la situación la­
boral de la víctima. En todo caso, el inspector 
tendrá que buscar una solución equitativa al 
conflicto si existiera una adecuada disposición 
de las partes a través de las medidas de reque­
rimiento, recomendación o advertencia que co­
rrespondan82. 

La propia auditoría, emitiendo informes 
dirigidos a poner de manifiesto una opinión 
técnica sobre la eficacia y legalidad de dicho 
sistema83, puede constituirse en un mecanismo 
de control eficaz para que las empresas pro­
muevan una prevención de calidad adoptando 
medidas para hacer frente al acoso moral. 

En definitiva, tanto o más eficaz que todo 
lo anterior, sería la propia toma de conciencia 
por parte del legislador, procediendo a la re­
forma del art 15 LPRL, haciendo una referen­
cia específica a la evitación de la violencia en 

do de la carrera administrativa de los funcionarios del sistema 
de inspección de Trabajo y Seguridad Social en Europa», Madrid 
(MTaS), 2007. 

82 no es fácil (o el éxito es incierto) que prosperen las 
demandas por mobbing; y, en todo caso, resulta nefasta para 
el trabajador una respuesta judicial negativa que le deja frente 
a frente de un acosador victorioso y crecido, por lo que es 
aconsejable siempre intentar la vía conciliadora ante la ins­
pección de Trabajo. ruiz Castillo, Mª.M.: «la vertiente jurídica 
del acoso moral en el trabajo: una aproximación al panorama 
actual», cit., pág. 55. igualmente, defendiendo que la activi­
dad de mediación y arbitraje de la iTSS puede adquirir singular 
importancia en los supuestos de acoso moral, Velázquez Fer­
nández, M.: «la respuesta jurídico legal ante el acoso moral en 
el trabajo o mobbing», Jornadas sobre mobbing organizadas 
por UGT, Madrid, septiembre, 2001, pág. 4 o «las posibilidades 
de actuación de la inspección de Trabajo frente al acoso moral 
o mobbing», Lan Harremanak, núm. 7, 2002, pág. 161 o agra 

Viforcos, B.; Fernández Fernández, r. y Tascón lópez, r.: «la 
respuesta jurídico laboral frente al acoso moral en el trabajo», 
cit., págs. 186-187. 

83 Sobre su funcionalidad en el marco de una prevención 
integrada en la gestión empresarial, Martínez Barroso, Mª.r. 
y agra Viforcos, B.: «la auditoría en la prevención de riesgos 
laborales», Granada (Comares), 2010. 
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el trabajo entre los principios de la acción pre­
ventiva y una reforma del art. 26.12 LISOS, 
para incluirlo entre los supuestos específica­
mente enumerados para dar mayor consisten­
cia a la actividad sancionadora de la Adminis­
tración. Además, para lograr una prevención 
eficiente del riesgo psicosocial, cabe proponer, 
de lege ferenda, otras medidas adicionales, 
como la modificación del art. 4.2 LPRL, intro­
duciendo una enumeración de riesgos entre 
los que figuren los psicosociales o desarrollan­
do el propio art. 16 LPRL, haciendo especial 
hincapié en la necesidad de que la evaluación 
registre, obligatoriamente, referencias a tales 
tipos de riesgo y el plan de prevención deli­
mite, en la estructura organizativa de la em­
presa, las responsabilidades y funciones que 
deberían tener los distintos componentes de 
la misma en relación con los riesgos psicoso­
ciales84. 

Esto es, la prevención de la violencia en 
el trabajo exige la adopción de decisiones gu­
bernativas por parte del Estado y de medidas 
técnicas por parte de la empresa que impidan 
un ambiente de trabajo hostil y destructivo a 
partir de la postulación de una cultura orga­
nizativa con normas y valores contra el acoso 
moral en todos los niveles de la organización 
que propicie la consecución de un buen clima 
laboral como uno de los objetivos fundamen­
tales de la dirección, de importancia similar 
o superior a otros retos de la empresa. La cla­
ve fundamental para eliminar esta lacra del 
mundo laboral es la participación activa de los 
diversos agentes implicados85: Administración 
–haciendo cumplir la legislación vigente–; ser­
vicios de prevención –identificando, evaluan­
do y evitando los riesgos–; empresas –impli­
cando tanto a la dirección como a los mandos 
intermedios en la resolución de los conflictos– 
y, por supuesto, los propios interlocutores so­

84 Pedrosa alquézar, S.i.: «actualidad de la prevención del 
acoso moral en el trabajo desde la perspectiva jurídica», cit., pág. 
120. 

85 rodríguez Copé, Mª.l.: «Prácticas de empresa sobre la 
prevención del acoso», en aa. VV. (Correa Carrasco, M., Coord.): 
«acoso moral en el trabajo…», cit., pág. 153. 
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ciales –propiciando soluciones negociadas–, 
sin olvidar que la «formación» en aspectos 
psicosociales resulta fundamental, sobre todo 
para delegados de prevención, miembros de 
comités de empresa, equipos de intervención 
en emergencias86, etc. 

6.	 ACTUACIONES PROGRAMÁTICAS 
PARA COMBATIR EL CAMBIO 
DEMOGRÁFICO 

Si se compara el planteamiento y el conte­
nido del Marco Estratégico 2014-2020 con las 
dos Estrategias anteriores cabe apreciar un 
retroceso de los aspectos sociales, un menor re­
flejo de la preocupación por la mejora del bien­
estar en el trabajo y una acusada tendencia a 
un incremento del desvelo por el problema de 
los costes económicos, la sostenibilidad de los 
sistemas de pensiones y por los posibles pro­
blemas de seguridad y salud derivados de la 
prolongación de la vida activa. Obviamente, la 
mejora de las condiciones de seguridad y salud 
puede repercutir positivamente y suponer un 
ahorro de costes, relevante en el terreno de la 
Seguridad Social, pero aun cuando el objetivo 
de «sostenibilidad» del sistema sea crucial des­
de un punto de vista financiero, no debe subor­
dinar ni condicionar las decisiones en el terreno 
de la seguridad y salud, pues la trascendencia 
de los bienes jurídicos en juego le hace merece­
dor de una tutela propia, que debe mantenerse 
al margen de intereses ajenos y de decisiones 
propias de otros campos de actuación87. 

Como reconoce la Comisión en la Comuni­
cación de 2014 analizada, la población activa 
está envejeciendo, ya que la proporción de 
trabajadores de más edad en activo aumenta 
con respecto a la de trabajadores más jóve­

86 Sánchez Fierro, J.: «los trastornos psicosociales en el 
mundo del trabajo. respuestas desde la Psicosociología y el De­
recho», Alcor de mgo, núm. 0, 2004, pág. 50. 

87 igartua Miró, Mª.T.: «Hacia un enfoque más economi­
cista en la política europea de seguridad y salud en el trabajo: 
reflexiones críticas a la luz del marco estratégico 2014-2020», 
cit., págs. 22-23. 
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nes. Según las proyecciones de población de 
Eurostat (Europop 2010), se espera que, en la 
Europa de los 27, la población activa de entre 
55 y 64 años aumente en torno al 16 % entre 
2010 y 2030. De ahí la necesidad de proponer 
medidas reactivas al respecto, pues evitar que 
los trabajadores sufran accidentes graves o 
padezcan enfermedades profesionales y pro­
curar que disfruten de buena salud a lo largo 
de toda su vida laboral, desde el primer em­
pleo, es clave para que puedan «trabajar más 
tiempo». 

6.1.	 Las recetas de la Unión Europea 
para favorecer el envejecimiento 
activo 

En el Libro Blanco de la Comisión sobre 
las pensiones, elaborado en el año 201288, ya 
se pide que, a fin de garantizar unos sistemas 
de pensiones adecuados y sostenibles, se pro­
longue la vida laboral, para lo cual resulta ne­
cesario que se den unas condiciones de trabajo 
adecuadas. Esto es, como premisa para lograr 
una vida laboral sostenible y un envejecimien­
to activo y saludable, resulta necesario que los 
trabajadores tengan salud y seguridad. En 
esta aseveración cabe apreciar cierta muta­
ción en el objetivo primordial de la seguridad 
y salud en el trabajo, pues ya no se persigue 
solamente la tutela de los bienes jurídicos im­
plicados o la indemnidad del trabajador, sino 
que se busca un fin centrado en otros intere­
ses menos altruistas: lograr un incremento 
del tiempo en que el trabajador puede pres­
tar servicios89, habida cuenta, en particular, 

88 libro Blanco «Agenda para unas pensiones adecuadas, 
seguras y sostenibles», CoM (2012) 55 final. 

89 Planteamiento que también avala la oiT al considerar 
necesario adoptar políticas y prácticas sólidas en materia de 
seguridad y salud en el trabajo que inviertan en la seguridad, la 
salud y el bienestar de los trabajadores durante su vida laboral, 
para mantenerlos empleados más tiempo y mejorar su bienes­
tar: Riesgos emergentes y nuevos modelos de prevención en 
un mundo de trabajo en transformación, Ginebra, Día Mundial 
de la Seguridad y Salud, 28 de abril de 2010, pág. 8. En la doc­
trina, aa.VV. (Giró Miranda, J., Coord.): «Envejecimiento activo, 
envejecimiento en positivo», Universidad de la rioja, 2006 o 
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del envejecimiento de la población activa y la 
prolongación de la vida laboral dependerá la 
sostenibilidad del sistema de pensiones. Para 
ello es necesario, a través del fomento de la 
cultura preventiva, crear un entorno seguro y 
saludable a lo largo de toda la vida activa de 
una mano de obra cada vez más diversificada. 

Entre las medidas propuestas por la Co­
misión para prolongar adecuadamente una 
carrera profesional, figura la adaptación del 
lugar de trabajo y la organización de este, in­
cluida la jornada laboral, la accesibilidad del 
puesto y las intervenciones específicamente 
dirigidas a los trabajadores de más edad90. Sin 
olvidar que para hacer frente a las cambiantes 
capacidades de los trabajadores a causa del 
envejecimiento, también es importante desa­
rrollar la empleabilidad a lo largo de toda la 
vida. Diversos productos y servicios innovado­
res en el ámbito de las TIC (por ejemplo, el 
«trabajo» asistido por el entorno) ofrecen una 
amplia gama de posibilidades de mejora de la 
empleabilidad91. 

Además, son necesarias medidas de reinte­
gración y rehabilitación que permitan que los 
trabajadores vuelvan al trabajo rápidamente 
tras un accidente o una enfermedad, a fin de 
evitar su exclusión permanente del mercado 
de trabajo. 

Por último, resulta obligado mencionar 
que el nuevo Programa Marco de Investiga­

Sánchez-Urán azaña, y.: «Envejecimiento activo: política social 
y derecho», REDT, núm. 160, 2013, págs. 63 y ss. 

90 a través del proyecto piloto sobre la seguridad y la sa­
lud de los trabajadores de más edad se pretende buscar las vías 
para fomentar la salud física y psicológica de esta categoría de 
trabajadores, ofreciendo ejemplos de buenas prácticas y facili­
tando el intercambio de información. https://osha.europa.eu/ 
en/priority_groups/ageingworkers/ep-osh-project. 

91 Programa conjunto Ambient Assisted Living (aal o vida 
cotidiana asistida por el entorno) que contribuye a resolver el 
problema del envejecimiento de la mano de obra. al respecto 
vid. la Decisión núm. 554/2014/EU del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 14 de mayo de 2014 relativa a la participación 
de la Unión en el Programa de investigación y desarrollo «vida 
cotidiana asistida y activa», emprendido conjuntamente por 
varios Estados miembros (DoUE l 169, de 7 de junio de 2014). 
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ción e Innovación de la UE para 2014-2020 
(Horizonte 2020) ofrece oportunidades de fi­
nanciación para abordar los retos sociales de 
salud, cambio demográfico y bienestar, con­
siderando como ámbitos prioritarios aquellos 
que abordan el envejecimiento y las enferme­
dades y la mejora del envejecimiento activo 
y saludable. 

El reto perseguido se presenta sumamen­
te ambicioso, pero no resulta fácil averiguar 
el tipo de medidas específicas que hayan de 
ponerse en marcha para un logro eficiente de 
la prolongación en condiciones saludables de 
la vida activa. Y lo que es más importante, se 
echan en falta aspectos más concretos y datos 
clarificadores en relación con la accesibilidad 
del puesto o con los umbrales de edad a partir 
de los cuales habría que incluir a los trabaja­
dores en el colectivo de los de más edad. 

6.2.	 Su recepción en el ordenamiento 
español 

Para hacer posible y viable una auténtica 
«cultura de la seguridad»92 en el seno de la em­
presa es preciso apostar por una colaboración 
activa en la materia, como manifestación ex­
presa en materia de responsabilidad social, que 
requiere una apuesta mayor por una inversión 
económica en medios materiales y en procesos 
formativos, además de otras actuaciones con­
cretas dirigidas a colectivos específicos. Entre 
estos últimos, resulta obligado parar la aten­
ción en las líneas internas de actuación relacio­
nadas con las condiciones de trabajo de los ma­
yores de 55 años, pues resulta habitual extraer 
importantes conclusiones con incidencia en el 
terreno de la tutela de la seguridad y salud del 
incremento de la edad del trabajador. A menu­

92 Sobre esta cuestión vid. Perán quesada, r.: «respon­
sabilidad social de las empresas en materia de prevención de 
riesgos laborales», Granada (Comares), 2010 o Terres de Ercilla, 
F.: «responsabilidad social corporativa y prevención de riesgos 
laborales», http://www.mc-mutual.com/contenidos/opencms/ 
webpublica/Publicaciones/McSaludlaboral/resources/5/res­
ponsabilidad.pdf 

http://www.mc-mutual.com/contenidos/opencms
http:https://osha.europa.eu
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do se afirma que suele propiciar una pérdida 
de determinadas capacidades psicofísicas, un 
incremento de la siniestralidad laboral, una 
mayor incidencia de enfermedades crónicas o 
la prolongación de las bajas laborales. Circuns­
tancias todas ellas capaces de plantear la ne­
cesidad de incluir junto a otros factores como 
el género93, sobre el que existe un alto grado de 
consenso, la variable de la edad94 en las políti­
cas preventivas a fin de lograr la adaptación 
de las medidas preventivas y de mejora de las 
necesidades del colectivo. 

6.2.1. Reducción de la jornada laboral 

En España, la VI Encuesta Nacional de 
Condiciones de Trabajo refleja una gran rigi­
dez en los horarios del colectivo de trabajado­
res de entre 55 y 64 años, lo cual, unido al he­
cho de que la influencia del trabajo en la salud 
se acentúa en los mayores de 55 años, obliga 
a considerar que una mayor flexibilidad en 
la organización del trabajo permitiría a este 
colectivo retirarse progresivamente de la po­
blación activa reduciendo su jornada laboral y 
evitando su cese completo. No puede pasarse 
por alto que las reducciones de jornada pue­
den tener objetivos más amplios que los de po­
lítica de reparto del empleo, concretamente la 

93 Por todos, García Murcia, J.: «Mujer y salud en el tra­
bajo: algunas líneas de tendencia y dos notas de actualidad», 
en aa.VV.: «Mujer, trabajo y Seguridad Social», Madrid (la ley), 
2010, págs. 591 y ss. 

94 Entre otros, Carrero Domínguez, C. y Moreno Márquez, 
a.: «Prevención de riesgos laborales y trabajadores maduros», 
en aa.VV. (Mercader Uguina, J.r., Dir.): «Trabajadores madu­
ros. Un análisis multidisciplinar de la repercusión de la edad 
en el ámbito social», Valladolid (lex nova), 2009, págs. 307 y 
ss.; Urrutikoetxea Barrutia, M.: «Envejecimiento y prevención 
de riesgos laborales», Lan Harremanak, núm. 24, 2011, págs. 
17 y ss.; Fernández García, r.: «El incremento de la edad de 
jubilación y la prevención de riesgos laborales», Revista Ges­
tión Práctica de Riesgos Laborales, núm. 98, 2012, pág. 38 y ss. 
o García ninet, J.i. y Barceló Fernández, J.: «Estado de salud y 
factores de riesgo laboral en los trabajadores de mayor edad», 
Madrid (CEoE), 2015. 
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mejora de la salud en el medio de trabajo, sir­
viendo así a dos objetivos no contradictorios95. 

Desde una perspectiva integrada, el dilema 
entre cese o prolongación de la actividad ad­
mite, al menos, modulaciones en dos criterios. 
En primer término, la actividad puede seguir, 
pero con reducción del tiempo de actividad y 
como el tiempo de trabajo es, por naturale­
za, una condición muy flexible, esa reducción 
admite diversas fórmulas: jornada a tiempo 
parcial, semana de cuatro días, aumento de 
los días de descanso en el ciclo anual, etc. En 
segundo lugar, puede cambiar la función o el 
contenido de la prestación, dando prioridad a 
la actividad de asesoría y de consejo, de for­
mación de los jóvenes y nuevos empleados, de­
dicación a tareas relacionadas con la clientela 
o, en fin, entrando a formar parte de equipos 
de trabajo con distintos conocimientos y expe­
riencias pues, como se ha afirmado con acierto, 
«lo que cuenta son las capacidades, no las in­
capacidades»96. 

Es más, el reparto de trabajo puede inten­
tarse también utilizando el tiempo de trabajo, 
pero no actuando sobre la jornada, sino sobre 
el tiempo de trabajo completo de la vida de los 
trabajadores. Esto se puede hacer imponien­
do prohibiciones absolutas en la entrada al 
trabajo mediante fijación de edades mínimas 
que cada vez pueden ser más altas y, al mis­
mo tiempo, provocando la salida definitiva del 
mercado de trabajo de los trabajadores de más 
edad con el objeto de favorecer a los de menos. 
Esta es la técnica de las jubilaciones volunta­
rias incentivadas y de las forzosas, proscritas 
en el ordenamiento español por la Ley 3/2012, 
pero que siempre han exigido una opción a fa­
vor de algún grupo que ha derivado en los in­
evitables problemas de trato discriminatorio. 

Como reconocía ya la «Estrategia Global 
para el Empleo de los Trabajadores y las Traba­

95 Prados de reyes, F.: «El tiempo de trabajo en la normati­
va comunitaria», DL, núm. 43, 1994, págs. 131-132. 

96 Fernández Caveda, a.: «El valor de la edad. nuevas estra­
tegias para la dirección de recursos humanos», RTSS (CEF), núm. 
298, 2008, pág. 244. 
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jadoras de Más Edad 2012-2014 (Estrategia 55 
y más)»97, la jubilación parcial es la única opción 
que la legislación laboral contempla para que 
los trabajadores con menos de 65 años flexibili­
cen su jornada laboral y vayan abandonando de 
forma gradual y progresiva el mercado de tra­
bajo. Sin embargo, dicha fórmula presenta una 
serie de dificultades y rigideces para su oportu­
na articulación jurídica (principalmente la ne­
cesaria formalización de un contrato de relevo). 
Por ello, con la finalidad de dar una respuesta 
más amplia a la diversidad de situaciones que 
se producen en el mercado de trabajo, la Estra­
tegia considera pertinente estudiar la viabilidad 
jurídica, económica y social de establecer en la 
legislación laboral un derecho a la reducción de 
jornada, con la consiguiente reducción propor­
cional del salario de los trabajadores mayores 
a partir de una determinada edad, enmarcado 
en las iniciativas relacionadas con el objetivo 
de reforzar el trabajo a tiempo parcial y la fle­
xibilidad interna en las empresas. Ese estudio 
se deberá acompañar también del análisis de 
las medidas de protección social que, en su caso, 
podrían acompañarla, «sin perjuicio de los pac­
tos o acuerdos que individual o colectivamente 
puedan establecerse al respecto en el ámbito de 
cada empresa». 

Por otra parte, a nivel empresarial y en el 
marco de las condiciones de trabajo, se preten­
den impulsar medidas dirigidas al desarrollo de: 

a)	 Nuevas competencias98 y destrezas en 
el trabajo, a través de la rotación de ta­
reas o del enriquecimiento del puesto. 

b) Programas complementarios encami­
nados a mantener actualizados los co­
nocimientos técnicos a nivel profesio­
nal (cualificaciones de adaptación). 

97 Con la pretensión de ser la «hoja de ruta» que oriente la 
actuación de las administraciones Públicas respecto a las me­
didas dirigidas al colectivo de trabajadores de más de 55 años, 
cumpliendo con el compromiso alcanzado con los agentes so­
ciales en el acuerdo Social y Económico de febrero de 2011. 

98 CES: Competencias profesionales y empleabilidad. in­
forme 3, 2015, especialmente págs. 209 y ss., aludiendo a la 
necesidad de aumentar los niveles de formación permanente. 
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c)	 Estrategias organizativas que adapten 
los ritmos, descansos, turnos y horarios 
de trabajo a las condiciones físicas del 
trabajador mayor y medidas que abor­
den cambios en la actividad. 

6.2.2.	 Evaluación de riesgos, vigilancia de 
la salud, formación e información 
para la seguridad y salud en el 
trabajo de los empleados de más edad 

De acuerdo con los datos de la Encuesta 
Nacional de la Salud (MSCPS), a partir de 
los 55 años, la población es más vulnerable a 
una serie de procesos patológicos directamen­
te relacionados con el propio envejecimiento y 
las patologías degenerativas consustanciales 
a aquel y reflejo, además, del efecto acumu­
lado a largo plazo de los estilos de vida poco 
saludables (alta prevalencia de artropatías 
degenerativas, hipertensión, etc.). Además, 
una persona que lleva realizando las mismas 
funciones durante mucho tiempo genera una 
monotonía en su desempeño que puede tener 
consecuencias negativas en su salud. 

A partir de tal constatación, resulta nece­
sario explorar vías de actuación como las si­
guientes: 

a) Incidir en la importancia de contemplar 
en las evaluaciones de riesgo los factores inhe­
rentes a la edad y a la antigüedad. 

b) Proceder (a partir de los resultados de 
tal evaluación) a una adecuada planificación 
de la actividad preventiva99, que incluya, con 
carácter prioritario, un programa adecuado de 

99 al objeto de lograr los objetivos citados, en el marco 
del diálogo social específico sobre prevención de riesgos la­
borales, el Ministerio de Sanidad, Política Social e igualdad en 
coordinación con el instituto nacional de Seguridad, Salud y 
Bienestar en el Trabajo (inSSBT)– deberán elaborar un docu­
mento con recomendaciones sobre tales aspectos. Hasta la 
fecha puede verse la Guía para el abordaje del Envejecimiento 
en la Gestión de la Prevención de riesgos laborales, Foment 
de Treball nacional y Fundación para la Prevención de riesgos 
laborales, 2013. 
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vigilancia de la salud específica en función de 
los riesgos y adaptada a la edad del trabajador, 
en la que se tendrán en cuenta, entre otros, 
los siguientes factores: movilidad limitada de 
las articulaciones; disminución de la fuerza; 
reducción de la capacidad funcional física, de 
la percepción y de la capacidad para tomar 
decisiones; reducción de la capacidad visual y 
auditiva o la ralentización de la capacidad de 
reacción. La vigilancia de la salud reviste una 
especial trascendencia no solo a título indivi­
dual sino que también puede servir para obte­
ner valiosa información acerca de problemas 
de salud colectivos ligados al envejecimiento 
activo y cuestiones análogas, a fin de realizar 
estudios epidemiológicos y extraer conclusio­
nes sobre situaciones de mayor riesgo. 

Dicho «programa de salud» debería com­
prender, asimismo, actividades formativas e 
informativas, capaces de incluir, por ejemplo, 
formación específica a los trabajadores ma­
yores, sobre cómo mantener y promover su 
propio rendimiento físico y psicológico a tra­
vés de estrategias acordes a las exigencias del 
trabajo (gestión del estrés, prevención del ago­
tamiento) e información sobre cómo conseguir 
un buen mantenimiento físico, básicamente 
a través de la promoción de hábitos de vida 
saludable (nutrición o recomendación de prác­
ticas deportivas)100. 

Dichas evaluaciones de riesgos y la planifi­
cación y programación de la actividad preven­
tiva consecuencia de la misma deben tener en 
cuenta, asimismo, los riesgos específicos que 
afecten a las mujeres de más edad. 

En esta línea de planteamiento centrado 
en la adaptación y la adecuación y en medi­
das de organización del trabajo cabría acudir 
también a la aplicación de la correosa regula­
ción contenida en el art.  25 LPRL, dedicado 

100 Promoción del bienestar en el trabajo o mejora perma­
nente de la calidad del medio ambiente de trabajo, que ha que­
dado relegada en los retos de la Unión, frente a planteamientos 
de textos anteriores. Por ejemplo, en el documento de la oiT: 
«Riesgos emergentes y nuevos modelos de prevención en un 
mundo de trabajo en transformación», cit., pág. 14. 
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a los trabajadores especialmente sensibles, 
en cuya formulación genérica y referida a ca­
racterísticas personales o estado biológico co­
nocido, podría venir incluida sin demasiadas 
dificultades la edad o los efectos propios del 
envejecimiento. Las condiciones subjetivas de 
cada trabajador, el tipo de trabajo y las condi­
ciones de realización serán las variables que 
permitirán en cada supuesto determinar si es 
necesario tomar medidas de prevención espe­
cíficas101. 

6.2.3.	 Movilidad funcional por razones
 
de seguridad y salud en el trabajo
 

Las capacidades cambian con la edad, en 
especial, en un entorno de trabajo que exija es­
fuerzo físico, por lo cual la concentración de la 
experiencia o la tendencia a la especialización 
en un campo abstracto hace más vulnerable al 
trabajador. De ahí que, desde el punto de vista 
de la optimización de la gestión de los recursos 
humanos, resulte fundamental el dominio prác­
tico de diferentes tareas o puestos de trabajo, 
pues ello permitirá una rotación y adaptación 
interna, con el fin de conciliar las necesidades 
de la actividad con las posibilidades de las per­
sonas. Los jóvenes viven ya en un entorno de 
trabajo que cultiva la flexibilidad, por tanto, 
cuando sean mayores tendrán más capacidad 
de cambio o adaptación que los actuales, que, en 
un grandísimo número de casos, han basado su 
carrera profesional en la especialización102. 

A su vez, conviene recordar que la finali­
dad primordial de la movilidad funcional es la 
búsqueda permanente de la mejor adecuación 
entre el puesto de trabajo y las aptitudes pro­

101 Sobre el particular, por todos, Goñi Sein, J.l. y Sanz De 

Galdeano, B.: «adaptación y reubicación laboral de trabajadores 
con limitaciones psicofísicas», Cizur Menor (Thomson reuters/ 
aranzadi), 2015, pág. 73. 

102 Considerando que los trabajadores de edad han vivi­
do una cultura laboral en la que el cambio se identificaba con 
«nomadismo» y este con inseguridad, en parte motivado por las 
actitudes sindicales y por las barreras a la movilidad geográfica, 
Fernández Caveda, a.: «El valor de la edad. nuevas estrategias 
para la dirección de recursos humanos», cit., pág. 253. 
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fesionales del trabajador. Por ello, para evi­
tar la incapacidad o el bajo rendimiento del 
trabajador de edad, esta vía, que entra en el 
concepto más amplio de flexibilidad interna o 
flexibilidad organizativa, incluye no sólo las 
medidas de movilidad personal interna sino, 
en sentido amplio, el rediseño de las tareas y 
funciones para buscar el mejor acomodo o el 
puesto de trabajo más acorde con las aptitu­
des103. Por medio de la adaptación de las con­
diciones de trabajo se protege la capacidad, 
se previene la pérdida de salud y se facilita 
la autonomía personal y, en este sentido, la 
formación incide directamente sobre la pres­
tación en sí, las funciones y las tareas que se 
desempeñan. En otros términos, el cambio de 
condiciones de trabajo afecta a la periferia de 
la prestación laboral y remite a lo que puede 
denominarse «calidad de vida laboral». 

Si de la evaluación de riesgos se concluye­
ra, a pesar de llevar a cabo todas las medidas 
reflejadas en el apartado anterior, que la edad 
pudiera comenzar a ser un hándicap para 
que el trabajador desempeñe determinados 
puestos de trabajo, deberán plantearse todas 
las opciones posibles, antes de su salida del 
mercado de trabajo. Entre ellas, como medida 
preventiva, la posibilidad de aplicar alternati­
vas de flexibilidad interna en la empresa, in­
cluyendo el cambio de puesto de trabajo, junto 
con otras estrategias que, desde un enfoque 
integral, estén dirigidas a la adaptación del 
puesto de trabajo con el fin de garantizar la 
seguridad y salud del empleado. 

6.2.4.	 Medidas en el marco de la investigación 
encaminadas a la protección social. 
En especial, la jubilación anticipada 
derivada de trabajo penoso 

La norma programática dirigida a los ma­
yores de 55 años ya ponía de manifiesto la 
oportunidad de que el INSHT (actual Institu­

103 Fernández Caveda, a.: «El valor de la edad. nuevas es­
trategias para la dirección de recursos humanos», cit., pág. 
246. 
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to Nacional de Seguridad, Salud y Bienestar 
en el Trabajo –INSSBT–) realizase investiga­
ciones específicas en materia de condiciones 
de trabajo y salud de los trabajadores mayores 
que permitan detectar perfiles de morbilidad 
asociados con la edad y ayuden al diseño de 
intervenciones concretas, así como la realiza­
ción de estudios epidemiológicos que determi­
nen aquellas ocupaciones potencialmente más 
peligrosas en función de la siniestralidad y 
definan el impacto que, sobre la misma, ejerce 
la edad. Los resultados obtenidos a partir de 
los citados estudios deberán servir como ele­
mento de análisis y discusión en el seno de la 
Comisión Nacional de Seguridad y Salud en 
el Trabajo, con vistas a proponer estrategias 
que garanticen la seguridad y salud de estos 
colectivos más vulnerables. 

Por último, y dado el caso, será la Secre­
taría de Estado de la Seguridad Social quién 
analice y determine otras medidas que con­
templan la posibilidad de que los trabajadores 
que realicen determinadas actividades que 
supongan un riesgo para su seguridad y salud, 
puedan acceder de forma anticipada a la jubi­
lación, mediante la aplicación de coeficientes 
reductores de la edad ordinaria de jubilación. 

Arraigado en la tradición histórica, el 
legislador contempla la posibilidad de per­
mitir al Gobierno que, al amparo de una pre­
visión legal (art.  206 LGSS) y con elevada 
discrecionalidad, rebaje la edad ordinaria 
para diferentes colectivos de trabajadores 
(ferroviarios, mineros, personal de vuelo, 
bomberos104, miembros del Cuerpo de la Ert­
zaintza…). A tales colectivos se les aplican 
los denominados «coeficientes reductores» 
sobre la edad (variables según sectores, pero 

104 El rD 383/2008, de 14 de marzo, establece el pertinente 
coeficiente reductor de la edad de jubilación a favor de los bom­
beros al servicio de las administraciones y organismos públicos, 
financiado con un tipo de cotización adicional. Sobre el particu­
lar vid. Valdés dal ré, F.: «reducciones de la edad de jubilación 
ordinaria (i): a propósito del establecimiento de coeficientes 
reductores de la edad de jubilación a favor de los bomberos de 
las administraciones públicas y organismos públicos», RL, núm. 
2, 2009, págs. 43 y ss. 
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comprendidos siempre entre una horquilla 
del 0,05 y el 0,50) o directamente se fija una 
edad inferior –55 o 60105 años–, como ocurre 
en el caso de artistas y profesionales tau­
rinos106, si bien el hecho de establecerse la 
reducción de edad de jubilación en tales su­
puestos no debiera suponer necesariamente 
la jubilación en todos los casos, pues en gran 
medida el factor determinante es el nivel 
de deterioro de las condiciones artísticas y 
este no se da por igual ni en todos los pro­
fesionales ni en todas las profesiones que la 
contemplan107. Por su parte, el art.  26.4 de 
la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatu­
to del Trabajo Autónomo, también dispone 
que, en atención a la naturaleza tóxica, pe­

105 En concreto, para aquellos encuadrados en las catego­
rías de cantantes, bailarines y trapecistas, que podrán jubilase 
a partir de los 60 años de edad sin ser penalizados por ningún 
coeficiente reductor, siempre y cuando cumplan el requisito de 
haber trabajado en alguna de estas especialidades durante un 
mínimo de 8 años durante los 21 anteriores al hecho causante 
(art. 11.2 rD 2621/1986). 

106 60 años, para los puntilleros y 55 años para los demás 
profesionales taurinos, excepto los mozos de estoque y de re­
jones y sus ayudantes, a quienes se aplica la edad ordinaria 
de jubilación, si bien se les permite el acceso a la jubilación 
anticipada con reducción de la pensión en los términos ordina­
rios. Sin embargo, los cánones anteriores no actúan de manera 
automática; por el contrario, existe un requisito adicional a 
cumplir. y es que, a efectos de poder acceder a la situación de 
jubilación con carácter previo a la edad ordinaria «será necesa­
rio que los profesionales taurinos acrediten haber actuado en 
los siguientes espectáculos taurinos de acuerdo a su categoría 
profesional: a) matadores de toros, rejoneadores y novilleros, 
150 festejos […] b) banderilleros, picadores y toreros cómicos, 
200 festejos […] c) puntilleros, mozos de estoque y de rejones y 
sus ayudantes, 250 festejos» (art. 18.3 rD 2621/1986). no obs­
tante, como bien afirma la doctrina, lo cabal sería entender que 
no bastaría con justificar la participación en una cantidad mí­
nima de espectáculos, sino que convendría también certificar 
haber cotizado por los mismos. Megino Fernández, D.: «algunas 
incorporaciones expresas al régimen General de la Seguridad 
Social. Venturas y desventuras de los deportistas por cuenta 
ajena, los profesionales taurinos y el personal funcionarial al 
servicio de la administración local», en aa.VV. (Fernández Do­
mínguez, J.J. y Martínez Barroso, Mª.r., Dir. y Álvarez Cuesta, 
H., Coord.): «regímenes y sistemas especiales de la Seguridad 
Social. Entre su pervivencia y su necesaria reforma», cit., págs. 
524-525. 

107 Torollo González, F.J.: «las relaciones especiales de de­
portistas y artistas en espectáculos públicos», REDT, núm. 100, 
2000, pág. 203. 
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ligrosa o penosa de la actividad ejercida, y 
en los términos que reglamentariamente se 
establezcan108, los autónomos afectados que 
reúnan las condiciones establecidas para 
causar derecho a la pensión de jubilación, 
con excepción de la relativa a la edad, po­
drán acceder a la jubilación anticipada, en 
los mismos supuestos y colectivos para los 
que esté establecido dicho derecho respecto 
de los trabajadores por cuenta ajena. 

La justificación en el carácter penoso, difí­
cil, peligroso e insalubre de algunas ocupacio­
nes resulta, sin embargo, menos convincente 
de lo que pudiera parecer a primera vista. 
Las distinciones establecidas derivan de ca­
tegorías amplias de cotizantes, caracterizadas 
más bien por la naturaleza de la actividad 
(trabajadores de la minería, marina mercante 
o industrias energéticas, etc.) que por la índo­
le del trabajo desarrollado; y, sin duda, dentro 
de dichas categorías se encuentran grandes 
diferencias entre las condiciones de trabajo 
reales de los empleados (pues en la minería, 
por ejemplo, junto a los duros trabajos de inte­
rior, desarrollan su actividad los mecánicos de 
superficie y el personal administrativo, cuyas 
condiciones de trabajo no son claramente dife­
rentes de las existentes en los demás sectores 
económicos)109. Esta incontestable realidad 
puede llevar a encuadrar estas excepciones no 
en el seguro de vejez sino en el de incapacidad 
para trabajar110 a partir del siguiente silogis­

108 Con la aprobación del rD 1698/2011, de 18 de noviem­
bre, se viene a regular el procedimiento que debe observarse 
para rebajar la edad de jubilación de nuevos colectivos o en 
sectores o actividades (en las escalas, categorías o especialida­
des correspondientes) que actualmente no gozan de tal reduc­
ción de la edad de jubilación, pero sin afectar a los trabajadores 
que ya la tengan establecida, si bien tales colectivos también 
podrán solicitar la modificación de sus coeficientes reductores, 
a través del procedimiento general establecido en dicha norma, 
con el pertinente «recargo en la cotización». 

109 Un análisis reciente en Martínez Barroso, Mª.r.: «El ré­
gimen Especial de la Minería del Carbón», en aa.VV. (Monereo 

Pérez, J.l. y rodríguez iniesta, G., Dirs. y Maldonado Molina, J.a. 
y de val Tena, a.l., Coords.): «Tratado de Derecho de la Seguridad 
Social», Murcia (laborum), 2017. 

110 Propuesta avalada hace más de una década por el Con­
sejo de Europa: «la flexibilidad de la edad de jubilación», en aa. 
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mo: si por la naturaleza penosa del trabajo, por 
la débil salud del interesado o por la combina­
ción de ambas circunstancias, el estado físico 
y/o psíquico del trabajador se ha deteriorado 
de tal modo que no puede continuar trabajan­
do hasta la edad normal o el número de años 
exigidos para la jubilación, tendrá derecho a 
una pensión de incapacidad permanente. Esta 
será, en la mayor parte de los casos, tan venta­
josa –y en algunos más– que la propia pensión 
de jubilación, teniendo en cuenta, además, que 
el período indemnizado bajo este régimen será 
asimilado, por lo general, a un período de tra­
bajo para el cálculo del importe de la pensión 
de jubilación. 

Al margen de esta propuesta de lege feren­
da, el art.  206 LGSS establece un límite de 
edad absoluto para el acceso a la pensión, que 
se sitúa en los 52 años, a la vez que establece 
que tales coeficientes «en ningún caso se ten­
drán en cuenta para el acceso a la jubilación 
anticipada en ninguna de sus modalidades»; 
medida que, en definitiva, pretende raciona­
lizar la utilización de coeficientes en activida­
des especialmente penosas ante su aplicación 
a los nuevos colectivos de trabajadores que lo 
están reclamando111. 

El establecimiento de nuevos coeficien­
tes reductores o, en su caso, la anticipación 
de la edad para acceder a la jubilación se 
llevará cabo respecto a actividades que ne­
cesariamente han de hallarse comprendidas 
en cualquiera de las siguientes112: 1) Activi­
dades laborales en las escalas, categorías o 
especialidades cuyo ejercicio implique el so­
metimiento a un excepcional índice de peno­
sidad, peligrosidad, insalubridad o toxicidad 
y en las que se hayan comprobado unos ele­
vados índices de morbilidad o mortalidad o 

VV.: «la Seguridad Social en una sociedad cambiante», Madrid 
(MTSS), 1992, pág. 57. 

111 CC.oo: «Valoración del acuerdo sobre Medidas en mate­
ria de Seguridad Social», en www.ccoo.es 

112 Un mayor desarrollo en Martínez Barroso, Mª.r.: «in­
fluencia de la edad en las relaciones laborales: acceso al empleo 
y protección social», Cizur Menor (Thomson reuters/aranzadi), 
2018 (en prensa). 
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la incidencia de enfermedades profesionales. 
2) Actividades laborales en las escalas, cate­
gorías o especialidades cuya realización, en 
función de los requerimientos físicos o psíqui­
cos exigidos para su desempeño, resulten de 
excepcional penosidad y experimenten un in­
cremento notable del índice de siniestralidad 
a partir de una determinada edad, conforma­
do por el índice de accidentes de trabajo y/o 
enfermedades profesionales. En este sentido, 
cabe llamar la atención sobre el hecho de 
que una actividad altamente feminizada y 
particularmente rigurosa respecto a las ha­
bilidades físicas que requiere, como es la del 
personal de limpieza o del especializado en 
cuidados a la dependencia, no tenga hasta 
la fecha establecida la jubilación anticipada 
por penosidad, que se ha centrado en sectores 
típicamente masculinizados, lo que tiene un 
efecto perpetuador de desigualdades por gé­
nero particularmente peligroso en el ámbito 
de la protección social113. 

No obstante, la jubilación a una edad ordi­
naria reducida no puede constituir el princi­
pal o único instrumento de adaptación de los 
trabajos especialmente penosos o insalubres y, 
menos aún, a coste cero. Como con acierto ha 
precisado la doctrina114, se hace necesario un 
replanteamiento de la figura, donde se poten­
cie el mantenimiento de la actividad en puesto 
de trabajo compatible con las características y 
condiciones del trabajador, donde podría adqui­
rir especial protagonismo la figura de la jubila­
ción parcial. 

113 Ballester Pastor, Mª.a.: «reformas en materia de pro­
tección social e impacto de género: un estudio crítico», TL, núm. 
112, 2011, pág. 74. 

114 Tortuero Plaza, J.l.: «la redefinición de la edad de ju­
bilación y sus condicionantes actuales», en aa.VV. (Cabeza Pe­
reiro, J.; Ballester Pastor, Mª.a. y Fernández Prieto, M., Dirs.): 
«la relevancia de la edad en la relación laboral y de Seguridad 
Social», Cizur Menor (Thomson reuters/aranzadi), 2011, pág. 
164, quien considera necesaria la valoración de los costes de 
la anticipación de la jubilación, así como su imputación, que 
debe formar parte de los costes de producción y en ningún 
caso penalizar al trabajador. 

http:www.ccoo.es
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RESUMEN	 El presente artículo se ocupa de estudiar el nuevo marco estratégico en materia de salud 
y seguridad en el trabajo 2014-2020, a través de los principales retos y objetivos que en 
el ámbito de la salud y la seguridad en el trabajo se propone la Comisión Europea. Meto­
dológicamente, se analizan las acciones clave y los instrumentos para alcanzarlos con la 
pretensión última de conocer hasta qué punto el ordenamiento interno da cumplimiento 
a dicho retos estratégicos: 1.– Mejorar la aplicación de las normas vigentes en materia 
de salud y seguridad, en particular mediante el refuerzo de la capacidad de las microem­
presas y las pequeñas empresas para poner en marcha estrategias eficaces y eficientes de 
prevención del riesgo. 2.– Mejorar la prevención de las enfermedades relacionadas con el 
trabajo, haciendo frente a los riesgos nuevos y emergentes, sin descuidar los ya existen­
tes. 3.– Tener en cuenta el envejecimiento de la mano de obra de la Unión Europea. 

Las sucesivas Estrategias han constituido el instrumento principal para establecer el 
marco general de las políticas de prevención de riesgos laborales a corto plazo. Lo no­
vedoso de este instrumento no reside únicamente en que debe servir para orientar las 
políticas públicas en materia de seguridad y salud en el trabajo sino, sobre todo, en que 
incorpora mecanismos de evaluación y control de los objetivos inicialmente propuestos, al 
objeto de corregir las posibles desviaciones existentes y, a partir de los resultados obteni­
dos, planificar nuevos objetivos. 

Además, partiendo de la premisa de que el principal problema de la seguridad y salud 
en el trabajo no es la ausencia de regulación legal sino su patente falta de aplicación 
y de cumplimiento real y eficiente, en el estudio se hace un balance de las fortalezas y 
debilidades de la aplicación de la LPRL tras más de veinte años de vigencia, a la vez que 
se analiza la efectividad de las acciones propuestas a nivel europeo en el ordenamiento 
preventivo español. 

De la investigación realizada se extrae la conclusión de que la mayoría de las iniciativas, 
legislativas y no legislativas, planteadas en la Estrategia anterior (2007-2012) se han eje­
cutado con unos resultados notables que han contribuido a consolidar una cultura de la 
prevención del riesgo y un marco consolidado para la coordinación. No obstante, todavía 
queda un importante campo para la mejora, en especial, en el ámbito de la coordinación 
con la política medioambiental y en lo que atañe a las sustancias químicas. A su vez, 
existen importantes lagunas en el terreno de la implicación de los interlocutores sociales 
o en el campo de los datos estadísticos. De ahí la necesidad de un enfoque más preocupado 
por el efecto de algunas medidas preventivas en determinadas empresas (especialmente 
pymes), la interacción de la salud y la seguridad en trabajo con el entorno y las sustancias 
químicas y la prevención eficaz de las enfermedades profesionales y las relacionadas con 
el trabajo. 

En este nuevo marco estratégico, caracterizado por un claro retroceso de los aspectos 
sociales y por una visión de la prevención como vehículo de satisfacción de exigencias 
de tipo económico, los nuevos retos pretenden conseguirse por medio de una serie de ac­
ciones ligadas a siete objetivos básicos: 1.– Proseguir la consolidación de las estrategias 
nacionales en materia de salud y seguridad a través de la coordinación de políticas y el 
aprendizaje mutuo. 2.– Proporcionar ayuda práctica a las pequeñas empresas y a las 
microempresas, para que puedan mejorar el cumplimiento de las normas sobre salud 
y seguridad. A tal efecto, dichas empresas podrán recibir asistencia técnica a través de 
herramientas prácticas, como la Evaluación en Línea de Riesgos Interactivos (OiRA), una 
plataforma web que proporciona instrumentos para la evaluación de riesgos sectoriales. 
3.– Mejorar la garantía del cumplimiento de la normativa por parte de los Estados miem­
bros, mediante la evaluación de los resultados de los organismos de inspección naciona­
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les. 4.– Simplificar la legislación vigente a nivel europeo, para eliminar las cargas admi­
nistrativas innecesarias, manteniendo, al mismo tiempo, un elevado nivel de protección 
de la salud y la seguridad de los trabajadores. 5.– Abordar el envejecimiento de la mano 
de obra europea promoviendo hábitos laborales saludables y mejorar la prevención de 
las enfermedades relacionadas con el trabajo para hacer frente a los riesgos emergentes 
(junto con los ya existentes), como los nanomateriales, las tecnologías verdes o la biotec­
nología. 6.– Mejorar la recogida de datos estadísticos para disponer de mejores pruebas y 
desarrollar herramientas de seguimiento. 7.– Reforzar la coordinación y colaboración con 
organizaciones internacionales como la OIT, la OMS o la OCDE y con los socios europeos, 
para contribuir a reducir los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales y a 
mejorar las condiciones laborales en todo el mundo. 

Para llevar a cabo estas acciones, el marco estratégico establece como principales instru­
mentos el diálogo social, la sensibilización, el reforzamiento de las garantías de cumpli­
miento de la legislación y las necesarias sinergias con otras políticas, en especial, salud 
pública, educación, investigación o igualdad. Dichos instrumentos no le resultan ajenos 
al legislador español en su política preventiva para hacer frente a los riesgos emergentes, 
fundamentalmente los de carácter psicosocial y los relacionados con la violencia en el 
trabajo, a partir del deber de protección empresarial, la negociación colectiva o los códigos 
de buena conducta. 

El nuevo marco estratégico ha supuesto una reestructuración de las prioridades de las 
acciones comunitarias en materia de seguridad y salud en el trabajo, primando aquellas 
en las que se puede intuir una suerte de retorno económico en la gestión o incidencia en 
la sostenibilidad de los sistemas de protección social. Ello se aprecia de un modo muy 
acusado en el fomento del envejecimiento activo, materia en la que las normas programá­
ticas españolas han empezado a realizar propuestas en cuanto se refiere a la reducción de 
la jornada laboral, evaluación de riesgos, vigilancia de la salud, formación e información 
para la seguridad y salud en el trabajo de los empleados de más edad, movilidad funcional 
o medidas en el ámbito de la investigación y de la protección social, fundamentalmente 
ligadas a la jubilación anticipada por trabajo penoso. 

Palabras clave: Marco estratégico; retos; prevención de riesgos; pymes; riesgos emer­
gentes; biotecnología; nanomateriales; cambio demográfico; envejecimiento activo. 
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The current paper examines the new Strategic Framework on Health and Safety at 
Work 2014-2020, through the main challenges and objectives proposed by the European 
Commission in the sphere of health and safety at work. Methodologically, the key 
actions and the instruments to achieve them are analysed with the ultimate objective of 
understanding the degree to which the domestic legal system implements these strategic 
challenges: 1.– Improve the implementation of existing health and safety standards, 
in particular by strengthening the capacity of micro and small enterprises to develop 
effective and efficient risk prevention strategies. 2.– Improve the prevention of work­
related diseases by addressing new and emerging risks, without neglecting existing ones. 
3.– To keep in mind the ageing of the European Union’s workforce. 

Successive Strategies have been the main instrument for establishing the general 
framework for short-term occupational hazard prevention policies. The novelty of this 
instrument is not simply that it should serve to guide public policies on health and safety 
at work but, above all, that it incorporates mechanisms for evaluating and controlling the 
objectives initially proposed, in order to correct any possible deviations and, on the basis 
of the results obtained, to plan new objectives. 

Furthermore, based on the premise that the main problem of health and safety at work 
is not the absence of legal regulation but rather its obvious lack of implementation and 
of real and efficient compliance, the study takes stock of the strengths and weaknesses of 
the enforcement of the LPRL after more than twenty years of validity, while at the same 
time analysing the effectiveness of the actions proposed at European level in the Spanish 
preventive legislation. 

Research has shown that most of the initiatives, both legislative and non-legislative, 
proposed in the previous Strategy (2007-2012) have been implemented with remarkable 
results that have helped to consolidate a culture of hazard prevention and a strengthened 
framework for coordination. However, there is still considerable room for improvement, 
particularly in the area of coordination with environmental policy and those regard 
to chemicals. Likewise, there are major shortcomings in the area of social partners’ 
involvement or in statistical data. Likewise, there are major shortcomings in the area of 
social partners’ involvement or in statistical data. Hence the need for a more concerned 
approach to the impact of certain preventive measures on certain enterprises (especially 
SMEs), the interaction of occupational health and safety with the environment and 
chemicals and the effective prevention of occupational and work-related diseases. 

In this new strategic framework, characterised by a marked decline in social aspects and 
a vision of prevention as a vehicle for meeting economic demands, the new challenges 
are intended to be achieved through a series of actions linked to seven basic objectives: 
1.– To continue the reinforcement of national health and safety strategies through policy 
coordination and mutual learning. 2.– Provide practical support to small and micro­
enterprises to improve compliance with health and safety standards. 2.– To facilitate 
useful support to small and micro-enterprises in order to improve compliance with health 
and safety standards. To achieve this, these companies will be able to receive technical 
assistance through practical tools such as the Online Interactive Risk Assessment 
(OiRA), a web platform that provides tools for sectoral risk assessment. 3.– To improve 
the guarantee of compliance with the regulations by the Member States through the 
evaluation of the results of the national inspection bodies. 4.– Simplify existing legislation 
at European level to eliminate unnecessary administrative burdens, while maintaining a 
high level of protection of the health and safety of workers. 5.– Addressing the ageing of 
the European workforce by promoting healthy work habits and improving the prevention 
of work-related diseases in order to tackle emerging risks (together with the existing 
ones), such as nanomaterials, green technologies or biotechnology. 6.– To improve the 
statistical data collection in order to have better tests and develop monitoring tools. 7.– 
Strengthen coordination and collaboration with international organisations such as the 
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ILO, the WHO or the OECD and with European partners to contribute to the reduction 
of occupational accidents and work-related diseases and the improvement of working 
conditions worldwide. 

In order to carry out these actions, the strategic framework establishes as key instruments 
the social dialogue, awareness-raising, the strengthening of the guarantees of compliance 
with the legislation and the necessary synergies with other policies, in particular, public 
health, education, research or equality. These instruments are not unfamiliar to the 
Spanish legislator in its preventive policy to deal with emerging risks, mainly those of a 
psychosocial nature and those related to violence at work, based on companies’ duty to 
protect, collective bargaining or good behaviour codes. 

The new strategic framework has involved a restructuring of the priorities of the 
European Union’s actions in the field of health and safety at work, with priority given 
to those in which management can be expected to bring some sort of economic return or 
have an impact on the sustainability of social protection systems. This can be seen very 
strongly in the promotion of active ageing, an area in which the Spanish programmatic 
regulations have begun to make proposals regarding the reduction of working hours, 
hazard assessment, health monitoring, training and occupational health and safety 
information for older employees, functional mobility or measures in the field of research 
and social protection, mainly linked to early retirement due to drudgery. 

Keywords: Strategic framework; challenges; hazard prevention; SMEs; emerging risks; 
biotechnology; nanomaterials; demographic change; active ageing. 
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1. PLANTEAMIENTO DE LA CUESTIÓN 

Seguramente para un jurista ningún 
tema presenta mayor interés y rique­
za dogmática que aquel que se refiere 

a las fuentes del Derecho. El estudio de los 
diversos tipos de normas, que configuran el 
ordenamiento jurídico y que se pueden dis­
tinguir por su origen o por el alcance de su 
eficacia1, trasciende de ser una mera disquisi­
ción académica y se convierte en una cuestión 
clave para la correcta solución de la proble­
mática de la colisión de normas. El análisis de 
las fuentes del Derecho deviene imprescindi­
ble para el jurista práctico, para entender su 
orden jerárquico y su esfera competencial y 
conocer qué normas y en qué términos serán 
aplicables por el juez encargado de resolver el 
conflicto y dictar sentencia2. 

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 

Social de la Universidad nacional de Educación a Distancia.
 

1 de Diego, C.: «las fuentes del Derecho civil común en 
general según el Código Civil español», rPD, nº 2, 1915, págs. 33 
y ss. y de Castro y Bravo, F.: «Derecho civil de España», Tomo i, 
instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1955, págs. 363 y ss. 

2 Martín-retortillo Báquer, l.: «la interconexión de los 

ordenamientos jurídicos y el sistema de fuentes del Derecho», 


ICÍAR ALZAGA RUIZ* 

El Derecho europeo surge de la libre y vo­
luntaria transferencia de soberanía de los Es­
tados miembros a la Unión Europea, que ha 
creado un cuerpo de Derecho aplicable a sus 
ciudadanos y a ellos mismos. Los dos ordena­
mientos –el nacional y el europeo– coexisten 
en el seno de los Estados miembros y los dos 
ordenamientos –el nacional y el europeo– tie­
nen unos mismos destinatarios. 

La adhesión de un Estado a la Unión Euro­
pea implica una distribución de competencias 
entre el Estado, que se reserva algunas mate­
rias que continuarán rigiéndose por el Dere­
cho nacional y la Unión Europea, que a través 
del Derecho originario y del Derecho derivado, 
ordena las materias que le han sido cedidas3. 

En la medida en que ambos ordenamien­
tos coexisten en el seno de los Estados miem­
bros y se dirigen a unos mismos sujetos, devie-

Civitas, Madrid, 2004, pág. 114, quien escribe: «El fenómeno de 
la interconexión de ordenamientos jurídicos, con tantas posi­
bles». 

3 Por todos, Miranda Boto, J. M.: «las competencias de la 
Comunidad Europea en materia social», aranzadi, Cizur Menor, 
2009, en especial, págs. 62 y ss. 
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ne imprescindible identificar unos principios 
de Derecho europeo que rijan la relación y los 
posibles conflictos que puedan surgir entre el 
Derecho europeo y los Derechos nacionales. 
El Derecho europeo, además de ser un orde­
namiento jurídico autónomo, con su propio 
sistema de producción normativa, posee una 
fuerza específica de penetración en el orde­
namiento jurídico interno de los Estados, que 
se manifiesta en su aplicabilidad inmediata y, 
fundamentalmente, en su efecto directo. 

Las anteriores reflexiones cobran especial 
relevancia en el estudio de la seguridad y sa­
lud en el trabajo, materia en la que concurren 
normas con orígenes diversos y naturaleza 
distinta. Y, al mismo tiempo, si algo caracte­
riza esta materia es su ingente producción 
normativa, lo que ha llevado a algún autor a 
hablar, con razón, de «hiperregulación», que se 
explica en esencia por su carácter técnico, que 
dificulta una regulación única, que abarque 
todos los aspectos por sectores de actividad 
o riesgos a los que están expuestos los traba­
jadores4. El desarrollo normativo ha sido ex­
tenso y ha dado lugar a un auténtico sistema 
institucional europeo de seguridad y salud en 
el trabajo. 

El análisis de las abundantes fuentes in­
ternacionales relativas a la prevención de 
riesgos laborales ayudará a comprender me­
jor las disposiciones legales y reglamentarias 
que sobre el particular, se han aprobado en 
nuestro país en los últimos años, en los que 
la política europea sobre seguridad y salud 
en el trabajo ha buscado, por una parte, me­
jorar las condiciones de vida y de trabajo de 
los trabajadores y, por otra, evitar diferencias 
normativas nacionales de protección de segu­
ridad y salud laboral, que conduzcan a niveles 
de protección diferentes y puedan afectar a la 
libertad de circulación de mercancías. 

Maldonado Molina, J. a.: «El sistema regulador de la 
prevención de riesgos laborales: de la dispersión a la integra­
ción funcional», en aa. VV.: «Tratado de prevención de riesgos 
laborales», Tecnos, Madrid, 2015, pág. 111. 
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La mayor parte de las disposiciones adop­
tadas en materia seguridad y salud en el 
trabajo en el seno de la Unión Europea son 
directivas, por lo que cada vez son más fre­
cuentes los problemas relativos a su aplica­
ción y es mayor el número de trabajadores y 
empresarios afectados por ellas5. Al mismo 
tiempo, la interpretación del contenido de las 
directivas constituye el núcleo esencial de las 
cuestiones prejudiciales planteadas ante el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en 
adelante, TJUE) por los jueces nacionales6. 
Conviene recordar que las directivas son un 
acto legislativo específicamente europeo, de 
contenido flexible al ser concretadas por cada 
Estado miembro. Representan un método de 
legislación en dos etapas. En la primera etapa, 
el legislador europeo establece los objetivos a 
alcanzar. En la segunda, es el legislador de 
cada uno de los Estados miembros el que fija 
el detalle de las normas y las modalidades de 
su aplicación. Al tratarse de un instrumento 
de aproximación de las legislaciones y no de 
unificación del Derecho europeo –como es el 
reglamento–, la directiva solo queda completa 
cuando el Estado miembro aprueba y publica 
su acto de transposición7. Posee efectos inte­
gradores distintos a los del reglamento8, al 
necesitar del complemento nacional para afec­
tar a los ciudadanos. Una vez transpuesta, la 

5 Valdeolivas García, y.: «las directivas como instrumento 
de política social y su relación con el ordenamiento laboral es­
pañol», rMTaS, nº 17, 1999, pág. 102. 

6 no es casualidad tampoco que un gran número de 
pronunciamientos de dicho Tribunal analizan la protección de 
los derechos de los trabajadores y, en concreto, al principio de 
igualdad y no discriminación en el empleo. Sobre el particular, 
Miranda Boto, J. M.: «El Derecho Social de la Unión Europea en 
la encrucijada: entre la parálisis legislativa y el impulso judi­
cial», rMESS, nº 127, 2017, págs. 19 y ss. 

7 En relación a la posibilidad de transponer las directivas 
europeas mediante la negociación colectiva interna, por todos, 
Pérez de los Cobos orihuel, F.: «El Derecho Social Comunitario 
en el Tratado de la Unión Europea», Civitas, Madrid, 1994, págs. 
127 a 131 

8 Millet, T.: «El efecto directo de las directivas: ¿Hacia un 
reconocimiento del efecto horizontal?», en aa. VV.: «la articu­
lación entre el Derecho comunitario y los Derechos nacionales: 
algunas zonas de fricción», Consejo General del Poder Judicial, 
Madrid, 2007, pág. 106. 

4 
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directiva obliga al Estado miembro y genera 
derechos y obligaciones entre particulares. 
Tiene, por tanto, eficacia directa vertical y efi­
cacia directa horizontal. O expresada la idea 
con otras palabras, cuando el Estado cumple 
su obligación de transponer la directiva en el 
plazo establecido, ésta adquiere efecto directo. 
A diferencia de los reglamentos, el papel del 
Estado en el caso de las directivas es funda­
mental; el único sujeto obligado en cuanto al 
resultado que deba conseguirse con la trans­
posición de la directiva es el Estado miembro, 
que dispone de la facultad de elegir la forma y 
los medios en que llevar a cabo la ejecución9. 
En definitiva, la directiva transpuesta, es de­
cir, una vez desarrollada y publicada en el Bo­
letín Oficial del Estado10, tiene eficacia verti­
cal (es invocable frente al Estado) y horizontal 
(es invocable frente a los particulares). 

Es cierto que la mayor parte de las dispo­
siciones adoptadas en materia de seguridad y 
salud en el trabajo en el seno de la Unión Eu­
ropea son directivas, pero no son las únicas. 
En fechas más recientes, junto a las directivas, 
han visto la luz una serie de reglamentos, que 
han atraído la atención de los estudiosos, por 
su rica problemática. A ellos dedicaremos tam­
bién unas páginas, si bien de menor extensión, 
al ser también menor su número respecto al de 
las directivas. 

La actuación europea en materia de segu­
ridad y salud en el trabajo no se circunscribe 
a la elaboración de instrumentos normativos, 
sino que se desarrolla también a través de 
acciones de difusión, promoción, formación y 
orientación llevadas a cabo por diversos orga­
nismos. En este estudio pretendemos, con la 

9 Soriano García, J. E.: «reglamentos y directivas en la 
jurisprudencia comunitaria», Tecnos, Madrid, 1988, pág. 96 y 
Montoya Melgar, a., Galiana Moreno, J. Mª. y Sempere navarro, 
a. V.: «Derecho Social Europeo», Tecnos, Madrid, 1994, págs. 
38 y 39. Cada Estado es, pues, competente para desarrollar el 
contenido de la directiva. obsérvese que cuanto más detallada 
sea una directiva, más se distancia de su configuración como 
fuente del Derecho europeo de dos niveles y más se aproxima 
al reglamento europeo. 

10 En adelante, BoE. 
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debida modestia, abordar sistemáticamente 
las normas europeas emanadas en materia 
de seguridad y salud en el trabajo, con espe­
cial detenimiento en las Directivas europeas. 
Renunciamos, por tanto, a abordar aspectos 
sin duda de interés, pero que excederían el lí­
mite de espacio propio de un estudio de esta 
naturaleza, como los relativos a la Fundación 
Europea para la Mejora de la Calidad de Vida 
y de Trabajo o al Comité Consultivo para la 
seguridad y la salud en el trabajo. 

2.	 PRIMEROS ANTECEDENTES
 
NORMATIVOS EUROPEOS
 

Los Tratados Constitutivos de las tres Co­
munidades11 incluyeron preceptos en materia 
de prevención de riesgos laborales. Veamos en 
qué términos. 

El Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea del Carbón y del Acero (CECA), fir­
mado en París el 18 de abril de 1951, estable­
ció como objetivo en política social la promo­
ción de «la mejora de las condiciones de vida y 
de trabajo de los trabajadores»12, mediante el 
fomento de investigaciones técnicas y econó­
micas en materia de seguridad y salubridad 
en el trabajo13. Se defendía una adecuada hi­
giene industrial, planificación de las técnicas 
de prevención de riesgos laborales derivados 
de industrias específicas, como la de extrac­
ción de carbón en las minas, así como el aná­
lisis del impacto de estos riesgos en las enfer­
medades respiratorias de los trabajadores. 

Por su parte, el Tratado de la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica (EURATOM), 
firmado en Bruselas el 17 de abril de 1957, 
anunció en su art.  30, la aprobación de nor­
mas mínimas de Derecho necesario relativas 
a la protección de los trabajadores expuestos 

11 CECa, EUraToM y CEE.
 
12 art. 3.e) del Tratado Constitutivo de la Comunidad Eu­

ropea del Carbón y del acero. 
13 art. 55 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Euro­

pea del Carbón y del acero. 
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a radiaciones ionizantes14, riesgo considerado 
de especial peligrosidad y toxicidad al prove­
nir de la utilización de energía atómica. En su 
art.  33 ordenaba a los Estados miembros la 
adopción de las «disposiciones legales, regla­
mentarias y administrativas adecuadas para 
garantizar la observancia de las normas esta­
blecidas», al tiempo que encargaba a la Comi­
sión «formular las recomendaciones necesa­
rias con objeto de asegurar la armonización 
de las disposiciones aplicables en los Estados 
miembros» dirigida a la población en general 
y a los trabajadores en particular15. 

El Tratado Constitutivo de la Comuni­
dad Económica Europea, de 25 de marzo de 
1957, no fijaba objetivos sociales propiamen­
te dichos, sino que entendía, que logrado el 
progreso económico, aquéllos se consegui­
rían por añadidura, también a través de la 
mejora de las condiciones de vida y traba­
jo de los ciudadanos. Buscaba la elevación 
del nivel de vida como forma para lograr la 
mejora de las condiciones sociales16. En con­
creto y relación a la seguridad y salud en el 
trabajo, recogía en su art. 118 la obligación 
de la Comisión de promover una estrecha co­
laboración entre los Estados miembros en el 
ámbito de «la protección contra los acciden­
tes de trabajo y las enfermedades profesio­
nales», así como «la higiene en el trabajo», 
mediante la elaboración de estudios, dictá­
menes y la organización de consultas. 

Varias fueron las críticas, que la doctrina 
científica puso de manifiesto sobre la redac­
ción del citado precepto, como entre otras17: 

14 art. 2.b) del Tratado de la Comunidad Europea de la 
Energía atómica. 

15 Montoya Melgar, a., Galiana Moreno, J. Mª. y Sempere 

navarro, a. V.: «Derecho Social Europeo», Tecnos, Madrid, 1994, 
pág. 101 y Cristóbal roncero, r.: «la protección de la seguridad 
y salud en el trabajo en el Derecho Social Comunitario», rM-
TaaSS, nº 53, 2004, pág. 40. 

16 Sancho Cuesta, J.: «la seguridad e higiene en el orde­
namiento jurídico comunitario», 2ª ed., Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, 1993, pág. 60. 

17 En detalle, por todos, Camas roda, F.: «la normativa in­
ternacional y comunitaria de seguridad y salud en el trabajo», 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, págs. 115 y ss. 
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a) Su carácter incompleto y descompensado, 
en la medida en que se refería exclusiva­
mente a la «higiene en el trabajo»18; y, b) El 
papel residual otorgado a las instituciones 
europeas, limitadas al desarrollo homogéneo 
de las políticas sociales19. 

Por su parte, el art. 117 TCEE establece 
el compromiso de los Estados de «promover 
la mejora de las condiciones de vida y tra­
bajo de los trabajadores comunitarios, con 
la finalidad de lograr su equiparación». La 
técnica normativa empleada es también la 
de la aproximación de legislaciones naciona­
les para lograr la equiparación progresiva 
de las condiciones laborales de los trabaja­
dores. 

En materia de seguridad y salud en el 
trabajo, la regulación descrita obedece a la 
atribución competencial contenida en los 
arts. 100 y 235 TCEE, referidas a la aproxi­
mación de las normas estatales que incidan 
«directamente en el establecimiento o fun­
cionamiento del Mercado Común». El acudir 
a la vía del art. 100 TCEE no estuvo exenta 
de polémica en la medida en que pretendía 
la consecución de dos objetivos distintos: por 
una parte, la mejora de las condiciones de 
vida y laborales de los trabajadores; y, de 
otra, la obligatoriedad de que las normas le­
gales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados incidan «directamente en el es­
tablecimiento o funcionamiento del mercado 
común»20. 

En esta polémica terminó terciando el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea21 

en su Dictamen 2/91, de 19 de marzo, en el 

18 De Cristofaro, M.: la salute del lavoratore nella norma­
tiva internazionale e comunitaria, Cedam, Padua, 1989, pág. 
560. 

19 Coppe, a.: «Perspectives de la politique sociale commu­
nautaire», Droit Social, nº 11, 1971, pág. 168. 

20 Camas roda, F.: la normativa internacional y comuni­
taria de seguridad y salud en el trabajo, cit., págs. 129 y ss. y 
Cristóbal roncero, r.: «la protección de la seguridad y salud 
en el trabajo en el Derecho Social Comunitario», cit., págs. 40 
y ss. 

21 Entonces TJCE. 
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que entendió que las Directivas emanadas 
del art.  100 TCEE y, en concreto, aquella 
relativa a la protección de los trabajadores 
frente a riesgos relacionados con la exposi­
ción a agentes químicos, físicos y biológicos 
durante el trabajo, contenían «disposiciones 
mínimas» en materia de seguridad y salud 
en el trabajo. Ahora bien, las Directivas del 
art.  100 TCEE, relativas a la seguridad en 
los productos, que persiguen eliminar las 
barreras de libre circulación resultantes de 
las diversas normativas aprobadas en los 
Estados miembros, garantizando la seguri­
dad y salud de la población en general, no 
tienen carácter de disposiciones mínimas. 
En consecuencia, la clave para distinguir 
unas y otras Directivas, radica –a juicio del 
Tribunal– en su carácter o no de norma mí­
nima. 

Los arts. 21 y 22 del Acta Única Euro­
pea agregaron al Tratado de Roma los arts. 
118 A y 118 B. El primero atribuyó a la Co­
munidad Europea competencia normativa 
interna para adoptar disposiciones míni­
mas –mediante Directivas– con la finalidad 
de armonizar las condiciones laborales y 
proteger la seguridad y salud de los traba­
jadores22. El art. 118 A TCEE encomendó a 
los Estados miembros «promover la mejora 
del medio de trabajo, la seguridad y la sa­
lud de los trabajadores», persiguiendo «la 
armonización dentro del progreso» de las 
condiciones y como instrumento normativo 
la Directiva relativa a disposiciones míni­
mas y adoptada por el Consejo por mayoría 
cualificada y no por unanimidad. La nove­
dad residía, pues, en la mayoría requerida 
para la aprobación de las Directivas, que 
sería a partir de entonces cualificada, a pro­
puesta de la Comisión, en coordinación con 
el Parlamento y previa consulta al Comité 
Económico y Social23. Este cambio fue enten­

22 Miranda Boto, J. M.: «las competencias de la Comuni­
dad Europea en materia social», cit., págs. 62 y ss. 

23 y es que, como explicó alonso olea, M.: «Directivas 
comunitarias y normas nacionales. (El carácter mínimo de las 
Directivas sobre seguridad e higiene en el trabajo y la posible 
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dido como un verdadero impulso y «mejora 
[…] del medio de trabajo, para proteger las 
seguridad y salud de los trabajadores y ar­
monizar las condiciones existentes en ese 
ámbito»24. 

La doctrina científica se mostró dividida 
a la hora de definir el ámbito de aplicación 
del art. 118 A TCEE. Para un sector doctri­
nal, las competencias de dicho precepto se 
referían a la protección de los trabajadores 
en relación con el espacio físico que ocupa­
ban. En consecuencia, las Directivas, que 
al amparo de lo dispuesto en el art.  118 A 
TCEE, podían adoptarse, vendrían referi­
das a cuestiones tales como la prevención 
de accidentes y enfermedades profesionales 
ocasionadas por la ubicación del trabajador, 
el uso de maquinaria peligrosa o la realiza­
ción de determinadas funciones25. Otro sec­
tor doctrinal entendía que había de hacerse 
una interpretación extensiva del art. 118 A 
TCEE, que abarcase cualquier condición de 
trabajo, relativa a la ergonomía, la presen­

«mayor protección» de la norma nacional», autonomía colec­
tiva y autonomía individual. la dimensión social del Mercado 
Único Europeo, Coord, Fernández lópez, Mª. F.: «Consejo an­
daluz de relaciones laborales», Málaga, 1992, pág. 31: «las 
Directivas del 118a sólo piden mayoría [cualificada] para su 
adopción, mientras que las del 100 exigen la unanimidad, a 
salvo las excepciones del 100a.1, que no incluyen, por la ex­
cepción a la excepción del 100a.2, las cabalísticas «relativas a 
los derechos e intereses de los trabajadores por cuenta ajena» 
que, por tanto, siguen pidiendo la unanimidad. Bien es verdad 
que el 100a.3 parece indirectamente admitir Directivas por 
mayoría «relacionadas con la protección del medio de traba­
jo». no es extraño que para no entrar en el revoltijo combina­
do del artículo 100 más el artículo 100a se opte por el camino 
más llano que el 118a ofrece a las Directivas por mayoría». 

24 alonso olea, M.: «la Unión Europea y la política social», 
anales de la real academia de Ciencias Morales y Política, 
nº 69, 1992, pág. 27. 

25 Entre otros, Suárez González, F.: «El espacio social 
europeo», en aa. VV.: «Cuestiones actuales de Derecho del 
Trabajo. Estudios ofrecidos por los Catedráticos españoles de 
Derecho del Trabajo al profesor Manuel alonso olea», Ministe­
rio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1990, pág. 138, Fer­
nández Marcos, l.: «Directiva marco comunitaria y seguridad 
y salud de los trabajadores en el trabajo», Mapfre Seguridad, 
nº 37, 1990, págs. 31 y ss. y Camas roda, F.: «la normativa in­
ternacional y comunitaria de seguridad y salud en el trabajo», 
cit., págs. 168 y ss. 
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cia de factores psicológicos, la organización 
del trabajo, el contenido de la actividad, etc., 
en la medida en que inciden en la seguridad 
y salud de los trabajadores26. En consecuen­

26 De interés resulta la STJCE, de 12 de noviembre de 
1996, asunto C-84/94, relativa a la petición de anulación de 
la Directiva 93/104/CE, del Consejo, de 23 de noviembre de 
1993, sobre determinados aspectos de la ordenación del 
tiempo de trabajo. Esta resolución examina directamente el 
régimen jurídico contenido en el art. 118 a TCEE. Mediante 
recurso presentado en la Secretaría del Tribunal de Justicia 
el 8 de marzo de 1994, el reino Unido de Gran Bretaña e 
irlanda del norte solicitó, con arreglo al artículo 173 del 
Tratado CE, la anulación de la Directiva 93/104/CE del Con­
sejo, de 23 de noviembre de 1993, relativa a determinados 
aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo y, con ca­
rácter subsidiario, de las disposiciones del artículo 4, de los 
párrafos primero y segundo del artículo 5, del apartado 2 
del artículo 6 y del artículo 7 de dicha Directiva. la Directiva 
se adoptó sobre la base del artículo 118 a del Tratado CE. El 
Gobierno demandante alegó que la Directiva habría debido 
adoptarse tomando como basé el artículo 100 del Tratado 
CE o, incluso, el artículo 235 del Tratado, que exigen la una­
nimidad en el seno del Consejo. El Gobierno del reino Unido 
señala, en primer lugar, que debe considerarse que el artícu­
lo 118 a del Tratado constituye una excepción al artículo 
100, por el que se rigen, de conformidad con el apartado 2 
del artículo 100 a, las disposiciones «relativas a los derechos 
e intereses de los trabajadores por cuenta ajena», por lo que 
el artículo 118 a debe ser objeto de interpretación estricta. 
En segundo lugar, el Gobierno del reino Unido, refiriéndose 
al propio tenor literal del artículo 118 a, alegó que esta dis­
posición permite tan sólo adoptar Directivas cuyo objeto 
tenga una relación objetiva y auténtica con «la seguridad y 
la salud de los trabajadores». no presentan esta característi­
ca las medidas referentes, en particular, a la duración sema­
nal del tiempo de trabajo, las vacaciones anuales retribuidas 
y los períodos de descanso, cuya relación con la seguridad y 
la salud de los trabajadores es demasiado sutil. Esta inter­
pretación resulta confirmada por el concepto de «medio de 
trabajo» utilizado en el artículo 118 a, que exige que las Di­
rectivas fundadas en dicha disposición guarden relación 
únicamente con las condiciones y riesgos físicos en el cen­
tro de trabajo. Entiende el Tribunal que: «la Directiva consti­
tuye un elemento concreto en el marco de la realización de 
la dimensión social del mercado interior. Sin embargo, de la 
circunstancia de que la Directiva se inserte, pues, en el con­
texto de la política social comunitaria no se desprende que 
no pueda fundarse válidamente en el artículo 118 a, dado 
que contribuye a promover la mejora de la seguridad y la 
salud de los trabajadores, máxime cuando el artículo 118 a 
forma parte, precisamente, del Capítulo i, titulado «Disposi­
ciones sociales», del Título Viii del Tratado, relativo, en par­
ticular, a la «Política social», lo que ha llevado además al 
Tribunal de Justicia a considerar que dicha disposición había 
conferido a la Comunidad una competencia normativa in­
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terna en el ámbito social (dictamen 2/91, antes citado, apar­
tado 17)». añade el Tribunal que «las medidas previstas por 
la Directiva, con arreglo al artículo 118 a, «habrán de apli­
carse progresivamente, teniendo en cuenta las condiciones 
y regulaciones técnicas existentes en cada uno de los Esta­
dos miembros». En primer lugar, es un hecho que la norma­
tiva de todos los Estados miembros incluye medidas relati­
vas a la ordenación del tiempo de trabajo. En segundo lugar, 
el artículo 18 de la Directiva autoriza, en particular, a los 
Estados miembros, con determinadas condiciones, a no apli­
car después de la expiración del plazo para la adaptación del 
Derecho interno a la directiva, el 23 de noviembre de 1996, 
las disposiciones del artículo 6 sobre la duración semanal 
del tiempo de trabajo ni, durante un período transitorio de 
tres años, las del artículo 7 relativas a las vacaciones anuales 
retribuidas que, durante dicho período, podrán limitarse a 
tres semanas. […] Dado que de los elementos precedentes se 
deduce que, de acuerdo con su objetivo y su contenido, la 
Directiva tiene como objeto principal proteger la salud y la 
seguridad de los trabajadores mediante disposiciones míni­
mas que habrán de aplicarse progresivamente, ni el artículo 
100 ni el artículo 100 a podían constituir la base jurídica 
adecuada de la Directiva. Debe señalarse a este respecto que 
el artículo 118 a encarga al Consejo adoptar disposiciones 
mínimas con el fin de contribuir, mediante la armonización, 
a la consecución del objetivo de elevación del nivel de pro­
tección de la seguridad y la salud de los trabajadores que, 
con arreglo al apartado 1 de la referida disposición, incumbe 
en primer lugar a los Estados miembros. al haber constatado 
el Consejo la necesidad de mejorar el nivel existente de pro­
tección de la seguridad y la salud de los trabajadores y de 
armonizar, dentro del progreso, las condiciones existentes 
en ese ámbito, la consecución de dicho objetivo mediante 
disposiciones mínimas supone necesariamente una actua­
ción comunitaria que, por lo demás, deja en buena parte en 
manos de los Estados miembros, como ocurre en el presente 
caso, la facultad de adoptar las modalidades de aplicación 
necesarias. respecto a la alegación según la cual el Consejo 
no podía adoptar válidamente medidas tan generales y vin­
culantes como las que constituyen el objeto de la Directiva, 
se examinará en el apartado que se dedica a continuación al 
motivo basado en la violación del principio de proporciona­
lidad. En efecto, en contra de lo que pretende el Gobierno 
demandante, el Consejo no ha incurrido en un error mani­
fiesto al considerar que las medidas controvertidas eran 
necesarias para alcanzar el objetivo de protección de la se­
guridad y la salud de los trabajadores. En primer lugar, el 
artículo 4, relativo a la pausa de descanso obligatoria, sólo 
se aplica si el tiempo de trabajo diario es superior a seis 
horas. además, sus modalidades y, en particular, su duración 
y sus requisitos de concesión, se establecen mediante con­
venios colectivos o acuerdos celebrados entre interlocutores 
sociales o, en su defecto, mediante la legislación nacional. 
Por último, esta disposición puede ser objeto de varias ex­
cepciones, vinculadas a la condición de la persona del traba­
jador (apartado 1 del artículo 17) o a la naturaleza o las 
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cia, no habían de entenderse como referidas 
exclusivamente a las medidas de seguridad 
e higiene en sentido estricto27. 

Las dudas surgieron también en torno 
a qué debía entenderse por «disposiciones 

características de la actividad ejercida (puntos 2.1 y 2.2 del 
apartado 2 del artículo 17), mediante convenios colectivos o 
acuerdos celebrados entre interlocutores sociales a nivel na­
cional o regional (apartado 3 del artículo 17). En segundo 
lugar, el período mínimo de descanso semanal ininterrumpi­
do de veinticuatro horas, previsto en el párrafo primero del 
artículo 5, a las que se añadirán las once horas de descanso 
diario establecidas en el artículo 3, puede ser objeto de ex­
cepciones idénticas a las autorizadas en relación con el cita­
do artículo 4. a dichas excepciones se añaden las relativas a 
las actividades de trabajo por turnos y a las actividades ca­
racterizadas por el fraccionamiento de la jornada de trabajo 
(punto 2.3 del apartado 2 del artículo 17). además, el perío­
do de referencia de siete días puede ampliarse a catorce días 
(punto 1 del artículo 16). En tercer lugar, por lo que respec­
ta al apartado 2 del artículo 6, con arreglo al cual la dura­
ción media del trabajo no deberá exceder de cuarenta y 
ocho horas por cada período de siete días, los Estados 
miembros podrán establecer un período de referencia que 
no exceda de cuatro meses (punto 2 del artículo 16) y que 
en algunos casos podrá alcanzar seis meses para la aplica­
ción de los puntos 2.1 y 2.2 del apartado 2 y del apartado 3 
del artículo 17) o hasta doce meses (párrafo segundo del 
apartado 4 del artículo 17). Por último, el inciso i) de la letra 
b) del apartado 1 del artículo 18 autoriza incluso a los Esta­
dos miembros, con determinadas condiciones, a no aplicar 
el artículo 6. En cuarto lugar, por lo que se refiere al artícu­
lo 7, relativo a las vacaciones anuales retribuidas de cuatro 
semanas, el inciso ii) de la letra b) del apartado 1 del artícu­
lo 18 autoriza a los Estados miembros a establecer un perío­
do transitorio de tres años durante el cual los trabajadores 
deberán poder disfrutar de un período anual de tres sema­
nas de vacaciones retribuidas». En base a lo expuesto, el Tri­
bunal desestima el recurso, excepto en la medida en que se 
refiere al párrafo segundo del artículo 5 de la Directiva, que 
considera que debe ser anulado. En extenso, sobre esta sen­
tencia, cfr. Camas roda, F.: «la normativa internacional y 
comunitaria de seguridad y salud en el trabajo», cit., págs. 
174 y ss. 

27 González-Posada Martínez, E.: «El significado de la 
normativa comunitaria en materia de seguridad, higiene y 
salud en el trabajo. la Directiva 89/391/CEE», actualidad labo­
ral, nº 32, 1991, pág. 394 y ss., rojo Torrecilla, E.: «la política 
laboral europea. El desarrollo de la Carta comunitaria como 
elemento clave de la configuración de la Europa Social», Do­
cuments de Treball, nº 23, 1992, pág. 118; landa zapirain, J. 
P.: «la política social comunitaria entre vinculabilidad jurídica 
y voluntad política (i y ii)», relaciones laborales, 1992, vol. i, 
pág. 1315. 
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mínimas» a los efectos de lo dispuesto en el 
art.  118 A.2 TCEE. Para unos, la regulación 
establecida en las Directivas aprobadas al 
amparo de dicho precepto debía fijar un nivel 
mínimo real, evitando la creación de barreras 
técnicas, que obstaculicen la libre circulación 
de mercancías28. Para otros, las Directivas ex 
art. 118 A debían tener un alto nivel de pro­
tección de la seguridad y salud de los traba­
jadores, al tiempo que cada Estado miembro 
podía regular esta materia fijando niveles de 
protección superiores29. 

A esta polémica dio respuesta el Tribu­
nal de Justicia. En su sentencia de 12 de no­
viembre de 199630, consideró que «no limita 
la intervención comunitaria al mínimo deno­
minador común o incluso, al nivel de protec­
ción más bajo establecido por los diferentes 
Estados miembros, sino que significa que los 
Estados son libres de conceder una mayor in­
terpretación que la protección, en su caso ele­
vada, resultante del Derecho comunitario»31. 

El Acta Única permitió la prevalencia de 
la legislación interna de un Estado sobre una 
Directiva adoptada por mayoría cualificada, en 
aquellos supuestos en los que existan razones 

28 Meijer, a.: «la actividad en materia de seguridad e 
higiene en UniCE», en aa. VV.: «X Jornadas de Prevención de 
riesgos Profesionales, organizadas por la CEoE», Madrid, 1992, 
págs. 32 y ss. 

29 léger, PH.: «Conclusiones presentadas el 12 de marzo de 
1996, en el asunto C-84/94, reino de Gran Bretaña e irlanda 
del norte c. Consejo de la Unión Europa», rec. 1996-11, pág. 
i-5785. 

30 asunto C-84/94, relativa a la petición de anulación de 
la Directiva 93/104/CE, del Consejo, de 23 de noviembre de 
1993, sobre determinados aspectos de la ordenación del tiem­
po de trabajo. 

31 y ellos en la medida en que «En cuarto lugar, es im­
prescindible el respeto del principio de subsidiariedad para que 
pueda considerarse que una medida es proporcionada. a este 
respecto, el Gobierno del reino Unido alega que corresponde 
a las instituciones comunitarias demostrar que los objetivos 
perseguidos por la Directiva se alcanzarán más fácilmente a 
escala comunitaria que mediante una actuación de los Estados 
miembros. ahora bien, en el caso de autos tal demostración 
no existe». Sobre este particular, por todos, Muñoz ruiz, a. B.: 
«El sistema normativo de prevención de riesgos laborales», lex 
nova, Valladolid, 2009, págs. 83 y ss. 
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«relacionadas con la protección del medio de 
trabajo» y siempre que la Comisión compruebe 
su carácter fundado y ajeno a propósitos dis­
criminatorios o restrictivos de la competencia32. 

Por su parte, el Tratado de la Unión Eu­
ropea, firmado en Maastricht el 7 de febrero 
de 1992, impulsó de nuevo las políticas en 
materia de seguridad y salud en el trabajo, en 
la medida en que «aunque el TUE pretendió 
edificar la unión política sobre las bases de 
una verdadera solidaridad interna […], facili­
tando la modernización de las economías me­
nos prósperas en aras a su mejor inserción en 
la Unión Europea y promoviendo el progreso 
económico y social de sus pueblos (Preámbulo 
del TUE)»33, fue difícil consensuar los aspectos 
relativos a la cohesión social34. No debemos 
olvidar que la negativa de Gran Bretaña a in­
cluir los principios de la Carta Social Europea 
provocó que otros Estados miembros optaran 
por la aprobación del Protocolo 14 sobre Polí­
tica Social, anexo al Tratado de la Unión, de 
aplicación exclusiva a los mismos. La Confe­
rencia Ministerial sobre los derechos del hom­
bre, celebrada en Roma el 5 de noviembre de 
1990, subrayó la necesidad, por una parte, de 
preservar el carácter indivisible de los dere­
chos humanos, sean civiles, políticos, económi­
cos, sociales o culturales; y, por otra parte, de 
dotar a la Carta Social Europea de un nuevo 
impulso. En el Consejo Europeo de Roma, ce­
lebrado los días 14 y 15 de diciembre de 1990, 
se pidió a la Conferencia Intergubernamental 
sobre la Unión Política que «prestase especial 
atención a los temas relativos a la cohesión 

32 art. 100.4 TCEE. Cfr. Montoya Melgar, a., Galiana Mo­
reno, J. Mª. y Sempere navarro, a. V.: «Derecho Social Euro­
peo», cit., pág. 101, quienes entienden con razón que el citado 
precepto «se está refiriendo a la prevalencia sobre las normas 
comunitarias de normas internas menos favorables, ya que la 
regla de la preeminencia más favorable, presente, además, en 
numerosas Directivas, se consagra como una regla general en 
el art. 118ª.3». 

33 De la Villa Gil, l. E.: «la Carta de los Derechos Funda­
mentales de la Unión Europea», revista del Ministerio de Tra­
bajo y asuntos Sociales, nº 32, 2001, pág. 15. 

34 Cristóbal roncero, r.: «la protección de la seguridad 
y salud en el trabajo en el Derecho Social Comunitario», cit., 
pág. 42. 
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económica y social». Posteriormente, con oca­
sión de la Conferencia Ministerial celebrada 
en Turín los días 21 y 22 de octubre de 1991, 
se apostó por actualizar y adaptar el conteni­
do material de la Carta Social Europea, con 
el fin de tener en cuenta, en particular, los 
cambios sociales fundamentales producidos 
con posterioridad a su adopción. En concre­
to y yendo más allá, en su Recomendación 
1168/1991, de 24 de septiembre, relativa al fu­
turo de la Carta Social Europea, la Asamblea 
Parlamentaria destacaba que «la aplicación 
de normas suficientemente próximas en ma­
teria de derechos sociales, teniendo en cuenta 
las circunstancias nacionales, debería ser un 
criterio de admisión en el Consejo de Europa». 
Finalmente, el Tratado de Maastricht de 1992 
no solo no recogió dichas propuestas, sino que 
suprimió toda referencia a la Carta Social 
Europea e introdujo un catálogo de derechos 
civiles y políticos, sin mencionar los sociales y 
económicos, que fueron desplazados del texto 
articulado a dos Protocolos anejos. 

El Protocolo 14 sobre Política Social no re­
cogió aspectos relativos a la seguridad y salud 
en el trabajo. Su art. 1 define, como objetivo 
prioritario, «la mejora de las condiciones de 
vida y trabajo». Fija como instrumento para 
lograr su consecución, la orientación de la 
acción europea entre tres direcciones: a) Las 
condiciones de trabajo; b) La información y 
consulta de los trabajadores; y, c) La mejora 
del medio de trabajo para la protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores35. 

3.	 LOS PROGRAMAS DE ACCIÓN 
SOCIAL Y SU IMPORTANCIA EN 
MATERIA DE SEGURIDAD Y SALUD 
EN EL TRABAJO 

Desde 1978, la Comisión ha aprobado di­
versos Programas de acción social. Los prime­
ros trataron de actuar en el plano legislativo, 
mediante la aprobación de normas mínimas 

35 art. 2 del Protocolo 14. 
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sobre seguridad y salud de los trabajadores. El 
objetivo era limitar los riesgos a través de la 
aprobación de diversas Directivas, que abor­
dasen la regulación de determinados sectores 
de alto riesgo y que protegiesen a los trabaja­
dores vulnerables. Más adelante, los Progra­
mas no se limitaron al plano estrictamente 
normativo, sino que trataron de ampliar los 
medios de acción a través de programas de 
orientación, información y formación. Veamos 
cómo se concretaron estas acciones. 

En base a los arts. 117 y 118 TCEE, se 
aprobaron varios Programas sobre Salud, Se­
guridad e Higiene en el Trabajo. El Programa 
de Acción Social de 197436 supuso un giro en 
la concepción de las políticas sociales de la 
Unión Europea al aceptarse la competencia 
de la CE para aprobar disposiciones sobre po­
lítica social37 y entenderse que el crecimiento 
económico no es un fin en sí mismo, sino que 
debe ir acompañado de la mejora del nivel y 
calidad de vida de los trabajadores38. Empeza­
ron a concretarse políticas sociales específicas 
en materia de seguridad y salud en el trabajo, 

36 resolución del Consejo, de 21 de enero de 1974, rela­
tiva a un programa de acción social. En concreto, en relación 
al tema tratado, el Programa de acción Social de 1974, que 
comprendía de 1974 a 1976, fijaba los siguientes objetivos: 
«Mejora de las condiciones de vida y de trabajo que permitan 
su armonización en el progreso: 

– establecer una concertación apropiada de las políticas 
de protección social de los Estados miembros, con objeto 
de favorecer en especial su aproximación en el progreso; 

– establecer un programa de acción en favor de los traba­
jadores, tendente a la humanización de las condiciones 
de vida y de trabajo y, sobre todo: 

– la mejora de la seguridad y de la higiene en el trabajo; 
– la eliminación progresiva de las constricciones físicas 

y psíquicas que existan en el lugar y en el puesto de 
trabajo, principalmente mediante la mejora del medio 
ambiente y la búsqueda de medios que permitan el enri­
quecimiento de las tareas; 

– una reforma de la organización del trabajo que dé a los 
trabajadores mayores posibilidades y que les permita 
principalmente tener responsabilidades y funciones pro­
pias y acceder a una cualificación superior». 

37 quesada Díez, S.: «la acción social en la Unión Europea», 
alternativas: Cuadernos de Derecho Social, nº 6, 1998, págs. 
221 y ss. 

38 Sancho Cuesta, J.: «la seguridad e higiene laboral en el 
ordenamiento jurídico comunitario», cit., pág. 68. 
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igualdad y no discriminación, inserción labo­
ral de colectivos en riesgo de exclusión social. 
Entre sus objetivos, incluía la «mejora de las 
condiciones de vida y trabajo que permitan su 
armonización en el progreso», así como el esta­
blecimiento de «un programa de acción a favor 
de los trabajadores, tendente a la humaniza­
ción de las condiciones de vida y trabajo», con 
especial énfasis en «la mejora de la seguridad 
y de la higiene en el trabajo, la eliminación 
progresiva de las constricciones físicas y psí­
quicas que existan en el lugar y en el puesto 
de trabajo, principalmente mediante la mejo­
ra del medio ambiente» y «la ordenación de las 
tareas comenzando por los sectores de activi­
dades en los que las condiciones sean más pe­
nosas». A tal efecto, se creó un Comité Consul­
tivo para la seguridad, higiene y protección de 
la salud en el trabajo, cuya principal función 
consistía en «asistir a la Comisión en la prepa­
ración y puesta en práctica de las actividades 
que se realicen en el ámbito de la seguridad, la 
higiene y la protección de la salud en el lugar 
de trabajo». 

En los Programas de Acción Social pos­
teriores (1978-1982 y 1984-1988), asistimos 
a un mayor impulso normativo en materia 
de seguridad y salud laboral. El enfoque es 
eminentemente técnico, como lo atestigua la 
adopción de medidas de prevención y protec­
ción y sobre todo de higiene industrial, frente 
a riesgos específicos derivados de la presta­
ción de servicios en determinadas industrias 
o sectores. En concreto, en el Programa de 
Acción Social de las Comunidades en materia 
de Seguridad e Higiene en el Trabajo (1978­
1982), aprobado por resolución del Consejo de 
29 de junio de 197839, pretendía «la elevación 
del nivel de protección con respecto a los ries­
gos profesionales de cualquier naturaleza». 
Seis eran las acciones que había que empren­
der: a) Integrar la seguridad en los diferentes 
pasos de la concepción, producción y explota­
ción; b) Establecer límites de exposición de los 
trabajadores a poluciones o elementos nocivos 

39 DoCE C 165/1, de 11 de julio. 
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encontrados o susceptibles de ser encontrados 
en el lugar de trabajo; c) Desarrollar la vigi­
lancia de la seguridad y salud de los trabaja­
dores; d) Estudiar las causas de los accidentes 
de trabajo y las enfermedades profesionales; 
e) Promover y coordinar la investigación en 
materia de seguridad y salud en el trabajo; y, 
f) Desarrollar el espíritu de seguridad y salud 
por la educación y la formación. 

El Consejo aprobó el segundo Programa de 
Acción Social en materia de seguridad y salud 
en el trabajo (1984-1988), por resolución de 
27 de mayo de 198440. Pretendía profundizar 
en acciones anteriores tales como: a) Prevenir 
y proteger frente a sustancias cuyo carácter 
cancerígeno está reconocido y otras sustan­
cias y procesos peligrosos, que pueden tener 
efectos nocivos graves sobre la salud; b) Es­
tablecer reglas para limitar la exposición al 
ruido; c) Proteger frente a accidentes ocasio­
nados por caídas, elevación manual de máqui­
nas peligrosas y medidas sobre iluminación 
del lugar de trabajo; d) Organizar servicios 
de medicina del trabajo, higiene y seguridad 
profesionales; e) Informar adecuadamente a 
empresario y trabajadores sobre las medidas 
a adoptar; f) Elaborar estadísticas y estudios 
en la materia; g) Investigar sobre seguridad y 
salud en el trabajo; h) Cooperar con la Orga­
nización Mundial de la Salud, la Organización 
Internacional del Trabajo y otras organizacio­
nes internacionales, que desarrollen su activi­
dad en el sector. 

Por Resolución de 21 de diciembre de 
198741, el Consejo de las Comunidades adop­
tó el tercer Programa de acción relativo a la 
seguridad, higiene y a la salud de los traba­
jadores (1988-1992), aprobado al amparo de 
lo dispuesto en el art.  118 A TCEE42. Este 
Programa se estructuró en cinco áreas de 
trabajo, que a su vez se concretaron en di­

40 DoCE C 67/2, de 8 de marzo. 
41 DoCE C 28/1, de 3 de febrero. 
42 Es el primer Programa que se adoptó al amparo de lo 

dispuesto en dicho precepto; los anteriores lo hicieron con base 
en los arts. 117 y 118 TCEE. 
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versas acciones específicas. Las áreas eran 
las siguientes: a) Seguridad y ergonomía en 
lugares de trabajo; b) Salud e higiene en el 
trabajo frente a determinadas sustancias tó­
xicas o nocivas; c) Formación e información 
sobre sustancias peligrosas para la salud; d) 
Adopción de medidas concretas a favor de 
pequeñas y medianas empresas; e) Diálogo 
social, a través del Comité Consultivo para la 
Seguridad, Higiene y Protección de la Salud 
en el lugar de trabajo. 

El Cuarto Programa de Acción (1996-2000) 
se adoptó por Resolución de la Comisión de 19 
de noviembre de 1993. Se concibió en tres par­
tes, con acciones, en las que se establecían las 
bases del trabajo actual y futuro y que eran 
las siguientes: a) Medidas no legislativas para 
mejorar la seguridad y la salud en el trabajo; 
b) Medidas legislativas existentes y nuevas; y, 
c) La seguridad y la salud en otras políticas43. 
Los objetivos eran, en esencia, los siguientes: 
a) Velar porque los Estados miembros trans­
pusiesen en tiempo y forma las Directivas 
a su ordenamiento interno y adoptasen las 
medidas necesarias para garantizar su cum­
plimiento; b) Promover los trabajos de la Co­
misión en ese ámbito con terceros países; y, c) 
Proseguir con la promoción de las medidas de 
seguridad y salud en el trabajo en la Unión 
Europea. En concreto, las medidas consis­
tieron en aplicar, consolidar, racionalizar y 
ampliar la legislación europea, mediante la 
adopción de medidas de información, forma­
ción y promoción y con especial atención a las 
pequeñas y medianas empresas. Así mismo, 
se hizo hincapié en la necesidad de promover 
estudios, investigaciones y códigos de buenas 
prácticas con el fin de mejorar la información, 
los conocimientos y los medios de actuación en 
este campo. 

El Consejo Europeo de Estrasburgo de 
1989 adoptó la Carta Comunitaria de los De­

43 En extenso, lópez-romero González, Mª. P.: «Cuarto Pro­
grama de seguridad y salud de los trabajadores en la Unión 
Europea 1996-2000. El Programa «Safe» para PyMES», revista 
Proyecto Social, nº 6, págs. 128 y ss. 
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rechos Sociales Fundamentales de los trabaja­
dores44. En la Carta, se subraya formalmente 
el compromiso de la Unión Europea en mate­
ria de seguridad y salud en el trabajo, al tiem­
po que se invita a la aprobación de nuevas dis­
posiciones y a la modificación de algunas de 
las existentes, teniendo en cuenta los progre­
sos técnicos acaecidos45. La doctrina científica 
mostró su decepción tras su aprobación, en la 
medida en que «con vistas a una valoración de 
la Carta, una cierta impresión de frustración, 
resulta inevitable y además la adopción por 
mayoría cualificada de once Estados miem­
bros (todos excepto Reino Unido) ha dado lu­
gar a una degradación del carácter jurídico 
vinculante que primigeniamente se buscaba 
con la incorporación de un instrumento jurídi­
co europeo garantizador del cumplimiento de 
mínimos obligatorios en materia social»46. A la 
Carta, que reconocía doce áreas de derechos 
sociales básicos, le acompañaba un Programa 
de acción para su aplicación. 

El objetivo perseguido en esta época es, en 
esencia, el inicio de armonización de las medi­
das de identificación y evaluación de riesgos 
laborales, así como de la terminología emplea­
da47. La Directiva europea fue el instrumento 
normativo elegido para el impulso de la acción 

44 De 9 de diciembre de 1989, en cuyo art. 19 se establece 
que «Todo trabajador debe disfrutar en su lugar de trabajo de 
condiciones satisfactorias de protección de su salud y de su 
seguridad. Deben adoptarse medidas adecuadas para proseguir 
la armonización en el proceso de las condiciones existentes en 
este campo. 

Estas medidas deberán tener en cuenta, en particular, la 
necesidad de formación, información consulta y participación 
equilibrada de los trabajadores en lo que se refiere a los riesgos 
a los que estén expuestos y a las medidas que se adopten para 
eliminar o reducir esos riesgos. 

las disposiciones relativas a la realización del mercado in­
terior deben contribuir a dicha protección». 

45 En su art. 31 se establece que: «Todo trabajador tiene 
derecho a trabajar en condiciones que respeten su salud, su 
seguridad y su dignidad». 

46 Pérez del río, T.: «la dimensión social del Mercado Úni­
co», rEDT, nº 47, 1991, pág. 385. 

47 navarro nieto, F., rodríguez-Piñero royo M. C. y Gómez 

Muñoz, J. M.: «Manual de Derecho Social de la Unión Europea», 
Tecnos, Madrid, 2011, págs. 366 y ss. 
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normativa sobre seguridad y salud en el tra­
bajo. 

En base a estos Programas, se aprobaron, 
sin ánimo exhaustivo, las siguientes Directi­
vas: 

–	 Directiva 80/1107/CEE, del Consejo, de 
27 de noviembre de 1980, sobre la pro­
tección de los trabajadores contra los 
riesgos relacionados con la exposición 
a agentes químicos, físicos y biológicos 
durante el trabajo48. 

–	 Directiva 82/605/CEE, del Consejo, de 
28 de julio de 1982, sobre la protección 
de los trabajadores contra los riesgos 
relacionados con una exposición al plo­
mo metálico y a sus compuestos iónicos 
durante el trabajo (primera Directiva 
particular con arreglo al artículo 8 de 
la Directiva 80/1107/CEE)49. 

–	 Directiva 83/477/CEE, del Consejo, de 
19 de septiembre de 1983, sobre la pro­
tección de los trabajadores contra los 
riesgos relacionados con la exposición 
al amianto durante el trabajo (segunda 
Directiva particular con arreglo al artí­
culo 8 de la Directiva 80/1107/CEE)50. 

–	 Directiva 86/188/CEE, del Consejo, de 
12 de mayo de 1986, sobre protección 
de los trabajadores contra los riesgos 
debidos a la exposición al ruido duran­
te el trabajo51. 

–	 Directiva 88/364/CEE, del Consejo de 9 
de junio de 1988 relativa a la protección 
de los trabajadores mediante la prohibi­
ción de determinados agentes específicos 

48 Diario oficial n° l 327 de 03/12/1980; posteriormen­
te modificada por la Directiva 88/642, de 16 de diciembre, del 
Consejo de 16 de diciembre de 1988 por la que se modifica la 
Directiva 80/1107/CEE sobre la protección de los trabajadores 
contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes quí­
micos, físicos y biológicos durante el trabajo 

49 Diario oficial n° l 247/12, de 23/8/1982. 
50 Diario oficial n° l 263, de 24/2/1983. 
51 Diario oficial n° l 137, de 24/05/1986. 
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y/o determinadas actividades (Cuarta 
Directiva especial con arreglo al artículo 
8 de la Directiva 80/1107/CEE)52. 

–	 Directiva 77/312/CEE, del Consejo, de 
29 de marzo de 1977, sobre la vigilan­
cia biológica de la población contra el 
peligro del saturnismo53. 

–	 Directiva 77/576/CEE, del Consejo, 
sobre la aproximación de las disposi­
ciones legales, reglamentarias y admi­
nistrativas de los Estados miembros, 
relativas a la señalización de seguridad 
en el centro de trabajo. 

–	 Directiva 78/610/CEE, del Consejo, de 29 
de junio de 1978, relativa a la aproxima­
ción de las disposiciones legales, regla­
mentarias y administrativas de los Es­
tados miembros, relativas a la protección 
sanitaria de los trabajadores expuestos 
al cloruro de vinilo monómero54. 

–	 Directiva 76/579/Euratom, del Consejo, 
de 1 de junio de 1976, que establece las 
normas básicas revisadas sobre la pro­
tección sanitaria de la población y de 
los trabajadores contra los riesgos de 
las radiaciones ionizantes55. 

–	 Directiva 80/836/Euratom, del Consejo, 
de 15 de julio de 1980, por la que se mo­
difican las Directivas que establecen 
las normas básicas relativas a la pro­
tección sanitaria de la población y los 
trabajadores contra los peligros que re­
sultan de las radiaciones ionizantes56. 

–	 Directiva 82/501/CEE, del Consejo, de 
24 de junio de 1982, relativa a los ries­
gos de accidentes graves en determina­
das actividades industriales57. 

52 Diario oficial de 9 de julio de 1988.
 
53 Diario oficial de 28 de abril de 1977.
 
54 Diario oficial nº l 197, de 22 de julio de 1978.
 
55 Diario oficial nº l 187, de 12 de julio de 1976.
 
56 Diario oficial n° l 246, de 17 de septiembre de 1980.
 
57 Diario oficial nº l 230, de 5 de agosto de 1982; modifi­
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–	 Directiva 89/292/CEE, del Consejo, de 
14 de junio de 1989, relativa a la apro­
ximación de las legislaciones de los 
Estados Miembros sobre máquinas, 
modificada por la Directiva del Consejo 
91/368/CEE, de 20 de junio58. 

4.	 LA DIRECTIVA MARCO 89/391/CEE, 
SOBRE MEDIDAS PARA PROMOVER 
LA MEJORA DE LA SALUD DE LOS 
TRABAJADORES EN EL TRABAJO 

4.1.	 La transposición de la Directiva 
Marco a nuestro ordenamiento 
interno 

El punto de inflexión lo constituye la apro­
bación de la Directiva Marco 89/391/CEE, del 
Consejo, de 12 de junio de 1989, relativa a la 
aplicación de medidas para promover la me­
jora de la seguridad y de la salud de los tra­
bajadores en el trabajo, en la que se refleja el 
nuevo enfoque europeo en materia de seguri­
dad y salud en el trabajo, así como los nuevos 
objetivos59. Establece las disposiciones míni­
mas que han de aplicarse en los lugares de 
trabajo, con independencia de su naturaleza 
pública o privada o de las actividades desem­
peñadas. Fija una estructura obligacional, que 
genera derechos y deberes entre el empresa­
rio y el trabajador. Configura un conjunto de 
principios preventivos del riesgo, que obligan 
al empresario a la adopción de unas concretas 
medidas de protección de la seguridad y sa­
lud de los trabajadores, entre las que destacan 
evitar el riesgo en su origen, planificar la pre­
vención o proteger frente a sustancias tóxicas 
o especialmente peligrosas. Pretende lograr la 
armonización general de las normas mínimas 
en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

tiva 88/610/CEE, del Consejo, de 24 de noviembre de 1988 y la 
Directiva 91/692/CEE, del Consejo, de 23 de diciembre de 1991. 

58 Diario oficial n° l 183 de 29/06/1989. 
59 Pérez de los Cobos orihuel, F.: «la Directiva Marco sobre 

medidas de seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo 
cada por la Directiva 87/216/CEE, del Consejo, de 19 de marzo y la adaptación del ordenamiento español», rl, nº 8, 1991, págs. 
de 1987 sobre determinadas actividades industriales, la Direc- 46 y ss. 
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Se trata de una norma de mínimos, en la me­
dida en que «no afecta a las disposiciones na­
cionales y europeas existentes o futuras, que 
sean más favorables para la protección de la 
seguridad y de la salud de los trabajadores en 
el trabajo»60. 

En su art. 1, se establece que su finalidad es 
promover la mejora de la seguridad y salud de 
los trabajadores mediante el establecimiento de 
unos fundamentos prevencionistas generales, 
objetivo «que no podrá subordinarse a conside­
raciones de carácter puramente económico»61. 
La Directiva crea una visión global de los as­
pectos, que conforman la seguridad y salud en 
el trabajo. Su ámbito de aplicación es amplio y 
abarca actividades tanto públicas como priva­
das, con la excepción de determinadas activida­
des de protección civil62. Posee, en consecuencia, 

60 art. 13 de la Directiva Marco. 
61 Considerando 13º de la Directiva Marco. 
62 El TJUE en los asuntos acumulados C-397/01 a 

C-403/01, Bernhard Pfeiffer y otros c. Deutsches rotes Kreuz, 
Kreisverband Waldshut eV, de 5 de octubre de 2004, entendió 
que la exclusión que se menciona en el artículo 2, apartado 2 
de la Directiva Marco relativa a determinadas actividades espe­
cíficas de la función pública «se adoptó a efectos de asegurar 
el buen funcionamiento de los servicios indispensables para la 
protección de la seguridad, de la salud y del orden públicos 
en circunstancias de excepcional gravedad y magnitud que 
se caracterizan por el hecho de no prestarse, por naturaleza, 
a una planificación del tiempo de trabajo de los equipos de 
intervención y de socorro». y así, «Únicamente puede hacer­
se una excepción a tal interpretación del artículo 2, apartado 
2, párrafo primero, de la Directiva 89/391 en el supuesto de 
acontecimientos excepcionales en los cuales el correcto desa­
rrollo de las medidas destinadas a garantizar la protección de 
la población en situaciones de grave riesgo colectivo exige que 
el personal que tenga que hacer frente a un suceso de este tipo 
conceda una prioridad absoluta a la finalidad perseguida por 
tales medidas con el fin de que ésta pueda alcanzarse. 54. lo 
mismo debe suceder en caso de catástrofes naturales o tecno­
lógicas, los atentados, accidentes graves u otros eventos de la 
misma índole, cuya gravedad y magnitud requieran la adopción 
de medidas indispensables para la protección de la vida, de la 
salud así como de la seguridad colectiva y cuyo correcto cum­
plimiento se vería comprometido si debieran observarse todas 
las normas contenidas en las Directivas 89/391 y 93/104. 55. En 
situaciones que revisten tales características, la necesidad de 
no poner en peligro las imperiosas exigencias de preservación 
de la seguridad y de la integridad de la colectividad, habida 
cuenta de las características que revisten algunas actividades 
específicas debe prevalecer transitoriamente sobre el objetivo 
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un mayor alcance que otros antecedentes nor­
mativos63. O dicho en otras palabras, «opera 
propiamente como Directiva básica aplicable a 
todo el sistema comunitario de seguridad, tanto 

de las citadas Directivas, que es garantizar la seguridad y la 
salud de los trabajadores. En particular, no se puede imponer 
razonablemente a los empresarios una prevención efectiva de 
los riesgos profesionales así como una planificación del tiem­
po de trabajo del personal de socorro», auto del Tribunal de 
Justicia (Sala Segunda) de 14 de julio de 2005. En parecidos 
términos, explicó el Tribunal de Justicia que «procede recor­
dar que el criterio utilizado por el legislador comunitario para 
determinar el ámbito de aplicación de la Directiva 89/391 no 
está fundado en la pertenencia de los trabajadores a los dis­
tintos sectores de actividades contemplados en el artículo 2, 
apartado 2, párrafo primero, de dicha Directiva, considerados 
globalmente, como las fuerzas armadas, la policía y el servicio 
de protección civil, sino exclusivamente en la naturaleza espe­
cífica de ciertos cometidos especiales desempeñados por los 
trabajadores dentro de dichos sectores, que justifica una ex­
cepción a las normas dictadas por la citada Directiva, en razón 
de la absoluta necesidad de garantizar una protección eficaz 
de la colectividad», auto Personalrat der Feuerwehr Hamburg, 
antes citado, apartado 51. Por tanto «cabe aplicar la Directiva 
89/391, dado que dichos cometidos se realizan en condiciones 
habituales, conforme a la misión encomendada al servicio de 
que se trata, y ello aun cuando las intervenciones derivadas 
de dichas actividades sean, por su propia naturaleza, impre­
visibles y puedan exponer a los trabajadores que las realicen 
a algunos riesgos para su seguridad y/o su salud», auto Perso­
nalrat der Feuerwehr Hamburg, antes citado, apartado 52. así 
mismo, «la excepción prevista en el artículo 2, apartado 2, de 
dicha Directiva únicamente puede aplicarse en el supuesto de 
acontecimientos excepcionales en los cuales el correcto desa­
rrollo de las medidas destinadas a garantizar la protección de 
la población en situaciones de grave riesgo colectivo exige que 
el personal que tenga que hacer frente a un suceso de este tipo 
conceda una prioridad absoluta a la finalidad perseguida por 
tales medidas con el fin de que ésta pueda alcanzarse», auto 
Personalrat der Feuerwehr Hamburg, antes citado, apartado 
53. «En caso de que acontecimientos excepcionales requieran 
la adopción de medidas indispensables para la protección de 
la vida, de la salud así como de la seguridad colectiva y cuyo 
correcto cumplimiento se vería comprometido si debieran ob­
servarse todas las normas contenidas en la Directiva 89/391, la 
necesidad de no poner en peligro las imperiosas exigencias de 
preservación de la seguridad y de la integridad de la colectivi­
dad, habida cuenta de las características que revisten algunas 
actividades específicas, debe prevalecer transitoriamente sobre 
el objetivo de la citada Directiva, que es garantizar la seguridad 
y la salud de los trabajadores, véase, en este sentido, el auto 
Personalrat der Feuerwehr Hamburg, antes citado, apartados 
54 y 55. 

63 Camas roda, F.: «la normativa internacional y comuni­
taria de seguridad y salud en el trabajo», cit., pág. 204. 
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el existente con anterioridad a su promulgación, 
como el que de ella se derive»64. 

Varios fueron los motivos que impulsaron la 
aprobación de esta Directiva. Como se detalla en 
su preámbulo, entre los mismos cabe destacar 
los siguientes: a) El artículo 118A TCEE obliga 
al Consejo a establecer, mediante directivas, las 
disposiciones mínimas para promover la mejo­
ra, en particular, del medio de trabajo, con el fin 
de elevar el nivel de protección de la seguridad 
y salud de los trabajadores; b) Los trabajadores 
pueden estar expuestos en su lugar de traba­
jo y a lo largo de toda su vida profesional a la 
influencia de factores ambientales peligrosos; 
c) Incumbe a los Estados miembros promover 
la mejora de la seguridad y de la salud de los 
trabajadores en su territorio; d) En los Estados 
miembros, los sistemas legislativos en materia 
de seguridad y de salud sobre el lugar de tra­
bajo son muy diferentes y deben ser mejorados; 
e) Se producen todavía demasiados accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales; f) Para 
garantizar un mayor grado de protección, es 
necesario que los trabajadores y sus represen­
tantes estén informados de los riesgos para su 
seguridad y su salud, así como de las medidas 
necesarias para reducir o suprimir estos riesgos; 
y, entre otros g) Es necesario desarrollar la infor­
mación, el diálogo y la participación equilibrada 
en materia de seguridad y salud en el trabajo 
entre los empresarios y los trabajadores y/o sus 
representantes por medio de procedimientos e 
instrumentos adecuados, de conformidad con 
las legislaciones y/o los usos nacionales. 

La fecha límite de transposición al ordena­
miento interno de la Directiva Marco era el 31 
de diciembre de 1992, fecha que transcurrió en 
exceso sin que se diera cumplimiento en nues­
tro país a dicho mandato. Para algunos autores, 
cabía hablar de efecto directo de la obligación 
empresarial de garantizar la seguridad de los 
trabajadores65; para otros, la falta de concreción 

64 Sancho Cuesta, J.: «la seguridad e higiene laboral en el 
ordenamiento jurídico comunitario», cit., pág. 79. 

65 Prados de reyes, F. H.: «El tiempo de trabajo en la nor­
mativa comunitaria», Dl, nº 43, 1994, pág. 134. 
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normativa de la Directiva Marco (a diferencia 
de las Directivas específicas, cuya concreción 
permitiría en determinados supuestos hablar 
de efecto directo una vez transcurrido el plazo 
de transposición sin que se hayan incorporado a 
nuestro ordenamiento jurídico) impedía otorgar 
efecto directo a sus preceptos66. 

En nuestra opinión, la cuestión debía ha­
berse razonado en los siguientes términos: 
no debe olvidarse que el alcance del Derecho 
europeo en nuestro ordenamiento no se limita 
al derivado de las normas directamente apli­
cables o a la transposición de aquellas cuya 
eficacia queda condicionada al cumplimiento 
de este requisito. Se extiende también a la 
eficacia de las directivas no transpuestas. La 
no transposición en plazo de una directiva por 
parte de un Estado miembro no impide que 
pueda tener eficacia directa, es decir, que pue­
da ser invocada por los particulares ante los 
órganos judiciales nacionales. El Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea ha admitido la 
invocabilidad de las directivas no transpues­
tas únicamente frente al Estado incumplidor 
de la obligación de transposición. Es lo que 
se conoce como el efecto directo vertical de 
las directivas. Pero no ha admitido su efecto 
horizontal, es decir, que puedan hacer surgir 
derechos y obligaciones entre los particulares 
invocables ante los órganos judiciales. Junto 
a la eficacia de las directivas no transpuestas 
en plazo hay que tener en cuenta una eficacia 
que se ha denominado indirecta y que se refie­
re a cualquier directiva, transpuesta o no, ya 
afecte a relaciones verticales u horizontales 
y que deriva del principio de interpretación 
del Derecho nacional de conformidad con el 
Derecho europeo. Para su plena eficacia toda 
directiva requiere de un acto posterior de 
cumplimiento por parte del Estado miembro: 
la transposición. El problema más grave que 
plantean las directivas es el de su efecto ju­
rídico cuando no son desarrolladas por el Es­
tado destinatario dentro del plazo concedido 

66 Puerta Domínguez, E. M.: «la directiva comunitaria 
como norma aplicable en Derecho», Comares, Granada, 1999, 
pág. 47. 
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al efecto. ¿Qué sucede en los supuestos en los 
que dicho acto no se produce o se lleva a cabo 
de forma irregular? ¿El alcance de la directiva 
quedaría limitado a un posible recurso de in­
cumplimiento por falta de desarrollo o de de­
sarrollo incorrecto, sin la aplicación positiva 
de la directiva? ¿Implicaría la inaplicación de 
la directiva la indefensión de los ciudadanos 
europeos ante cualquier actuación incorrecta 
de los Estados miembros en el desarrollo de 
las directivas? 

El inicial razonamiento del Tribunal de 
Justicia fue el siguiente: se reconoce al justi­
ciable el derecho a invocar las disposiciones de 
una directiva europea no transpuesta ante sus 
propias jurisdicciones nacionales para preser­
var el efecto útil de la directiva67. Todo ello 
siempre y cuando las disposiciones de la di­
rectiva sean suficientemente precisas e incon­
dicionales. Como es fácil de adivinar, cuanto 
mayor sea la concreción del contenido de una 
directiva, mayor aptitud presentará para des­
plegar sus efectos en el ordenamiento interno 
de los Estados miembros, en los supuestos de 
falta de transposición o de transposición in­
correcta. El efecto directo de las directivas se 
configura, de esta forma, como el resultado de 
una situación patológica, consistente en un in­
cumplimiento por parte de los Estados miem­
bros de su obligación de ejecutarlas correcta­
mente en su Derecho interno dentro del plazo 
fijado68. La invocabilidad deriva del efecto di­
recto, que confiere a las directivas una eficacia 
jurídica sustancial, sometida al cumplimiento 
de determinadas condiciones –precisión e in­

67 En este sentido también, asunto royer, sentencia de 
8 de abril de 1976, asunto 48/75 y asuntos Gallotti y otros, 
sentencias de 12 de septiembre de 1996, asuntos acumulados 
C-58/95, C-112/95, C-119/95, C-135/95, C-141/95, C-154/95 y 
C-157/95. 

68 El Tribunal de Justicia explicó en el asunto Felicitas 
rickmers, sentencia de 15 de julio de 1982, asunto 270/81, 
como la «eficacia directa sólo constituye una garantía míni­
ma frente a la anómala situación provocada por el incumpli­
miento por los Estados miembros de su obligación de ejecutar 
correctamente las directivas en el plazo fijado, situación que 
no se corrige hasta que efectivamente tiene lugar la correcta 
ejecución». 
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condicionalidad– y se encuentra, en cuanto a 
su contenido, restringida. 

En concreto, las circunstancias que deben 
concurrir para que se produzca el efecto di­
recto de una directiva no transpuesta son las 
siguientes: a) Que haya transcurrido el plazo 
que se concedió al Estado miembro para su 
transposición69; b) Que no se haya efectuado 
actividad alguna de desarrollo (siempre que la 
misma fuese necesaria) o que la realizada no 
se ajuste a lo sancionado en la directiva; y c) 
Que las disposiciones, a las que se pretende 
dotar de efecto directo, sean suficientemente 
precisas70 e incondicionales71. 

69 El Tribunal de Justicia ha entendido que la eficacia de 
las directivas, en cuanto parámetro de validez de la normati­
va nacional, está supeditada al vencimiento del plazo fijado, 
de manera que antes de que finalice el mismo, «los Estados 
miembros permanecerían libres en la materia», de donde se in­
fiere que «no es posible para un particular invocar el principio 
de confianza legítima antes de la expiración del plazo previsto 
para su ejecución». Cfr. asunto ratti, sentencia de 5 de abril 
de 1979, asunto 148/78, asunto Becker v. Finanzamt Müns­
ter-innenstadt, sentencia de 19 de enero de 1982, asunto 8/81, 
asunto Vaneetveld, sentencia de 3 de marzo de 1994, asunto 
C-316/93 y asunto ambulanter Pflegedienst Kügler GmbH v. 
Finanzamt für Körperschaften i in Berlin, sentencia de 10 de 
septiembre de 2002, asunto 141/00. al respecto, cfr. Timmer-
Mans, C.: «Community directives revisited», yEl, nº 17, 1997, 
pág. 11. 

70 Para que una disposición sea suficientemente preci­
sa, es necesario que el juez nacional, que se enfrenta al caso, 
sea capaz de resolver el conflicto aplicando dicha disposición. 
En concreto, las disposiciones precisas cumplirán el requisito 
(como ejemplo, cfr. asunto Santillo, sentencia de 9 de julio de 
1979, asunto C-131/79, asunto Fratelli Costanzo Spa, senten­
cia de 22 de junio de 1989, asunto 103/88 y asunto Carpaneto 
i, sentencia de 17 de octubre de 1989, asunto 129/88), mientras 
que aquellas generales, que para poder ser aplicadas precisan 
de la adopción de posteriores medidas que indiquen al juzga­
dor nacional la dirección a seguir, no pueden ser aplicadas por 
el juez nacional (entre otros supuestos, asuntos Traen, senten­
cias de 12 de mayo de 1987, asuntos 372 a 374/85, asunto Von 
Colson, sentencia de 10 de abril de 1984, asunto 14/83, asun­
to Beentjes, sentencia de 20 de septiembre de 1988, asunto 
31/87). En este sentido, Timmermans, C.: «Directives: their effect 
within national legal systems», cit., pág. 541 y Pescatore, P.: 
«The doctrine of direct effect: an infant disease of Community 
law», Elr, vol. 8, 1983, págs. 176 y ss. 

71 Klamert, M.: «Judicial implementation of directives and 
anticipatory indirect effect: connecting the dots», CMlr, nº 43, 
2006, pág. 1263 
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La invocabilidad de las obligaciones deri­
vadas de una directiva está, pues, sometida a 
la concurrencia de una serie de condiciones: 
que las obligaciones estén establecidas con 
«precisión»72, que sean «completas y jurídica­
mente perfectas»73 y que sean «incondiciona­
les»74, esto es, que no se encuentren someti­
das75 ni a plazo76 ni a reserva77. 

Posteriormente, el Tribunal de Justicia 
matizó su doctrina en el Asunto Marshall78. La 
restricción impuesta por el Tribunal de Jus­
ticia consistió en admitir exclusivamente el 
llamado «efecto directo vertical» de las directi­
vas, esto es, frente al Estado incumplidor. En 

72 asunto lück, sentencia de 4 de abril de 1968, asunto 
34/67 y asunto Francovich y Bonifaci/república italiana, sen­
tencia de 19 de noviembre de 1991, asuntos 6/90 y 9/90, entre 
otros. inicialmente las disposiciones de las directivas habían de 
ser también «claras», pero al final el Tribunal de Justicia dejó de 
hacer alusión a este requisito. al respecto, asunto auer, senten­
cia de 22 de septiembre de 1983, asunto 271/83. 

73 asunto Molkerei zentrale, sentencia de 3 de abril de 
1968, asunto 28/67. 

74 asunto Müller-Hein, sentencia de 14 de julio de 1971, 
asunto 18/71. 

75 Entre otros, asunto reyners, sentencia de 21 de junio de 
1974, asunto 2/74, asunto Becker, sentencia de 19 de enero de 
1982, asunto 8/81, asunto Suffitii y otros, sentencia de 3 de di­
ciembre de 1992, asuntos acumulados C-140, 278 y 279/1991, 
asunto Vaneetveld, sentencia de 3 de marzo de 1994, asunto 
C-316/1993, asunto Mendes Ferreira y Delgado Correia Ferrei­
ra, sentencia de 14 de septiembre de 2000, asunto C-348/1998 
y asunto Velasco navarro, sentencia de 17 de enero de 2008, 
asunto C-246/2006. 

76 El plazo es el concedido a los Estados para su transpo­
sición, de forma que la eficacia directa de las directivas sólo es 
posible una vez transcurrido el plazo de transposición en ella 
previsto. 

77 Sabido es que las directivas están sujetas a reser­
va, ya que su eficacia plena está sometida a la adopción de 
un acto normativo de transposición por parte de los Estados 
miembros. asunto Felicitas, sentencia de 15 de julio de 1982, 
asunto 271/81, en el que se establece que: «En todos los casos 
en los que una directiva ha sido correctamente transpuesta, 
sus efectos llegan a los particulares a través de las medidas de 
aplicación adoptadas por el Estado miembro afectado sin que 
sea necesario examinar si la disposición en cuestión reúne las 
condiciones a las que estaría subordinada la posibilidad de ser 
invocada por los particulares ante una jurisdicción nacional en 
el caso de que la directiva no estuviera correctamente trans­
puesta». 

78 asunto Marshall, sentencia de 26 de febrero de 1986, 
asunto 152/84. 
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consecuencia, una directiva no transpuesta no 
puede crear obligaciones a cargo de un par­
ticular, ni ser invocada contra una persona, 
puesto que el TJCE no ha reconocido su efecto 
directo horizontal. Dicho esto, lo cierto es que, 
en nuestra opinión, cabía defender una efica­
cia directa de aquellas disposiciones de la Di­
rectiva Marco que fuesen precisas e incondi­
cionales y no, por tanto, de aquellas otras que 
dejasen un importante margen a los Estados 
miembros en la concreción de una diversidad 
de aspectos. 

Finalmente, la Directiva Marco fue objeto 
de transposición por la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Labora­
les. El Tribunal de Justicia de la Unión Euro­
pea, en su sentencia de 12 de enero de 200679, 
condenó a España por la ausencia de transpo­
sición a nuestro ordenamiento interno de las 
disposiciones aplicables al personal no civil de 
las Administraciones Públicas, en la medida 
en que el art. 3.1 LPRL se refiere exclusiva­
mente al personal civil de las Administracio­
nes Públicas y el art. 3.2 de dicho texto nor­
mativo excluye de su ámbito de aplicación las 
actividades de policía, seguridad y resguardo 
aduanero80. 

79 C-132/04, Comisión de las Comunidades Europeas c. 
reino de España. 

80 En concreto, el TJUE entiende que «la Comisión su­
brayó acertadamente que los reales Decretos 1488/1998 y 
1932/1998, invocados por el Gobierno español en su defensa, 
se aplican respectivamente al personal civil al servicio de las 
administraciones Públicas y al personal civil que depende de 
la administración militar, con exclusión del personal no civil de 
las administraciones Públicas. 33. además, por lo que respecta 
a la alegación de la Comisión basada en la existencia de un va­
cío jurídico debido a la falta de normativa específica aplicable 
al personal no civil, es preciso examinar si esta categoría de 
personal está comprendida en las demás disposiciones invo­
cadas por el Gobierno español. 34. resulta obligado observar 
que no es éste el caso. 35. En efecto, por lo que se refiere a 
las Circulares e instrucciones invocadas por dicho Gobierno, es 
preciso recordar que las disposiciones de una directiva deben 
ejecutarse con indiscutible fuerza imperativa, con la especifi­
cidad, precisión y claridad exigidas para cumplir la exigencia 
de seguridad jurídica. […] Por lo que respecta al Proyecto de 
real Decreto por el que se regula la aplicación al Cuerpo de 
la Guardia Civil de la normativa sobre prevención de riesgos 
laborales invocado por el Gobierno español, baste señalar que, 
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En 2004, la Comisión elaboró su infor­
me sobre la aplicación de la Directiva marco 
89/391/CEE y de sus cinco primeras directi­
vas específicas. Las principales conclusiones 
alcanzadas confirmaron su impacto positivo 
sobre los niveles de protección nacionales. 
Ahora bien, en dicho informe se señalaron 
también lagunas en la aplicación de la legisla­
ción europea, en particular en los sectores con­
siderados de riesgo y entre las categorías de 
trabajadores más vulnerables, como los jóve­
nes, los trabajadores con contrato de duración 
determinada y los trabajadores poco cualifica­
dos; en especial, en las pequeñas y medianas 
empresas, así como en el sector público. 

4.2.	 Las obligaciones impuestas 
por la Directiva Marco 

La Directiva Marco establece en su Sec­
ción II las obligaciones empresariales en ma­
teria de seguridad y salud en el trabajo. Por 
una parte, en su artículo 5 regula el deber 
general de protección de la seguridad y salud 
de los empleados por parte del empresario, en 
todos los aspectos relacionados con el traba­
jo81. Y, por otra parte, su artículo 6 establece 
otras obligaciones generales del empresario, 
como entre otras82: a) Adoptar las medidas ne­

conforme a reiterada jurisprudencia, la existencia de un incum­
plimiento debe apreciarse en función de la situación del Estado 
miembro tal como ésta se presentaba al final del plazo fijado 
en el dictamen motivado. ahora bien, ha quedado acreditado 
que en tal fecha aún no se había adoptado el referido Proyec­
to y cambios eventuales ocurridos posteriormente no pueden 
ser tomados en cuenta por el Tribunal de Justicia». Cfr. Martín 

Hernández, M. l.: «la protección de la seguridad y salud en el 
trabajo del personal militar en España. Comentario a la STJUE 
(Sala segunda) de 12 de enero de 2006 [asunto C-132/04]», 
Trabajo y Derecho, nº 22, 2016, págs. 70 y ss. 

81 aparicio Tovar, J.: «las obligaciones del empresario de 
garantizar la salud y la seguridad en el trabajo», rEDT, nº 49, 
1991, págs. 710 y ss. 

82 En relación a la obligación general de seguridad, el TJUE 
ha tenido ocasión de aclarar que «Esta disposición obliga al 
empresario a garantizar a los trabajadores un entorno laboral 
seguro, cuyo contenido es precisado en los artículos 6 a 12 
de la Directiva 89/391 y en diversas directivas específicas que 
establecen las medidas preventivas que deben adoptarse en 
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cesarias para la protección de la seguridad y 
de la salud de los trabajadores, incluidas las 
actividades de prevención de los riesgos pro­
fesionales, de información y de formación, así 
como la constitución de una organización de la 
prevención y de los medios necesarios; b) Velar 
por que estas medidas son debidamente apli­
cadas, a fin de tener en cuenta el cambio de 
las circunstancias y tender a la mejora de las 
situaciones existentes; c) Aplicar las medidas 
descritas conforme a los principios generales 
de la prevención; d) Evaluar los riesgos para 
la seguridad y la salud de los trabajadores, in­
cluso en lo que se refiere a la elección de los 
equipos de trabajo, de las sustancias o prepa­
rados químicos y en el acondicionamiento de 
los lugares de trabajo; e) Cuando confíe tareas 
a un trabajador, tomar en consideración las 
capacidades profesionales de dicho trabajador 
en materia de seguridad y de salud; f) Procu­
rar que la planificación y la introducción de 
nuevas tecnologías sean objeto de consultas 
con los trabajadores y / o sus representantes, 
por lo que se refiere a las consecuencias para 

determinados sectores concretos de la producción. En cambio, 
no cabe afirmar, sólo en virtud del artículo 5, apartado 1, de 
la Directiva 89/391, que sobre el empresario deba recaer una 
responsabilidad objetiva. En efecto, esta disposición se limita 
a establecer la obligación general de seguridad que recae so­
bre el empresario, sin pronunciarse sobre la forma concreta de 
responsabilidad que le incumbe. […] De los trabajos prepara­
torios de la Directiva 89/391 y, en particular, de la declaración 
conjunta del Consejo y de la Comisión que se hizo constar en 
el acta de la reunión del Consejo de 12 de junio de 1989 se 
desprende, efectivamente, que se había propuesto la introduc­
ción de tal cláusula para resolver los problemas que la formu­
lación en términos absolutos de la obligación de seguridad del 
empresario habría planteado en los sistemas de common law, 
habida cuenta de que los órganos jurisdiccionales afectados 
están obligados a interpretar literalmente el Derecho escrito. 
[…] los apartados 2 y 3 del referido artículo 5 disponen que 
el empresario no será eximido de sus responsabilidades en el 
ámbito de la seguridad y salud en el trabajo cuando recurra a 
competencias externas y que tampoco lo será por razón de las 
obligaciones de los trabajadores en este ámbito. En este senti­
do, tales disposiciones están destinadas a precisar la naturaleza 
y el alcance de la obligación establecida en el apartado 1 del 
mismo artículo y de ellas no cabe deducir que exista una forma 
determinada de responsabilidad en caso de accidentes a efec­
tos del referido apartado 1. En extenso, García Murcia, J.: «res­
ponsabilidades en materia de seguridad y salud en el trabajo», 
aranzadi, Cizur Menor, 2003. 
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la seguridad y la salud de los trabajadores, 
relacionadas con la elección de los equipos, 
el acondicionamiento de las condiciones de 
trabajo y el impacto de los factores ambien­
tales en el trabajo; y, g) Adoptar las medidas 
adecuadas para que solo los trabajadores que 
hayan recibido información adecuada puedan 
acceder a las zonas de riesgo grave y específi­
co. Se trata de una pormenorizada concreción 
de las actuaciones que ha de cumplir el em­
presario, que la Directiva configura como deu­
dor de responsabilidad83. 

Por lo que respecta a las obligaciones a 
cargo del trabajador, en esencia, está obliga­
do a velar por su propia seguridad y salud de 
acuerdo con su formación y a las instruccio­
nes recibidas de la empresa. Entre otras, des­
tacan las obligaciones relativas a la correcta 
utilización de la maquinaria, útiles de trabajo, 
sustancias tóxicas o peligrosas o, entre otras, 
equipos de protección. 

En fin, la Directiva contiene obligaciones 
adicionales cuyos destinatarios no son ni los 
empresarios, ni los trabajadores, sino los Esta­
dos miembros. Dispone el deber de los Estados 
de adoptar medidas de vigilancia de la salud 
de los trabajadores y de especial protección de 
determinados colectivos sensibles frente a de­
terminados riesgos. 

4.3. Las directivas específicas 

La Directiva Marco vino a sentar las ba­
ses de lo que había de ser la política de se­
guridad y salud en el trabajo. Y el legislador 
español ha optado por transponer las directi­
vas específicas de desarrollo de la Directiva 
Marco en normas separadas. Al amparo de la 
misma, se aprobaron numerosas Directivas 
específicas, que descendieron a regular as­

83 Pérez de los Cobos orihuel, F.: «la Directiva Marco sobre 
medidas de seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo 
y la adaptación del ordenamiento español», cit., pág. 1226 y 
García Murcia, J.: «responsabilidades en materia de seguridad 
y salud en el trabajo», cit., págs. 49 y ss. 
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pectos concretos como los equipos de trabajo, 
los lugares de trabajo o los equipos de protec­
ción individual84. Gozan también del carácter 
de Derecho mínimo indisponible, por lo que 
pueden ser superadas por las disposiciones 
internas establecidas en el seno de los Esta­
dos miembros. 

Su aprobación se ha mantenido en el tiem­
po, siendo, es cierto, más abundantes a partir 
del Tercer Programa de Acción a la seguridad, 
higiene y a la salud de los trabajadores. Tie­
nen enfoques variados y vienen referidas a 
aspectos tales como la seguridad en los luga­
res de trabajo, la seguridad en determinados 
sectores productivos o la seguridad frente a 
riesgos concretos. Sistematizadas en diversas 
categorías, han sido aprobadas en estos años, 
entre otras, las siguientes: 

– Directivas relativas a las condiciones 
de seguridad y salud en los lugares de trabajo: 

•	 Directiva 89/654, del Consejo, de 30 de 
noviembre de 1989, relativa a las dis­
posiciones mínimas de seguridad y de 
salud en los lugares de trabajo. 

•	 Directiva 89/655, del Consejo, de 30 de 
noviembre, relativa a las disposiciones 
mínimas para la utilización por los tra­
bajadores en el trabajo de los equipos 
de trabajo. 

•	 Directiva 89/656, del Consejo, de 30 de 
noviembre, relativa a las disposiciones 
mínimas de seguridad y salud para la 
utilización por los trabajadores en el 
trabajo de equipos de protección indi­
vidual. 

•	 Directiva 90/588, de 24 de junio, re­
lativa a las disposiciones mínimas en 
materia de señalización de seguridad y 
salud en el trabajo. 

84 Pérez de los Cobos orihuel, F.: «la Directiva Marco 
sobre medidas de seguridad y salud de los trabajadores en 
el trabajo y la adaptación del ordenamiento español», cit., 
págs. 46 y ss. 
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•	 Directiva 92/58/CEE, del Consejo, de 
24 de junio de 1992, relativa a las dis­
posiciones mínimas en materia de se­
ñalización de seguridad y de salud en 
el trabajo (novena Directiva particular 
con arreglo a lo dispuesto en el apar­
tado 1 del artículo 16 de la Directiva 
89/391/CEE). 

•	 Directiva 2009/104/CE, del Parlamen­
to Europeo y del Consejo, de 16 de 
septiembre de 2009, relativa a las dis­
posiciones mínimas de seguridad y de 
salud para la utilización por los traba­
jadores en el trabajo de los equipos de 
trabajo (segunda Directiva específica 
con arreglo al artículo 16, apartado 1, 
de la Directiva 89/391/CEE) (Versión 
codificada). 

– Directivas relativas a la seguridad y 
salud frente a riesgos químicos, físicos y bioló­
gicos: 

•	 Directiva 91/322/CEE, de 29 de mayo 
de 1991, relativa al establecimiento de 
valores límite de carácter indicativo, 
mediante la aplicación de la Directiva 
80/1107/CEE del Consejo, sobre la pro­
tección de los trabajadores contra los 
riesgos relacionados con la exposición 
a agentes químicos, físicos y biológicos 
durante el trabajo. 

•	 Directiva 98/24/CE, del Consejo de 7 de 
abril de 1998 relativa a la protección 
de la salud y la seguridad de los traba­
jadores contra los riesgos relacionados 
con los agentes químicos durante el 
trabajo85. 

•	 Directiva 1999/92/CE, del Parlamen­
to Europeo y del Consejo, de 16 de di­

85 Modificada por la Directiva 2014/27/UE, del Parlamento 
europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014 por la que 
se modifican las Directivas 92/58/CEE, 92/85/CEE, 94/33/CE, 
98/24/CE del Consejo y la Directiva 2004/37/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, a fin de adaptarlas al reglamento (CE) 
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ciembre de 1999, relativa a las dispo­
siciones mínimas para la mejora de la 
protección de la salud y la seguridad de 
los trabajadores expuestos a los riesgos 
derivados de atmósferas explosivas. 

•	 Directiva 2000/39/CE, de la Comisión, 
de 8 de junio de 2000, por la que se es­
tablece una primera lista de valores lí­
mite de exposición profesional indicati­
vos en aplicación de la Directiva 98/24/ 
CE del Consejo relativa a la protección 
de la salud y la seguridad de los traba­
jadores contra los riesgos relacionados 
con los agentes químicos durante el 
trabajo. 

•	 Directiva 2000/54/CE, del Parlamen­
to y del Consejo, de 18 de septiembre, 
sobre protección de los trabajadores 
contra riesgos relacionados con la ex­
posición a agentes biológicos durante 
el trabajo. 

•	 Directiva 2002/44/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de junio 
de 2002, sobre las disposiciones míni­
mas de seguridad y de salud relativas 
a la exposición de los trabajadores a los 
riesgos derivados de los agentes físicos 
(vibraciones). 

•	 Directiva 2003/10/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 6 de febrero 
de 2003, sobre las disposiciones míni­
mas de seguridad y de salud relativas 
a la exposición de los trabajadores a los 
riesgos derivados de los agentes físicos 
(ruido). 

•	 Directiva 2004/37/CE, del Parlamento 
y del Consejo, de 29 de abril, relativa a 
la protección de los trabajadores contra 
los riesgos relativos a la exposición a 
agentes carcinógenos o mutágenos du­
rante el trabajo86. 

86 Modificada por la Directiva 2014/27/UE, del Parlamento 
nº 1272/2008 sobre clasificación, etiquetado y envasado de europeo y del Consejo de 26 de febrero de 2014 por la que 
sustancias y mezclas. se modifican las Directivas 92/58/CEE, 92/85/CEE, 94/33/CE, 
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•	 Directiva 2004/40/CE, del Parlamen­
to y del Consejo, de 29 de abril, sobre 
disposiciones mínimas de seguridad y 
salud relativas a la exposición de los 
trabajadores a los riesgos derivados de 
los agentes físicos (campos electromag­
néticos)87. 

•	 Directiva 2006/25/CE, del Parlamento 
y del Consejo, de 5 de abril de 2006, 
sobre disposiciones mínimas de seguri­
dad y salud relativas a la exposición de 
los trabajadores a los riesgos derivados 
de los agentes físicos (radiaciones ópti­
cas artificiales). 

•	 Directiva 2009/148/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 30 de noviem­
bre de 2009 sobre la protección de los 
trabajadores contra los riesgos rela­
cionados con la exposición al amianto 
durante el trabajo (versión codificada). 

•	 Directiva 2009/161/UE, de la Comisión 
de 17 de diciembre de 2009 por la que 
se establece una tercera lista de valo­
res límite de exposición profesional in-

98/24/CE del Consejo y la Directiva 2004/37/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, a fin de adaptarlas al reglamento (CE) 
nº 1272/2008 sobre clasificación, etiquetado y envasado de 
sustancias y mezclas. 

87 Modificada por la Directiva 2008/46/CE del Parlamen­
to Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, por la que 
se modifica la Directiva 2004/40/CE sobre las disposiciones 
mínimas de seguridad y de salud relativas a la exposición de 
los trabajadores a los riesgos derivados de los agentes físicos 
(campos electromagnéticos) (decimoctava Directiva específica 
con arreglo al artículo 16, apartado 1, de la Directiva 89/391/ 
CEE), por la Directiva 2012/11/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 19 de abril de 2012, por la que se modifica la Direc­
tiva 2004/40/CE, sobre las disposiciones mínimas de seguridad 
y de salud relativas a la exposición de los trabajadores a los 
riesgos derivados de los agentes físicos (campos electromagné­
ticos) (decimoctava Directiva específica con arreglo al artículo 
16 apartado 1,de la Directiva 89/391/CEE) y por la Directiva 
2013/35/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
junio de 2013, sobre las disposiciones mínimas de salud y segu­
ridad relativas a la exposición de los trabajadores a los riesgos 
derivados de agentes físicos (campos electromagnéticos) (vigé­
sima Directiva específica con arreglo al artículo 16, apartado 1, 
de la Directiva 89/391/CEE), y por la que se deroga la Directiva 
2004/40/CE. 
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dicativos en aplicación de la Directiva 
98/24/CE del Consejo y por la que se 
modifica la Directiva 2000/39/CE de la 
Comisión. 

•	 Directiva 2013/35/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de junio 
de 2013, sobre las disposiciones míni­
mas de salud y seguridad relativas a 
la exposición de los trabajadores a los 
riesgos derivados de agentes físicos 
(campos electromagnéticos). 

•	 Directiva 2017//164, de la Comisión, 
de 31 de enero, por la que se establece 
una cuarta lista de valores límite de 
exposición profesional indicativos de 
conformidad con la Directiva 98/24/ 
CE del Consejo y por la que se mo­
difican las Directivas 91/322/CEE, 
2000/39/CE y 2009/161/UE de la Co­
misión. 

– Directivas relativas a la seguridad y 
salud en sectores u operaciones especiales: 

•	 Directiva 92/29/CEE, del Consejo de 
31 de marzo de 1992 relativa a las dis­
posiciones mínimas de seguridad y de 
salud para promover una mejor asis­
tencia médica a bordo de los buques. 

•	 Directiva 92/57/CEE, del Consejo, de 
24 de junio, que establece disposiciones 
mínimas de seguridad y salud para las 
obras de construcción temporales o mó­
viles. 

•	 Directiva 92/91/CEE, del Consejo, de 
3 de noviembre, relativa a disposicio­
nes mínimas destinadas a mejorar la 
protección en materia de seguridad y 
salud de los trabajadores en las indus­
trias extractivas por sondeos. 

•	 Directiva 92/104/CEE, del Consejo, de 
3 de diciembre, relativa a las disposi­
ciones mínimas destinadas a mejorar 
la protección en materia de seguridad y 
salud de los trabajadores de industrias 
extractivas por sondeos. 
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•	 Directiva 93/103/CE, del Consejo, de 23 
de noviembre, que establece las dispo­
siciones mínimas de seguridad y salud 
en el trabajo a bordo de los buques de 
pesca. 

•	 Directiva 1999/92/CE, del Parlamen­
to y del Consejo, de 16 de diciembre, 
relativa a las disposiciones mínimas 
para la mejora de la protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores 
expuestos a los riesgos derivados de at­
mósferas explosivas. 

•	 Directiva 2010/32/UE, del Consejo, 
de 10 de mayo de 2010, que aplica el 
Acuerdo marco para la prevención de 
las lesiones causadas por instrumen­
tos cortantes y punzantes en el sector 
hospitalario y sanitario celebrado por 
HOSPEEM y EPSU. 

Directivas relativas a determinados colec­
tivos de trabajadores: 

•	 Directiva 91/383/CEE, del Consejo, de 
25 de junio de 1991, por la que se com­
pletan las medidas tendentes a promo­
ver la mejora de la seguridad y de la 
salud en el trabajo de los trabajadores 
con una relación laboral de duración 
determinada o de empresas de trabajo 
temporal. 

•	 Directiva 92/85/CEE, del Consejo, de 
19 de octubre de 1992, relativa a la 
aplicación de medidas para promover 
la mejora de la seguridad y de la salud 
en el trabajo de la trabajadora embara­
zada, que haya dado a luz o en período 
de lactancia (décima Directiva específi­
ca con arreglo al apartado 1 del artícu­
lo 16 de la Directiva 89/391/CEE)88. 

88 Modificada por la Directiva 2014/27/UE, del Parlamento 
europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014 por la que 
se modifican las Directivas 92/58/CEE, 92/85/CEE, 94/33/CE, 
98/24/CE del Consejo y la Directiva 2004/37/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, a fin de adaptarlas al reglamento (CE) 
nº 1272/2008 sobre clasificación, etiquetado y envasado de 
sustancias y mezclas. 
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•	 Directiva 93/103/CE, de 23 de noviem­
bre de 1993, establece las disposiciones 
mínimas de seguridad y de salud en el 
trabajo a bordo de los buques de pesca. 

•	 Directiva 94/33/CE, del Consejo, de 22 
de junio de 1994, relativa a la protec­
ción de los jóvenes en el trabajo. 

Las directivas específicas establecen ob­
jetivos concretos en materia de seguridad 
y salud en el trabajo, que deben cumplir los 
Estados miembros en un plazo determinado. 
Son más detalladas que la Directiva Marco, 
al regular aspectos concretos sobre seguridad 
en lugares de trabajo, sectores de actividad, 
frente a riesgos concretos, etc. Este grado de 
desarrollo o detalle en la regulación abre la 
puerta, como vimos, a invocar su posible efec­
to directo en aquellos supuestos en los que el 
Estado no ha transpuesto la Directiva o la ha 
transpuesto de manera incorrecta o incom­
pleta. Se reconoce al justiciable el derecho 
a invocar las disposiciones de una directiva 
comunitaria no transpuesta ante sus pro­
pias jurisdicciones nacionales para preservar 
el efecto útil de la directiva. Cabe invocar el 
principio de interpretación conforme, en vir­
tud del cual, el Derecho interno habrá de in­
terpretarse por los Tribunales nacionales a la 
luz de la directiva específica no transpuesta 
en plazo o transpuesta de forma incorrecta89. 
Todo ello siempre y cuando las disposiciones 
de la directiva sean suficientemente precisas 
e incondicionales. Como es fácil de adivinar, 
cuanto mayor sea la concreción del contenido 
de la directiva específica, mayor aptitud pre­
sentará para desplegar sus efectos en el or­
denamiento interno de los Estados miembros, 
en los supuestos de falta de transposición o de 
transposición incorrecta. 

89 la obligación de interpretación conforme a una direc­
tiva surge siempre que quepa interpretar en alguna medida la 
disposición legal nacional. En tal caso, el juez nacional, toman­
do en consideración los métodos de interpretación habituales 
en su sistema jurídico, deberá dar prioridad a aquel método 
que le permita dar a la correspondiente disposición de Derecho 
nacional un significado conforme con la directiva. 
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En fin, su carácter técnico provoca que 
sean objeto de un número elevado de modifi­
caciones, que han de ser así mismo transpues­
tas al ordenamiento interno. O dicho en otras 
palabras, la adaptación al progreso técnico 
provoca su frecuente modificación, cambios 
que han de ser introducidos en la normativa 
interna. Las obligaciones en materia de segu­
ridad y salud en el trabajo han de entenderse 
en un sentido dinámico. La protección empre­
sarial no puede quedar subordinada a aquella 
establecida en una normativa específica, en la 
medida en que puede quedar obsoleta90. Ha­
brá de ir adecuándose al estado real de la téc­
nica. La posibilidad de los Estados miembros 
de establecer niveles superiores de seguridad 
y salud respecto de aquellos fijados en las di­
rectivas específicas ha sido poco utilizada, lo 
que se explica en parte por el elevado grado de 
detalle de su regulación. 

5.	 ESTRATEGIAS EUROPEAS 
DE SEGURIDAD Y SALUD 
EN EL TRABAJO 

La adopción y la posterior aplicación de un 
amplio corpus de textos legislativos europeos 
han permitido mejorar las condiciones labora­
les en los Estados miembros de la Unión Eu­
ropea y lograr progresos en la reducción de los 
accidentes y las enfermedades relacionados 
laborales. 

Con objetivo de reforzar la política de 
salud y seguridad en el trabajo, en 2002 la 
Comisión Europea definió una estrategia co­
munitaria91 para el período 2002-2006. Esta 
estrategia pretendía lograr un enfoque global 
del bienestar en el trabajo, que tomara en con­
sideración la evolución del mundo laboral y 
la aparición de nuevos riesgos, en particular 
psicosociales. En las conclusiones del informe 

90 Purcalla Bonilla, M. a. y Preciado Doménech, C. H.: «Sa­
lud laboral y prevención de riesgos laborales (normas genera­
les y sectoriales): implementación de los convenios de la oiT», 
rMESS, nº 117, 2015, pág. 125. 

91 Hoy europea. 
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sobre la evaluación de la estrategia comunita­
ria de salud y seguridad en el trabajo en este 
período, se indicó que dicha estrategia «ha[­
bía] reactivado las políticas de prevención a 
escala nacional, ha[bía] presentado argumen­
tos coherentes y convincentes en favor de una 
cooperación para alcanzar objetivos comunes, 
y ha[bía] instado a las partes interesadas por 
la prevención a reflexionar estratégicamente 
sobre la forma de alcanzar dichos objetivos; 
asimismo, esa estrategia ha[bía] sensibilizado 
a la opinión pública sobre la importancia de 
la salud y la seguridad en el entorno laboral, 
como partes integrantes de la gestión de la ca­
lidad y elementos decisivos del rendimiento y 
la competitividad económicos». 

En el marco de la estrategia de Lisboa, los 
Estados miembros reconocieron que la garan­
tía de calidad y de productividad en el trabajo 
puede contribuir en gran medida a promover 
el crecimiento económico y el empleo. La falta 
de una protección eficaz de la salud y la se­
guridad en el trabajo puede desembocar en 
un absentismo por accidentes laborales y por 
enfermedades profesionales, así como en una 
invalidez permanente de origen profesional. 

La estrategia comunitaria en materia de 
seguridad y salud en el trabajo (2002-2006) 
descansaba, en esencia, en los siguientes pi­
lares92: a) Mejorar el bienestar en el trabajo, 
concepción de protección de la seguridad y sa­
lud que integra dimensiones físicas, morales y 
sociales. Este enfoque exige, a su vez, una se­
rie de objetivos complementarios tales como la 
reducción del número de accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales, la integración 
de la dimensión de igualdad y no discrimina­
ción entre mujeres y hombres en la evaluación 
de los riesgos laborales; la prevención de los 
llamados riesgos sociales, la incidencia de los 
riesgos en las pequeñas y medianas empresas 
o el análisis de nuevos riesgos, entre otros; 
b) Implantar una auténtica cultura de la pre­

92 Cristóbal roncero, r.: «la protección de la seguridad y 
salud en el trabajo en el Derecho Social Comunitario», cit., pág. 
45 y ss. 
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vención, que permita anticipar los riesgos y en 
los que se incluyan los diversos sujetos inter­
vinientes en las relaciones laborales. Se opta 
por la promoción del bienestar en el trabajo 
en áreas tales como la educación (en concre­
to, la formación profesional continua), sensi­
bilización y adaptación de los riesgos nuevos 
y emergentes. La estrategia opta también por 
poner en valor a los servicios de prevención 
y a la inspección de trabajo. Los servicios de 
prevención se configuran como órganos mul­
tidisciplinares, que incluyen riegos sociales y 
psicológicos e integran la dimensión de igual­
dad y no discriminación entre mujeres y hom­
bres. Por su parte, la inspección de trabajo 
desarrolla funciones de control y prevención, 
así como comprende la totalidad de los riesgos, 
especialmente en los sectores en los que son 
complejos y se presentan de forma combina­
da; y, c) Un adecuado uso de los instrumentos 
jurídicos. El ordenamiento jurídico europeo 
ha de ser equilibrado y adaptarse a la evolu­
ción de los conocimientos y avances científicos, 
del progreso técnico y del entorno laboral. Se 
dispone, en consecuencia, la integración de 
los riesgos futuros o emergentes a través de 
acciones legislativas. La Comisión habrá de 
detectar los posibles problemas, que surjan en 
la práctica, así como mejorar las disposiciones 
pertinentes al objeto de simplificar y raciona­
lizar y/o colmar las lagunas existentes. 

Se hace hincapié en la complementariedad 
del bienestar y la calidad del trabajo. Para ello, 
se sugiere la integración de la seguridad y sa­
lud en el trabajo en otras políticas europeas, 
como en la estrategia europea para el empleo. 
Se propone también apoyar el diálogo social 
como instrumento para la apertura de vías de 
progreso y ello por varios motivos. En primer 
lugar, por la facilidad en la puesta en práctica 
de la legislación en la materia, de forma eficaz 
y, en segundo lugar, por la posibilidad de pro­
fundizar en las cuestiones que integran la pro­
moción del bienestar en el trabajo, así como 
los diversos riesgos existentes y aquellos pro­
pios de determinados sectores. Por último, la 
estrategia europea 2002-2006 en materia de 
seguridad y salud en el trabajo apuesta tam­
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bién por la cooperación internacional. Centra 
esta cooperación en tres ámbitos concretos: la 
erradicación del trabajo infantil, la promoción 
de la mejora de la salud laboral en el mundo y 
la concreción de los efectos de la dependencia 
del alcohol y de los medicamentos en la segu­
ridad y salud de los trabajadores. 

El principal objetivo de la siguiente es­
trategia comunitaria, aquella centrada en el 
período 2007-2012, fue, una vez más, la reduc­
ción continua, duradera y homogénea de los 
accidentes laborales y de las enfermedades 
profesionales. Para alcanzar ese ambicioso 
reto, se propusieron los siguientes objetivos: 
a) Garantizar la correcta aplicación de la le­
gislación de la Unión Europea; b) Apoyar a 
las PYME en la aplicación de la legislación 
vigente; c) Adaptar el marco jurídico a la evo­
lución del mundo del trabajo y simplificarlo, 
teniendo muy presentes a las pequeñas y me­
dianas empresas; d) Fomentar el desarrollo y 
la puesta en práctica de las estrategias nacio­
nales; e) Fomentar los cambios de comporta­
miento entre los trabajadores y animar a los 
empresarios a que adopten enfoques que favo­
rezcan a la salud; f) Elaborar métodos para la 
identificación y evaluación de nuevos riesgos 
potenciales; g) Mejorar el seguimiento de los 
progresos alcanzados; y, h) Promover la salud 
y la seguridad a escala internacional. 

En este contexto, las estrategias naciona­
les debían dar prioridad a la aplicación de un 
conjunto de instrumentos, que garantizasen 
un nivel elevado de cumplimiento de la legis­
lación, en particular en las pequeñas y media­
nas empresas y en los sectores de alto riesgo, 
mediante la adopción de medidas tales como: 
a) La difusión de buenas prácticas a escala 
local; b) La formación de los directivos y de 
los trabajadores; c) La elaboración de instru­
mentos sencillos para facilitar la evaluación 
de riesgos; d) La difusión de información y de 
directrices fáciles de comprender y aplicar; 
e) Una mejor difusión de la información y un 
mejor acceso a las fuentes de asesoramiento; 
f) El acceso a servicios externos de preven­
ción que tengan un alto nivel de calidad y 
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que sean asequibles; g) El recurso a los ins­
pectores de trabajo como intermediarios para 
promover un mejor cumplimiento de la legis­
lación en las pequeñas y medianas empresas, 
en primer lugar a través de la educación, la 
persuasión y los incentivos, y, en caso necesa­
rio, también a través de medidas coercitivas; 
h) La utilización de incentivos económicos a 
escala europea y nacional, en particular para 
las microempresas y las pequeñas empresas. 
Durante el período cubierto por la estrategia 
comunitaria 2002-2006, se observó una dismi­
nución importante del número de accidentes 
de trabajo. 

Por su parte, la estrategia para 2007-2012 
propuso ir más lejos y reducir en un 25 por 
100 la tasa global de accidentes de trabajo 
antes de 2012, mejorando la protección de la 
salud y la seguridad de los trabajadores, con­
tribuyendo así de manera decisiva al éxito de 
la estrategia para el crecimiento y el empleo. 

En fin, para proteger mejor a los más de 
doscientos diecisiete millones de trabajadores 
de la Unión Europea, de las enfermedades y 
accidentes relacionados con el trabajo, la Co­
misión Europea presentó el 6 de junio de 2014 
un nuevo marco estratégico en materia de sa­
lud y seguridad en el trabajo (2014-2020). Este 
marco determina los principales retos y objeti­
vos en el ámbito de la salud y la seguridad en 
el trabajo y presenta las acciones clave y los 
instrumentos para lograrlos93. El objetivo de 
este nuevo marco es garantizar que la Unión 
Europea continúe desempeñando un papel de 
liderazgo en el fomento de unos estándares 
elevados en las condiciones de trabajo tanto 
en Europa como a nivel internacional, en con­
sonancia con la Estrategia Europa 202094. 

93 En extenso, Segado rodríguez, P.: «El Marco Estratégi­
co de la Unión Europea sobre seguridad y salud en el trabajo 
2014-2020 a los dos años de su aprobación», Trabajo y Derecho, 
nº 18, 2016, págs. 72 y ss. 

94 al respecto, el entonces Comisario europeo de Empleo, 
asuntos Sociales e inclusión, lászló andor, declaró lo siguien­
te: «Hoy, renovamos el compromiso de la Comisión de mejorar 
continuamente las condiciones de trabajo en la UE. las perso­
nas tienen derecho a trabajar sin arriesgar su salud ni su segu-
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Fija tres retos en materia de salud y segu­
ridad en el trabajo: a) Mejorar la aplicación de 
las normas vigentes en materia de salud y se­
guridad, haciendo especial hincapié en la ca­
pacidad de las microempresas y las pequeñas 
empresas para poner en marcha estrategias 
eficaces y eficientes de prevención del riesgo; 
b) Mejorar la prevención de las enfermedades 
relacionadas con el trabajo haciendo frente a 
los riesgos nuevos y emergentes, sin descuidar 
los que ya existen; y, c) Tener en cuenta el en­
vejecimiento de la mano de obra de la Unión 
Europea. 

El marco estratégico propone abordar es­
tos retos por medio de una serie de acciones, 
que giran en torno a siete objetivos estratégi­
cos: a) Continuar con la consolidación de las 
estrategias nacionales en materia de salud y 
seguridad; b) Proporcionar ayuda práctica a 
las pequeñas empresas y a las microempresas, 
para que puedan mejorar el cumplimiento de 
las normas sobre salud y seguridad; c) Mejo­
rar la garantía del cumplimiento de la nor­
mativa por parte de los Estados miembros; d) 
Simplificar la legislación vigente, para elimi­
nar las cargas administrativas innecesarias, 
manteniendo, al mismo tiempo, un elevado ni­
vel de protección de la salud y la seguridad de 
los trabajadores; e) Abordar el envejecimien­
to de la mano de obra europea y mejorar la 
prevención de las enfermedades relacionadas 
con el trabajo para hacer frente a los riesgos 
nuevos y existentes, como los nanomateriales, 
las tecnologías verdes o las biotecnologías; f) 

ridad en el lugar de trabajo. Sin embargo, cada año, más de tres 
millones de trabajadores son víctimas de accidentes laborales 
graves en la UE, y cuatro mil mueren en accidentes en el lugar 
de trabajo. las enfermedades y accidentes relacionados con el 
trabajo ocurren en todos los sectores y en todas las profesio­
nes, independientemente de que la persona esté sentada en un 
despacho, conduciendo un camión o trabajando en una mina 
o en una obra. no solo causan sufrimiento personal, sino que 
suponen, además, un coste elevado para las empresas y para la 
sociedad en su conjunto. Este nuevo marco estratégico tiene 
por objeto contribuir a la mejora de la calidad del trabajo y la 
satisfacción laboral, al tiempo que aumenta la competitividad 
y la productividad de las empresas europeas, en particular de 
las pequeñas empresas, y disminuye el gasto de los sistemas de 
seguridad social». 
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Mejorar la recogida de datos estadísticos para 
disponer de mejores pruebas, y desarrollar he­
rramientas de seguimiento; y, g) Reforzar la 
coordinación con organizaciones internacio­
nales como la Organización Internacional del 
Trabajo, la Organización Mundial de la Salud 
o la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos y con los socios, para contribuir a 
reducir los accidentes de trabajo y las enfer­
medades profesionales y a mejorar las condi­
ciones laborales en todo el mundo. 

Para llevar a cabo estas acciones, el mar­
co estratégico establece como instrumentos el 
diálogo social, la sensibilización o la garantía 
del cumplimiento de la legislación de la Unión 
Europea. 

6. REGLAMENTOS 

Es cierto que la mayor parte de las dispo­
siciones adoptadas en materia de seguridad 
y salud en el trabajo en el seno de la Unión 
Europea son directivas, pero no son las únicas. 
En fechas más recientes, junto a las directi­
vas, han visto la luz una serie de reglamentos, 
que merecen alguna reflexión. 

Los reglamentos europeos son de aplica­
ción directa en los Estados miembros desde 
su entrada en vigor. Se integran en el orde­
namiento jurídico interno desde su publica­
ción en el Diario Oficial de la Unión Europea 
y despliegan su eficacia desde la fecha que él 
mismo establezca o, en su defecto, a los veinte 
días de su publicación95. No necesitan de nin­
gún acto expreso de ratificación o de un ulte­
rior desarrollo normativo por parte de los Es­
tados, al ser válidos y eficaces por sí mismos96. 

95 art. 254 TCE. 
96 En los supuestos en los que un Estado miembro, a pesar 

de no ser necesaria la transposición del reglamento al ordena­
miento interno, procede al desarrollo interno del reglamento, el 
TJCE ha establecido que dicha práctica en sí no es condenable, 
aunque sí ciertos efectos que de la misma pueden derivarse. al 
respecto, entre otros, asunto Comisión c. italia, sentencia de 7 
de febrero de 1973, asunto C-39/72, asuntos Bollman y Krohn, 
sentencias de 18 de febrero y 18 de junio de 1970, asuntos 
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No requieren de un acto estatal que posibilite 
su incorporación al Derecho interno o que au­
torice su plena eficacia en el espacio jurídico 
estatal. Son normas self-executing y tienen, 
en consecuencia, una finalidad unificadora del 
ordenamiento jurídico europeo. 

El TJUE ha reconocido su carácter norma­
tivo, como manifestación principal de la po­
testad legislativa europea97. En virtud de esta 
naturaleza, el reglamento produce efectos 
inmediatos de forma simultánea y uniforme 
en todos los países de la Unión Europea98. Es 
decir, «en razón de su función en el sistema de 
fuentes del Derecho europeo99, producen efec­
tos inmediatos y son, en cuanto tal, aptos para 
conferir a los particulares derechos que las 
jurisdicciones nacionales tienen la obligación 
de proteger»100. Se les reconoce la misma plena 
eficacia que a los Tratados. Sus destinatarios 
han acatarlo íntegramente. Un reglamento 
se aplica directamente en todos los Estados 
desde su entrada en vigor. En consecuencia, 
garantiza la aplicación uniforme del Derecho 
de la Unión en todos los Estados miembros. 
Excluye, a su vez, la posibilidad de aplicar 
normas nacionales incompatibles con las cláu­
sulas materiales que contiene. 

El hecho de que el reglamento revista al­
cance general, sea obligatorio en todos sus 
elementos y directamente aplicable en to­
dos los países de la Unión Europea explica, 
en parte, que hasta la fecha haya sido un 
instrumento normativo menor en materia 
de seguridad y salud en el trabajo frente a 
las directivas. La mayor parte de los regla­
mentos adoptados regulan aspectos técnicos 
y operativos, cuestiones en las que es más 

C-40/69 y C-74/69 y asunto Fratelli Variola, sentencia de 10 de 
octubre de 1973, asunto 34/73. 

97 asunto Comisión/Francia, sentencia de 14 de diciembre 
de 1971, asunto 7/71. 

98 asunto rFa v. Comisión, sentencia de 14 de enero de 
1981, asunto 819/79.
 

99 Hoy denominado Derecho europeo.
 
100 asunto Polito, sentencia de 14 de diciembre de 1971, 

asunto Schluter, sentencia de 24 de octubre de 1973 y asunto 
oCM del Vino, sentencia de 13 de octubre de 2005. 
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fácil imponer una regulación uniforme. Al­
gunos vienen referidos a requisitos admi­
nistrativos de homologación y vigilancia101, 
otros a sustancias químicas102 o, en fin y sin 
ánimo exhaustivo, a la comercialización de 
determinados productos103. 

Es cierto también que, en algún supues­
to, un reglamento ha venido a sustituir a 
una directiva en materia de seguridad y 
salud en el trabajo. Es el caso, por ejemplo, 
del Reglamento (UE) 2016/425 del Parla­
mento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo 
de 2016, relativo a los equipos de protección 
individual y por el que se deroga la Directi­
va 89/686/CEE del Consejo. La experiencia 
adquirida con la aplicación de esta Directi­
va evidenció deficiencias e incoherencias en 
cuanto a los productos incluidos en su ám­
bito de aplicación104. Con el fin de aclarar 
en qué marco pueden comercializarse los 
productos regulados, se consideró necesario 
revisar y mejorar el marco legal europeo. Al 
mismo tiempo y en esto reside la clave, se 
entiende que «dado que el ámbito de apli­
cación, los requisitos esenciales de salud y 
seguridad y los procedimientos de evalua­
ción de la conformidad tienen que ser idén­
ticos en todos los Estados miembros, no hay 
apenas flexibilidad al transponer al Derecho 

101 Como el reglamento de Ejecución (UE) 2015/504 de 
la Comisión, de 11 de marzo de 2015, relativo a la ejecución 
del reglamento (UE) nº 167/2013 del Parlamento Europeo y 
del Consejo en lo que se refiere a los requisitos administrativos 
para la homologación y la vigilancia del mercado de los vehí­
culos agrícolas y forestales. 

102 Entre otros, el reglamento Delegado (UE) nº 1062/2014 
de la Comisión, de 4 de agosto de 2014, relativo al programa 
de trabajo para el examen sistemático de todas las sustancias 
activas existentes contenidas en los biocidas que se mencionan 
en el reglamento (UE) nº 528/2012 del Parlamento Europeo y 
del Consejo o reglamento (UE) nº 758/2013 de la Comisión, de 
7 de agosto de 2013, que corrige el anexo Vi del reglamento 
(CE) nº 1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre 
clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas. 

103 reglamento (UE) nº 283/2013 de la Comisión, de 1 de 
marzo de 2013, que establece los requisitos sobre datos aplica­
bles a las sustancias activas, de conformidad con el reglamen­
to (CE) nº 1107/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
relativo a la comercialización de productos fitosanitarios. 

104 Como se explica en el propio reglamento. 
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interno directivas basadas en los principios 
del nuevo enfoque». En base a ello, resultó 
idóneo sustituir la Directiva 89/686/CEE 
por un reglamento, que es un instrumento 
jurídico más adecuado, ya que impone nor­
mas claras y detalladas, que no dan margen 
a una transposición divergente de unos Es­
tados a otros. 

Previsiblemente esta será la tendencia, 
que se irá consolidando con el paso del tiempo. 
Asistiremos a una lenta pero paulatina susti­
tución de las directivas sobre seguridad y sa­
lud en el trabajo por reglamentos, avanzando 
hacia una necesaria uniformidad e identidad 
de las exigencias, requisitos y demás elemen­
tos propios de la seguridad y salud en el traba­
jo, con el fin de garantizar el mayor grado de 
protección posible, sin que existan diferencias 
de un Estado a otro. 
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RESUMEN	 El presente estudio versa sobre la intervención normativa de la Unión Europea en ma­
teria de prevención de riesgos laborales. Se trata de una materia en la que concurren 
normas con orígenes diversos y naturaleza distinta. Al mismo tiempo, si algo caracte­
riza esta materia es su ingente producción normativa, que se explica en esencia por su 
carácter técnico, que dificulta una regulación única, que abarque todos los aspectos por 
sectores de actividad o riesgos a los que están expuestos los trabajadores. El desarrollo 
normativo ha sido extenso y ha dado lugar a un auténtico sistema institucional de segu­
ridad y salud en el trabajo. El análisis de las abundantes fuentes internacionales rela­
tivas a la prevención de riesgos laborales ayudará a comprender mejor las disposiciones 
legales y reglamentarias que sobre el particular, se han aprobado en nuestro país en 
los últimos años, en los que la política europea sobre seguridad y salud en el trabajo ha 
buscado, por una parte, mejorar las condiciones de vida y de trabajo de los trabajadores 
y, por otra, evitar diferencias normativas nacionales de protección de seguridad y salud 
laboral, que conduzcan a niveles de protección diferentes y puedan afectar a la libertad 
de circulación de mercancías. La mayor parte de las disposiciones adoptadas en materia 
seguridad y salud en el trabajo en el seno de la Unión Europea son directivas, por lo que 
cada vez son más frecuentes los problemas relativos a su aplicación y es mayor el número 
de trabajadores y empresarios afectados por ellas. Al mismo tiempo, la interpretación del 
contenido de las directivas constituye el núcleo esencial de las cuestiones prejudiciales 
planteadas ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea por los jueces nacionales. 
Es cierto que la mayor parte de las disposiciones adoptadas en materia de seguridad y 
salud en el trabajo en el seno de la Unión Europea son directivas, pero no son las únicas. 
En fechas más recientes, junto a las directivas, han visto la luz una serie de reglamentos, 
que han atraído la atención de los estudiosos, por su rica problemática. Los reglamentos 
europeos son de aplicación directa en los Estados miembros desde su entrada en vigor. 
Se integran en el ordenamiento jurídico interno desde su publicación en el Diario Oficial 
de la Unión Europea y despliegan su eficacia desde la fecha que él mismo establezca o, 
en su defecto, a los veinte días de su publicación. No necesitan de ningún acto expreso de 
ratificación o de un ulterior desarrollo normativo por parte de los Estados, al ser válidos 
y eficaces por sí mismos. No requieren de un acto estatal que posibilite su incorpora­
ción al Derecho interno o que autorice su plena eficacia en el espacio jurídico estatal. 
Son normas self-executing y tienen, en consecuencia, una finalidad unificadora del or­
denamiento jurídico europeo. La actuación europea en materia de seguridad y salud en 
el trabajo no se circunscribe a la elaboración de instrumentos normativos, sino que se 
desarrolla también a través de numerosas acciones de difusión, promoción, formación y 
orientación llevadas a cabo por diversos organismos. En este estudio pretendemos, con la 
debida modestia, abordar sistemáticamente las normas europeas emanadas en materia 
de seguridad y salud en el trabajo, con especial detenimiento en las Directivas europeas, 
en la medida en que la mayor parte de las disposiciones adoptadas en la materia lo son. 
Renunciamos, por tanto, a abordar aspectos sin duda de interés, pero que excederían el 
límite de espacio propio de un estudio de esta naturaleza, como los relativos a la Fun­
dación Europea para la Mejora de la Calidad de Vida y de Trabajo o el asesoramiento 
llevado a cabo por el Comité Consultivo para la seguridad y la salud en el trabajo de la 
Comisión. En este contexto, el punto de inflexión lo constituye la aprobación de la Direc­
tiva Marco 89/391/CEE, del Consejo, de 12 de junio de 1989, relativa a la aplicación de 
medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de los trabajadores en el 
trabajo, en la que se refleja el nuevo enfoque europeo en materia de seguridad y salud en 
el trabajo, así como los nuevos objetivos. Establece las disposiciones mínimas que han de 
aplicarse en los lugares de trabajo, con independencia de su naturaleza pública o privada 
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o de la naturaleza de las actividades desempeñadas. Fija una estructura obligacional, 
que genera derechos y deberes entre el empresario y el trabajador. Configura un conjun­
to de principios preventivos del riesgo, que obligan al empresario a la adopción de unas 
concretas medidas de protección de la seguridad y salud de los trabajadores, entre las 
que destacan evitar el riesgo en su origen, planificar la prevención o proteger frente a 
sustancias tóxicas o especialmente peligrosas. Pretende lograr la armonización general 
de las normas mínimas en materia de seguridad y salud en el trabajo. Por su parte, las 
directivas específicas establecen objetivos concretos en materia de seguridad y salud 
en el trabajo, que deben cumplir los Estados miembros en un plazo determinado. Son 
más detalladas que la Directiva Marco, al regular aspectos concretos sobre seguridad en 
lugares de trabajo, sectores de actividad, frente a riesgos concretos, etc. Este grado de 
desarrollo o detalle en la regulación abre la puerta a invocar su posible efecto directo en 
aquellos supuestos en los que el Estado no ha transpuesto la Directiva o la ha transpues­
to de manera incorrecta o incompleta. Se reconoce al justiciable el derecho a invocar las 
disposiciones de una directiva comunitaria no transpuesta ante sus propias jurisdiccio­
nes nacionales para preservar el efecto útil de la directiva. Cabe invocar el principio de 
interpretación conforme, en virtud del cual, el Derecho interno habrá de interpretarse 
por los Tribunales nacionales a la luz de la directiva específica no transpuesta en plazo 
o transpuesta de forma incorrecta. Todo ello siempre y cuando las disposiciones de la 
directiva sean suficientemente claras, precisas e incondicionales. 

Palabras clave: Seguridad y salud en el trabajo; Unión Europea; directivas; reglamentos. 
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This paper deals with legal procedure regarding health and safety at work. It is a field 
with regulations with different origins and natures. At the same time, if something 
characterizes this field it is the huge regulatory framework that can be explained by its 
technical character, which makes so hard a one and only regulation which covers all the 
aspects by sectors of activity or risks that the workers can be exposed to. The regulation 
development has been wide and has given room to an authentic institutional system 
of health and safety at work. The analysis of the different and plentiful international 
sources related to health and safety at work will help to better understand the legal 
and statutory rules that in this matter, has been passed in our country in the last few 
years, when the European policy in health and safety at work has searched or tried, 
on one hand to improve workers life and work conditions and on the other to avoid 
ruling national differences of protection regarding health and safety at works, which 
lead to different protection levels and can alter free movement of goods. Main part of 
rules passed regarding health and safety of work at the European Union are directives. 
That explains that more and more problems regarding its application are emerging 
and that at the same time the numbers of workers and employers directly affected by 
them is increasing. We can not also forget that the interpretation of directives content 
becomes the key core of prejuditial question. The national court submits questions to the 
Court of Justice about the interpretation or validity of a provision of European Union 
law, generally in the form of a judicial decision in accordance with national procedural 
rules. It is true that most of the European rules regarding health and safety at work 
are directives, but they are not the only ones. More recently together with directives 
several regulations have been passed. They have attracted professors attention because 
of its reach predicament. European regulations have general application, are binding 
in their entirety and directly applicable in all European Union countries. It is a legal 
act of the European Union that becomes immediately enforceable as law in all member 
states simultaneously. Regulations can be distinguished from directives which, at least in 
principle, need to be transposed into national law. Regulations can be adopted by means of 
a variety of legislative procedures depending on their subject matter. They say is law and 
they do not need to be mediated into national law by means of implementing measures. 
As such, regulations constitute one of the most powerful forms of European Union law 
and a great deal of care is required in their drafting and formulation. When a regulation 
comes into force, it overrides all national laws dealing with the same subject matter and 
subsequent national legislation must be consistent with and made in the light of the 
regulation. In this study we pretend, with due modesty get on detail European rules 
regarding health and safety at work, with special consideration of European directives, 
which most of European rules passed in this field are directives. We give up to examine 
questions such as the European Foundation for the improvement of living and working 
conditions or the advice given by the Advisory Committee on Safety and Health at Work, 
aspects of great interest but exceeding this paper spreading. In this context, the main 
change can be explained through Directive 89/391/EEC. The aim of this Directive is to 
introduce measures to encourage improvements in the safety and health of workers at 
work. It applies to all sectors of activity, both public and private, except for specific public 
service activities, such as the armed forces, the police or certain civil protection services. 
It is of fundamental importance as it the basic safety and health legal act which lays 
down general principles concerning the prevention and protection of workers against 
occupational accidents and diseases. It contains principles concerning the prevention of 
risks, the protection of safety and health, the assessment of risks, the elimination of 
risks and accident factors, the informing, consultation and balanced participation and 
training of workers and their representatives. On the basis of this Framework Directive 
a series of individual directives were adopted. The Framework Directive with its general 
principles continues to apply in full to all the areas covered by the individual directives, 
but where individual directives contain more stringent and/or specific provisions, these 
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special provisions of individual directives prevail. The principle of direct effect enables 
individuals to immediately invoke a European provision before a national or European 
court. This principle only relates to certain European acts. Furthermore, it is subject 
to several conditions. The direct effect of European law is, along with the principle of 
precedence, a fundamental principle of European law. It was enshrined by the Court of 
Justice of the European Union. It enables individuals to invoke European law before 
courts, independent of whether national law test exist.The direct effect principle therefore 
ensures the application and effectiveness of European law in European countries. 
The Court of Justice defined several conditions in order for a European legal act to be 
immediately applicable. In addition, the direct effect may only relate to relations between 
an individual and an EU country or be extended to relations between individuals. 

Keywords: Health and safety at work; European Union; Directives; Regulations. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L



91 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

Estudios

 

 
 
 

 

 

 

 

 
 
 
 

 
 

 
 

   
  

 

  

Enfrentar la violencia 	 Confront violence and 
y el acoso en el mundo 	 harassment in the world 

of work: ILO’s normative del trabajo: la discusión 
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MARGARITA ISABEL RAMOS QUINTANA*
 

La violencia en el trabajo bajo cualquie­
ra de sus formas, así como las prác­
ticas de acoso en sus distintas moda­

lidades, vienen siendo objeto de un especial 
interés por parte de los organismos interna­
cionales, al tratarse de una realidad incontes­
table ante la cual se están demandando so­
luciones proactivas y herramientas acertadas 
para combatirlos. 

La OIT ha lanzado un Informe titulado Aca­
bar con la violencia y el acoso contra las mujeres 
y los hombres en el mundo del trabajo que, en rea­
lidad, es su Informe V (1) con vistas a preparar 
los trabajos constitutivos de la 107ª reunión de 
la Conferencia Internacional del Trabajo, junio 
de 2018. El citado documento tiene por objeto 
facilitar la discusión normativa sobre la violen­
cia y el acoso contra las mujeres y los hombres 
en el mundo del trabajo que tendrá lugar en la 
Conferencia. Por consiguiente, proporciona infor­
mación sobre el derecho y la práctica en todo el 
mundo, al tiempo que da cuenta del tratamiento 
de esta doble cuestión en los distintos países. 

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Universidad de la laguna. 

El documento contiene un cuestionario 
que deben responder los Gobiernos, una vez 
consultadas las representaciones empresa­
riales y sindicales, y servirá de base para ela­
borar el Informe que será objeto de discusión 
en la próxima Conferencia Internacional. Por 
consiguiente, cabe decir que se están dando 
los pasos y se está tejiendo el proceso condu­
cente a alcanzar más tarde o más temprano 
un instrumento normativo de la OIT sobre 
una cuestión que afecta a todos los estratos 
sociales en todos los países del mundo. 

1.	 VIOLENCIA Y ACOSO EN EL MUNDO 
DEL TRABAJO: CONFIGURACIÓN 
Y SUBTIPOS 

La Declaración de Filadelfia de 1944, re­
lativa a los fines y objetivos de la OIT, en su 
Parte II, a) se establece que «todos los seres 
humanos, sin distinción de raza, credo o sexo 
tienen derecho a perseguir su bienestar mate­
rial y su desarrollo espiritual en condiciones 
de libertad y dignidad, de seguridad económi­
ca y en igualdad de oportunidades». Libertad 
y dignidad son dos valores totalmente opues­
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tos a prácticas de violencia bajo cualquiera de 
sus manifestaciones en el mundo del trabajo. 

Sin duda, la violencia en el trabajo se con­
sidera absolutamente inaceptable y, además, 
resulta incompatible con el trabajo decente, 
según ha sido expresado por la Reunión de 
expertos de la OIT del año 2016 sobre la vio­
lencia contra las mujeres y los hombres en el 
mundo del trabajo (REVAMH), preparatoria 
de los trabajos que culminarán con el some­
timiento de esta cuestión a la Conferencia 
Internacional de este mismo año 20181, y que 
pudiera tener continuidad, eventualmente, en 
la correspondiente al año 2019 a fin de cerrar 
una nueva norma internacional de la OIT. 

Crece la denuncia de la gravedad de las si­
tuaciones de violencia en el trabajo y no dejan 
de reclamarse medidas para enfrentar dicha 
realidad. Sin ir más lejos, a nivel mundial, 
la adopción de la Agenda para el Desarrollo 
Sostenible o Agenda 2030 de Naciones Unidas 
plantea a todos los países del mundo varios 
desafíos a acometer: lograr el empleo «pleno 
y productivo» y un trabajo decente para todos 
los hombres y mujeres, según indica la meta 
8.5 dentro del Objetivo 8; reducir la desigual­
dad en y entre los países, según el Objetivo 
10; garantizar una vida sana y promover el 
bienestar para todos, según el Objetivo 3; y 
lograr la igualdad entre los géneros y empo­
derar a todas las mujeres y las niñas, según el 
Objetivo 5. Por lo que a las mujeres se refiere, 
que mayoritariamente vienen siendo objeto 
de este tipo de perversas prácticas, el objeti­
vo 5 de la Agenda 2030 incluye como metas: 
«poner fin a todas las formas de discrimina­
ción contra todas las mujeres y las niñas en 
todo el mundo»; «eliminar todas las formas de 
violencia contra todas las mujeres y las niñas 
en los ámbitos público y privado, incluidas la 
trata y la explotación sexual y otros tipos de 
explotación». 

quienes han considerado que la violencia en el trabajo 
debe ser un asunto a tratar de forma urgente por la oiT, vid. 
informe oiT, p. 1. 
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Este es, sin duda, un marco genérico del 
cual partir y que refleja el consenso por intro­
ducir avances a fin de lograr unas relaciones 
sociales y laborales basadas en trabajo digno 
en condiciones equitativas. El trabajo decente 
no es compatible con actos que supongan vio­
lencia, acoso, intimidación u hostigamiento en 
el ámbito de las relaciones de trabajo, en el 
cual, sin embargo, tales prácticas se producen 
de forma frecuente pudiendo llegar a revestir 
una particular intensidad, presentando por 
ello la violencia laboral sus propios caracteres 
y manifestaciones. 

1.1. Violencia en el trabajo 

Cómo definir la violencia en el trabajo no 
es tarea fácil si se pretende abordar tal obje­
tivo con una perspectiva universal. Dificulta­
des derivadas de la imposibilidad de utilizar o 
seguir un proceso de estandarización de voca­
bulario para definirla en el mundo del trabajo 
es algo que, por ahora, persiste. Se ignora si 
la OIT va a acometer esta labor al concluir el 
instrumento mediante el cual se regule –con 
la eficacia jurídica pertinente, aún incierta– 
esta cuestión, esencial para alcanzar un tra­
bajo digno. 

Actualmente, no existe una definición uni­
versalmente aceptada de los términos «acoso» 
o «violencia» en el mundo del trabajo, como 
el Informe de la OIT se encarga de advertir2. 
Más acuerdo se percibe en relación con la idea 
de que la violencia y el acoso en el trabajo no 
solo comprenden las abruptas manifestacio­
nes físicas, sino también están constituidos 
por presiones y ataques de carácter psíquico 
y, por supuesto, de naturaleza sexual. Pero 
no se reducen a tales expresiones todas las 
formas de violencia en el trabajo: homicidios, 
agresiones verbales, violencia doméstica rela­
cionada con el trabajo, amenazas, intimidacio­
nes, abuso emocional, amedrentamiento, etc., 
representan igualmente conductas hostiles 

2 Vid. informe, p. 5 

1 
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y degradantes de la dignidad de la persona. 
Todas las manifestaciones de violencia y de 
acoso tienen la capacidad de provocar miedo, 
ansiedad, angustia, sufrimiento y trastornos 
psíquicos, físicos y, en determinados, casos, 
también sexuales, deteriorando gravemente 
la integridad física y moral de las personas3. 

Desde el año 2003, la OIT ofreció una de­
finición de violencia en el trabajo. La Reunión 
tripartita de expertos de la OIT, celebrada en 
2003, y encargada de elaborar el Repertorio 
de recomendaciones prácticas sobre la violen­
cia en el lugar de trabajo en el sector de los 
servicios y medidas para combatirla (OIT, 
2004) adoptó una definición de la violencia 
aplicada a dicho sector, conforme a la cual 
se presentaba como toda «acción, incidente o 
comportamiento que se aparta de lo razonable 
[y] mediante el cual una persona es agredida, 
amenazada, humillada o lesionada por otra en 
el ejercicio de su actividad profesional o como 
consecuencia directa de la misma». Con carác­
ter más reciente, la REVAMH examinó la no­
ción de violencia propuesta en 2003 y terminó 
expresando la necesidad de abordar un marco 
de referencia más amplio de la violencia y el 
acoso en el trabajo. Los expertos se refieren 
a «violencia» y «acoso», como nociones que se 
identifican con la continuidad en el tiempo 
de comportamientos y prácticas inaceptables 
y «que probablemente se traduzcan en sufri­
miento o daños físicos, psicológicos o sexua­
les». No obstante, insisten en la necesidad y 
conveniencia de «distinguir entre las diversas 
formas de violencia y acoso» y el contexto en el 
que éstas se producen, ya que pueden requerir 
«diferentes respuestas»4. 

3 En la filosofía moral y política de la modernidad, el res­
peto a la dignidad de toda persona significa «reducir al mínimo 
el sufrimiento de los seres humanos» y, por ello, la necesidad 
de aliviar el sufrimiento constituye «el principal bien moral» a 
proteger cuando se habla de «dignidad», vid. ramos quintana, 
M.i.: «la dignidad de la persona en las relaciones de trabajo», 
en la jurisprudencia constitucional en materia laboral y social 
en el período 1999-2010. libro homenaje a María Emilia Ca­
sas, la ley (Wolters Kluwer)– Santander-Justicia, Madrid, 2015, 
pp. 241 y ss, citas textuales en p. 245. 

4 Véase el informe de la oiT aquí analizado, p. 6. 
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Como se recordará, también ha sido muy 
conocido y extendido el informe titulado Vio­
lence at Work5 que destaca, entre otros aspec­
tos, la dimensión global de la violencia en el 
trabajo6, por cuanto representa una tendencia 
registrada de forma general sin distinción de 
países o culturas7. 

Más evolucionadas aparecen las investi­
gaciones específicas relativas al acoso en el 
trabajo y cuyas definiciones provienen de los 
años 90 del siglo anterior, entre las cuales 
destacan las aportadas originariamente por 
Leymann, quien entendió que el acoso en la 
vida laboral implica una comunicación hostil 
e inmoral, dirigida de manera sistemática por 
uno o unos cuantos individuos principalmen­
te hacia un individuo, viéndose éste empuja­
do a una situación de desamparo e indefen­
sión. En esta concepción originaria era muy 
común entender que estas acciones –para ser 
catalogadas como acoso– deben producirse con 
mucha frecuencia y durante un largo periodo 
de tiempo. Debido a la alta frecuencia y larga 
duración del comportamiento hostil, se decía 
que este maltrato ha de producir como conse­
cuencia un considerable sufrimiento psicológi­
co, psicosomático y social8. Actualmente, estas 
exigencias están muy matizadas en función de 
la gravedad de las conductas. Ha de recordar­
se también la definición elaborada por Hirigo­
yen, para quien el acoso en el lugar de trabajo 
es «toda manifestación de una conducta abusi­

5 Elaborado por Chappell, D. y di Martino, V.: «oficina in­
ternacional del Trabajo», Ginebra, 1998 

6 Cito por su tercera edición (2006), véanse al respecto, 
pp. 294 y ss. 

7 igualmente, se recordará que la reunión de expertos 
organizada por la Comisión Europea en Dublín en mayo de 
1994 formuló una definición de violencia en el trabajo en los 
siguientes términos: «incidentes donde las personas son objeto 
de abusos, amenazas o agresiones en circunstancias relacio­
nadas con su trabajo, lo que implicando un desafío explícito 
e implícito a su seguridad, bienestar y salud» Vid. Wynne, r.; 
Clarkin, n.; Cox, T.; Griffith, a. Guidance on the prevention of 
violence at work. luxembourg, European Commission, 1997. 

8 leymann, H.: «El Contenido y Desarrollo del Mobbing 
en el Trabajo». European Journal of Work and organizational 
Psychology, 1996. Se puede ver en http://acosolaboral.net/pdf/ 
leymannEi.pdf, p. 25. 

http://acosolaboral.net/pdf
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va, como los comportamientos, palabras, actos, 
gestos y escritos que puedan atentar contra la 
personalidad, la dignidad o la integridad física 
o psíquica de un individuo, o que puedan po­
ner en peligro su empleo, o degradar el clima 
de trabajo»9. 

Del Informe de la OIT se desprenden al­
gunas conclusiones dignas de ser tomadas en 
cuenta, a fin de aproximarnos a las conductas 
o comportamientos susceptibles de ser califi­
cados como verdaderos supuestos de violen­
cia y acoso en el trabajo. En primer lugar, se 
ha ido extendiendo la práctica de regular en 
distintos países las formas físicas y psicológi­
cas de la violencia y el acoso en el mundo del 
trabajo, designándolas con una variedad de 
términos tales como «acoso», «intimidación», 
«acoso moral», «violencia», «abuso» y «maltra­
to». Igualmente, se ha podido constatar que 
también han sido adoptadas reglas especí­
ficas en materia de violencia sexual y acoso 
sexual en el mundo del trabajo. En todo caso, 
no hay definiciones universales de la violen­
cia y el acoso, ya que muchos de los diversos 
términos empleados se utilizan de forma si­
nónima, o un mismo término es válido para 
designar acciones diferentes. Las acepciones 
comúnmente utilizadas son las que se anali­
zan a continuación. 

1.2. Violencia de género 

De la violencia en general, un paso más se 
da cuando pretende ser precisado el contenido 
de la noción «violencia de género». El Informe 
de la OIT indica que esta expresión se utiliza 
para hacer referencia a la violencia física, psi­
cológica y sexual si se deriva de la desigualdad 
de las relaciones de poder entre los hombres y 
las mujeres, siguiendo las indicaciones a este 
respecto propuestas por la OMS10, o si se co­

9 Hirigoyen, M.-F.: «El acoso moral – El maltrato psicoló­
gico en la vida cotidiana» (Ediciones Paidós ibérica, S.a., Barce­
lona, y Editorial Paidós, SaiCF, Buenos aires, 1998, pp. 343-344. 

10 Véase constitución de la organización Mundial de la 
Salud, Documentos Básicos, 3ª edición, 1986, p. i. y, asimismo, 
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mete contra personas que no se ajustan a las 
funciones de género socialmente aceptadas11. 

Por consiguiente, de forma general hay 
que puntualizar que la violencia de género no 
está referida de forma exclusiva con actos de 
violencia contra la mujer12. Aun cuando sea 
ello teóricamente así, las mujeres y las niñas 
son las principales víctimas de la violencia por 
motivo de género, y los perpetradores son en 
su mayoría varones. En consecuencia, puede 
hablarse de violencia de género femenino ins­
talada en la sociedad de forma mayoritaria, la 
cual tiene su reflejo en las relaciones de tra­
bajo. 

El Comité para la eliminación de la discri­
minación contra la mujer define la violencia 
basada en el sexo como «la violencia dirigida 
contra la mujer porque es mujer o que la afec­
ta en forma desproporcionada», e «incluye ac­
tos que infligen daños o sufrimientos de índole 
física, mental o sexual, amenazas de cometer 
esos actos, coacción y otras formas de privación 
de la libertad», incluyendo el «hostigamiento 
sexual»13. La Declaración sobre la eliminación 
de la violencia contra la mujer, proclamada 
por la Asamblea General de las Naciones Uni­
das en 1993, establece una noción expresa de 
la denominada «violencia contra la mujer», y 
la define como «todo acto de violencia basado 
en la pertenencia al sexo femenino que tenga 
o pueda tener como resultado un daño o sufri­

el documento actualizado en su web http://www.who.int/me­
diacentre/factsheets/fs239/es/ 

11 la violencia de género en el mundo del trabajo «se ma­
nifiesta en dos formas diferentes: el acoso sexual y el acoso 
por razón de género», Vid. rojas rivero, G. P.: «Delimitación, 
prevención y tutela del acoso laboral», Editorial Bomarzo, alba­
cete, 2005, p. 25. Destacando el ambiente hostil, humillante e 
intimidatorio que ambos tipos producen, romero ródenas, Mª 
J.: «Protección frente al acoso en el trabajo», Editorial Bomarzo, 
albacete, 2004, p. 19 y ss. 

12 En realidad, la violencia de género puede ser ejercida 
por hombres o por mujeres, en perjuicio de unos o de otras, 
y sus víctimas pueden ser, por ejemplo, hombres con estilos 
de vida no convencionales en cuanto al género, especialmente, 
atendiendo a su orientación sexual. así lo indica el referido in­
forme oiT, p. 10. 

13 recomendación general, núm. 19. 

http://www.who.int/me
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miento físico, sexual o psicológico para la mu­
jer», e incluye entre dichos actos «la violencia 
física, sexual y sicológica perpetrada dentro 
de la comunidad en general, inclusive la vio­
lación, el abuso sexual, el acoso y la intimida­
ción sexuales en el trabajo»14. 

Con independencia de la regulación gene­
ral en materia de violencia de género, la le­
gislación laboral, por lo común, contiene la or­
denación jurídica relativa a formas específicas 
de violencia sobre la mujer relacionadas con el 
trabajo, con un especial tratamiento del aco­
so sexual, la violencia y el acoso por causa del 
sexo («por motivos relacionados con el sexo» 
–según terminología de la OIT) y del género, 
así como la violencia doméstica en el lugar de 
trabajo o relacionada con el trabajo. 

Lo que vino a aportar la REVAMH de la 
OIT del año 2016 fue la constatación de la 
necesidad de examinar específicamente «las 
dimensiones de género en la violencia» para 
poder «combatir la violencia en el mundo del 
trabajo»15. Y debe ser así por cuanto hay for­
mas de violencia y acoso que se basan en el 
sexo y en el género y hay formas específicas 
de violencia que experimentan comúnmente 
tanto los hombres como las mujeres. 

1.3. Violencia sexual y acoso sexual 

La violencia sexual en el ámbito del traba­
jo es, ante todo, una forma de discriminación 
sexual. Puede combinar elementos de violen­
cia física y psicológica y manifestarse bajo 
una diversidad de comportamientos, como 

14 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra 
la mujer, 20 de diciembre de 1993, documento a/rES/48/104 
(nnUU). igualmente, el Convenio del Consejo de Europa sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la 
violencia doméstica (denominado comúnmente Convenio de 
Estambul) y la Convención interamericana para Prevenir, San­
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, conocida tam­
bién como Convención de Belém do Pará (oEa, 2012) referen­
cia, abundan en el ámbito específico de las definiciones sobre 
la violencia ejercida sobre las mujeres. 

15 informe oiT, p. 11. 
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comentarios o gestos no deseados, bromas, 
contacto físico breve y otras manifestaciones, 
llegando a la agresión sexual. Los hombres 
y los niños pueden ser víctimas de violencia 
sexual y acoso sexual, pero en la gran mayo­
ría de los casos denunciados las víctimas son 
mujeres o niñas. 

El acoso sexual es una forma de violen­
cia sexual que ocurre con frecuencia en el 
marco de una relación de trabajo16, y suele 
clasificarse de dos maneras: el acoso sexual 
amenazante, asimilable a un chantaje, y el 
acoso sexual resultante de un «ambiente de 
trabajo hostil». El acoso sexual amenazante 
o quid pro quo (utilizando terminología de la 
OIT17) tiene lugar cuando a una trabajadora 
o un trabajador se le exige un servicio sexual, 
cuya aceptación o rechazo será determinan­
te para que quien lo exige tome una decisión 
favorable o, por el contrario, perjudicial para 
la situación laboral de la persona acosada. 
El acoso sexual derivado de un ambiente de 
trabajo hostil abarca todas las conductas que 
crean un entorno laboral intimidante, hos­
til o humillante, aunque no se dirija a una 
persona o personas en particular, mediante 
actos o conductas atentatorias a la intimidad 
sexual. 

La Comisión de Expertos en Aplicación de 
Convenios y Recomendaciones (CEACR), en su 
Estudio General sobre los convenios fundamen­
tales relativos a los derechos en el trabajo a la 
luz de la Declaración de la OIT sobre la justicia 
social para una globalización equitativa, 2008, 
considera que, «de no contarse con una defini­
ción y una prohibición claras tanto del acoso 
sexual como del derivado de un ambiente de 
trabajo hostil, no podrá afirmarse que la legisla­
ción laboral aborda efectiva e indiscutiblemente 
todas las formas de acoso sexual»18. 

16 Véase al respecto, Pérez del río, T.: «El acoso sexual en 
el trabajo: su sanción en el orden social», relaciones laborales, 
1990, núm. 17, especialmente, p. 265 y ss. 

17 informe oiT, p. 11-12.
 
18 Véanse las consideraciones de la CEaCr referidas en el 


mencionado informe oiT, p. 12 
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1.4.	 Violencia y acoso basados en el 
sexo y en el género 

Según la CEACR, la discriminación por 
motivo de sexo, incluidas la violencia y el 
acoso, puede referirse estrictamente a las 
«características biológicas» de la persona, las 
que corresponden a una mujer o a un hombre; 
asimismo, la discriminación por razón de gé­
nero puede incluir referencias a «funciones y 
responsabilidades que la sociedad atribuye a 
determinado sexo» o, lo que es lo mismo, a los 
roles o estereotipos culturalmente creados y 
que se vinculan o bien con las mujeres o bien 
con los hombres a los que se espera que han 
de responder19. 

Una forma común de violencia y acoso ba­
sados en el sexo es el acoso por maternidad, 
es decir, acosar a las mujeres por motivo de su 
embarazo, del nacimiento de sus hijos o de un 
problema de salud relacionado con el embara­
zo o el parto, o a los trabajadores que atienden 
sus responsabilidades familiares. Del mismo 
modo, el acoso basado en el sexo puede expre­
sarse en el desarrollo de ambientes de trabajo 
hostiles para las mujeres debido a su sexo, con 
manifestaciones tales como las bromas des­
pectivas o degradantes sobre las mujeres (lo 
que puede constituir a menudo una forma de 
acoso sexual). 

Específicamente, una forma habitual de 
violencia y acoso basada en el género son los 
proferidos contra hombres y mujeres con es­
tilos de vida no convencionales, ya sea por su 
orientación sexual, profesional, etc. Sin duda, 
la dimensión de género se encuentra esencial­
mente imbricada en las relaciones de poder; 
el poder y su distribución tradicional ha be­
neficiado a los hombres. Este desequilibrio en 
el acceso y el manejo del poder conduce a que 

19 Véase la aportación al debate sobre la violencia de gé­
nero, con un enfoque particular en torno a la función de la 
prevención de la misma, de Pérez del río, T.: «la violencia de 
género en el empleo como violación del derecho a la integridad 
física y psíquica y su prevención. la función de los interlocuto­
res sociales», lan Harremanak, núm. 25, 2012, pp. 123-154. 
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cuando las mujeres se incorporan a sectores 
productivos masculinizados se exponen en 
gran medida a actos de violencia y de acoso, 
especialmente, acoso sexual20, algo que no ocu­
rre en sentido contrario cuando los hombres 
se incorporan a actividades o profesiones fe­
minizadas. Hay que tener en cuenta, por con­
siguiente, que –como señala el Informe de la 
OIT– un desequilibrio de poder en el lugar de 
trabajo es una «dimensión central» de la inti­
midación21. 

Una variante de este tipo de violencia, se 
manifiesta a través del denominado «acoso 
sexual contrapoder», en el que se entremez­
clan elementos de género, raza y clase social. 
Normalmente es protagonizado por quienes 
ostentan una posición inferior frente a sujetos 
que, por motivo de tales causas, son objeto de 
intimidación y violencia. De forma precisa, el 
género, la raza o la clase social es el elemen­
to esencial por el que el sujeto inferior comete 
actos de violencia y de acoso frente a un supe­
rior (frente a mujeres que ocupan puestos de 
mando, a personas de raza negra que ejercen 
funciones de liderazgo, a personas de condi­
ción humilde que han escalado en la carrera 
profesional, etc.)22. 

1.5.	 Violencia doméstica en relación
 
con el trabajo
 

Recientemente ha comenzado a alcan­
zar un inusitado interés este tipo específico 
de violencia debido a su especial proyección 
en lo que atañe al mundo del trabajo. Por lo 
general, se utilizan los términos «familia» o 
«relación doméstica» para aludir a quienes 
se encuentren vinculados por una relación 
familiar, ya sea por consanguinidad, afinidad 
o por lazos afectivos. La OIT llama la aten­
ción acerca de que son cada vez más los países 
donde se incluyen en la relación familiar a las 

20 Ver informe oiT, p. 25 recurriendo a investigaciones es­
pecializadas en la materia.
 

21 informe, p. 25.
 
22 informe oiT, p. 25.
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trabajadoras y los trabajadores domésticos y a 
otras personas que viven en el hogar. Ello es 
consecuencia de que tales trabajadores y tra­
bajadoras pasan a encontrarse expuestos a la 
violencia y el acoso en la esfera doméstica23, ya 
sea violencia física, sexual, psicológica y eco­
nómica. Esta advertencia no representa más 
que el inicio de una indagación acerca de las 
formas de violencia ejercidas contra trabaja­
doras y trabajadores domésticos y que debiera 
concluir con un tratamiento normativo pre­
ventivo y protector. Se trata de una demanda 
que no debe caer en el olvido, especialmente, 
porque en la prestación de trabajo dentro de 
un entorno familiar a menudo convergen, de 
forma añadida, distintos factores potenciales 
de discriminación como la etnia, raza, sexo y 
género debido a la gran presencia de migran­
tes en el trabajo doméstico24. 

1.6. Violencia y acoso físicos 

Entre las nociones útiles del concepto de 
violencia física se incluyen el empleo de la 
fuerza física contra otra persona o grupo, que 
produce daños físicos, sexuales o psicológicos: 
«es todo intento de lesión física o agresión 
contra una persona con inclusión de un daño 
físico efectivo»25. Forman parte del concepto 
de violencia física, igualmente, aquellos inci­
dentes en que un gran número de personas 
son atacadas en el lugar de trabajo (atracos, 
ataques con armas de fuego en el lugar de 
trabajo) considerándose por lo general que 
ese tipo de ataques son las manifestaciones 
de violencia física por excelencia. Asimismo, 
se considera violencia mortal la representada 

23 informe, p. 13. 
24 Puede verse un amplio estudio sobre las variables mi­

graciones y género en Vela Díaz, r.: «Empleo, trabajo y protec­
ción social de las mujeres extranjeras en España: un enfoque de 
género de la política migratoria», Editorial Comares, Granada, 
2014, especialmente en relación con el trabajo doméstico de 
mujeres migrantes, p. 247 y ss. 

25 Chappell, D y di Martino, V.: «Violence at Work», op. cit., 
p. 30. 
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por los homicidios que tienen por causa o son 
consecuencia del trabajo. 

La OIT en su Informe destaca que las di­
versas formas de violencia física en el mundo 
del trabajo son denunciadas con menor fre­
cuencia que los casos de violencia psicológi­
ca26. En la práctica, la legislación laboral que 
regula aspectos relativos al lugar de trabajo 
no suele abordar de forma específica las for­
mas físicas de la violencia y el acoso, sino que 
cuando regulan esas manifestaciones, tienden 
a utilizar los términos «agresión física» o sim­
plemente «agresión», sin acudir a la noción de 
violencia o acoso. 

1.7. Violencia y acoso psicológicos 

La violencia y el acoso psicológicos son las 
formas de violencia y acoso más denunciadas 
en el mundo del trabajo, comprendiendo una 
diversidad de conductas y actos que van desde 
abusos verbales y no verbales y actos de acoso 
psicológico y sexual, intimidación, acoso labo­
ral y amenazas27. 

Tales manifestaciones pueden incluir tam­
bién la manipulación de la reputación de una 
persona, su aislamiento, la retención de infor­
mación, y la asignación de tareas que no con­
cuerdan con las capacidades de la persona o de 
metas y plazos imposibles de cumplir28. Estas 
conductas, suceden en el ambiente de trabajo y 
en muchas ocasiones trasciende fuera de éste. 

26 Un aspecto que también reflejan las cifras presentadas 
por Eurofound en 2016, Sexta Encuesta Europea de Condicio­
nes de Trabajo, p. 67-68. 

27 Conductas que se han manifestado de forma generaliza 
en el mundo del trabajo pero a la que cada vez se presta más 
y más especializada atención, a pesar de que los cambios nor­
mativos experimentados sean escasos y poco satisfactorios, vid. 
Molina navarrete, C.: «la tutela judicial frente al acoso moral 
en el trabajo: ¿Estancamiento y subestimación o lento progre­
so?», 2ª edic, Editorial Bomarzo, albacete, 2018, en particular, 
p. 13-14. 

28 Milczarek, M.: «Workplace violence and harassment: a 
European picture». informe del observatorio Europeo de ries­
gos (luxemburgo, agencia Europea para la Seguridad y la Salud 
en el Trabajo (EU-oSHa), 2010, p. 22. 
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Situaciones como un ambiente de trabajo hos­
til, comentarios degradantes, críticas constan­
tes, abuso personal y amenazas son las que se 
pueden establecer como de mayor ocurrencia. 

En la expresión «violencia y acoso psico­
lógicos», el término «psicológicos» responde 
exactamente a los efectos perjudiciales que 
producen sobre la integridad psicológica de la 
víctima. En las leyes nacionales, la violencia 
y el acoso psicológicos generalmente apare­
cen definidos en términos amplios, lo que de­
termina una protección aplicable a todos los 
trabajadores en virtud del uso de términos 
como «acoso moral o laboral»29 (mobbing), «in­
timidación» (bullying), «acoso» y «violencia», o 
con respecto a la existencia de discriminación, 
esto es, cuando la legislación solo protege a 
la persona en los casos en que es acosada por 
motivo de alguna diferencia real o percibida, 
como la raza, el color, sexo, religión, opinión 
política, origen nacional o extracción social, 
edad, discapacidad, y orientación sexual o gé­
nero30. En ocasiones, los términos referidos se 
utilizan de forma intercambiable. 

Los términos «acoso», «intimidación» y 
«acoso laboral» no suelen conllevar diferencias 
entre conductas físicas y no físicas, conforme 
indica el Informe de la OIT. En la definición 
de estos términos se utilizan palabras como 
«conducta», «comportamiento» o «acto», que 
son suficientemente amplias como para refle­
jar tanto las acciones físicas como las psicoló­
gicas. En consecuencia, tienden a definirse por 
los efectos de tales acciones, como, por ejemplo, 

29 En el debate español, véase rojas rivero, G. P.: «De­
limitación, prevención y tutela del acoso laboral», op. cit., en 
particular, pp. 48-62, quien utiliza el término «acoso moral». 
otras voces se refieren igualmente al acoso moral, Fernández 

lópez, Mª F.: «El acoso moral en el trabajo ¿Una nueva forma 
de discriminación?, rDS, 2002, número 19, pp. 53-75; Molina 

navarrete, C.: «la tutela judicial frente al acoso moral en el 
trabajo: ¿Estancamiento y subestimación o lento progreso?, 
op. cit., pp. 14-16. 

30 Como ocurre en el ordenamiento laboral español en 
relación con el acoso como causa de despido disciplinario, un 
acoso tipificado «por razón de origen racial o étnico, religión 
o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual», ex 
art. 54.2, g) lET. 
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un daño o sufrimiento físico o sicológico: igual­
mente, se definen por referencia a un entorno 
hostil se identifican como actos que implican 
pérdida o atentado a la dignidad. Ello pone de 
manifiesto que en muchas ocasiones las defini­
ciones de «acoso», «acoso laboral» e «intimida­
ción» ponen el centro de atención sobre el efecto 
que produce en la víctima y, en menor medida, 
sobre la naturaleza de la conducta misma. Con 
frecuencia, para que alguien pueda ser inclui­
do en una de estas categorías se exige que el 
comportamiento hostil deba ser «repetido» o 
«persistente» o producirse con frecuencia, como 
originariamente apuntaron los primeros teóri­
cos del acoso31, si bien en la actualidad, espe­
cialmente en los países más avanzados en esta 
materia, la persistencia en el tiempo es un ele­
mento susceptible de valoración en cada caso, 
atendiendo en mayor medida a la gravedad de 
la conducta del sujeto intimidante o acosador y 
los efectos de la misma. 

Esta exigencia de persistencia y continui­
dad está siendo objeto de ciertas objeciones 
actualmente, hasta tal punto que durante la 
REVAMH de la OIT de 2016, los expertos re­
conocieron que «la manifestación de la violen­
cia y el acoso puede ser un evento puntual o 
recurrente»32, lo que obliga a reconsiderar la 
configuración jurídica misma del acoso laboral 
en los términos en que la teoría clásica lo ha 
venido presentando. 

1.8. Riesgos psicosociales 

En el momento actual, los riesgos psico­
sociales se presentan en su perfil definitorio 
como riesgos vinculados con las característi­
cas estructurales u organizativas del trabajo 
de una persona33. Aunque tales riesgos res­

31 Véanse leymann, H.: «El Contenido y Desarrollo del Mo­
bbing en el Trabajo», op. cit., p. 25. igualmente, Hirigoyen, M.-F.: 
«El acoso moral – El maltrato psicológico en la vida cotidiana», 
op. cit. p. 343 y ss. 

32 Véase p. 17 del informe. 
33 así lo indica el informe de la oiT, p. 17. Véase en la 

misma dirección, Morgado Panadero, P.: «la necesidad de co­
bertura objetiva de los riesgos psicosociales por el sistema de 
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ponden a variables de multicausalidad en el 
contexto del puesto de trabajo34, la violencia y 
el acoso psicológicos, físicos y sexuales se con­
sideran riesgos psicosociales en la legislación 
de varios países. 

En el ámbito de la UE, el Acuerdo Marco 
Europeo sobre el Estrés Ligado al Trabajo, de 
2004, ya estableció que el acoso y la violencia 
en el lugar de trabajo y los comportamientos 
abusivos son factores potenciales de estrés li­
gado al trabajo35. 

Existe una creciente aceptación de que 
ciertos peligros psicosociales relacionados con 
la organización del trabajo pueden ser tan da­
ñinos que, cuando menoscaban la dignidad, 
la seguridad, la salud y el bienestar de la víc­
tima, se convierten en formas de violencia y 
acoso. Los peligros psicosociales se han deno­
minado «violencia estructural», concepto que 
también engloba las formas de organización 
o de estructura del trabajo que exponen a los 
trabajadores a situaciones de violencia36. 

El marco general de condiciones de tra­
bajo, así como la organización del trabajo, 
resulta determinante para detectar factores 
potenciales de riesgos psicosociales: las cargas 

la Seguridad Social: propuestas de «lege ferenda»», en ramos 

quintana, M. i. (Dir.), riesgos Psicosociales y organización de la 
Empresa, Editorial Thomson reuters-aranzadi y Ministerio de 
Economía, industria y Competitividad, 2017, particularmente, 
pp. 340-346. 

34 así lo expresa Fumero Dios, i.S.: «la incidencia de los 
riesgos psicosociales en la salud de los trabajadores: iden­
tificación, evaluación e intervención psicosocial», en ramos 

quintana, M. i. (Dir.), riesgos Psicosociales y organización de 
la Empresa, op. cit., véanse pp.282-283. igualmente es de in­
terés el trabajo de Charro Baena, P.: «la organización del tra­
bajo como factor de riesgo psicosocial», revista del Ministerio 
de Empleo y Seguridad Social, núm. 98, 2012, especialmente 
pp. 16 y ss. 

35 Un análisis de sus contenidos en Melián Chinea, l.: «la 
eficacia del acuerdo marco europeo sobre acoso y violencia en 
el trabajo», en ramos quintana, M. i. (Dir.), riesgos Psicosociales 
y organización de la Empresa, op. cit., pp. 233-251. 

36 Heiskanen, M.: «Violence at Work in Finland; Trends, 
Contents, and Prevention», Journal of Scandinavian Studies in 
Criminology and Crime Prevention, vol. 8, núm. 1, 2007, pp. 22 
y ss. 
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de trabajo excesivas, la falta de autonomía 
para la toma de decisiones, la baja considera­
ción por el trabajo de las personas, la rigidez 
de los procedimientos rutinarios de trabajo y 
la atención insuficiente al mantenimiento de 
buenas relaciones interpersonales podrían 
considerarse en algunas circunstancias como 
formas de violencia estructural. Estas averi­
guaciones han llevado igualmente a proponer 
un cambio radical en la configuración del es­
trés por causa del trabajo, en la medida en que 
las investigaciones más recientes indican que 
guarda mayor relación con la organización 
del trabajo que con el perfil psicológico de la 
persona, como tradicionalmente se venía sos­
teniendo37. 

2.	 PROTAGONISTAS DE LA VIOLENCIA 
EN LAS RELACIONES DE TRABAJO 

En sus conclusiones, la REVAMH de la 
OIT de 2016 indica que la violencia y el acoso 
«pueden manifestarse de forma horizontal y 
vertical, y proceder de fuentes internas y ex­
ternas (incluidos los clientes y otras terceras 
partes y las autoridades públicas) en el sector 
público o privado, o en la economía formal o in­
formal» y pueden ser realizados por cualquier 
persona38. Por consiguiente, constituyen actos 
de fuerza de superiores a inferiores (vertical 
descendente), de inferiores a superiores (ver­
tical ascendente) y en forma horizontal (entre 
compañeros de trabajo sin relación jerárquica 
determinante de la conducta o los actos cons­
titutivos, o perpetrada por terceros ajenos a la 
empresa). 

Las leyes sobre condiciones de trabajo, se­
guridad y salud en el trabajo y no discrimina­
ción suelen establecer disposiciones sobre la 

37 Con esas conclusiones, véase ramos quintana, M.i.: «Es­
trés laboral y deterioro de la salud: la organización del trabajo 
en la empresa como centro de imputación» en ramos quintana, 
M. i. (Dir.), riesgos Psicosociales y organización de la Empresa, 
op. cit., pp. 27-61. 

38 De hecho, según los estudios realizados, episodios de 
violencia y acoso horizontal son habituales en el trabajo, ver 
informe p. 18. 
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violencia y el acoso laboral únicamente aplica­
bles a personas ocupadas, que trabajan en el 
marco de una relación formal de empleo. Por lo 
general –indica el Informe de la OIT– también 
quedan incluidas implícitamente, aunque no 
siempre, en el ámbito de dichas leyes las per­
sonas ocupadas en formas atípicas de empleo, 
pero en menor medida algunas relaciones de 
trabajo de naturaleza precaria, como la de los 
aprendices y otras personas que son parte de 
relaciones de tipo asalariado o personas em­
pleadas indirectamente, esto es, a través de la 
intermediación e interposición empresarial. 
En algunas categorías, como las personas que 
trabajan en el servicio doméstico (que en su 
gran mayoría son mujeres, y están a menudo 
excluidas de las leyes laborales o infraprotegi­
das), el déficit de protección puede afectar de 
manera desproporcionada a las mujeres. 

A veces, la legislación contra el acoso se­
xual sólo protege a las mujeres y no a los hom­
bres39. La CEACR considera que la cobertura 
de la protección contra el acoso sexual debe­
ría abarcar a todos los trabajadores, tanto 
hombres como mujeres, no sólo respecto del 
empleo40 y la ocupación, sino también en lo 
relativo a la formación y capacitación profe­
sionales, el acceso al empleo y las condiciones 
de empleo (OIT, 2012a, párrafo 793). La mayo­
ría de los países cubren el acoso sexual tanto 
vertical como horizontal. Algunas leyes que 
abordan el acoso sexual en el trabajo lo defi­
nen como perpetrado sólo por un empleador, 
dejando así una brecha de cara a la protección 
del acoso sexual producido por los compañeros 
de trabajo. 

La violencia de terceros en el ámbito del 
trabajo es un fenómeno relativamente común, 
en particular en ciertos sectores productivos 
o de actividad como la salud, la educación, la 
hostelería y el transporte. Esta violencia está 
protagonizada por pacientes, clientes o usua­
rios o por miembros de la población en general 

39 así se puso de manifiesto en siete de los países estudia­
dos para la preparación de este informe por parte de la oiT. 

40 Vid. informe, p. 19. 
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con quienes los trabajadores pueden entrar en 
contacto41. El riesgo de sufrir acoso por parte 
de terceros puede ser más alto para las per­
sonas que trabajan por la noche y para quie­
nes trabajan en situaciones aisladas y podría 
ser considerada como violencia en el lugar de 
trabajo; de hecho, algunos países así lo reco­
nocen42. 

3.	 VIOLENCIA «EN EL LUGAR 
DE TRABAJO» O «POR CAUSA O COMO 
CONSECUENCIA DEL TRABAJO» 

En relación con la determinación del lugar 
de trabajo como espacio en el cual puede tener 
cabida la o las manifestaciones de violencia y 
acoso, la REVAMH de la OIT de 2016 concluyó 
que «el mundo del trabajo no sólo abarca el lu­
gar de trabajo físico tradicional, sino también 
el trayecto hacia y desde el trabajo, los eventos 
sociales relacionados con el trabajo, los espa­
cios públicos, también para los trabajadores 
de la economía informal tales como los ven­
dedores ambulantes, y el hogar, en particular 
para los trabajadores a domicilio, los trabaja­
dores domésticos y los teletrabajadores»43. 

Se maneja, por tanto, un concepto moder­
no y flexible de lo que ha de entenderse por 
«lugar de trabajo», en cuanto ámbito físico 
apto para la prestación de servicios, compren­
diendo igualmente los lugares en los que, «por 
causa o como consecuencia del trabajo», quie­
nes trabajan pueden quedar expuestos a actos 
violentos y conductas acosadoras. 

Por consiguiente, al tratarse de actos, con­
ductas y manifestaciones de índole personal, 
ya sea con alcance individual o colectivo, el lu­
gar de trabajo no puede ser considerado como 

41 Un estudio reciente sobre la violencia en el trabajo 
analizando sectores y trabajadores especialmente expuestos es 
el de rodríguez Bravo de laguna, J. J.: «la violencia en el tra­
bajo: perfiles jurídicos» en ramos quintana, M. i. (Dir.), riesgos 
Psicosociales y organización de la Empresa, op. cit., pp.315­
334.
 

42 informe, p. 20
 
43 informe, p. 21.
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mero espacio físico de prestación efectiva de 
trabajo, entendido al modo más tradicional, 
sino que, partiendo de las definiciones de los 
distintos tipos de violencia en el trabajo, es 
preciso concluir que escenarios externos a la 
sede física de la organización de la actividad 
productiva pueden ser considerados «espa­
cios de trabajo». Los desplazamientos de ida 
y vuelta al trabajo (cuyo reconocimiento a 
efectos de calificar como accidentes de traba­
jo los ocurridos en tal tipo de trayectos es ya 
una cuestión sobreentendida44), los desplaza­
mientos originados por exigencias derivadas 
del trabajo45, los espacios donde se prestan los 
servicios objeto del contrato de trabajo, aun 
cuando estén fuera de las instalaciones físicas 
de la empresa46, los lugares en que se realiza 
trabajo, incluso en actividades de economía 
informal, el domicilio de los contratantes de 
trabajo doméstico, así como el propio domicilio 
cuando se trata de trabajo a distancia o tele-
trabajo, incluidos aquellos espacios donde sea 
preciso realizarlo, abarcan los entornos físicos 
en los cuales las manifestaciones de la violen­
cia y el acoso pueden tener lugar. 

Representa en la actualidad un motivo de 
especial interés –por los nuevos desafíos que 
plantea– el hecho de que haya espacios en que 
las personas puedan vincularse con su lugar 
de trabajo por medio de la tecnología. Sobre 
este extremo, la REVAMH de 2016 llegó a la 
conclusión de que el uso indebido de la tecno­
logía «también se reconoce como una fuente de 

44 y que incluye los actos de violencia y acoso sufridos en 
el trayecto para ir o regresar del trabajo. 

45 Por ejemplo, ser objeto de acoso en un lugar al que 
el trabajador ha sido desplazado para realizar una prestación 
de servicios; pero puede incluir también la celebración de un 
evento festivo de la empresa en el que se produzcan manifes­
taciones de acoso, o mientras se asiste a una conferencia, y, en 
todo caso, donde ser mujer joven constituye una de las varia­
bles fundamentales al medir la extensión de estas prácticas. 
informe, p. 21. 

46 Véase el supuesto que ha dado lugar a la STS de 20 de 
noviembre de 2014, rec. 2399/2013, en la que se señala que 
resulta irrelevante que el daño y la consecuencia derivada de 
un atraco al trabajador se haya producido fuera de las propias 
instalaciones de la empresa. Tal dato no destruyen el carácter 
de «riesgo laboral». 
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preocupación», por lo que todo nuevo instru­
mento normativo debería ser susceptible de 
responder a los nuevos riesgos y desafíos que 
pueden conducir a la violencia y acoso en el 
mundo del trabajo, como los que surgen «como 
consecuencia de la evolución de las modalida­
des de trabajo y de la tecnología»47. 

Avala esta interpretación, asimismo, el he­
cho de que el ámbito sustantivo de aplicación 
de varios instrumentos de la OIT que tratan 
de la seguridad y salud en el trabajo es amplio 
y rebasa el simple lugar físico donde se realiza 
el trabajo. Así ocurre, a modo de ejemplo, con­
forme a lo establecido en el Protocolo de 2002 
del Convenio sobre seguridad y salud de los 
trabajadores (1981), de manera que compren­
de no sólo los accidentes que ocurren «en el 
curso del trabajo», sino también los que están 
«en relación con el trabajo» y los «accidentes de 
trayecto», definidos como los que ocurren «en 
el recorrido directo entre el lugar de trabajo y 
la residencia del trabajador, el lugar en que el 
trabajador toma sus comidas o el lugar en que 
el trabajador recibe su remuneración» (artícu­
lo 1). Del mismo modo, se consideran acciden­
tes de trabajo todos los «sufridos durante las 
horas de trabajo en el lugar de trabajo o cerca 
de él, o en cualquier lugar donde el trabajador 
no se hubiera encontrado si no fuera debido a 
su empleo, sea cual fuere la causa del acciden­
te», según señala la Recomendación sobre las 
prestaciones en caso de accidentes del traba­
jo y enfermedades profesionales, 1964 (núm. 
121) en su párrafo 5, a). 

Las leyes nacionales que abordan la vio­
lencia y el acoso «en el mundo del trabajo» re­
miten al ámbito de una protección determina­
da que se define utilizando expresiones tales 
como «en el lugar de trabajo», o «durante el 
trabajo, o en relación con éste». 

Así como existen muchos países que no de­
finen necesariamente en su legislación el con­
cepto de «lugar de trabajo», es apreciable cómo 
un número creciente de ellos está ampliando 

47 informe, p. 21. 
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el alcance de la noción clásica, con el fin de 
ajustarse a los entornos en que se producen 
los actos de violencia y acoso por causa de o 
relacionados con el trabajo. Cuando la noción 
de «lugar de trabajo» es amplia y no se limita 
al lugar de trabajo físico, suele incluir otras 
circunstancias y entornos, como los descansos 
realizados en el contexto del trabajo o cierto 
tipo de eventos, como los sociales que tienen 
lugar al finalizar la jornada laboral o los des­
plazamientos cotidianos. 

Sin duda alguna, el ámbito espacial de la 
noción de «lugar de trabajo» en la legislación 
en materia de violencia y acoso en el lugar de 
trabajo debe ser explícitamente más amplio 
que el simple entorno físico en el cual se de­
sarrolla la actividad laboral, pero las diferen­
cias sustanciales entre distintos países hacen 
que esta consideración no se haya extendido 
de forma general. En determinados países, las 
leyes laborales sólo se aplican explícitamente 
al lugar de trabajo físico y, en otros, el térmi­
no «lugar de trabajo» no se ha definido o, si lo 
ha sido, su definición es demasiado imprecisa 
como para extraer conclusiones48. 

La intimidación a través de la tecnología 
electrónica, o el denominado ciberacoso, es 
una expresión más reciente de violencia y aco­
so psicológicos y sexuales. Incluye intimida­
ción a través del correo electrónico, mensajes 
telefónicos de texto, así como contenidos subi­
dos a la web, una práctica que va extendiéndo­
se también en relación con el trabajo. Un plus 
añadido de esta forma de ejercer violencia o 
acosar es el anonimato que puede acompa­
ñarlo, lo que hace difícil detectar a la persona 
agresora. Además, como puede llevarse a cabo 
dentro o fuera del lugar de trabajo físico, en 
horario o no de trabajo, produce confusión al 
no permitir identificar con claridad si está o 
no relacionado con el mundo del trabajo49. Las 
normas que sancionan el acoso en el trabajo 
en sus distintas modalidades deberían incluir 
el ciberacoso, como forma específica de perpe­

48 Véanse estas consideraciones en informe, p. 22.
 
49 informe oiT, p. 24.
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trarlo cuando es llevado a cabo a través de las 
nuevas tecnologías50. 

4.	 FACTORES DE RIESGO DE VIOLENCIA 
Y ACOSO EN EL TRABAJO 

La apreciación acerca de cuáles son los fac­
tores de riesgo que pueden inducir y producir 
actos, conductas o manifestaciones de violen­
cia y acoso en el mundo del trabajo ha sido 
objeto de especial atención, especialmente, en 
el campo de la psicología social y en general 
de la seguridad y salud de los trabajadores. 
Existe un común entendido en que los factores 
de riesgo psicosocial por lo general proceden 
tanto del entorno de trabajo propiamente di­
cho (intralaborales) como de circunstancias y 
agentes externos al mismo (extralaborales) o 
una interacción combinada de ambos51. 

Las circunstancias y las condiciones de 
trabajo, así como las condiciones psicosociales, 
influyen tanto en la prevalencia de la violen­
cia y el acoso en el trabajo como en la capaci­
dad de las víctimas para obtener reparación. 
En ese escenario, hay que señalar cómo la 
brecha de género en las condiciones de tra­
bajo expone en mayor medida a las mujeres, 
especialmente las que se encuentran en edad 
fértil o tienen responsabilidades familiares, a 
circunstancias adversas para tener sanas re­
laciones de trabajo exentas de manifestacio­
nes de actos de hostigamiento e intimidación 
o amenazas frente a ellas. 

En el ámbito de la Unión Europea, como es 
sabido, la Sexta Encuesta Europea de Condi­

50 En general, sobre efectos perversos para la salud por el 
trabajo en contacto con nuevas tecnologías, puede consultar­
se el documento elaborado conjuntamente por Eurofound y 
la oiT, titulado Trabajar en cualquier momento y en cualquier 
lugar: consecuencias en el ámbito laboral. Puede consultarse 
en https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/executi­
ve-summary/2017/working-anytime-anywhere-the-effects­
on-the-world-of-work-executive-summary 

51 Distinguiendo entre violencia de origen interno y exter­
no a la empresa, rodríguez Bravo de laguna, J. J.: «la violencia 
en el trabajo: perfiles jurídicos», op. cit., p. 317-325. 

https://www.eurofound.europa.eu/es/publications/executi
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ciones de Trabajo (2016)52 indica algunos fac­
tores determinantes de padecer riesgos psico­
sociales en el trabajo, entre los que destacan: 
las dificultades para conciliar la vida laboral 
con la familiar, lo que induce a considerar si 
continúa siendo adecuado el marco legislati­
vo tan dúctil en que se contempla el ejercicio 
de los derechos de conciliación y que obliga 
a trabajadoras y trabajadores a negociar in­
dividualmente con la empresa, así como el 
sesgo de género que continúan presentando, 
al concebirse especialmente indicados para 
su utilización por las mujeres. La Encuesta 
Europea también considera que los horarios 
poco flexibles y las condiciones del entorno fí­
sico, así como la elevada intensidad de trabajo 
constituyen el resto de importantes factores a 
destacar. 

La REVAMH de la OIT de 2016 concluyó 
que la manifestación de la violencia y el acoso 
en el mundo del trabajo suele reflejar la vio­
lencia en el conjunto de la sociedad y, para 
prevenir y afrontar estas conductas, es nece­
sario comprender las situaciones en las que 
se encuentran los propios trabajadores. Los 
expertos han identificado también algunas 
circunstancias que, por sí solas o de manera 
combinada, pueden exponer a los trabajado­
res a la violencia y al acoso: trabajar en con­
tacto con el público, trabajar con personas en 
situación difícil, trabajar con objetos de valor, 
trabajar en situaciones en las que los traba­
jadores no están cubiertos o amparados su­
ficientemente por la legislación laboral y de 
protección social, trabajar en entornos con re­
cursos limitados (el equipamiento insuficiente 
de las instalaciones o la falta de personal pue­
den redundar en largas esperas y frustración), 
trabajar en horarios de difícil conciliación con 
la vida social (por ejemplo, trabajo vespertino 
o nocturno), trabajar en soledad o en un aisla­

52 Eurofound Fundación Europea para la Mejora de las 
Condiciones de Vida y de Trabajo (EWCS, por sus siglas en in­
glés). 

Véase el documento resumen en https://www.eurofound. 
europa.eu/es/publications/report/2016/working-conditions/ 
sixth-european-working-conditions-survey-overview-report 
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miento relativo, o en lugares remotos, trabajar 
en espacios íntimos y en hogares privados, te­
ner poder para denegar la prestación de ser­
vicios, lo que aumenta el riesgo de violencia y 
acoso por parte de quienes demandan dichos 
servicios, trabajar en zonas de conflicto, en 
particular prestando servicios públicos y de 
emergencia, existencia de tasas de desempleo 
elevadas53. 

La REVAMH de 2016 también alcanzó 
ciertas conclusiones indicando otros elemen­
tos o factores de riesgo que igualmente con­
tribuyen a la violencia en el trabajo: una in­
adecuada gestión de los recursos humanos, 
la mala organización del trabajo, incluida la 
falta de normas y responsabilidades claras, la 
asignación inadecuada de tareas, el estableci­
miento de objetivos de producción poco realis­
tas, una comunicación deficiente: igualmente, 
malas relaciones de trabajo y prácticas dis­
criminatorias también se consideran factores 
que pueden incrementar el riesgo de violencia 
y acoso54. 

5.	 IMPACTO MÚLTIPLE DE LA VIOLENCIA 
Y EL ACOSO 

Los efectos derivados del padecimiento de 
riesgos psicosociales tienen la peculiaridad 
de que, si bien traen causa del trabajo reali­
zado, sin embargo despliegan consecuencias 
más allá del mundo del trabajo, afectando a 
la vida personal, familiar y social de quienes 
los sufren. 

Los avances científicos en el campo de la 
medicina han indicado que, por lo general, 
el sufrimiento y padecimientos que ocasiona 
haber sido víctima de violencia y acoso en 
el trabajo producen perturbaciones y daños 
de diversa índole. En primer lugar, fisioló­
gica: desde tensión muscular a alteraciones 
cardiacas, problemas gastrointestinales, 
trastornos dermatológicos, problemas diges­

53 Véase cuadro en el informe oiT, p. 32. 
54 Idem. 

https://www.eurofound
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tivos o de colon irritable, dolor de cabeza y 
trastornos del sueño. En segundo lugar, se 
aprecian trastornos del comportamiento 
social: síntomas como dificultad en las re­
laciones con otras personas y sensación de 
aislamiento y desinterés. En tercer lugar, 
trastornos intelectuales y laborales: aumen­
to en el número de accidentes de trabajo, 
sentimiento de frustración, cansancio, tedio 
o desgana etc. Por último, reacciones psico 
emocionales que comportan un deterioro de 
la salud y bienestar: consumo de ansiolíti­
cos, bebidas alcohólicas, café o cigarrillos55. 

En la REVAMH de 2016, los expertos con­
cluyeron que la violencia y el acoso afectan a 
las relaciones en el lugar de trabajo, al com­
promiso de los trabajadores y su identificación 
con los intereses de la empresa, a la salud56, a 
la productividad, a la calidad de los servicios 
públicos y privados, y a la reputación de las 
empresas. Señalaron, además e incidiendo en 
su proyección de género, que también tienen 
repercusiones en la participación en el merca­
do de trabajo. En particular, pueden impedir 
que las mujeres se incorporen al mercado de 
trabajo, especialmente en aquellos sectores y 
trabajos ocupados mayoritariamente por los 
hombres, así como dificultar la permanencia 
de las mujeres en el mismo57. 

5.1. En los trabajadores 

La violencia y el acoso físicos pueden de­
jar secuelas físicas evidentes, pero también 

55 Puede consultarse el «análisis multisectorial sobre la 
incidencia de los riesgos psicosociales en los trabajadores» 
Gimeno navarro, M. a., Secretaría de salud laboral y medio 
ambiente, UGT-CEC y Fundación para la prevención de riesgos 
laborales (2016). 

56 En relación con los efectos sobre el absentismo labo­
ral, iglesias osorio, B.C.: «los procesos de incapacidad asocia­
dos a los riesgos psicosociales» en ramos quintana, M. i. (Dir.): 
«riesgos Psicosociales y organización de la Empresa», op. cit., 
pp. 363-395. 

57 los expertos de la oiT señalaron asimismo que la vio­
lencia y el acoso pueden «socavar la toma democrática de de­
cisiones y el Estado de derecho» (oiT, 2016a, anexo i, párrafo 1). 
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dejan cicatrices emocionales que requieren 
tratamientos de rehabilitación y asesora­
miento de especialistas. La violencia y el 
acoso en los planos psicológico y sexual pue­
den producir efectos tales como ansiedad, 
depresión, cefaleas y trastornos del sueño, lo 
que repercute negativamente en el desem­
peño laboral58. 

Datos suministrados por Eurofound en 
2013 mostraron que, después de ser objeto 
de violencia física, los trabajadores tienen 
tres veces más probabilidades de experimen­
tar depresión y el doble de probabilidades de 
sufrir de estrés. Los trabajadores intimida­
dos o acosados tienen cuatro veces más pro­
babilidades de experimentar depresión, tres 
veces más de confrontarse a problemas para 
dormir y el doble de probabilidades de su­
frir de estrés. Además, las personas que han 
presenciado actos de violencia, así como los 
familiares y amigos de las personas objeto 
de violencia y acoso, también pueden expe­
rimentar estrés y traumas psicológicos gra­
ves59. 

En términos económicos, la violencia se­
xual y el acoso sexual constituyen un obs­
táculo que impide que las mujeres entren y 
permanezcan en el mercado de trabajo, por 
lo cual les afecta directamente a su capaci­
dad de obtención de ingresos a largo plazo. 
Por consiguiente, este es un factor que con­
tribuye a ensanchar la brecha salarial entre 
los géneros60. En suma, la violencia y el aco­
so pueden, en última instancia, ser determi­
nantes para tomar la decisión de abandonar 
el mercado de trabajo. 

58 informe oiT, p. 29. 
59 «Workplace violence and harassment training Power 

Point» (Eversafe Media inc), en: http://eversafe.ca/free-wor­
kplace-violence-and-harassment-trainingpower-point 

60 incluso cuando la violencia y el acoso no tienen por 
causa el género, el impacto que tales acciones tienen en las 
mujeres puede parecer desproporcionado. Un estudio realiza­
do en italia mostró que el 16 por ciento de los trabajadores 
dimiten de su empleo después de ser víctimas de violencia. El 
mismo estudio reveló que las mujeres tienen el doble de proba­
bilidades de dimitir que los hombres. Esta información aparece 
recogida en el informe oiT, p. 29. 

http://eversafe.ca/free-wor
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Junto a los efectos señalados debido al 
impacto de la violencia en el trabajo, ha de 
incluirse el suicidio motivado por acoso la­
boral61, así como la violencia doméstica rela­
cionada con el trabajo prestado en el hogar 
familiar. Otro efecto añadido de la violencia 
y acoso en el trabajo viene determinado por 
la carencia o deficiente cobertura sanitaria 
y de protección social de este tipo de ries­
gos, lo que sugiere la necesidad de una in­
tervención específica a este respecto, a fin de 
garantizar que los Estados se comprometen 
a asegurar una protección suficiente y ade­
cuada; una tarea no sencilla, pero no por ello 
imposible de alcanzar. 

5.2. En las empresas y en las economías 

Existen costos financieros directos que 
se derivan de la violencia y el acoso en el 
mundo del trabajo, como el absentismo, la 
disminución del volumen de negocios, el 
costo de los litigios y el pago de indemni­
zaciones. También hay costos indirectos, 
como la baja de la productividad y efectos 
de impacto público, que pueden dañar la 
reputación, la imagen y la competitividad 
de las empresas. La violencia y el acoso au­
mentan el absentismo y se traducen en ma­
yores gastos por subsidios de enfermedad y 
tareas de administración. Lo mismo puede 
decirse de la rotación de plantilla provoca­
da por la violencia y el acoso entraña costos 
aún más importantes que el absentismo, ya 
que resulta muy caro encontrar y capacitar 
a nuevos trabajadores62. 

Por otra parte, cuando los trabajadores 
víctimas de abusos (o los que han presencia­
do tales actos) permanecen en una empresa 

61 Una nefasta consecuencia ya contemplada en los es­
tudios iniciales de leymann, H.: «Mobbing and psychological 
terror at workplaces», op. cit., págs. 119 y ss. 

62 Vid. rayner, Ch., Hoel, H., y Cooper, C: «Workplace bullying: 
What we know, who is to blame and what can we do?» CrC Press, 
2001. Puede descargarse en https://www.crcpress.com/Workplace­
Bullying-What-we-know-who-is-to-blame-and-what-can-we­
do/rayner-Hoel-Cooper/p/book/9780415240635 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

y no reciben el apoyo adecuado, su produc­
tividad se ve a menudo disminuida por los 
efectos negativos que los abusos tienen en 
su salud, lo que redunda en un incremento 
de los costos de la empresa. 

La encuesta ESENER 2 (2014) de la 
Unión Europea63 ha permitido detectar con 
mayor claridad cuál es la motivación y los 
objetivos que impulsan a las empresas a 
gestionar adecuadamente la seguridad y sa­
lud en el trabajo, en particular, los riesgos 
psicosociales. Los resultados alcanzados son 
los siguientes: 

En primer lugar, el cumplimiento de las 
obligaciones jurídicas es un motivo principal 
en el 85 % de las empresas de la Europa de 
los Veintiocho. Existe una ligera correlación 
positiva con el tamaño de la empresa, mien­
tras que por sectores no se dan diferencias 
importantes. El segundo factor impulsor 
más importante que motiva la adopción de 
medidas es el cumplimiento de las expecta­
tivas de los trabajadores o de sus represen­
tantes, registrándose los valores más altos 
en los sectores de la educación, la sanidad 
y  el trabajo social. En tercer lugar, en al­
gunos países, en particular, aquellos que 
se adhirieron a  la Unión Europea en 2004 
y algunos de los países candidatos, se afirma 
con mayor frecuencia que el principal factor 
impulsor para ocuparse de la seguridad y la 
salud es mantener el prestigio de la organi­
zación. 

La citada Encuesta pone de manifiesto, 
igualmente, que una adecuada participación 
de los trabajadores con procesos de diálogo y 
negociación permite alcanzar mejores resul­
tados: mayor implicación de los trabajadores 
tanto en materia de diálogo social, como en 
lo que se refiere a la activación de los ór­
ganos de representación formal de intereses 
(incluida la seguridad y salud en el trabajo 

63 Segunda Encuesta Europea de empresas sobre riesgos 
nuevos y emergentes (ESEnEr-2): http://www.esener.eu 

http:http://www.esener.eu
https://www.crcpress.com/Workplace
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6.	 GRUPOS, SECTORES Y OCUPACIONES 
ESPECIALMENTE EXPUESTOS 
A LA VIOLENCIA Y AL ACOSO 
EN EL TRABAJO 

Si los trabajadores y trabajadoras, en ge­
neral, se encuentran expuestos a manifesta­
ciones de violencia y acoso en el trabajo de­
pendiendo de factores ya sea intralaborales 
como extralaborales, tal y como ya ha sido 
expresado, no es menos cierto que determina­
dos trabajadores por pertenecer a determina­
dos grupos o por trabajar en ciertos sectores 
productivos o en ciertas actividades pueden 
ser mayormente vulnerables a actos y agre­
siones físicas, psicológicas o sexuales. 

Desde un punto de vista subjetivo y por 
las características de ciertos grupos, la OIT 
ha identificado como especialmente expues­
tas a las personas que padecen algún tipo 
de discapacidad y personas que viven con el 
VIH. Asimismo, por sectores de actividad se 
señala a los trabajadores del sector de la sa­
lud, la educación quienes, de forma general, 
han declarado estar más expuestos que otros 
a la violencia y el acoso en el mundo del tra­
bajo. 

Debido a que la exposición a la violencia 
y el acoso depende en gran medida del con­
texto y es resultado de una convergencia de 
factores combinados, como la discriminación, 
condiciones de riesgo y factores de riesgo, el 
Informe de la OIT señala que es importante 
no reducir el análisis a una simple lista de 
quién es «más vulnerable» a la violencia y el 
acoso. Dicha opción podría inducir a pensar 
equivocadamente que las personas son trans­
formadas en víctimas en función de quiénes 
son y de qué hacen64. Se trata de una impor­
tante advertencia a efectos de no estigmati­
zar grupos o personas por sus características 
definitorias. 

Sin embargo, es necesario comprender 
cómo la intersección, es decir, la combinación 

64 informe, p. 33. 
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de factores como el género, la raza, la edad 
o la discapacidad, refuerza la posibilidad de 
que la violencia y el acoso se manifiesten y 
hace que esta experiencia de violencia y aco­
so sea única. De hecho, diversos estudios han 
demostrado que las mujeres de las minorías 
son significativamente más acosadas en el 
trabajo que los hombres miembros de mino­
rías y son más acosadas respecto a las mu­
jeres y hombres pertenecientes a mayorías 
«cuando el acoso sexual y el acoso étnico se 
adicionan y combinan para producir una ac­
ción global de acoso»65. 

En sus conclusiones, la REVAMH de la 
OIT de 2016 abordó el papel de la intersec­
cionalidad expresando, entre otras, afirma­
ciones del siguiente tenor: la manifestación 
de la violencia y el acoso puede afectar poten­
cialmente a cualquier persona, pero su im­
pacto es desproporcionado sobre grupos es­
pecíficos, cuando se dan ciertas condiciones. 

Unas relaciones de poder desequilibra­
das, especialmente, cuando incorporan mo­
tivos de género, raza y origen étnico, origen 
social, educación y pobreza, pueden condu­
cir a la violencia y acoso. La discriminación 
basada en estos y otros motivos, incluyendo 
la discapacidad, la situación con respecto al 
VIH, la orientación sexual y la identidad de 
género, la condición de migrante y la edad, 
también son factores importantes. Los luga­
res de trabajo en los que la fuerza de trabajo 
está dominada por un sexo o un origen étnico 
determinados tal vez sean más hostiles hacia 
las personas que no se ajustan a los estereoti­
pos de género predominantes o hacia quienes 
provienen de grupos subrepresentados. En 
los casos en que los motivos de discrimina­
ción se combinan, como el género y la raza o 
la discapacidad, el riesgo de violencia y acoso 
se ve exacerbado. 

Es importante tener en cuenta la intersec­
cionalidad cuando se consideran los sectores 

65 informe de la oiT, p. 23 con apoyo en estudios científi­
cos realizados en este campo. 
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económicos en los que, como en el de servi­
cios, se suelen denunciar niveles más altos de 
violencia y acoso; en ellos convergen factores 
de discriminación y de riesgo que dan lugar 
a una exposición aun mayor a la violencia. 
Dado que las ocupaciones en el sector de los 
servicios y las ventas en el sector del comer­
cio cuentan con presencia mayoritaria de mu­
jeres, el resultado es que en general tienden a 
ser objeto con mayor frecuencia de estos com­
portamientos, a lo que se une el hecho de que 
en tales sectores la exposición a la violencia 
de terceros (como usuarios y clientes) es rela­
tivamente mayor66. 

El análisis y conocimiento de la verdade­
ra prevalencia de la violencia y el acoso de­
pende en gran medida de la disponibilidad 
de datos. Aquellos sectores productivos que 
disponen de datos están en condiciones de do­
cumentar su experiencia en materia de vio­
lencia y acoso. Por el contrario, otros sectores 
que no han desarrollado estas capacidades 
pueden verse enfrentados a ciertos obstácu­
los, especialmente, la carencia derivada de 
una notificación insuficiente de incidentes de 
violencia y acoso, ya sea por temor a hablar 
del problema, a la propia falta de sistemas de 
información y seguimiento, lo que finalmente 
termina por abocar a una «normalización» de 
la violencia67. 

En suma, por estas circunstancias ya re­
feridas, la REVAMH de la OIT de 2016 ha 
terminado por concluir que todos los trabaja­
dores y empleadores, independientemente de 
sus características personales y del trabajo 
que realizan, pueden, en determinadas situa­
ciones y en función de determinados factores 
y fuentes de riesgo, verse expuestos a la vio­
lencia y el acoso68. 

66 la Sexta Encuesta Europea de Condiciones de Trabajo 
de la Unión Europea, ya citada, avala este tipo de conclusiones 
en relación con factores combinados que provocan un mayor 
grado de exposición a violencia y acoso en el trabajo. 

67 Milczarek, M.: «Workplace violence and harassment: a 
European picture», informe del observatorio Europeo de ries­
gos, op. cit., p. 25. 

68 Ver informe oiT, p. 34. 
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7.	 PROTECCIÓN JURÍDICA FRENTE 
A LA VIOLENCIA Y EL ACOSO 
EN EL TRABAJO: LA ACCIÓN 
NORMATIVA DE LA OIT A TRAVÉS 
DE LOS CONVENIOS FUNDAMENTALES 

En los textos normativos de la OIT, la pro­
tección ante los accidentes de trabajo y las 
enfermedades originadas por malas condicio­
nes de trabajo es una constante consolidada 
históricamente. La intensidad y extensión de 
esta protección frente a lesiones de la salud 
por causa de la violencia y el acoso en el tra­
bajo, específicamente, presenta un recorrido 
muy diferente. 

Algunas manifestaciones normativas se 
refieren a grupos específicos de trabajadores 
que, por sus condiciones de trabajo (por ejem­
plo, el trabajo nocturno) o por circunstancias 
específicas se encuentran mayormente ex­
puestos a situaciones propensas a actos de 
violencia y acoso. Por lo general, puede decirse 
que, pese a algunos instrumentos aplicables, 
lo cierto es que la situación normativa de la 
OIT en relación con la extensión e intensidad 
de las manifestaciones violentas en el trabajo 
en el mundo es claramente deficitaria. 

Hace falta una definición normativa de 
la violencia y acoso en el trabajo que permi­
ta disponer de referencias dotadas de certeza 
jurídica sobre actos y conductas o manifesta­
ciones susceptibles de ser considerados como 
actos de fuerza sobre otra persona. Por otra 
parte, es indispensable establecer pautas 
acerca de cómo debe ser abordada, prevenida 
y protegida la violencia y el acoso en el trabajo 
y debería indicarse cómo debe integrarse en 
la empresa la gestión de la seguridad y salud 
en el trabajo en relación con la prevención de 
actos y conductas violentas y acosadoras69. 

Entre los Convenios fundamentales de la 
OIT, el tratamiento de la violencia y el acoso 

69 Sobre estos aspectos abunda el informe aquí analizado 
de la oiT, pp. 35-48. 
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ha encontrado cierto grado de recepción en 
muchos de ellos. 

En primer lugar, los relativos a la prohi­
bición del trabajo forzoso y el trabajo infantil, 
por cuanto estas modalidades de trabajo se 
relacionan directamente con violencia. Ello no 
quiere decir que tales Convenios no admitan 
una revisión o puedan ser susceptibles de una 
eventual sustitución por otros instrumentos 
más modernos, a fin integrar adecuadamente 
la no tolerancia frente a las nuevas dimensio­
nes de la violencia y el acoso. 

El Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 
(núm. 29), y su Protocolo de 2014 y el Con­
venio sobre la abolición del trabajo forzoso, 
1957 (núm. 105) tienen por objeto garantizar 
a todos los seres humanos la libertad frente a 
la imposición de trabajo forzoso, con indepen­
dencia de cuál sea la naturaleza, sector econó­
mico o actividad laboral de que se trate. 

En particular, el Convenio núm. 29 esta­
blece que es trabajo forzoso u obligatorio «todo 
trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la 
amenaza de una pena cualquiera y para el cual 
dicho individuo no se ofrece voluntariamente» 
(artículo 2, párrafo 1). El trabajo forzoso se re­
cluta en muchas ocasiones mediante violencia 
física o actos de intimidación, es una forma de 
coacción psicológica empleada para arrancar el 
consentimiento de las víctimas de trabajo for­
zoso. Los efectos para las víctimas de las ame­
nazas sufridas pueden ser devastadoras70. 

Con respecto al trabajo infantil, el abuso 
físico, psicológico y sexual de los niños ha sido 
considerado fundamentalmente en relación 
con los conflictos armados y las actividades 
ilícitas, especialmente por el Convenio sobre 
las peores formas de trabajo infantil, 1999 
(núm. 182)71. Por lo general, las peores for­

70 Sobre trabajo forzoso, véase el documento de la oiT Dar 
un rostro humano a la globalización, Estudio general sobre los 
convenios fundamentales relativos a los derechos en el trabajo, 
a la luz de la Declaración de la oiT sobre la justicia social para 
una globalización equitativa, informe iii (Parte 1B) Ginebra. 

71 artículo 3, apartados a) y c). 
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mas de trabajo infantil incluyen de manera 
consustancial la violencia y el acoso físicos y 
psicológicos72. Asimismo, el Convenio sobre 
edad mínima, 1973 (número 138) considera 
que el trabajo peligroso puede entrañar gra­
ves daños para la salud física o psicológica del 
menor73. 

En virtud del Convenio sobre la discrimi­
nación (empleo y ocupación), 1958 (núm. 111), 
los Estados Miembros que lo han ratificado se 
comprometen a proclamar y aplicar una po­
lítica nacional de igualdad, a fin de eliminar 
toda discriminación en el empleo y la ocupa­
ción basada en motivos de raza, color, sexo, re­
ligión, opinión política, ascendencia nacional 
u origen social. 

En relación con este Convenio, la CEACR 
ha considerado que el acoso sexual es una for­
ma grave de discriminación por razón de sexo, 
que queda comprendida en el ámbito de apli­
cación del Convenio. Y se refiere a dos formas 
de acoso sexual, que deben ser abordadas: a) 
acoso sexual amenazante (quid pro quo), esto 
es, cualquier comportamiento verbal, no verbal 
o físico de naturaleza sexual u otro comporta­
miento basado en el sexo, que afecta la digni­
dad de las mujeres y de los hombres, el cual es 
no deseado, irrazonable y ofensivo para el des­
tinatario; y el rechazo por parte de la persona, 
o su sumisión a este comportamiento es utili­
zado, explícita o implícitamente, como funda­
mento de una decisión que afecta el trabajo 
de esa persona; o b) acoso sexual configurado 
como entorno de trabajo hostil, basado en un 
comportamiento que crea un entorno laboral 
intimidatorio, hostil o humillante para el des­
tinatario desde el punto de vista de su libertad 
e intimidad sexual. 

La CEACR también se ha ocupado del aco­
so basado en otros motivos enumerados en el 
artículo 1, párrafo 1, apartado a), del Conve­
nio núm. 111. Aun cuando los actos de violen­
cia (distintos del acoso) que se basan en los 

72 artículo 3, apartado d). 
73 artículo 3.1 del mismo. 
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motivos enumerados en el Convenio núm. 111 
y que son objeto de protección están compren­
didos en su ámbito, la CEACR ha abordado 
más comúnmente esta forma de discrimina­
ción en el contexto de las medidas adoptadas 
para tratar la violencia de género o la violen­
cia contra la mujer 10, o de la falta de tales 
medidas. 

Llama la atención, sin embargo, que la 
violencia contra ciertos grupos étnicos o reli­
giosos, incluidos los trabajadores migrantes, 
haya sido analizada en pocas ocasiones, y así 
lo refleja el Informe de la OIT que aquí se ha 
venido comentando y analizando. 

Los instrumentos de la OIT relativos a la 
libertad sindical como es el Convenio sobre la 
libertad sindical y la protección del derecho de 
sindicación, 1948 (número 87) y el Convenio 
sobre el derecho de sindicación y negociación 
colectiva, 1949 (número 98), básicamente, no 
incluyen una prohibición explícita de la vio­
lencia contra las actividades sindicales. No 
obstante, en relación con dichos convenios, la 
CEACR ha señalado reiteradamente la inter­
dependencia que existe entre las libertades 
civiles y los derechos sindicales. Ha indicado, 
asimismo, que un movimiento sindical verda­
deramente libre e independiente sólo puede 
desarrollarse en un clima desprovisto de vio­
lencia, de presiones o de amenazas de toda 
índole74. 

Cabe pensar que podemos encontrarnos en 
un momento que podría constituir la antesala 
de la consecución de un instrumento normati­
vo de la OIT para combatir la violencia y aco­
so en el trabajo. Las dificultades de semejante 
tarea no son pocas, tanto en el campo de las 
definiciones como en la configuración de los ti­
pos, luego queda por superar el mar de dificul­
tades de las medidas preventivas y de protec­
ción. Pero nada es insalvable si se tiene clara 
conciencia y firme voluntad de la necesidad y 
de la urgencia de disponer de un instrumento 
que refleje con fuerza vinculante la no toleran­

74 Véase informe oiT, p. 36 acerca de este extremo. 
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cia frente a las manifestaciones de violencia y 
acoso en el mundo del trabajo. 
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RESUMEN	 Este artículo analiza el Informe lanzado por la OIT titulado Acabar con la violencia y el 
acoso contra las mujeres y los hombres en el mundo del trabajo con vistas a su discusión 
en la próxima 107ª Conferencia Internacional. 

En 2016, los participantes en la Reunión de expertos sobre la violencia contra las mujeres 
y los hombres en el mundo del trabajo, organizada por la OIT, hicieron hincapié en que la 
violencia y el acoso en el trabajo son inaceptables. Y, asimismo, han de ser considerados 
incompatibles con el trabajo decente, por lo que deben ser objeto de tratamiento para 
remediarlos. 

La metodología utilizada en este trabajo responde al análisis de las propuestas de regu­
lación jurídica que ha elaborado la OIT con vistas a adoptar un eventual instrumento 
normativo sobre la violencia en el trabajo y el acoso laboral. 

En tal sentido, se efectúa un análisis de los temas centrales abordados en dicho Informe 
que son, sin duda, los aspectos más relevantes que afectan tanto a la definición de los 
términos de violencia y acoso en el trabajo como a sus manifestaciones, la forma de pre­
venirlas y combatirlas de manera eficaz. 

Asimismo, la consulta de la bibliografía especializada en esta materia ha sido de máxima 
utilidad a fin de establecer criterios con base científica acerca de cómo afrontar un marco 
jurídico suficientemente eficaz para combatir este tipo de riesgos psicosociales en el tra­
bajo. 

En cuanto a los contenidos abordados, se constata la dificultad de encontrar definiciones 
de violencia y acoso en el trabajo con validez universal. Esta dificultad representa uno de 
los principales desafíos a lo que puede enfrentarse la eventual elaboración de un texto 
normativo de la OIT con pretensión de ser aplicado en la totalidad de los países. Particu­
lar dificultad presenta la definición de acoso en el trabajo, pues frente a las originarias 
consideraciones conforme a las cuales se estimaba que la conducta intimidante debe ser 
persistente y continuada en el tiempo, en la actualidad dichas exigencias se han atenuan­
do notablemente, adquiriendo mayor relevancia la gravedad de la conducta del sujeto 
acosador y los efectos producidos sobre la víctima. 

Igualmente, se efectúa un análisis pormenorizado de las distintas manifestaciones de 
violencia, así como de las diferentes modalidades que las conductas de acoso reflejan en 
el marco de una relación de trabajo: la violencia en el trabajo, la violencia de género, la 
violencia sexual y el acoso sexual, la violencia y acoso basados en el sexo y en el género, 
la violencia doméstica en relación con el trabajo, la violencia y el acoso físicos, la violencia 
y el acoso psicológicos, así como el más amplio concepto de riesgos psicológicos son todos 
ellos objeto de una específica puntualización y diferenciación terminológica y conceptual. 

Otro aspecto introducido en este ensayo consiste en verificar la adecuada identificación de 
aquellos trabajadores, grupos y sectores productivos que pueden considerarse como especial­
mente expuestos a actos y manifestaciones de violencia y acoso. Se utiliza la conocida dis­
tinción que permite diferenciar sujetos afectados por razón de la forma horizontal o vertical 
de las prácticas agresivas, pero también por razón del origen de las mismas, estableciendo 
la distinción entre fuentes internas (de la propia empresa) o externas (clientes, usuarios, 
etc.). De forma específica, se indaga asimismo sobre las prácticas de violencia y acoso en la 
economía formal e informal, siendo en este último caso mucho más difíciles de detectar. 

Especial interés suscita el análisis de la noción de «lugar de trabajo», a fin de determinar 
en qué entornos se pueden producir las manifestaciones violentas y acosadoras. Dicha 



ESTUDioS 

112 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 
 
 

   

 
 

   
 

   
 
 

 

   

 
 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

     

noción es objeto de precisión desde una perspectiva amplia, de tal modo que el lugar de 
trabajo puede abarcar todos los espacios relacionados con la ejecución de la prestación 
de trabajo derivada del contrato de trabajo. Por consiguiente, comprende los lugares en 
los que, «por causa o como consecuencia del trabajo», quienes trabajan pueden quedar 
expuestos a actos violentos y conductas acosadoras. Esta acotación es sumamente impor­
tante a fin de incluir la protección de los trabajadores de la violencia frente actos que se 
produzcan en el trayecto al trabajo, espacios privados o públicos, así como el hogar para 
los trabajadores domésticos, incluyendo los espacios en los que se realiza trabajo a distan­
cia o teletrabajo. 

Los resultados alcanzados ponen de manifiesto que la violencia y el acoso en el trabajo 
afectan a las relaciones en el lugar de trabajo, al compromiso de los trabajadores, a la 
salud, a la productividad, a la calidad de los servicios públicos y privados, y a la competi­
tividad y reputación de las empresas. 

La violencia y el acoso en el mundo del trabajo tienen repercusiones en la participación 
en el mercado de trabajo, si bien es preciso destacar que, de forma particular, presenta 
efectos negativos para las mujeres. Sin duda, puede llegar a impedir que las mujeres se 
incorporen al mercado de trabajo, especialmente en los sectores y trabajos masculiniza-
dos, o bien puede abocarlas a abandonar el mercado de trabajo. 

Entre las conclusiones más destacadas de este artículo hay que señalar las siguientes: en 
primer lugar, las dificultades para encontrar nociones homogéneas que permitan enten­
der de forma común y universal qué conductas y prácticas pueden ser consideradas como 
formas de violencia y acoso en el trabajo, por cuanto afectan a la dignidad de la persona; 
en segundo lugar, la necesidad de tipificar ciertas conductas agresivas, especialmente, 
aquellas que permiten distinguir los diversos tipos de acoso; en tercer lugar, la conve­
niencia de extender la prevención y protección frente a la violencia y el acoso en ámbitos 
tradicionalmente apartados de toda cobertura, como el trabajo en el hogar familiar; en 
cuarto lugar, el interés por identificar adecuadamente los sujetos que, bien por sus carac­
terísticas personales o circunstancias productivas, pueden ser víctimas especialmente 
expuestas a conductas violentas en el marco de una relación de trabajo; en quinto lugar, 
la atención debida al impacto que la violencia y el acoso en el trabajo producen tanto en 
la persona del trabajador –y consiguiente necesidad de prevención y protección– como 
en la empresa –elevados costos directos e indirectos y disminución de la productividad–, 
así como en la economía en general –pérdida de competitividad; en sexto y último lugar, 
ha de señalarse la necesidad de atender las características específicas de colectivos de 
personas especialmente vulnerables ante las manifestaciones de violencia especialmente 
cuando dicha vulnerabilidad se acompaña de otros caracteres generalmente utilizados 
para efectuar prácticas discriminatorias, como la edad, el sexo, la raza u origen social, la 
educación o la pobreza. 

Palabras clave: Violencia en el trabajo; acoso laboral; riesgos psicosociales; Organiza­
ción Internacional del Trabajo. 
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This article analyzes the Report recently launched by the ILO entitled Ending violence 
and harassment against women and men in the world of work with a view to its discussion 
at the next 107th International Conference. 

In 2016, participants in the Expert Meeting on Violence against Women and Men in the 
World of Work, organized by the ILO, emphasized that violence and harassment at work 
are unacceptable. And, likewise, they must be considered incompatible with decent work, 
so they must be the object of treatment to remedy them. 

The methodology used in this work responds to the analysis of the proposals for legal 
regulation developed by the ILO with a view to adopting an eventual normative 
instrument on violence at work and workplace harassment. 

In this regard, an analysis is made of the central issues addressed in the Report, which 
are undoubtedly the most relevant aspects that affect both the definition of the terms of 
violence and harassment in the workplace and its manifestations, the form of prevent 
and combat them effectively. 

Likewise, the consultation of the specialized bibliography in this area has been of 
maximum utility in order to establish scientifically based criteria on how to face a 
sufficiently effective legal framework to combat this type of psychosocial risks at work. 

Regarding the contents addressed, the difficulty of finding definitions of violence and 
harassment at work with universal validity is confirmed. This difficulty represents one 
of the main challenges to which the possible elaboration of an ILO normative text with 
a pretension to be applied in all countries may face. Particular difficulty presents the 
definition of harassment in the work, because in front of the original considerations 
according to which it was considered that the intimidating behavior must be persistent 
and continued in time, at present these demands have been significantly attenuated, 
acquiring greater relevance the severity of the behavior of the harassing subject and the 
effects produced on the victim. 

Likewise, a detailed analysis is made of the different manifestations of violence, as well as 
of the different modalities that harassment behaviors reflect in the framework of a working 
relationship: violence at work, gender violence, sexual violence and Sexual harassment, 
violence and harassment based on sex and gender, domestic violence in relation to work, 
physical violence and harassment, psychological violence and harassment, as well as the 
broader concept of psychological risks are all of them object of a specific terminological 
and conceptual clarification and differentiation. 

Another aspect introduced in this essay is to verify the adequate identification of those 
workers, groups and productive sectors that can be considered as especially exposed to 
acts and manifestations of violence and harassment. It uses the well-known distinction 
that differentiates affected subjects because of the horizontal or vertical form of aggressive 
practices, but also because of their origin, establishing the distinction between internal 
sources (of the company itself) or external sources (clients, users, etc.). Specifically, it 
also inquires about the practices of violence and harassment in the formal and informal 
economy, being in the latter case much more difficult to detect. 

Special interest arises from the analysis of the notion of «place of work», in order to 
determine in which environments violent and harassing manifestations can occur. This 
notion is object of precision from a broad perspective, in such a way that the place of 
work can cover all the spaces related to the execution of the work performance derived 
from the work contract. Therefore, it includes places where, «because of or as a result 
of work,» those who work may be exposed to violent acts and harassing behaviors. This 
dimension is extremely important in order to include the protection of workers from 
violence against acts that occur on the way to work, private or public spaces, as well as 
the home for domestic workers, including the spaces in which it is carried out remote 
work or telecommuting. 
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The results achieved show that violence and harassment at work affect relationships in 
the workplace, the commitment of workers, health, productivity, the quality of public and 
private services, and the competitiveness and reputation of companies. 

Violence and harassment in the world of work have repercussions on participation in 
the labor market but, in particular, it has negative effects for women. Definitly, it may 
prevent women from entering the labor market, especially in masculinized sectors and 
jobs, or may lead them to leave the labor market. 

Among the most important conclusions of this article are the following: first, the difficulties 
in finding homogeneous notions that allow a common and universal understanding of 
what behaviors and practices can be considered as forms of violence and harassment at 
work, how much they affect the dignity of the person; secondly, the need to typify certain 
aggressive behaviors, especially those that distinguish the different types of harassment; 
third, the convenience of extending prevention and protection against violence and 
harassment in areas traditionally excluded from all coverage, such as work in the family 
home; fourthly, the interest in adequately identifying the subjects who, either because 
of their personal characteristics or productive circumstances, can be victims especially 
exposed to violent behavior in the framework of an employment relationship; fifthly, 
due attention to the impact that violence and harassment at work produce both in the 
person of the worker –and the consequent need for prevention and protection– and in 
the company –high direct and indirect costs and decreased productivity–, as well as in 
the economy in general– loss of competitiveness; Sixth and last, the need to address 
the specific characteristics of groups of people especially vulnerable to manifestations of 
violence must be pointed out, especially when this vulnerability is accompanied by other 
characteristics generally used to carry out discriminatory practices, such as age, sex, race 
or social origin, education or poverty. 

Keywords: Violence at work; labour harassment; psychosocial risks; International 
Labour Organization. 
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1.	 INTRODUCCIÓN 

Hasta finales del siglo XX, la medici­
na se ocupó fundamentalmente del 
diagnóstico y tratamiento de las en­

fermedades, lo cual realizó mediante: 

•	 La atención médica asistencial, a tra­
vés de la creación de centros de salud y 
nuevos hospitales públicos y privados. 

•	 El desarrollo de la investigación, para 
mejorar las técnicas de diagnóstico por 
imagen y de laboratorio, con el objetivo 
de un diagnóstico más precoz y eficien­
te. 

•	 El descubrimiento de nuevos medica­
mentos para tratar enfermedades y el 
avance en las técnicas quirúrgicas para 
curar y/o mejorar el pronóstico de las 
enfermedades. 

En las últimas décadas del siglo pasado, 
la medicina amplió su actividad, ocupándose 
también de la prevención de las enfermeda­
des. Concretamente en los servicios de medi­
cina del trabajo de las empresas se comenzó 

* responsable del Servicio de Salud y Prevención de ries­
gos laborales en General Electric Healthcare. 

MARÍA GEA BRUGADA*
 

a realizar una medicina preventiva así como 
actividades de promoción de la salud para me­
jorar la salud de los empleados, tanto a nivel 
colectivo como individual: Campañas de pre­
vención del VIH, de factores de riesgo cardio­
vascular, de prevención del cáncer de mama y 
colon, etc. 

Pero, a pesar de ello: 

•	 De acuerdo con el Dr. Mingote Adán en 
el año 2003, «la formación que se recibe 
en facultades y hospitales clínicos está 
orientada a la lucha contra la enfer­
medad y no a la mejora de la salud del 
enfermo como demandan en la actuali­
dad una mayoría de ciudadanos en las 
sociedades desarrolladas, en las que to­
davía no se han destinado los suficien­
tes recursos económicos y humanos ne­
cesarios para el logro del tan deseable 
objetivo del Estado de Bienestar». 

•	 La demanda de atención sanitaria 
continúa creciendo, se están diagnos­
ticando nuevas enfermedades y está 
aumentando la incidencia de algunas 
patologías crónicas como la diabetes, 
obesidad, ciertas neoplasias, así como 
enfermedades autoinmunes y neurode­
generativas. Enfermedades, sobre las 
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que en la mayoría, tiene una especial 
influencia la epigenética. Es decir, po­
demos prevenirlas mejorando nuestro 
estilo de vida: alimentación, actividad 
física y gestión de las emociones. 

La promoción de la salud ha sido un fac­
tor clave desde nuestros orígenes, llegando a 
ser tratado por Hipócrates en la antigüedad: 
«Que tu alimento sea tu medicamento». De 
igual forma, otro personaje de renombre en 
la época como Thomas Edison afirmaba: «Los 
doctores del futuro no darán medicinas, sino 
que interesarán a sus pacientes en el cuidado 
del cuerpo, la dieta y la causa y prevención de 
la enfermedad». 

2.	 CONCEPTO E HISTORIA 
DE LA PROMOCIÓN DE LA SALUD 
EN ORGANIZACIONES PRODUCTIVAS 

La promoción de la salud en las organiza­
ciones productivas es un término nuevo de las 
últimas décadas, el cual está creciendo y con­
solidándose cada vez más en los últimos años. 

De acuerdo con la OMS y con el Ministe­
rio de Sanidad, la promoción de la salud es «el 
proceso que permite a las personas incremen­
tar el control de su propia salud para mejorar­
la». La diferencia con la prevención es que su­
pone un paso más, ya que implica a la propia 
persona en los procesos necesarios para me­
jorar su salud y que la evolución de la misma 
sea óptima. Esto representa un mayor avance 
en el mantenimiento de la salud y bienestar 
de los empleados y sus familias, así como un 
beneficio importante para las empresas. 

La empresa es un medio ideal para que el 
Servicio de Medicina del Trabajo motive e im­
plique al empleado en la mejora de su propia 
salud y la de su familia. 

La primera ley de protección de la salud de 
los trabajadores fue la «Ley de Salud y Moral 
de los Aprendices» que se aprobó en 1802, du­
rante la revolución industrial. 
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En 1914, el Servicio de Salud Pública de 
Estados Unidos, estableció la Oficina de Sa­
nidad e Higiene Industrial. Y en 1933 quedo 
aprobada la «Ley de Fábricas», que ha sido la 
primera ley eficiente en cuanto a la protección 
del trabajador… 

Cuando en 1946 se constituyó la OMS, des­
de el primer momento, asumió la educación en 
salud. Pero el nacimiento de la Promoción de la 
Salud no se produjo hasta los años 80, cuando se 
propuso como objetivo el que «Las personas de 
todos los países puedan tener al menos el nivel 
de salud que les permita trabajar productiva­
mente y participar de forma activa en la vida 
social de la comunidad en la que viven». 

En 1985, la OIT publicó su recomendación 
171 y el Convenio de la misma fecha, dedi­
cados a los Servicios de Salud en el Trabajo, 
hablando de sus funciones y dedicación de los 
mismos a la protección y mejora de la salud 
del trabajador. 

Al año siguiente, en 1986 se celebró la Con­
ferencia de Ottawa bajo el lema de: «Salud para 
todos en el año 2000», la cual fue la impulsora 
y definidora del concepto: «La promoción de la 
salud consiste en proporcionar a los pueblos 
los medios necesarios para mejorar su salud y 
ejercer un mayor control sobre la misma. En­
tendiendo la salud como fuente de riqueza de la 
vida cotidiana, como un concepto positivo que 
acentúa los recursos sociales y personales». 

En dicha Conferencia se establecieron los 5 
principios básicos de la Promoción de la Salud: 

• Desarrollo de políticas saludables. 

• Creación de entornos favorecedores. 

•	 Refuerzo de la acción comunitaria. 

•	 Desarrollo de las habilidades personales. 

•	 Reorientación de los servicios sanitarios. 

Estas líneas de actuación nos han ayudado 
a mejorar y modificar las condiciones y estilos 
de vida para obtener resultados eficientes y 
sostenibles. 
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En España, los cimientos de la promoción 
de la salud en los lugares de trabajo, vinieron 
determinados por dos cosas: la Ley 31/95 de 
Prevención de Riesgos Laborales y por suponer 
las empresas un entorno clave y óptimo para 
la actuación sobre la mejora de la salud de sus 
empleados. Anteriormente, en 1988, el profesor 
Piédrola Gil, en su libro de Medicina Preventiva 
y Salud Pública, ya afirmaba que «El médico del 
siglo XXI ha de cuidar y prevenir las enferme­
dades de sus pacientes bajo 4 perspectivas, una 
de las cuales es la medicina positiva e integral 
u holística constituida por todos los medios que 
existen para hacer progresar la salud». 

Unos años más tarde, en 1996, se consti­
tuyó la Red Europea para la Promoción de la 
Salud en los Entornos de Trabajo (ENWHP), 
en el marco del programa comunitario de pro­
moción de la salud. En ella participan, entre 
otros, el Instituto Nacional de Higiene, Segu­
ridad y Bienestar en el Trabajo (INSHT).Su 
función es «recoger y distribuir ejemplos de 
buenas prácticas y métodos de salud en el lu­
gar de trabajo entre todos los países y sectores 
económicos con vistas a aumentar los conoci­
mientos a nivel europeo sobre metodologías 
y ejemplos que merecen ser replicados». Esta 
red resulta de utilidad para todas las perso­
nas implicadas en la salud laboral y compro­
metidas con su objetivo «Trabajadores sanos 
en empresas saludables». 

La ENWHP elaboró en 1997 la Declara­
ción de Luxemburgo, documento consenso en 
el que se establecían los principios básicos de 
actuación y el marco de referencia de una bue­
na gestión de salud en el trabajo. La declara­
ción apoya que en la promoción de la salud se 
incluyan las mejoras en el ambiente de traba­
jo físico y psicosocial y el desarrollo personal 
de los trabajadores respecto a su propia salud 
o a la promoción tradicional de la salud. 

El INSHT, como miembro de la ENHWP 
implementó el proyecto de «Empresas saluda­
bles» con los objetivos de: 

•	 Otorgar un reconocimiento a las em­
presas que destaquen en su trabajo 
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para la mejora de la salud y bienes­
tar de sus empleados en fomentar una 
cultura de la salud. 

•	 Compartir e intercambiar experiencias 
empresariales. 

Paralelamente, la «Estrategia Española de 
Seguridad y Salud en el trabajo 2015-2020», 
es el marco de referencia de las políticas pú­
blicas en materia de Seguridad y Salud hasta 
el año 2020. Sus principios son la prevención 
y colaboración, y sus objetivos, la reducción 
de los accidentes laborales y enfermedades 
profesionales mediante la mejora de las condi­
ciones de trabajo. En la actualidad, promueve 
el desarrollo de políticas que impacten en la 
población y que promocionen hábitos de vida 
saludables en el trabajo y en el entorno ex­
tra-laboral. 

3.	 IMPLEMENTACIÓN DE LA PROMOCIÓN 
DE LA SALUD EN LAS ORGANIZACIONES 

Fue en mayo del 2007, cuando se celebró la 
60ª Asamblea Mundial de la Salud, tratando 
el «Plan de acción Mundial sobre la Salud de 
los trabajadores 2008-2017» y marcando los 5 
objetivos siguientes: 

1.	 Elaborar y aplicar normativas nacio­
nales para proteger y promocionar la 
salud de los trabajadores. 

2.	 Proteger y promover la salud en el lu­
gar de trabajo. 

3.	 Mejorar el funcionamiento de los Servi­
cios de Salud Ocupacional y el acceso a 
los mismos. 

4.	 Proporcionar evidencias para funda­
mentar las medidas y las prácticas. 

5.	 Integrar la salud de los trabajadores en 
otras políticas. 

Uno de los pilares de la promoción de la sa­
lud es la «educación para la salud», que consiste 
en informar y formar a la población en habili­

http:INSHT).Su
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dades y actitudes para que disfruten de unos 
hábitos de vida saludables, motivándoles e im­
plicándoles en la evolución de su salud. Para im­
plementarlo tenemos que tener unos objetivos, 
cumplir unos requisitos, desarrollar un método 
de implementación y tener en cuenta unas reco­
mendaciones para que sea más eficiente. 

Los objetivos prioritarios de la promoción 
de la salud en las organizaciones son: 

•	 Crear una cultura de salud y bienestar en 
la empresa, sus empleados y sus familias. 

•	 Mejorar la seguridad y la salud física y 
emocional de los empleados. 

•	 Alcanzar el compromiso por parte del 
Comité de Dirección de la Compañía. 

•	 Disminuir la siniestralidad laboral y 
la incidencia y duración de las ILT por 
contingencia común. 

•	 Integrar la promoción de la salud en 
todos los departamentos de la empresa. 

•	 Motivar e implicar a los empleados para 
encontrarse mejor mediante la implemen­
tación de hábitos saludables en su vida. 

Los requisitos necesarios para la gestión 
de una Empresa Saludable y alcanzar estos 
objetivos, son los siguientes: 

•	 Cumplir con la legislación en PRL y de­
más requisitos legales en función de las 
certificaciones OHSAS 18.001 e ISO de 
que disponga la Empresa y modelo de 
empresa saludable. 

•	 Identificación de las áreas de mejora en 
salud. Realizar un estudio de la situa­
ción actual y un plan de acción. 

•	 Presentación del plan de acción a la Di­
rección de la Compañía y aprobación y 
compromiso por parte de la misma. Asi­
mismo se presentarán los resultados 
del plan del año anterior si lo hubiere. 

•	 Elaboración de la Política de salud. Esta 
debe ser firmada por la Dirección y co­
municada a todos los empleados. 
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•	 Comunicación y participación de los re­
presentantes de los trabajadores. 

•	 Dotación de un presupuesto. 

Todas las políticas y actividades deben 
orientarse hacia la identificación y resolución 
de las áreas de mejora en seguridad, salud fí­
sica y salud emocional de cada empresa. Entre 
las más frecuentes y sobre las que se consi­
guen mejores resultados figuran: los factores 
de riesgo cardiovascular (Sobrepeso, hiperten­
sión arterial, diabetes…), sedentarismo, ges­
tión de las emociones y seguridad vial. 

La empresa es un entorno óptimo para 
gestionar la promoción de la salud y crear una 
cultura de salud y bienestar en la misma por 
comodidad y cercanía para el trabajador. El 
Servicio de Medicina del Trabajo, integrado 
en el Servicio de Prevención y liderado por 
el departamento de Recursos Humanos, es 
el departamento adecuado para desarrollar 
la integración de la cultura de salud y bien­
estar y conseguir lugares de trabajo seguros, 
productivos y saludables por las siguientes ra­
zones: conocimiento y proximidad así como la 
confianza del propio empleado. 

4.	 RECOMENDACIONES PARA UNA
 
IMPLEMENTACIÓN EFICIENTE
 

Para lograr una implementación eficiente, 
es importante llevar a cabo las siguientes re­
comendaciones: 

•	 Constituir un Comité de Salud, inte­
grado por empleados de diferentes de­
partamentos. 

•	 Disponer o crear un Programa Marco 
de Salud y/o Bienestar y/o Felicidad, y 
enmarcar las actividades de promoción 
de la salud en este programa. 

•	 Medir los resultados para posterior­
mente poder gestionarlos, porque como 
decía William Kelvin (1824-1907) «Lo 
que no se define, no se puede medir. Lo 
que no se mide, no se puede mejorar». 
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•	 Motivar y enamorar a cada empleado en 
las actividades para mejorar su salud. De 
este modo irradiará y transmitirá ese sen­
timiento de cultura de salud y bienestar a 
su familia y círculo de amigos. Invitar a 
las familias a las actividades saludables. 

•	 Tomar conciencia de que los resultados 
son a medio y largo plazo. 

De igual manera, esta implementación de­
berá atravesar una serie de etapas: 

•	 Diagnóstico de la situación a analizar. 
Identificando y jerarquizando las áreas 
de mejora. 

•	 Planificación de las actividades en el 
transcurso de un ejercicio con plazos de 
ejecución previstos y personas respon­
sables de la misma. 

•	 Ejecución de las actividades previamen­
te diseñadas. 

•	 Revisión del sistema por la dirección 
para evaluación de los datos obtenidos 
y propuesta de acciones de mejora. 

En la mayoría de los casos, nos enfrentare­
mos con diferentes circunstancias que pueden 
dificultar la implementación. La escasa moti­
vación en ocasiones y la necesidad de elegir un 
momento adecuado para iniciar determinadas 
campañas, son dos de los más frecuentes. Ade­
más, suele conllevar dificultades el compatibi­
lizar la participación en las campañas con la 
actividad laboral. Por último, un 50% de los 
participantes en los programas que requie­
ren implicación por parte del empleado, como 
por ejemplo las campañas de pérdida de peso, 
vuelven a sus hábitos iniciales a partir de los 
8-10 meses de haber finalizado el mismo. 

5.	 BENEFICIOS DE LA PROMOCIÓN 
DE LA SALUD 

5.1. Para la Dirección 

•	 Incremento en la productividad. 

•	 Disminución del absentismo y del pre­
sentismo. 
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•	 Mejora en el Clima Laboral. 

•	 Incremento del compromiso y del sen­
timiento de pertenencia a la Compañía 
de los empleados. 

•	 Mejora en la imagen social de la Em­
presa. 

•	 Disminución del coste por salud y seguros. 

La Asociación Internacional de la Seguridad 
Social afirma que los beneficios que pueden es­
perar las empresas por cada euro invertido en 
Seguridad y Salud en el trabajo son de 2.2 euros. 
Por otra parte, los Datos del informe «Trabaja­
dores sanos en Empresas Saludables». ENWHP) 
son que por cada Euro invertido en promoción 
de la salud, se espera un retorno de entre 2,5€ y 
4,8€ en absentismo y de 2,3€ a 5,9€ por costes de 
contingencias comunes. 

De igual forma, un empleado fumador 
cuesta a su empresa unos 2000€/año, debi­
do a la pérdida de productividad (pierden 24 
minutos/día de promedio en salir a fumar) y 
al incremento de absentismo (4 días más de 
duración de cada baja laboral). Estudio Fre­
map-Pfizer, 2013. 

5.2. Para el Empleado 

Al tratarse de personas físicas, estos bene­
ficios repercutirán en los siguientes aspectos: 

–	 Beneficios para la salud: 

• Mejora su salud y su bienestar físico: 
Más energía, agilidad mental, bien­
estar digestivo… 

• Disminución del 	riesgo de pade­
cer enfermedades cardiovasculares 
(+50%), procesos oncológicos y otros., 

• Percepción de mejora notable en su 
Salud. 

–	 Beneficios económicos: 

• 300€ de ahorro en 3 meses, fumando 
15 cigarrillos/día. 
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• Ahorro en presupuesto de gimnasios 
externos, medicamentos y en tiempo 
para ir médicos. 

–	 Beneficios emocionales: 

• Mejora de la calidad de sueño y el 
bienestar emocional. 

• Reduce conflictos familiares y a ni­
vel laboral. 

• Desaparece/ se reduce el sentido de 
culpabilidad. 

6.	 PROGRAMAS FUNDAMENTALES 
EN PROMOCIÓN DE LA SALUD 
EN EL TRABAJO 

La empresa es el lugar óptimo para pro­
mocionar y mejorar la salud a nivel colectivo e 
individual. Esto se debe, entre otros, a la can­
tidad de tiempo que las personas pasan en las 
instalaciones de su Compañía, así como a la 
cercanía y disposición del Servicio de Medici­
na del Trabajo y/o Servicio de Prevención de 
Riesgos Laborales. Estos servicios serán los 
responsables del análisis de salud individua­
lizado, con el objetivo de identificar y mejorar 
los factores de riesgo que sean modificables, es 
decir, la epigenética. 

Para llevar a término algunos de los pro­
gramas, el Servicio de Prevención podrá apo­
yarse en el Servicio de prevención Ajeno o en 
otros proveedores de salud de salud física y 
emocional como médicos especialistas, gra­
duados en educación física, enfermeras, psicó­
logos, nutricionistas, etc. 

La salud viene determinada por factores 
modificables y no modificables. Mientras que 
sobre la edad, el sexo, la genética o el tipo de 
parto que hemos tenido, no podemos interve­
nir, la actuación en materia de promoción de 
la salud se centrará sobre los factores modi­
ficables, que son: la nutrición, el estrés y las 
emociones, la actividad física, el sueño, la 
hidratación y el consumo de alcohol/tabaco/ 
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drogas y medicamentos, que son sobre los que 
podemos obtener buenos resultados y un em­
poderamiento de su salud de los propios em­
pleados. 

En el caso de la nutrición se disponen de 
evidencias de resultados muy favorables en 
determinados estudios: Estudio Suvimax 
(2009), Estudio Predimed (2013), y es de des­
tacar el caso de Finlandia que después de ha­
ber implementado unas medidas dietéticas 
universales en su población durante 25 años, 
consiguió una disminución del 75 % en la mor­
talidad cardio y cerebro vascular, y del 65% 
por cáncer. 

Los programas deben de abordar la salud 
física, emocional y psicosocial y los más fre­
cuentes e importantes suelen ser: 

• Programas para la mejora y el mante­
nimiento de la salud y bienestar físico: 

–	 Gimnasio o sala de actividad física en 
la propia empresa, organización de ac­
tividades y campeonatos deportivos, 
subvención de costes de gimnasios o 
clubs deportivos, promocionar la activi­
dad física en el puesto de trabajo moti­
vando para subir escaleras en lugar del 
ascensor. 

–	 Programa de nutrición saludable y 
pérdida de peso: Información colectiva 
e individualizada sobre alimentación 
sana, consultas iniciales y de segui­
miento personalizadas con dietas indi­
viduales, talleres de cocina saludable, 
productos saludables en las máquinas 
de vending así como en los caterings de 
la empresa, fruta gratuita. 

–	 Deshabituación Tabáquica: charlas 
informativas colectivas, consultas ini­
ciales y de seguimiento y tratamientos 
individualizados en el Servicio del Me­
dicina del Trabajo. 

–	 Otros programas de cuidado de la sa­
lud: seguro médico, detección precoz 
del cáncer de colon, de mama, próstata, 
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de osteoporosis/osteopenia, de preven­
ción y detección precoz del glaucoma 
y/o otras patologías oculares, segui­
mientos y tratamiento de las hiperli­
pemias, diabetes, hipertensión arterial, 
de patología bucodental, etc. 

• Programas para la mejora de la salud 
y bienestar emocional, que suelen contem­
plar: 

–	 Evaluación de los riesgos psicosociales. 

–	 Formación en técnicas de reducción del 
estrés: Mindfulness, relajación, yoga, 
gestión de las emociones. 

–	 Celebración de día de la Felicidad, del 
Bienestar… 

• Programas de conciliación del trabajo 
y vida familiar: flexibilidad horaria, tickets 
guardería, programas de ayuda al empleado 
(asistencia domiciliaria). 

7.	 RECONOCIMIENTO Y CERTIFICACIÓN 
COMO BUENAS PRÁCTICAS 
EN PROMOCIÓN DE LA SALUD 

Una vez implementado el sistema de ges­
tión para la mejora de la salud y evaluadas 
las actividades del programa de Promoción 
de la Salud, se puede optar al reconocimiento 
de buenas Prácticas por parte del INHSBT o 
bien a la certificación por una entidad certi­
ficadora. 

Para obtener el Reconocimiento por Buena 
Práctica por parte del INHSBT o la certifica­
ción como empresa saludable los requisitos 
son los siguientes: 

• Reconocimiento por parte del Ins­
tituto Nacional de Higiene y Seguridad 
y Bienestar en el Trabajo. Para ello se re­
quieren las siguientes acciones: 

–	 Adherirse al proyecto de «Red Españo­
la de Empresas Saludables» mediante 
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la Adhesión a la declaración de Luxem­
burgo. 

–	 Autoevaluación del nivel de calidad 
en promoción de la salud, cumplimen­
tando los cuestionarios en el portal del 
INHSBT. Si la puntuación es superior 
al 75%, proceder a solicitud de recono­
cimiento de «Buena Práctica» 

–	 Es necesario disponer de una historia 
de actividades saludables de al menos 
2 años. 

• Certificación por entidad certi­
ficadora. Se requiere cumplir con los re­
quisitos mencionados en el apartado 3 de 
este documento. Hasta la actualidad no se 
requiere historia prolongada de actividades 
saludables en la empresa ni medición de 
resultados. Supone 2 jornadas de auditor 
aproximadamente. 

8.	 CASO PRÁCTICO 

Vamos a exponer el caso práctico de una 
empresa multinacional del campo de la salud, 
en la que ayudamos a los médicos a progresar 
y mejorar en el diagnóstico de enfermedades y 
trabajamos para mejorar la salud y calidad de 
vida de las personas. 

Somos unos 500 empleados aproxima­
damente ubicados en diferentes ciudades de 
nuestra geografía. El 70% de ellos tiene entre 
35 y 55 años. Un 70% son hombres y un 30% 
mujeres. Los empleados son lo más valioso 
para la compañía. 

Nuestro compromiso: Crear y mantener 
una cultura de salud y bienestar en la Empre­
sa, entre sus empleados y sus familias. 

Comenzamos a realizar promoción de la 
salud a últimos de los años ochenta con mucha 
ilusión y continuamos en la actualidad. 

Los programas son liderados por el depar­
tamento de Recursos Humanos, desarrollados 
por el Servicio de Prevención de Riesgos Labo­
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rales, con el soporte incondicional del Comité 
de Dirección y la inestimable participación de 
los empleados, sin todo lo cual no hubiera sido 
posible este proyecto. 

Hemos contado con la colaboración hono­
raria de: Ibermutuamur, Cualtis, Sanitas, MD 
Anderson Center, Dr. Carlos Mingote Adán y 
Sofromed. Y creamos alianzas con nuestros 
clientes y proveedores. 

Desde el principio y hasta la actualidad 
(1986-2017), dividiremos el desarrollo de 
nuestras actividades en Promoción de la Sa­
lud en tres etapas: 

• 1ª) 1986-2004 

El Servicio de Medicina del Trabajo, que re­
porta al departamento de Recursos Humanos, 
realizaba las siguientes actividades: 

–		Reconocimientos Médicos iniciales 
y periódicos y seguimiento de las pato­
logías encontradas. 

–		Medicina asistencial a la enferme­
dad común y a los accidentes no labora­
les y a los accidentes de trabajo, inves­
tigando todos ellos. 

–		Medicina Preventiva mediante cam­
pañas divulgativas, de educación sani­
taria colectiva e individual y consultas 
médicas personalizadas: prevención, 
detección precoz y seguimiento de las 
enfermedades crónicas y factores de 
riesgo cardiovascular: hipercolestero­
lemia, obesidad y control de peso, hi­
pertensión, hiperuricemia, cáncer de 
mama, trastornos musculo-esqueléti­
cos y osteoporosis. Y de enfermedades 
infecciosas como la gripe, tétanos, he­
patitis B y SIDA, con campañas de va­
cunación cuando procedía… 

–		Formaciones en: emergencias, extin­
ción de incendios y 1º auxilios, radiacio­
nes ionizantes, riesgo biológico y riesgo 
eléctrico. 

–		Reuniones del Comité de Higiene 
y Seguridad, que a raíz de la publica­
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ción de la ley 31/1995 de 8 de noviem­
bre, fueron sustituidos por el Comité 
de Seguridad y Salud. En ellos se 
proponían y revisaban todas las áreas 
anteriores. 

–		Constitución del Servicio de Preven­
ción de Riesgos Laborales y Audi­
toría Externa Reglamentaria de 
Prevención de Riesgos (2003). 

• 2ª) 2005-2009 

–		Mantenimiento del Servicio de Preven­
ción de Riesgos, de las actividades ante­
riores. y. 

–		Programa corporativo de Salud y 
Bienestar Health by numbers: Rea­
lizamos Campañas y formación a los 
empleados sobre el reto a conseguir, 
0-5-10-25 (0 cigarrillos, 5 raciones de 
fruta/verduras por día, 10.000 pasos, 
25 de IMC), así como consultas per­
sonalizadas en estas áreas: Deshabi­
tuación tabáquica, alimentación sana, 
actividad física y peso saludable. Estas 
campañas las llevábamos a cabo en for­
mato de Semanas y Trimestres Sa­
ludables, con diferentes actividades. 

–		Formación presencial en gestión 
del estrés. 

–		Certificación OHSAS 18.001 en el 
2007. 

• 3ª) 2010-2017 

Continuamos abordando la salud desde el 
punto de vista físico, emocional y social. Dife­
renciamos tres tipos de programas: 

a) Programas de conciliación del tra­
bajo y vida familiar: flexibilidad horaria, 
tickets guardería, programas de ayuda al em­
pleado (asistencia domiciliaria). 

b) Plan de Seguridad Vial. Iniciado en 
el año 2013. Las fases del plan que hemos rea­
lizado son: 
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1.	 Diagnóstico, que se realizó mediante 
análisis y coste económico de la sinies­
tralidad y evaluación del Riesgo de los 
conductores de la compañía. (81% de 
participación). 

2.	 Planificación incluyendo Adaptación 
del Plan a la Política y Normas de la 
empresa. 

3.	 Formación teórico-práctica dirigida a: 

–	 Empleados: riesgos de los distrac­
tores, técnicas de Eco conducción, 
comportamiento del vehículo en 
situaciones límite en circuito y téc­
nicas para conducción más segura y 
eficiente. 

–	 Directivos: formación en liderazgo 
en seguridad vial y sensibilización 
sobre su función en la seguridad de 
la conducción de sus equipos. 

4.	 Seguimiento mediante la creación de 
un comité de seguridad vial, definición 
de indicadores, y reuniones de segui­
miento. 

En el año 2016 se obtuvo la certificación 
en la norma ISO 39.001 de Seguridad 
Vial. 

c) Programas para la mejora y el man­
tenimiento de la salud y bienestar físico, 
emocional y psicosocial. 

Para ello, desarrollamos una iniciativa 
corporativa para promoción de la salud, el 
Programa HealthAhead, estando certi­
ficados en el mismo. Consta de 8 elementos: 
1. Liderazgo en salud. 2. Prevención y screening. 
3. Nutrición saludable. 4. Deshabituación ta­
báquica. 5. Actividad física. 6. Gestión del es­
trés. 7. Absentismo. 8. Espacio cardioprotegi­
do: Emergencias y primeros auxilios. 

Las actividades de este programa son gra­
tuitas para los empleados y se realizan en la 
propia oficina, dentro de la jornada laboral. 
La mayoría de ellas se ofrece a todos los em­
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pleados de Madrid y a sus familias y la mayor 
parte de las veces también a las delegaciones. 

Las actividades realizadas en los diferen­
tes elementos son las siguientes: 

	Elemento 1: Liderazgo. El líder de 
este programa es el director de Recursos Huma­
nos quien ha firmado una carta de compromiso 
con la salud de los empleados de la Compañía. 

	Elemento 2. Prevención y scree­
ning. En este elemento hemos incluido una 
serie de Talleres / Actividades y recomendacio­
nes, entre los que se encuentran los siguientes: 

–		Salud ocular y: Detección precoz y pre­
vención del glaucoma mediante con­
sultas personalizadas con exploración 
ocular y determinación de tensión ocu­
lar. Anual. Se la realizan más de 70 em­
pleados cada año. 

–		Osteoporosis: Detección precoz y preven­
ción, mediante la realización de presen­
taciones de educación en salud, densito­
metrías de screening y dexa si procede, 
y consultas personalizadas. Bienal. Se la 
realizan casi 40 personas/año. 

–		Salud bucodental.– Se realizan con­
sultas individualizadas a todos los 
empleados inscritos con el objetivo de 
hacer una detección precoz de todo tipo 
de patologías orales y de forma especial 
la más frecuente que es la enfermedad 
periodontal, la cual multiplica por 6 el 
riesgo de enfermedad cardiovascular, 
así como eleva el riesgo de cáncer de 
páncreas y de pulmón. Bienal. 

–		Salud Intestinal: Se ha ofrecido también 
a todos los empleados para mejorar su 
microbiota y de este modo, mejorar su 
sistema inmune así como su bienestar 
y la concentración, atención y memoria. 
Anual. Se la han realizado más de 200 
personas entre empleados y familia. 

–		Prevención del cáncer de piel y pro­
tección solar. Se realiza educación sa­
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nitaria presencial y consultas indivi­
dualizadas por médico especialista en 
dermatología. Anual. Participan unas 
40 personas. 

	 –		Cáncer de Próstata y Testículos: De­
tección Precoz y Tratamiento. 

	 –		  Celebramos elCáncer de mama.

«Breast Cáncer Awareness month» 

con educación sanitaria por médicos 

especialistas y la participación de 

más de 100 empleados cada año en el 

lazo rosa humano. Anual.
 

	 –		¿Quieres mantener en forma tu ce­
rebro? Con charlas presenciales de 
educación sanitaria y recomendacio­
nes para mejorar la atención, con­
centración y memoria y optimizar su 
rendimiento. 

	 –		 postvacacional.Síndrome Realiza­
mos presentaciones y correos con re­
comendaciones. 

	 –		Campañas de vacunación: Tétanos, 
hepatitis B, gripe y VPH. 

	Elemento 3. Nutrición saludable. 
Realizamos las actividades siguientes: 

	 –		Campañas anuales de peso saludable 
desde los últimos años 80. Realiza­
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mos comunicación a los empleados 
y posteriormente consultas persona­
lizadas iniciales con historia clínica 
nutricional (Fig. 1) y de seguimiento 
por médico especialista. Se inscriben 
unas 30 personas y pierden unos 
150kg aproximadamente cada año 
entre todos, con un promedio de 5kg 
por empleado inscrito. 

	 –		Salud Intestinal: Consultas persona­
lizadas para el diagnóstico y mejora 
del ecosistema intestinal. Más de 150 
participantes desde mayo 2014. 98% 
de satisfacción. 

	 –		Efecto de la suplementación con áci­
dos grasos omega 3 sobre factores de 
inflamación. Se inscribieron 27 em­
pleados. 

	 –		Educación sanitaria presencial colec­
tiva e individualizada en alimenta­
ción sana. 

	 –		Concursos de comida saludable. 

	 –		10 reglas de oro para una nutrición 
adecuada. 

	 –		Compromiso de comida saludable en 
los caterings corporativos 

	 –		Máquinas de vending con descuento 
en lo productos saludables. 
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María GEa BrUGaDa 

FIGURA 1 

Servicio de Prevención 
17/05/2011 
Rev. 00 HealthAhead 

NUTRICION. Elemento 3 

DATOS PERSONALES 

-Fecha: -
-Nombre y Apellidos:  Teléfono: 
-Edad:   Tipo de parto y lactancia 
-Entidad: Puesto de Trabajo: 

HISTORIA CLINICA: 

-Antecedentes personales: 
 -Actividad física: 
-Hábitos tóxicos: 
-Motivo de consulta: 

ANALISIS DE SANGRE Y ORINA 

-Parámetros Normales: Normal 

-Parámetros Alterados: 

OTRAS PRUEBAS COMPLEMENTARIAS. 

EXPLORACION: 

-Peso: -Talla: -IMC -T.A:  
-P. Cintura: 
Abdomen.  
-Cadera: 
-Cintura/ cadera: 

OBJETIVOS: 

1ª Objetivo  IMC: 
Objetivo final: IMC: 

TRATAMIENTO: 
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ESTUDioS 

Servicio de Prevención 
17/05/2011 
Rev. 00 HealthAhead 

NUTRICION. Elemento 3 

CONSULTAS SUCESIVAS: 

2ª Consulta: Fecha: 
Evolución: 
-Peso: -P. Cintura: 

Tratamiento: 
3ª Consulta: Fecha:
 Evolución: 

-Peso: -P. Cintura: 
Tratamiento: 

4ª Consulta: Fecha:
 Evolución: 

-Peso: -P. Cintura: 
Tratamiento: 

5ª Consulta: Fecha:
 Evolución: 

-Peso: -P. Cintura: 
Tratamiento: 

6ª Consulta: Fecha: 
 Evolución: 

-Peso: -P. Cintura: 
Tratamiento: 

7ª Consulta: Fecha:
 Evolución. 

-Peso: -P. Cintura: 
Tratamiento: 

8ª Consulta: Fecha:
 Evolución: 

-Peso: -P. Cintura: 
Tratamiento: 

CONCLUSIONES FINALES: 

-Abdomen: 

-Abdomen: 

-Abdomen: 

-Abdomen: 

-Abdomen: 

-Abdomen: 

-Abdomen: 

-Cadera: 

-Cadera: 

-Cadera: 

-Cadera: 

-Cadera: 

-Cadera: 

-Cadera: 

-IMC: -T.A: 

-IMC: -T.A: 

-IMC: -T.A: 

-IMC: -T.A: 

-IMC: -T.A: 

-IMC: -T.A: 

-IMC: -T.A: 
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María GEa BrUGaDa 

FIGURA 2 

Servicio de Prevención 
03/01/2012 
Rev. 01 HealthAhead 

TABACO. Elemento 4 

Dra. Maria Gea Brugada 

DATOS PERSONALES 
- Fecha:  
Nombre y apellidos: - Teléfono: 
- Fecha nacimiento: 
- Entidad: Puesto de trabajo: 
HISTORIA TABAQUICA: 
- AP.-
- Edad de Comienzo: -. Años fumando: 
- Nº de cigarrillos/ día: -.Nº paquetes/año: 
- Nº de veces que lo ha dejado: 
- Duración de la abstinencia en cada ocasión:. 
- Nº de veces que ha retomado el tabaco: 
- Motivos por los que retoma el tabaco:  
- Situación actual: -Nº cigarrillos/día: 

-Nº paquetes/ año: 
- Fase para dejar de fumar: inicial Día elegido: 

Test 
- ¿Cuánto tiempo pasa entre que te levantas y te fumas tu primer cigarrillo? 

Hasta 5 minutos. 3 puntos 
De 6 a 30 minutos. 2 puntos 

De 31 a 60 minutos. 1 punto 
Más de 60 minutos. 0 puntos 

- ¿Encuentra difícil no fumar en lugares donde está prohibido? 
Sí. 1 punto 
No. 0 puntos 

- ¿Qué cigarrillo te costaría más dejar de fumar? 
El primero de la mañana. 1 punto 

Cualquier otro. 0 puntos 

- ¿Cuantos cigarrillos fumas al día? 
Más de 30 cigarrillos. 3 puntos 

Entre 21 y 30. 2 puntos 
Entre 11 y 20. 1 punto 
Menos de 10. 0 puntos 

-¿Fumas más durante las primeras horas después de levantarte? 
Sí. 1 punto 
No. 0 puntos. 

-¿Fumas aunque estés tan enfermo que tengas que estar en la cama? 
Sí. 1 punto 
No. 0 puntos 
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ESTUDioS 

Servicio de Prevención 
03/01/2012 
Rev. 01 HealthAhead 

TABACO. Elemento 4 

Dra. Maria Gea Brugada 

Puntuación Grado de Dependencia 

0 a 2 puntos Ninguna dependencia 
3 a 4 puntos Dependencia débil 

5 puntos Dependencia media 
6 a 7 puntos Dependencia fuerte 

8 a 10 puntos Dependencia muy fuerte 

DATOS ADICIONALES: 
- Factores de Riesgo CV: 

-1ª Consulta: Fecha: CO inicial: 
- Peso Talla: I.M.C. T.A: Otros: 
-Tratamiento: 

- 2ª Consulta: Fecha CO: 
- Peso: IMC T.A: S. Abstinencia: Otros: 
- Tratamiento: 

- 3ª Consulta: Fecha CO: 
- Peso: IMC T.A: S. Abstinencia: Otros: 
- Tratamiento: 

- 4ª Consulta: Fecha CO: 
Peso: IMC T.A: S. Abstinencia: Otros: 

- Tratamiento: 

- 5ª Consulta: Fecha CO: 
Peso: IMC T.A: S. Abstinencia: Otros 

-- Tratamiento: 

- 6ª Consulta: Fecha CO: 
Peso: IMC T.A: S. Abstinencia: Otros 

-- Tratamiento: 

- 7ª Consulta: Fecha CO: 
Peso: IMC T.A: S. Abstinencia: Otros 

-- Tratamiento: 

Tasa de CO2 
21-50+ ppm Gran fumador 

9-20 ppm Fumador moderado 
0-8 ppm No fumador 
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María GEa BrUGaDa 

	Elemento 4. Deshabituación Tabá­
quica. Campaña anual. Se ha realizado: co­
municación de la campaña por email a los em­
pleados, consultas médicas iniciales con historia 
clínica tabáquica (Fig. 2) y consultas periódicas 
de seguimiento y de soporte para no ganar peso, 
y suplementación si procede. Comenzamos a 
evaluar resultados a partir del año 2010. 

Los resultados los podemos objetivar en 
la Tabla 1 y son los siguientes: 

TABLA 1 

		 abstinencia fue:La permanente 
59,75% a los 6 meses. 45,33% a los 18m 
y 19,15% a los 5 años (Tabla 1). 

El 75% mantuvieron o disminuyeron 
peso durante los 6 primeros meses. 

El beneficio total para la Compañía ha 
sido 188.000€ 

Año 3 m. 6 m 1 año 18 m 2 años 3 años 4 años 5 años 

2011 
47 p. 82,97% 65,95% 48,93% 44,68% 27,65% 25,53% 23,40% 19,15% 

2012 
11 p. 63,63% 63,63% 54,54% 54,54% 54,54% 54,54% 27,27% 

2013 
7p. 71,42% 71,42% 42,85% 28,57% 28,57% 28,57% 

2014 
11 p. 90,90% 54,54% 45,45% 45,45% 45,45% 

2015 
7p. 71,42% 28,57% 14,28% 

Total 80,48% 59,75% 45,12% 45,33% 33,33% 30,76% 24,13% 19,15% 

	Elemento 5: Actividad física. Se han 
realizado las siguientes actividades: 

–	 Creación de Sala Wellness.Ideada y 
creada por la Dirección para la promo­
ción de la actividad física en la Compa­
ñía. En ella se imparten más de 300 cla­
ses de Pilates y entrenamiento funcional 
/año por monitor especializado y subven­
cionadas en su práctica totalidad por la 
Dirección. La sala está a disposición de 
los empleados durante toda la jornada 
laboral. 

–	 Company Sports, con la constitución, 
por los propios empleados, de equipos 
de futbol, ciclismo, golf, baloncesto, 
padle, etc. 

–	 Reembolso del importe de Gimna­
sio externo, hasta 245 euros/año. 
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Todas las Actividades son financiadas por 
la Compañía y se pueden realizar dentro y 
fuera de horario laboral. 

–	 Elemento 6: Gestión del estrés y 
las emociones. Las actividades reali­
zadas han sido las siguientes: 

–	 Consulta y comunicación a los DP 
y empleados sobre las acciones progra­
madas para su bienestar, previa apro­
bación por la Dirección. 

–	 Diagnóstico e identificación del 
nivel de Riesgo de estrés: Colectivo 
(Evaluación de Riesgos Psicosociales), e 
individualizado (.Historia clínica y mani­
festaciones clínicas de estrés, valoración 
de neuromediadores). 

–	 Prevención y tratamiento del es­
trés, mediante: 

129 
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–	 Formación en: Liderazgo y estrategia de 

aliados a la Dirección, Gestión del estrés 

y las emociones, Sofrología y alto rendi­

miento personal, Cómo mejorar tu salud 

cerebral. 

– Asesoramiento psicológico telefónico gra­

tuito. 

–	 Tratamiento individualizado con micro-

nutrientes. 

–	 Política de Resolución de Conflictos. 
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–	 Sesiones de fisioterapia y osteopatía en 
la oficina y en horario laboral. 

–	 Sesiones de Reiki, Chikung y Mindful­
ness. 

–	 MeQuilibrium. Mejora tu capacidad de 
adaptación al estrés. Herramienta cor­
porativa. 

	Elemento 7. Seguimiento del ab­
sentismo. Los índices de absentismo de la 
Compañía son de 1/3 con respecto al resto de 
las empresas del sector, tanto por contingen­
cia común, como por contingencia profesional. 

FIGURA 3. ÍNDICES DE INCIDENCIA DE BAJAS POR CP 
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FIGURA 4. ÍNDICES DE INCIDENCIA DE BAJAS POR CC 
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	Elemento 8. Espacio cardioprote­
gido. Disponemos de desfibrilador externo 
semiautomático desde el 2009 y un equipo de 
1º auxilios entrenado anualmente en el mismo 
desde el 2009. 

Resultados del caso práctico 2010-2016: 

Logros en promoción de la salud y se­
guridad: 

– Disminución del 30% en el nº de hi­
pertensos (Fig. 5). 

– Disminución del 30% en personas con 
hipercolesterolemia (Fig. 6). 

– Disminución del 60% en el nº de dia­
béticos/hiperglucemias (Fig. 7) 

– 30% respecto al sector en índice de 
incidencia por CP (Fig. 3). 

– 50% respecto al sector en índice de 
incidencia por CC (Fig. 4). 
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2013 2014 2015 2016 

M. Sector 

– La compañía ha sido reconocida como 
una de las 50 mejores empresas para 
trabajar, por Great Place to Work. 

	Logros económicos y certificaciones: 

– Auditorías voluntarias y Legales en 
Prevención de Riesgos Laborales, sa­
tisfactorias. 

– Certificación OHSAS 18001 de Salud 
y Seguridad en el Trabajo, satisfacto­
ria. 2007 –. 

– Certificación ISO 39001 en Seguridad 
Vial. Satisfactoria. Diciembre 2016 –. 

– Reconocimiento en buenas prácticas 
en promoción de la salud, por el INS­
HT. Mayo 2017 –. 

– Auditoría del Consejo de Seguridad 
Nuclear. Satisfactoria. 

– Inspecciones del Consejo de Seguri­
dad Nuclear. Satisfactoria. 
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	Inspecciones de Trabajo. Ok y sin san- 	Obtención bonus (R.D 404/2010). 2012 –. 
ciones. 

	Bonificación por la Fundación Triparti­
	REA (Certificado de Empresas Acredi- ta de las Formaciones en Salud y Seguridad. 

tadas en Obra). 
	6.708 horas ahorradas en 2016 debido a 

	Autorización por la CAM, del Servicio las 1677 visitas médicas y de enfermería. Ello 
de Medicina del Trabajo, supone el salario promedio de 4 empleados. 

FIGURA 5. EVOLUCIÓN DE LA TENSIÓN ARTERIAL 
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FIGURA 6. EVOLUCIÓN DEL COLESTEROL Y TRIGLICÉRIDOS 
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FIGURA 7. EVOLUCIÓN DE LA GLUCEMIA 
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9.	 CONCLUSIONES 

La promoción de la salud fue introducida 
por la OMS en los últimos decenios del siglo 
XX y se ha consolidado tanto a nivel de sa­
lud pública como en el entorno laboral para 
conseguir un mayor bienestar y protección del 
trabajador. 

Las Empresas suponen un medio óptimo 
para el desarrollo de la promoción de la salud 
y el bienestar entre sus empleados, debido a 
la cercanía, comodidad y confianza por parte 
del empleado, por lo que la promoción de la 
salud encuentra en el medio laboral un medio 
idóneo para su difusión. 

La implementación de las actividades de 
promoción de la salud se traduce en beneficios 
económicos y para la salud física, emocional, 
social. Mejora la productividad, el clima labo­
ral y el absentismo, tanto para la Dirección 
como para el empleado. 

Para desarrollar la promoción de la salud 
es fundamental: 

•	 Disponer de una política de salud y co­
municarla a los empleados. 

•	 Un elevado compromiso de la Dirección 
de la Empresa y del Servicio de Preven­
ción de Riesgos Laborales. 

•	 Comunicación, participación e implica­
ción de los empleados en las activida­
des que realiza la Empresa para mejo­
rar su salud y bienestar. 

•	 Desarrollar un plan de acción y presen­
tarlo a la Dirección anualmente junto 
con los resultados del año anterior. 

•	 Medir los resultados y determinar indi­
cadores para gestionarlo y mejorarlos 
constantemente. 

El Instituto Nacional de Higiene, Seguri­
dad y Bienestar en el Trabajo está realizan­
do una gran labor como parte integrante de 
la ENWHP compartiendo experiencias entre 
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empresas y desarrollando el reconocimiento 
como Empresas Saludables. 

Con los datos que nos proporcionan los es­
tudios acerca de los beneficios humanos y eco­
nómicos que conlleva la promoción de la sa­
lud en la empresa, podemos afirmar, que esta 
seguirá evolucionando hasta implementarse e 
integrarse en todo el ámbito de organizaciones 
productivas. 
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RESUMEN	 En las últimas décadas del siglo pasado, la medicina amplió su actividad, ocupándose 
también de la prevención de las enfermedades, además del diagnóstico y tratamiento. 
Concretamente en los servicios de medicina del trabajo de las empresas se comenzó a 
realizar una medicina preventiva así como actividades de promoción de la salud para 
mejorar la salud de los empleados, tanto a nivel colectivo como individual: Campañas 
de prevención del VIH, de factores de riesgo cardiovascular, de prevención del cáncer de 
mama y colon, etc. 

La promoción de la salud ha sido un factor clave desde nuestros orígenes. Este es un tér­
mino nuevo, el cual está creciendo y consolidándose cada vez más en las últimas décadas. 

De acuerdo con la OMS y con el Ministerio de Sanidad, la promoción de la salud es «el 
proceso que permite a las personas incrementar el control de su propia salud para me­
jorarla». La diferencia con la prevención es que supone un paso más, ya que implica a la 
propia persona en los procesos necesarios para mejorar su salud y que la evolución de la 
misma sea óptima. Esto representa un mayor avance en el mantenimiento de la salud 
y bienestar de los empleados y sus familias, así como un beneficio importante para las 
empresas. 

En 1996, se constituyó la Red Europea para la Promoción de la Salud en los Entornos de 
Trabajo (ENWHP), en el marco del programa comunitario de promoción de la salud. En 
ella participan, entre otros, el Instituto Nacional de Higiene, Seguridad y Bienestar en 
el Trabajo (INSHT).Su función es «recoger y distribuir ejemplos de buenas prácticas y 
métodos de salud en el lugar de trabajo entre todos los países y sectores económicos con 
vistas a aumentar los conocimientos a nivel europeo sobre metodologías y ejemplos que 
merecen ser replicados». 

La ENWHP elaboró en 1997 la Declaración de Luxemburgo, documento consenso en el 
que se establecían los principios básicos de actuación y el marco de referencia de una 
buena gestión de salud en el trabajo. 

En mayo del 2007, cuando se celebró la 60ª Asamblea Mundial de la Salud, tratando el 
«Plan de acción Mundial sobre la Salud de los trabajadores 2008-2017» y marcando los 5 
objetivos siguientes: 

1.	 Elaborar y aplicar normativas nacionales para proteger y promocionar la salud de 
los trabajadores. 

2.	 Proteger y promover la salud en el lugar de trabajo. 

3.	 Mejorar el funcionamiento de los Servicios de Salud Ocupacional y el acceso a los 
mismos. 

4.	 Proporcionar evidencias para fundamentar las medidas y las prácticas. 

5. Integrar la salud de los trabajadores en otras políticas. 

La empresa es un medio ideal para que el Servicio de Medicina del Trabajo motive e 
implique al empleado en la mejora de su propia salud y la de su familia, debido a la 
cercanía, comodidad y confianza por parte del trabajador. 

Todas las políticas y actividades deben orientarse hacia la identificación y resolución de 
las áreas de mejora en seguridad, salud física y salud emocional de cada empresa. Entre 
las más frecuentes y sobre las que se consiguen mejores resultados figuran: los factores 
de riesgo cardiovascular (Sobrepeso, hipertensión arterial, diabetes…), sedentarismo, 
gestión de las emociones y seguridad vial. 

En la mayoría de los casos, nos enfrentaremos con diferentes circunstancias que pueden 
dificultar la implementación. La escasa motivación en ocasiones y la necesidad de elegir 

http:INSHT).Su
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un momento adecuado para iniciar determinadas campañas, son dos de los más frecuen­
tes. Además, suele conllevar dificultades el compatibilizar la participación en las campa­
ñas con la actividad laboral. Por último, un 50% de los participantes en los programas que 
requieren implicación por parte del empleado, como por ejemplo las campañas de pérdida 
de peso, vuelven a sus hábitos iniciales a partir de los 8-10 meses de haber finalizado el 
mismo. 

Una vez implementado el sistema de gestión para la mejora de la salud y evaluadas las 
actividades del programa de Promoción de la Salud, se puede optar al reconocimiento de 
buenas Prácticas por parte del INHSBT o bien a la certificación por una entidad certifi­
cadora. 

Con los datos que nos proporcionan los estudios acerca de los beneficios humanos y eco­
nómicos que conlleva la promoción de la salud en la empresa, podemos afirmar, que esta 
seguirá evolucionando hasta implementarse e integrarse en todo el ámbito de organiza­
ciones productivas. 

Palabras clave: Promoción de la Salud; Empresa saludable; Medicina del Trabajo; Bien­
estar laboral; Seguridad Vial. 
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ABSTRACT	 In the last century, medicine expanded its activity, also dealing with the prevention of diseases, 
in addition to diagnosis and treatment of them. Specifically, in the occupational health services 
of companies, preventive medicine and health promotion activities started to improve the 
health of employees, both at a collective and individual stage: HIV prevention campaigns, 
cardiovascular risk prevention factors, breast and colon cancer prevention, etc. 

The health promotion has been a key factor since our origins. It is a new term, which is 
growing and consolidating in recent decades. According to the WHO and the Ministry of 
Health, the health promotion is «the process which allows people to increase control of 
their own health to improve it». The difference between promotion and prevention is that 
the first one is a further step, since it involves the person in the necessary processes to 
improve their health. This represents a major step forward in maintaining the health and 
well-being of employees and their families, as well as an important benefit for companies. 

In 1996, the European Network for Health promotion in Work Environments (ENWHP) was 
set up within the community program framework for the Health promotion. The National 
Institute of Hygiene, Safety and Welfare in the Workplace (INSHT) participated, among 
others, in the ENWHP. Its function is «to collect and distribute examples of good practices 
and methods of health in the workplace among all the countries and economic sectors». 

In 1997, the ENWHP prepared the Luxembourg Declaration, a document which 
established the basic principles of action and the framework of good management of 
health at work. 

In May 2007, when the 60th World Health Assembly was held to discuss the «Global Plan 
of Action on Workers’ Health 2008-2017», there were marked the 5 following objectives: 

1.	 To elaborate and apply national regulations to protect and promote the health of 
workers. 

2.	 To protect and promote health in the workplace. 

3.	 To improve the programs of Occupational Health Services and the general access to 
them. 

4.	 To provide evidence to support the Health promotion measures and practices. 

5. To integrate the health of workers in politics. 

The company is an optimal way for the Occupational health Service to motivate and 
involve the employee in the improvement of their own and his family health, due to the 
closeness, comfort and confidence of the worker. 

All policies and activities should be oriented towards the identification and resolution of 
improvement areas in safety, physical and emotional Health. Among the most frequent 
improvement areas there are: cardiovascular risk factors (overweight, high blood 
pressure, diabetes…), sedentary lifestyle, emotion management and road safety. 

In most cases, we will face different circumstances that may hinder implementation. The 
lack of motivation and the need to choose an appropriate time to start certain campaigns 
are two of the most frequent ones. In addition, it is usually difficult to combine the 
participation in campaigns with work activity. Finally, 50% of participants in programs 
that require involvement by the employee, such as weight loss campaigns, return to their 
initial habits after 8-10 months of having completed it. 

Once the management system for improving health has been implemented and the 
activities of the Health Promotion program have been evaluated, it is possible to opt for the 
recognition of good Practices by the INHSBT or to the certification by a certifying entity. 

With the data provided by studies about the human and economic benefits of Health 
promotion in the company, we can say that it will continue to evolve until it is implemented 
and integrated into the entire field of productive organizations. 

Keywords: Health promotion; Healthy  Company; Occupational  medicine, Labour welfare, 
Road safety. 
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De la prevención de 	 From prevention of 
riesgos a la promoción 	 occupational risk to 

workplace healthde la salud en el 
promotion: progress in trabajo: avances en la 
collective bargainingnegociación colectiva 

BEATRIZ GUTIÉRREZ-SOLAR CALVO* 

INTRODUCCIÓN: NUEVAS 
CONCEPCIONES DE LA SALUD LABORAL 

En una interpretación generalizada 
de la prevención de riesgos labora­
les, el sistema de protección de la 

seguridad y salud se construye sobre la base 
del principio jurídico clásico del «deber de 
no dañar a otro». En el contexto empresa­
rial eso significa que el empleador asuma las 
consecuencias que tiene el crear una fuente 
de riesgo en la que se van a ver integrados 
los empleados e incluso terceras personas, 
que tienen derecho al mayor respeto de sus 
bienes fundamentales vida e integridad fí­
sica y psíquica. La lógica que inspira el mo­
delo es la del rechazo a los comportamientos 
que pueda estar conectados causalmente con 
los daños. Se imponen unos deberes de pre­
visión de las circunstancias potencialmen­
te lesivas exigiendo que se establezcan las 
más exigentes medidas de prevención para 
evitarlas. Si analizamos el sistema regulado 
por la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales con deteni­
miento, iremos comprobando que casi todas 
las medidas reguladas por la misma pivotan 

* Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguri­
dad Social de la UCM. 
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sobre la idea de evitar que el riesgo creado 
llegue a materializarse en daños y éstas son 
las coordenadas para medir si la conducta 
empresarial se ajusta a Derecho. 

Sin embargo se van abriendo camino otras 
concepciones más ambiciosas de la protección 
de la seguridad y salud en el trabajo que se 
guían, no ya por el objetivo de evitar perjuicios, 
sino por el aún más extenso de la mejora del 
bienestar del trabajador. Esto significa avan­
zar desde la «prevención de daños» al «impul­
so o fomento de la salud». Representa por tan­
to un siguiente paso en la evolución jurídica 
de la concepción de esta materia, que desde la 
lógica de la reparación de daños–ligada a unos 
orígenes que se remontan a la Ley de 1900 de 
Accidentes de Trabajo– pasa a la lógica de pre­
vención de dichas consecuencias lesivas, para 
en un tercer estadio aspirar a un objetivo aún 
más ambicioso, que es el de alcanzar el mejor 
nivel de salud posible1. Una interpretación de 
la salud en sentido integral así lo exige. Según 
la Declaración de Principios de la Organiza­
ción Mundial de la Salud (OMS), la salud se 

1 Destaca la evolución y tensión entre reparación y pre­
vención, Monereo Pérez, J. l: «la protección integral de los ries­
gos profesionales a veinte años de vigencia de la ley de Pre­
vención de riesgos laborales: prevención versus reparación», 
revista de Derecho de la Seguridad Social, n. 3, 2015. 
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define como «un completo estado de bienestar 
en los aspectos físicos, metales y sociales». No 
se trata por tanto únicamente de la ausencia 
de daño, traducido en enfermedad o lesiones, 
sino de la búsqueda del bienestar global. 

En esta línea, nace en el contexto interna­
cional el concepto de «promoción de la salud 
en el trabajo» –que se viene identificando con 
el acrónimo PST2– que intenta avanzar so­
bre la noción de «prevención de riesgos». Ya 
el Convenio 187 de la OIT de 15 de junio de 
2006, que precisamente lleva por título «sobre 
el marco promocional de la seguridad y salud 
en el trabajo», establece la necesidad de alcan­
zar ambientes de trabajo no solo sanos sino 
«saludables»3. La OIT insiste en esta visión, 
habiendo creado incluso lo que denomina el 
paquete de formación SOLVE, para avanzar 
en la «integración de la promoción de la salud 
en las políticas de seguridad y salud»4. En el 
contexto europeo, este planteamiento va im­
poniéndose también y de hecho ha nacido la 
Red Europea de Promoción de la Salud en el 
Trabajo, que integra las instituciones públi­
cas principales en la materia de los distintos 
países miembros, en nuestro caso el INSHT. 
Esta Red bajo el auspicio de la Comisión Eu­
ropea ha desarrollado multitud de iniciativas, 
reunidas en parte bajo el lema «Trabajadores 
sanos en empresas saludables»5. Dentro de la 
Estrategia Europea de Seguridad y Salud en 
el Trabajo 2014-2020 podemos reconocer este 
enfoque en la medida en que se habla, no de 
la salud de los trabajadores, sino de la «buena 
salud de los trabajadores», destacando –lo que 

2 http://www.insht.es/portal/site/PromocionSalud/me­
nuitem.2e7e1d6c79942ab0610d8f20e00311a0/?vgnextoi-
d=541e8581a9b2c210VgnVCM1000008130110arCrD 

3 así lo destaca Ballester Pastor, M.a.: «la política de la 
oiT y de la Unión Europea sobre salud y riesgos psicosociales», 
revista internacional Comparada de relaciones laborales y 
Derecho del Empleo, vol. 1, núm 4, 201, p. 18. 

4 www.ilo.org/safework/info/instr/WCMS_203117/lang– 
es/index.htm. 

5 www.insht.es/portal/site/PromocionSalud/menui­
tem.084224e92eb1cbede435b197280311a0/?vgnextoid=af30 
73b265f74310VgnVCM1000008130110arCrD&vgnextchan-
nel=dfda0958cfe04310VgnVCM1000008130110arCrD 
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también es de gran interés– que ésta «tiene 
un efecto positivo directo y mensurable en la 
productividad y contribuye a mejorar la soste­
nibilidad de los sistemas de seguridad social. 
Evitar que los trabajadores sufran accidentes 
graves o padezcan enfermedades profesiona­
les y procurar que disfruten de buena salud 
a lo largo de toda su vida laboral, desde el 
primer empleo, es clave para que puedan tra­
bajar más tiempo»6. También en la Estrategia 
Española de Seguridad y Salud en el Trabajo, 
2014-2020, se establece literalmente, como un 
objetivo clave, la «promoción de la salud» en­
tendida como el fomento «de la cultura de la 
salud potenciando hábitos saludables en el en­
torno laboral», llegándose a especificar líneas 
en las que ha de concretarse7. 

Este cambio de visión tiene una consecuen­
cia práctica importante y es que subraya que 
la salud en este sentido amplio es un aspecto 
siempre mejorable y que para aspirar a ello es 
necesario actuar en todos los ámbitos en los 
que se desenvuelve el trabajador y precisa­
mente la dimensión laboral –como regla gene­
ral– es uno de los espacios principales desde el 
punto de vista cuantitativo y cualitativo para 
un trabajador. Ello exige dinámicas de perfec­
cionamiento continuo, que solo pueden deri­
varse de su integración como valor esencial en 
la cultura de empresa, inspirando el conjunto 
de prácticas y estructuras de la organización 
empresarial a un nivel individual y colectivo. 
Esta visión de la protección de la salud como 
proceso siempre perfeccionable también puede 
conectarse con el deber general de protección 
de máximos que el art. 14 LPRL establece, al 
imponer al empresario un deber de «garanti­
zar» la seguridad y salud de sus trabajadores. 
Se debe diferenciar entre riesgos evitables y 
riesgos inevitables. Siempre existe un margen 

6 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, 
al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité 
de las regiones relativa a un marco estratégico de la UE en 
materia de salud y seguridad en el trabajo 2014-2020, Bruselas, 
6.6.2014 CoM(2014) 332 final, p. 2. 

7 http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/Documen­
tacion/ESTraTEGia%20SST%2015_20.pdf, p. 23. 

http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/Documen
www.insht.es/portal/site/PromocionSalud/menui
www.ilo.org/safework/info/instr/WCMS_203117/lang
http://www.insht.es/portal/site/PromocionSalud/me
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de riesgo que el estado actual de la ciencia y la 
técnica no alcanza a eliminar. El riesgo 0 o la 
seguridad 100% es un objetivo al que aspirar, 
pero imposible de garantizar. El ordenamiento 
no puede imponer deberes imposibles de cum­
plir pero si puede exigir que se haga todo lo 
posible por alcanzarlo. Ello implica que desde 
la lógica clásica de «prevenir daños» también 
haya siempre algo por hacer para intentar ga­
rantizar el mayor nivel de seguridad posible. 
Pero al hablar de promoción de la salud se da 
un paso más. Precisamente, dentro del bino­
mio seguridad y salud, el optar por desplazar 
el foco de atención desde el primero, la seguri­
dad –con connotaciones garantistas de evitar 
daños–, al segundo, la salud –identificada con 
el objetivo de alcanzar el bienestar global–, re­
presenta ya un cambio hacia una óptica más 
ambiciosa. No se pretende ya solamente evi­
tar que la actividad laboral en la organización 
productiva pueda suponer una merma de la 
salud del trabajador sino que sea un espacio 
para potenciarla. 

En este terreno de la promoción de la salud 
laboral, el criterio que legitima la imposición 
al empresario de la carga de potenciar la salud 
de sus empleados, no es ya solo el hecho de que 
la organización productiva –que él dirige, con­
trola y de la que se lucra– implique un riesgo 
para la salud de sus trabajadores. También 
se considera que la estructura empresarial es 
idónea para servir de catalizadora para llevar 
a la práctica y desarrollar medidas que enla­
zan con políticas de salud pública8. De ahí que 
en este terreno, la empresa reciba el soporte y 
apoyo de instituciones diversas implicadas en 
la materia. Consecuencias de ello es que, como 
regla general no se da el paso, en respeto de la 
libertad de empresa, a imponer al empresario 
auténticos deberes de implementar medidas 

Se reconoce este planteamiento en el art. 30 del Conve­
nio colectivo del Grupo Vodafone España (BoE de 7 de octubre 
de 2016) cuando afirma, tras referirse al concepto de salud de 
la oMS: «Periódicamente la Empresa podrá promover acciones 
encaminadas al desarrollo de hábitos saludables en relación a 
alimentación, ejercicio, deshabituación tabáquica, antigripal, 
etc. o aquellas campañas sanitarias recomendadas por los sis­
temas públicos de salud». 
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de promoción de la salud. Decimos como regla 
general, puesto que el legislador ha avanzado 
en algunos casos a reconocer auténticos dere­
chos al trabajador que implican verdaderos 
deberes empresariales en esta línea, como 
son las medidas en favor de la protección de 
las víctimas de violencia de género, algunas 
medidas de conciliación de la vida laboral o 
familiar o ciertos condicionantes sobre tiempo 
de trabajo y descansos. En todo caso existe un 
espacio fronterizo en el que es difícil estable­
cer los límites entre qué es preservar la salud 
laboral y qué es promocionarla, puesto que al 
fin y al cabo son distintas vertientes de un ob­
jetivo muy amplio y prioritario: la protección 
de la salud de los trabajadores. En esta zona 
fronteriza la sujeción empresarial a verdade­
ros imperativos de conducta es difícilmente 
cuestionable, como por ejemplo, la exigencia 
empresarial de proteger a los trabajadores 
frente a ciertos riesgos psicosociales, en cuyo 
origen se encuentran factores personales del 
trabajador, en los que la organización produc­
tiva no es más que el terreno en que éstos se 
manifiestan sin haberse potenciado siquiera. 
De ahí la importancia de la negociación colec­
tiva en este ámbito, para avanzar en esta lí­
nea de la promoción de la salud y ofrecer segu­
ridad jurídica sobre cuáles son las exigencias 
a las que se ve sometido el empresario, como 
explicaremos a continuación. 

Esta evolución en la concepción de la salud 
laboral va teniendo entrada en la negociación 
colectiva9. Si nos acercamos a la realidad de 
nuestros convenios colectivos encontramos 
multitud de ejemplos que de una manera u 

9 También es cierto que en ocasiones la referencia a la 
promoción de salud puede ser un recurso o una declaración 
vaga de intenciones, que no deja de tener su valor, pero todavía 
no puede considerarse una apuesta madura al respecto. Pon­
gamos como ejemplo, el Convenio colectivo de activa innova­
ción y Servicios, SaU (BoE de 19 de enero de 2018), cuando es 
su art. 47 dice que la «protección y promoción de la Salud de 
los trabajadores/as constituye un objetivo básico y prioritario 
de las partes firmantes, y para alcanzar el mismo se utilizarán 
todos los medios que la legislación vigente establezca». Preci­
samente esto último, la limitación de los compromisos al cum­
plimento de la norma, relativiza el significado de esa referencia. 

8 
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otra intentan recoger, incluso expresamente, 
este planteamiento10. Algunos convenios colec­
tivos se remiten literalmente a una noción de 
«salud física, mental y social, entendida como 
el concepto integral formulado por la Orga­
nización Mundial de la Salud»11. Y no es ca­
sualidad que precisamente en muchos de los 
convenios que recogen este concepto de salud 
de la OMS se afirme al mismo tiempo que «se 
pretende no sólo el cumplimiento de las obli­
gaciones legales y las responsabilidades de las 
partes implicadas en el marco de la empresa, 
sino también fomentar una nueva cultura de 
la prevención que avance en el desarrollo de la 
misma en el sector»12. En ocasiones se puede 

10 Por poner algunos ejemplos, distingue expresamente 
entre prevención de riesgos y promoción de la salud, el Conve­
nio colectivo de la empresa opel España, S.l.U., art. 28 (BoPz 
de 16 de marzo de 2018) o el X Convenio colectivo nacional 
de Schweppes, Sa, art. 1, del anexo Xii (BoE 21 de julio de 
2012). Por otro lado, son muchos los convenios que recogen 
la expresión de «la promoción de la salud» en sus articulados, 
pero podríamos destacar entre otros, el Convenio colectivo 
del Grupo Parcial Cepsa, art. 50 (BoE 28 de febrero de 2019); 
Convenio colectivo de trabajo de la Federación Valenciana de 
Municipios y Provincias, art. 41, que establece acciones contra 
el tabaquismo (BoPV de 23 de abril de 2014); Convenio colec­
tivo de altadis, Sa., art. 88.12, que establece los «Servicios de 
Vigilancia de la Salud realizarán campañas de promoción de la 
salud cara a la mejora de los hábitos saludables en la población 
trabajadora» (BoE 13 de junio 2012); XXii Convenio colectivo 
nacional de autoescuelas, que en su Disposición adicional Pri­
mera, crea un «Órgano específico para la promoción de la salud 
y seguridad en el trabajo de carácter paritario y ámbito estatal 
(…). Este órgano asumirá todas las competencias contempladas 
en la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 
(2007-2012), y disposiciones de desarrollo» (BoE 9 de octubre 
de 2013). En el mismo sentido, el acuerdo entre la Federación 
Española de asociaciones de Empresas Forestales y del Medio 
natural y las Federaciones agroalimentarias de CC.oo y UGT, 
para el fomento de la prevención de riesgos laborales, la for­
mación y las cualificaciones profesionales en el sector forestal, 
el art. 6 (BoE 9 de marzo de 2012). 

11 Por ejemplo el Vi Convenio colectivo de Telefónica Mó­
viles España, SaU., art. 72 (BoE 19 de junio de 2013). 

12 Entre otros, el ii Convenio colectivo nacional de servi­
cios de prevención ajenos, art. 71 (BoE 7 de octubre de 2017); 
V Convenio colectivo estatal de las industrias de captación, 
elevación, conducción, tratamiento, distribución, saneamien­
to y depuración de aguas potables y residuales, art. 57 (BoE 
4 de noviembre de 2015); XViii Convenio colectivo general 
de la industria química, art. 66 (BoE 19 de agosto de 2015); 
Convenio colectivo de Sociedad de Prevención de Fremap, SlU., 
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inferir de estas expresiones una intención de 
las partes de subrayar el carácter voluntario 
de la iniciativa de adoptar compromisos para 
avanzar hacia la «promoción de la salud», ya 
que cuando se trata, no ya de no dañar la sa­
lud, sino de «generarla», el grado de imperati­
vidad de la exigencia de conducta que se espe­
ra del empresario es inferior, como decíamos 
anteriormente. No obstante hay convenios 
colectivos que también explicitan que la úni­
ca forma de abordar muchos riesgos propios 
de sistemas y entornos productivos actuales 
es a través de una intervención más amplia 
y global, que va más allá de la estricta lógi­
ca de prevenir daños. En este sentido, algu­
nos convenios subrayan la necesidad de una 
actuación empresarial más ambiciosa, afir­
mando que la «obligada aplicación de la legis­
lación vigente debe superarse en las lagunas y 
desfases que pueda presentar ante los nuevos 
sistemas de trabajo y los riesgos profesionales 
que de ellos se deriven. Los planteamientos 
de estas acciones y medidas deberán estar en­
caminados a lograr una mejora de la calidad 
de vida y medio ambiente de trabajo, desarro­
llando objetivos de promoción y defensa de la 
salud, mejoramiento de las condiciones de tra­
bajo, potenciación de las técnicas preventivas 
como medio para la eliminación de los riesgos 
en su origen y control y participación sindical 
en los centros de trabajo»13. 

Por otro lado existe una serie de convenios 
que sin hacer una mención expresa al concep­
to de salud de la OMS, se aproximan al mismo 
refiriéndose bien a un concepto que va en la 

art. 77 (BoE 20 de marzo de 2014); Convenio colectivo de Tüv 
rheinland ibérica inspection, Certification & Testing, Sa, art. 33 
(BoE 21 de abril 2012); ii Convenio colectivo de Sun Planet, Sa., 
art. 20 (BoE 31/1/2011). 

13 así el Convenio colectivo estatal para el sector de con­
servas, semiconservas, ahumados, cocidos, secados, elaborados, 
salazones, aceite y harina de pescados y mariscos, Disposición 
Transitoria i (BoE de 10 de octubre de 2012); Convenio colec­
tivo do sector da industria siderometalúrxica da provincia da 
Coruña, 2015-2019, art. 65 (Bo Provincia de a Coruña de 5 de 
diciembre de 2017). En términos similares, entre otros muchos, 
el Convenio Colectivo de automoción de Málaga (Bo Provincia 
de Málaga, de 2 de septiembre de 2017). 
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misma línea, el de la «salud integral»14 –y se 
remiten incluso al art. 21 de la Ley de Sanidad 
que lo recoge15– o bien subrayan como objetivo 
a alcanzar la «mejora de la calidad de vida» de 
los trabajadores16. En sus articulados se puede 
reconocer esta apuesta más avanzada en favor 
de la promoción de la salud, por ejemplo ex­
presando que las partes firmantes comparten, 
como objetivo prioritario, no ya solo el «dismi­
nuir la siniestralidad», sino también «mejorar 
la calidad de vida, cuidar y mantener hábitos 
saludables»17. Incluso algún convenio llega a 
afirmar que existe un compromiso empresa­
rial «de promover un entorno de trabajo en el 
que tanto la salud y bienestar de los emplea­
dos/as como el desempeño y productividad, 

14 Vid. Convenio Colectivo de la empresa Cruz roja Espa­
ñola en la Comunidad de Madrid (BoCM de 11 de abril de 2015) 
en su art. 66; Convenio colectivo de la empresa «nutricia, So­
ciedad de responsabilidad limitada», se refiere a esta materia 
como «Prevención de riesgos y Salud integral», Disp. adicional 
ii (BoCaM 6 de enero de 2018). 

15 Entre otros, el Convenio Colectivo del sector Transporte 
Sanitario de navarra, art. 39 (Boletín oficial de navarra de 18 
de noviembre de 2014); el Convenio colectivo de trabajo de 
la Diputación Provincial de Valencia para su personal sujeto a 
régimen jurídico-laboral, sector no sanitario, art. 116 (Boletín 
oficial de la Provincia de Valencia de 9 de noviembre de 2011) 
o el Convenio Colectivo del ayuntamiento de zizur Mayor para 
el personal laboral fijo y temporal, anexo iii (Boletín oficial de 
navarra de 12 de enero 2017). 

16 así por ejemplo el Convenio Colectivo del Sector 
de Transporte de Enfermos y accidentados de Madrid, en el 
art. 39, tras aludir a la búsqueda de que las condiciones de tra­
bajo «representen el menor riesgo y no afecten negativamente 
a la salud de los trabajadores», establece que en «todo caso, 
los planteamientos, actuaciones y medidas que conjuntamente 
empresarios y trabajadores pongan en ejecución, sin condicio­
nar la actividad irán encaminadas a lograr una mejora de la 
calidad de vida de los trabajadores afectados». En los mismos 
términos Vi Convenio colectivo general de ámbito nacional 
para el sector de aparcamientos y garaje, art. 77 (BoE 17 de 
mayo de 2017). 

17 así el Convenio Colectivo para las empresas del Comer­
cio Textil de la provincia de Castellón, a propósito del tiempo de 
trabajo, en su art. 27, Boletín oficial de la provincia de Caste­
llón de la Plana, 30 enero de 2017. En el mismo sentido el Con­
venio Colectivo del sector textil de alicante (BoP 28/8/2017), 
art. 27. Distingue entre evitar riesgos laborales y el fomento de 
hábitos saludables el Convenio Colectivo Marina Salud, art. 40 
(Bo de alicante, 8 de abril de 2014) o el Convenio Colectivo de 
trabajo de la empresa Centro de Empleo, Estudios y Formación, 
S.l.U., art. 45 (Bo Provincia de Valencia de 9 de enero de 2015). 
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se perciban con la misma relevancia. En este 
ámbito y dado que el estado de salud de las 
personas puede incidir también directamente 
en los procesos, entornos y resultados de las 
empresas, las partes creen conveniente pres­
tar una especial atención a la protección de la 
salud de los trabajadores/as, tanto en el pues­
to de trabajo y la vida profesional como en la 
vida personal, y se comprometen a continuar 
aportando nuevas medidas y acciones especí­
ficas (…) en el marco de la gestión de la salud 
y la prevención de los riesgos en el puesto de 
trabajo»18. 

También se encuentran, lógicamente, 
apuestas mucho más tímidas a este res­
pecto, pero que en todo caso son positivas y 
pueden ofrecernos importantes elementos de 
reflexión. Pongamos por ejemplo el Convenio 
colectivo de la empresa Compañía Operadora 
de Corto y Medio Radio «Iberia Express, So­
ciedad Anónima Unipersonal» (Tripulantes 
Cabina de Pasajeros)19. A la hora de regular 
los «límites de tiempos de vuelo, de actividad 
y mínimos de descanso» establece unos prin­
cipios de programación. Entre éstos recoge en 
quinto lugar la «mejora de la calidad de vida» 
de la tripulación, pero diciendo expresamente 
que los principios son enumerados en orden 
de importancia y especificando que éste refe­
rido a la calidad de vida se seguirá siempre 
que sea compatible con los anteriores, entre 
los que se encuentra en segundo lugar el «pro­
curar y fomentar la productividad de la em­
presa, la utilización óptima de sus recursos 
financieros y humanos y la salvaguarda de los 
intereses comerciales» (art. 7). En este caso se 
está condicionando la búsqueda del bienestar 
de los empleados a objetivos económicos de la 
empresa. Este condicionamiento es un plan­
teamiento que, en la noción más estricta la 
prevención de riesgos –entendida como evitar 
daños personales– no es admisible y choca con 

18 así el Convenio Colectivo de allianz Popular Vida, Com­
pañía de Seguros y reaseguros, Sociedad anónima (BoCM de 
30 de enero de 2016) en su art. 16 en relación al estrés del 
trabajador. 

19 BoE de 24 de marzo de 2016. 
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el amplísimo deber de prevención que impone 
el art. 14 LPRL20. Cuando se está hablando de 
daños potenciales, el argumento económico no 
es justificación para una limitación de las exi­
gencias preventivas. Sin embargo cuando es­
tamos hablando de algo más que vulneración 
de derechos fundamentales a la vida e integri­
dad física y psíquica, como es el fomentar el 
bienestar de los trabajadores, aunque éste fin 
se interprete incluso como una forma de pro­
moción de esos mismos derechos fundamenta­
les, ya el equilibrio con el derecho a la libertad 
de empresa en conflicto ha de reajustarse. 

En todo caso, a la hora de avanzar en esta 
evolución jurídica, desde la mencionada con­
cepción o filosofía clásica anclada en evitar 
daños, a la búsqueda del bienestar integral, 
la negociación colectiva es una herramien­
ta clave. En palabras de Rodriguez-Piñero 
Royo21, la negociación colectiva está llamada 
a ejercer una función «prelegislativa», avan­
zando en aquellas líneas que el legislador to­
davía encuentra lastres para cubrir. Existen 
otros canales en los que se pueden formali­
zar esos objetivos empresariales como son 
los instrumentos en los que se formalizan 
las políticas de responsabilidad social cor­
porativa22. Sin embargo, que sea la negocia­
ción colectiva la que abandere esta cuestión, 
supone un refuerzo esencial. No solo porque 
es fuente de auténticos deberes de conducta 

20 Por ello son cuestionables planteamientos algo confu­
sos como el del Convenio Colectivo de transporte sanitario para 
los trabajadores de la empresa «ambuibérica, S.l. (BoCM 29 de 
agosto de 2015), que refiriéndose a «las acciones y medidas 
que sean necesarias en materia de seguridad y salud laboral 
para lograr que las condiciones de trabajo si es que así fue­
re, representen el menor riesgo y no afecten negativamente 
la salud de los trabajadores», es decir prevención de daños, a 
continuación y sin matización alguna afirma que «los plantea­
mientos, actuaciones y medidas que conjuntamente empresa y 
trabajadores pongan en ejecución, sin condicionar la actividad 
irán encaminadas a lograr una mejora en la calidad de vida de 
los trabajadores afectados» (art. 36). 

21 http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/G_no­
ticias/Jornadas/2017_Miguel_rodriguezPinero.pdf 

22 Vid. al respecto Perán quesada, S.: «la responsabilidad 
social de las empresas en materia de prevención de riesgos la­
borales», Comares, Granada, 2010. 
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y correlativos derechos para trabajadores y 
empresarios, exigibles jurídicamente, aun­
que en ocasiones las partes puedan optar 
por rebajar el grado de imperatividad ante, 
como decíamos, objetivos tan ambiciosos, que 
tampoco en muchos casos son exigidos hete­
rónomamente. Se cumplirá en estos últimos 
casos una función orientadora y pedagógica 
cuya importancia no se debe despreciar. La 
negociación colectiva es clave también por­
que el hecho de que una materia sea recogi­
da en un convenio colectivo implica un com­
promiso bilateral contractual entre la parte 
empresarial y los representantes de los tra­
bajadores y ello imprime un grado superior 
de vinculatoriedad frente a los compromisos 
comunes de responsabilidad social. En todo 
caso, no se deben desdeñar las sinergias que 
pueden existir en ambos planos y cómo pue­
den alimentarse recíprocamente. Un juego 
articulado entre los objetivos genéricos reco­
gidos en sede de responsabilidad social cor­
porativa y/o los convenios colectivos, con vo­
cación de ser concretados e implementados, y 
la negociación colectiva, como vehículo para 
esa materialización, puede ser muy fructífe­
ro. Por todo ello, vamos a analizar el grado 
de recepción de esta nueva concepción de la 
salud laboral está teniendo en la negociación 
colectiva. Para ello hemos centrado el análi­
sis en algunos de los aspectos que las mismas 
instituciones supranacionales mencionadas 
concretan esta visión integral de la salud23. 

23 no obstantes se debe tener presente que estos objetivos 
son muchos y encontramos también ejemplos de su regulación 
colectivo. Entre otros nos podemos referir al ejercicio físico 
(Convenio Colectivo Empresa Municipal de aguas y Sanea­
miento de Murcia, S.a. EMUaSa (Bo de la región de Murcia 
de 30 de noviembre de 2017) que en su art. 35 establece un 
Fondo para el Deporte y Hábitos Saludables, de cerca de 7500 
euros anuales); a los hábitos alimentarios (Convenio Colectivo 
del sector de la estiba y desestiba en el Puerto de Sevilla (Bo 
Provincia de Sevilla de 24 de octubre de 2015) art. 12); la con­
ciliación de la vida laboral y familiar (Convenio colectivo estatal 
de acción e intervención social 2015-2017 (BoE 3 de julio de 
2015), art. 30); el tiempo de trabajo (Comercio Textil de la pro­
vincia de Castellón (Bo Provincia de Castellón de la Plana de 8 
de febrero de 2017) art. 27). 

http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/G_no
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LA TRASCENDENCIA DE LA 
NEGOCIACIÓN DE LA PROTECCIÓN 
FRENTE A LOS RIESGOS 
PSICOSOCIALES 

La protección frente a los riesgos psicoso­
ciales es una de las materias principales en 
las que las instituciones que abogan por avan­
zar hacia la «promoción de la salud» concretan 
las líneas de actuación para alcanzar dicho 
objetivo24. El concepto de riesgo psicosocial 
«introduce una concepción nueva del entorno 
laboral sano, que no se limita a los factores de 
riesgos clásicos, sino que pretende la consecu­
ción de un concepto de salud más extenso»25. 

Por factores de riesgo psicosocial se en­
tiende aquellas condiciones y características 
del entorno laboral que son susceptibles de 
afectar a la salud física, psíquica o emocional 
del trabajador y que están directamente re­
lacionadas con: a) la organización del trabajo 
y las relaciones sociales que se entablan a su 
alrededor; b) el contenido de la prestación la­
boral, en lo relativo tanto al objeto como a la 
forma de realizar los cometidos y tareas. Estos 
factores pueden concretarse es aspectos muy 
variados y también muy variadas pueden ser 
las respuestas del trabajador expuesto (fisio­
lógicas, problemas cognitivos, trastornos emo­
cionales y sociales…). 

En estos casos el nexo de causalidad con el 
poder organizativo y de control del empresa­
rio no se rompe, puesto que al fin y al cabo el 
antecedente de estas dolencias se encuentra 
en la organización productiva. En este nexo 
es en el que se sustenta la atribución al em­
presario del deber de velar y promocionar la 
salud del trabajador. Sin embargo, también es 
cierto que en el establecimiento de este nexo, 
hay cierto margen de atribución legal, en la 
medida en que en ocasiones –no siempre–, 
más que poderse afirmar que la causa de las 

24 Vid. en esta línea, Moreno Jiménez, B.: «Salud laboral. 
riesgos laborales psicosociales y bienestar laboral», Pirámide, 
Madrid, 2013. 

25 Ballester Pastor, M.a.: op. cit., p. 2. 
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dolencias en sentido estricto sea la organiza­
ción productiva, ésta representa más bien el 
contexto en el que éstas se manifiestan. En 
muchas ocasiones el «trabajo y las condiciones 
en las que éste se realiza son sólo una parte 
del problema, aunque la mayoría de las veces 
son fundamentales para su solución», como se 
manifiesta en la Declaración de Edimburgo 
sobre la salud mental y el bienestar en el tra­
bajo de la Red Europea de Promoción de la Sa­
lud en el Trabajo26. Ésta es por otro lado una 
problemática que va ligada en general a las 
distintas vías de avanzar en una concepción 
más ambiciosa de la salud, en la que todos 
los condicionantes del trabajador, también los 
extralaborales, influyen como analizaremos 
posteriormente. El estado final de salud es el 
resultado de un conjunto muy amplio de facto­
res físicos, personales, ambientales y sociales 
y las interacciones y las sinergias entre ellos. 
Todo está conectado. 

La protección frente a los riesgos psico­
sociales puede justificarse en una concepción 
de la protección de la salud sobre la lógica del 
«deber de evitar provocar daños», pero ahí en­
cuentra limitaciones. Una apuesta profunda a 
la hora de tratar estos riesgos encuentra me­
jor acomodo en esa concepción más ambicio­
sa de la «promoción de la salud» por muchas 
causas entre las que se podría destacar que: 
a) estas reacciones físicas y psíquicas son mu­
chas veces de aparición lenta y la identifica­
ción y diferenciación de los elementos desen­
cadenantes difíciles de concretar, lo que exige 
un seguimiento muy delicado de múltiples 
factores, también extralaborales, lo que exce­
de de las coordenadas de la LPRL; b) el grado 
de vulnerabilidad del trabajador expuesto de­
pende de factores personales del propio afec­
tado, más allá de lo que se puede considerar 
cuestiones estrictamente médicas, sobre las 
que pivota el deber de vigilancia de la salud 
regulado en el art. 22 de la Ley 31/1995, de 8 

26 http://www.insht.es/PromocionSalud/Contenidos/Pro-
mocion%20Salud%20Trabajo/Documentos%20EnWHP/Docu­
mentos%20estrategicos/Ficheros/22_5%20Declaracion_edin­
burgo.pdf 

http://www.insht.es/PromocionSalud/Contenidos/Pro
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de noviembre, de Prevención de Riesgos La­
borales, como pueden ser habilidades sociales, 
capacidad de resilencia…; c) con frecuencia 
es difícil demostrar que la causa principal de 
su aparición sea la situación laboral, frente a 
otras situaciones personales que pueda atra­
vesar el sujeto e incluso no es raro que se tien­
da a cuestionar su carácter exógeno y sean 
calificadas como endógenas. Por ello, no es de 
extrañar que convenios que se extienden so­
bre algún riesgo psicosocial específico recojan 
esta visión más ambiciosa de la salud conecta­
da con el bienestar27 o la salud integral28 o que 
ésta se infiera de algunas opciones regulado­
ras como, por ejemplo, la de integrar la proble­
mática de las víctimas de violencia de género 
en el marco de la regulación de la seguridad 
y salud y, en concreto, en la regulación de los 
riesgos psicosociales29. 

Estos factores y riesgos30 siempre han 
existido, pero su lugar en el debate sobre las 
exigencias laborales no siempre ha sido reco­
nocido como debían. Con el tiempo han ido re­
cibiendo una mayor atención y preocupación 
en la doctrina, jurisprudencia y negociación 

27 así el Convenio Colectivo de allianz Popular Vida, Com­
pañía de Seguros y reaseguros, Sociedad anónima (BoCM de 
30 de enero de 2016) afirma en su art. 16 que, de «acuerdo con 
la política de las empresas en materia de estrés relacionado con 
el trabajo, se reitera el compromiso de promover un entorno de 
trabajo» en el que es de la mayor relevancia «la salud y bienes­
tar de los empleados/as». 

28 así por ejemplo el Convenio Colectivo de la empresa 
Cruz roja Española en la Comunidad de Madrid, en su art. 66, 
se refiere al deber de promover «una concepción integral de la 
salud, poniendo atención tanto a los riesgos psíquicos como 
físicos y desarrollando actuaciones preventivas dirigidas al 
conjunto de trabajadores/as». 

29 De hecho así lo hace el propio instituto nacional de 
Seguridad e Higiene en el Trabajo www.insht.es/portal/site/ 
riesgosPsicosociales/menuitem.8f4bf744850fb29681828b­
5c180311a0/?vgnextoid=1e0c84fbb7819410VgnVC ­
M1000008130110arCrD. 

30 En rigor se debe hacer una distinción entre qué son 
factores psicosociales y riesgos psicosociales, aunque en mu­
chas ocasiones no se distingue entre los mismos. Con acierto, 
vid. romero ródenas, M. J.: «El estrés laboral como factor des­
encadenante de los riesgos psicosociales. Su posible protec­
ción en el ámbito de la empresa: especial referencia al acuerdo 
Europeo sobre el estrés laboral», revista de Justicia laboral, n. 
22, 2005. 
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colectiva31. Por otro lado se reconoce también 
que en el contexto actual de las dinámicas de 
las organizaciones productivas32 y las deriva­
das que éstas tienen en las relaciones socia­
les de sus integrantes han hecho que algunos 
de estos riesgos se intensifiquen e incluso se 
pueda hablar de «riesgos emergentes»33. Todo 
esto deriva en que se admita ya de forma ge­
neralizada, que afrontar el control y neutrali­
zación de los factores y riesgos psicosociales 
es una tarea que ha de afrontarse en toda su 
magnitud en los distintos planos individual y 
colectivo. Por lo tanto, la negociación colecti­
va, como norma que ofrece la adaptabilidad y 
el dinamismo que esta tarea exige tiene una 
importante responsabilidad a la hora de abor­
dar el tratamiento de esta materia y especial­
mente de los principales factores y riesgos psi­
cosociales y sus consecuencias: el estrés34, la 

31 Vid. al respecto, entre otros, rivas Vallejo, P.: «la 
prevención de los riesgos laborales de carácter psicosocial», 
Comares, Granada, 2008; Moreno Jiménez, B. y Báez león, C.: 
«Factores y riesgos psicosociales, formas, consecuencias, me­
didas y buenas prácticas», instituto nacional de Seguridad y 
Salud en el Trabajo y Universidad autónoma de Madrid, Ma­
drid, 2010; Molina navarrete, C.: «los riesgos psicosociales. Su 
particularidad en la legislación positiva», en Tratado de salud 
laboral, Tomo i, en aa. VV., Monereo Pérez, J. l., rivas Vallejo, P. 
(Dirs.), García Valverde, Mª D. (Coord.): «aspectos jurídicos de 
la prevención de riesgos laborales», Thomson reuters aranzadi, 
navarra, 2012. 

32 En general sobre el impacto en el deber de protección 
de la seguridad y la salud de las nuevas dinámicas empresaria­
les y en concreto el de la globalización, rodríguez de la More­
na, r.: «Deber de protección. Una revisión de la prevención de 
riesgos laborales en el marco de la internacionalización de las 
empresas», aranzadi, navarra, 2015. 

33 Vid. ramos quintana, M. i. (Dir.): Salud en el trabajo y 
riesgos laborales emergentes, Bomarzo, albacete, 2014. 

34 Destaca, porque asocia el estrés no a las causas más 
conocidas, sino al mismo hecho del uso de algo tan extendido 
en la práctica como es la tecnología, el Convenio Colectivo de 
la empresa «G y J Publicaciones internacionales, Sociedad limi­
tada, y Cía. S en C», que establece en su art. 54, que el «trabajo 
de terminales de ordenador, pantallas de grabación y pantallas 
de vídeo conlleva unas características que pueden derivar en 
situaciones de estrés y otras enfermedades laborales. Para lo 
cual, los trabajadores que prestan sus servicios en cualquiera 
de estos puestos de trabajo deberán tener la posibilidad de un 
sistema de organización del trabajo que les permita poder in­
tercalar sus diferentes funciones, con el fin de no permanecer 
demasiado tiempo continuo frente a la pantalla, facilitando así 
la disminución del riesgo a los trabajadores». 

www.insht.es/portal/site
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fatiga35, la violencia, el acoso laboral, el acoso 
sexual, del síndrome del desgaste profesional 
o burnout…36. 

Pero es más, no es que la negociación co­
lectiva tenga que recoger nuevos contenidos 
para afrontar como se debe esa cuestión. Es 
que la negociación colectiva es la sede natu­
ral de ordenación de uno de los factores des­
encadenantes de los riesgos psicosociales más 
importantes, como es la inseguridad y la falta 
de calidad en el empleo. Las relaciones inte­
rempresariales dinámicas en las que la propia 
titularidad o la dirección de la organización 
productiva cambia o se comparte, la desloca­
lización productiva, las nuevas tecnologías 
que relativizan las coordenadas de tiempo 
y espacio… todo ello hace que potencien las 
tensiones sobre el mantenimiento del puesto 
de trabajo, el futuro de las carreras profesio­
nales, la escasa sensación del control sobre el 
propio trabajo y sus resultados, el exceso de 
presión sobre la carga o ritmo de trabajo, los 
agravios comparativos con las condiciones de 
terceros, etc. La negociación colectiva como 
instrumento de gobierno y ordenación de las 
relaciones laborales tiene por tanto un papel 

35 Vid. art. 76 del Convenio colectivo del sector de empre­
sas organizadoras del juego del bingo (BoE de 7 de octubre de 
2017) en el que no se llega a hablar de la promoción de la sa­
lud, pero si se afirma en el art. 73 una concepción muy amplia 
de la prevención de riesgos afirmando que las «organizaciones 
empresariales y organizaciones sindicales representadas en la 
mesa negociadora del presente Convenio» son «conscientes de 
que la protección del trabajador frente a los riesgos labora­
les exige una actuación en la empresa que desborda el mero 
cumplimiento formal de un conjunto de deberes y obligaciones 
empresariales y, más aún, de la simple corrección a posteriori 
de situaciones de riesgo ya manifestadas». 

36 Vid. Martín Chaparro, M. P., Vera Martínez, J. J., Cano 

lozano, M. C., Molina navarrete, C.: «nuevos retos de las políti­
cas de salud laboral en las organizaciones de trabajo: una apro­
ximación al estrés laboral y al ‘burnout’ en clave psicosocial», 
Temas laborales, n. 75, 2004. 

En la negociación colectiva encontramos ejemplos al res­
pecto, aunque no abundantes, como el del Convenio Colectivo 
de Clínica de Sabadell (centre Clínica del Vallès) 2016-2018 
(BoBP de 18 de marzo de 2018), anexo C; o el Convenio Colec­
tivo del personal laboral del ayuntamiento de Terrassa 2012­
2015, (BoBP 19 de febrero de 2015). 
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aún si cabe más protagonista respecto de esta 
fuente de riesgo. 

Un análisis de la negociación colectiva 
permite concluir, como decíamos, un crecien­
te interés de los negociadores por los riesgos 
psicosociales37. Sin embargo, también hay que 
destacar que la respuesta todavía es como re­
gla general tímida, incluso aunque se haya lle­
gado a importantes acuerdos colectivos euro­
peos sobre algunos de estos riesgos38. Lo más 
frecuente es encontrar que los convenios se 
limitan a adherirse a estos acuerdos o a reco­
nocer que los riesgos psicosociales han de ser 
objeto de la evaluación de riesgos39. También 
es muy frecuente que los convenios se limiten 
incluir alguna referencia a alguno de los mis­
mos –como el acoso, la violencia…– dentro del 
listados de infracciones que corresponde al po­
der disciplinario. Esto es síntoma entonces de 
que todavía hay mucho que hacer en este ám­

37 romeral Hernández, J.: «los riesgos psicosociales en 
la negociación colectiva», revista del Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, n. 98, 201; aa. VV.: «la negociación colec­
tiva en riesgos psicosociales», dir. J.a. fernández avilés, UGT 
2015, http://www.ugt.es/Publicaciones/guianegociacion.pdf; 
Meléndez Morillo-Velarde, l. y Pérez Campos, a. i.: «Tratamien­
to de los riesgos psicosociales en la negociación colectiva», en 
aa. VV., Sánchez Trigueros, C. (Dir.), González Díaz, F. a., Hierro 

Hierro, F. J. (Coords.), «los riesgos psicosociales: teoría y prác­
tica», Thomson reuters aranzadi, navarra, 2009; aa. VV.: «El 
tratamiento convencional de los riesgos psicosociales. Estado 
actual y nuevas propuestas, observatorio Permanente de ries­
gos Psicosociales UGT-CEC, 2010», dir. C. Mazzuconi San Martin, 
[http://portal.ugt.org/saludlaboral/observatorio/publicaciones/ 
estudios/2010_estudio_02.pdf]; Fuentes rodríguez, F.: «El papel 
de la negociación Colectiva en materia de riesgos psicosocia­
les», en vv. aa.: análisis de la regulación jurídico-laboral de los 
riesgos psicosociales, MTaS http://www.seg-social.es/stpri00/ 
groups/public/documents/bunario/100617.pdf] 

38 El acuerdo Marco Europeo sobre el Estrés laboral de 8 
de octubre de 2004 o el acuerdo Marco Europeo sobre acoso y 
Violencia en el Trabajo de 26 de abril de 2007. 

39 algunos convenios se detienen algo más sobre este 
tema de la evaluación de riesgo, como por ejemplo, el Conve­
nio colectivo de Empresas de Educación ambiental, en cuyo 
art. 38 establece, aunque sea al hilo de tratar los problemas de 
acoso, que la empresa habrá de garantizar «que en las evalua­
ciones de riesgos psicosociales se evalúen también los riesgos 
derivados de la organización del trabajo» y en el art. 50, en el 
apartado dedicado al plan de prevención de riesgos, establece 
como una línea independiente de evaluación la de los riesgos 
psicosociales. 

http://www.seg-social.es/stpri00
http://portal.ugt.org/saludlaboral/observatorio/publicaciones
http://www.ugt.es/Publicaciones/guianegociacion.pdf
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bito y que las partes deben aumentar el gra­
do de concienciación sobre lo crucial de esta 
materia. Regular esta cuestión vía régimen 
disciplinario implica que los esfuerzos no se 
centran en diseñar una acción preventiva so­
bre los mismos, sino en reaccionar a posteriori 
y solo sobre los factores y riesgos que puedan 
ser imputados a conductas graves y culpables 
de un trabajador. Se intenta, por fuerza de la 
sanción, evitar que no se repita, pero no se es­
tablecen medidas para evitar las causas los 
mismos40. 

Por otro lado, cuando los convenios colecti­
vos entran a regular con mayor amplitud algu­
no de los riesgos psicosociales, en la mayoría 
de los casos se limitan a hacerlo respecto del 
acoso laboral y sexual en el trabajo41, lo que 
por otro lado viene exigido por el art.  48 de 
la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres. No 
obstante, en ocasiones al hilo de la regulación 
del acoso se encuentran referencias a otros 
riesgos psicosociales, como el estrés42, contem­

40 Pero como afirma, por ejemplo, el Convenio Colectivo 
de la empresa «rials, artículos Caucho, Sociedad anónima», art 
46, se han de tomar «en consideración con finalidad preventiva 
los factores de riesgo derivados de la organización y ordena­
ción del trabajo tal como previene el artículo 4.7 de la lPrl. 
En virtud de ello, y en cumplimiento de la ley de Prevención 
de riesgos laborales, los riesgos psicosociales tendrán que ser 
evaluados y, en su caso, objeto de intervención preventiva, 
siendo evitados y combatidos en su origen como los restantes 
riesgos». 

41 De hecho hay convenios que bajo una rúbrica más 
ambiciosa que alude en general a los riesgos psicosociales, 
finalmente se centran únicamente en regular el acoso. así el 
Convenio Colectivo de la empresa «amazon Spain Fulfillment, 
Sociedad limitada Unipersonal», que en su art.51 titulado « 
riesgos psicosociales», establece que las partes afectadas por 
el presente Convenio, asumen el compromiso de velar porque 
exista en la Empresa un ambiente exento de riesgo para la sa­
lud psíquica de los trabajadores y, en concreto, para el acoso 
sexual o laboral, estableciendo procedimientos que deberán se­
guirse para presentar quejas por quienes sean víctimas de tales 
tratos, a fin de obtener ayuda inmediata. las partes negociarán 
y acordarán un protocolo de actuación para la prevención del 
acoso en el trabajo». 

42 Este es el caso por ejemplo del Convenio Colectivo 
de la empresa «iVECo España, Sociedad limitada» (BoE 1 de 
noviembre de 2014) en el que, dentro del protocolo contra el 
acoso laboral y el mobbing», en el art. 6, implanta acciones de 
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plándose con cierta autonomía y no necesaria­
mente como consecuencia de dicho acoso.

 Para prevenir y evitar los factores y ries­
gos psicosociales de forma global se necesita 
por un lado regular aspectos que tienen me­
jor acogida en el concepto de promoción de la 
salud que en el de prevenir daños, como son 
el tratamiento de la salud mental43, las ges­
tión de enfermedades crónicas44, la atención 
al envejecimiento del trabajador45… Pero es 
clave también, como decíamos, revisar desde 
esta óptica la regulación de la organización 
trabajo, entendida ésta como el objeto de la 
actividad laboral a realizar –que incluye el di­
seño, la distribución, la coordinación, el reco­
nocimiento de tareas–, la forma de ejecutarse 
y desarrollarse esta actividad –que integra los 
volúmenes de trabajo, la preparación para el 
puesto46, la carga de responsabilidad, los rit­

«formación sobre la gestión y el desarrollo de las personas, los 
equipos de trabajo, el control del estrés y los estilos de direc­
ción participativos y motivadores». 

43 la regulación de este aspecto cuando se hace de mane­
ra independiente al tratamiento de las consecuencias del acoso 
en el trabajo, lo que es excepcional, suele encontrarse en el 
reconocimiento de ayudas económicas para el tratamiento fa­
cultativo. Por ejemplo, el Convenio Colectivo del ayuntamiento 
de Sorbas, Personal laboral (Bo Provincia de almería de 7 de 
junio de 2012) anexo ii reconoce unas ayudas que «tienen por 
objeto compensar los gastos realizados para tratamientos de 
salud mental, trastornos del aprendizaje y de la estimulación 
temprana, la desintoxicación y la deshabituación, así como los 
tratamientos de rehabilitación o recuperación médico funcio­
nal y los trastornos alimentarios de origen psicológico». 

44 la forma más frecuente de tratamiento de estas en­
fermedades, descritas por la oMS como de larga duración o 
progresión lenta, es extendiendo las medidas de vigilancia de 
la salud a las mismas cuando no tienen un conexión con la ac­
tividad laboral. Son muy frecuentes en esta línea los convenios 
que contemplan pruebas para controlar el cáncer de mama o 
próstata en los controles médicos. 

45 Excepcionalmente algún convenio contempla las ne­
cesidades de adaptación al envejecimiento de plantillas. Por 
ejemplo el Convenio Colectivo estatal de las empresas de segu­
ridad, Disp. adicional 4ª (BoE de 1 de febrero de 2018). Pero la 
gran mayoría que contempla este aspecto lo hacen mediante 
una referencia al «envejecimiento activo» al hilo de la regula­
ción de la jubilación parcial. 

46 Es interesante la opción de convenios como el de Con­
venio Colectivo Marina Salud, art. 40 (Bo de alicante, 8 de abril 
de 2014), en el que se crea, en su art. 40, una comisión de 
formación, pero con funciones muy variadas, incluidas la evita­
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mos de trabajo47, los tiempos de descanso, el 
control externo y el margen de iniciativa– y 
el control de las condiciones y entorno en que 
ésta se realiza –lo que abarca las relaciones 
con compañeros, clientes y proveedores, el co­
nocido como «apoyo social», los estilos de direc­
ción48, la política de incentivos o sanciones–. 
De hecho esta planificación exigirá un impor­
tante esfuerzo de revisar –desde el prisma 
de la protección y promoción de la salud del 
trabajador–, casi la globalidad de condiciones 
laborales: a) la clasificación profesional y mo­
vilidad funcional, en aras de una correcta ad­
judicación de puestos, buscando que las tareas 
estén bien definidas, diseñadas, distribuidas; 
b) el poder de dirección, inspirado en un equi­
librio entre el control y permitir la iniciativa 
del trabajador y su capacidad de desarrollo; 
c) los derechos fundamentales a la dignidad, 
intimidad, libertad de expresión en busca del 
reconocimiento del trabajo, la imposición ra­
zonable de carga de trabajo, el respeto de la 

ción de riesgos y la promoción de hábitos saludables, obtenién­
dose así una visión transversal de la materia («a) adaptación 
del titular al puesto de trabajo. b) actualización y puesta al día 
de los conocimientos profesionales exigibles en la categoría y 
el puesto de trabajo. c) Especialización en sus diversos grados 
en alguna materia del propio trabajo. d) Facilitar y promover la 
adquisición por los de títulos académicos vinculados a la acti­
vidad sanitaria. e) adaptar la mentalidad del trabajador hacia 
una dirección participativa. f) ampliación de los conocimientos 
de los trabajadores y trabajadoras que les permita prosperar y 
aspirar a promociones profesionales y adquisición de los co­
nocimientos correspondientes a otros puestos de trabajo. g) 
Conocer las condiciones laborales de su puesto de trabajo en 
evitación de riesgos laborales y promoción de hábitos saluda­
bles. h) Favorecer el acceso de las trabajadores y trabajadores a 
categorías superiores y puestos directivos»). En el mismo sen­
tido el convenio colectivo de trabajo de la empresa Centro de 
Empleo, Estudios y Formación, S.l.U., art. 45 (Bo Provincia de 
Valencia de 9 de enero de 2015). 

47 interesante es el Convenio Colectivo de las empresas 
del grupo «Madrileña red de Gas, Sociedad anónima Uniper­
sonal», cuando en el art. 49 establece que se prestará especial 
atención a aquellos trabajadores que permanezcan hasta 15 
años en turno Trr. En sus revisiones de salud, serán sometidos 
a pruebas específicas biométricas y psicosociales, para detectar 
secuelas inherentes a la turnicidad y se adoptará las medidas 
preventivas y de protección necesarias». 

48 Por ejemplo el Convenio Colectivo de la empresa «iVE-
Co España, Sociedad limitada», art. 6 (BoE 1 de noviembre de 
2014). 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

propia personalidad y expresión de los senti­
mientos y estados de ánimo; d) el tiempo de 
trabajo, permitiendo el descanso, la flexibili­
dad, la adecuación del tiempo al volumen o 
dificultad del trabajo; e) la conciliación de la 
vida laboral y familiar, acabando con la cono­
cida como «doble presencia» asociada a la difi­
cultad de atender a las dos esferas profesional 
y personal; f) las formas contractuales y condi­
ciones de contratación y extinción del contra­
to, buscando evitar o aminorar la inseguridad 
laboral; g) la política salarial y de incentivos, 
evitando la inadecuación entre el valor del es­
fuerzo y trabajo realizado y su recompensa; h) 
el principio de igualdad, evitando los agravios 
comparativos y unas relaciones entre compa­
ñeros equilibradas; i) ascensos y promocio­
nes, buscando una realización profesional, un 
reconocimiento y una confianza en el futuro 
laboral, etc. Por otro lado, también el cambio 
de las condiciones de trabajo tiene que ser 
planificado y gestionado teniendo en cuenta 
la «salud psicosocial». De hecho precisamente 
estas situaciones conflictivas representan un 
marco especialmente propicio para que esta 
faceta de la salud de los trabajadores se vea 
afectada49. 

En todo caso, también sería interesan­
te que los convenios diseñen canales para 
que sea el propio trabajador el que proponga 
cambios en las condiciones individuales o en 
cuestiones de organización colectiva, dado lo 
sutil de estos riesgos y sus consecuencias, su 
condicionamiento a cuestiones de trato social 
difícil de detectar y evaluar desde fuera, como 
decíamos anteriormente, y la importancia de 
su localización y erradicación precoces. En 
esta línea destaca por ejemplo el Convenio Co­
lectivo de la empresa Cruz Roja Española en 
la Comunidad de Madrid (BOE 11 de abril de 
2015), que en el «Procedimiento de selección 
para cobertura de vacantes superiores a seis 
meses» establece: «Previo a la publicación de 

49 Vid. Villar Cañada, i. y Vallecillo Gómez, r.: «reestruc­
turaciones empresariales, riesgos psicosociales y bienestar en 
el trabajo. Una nueva dimensión del modelo comunitario de 
gestión social», Comares, Granada, 2011. 
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la convocatoria interna, se tendrán en cuenta 
las solicitudes de traslado efectuadas por los 
trabajadores/as que, al menos, tengan un año 
de antigüedad en la Institución, cuando estas 
hayan sido solicitada motivos de riesgos psico­
sociales» (Anexo I). 

EL TRATAMIENTO 
DE LAS DROGODEPENDENCIAS 
EN LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA 

Uno de los objetivos que marca el III Acuer­
do para el empleo y la negociación colectiva 
para los años 2015, 2016 y 2017, de fecha 8 de 
junio de 2015, es el abordar la problemática 
que se deriva del «consumo de alcohol, drogas 
y otras sustancias y establecer los instrumen­
tos para, en el marco de la prevención de acci­
dentes de trabajo, identificar y buscar solución 
a las situaciones y rasgos derivados de dicho 
consumo». Es cierto que este objetivo se ubica 
en este acuerdo en la lógica de evitar acciden­
tes, es decir daños, pero ya se vislumbra una 
óptica más ambiciosa de aspirar a encontrar 
en el marco de la empresa soluciones a la pro­
blemática general que este consumo plantea. 

En muchas ocasiones el consumo de dro­
gas, fármacos y en general productos adicti­
vos es considerado como una manifestación de 
riesgo psicosocial o resultado de la exposición 
al mismo. Sin embargo es una materia que 
tiene una sustantividad propia suficiente para 
recibir un tratamiento específico y a la hora de 
abordar éste, de nuevo encuentra un recorrido 
mucho más amplio en la lógica de la «promo­
ción de la salud»50, que en la más limitada de 

50 a la que alude por ejemplo el Convenio colectivo de 
trabajo de la Federación Valenciana de Municipios y Provincias 
(BoPV de 23 de abril de 2014), art. 41: «Promoción de la Salud. 
Deshabituación tabáquica. Teniendo en cuenta las orientacio­
nes de los organismos tanto nacionales como internacionales, 
así como la legislación vigente relacionada con el tabaquismo, 
la FVMP, a través de los servicios de la Mutua proporcionará 
a los/as trabajadores/ras fumadores/as que así lo deseen un 
programa para la deshabituación tabáquica como medida de 
promoción de salud de los/as trabajadores/as. la asistencia a 
dicho programa se computará como trabajo efectivo». También 
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«prevención de que se produzcan daños». De 
hecho las apuestas más avanzadas de regula­
ción en este ámbito por convenios que regulan 
protocolos o programas de actuación global 
contra la drogodependencias, incluyen en sus 
articulados referencias a la promoción de la 
salud51, fomento de la salud y la mejora de la 
«calidad de vida»52 o la «mejora de la salud»53. 

No obstante, sin perjuicio de las apuestas 
avanzadas mencionadas, por lo general la pre­
vención de las drogodependencias y farma­
codependencias es una materia que necesita 
incorporarse de manera más renovada al tex­
to de nuestros convenios. Decimos renovada, 
porque el problema del consumo de alcohol y 
de otras drogas ha sido un contenido clásico 
en muchos sectores negociales. Sin embargo 

destaca el Convenio Colectivo de yEll Publicidad, S.a. (BoE 
de 13 de enero de 2007), en cuyo art. 80 se establece que se 
«desarrollará una estrategia sanitaria para promover y proteger 
la salud comunitaria de los trabajadores, basada en campañas 
salubristas y de medicina preventiva: la lucha contra el hábi­
to de fumar, contra el alcoholismo, la drogadicción, contra la 
obesidad y el riesgo cardiovascular, contra los accidentes de 
tránsito viales», a lo que suma el objetivo de «la formación en 
socorrismo y primeros auxilios del mayor número de emplea­
dos que sea posible». 

51 así el Convenio Colectivo de la empresa Vega Mayor, 
S.l. de Milagro (Bo navarra de 6 de marzo de 2018), que en 
su art. 85 establece un plan de prevención, que contempla 
«actuaciones, desde un punto de vista preventivo, asistencial 
y reinsertador», que perseguirán los siguientes objetivos: «Pro­
mocionar la salud por medio de la prevención del consumo 
del alcohol y las drogas»; «Fomentar la colaboración y respon­
sabilidad de todo el colectivo laboral en el cumplimiento de 
esta actuación preventiva»; «Proporcionar información y apoyo 
al tratamiento a los trabajadores con problemas; « Prevenir y 
reducir la accidentalidad laboral y el absentismo»; «Mejorar la 
productividad, calidad del trabajo y las relaciones laborales». 

52 Xii Convenio Colectivo de rEnFE (BoE de 14 de octubre 
de 1998) art. 556 ss., regulando el Plan de acción contra la 
Drogodependencia y el alcoholismo»; Convenio colectivo de 
Ferrovial Servicios, Sa, y los trabajadores adscritos al servicio 
de restauración y atención a bordo de los trenes (BoE 26 de 
enero de 2018), anexo i titulado «Plan de prevención en materia 
de drogodependencia y alcoholismo»; iV Convenio colectivo de 
Cremonini rail ibérica, Sa. (BoE 11 de julio de 2013)anexo ii. 

53 Convenio Colectivo de la empresa limpieza Pública y 
Protección ambiental, S a Municipal (lipasam) (Bo Provincia 
de Sevilla de 18 de julio de 2016) en cuyo anexo Vi regula un 
«Programa de prevención y asistencia ante el consumo de alco­
hol y otras drogas en el trabajo de lipasam». 
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su tratamiento se ha venido haciendo desde 
la lógica punitiva del poder disciplinario. Se 
recoge como objeto de una conducta tipificada 
como infracción laboral disciplinaria, en se­
guimiento del propio esquema implantado por 
el Estatuto de los Trabajadores, que considera 
estos comportamientos, cuando se dan las exi­
gencias de gravedad y culpabilidad oportunas, 
una causa legítima y suficiente para impo­
ner la sanción más grave que el ordenamien­
to contempla, que es el despido disciplinario 
(art. 54.2 f) ET). Son muchos los convenios que 
tratan el tema de la drogodependencia, pero 
muchos menos los que lo hacen al margen de 
contemplar la embriaguez y toxicomanía –ex­
presión clásica que se utiliza con más frecuen­
cia–, como infracción disciplinaria o sancionar 
el incumplimiento de la prohibición legal de 
fumar en los centros de trabajo54. 

Incluso hay convenios, que en una con­
cepción lógica dentro del poder disciplinario 
–pero restrictiva desde el punto de vista de 
la protección y promoción de la salud– inten­
tan ser muy escrupulosos con no afectar a la 
faceta personal del trabajador, y resaltan es­
pecialmente que solo será legítimo reaccionar 
cuando el comportamiento condicionado por 
el consumo de sustancias adictivas se esté 
manifestando en el entorno laboral55, lo que 
decíamos se supera desde la concepción de la 
«promoción de la salud». 

El tratamiento de la problemática en sede 
disciplinaria es una manera de abordar la 

54 Entre otros muchos el Convenio Colectivo aludium 
Transformación de Productos (Bo Provincia de alicante de 3 
de abril de 2017) art. 46.2; Convenio Colectivo de la empresa 
«Compañía Española de Petróleos, Sociedad anónima Uniper­
sonal (BoE de 26 de diciembre de 2016) art. 2 del Título X. 

55 así utilizando una expresión muy repetida, el art. 28 del 
Convenio Colectivo del Consejo General de la abogacía Espa­
ñola, se refiere a la «embriaguez habitual y drogodependencia 
manifestada en jornada laboral y en su puesto de trabajo». En 
los mismos términos, entre otros muchos, el art. 35 del Con­
venio Colectivo de la empresa «altamarca Grupo de Gestión, 
Sociedad anónima; art. 57 del Convenio Colectivo de la em­
presa «Hansen & Cawley»; art. 46 del Convenio Colectivo de la 
empresa «DaF Vehículos industriales, Sociedad anónima Uni­
personal». 
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cuestión en «clave negativa», en el sentido de 
que solo se reacciona y mediante una acción 
sancionadora, cuando se ha detectado un com­
portamiento diferente al que se presupone 
correcto56. No debemos olvidar además que la 
lógica del poder disciplinario es la de reprimir 
aquellos comportamientos del trabajador que, 
por suponer un incumplimiento de los deberes 
o directrices laborales, no cumplen las expec­
tativas para la buena marcha de la empresa 
y no satisfacen el derecho subjetivo de crédito 
del empresario. Muy forzado es querer reco­
nocer en estas infracciones disciplinarias tal 
como vienen tipificadas normalmente en los 
convenios, una medida preventiva en aras de 
la protección de la salud del trabajador. Tam­
bién lo es la regulación que contempla algún 
convenio de controlar los tiempos que los tra­
bajadores fumadores dedican a hacerlo fuera 
de las dependencias de la empresa para su re­
cuperación57. 

En todo caso también hay que destacar que 
existen convenios que, aunque se centran en 
tomar medidas disciplinarias, intentan bus­
car soluciones más sensibles con la situación 
del trabajador, pasando por medidas menos 
gravosas de separación del servicio y bajas, 
antes de acudir a la extinción del contrato58. 

56 la mayoría de los convenios no se detienen a regular el 
comportamiento que se espera, porque éste se presupone. no 
obstante, hay convenios que si que lo tipifican como el art. 44 
el Convenio Colectivo de la empresa Servicios auxiliares Sani­
tarios de Urgencias, Sociedad limitada (BoCM 19 de noviembre 
de 2016) que queda «prohibido llevar a cabo las tareas propias 
de conducción y de técnico de emergencias sanitarias bajo los 
efectos de las drogas y/o el alcohol. Del mismo modo, queda 
prohibida la ingesta de cualquier tipo de estas sustancias du­
rante la jornada de trabajo». 

57 En este sentido el Convenio Colectivo de la empresa izar 
Cutting Tools, S.a.l (Bo de Vizcaya de 31 de marzo de 2017) 
establece en su art. 39, que todas las personas de la Plantilla 
de izar deberán respetar y cumplir los procedimientos internos 
que, en su caso, se establezcan (apuntarse en un listado para 
ausentarse del puesto, fumar fuera del recinto de la empresa, 
fichar en el reloj de marcaje las entradas y salidas, recuperar el 
tiempo de ausencia, etc.). 

58 así el Convenio Colectivo del Sector de Transporte 
de Viajeros por Carretera de Servicios de Transporte regular 
(BoEM de 6 de diciembre de 2017), que establece en el art. 28 
que en «el caso de resultar no apto temporal para el puesto 
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En otros casos la sanción o penalización con­
siste en perder algún beneficio económico59 y 
excepcionalmente se renuncia a sancionar al 
trabajador en general60 o cuando éste colabore 
a cambiar su conducta hacia hábitos saluda­
bles61. 

Pero en todo caso, mientras se contemple 
el despido como medida de reacción empre­
sarial más o menos inmediata, debería plan­
tearse que dicha extinción justificada en el 
consumo de sustancias adictivas habría de ser 
considerado, en muchos casos, no un despido 
disciplinario, sino un despido por causas obje­
tivas, asociado a un incumplimiento involun­
tario ligado a una enfermedad o desequilibrio 

de trabajo como consecuencia de resultados positivos en dro­
gadicción o alcoholemia se volverá a realizar nuevamente un 
análisis, no antes de treinta días en caso de drogadicción y de 
siete días en alcoholemia, durante dicho período se le dará va­
caciones al trabajador y de no tenerlas disponibles se suspen­
derá el contrato, salvo acuerdo entre partes. reincorporándose 
en función de dar apto para el puesto de trabajo o bien causan­
do baja en la empresa en caso de resultar positivo definitivo. De 
existir un nuevo análisis realizado a cuenta del trabajador y que 
dé resultado negativo, la empresa reincorporará de inmediato 
al trabajador». 

59 El Convenio Colectivo del Transporte de Mercancía por 
Carretera y operadores de Transporte contempla en el art. 18 
la pérdida de la ayuda económica a un seguro que le garantice 
salarios si pierde puntos o en el art. 16 el derecho a ser recolo­
cado en otro puesto de trabajo en el mismo caso. En el mismo 
sentido el Convenio Estatal para el sector de contratas ferrovia­
rias, art. 53 (BoE 6 de marzo de 2018) o el Convenio Colectivo 
del Sector de alquiler de Vehículos con y sin Conductor (BoCM 
de 10 de septiembre de 2014) art. 12. 

60 En este sentido el Convenio Colectivo para la Empresa 
Fundación Hospital General de la Santísima Trinidad (Bo de la 
Provincia de Salamanca de 21 de julio de 2017) establece en su 
at. 35 que el «consumo de drogas legales (fundamentalmente 
alcohol y tabaco) e ilegales implica problemas de salud con re­
percusiones individuales y colectivas, por ello se desarrollara un 
plan integral contra las drogodependencias en la empresa con 
una vertiente preventiva, asistencial, reinvertida, participativa, 
no sancionadora, voluntaria y planificada». 

61 así el Convenio Colectivo del sector de ayuda a domici­
lio de Sevilla y provincia (Bo Provincia de Sevilla del 10 de abril 
de 2018) establece que el «personal que se acoja a un programa 
de tratamiento no podrá ser objeto de sanción o despido y se le 
asegurará su reincorporación inmediata a su puesto de trabajo» 
(art. 26). En el mismo sentido, entre otros muchos, el Convenio 
Colectivo de asientos de Galicia (Bo Provincia Pontevedra de 
25 de enero de 2018) art. 34. 
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de salud físico y psíquico. Con carácter gene­
ral, en la medida en que la seguridad y salud 
es un deber de autoprotección también para 
el trabajador, ello significa que puede apunta­
larse este carácter imperativo a través de la 
imposición de una sanción disciplinaria. Sin 
embargo, no se puede olvidar que los prin­
cipios del poder disciplinario exigen –como 
presupuesto de legitimidad de la imposición 
de la sanción– el factor de voluntariedad y 
culpabilidad por parte del trabajador y pre­
cisamente en los casos drogodependencia la 
concurrencia de estos elementos es cuestio­
nable. De ahí que, no solo no es constructivo 
que la negociación colectiva se limite a con­
templar las situaciones de drogodependencia 
como una infracción laboral más. Es que en 
ocasiones, un régimen regulador que no haga 
distinciones y matizaciones según la gravedad 
de la conducta del trabajador puede ser hasta 
ilegítimo. De hecho hay muchísimos convenios 
que, tratando de no ser permisivos en cuan­
to al nivel de tolerancia, consideran siempre 
al menos grave la infracción en que consiste 
el comportamiento drogodependiente. Pero 
como decimos, esta «dureza» en la graduación 
de la infracción, sin hacer distinciones en de 
las circunstancias, puede provocar disfuncio­
nes importantes con principios generales del 
Derecho Sancionador, como el de interpreta­
ción restrictiva e intervención mínima, que 
son también aplicables aunque de manera re­
lajada al poder disciplinario empresarial. En 
este sentido es interesante lo preceptuado por 
algunos convenios en los que se condiciona la 
vía punitiva al hecho de que el trabajador no 
haya hecho lo posible para luchar contra su 
adicción62. El hecho de que haya una voluntad 
de superar este problema de salud por parte 
del trabajador le exculpa del comportamiento 
cometido. El sometimiento al tratamiento se 

62 así por ejemplo el Convenio Colectivo Estatal de perfu­
mería y afines (BoE de 24 de enero de 2017), entre otros, esta­
blece que la «embriaguez habitual, salvo que el trabajador haya 
puesto los medios necesarios, mediante el tratamiento adecua­
do a través de los servicios médicos o psicológicos públicos que 
así lo certifiquen, para normalizar tanto su salud como su vida 
laboral» se considerará infracción muy grave (art. 61). 
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considera prueba en contra de la culpabilidad 
o simplemente, se renuncia a sancionar la con­
ducta como medida de apoyo al trabajador. 

Preservando el poder disciplinario enton­
ces para situaciones en las que se cumple sus 
exigencias, los negociadores colectivos debe­
rían pactar medidas de formación, vigilancia 
de la salud, adaptación del puesto, apoyo per­
sonal, movilidad funcional, modulaciones del 
tiempo de trabajo como descansos o reduccio­
nes de jornada, permisos, suspensiones y exce­
dencias con reserva de puesto de trabajo de la 
relación laboral, tratamientos rehabilitadores, 
mejoras voluntarias específicas en caso de in­
capacidad temporal, etc., además de las siem­
pre positivas medidas de sensibilización a las 
que se limitan algunos convenios63. 

Algún convenio se detiene en regular me­
canismos de control del consumo de sustan­
cias adictivas o que pueden mermar la capaci­
dad del trabajador de desempeñar su trabajo 
en circunstancias óptimas de seguridad para 
ellos o terceros. Sin embargo estas regulacio­
nes más elaboradas de esta cuestión64 hay que 
destacar que se encuentran principalmente en 
convenios que regulan actividades profesiona­
les en las que hay una especial preocupación 
al respecto65, en ocasiones también inculca­
da por campañas públicas de sensibilización, 
como el caso de las actividades de conducción 
de vehículos. Por lo tanto estas regulaciones 

63 así por ejemplo el Convenio Colectivo de la empresa 
municipal limpieza colegios y dependencias municipales de 
Huelva (Bo Huelva de 5 de diciembre de 2016) establece en su 
disp. adicional 1ª que las «partes firmantes de éste convenio, 
conscientes de la problemática de la drogodependencia y en 
aras de dar soluciones a este colectivo, especialmente con la 
intencionalidad de procurar acciones positivas de prevención 
actuaciones no deseables de dependencias de drogas, acuer­
dan la inclusión en el mismo de las (…) acciones de carácter 
preventivo», aunque de naturaleza exclusivamente formativa, 
informativa o sensibilizadora». 

64 Destaca por su elaboración el Convenio Colectivo de 
la empresa «Candispe, Sociedad limitada», que regula en su 
art. 29 una «Política de alcohol y drogas» (BoCM de 21 de octu­
bre de 2017). 

65 Por ejemplo el Convenio colectivo de empresa 2017­
2020, «Strategic Minerals Spain, Sl», art. 42 (Boletín Provincial 
de orense de 26 de diciembre de 2016). 
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no pueden considerarse demostración clara de 
que la atención por tratar estos temas desde 
la perspectiva del cuidado o promoción de la 
salud esté calando de forma sólida en la nego­
ciación colectiva. 

No obstante, hay que volver a destacar que, 
además de los convenios que mencionábamos 
al principio de este epígrafe que establecen 
un protocolo contra las drogodependencias, 
hay otros que establecen una regulación más 
avanzada sobre la materia como confiar en el 
Comité de Seguridad y Salud para que haga 
un estudio de la problemática de las drogode­
pendencias y diseñe un plan de prevención y 
asistencia66 o resaltar unos especiales compro­
misos de interlocución con los representantes 
de los trabajadores en cualquier medida re­
lacionada con las drogodependencias67 o al 
menos hacen un llamamiento a la necesidad 
de buscar el tratamiento adecuado al proble­
ma68, especificando las líneas en las que éste 

66 Convenio colectivo de trabajo del personal laboral al 
servicio del Excmo. ayuntamiento de Valencia (Bo Provincia de 
Valencia de 2 de marzo de 2012), art. 85; Convenio Colectivo de 
las Universidades Públicas de Madrid (Personal laboral) (BoCM 
de 10 de enero de 2006) art. 92 y el Convenio Colectivo de las 
Universidades Públicas de Madrid (Personal Docente e inves­
tigador) dentro del acuerdo general sobre formación, acción 
social, salud laboral y derechos sindicales (BoCM 12 de julio de 
2003). En esta línea destaca el Convenio Colectivo de la em­
presa «Metro de Madrid, Sociedad anónima», que en su art. 34 
establece que el «Comité de Seguridad y Salud será informado 
de la revisión del proceso de vigilancia toxicológica actualmen­
te vigente, para la implantación, dentro del primer semestre de 
2014, de un nuevo sistema de detección toxicológica, de ca­
rácter aleatorio; sustituyendo progresivamente a los actuales. 
El Comité de Seguridad y Salud determinará a partir de cuándo 
y a qué colectivos se someterá al nuevo proceso de vigilancia 
toxicológica». 

67 así el Convenio Colectivo del personal laboral de FEVal 
(Bo de Extremadura de 8 de noviembre de 2017) establece en 
el art. 25, que en «materia de drogodependencias en el ámbito 
laboral (alcohol, tabaquismo y otros) las partes acuerdan con­
sensuar en materia de Salud laboral cualquier norma, conflicto 
o situación derivada de este tipo de adicciones. Para ello, se 
comprometen a negociar protocolos de actuación e interven­
ción en supuestos de conflictos laborales por cuestiones de 
drogodependencias». Fórmula que es repetida en varios conve­
nios del mismo ámbito territorial. 

68 En esta línea «cuando se aprecien comportamientos 
extraños de carácter psíquico y/o farmacológico de especial 
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tratamiento se ha de concretar69. Algunos 
convenios, aunque todavía son excepcionales, 
dan el paso a tomar medidas para la efectiva 
recuperación de la salud, como una excedencia 
para «el tratamiento personal de toxicomanía 
y alcoholismo bajo vigilancia médica»70. 

intensidad y habitualidad, la empresa, por propia iniciativa, a 
instancia del interesado, o a la de la representación de los tra­
bajadores/ as, pondrá los medios necesarios para que aquél sea 
sometido a reconocimiento médico especial y específico que 
contribuya a poder diagnosticar las causas y efectos y facilitar 
el tratamiento adecuado, obligándose al trabajador a colaborar 
con el equipo médico facultativo para cuantos reconocimien­
tos, análisis y tratamientos sean necesarios» Convenio colec­
tivo de ilunion Seguridad, Sa, art. 26 (BoE 28 de febrero de 
2018); Convenio colectivo estatal de las empresas de seguridad, 
art. 26 (BoE 1 de febrero de 2018); Convenio colectivo de la 
empresa Grupo Control Empresa de Seguridad, Sociedad anó­
nima, art. 51 (BoE 25 de octubre de 2014), y bastantes otros, 
entre los que predominan del sector de seguridad, aunque no 
exclusivamente, por ejemplo Convenio de empresa de Proinse­
ner Energía, S.l, art. 32 (Boletín oficial de la Provincia de Sevilla 
de 23 de febrero de 2016). 

69 En este sentido destaca el Convenio de oficinas y Des­
pachos de Ávila, en el que se hace un tratamiento global de la 
cuestión, afirmando, en un epígrafe titulado «Salud laboral y 
drogodependencias» que el consumo de drogas legales e ile­
gales implica problemas de salud con repercusiones individua­
les y colectivas. El inicio o incremento del consumo de drogas 
(fundamentalmente alcohol y tabaco) en el medio laboral viene 
en muchos casos determinado por condiciones de paro, pre­
cariedad o malas condiciones de trabajo. De ahí que se estime 
conveniente incluir en» el convenio un «plan integral en sus 
vertientes preventiva, asistencial, participativa, voluntaria y 
planificada».«Preventiva: Se pondrán en práctica medidas edu­
cativas, informativas y formativas (que motiven la reducción y 
el uso inadecuado de drogas y promocionen hábitos saludables. 
asimismo, se potenciara la modificación de factores de riesgo y 
la mejora de las condiciones de trabajo. asistencial y volunta­
ria: Se facilitara tratamiento a aquellos trabajadores/as que lo 
soliciten voluntariamente. a tal efecto, se realizaran y aplicaran 
programas de asistencia específicos por los servicios de preven­
ción. Participativa: Toda iniciativa empresarial relacionada con 
la salud laboral y/o drogodependencias será consultada, con 
carácter previo, a los representantes de los trabajadores o en su 
defectos a los trabajadores» art. 26 titulado Seguridad y Salud 
en el Trabajo (BoP de 3 de enero de 2017). En términos simila­
res el Convenio Colectivo de Convenio Colectivo «Kiabi España 
Ksce, s.a.» art. 45 (BoE 23 de septiembre de 2017), Convenio 
Colectivo de Cespa, s.a. con su personal de los servicios de lim­
pieza viaria, recogida domiciliaria de basuras y eliminación de 
las mismas en Huelva capital, art. 38 (Boletín oficial de Huelva 
17 de octubre 2017). 

70 Colectivo de Empresas Comercializadora de Juego 
Colectivos, Dinero y azar, art. 27 (BoCM de 12 de octubre de 
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LA NEGOCIACIÓN DEL COMPROMISO 
DEL TRABAJADOR CON 
LA PROTECCIÓN DE SU PROPIA SALUD 
COMO PRESUPUESTO 
DE LA POLÍTICAS DE PROMOCIÓN 
DE LA SALUD 

Una evolución del concepto de salud labo­
ral hacia la salud integral exige, no solo un 
replanteamiento de la responsabilidad em­
presarial al respecto, sino también un avance 
acompasado del papel que ha de desempeñar 
el trabajador en la protección de sus propios 
bienes e intereses. Se podría distinguir entre 
dos estadios en la protección de la salud la­
boral. Por un lado, un primer nivel en el que 
se enmarcaría la protección frente a daños 
potenciales derivados de los riesgos caracte­
rísticos de la organización productiva. Esta 
protección se integra en la deuda clásica de 
seguridad, que le es imputable al empresario 
como titular de la misma y respecto de la que 
el trabajador se encuentra en una situación 
de derecho-deber. Un segundo nivel en el que, 
más allá de la ausencia de daños, lo que se 
busca es un óptimo estado de salud del tra­
bajador, en el que –si bien el empresario sigue 
teniendo un papel protagonista puesto que es 
él quien tiene el poder organizativo en la em­
presa– exige un mayor grado de iniciativa e 
implicación por parte del trabajador. Se tra­
taría de una «corresponsabilización» de em­
presario y trabajador en la búsqueda de ese 
objetivo más ambicioso. En este nivel la lógica 
de la imperatividad estricta empieza a ceder 
en favor de la lógica del compromiso conjunto, 
de manera que si el trabajador no contribuye 
con la mejor disposición posible, no se le puede 
atribuir al empresario el fracaso en la conse­
cución de los objetivos. En este planteamiento 
el empresario tiene la carga de ofrecer ese sis­
tema ambicioso de promoción de la salud, pero 
una vez que se supera el nivel informado por 
el principio de «no dañar a otro», para avan­

2016). En el mismo sentido el Convenio Colectivo del Sector 
Mayoristas y Exportadores de Pescados (BoCM de 28 de febrero 
2015). 
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zar al terreno de la promoción, el empresario 
adopta una posición de «facilitador», dada 
la importancia de la esfera profesional en la 
vida de los individuos en sociedades como la 
nuestra, no solo en términos cuantitativos de 
tiempo de dedicado, sino también en términos 
cualitativos de implicación personal. 

Este planteamiento no quiere decir que la 
«promoción de la salud» no se pueda enmarcar 
en una posición de débito por parte del empre­
sario. Como manifiesta el INSHT la «promoción 
de la salud de los trabajadores y trabajadoras 
de la empresa» exige un esfuerzo de empresa­
rios (mediante la creación de entornos seguros 
y saludables) y de los trabajadores (cuidando 
de su propio bienestar)» y el éxito deriva de la 
participación y compromiso de todos71. Pero 
entendemos que hay que introducir dosis de 
razonabilidad respecto de las exigencias al 
empresario, cuando se está hablando de algo 
tan ambicioso como conseguir, en los términos 
marcados por la OMS, un estado de completo 
bienestar físico, mental y social del trabaja­
dor. No debe renunciarse al objetivo ambicio­
so de un deber de promocionar la salud, pero 
no pueden tampoco imponerse imperativos de 
conducta desorbitantes. A la hora de analizar 
su cumplimiento, es necesario valorar los con­
dicionamientos de toda índole que puedan neu­
tralizar o frustrar los esfuerzos realizados por 
el empresario y, sobre todo, el compromiso del 
trabajador en la colaboración. 

Y esta corresponsabilización del trabajador 
permite además resolver un conflicto importan­
te que se plantea a la hora de llegar a implemen­
tar medidas de promoción a la salud, esto es, la 
injerencia en la esfera extralaboral, con la que 
se produce un conflicto en dos sentidos: 

a)	 Por un lado, una promoción de la salud 
integral pasa por tener conocimiento 
del estado global de la misma y su se­

71 www.insht.es/portal/site/PromocionSalud/menui­
tem.084224e92eb1cbede435b197280311a0/?vgnextoid=488 
aa56cdb134310VgnVCM1000008130110arCrD&vgnextchan-
nel=78a15a20753c4310VgnVCM1000008130110arCrD 
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guimiento, para conocer las posibilida­
des de mejora. Ya un deber de vigilancia 
de la salud del trabajador en relación a 
los riesgos del puesto de trabajo como 
impone la LPRL supone un importante 
conflicto con el derecho a la intimidad. 
Cuando estamos hablando de aspirar a 
una salud integral, ésto exige en la ma­
yoría de los casos acceder a datos relati­
vos a aspectos pertenecientes a la esfera 
privada del trabajador (como hábitos y 
situaciones personales, condicionantes 
ambientales, cargas emocionales…). Por 
lo tanto este terreno ya es mucho más 
delicado. Solo puede llegar a desarro­
llarse con la colaboración y el consenti­
miento del empleado. 

b)	 Por otro lado, incluso desde la óptica del 
propio trabajador resultaría conflictivo 
con sus libertades básicas un deber de 
«autoprotegerse», no ya frente a daños 
previsibles, sino para alcanzar el mejor ni­
vel de salud posible. De nuevo solo puede 
resolverse esta cuestión con la voluntad y 
el compromiso conjunto del trabajador. 

Un recorrido por la negociación colectiva 
permite reconocer que muchos de los convenios 
que recogen una concepción ambiciosa en ma­
teria de salud laboral apelan a esta necesaria 
colaboración del trabajador. Se considera así 
«una labor de todos» el conseguir el «objetivo co­
mún» de «favorecer un ambiente sano de trabajo 
y el bienestar del trabajador»72. Teniendo como 
objetivo marcado expresamente el concepto de 
salud «integral formulado por la Organización 
Mundial de la Salud» se subraya que se requiere 
«la colaboración activa de todos los empleados 
de la empresa». «La política preventiva forma 
parte de las funciones de todos y cada uno de los 
empleados que integran las Empresas»73. El tra­

72 Convenio colectivo de Ferrovial Servicios, Sa y los tra­
bajadores adscritos al servicio de restauración y atención a bor­
do de los trenes, art. 88 (BoE de 26 de enero de 2018). 

73 Convenio Colectivo de las empresas vinculadas a Te­
lefónica de España, SaU, Telefónica Móviles España, SaU y 
Telefónica Soluciones de informática y Comunicaciones, SaU, 
art. 169 (BoE 21 de enero de 2016). 

www.insht.es/portal/site/PromocionSalud/menui
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bajador deberá «promover y buscar las mejores 
condiciones en general de seguridad en su área 
y puesto de trabajo y realizar propuestas de 
mejora de los mismos»74. Se persigue «fomentar 
la cultura preventiva y los cambios de actitud, 
requiriéndose para ello el compromiso recíproco 
entre la Empresa que la desarrolla y la imparte 
y el trabajador que la recibe»75. 

LA CONEXIÓN DE LA PREVENCIÓN DE 
RIESGOS LABORALES CON 
LAS POLÍTICAS DE CUIDADO 
DEL MEDIO AMBIENTE 

Cada vez se van encontrando más ejem­
plos en la negociación colectiva de convenios 
que incluyen menciones a la problemática del 
medio ambiente y dentro de éstos, es frecuen­
te que al hacerlo la conecten con la materia 
de prevención de riesgos laborales76. En algu­
nos casos incluso a nivel formal, dentro de la 
estructura del convenio, se reserva un título 
o capítulo a estas materias, rubricando esta 
parte con una alusión conjunta tanto a la se­
guridad y salud en el trabajo como al medio 
ambiente77 o incluso haciendo referencia solo 

74 Convenio Colectivo de arcelor Mittal España, art. 58 
(BoPa de 25 de julio de 2017). 

75 Convenio Colectivo del Grupo EnaGaS, art. 52 (BoE 16 
de mayo de 2016). Por otro lado el Convenio Colectivo del Sec­
tor de Transporte de Enfermos y accidentados de Madrid, en el 
art. 39, tras aludir a la búsqueda de que las condiciones de tra­
bajo «representen el menor riesgo y no afecten negativamente 
a la salud de los trabajadores», establece que en «todo caso, 
los planteamientos, actuaciones y medidas que conjuntamente 
empresarios y trabajadores pongan en ejecución, sin condi­
cionar la actividad irán encaminadas a lograr una mejora de 
la calidad de vida de los trabajadores afectados». En el mismo 
sentidoVi Convenio colectivo general de ámbito nacional para 
el sector de aparcamientos y garaje, art. 77 (BoE 17 de mayo de 
2017). 

76 El Convenio Colectivo de la empresa «arc retail ibérica, 
Sociedad limitada» (BoE 1 de abril de 2017) incluye un Título 
iV que se inicia diciendo que el «compromiso con la prevención 
de los riesgos laborales y la protección del Medio ambiente en 
todas nuestras actuaciones es uno de los elementos esenciales 
que integra e inspira la política empresarial». 

77 así por ejemplo Convenio colectivo de trabajo del sec­
tor de las industrias Transformadoras de Materias Plásticas de 
la provincia de Valencia, que recoge un capítulo Xi, que titula 
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a la seguridad y salud, pero luego regulando 
cuestiones de salud unitariamente con otras 
de medio ambiente78. En otras ocasiones la 
apuesta es más modesta, reservándose un ar­
tículo concreto a la materia medioambiental 
pero integrado en las cuestiones de seguridad 
y salud79, o se regula a continuación de las 
mismas80. 

La salud laboral es una materia poliédrica 
que enraíza con lo que es la esencia y orígenes 
de la ordenación de las relaciones laborales, 
pero a su vez conecta con los retos más ambi­
ciosos de nuestra sociedad. Persigue la protec­
ción de la persona del trabajador y sus bienes 
e intereses extrapatrimoniales frente a agre­
siones o exposiciones a riesgos intolerables 
derivados de la organización productiva. Pero 
más allá de ello, en una concepción amplia de 
la salud, conecta –como decíamos– con la bús­
queda del bienestar y el desarrollo saludable 
de las distintas potencialidades del trabaja­
dor. Ésto solo puede hacerse en un entorno 
que lo permita. El cuidado del entorno se con­
vierte así en una premisa para el cuidado de 
la persona en sus diferentes facetas. 

El cuidado de la persona y el cuidado del 
ambiente en el que ésta se ha de desenvolver 
se entrecruzan, existiendo multitud de siner­
gias entre los mismos81. El cuidado del medio 

«Seguridad, salud y medio ambiente» (Bo de la Provincia de 
Valencia de 21 de diciembre de 2017) al igual que hace el Con­
venio Colectivo de Tolsa S.a. en su capítulo X (BoCM 29 de abril 
de 2017); Convenio colectivo de la empresa opel España, S.l.U., 
en el título iii (BoPz de 16 de marzo de 2018). 

78 XViii Convenio colectivo general de la industria química 
(BoE de 19 de agosto de 2016), título X. 

79 así por ejemplo el Convenio Colectivo del Sector de 
Empresas de Educación ambiental, dedica el art. 58 a «Política 
Medioambientales» (BoCM 3 de junio de 2016) dentro de un 
Capítulo, el Xi dedicado a la Seguridad y Salud laboral, entre 
otros muchos. 

80 Convenio Colectivo de acciona Energia art. 77 (BoE 
21 de octubre de 2014); Convenio Colectivo de arcelor Mittal 
España (BoPa 25 de julio de 2017); Convenio Colectivo de la 
empresa «CEPl ibérica, Sociedad limitada», art. 66; Convenio 
Colectivo de la empresa Cruz roja Española en la Comunidad 
de Madrid, art. 65. 

81 Vid. al respecto Monereo Pérez, J. l., rivas Vallejo, P.: 
«Prevención de riesgos laborales y medio ambiente», Comares, 
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ambiente externo y el medio ambiente interno 
de la empresa están interconectados. En mu­
chas actividades profesionales existe además 
una notable exposición del trabajador a fac­
tores ambientales, que implican por lo tanto 
una especial incidencia de los mismos en su 
estado de salud. En estos riesgos medioam­
bientales no tiene el empresario en muchas 
ocasiones una responsabilidad exclusiva, ni 
siquiera protagonista o incluso relevante. Sin 
embargo, en la medida en que él ordena y di­
rige la organización productiva, recae sobre 
él un imperativo de neutralizar los mismos y 
de no contribuir a su agravamiento. Ésto se 
traduce finalmente en una exigencia de prote­
ger a los empleados frente a potenciales daños 
cuya fuente es externa a la organización pro­
ductiva. Como dice el Convenio Colectivo del 
Sector de Empresas de Educación Ambiental 
la «empresa, en el marco de sus responsabili­
dades, deberá desarrollar Políticas Medioam­
bientales que protejan el Medio Ambiente y a 
los empleados a su servicio frente a estos ries­
gos» (art.  58)82. Pero es más, estas fronteras 
porosas entre cuáles son los riesgos intrínse­
cos a la organización productiva y cuáles son 
extrínsecos, acaba justificando un tratamien­
to articulado. «La defensa de la salud en los 
lugares de trabajo no puede ser eficaz, si al 
mismo tiempo no se asume la responsabilidad 
propia en relación con la gestión de la reper­
cusión medio ambiental de las actividades 
laborales y no abarca la defensa del medio 
ambiente. Por consiguiente hay que evaluar y 
prevenir las condiciones en las que se desa­
rrolla el trabajo y también las repercusiones 
del mismo sobre éste» (art. 57 del Convenio co­
lectivo estatal de acción e intervención social 
2015-201783). Por otro lado, el mismo concepto 
de promoción de la salud de los trabajadores, 
más allá de la prevención de daños, también 

Granada, 2010; Sastre ibarreche, r.: «Cláusulas medioambien­
tales y prevención de riesgos en la negociación colectiva», Es­
tudios sobre negociación y convenios colectivos: homenaje al 
profesor a. Guanche Marrero, Madrid, Editorial Centro de Estu­
dios ramón areces, 2003. 

82 BoCM de 3 de junio de 2017. 
83 BoE 3 de julio de 2015. 
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enlaza con el planteamiento de que la em­
presa no se puede desentender, cuando tiene 
margen de actuación, de factores que pueden 
tener una repercusión negativa en la misma, 
aunque sea a largo plazo. En esta línea el III 
Acuerdo para el uso sostenible de los recursos, 
la protección del medio ambiente, la salud de 
las personas y la mejora de la competitividad 
del sector cementero español, afirma que las 
«partes firmantes consideran prioritario hacer 
compatible el progreso económico y social con 
el respeto al medio ambiente y a los recursos 
naturales y con la garantía de la salud de los 
trabajadores para una mejora de la calidad 
de vida, tanto para las generaciones presen­
tes como para las futuras»84. Hay convenios 
que descienden a concretar medidas y llegan 
incluso a crear herramientas comunes para 
ambas materias, como manuales de «buenas 
prácticas de seguridad, salud y medio ambien­
te» o incluso formalizan esta conexión con la 
creación de una «unidad» encargada de tratar 
de manera complementaria las materias de 
salud y medio ambiente85. 

En cuestiones de medio ambiente y su co­
nexión con la salud integral en el trabajo de 
nuevo llegamos a la conclusión de que es ne­

84 BoE de 24 de octubre de 2017. 
85 art. 62 del Convenio Colectivo del sector de limpieza 

de edificios y locales de la provincia de Valencia 2015-2020 
(Boletín oficial de la Provincia de Valencia de 6 de marzo de 
2018), art. 66 del XViii Convenio colectivo general de la indus­
tria química (BoE de 19 de agosto de 2016). Crea una Comisión 
Paritaria de Seguridad y Medio ambiente el Convenio colectivo 
del sector de empresas que realizan actividades deportivas para 
terceros en Álava, art. 46 (BoTHa de 17 de noviembre de 2017). 
El iX acuerdo Marco del Grupo repsol, en cuyo art. 45 atribuye 
a los Delegados de Prevención funciones en materia de cuida­
do del medio ambiente (BoE 19 diciembre de 2017). También 
el Convenio Colectivo de la empresa «CEPl ibérica, Sociedad 
limitada» (BoCM 24 de abril de 2014, en su art. 66, establece 
que «existirá un Delegado de medio ambiente, designado por 
cada organización sindical de las que ostenten la condición de 
más representativas en el ámbito estatal en aquellas empresas 
donde tengan presencia en los órganos unitarios de represen­
tación de los trabajadores. El Delegado de Medio ambiente será 
elegido de entre los miembros del Comité de Empresa, Delega­
dos de Personal o Delegados de Prevención dela empresa y no 
dispondrá de crédito horario propio para el desempeño de sus 
funciones». 
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cesaria la búsqueda de equilibrios complejos 
entre intereses muy distintos y la negociación 
colectiva representa un instrumento especial­
mente idóneo para alcanzar estos puntos de 
encuentro. De ahí que sea responsabilidad 
común utilizarlo en todas sus potencialida­
des. El desarrollo sostenible y responsable 
solamente puede generarse a partir de una 
transacción. Y el convenio colectivo es el ins­
trumento por excelencia para ello. En la nego­
ciación colectiva puede tener cabida la regula­
ción de materias que no pueden ser impuestas 
por la regulación heterónoma sin representar 
una injerencia insostenible. También el con­
venio permite el poder avanzar en establecer 
compromisos sobre una materia que no está 
vedada para el legislador, pero respecto de la 
que los imperativos de conducta que éste pue­
da imponer han de ser mucho más condiciona­
dos, porque la libertad de empresa y la inter­
dicción del intervencionismo limitan el grado 
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de exigencia que se puede imponer en búsque­
da de compromisos de mejora y contribución 
constructiva. El legislador no puede hacerlo 
con la libertad que disfruta la negociación 
colectiva. La clave de la negociación colectiva 
es que nace de la autonomía de la voluntad 
y como tal del compromiso voluntario de las 
partes. Pero este compromiso no se queda en 
ese nivel de voluntariedad, sino que adquiere 
una fuerza vinculante «autoimpuesta» y ga­
rantizada por el sistema jurídico en el que se 
integra. Éste es el salto cualitativo que ofrece 
el convenio colectivo, como sede de regulación 
de esta materia, frente a otros espacios en los 
que se contemplan las cuestiones medioam­
bientales, como parte de códigos de conducta 
o declaraciones institucionales conectadas en 
muchos casos con políticas de responsabilidad 
social corporativa, pero sin el componente de 
autovinculación jurídica que fortalece al con­
venio colectivo. 
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RESUMEN	 Gracias al impulso de diversas instituciones supranacionales y nacionales va abriéndo­
se un espacio cada vez mayor el concepto de «promoción de la salud en el trabajo», que 
supera la lógica de evitar daños para avanzar en la de procurar el mejor estado de salud 
posible. La salud se identifica aquí, en el sentido marcado por la Organización Mundial 
de la Salud, con el bienestar integral y la mejora de la calidad de vida. Esto representa 
por tanto un siguiente paso en la evolución jurídica de la concepción de la protección de la 
salud de los trabajadores, que desde la lógica de la reparación de daños –cuyos orígenes 
se remontan a la Ley de 1900 de Accidentes de Trabajo– pasa a la lógica de prevención 
de dichas consecuencias lesivas, para en un tercer estadio aspirar a un objetivo aún más 
ambicioso, que es el de la promoción del mejor nivel de salud alcanzable. 

La negociación colectiva es un canal idóneo para desarrollar las medidas en que este 
objetivo tan ambicioso ha de concretarse. Pero es que además, hay un valor adicional que 
solo ofrece el convenio colectivo, porque supone el canal a través del cual compromisos 
que son adoptados libremente, como consecuencia del libre ejercicio de la autonomía de la 
voluntad, pasan a convertirse en auténticos imperativos de conducta exigibles a empre­
sario y trabajador. Ante objetivos tan ambiciosos en aras de la salud, el respeto al derecho 
a la libertad de empresa y la interdicción del intervencionismo estatal exigen rebajar el 
grado de imperatividad de la posición de débito del empresario, en aras de un compromi­
so conjunto con el trabajador. También se debe tener en cuenta que en este espacio de la 
promoción de la salud laboral se proyectan objetivos de salud pública. Se considera a la 
empresa un catalizador idóneo para alcanzarlos. Pero de nuevo el respeto de la libertad 
de empresa y la interdicción del intervencionismo exigen no imponer sino impulsar e 
incentivar al empresario, lo que por otro lado tiene importantes ventajas para la organi­
zación empresarial como el aumento de la productividad, la reducción del absentismo, la 
fidelización de los trabajadores… El paso entonces para que se generen auténticos debe­
res empresariales de promoción de la salud laboral pasa porque un convenio colectivo así 
lo establezca. Mientras que en el nivel de la estricta prevención de riesgos/daños labora­
les, es decir, cuando se está hablando de «preservar la salud del trabajador» se impone 
un deber de máximos y el argumento del coste económico empresarial no es válido para 
reducir el nivel de exigencia, en el nivel de la promoción de la salud, es decir, ante la lógica 
de «generar la salud», sí que las consecuencias patrimoniales justifican una limitación 
del nivel de exigencia, también por argumentos económicos. En este delicado equilibrio 
de intereses de empresarios y trabajadores el carácter transaccional de la norma pactada 
convencional es clave. 

Por todo ello en este trabajo, tras profundizar sobre el marco teórico de la noción de 
promoción de la salud, se hace un estudio del estado de la regulación por la negociación 
colectiva de aquellas materias en las que las propias instituciones que abogan por este 
concepto concretan las principales líneas de actuación. Se analiza el tratamiento que 
hacen los interlocutores sociales de la protección frente a los riesgos psicosociales, frente 
al problema de las drogodependencias…incluso la conexión que en muchos convenios se 
establece entre la cuestión de la protección de la salud laboral y la protección del medio 
ambiente. 

Se profundizada también en cuál es la situación jurídica en la que se encuentra el traba­
jador. En las coordenadas clásicas de la prevención de riesgos laborales, se considera al 
empresario como el principal deudor de seguridad y la situación de sujeción jurídica del 
trabajador se encuentra mediatizada por ese protagonismo empresarial en la deuda de 
seguridad. El trabajador tiene un deber de protegerse a si mismo, algo realmente original 
en el marco de un contrato privado. Pero ello es consecuencia de su situación de depen­
dencia y subordinación en el contrato de trabajo, que le exige asumir y cumplir el sistema 
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preventivo que haya establecido el empresario. De hecho el empresario tiene incluso un 
deber de neutralizar los efectos lesivos de las imprudencias no temerarias del trabajador. 
Sin embargo en el espacio de la promoción de la salud laboral, emerge la idea del com­
promiso conjunto entre empresario y trabajador como presupuesto del desarrollo de las 
medidas promocionales que pueda disponer el empresario, en cuanto titular y responsa­
ble de la organización productiva. Y esto es así, porque por un lado el grado de exigencia 
al empresario, como decíamos anteriormente, es más relajado y por otro lado, porque en 
muchos casos estas medidas promocionales de la salud exigen una injerencia en la faceta 
extralaboral del trabajador que tiene que ser aceptada por éste. Cuando analizamos los 
convenios colectivos comprobamos que es tónica general que se recoja, como presupuesto 
de la promoción de la salud en el trabajo, la necesidad de que sea una tarea compartida, 
sin perjuicio de la posición preeminente del empresario como titular de la organización 
productiva. 

El balance que se hace tras un examen de la negociación colectiva es que, aunque se 
encuentran muchos casos de regulación convencional ejemplar, todavía queda mucho por 
hacer y los negociadores deben tomar el testigo que se les ofrece. Son muy frecuentes los 
convenios colectivos que recogen algún tipo de referencia a este nivel de promoción de la 
salud en el trabajo y marcan como objetivo establecer políticas y programas para avanzar 
en este camino. Esto ya representa un cambio de concepción muy interesante. No obstan­
te, todavía son escasos los convenios que desarrollan medidas concretas en esta línea. El 
convenio permite el poder avanzar partiendo del compromiso voluntario de las partes. 
Pero este compromiso no se queda en ese nivel de voluntariedad, sino que adquiere una 
fuerza vinculante «autoimpuesta» y garantizada por el sistema jurídico en el que se inte­
gra. Éste es el salto cualitativo que ofrece el convenio colectivo, como fuente de regulación 
de esta materia, frente a otras posibles como códigos de conducta o instrumentos de for­
malización de la responsabilidad social corporativa. Por eso no se debe desaprovechar. 

Palabras clave: Promoción de la salud en el trabajo; negociación colectiva; prevención de 
riesgos laborales; salud pública; riesgos psicosociales; drogodependencias; protección del 
medio ambiente. 
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Thanks to the effort of several supranational and national institutions, the concept of 
«workplace health promotion» has grown stronger with time and has become widespread. 
It goes beyond the goal of avoiding harm in order to advance in the pursuit of the best 
possible health level. Health is identified here, following the concept stated by the WHO, 
with integral well-being and the improvement of the quality of life. Therefore, this 
represents a further step in the legal evolution of health at workplace conception. From 
the first logic consisting in damage reparing – that goes back to the Law of 1900 of Work 
Accidents– it advances on to the logic of preventing these harmful consequences. Now 
the third stage focuses on an even more ambitious objective: the promotion of the best 
attainable health level. 

Collective bargaining is an ideal channel to develop the measures in which this ambitious 
goal has to be implemented. But there is an additional value that only the collective 
agreement offers. It implies the way in which commitments, that are freely adopted, 
turn into authentic behavioral imperatives, as a consequence of the free exercise of the 
autonomy of the will. Faced with such ambitious objectives in the interest of health, the 
due respect for the freedom to run a business and the limits of State intervention require 
a reduction in the degree of imperativeness of the debit position of the employer. It rather 
turns into a joint commitment with the employee. It should also be taken into account 
that public health objectives play an important roll in this area of occupational health 
promotion. The company is considered an ideal catalyst to achieve them. However, the 
respect of entrepreneurial freedom and the interdiction of interventionism demand not 
to impose but to promote and encourage the entrepreneur, which, in fact has important 
benefits for the business organization such as increasing productivity, reducing 
absenteeism, retaining employees´ loyalty… The right way to reach genuine employers 
juridical duties to promote occupational health is the collective agreement. At the level of 
prevention of risks / occupational injuries in a strict sense, that is, when we are talking 
about «preserving the employees health», a maximums duty is imposed to the employer. 
Therefore, the economic burden argument is not valid to reduce the legal strictness of 
that duty. But at the level of the workplace health promotion, that is to say, when refering 
to «generate health», the consideration of patrimonial consequences justify a limitation of 
exigency´s level, also by economic arguments. In view of this delicate balance of interests 
of employers and employees, the collective bargain transactional nature is crucial. 

That is why in this paper, after analysing the theoretical framework of workplace health 
promotion notion more closely, we have gone further studing how the social parties have 
regulated by collective bargaining those topics in which the institutions that advocate for 
this workplace health promotion concept specify the main lines of action. It is analyzed the 
social partners’ treatment of protection against psychosocial risks, the problem of drugs´ 
consumption and dependency … as well as the connection that in many agreements is 
established between the issue of occupational health promotion and the environmental 
protection is evaluated to. 

It also considers in depth the juridical position of employees. When we get into the strictly 
occupational risks prevention field, the employer is considered as the main debtor of 
security and the situation employee´s legal subjection is mediated by that entrepreneurial 
prominence in the security debt. The worker has a duty to protect himself, something 
really unusual within the framework of a private contract. But this is a consequence 
of his subordination position in the work contract, that requires him to comply with 
the preventive system established by the employer. In fact, the employer has even a 
duty to neutralize the harmful effects of the worker’s non-reckless imprudence. However, 
the scheme changes in the area of occupational health promotion. Here, the idea of a 
joint commitment between employer and employee is the premise for the development of 
promotional measures to be adopted by the employer, as owner and responsible for the 
productive organization. This is due, on the one hand, to the relaxed level of strictness 
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of employers´ juridical duties, as earlier said. On the other hand, because in many cases 
these promotional measures of health promotion demand to encroach on the personal 
sphere of employees´ private life and that is why there is a need for his acceptance. 
The study of collective bargaining leads to the conclusion that, in general, negotiators 
establish, as a premise of health promotion at workplace, that it must be a shared 
task, despite of the pre-eminent employer´s position because he is the one heading the 
productive organization. 

The outcome of the assessment that can be made after an examination of the content of 
a representative sample of collective agreements is that, although there are many cases 
of exemplary conventional regulation on workplace health promotion, there is still much 
to be done and the negotiators must take the witness that is offered to them. Collective 
agreements including some kind of reference to this workplace health promotion are 
very frequent and they emphasize the objective of establishing policies and programs 
to move forward in this matter. This already represents a very interesting evolution of 
occupational health conception. However, there are still few agreements that develop 
specific measures implementing this objectives. The agreement allows to progress on the 
basis of voluntary commitment of the parties. But this commitment does not remain at 
that level of voluntariness, but acquires a binding force «self-imposed» and guaranteed 
by the legal system in which it is integrated. This is the qualitative leap offered by the 
collective agreement, as regulation source of this matter, compared to other sources such 
as codes of conduct or diverse formalization instruments of corporate social responsibility. 

Keywords: Workplace health promotion; collective bargaining; prevention of occupational 
risks; public health; psychosocial risks; drugs addiction; environmental protection. 
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SONIA ISABEL PEDROSA ALQUÉZAR*
 

1.	 LA VIGILANCIA DE LA SALUD 
DE LOS TRABAJADORES EN 
EL CONTEXTO DE LOS VEINTE AÑOS 
DE LA LEY DE PREVENCIÓN 
DE RIESGOS LABORALES 

El marco de derechos, obligaciones y 
responsabilidades en seguridad y sa­
lud en el trabajo desde la perspectiva 

de la integración en el propio proyecto empre­
sarial que instauró la Ley 31/1995 de Preven­
ción de Riesgos Laborales (LPRL) siguiendo 
las pautas de la Directiva Marco, ha tenido, 
sin duda, una repercusión favorable en la me­
jora de las condiciones en la que se realiza el 
trabajo. 

A esta mejora ha contribuido todo el marco 
reglamentario de concreción legislativa, desa­
rrollado sobre la base de lo dispuesto en el ar­
tículo 6 de la LPRL; las guías y notas Técnicas 
del Instituto Nacional de Salud, Seguridad y 
Bienestar en el Trabajo, que han tenido un 
papel relevante en la dinamización y enten­
dimiento de esa prevención; y las propias Es­
trategias Españolas de Seguridad y Salud que 
han reflejado las carencias detectadas y han 

* Profesora contratada Doctora, (acreditada a titular) de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad 
de zaragoza. 

marcado el camino para adoptar medidas ha­
cia una prevención realmente eficaz. También 
hay que valorar las acciones de los Institutos 
de Seguridad y Salud Laboral de las distintas 
Comunidades Autónomas, tales como los pro­
gramas de reducción de la siniestralidad po­
niendo al servicio de las empresas con serias 
deficiencias en materia preventiva los recur­
sos técnicos de la Administración con el obje­
tivo de mejorar la gestión de la prevención en 
las mismas como garantía de competitividad 
y calidad. A su vez, la labor de la Inspección 
de Trabajo que, como órgano encargado del 
control y vigilancia del cumplimiento de las 
normas de orden social, ha sido determinante 
en el cumplimiento empresarial de las obliga­
ciones de seguridad y salud y, además, tiene 
el mérito de haber dado mayor visibilidad a 
la protección del bienestar psíquico de los tra­
bajadores fomentando la implicación de las 
empresas en la evaluación y prevención de los 
riesgos psicosociales. Y, por último, mencionar 
también la acción de los interlocutores socia­
les proyectada, fundamentalmente, a través 
de los sucesivos Acuerdos Interconfederales 
para la Negociación Colectiva marcando las 
cuestiones preventivas a las que debía pres­
tarse una mayor atención. 

A pesar de ello, los nuevos métodos y formas 
de trabajo y las exigencias de los procesos pro­
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ductivos ante el nuevo escenario económico en 
el que se desarrollan las relaciones laborales 
demandan mejoras en la normativa preventiva 
para que las garantías y responsabilidades es­
tablecidas cumplan, de manera efectiva, con el 
objetivo de llegar a un adecuado nivel de protec­
ción de la salud de los trabajadores frente a los 
riesgos derivados de las condiciones de trabajo. 

Demandas de mejora que se proyectan so­
bre las distintas obligaciones preventivas y 
alcanza, así, a la obligación de vigilancia de la 
salud tanto en su vertiente individual como en 
su vertiente colectiva o epidemiológica; esto 
es, como medida de acción preventiva confor­
mada por un conjunto de actuaciones sanita­
rias diagnósticas aplicadas personalmente a 
trabajadores para evaluar su estado de salud 
en relación con los riesgos laborales y orientar 
las actividades y estrategias preventivas1 y, 
por otro lado, como recopilación de datos epi­
demiológicos de los daños derivados del traba­
jo en la población activa (de cualquier ámbito 
geográfico, empresa o territorio) para contro­
larlos. Esta última dimensión resulta muy 
útil en el denominado Sistema de Información 
Sanitaria en Salud Laboral (SISAL) como 
estructura para la recogida, procesamiento, 
análisis y transmisión de la información para 
dar soporte a la formulación, implantación, 
seguimiento y evaluación de las políticas de 
salud, en este caso sectorial, proyectada en 
el ámbito laboral2. La base legal de estas dos 
dimensiones la encontramos, además de en 
reglamentos específicos según riesgos y nor­
mas sectoriales de aplicación, en los artículos 
22 y 23 de la LPRL; artículos 37, 38 y 39 del 
Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el 
que se aprueba el Reglamento de Servicios de 
Prevención (RSP); el Real Decreto 843/2011, 
de 17 de junio, por el que se establecen los cri­

1 Serra, C. y García Gómez, M.; «Vigilancia individual de la 
salud», VVaa., Benavides, F.; ruiz Frutos, C.; y García, a.M.: «Sa­
lud laboral. Conceptos y técnicas para la prevención de riesgos 
laborales», Barcelona, 2ª ed, Masson, 2000. 

2 Benavides, F.; ruiz Frutos, C.: «Sistemas de información 
en Salud laboral», VV. aa., Benavides, F.; ruiz Frutos, C.; García, 
a.M.[Coords.]: «Salud laboral:…», op. cit. 2ª ed. pág. 208. 
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terios básicos sobre organización de recursos 
para desarrollar la actividad sanitaria de los 
servicios de prevención; y en los artículos 32 y 
33 de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General 
de Salud Pública. 

Esa dimensión colectiva plantea, entre 
otras cuestiones, la necesidad de una adecua­
da coordinación con el Sistema de Información 
del Sistema Nacional de Salud. Por su parte, 
la dimensión individual demanda una dife­
renciación clara con una protección de la sa­
lud general que pueden ofrecer las empresas 
como parte de una condición más beneficiosa 
o acción de responsabilidad social; la informa­
ción que debe darse para un consentimiento 
no viciado; una delimitación más clara de los 
supuestos de obligatoriedad; perfilar el papel 
de la negociación colectiva al respecto; su pe­
riodicidad por sectores; una mayor presencia 
del personal médico y de enfermería del traba­
jo en actividades preventivas «no sanitarias» 
como la propia evaluación de riesgos; validar 
la pertinencia del informe de representación 
de los trabajadores para los casos de impres­
cindibilidad; la problemática de la vigilancia 
de la salud de personas con trastorno mental 
grave; o la posibilidad de elevar a rango de 
Ley los protocolos sanitarios3. 

3 Vid., entre los más recientes, apuntando alguna de 
estas cuestiones García González, G.: «El marco jurídico de 
la seguridad y salud en el trabajo: lagunas, imperfecciones y 
propuestas de reforma (y ii)», Trabajo y Derecho nº 30, 2017, 
–apartado 5–; de Fuentes García-romero de Tejada, C.: «Vigi­
lancia de la salud y trabajadores con trastorno mental grave», 
anuario Facultad de Derecho. Universidad de alcalá nº 10, 
2017, págs.203-229; VV. aa. (Molina navarrete, C.; Miñarro 

yanini, M.; Garcia Jiménez, M. –Dirs.-): «Guia-Propuestas para la 
mejora del marco normativo de la ley de Prevención de ries­
gos laborales. razones para una necesaria reforma», Secreta­
ría de Salud laboral y Medio ambiente UGT-CEC, 2016, págs. 
142-157; Molina navarrete, C.; Soriano arroquia, E.M.: «inti­
midad, pruebas médicas y convenio ¿‘caducado’?: el riesgo a 
terceros ¿‘excepción general’ a su voluntariedad?» (Comenta­
rio a la Sentencia del Tribunal Supremo, sala 4ª, de 10 de junio 
de 2015, rec. núm. 178/2014), Estudios Financieros. revista 
de Trabajo y Seguridad Social: Comentarios, casos prácticos, 
recursos humanos, nº 392, 2015, págs. 119-125; Muñoz ruiz, 
a.B.: «Problemas recientes sobre vigilancia de la salud: los 
casos de las empresas ‘Transportes intercity’ y ‘Servicios inte­
grales KTz’», revista de información laboral, nº 1, 2015, págs. 
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Además, en un contexto tecnológico y de 
competitividad sin precedentes, en el que el 
«emporio Big Data» puede convertirnos en 
seres totalmente controlados y vulnerables 
y, a punto de aplicarse el Reglamento de Pro­
tección de Datos de la Unión Europea (Regla­
mento General sobre protección de datos o 
RGPD)4 y adaptando nuestro sistema jurídico 
de protección de datos al mismo –incluso con 
nueva normativa, ya en trámite parlamenta­
rio5–, se hace preciso revisar y concretar los 
contornos del principio de confidencialidad en 
relación con los datos derivados de la puesta 
en marcha de esta obligación preventiva6. Una 
confidencialidad especialmente importante 
para que cualquier sistema de tratamiento de 
datos en relación con esa vigilancia no vulne­
re los derechos fundamentales del trabajador 
y que, precisamente, el Reglamento Europeo 
considera principio esencial del tratamiento 
de datos en su artículo 5.1.f)7. Puede afirmarse 

67-75; navarro nieto, F.: «los reconocimientos médicos como 
instrumentos de vigilancia de la salud laboral: condicionantes 
legales y jurisprudenciales», revista Doctrinal aranzadi Social 
nº.11, 2012. También, como monografías, lousada arochena, 
J.F.; nuñez-Cortés Contreras, P.: «la vigilancia de la salud la­
boral», Madrid, Tecnos, 2016; luque Parra, M.: «Estudio jurí­
dico en materia de vigilancia de la salud de los trabajadores, 
UGT-FPrl», Barcelona, 2011; Fernandez-Costales Múñiz, J.: «la 
vigilancia de la salud de los trabajadores», león, EolaS, 2009. 

4 reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 
las personas física en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (Do l 119, de 4 de mayo de 2016). 
Conforme a su artículo 99.2., se aplicará el 25 de mayo de 2018, 
aunque su entrada en vigor fue dos años antes. 

5 Vid. Proyecto de ley de orgánica de Protección de Da­
tos de Carácter Personal (BoCG-Congreso de los Diputados de 
24 de noviembre de 2017) 

6 art. 22.2 de la lPrl dice expresamente que «las me­
didas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se 
llevarán a cabo respetando siempre el derecho a la intimidad y 
a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad 
de toda la información relacionada con su estado de salud» 

7 «los datos personales serán tratados de tal manera que 
se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, 
incluida la protección contra el tratamiento no autorizado 
o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental, 
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas 
apropiadas («integridad y confidencialidad»)». Un principio de 
confidencialidad exigible para el encargado del tratamiento 
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así, que un sistema adecuado de tratamiento 
de datos será aquél que se rija por un escru­
puloso respeto a la confidencialidad de esos 
datos y cumpla, con el objetivo puesto en ese 
respeto, con la normativa de protección de los 
mismos que sea de aplicación. Cómo se confi­
gura actualmente el sistema de protección de 
los datos relacionados con la salud de los tra­
bajadores y las adaptaciones que habrá que 
acometer con la aplicación del Reglamento de 
Protección de Datos de la Unión Europea es el 
objeto de este estudio. 

2.	 EL DERECHO A LA PROTECCIÓN
 
DE DATOS RELACIONADOS
 
CON LA SALUD
 

En España, este derecho tiene su base ju­
rídica constitucional en el artículo 18.4 de la 
Constitución en el que se establece que la Ley 
limitará el uso de la informática para garanti­
zar el honor y la intimidad personal y familiar 
de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus 
derechos. Un derecho fundamental diferente 
al derecho a la intimidad, aunque su objeto 
sea parcialmente coincidente, pues práctica­
mente todos los derechos de una persona pue­
den resultar afectados por el tratamiento in­
debido de datos, como señaló la STC 292/2000, 
de 30 de noviembre8. 

(art. 28); en la seguridad del tratamiento (art. 32); para el dele­
gado de protección de datos (art. 38); en las propias actuacio­
nes del Comité Europeo de protección de datos (art. 76); y que 
recorre parte de los considerandos de esta norma (39,49,75, 83, 
85, 162, 163). 

8 Señala el fundamento jurídico sexto de esta sentencia, 
entre otros argumentos que, «El derecho fundamental a la pro­
tección de datos amplía la garantía constitucional a aquellos 
de esos datos que sean relevantes para o tengan incidencia 
en el ejercicio de cualesquiera derechos de la persona, sean o 
no derechos constitucionales y sean o no relativos al honor, la 
ideología, la intimidad personal y familiar a cualquier otro bien 
constitucionalmente amparado». «De este modo, el objeto de 
protección del derecho fundamental a la protección de datos 
no se reduce sólo a los datos íntimos de la persona, sino a cual­
quier tipo de dato personal, sea o no íntimo, cuyo conocimien­
to o empleo por terceros pueda afectar a sus derechos, sean o 
no fundamentales, porque su objeto no es sólo la intimidad in­
dividual, que para ello está la protección que el artículo 18.1 CE 
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Las dos normas básicas que regulan esta 
protección de datos en España son la Ley Or­
gánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protec­
ción de Datos de Carácter Personal (LOPD)9 

que supuso la transposición de la Directiva 
95/46/CE del Parlamento Europeo y del Con­
sejo, de 24 de octubre, de 1995, relativa a la 
protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de los datos perso­
nales y a la libre circulación de esos datos, 
–Directiva hoy derogada por el RGPD, cuya 
aplicación se hará efectiva el 25 de mayo de 
2018–, y el RD 1720/2007, de 21 de diciembre, 
por el que se aprueba el Reglamento de desa­
rrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de carácter 
personal (RLOPD). Esta normativa deberá ser 
adaptada e interpretada a la luz de las nuevas 
disposiciones del Reglamento Europeo. 

La Ley define en su artículo 3.a) los datos 
de carácter personal como cualquier infor­
mación concerniente a personas físicas iden­
tificadas o identificables y considera que los 
datos relacionados con la salud son datos que 
deben ser especialmente protegidos cuya ob­
tención, tratamiento y cesión sólo podrá reali­
zarse cuando, por razones de interés general, 
así lo disponga una ley o el afectado consien­
ta expresamente (art. 7.3). No obstante, si el 
tratamiento resulta necesario para la preven­
ción o para el diagnóstico médicos, y siempre 
que dicho tratamiento de datos se realice 
por un profesional sanitario sujeto al secreto 
profesional o por otra persona sujeta asimis­
mo a una obligación equivalente de secreto 
(art. 7.6), no se requerirá ese consentimiento 
que, tampoco será necesario, si se ceden a ter­
ceros si esa cesión está autorizada por una ley 
(art. 11), como puede ser la autorización para 
la realización de estudios epidemiológicos. Es 

otorga, sino los datos de carácter personal. Por consiguiente, 
también alcanza a aquellos datos personales públicos, que por 
el hecho de serlo, de ser accesibles al conocimiento de cual­
quiera, no escapan al poder de disposición del afectado porque 
así lo garantiza su derecho a la protección de datos». 

En el marco de esta ley, algunas Comunidades autóno­
mas han desarrollado sus propias leyes de protección de datos 
de carácter personal. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

así que el trabajador no podrá oponerse al 
tratamiento de los datos relacionados con su 
salud siempre que se garantice la finalidad 
de evaluar su estado de salud en relación con 
los riesgos laborales10 y se facilite información 
sobre el tratamiento de esos datos11. Sí podrá 
oponerse, empero, a la obtención de esos datos, 
en supuestos en que la vigilancia no se con­
sidere obligatoria, y a cesiones a terceros no 
autorizados por la normativa preventiva12. 

El Reglamento Europeo es más concreto y, 
en su artículo 9 afirma que está prohibido el 
tratamiento de datos relacionados con la salud 
(entre otros) salvo que (en lo que a este estudio 
respecta): el interesado dé su consentimiento 
explícito para el tratamiento excepto cuando 
el Derecho de la Unión o de los Estados Miem­
bros establezca que el interesado no puede le­
vantar esa prohibición (art. 9.2.a); que el trata­
miento sea necesario para «el cumplimiento de 
obligaciones y el ejercicio de derechos específi­
cos del responsable del tratamiento o del inte­
resado en el ámbito del Derecho Laboral y de 
la Seguridad y Protección Social, en la medida 

10 así lo pone de manifiesto, también, la Jurisprudencia 
Constitucional que justifica la creación de ficheros con datos 
derivados de la vigilancia de la salud para fines preventivos sin 
necesidad de consentimiento por exigencia de los artículos 22 
y 23 de la lPrl. (Vid., fj 3º y 4º de la STC 202/1999, de 8 de 
noviembre). 

11 la agencia Española de Protección de Datos, en su 
informe Jurídico 0648/2008 (www.aepd.es) resuelve que «no 
será preciso recabar el consentimiento del afectado para el 
tratamiento de los datos de salud derivados de la realización 
de las acciones de vigilancia de la salud que él mismo hubiera 
consentido, si bien, será preciso incorporar a la documentación 
que se facilite a aquél un documento informativo sobre el tra­
tamiento de tales datos» (apartado Vi) 

12 Sobre la base de la normativa preventiva, la agencia Es­
pañola de Protección de datos entiende como cesión de datos 
autorizado la comunicación de los relativos a la vigilancia de 
la salud de los trabajadores a la nueva entidad que desarrolle 
el servicio de prevención, «derivado de la obligación de puesta 
a disposición del nuevo servicio, derivado a su vez, de la obli­
gación de mantenimiento de la historia clínico laboral prevista 
en el rD 39/1997», si bien, y en amparo de la protección dada 
por el artículo 22 a los datos médicos, sólo podrán ser entre­
gados al «personal sanitario o centro médico encargado de los 
servicios de prevención» aEPD: informe 391/2006, Cambio en 
el Servicio de Prevención de riesgos laborales y cesión de datos 
de salud, obtenido a través de http://www.aedp.es 

9 

http:http://www.aedp.es
http:www.aepd.es
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en que así lo autorice el Derecho de la Unión 
o de los Estados miembros o un convenio co­
lectivo con arreglo al Derecho de los Estados 
miembros que establezca garantías adecuadas 
del respeto de los derechos fundamentales y de 
intereses del interesado» (art. 9.2.b)); o que el 
tratamiento sea necesario «para fines de me­
dicina preventiva o laboral, evaluación de la 
capacidad laboral del trabajador, diagnóstico 
médico, prestación de asistencia o tratamien­
to de tipo sanitario o social, o gestión de los 
sistemas y servicios de asistencia sanitaria y 
social, sobre la base del Derecho de la Unión 
o de los Estados Miembros o en virtud de un 
contrato con un profesional sanitario» siempre 
que, en estos casos, el tratamiento sea realiza­
do por «un profesional sujeto a obligación de 
secreto profesional, o bajo su responsabilidad, 
de acuerdo al Derecho de la Unión o de los Es­
tados miembros o con las normas establecidas 
por los organismos nacionales competentes, o 
por cualquier otra persona sujeta también a la 
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho 
de la Unión o de los Estados miembros o con 
las normas establecidas por los organismos 
nacionales competentes» (art.  9.2.h) en rela­
ción con el art. 9.4). Por último, el Reglamento 
manifiesta que los Estados miembros «podrán 
mantener o introducir condiciones adicionales, 
inclusive limitaciones, con respecto al trata­
miento de datos genéticos, datos biométricos 
o datos relativos a la salud» (art. 9.4), lo que 
abre la puerta a una legislación estatal restric­
tiva para evitar cualquier brecha en la filtra­
ción de los datos. En este sentido, el art. 88 de 
este Reglamento Europeo hace referencia al 
tratamiento de los datos en el ámbito laboral y 
establece que los Estados miembros podrán es­
tablecer normas –en sentido amplio, también 
menciona a los Convenios Colectivos– más es­
pecíficas para garantizar la protección de los 
derechos y libertades en relación con el trata­
miento de datos personales de los trabajadores 
en particular, entre otros, a efectos de salud y 
seguridad laboral con especial atención a la 
trasparencia, a la transferencia de los datos 
dentro de un grupo empresarial o unión de 
empresas y a los sistemas de supervisión en el 
lugar de trabajo. 
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No obstante esta regulación, la Ley no de­
fine lo que debe entenderse por datos de sa­
lud, cosa que sí hacen tanto el RLOPD como 
el nuevo Reglamento de la Unión Europea. 
Así, el RLOPD establece en su artículo 5.1.g) 
que deben considerarse datos de carácter 
personal relacionados con la salud las infor­
maciones concernientes a la salud pasada, 
presente y futura, física o mental, e incluye, 
además aquellos datos referidos al grado de 
discapacidad y su información genética. El 
Reglamento Europeo, por su parte, si bien da 
una definición genérica en el apartado 15 de 
su artículo 413, concreta con detalle lo que debe 
incluirse en ese término en su Considerando 
35. Así, además de referirse al estado de sa­
lud física o mental en los distintos momentos 
temporales, señala que también se refiere a: 
la información sobre la persona física recogi­
da con ocasión de su inscripción a efectos de 
asistencia sanitaria, o con ocasión de la pres­
tación de tal asistencia, de conformidad con 
la Directiva 2011/24/UE del Parlamento Eu­
ropeo y del Consejo14; a todo número, símbolo 
o dato asignado a una persona física que la 
identifique de manera unívoca a efectos sani­
tarios; a la información obtenida de pruebas 
o exámenes de una parte del cuerpo o de una 
sustancia corporal, incluida la procedente de 
datos genéticos y muestras biológicas, y cual­
quier información relativa, a título de ejemplo, 
a una enfermedad, una discapacidad, el riesgo 
de padecer enfermedades, el historial médico, 
el tratamiento clínico o el estado fisiológico o 
biomédico del interesado, independientemen­
te de su fuente, por ejemplo un médico u otro 
profesional sanitario, un hospital, un disposi­
tivo médico, o una prueba diagnóstica in vitro. 

Si se considera datos de salud la informa­
ción obtenida de pruebas o exámenes de una 

13 «Datos relativos a la salud: datos personales relativos a 
la salud física o mental de una persona física, incluida la pres­
tación de servicios de atención sanitaria, que revelen informa­
ción sobre su estado de salud». 

14 Directiva 2011/24/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 9 de marzo de 2011, relativa a la aplicación de los 
derechos de los pacientes en la asistencia sanitaria transfron­
teriza (Do l nº 88 de 4 de abril de 2011) 
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parte del cuerpo o de una sustancia corporal 
y también el historial médico, parece que se 
podrá incluir lo relacionado con el abuso de al­
cohol y consumo de drogas que se haya podido 
conocer por la realización de esas pruebas o 
reflejado en la historia clínica, así como cual­
quier anotación personal sobre esa cuestión 
que haya podido hacer el personal médico por 
sí mismo o por comunicación de, en el caso de 
estudio, el trabajador; igualmente cualquier 
dato que sirva para identificar una enferme­
dad o trastorno psicológico, incluso los que se 
deriven de manifestaciones en formularios o 
encuestas. Consideración como datos de salud 
por la que se decantó la Agencia Española de 
Protección de Datos15 que recurrió a lo esta­
blecido en el apartado 45 de la Memoria expli­
cativa del Convenio núm. 108, de 28 de enero 
de 1981, sobre la Protección de las Personas 
con respecto al Tratamiento Automatizado de 
Datos de carácter personal16; así como a la Re­
comendación nº  (97) 5, del Comité de Minis­
tros del Consejo de Europa, referente a la pro­
tección de datos médicos, en cuanto que refiere 
la expresión datos médicos no sólo a los de sa­
lud en sí, sino a aquéllos de carácter personal 
que tienen una clara y estrecha relación con 
la salud, además de los genéticos; y también 
a la Recomendación nº (91) 15 del Comité de 
Ministros del Consejo de Europa en materia de 
estudios epidemiológicos en el ámbito de salud 
mental, en la que se hace expresa referencia a 
la necesidad de establecer las garantías nece­
sarias para la protección de los datos psicoló­
gicos y referentes a la salud mental17. 

15 Vid. agencia española de protección de datos: «informe 
Jurídico sobre naturaleza de los datos psicológicos a efectos de 
su tratamiento», 1999, en http://www.agpd.es 

16 ratificado por instrumento de 27 de enero de 1984 y 
publicado en el BoE de 15 de noviembre de 1985. Ese apartado 
45 de su Memoria Explicativa señala que «debe entenderse que 
estos datos comprenden igualmente las informaciones relati­
vas al abuso del alcohol o al consumo de drogas». 

17 El informe de la agencia sobre la naturaleza de los da­
tos psicológicos a efecto de su tratamiento referenciado trae 
causa de una consulta de una Corporación local en relación 
con la posibilidad de proceder al tratamiento de datos de ca­
rácter psicológico, incluyendo determinados datos, obtenidos 
de la apreciación subjetivas de las personas encargadas de lle-
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A mayor abundamiento, la Recomenda­
ción nº  (2015) 5 del Comité de Ministros del 
Consejo de Europa sobre el tratamiento de da­
tos personales en el ámbito del trabajo recoge 
también la posibilidad del tratamiento de los 
datos relacionados con la salud para cumplir 
con los objetivos de la medicina preventiva 
(apartado. 9.2). Además establece que la infor­
mación que se derive de la realización de test 
psicológicos, que deberán ser llevados a cabo 
por especialistas, estará sometida a una confi­
dencialidad análoga a la de los datos médicos. 

Una vez delimitado qué se entiende por 
datos de salud y vista la consideración como 
«de especial sensibilidad» que le otorgan las 
normas nacionales e internacionales de apli­
cación a efectos de su tratamiento y protec­
ción, se hace necesario analizar cuál debe ser 
esa protección específica desde la relación nor­
mas de prevención de riesgos laborales –nor­
mas de protección de datos. 

3.	 LA CONFIDENCIALIDAD
 
COMO PRINCIPIO GUÍA
 
DE LA PROTECCIÓN DE DATOS.
 
SU PROYECCIÓN EN LOS
 
RESULTADOS Y CONCLUSIONES 

DE LOS EXÁMENES DE SALUD 

LABORALES
 

Como se ha señalado supra, el principio de 
confidencialidad es el «principio guía» sobre 
el que debe pivotar toda la protección de los 
datos. Que un dato sea confidencial supone su 
reservabilidad, el mantenimiento en secreto 
hacia personas que no tienen un interés legí­

var a cabo la realización material de encuestas, referentes a los 
«problemas» que presenta el perfil psicológico de los sujetos 
encuestados (tales como dificultades en el aprendizaje, alcoho­
lismo, drogodependencia, desarraigo y otros). la agencia hace 
hincapié en que el tratamiento de datos de carácter psicológico 
podría, en la práctica, generar un perfil completo del individuo 
del que se desprendiese el conocimiento de otros datos espe­
cialmente protegidos por el legislador, tales como las creencias 
morales y religiosas o la vida sexual del sujeto, y, por ello, es 
necesario someter a esos datos al régimen de los datos relati­
vos a la salud de las personas. 

http:http://www.agpd.es
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timo en su conocimiento. El artículo 22 de la 
LPRL distingue varios tipos de datos o, más 
correctamente, documentación de datos es­
tructurados en función de dos fines diferentes, 
y con una distinta exigencia de confidencia­
lidad. Para los resultados de la vigilancia la 
confidencialidad es máxima –sólo modulable 
por el consentimiento expreso del trabajador 
o un interés legítimo como el perjuicio para 
terceros–, mientras que para las conclusiones 
la confidencialidad es mínima por el tipo de 
datos que incorporan y la mayor cantidad de 
sujetos a los que se comunican, bien entendido 
que en ninguno de los dos casos debe trascen­
der de la empresa o de los sujetos –incluida 
la Administración sanitaria– con responsabi­
lidades en materia de prevención. 

Efectivamente, el artículo 22 de la LPRL 
después de establecer el principio de confiden­
cialidad, como manifestación del derecho a la 
intimidad, en los datos derivados de la prác­
tica de la salud, lo modula en función de la 
documentación de esos datos según esté arti­
culada en forma de resultados o en forma de 
conclusiones. 

3.1. Resultados 

Los resultados de la vigilancia de la salud 
son los documentos que contienen los datos 
personales referidos a la salud del trabaja­
dor derivados de la práctica de las diferentes 
pruebas a las que ha sido sometido para de­
tectar el efecto que los riesgos de su puesto de 
trabajo provocan en su salud. La LPRL se re­
fiere a ellos en su artículo 22.3 señalando que 
serán comunicados a los trabajadores afecta­
dos y, también, en el artículo 22.4.2º párr., con 
los términos información médica –se entiende 
también la referida a los exámenes de salud 
psico-social– de carácter personal. Deben in­
corporar el diagnóstico, pronóstico, y, en su 
caso, el tratamiento que debe seguir el traba­
jador o la remisión a su médico de atención 
primaria o especialista, así como todos los as­
pectos relacionados con su puesto de trabajo o 
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actividad con precisión y claridad18 poniendo 
de manifiesto si la alteración de su salud tiene 
origen laboral, si puede verse agravada como 
consecuencia de las funciones que desempeña 
o si su estado de salud le impide o dificulta 
el normal desarrollo de su actividad laboral, 
afecta a otros trabajadores o a otras personas 
en la empresa19. Además la información podrá 
ser continuada si el trabajador está sujeto a 
tratamiento o a periodo de observación20.Cosa 
distinta es que, a partir de esa información, 
tengan que extraerse unas conclusiones en re­
lación, única y exclusivamente, con la aptitud 
del trabajador en relación con el desempeño 
del puesto de trabajo o con la necesidad de 
mejorar o introducir medidas de prevención o 
protección para las que, como se verá infra, la 
exigencia de confidencialidad es menor. 

Además del trabajador tendrá acceso a 
la misma, conforme al artículo 22.4.2ª de la 
LRPL, el personal médico, entendiendo por 
tal los propios licenciados o graduados en en 
Medicina y Cirugía y su correspondiente es­
pecialidad–; y los especialistas en Enfermería 
–en cuanto a la necesidad establecida norma­
tivamente de que los servicios de prevención 
dispongan de ellos–21, que intervengan direc­

18 Sempere navarro, a.; García Blasco, J.; González labra­
da, M.; Cardenal Carro, M.: «Derecho de la Seguridad y Salud 
en el Trabajo», Madrid, Cívitas, 2001, pág. 226. 

19 Blasco Pellicer, a.: «El deber empresarial de vigilancia 
de la salud y el derecho a la intimidad del trabajador» en VVaa.: 
Borrajo Dacruz, E (Dir.).: «Trabajo y libertades públicas», Madrid, 
la ley-actualidad, pág. 274. 

20 Ibídem. 
21 Conforme a los apartados 1 y 2 del artículo 4.2 del real 

Decreto 843/2011, de 17 de junio, por el que se establecen los 
criterios básicos sobre organización de recursos para desarro­
llar la actividad sanitaria de los servicios de prevención, «1) El 
servicio sanitario del servicio de prevención debe contar con un 
director técnico, con el título de especialista en medicina del 
trabajo. 2) El personal sanitario debe contar con la cualifica­
ción necesaria para el desempeño de sus competencias profe­
sionales: los médicos deberán ser especialistas en medicina del 
trabajo o diplomados en medicina de empresa. los enfermeros 
deberán ser especialistas en enfermería del trabajo o diploma­
dos en enfermería de empresa. Podrán participar en el servicio 
sanitario otros médicos o enfermeros especialistas en posesión 
del título oficial, en función de la capacitación asociada a su 
especialidad o disciplina, cuyo tiempo de trabajo contará a 
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tamente en la práctica de esas pruebas y los 
documentalistas que los incorporan a soporte 
informático y papel; no tendrán acceso, sin 
embargo, los ayudantes de esos profesiona­
les, salvo en el caso en que este conocimiento 
resulte imprescindible. Para la vigilancia de 
la salud de tipo psicosocial el personal que 
tendrá acceso a estos resultados serán los psi­
cólogos y sociólogos directamente encargados 
de esa vigilancia. Además, también podrán 
tener acceso a los mismos las autoridades sa­
nitarias, entendiendo por tales las que tengan 
competencia en materia de prevención de ries­
gos laborales22 y limitado a los datos impres­
cindibles para que dichas autoridades puedan 
ejercer correctamente sus responsabilidades23. 

La gestión de la comunicación de estos 
resultados debe recaer en los miembros del 
Servicio de Prevención con el que la empre­
sa tenga concertado o contratado la práctica 
de esta medida preventiva. Deben entregarse 
por escrito, con exclusión de las posibles ano­
taciones subjetivas que se hayan realizado en 
el transcurso de la práctica de la vigilancia, 
en la medida en que las mismas forman par­
te –como pone de manifiesto el artículo 18.3 

efectos de dotación de recursos de los servicios sanitarios del 
servicio de prevención. 

22 Efectivamente, esta alusión a las autoridades Sani­
tarias deriva del protagonismo que tienen en la vigilancia de 
la salud, tanto por la regulación específica del artículo 10 de 
la lPrl en el que se hace referencia a la realización de pro­
tocolos, a la implantación de ese Sistema de información en 
Salud laboral –con la expresión «implantación de sistemas de 
información adecuados»–, a la realización de estudios epide­
miológicos e investigaciones en salud laboral, y a la supervisión 
de la formación que, en materia de prevención y promoción de 
la salud laboral, deba recibir el personal sanitario actuante en 
los servicios de prevención autorizados. Este protagonismo ya 
venía reconocido en el Capítulo iV de la ley 14/1986, de 25 de 
abril, General de Sanidad en el que, a estos efectos destaca el 
artículo 10.3, que fija el deber de mantener la confidencialidad 
de toda la información relacionada con el proceso realizado en 
instituciones sanitarias que colaboren con el sistema público 
respecto a la salud laboral. Vid. también, artículos 38 y 39 del 
rSP sobre colaboración de los servicios de prevención con el 
Sistema nacional de la Salud. 

23 Blasco Pellicer, a.: «El deber empresarial de vigilancia 
de la salud y el derecho a la intimidad del trabajador», op. cit., 
pág. 275. 
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de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de 
derechos y obligaciones en materia de informa­
ción y documentación clínica– del derecho a la 
intimidad del médico o, en su caso, también 
del psicólogo o sociólogo24. Con el avance de 
las nuevas tecnologías, con ordenadores, mó­
viles y táblets cada vez más sofisticados y con 
acceso a múltiples aplicaciones, lo habitual es 
que se depositen en alguna plataforma donde 
el trabajador pueda acceder con alguna clave 
o, bien, se remitan a éste directamente por co­
rreo electrónico. En cualquier caso, deberán 
adoptarse medidas que garanticen el respeto 
a la integridad y confidencialidad de esos da­
tos. Si el trabajador lo prefiere, también puede 
recibirlos en su propio domicilio o en el casi­
llero de empresa en sobre cerrado y sellado o 
firmado por los responsables del servicio de 
prevención. También podrán comunicarse de 
palabra, cumpliendo con los principios éticos 
de actuación recogidos en los diversos Códigos 
Deontológicos de los profesionales intervi­
nientes en la vigilancia de la salud, cuando se 
haga necesario por la especial trascendencia 
de los resultados25. 

Esta entrega de los resultados de la vigi­
lancia forma parte del derecho a la intimidad 
como confidencialidad de los datos que forman 
parte de la propia persona y que deben ser co­
nocidos por su titular quien, como manifesta­
ción de su libertad, puede decidir no conocer­
los expresándolo por escrito. Esta renuncia al 
conocimiento no exime a los trabajadores de la 
obligación de cooperar con el empresario para 
que éste puede garantizarles unas condicio­

24 En la Doctrina Jurídica hay desacuerdos, no obstante, 
sobre la concreción de lo que implica esa apreciación subjetiva. 
Vid., entre los más recientes: Vázquez de Castro, E.: «la histo­
ria clínica como fichero de datos personales: responsabilidad 
por inobservancia de la ley orgánica de Protección de datos 
en su gestión», en VV. aa., «Derecho y salud como realidades 
interactivas», Cizur-Menor, aranzadi, 2015, –apartado. 2.3–; o 
Vigueras Paredes, P: «la historia clínica: acceso, disponibilidad y 
seguridad», en http://www.bioderecho.es, núm 6, 2017, pág,.15 
y las referencias en uno y otro señaladas. 

25 Por ejemplo, por haberse detectado una grave enferme­
dad. 

http:http://www.bioderecho.es
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nes de trabajo que sean seguras y no entrañen 
riesgos para su seguridad y su salud (artículo 
29 de la LPRL) y, en consecuencia, las medidas 
que los servicios de prevención recomienden 
adoptar o se exijan en las conclusiones de esos 
resultados deberán ser cumplidas por el tra­
bajador, ya se trate de vigilancia de la salud 
obligatoria o voluntaria, con la consecuencia 
de sanción disciplinaria en caso de incumpli­
miento, salvo que, obviamente, esas medidas 
sean abusivas o atenten directamente contra 
los derechos fundamentales de los trabajado­
res 

Tanto personal como autoridades sani­
tarias deben, conforme a esa obligada con­
fidencialidad recogida en el artículo 22.2 de 
la LPRL, guardar secreto sobre el contenido 
de esos resultados frente al resto de las per­
sonas relacionadas de alguna forma con la 
obligación preventiva de vigilancia de la salud 
(empresario, representantes de los trabajado­
res…) y también respecto de terceros, salvo 
que de la no revelación de esos datos pudiera 
derivarse un perjuicio para la salud de otros 
trabajadores o de terceros relacionados con la 
empresa o que, por imperativo legal, se esta­
blezca lo contrario, pues, como se ha puesto 
de manifiesto, el límite de los derechos indivi­
duales se encuentra, según el Tribunal Cons­
titucional, en el respeto al derecho de los otros 
y en lo que puedan determinar las leyes. Un 
secreto que no alcanza solamente a lo que pue­
da extraerse de esos resultados, sino también 
a todo aquello que el trabajador haya podido 
confiar al médico o a cualquiera de las perso­
nas involucradas en esa vigilancia26, así como 
todo lo que esas personas hayan visto, oído o 
comprendido con ocasión del desarrollo de sus 
funciones27. 

26 Pues, ciertas enfermedades pueden investigarse a partir 
del conocimiento de determinados hábitos sociales, como el 
consumo de drogas o ciertas prácticas sexuales, o deducirse a 
partir de enfermedades concurrentes. (En este sentido, Sánchez 

Torres, E.: «El derecho a la intimidad del trabajador en la ley de 
Prevención de riesgos laborales», relaciones laborales, octu­
bre 1997, pág. 113). 

27 Vid. concreción de lo que implica el secreto médico en 
Fernandez-Costales Muñiz: «El secreto médico profesional y el 
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Por otra parte, debe advertirse que, con­
forme a lo dispuesto en el artículo 22.4.2º 
párr., el trabajador podrá disponer que la in­
formación sobre el estado de salud contenida 
en los resultados sea facilitada al empresario 
o a otras personas –relacionadas o no con la 
prevención– con su consentimiento expreso –y 
aunque no lo diga expresamente la LPRL, por 
escrito y señalando concretamente a qué per­
sonas, físicas o jurídicas, quiere facilitar esos 
datos–. Sólo él, exceptuando los supuestos 
de perjuicios para terceros o cuando así esté 
establecido por una ley, puede romper la con­
fidencialidad para que el conocimiento de su 
estado de salud por la empresa o terceros no 
se considere intromisión ilegítima28. 

3.2. Conclusiones 

Las conclusiones pueden definirse como la 
información final derivada de los datos de los 
resultados de los exámenes de salud físicos o 
psico-sociales practicados que señalan la ap­
titud o no del trabajador para el desempeño 
de un determinado puesto de trabajo y/o29 la 

deber de sigilo de los delegados de prevención en el ámbito del 
tratamiento y protección de datos de salud» en revista técnico 
laboral, Vol. 34, nº. 133, 2012, págs. 360-373. 

28 Conforme al artículo 2.2 de la ley orgánica 1/1982, de 
5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la inti­
midad y a la Propia imagen, «no se apreciará la existencia de 
intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere 
expresamente autorizada por ley o cuando el titular del dere­
cho hubiere otorgado su consentimiento expreso». Vid. también 
STS –Sala Contencioso-administrativa– de 20 de octubre de 
2009, en el que la se confirma la sanción de la agencia Es­
pañola de Protección de Datos a una Mutua al poner en co­
nocimiento de una empresa información sobre la salud de un 
trabajador que había obtenido de un examen médico realizado 
cuando el trabajador estaba al servicio de otra empresa sin el 
consentimiento de aquél. a mayor abundamiento, la aEPD, en 
su informe 0206/2010, establece la necesidad de ese consen­
timiento para la cesión a laboratorios externos o profesionales 
médicos independientes que colaboren con el servicio de pre­
vención. 

29 Vid. la interesante interpretación sobre esa conjunción 
y disyuntiva junto con una crítica al recurso constante a la 
exclusividad de los «certificados de aptitud» en las conclusio­
nes en rodriguez Jareño, M.C., de Montserrat y nonó, J.: «¿Es 
posible mejorar la utilidad preventiva de la vigilancia de la 
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necesidad de introducir o mejorar las medidas 
de protección y prevención. 

Conforme a las orientaciones establecidas 
por la OIT en la Recomendación núm. 171 de 
1985 sobre los servicios de salud en el trabajo30, 
no deberían contener información de índole mé­
dica o, más bien, podría decirse, de índole clíni­
ca31. No pueden reflejar, así, la concreta enfer­
medad o problema de salud que el trabajador 
tiene evitando, de este modo, posibles tenden­
cias empresariales hacia la discriminación32. 

La comunicación de las mismas podrá ser 
individual, referenciando la aptitud para cada 
trabajador, aunque se entreguen en documento 
conjunto, o colectivas. Estas últimas dan una 
visión genérica del estado de salud de todos los 
trabajadores en conjunto aconsejando las medi­
das de protección que deban adoptarse, siempre 
que los resultados no determinen la necesidad 
de ofrecer unas conclusiones individualizadas33. 

Las personas que pueden tener acceso a las 
conclusiones, según lo dispuesto en el artículo 
22.4 de la LPRL, son, por un lado, la empresa 
y, por otro, las personas y órganos con respon­
sabilidad en materia de prevención para que 
«puedan desarrollar correctamente sus fun­
ciones» respecto a la misma; luego, el uso de 
la información derivada de las conclusiones se 
limita, así, a lo estrictamente necesario para 
el correcto desempeño de sus funciones. 

Esos sujetos con responsabilidades pre­
ventivas34 son, en primer lugar, los delegados 

salud de los trabajadores en el actual marco normativo?», en 
archivo de Prevención de riesgos laborales, nº 20 (2), 2017, 
págs. 86 y 87 

30 apartado 16 de la recomendación citada. Puede en­
contrarse el texto en http://www.ilo.org 

31 incluyendo, con más facilidad en este término, la di­
mensión psíquica de la salud. 

32 Vid. sobre las características de la aptitud en la obra de 
la autora de este trabajo, Pedrosa alquézar S.i.: «la vigilancia de 
la salud en el ámbito laboral. regulación legal, límites y cues­
tiones problemáticas», Madrid, CES, 2005, págs.126 a 129. 

33 Por ejemplo, porque en una empresa, todos los trabaja­
dores son aptos para desempeñar sus respectivos puestos. 

34 Se reitera, habiendo revisado las novedades doctrinales 
y con alguna nueva aportación lo ya establecido por la autora 
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de prevención, en cuanto que entre sus fun­
ciones, recogidas en el artículo 36 de la LPRL, 
está la de colaborar con la dirección de la em­
presa en la mejora de la acción preventiva y, 
expresamente, en cuanto a sus competencias, 
la de tener acceso a la información y docu­
mentación relativa a las condiciones de tra­
bajo que sean necesarias para el ejercicio de 
sus funciones, con las limitaciones previstas 
en el artículo 22.4 de la LPRL. En segundo 
lugar, el Comité de Seguridad y Salud, como 
«órgano paritario y colegiado de participación 
destinado a la consulta regular y periódica de 
las actuaciones de la empresa en materia de 
prevención de riesgos» (art. 39 LPRL) a quien 
la LPRL le atribuye la competencia de conocer 
cuantos documentos e informes relativos a las 
condiciones de trabajo sean necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones (art.  39.2.b)), 
así como la de conocer y analizar los daños 
producidos en la salud o en la integridad fí­
sica de los trabajadores, al objeto de valorar 
sus causas y proponer las medidas preventi­
vas oportunas (art.  39.2.c)). En tercer lugar, 
la representación unitaria y sindical de los 
trabajadores en cuanto que los artículos 19 y 
64 de Estatuto de los Trabajadores, así como 
el 18 de la LPRL, les atribuye funciones pre­
ventivas. 

Además, considero que también tienen de­
recho al conocimiento de las conclusiones, los 
trabajadores designados para tareas preven­
tivas (arts 10 y 12 del Reglamento de Servi­
cios de Prevención), que complementarán las 
labores de los servicios de prevención, y los 
integrantes de los servicios de prevención que, 
salvo circunstancias excepcionales, no tienen 
acceso a los resultados, como auxiliares téc­
nicos sanitarios o integrantes diferentes a los 
que tienen la función de vigilancia. En estos 
dos casos sólo cuando los que realizan la vigi­
lancia de la salud lo consideren necesario en 
función de las circunstancias de la empresa, 
carácter de los riesgos en la misma y funcio­
nes atribuidas a esos colectivos. Por otro lado, 

en Pedrosa alquézar, S.i.: «la vigilancia de la salud en el ámbito 
laboral», op. cit., 129-132. 

http:http://www.ilo.org
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también la autoridad laboral, en virtud de su 
derecho de acceso a la documentación sobre 
práctica de los controles del estado de salud 
de los trabajadores y conclusiones obtenidas 
de los mismos recogido en el artículo 23.1.d) 
de la LPRL y, unida a ella, la Inspección de 
Trabajo y Seguridad, siempre que solicite esas 
conclusiones para cumplir con su función de 
asistencia técnica o de vigilancia y exigencia 
del cumplimiento de las normas laborales. 

Todos ellos están sometidos a un deber de 
confidencialidad entendiendo que cuando el 
art. 22.2 de la LPRL dice «las medidas de vigi­
lancia y control de la salud se llevarán a cabo 
respetando…la confidencialidad de toda la 
información relacionada con su estado de sa­
lud» hace referencia no sólo a los datos incor­
porados a los resultados y que llevarán a las 
conclusiones, sino también a las conclusiones 
mismas en cuanto documento final que resuel­
ve sobre si el estado de salud del trabajador 
es el correcto para el desempeño del concreto 
puesto de trabajo35. 

Además, el art. 36.2.b) de la LPRL prevé el 
respeto a la confidencialidad de las conclusio­
nes para los Delegados de Prevención y la nor­
mativa sobre Inspección de Trabajo regula un 
deber de sigilo36 que recoge también el Estatu­
to de los Trabajadores en sus artículos 62.2 y 
65.2 para los representantes de los trabajado­
res. Por otro lado, los trabajadores designados 
para tareas preventivas y los miembros de los 
servicios de prevención, se encuentran some­
tidos también a un deber de sigilo de preven­
ción conforme al artículo 30.4 de la LPRL que 
puede definirse como un secreto o prudencia 
concreta respecto a la información relativa a 
la empresa de la que tuvieran conocimiento 
como consecuencia del desempeño de sus fun­
ciones preventivas y en el que no hace falta 

35 así lo interpreta también el instituto nacional de Se­
guridad, Salud y Bienestar en el Trabajo, en su nota Técnica de 
Prevención 959 sobre la vigilancia de la salud en la normati­
va de prevención de riesgos laborales, pág. 4. localizable en: 
http://www.inssbt.es. 

36 Vid., art. 10 de la ley 23/2015, de 21 de julio, ordenado­
ra del Sistema de inspección de Trabajo y la Seguridad Social 
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reunir ningún requisito de profesionalidad 
para su exigencia –información relativa a la 
empresa que puede incluir la aptitud o no de 
sus trabajadores para el desempeño de ciertos 
trabajos y a la que se le puede atribuir el ca­
rácter de reservada por causa justa37. 

La confidencialidad empresarial también 
viene justificada por las exigencias de la bue­
na fe contractual (art. 20.2 del ET) y del deber 
que se incorpora al tipo infractor del artículo 
13.5. del Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 
de agosto, por el que se aprueba el Texto Re­
fundido de la Ley sobre Infracciones y Sancio­
nes en el Orden Social (TRLISOS)38. 

Debe señalarse, además, que los miembros 
del servicio de prevención no encargados di­
rectamente de la vigilancia a quienes le son 
comunicadas las conclusiones tienen obli­
gación de respetar la confidencialidad de los 
datos relacionados con la misma por prescrip­
ción de los artículos 15.2, para los servicios 
de prevención propios, y 18.3, para los servi­
cios de prevención externos, del Reglamento 
de Servicios de Prevención cuya aplicación 

37 la empresa no puede atribuir a una información 
cualquiera ese carácter reservado. Éste debe determinarse de 
manera individualizada y objetiva, caso por caso y utilizando 
criterios de carácter objetivo, como la justa causa, con los que 
se llegue a concluir que una determinada información tiene 
carácter reservado. En la determinación de esos criterios ten­
drá un papel fundamental la negociación colectiva de empresa 
que, en función de las circunstancias de la misma, podrá dar 
orientaciones sobre lo que debe tener carácter reservado en 
ella (Vid. Pedrosa alquézar, S.: «Ámbito de actuación y respon­
sabilidades de los servicios de prevención en la administración 
General del Estado», Estudios Financieros. revista de Trabajo y 
Seguridad Social: Comentarios, casos prácticos, recursos hu­
manos, nº 223, 2001, págs 147-148 con base en Garrido Pérez, 
E.: «la información en la empresa. análisis jurídico de los pode­
res de información en los representantes de los trabajadores», 
Madrid, CES, 1995, págs. 331-362). Vid., alcance de ese carácter 
reservado en STC 213/2002, de 11 de noviembre que recuerda 
que no es suficiente con que el empresario califique unilate­
ralmente como confidencial cierta información, sino que es 
necesario también que «desde un plano objetivo efectivamente 
lo sea» (fj. 9)). 

38 BoE de 8 de agosto. Su artículo 13.5 establece que se 
considerará infracción muy grave incumplir el deber de confi­
dencialidad en el uso de los datos relativos a la vigilancia de la 
salud de los trabajadores. 

http:http://www.inssbt.es
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debe hacerse extensiva no sólo a los encarga­
dos de la actividad sanitaria –física, psíquica 
y social–, sino también a otros miembros del 
servicio de prevención en virtud del deber de 
coordinación entre sus componentes, también 
recogido en estos dos artículos. 

Los miembros del Comité de Seguridad 
y Salud también se encuentran sometidos a 
este deber de confidencialidad, que puede jus­
tificarse en el deber de sigilo del artículo 30.4 
en la medida en que sus miembros son sujetos 
con obligación de sigilo: Delegados de Preven­
ción y representantes de los empresarios. Los 
que no integran pero participan en las reunio­
nes de este órgano, no tendrán acceso a estas 
conclusiones, salvo que por otras funciones 
desempeñadas esté justificado el acceso a las 
mismas (Delegados sindicales)39, aunque sí 
que serán informados de las medidas adopta­
das a partir de la práctica de la vigilancia. 

Respecto a si las propuestas preventivas 
incorporadas a las conclusiones son o no vin­
culantes para el empresario, algunos autores 
niegan tal carácter en la medida en que la 
decisión última la tiene éste en virtud de sus 
poderes organizativos40. Si bien, las responsa­
bilidades en las que puede incurrir el empre­
sario por una vigilancia inadecuada, además 
de la necesidad de considerar a la vigilancia 
como una totalidad de práctica de exámenes 
de salud y medidas derivadas de esos exáme­
nes que la LPRL encomienda a los servicios de 
prevención –aunque como manifestación de la 
obligación empresarial–, son motivo para po­

39 además, también puede venir justificado en la propia 
garantía de confidencialidad general de los datos sanitarios y 
en la obligación de circunscribirse a las funciones preventivas 
que el ordenamiento le encomienda como criterios suficientes 
para asentar un implícito deber de sigilo al órgano como tal, in­
dependientemente de sus miembros, que, si se vulnera, permite 
al trabajador reclamar las responsabilidades que procedan. 

40 Vid., Sempere navarro, a; García Blasco, J.; et al.: «De­
recho de la Seguridad…», op. cit.: «las propuestas realizadas no 
son vinculantes para el empresario, de modo que la decisión 
empresarial entra en la esfera de sus poderes organizativos, 
si bien no puede desconocerse que una negativa a seguir las 
conclusiones formuladas puede determinar un incumplimiento 
empresarial…» (pág. 229). 
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der afirmar que el cumplimiento de esas me­
didas propuestas no debería quedar a dispo­
sición del empresario. Tiene la obligación de 
asumirlas, pues la LPRL articula este deber 
de vigilancia a través del servicio de preven­
ción. La empresa tiene obligación de poner en 
marcha la infraestructura adecuada, a través 
de los servicios de prevención, para llevar a 
cabo esa vigilancia que trae consigo unas con­
secuencias que forman también parte de esa 
obligación y, salvo, claro está, que el criterio 
del servicio de prevención vulnerara directa­
mente alguno de los derechos fundamentales 
del trabajador sin ninguna justificación con el 
consiguiente perjuicio para el mismo41, debe 
cumplir con todas las implicaciones derivadas 
de ese deber42. 

En refuerzo de esta línea argumental, 
debe señalarse que, en general, la normativa 
preventiva específica obliga al empresario a 
adoptar las medidas recogidas en las conclu­
siones. Así, el Real Decreto 374/2001, de 6 de 
abril, sobre la protección de la salud y seguri­
dad de los trabajadores contra los riesgos re­
lacionados con los agentes químicos establece, 
además, la obligación de «tener en cuenta las 
recomendaciones del médico responsable de 
la vigilancia de la salud al aplicar cualesquie­
ra otras medidas necesarias para eliminar o 
reducir los riesgos…incluida la posibilidad 
de asignar al trabajador otro trabajo donde 
no exista riesgo de una nueva exposición» 
(art.6.8.c.)); o el Real Decreto 486/2010, de 
23 de abril, sobre la protección de la salud y 
la seguridad de los trabajadores contra los 

41 Si esta circunstancia se diera, habría que comentar la 
situación con ese servicio y adoptar otro tipo de medidas. 

42 Como pone de manifiesto Mateo Beatos, a., «…el in­
forme o conclusión médica, además de ser operativo, termina 
siendo casi decisorio, puesto que deja escaso margen de ma­
niobra al empresario sobre la elección del trabajador en rela­
ción al puesto de trabajo y, además, está facultado para entrar 
en el ámbito del poder de dirección del empresario, en cuanto 
que puede plantear medidas concretas de carácter preventivo 
que, en caso de ignorarse por el empresario, le comprometen 
en su responsabilidad» Mateos Beato, a.: «Diccionario de Segu­
ridad y Salud laboral: Conceptos de la ley de Prevención de 
riesgos laborales», lex nova, 5ª ed, Valladolid, 2006, pág. 1222. 
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riesgos relacionados con la exposición a radia­
ciones ópticas artificiales, que en su artículo 
10 obliga al empresario a tener en cuenta las 
recomendaciones del médico responsable de 
la vigilancia de la salud al aplicar cualquiera 
otra medida que se considere necesario para 
eliminar o reducir riesgos43. 

3.3.	 Algunos supuestos específicos 

Para terminar con este análisis sobre los 
aspectos relacionados con los resultados y las 
conclusiones de la vigilancia de la salud, debe 
ponerse de manifiesto que algunos Reglamen­
tos de desarrollo de la LPRL refuerzan la for­
ma en que debe realizarse la comunicación de 
los resultados y las conclusiones adaptándolos 
al tipo de riesgo, además de coadyuvar a refor­
zar la idea de que la vigilancia es un todo que 
lleva inherente también las medidas preventi­
vas o protectoras que se deriven de ella como 
obligación exigible al empresario. 

Así, por ejemplo, el Real Decreto 374/2001, 
de 6 de abril, sobre la protección de la salud y 
seguridad de los trabajadores contra los riesgos 
relacionados con los agentes químicos exige la 
comunicación personal de los resultados cuan­
do la vigilancia muestre que un trabajador 
padece una enfermedad identificable o unos 
efectos nocivos que, en opinión del médico res­
ponsable, son consecuencia de una exposición a 
un agente químico peligroso o bien cuando se 
supera un valor límite biológico de los indica­
dos en el anexo II de ese Real Decreto –valores 
límite biológicos de aplicación obligatoria y las 
medidas de vigilancia de la salud en función de 
esos valores límite, aunque sólo hace referen­

43 otro ejemplo sería el rD 665/1997, de 12 de mayo, so­
bre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacio­
nados con la exposición a agentes cancerígenos durante el tra­
bajo obliga al empresario a revisar la evaluación y las medidas 
de prevención y de protección colectivas e individuales adop­
tadas «cuando se hayan detectado alteraciones de la salud de 
los trabajadores que puedan deberse a la exposición a agentes 
cancerígenos, o cuando el resultado de los controles periódicos, 
incluidos los relativos a la vigilancia de la salud, ponga de ma­
nifiesto la inadecuación o insuficiencia de las mismas» (art.8.4); 
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cia al plomo y sus derivados iónicos–. En esa 
comunicación personal se podrá dar consejo 
sobre pautas saludables a seguir al finalizar 
la exposición y las recomendaciones oportunas 
cuando su enfermedad tenga que ser atendida 
por el Sistema Nacional de la Salud. 

Por otro lado, hay que señalar que el artí­
culo 24.3 de la LPRL y el artículo 10 del RD 
171/2004, de 30 de enero, por el que se desarro­
lla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de no­
viembre, de Prevención de Riesgos Laborales, 
en materia de coordinación de actividades em­
presariales, obligan a las empresas que contra­
ten o subcontraten con otras la realización de 
obras o servicios correspondientes a su propia 
actividad que se desarrollen en sus centros de 
trabajo a vigilar el cumplimiento por las mis­
mas de la normativa de riesgos laborales. De 
este modo, se hace necesario la comunicación 
de la empresa contratista o subcontratista de 
las conclusiones de la vigilancia de la salud 
para acreditar que se ha practicado la misma 
y los trabajadores pueden desarrollar las fun­
ciones contratadas y, por otro lado, podría ser 
posible la transmisión de resultados entre los 
diferentes servicios de prevención cuando sea 
necesario para garantizar el desempeño del 
trabajo en condiciones óptimas de salud. 

4. EL TRATAMIENTO DE LOS DATOS 

4.1.	 Los sujetos intervinientes
 
en el tratamiento
 

Las conclusiones, los resultados y el segui­
miento continuado del estado de salud del tra­
bajador suministran una serie de datos que se 
documentan y están sujetos a una elaboración 
y, posteriormente, a un proceso de archivación 
y puesta a disposición para su custodia y tute­
la, normalmente, en soporte informático. Fases, 
estas, del tratamiento de datos sobre vigilancia 
de la salud, en las que rige el principio de confi­
dencialidad unido a otros que se analizan infra. 

El RD 1720/2007, de 21 de diciembre, por 
el que se aprueba el Reglamento de desarrollo 
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de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciem­
bre, de Protección de Datos de carácter perso­
nal (RLOPD), sobre la base de los principios 
de la Ley Orgánica y en desarrollo de su arti­
culado, establece un sistema de protección en 
el tratamiento de los datos con medidas es­
pecíficas para los considerados sensibles que 
deberá adaptarse a lo que dispone el Regla­
mento Europeo (RGPD). De hecho, la propia 
Agencia de Protección de Datos ha puesto a 
disposición de empresas y Administraciones 
diferentes documentos de apoyo para ayu­
darles a cumplir con las previsiones de ese 
Reglamento, de aplicación a partir del 25 de 
mayo de 2018 pero en vigor, como ya se recor­
dó supra, desde mayo de 2016. 

Debe determinarse en primer lugar 
quiénes son los responsables del tratamien­
to o del fichero entendiendo por tales, con­
forme a la definición dada por la LOPD en 
su artículo 3.d) y concretada por el artículo 
5.1.q) del RLOPD, «la persona física o jurí­
dica, pública o privada, u órgano adminis­
trativo, que sólo o conjuntamente con otros 
decida sobre la finalidad, contenido y uso 
del tratamiento, aunque no lo realizase ma­
terialmente». Añade que también podrán 
serlo «los entes sin personalidad jurídica 
que actúen en el tráfico como sujetos dife­
renciados». Lo que caracteriza al responsa­
ble del fichero es el poder de decisión sobre 
el tratamiento de datos distinguiéndose, 
así, del encargado del tratamiento como «la 
concreta persona física o jurídica, pública 
o privada, u órgano administrativo que, 
solo o conjuntamente con otros, trate datos 
personales por cuenta del responsable del 
tratamiento o del responsable del fichero, 
como consecuencia de la existencia de una 
relación jurídica que le vincula con el mis­
mo y delimita el ámbito de su actuación 
para la prestación de un servicio» (art. 5.1.i 
del RLOPD en relación con el art. 3.g) de la 
LOPD). Así, el encargado seguirá las ins­
trucciones de ese responsable pero, en vir­
tud del artículo 12 de la LOPD, no bajo la 
dependencia o autoridad del mismo desde 
el punto de vista laboral, sino a través de 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

un contrato de outsourcing44 y con respon­
sabilidad equivalente al responsable del fi­
chero conforme al artículo 43 de la LOPD45. 

En el ámbito que nos ocupa y en relación 
con los ficheros de resultados el responsable 

44 la literalidad del artículo 12 de la loPD reza como si­
gue: «1. no se considerará comunicación de datos el acceso de 
un tercero a los datos cuando dicho acceso sea necesario para 
la prestación de un servicio al responsable del tratamiento.2. 
la realización de tratamientos por cuenta de terceros deberá 
estar regulada en un contrato que deberá constar por escrito 
o en alguna otra forma que permita acreditar su celebración y 
contenido, estableciéndose expresamente que el encargado del 
tratamiento únicamente tratará los datos conforme a las ins­
trucciones del responsable del tratamiento, que no los aplicará 
o utilizará con fin distinto al que figure en dicho contrato, ni 
los comunicará, ni siquiera para su conservación, a otras perso­
nas. 

En el contrato se estipularán, asimismo, las medidas de 
seguridad a que se refiere el artículo 9 de esta ley que el encar­
gado del tratamiento está obligado a implementar. 

3. Una vez cumplida la prestación contractual, los datos 
de carácter personal deberán ser destruidos o devueltos al 
responsable del tratamiento, al igual que cualquier soporte o 
documentos en que conste algún dato de carácter personal 
objeto del tratamiento. 

4. En el caso de que el encargado del tratamiento destine 
los datos a otra finalidad, los comunique o los utilice incum­
pliendo las estipulaciones del contrato, será considerado tam­
bién responsable del tratamiento, respondiendo de las infrac­
ciones en que hubiera incurrido personalmente». 

45 Si se quieren poner a disposición los datos a través de 
internet con claves para que los distintos interesados y sólo 
ellos puedan consultarlos, los modelos de outsourcing más uti­
lizados, siguiendo a Téllez, son, por un lado el contrato hosting 
y por otro el llamado contrato housing. El hosting es aquél 
en el que el encargado del tratamiento se limita a facilitar al 
responsable del fichero o tratamiento el emplazamiento, el 
hardware y las líneas de comunicación necesarios para poder 
realizar el tratamiento de los datos. Su responsabilidad es por 
la seguridad física de las máquinas, ya que es él quien puede 
disponer del emplazamiento y, por tanto, de la seguridad físi­
ca que precise, salvo que se haya estipulado expresamente lo 
contrario, y el responsable del tratamiento deberá aplicar las 
medidas de seguridad lógicas. En el housing, el proveedor o 
encargado del tratamiento, presta toda la infraestructura para 
que el cliente introduzca sus datos y contenidos; además, ex­
plota el sistema. En este caso la responsabilidad en cuanto a 
la seguridad de evitar los accesos no autorizados es imputable 
a la empresa de housing, por lo que responderá de la efectiva 
aplicación de las medidas que se hayan determinado en el con­
trato y el documento de seguridad (Téllez aguilera, a.: «nuevas 
Tecnologías. intimidad y protección de datos», Madrid, Edisofer, 
2001, págs 119-121). 
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del mismo sería el servicio de prevención aje­
no y, en el caso de que la vigilancia esté con­
certada con un servicio de prevención propio o 
mancomunado, la empresa46, si bien, dado que 
ésta no puede tener acceso a estos resultados, 
se tendrán que establecer distintos perfiles y 
facultades de acceso47 para evitar el acceso de 
la misma a ese tipo de información. 

En los ficheros de conclusiones, la califi­
cación como responsable sería la misma que 
para la de resultados, si bien, si la empresa ha 
externalizado la vigilancia de la salud pero ha 
elaborado su propio fichero con el contenido 
de las conclusiones se considerará, también, 
responsable. Acción que probablemente sea 
lo más idóneo, teniendo en cuenta que la em­
presa va a decidir las medidas a adoptar en 
vigilancia de la salud con base en esas conclu­
siones y lógico es que pase a ser responsable 
del fichero al que van a tener acceso, también, 
como se señaló, otros órganos o personas físi­
cas con responsabilidad preventiva. En este 
caso, para la imputación de responsabilidades 
derivadas de una manipulación inadecua­
da de datos de esas conclusiones, habrá que 
averiguar si ha venido del «responsable del 
fichero servicio de prevención» o del «respon­
sable del fichero empresa». Cosa distinta es 
el fichero de conclusiones en los servicios de 
prevención propios. En este caso no haría falta 
la creación de un nuevo fichero en la empresa 
puesto que se entiende ya creado en la medida 
en que este servicio es considerado parte de 
la misma. El responsable sería el empresario, 
aunque la gestión correspondería al servicio 
de prevención propio. 

No obstante, en aras del control del cum­
plimiento por la entidad de las exigencias 
establecidas en la LOPD y, en particular, del 
respeto de los derechos afectados por el tra­
tamiento, el RLOPD, en su artículo 5.2.l) po­
niéndolo en relación con las medidas de se­

46 así lo aclara la propia agencia de Protección de Datos 
en su Guía de Protección de Datos en las relaciones laborales, 
http://www.aepd.es, págs. 21 a 25. 

47 Ibídem. 
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guridad que deben adaptarse en los ficheros, 
y de las que se hablará infra, regula la figura 
del responsable de seguridad. Se exige cuan­
do se realicen tratamientos de datos que exi­
jan la aplicación de medidas de seguridad de 
nivel medio o alto (art.  88.4 RLOPD). Son 
las personas físicas a las que el responsable 
del fichero ha asignado formalmente la fun­
ción de coordinar y controlar las medidas de 
seguridad aplicables, pero que no eximen de 
responsabilidad al responsable del fichero. 
Debería ser una persona que tuviera conoci­
mientos de informática a la vez que jurídicos 
para la coordinación de aspectos legales u 
organizativos que requieran esas medidas 
(procedimientos de acceso, rectificación, opo­
sición y cancelación, etc…). Para la coordi­
nación de medidas de seguridad que tuvie­
ran que ver con los ficheros de vigilancia de 
la salud debería formar parte del servicio de 
prevención, independientemente que la em­
presa tuviera otros responsables de seguri­
dad para otros ficheros. Si esto no es posible, 
deberá actuar con la mayor confidencialidad 
posible frente a la empresa en toda la ges­
tión de esas medidas de seguridad aplicadas 
a la vigilancia de la salud. 

El Reglamento Europeo define las figuras 
del responsable del tratamiento y encargado 
de tratamiento de forma similar (art. 4.6 y 4.7 
del RGPD). Si bien, en cuanto a las obligacio­
nes de los mismos, introduce alguna nueva y 
modifica algunos aspectos del régimen actual. 
En este sentido, debe resaltarse la llamada 
«responsabilidad proactiva» (art 5.2). Implica 
que el responsable del tratamiento debe apli­
car las medidas técnicas y organizativas apro­
piadas a fin de garantizar y poder demostrar 
que el tratamiento cumple con los principios 
regulados en el Reglamento. Esto es, que los 
datos personales son tratados de forma lícita, 
leal y transparente; que son adecuados, perti­
nentes y limitados a lo necesario en relación 
con la finalidad para la que fueron recogidos; 
que son exactos; que su conservación es limi­
tada; y que se rigen por la integridad y la con­
fidencialidad (art. 5.1) y que todo esto puede 
demostrarlo (art. 5.2). 

http:http://www.aepd.es
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En aras de esa responsabilidad proactiva 
este Reglamento establece en su artículo 25 
un enfoque de riesgo en la protección exigien­
do que ésta se haga desde el diseño y por de­
fecto, es decir, que se adopten medidas con an­
terioridad al inicio del tratamiento y también 
cuando se está desarrollando. Si el tratamien­
to puede entrañar un grave riesgo para los de­
rechos y libertades de las personas físicas, el 
Reglamento exige evaluaciones de impacto so­
bre la protección de datos a fin de identificar, 
evaluar y gestionar los riesgos a los que están 
expuestas sus actividades de tratamiento con 
el objetivo de adoptar medidas para garanti­
zar los derechos y libertades de las personas 
físicas (art.  35 RGPD) que no está claro su 
obligatoriedad al tratamiento de datos rela­
cionado con la salud laboral48. Por otro lado, 
el encargado y responsable del tratamiento 
podrán designar un delegado de protección de 
datos (Art.  37 RGPD) que siguiendo las Di­
rectrices sobre los delegados de protección de 
datos del Grupo de Trabajo del artículo 2949 

sería necesario en los casos del tratamiento 
por parte del servicio de prevención ajeno (en 
mi opinión también mancomunado) pero no 
en los casos en los que el tratamiento lo haga 
el servicio de prevención propio. Por otro lado, 
se requiere que se establezca el mecanismo y 
procedimiento en relación con la notificación 
de las quiebras de seguridad que pudieran 
acontecer (art. 33). 

Además, en relación con la relación en­
cargado-responsable, el artículo 28 establece 
que el responsable deberá elegir al que ofrez­
ca garantías suficientes50 para aplicar medi­

48 Vid. Directrices sobre la evaluación del impacto relativa 
a la protección de datos (EiPD) y para determinar si el trata­
miento «entraña probablemente un alto riesgo» a efectos del 
reglamento (UE) 2016/ 679 del Grupo de Trabajo del artículo 
29, WP 248rev.1, de 4 de octubre de 2017. 

49 Directrices sobre los delegados de protección de datos 
del Grupo de Trabajo del artículo 29, WP 243rev.0, de 5 de abril 
de 2017, pág. 21 

50 Conforme al apartado 5 del artículo 28 de este regla­
mento europeo la adhesión del encargado del tratamiento a 
un código de conducta aprobado a tenor del articulo 40 o a un 
mecanismo de certificación aprobado a tenor del artículo 42 
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das técnicas y organizativas apropiadas. En 
el contrato o acto jurídico51 por el que se rija 
el tratamiento deberá constar el objeto, dura­
ción, naturaleza y finalidad del tratamiento, 
el tipo de datos personales y categorías de 
interesados y las obligaciones y derechos del 
responsable (art. 28.3) así como las obligacio­
nes del encargado recogidas en los apartados 
a-h del art. 28.3 (ayuda al responsable a ga­
rantizar el cumplimiento de las obligaciones, 
tratamiento de los datos personales siguien­
do instrucciones documentadas del respon­
sable etc…). Además, ambos, por indicación 
del artículo 32 del RGPD, tienen que adoptar 
medidas de seguridad para garantizar la inte­
gridad de los datos cuyo análisis se realiza a 
continuación. 

4.2. Las medidas de seguridad 

Las medidas de seguridad constituyen un 
instrumento de especial importancia en el tra­
tamiento de datos derivados de la práctica de 
la vigilancia de la salud en la medida en que 
cualquier filtración de los mismos no sólo pue­
de vulnerar la intimidad, sino llegar a atentar, 
más directamente que en otros ámbitos, con­
tra la dignidad y la igualdad pues esa filtra­
ción de datos puede llegar a crear empresas 
con «trabajadores a la carta». 

Su base jurídica actual se encuentra en 
el artículo 9 de la LOPD que las define como 
aquéllas necesarias para garantizar la seguri­
dad de los datos de carácter personal y evitar 
su alteración, pérdida, tratamiento o acceso 
no autorizado, habida cuenta del «estado de la 
tecnología, la naturaleza de los datos almace­

podrá utilizarse como elemento para demostrar la exigencia de 
garantías suficientes. 

51 la posibilidad de regular esta relación a través de un 
acto jurídico unilateral del responsable del tratamiento es una 
aportación del rGPD. Ese acto, como podría ser una resolu­
ción administrativa, debe definir claramente la posición del 
encargado del tratamiento (Vid. para más información aEPD: 
Directrices para la elaboración de contratos entre responsables 
y Encargados de Tratamiento, 2017, localizable en http://www. 
aepd.es) 

http://www
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nados y los riesgos a que están expuestos, ya 
provengan de la acción humana o del medio 
físico o natural», prestando especial atención 
a los ficheros que contengan datos sobre sa­
lud u otros datos sensibles del artículo 7 de la 
LOPD, como ideología o religión (art.  9.1 en 
relación con el art. 9.3 de la LOPD). 

Su desarrollo se encuentra en el Titulo VIII 
del RLOPD que las clasifica en niveles básico, 
medio y alto (art. 80). Para los ficheros que con­
tengan datos sobre salud las medidas a adoptar 
deben ser las de nivel alto (art. 81.3.a)), si bien 
en el apartado 6 de ese artículo 81 matiza y se­
ñala que para los ficheros que contengan datos 
relativos a la salud «referentes exclusivamente 
al grado de discapacidad o la simple declaración 
de la condición de discapacidad o invalidez del 
afectado, con motivo del cumplimiento de debe­
res públicos» podrán implantarse medidas de 
nivel básico. Esto ha sido interpretado por la 
Agencia Española de Protección de Datos en el 
sentido de que para los ficheros con indicacio­
nes de «apto» o «no apto» de un trabajador a los 
efectos previstos en la LPRL únicamente se exi­
girá el nivel básico. Por el contrario, si el fichero 
contuviera cualesquiera datos relacionados con 
los resultados de las acciones de vigilancia de la 
salud distintos del meramente referido a la apti­
tud del trabajador o incorporasen los datos rela­
cionados con la concreta enfermedad o accidente 
padecido por el trabajador, se aplicará el artículo 
81.3 y, por tanto, las medidas de nivel alto52. La 
Agencia ha señalado, además, que si se incorpo­
rase a ese fichero de aptitud un dato relacionado 
con la salud respecto del que no operase la cita­
da excepción del 81.6, sería preciso que en ese 
mismo momento se implantasen las medidas de 
seguridad de nivel alto y se notificase la modifi­
cación del fichero en los términos previstos en 
el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 
15/199953. Considero, no obstante que, en aras 
de una mejor seguridad, los sujetos implicados 
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52 Vid., aEPD: informe 0179-2008 y citado por otros como 
el 0574-2008 todos accesibles a través de la web http://www. 
aepd.es. 

53 Ibídem. 

en la gestión del tratamiento deberían, también 
en este caso, adoptar medidas de nivel alto. 

Esas medidas de nivel alto se concretan en 
(arts. 89 a 104): las funciones y obligaciones del 
personal que tenga que ver con la utilización de 
ese fichero; registro de incidencias, control y re­
gistro de acceso, gestión y distribución de sopor­
tes y documentos, identificación y autenticación, 
copias de respaldo y recuperación, responsable 
de seguridad, auditoría, registro de incidencias; 
procedimiento de realización de copias de res­
paldo y de recuperación de datos; y cifrado o me­
canismo similar en la transmisión a través de 
redes públicas o redes inalámbricas. 

Estas medidas deben reflejarse en el deno­
minado documento de seguridad, como instru­
mento que contiene las garantías precisas para 
evitar que los datos sean leídos, copiados, alte­
rados o retirados por personas no autorizadas. 
Debe mantenerse actualizado y adecuarse en 
todo momento a las disposiciones vigentes en 
materia de protección de datos (art. 81.7 y 8 del 
RLOPD). Además, debe revisarse siempre que 
se produzcan cambios relevantes «en el sistema 
de información, en el sistema de tratamiento 
empleado, en su organización, en el contenido 
de la información incluida en los ficheros o tra­
tamientos o, en su caso como consecuencia de 
los controles periódicos realizados o en la orga­
nización del mismo»(art. 81.7). La relevancia del 
cambio vendrá determinada por la posibilidad 
de repercutir en el cumplimiento de las medidas 
de seguridad implantadas (art. 81.7). 

El Reglamento Europeo, en lugar de de­
terminar con detalle y de forma exhaustiva 
por niveles las medidas de seguridad que 
deben aplicarse según el tipo de datos objeto 
de tratamiento, ordena a los representantes 
y encargados la necesidad de articularlas 
teniendo en cuenta los riesgos detectados 
en un análisis previo. Si con la regulación 
en el RLOPD se toman las medidas de se­
guridad sobre la base, casi exclusiva, del 
tipo de datos, con el Reglamento Europeo 
se debe considerar el coste de la técnica, los 
costes de aplicación, la naturaleza, el alcan­
ce, el contexto y los fines del tratamiento y 

http://www
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los riesgos para los derechos y libertades 
(art. 32 RGPD). En este sentido, y en rela­
ción con la compatibilidad del ordenamiento 
español con los criterios del Reglamento, se 
podrá continuar aplicando las medidas tal y 
como se recogen en el RLOPD si el análisis 
de riesgo concluye que las medidas son real­
mente las más adecuadas para ofrecer un 
nivel de seguridad adecuado. En ocasiones 
será necesario completarlas con medidas 
adicionales o prescindir de alguna de esas 
medidas54. 

Conforme al Reglamento Europeo, deben 
tomarse medidas (art. 32 RGPD) en relación 
con la seudonimización (art. 4.5 RGPD) como 
técnica que permite desvincular los datos per­
sonales de la persona a la que identifican, que 
limita la trazabilidad de la identificación, pero 
permite volver a vincular los datos y la perso­
na55; con el cifrado de los datos de manera que 
impida el acceso a los mismos a personas no 
autorizadas; la confidencialidad, integridad, 
disponibilidad y resiliencia; la capacidad de 
restaurar la disponibilidad y el acceso a los 
datos personales de forma rápida en caso de 
incidente físico o técnico y el proceso de veri­
ficación, evaluación y valoración regulares de 
la eficacia de las medidas técnicas y organi­
zativas para garantizar la seguridad del tra­
tamiento. 

4.3.	 Principios y derechos del tratamiento 
de datos: su aplicación a la vigilancia 
de la salud 

Resulta de gran interés analizar y exponer 
qué principios debe cumplir cualquier trata­

54 En esta reflexión sobre lo que suponen las medidas de 
seguridad con la nueva normativa se ha seguido el documento 
aEPD: Guía del reglamento General de Protección de Datos 
para responsables del Tratamiento, localizable en http://www. 
aepd.es. 

55 Definición, sobre la base de ese artículo 4.5 del rGPD, 
de ortega Giménez, a.: «El reglamento General de Protección 
de datos de la UE en la empresa: novedades prácticas (1)», en 
Diario la ley nº 15, Sección Ciberderecho, 7 de marzo de 2018, 
ejemplar de internet, pág. 3. 
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miento de datos obtenidos tras la práctica de 
la vigilancia de la salud, principios que supo­
nen una garantía de respeto a los derechos 
de los trabajadores y que demuestran que un 
fichero informatizado no es algo arbitrario o 
una simple recogida de datos en un determi­
nado ordenador, sino un almacén al que hay 
que dotar de todas las garantías precisas para 
realizar una vigilancia de calidad. A estos 
principios se añaden los derechos derivados 
del tratamiento para la persona afectada por 
el mismo que vienen a aumentar el elenco de 
derechos que deben respetarse en la práctica 
de esa vigilancia de la salud. 

Los principios se encuentran regulados en 
el artículo 4 de la LOPD, artículo 8 del RLO­
PD y en el artículo 5 del RGPD y se aplican 
tanto a la recogida y almacenamiento de los 
datos, como a la utilización de los mismos con­
tenidos en los ficheros de la empresa o de los 
servicios de prevención. 

Las bases de datos relacionadas con la 
vigilancia de la salud deben cumplir con los 
principios de finalidad –fines determinados, 
explícitos y legítimos, dice el Reglamento 
Europeo–, respecto del cual la utilización de 
datos para otros fines compatibles debe inter­
pretarse de forma extremadamente restricti­
va por las implicaciones de la vigilancia con 
los derechos fundamentales. Por otro lado con 
el principio de pertinencia, en cuanto a la ade­
cuación de los datos al fin pretendido. Veraci­
dad en cuanto a la exactitud de los mismos, de 
especial interés para un diagnóstico adecuado 
sobre la aptitud del trabajador. Y también li­
citud, en cuanto prohibición de toma de datos 
por medios fraudulentos, como espiar los hábi­
tos de vida de un trabajador que pueden influir 
en su salud. El Reglamento Europeo recuerda, 
también, la necesidad de transparencia en el 
tratamiento, integridad y confidencialidad. 

Por otro lado, el empresario debe tener en 
cuenta que esos ficheros de vigilancia de la sa­
lud generan unos derechos para el trabajador 
que deben ser respetados (Título III, tanto de 
la LOPD como del RLOPD y Capítulo III del 
RGPD). Así, el de acceso a los datos, articula­

http://www
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do a través de la comunicación de resultados 
y conclusiones, pero, también, a través de la 
posibilidad de pedir información sobre los da­
tos que han podido ser cedidos o solicitar co­
pia de datos específicos de los resultados, por 
ejemplo; el derecho de rectificación y cancela­
ción, inherentes al principio de veracidad; y el 
derecho de conservación limitada, en cuanto 
que los datos derivados de la práctica de la 
vigilancia de la salud sólo podrán estar en 
los ficheros durante el tiempo estrictamente 
necesario para el cumplimiento de sus fines; 
es así que si tras un nuevo examen de salud 
carecen de utilidad los datos del anterior, de­
berán ser cancelados. Principios y derechos 
que suponen, en definitiva, una garantía de 
respeto a los derechos de los trabajadores y 
que demuestran que un fichero no es algo ar­
bitrario o una simple recogida de datos, sino 
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un almacén al que hay que dotar de todas las 
garantías precisas para realizar una vigilan­
cia de calidad. 

5. CONCLUSIÓN 

Con el nuevo Reglamento Europeo de Pro­
tección de datos la seguridad de éstos, flan­
queada por el principio de confidencialidad, se 
ha visto reforzada. La responsabilidad proac­
tiva y el enfoque de riesgo en la protección 
exigiendo que ésta se haga desde el diseño y 
por defecto, antes del inicio del tratamiento y 
también cuando se está desarrollando, y esa 
apuesta rigurosa por la transparencia, influi­
rán, sin duda, en una protección de datos de 
la salud de los trabajadores más eficaz y ga­
rantista. 
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RESUMEN	 En un contexto tecnológico y de competitividad sin precedentes en el que las diversas 
aplicaciones informáticas pueden convertirnos, como ciudadanos y como trabajadores, en 
seres totalmente controlados y vulnerables, y a punto de aplicarse el Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas física en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE el Regla­
mento de Protección de Datos de la Unión Europea, se hace preciso revisar y concretar 
los contornos del principio de confidencialidad en relación con los datos derivados de la 
puesta en marcha de la obligación preventiva de vigilancia de la salud. Una confidencia­
lidad especialmente importante para que cualquier sistema de tratamiento de datos en 
relación con esa vigilancia no vulnere los derechos fundamentales del trabajador y que, 
precisamente, el Reglamento Europeo considera principio esencial del tratamiento de da­
tos en su artículo 5.1.f). Puede afirmarse así, que un sistema adecuado de tratamiento de 
datos será aquél que se rija por un escrupuloso respeto a la confidencialidad de esos datos 
y cumpla, con el objetivo puesto en ese respeto, con la normativa de protección de los 
mismos que sea de aplicación. Cómo se configura actualmente el sistema de protección de 
los datos relacionados con la salud de los trabajadores y las adaptaciones que habrá que 
acometer con la aplicación del Reglamento de Protección de Datos de la Unión Europea 
es el objeto de este estudio. 

El estudio se realiza así, con una metodología de comparación normativa, analizando la 
regulación sobre la materia objeto de estudio que realiza la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y su Reglamento de desarrollo, 
el RD 1720/2007, de 21 de diciembre, en relación con las disposiciones establecidas por la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de riesgos laborales en cuanto a la forma de 
realizar la obligación preventiva de vigilancia de la salud; y, por otro lado, cómo afectará 
a esta regulación lo dispuesto en el Reglamento Europeo. 

Como Introducción se citan algunas cuestiones problemáticas que plantea la vigilancia 
de la salud tras más de veinte años de aplicación de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales. Entre ellas, cómo dar una protección adecuada a los datos que derivan de 
esa vigilancia para evitar atentados a la confidencialidad y al derecho fundamental a 
la protección de datos, reconocido en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho 
fundamental, diferente al derecho a la intimidad, aunque su objeto sea parcialmente 
coincidente. 

Se continúa explicando cuál es la definición de datos de carácter personal relacionados 
con la salud establecida tanto por la legislación española de protección de datos, como por 
el Reglamento Europeo y el carácter que estas normas les confieren a efectos de su trata­
miento. Esta última norma concreta con mayor detalle esa definición y concluye que los 
datos de salud son los referidos al estado de salud física o mental en distintos momentos 
temporales, la información sobre la persona física recogida con ocasión de su inscripción 
a efectos de asistencia sanitaria, o con ocasión de la prestación de tal asistencia; todo nú­
mero, símbolo o dato asignado a una persona física que la identifique de manera unívoca 
a efectos sanitarios; la información obtenida de pruebas o exámenes de una parte del 
cuerpo o de una sustancia corporal, incluida la procedente de datos genéticos y muestras 
biológicas, y cualquier información relativa, a título de ejemplo, a una enfermedad, una 
discapacidad, el riesgo de padecer enfermedades, el historial médico, el tratamiento clí­
nico o el estado fisiológico o biomédico del interesado, independientemente de su fuente, 
por ejemplo un médico u otro profesional sanitario, un hospital, un dispositivo médico, o 
una prueba diagnóstica in vitro. Además, aunque, con pequeños matices entre ambas le­
gislaciones, las dos establecen que los datos relacionados con la salud son datos que deben 
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ser especialmente protegidos cuya obtención, tratamiento y cesión sólo podrá realizarse 
cuando así lo disponga una ley o el afectado consienta expresamente. 

Antes de estudiar las características que debe reunir ese tratamiento se analiza la con­
fidencialidad como principio guía de la protección de datos y su proyección en los resul­
tados y conclusiones de los exámenes de salud laborales. Se concreta que tipo de datos 
relacionados con la salud pueden reflejar aquéllos y éstas, así como los sujetos destina­
tarios de los mismos. Para los resultados, que incorporan el diagnóstico médico detallado 
y tratamiento a seguir, en su caso, la confidencialidad es máxima –sólo modulable por 
el consentimiento expreso del trabajador o un interés legítimo como el perjuicio para 
terceros–; mientras que para las conclusiones, en las que sólo se debe reflejar la aptitud, 
inaptitud o, en su caso, aptitud condicionada para el concreto puesto de trabajo, la confi­
dencialidad es mínima por el tipo de datos que incorporan y la mayor cantidad de sujetos 
a los que se comunican. 

En el concreto estudio del tratamiento de esos datos, cuyo principio guía es la confidencia­
lidad, se analizan quiénes son los sujetos intervinientes en el tratamiento, las medidas de 
seguridad a adoptar en el caso de datos relacionados con la salud, así como los principios 
y derechos relacionados con ese tratamiento, haciendo hincapié en los cambios producidos 
con el Reglamento Europeo. 

El trabajo acaba con una breve conclusión, a modo de reflexión, poniendo de manifiesto el 
refuerzo que el Reglamento Europeo viene a dar a nuestro sistema jurídico de protección 
de datos. Desde la responsabilidad proactiva, la protección desde el diseño y por defecto y 
la transparencia, los sujetos intervinientes en el tratamiento no deben adoptar medidas 
sin más sino que deben garantizar y poder demostrar que el tratamiento cumple con los 
principios regulados en el Reglamento. Esto es, que los datos personales son tratados de 
forma lícita, leal y transparente; que son adecuados, pertinentes y limitados a lo nece­
sario en relación con la finalidad para la que fueron recogidos; que son exactos; que su 
conservación es limitada; que se rigen por la integridad y la confidencialidad y que todo 
esto pueden demostrarlo. 

Palabras clave: Protección de datos; vigilancia de la salud; trabajadores; tratamiento; 
confidiencialidad. 
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In a technological and competitive context without precedents fully controlled, as citizens 
and workers, and with the close implementation of Regulation (EU) 2016/679 of the 
European Parliament and of the Council, of 27 April 2016, on the protection of natural 
persons with regard to the processing of personal data and on the free movement of 
such data, and repealing Directive 95/46/EC (General Data Protection Regulation), it is 
necessary to review and specify the contours of the principle of confidentiality in relation 
to the data derived from the implementation of the preventive obligation of health 
surveillance. A confidentiality that is particularly important so that any data processing 
system in relation to this surveillance does not violate the fundamental rights of the 
worker and that, precisely, the European Regulation considers the essential principle 
of data processing in article 5.1.f). A suitable system of data processing is ruled by a 
scrupulous respect to the confidentiality and Data Protection Regulations. This paper 
analysed how is currently configured this system in relation to health surveillance in 
work and the adaptations to be undertaken with the implementation of Regulation 
(EU) 2016/679 of the European Parliament and of the Council of 27 April 2016 on the 
protection of natural persons with regard to the processing of personal data and on the 
free movement of such data, and repealing Directive 95/46/EC (General Data Protection 
Regulation). 

The study is carried out with a normative comparison methodology, analyzing the 
regulation on the subject matter of study carried out by the Spanish Organic Law 
15/1999, of December 13, on Personal Data Protection and its development Regulation, 
RD 1720/2007, of December 21, in relation to the provisions established by Spanish 
Law 31/1995, of November 8, on Prevention of Occupational Risks in terms of how to 
perform the preventive obligation of health surveillance; and, on the other hand, how the 
provisions of the European Regulation will affect this regulation. 

As an introduction, some problematic issues raised by health surveillance are mentioned 
after more than twenty years of application of the Law on the Prevention of Occupational 
Risks. Among them, how to give adequate protection to the data that derive from that 
surveillance to avoid attacks on confidentiality and the fundamental right to data 
protection, recognized in our legal system as a fundamental right, different from the 
right to privacy, although with an object partially coincident. 

It continues explaining what is the definition of personal data related to health established 
by Spanish data protection legislation, and by the European Regulation and the nature 
that these standards confer upon them for the purposes of their treatment. This last 
rule specifies that definition in more detail and concludes that health data refer to the 
state of physical or mental health at different times, information about the individual 
collected on the occasion of registration for health care purposes, or on the occasion of the 
provision of such assistance; any number, symbol or data assigned to a natural person 
that identifies it unequivocally for health purposes; information obtained from tests or 
examinations of a part of the body or of a body substance, including that derived from 
genetic data and biological samples, and any information relating, by way of example, to 
an illness, a disability, the risk of suffering from diseases, the medical history, the clinical 
treatment or the physiological or biomedical status of the person concerned, regardless 
of their source, for example a doctor or other health professional, a hospital, a medical 
device, or an in vitro diagnostic test. In addition, although, with small nuances between 
both legislations, both establish that the data related to health are data that must be 
specially protected whose obtaining, treatment and cession can only be done when a law 
so provides or the affected expressly consents. 

Before studying the characteristics that this treatment must meet, confidentiality is 
analyzed as a guiding principle of data protection and its projection in the results and 



Sonia iSaBEl PEDroSa alqUÉzar 

185 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

  

 
   

 
 
 
 
 

   
 
 

   
 
 

  
 
 

    
 
 
 
 

  
    

 
 

  

conclusions of occupational health examinations. It is specified that the type of data 
related to health may reflect those and these, as well as the recipients of the same. For 
the results, which include the detailed medical diagnosis and treatment to be followed, 
where appropriate, confidentiality is maximum –only modulable by the express consent 
of the worker or a legitimate interest such as prejudice to third parties–; while for the 
conclusions, in which only fitness, inadequacy or, as the case may be, conditioned aptitude 
for the concrete job, should be reflected, confidentiality is minimal due to the type of data 
that they incorporate and the greater number of subjects those who communicate. 

In the concrete study of the treatment of these data, whose guiding principle is 
confidentiality, I analyze who are the subjects involved in the treatment (controller, 
processor, data protection officer), the security measures to adopt in the case of data 
related to health (pseudonymisation; encriptyon; the ability to ensure the ongoing 
confidentiality, integrity, availabity and resilience of proccesing systems and services; 
a process for regularly testing, assesing and evaluating the effectiveness of technical 
and organisational measures for ensuring the security of the processing; or the ability 
to restore the availability an access to personal data in a timely manner in the event 
of a physical or technical incident) as well as the principles and rights related to this 
treatment, emphasizing the changes produced with the European Regulation. 

The work ends with a brief conclusion, by way of reflection, highlighting the reinforcement 
that the European Regulation is giving to our legal system of data protection. From the 
proactive responsibility, the protection from the design and by default and transparency, 
the subjects involved in the treatment should not adopt measures without further 
but must guarantee and be able to demonstrate that the treatment complies with the 
principles regulated in the Regulation. That is, that personal data are treated in a 
lawful, loyal and transparent manner; that are adequate, pertinent and limited to what 
is necessary in relation to the purpose for which they were collected; that are exact; that 
its conservation is limited; that are governed by integrity and confidentiality and that all 
this can prove it. 

Keywords: Data protection; health surveillance; workers, processing; confidentiality. 
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Effective prevention 
against the risk at 
the workplace during 
breast feeding: historic 
development, state of the 
question and expectations 

MARÍA AMPARO BALLESTER PASTOR*
 

1.	 PREÁMBULO: PLANTEAMIENTO A 
PARTIR DE LA SENTENCIA DEL TJUE 
DICTADA EN EL ASUNTO OTERO 
RAMOS 

La STJUE de 19 de octubre de 2017 
dictada en el asunto Otero Ramos (C­
531/15) ha dejado al descubierto los 

graves problemas de protección efectiva frente 
a la situación de riesgo durante la lactancia de 
los que venía adoleciendo el ordenamiento ju­
rídico laboral español. Detrás de una cuestión 
elemental como era la vinculación de la pro­
tección en la situación de lactancia a la pro­
tección frente a la discriminación por razón 
de sexo el TJUE advirtió de la consiguiente y 
obvia necesidad de aplicar en estos casos la 
modificación de la carga de la prueba en los 
términos establecidos en el art.  19 de la Di­
rectiva 2006/54 (Directiva antidiscriminatoria 
por razón de género). La sentencia en sí y, so­
bre todo, todos los hechos en los que se basaba 
(particularmente la inexistencia de una eva­
luación adecuada y la resistencia empresarial 
a aportar durante el proceso justificación al­
guna) han puesto en evidencia la existencia de 

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Universidad de Valencia. 

problemas graves en el sistema de protección/ 
prevención español cuando se pone en rela­
ción no solo con el hecho físico de la lactancia 
sino también con su vertiente de género. 

El tratamiento dispensado por el ordena­
miento español a la lactancia surgió en los al­
bores dela normativa laboral, cuando empeza­
ron a aprobarse leyes puntuales de protección 
para los colectivos más vulnerables. La norma 
española actual es una de las pocas que sigue 
manteniendo, casi inalterado, aquel rudimen­
tario permiso de lactancia diario configurado 
en los primeros convenios de la OIT y en las 
normas españolas de los primeros años del 
siglo XX. Probablemente el mismo carácter 
anticuado tiene el modelo preventivo esta­
blecido en el art.  26 LPRL con relación a la 
lactancia, al menos si se atiende al modo en 
que en algunas ocasiones ha sido aplicado por 
nuestros tribunales de justicia. La conexión 
(o desconexión) entre el tratamiento español 
casi fosilizado de la lactancia y los actuales 
presupuestos a los que se refiere la sentencia 
dictada en el asunto Otero Ramos indican que 
existen rémoras muy importantes en el siste­
ma laboral y preventivo español. La evolución 
del modelo requiere un debate en profundidad 
al que pretende colaborar el presente artículo. 
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1 

El sistema preventivo español ha tratado el 
tema de la prevención de género y de la preven­
ción específica en las situaciones de embarazo 
y lactancia con notable desidia. Con relación a 
la prevención de género, el ordenamiento espa­
ñol actual sencillamente no la tiene en cuenta 
porque nuestra normativa es una mera conti­
nuación de las normas tuitivas de primeros del 
siglo XX, a las que se dedicará especial atención 
en las páginas que siguen. El lector/a advertirá 
inmediatamente lo mucho que aquellas normas 
casi decimonónicas se asemejan a la realidad 
actual. La prevención actual de la mujer se cen­
tra exclusiva (y defectuosamente) en la actua­
ción concreta ante las situaciones de embarazo 
y lactancia. No hay referencia alguna, siquiera 
implícita, a la incidencia en el riesgo laboral 
que tienen las situaciones endémicas de discri­
minación por razón de género en el trabajo, ni 
siquiera en la vertiente más evidente de las difi­
cultades existentes para compatibilizar cuidado 
y trabajo en un contexto empresarial, y también 
social, hostil a una gestión adecuada y racional 
de los tiempos de trabajo y de los tiempos perso­
nales/familiares1. Corresponsabilidad y derecho 
a la adaptación del trabajo se han convertido en 
lemas vacíos de contenido que, en el mejor de los 
casos, se dejan a la actuación de los convenios 
colectivos. Se advierte, por ejemplo, en la formu­
lación del art. 34.8 ET, que parece configurar un 
derecho a la adaptación de la jornada, pero que 

Son muchos los estudios doctrinales que han resal­
tado la necesidad de que la política preventiva atienda a la 
vertiente de género, teniendo en cuenta, entre otros factores, 
la situación de discriminación, las dificultades para la compa­
tibilización con el cuidado, la segregación o los riesgos psico­
sociales vinculados a una mayor vulnerabilidad. Entre otros/as 
rivas Vallejo, «la prevención delos riesgos laborales de carácter 
psicosocial», Ed. Comares, 2008, pág. 50 ss; Martin Hernandez, 
«El derecho de las mujeres trabajadoras a la seguridad y sa­
lud en el trabajo. Un estudio desde la perspectiva de género», 
revista Española de Derecho del Trabajo, 137, 2008, pág. 115­
158. Grau Pineda, «Sobre la imperiosa necesidad de incorporar 
el sesgo de género en la gestión de los riesgos psicosociales», 
revista de Trabajo y Seguridad Social, CEF, 408, 2017, pág. 23­
58; analicé este tema en relación con la política de la oiT y de 
la Unión Europea en Ballester Pastor, «la política de la oiT y de 
la Unión Europea sobre salud y riesgos psicosociales», revista 
internacional y Comparada de relaciones laborales y Derecho 
del Empleo, 4, 2013, pág. 10 ss. 
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inmediatamente lo condiciona al convenio o al 
acuerdo con el empresario. Aun suponiendo que 
los interlocutores sociales tuvieran sensibilidad 
ante las cuestiones de género, y también reco­
nociendo que el ámbito negociador puede ser un 
ámbito adecuado para tratar algunos aspectos 
de la discriminación por razón de género en el 
trabajo, debe admitirse, sin embargo, que en 
el momento actual la negociación colectiva se 
encuentra profundamente debilitada, funda­
mentalmente a consecuencia de las reformas 
laborales de los últimos años. Por ello, y en tanto 
mejora la situación, a la ley corresponde en este 
momento directamente garantizar el adecuado 
ejercicio de los derechos fundamentales en la 
empresa, incluyendo el derecho a la no discrimi­
nación por razón de género y el de la integridad 
de la persona a partir de una política adecuada 
y efectiva de prevención. 

Pero ni siquiera el sistema preventivo con­
figurado para las situaciones específicas de 
embarazo y lactancia queda configurado en 
España con el suficiente rigor. Los permisos 
de lactancia de los primeros años del siglo XX 
atendían a una necesidad concreta y, al menos 
al modo decimonónico, le daban solución. La 
regulación actual española de la LPRL senci­
llamente reproduce casi literalmente las indi­
caciones que proceden de la normativa comu­
nitaria sin asegurar adecuadamente que las 
obligaciones generales que configura se cum­
plen. Claramente se advierte en la sentencia 
dictada en el asunto Otero Ramos. Huelga 
decir que tampoco el permiso de lactancia 
configurado en el art. 37.4 ET sirve para dar 
cumplida satisfacción a las obligaciones pre­
ventivas que provienen de la Unión Europea. 

La sentencia dictada en el asunto Otero 
Ramos ofrece un panorama de la situación 
lo suficientemente claro como para que sirva 
de punto de partida en el presente análisis2. 

2 Una interesante aproximación al contenido y alcance 
de la sentencia dictada en el asunto otero ramos, por Maneiro 

Vazquez, «la declaración de apta ya no es suficiente: traslación 
de la carga de la prueba en situaciones de riesgo durante la 
lactancia natural», revista de Trabajo y Seguridad Social CEF, 
418, 2018, pág. 163 ss. 
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Sus presupuestos y conclusiones muestran 
un estado de la cuestión necesitado de ur­
gente atención en España que va más allá 
de la modificación de la carga de la prueba 
que es el tema central de la sentencia. La 
situación se planteó a partir de la deman­
da presentada por una enfermera de servi­
cios de urgencia que trabajaba en turnos de 
mañana, tarde y noche y cuya hija recibía 
lactancia materna en exclusiva desde su 
nacimiento. La trabajadora solicitó certifi­
cación médica de riesgo durante la lactan­
cia natural al INSS a efectos de acceder a 
la prestación de riesgo durante la lactancia, 
que fue denegada por entender el INSS que 
no se había acreditado que las condiciones 
del puesto de trabajo desempeñado por la 
trabajadora influyeran negativamente en su 
salud o en la de su hija. 

Los documentos que, de un lado y del 
otro, son los ejes en torno a los cuales gira 
la cuestión son los siguientes: (i) de un lado, 
la jefa de servicios de la unidad de urgen­
cias donde trabajaba la demandante emitió 
informe expresando que la actividad pre­
sentaba riesgos físicos, químicos, biológicos 
y psicosociales para la lactancia natural. El 
informe era un documento detallado donde 
se concretaban los riesgos biológicos (por 
exposición a infecciones víricas o bacteria­
nas), físicos (por necesidad de movilizar a 
enfermos que por sus patologías o edad no 
pueden valerse por sí mismos), químicos (ex­
posición a todo tipo de tratamientos) y psi­
cosocial (entre otras cosas, por ser trabajo a 
turnos, por ser un trabajo que implica estrés 
en momentos de gran demanda asistencial y 
por implicar trabajo nocturno, lo que reper­
cute en la producción de prolactina y en la 
incidencia de mastitis). (ii) de otro lado, el 
doctor del servicio de medicina preventiva 
de la empresa rellenó un documento en el 
que entre las tres casillas posibles (apta, no 
apta o apta con limitaciones) escogió la de 
apta, exponiendo asimismo que en su puesto 
de trabajo no existían riesgos para la lactan­
cia, sin más especificaciones. Tampoco con­
tenía más detalles la evaluación del puesto 
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de trabajo desempeñado por la trabajadora, 
que simplemente figuraba como exento de 
riesgo en la relación de puestos de trabajo 
confeccionada por la empresa a efectos pre­
ventivos. 

En primera instancia la demanda fue 
desestimada por considerar, como alegaba el 
INSS, que no existía riesgo para la lactancia. 
Frente a ella se presentó recurso de supli­
cación, durante el cual se emitió auto por el 
TSJ de Galicia mediante el que se plantea­
ba la cuestión prejudicial que dio lugar a la 
sentencia dictada en el asunto Otero Ramos. 
La cuestión prejudicial se planteó en torno 
al principio de modificación de la carga de la 
prueba que es una de las manifestaciones más 
rotundas y características del principio de no 
discriminación por razón de sexo (art. 19 de la 
Directiva 2006/54). En la cuestión prejudicial, 
primero, se preguntaba al TJUE acerca de si 
una vulneración del mecanismo de prevención 
en caso de maternidad y lactancia establecido 
en la Directiva de maternidad (la Directiva 
92/85) constituía una discriminación por ra­
zón de sexo; y, segundo, en el caso de que la 
respuesta fuera positiva, se preguntaba asi­
mismo si podía servir como justificación una 
evaluación de riesgos defectuosa aportada por 
la empresa en materia de embarazo y lactan­
cia. La sentencia del TJUE fue concluyente: 

1) El artículo 19, apartado 1, de la Direc­
tiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de opor­
tunidades e igualdad de trato entre hombres 
y mujeres en asuntos de empleo y ocupación, 
debe interpretarse en el sentido de que se apli­
ca a una situación como la controvertida en 
el litigio principal, en la que una trabajado­
ra en período de lactancia impugna ante un 
órgano jurisdiccional nacional u otro órgano 
competente del Estado miembro de que se tra­
te la evaluación de los riesgos que presenta 
su puesto de trabajo por no haberse llevado a 
cabo con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
4, apartado 1, de la Directiva 92/85/CEE del 
Consejo, de 19 de octubre de 1992, relativa a la 
aplicación de medidas para promover la mejo­
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ra de la seguridad y de la salud en el trabajo 
de la trabajadora embarazada, que haya dado 
a luz o en período de lactancia. 

2) El artículo 19, apartado 1, de la Direc­
tiva 2006/54 debe interpretarse en el senti­
do de que, en una situación como la contro­
vertida en el litigio principal, incumbe a la 
trabajadora afectada acreditar hechos que 
puedan sugerir que la evaluación de los ries­
gos que presenta su puesto de trabajo no se 
llevó a cabo de acuerdo con las exigencias del 
artículo 4, apartado 1, de la Directiva 92/85 
y que permitan así presumir la existencia 
de una discriminación directa por razón de 
sexo, en el sentido de la Directiva 2006/54, lo 
que incumbe verificar al tribunal remitente. 
En consecuencia, corresponderá a la parte 
demandada demostrar que dicha evaluación 
de los riesgos se realizó con arreglo a las exi­
gencias de esta disposición y que, por tanto, 
no se vulneró el principio de no discrimina­
ción. 

En la sentencia Otero Ramos el TJUE 
expuso un par de principios evidentes y ro­
tundos: primero, que la modificación de la 
carga de la prueba se aplica también en el 
caso de que se alegue vulneración del de­
recho a la prevención en las situaciones de 
embarazo y lactancia; y, segundo, que no 
puede servir como justificación del cum­
plimiento de la normativa preventiva por 
parte de la empresa una evaluación defec­
tuosa de los riesgos concurrentes en caso 
de embarazo y lactancia, cuya calificación 
en cada caso corresponde al juez interno. 
En aplicación de esta sentencia, el TSJ de 
Galicia que planteó la cuestión prejudicial 
resolvió considerando que la evaluación 
no había sido adecuada y, en vista de que 
la presunción existente a partir dela pre­
sentación de indicios de riesgo no se había 
desvirtuado, condenó al Instituto Nacional 
de la Seguridad Social a que abonara a la 
trabajadora la cuantía de la prestación de 
riesgo durante la lactancia que inicialmen­
te se le había negado3. 

STSJ de Galicia de 8 de noviembre de 2017, rec. 1052/2014. 
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Pero, más allá del contenido del pronun­
ciamiento del TJUE, el asunto Otero Ramos 
suscita algunas reflexiones, siquiera implí­
citamente, acerca de la forma en que el or­
denamiento español trata la cuestión de la 
protección y prevención del riesgo durante la 
lactancia: (i) La evaluación de riesgos debe 
atender a las peculiaridades de la situación 
de embarazo y lactancia, sin que tengan va­
lor referencias y consideraciones generales 
acerca de la inexistencia de riesgos en estos 
casos. Ello implica que las evaluaciones de­
ben referir expresamente porqué el puesto de 
trabajo no amenaza la seguridad en caso de 
embarazo o lactancia, al menos si se quiere 
hacer valer como mecanismo justificativo en 
caso de demanda judicial. (ii) La normativa 
española no proporciona suficientemente el 
primer nivel de la protección: la adaptación o 
el cambio a puesto de trabajo adecuado (que 
es una obligación previa a la suspensión/ 
prestación). Ello ha favorecido que la situa­
ción de embarazo y lactancia aparezca como 
una situación incómoda, negativa, patológica 
en sí misma, de la que el empresariado ge­
neralmente desea escapar prefiriendo que 
la trabajadora pase a la situación de riesgo 
durante el embarazo o la lactancia. La cues­
tión es, si cabe, más compleja en el caso de 
la lactancia, porque su desconexión con el 
estado biológico de la madre (y su falta de 
correlato objetivo en el correspondiente certi­
ficado médico), la hace aparecer en ocasiones 
como situación ab initio sospechosa de frau­
de. (iii) Hay, además, un problema grave en 
relación con lo que es la situación de riesgo 
en el caso de la lactancia. Falta una postu­
ra clara acerca de lo que se pretende con la 
política preventiva, que no debiera ser solo 
evitar las dolencias físicas relacionadas con 
la lactancia (por ejemplo, mastitis o infeccio­
nes transmitidas al bebé), sino que también 
debe perseguir que la lactancia se desarro­
lle efectivamente, ya sea directamente ya 
sea por medio de la extracción de la leche. 
(iv) Si el incumplimiento de la normativa de 
prevención en el ámbito de la lactancia cons­
tituye una discriminación por razón de sexo 
hay otras obligaciones que deben cumplirse, 3 
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particularmente en relación a la efectividad 
y en concreto la garantía de que se solucio­
ne la situación antes de que sea demasiado 
tarde (la indemnización solo cumple función 
disuasoria, pero no repara el daño). Por ello 
es necesario incentivar adecuadamente la 
adaptación/cambio/adaptación del tiempo. 
(v) La sentencia del TJUE pone en eviden­
cia otro defecto del sistema preventivo espa­
ñol que trasciende el género: la normativa 
preventiva es deficiente en relación con las 
peculiaridades de los sujetos particularmen­
te sensibles (art. 25 LPRL), pues tal y como 
está configurado no es capaz de atender a las 
necesidades preventivas individualizadas y 
concretas de dichos sujetos. Falta una regula­
ción que normalice la diversidad, que supere 
los planteamientos generales y que sea capaz 
de atender las necesidades de las personas 
individualmente consideradas. En relación 
con la lactancia, la necesidad de adecuación a 
la persona y a las concretas circunstancias es 
particularmente exigible. 

De todo ello se dará cuenta en las páginas 
que siguen. Procede, sin embargo, con carácter 
previo, desarrollar sumariamente como se ha 
desarrollado normativamente a lo largo de la 
historia la cuestión de la lactancia materna en 
relación con el trabajo. 

2.	 LA EVOLUCIÓN HISTÓRICA 
DE LA PROTECCIÓN DE LA LACTANCIA 
EN EL TRABAJO: DE LAS NORMAS 
DE COMPATIBILIDAD A LAS NORMAS 
DE COMPLACENCIA 

Como ya se ha dicho, la protección de la 
maternidad y la lactancia apareció en las 
primeras normas laborales, nacionales e in­
ternacionales, que surgieron a principios del 
siglo XX. Tanto la normativa de la OIT como 
la propia normativa nacional sobre el traba­
jo por cuenta ajena comenzaron a fraguarse 
fundamentalmente en torno a la protección 
de los colectivos de trabajadores que se consi­
deraban más vulnerables. Los menores y las 
mujeres fueron los primeros destinatarios 
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de las primeras normas laborales, como in­
tegrantes de aquellas «medias fuerzas»4 que 
justificaban tanto la menor valoración de su 
trabajo como la necesidad de una protección 
especial. Las razones que motivaron el surgi­
miento a fines del siglo XIX de las primeras 
normas protectoras de la mujer eran tanto de 
naturaleza fisiológica como moral y natalis­
ta. Se consideraba que las malas condiciones 
laborales podían afectar a la descendencia5 y, 
por ende, al interés nacional6. Partían tam­
bién del presupuesto paternalista de la indig­
nidad que suponía para la mujer el desarrollo 
de trabajos penosos y de las dificultades que 
el trabajo femenino en la fábrica implicaba 
para el desarrollo de las tareas domésticas7. 
Se pensaba, por ejemplo, que el trabajo noc­
turno incrementaba el riesgo de agresión 
sexual, de prostitución y de adulterio. La 
prohibición del trabajo femenino nocturno 
que se generalizó en Europa en el final del 
siglo XIX8 y que fue el contenido de uno de 
los primeros convenios de la OIT (convenio 4 
de 1919) fue una norma que pretendía ade­
más la compatibilización con lo que se consi­
deraban las tareas naturales de las mujeres 
(las domésticas). Debe destacarse que en al­
gunas industrias, como la textil, la produc­
ción nocturna comenzó a generalizarse dado 
que en esta franja horaria eran menores los 

4 Sobre el alcance del trabajo de los menores y las muje­
res como «medias fuerzas» Montoya Melgar, «ideología y len­
guaje en las leyes laborales de España», Madrid, 1992, pág. 34. 

5 Suarez González, «Menores y mujeres ante el contrato 
de trabajo», Madrid, 1967, pág. 29. 

6 Espuny Tomás y García González, «¿Protección o discri­
minación?. a propósito de la ley de la silla», Congreso interna­
cional Derecho, Género e igualdad. Cambios en las estructuras 
jurídicas androcéntricas, Barcelona, marzo 2009, pág. 246. 

7 Espuny Tomás y García González, «¿Protección…», op. cit. 
pág. 45. 

8 En el reino Unido, en 1844; en Suiza, en 1877; en aus­
tria, en 1885; en Países Bajos, en 1889; en Francia, en 1892. al 
respecto, oiT informe de la Comisión de expertos en aplicación 
de convenios y recomendaciones sobre la aplicación de los 
convenios 4, 41 y 89 de la oiT. informe iii (iB), 2001. www.ilo. 
org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc89/pdf/rep-iii-1b-in. 
pdf, pág. 15. 
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costes de los suministros9. En este contexto 
se fraguó el Convenio 3 de la OIT sobre la 
protección de la maternidad aprobado en la 
primera Conferencia Internacional del Tra­
bajo, en 191910, en la que tomaron parte 40 
Estados, entre ellos España. Fue ratificado 
por 34 Estados, incluido nuestro país11. Este 
Convenio fue reflejo en su momento del grave 
problema sanitario que suponían las malas 
condiciones de trabajo en el caso de emba­
razo y maternidad12. Pertenece al bloque de 
medidas normativas que suponen el germen 
del derecho del trabajo y de la seguridad so­
cial, por cuanto otorga a una situación muy 
específica y particularmente grave, una pro­
tección elemental, sin plantearse todavía una 
mejora generalizada de las condiciones de 
trabajo de todos los trabajadores. Su ámbito 
de protección era, además, particularmente 
reducido porque se limitaba al sector indus­
trial y comercial siempre y cuando no tuviera 
carácter de empresa familiar13. Conforme al 
Convenio 3 OIT la trabajadora que amaman­
taba a su hijo (sin límite temporal) tenía de­
recho a dos descansos de media hora durante 
la jornada para permitir la lactancia. Esta 
fórmula de descanso durante la jornada re­
sultaba consecuente con el hecho de que las 
mujeres trabajadoras a primeros del siglo XX 
solían llevar a sus hijos recién nacidos a su 
lugar de trabajo a efectos de alimentarlos14. 
La frecuencia de los descansos y su duración 
resultaba acomodada a esta finalidad dado 
que otorgaba derecho a una pausa cada cua­

9 Palacio Morena, «la institucionalización de la reforma 
social en España (1883-1924). la Comisión y el instituto de 
reformas Sociales», Madrid, 1988, pág. 216. 

10 la primera Conferencia internacional del trabajo tuvo 
lugar el 29 de noviembre de 1919. 

11 Fue ratificado por España el 4 de julio de 1923. 
12 aznar, «El seguro obligatorio de maternidad», Madrid, 

1924, pág. 5 ss. 
13 la protección dispensada a la situación de maternidad 

por parte de la oiT en 1919 dejó fuera el trabajo agrícola y 
también el trabajo desarrollado en empresas en que solo estén 
empleados los miembros de una misma familia (art. 3 del Con­
venio 3 oiT). 

14 Espuny Tomas, «la protección de la maternidad: cien 
años de la ley de 8 de enero de 1907», iuslabor, 2, 2007, pág. 2. 
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tro horas aproximadamente, que suele ser la 
frecuencia media de lactancia. 

Unos años antes se produjo una similar re­
gulación en la normativa española. La prime­
ra protección específica española para estos 
supuestos se produjo por medio de la Ley de 13 
de Marzo de 1900, también llamada Ley Dato. 
Esta norma se elaboró por la influencia de la 
Conferencia Internacional de Berlín de 1890 
convocada por Guillermo II15 que, aunque teó­
ricamente pretendía mejorar, en general, las 
políticas sociales y las condiciones laborales 
de todos los trabajadores, terminó refiriéndose 
tan solo a la mejora de las condiciones labora­
les de las mujeres y los menores16. La ley Dato 
estableció con carácter general la prohibición 
del trabajo durante las tres semanas posterio­
res al parto, la posibilidad de ausencias pre 
parto, la reserva del puesto de trabajo duran­
te estas situaciones y el derecho al descanso 
por lactancia. Con anterioridad, en el seno de 
la Comisión de reformas sociales se habían 
elaborado algunos proyectos sobre el trabajo 
de la mujer (el más relevante, de fecha 9 de 
marzo de 1891), que no llegaron a fructificar. 
La ley Dato fue desarrollada por el RD de 13 
de noviembre de 1900 que contenía, con mayor 
especificación, la protección que debía dispen­
sarse a las mujeres trabajadoras gestantes, en 
situación de parto reciente y en situación de 
lactancia. A tal efecto se establecía un permi­
so retribuido diario para la lactancia17 de una 
hora que se dividía en dos periodos de descan­

15 Sobre su alcance, igareda Gonzalez, «De la protección 
de la maternidad a una legislación sobre el cuidado», tesis doc­
toral, noviembre 2010, Barcelona, pág. 190. 

16 Scott, «la mujer trabajadora en el siglo XiX», en Duby y 
Perrot (Dir.), «Historia de las mujeres», vol 5, Madrid, 1993, pág. 
429 ss. 

17 art. 9 rD 13 de noviembre de 1900: …las mujeres que 
tengan hijos en el periodo de la lactancia tendrán una hora al 
día, dentro de las de trabajo, para dar el pecho a sus hijos. Esta 
hora se dividirá en dos periodos de treinta minutos, aprovecha­
bles, uno en el trabajo de la mañana, y otro en el de la tarde. 
Estas medias horas serán aprovechables por las madres cuando 
lo juzguen conveniente, sin más trámite que participar al di­
rector de los trabajos, y al entrar en ellos, la hora que hubieran 
escogido. no será de manera alguna descontable para el efecto 
de cobro de jornada, la hora destinada a la lactancia. 
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so de media hora18. Son rasgos muy similares 
a los que años después formaron parte del 
Convenio 3 de la OIT. Debe destacarse que la 
principal finalidad de este permiso de lactan­
cia era facilitar (siquiera a nivel de mínimos) 
el hecho de la lactancia, algo obvio en aquellos 
años pero que no es ocioso recordar también 
en la actualidad. 

Curiosamente, algunos rasgos caracterís­
ticos de este permiso de lactancia originado 
en la legislación de 1900 lo son también del 
actual permiso de lactancia que se regula en 
el art.  37.4 ET (a salvo la desaparición de 
la titularidad femenina operada por la Ley 
3/2012): duración de una hora fraccionable en 
dos medias horas, carácter retribuido y deter­
minación del momento de disfrute como pre­
rrogativa de la trabajadora. A diferencia de la 
regulación actual, sin embargo, la regulación 
de 1900 no establecía ningún límite temporal 
máximo más allá de la existencia de la lactan­
cia (actualmente es de nueve meses de edad 
del hijo) para el disfrute de este permiso. Ello 
reforzaba dos ideas en estos primeros años del 
siglo XX: que era la trabajadora (o las necesi­
dades de la lactancia) la que determinaba el 
alcance de su derecho (el momento en que se 
ejercitaba) y también que el principal objeti­
vo de la norma era facilitar el desarrollo de la 
lactancia. Ciertamente existían pocas alterna­
tivas en este momento histórico a esta forma 
de alimentación del bebé por lo que la nece­
saria adaptación de la organización empre­
sarial a las necesidades de la lactancia eran 
una cuestión de supervivencia. En todo caso, 
debe resaltarse que incluso en un sistema de 
organización empresarial tan rígido como el 
sistema industrial de primeros del siglo XX 
la adaptación de la empresa a las necesidades 
de la lactancia fue admitida sin mayores con­
secuencias. Y ello a pesar de que los puestos 

18 Una descripción de su alcance por nuñez-cortes Con­
treras, «la licencia por maternidad de la trabajadora», Madrid, 
2002, pág. 30; y Cabeza Sanchez-albornoz, «legislación protec­
tora de la maternidad en la época de la restauración española», 
Cuadernos de historia moderna y contemporánea, vol. 1, 1985, 
pág. 152. 
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de trabajo desempeñados por las mujeres es­
taban profundamente segregados y, por tanto, 
toda la fuerza de trabajo de una planta estaba 
ocupada exclusivamente por mujeres, muchas 
de ellas en edad fértil, lo que hacía que el vo­
lumen de mujeres en estas situaciones de lac­
tancia fuera alto. El sistema requería, pues, 
una organización flexible y global del tiempo, 
en la que probablemente tuviera gran rele­
vancia la solidaridad y colaboración entre las 
propias trabajadoras. 

En 1952 se revisó el Convenio 3 por medio 
del Convenio 103 de la OIT19. Es el Convenio 
de la OIT sobre maternidad que se mantie­
ne vigente para la mayoría de los países in­
tegrantes de la Organización, puesto que el 
Convenio posterior (el 183 de 2000) tiene un 
número de ratificaciones muy inferior20. En 
particular, el Convenio 103 es el Convenio que 
actualmente vincula a España, que no ha ra­
tificado el Convenio 183. En 1952 se aprobó 
también por la OIT la Recomendación 95, so­
bre la protección de la maternidad. Con rela­
ción a la lactancia se estableció en el Convenio 
103 un derecho a pausas retribuidas, durante 
uno o varios periodos, aunque sin especificar 
(como hacia el Convenio 3) la duración total 
de dicha interrupción. La Recomendación 95 
de la OIT sobre la protección de la maternidad 
establecía dicha especificación del siguien­
te modo: «Siempre que sea posible» la pausa 
de lactancia debiera tener una duración total 
diaria de hora y media y deberían facilitarse 
instalaciones para la lactancia de los hijos, 
debidamente subvencionadas por la colecti­
vidad. La recomendación 95 también hace 
referencia a la conveniencia de facilitar la 
lactancia por medio de canastillas, suministro 
de leche o asignación por lactancia (art. 3). De 
este modo la recomendación 95 refuerza el de­
recho al ejercicio de la lactancia y configura 
expresamente instrumentos favorecedores de 
la misma. 

19 Fecha de entrada en vigor: 7 de septiembre de 1955, 
20 El Convenio 103 ha sido ratificado por 41 países. El Con­

venio 183 por 28. 
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La Recomendación 95 tuvo también otro 
contenido de gran relevancia: en ese docu­
mento se superó la mera referencia al per­
miso de lactancia como único instrumento de 
protección y se introdujo la conveniencia de 
protección física en caso de incompatibilidad 
entre la lactancia y el trabajo. Así, en la re­
comendación 95 se establecía que el trabajo 
nocturno y las horas extraordinarias deberían 
estar prohibidos a las mujeres embarazadas o 
lactantes. De igual modo, se señalaba que sus 
horas de trabajo deberían estar distribuidas 
de modo que se garantice un descanso adecua­
do (art. 5.1.). Se completaba la protección re­
comendada especificándose que debería estar 
prohibida la realización por parte de mujeres 
embarazadas o lactantes de trabajos peligro­
sos para su salud o la de su hijo, en cuyo caso 
se le debería garantizar la transferencia a un 
puesto adecuado a su estado, sin pérdida retri­
butiva. Se describen expresamente algunos de 
estos trabajos considerados peligrosos para el 
embarazo o la lactancia (pesos, esfuerzo físico, 
equilibrio, trepidación…). (art. 5). En la Reco­
mendación 95 se establecía la prohibición de 
los trabajos considerados peligrosos durante 
el embarazo y hasta tres meses después del 
parto, así como durante el tiempo que durara 
la lactancia. En esta evolución de la protección 
de la lactancia entre el convenio 3 de la OIT y 
la Recomendación 95 de 1952 se advierten los 
dos objetivos de la protección de la lactancia: 
el primero históricamente fue la protección 
del mantenimiento de la lactancia mediante 
la adaptación de la jornada de trabajo siquie­
ra a través de las rudimentarias y aceleradas 
pausas de media hora; el segundo en apare­
cer fue la protección frente a la exposición a 
factores y condiciones de trabajo que pudiera 
ocasionar daños a la madre, al hijo o al hecho 
de la lactancia. 

Durante la dictadura franquista se regula­
ron en España, bajo mínimos, los dos objetivos 
a los que hacían referencia el convenio 103 y 
la recomendación 95: de un lado, el permiso de 
lactancia del art. 168 de la Ley de Contrato de 
Trabajo cumplía el Convenio 103 porque ase­
guraba un tiempo de pausa para la lactancia 
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de una hora al día. No había normas laborales 
que establecieran derechos adicionales o que 
facilitaran de cualquier otro modo la compa­
tibilidad entre el desarrollo de la lactancia 
natural y el desarrollo de la actividad laboral 
más allá de las medidas de auxilio social de 
la postguerra21. Favorecer la compatibilidad 
hubiera sido de otro lado inconsecuente con el 
objetivo de distanciar a la mujer de la fábrica 
que se configuraba en el Fuero del Trabajo. De 
otro lado, la protección de las mujeres frente 
a los trabajos peligrosos se configuró duran­
te el franquismo con el Reglamento, también 
aplicable a los menores, aprobado por Decreto 
de 26 de julio de 1957. El listado de trabajos 
prohibidos en esta norma franquista no se 
acomodaba, sin embargo, a las particulares 
condiciones de seguridad que requiere el tra­
bajo de la embarazada o mujer en situación 
de parto reciente o de lactancia. Si bien en el 
texto del Reglamento se hacía alguna refe­
rencia a la prohibición de ciertos trabajos en 
atención a las circunstancias personales22, en 
todo caso se trataba de menciones demasiado 
generales que no comprendían expresamen­
te todas las prohibiciones contenidas en el 
art. 5.3 de la Recomendación 95 (trabajos que 
implicaran levantamiento de pesos, esfuerzo 
físico excesivo, permanencia de pie durante 
largo tiempo, trabajos que requirieran equi­
librio especial o utilización de máquinas que 
produzcan trepidación). En definitiva, duran­
te el franquismo la protección de la lactancia 
y su compatibilidad con el trabajo se configuró 
con evidente rechazo, puesto que la ideología 
de la dictadura partía del presupuesto de que 

21 al respecto se elaboraron instrucciones institucionales 
para favorecer y facilitar la lactancia natural a efectos de redu­
cir la alta mortalidad infantil en los años de la postguerra. Por 
todas, auxilio social (obra de protección a la madre y al niño), 
«instrucciones para el régimen y servicios de los centros de ali­
mentación infantil». Publicaciones de la Delegación nacional, 
Madrid, 1942, art. 11. 

22 El art. 1.e del reglamento de trabajos peligrosos para 
mujeres y menores (Decreto de 26 de julio de 1957) establecía 
la prohibición de Todos aquellos trabajos que resulten inade­
cuados para la salud de estos trabajadores por implicar exceso 
esfuerzo físico o ser perjudiciales a sus circunstancias persona­
les. 
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el trabajo en la fábrica no debería ser desa­
rrollado por las mujeres y menos si estaban 
en situación de lactancia. Ello explica que la 
regulación sobre la protección de la lactancia 
quedara limitada y estancada en el listón mí­
nimo. También explica que en ningún momen­
to la lactancia fuera considerada un derecho 
y que las forzosas pausas de media hora que 
se habían establecido en España para cumplir 
con lo establecido, primero en el Convenio 3 y, 
después, en el convenio 103 de la OIT fueran 
tan inservibles para la finalidad de facilitar la 
lactancia natural durante el siglo XX como lo 
son en la actualidad. 

Este es el marco en el que se forjó la pro­
tección de la lactancia en el trabajo cuando 
llegó la democracia y que básicamente es el 
mismo que se aplica en la actualidad en Es­
paña. Gravita en torno a dos preceptos: de un 
lado, el art. 37.4 ET configura un rudimenta­
rio derecho de adaptación por lactancia que es 
un fósil del permiso configurado en la ley Dato 
de 1900 (una pausa de una hora al día con po­
sibilidad de fraccionamiento en dos) pero que 
actualmente es totalmente insuficiente para 
facilitar la lactancia natural. Así se reconoció 
expresamente en la sentencia dictada en el 
asunto Roca Alvarez23 en la que abiertamente 
se estableció que el llamado permiso de lac­
tancia español no cumplía esta finalidad sino 
que era propiamente un permiso parental. El 
precepto no ha tenido más reformas esencia­
les desde aquella de hace más de un siglo que 
la extensión, efectuada en 2012, de su posible 
disfrute al padre, lo que es consecuente con la 
definitiva pérdida de su finalidad de favorecer 
la lactancia natural y su tránsito a mecanis­
mo de conciliación de responsabilidades, que 
no de corresponsabilidad, como más abajo se 
expondrá. De otro lado, el art. 26 LPRL (1995) 

23 STJUE de 30 de Septiembre de 2010, C-104/09. Sobre su 
alcance y repercusiones en España, lousada arochena, «El per­
miso de lactancia es un permiso para el cuidado de hijos/as (a 
propósito de la STJUE de 30 de septiembre de 2010», Diario la 
ley, 7536, 2010; y Fotinopoulou Basurto, «El derecho del padre 
a disfrutar del permiso por lactancia cuando la madre es una 
trabajadora autónoma», lan Harremanak, 23, 2010, ii. 
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configura actualmente un marco de protec­
ción frente al riesgo laboral durante la lactan­
cia que formalmente reproduce lo establecido 
al respecto en la Directiva 92/85 pero que en 
la práctica no otorga una protección efectiva, 
como también más abajo se expondrá. Hay 
asimismo dos textos de naturaleza interna­
cional que deben ser mencionados a efectos 
de configurar el marco de referencia de la 
protección de la lactancia en el ámbito labo­
ral en España. Primero, la Directiva 92/85 de 
protección de la maternidad ha sido un texto 
fundamental puesto que ha inspirado fuerte­
mente la protección establecida en el art. 26 
LPRL; Segundo, un nuevo estado de la cues­
tión se configuró con la aprobación del conve­
nio 183 OIT de 2000 sobre maternidad y de 
la recomendación en su desarrollo. No puede 
decirse que la normativa española haya sido 
influenciada por esta normativa que el Estado 
español ni siquiera ha ratificado, pero indu­
dablemente marca un punto importante en la 
evolución de la cuestión que debe ser objeto de 
atención en este momento. 

3.	 LAS NORMAS INTERNACIONALES 
Y SUPRANACIONALES SOBRE 
PROTECCIÓN DE LA LACTANCIA: 
EL CONVENIO 183 OIT 
Y LA DIRECTIVA 92/85 

3.1.	 El Convenio 183 de la OIT sobre 
la protección de la maternidad 

En 2000 se aprobó el Convenio 183 de la 
OIT24 sobre la protección de la maternidad, a 
efectos de revisar el Convenio 103. Hasta la 
fecha ha sido ratificado por 28 Estados, entre 
los que no se encuentra España. El mismo 
año 2000 se aprobó también la Recomenda­
ción 191 sobre protección de la maternidad. El 
art. 3 del Convenio 183 establece una referen­
cia expresa a la necesidad de garantizar que 
las mujeres embarazadas o lactantes no deben 
realizar trabajos que resulten perjudiciales 

24 Fecha de entrada en vigor: 7 de febrero de 2002. 
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para ellas o sus hijos. No se hace expresa refe­
rencia a la necesidad de evaluación del riesgo, 
adaptación, traslado y, en su caso, derecho a 
permiso retribuido en caso de incompatibili­
dad del trabajo con el embarazo o la lactan­
cia. Una referencia al respecto aparece en el 
art. 6 de la Recomendación 191 de 2000 que, 
en este aspecto, es bastante más detallada que 
la previa Recomendación 95 de 1952. Se avan­
za, pues, en la vertiente de protección frente 
al riesgo que el trabajo desempeñado pueda 
generar en relación con la lactancia aunque 
ni el Convenio 183 OIT ni la Recomendación 
191 llegan al detalle en la regulación que se 
establece en la Directiva 92/85. 

Hay un rasgo, sin embargo, en el Conve­
nio 183 que puede pasar desapercibido y que 
tiene una gran trascendencia. La diferencia 
más relevante entre la regulación del Con­
venio 103 y la del 183 en torno al permiso 
de lactancia es su duración diaria, dado que 
ninguna referencia al respecto se hace en el 
Convenio 183, pese a que el Convenio 103 es­
tablecía una hora. Tampoco hay ninguna re­
ferencia temporal en la Recomendación 191. 
El art. 10 del Convenio 183 de la OIT estable­
ce lo siguiente: 

1. La mujer tiene derecho a una o varias inte­
rrupciones por día o a una reducción diaria del 
tiempo de trabajo para la lactancia de su hijo. 

2. El período en que se autorizan las in­
terrupciones para la lactancia o la reducción 
diaria del tiempo de trabajo, el número y la 
duración de esas interrupciones y las modali­
dades relativas a la reducción diaria del tiem­
po de trabajo serán fijados por la legislación y 
la práctica nacionales. Estas interrupciones o 
la reducción diaria del tiempo de trabajo de­
ben contabilizarse como tiempo de trabajo y 
remunerarse en consecuencia. 

Esta falta de referencia es bastante signifi­
cativa porque es reflejo de la situación en que 
se desarrolla la lactancia natural en el mo­
mento actual: la posibilidad de extracción de 
la leche y la remota posibilidad de que el hijo 
pueda estar junto a la madre durante el tiem­
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po de la lactancia para que ésta sea efectiva y 
pueda al mismo tiempo desarrollarse la activi­
dad laboral hace que las necesidades de adap­
tación de la jornada para facilitar la lactan­
cia sean diferentes. De hecho en el art. 10 del 
Convenio 183 se anticipa la posibilidad de que 
las legislaciones internas establezcan diferen­
tes «modalidades» de reducción del tiempo de 
trabajo, lo que evidencia que hay bastantes 
más posibilidades que el permiso de lactancia 
intercalado para la lactancia materna direc­
ta al que se referían el convenio 3 y 103 de 
la OIT. La adaptación del trabajo es un tema 
fundamental desde esta nueva perspectiva. 

3.2.	 La Directiva 92/85, de 19 de octubre 
de 1992, de medidas para promover 
la mejora de la seguridad y salud 
en el trabajo de la trabajadora 
embarazada, que haya dado a luz o 
en periodo de lactancia 

La Directiva 92/85, décima directiva especí­
fica en desarrollo de la directiva marco 89/391, 
configura un marco de protección más detallado 
para la lactancia en relación con el trabajo que 
el establecido en el Convenio 183 OIT. Pese a 
todo, como en este Convenio, la lactancia es un 
tema secundario a la maternidad y el embara­
zo, que aparece como apéndice y que no siempre 
tiene un tratamiento adecuado. Lo primero que 
llama la atención en la Directiva 92/85 es la in­
determinación con que se configura el concepto 
de trabajadora en situación de lactancia. El con­
cepto de trabajadora embarazada es objetivo. 
Sin embargo, el concepto de trabajadora que ha 
dado a luz y trabajadora en periodo de lactancia, 
conforme al art. 2 de la Directiva 92/85, depende 
del sentido que le atribuya cada ordenamiento 
interno. Según el artículo 2 de la Directiva 92/85 
trabajadora en periodo de lactancia es cualquier 
trabajadora en período de lactancia en el sentido 
de las legislaciones y/o prácticas nacionales, que 
comunique su estado al empresario, con arreglo 
a dichas legislaciones y/o prácticas nacionales. 

Esta previsión parece habilitar a los orde­
namientos internos a que establezcan límites 
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temporales máximos, objetivos u objetivables, 
acerca de lo que cabe entender por trabajado­
ra en periodo de lactancia. La Directiva 92/85 
no establece una duración que dependa de la 
voluntad de la madre, y tampoco establece una 
duración mínima. La duración de la protección 
preventiva por lactancia en la Directiva que­
da, pues, a la determinación que establezcan 
los Estados miembros. Ello implica que cabe 
que la duración de la protección pueda limi­
tarse en el tiempo y no llegue a abarcar todo 
el periodo en el que la madre quisiera llevar 
a cabo la lactancia materna. Este es precisa­
mente el caso español, en que la duración de 
la protección por lactancia queda limitada a 
un máximo de nueve meses de edad del hijo/a 
(art.  26.4 LPRL).Lo que puede suscitarse es 
si sería posible que un Estado no estableciera 
ninguna protección para el caso de lactancia. 
En mi opinión ello no sería posible porque en 
la Directiva 92/85 se establece una protección 
frente a la situación de lactancia lo que im­
plica que algún tiempo debe reconocerse en el 
que el desarrollo de la lactancia debe tratarse 
como un derecho de la trabajadora que a su 
vez debe ser objeto de la protección dispen­
sada por la Directiva 92/85. No existen sen­
tencias del TJCE, sin embargo, que permitan 
conocer cuál es la duración mínima básica que 
deben reconocer los Estados miembros para 
considerar que se cumple lo establecido en la 
Directiva. 

El mecanismo preventivo que se configu­
ra en la Directiva 92/85 es similar al que se 
establece con carácter general en la Directiva 
marco 89/391, de 12 de junio y se basa en la 
obligatoriedad de una evaluación previa. El 
art. 4 de la Directiva 92/85 establece la nece­
sidad de que se evalúen los riesgos por parte 
del empresario teniendo en cuenta aquellos 
factores de riesgo que pueden, objetivamente, 
causar perjuicios a las mujeres comprendidas 
en el art. 2 de la propia Directiva y que pudie­
ran ocupar esos puestos de trabajo en el futu­
ro, incluyendo las mujeres en situación de lac­
tancia. Ello implica la necesidad de que en la 
evaluación de todos y cada uno de los puestos 
de trabajo de la empresa se tengan en cuenta 
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los factores de riesgo objetivo que pudieran 
conllevar para una trabajadora embarazada 
o en lactancia. Así lo ha establecido expresa­
mente con relación a los riesgos vinculados a 
la lactancia natural el TJUE en Otero Ramos. 
La Directiva 92/85 realiza una enumeración 
no exhaustiva, en dos anexos, de los factores 
de riesgo susceptibles de provocar daños en 
la mujer embarazada o en lactancia. El art. 6 
establece una prohibición absoluta de exposi­
ción a determinados factores de riesgo con re­
misión a estos anexos. A efectos de determinar 
su alcance concreto la propia Directiva esta­
bleció en su art. 3.1 que la Comisión, en con­
certación con los Estados miembros y asistida 
por el Comité consultivo para la seguridad, la 
higiene y la protección de la salud en el lugar 
de trabajo, elaboraría unas directrices para la 
evaluación de los agentes químicos, físicos y 
biológicos, así como de los procedimientos in­
dustriales considerados peligrosos para la sa­
lud o la seguridad de las trabajadoras emba­
razadas, que hayan dado a luz recientemente 
o estén en periodo de lactancia. Las directrices 
fueron aprobadas en el año 200025. Debe des­
tacarse que tanto los anexos de la Directiva 
92/85 como las Directrices no tienen carácter 
exhaustivo y no pueden prever las situacio­
nes específicas que cada embarazo o lactancia 
plantea, que tendrán que ser atendidas espe­
cíficamente. 

El art.  5 de la Directiva 92/85 establece 
que, en caso de riesgo (lactancia incompatible 
con el trabajo), la trabajadora tiene derecho 
a la adaptación de sus condiciones de trabajo 
y/o tiempo de trabajo, al cambio a un puesto 
compatible con su estado o a quedar exenta 
de la prestación de servicios (en el orden des­
crito), cuando la medida anterior no resultara 
técnica y/u objetivamente posible o no pudie­
ra razonablemente exigirse por motivos de­

25 Directrices para la evaluación de los agentes químicos, 
físicos y biológicos, así como los procedimientos industriales 
considerados como peligrosos para la salud o la seguridad de la 
trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en período de 
lactancia (Directiva 92/85/CEE del Consejo). aprobadas el 5 de 
octubre de 2000. CoM(2000) 466 final. 

http:LPRL).Lo
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bidamente justificados. En esta formulación 
resalta el carácter escalonado con el que se 
configuran las obligaciones preventivas: el 
tránsito de la adaptación al cambio y, en su 
caso, de éste a la exención se produce exclu­
sivamente cuando la medida anterior no re­
sultara técnica y/u objetivamente posible o no 
pudiera razonablemente exigirse por motivos 
debidamente justificados. Existe en el art.  7 
de la Directiva 92/85 una previsión específica 
en el caso de desarrollo de trabajo nocturno: 
si existe perjuicio para la trabajadora en pe­
riodo de lactancia, que puede condicionarse 
por el Estado miembro a la correspondiente 
certificación médica, aquella tiene derecho al 
traslado a puesto diurno o, cuando dicho tras­
lado no sea técnica y/u objetivamente posible 
o no pueda razonablemente exigirse por mo­
tivos debidamente justificados, a la dispensa 
de la obligación de trabajar. Es una previsión 
de adaptación horaria de notable interés en el 
caso de la lactancia. 

Normativamente, el art. 2.2.c de la Directi­
va 2006/5426 reconduce a la discriminación por 
razón de sexo todo el espectro de la Directiva 
92/85, incluyendo por tanto la situación de lac­
tancia, con lo que asimila el incumplimiento 
de la normativa sobre prevención en lactancia 
y la discriminación por razón de sexo. En el 
asunto Otero Ramos se reconoció expresamen­
te esta vinculación entre la protección de los 
derechos vinculados a la lactancia, siquiera 
en el ámbito preventivo, y el derecho a la no 
discriminación por razón de sexo que carece 
de precedentes en la jurisprudencia del TJUE. 
En la sentencia dictada por el TJUE en el 
asunto C.D27 , que versaba sobre un tema de 
maternidad subrogada en que la madre inten­
cional había conseguido amamantar al bebé 
por medio de técnicas de lactancia inducida, 
el TJUE se acercó al tema pero finalmente no 
abordó la conexión entre lactancia y discrimi­

26 art. 2.2.c. Directiva 2006/54: a efectos de la presente 
Directiva, el concepto de discriminación incluirá … c) el trato 
menos favorable a una mujer en relación con el embarazo o el 
permiso por maternidad en el sentido de la Directiva 92/85/CEE. 

27 STJUE de 18 de marzo de 2014, C-167/12. 
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nación por género porque el tema planteado 
versaba sobre el permiso de maternidad que 
solicitaba la madre intencional. Sin embargo, 
en los párrafos 59 y 60 de la sentencia dictada 
en el asunto Otero Ramos la conexión se esta­
blece con gran rotundidad: 

59. De ello se desprende que, dado que la 
condición de mujer en período de lactancia 
está estrechamente ligada a la maternidad y, 
en particular, «[al] embarazo o [al] permiso por 
maternidad», las trabajadoras en período de 
lactancia deben tener la misma protección que 
las trabajadoras embarazadas o que han dado 
a luz. 

60. En consecuencia, el trato menos favora­
ble a una trabajadora debido a su condición 
de mujer en período de lactancia debe consi­
derarse incluido en el ámbito de aplicación del 
artículo 2, apartado 2, letra c), de la Directiva 
2006/54 y, por lo tanto, constituye una discri­
minación directa por razón de sexo. 

La declaración realizada por el TJUE de 
que la discriminación por incumplimiento de 
la normativa de prevención en situación de 
lactancia constituye discriminación directa 
por razón de sexo es particularmente impor­
tante porque impide que pueda justificarse la 
diferencia de trato en atención a causas rela­
cionadas con la mayor eficiencia empresarial. 
Recuérdese que las situaciones que pudieran 
constituir discriminación indirecta pueden 
justificarse por razones objetivas, razonables 
y proporcionadas, que pueden asentarse en 
razones de funcionamiento empresarial. Sin 
embargo, las situaciones que constituyen dis­
criminación directa no admiten más justifi­
cación que el requisito profesional esencial y 
determinante28. 

La vinculación de la situación de lactancia 
a la protección antidiscriminatoria por razón 
de sexo tiene una consecuencia adicional a la 
de la aplicación de la modificación de la car­

28 así lo ha establecido el TJUE reiteradamente desde la 
paradigmática sentencia dictada en el asunto Dekker, STJUE de 
8 de noviembre de 1990, C-177/88. 
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ga de la prueba: la víctima tiene derecho a la 
tutela judicial efectiva (o a la acción judicial, 
en sentido formal y material, en los térmi­
nos establecidos en el art. 17 de la Directiva 
2006/54) y además el ordenamiento debe ga­
rantizar una reparación adecuada a la vícti­
ma (art. 18 de la Directiva 2006/54) que debe 
venir acompañada deuna sanción efectiva y 
disuasoria al sujeto ofensor (art. 25 de la Di­
rectiva 2006/54). Estas previsiones se repro­
ducen asimismo en la propia Directiva 92/85: 
Bajo la rúbrica «Defensa de los derechos», el 
art.  12 de la Directiva 92/85 reconoce el de­
recho de la trabajadora que considere vulne­
rados los derechos reconocidos en la Directi­
va a reclamar judicialmente. Este art.  12 es 
similar al art.  17.1 de la Directiva 2006/54, 
en el que también se reconoce el derecho a la 
acción judicial de la víctima de discriminación 
por razón de sexo. En ambos preceptos el de­
recho a la acción judicial implica, de un lado, 
el derecho a acudir a los tribunales y, de otro, 
el derecho a obtener de ellos una satisfacción 
adecuada, para lo cual los ordenamientos de­
ben proceder a eliminar los obstáculos que pu­
dieran existir para la efectividad de los dere­
chos establecidos en la Directiva. Este derecho 
es de gran relevancia en el caso de las obliga­
ciones preventivas porque requiere de los le­
gisladores internos que elaboren mecanismos 
adecuados para que la trabajadora en riesgo 
no tenga que estar sometida a éste hasta el 
momento en que se decida judicialmente si la 
evaluación se ha producido adecuadamente, 
si el empresario ha cumplido adecuadamente 
sus obligaciones previas de adaptación y cam­
bio de puesto y, en consecuencia, si procede o 
no la exención de trabajar. También cabe de­
ducir esta consecuencia de la sentencia dicta­
da en el asunto Otero Ramos. 

4.	 LA PROTECCIÓN DISPENSADA 
A LA LACTANCIA EN LOS ART. 37.4 
ET Y 26 LPRL: ESTUDIO CRÍTICO 

Los dos ejes de referencia en los que se 
asienta la normativa jurídico laboral en rela­
ción con la lactancia son el art.  37.4 del ET, 
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que regula un permiso llamado de lactancia 
que, en realidad, es un permiso parental retri­
buido de una hora diaria para los progenitores 
de menores de nueve meses; y el art. 26 de la 
LPRL que básicamente reproduce el sistema 
preventivo configurado en la Directiva 92/85. 
Tanto uno como otro adolecen de importantes 
defectos. 

4.1.	 El permiso de lactancia
 
del art. 37.4 ET
 

El permiso de lactancia establecido en el 
art. 37.4 ET no tiene actualmente como obje­
tivo favorecer el desarrollo de la lactancia ni 
prevenir riesgo alguno relacionado con ella. 
De hecho se ha desvinculado totalmente de la 
normativa internacional que promueve el de­
sarrollo de la lactancia. En efecto, la Recomen­
dación 95 de la OIT sugiere una duración dia­
ria del permiso de lactancia de hora y media, 
en tanto que el Convenio 103 hace referencia a 
dos descansos de media hora para permitir la 
lactancia. El ordenamiento español no cumple 
con la Recomendación 95 porque establece, en 
el art. 37.4 ET, un permiso de lactancia de una 
hora, divisible en dos medias horas, por lo que 
claramente establece una duración inferior. 
Tampoco cumple la Recomendación 95 en lo 
referente a las instalaciones para la lactancia 
subvencionadas con cargo a la colectividad. 
Pero probablemente tampoco cumpla siquiera 
el Convenio 103 por las siguientes razones: a) 
El art. 3.d. del Convenio 103 establece el de­
recho al permiso mientras dure la lactancia, 
sin configurar límites máximos, en tanto que 
el art. 37.4 ET establece la limitación tempo­
ral de los nueve meses de edad del hijo; b) Los 
dos descansos de media hora establecidos en 
el art. 3.d. del Convenio 103 se cumplen si la 
trabajadora en España opta por la interrup­
ción de la jornada, en cuyo caso podrá dividir 
la hora diaria en dos medias horas. Pero no se 
cumple cuando accede a una reducción de jor­
nada porque en tal caso el descanso es tan solo 
de media hora. Ello condiciona el derecho de 
elección de la trabajadora, que se encuentra 
penalizada en la duración de su permiso dia­
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rio de lactancia cuando escoge disfrutarlo al 
principio y/o al final de su jornada. Tampoco se 
avendría la normativa española al Convenio 
189 OIT (en el hipotético caso de que España 
lo ratificara) puesto que prevé una duración 
máxima del permiso de lactancia que coincide 
con la edad de nueve meses del hijo, mientras 
que tampoco este Convenio establece limita­
ción. Tampoco sigue la sugerencia de la Reco­
mendación 191 acerca de la existencia de ins­
talaciones que faciliten la lactancia (art.  9.9 
de la Recomendación 191), dado que nada se 
establece al respecto en el ordenamiento es­
pañol. 

El derecho al permiso de lactancia se ha 
mantenido prácticamente inalterado en Espa­
ña desde 1900 hasta 2012, en que la reforma 
operada por ley 3/2012 introdujo fundamen­
talmente dos cambios de gran relevancia: i) 
Como consecuencia de la sentencia dictada 
por el TJUE en el asunto Roca Alvarez, el per­
miso de lactancia español ha dejado de ser un 
permiso de titularidad femenina para pasar a 
ser un permiso parental de disfrute indistin­
to. El permiso que surgió como una forma de 
facilitar la lactancia materna en un contexto 
laboral de cercanía física entre madre e hijo 
ha derivado en un permiso parental que, como 
tal, no puede ser de titularidad exclusiva o 
preferentemente femenina a riesgo de gene­
rar efectos discriminatorios contra el colectivo 
femenino por favorecer la perpetuación de ro­
les domésticos y de cuidado. En tal sentido se 
pronunció el TJUE en el asunto Roca Alvarez; 
ii) Tras la reforma operada por la ley 3/2012 el 
momento para el disfrute del permiso de lac­
tancia puede quedar condicionado por lo esta­
blecido en la negociación colectiva que puede 
establecer criterios al respecto en atención, 
no solo a las necesidades de conciliación del 
trabajador/a sino también a las necesidades 
productivas y organizativas de las empresas. 
Es particularmente llamativo que la regula­
ción de 1900 estableciera en favor de la tra­
bajadora un derecho a la concreción temporal 
absoluto e incondicionado, que no debía ceder 
ante las necesidades empresariales y que tan 
solo debía concretarse al principio de cada 
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jornada de trabajo. Los cambios operados en 
2012 con relación al permiso de lactancia son 
históricos, pues, porque implican la alteración 
de una norma que ha pervivido más de un si­
glo, pero adquieren relevancia especial, sobre 
todo, porque alteran la tendencia histórica al 
incremento de las garantías de los derechos de 
conciliación. 

En definitiva, la cuestión del ejercicio efec­
tivo del derecho a la lactancia natural no se 
acomete en la normativa jurídico laboral es­
pañola. No existen permisos adecuados, ni 
siquiera derechos reconocidos en sentido me­
ramente formal. El derecho a la lactancia na­
tural, entendido en un sentido de derecho a 
su ejercicio como opción personal y familiar, es 
inexistente. Ciertamente, la única referencia 
que existe en la normativa de la UE al res­
pecto es estrictamente preventiva y delibera­
damente general, pero precisamente el hecho 
de su inclusión en la normativa preventiva 
implica que constituye un derecho. Más cla­
ramente surge la lactancia como derecho en 
los sucesivos convenios de la OIT sobre la ma­
ternidad, en los que aparecen varios mecanis­
mos concretos para que se facilite su ejercicio. 
Dado que el art. 37.4 ET no es un mecanismo 
para facilitar la lactancia natural en la actua­
lidad, el ordenamiento debiera establecer uno 
al efecto. 

La única alternativa posible pasaría en 
España por replantear la cuestión de la adap­
tación de la jornada de trabajo, y por permitir 
en beneficio de la trabajadora en situación de 
lactancia la máxima flexibilidad en la orga­
nización de su tiempo. Solo de este modo es 
posible que la lactancia se pueda llevar a cabo 
directamente o que, al menos, se disponga del 
tiempo suficiente y de las condiciones míni­
mas para la extracción de la leche. Debiera, 
por ello, garantizarse expresa y plenamente, 
el derecho a la adaptación de la jornada para 
facilitar el ejercicio del derecho a la lactancia, 
sin que quedara sometido ni al convenio co­
lectivo ni al acuerdo con el empresario como 
actualmente requiere el art. 34.8 ET. Al efec­
to, tal y como requiere la cláusula sexta de la 
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Directiva 2010/18 de permisos parentales, con 
carácter general el empresario debe tomar 
en consideración cualquier requerimiento de 
adaptación de la jornada realizado por aquel/ 
la trabajador/a con responsabilidades de cui­
dado. En concreto, el hecho del ejercicio del 
derecho a la lactancia por parte de la traba­
jadora debiera ser un factor de relevancia en 
esta toma de consideración que establece la 
cláusula sexta de la Directiva 2006/54 (infra). 

Procede en este momento detenerse con 
mayor atención en el alcance de esta cláusula 
sexta de la Directiva 2010/18. Su engarce con 
el derecho a la adaptación para la lactancia, 
al que más abajo se hará referencia, resulta 
claro. Establece lo siguiente: 

Para promover una mejor conciliación, los 
Estados miembros o los interlocutores sociales 
tomarán las medidas necesarias para velar 
por que los trabajadores, al reincorporarse del 
permiso parental, puedan pedir cambios en 
sus horarios o regímenes de trabajo durante 
un período determinado de tiempo. Los empre­
sarios tomarán en consideración tales peticio­
nes y las atenderán, teniendo en cuenta tanto 
sus propias necesidades como las de los traba­
jadores. 

Esta formulación de cierto derecho a la 
adaptación de la jornada por conciliación tie­
ne, al menos, dos limitaciones29: (i) la obliga­
ción de adaptación que contempla (cambios en 
sus horarios o regímenes de trabajo) se refiere 
tan solo al momento en que los trabajadores/as 
se reincorporan al trabajo después de disfru­
tar de un permiso parental. Debe tenerse en 
cuenta que la Directiva 2010/18 no versa so­
bre todas las vertientes de la conciliación, sino 
solo sobre permisos (derechos de ausencia). 
Por ello en esta cláusula sexta no se configu­
ra un derecho de adaptación por conciliación 
(no era su ámbito) sino tan solo una garantía 

29 analicé el alcance de la cláusula sexta de la Directiva 
2010/18 en relación con el art. 34.8 ET en Ballester Pastor, 
«retos y perspectivas de la discriminación laboral por razón de 
género», Ed Tirant lo Blanch, 2017, pág. 153 ss. 
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para el momento de la reincorporación tras el 
disfrute de un permiso parental. Esto explica 
que en la sentencia dictada por el TJUE en el 
asunto Espadas Recio (que fue una cuestión 
prejudicial planteada por un juzgado español) 
el TJUE no entrara en el fondo del asunto: no 
se planteaba un asunto de adaptación tras el 
disfrute de un permiso parental. Por eso mis­
mo la sentencia dictada en el asunto Espadas 
Recio no establece que el ordenamiento es­
pañol se acomode a la Directiva 2010/18. De 
hecho, el ordenamiento español no establece 
el derecho de adaptación por conciliación en 
ningún supuesto, ni tras permiso parental 
ni en ningún otro caso. El art. 34.8 ET es el 
único al respecto y el alcance del derecho de 
adaptación que contempla se limita a su reco­
nocimiento por convenio colectivo o por acuer­
do entre el empresario y el trabajador/a; (ii) 
la obligación de adaptación que la cláusula 
sexta establece para el empresario consiste 
en la toma en consideración de las peticiones 
del trabajador/a teniendo en cuenta tanto sus 
propias necesidades como las de los trabajado­
res. La expresión «tomar en consideración» no 
configura un derecho absoluto, incondicionado 
o siquiera preferente frente al empresario del 
trabajador/a que pretende ejercitar sus dere­
chos de conciliación: simplemente configure el 
derecho de éste a solicitarlo y a obtener del 
empresario, encaso de negativa, al menos una 
explicación o motivación de la misma en aten­
ción a las necesidades empresariales. 

Si el art.  34.8 ET, o cualquier otro, esta­
bleciera un derecho de adaptación de la jor­
nada no condicionado al convenio colectivo o 
al acuerdo con el empresario no solo se esta­
ría dando cumplimiento a lo establecido en la 
cláusula sexta de la Directiva 2010/18, sino 
que también quedarían establecidos los mim­
bres para que se garantizara la adaptación del 
puesto de trabajo en los casos de riesgo para 
la lactancia en los términos establecidos en el 
art. 5 de la Directiva 92/85 y en el art. 26.2 
LPRL. Como más abajo se expondrá, sin em­
bargo, la obligación de adaptación en materia 
de riesgo durante la lactancia exige una obli­
gación de adaptación mayor que la que esta­
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blece la cláusula sexta de la Directiva 2010/18, 
porque es una obligación absoluta en beneficio 
del trabajador/a que no puede quedar condi­
cionada a las necesidades de la empresa. 

4.2.	 La protección de la lactancia 
en el art. 26 LPRL 

4.2.1. La evaluación de riesgos para la lactancia 

Todos los puestos de trabajo deben estar 
evaluados teniendo en cuenta el riesgo para 
la lactancia. El art. 26.1 LPRL lo expresa del 
siguiente modo: 

La evaluación de los riesgos a que se refiere 
el artículo 16 de la presente Ley deberá com­
prender la determinación de la naturaleza, el 
grado y la duración de la exposición de las tra­
bajadoras en situación de embarazo o parto re­
ciente a agentes, procedimientos o condiciones 
de trabajo que puedan influir negativamente 
en la salud de las trabajadoras o del feto, en 
cualquier actividad susceptible de presentar 
un riesgo específico. 

Lo primero que llama la atención en el pre­
cepto es que no aparece la finalidad de proteger 
la salud del bebé lactante, puesto que solo se 
menciona la salud de la trabajadora y el feto. 
De hecho en esta primera frase del art. 16.1 
LPRL ni siquiera aparece referencia alguna a 
la situación de lactancia, que surge en la frase 
posterior, cuando se establecen las obligacio­
nes del empresario a partir de una evaluación 
que desvelase riesgos para la lactancia, en el 
momento en que tiene conocimiento de ella. 
No sorprende, pues, que tampoco aparezca la 
finalidad de favorecer el ejercicio del derecho a 
la lactancia natural en el art. 16.1 LPRL. 

No puede decirse que el ordenamiento 
español haya actuado con gran diligencia 
a la hora de establecer los términos en que 
debía desarrollarse la evaluación de riesgos 
en relación con la lactancia30: La DF tercera 

30 Describe, en clave crítica, el proceso de configuración 
en España de estas directrices, Garrigues Gimenez, «Hacia un 
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de la LOIE estableció el plazo de seis meses 
para que se elaborara un reglamento en el 
que debía integrarse el contenido de los Ane­
xos de la Directiva 92/85. Este reglamento 
contendría las indicaciones o directrices 
necesarias para que se produjera adecuada­
mente la evaluación establecida en el art. 26 
LPRL y en la propia Directiva 92/85. No era 
tarea difícil, considerando que en 2000 ya 
habían aparecido unas Directrices comuni­
tarias sobre la materia (supra), pero el plazo 
se incumplió. Posteriormente, la DA tercera 
del RD 295/2009, de 6 de marzo, renovó el 
mandato al entonces Ministerio de Trabajo 
e Inmigración para que elaborara las corres­
pondientes guías definidoras de los riesgos 
que pudieran influir de forma negativa en 
la salud de la trabajadora, del feto o en la 
del hijo en supuestos de lactancia natural. 
Al menos aparecía expresamente la refe­
rencia a la salud del hijo. Dos años después, 
el 23 de noviembre de 2011 aparecieron las 
«Directrices para la evaluación de riesgos y 
protección de la maternidad en el trabajo», 
volviendo al habitual olvido en su título de 
la situación de lactancia. Sin embargo, estas 
Directrices tienen un apartado específico de­
dicado a la relevancia de los riesgos psicoso­
ciales en materia de lactancia, por lo que al 
menos formalmente había constancia de que 
tal riesgo existía. En este documento tam­
bién se hace expresa referencia a la reper­
cusión de los tiempos de trabajo y el estrés 
laboral en el desarrollo del embarazo y de 
la lactancia31.Ciertamente existían estudios 
técnicos sobre la materia de gran interés, 
como las guías técnicas y las notas técni­
cas de prevención elaboradas por el INSHT, 
pero la obligatoriedad solo podía proceder de 
una norma estatal, que se demoró como se 

nuevo paradigma (no androcéntrico) en la prevención de ries­
gos laborales: la necesaria e inaplazable integración normativa 
y técnica del diferencial de sexo y de género», Derecho de las 
relaciones laborales, 8, 2017, pág. 770 ss. 

31 Pueden encontrarse estas directrices en la siguiente pá­
gina web: http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/instituto/ 
noticias/noticias_inSHT/2011/ficheros/2011_11_23_Dir_Ma­
TEr.pdf 

http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/instituto
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ha visto hasta el año 2011, cuando habían 
transcurrido ya más de quince años desde 
la aprobación de la LPRL. A esas alturas el 
tratamiento (tema) de la prevención en la 
situación de maternidad y sobre todo de la 
lactancia daba (había dado lugar)a la per­
cepción de que se trataba de una cuestión 
menor. En la evaluación de riesgos aparecía 
la cuestión de la lactancia exclusivamen­
te cuando el riesgo consistía en exposición 
a tóxicos expresamente referidos en las 
Directrices, por ejemplo el plomo. Pero las 
evaluaciones raramente hacían referencia a 
factores relacionados con el estrés, con las 
dificultades para la lactancia vinculadas a 
los cambios de turnos o con cualquier otro 
relacionado con la organización del tiempo 
de trabajo, o con los problemas vinculados 
a las condiciones mínimas de higiene e inti­
midad para la extracción de la leche si este 
era el sistema utilizado para la lactancia. 
El asunto Otero Ramos es buen ejemplo de 
ello: el único argumento de la empresa era 
que el puesto de trabajo que ocupaba la tra­
bajadora estaba exento de riesgo. Resulta 
muy ilustrativa la resistencia de la empresa 
a aportar cualquier otra justificación. Tam­
bién es interesante destacar que durante el 
proceso tampoco el INSS requirió ninguna 
explicación a la empresa acerca del modo en 
que había acometido el riesgo. Estos com­
portamientos simplemente reflejan lo que 
estaba siendo práctica habitual y estaba 
siendo generalmente admitida: que bastaba 
con la referencia a la no existencia de ries­
go para detener todo el proceso preventivo 
configurado en el art. 26 LPRL. Tampoco la 
interpretación jurisprudencial ayudó a que 
esta percepción cambiara (infra). 

No ayuda mucho al respecto lo establecido 
en el propio art. 26.2 LPRL en el que expresa­
mente se establece que el empresario deberá 
determinar, previa consulta con los represen­
tantes de los trabajadores, la relación de los 
puestos de trabajo exentos de riesgos. Esta fra­
se, en la que parece dejarse al empresario la 
relación de los puestos exentos de riesgo, es 
solo aparentemente equívoca: según el propio 
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art. 26.2 LPRL esta relación solo es válida a 
efectos de determinar los puestos limpios de 
riesgo a los que podría ser destinada la tra­
bajadora en caso de riesgo para el embarazo 
o la lactancia, pero no puede servir para sus­
tituir la correspondiente evaluación, que debe 
incluir los riesgos psicosociales y todos aque­
llos que no solo ponen en riesgo la salud de 
las personas sino que simplemente impiden o 
dificultan el desarrollo de la lactancia natural. 

Pero la obligación de prevención no termi­
na con la evaluación inicial. Debe tenerse en 
cuenta, asimismo, que el empresario está obli­
gado a comprobar los estados de riesgo moti­
vados, no solo por la comprobación en abstrac­
to del riesgo general aparejado al puesto de 
trabajo, sino que debe tener en cuenta el ries­
go específico vinculado con las características 
de cada trabajadora, de su embarazo y de su 
lactancia, en relación con el puesto de trabajo. 
La atención a dichos factores en ocasiones di­
fícilmente podrá incorporarse a la evaluación 
inicial del puesto de trabajo, pero debe ser aco­
metida por el empresario aplicando las mis­
mas medidas previstas en la Directiva 92/85 y 
en el art. 26 LPRL (acomodación –incluyendo 
adaptación de tiempos–, traslado o exención 
de la obligación de trabajar con percepción de 
la prestación correspondiente). Esta actua­
ción preventiva permanentemente alerta ante 
nuevas situaciones y ante factores de riesgo 
difíciles de prever en abstracto es otra de las 
asignaturas pendientes de la normativa espa­
ñola de prevención de riesgos. 

4.2.2.	 La prevención escalonada: derecho 
a la adaptación –incluyendo 
adaptación horaria – a cambio de 
puesto de trabajo y a la prestación de 
riesgo durante 
la lactancia como última medida 

El art.  26 LPRL configura el mismo me­
canismo escalonado en tres niveles cuando 
se actualiza el riesgo para el embarazo o la 
lactancia que se encuentra en el art. 5 de la 
Directiva 92/85: (a) Nivel de adaptación: el 
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empresario deberá adoptar las medidas ne­
cesarias para evitar la exposición al riesgo, a 
través de una adaptación de las condiciones o 
del tiempo de trabajo de la trabajadora afecta­
da. Las medidas pueden incluir la prohibición 
del trabajo nocturno cuando fuera necesario; 
(b) Nivel de cambio a trabajo adecuado. Cuan­
do la adaptación no fuera posible o no fuera 
eficiente para eliminar el riesgo, el empresario 
deberá transferir a la trabajadora a un puesto 
de trabajo compatible con su estado. En este 
nivel es en el que el art. 26.2 LPRL hace re­
ferencia a la relación de puestos de trabajo 
exentos de riesgo a efectos de cambio que se 
mencionaba más arriba y que corresponde al 
empresario tras consulta con los representan­
tes de los trabajadores. A este nivel el art. 26.2 
LPRL dedica gran atención, deteniéndose en 
el tipo de movilidad que procede y en la re­
tribución que debe abonarse. (c) Nivel de sus­
pensión del contrato y prestación por riesgo 
durante la lactancia: Si el cambio no fuera téc­
nica u objetivamente posible, o no pueda razo­
nablemente exigirse por motivos justificados la 
trabajadora pasará la situación de suspensión 
del contrato por riesgo durante el embarazo, 
percibiendo la prestación correspondiente. 

A.	 Primer nivel preventivo: Adaptación 
del puesto de trabajo, incluyendo 
condiciones y tiempo de trabajo 

La adaptación en el caso de embaraza­
da generalmente sueleincluir ajustes físicos: 
desde el uniforme adecuado a ajustes ergonó­
micos. El embarazo también puede requerir 
adaptaciones en materia de la organización 
temporal relacionada con el trabajo a turnos, 
el trabajo nocturno (existe una especial re­
ferencia en el art. 26 LPRL) y con cualquier 
otro aspecto del horario de trabajo. En el caso 
de la lactancia la adaptación pocas veces re­
querirá la adaptación mediante ajustes físicos 
de uniformidad o de carácter ergonómico. Al 
contrario, en este primer nivel de adaptación, 
la lactancia requerirá en la mayoría de los 
casos adaptaciones relacionadas con el tiem­
po de trabajo, fundamentalmente a efectos de 
facilitar la lactancia directa (lo que previsible­
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mente ocurrirá en pocos casos pero que tiene 
que ser previsto), evitar el estrés que suponen 
ciertos trabajos (por ejemplo a turnos o noc­
turnos), o permitir la extracción de la leche en 
condiciones de higiene e intimidad (por ejem­
plo, derecho a interrupciones e incluso acceso 
a lugares adecuados para la extracción y el al­
macenamiento). Debe señalarse, con todo que, 
tanto en el caso del embarazo como en el de la 
lactancia el primer nivel de la adaptación sue­
le pasarse de largo sin que se exploten todas 
sus posibilidades. Probablemente el reforza­
miento de este primer nivel de la adaptación, 
requiere una cultura de la prevención empáti­
ca y adaptativa del trabajo a la persona que no 
siempre concurre. Queda mucho todavía para 
que la prevención en nuestro país atienda a la 
diversidad de situaciones y persiga efectiva­
mente que el trabajo se adapte a la persona y 
no al contrario32. 

El principal obstáculo a que la adaptación, 
en materia de tiempo de trabajo, tenga un pa­
pel fundamental en materia de lactancia se 
encuentra en el propio art. 26.2 LPRL. Confor­
me a este precepto el objetivo de la adaptación 
debe ser la adopción de las medidas necesa­
rias para evitar la exposición a dicho riesgo. 
Se advierte queel objetivo es escapar del ries­
go, situar a la trabajadora fuera del mismo, lo 
cual es comprensible si se atiende a la preven­
ción clásica (exposición a riesgos físicos), pero 
no concuerda con la finalidad de la prevención 
de riesgos en el caso de la lactancia, que no 
solo debiera tener en cuenta esta evitación de 
factores de riesgo, sino que también debiera 
tener como finalidad facilitar el hecho de la 
lactancia, o sea, que las características del 
trabajo no afectaran al desarrollo o la propia 
existencia de la misma. 

32 Con relación a los trabajadores particularmente sensi­
bles así lo exponía en su momento Garcia – Perrote Escartin, 
«Protección de trabajadores especialmente sensibles a determi­
nados riesgos», en Coord. Casas Baamonde, Palomeque lopez y 
Valdés del ré, «Seguridad y salud en el trabajo. El nuevo dere­
cho de prevención de riesgos profesionales», Madrid, 1997, pág. 
39 y 40). 
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Debe resaltarse, asimismo, que, en teoría, 
el art. 26.2 LPRL configura este primer nivel 
de prevención de carácter adaptativo como 
una obligación casi absoluta, que debiera ad­
mitir pocas excepciones. De hecho, el tránsi­
to al siguiente nivel preventivo (el cambio de 
puesto de trabajo) requiere certificación médi­
ca y solo puede operar cuando la adaptación 
de las condiciones o del tiempo de trabajo «no 
resultase posible». Sin más excepciones, con­
diciones o limitaciones que las de su mera 
efectividad para evitar el riesgo. En definiti­
va, si hay posibilidad de que la lactancia se 
lleve a cabo sin riesgo a partir de cualquier 
adaptación del tiempo de trabajo o de las con­
diciones del mismo deberá hacerse, indepen­
dientemente de las repercusiones que pudiera 
tener o de la trascendencia de los cambios. No 
hay referencia transaccional aquí, en la que 
tengan que ponerse en relación las obligacio­
nes de adaptación con el coste que ocasiona. 
La redacción del art. 26.2 LPRL es lo suficien­
temente ilustrativa: 

Cuando la adaptación de las condiciones 
o del tiempo de trabajo no resultase posible 
o, a pesar de tal adaptación, las condiciones 
de un puesto de trabajo pudieran influir ne­
gativamente en la salud de la trabajadora 
embarazada o del feto, y así lo certifiquen los 
Servicios Médicos del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social o de las Mutuas, en función 
de la Entidad con la que la empresa tenga con­
certada la cobertura de los riesgos profesiona­
les, con el informe del médico del Servicio Na­
cional de Salud que asista facultativamente 
a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un 
puesto de trabajo o función diferente y compa­
tible con su estado33. 

A partir de lo expuesto la única cuestión 
que debiera plantearse cuando se produjera 
la lactancia y el trabajo implicara riesgo para 
la misma (no solo en su vertiente de riesgo 

33 El art. 26.4 lPrl establece que su art. 26.2 se aplica 
también al caso del riesgo durante la lactancia y hace referen­
cia a los mismos certificados e informes médicos. Menciona el 
art. 26.4 lPrl la salud del hijo (en lugar del feto). 
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físico para la madre o el bebé, sino también 
en su vertiente de riesgo de que no pudiera 
llevarse a cabo) debiera ser cual es la adapta­
ción que procede. La evaluación previa pue­
de ser de utilidad para establecer las pautas 
generales pero la determinación concreta del 
alcance de la adaptación de condiciones y de 
horario depende de cada puesto y de cada 
situación concreta. Todas las evaluaciones 
debieran, por ello, establecer previsiones es­
pecíficas que primaran la adaptación frente 
al cambio de puesto de trabajo, tal y como es­
tablece el art. 26.2 LPRL. Pero en todo caso, 
para asegurar que la adaptación en caso de 
lactancia efectivamente opera como primer 
nivel preventivo debiera asegurarse que la 
propuesta de adaptación realizada por la 
trabajadora tiene presunción de adecuación, 
salvo prueba en contrario aportada por el 
empresario que evidenciara que lo solicita­
do excede de su finalidad o que existen otras 
medidas adaptativas que cumplen la misma 
finalidad y que causan menor efecto en la or­
ganización de la empresa. Esta dinámica no 
solo resulta consecuente con la formulación 
del art. 26. 2 LPRL sino con la sentencia dic­
tada por el TJUE en el asunto Otero Ramos. 
Conforme a la misma, es el empresario el que 
debe probar que se han adoptado las medidas 
preventivas adecuadas, fundamentalmente a 
través de una evaluación de riesgos adecua­
da para que la lactancia pueda desarrollarse. 
Más arriba ya se expuso que el ordenamiento 
español carece de mecanismos que configu­
ren un derecho a la adaptación de la jornada 
para el ejercicio de los derechos de concilia­
ción en los términos establecidos en la cláu­
sula sexta de la Directiva 2010/18. Adviérta­
se, en todo caso, que el derecho de adaptación 
establecido en la cláusula sexta de la Direc­
tiva 2010/18 que obliga a «tomar en conside­
ración» la solicitud de la trabajadora no sería 
suficiente para cumplir las obligaciones de 
adaptación establecidas en el art. 26.2 LPRL. 
Recuérdese que en este precepto se establece 
la obligación de adaptación siempre que sea 
posible (no meramente cuando pueda compa­
tibilizarse con la organización empresarial 
existente). El derecho a la adaptación debe­
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ría quedar configurado, al menos durante el 
tiempo que resulta relevante para el ejercicio 
de los derechos de lactancia, como un derecho 
del trabajador/a de carácter incondicionado 
cuyo disfrute debiera quedar limitado tan 
solo por la falta de justificación o el abuso de 
derecho. 

B.	 El segundo nivel preventivo: el cambio 
a puesto de trabajo adecuado 

La primera cuestión que surge cuando se 
trata de aplicar el cambio de puesto de traba­
jo por riesgo durante la lactancia es la iden­
tificación de los puestos exentos de riesgo, 
que constituye una obligación establecida en 
el propio art. 26.2 LPRL. La cuestión es im­
portante porque requiere una tarea de iden­
tificación más cuidadosa que la que hasta 
ahora se puede estar realizando en muchas 
empresas en relación con los riesgos para la 
lactancia. La sentencia dictada en el asunto 
Otero Ramos advierte de las consecuencias 
derivadas de evaluaciones incorrectas del 
riesgo para la lactancia a partir de elencos 
demasiado generosos respecto de los puestos 
exentos de riesgo. 

El art.  26.2 LPRL, después de estable­
cer que el cambio de trabajo solo procederá 
en caso de que la adaptación no sea posible, 
detalla cual es el régimen jurídico que debe 
aplicarse en este caso. De nuevo aparece un 
mecanismo en dos niveles: en primer lugar, la 
trabajadora deberá ser cambiada a un puesto 
de trabajo que se corresponda con el espacio 
de movilidad funcional del que dispone el em­
presario (supuestos de movilidad funcional). 
Ello implica que, en este primer nivel, deberá 
intentarse que la trabajadora sea destinada a 
un puesto de trabajo correspondiente al mis­
mo grupo profesional; en segundo lugar, si no 
existiese puesto o función compatible dentro 
del mismo grupo profesional, procederá el 
cambio a otro puesto de trabajo correspon­
diente a otro grupo, si bien en tal caso deberá 
garantizarse el conjunto de las retribuciones 
correspondientes a su puesto de origen. Lla­
ma la atención que no se garantice la retri­
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bución inicial en el caso de cambio de puesto 
dentro del mismo grupo profesional, aunque 
no es difícil aplicar en este caso la analogía. 
También llama la atención la referencia que 
el precepto hace a la categoría equivalente y 
que cabe atribuir sencillamente a la regula­
ción aplicable en el momento en que se apro­
bó la LPRL. 

El sistema puede parecer razonable, pero a 
poco que se analice puede no serlo tanto. Des­
taca que el espacio de referencia para la movi­
lidad en primer lugar es el grupo profesional. 
Resulta innecesario recordar al respecto que 
en el ordenamiento español no existen reglas 
concretas para determinar cuál es el espacio 
máximo que debe comprender el grupo profe­
sional. En consecuencia, el grupo profesional 
no necesariamente y en todo caso garantizará 
que el puesto al que es destinada la trabajado­
ra en la situación de riesgo para la lactancia es 
equivalente al inicial. De otro lado, el tránsito 
a una movilidad fuera del grupo profesional 
atribuye una prerrogativa al empresario que 
resulta desmesurada, puesto que ni siquiera 
se condiciona a la máxima similitud con el 
puesto de origen, a que se evite la movilidad 
descendente, a que se permita cierta prerro­
gativa de elección a la trabajadora o simple­
mente a que se garantice al menos la digni­
dad de la misma. El cambio de puesto debiera 
configurarse como derecho de la trabajadora 
que funciona a instancia suya, por medio de la 
solicitud del puesto disponible correspondien­
te. En este contexto de máxima flexibilidad a 
efectos de facilitar el ejercicio de la lactancia 
natural en los términos que se han venido ex­
poniendo hasta ahora, de que la prevención 
del riesgo para la lactancia implica también la 
obligación de facilitar su ejercicio, debiera asi­
mismo quedar abierta la posibilidad, a instan­
cia de la trabajadora en situación de lactancia, 
de cambios de trabajo parciales, a modo de po­
livalencia funcional. 

Tanto la cuestión de la adaptación, como 
la del cambio de puesto de trabajo, inmediata­
mente reconducen a los derechos de los otros 
trabajadores/as de la empresa: es posible que 
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existan otros que tengan derecho preferente a 
ocupar estas vacantes o es incluso posible que 
resulte necesaria una readaptación de varios 
puestos a efectos de que la trabajadora pueda 
llegar a ocupar el puesto que se adecúa a su 
situación de lactancia. La problemática, por 
tanto, es generalmente mucho más compleja 
de lo que plantea el art. 26.2 LPRL. No es de 
extrañar que en este contexto tanto la empre­
sa como la propia trabajadora en situación de 
lactancia prefieran pasar directamente al ter­
cer nivel, el de la exención de la obligación de 
trabajar con acceso a la prestación de riesgo 
para la lactancia. La empresa puede no tener 
interés en cambiar la forma en que la misma 
configura el tiempo de trabajo y la atribución 
de funciones; y la trabajadora puede tam­
bién no tener interés en entrar en conflicto 
con otros trabajadores/as pretendiendo acce­
der a los puestos que ocupan o que podrían 
tener derecho a ocupar. El tema del alcance 
de la obligación de cambio de puesto debiera 
quedar resuelto de antemano, primero, en la 
evaluación de riesgos y, segundo, en la propia 
negociación colectiva, por medio de la arti­
culación de preferencias en la ocupación de 
puestos de trabajo que tuvieran en cuenta en 
primer lugar las necesidades de adaptación y 
cambio de puesto de trabajo que establece el 
art.  26.2 LPRL y que no culpabilizaran a la 
propia trabajadora en situación de lactancia 
por ejercitar sus derechos. 

Hay un aspecto en la legislación española, 
sin embargo, que claramente mejora lo esta­
blecido en la Directiva 92/85 con relación al 
riesgo durante la lactancia: el art. 26.2 LPRL 
garantiza el mantenimiento de la retribución 
de origen. Debe recordarse que en el art.  11 
de la Directiva 92/85 la única retribución que 
se garantiza en caso de cambio de puesto de 
trabajo por riesgo durante el embarazo o la 
lactancia es la que sea «adecuada». Esta for­
mulación ha llevado al TJUE a interpretar 
que, como consecuencia del cambio de puesto 
de trabajo por riesgo durante el embarazo o 
la lactancia, resultaría admisible que un Esta­
do miembro no garantizara la totalidad de la 
retribución previa, sino que admitiera que se 
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perdieran los complementos de puesto de tra­
bajo vinculados al puesto de trabajo de origen 
cuando las circunstancias que retribuyeran no 
concurrieran en el nuevo puesto34. No ha sido 
éste el criterio usado por la jurisprudencia 
española que, en aplicación de lo establecido 
en el art, 26.2 LPRL, ha establecido el dere­
cho de la trabajadora que cambia de puesto 
como consecuencia de una situación de riesgo 
durante el embarazo o la lactancia a percibir 
los complementos de puesto que concurrieran 
en el puesto de trabajo de procedencia, inclu­
so aunque dichas cuantías correspondieran a 
guardias médicas que no concurren en el nue­
vo puesto de trabajo35. A esta conclusión llega 
el TS aplicando analógicamente la retribución 
a la que la trabajadora hubiera tenido derecho 
si hubiera accedido a la prestación de riesgo 
durante el embarazo o la lactancia. Si en estos 
casos la prestación hubiera sido del 100% de 
la base reguladora no puede establecerse que, 
manteniéndose en el trabajo, se perciba una 
retribución inferior, Es una interpretación que 
refuerza la preferencia de la adaptación y el 
cambio de puesto frente a la prestación por 
riesgo durante embarazo o lactancia. 

C.	 El último nivel: la prestación de riesgo 
durante la lactancia 

A partir de lo expuesto resulta claro que 
el sistema configurado en el art, 26.2 LPRL 
establece la obligación de adaptación y cambio 
de puesto de trabajo con carácter preferente a 
la exención de trabajar con percepción de la 
correspondiente prestación por riesgo durante 
el embarazo o la lactancia. Por si había alguna 
duda así lo establece el art. 26. LPRL, que con­
diciona finalmente el acceso a la prestación a 
que el cambio de puesto de trabajo no resulte 
técnica u objetivamente posible: 

34 En este sentido se pronunció el TJUE en el asunto Par­
viainen, STJUE de 1 de julio de 2010, C-471/08. 

35 STS de 24 de enero de 2017, rec. 1902/2015. Un co­
mentario sobre el alcance de esta doctrina por Gonzalez Gon­
zalez, «Jurisprudencia reciente sobre discriminación por razón 
de sexo, maternidad, riesgo durante el embarazo y la lactancia», 
Revista Aranzadi Doctrinal, 2, 2018, pág. 3 a 8. 
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Si dicho cambio de puesto no resultara téc­
nica u objetivamente posible, o no pueda razo­
nablemente exigirse por motivos justificados, 
podrá declararse el paso de la trabajadora afec­
tada a la situación de suspensión del contrato 
por riesgo durante el embarazo, contemplada 
en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Tra­
bajadores, durante el período necesario para 
la protección de su seguridad o de su salud y 
mientras persista la imposibilidad de reincor­
porarse a su puesto anterior o a otro puesto 
compatible con su estado36 . 

Paradójicamente, sin embargo, esta confi­
guración normativa estaba siendo interpreta­
da de modo que dejaba a la trabajadora en una 
situación de completa indefensión. La doctrina 
del TS que se enfrentó a la cuestión de si pro­
cedía o no el reconocimiento de la prestación 
de riesgo durante a lactancia tuvo el siguiente 
desarrollo. 

(i) Las primeras sentencias sobre recono­
cimiento de la prestación de riesgo durante la 
lactancia llegaron al TS fundamentalmente en 
el año 2011. La mayoría de las que conseguían 
superar el juicio de contradicción correspon­
dían a actividades hospitalarias que, al tener 
naturaleza similar, admitían unificación de 
doctrina. En este año las varias sentencias so­
bre la materia se referían fundamentalmente a 
ATS en diferentes servicios hospitalarios. Res­
pecto de todas ellas se planteaba el mismo su­
puesto que ha dado lugar a la sentencia dictada 
en el asunto Otero Ramos: eran actividades que 
habían sido catalogadas como exentas de riesgo 
por la entidad hospitalaria que actuaba como 
empresaria pero respecto de las cuales las tra­
bajadoras aportaban certificación médica que 
las consideraba incompatibles con la lactancia, 
no solo por razones horarias, sino también por 
exposición a otros riesgos. Las sentencias del 
TS de 201137 establecieron unánimemente que 

36 El art. 26.4 lPrl refiere que se aplicará el acceso a esta 
suspensión/prestación en los casos de riesgo durante la lactan­
cia de menores de nueve meses en los mismos términos que en 
el caso de riesgo durante el embarazo. 

37 SSTS de 17 de marzo de 2011 (rec ud 1864/2010); de 
18 de marzo de 2011 (rec ud 1290/2010); de 18 de marzo 
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no bastaba con identificar unos riesgos gené­
ricos sino que resultaba necesario identificar, 
valorar y acreditar los riesgos específicos del 
puesto de trabajo en relación a la situación 
de lactancia. Conforme a esta doctrina era la 
trabajadora la que debía probar que, pese a la 
manifestación de inexistencia de riesgo realiza­
da por la empresa, sí que concurría riesgo para 
la lactancia. A tal efecto, no cabían referencias 
generales sino que el TS requería que se reali­
zara un análisis concreto. El resultado fue la 
generalizada denegación de las prestaciones de 
riesgo para la lactancia 

(ii) En el año 2012 se mantuvo la misma 
doctrina para las solicitudes relativas a ac­
tividades de naturaleza hospitalaria que lle­
garon al TS38, pero empezaron a plantearse 
recursos en unificación de doctrina respecto 
a la actividad que llevaban a cabo las tri­
pulantes de cabina. En este caso el TS con­
sideró que sí que concurría causa suficiente 
para justificar la concesión de la prestación 
de riesgo para la lactancia. A esta conclusión 
llegó por considerar que la actividad a tur­
nos impedía la lactancia natural directa, pero 
además impedía incluso la extracción y alma­
cenamiento de la leche en condiciones míni­
mas de intimidad e higiene39. Tras llegar a 
esta conclusión el TS exponía que la empresa 
no había realizado las actuaciones necesarias 
para que operara la adaptación y el cambio 
de puesto de trabajo previo a la prestación 
de riesgo durante la lactancia, pero ello no 
debía impedir que se diera una solución a la 
situación de riesgo durante la lactancia. El 
propio TS en estos casos, indicaba que podría 
proceder con posterioridad la reclamación de 
la Mutua pagadora contra la empresa que no 
había cumplido sus obligaciones al respecto40. 

de 2011 (rec ud 1863/2010); de 18 de marzo de 2011 (rec ud 
1966/2010); de 3 de mayo de 2011 (rec ud 2707/2010). 

38 SSTS de 21 de septiembre de 2012 (rec ud 2342/2010); 
y de de 1 de octubre de 2012 (rec ud 2373/2011). 

39 SSTS de 24 de abril de 2012 (rec ud 818/2011); de 21 
de Junio de 2012 (rec ud 2361/2011); y de 22 de noviembre de 
2012 (rec ud 1298/2011). 

40 Por ejemplo, en la STS de 24 de abril de 2012 (rec ud 
818/2011). 
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Esta doctrina del TS en relación con el riesgo 
de la lactancia de las tripulantes de cabina 
introdujo una serie de importantes noveda­
des respecto a la doctrina anterior: en primer 
lugar, lo más importante de esta doctrina fue 
que, aun reconociendo que se había incumpli­
do por parte de la empresa su obligación de 
adaptación y cambio de puesto, ello no debía 
impedir que la trabajadora tuviera acceso in­
mediatamente a la protección correspondien­
te para poder ejercitar su derecho a la lactan­
cia. Con otra argumentación (asentada en la 
aplicación de la modificación de la carga de la 
prueba) a la misma conclusión se llegó en la 
sentencia dictada en el asunto Otero Ramos. 
Lo relevante es la efectividad del derecho y la 
inmediatez de la protección, una máxima in­
quebrantable en el ámbito de la prevención. 
En segundo lugar, la doctrina de las tripulan­
tes de cabina incorporó una visión más abier­
ta del objetivo de la protección frente al ries­
go de la lactancia. En estas sentencias no solo 
se analizaron los riesgos clásicos en materia 
preventiva, sino que se procedió a estudiar 
las condiciones de organización del trabajo a 
efectos de comprobar si se afectaba a la lac­
tancia directa o si podía afectar a la lactancia 
indirecta por medio de la extracción de la le­
che y su almacenamiento. Esta referencia a 
las condiciones para la extracción y el alma­
cenamiento en esta doctrina fue de gran rele­
vancia porque situó el derecho a la lactancia 
en una dimensión realista. Efectivamente, 
desde que las mujeres dejaron de amamantar 
a sus hijos en la misma fábrica, la posibilidad 
de compatibilizar la lactancia materna con el 
trabajo parecía una posibilidad remota. Por 
tanto, la cuestión de la organización del tiem­
po de trabajo se había olvidado y lo único que 
parecía relevante era la evitación del riesgo 
(el cambio de puesto o la prestación de ries­
go durante la lactancia). La doctrina de las 
tripulantes de cabina incorporó realismo al 
ejercicio del derecho a la lactancia e hizo más 
visibles las posibilidades para posibilitar su 
ejercicio. 

(iii) Sin embargo, la doctrina de las tripu­
lantes de cabina no se extendió con posteriori­

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

dad a otras actividades41 ni alteró la doctrina 
que hasta el momento el TS había aplicado 
a la situación de riesgo para la lactancia en 
actividades de carácter sanitario y hospitala­
rio42. Fue una especie de corto paréntesis que 
se refirió exclusivamente a la actividad profe­
sional de las tripulantes de cabina. Existieron 
bastantes pronunciamientos del TS durante la 
materia desde el año 2012 hasta el año 2014, 
probablemente planteados a efectos de verifi­
car cual era la doctrina aplicable. Sin embargo, 
cuando la doctrina del TS se reafirmó en torno 
a la necesidad de la prueba por parte de la tra­
bajadora, el volumen de reclamaciones judicia­
les disminuyó. La última sentencia al respecto 
del TS data de 2015. 

La STS de 28 de octubre de 2014 (Rec. 2542/ 
2013) puede servir para ilustrar los términos 
en los que finalmente había quedado resuelta 
la cuestión: en ella el TS terminó estimando el 
recurso interpuesto por la Mutua que cuestio­
naba la procedencia de la prestación de ries­
go durante la lactancia porque la empresa no 
había hecho todo lo posible por proceder a la 
adaptación o al cambio de puesto en los tér­
minos establecidos en el art. 26.2 LPRL. En la 
sentencia se cuestionaba que una determinada 
organización del trabajo (por turnos) pudiera 
incidir en la lactancia, y que para ello se re­
quería prueba concreta por parte de la traba­
jadora. Como resultado, ésta se quedaba sin la 
correspondiente prestación. En este contexto 
servía de poco pensar en la posibilidad de que 
la trabajadora se dirigiera entonces contra la 
empresa para reclamar los daños que había su­

41 En la STS de 13 de mayo de 2015 (rec ud 3114/2013) 
se denegó la prestación de riesgo durante la lactancia a una 
educadora en centro de reeducación de menores por falta de 
prueba por parte de ésta de los factores de riesgo que alegaba, 
y que básicamente consistían en los riesgos aparejados a la po­
sibilidad de agresión y en la actividad a turnos. 

42 En las SSTS de 21 de marzo de 2013 (rec ud 1563/2012), 
de 24 de junio de 2013 (rec ud 2488/2012), de 28 de octubre 
de 2014 (rec ud 2542/2013) y de 7 de abril de 2014 (rec ud 
1724/2013) se plantearon reclamaciones de prestaciones de 
riesgo durante la lactancia correspondientes a trabajadoras en 
hospitales. Todas se corresponden con actividades en urgen­
cias, salvo la STS de 24 de junio de 2013, que correspondía a 
una actividad hospitalaria en el servicio de neonatología. 
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frido como consecuencia de su incumplimiento 
de la normativa de prevención. 

(iv) Una nueva etapa (o al menos una re­
cuperación de la doctrina de las tripulantes de 
cabina) se abre a partir de la sentencia dic­
tada por el TJUE en el asunto Otero Ramos: 
no solo opera la modificación de la carga de la 
prueba en el supuesto de riesgo durante la lac­
tancia, sino que la hace operar inmediatamen­
te, en el momento en que se reclama contra la 
denegación de la prestación de riesgo durante 
la lactancia. Si se presentan indicios de que 
puede haber incompatibilidad entre el trabajo 
y la lactancia se invierte la carga de la prueba 
y la trabajadora deja de estar obligada a pro­
bar dicha incompatibilidad, como ocurría en la 
doctrina de las tripulantes de vuelo. De este 
modo, no se deja en manos de la trabajadora 
la reclamación contra la empresa por no haber 
aplicado las medidas de adaptación y cambio 
establecidas, sino que se reconoce el derecho 
a la prestación salvo prueba en contrario, lo 
que deja en manos de la entidad gestora la 
reclamación contra la empresa por no haber 
llevado a cabo sus obligaciones de adaptación 
y cambio, lo que también sugería la doctrina 
del TS de las tripulantes de cabina. La senten­
cia dictada en el asunto Otero Ramos refuerza 
la obligación de adaptación/cambio de puesto 
de trabajo que corresponde al empresario (si­
quiera porque la repetición por prestaciones 
indebidas corresponde a la Mutua), asegura 
la inmediatez de la prestación a partir de in­
dicios de riesgo e introduce como mecanismo 
más efectivo para la defensa empresarial la 
adecuada evaluación de los puestos de trabajo 
en atención a los riegos para la lactancia. 

4.2.3.	 Reflexiones finales acerca de 
la efectividad del derecho a la 
prevención efectiva en el caso de 
riesgo para la lactancia 

La sentencia dictada en el asunto Otero Ra­
mos ha clarificado el contenido del derecho a la 
prevención en el caso de la lactancia, pero solo 
ha establecido los ejes básicos. Esta llamada de 
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atención debería desencadenar los cambios nor­
mativos correspondientes a efectos de asegurar 
su adecuada aplicación. Podrían ser los siguien­
tes: (i)Las evaluaciones de riesgos deberían in­
corporar la situación de riesgo para el embarazo 
y para la lactancia teniendo en cuenta no solo 
la exposición a agentes, sino también los ries­
gos psicosociales y la repercusión de la organi­
zación del tiempo de trabajo. Entre las medidas 
preventivas a adoptar en caso de riesgo, debiera 
establecerse el derecho de ajustes horario y/o 
cambio de puesto con diferentes requerimien­
tos en materia de organización del tiempo. De­
berían establecerse mecanismos para asegurar 
que la Inspección de Trabajo comprueba que las 
evaluaciones se realizan teniendo en cuenta es­
tos factores; (ii)La sentencia correspondiente al 
asunto Otero Ramos establece los términos bási­
cos de la cuestión, pero por si misma no asegura 
que la trabajadora pueda ejercitar su derecho a 
la lactancia en caso de que tenga que interponer 
una demanda. Es más que posible que mientras 
dura el procedimiento judicial se pierda la po­
sibilidad de ejercitarlo, lo que puede ser un im­
portante elemento disuasorio. Por ello resultaría 
necesario garantizar la percepción inmediata de 
la prestación. La medida cautelar parece una 
medida adecuada, aunque convendría que se re­
firiera expresamente en la LRJS; (iii) También 
debería reforzarse la obligación empresarial de 
adaptación o cambio de puesto de trabajo con 
carácter previo a otorgar la prestación de riesgo. 
Al efecto sería una buena medida que la norma­
tiva expresamente estableciera que el empre­
sario deberá abonar el coste de la prestación a 
quien la hubiera anticipado, cuando no hubiera 
cumplido sus obligaciones de adaptación o cam­
bio de puesto de trabajo; (iv)En los supuestos pa­
sados en los que no se hubiera podido ejercitar 
el derecho a la lactancia porque el empresario 
no hubiera llevado a cabo las medidas de adap­
tación o cambio de puesto que le correspondían, 
sin que tampoco se reconociera el derecho a la 
prestación, las trabajadoras deberían tener el 
derecho a que se las indemnizara. Es una obli­
gación que corresponde asegurar al Estado, tal 
y como estableció el TEDH en su sentencia de 
19 de febrero de 2013 dictada en el asunto Gar­
cía Mateo (asunto 38285/09). Resolvió el TEDH 
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considerando que quedaba vulnerado el derecho 
a la tutela judicial efectiva si no se le aseguraba 
una adecuada indemnización a la persona que 
no había podido ejercitar su derecho a la reduc­
ción de jornada para conciliación; (v) Debería 
asegurarse que, en el caso de incumplimiento 
de sus obligaciones por parte del empresario, se 
le garantiza a la trabajadora una compensación 
adecuada que, además, debe ser lo suficiente­
mente disuasoria43. Un resarcimiento adecuado 
no es solo la percepción de la correspondiente 
prestación por parte de la trabajadora (con la 
consiguiente repetición contra la empresa si no 
hubiera llevado a cabo las medidas correspon­
dientes por parte de la entidad que la pagó), sino 
que también debe incluir los daños morales44; 
(vi)El derecho al ejercicio efectivo de la lactancia 
no puede realizarse al margen del ET que, hasta 
el momento, no ha querido reconocer derechos 
de adaptación de la jornada vinculados a las ta­
reas de cuidado. Sería momento para que el ET 
afrontara definitivamente esta materia, no solo 
a efectos de dar cumplimiento a las obligaciones 
preventivas preferentemente adaptativas esta­
blecidas en el art. 5 de la Directiva 92/85 y en 
el art.  26 LPRL, sino también para trasponer 
la obligación establecida en la cláusula sexta 
de la Directiva 2010/18 de permisos parentales. 
Sin embargo, esta conexión entre el derecho de 
adaptación para la conciliación general y el de­
recho a la adaptación para el ejercicio del dere­
cho a la lactancia debe ser matizado: En el caso 
de cuidado de hijos o familiares (sin mayores 
especificaciones) debería reconocerse al menos 
el derecho a que el empresario tomara en con­
sideración las necesidades de las personas con 
responsabilidades de cuidado (asíse establece en 
la cláusula sexta de la Directiva 2010/18). En el 
caso de la lactancia, debe reconocerse en benefi­
cio de la trabajadora un derecho de adaptación 

43 Sobre la adecuación de las indemnizaciones en relación 
a las exigencias de la normativa de la Unión Europea realicé un 
análisis en Ballester Pastor, «El proceloso camino hacia la efec­
tividad y adecuación de la indemnización por vulneración de 
derechos fundamentales», Revista de Derecho Social, 69, 2015, 
pág. 31-56. 

44 así lo ha establecido el TJUE, por ejemplo, en la STJUE 
de 17 de marzo de 2016, asunto Liffers, C-99/15. 
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que debe satisfacerse siempre y cuando sea «po­
sible» (así lo establece el art. 26.2 LPRL) con el 
único límite del abuso de derecho. El art. 5.1 de 
la Directiva 92/85 es lo suficientemente rotundo 
al respecto: 

El empresario tomará las medidas necesa­
rias para evitar, mediante una adaptación provi­
sional de las condiciones de trabajo y/o del tiem­
po de trabajo de la trabajadora afectada, que 
esta trabajadora se vea expuesta a dicho riesgo. 
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El artículo presenta un estudio analítico y crítico de la situación del riesgo durante la 
lactancia desde la perspectiva preventiva. El punto de referencia es la reciente senten­
cia del TJUE de 19 de Octubre de 2017, sentencia dictada en el asunto Otero Ramos, 
a partir de la cual se identifican los defectos de la cobertura dispensada por el ordena­
miento español a esta materia. Se utiliza la metodología jurídica utilizando con carácter 
exhaustivo las tres fuentes clásicas (normativa, jurisprudencia y doctrina científica), 
que aportan un adecuado y actualizado soporte científico al trabajo. El trabajo presenta 
también un exhaustivo estudio histórico, que se refiere tanto a la normativa internacio­
nal como a la normativa histórica español. A partir de la misma se pretenden encontrar 
algunas explicaciones del actual mecanismo preventivo del riesgo durante la lactancia. 
A lo largo del trabajo se realizan aportaciones de lege ferenda que se sintetizan en el 
apartado final 

El trabajo se estructura en los siguientes apartados: 

1. Preámbulo: Planteamiento a partir de la sentencia del TJUE dictada en el 
asunto Otero Ramos: En el primer apartado se describe el contenido y alcance de la 
sentencia dictada en el asunto Otero Ramos. Se destacan sus dos principios más claros: 
primero, que la modificación de la carga de la prueba se aplica también en el caso de 
que se alegue vulneración del derecho a la prevención en las situaciones de embarazo 
y lactancia; y, segundo, que no puede servir como justificación del cumplimiento de la 
normativa preventiva por parte de la empresa una evaluación defectuosa de los riesgos 
concurrentes en caso de embarazo y lactancia. De estos dos principios se deducen otra 
serie de consecuencias, que sugieren importantes deficiencias del ordenamiento espa­
ñol. 

2. La evolución histórica de la protección de la lactancia en el trabajo: de las 
normas de compatibilidad a las normas de complacencia: En el segundo aparta­
do del artículo se describe la evolución histórica dispensada a la situación de lactancia 
en relación con el trabajo desde el siglo XIX a la actualidad. Se hace mención a la Con­
ferencia Internacional de Berlín de 1890 convocada por Guillermo II, a la ley Dato de 
13 de Marzo de 1900, al Convenio 3 de la OIT de 1919, al art. 168 de la ley del Contrato 
de Trabajo de 1944, al convenio 103 de la OIT de 1952, al Decreto de 26 de julio de 
1957 de protección de mujeres y menores y a otras normas. El artículo no solo describe 
el contenido de estas normas, sino que analiza el sentido de la evolución y señala las 
similitudes con la regulación actual. 

3. Las normas internacionales y supranacionales sobre protección de la lac­
tancia: el convenio 183 OIT y la Directiva 92/85: En el tercer apartado, después de 
exponer el contenido del convenio 189 OIT en relación con la protección de la lactancia 
(no ratificado por España), se realiza un detenido análisis de la Directiva 92/85 en re­
lación con esta materia. El art. 5 de la Directiva 92/85 establece que, en caso de riesgo 
(lactancia incompatible con el trabajo), la trabajadora tiene derecho a la adaptación de 
sus condiciones de trabajo y/o tiempo de trabajo, al cambio a un puesto compatible con 
su estado o a quedar exenta de la prestación de servicios (en el orden descrito), cuando 
la medida anterior no resultara técnica y/u objetivamente posible o no pudiera razona­
blemente exigirse por motivos debidamente justificados. En esta formulación resalta al 
carácter escalonado con el que se configuran las obligaciones preventivas. Se pone en 
conexión este precepto con el art. 2.2.c de la Directiva 2006/54, en el que se considera 
que constituye discriminación por razón de sexo el trato peyorativo dispensado por al­
guna de las causas de la Directiva 92/85. La sentencia dictada en el asunto Otero Ramos 
refuerza esta conexión del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos 
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para la lactancia con la discriminación por razón de sexo. En consecuencia, la víctima 
tiene derecho a la tutela judicial efectiva (o a la acción judicial, en sentido formal y 
material, en los términos establecidos en el art. 17 de la Directiva 2006/54) y además 
el ordenamiento debe garantizar una reparación adecuada a la víctima (art. 18 de la 
Directiva 2006/54) que debe venir acompañada de una sanción efectiva y disuasoria al 
sujeto ofensor (art. 25 de la Directiva 2006/54). 

4. La protección dispensada a la lactancia en los art. 37.4 ET y 26 LPRL: es­
tudio crítico: En este cuarto apartado se cuestiona que los artículos 37.4 ET y 26 
LPRL sean instrumentos efectivos en el sentido establecido en la Directiva 92/85 y en 
la sentencia dictada en el asunto Otero Ramos. De un lado, el permiso de lactancia esta­
blecido en el art. 37.4 ET no tiene actualmente como objetivo favorecer el desarrollo de 
la lactancia ni prevenir riesgo alguno relacionado con ella. De hecho se ha desvinculado 
totalmente de la normativa internacional que promueve el desarrollo de la lactancia. 
Expresamente así lo estableció la STJUE de 30 de Septiembre de 2010, dictada en el 
asunto Roca Alvarez, que expresamente consideró que el permiso de lactancia español 
era un permiso parental ordinario y que, por lo tanto, debía ser de acceso indistinto 
para hombres y mujeres a efectos de evitar la perpetuación de roles de cuidado. La 
cuestión del ejercicio efectivo del derecho a la lactancia natural no se acomete en la 
normativa jurídico laboral española. No existen permisos adecuados, ni siquiera dere­
chos reconocidos en sentido meramente formal. De otro lado, aunque formalmente el 
art. 26 LPRL da correcto cumplimiento a las obligaciones preventivas en el ámbito de 
la lactancia establecidas en la Directiva 92/85 se advierten notables deficiencias en la 
práctica. Con carácter general, las evaluaciones de riesgos en nuestro país no suelen 
tener en cuenta el riesgo durante la lactancia. Asimismo, durante bastantes años el 
Tribunal Supremo interpretó que era la trabajadora la que debía probar, en caso de 
que se le denegara la prestación por riesgo durante la lactancia, que concurría efectivo 
riesgo y que la empresa no había cumplido sus obligaciones de adaptación del puesto 
o de cambio de puesto de trabajo a efectos de que la lactancia pudiera llevarse a cabo. 
Se realiza una detallada exposición crítica de esta doctrina jurisprudencial y se señala 
que, después de la sentencia dictada en el asunto Otero Ramos, deberá operarse un 
cambio en el ordenamiento español. 

El apartado concluye con una serie de sugerencias de lege ferenda: (i)Las evaluaciones 
de riesgos deberían incorporar la situación de riesgo para la lactancia teniendo en cuen­
ta no solo la exposición a agentes, sino también los riesgos psicosociales y la repercusión 
de la organización del tiempo de trabajo. Entre las medidas preventivas a adoptar en 
caso de riesgo, debiera establecerse el derecho de ajustes horario y/o cambio de puesto 
con diferentes requerimientos en materia de organización del tiempo. Deberían esta­
blecerse mecanismos para asegurar que la Inspección de Trabajo comprueba que las 
evaluaciones se realizan teniendo en cuenta estos factores; (ii) Resultaría necesario 
garantizar la percepción inmediata de la prestación en caso de demanda judicial. La 
medida cautelar parece una medida adecuada, aunque convendría que se refiriera ex­
presamente en la LRJS; (iii) También debería reforzarse la obligación empresarial de 
adaptación o cambio de puesto de trabajo con carácter previo a otorgar la prestación 
de riesgo durante la lactancia. La normativa expresamente debiera establecer que el 
empresario debe abonar la prestación cuando no hubiera cumplido sus obligaciones de 
adaptación o cambio de puesto de trabajo; (iv)En los supuestos en los que no se hubiera 
podido ejercitar el derecho a la lactancia porque el empresario no hubiera llevado a cabo 
las medidas de adaptación o cambio de puesto que le correspondían, sin que tampoco se 
reconociera el derecho a la prestación, las trabajadoras deberían tener el derecho a que 
se las indemnizara. Al respecto, debería asegurarse que, en el caso de incumplimiento 
de sus obligaciones por parte del empresario, se le garantiza a la trabajadora una com­
pensación adecuada que, además, debe ser lo suficientemente disuasoria.; (v)El derecho 
al ejercicio efectivo de la lactancia no puede realizarse al margen del ET que, hasta el 
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momento, no ha querido reconocer derechos de adaptación de la jornada vinculados a 
las tareas de cuidado. Sería momento para que el ET afrontara definitivamente esta 
materia, no solo a efectos de dar cumplimiento a las obligaciones preventivas prefe­
rentemente adaptativas establecidas en el art. 5 de la Directiva 92/85 y en el art. 26 
LPRL, sino también para trasponer la obligación establecida en la cláusula sexta de la 
Directiva 2010/18 de permisos parentales. 

Palabras clave: Permiso de lactancia; prevención de riesgos laborales. 
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The article presents a critical and analytical study of the situation of risk during breast 
feeding from the preventive perspective. The reference point is the recent judgment of 
the CJEU of 19 October 2017, judgment in the Otero Ramos Case, from which the author 
identifies the shortcomings of the coverage provided by the Spanish law on this matter. 
Legal methodology is used, so the three classical legal sources (legislation, jurisprudence 
and scientific doctrine) provide the adequate and up-to-date scientific support to the 
work. The article also presents a comprehensive historical study, which refers both to 
the international standards as to the historic Spanish legislation. This approach allows 
reaching some explanations for the current legal preventive mechanism of risk during 
breast feeding. Throughout the article some suggestions of lege ferenda are done. Most of 
them are synthesized in the final paragraph of the article. 

The work is structured into the following sections: 

1.Preamble: Approach from the judgment of the CJEU in the Otero Ramos Case: 
The first section describes the content and scope of the judgment in the Otero Ramos Case. 
Two clear principles stand out in this Case: first, that the reversal in the burden of the 
proof applies also in the case of alleged violation of the right to prevention in situations 
of pregnancy and breast feeding; and, second, that a deficient assessment of risks at the 
work place in case of pregnancy and breast feeding cannot serve as a justification of the 
preventive compliance on the part. of the Company. From these two principles another 
series of consequences are derived, which suggest important deficiencies in the Spanish 
legislation. 

2.The historical evolution of the protection of breastfeeding at work: from the 
compatibility legislation to the complacency legislation: In the second paragraph 
of the article the historical evolution that has been given to the situation of breastfeeding 
in relation to the work from the 19th century to the present is described. Mention is made 
to the Berlin International Conference of 1890 convened by William II, to the Spanish 
Dato law of 13 March 1900, to the ILO Convention 3 of 1919, to art. 168 of the Spanish 
Labor Contract Law of 1944, to the ILO Convention 103 of 1952, to the Spanish Decree of 
26 July 1957 on the protection of women and children and to other rules. The article not 
only describes the content of these rules, but analyzes the meaning of its evolution and 
points out the similarities with the current regulation. 

3.The supranational and international standards on breastfeeding: the ILO 
Convention 189 and Directive 92/85: In the third section, after exposing the contents 
of the ILO Convention 189 in relation to the protection of breastfeeding (not ratified by 
Spain), a detailed analysis of the Directive 92/85 in relation to this matter is done. Art. 5 
of Directive 92/85 provides that, in the event that breastfeeding is incompatible with the 
work, the worker has the right, first, to the adaptation of her working conditions and/or 
working time; second, she has the right to move to a compatible position; and, finally, she 
has the right be exempt from the work when the previous measures were not technically 
and/or objectively feasible or cannot reasonably be required on duly substantiated 
grounds. This formulation highlights the fact that each step goes strictly after the 
other. Article 5 of Directive 92/85 is connected with art.  2.2.c of Directive 2006/54, in 
which it is stated that discrimination for any of the causes of Directive 92/85 constitutes 
discrimination on grounds of sex. The judgment in the Otero Ramos Case reinforces this 
connection of the infringement of the rules of prevention of risks for breastfeeding with 
discrimination on grounds of sex. As a result, the victim has the right to effective judicial 
protection (or legal action, in formal and material sense, in the terms established in 
art. 17 of the Directive 2006/54) and to an adequate reparation (art. 18 of the Directive 
2006/54) which must be accompanied by an effective and deterrent punishment to the 
offender (art. 25 of the Directive 2006/54). 

4. The protection accorded to the breastfeeding situation in the art. 37.4 ET and 
26 LPRL: a critical study: In this fourth section it is questioned that articles 37.4 ET 
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and 26 LPRL are effective instruments for reaching the objectives set forth in Directive 
92/85 and in the judgment in the Otero Ramos Case. On the one hand, the so called 
breastfeeding permit established in art. 37.4 ET currently does not have as its objective 
to encourage the development of breastfeeding or prevent any risk associated with it. 
In fact currently it is completely disconnected from the international regulations that 
promote the development of breastfeeding. Expressly so established the judgment of the 
CJEU of 30 September 2010, handed down in the Roca Álvarez Case, which expressly 
considered that the breastfeeding Spanish permit was a regular parental permission 
and that, therefore, should be accessible for men as much as for women in order to 
avoid the perpetuation of caring roles. The issue of the effective exercise of the right to 
breastfeeding is not undertaken in Spanish labor law. There are no concrete permissions, 
and not even rights recognized in purely formal sense. On the other hand, although art. 26 
LPRL theoretically gives correct compliance with the preventive obligations in the field 
of breastfeeding laid down in Directive 92/85 there are notable deficiencies in practice. In 
general, the risk assessments iat the work place in Spain do not often take into account 
the risk during breast feeding. Besides, for many years the Supreme Court interpreted 
that it was the worker who had to prove, in the event that the recognition of risk during 
breastfeeding was denied, that this risk eventually exists and that the company had not 
fulfilled its obligations of, first, adaptation of the work place and, second, change of job for 
the purposes of that breastfeeding could take place. In the article a detailed critique of 
this jurisprudential doctrine is carried out and it is pointed out that, after the judgment 
handed down in the Otero Ramos Case, a change in the Spanish labor law should take 
place. 

The section concludes with a series of suggestions of lege ferenda: (i) risk assessments 
should incorporate the situation of risk for breastfeeding, taking into account not only 
the exposure to agents, but also the psychosocial risks and the impact of the organization 
of working time. Among the preventive measures to be taken in the event of risk 
for breastfeeding, specific rights referred to the organization of the time should be 
contemplated. Mechanisms should be established to ensure that the inspection checks 
that assessments are carried out by taking these factors into account; (ii) It would be 
necessary to ensure the immediate perception of the benefit in the event of a lawsuit. 
Specific measures should be taken at the respect, that should expressly be mentioned 
in the Regulatory Law of the Social Jurisdiction. (iii) The obligation of adaptation or 
change of job prior to granting the social security benefit for the case of risk during 
breastfeeding should also be strengthened. The regulations expressly should establish 
that the employer must pay this social security benefit when she/he had not fulfilled 
its obligations of adaptation or change of job because of risk during breastfeeding. (iv) 
In the event that the breastfeeding had not taken place because the employer had not 
carried out the measures of adaptation or change of position workers should have the 
right to be adequately compensated. In this respect, it should be ensured that, in the 
case of non-compliance with its obligations on the part. of the company, the worker is 
guaranteed an adequate and deterrent compensation. (v) V) The right to the effective 
exercise of breastfeeding cannot be performed outside the ET. However, so far, this piece 
of legislation has not recognized the worker´s right with dependants to the adaptation of 
his/her conditions and working time to his/her familiar circumstances. It would be time 
for that ET accomplished definitely this objective, not only for the purpose of carrying 
out the preventive obligations laid down in art. 5 of Directive 92/85 and in the art. 26 
LPRL, but also to transpose the obligation established in the sixth clause of the Directive 
2010/18 of parental leave. 

Keywords: Breastfeeding permit; prevention of risks at work place. 
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Sostenibilidad Environmental 
ambiental y sustainability and hazard 

prevention: reflections on prevención de riesgos 
the green building sectorlaborales: reflexiones 

sobre el sector de la 
construcción ecológica 

SUSANA RODRÍGUEZ ESCANCIANO* 

1.	 LA PREVENCIÓN DE RIESGOS 
LABORALES EN LOS NUEVOS 
CONTEXTOS EMPRESARIALES: 
HACIA UN TRABAJO MÁS LIMPIO 
PERO NO MENOS NOCIVO 

La actividad preventiva ha ido ganan­
do progresivamente importancia en 
las últimas décadas, transitando des­

de una valoración de los riesgos laborales 
sobre la consideración de los denominados 
«métodos de trabajo inseguros» en el marco 
de las actividades industriales peligrosas o 
con exposición a agentes físicos, químicos o 
biológicos, con especial atención a las condi­
ciones materiales (máquinas, instalaciones, 
locales, herramientas, productos, etc.) y al en­
torno más inmediato (temperatura, humedad, 
ruido, humos, vapores, etc.), hasta la actual 
toma en consideración de un contenido más 
extenso con la pretensión última de lograr el 
acercamiento a la situación ideal de salud, 
cuyo alcance excede, en mucho, la simple au­
sencia de morbilidad (accidentes de trabajo o 
enfermedades profesionales), para abordar la 
búsqueda del bienestar integral en los nuevos 
contextos empresariales1. 

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Universidad de león. 
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La superación de los criterios y pautas 
«tayloristas-fordianos», asentados en su día 
sobre la producción en masa y el desarrollo 
de la actividad en el centro de trabajo, con so­
metimiento a un rígido horario y a la vigilan­
cia y control directo del empleador, dirigién­
dose ahora hacia otro paradigma diferente 
dado por la globalización, deslocalización, 
subcontratación, especialización flexible, di­
gitalización, robotización, plataformas on 
line, empresas en red o teletrabajo, han pro­
vocado innumerables ventajas para la renta­
bilidad empresarial y un mayor respeto del 
medio natural2, así como acusados progresos 
en la reducción de la toxicidad y penosidad 
de los puestos, pero no dejan de presentar un 
lado oscuro, cual es el entramado adecuado 
para el surgimiento de nuevas dolencias pro­
fesionales. 

1 Durán lópez, F.: «El futuro del Derecho del Trabajo», re­
laciones laborales, T. i, 1986, pp. 239 y ss. 

2 En el año 1997, la red Europea de Promoción de la 
Salud en el Trabajo (http://www.enwhp.org), consensuó la si­
guiente definición: «la promoción de la salud en el trabajo (PST) 
es aunar los esfuerzos de empresarios, trabajadores y sociedad 
para mejorar la salud y el bienestar de las personas en el lugar 
de trabajo. Esto se puede conseguir combinando actividades 
dirigidas a mejorar la organización y las condiciones de trabajo, 
a promover la participación activa y a fomentar el desarrollo 
individual». 

http:http://www.enwhp.org
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La aprobación de la Directiva Marco 
89/391/CEE, de 12 de junio de 1989, relativa 
a la aplicación de medidas para promover la 
mejora de la seguridad y de la salud de los tra­
bajadores en el trabajo supuso la obligación 
de armonizar las legislaciones de los Estados 
Miembros en una materia en muchos casos 
olvidada, mandato cumplido por el legislador 
español a través de la Ley 31/1995, de 8 de no­
viembre de Prevención de Riesgos Laborales 
(LPRL), inspirada en el principio alterum non 
laedere que todavía toma como referente un 
modelo clásico de división del trabajo y de pro­
ducción en cadena, no en vano el art. 4 define 
la «prevención» como el «conjunto de activida­
des o medidas adoptadas o previstas en todas 
la fases de actividad de la empresa con el fin 
de evitar o disminuir los riesgos derivados del 
trabajo» (apartado 1); el «riesgo laboral» como 
la «posibilidad de que un trabajador sufra un 
determinado daño derivado del trabajo» (apar­
tado 2) y el «daño derivado del trabajo» como 
las «enfermedades, patologías y lesiones su­
fridas con motivo y ocasión de trabajo» (apar­
tado 3). Por su parte, el art. 5.1 afirma, como 
objetivo expreso de la política preventiva, el 
de promover la mejora de las condiciones de 
trabajo a fin de elevar los niveles de protección 
existentes3. 

Aun cuando pudiera parecer, en una pri­
mera aproximación, que esta Ley únicamente 
se preocupa por el ambiente laboral interno, 
atendiendo a las obligaciones específicas del 
empresario respecto al trabajador (evaluación 
del puesto de trabajo, planificación preventi­
va, formación, información, participación de 
los representantes…), lo cierto es que de tales 
deberes se puede extraer, con claridad meri­
diana, un preceptivo respeto de las condicio­
nes externas de trabajo y no sólo en aquellos 
supuestos en los que la actividad laboral se 
realiza en al aire libre (obras de construcción, 
estaciones de servicio, labores agrícolas…), 
sino también a la hora de reducir residuos tó-

Fernández Marcos, l.: «Comentarios a la ley de Pre­
vención de riesgos laborales y normativa complementaria», 
Dykinson, Madrid, 2001, p. 38. 
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xicos, ruidos, humos, vertidos, hidrocarburos, 
compuestos volátiles orgánicos, disolventes, 
plaguicidas, pesticidas…, que compromete­
rían la naturaleza y el medio ambiente exter­
no y también la salud y seguridad de quienes 
prestan servicios en dichas empresas, no en 
vano los trabajadores son los primeros en 
tener contacto con tales sustancias. No cabe 
duda de que las empresas constituyen una 
plataforma fundamental para impulsar bue­
nas prácticas medioambientales, integrando 
la protección del medio natural en la política 
de gestión empresarial y en la dinámica de 
trabajo impuesta en la organización producti­
va4. Reducir el consumo de energía, materias 
primas y agua, descarbonizar la economía, 
rebajar las emisiones y disminuir o evitar to­
das las formas de desechos y contaminación, 
atesoran comportamientos respetuosos con 
los valores medioambientales y, al tiempo, im­
plican per se el desarrollo de un trabajo menos 
toxico5. En su envés, el daño al medio ambien­
te repercute de forma negativa tanto en el há­
bitat natural como en la salud de los propios 
trabajadores en cuanto sujetos más próximos 
al agente contaminante6. En otras ocasiones, 
son los trabajadores los que resultan conoce­
dores inmediatos de los deterioros que para el 
ecosistema provoca la actividad empresarial, 
convirtiéndose en importantes garantes de la 
biosfera7. 

De este modo, el medio ambiente laboral 
adecuado llevaría a un medio ambiente natu­
ral menos perjudicado, siendo muy difícil esta­
blecer una línea divisoria entre el riesgo pro­

4 Monereo Pérez, J.l. y Tomás Jiménez, n.: «Medio ambien­
te de trabajo», en aa. VV.: «Diccionario internacional de Dere­
cho del Trabajo y de la Seguridad Social», Valencia, Tirant lo 
Blanch, 2014, p. 1461. 

5 Álvarez Cuesta, H.: «Empleos verdes: una aproximación 
desde el Derecho del Trabajo», Bomarzo, albacete, 2016, pp. 25 
y ss. 

6 Goñi Sein, J.l.: «la tutela del medio ambiente natural y 
laboral», Tribuna Social, núm. 231, 2010, p. 15. 

7 Escribano Gutiérrez, J.: «Derechos de los trabajadores 
ante las órdenes empresariales medioambientalmente injus­
tas», revista de Derecho Social, núm. 78, 2017, p. 43. 

3 
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fesional y el riesgo ecológico8, imbricación que 
parecen tener en cuenta, si bien de forma un 
tanto tímida, tanto el Real Decreto Legislativo 
2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores (TRET), donde en el listado 
de competencias atribuidas a los representan­
tes de los trabajadores se incluye el derecho a 
la información trimestral sobre «los estudios 
periódicos o especiales del medio ambiente la­
boral y los mecanismos de prevención que se 
utilicen» [art. 64.2 d)], así como el de colabo­
rar con la dirección de la empresa «para con­
seguir el establecimiento de cuantas medidas 
procuren… la sostenibilidad ambiental de la 
empresa, si así está pactado en los convenios 
colectivos» [art. 64.7 c)], cuanto, con mayor in­
tensidad, el marco de los compromisos empre­
sariales dentro de la responsabilidad social 
corporativa, donde la seguridad y salud y los 
aspectos medioambientales ocupan un lugar 
preponderante9. 

Ahora bien, no cabe olvidar que cualquier 
actividad productiva, por muy limpia que 
parezca, es de por sí peligrosa, sumándose a 
los riesgos tradicionales, otros más novedo­
sos, muchas veces relacionados, tal y como 
demuestra el fácil recurso a la estadística, 
con las ocupaciones precisamente dedicadas 
conservación del medio ambiente o su recu­
peración10, manifestándose deterioros en el 
bienestar de los trabajadores en tareas de­
sarrolladas, en paradigmático ejemplo, por 
consultores y auditores ambientales, agricul­
tores de proximidad, ganaderos ecológicos, 
ecodiseñadores, transportistas en medios más 
respetuosos con el cambio climático, gestores 
de residuos o productores e instaladores de 
servicios energéticos. Y es que el término «ver­
de» no supone la ausencia de peligros en la 

8 rodríguez ramos, M.J.: «Salud laboral versus medio 
ambiente: por una política de prevención de riesgos laborales 
también en el medio externo», aranzadi Social, núm. 22, 2002 
(BiB 2003/231). 

9 Tascón lópez, r.: «aspectos jurídico laborales de la res­
ponsabilidad social corporativa, Centro de Estudios Financieros», 
Madrid, 2008, pp. 32 y ss. 

10 https://osha.europa.eu/es/energing-risks 
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actividad laboral, no en vano la inclusión de 
procesos productivos novedosos, con cambios 
en las formas de trabajo y la utilización de 
agentes hasta entonces desconocidos generan 
riesgos en el trabajo distintos, en ocasiones, de 
los tradicionales, pero no por ello menos im­
portantes11. 

2.	 LA RESPONSABILIDAD AMBIENTAL 
DE LAS EMPRESAS. LA DEFENSA 
DEL MEDIO AMBIENTE COMO PIEDRA 
ANGULAR EN LA PROTECCIÓN 
DE LA SEGURIDAD Y SALUD 
DE LOS TRABAJADORES 

Muchos son los cambios acaecidos en los 
contextos empresariales desde la aprobación 
de la citada Directiva 89/391 y su derivada 
en la LPRL, pues en los modelos postindus­
triales actuales, las organizaciones producen 
diversificadamente, según las necesidades del 
mercado, centrándose en la realización de su 
fin productivo conforme a las exigencias de ca­
lidad, competitividad y autonomía operativa 
lograda en gran medida por adelantos tecno­
lógicos, productos y servicios más ecológicos12, 
surgiendo procesos productivos menos insalu­
bres que los propios de la actividad agraria e 
industrial tradicional, sin descuidar tampoco 
la atención y el cuidado del medio ambiente 
apostando por la integración de la política 
medioambiental y la prevención de riesgos la­
borales, de suerte que esta última no puede 
tratarse de manera tangencial a la protección 
ambiental. Antes al contrario, el tejido empre­
sarial no sólo debe ser cuidadoso con el entor­
no sino que debe proteger a sus trabajadores 
de los peligros generados por las emisiones, 
residuos, ruidos y contaminación13. 

11 rivas Vallejo, M.P.: «la protección del medio ambiente 
en el marco de las relaciones laborales», Tribunal Social, núm. 
103, 1999, pp. 9 y ss. 

12 Durán lópez, F.: «El futuro del Derecho del Trabajo», re­
laciones laborales, T. i, 1986, pp. 239 y ss. 

13 Monereo Pérez, J.l. y rivas Vallejo, M.P.: «Prevención de 
riesgos laborales y medio ambiente», Comares, Granda, 2010, 
pp. 71 y ss. 

https://osha.europa.eu/es/energing-risks
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Esta buena práctica aparece acuñada por 
el Libro Verde de la Comisión Europea, don­
de se define la Responsabilidad Social Cor­
porativa como «la integración voluntaria por 
parte de las empresas de las preocupaciones 
sociales y medioambientales en sus operacio­
nes comerciales y en las relaciones con sus 
interlocutores»14. Desde tal punto de vista, en 
las «empresas sostenibles o éticas», la gestión 
responsable de los recursos humanos, la arti­
culación de un proceso productivo sostenible 
(decantando a la empresa por la elaboración 
de productos de calidad y tratando de efectuar 
siempre un intercambio justo en el mercado), 
la gestión razonable y transparente de su ac­
tividad económica y la utilización responsable 
de los recursos naturales utilizados (apostan­
do por los cauces menos lesivos para el medio 
ambiente)», redundan en un clima de trabajo 
saludable15. Se trata, en definitiva, de conse­
guir un proceso productivo menos agresivo a 
través de cauces menos tóxicos, asegurando 
unas condiciones de trabajo de los asalaria­
dos más dignas y con escasas posibilidades 
de sufrir accidentes de trabajo o de contraer 
enfermedades profesionales, circunstancias 
que redundarán, a su vez, en una mejora en 
la reputación de la empresa capaz de permitir 
ganar nuevos clientes e inversores atraídos 
por sus valores, superando la tradicional ren­
tabilidad económica consistente en la visión 
cortoplacista de obtener el máximo beneficio 
inmediato para los propietarios del capital so­
cial. Buena muestra de este círculo mediante 
el cual las empresas ponen el acento en dise­
ñar unas condiciones óptimas en materia de 
prevención de riesgos laborales y una menor 
degradación del medio ambiente puede en­
contrarse de la mano de la Agencia Estatal 
de Seguridad y Salud Ocupacional de Esta­
dos Unidos (OSHA) en el «Papel Blanco: Sos­
tenibilidad en el centro de trabajo. Un nuevo 

14 libro Verde de la Comisión Europea. Fomentar un marco 
europeo para la responsabilidad social de las empresas, 25 julio 
2001, p. 7. 

15 Tascón lópez, r.: «aspectos jurídico laborales de la res­
ponsabilidad social corporativa», Centro de Estudios Financie­
ros, Madrid, 2008, pp. 47 y ss. 
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planteamiento para avanzar en la seguridad y 
salud de los trabajadores»16. 

La propia Comisión Europea, a través de 
una Comunicación rotulada «Europa 2020. 
Una estrategia para un crecimiento inteligen­
te, sostenible e integrador», dedica especial 
atención, como complemento de la Directiva 
2009/28, de 23 de abril, a un modelo de ener­
gía limpia y eficaz, reconociendo que «el obje­
tivo de conseguir un 20 por 100 de energías 
renovables no sólo va a suponer la disminu­
ción en el tráfico exterior de petróleo y gas 
en 60.000 millones de euros, sino también un 
ahorro financiero, permitiendo añadir entre 
un 0,6 y un 0,8 por 100 al PIB, al tiempo que 
va contribuir a la creación de más de 600.000 
puestos de trabajo (más limpios) en la Unión 
Europea»17. 

16 En síntesis, el documento formula una serie de reco­
mendaciones para promover una seguridad y salud laboral 
sostenible: a) enfocar las prácticas de certificación, estánda­
res y eco-etiquetas en el ámbito del medio ambiente hacia la 
seguridad y salud en el trabajo y la sostenibilidad; b) mejorar 
la educación de ejecutivos de empresas para entender que la 
seguridad y salud en el trabajo puede contribuir a mejorar los 
beneficios; c) promover la investigación; d) mejorar los siste­
mas de datos, y su acceso a interconexión; e) involucrar a todas 
las partes interesadas (industrias, compradores, proveedores, 
etc.); f) crear profesionales multidimensioales y promover una 
formación horizontal y multidisciplinar (seguridad, higiene in­
dustrial, medio ambiente, salud pública, dirección de empre­
sas, finanzas, sostenibilidad, etc.); g) promover estadísticas de 
accidentes de trabajo no sólo de la propia empresa, sino de 
las empresas subcontratistas y de las de la cadena de sumi­
nistro; h) tener en cuenta la seguridad y salud laboral en las 
nuevas inversiones; f) lograr una más estrecha relación entre 
los profesionales de la seguridad y salud laboral y los ejecu­
tivos de la empresa; j) lograr que la información sobre el de­
sarrollo/ejecución dela seguridad y salud laboral forme parte 
de la información financiera y económica que deben ofrecer 
las empresas; k) prestar mayor atención a la transparencia, a 
las cadenas de suministro, a la demanda del consumidor, a los 
estándares voluntarios, a las compras y contratación verdes, ya 
a las inversiones en el marco de una visión integral de la sos­
tenibilidad en la que encaje la seguridad y salud laboral. oSHa, 
3409, diciembre 2016. Páramo Montero, P.: «nuevos enfoques 
sobre la seguridad y salud laboral en las empresas sostenibles», 
Trabajo y Derecho, núm. 40, 2018, p. 2. 

17 razquín liarraga, M.: «impacto ambiental y energías 
renovables», en aa. VV. (alenza García, J.F., Dir.): «la regulación 
de las energías renovables ante el cambio climático», aranzadi, 
Pamplona, 2014, pp. 317 y ss. 
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En esta misma línea y como proyección 
de futuro, la Comunicación de la Comisión de 
15 de diciembre de 2011 fija una hoja de ruta 
titulada «hacia una economía hipocarbónica 
competitiva en 2050», cuyo objetivo final es la 
reducción del 40 por 100 de los gases de efecto 
invernadero con directa afectación al marco 
empresarial, idea reiterada en la Comunica­
ción de la Comisión de 22 de enero de 2014 
bajo el encabezamiento «un marco estratégico 
en materia de clima y energía para el período 
2020-2030»18. Ello sin olvidar tampoco que las 
empresas deben dar cumplimiento también 
a la Directiva 2012/27/UE, de 25 de octubre 
de 2012, de Eficiencia Energética, siendo 
preceptiva la realización de auditorías sobre 
este tema con regularidad periódica al objeto 
de reducir su consumo energético, lo cual no 
sólo mejorará su política ambiental sino que, 
al tiempo, coadyuvará a disminuir sus costes 
operativos o, en su envés, a maximizar bene­
ficios y lógicamente redundará también en el 
bienestar de los trabajadores19. 

En definitiva, partiendo de la idea de que 
ningún empleo puede ser verde si no es segu­
ro, la empresa debe de respetar el medio am­
biente circundante, no deteriorándolo, pero 
también debe proteger el medio ambiente 
interno, el contexto de trabajo, considerando 
al trabajador como ciudadano del ambiente 
en la empresa, adoptando como máxima «una 
cultura ecológica integral»20. Bajo tal premisa, 
la protección del medio ambiente se configura 
como un mecanismo para el mantenimiento 
y creación de empleo y para la mejora de la 
salud laboral. Buena muestra de lo cual pue­

18 Sanz rubiales, i.: «la (escasa) influencia del mercado de 
emisiones en la producción de la energía renovable», en aa. VV. 
(alenza García, J.F., Dir.): «la regulación de las energías reno­
vables ante el cambio climático», aranzadi, Pamplona, 2014, 
pp. 191 y ss. 

19 Giménez Cervantes, J.: «El régimen jurídico de las ener­
gías renovables», en aa. VV. (Becker, F. et alii, Dirs.): «Tratado de 
regulación del sector eléctrico», aranzadi-Endesa, Pamplona, 
2009, pp. 313 y ss. 

20 rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, M.: «Medio ambiente 
y relaciones de trabajo», Temas laborales, núm. 50, 1999, pp. 7 
y ss. 
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de encontrarse en la Directiva 2010/31, de 19 
de mayo, relativa a la eficiencia energética de 
los edificios, que apuesta por el incremento del 
uso de las fuentes renovables en este sector 
con un objetivo poliédrico: aumentar la segu­
ridad del abastecimiento energético y el de­
sarrollo tecnológico, ofrecer oportunidades de 
empleo y desarrollo regional, así como mejorar 
los entornos laborales. Sobre tales postulados 
inciden la Estrategia para una competitividad 
sostenible del sector de la construcción y de 
sus empresas21 y el Protocolo de gestión de 
residuos de construcción y demolición en la 
Unión Europea22, donde la eficiencia energé­
tica, la reutilización, la recuperación y el reci­
clado y el diseño a medida se unen en pie de 
igualdad a la creación de puestos de trabajo y 
a la salud de los trabajadores, reduciendo el 
porcentaje de accidentes de trabajo y enferme­
dades profesionales. 

También, a nivel interno, cabe hacer men­
ción, a título ejemplificativo, a la Resolución 
de 10 de octubre de 2017, de la Dirección Ge­
neral de Empleo, por la que se registra y pu­
blica el III Acuerdo para el uso sostenible de 
los recursos, la protección del medio ambiente, 
la salud de las personas y la mejora de la com­
petitividad del sector cementero español, que, 
partiendo del concepto de sostenibilidad («las 
partes firmantes consideran prioritario hacer 
compatible el progreso económico y social con 
el respeto al medio ambiente y a los recursos 
naturales y con la garantía de la salud de los 
trabajadores para una mejora de la calidad de 
vida, tanto para las generaciones presentes 
como para las futuras»), formula un ambicioso 
(vital y necesario) objetivo: la lucha contra el 
cambio climático23. 

21 CoM (2012) 43, http://eur-lex.europa.eu/procedure/ 
ES/201859. 

22 http://ec.europa.eu/environment/circular-economy/in­
dex_en.htm 

23 Álvarez Cuesta, H.: «la sostenibilidad ambiental y social 
en el sector cementero. Comentario al iii acuerdo para el uso 
sostenible de los recursos. la protección del medio ambiente, la 
salud de las personas y la mejora de la competitividad del sec­
tor cementero español», revista General de Derecho del Trabajo 
y de la Seguridad Social, núm. 48, 2018, p. 419. 

http://ec.europa.eu/environment/circular-economy/in
http://eur-lex.europa.eu/procedure
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3.	 CARA Y CRUZ: REDUCCIÓN 
DE EMISIONES CONTAMINANTES 
Y RIESGOS EMERGENTES 
EN LOS «ECO-EMPLEOS» 

Teniendo en cuenta que los tradicionales 
combustibles fósiles, fuente principal de ener­
gía empleada en los centros de trabajo desde 
la Revolución Industrial, presentan actual­
mente dos grandes problemas como son, de un 
lado, el hecho de que sus recursos son finitos, 
estando previsto el posible agotamiento de las 
reservas con el tiempo, y, de otro, que su uso 
libera en la atmósfera grandes volúmenes de 
CO2, considerados la principal causa del ca­
lentamiento global, su obligada sustitución 
en los procesos productivos por otras fuentes 
menos contaminantes además de contribuir 
a reducir las emisiones de gases nocivos y la 
elevada tasa de dependencia de las impor­
taciones, va a generar una amplia actividad 
empresarial a su alrededor, máxime cuando 
España no ha alcanzado el objetivo del 20 por 
100, previsto para 2020, en la utilización de 
energías renovables que ronda en la actuali­
dad el 17,3 por 100. 

Aunque la energía nuclear sigue conside­
rándose una de las alternativas primordiales, 
su uso despierta todo tipo de reacciones con­
trarias, miedos y problemas medioambienta­
les. Sin embargo, es muy amplia, por no decir 
unánime, la aceptación de las denominadas 
energías renovables como la eólica, la solar, 
la hidráulica, la geotérmica, la biomasa, la 
mareomotriz, etc., que surgen como disyun­
tiva a la tradicional fórmula de explotación 
energética influenciada por la evidente preo­
cupación por el medio ambiente y el hábitat, 
superado las dimensiones científicas para 
llegar a la realidad empresarial y ser tema 
de divulgación global y un vasto ámbito de 
generación de puestos de trabajo. La produc­
ción de energía eléctrica a partir de fuentes 
renovables, cogeneración y residuos y el au­
mento de la eficiencia energética constituyen 
un pilar fundamental para la consecución de 
los objetivos de reducción de emisiones de ga­
ses de efecto invernadero, tal y como se dedu­

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

ce de la Ley 24/2013, del sector eléctrico, y del 
Real Decreto 413/2014, de 16 de junio, dando 
origen, al tiempo, a un nuevo yacimiento de 
empleo reconocido ya de forma expresa en 
el Libro Blanco sobre Crecimiento, Compe­
titividad y Empleo (bajo la denominación de 
Informe Delors), presentado al Consejo Eu­
ropeo en 1993, dentro de la amplia categoría 
de los conocidos como «empleos verdes (green 
jobs)», «empleos ambientales», «eco-empleos» 
o «empleos ecológicos»24, caracterizados por 
una elevada cualificación de los trabajadores 
y unas condiciones de trabajo mucho menos 
precarias que en otros sectores de la activi­
dad, a cambio de una mayor movilidad y dis­
ponibilidad para desarrollar un trabajo poli­
valente en cualquier lugar y para cualquier 
empresa25. 

Sin duda, existe un potencial significativo 
para la creación de puestos de trabajo en la 
producción de energía a partir de fuentes re­
novables, eficiencia energética, gestión de resi­
duos y del agua, calidad del aire, restauración 
y preservación de la biodiversidad, adaptación 
al cambio climático y desarrollo de la infraes­
tructura verde. Dentro de todo este elenco, el 
sector de la construcción ecológica puede dar 
lugar al mayor número de ofertas laborales pi-
votando hacia una edificación energéticamen­
te más eficiente26, tal y como prevén la Estra­
tegia para una energía competitiva, sostenible 
y segura27, la Hoja de ruta hacia una economía 
hipocarbónica competitiva en 205028 y la Hoja 
de ruta de la Energía para 205029, que abogan 

24 Álvarez Cuesta, H.: «Empleos verdes: una aproximación 
desde el Derecho del Trabajo», cit., p. 101. 

25 Molina navarrete, C.: «¿El futuro del trabajo, trabajo sin 
futuro? los mitos finalistas en la era digital del neomercado», 
revista Trabajo y Seguridad Social (Centro de Estudios Finan­
cieros), núm. 408, 2017, pp. 5 y ss. 

26 olmo Gascón, a.M.: «Tratamiento del empleo verde en 
la normativa internacional y europea (especialmente en el pi­
lar europeo de derechos sociales): la precisa reconfiguración 
de sus elementos jurídico-laborales», en aa. VV. (Mora Cabello 

de alba, l. y rodríguez Fernández, M.l., Coords.): «El futuro del 
trabajo que queremos», albacete, Bomarzo, 2017, p. 54. 

27 CoM (2010) 639 final.
 
28 CoM (2011) 112 final.
 
29 CoM (2011) 885 final.
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por la necesidad de renovar los edificios exis­
tentes. 

Ahora bien –y como contrapartida–, las 
cada vez más avanzadas tecnologías emplea­
das, y los métodos utilizados sin duda más 
especializados y evolucionados para la genera­
ción de estas energías verdes, está provocando 
el surgimiento de nuevas formas de nocividad 
y desconocidos factores de afectación negativa 
para la salud de los trabajadores, que habrán 
de ser valorados convenientemente con el fin 
de adoptar las medidas de prevención oportu­
nas. Y aquí es precisamente donde se puede 
constatar cómo la progresiva implantación en 
el sistema nacional de producción energética 
a través de las fuentes mencionadas en el que 
son acusados los avances de la ciencia y la in­
vestigación como política pública estratégica 
no ha ido acompañada de un cuerpo norma­
tivo que proporcione criterios seguros para 
resolver los conflictos e interrogantes que se 
plantean entre los distintos intereses en ten­
sión en el marco laboral, por una parte, de 
los promotores de la actividad de producción 
energética y, por otra, de los trabajadores que 
sufren accidentes laborales o contraen enfer­
medades que no merecen, en muchos casos, la 
calificación de profesionales al no estar lista­
das, cuya solución se afronta compleja para 
los órganos judiciales, pues, ante las lagunas 
existentes, se ven abocados a recurrir, muchas 
veces a normas genéricas, en otras ocasiones a 
prescripciones más específicas pero de aplica­
ción selectiva en función del peligro concreto 
(eléctrico, manipulación de cargas, incendio, 
explosión, sustancias químicas, agentes bio­
lógicos…), sin dejar de atender a innumera­
bles pautas técnicas dotadas del mero valor de 
buenas prácticas. 

4.	 LA REGULACIÓN DE LA SEGURIDAD 
Y SALUD LABORAL EN EL NUEVO 
URBANISMO SOSTENIBLE COMO 
PARÁMETRO A SEGUIR 

La intervención del legislador en este 
marco deviene imprescindible al objeto de 
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tutelar los riesgos laborales emergentes en 
los subsectores relacionados con el mercado 
de las energías alternativas, desgranando 
las imposiciones específicas ordenadas a 
partir de los principios que enuncia la LPRL 
en su art. 15, las cuales se extienden a evi­
tar los riesgos (art. 15.1), evaluar los que no 
se puedan evitar y planificar la actuación 
preventiva en la empresa (arts. 14.2 y 16), 
dar información, consultar y otorgar parti­
cipación a los trabajadores (arts. 14, 15, 18 
y capítulo V), proporcionar formación (arts. 
14 y 19), vigilar periódicamente el estado de 
la salud de los trabajadores (art. 22), consti­
tuir un sistema de prevención dotado de los 
recursos necesarios (art.  14 y capítulo IV), 
diseñar un plan de emergencia (arts. 14 y 
20), así como adoptar las medidas necesa­
rias con ocasión de riesgo grave e inminente 
(art. 21). 

A tal fin, puede servir de modelo la orien­
tación seguida por la normativa preventiva en 
el sector de la construcción tradicional, que 
ha tenido la virtud de actualizar y adaptar­
se desde una agotada edificación expansiva 
e invasiva hacia una actividad empresarial 
más sostenible desde el punto de vista social 
y medioambiental destinada a la conservación 
y recuperación de lo construido a través de la 
rehabilitación, regeneración y renovación ur­
banas30, tal y como pauta, en una primera ver­
sión, la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Econo­
mía Sostenible, que apuesta de forma expresa 
por la denominada «smart. city» como postula­
do inspirador del título III de su articulado, el 
cual incorpora una serie de reformas que, des­
de la salvaguarda medioambiental, inciden en 
los ámbitos centrales del sustrato económico: 
la sostenibilidad del modelo energético, la re­
ducción de emisiones, el transporte y la movi­
lidad sostenible, y, especialmente relevante, el 
impulso de las viviendas desde la perspectiva 

30 De forma premonitoria, García de Enterría, E.: «Consi­
deraciones sobre una nueva legislación del patrimonio artísti­
co, histórico y cultural», revista Española de Derecho adminis­
trativo, núm. 39, 1983, pp. 589 y 590. 
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de la rehabilitación como fuente generadora 
de ocupaciones más limpias y saludables31. 

4.1.	 El cambio de modelo urbanístico 
en el ordenamiento interno: 
desde la construcción expansiva 
e invasiva hacia la construcción 
ecológica 

La pieza clave en la mencionada Ley 
2/2011 es la recuperación del sector de la 
construcción mediante una serie de reformas 
centradas en el impulso a la regeneración y 
la renovación urbanas, que consigan, entre 
otros loables objetivos, generar puestos de tra­
bajo en el marco del concepto más amplio de 
sostenibilidad. Desde esta perspectiva y más 
en concreto, su art.  107, derogado posterior­
mente por la Ley 8/2013, de 26 de junio, de 
Rehabililtación, Regeneración y Renovación 
Urbanas (LRRR), mencionaba la obligación 
de los poderes públicos de diseñar, de acuer­
do con los principios de cohesión territorial y 
social, eficiencia energética y complejidad fun­
cional, una política inspirada en las siguientes 
actuaciones: a) fomento del uso residencial en 
viviendas constitutivas de domicilio habitual 
en un contexto urbano seguro, salubre y ade­
cuado, libre de ruidos y otras inmisiones con­
taminantes que excedan de los límites legal­
mente permitidos en cada momento y provisto 
del equipamiento, los servicios, los materiales 
y productos que eliminen o, en todo caso, mi­
nimicen, por aplicación de la mejor tecnología 
disponible en el mercado a precio razonable, 
las emisiones contaminantes, el consumo de 
agua, energía y la producción de residuos, y 
hagan más eficaz su gestión; b) mejora de la 

31 Según el informe de la agencia Europea de Medio am­
biente correspondiente a 2016, España ocupaba el undécimo 
lugar en términos de intensidad de emisiones GEi de la econo­
mía (330 gr Co2eq/euro), y el décimo lugar respecto a las emi­
siones per cápita (7,37 ton Co2/por hab), por debajo en ambos 
casos de la media alcanzada en la UE-28 (336 gr Co2 eq/euro 
y 8,72 ton Co2/por hab, respectivamente). CES, Economía, Tra­
bajo y Sociedad. Memoria sobre la situación socio económica y 
laboral. España 2016, CES, Madrid, 2017, p. 54. 
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calidad ambiental y la funcionalidad de las 
dotaciones, infraestructuras y espacios públi­
cos a disposición de todos los ciudadanos; c) 
desarrollo de unos servicios generales, inclui­
dos los que aseguren el acceso universal a las 
nuevas tecnologías, más eficientes económica 
y ambientalmente en la disposición del agua, 
la energía y los residuos; d) favorecimiento, 
por contar con las infraestructuras, dotacio­
nes y servicios precisos, de la localización de 
actividades de contenido económico generado­
ras de empleo estable y sostenibles medioam­
bientalmente, especialmente las que faciliten 
el desarrollo de la investigación científica y 
de nuevas tecnologías; e) garantía del acceso 
equitativo de los ciudadanos a las dotaciones 
y los servicios y su movilidad, potenciando al 
efecto los medios de transporte, especialmente 
los de uso público, más eficientes energética­
mente y menos contaminantes; f) integración 
en el tejido urbano de cuantos usos resulten 
compatibles con la función residencial, contri­
buyendo al equilibrio de ciudades y núcleos 
residenciales, para lo que se favorecerá la 
aproximación de servicios y dotaciones a la 
comunidad residente, evitando desplazamien­
tos innecesarios; y g) fomento del uso de ma­
teriales, productos y tecnologías limpias que 
reduzcan las emisiones contaminantes de la 
construcción. 

Asentado el giro de modelo estatal de ur­
banismo, apostando no por la edificación ex­
tendida, desenfrenada y exponencial, fruto de 
ambiciones especulativas, sino por procesos de 
reconstrucción urbana hacia la regeneración 
de la ciudad existente en la citada Ley 8/2013, 
seguidamente el Gobierno procede a aprobar 
mediante el Real Decreto Legislativo 7/2015, 
de 30 de octubre, el texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLSRU), 
uno de cuyos objetivos fundamentales sigue 
siendo lógicamente el desarrollo sostenible, 
competitivo y eficiente del medio urbano, me­
diante el impulso y el fomento de las actua­
ciones que conducen a la rehabilitación de los 
edificios y a la regeneración y renovación de 
los tejidos urbanos existentes, cuando sean 
necesarios para asegurar a los ciudadanos 



SUSana roDríGUEz ESCanCiano 

227 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

  
 

 
 

 

 

una adecuada calidad de vida y la efectivi­
dad de su derecho a disfrutar de una vivien­
da digna y adecuada, postulado concretado 
en el art.  3, referido a un nuevo urbanismo 
marcado por el «uso racional de los recursos 
naturales armonizando los requerimientos de 
la economía, el empleo, la cohesión social, la 
igualdad de trato y de oportunidades, la salud 
y la seguridad de las personas y la protección 
del medio ambiente»32. Objetivos tutelados en 
el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por 
el que se aprueba el Plan estatal de vivienda 
2018-2021. 

Bajo el parámetro de la sostenibilidad eco­
nómica, social y ambiental promovido por la 
citada Estrategia 2020, son apreciables las 
posibilidades que proporciona un sector emer­
gente, cual es el de la construcción impulsado 
ahora desde la perspectiva de su reformula­
ción integral en clave de sostenibilidad y re­
generación de las políticas urbanas, con el fin 
último de dinamizar la coyuntura económica, 
impulsar el desarrollo del empleo y socavar 
la autocomplacencia con unas deficientes 
condiciones laborales que han acompañado 
tradicionalmente al sector de la edificación: 
alta tasa de rotación, temporalidad y parciali­
dad, una estructura ocupacional intensiva en 
mano de obra manual, un nivel de formación 
inferior a la media del resto de la economía, 
unos ritmos intensos de ejecución de las obras 
(destajos), un encadenamiento masivo de con­
tratas y subcontratas ante un tejido produc­
tivo altamente atomizado, escasa innovación, 
una baja intervención de mujeres y una ele­
vada participación de mano de obra extranje­
ra, sin olvidar –por lo que aquí interesa– los 
elevados índices de siniestralidad inherentes. 
Así lo certifica la Declaración de Toledo, apro­
bada el 22 de junio de 2010 por los Ministros 
Responsables de Desarrollo Urbano de los 27 
Estados miembros de la Unión Europea, en la 
que se hace especial hincapié en que «la ba­

32 quintana lópez, T.: «Presentación. Hacia un urbanismo 
sostenible en Castilla y león. Fundamentos jurídicos para un 
cambio de modelo», revista Jurídica de Castilla y león, núm. 
39, 2016, p. 2. 
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talla principal de la sostenibilidad urbana se 
ha de jugar precisamente en la consecución de 
la máxima ecoeficiencia posible en los tejidos 
urbanos de la ciudad ya consolidada», desta­
cando el valioso papel que habrá de correspon­
der, en tal sentido, a la regeneración urbana 
integrada como yacimiento de empleo33. 

Esta misma filosofía late en la posterior 
Estrategia Española de Sostenibilidad Urba­
na y Local de 201134, que asume cómo «la bata­
lla de la sostenibilidad se ganará o se perderá, 
en buena medida, en las ciudades; es decir, en 
la manera de organizar, desde hoy, la ciudad 
del futuro, integrada a nivel territorial, en 
estrecha asociación con otras ciudades y sus 
áreas rurales circundantes», aspectos que, sin 
duda, ayudarán a mejorar la calidad de vida y 
del empleo. 

Se sigue así la idea subrayada por Na­
ciones Unidas, que ha venido aclarando que 
«cuando está bien planificado, el crecimiento 
urbano encierra el potencial de mejorar el ac­
ceso de las personas a la educación, la aten­
ción a la salud, la vivienda y otros servicios, 
gestionar de manera adecuada el efecto de 
la población sobre el medio ambiente y, tam­
bién, fomentar las oportunidades en materia 
de productividad económica»35, siendo capaz 
de generar ocupaciones laborales en el marco 
de una actividad empresarial, de mayor com­
plejidad que la construcción tradicional pero 
de alto valor añadido, centrada en la regene­
ración y rehabilitación urbana integral, que 
comprende cometidos tan variados como pue­
den ser la conservación de los conjuntos histó­
ricos y culturales, la reparación y renovación 
del parque de viviendas cuando existan situa­
ciones de insuficiencia o degradación de los 

33 Cachón rodríguez, l.: «la formación y los nuevos ya­
cimientos de empleo en España», reis, núms. 77-78, 1997, 
p. 121. 

34 aprobado por el Plenario de la red de redes de Desa­
rrollo local Sostenible en Granada el 17 de junio de 2011. 

35 Departamento de asuntos Económicos y Sociales. Di­
visión de la Población. la situación demográfica en el mundo 
2014. informe conciso, naciones Unidas, nueva york, 2014, ST/ 
ESa/SEr.a/354, p. 27. 
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requisitos básicos de funcionalidad, seguridad 
y habitabilidad, la superación de la pobreza 
energética, el progreso de la calidad de vida de 
los ciudadanos en todos los barrios incluidos 
los menos favorecidos, así como la aplicación 
de las tecnologías de la información y comuni­
cación en los entornos urbanos para conseguir 
la mejora del transporte, la movilidad, la segu­
ridad ciudadana y el suministro y consumo de 
energía y agua (smart. city)36. 

En el centro del nuevo urbanismo, las ciu­
dades así configuradas constituyen sustratos 
de crecimiento económico, nudos competitivos 
para el transporte de personas, mercancías y 
capitales, polos de la innovación tecnológica y 
cultural, ejes de la eficiencia energética (re­
ducción de emisiones contaminantes, de gases 
de efecto invernadero o de producción de re­
siduos), así como motores para la igualdad y 
cohesión social, de suerte que el tránsito hacia 
esta meta conllevará la creación de cuantiosos 
puestos de trabajo estables y cualificados37, 
logro que, además, se mantendrá y afianza­
rá una vez conseguida la ciudad compacta. 
En este proceso en el que puede ser de gran 
ayuda la innovación técnica en aras a corregir 
las deficiencias del trabajo en el sector de la 
construcción tradicional ancladas sobre todo 
en tres factores, cuales son el carácter tempo­
ral que revisten los contratos, el uso habitual 
del instrumento de la subcontratación para 
afrontar parcelas de la obra, y el alto riesgo 
de siniestralidad, consecuencia de un anterior 
urbanismo empresarial especulativo marcado 
por la idea de un crecimiento continuo de la 
edificación, con el riesgo inherente de segrega­
ción territorial, degradación de los entrama­
dos preexistentes y destrucción innecesaria de 
la cubierta vegetal38. 

36 Santiago iglesias, D.: «iniciativas para un futuro urbano 
sostenible: las Smart. cities», en aa. VV. (quintana lópez, T., Dir.): 
«Urbanismo sostenible. rehabilitación, regeneración y renova­
ción urbanas», Tirant lo Blanch, Valencia, 2015, p. 702. 

37 Álvarez Cuesta, H.: «Formas jurídicas de economía so­
cial», revista jurídica de Castilla y león, núm. 39, 2016, p. 7. 

38 lópez ramón, F.: «El urbanismo sostenible en la legisla­
ción española», revista de Derecho Urbanístico y Medio am­
biente, núm. 311, 2017, p. 274. 
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Se trata, a la postre, de desplazar la tra­
dicional concepción desarrollista impulsora 
de un crecimiento urbano ilimitado fundado 
en una senda de despilfarro territorial39 por 
otra distinta que lo controle de acuerdo con 
el principio del desarrollo sostenible, ponien­
do el acento en la regeneración de la ciudad 
existente, con espacios públicos y dotaciones 
de servicios de calidad y unas condiciones am­
bientales que hagan de las ciudades un espacio 
para vivir más y mejor40, en el que pueda de­
sarrollarse el principio de libertad de empresa 
en condiciones que garanticen la competencia 
leal entre distintos operadores económicos 
capaz de generar nuevas oportunidades de 
empleo dentro de un sector de la construcción 
menos manual y más industrial, donde la in­
novación ocupe un lugar preferente, incorpo­
rando materiales menos contaminantes, avan­
zadas técnicas constructivas y bioclimáticas 
y, cómo no, nuevas herramientas, algunas de 
las cuales ya están siendo utilizadas en este 
proceso, tales como son, a modo de ejemplo, el 
«big data», para poder determinar la elastici­
dad de la demanda y las reacciones de los po­
tenciales clientes de viviendas; la «geolocali­
zación», a través de dispositivos móviles para 
avisar con alertas a los consumidores al pasar 
por viviendas de alquiler o venta; la «buildind 
information modeling» (BIM), que engloba un 
proyecto constructivo en un modelo 3 D, que 
abarca geometría y características técnicas de 
los elementos individuales, estructura, cerra­
mientos o instalaciones; la «realidad virtual» 
para acercar al comprador a su futura vivien­
da; o, por no seguir, la «interconectividad», que 
ofrece cualquier dispositivo con internet como 
mando a distancia de termostatos, ventanas, 
persianas, puertas, etc41. 

39 Vinuesa angulo, J. y Porras alfaro, D.: «la dimensión 
territorial de la crisis de la vivienda y el despilfarro inmobiliario 
residencial», Cuadernos de relaciones laborales, núm. 35, 2017, 
p. 105. 

40 Menéndez rexach, a.: «los objetivos económicos de la 
regulación del suelo (1956-2015)», revista de Derecho Urba­
nístico y Medio ambiente, núm. 311, 2017, p. 293. 

41 Sánchez, V.: «las implicaciones de la economía digital 
en el sector de la construcción», Gaceta Sindical, núm. 27, 
2016, p. 305. 
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Es más, si la nueva revolución industrial 
ha alumbrado una «industria inteligente» 
(4.0), caracterizada por la irrelevancia de la 
ubicación geográfica, el papel clave de las pla­
taformas, la importancia de los efectos de red y 
el uso de grandes datos, permitiendo, a través 
de la conectividad, que fabricación, logística, 
encargo y diseño se alineen con el cliente para 
fabricar productos o prestar servicios persona­
lizados a precisos de masas42, cabe exigir que 
garantice también la sostenibilidad, creando 
empleos de calidad en el marco de las tecnolo­
gías digitales concebidos de la forma más am­
plia posible, esto es, incluyendo no sólo concep­
tos tales como «ciberseguridad», «cibernética», 
«robótica», «biotecnología», «nanotecnología», 
«algoritmos», «inteligencia artificial», «cloud 
computing», «IoT», «impresión 3D», realidad 
aumentada o «big data», sino el uso eficiente 
de recursos naturales, la utilización optimiza­
da de las materias primas menos contaminan­
tes y–como no y por lo que aquí interesa– la 
planificación urbana inteligente (smart. city) 
fruto del nuevo enfoque del modelo urbanísti­
co, esto es, según el Libro Verde sobre la Soste­
nibilidad Urbana y Local en la era de la Infor­
mación, con capacidad de anticiparse a través 
de la innovación tecnológica a las necesidades 
futuras: cambio climático, agotamiento de re­
cursos, dependencia energética y de materia­
les y reducción de la biodiversidad, sin olvidar, 
cómo no, la generación de empleo estable y de 
calidad desarrollado en un contexto seguro43. 

Esta es, de nuevo, la línea marcada por 
la tantas veces mencionada Estrategia 2020, 
que promueve imaginar, con ayuda de la in­
novación, los cambios necesarios para que en 
2050 nos hayamos transformado en una eco­
nomía con elevadas dosis de empleabilidad y 
con bajas emisiones de carbono, luchando, así, 

42 CC.oo.: «industria 4.0: una apuesta colectiva», http:// 
www.industria.cc.oo.es/cms/g/public/o/6/o163594.pdf 

43 Vid. el libro Verde de Sostenibilidad Urbana y local en la 
Era de la información, Ministerio de agricultura, alimentación 
y Medio ambiente, Madrid, 2012, p. 692, http://www.magrama. 
gob.es/es/calidad-y-evaluacionambiental/temas/medio-am­
biente-urbano/libro_verde_final_15.01.2013_tcm7-247905. 
pdf 
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contra el llamado «cambio climático», ayudan­
do a cumplir los compromisos asumidos en el 
Protocolo de Kioto de las Naciones Unidas. 
Idea apuntada, entre otras, en la Decisión 
2010/707, de 21 de octubre, que de manera es­
pecífica ordena mejorar los entornos empresa­
riales, estimular la creación de empleo «verde» 
y «ayudar a las empresas a que modernicen 
sus bases industriales», así como, sin ánimo 
exhaustivo, en la Comunicación de la Comi­
sión de 22 de enero de 2014 bajo el encabeza­
miento «un marco estratégico en materia de 
clima y energía para el período 2020-2030», 
donde la renovación de las ciudades adquiere 
gran protagonismo en la mejora de la calidad 
de vida y del empleo. 

En este ínterin hacia la construcción ecológi­
ca, existe un potencial significativo para la crea­
ción de nuevos puestos de trabajo en la produc­
ción de energía a partir de fuentes renovables, 
eficiencia energética, gestión de residuos y del 
agua, calidad del aire, restauración y preserva­
ción de la diversidad, adaptación al cambio cli­
mático y desarrollo de la infraestructura verde. 
Las estimaciones de la Unión Europea indican 
que la mejora de la prevención y gestión de resi­
duos en los Estados miembros podría crear más 
de 400.000 nuevos puestos de trabajo; la revi­
sión de la legislación sobre esta materia más 
de 180.000; y el incremento del 1 por 100 en la 
tasa de crecimiento de la industria del agua en 
Europa entre 10.000 y 20.000. La transforma­
ción interna y la redefinición de las ocupaciones 
afectarán a sectores con altas emisiones, tales 
como fuentes de energía, transporte, agricultura 
y, como no, construcción, que son responsables 
respectivamente del 33, 20, 12 y 12 por 100. En 
concreto, el sector de la edificación podría crear 
450.000 nuevas ofertas laborales diseñando edi­
ficios energéticamente más eficientes para cum­
plir con los requisitos de la Directiva 2012/27, de 
25 de octubre, de Eficiencia Energética y otros 
tantos para la readaptación de viviendas en 
aras a hacerlas energéticamente sostenibles44. 

44 olmo Gascón, a.M.: «Tratamiento del empleo verde en 
la normativa internacional y europea (especialmente en el pi­
lar europeo de derechos sociales): la precisa reconfiguración 

http://www.magrama
www.industria.cc.oo.es/cms/g/public/o/6/o163594.pdf
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Es más, estas cifras podrán verse elevadas una 
vez conseguida la implementación de la ciudad 
compacta, dada la necesidad de mantenimiento 
óptimo de inmuebles e infraestructuras. 

Desde tales premisas, el TRLSRU, contando 
con el antecedente de LRRR, recoge previsiones 
concretas tendentes a conseguir una «regene­
ración urbana integrada y su potencial estraté­
gico para un desarrollo urbano más inteligente, 
sostenible y socialmente inclusivo» (exposición 
de motivos»)45, buscando su justificación, entre 
otras poderosas razones, en la necesidad de re-
convertir y reactivar el sector de la construc­
ción ante el pleno agotamiento en España del 
predominante modelo expansivo de urbanis­
mo y, con ello, impulsar la creación de empleo 
vinculado a las actuaciones de rehabilitación y 
renovación de las ciudades, debido al uso inten­
sivo de mano de obra que requieren ahora las 
actuaciones sobre el suelo urbano y sobre las 
edificaciones existentes. Se trata de promover, 
en definitiva, la generación de riqueza a través 
de la reactivación de la construcción, teniendo 
en cuenta los efectos positivos que el desarro­
llo de este sector induce sobre el crecimiento 
de otros y, en general, sobre la economía, en la 
idea de que dicha actividad, como tradicional­
mente ha sido, puede seguir constituyendo en 
el futuro si bien sobre otras bases diferentes 
un importante dador de ocupaciones, aspecto 
particularmente interesante en momentos ac­
tuales donde las cotas de desempleo todavía 
alcanzan valores muy altos46. 

La buena noticia es que la apuesta por el 
sector de la construcción bajo estas nuevas 
coordenadas de rehabilitación, regeneración y 

de sus elementos jurídico-laborales», en aa. VV. (Mora Cabello 

de alba, l. y rodríguez Fernández, M.l., Coords.): «El futuro del 
trabajo que queremos», Bomarzo, albacete, 2017, p. 54. 

45 Parejo alfonso, l. y roger Fernández, G.: «Comentarios 
a la ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración 
y renovación urbanas», iustel, Madrid, 2014, p. 23. 

46 Humero Martín, a.E.: «la ley 8/2013, de rehabilitación, 
regeneración y renovación urbanas: norma jurídica definitoria 
del contenido del art. 47 de la Constitución Española (hacia un 
modelo sostenible e integrador del tejido urbano)», revista de 
la Unión Europea, núm. 30, 2014, pp. 44 y ss. 
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renovación urbanas va a resultar positiva des­
de dos puntos de vista: el laboral y el medioam­
biental. Atendiendo al segundo, no es ocioso 
recordar que a través de este nuevo modelo de 
urbanismo se va a redundar en la reducción 
de emisiones contaminantes, de gases de efec­
to invernadero o de producción de residuos, 
así como de los consumos de agua y energía, 
priorizando la utilización de materiales reu­
tilizados o reciclados y de energías renovables 
frente a las fuentes de energía fósil, todo ello 
con el fin último de rebajar la liberación de 
gases de efecto invernadero y de combatir la 
pobreza energética. Incluso se ha diseñado 
una Estrategia a largo plazo para la Rehabili­
tación energética en el sector de la edificación 
en España en cumplimiento del art.  4 de la 
Directiva 2012/27, entre cuyos objetivos se re­
cogen los siguientes: «1) Rehabilitación ener­
gética de la envolvente térmica de los edificios 
existentes. 2) Mejora de la eficiencia energéti­
ca de las instalaciones térmicas de los edificios 
existentes. 3) Mejora de la eficiencia energéti­
ca de las instalaciones de iluminación interior 
de los edificios existentes. 4) Construcción de 
nuevos edificios y rehabilitación de existentes 
con alta calificación energética. 5) Mejora de 
la eficiencia energética de las instalaciones de 
frío comercial e industrial. 6) Mejora de la efi­
ciencia energética de las instalaciones de as­
censores existentes en los edificios. 7) Mejora 
de la eficiencia energética en los Centros de 
Procesos de Datos existentes. 8) Mejora de la 
eficiencia energética de electrodomésticos. 9) 
Mejora de la eficiencia energética a través de 
la domótica y sistemas inteligentes de gestión. 
10) Mejora de la eficiencia energética a través 
de redes de calefacción y frío». 

Por lo que hace al aspecto laboral, un sec­
tor fuerte dedicado a la regeneración y reha­
bilitación urbanas permitirá la creación de un 
nutrido conjunto de puestos de trabajo de ma­
yor calidad que los asociados a la construcción 
tradicional, muy alejada esta última, como ya 
consta, de un crecimiento racional, paulatino 
y ordenado para aproximarse entonces a una 
política fundada en una desmedida promo­
ción de suelo y edificación de nuevos edificios 
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como cauces prioritarios en la financiación 
municipal47. Desechado este modelo, el nuevo 
escenario legal facilita distintas posibilidades 
de financiación y de ejecución de la rehabili­
tación de vivienda con actuaciones centradas 
en la entrada de empresas privadas no sólo en 
la actividad rehabilitadora propiamente dicha 
sino también a cambio de su participación en 
los nuevos aprovechamientos que se generen o 
incluso en los ahorros energéticos que se con­
sigan48, en el bien entendido sentido de que si 
no se reactiva la construcción desde esta re­
novada perspectiva será difícil recuperar unos 
niveles de empleo óptimos. 

El objetivo será conseguir, para los traba­
jadores, mejores retribuciones, mayor salubri­
dad, óptimas cualificaciones y menor rotación 
en las ocupaciones, así como mayores contri­
buciones sociales, vía cotizaciones e impues­
tos, y, cómo no, inferiores índices de siniestra­
lidad laboral, todo ello a través de dotaciones 
más funcionales de viviendas, infraestructu­
ras, equipamientos y servicios, para el conjun­
to de la población, algo a valorar como muy 
recomendable en un escenario en el que la de­
fensa del conocido como Estado de Bienestar 
se hace cada día más necesaria. 

Como fácilmente se puede deducir, este de­
seable paradigma se encuentra fuertemente 
marcado por la complejidad y por la propia am­
bición de objetivos sobre los que se sustenta, ra­
zones que aconsejan abordar un estudio de los 
medios y métodos específicos a emplear para 
alcanzar su satisfacción, centrando la atención 
en las nuevas líneas del sector de la construc­
ción como actividad empresarial generadora de 
puestos de trabajo, inspirada ahora en la idea 
de sostenibilidad en su triple vertiente: am­
biental, económica y social. Como con acierto 

47 Casares Marcos, a.: «la eficiencia energética y la sos­
tenibilidad ambiental», en aa. VV. (quintana lópez, T., Dir.): «Ur­
banismo sostenible. rehabilitación, regeneración y renovación 
urbanas», Tirant lo Blanch, Valencia, 2016, pp. 217 y ss. 

48 Mata Sierra, T. y Carbajo nogal, C.: «rehabilitación y 
fiscalidad de la vivienda», en aa. VV. (quintana lópez, T., Dir.): 
«Urbanismo sostenible. rehabilitación, regeneración y renova­
ción urbanas», Tirant lo Blanch, Valencia, 2016, pp. 537 y ss. 
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ha puesto de relieve el Consejo Económico y 
Social49, es necesario adoptar las medidas ne­
cesarias para la reactivación de este sector, no 
sólo por la importancia cuantitativa, directa e 
indirecta, en la economía y el empleo de cali­
dad y de reducida nocividad (como mero botón 
de muestra si se rehabilitasen en España 10 
millones de edificios hasta 2050 se generarían 
hasta 130.000 puestos de trabajo directos)50, 
sino porque se podrían reducir drásticamente 
las emisiones nocivas y se lograría incremen­
tar la cohesión social y territorial y, al tiempo, 
erradicar la exclusión de ciertos sectores de la 
población en la línea marcada por la Nueva 
Agenda Urbana (Habitat III)51, ello sin olvidar 
apostar por la garantía de la seguridad y salud 
en los puestos de trabajo. 

4.2.	 Siniestralidad laboral y «edificación 
verde». Nuevas coordenadas 

Sin dejar de reconocer el potencial del ur­
banismo sostenible para crear puestos de tra­
bajo, contribuir al crecimiento del Producto 
Interior Bruto, favorecer la cohesión social y 
beneficiar el entorno medioambiental, lo cierto 
es que no es posible obviar que también entra­
ña sus peligros, de modo que al igual que en 
la construcción tradicional existe un conjunto 
de variables que influyen, de manera decisi­
va, en las condiciones laborales del personal 
que presta sus servicios dentro de este nuevo 
sector, que puede calificarse como versátil y 
diversificado en cuanto a riesgos profesionales 
se refiere, concurriendo además un repunte en 
los índices de siniestralidad si se atiende a la 
estadística52. 

49 informe titulado «El papel del sector de la construcción 
en el crecimiento económico: competitividad, cohesión y cali­
dad de vida», 2015. 

50 CC.oo.: «la sostenibilidad más allá de las palabras», 
http://construccionyservicios.ccoo.es 

51 Conferencia de las naciones Unidas sobre la Vivienda y 
el Desarrollo Urbano Sostenible, quito, 17 a 20 de octubre de 
2016. 

52 Durante los 8 primeros meses de 2017, tuvieron lugar 
24.109 siniestros, un 13,9 por 100 más que en el mismo período 
de referencia del año anterior. www.mess.es 

http:www.mess.es
http:http://construccionyservicios.ccoo.es
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4.2.1. Riesgos heredados y emergentes 

Los cambios en el diseño de la actividad 
urbanística, pasando desde el urbanismo des­
enfrenado a la apuesta actual por la conserva­
ción y, sobre todo, renovación y regeneración 
de la ciudad existente, no eliminan de radice 
los riesgos laborales, que ciertamente pueden 
ser distintos, en ocasiones, a los de su configu­
ración más clásica, pero no por ello son menos 
importantes, no en vano «construcción soste­
nible» no es sinónimo de ausencia de peligro 
de sufrir accidentes de trabajo o de contraer 
enfermedades profesionales. Sucede, por tan­
to, que esta actividad, como casi todos los que­
haceres humanos, presenta cargas equivalen­
tes, pues, por un lado, se constituye como una 
expectativa segura de desarrollo sostenible y 
produce innegables ventajas para la sociedad, 
pero, por otro, se convierte también en una 
nueva actividad peligrosa, que genera riesgos 
ciertos, unos heredados del pasado (trabajos 
en altura, resbalones, tropiezos, cortes, caídas, 
vuelco de maquinaria, sepultamientos, ruido, 
vibraciones, atropellos, sobreesfuerzos, postu­
ras difíciles, cargas, golpes con objetos gran­
des, inclemencias meteorológicas, explosiones, 
incendios, impactos eléctricos, almacenamien­
to y manipulación de productos químicos, 
espacios confinados, destajos, envejecimien­
to de los trabajadores53…), y otros de nueva 
gestación, derivados de novedosos materiales, 
tecnologías y diseños en la edificación que per­
miten una mayor sostenibilidad del entorno 
natural mediante la reducción del consumo de 
energía y materias primas, una disminución 
de gases de efecto invernadero y una minimi­
zación y mayor aprovechamiento de los resi­
duos a través de su reutilización, reciclaje o 

53 las ocupaciones más envejecidas dentro del sector de 
la construcción se refieren a las categorías siguientes: albañiles 
y mamposteros, gerencia de empresas con menos de 10 asala­
riados, electricistas, fontaneros e instaladores de tuberías, pin­
tores, barnizadores y empapeladores, peones de construcción y 
operadores de máquinas móviles. inSHT: actividades económi­
cas con mayor siniestralidad, penosidad y peligrosidad: sector 
de la construcción. Estudio sobre el perfil demográfico, sinies­
tralidad y condiciones de trabajo, inSHT, Madrid, 2010. 
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valorización, si bien, al tiempo, provocan el 
surgimiento de nuevas situaciones negativas, 
tales como, en una primera aproximación, la 
instalación de tecnologías de energía renova­
ble en altura, combinada con la utilización de 
nuevos aislantes o productos que contienen 
nanomateriales o con exposiciones incontro­
ladas a fibras, a partículas ultrafinas o a mi­
croorganismos desconocidos. 

A mayor abundamiento, los edificios eco­
lógicos reducen drásticamente las emisiones, 
pudiendo rebajar el consumo de energía en un 
80 por 100 o más, pero ello se consigue gra­
cias a la integración de sistemas eficientes de 
calefacción, refrigeración, iluminación y agua 
que exigen manipulaciones de equipos pesa­
dos con elevado riesgo eléctrico, de explosión 
o incendio y conllevan exposiciones a polvo de 
sílices, unidas al uso de elementos reciclados, 
reutilizados o renovables con altas dosis de 
alérgenos, sustancias cancerígenas (bambú, 
paja, lana de oveja, lino, corcho, papel, disol­
ventes, escoria fundida, feldespatos, titanio 
de potasio, cenizas volantes…) o de productos 
acuosos que contienen biocidas, así como de 
fuentes de energía alternativa (solar pasiva, 
eólica, bioenergía…), cuya obtención presenta 
riesgos laborales de incendio o de electrocu­
ción54. No hay que olvidar tampoco que los pa­
neles solares y los aerogeneradores se ubican 
en la cubierta de los edificios, lo que supone 
sobreesfuerzos y un elevado riesgo de caída en 
altura, no sólo durante la fase de instalación, 
sino durante su mantenimiento. Además, en 
la composición de las placas solares se utili­
zan sustancias químicas muy peligrosas, como 
polvo de silicio, cadmio o dióxido de selenio55. 

Como puede comprobarse, estas nuevas 
coordenadas, pensadas sobre todo para el be­
neficio de los ocupantes finales del edificio, no 
siempre salvaguardan la seguridad y salud de 

54 Martínez Barroso, M.r.: «Construcción», en aa. VV. (agra 

Viforcos, B., Dir.): «Empleos verdes y prevención de riesgos labo­
rales», Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, p. 378. 

55 Sanz albert, F. y romero Sáez, l.M.: «Estudio sobre ries­
gos laborales emergentes en el sector de la construcción», inS-
HT, Madrid, 2013, p. 27. 
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los trabajadores intervinientes en el proceso 
de construcción ecológica. Como meros boto­
nes de muestra a añadir a los ejemplos ver­
tidos en los párrafos anteriores, cabe señalar, 
en primer lugar, que los edificios verdes sue­
len ser más herméticos y estar perfectamente 
aislados para ahorrar energía, de modo que la 
ventilación suele ser reducida durante las la­
bores interiores de acabado, lo cual puede au­
mentar la exposición a compuestos orgánicos 
volátiles de pinturas o adhesivos y al polvo, 
en particular, la sílice cristalina, fibra cerámi­
ca, roca, mezclas bituminosas que contienen 
alquitrán de hulla, arcilla, mercurio, lana de 
vidrio, siliconas, aceites, disolventes, yesos, 
desencofrantes, humos de escape de motores 
diesel o espuma de poliuretano, exposiciones 
todas estas que pueden causar dermatitis, 
irritación ocular, enfermedades en las vías res­
piratorias, de las membranas mucosas de los 
ojos y del tracto intestinal, así como daños al 
hígado y a los conductos biliares. En segundo 
término, se intensifica el uso de madera, muy 
común en otros tiempos, siendo conocido el 
riesgo de exposición a resinas y al «serrín», ca­
paz de provocar irritación de la piel, ojos y vías 
respiratorias, bronquitis, asma y cáncer nasal. 
En tercer lugar, la producción de elementos de 
construcción fuera de la obra como sucede con 
las paredes de hormigón implica una alta car­
ga de trabajo físico, así como el uso de produc­
tos selladores, que contienen isocianatos. En 
cuarto lugar, el reciclado de plásticos, crista­
les y metales y su depósito en contenedores a 
pie de obra exigen también grandes esfuerzos. 
En quinto lugar, la colocación de lucernarios 
y atrios para proporcionar luz natural a los 
edificios conlleva una manipulación de peso 
superior al vidrio tradicional56. En sexto lu­
gar, la instalación de cerramientos y ventanas 
puede exponer a los trabajadores al riesgo de 
contacto eléctrico, ya que supone trabajar en 
andamios o en cubiertas donde se encuentran 
alojadas líneas de alta tensión. En séptimo 
lugar, la incorporación de cenizas de carbón 
al hormigón implica el contacto con restos de 

56 Martínez Barroso, M.r.: «Construcción», cit., p. 373. 
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arsénico y mercurio57. En fin, y por no seguir, 
la alta incidencia de las raciones UV entre tra­
bajadores que realizan sus tareas en el exte­
rior y pasan gran parte de su jornada laboral 
expuestos a la radiación solar, se ve agravada 
por la reducción de la capa de ozono58. 

Elementos claves para evitar estos nuevos 
riesgos son la información y el adiestramiento 
de los trabajadores a través de una formación 
exhaustiva en las tareas a desarrollar, sus­
tancias a manejar y sistemas de protección 
colectiva e individual a utilizar de la que pau­
latinamente se va haciendo eco nuestro orde­
namiento jurídico, suponiendo un gran avance 
la regulación introducida en materia preven­
tiva en el CCSC. 

4.2.2.	 Panorama normativo. La preocupación 
del convenio colectivo del sector por la 
seguridad y salud de los trabajadores 

La prevención de los riesgos laborales en 
la construcción clásica y también en la rege­
neración y rehabilitación urbanas, donde la 
frecuencia de los accidentes de trabajo y enfer­
medades profesionales es muy elevada, condi­
cionada por tratarse de una actividad de ries­
go en sí misma considerada, por la existencia 
de diversas fases (de proyecto y de ejecución), 
que exigen una atención específica y una ele­
vada coordinación, y por la pluralidad de suje­
tos intervinientes, máxime teniendo en cuenta 
que los accidentes resultan de gran severidad 
debido, sobre todo a las caídas de altura y al 
riesgo de sepultamiento59, ha sido objeto de 
atención particular desde el Derecho de la 
Unión Europea a través de la Directiva 92/57, 
de 24 de junio (modificada por la Directiva 
2007/30), relativa a las disposiciones mínimas 

57 Sanz albert, F. y romero Sáez, l.M.: «Estudio sobre ries­
gos laborales emergentes en el sector de la construcción», cit., 
p. 25. 

58 Sanz albert, F. y romero Sáez, l.M.: «Estudio sobre ries­
gos laborales emergentes en el sector de la construcción», cit., 
p. 137. 

59 CES, observatorio de relaciones industriales. area de 
Estudio y análisis, núm. 94, 2006, p. 1. 
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de seguridad y de salud que deben aplicarse 
en las obras de construcción temporales o mó­
viles, cuyo ámbito de aplicación se extiende a 
obras en las que se efectúen trabajos de cons­
trucción o de ingeniería civil, incluyendo ex­
cavaciones, movimiento de tierras, edificación, 
montaje y desmontaje de elementos prefabri­
cados, acondicionamiento, transformación, 
rehabilitación, reparación, mantenimiento, 
derribo, desmantelamiento, conservación, pin­
tura, limpieza y saneamiento. 

Desde el punto de vista del Derecho inter­
no, cabe mencionar, en primer lugar, la Ley 
38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación de 
la edificación (LE), donde se regulan las exi­
gencias técnicas y administrativas de la edi­
ficación y los agentes intervinientes; el Real 
Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el 
que se establecen las disposiciones mínimas 
de seguridad y salud en las obras de construc­
ción, cuyo anexo I enumera, de forma no ex­
haustiva, las actividades que entran dentro de 
su campo de aplicación, haciendo referencia 
expresa, entre otras, a la rehabilitación, repa­
ración, mantenimiento, conservación (trabajos 
de pintura y de limpieza) y saneamiento60. Por 
su parte, el Real Decreto 171/2004, de 30 de 
enero, contiene una prolija regulación tam­
bién sobre coordinación de actividades empre­
sariales desde la perspectiva de la prevención 
de riesgos laborales que se aplica con toda 
intensidad en el sector aquí analizado tanto 
en la fase de proyecto como de ejecución de la 
obra (disposición adicional primera), lo cual 

60 andiuza arriola, r.: «El real Decreto 1627/1997, de 24 
de octubre, por el que se establecen las condiciones mínimas 
de seguridad y salud en las obras de construcción», en aa. VV.: 
«responsabilidades por riesgos laborales en la edificación», 
Civitas, Madrid, 1999, pp. 397 y ss.; García Gutiérrez, M.l.: «ré­
gimen jurídico de los trabajadores autónomos en materia de 
prevención de riesgos laborales en el sector de la construcción. 
Su problemática», Documentación laboral, núm. 70, 2004, Vol. 
i, pp. 109 y ss.; Castro Sánchez, M.a.: «Manual de prevención 
de riesgos en la construcción», Tirant lo Blanch, Madrid, 2004, 
pp. 15 y ss.; luján alcaraz, J.: «las disposiciones mínimas de se­
guridad y salud laboral en las obras de construcción», aranzadi 
Social, 2004, Tomo V, p. 178 ó Tolosa Tribiño, C.: «Prontuario de 
seguridad en la edificación», 2ª edición, aranzadi, Pamplona, 
2008, pp. 541 y ss. 
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ayudará a aquilatar la distribución de obli­
gaciones y responsabilidades entre todos los 
agentes presentes61. A todo esto hay que aña­
dir las previsiones legales del art. 42 Real De­
creto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores (ET), relati­
vo a las contratas y subcontratas, de especial 
incidencia aplicativa también a esta actividad 
productiva. 

Es más, el propio Código Técnico de la Edi­
ficación, aprobado por Real Decreto 314/2006, 
de 17 de marzo, con el objetivo de contribuir de 
manera decisiva al desarrollo de las políticas 
en materia de sostenibilidad, derivadas del 
Protocolo de Kyoto o de la Estrategia de Gó­
temberg, sintoniza con las nuevas exigencias 
de los procesos edificatorios y urbanizadores, 
fijando las exigencias básicas de calidad de los 
edificios y sus instalaciones, en referencia tan­
to a la seguridad estructural y de lucha contra 
incendios, como a la salubridad, protección 
contra el ruido, el ahorro energético o la acce­
sibilidad para personas con movilidad reduci­
da, exigencias básicas que deben cumplirse en 
el proyecto, la construcción, el mantenimiento 
y la conservación de los edificios y sus instala­
ciones (art. 1.4). 

Por su parte, el VI CCSC dedica especial 
atención a la prevención de riesgos laborales 
(Libro Segundo), pudiendo destacar, en primer 
lugar, la importancia conferida a la formación 
en esta materia, distinguiendo entre un primer 
ciclo a través de un aula permanente o nivel 
inicial y un segundo ciclo con contenidos forma­

61 Blasco Mayor, a.: «Previsiones y carencias de la ley de 
Prevención de riesgos laborales frente al fenómeno de la ex­
ternalización», actualidad laboral, núm. 5, 1996, p. 8.; Martín 

Toval, l.: «la coordinación de actividades empresariales en ma­
teria de prevención de riesgos laborales», Temas laborales, núm. 
71, 2003, pp. 104 y ss. ó García Piqueras, M.: «obligaciones y 
responsabilidades en la ley de Prevención de riesgos labora­
les. De la insuficiencia a la indeterminación», Temas laborales, 
núm. 47, 1998, pp. 29 y ss. Por extenso, González Díaz, F.a.: 
«alcance de la deuda de seguridad y salud en el trabajo en los 
supuestos de contratas y subcontratas», aranzadi Social, 1999, 
Vol. ii, pp. 2713 y ss. y «la obligación empresarial de prevención 
de riesgos laborales», CES, Madrid, 2002, p. 89. 
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tivos específicos en función del puesto de traba­
jo o por oficios (personal directivo, responsables 
de obra y técnicos de ejecución, mandos inter­
medios, delegados de prevención, administra­
tivos, albañilería, demolición y rehabilitación, 
encofrados, revestimiento de yeso, electricidad, 
fontanería, cantería, pintura, soldados y alica­
tados, aparatos elevadores, operadores de vehí­
culos y maquinaria de movimiento de tierras, 
operadores de equipos manuales y trabajadores 
polivalentes) (arts. 137 y ss.). En segundo tér­
mino, la exhaustiva regulación de las disposi­
ciones mínimas de seguridad y salud aplicables 
en cuanto a estabilidad y solidez de materiales, 
equipos y maquinaria (aparatos elevadores, 
grúas torre, grúas móviles autopropulsadas, 
montacargas, cabrestante mecánico o maquini­
llo y batidoras de tierra), protección contra el 
riesgo de caídas de altura, vías de circulación, 
abrigo contra el riesgo de caídas de objetos, 
iluminación, factores atmosféricos, detección 
y lucha contra incendios, riesgos particulares 
como niveles sonoros, gases, vapores, polvo, 
amianto, escombros, demoliciones, vibracio­
nes…, andamios, protecciones colectivas, esca­
las fijas o de servicio, escaleras de mano y otros 
equipos para trabajos temporales en altura, 
movimientos de tierras, excavación, pozos, tra­
bajos subterráneos y túneles, almacenamiento 
de combustibles e instalaciones higiénico-sani­
tarias, así como canteras, areneras, graveras y 
explotación de tierras industriales (arts. 161 
y ss.). En tercer lugar, el diseño de un órgano 
paritario específico en la materia para el apo­
yo a empresas y centros de trabajo, asumiendo 
competencias de: a) Seguimiento de la acci­
dentabilidad laboral en el sector y elaboración 
de estadísticas propias de accidentes graves y 
mortales. b) Organización y control de visitas a 
obras. c) Propuesta de soluciones para la dismi­
nución de la accidentabilidad. d) Organización 
y desarrollo de una formación en prevención 
de riesgos laborales. e) Desarrollo de acciones 
de sensibilización, difusión y divulgación en 
materia de prevención de riesgos laborales di­
rigidas, tanto a la sociedad en general, como a 
las empresas y los trabajadores en particular. 
f) Elaboración de documentos informativos en 
materia de prevención de riesgos laborales. g) 
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Cualquier otra que se apruebe por el Patronato 
de la Fundación Laboral de la Construcción y 
que esté relacionada con la prevención de ries­
gos laborales (arts. 117 y ss.). Y, en cuarto lugar, 
la configuración de la vigilancia de la salud no 
como mero reconocimiento médico formal sino 
como auténtica herramienta preventiva de do­
ble faz, por un lado, para conocer la incidencia 
del trabajo en las condiciones físicas de los tra­
bajadores y, por otro, para determinar la capa­
cidad de los asalariados a la hora de enfrentar­
se a los riesgos de su actividad (art. 20). 

Todo ello sin olvidar dar la importancia 
que merece, de un lado, a la Ley 32/2006, de 
18 de octubre, reguladora del sector de la cons­
trucción (LSC) y, de otro, a la Ley 14/1994, de 
1 de junio, por la que se regulan las empresas 
de trabajo temporal (LETT). 

Aun cuando la existencia de normas es­
pecíficas debe considerarse, en principio, ade­
cuada, pues atiende a las peculiaridades que 
plantea el sector de la edificación que pueden 
servir de modelo para otros sectores, lo cierto 
es que las nuevas perspectivas en las que se 
desarrolla la construcción sostenible exigen 
alguna renovación en sus planteamientos, ta­
rea en la cual debe de adquirir un protagonis­
mo capital el diálogo social, que debe seguir 
incidiendo en tal propósito. 

4.3.	 Limitaciones a la externalización: 
un paso importante y algunas 
cuestiones pendientes 

La construcción, en general y la ecológica 
en particular, integra uno de los sectores de 
la actividad con mayores tasas de accidenta­
bilidad del tejido económico, en la medida en 
que se utiliza de manera muy frecuente el 
mecanismo de la subcontratación en cadena y 
donde las empresas subcontratistas se carac­
terizan por sus reducidas dimensiones o por 
revestir la forma de trabajo autónomo62, sin 

62 Martínez Barroso, M.r.: «Construcción», cit., pp. 363 
y ss. 
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que se aprecien diferencias sustanciales en 
materia de subcontratación entre construccio­
nes ecológicas y no ecológicas. 

De ahí que la LSC tome como principal 
ámbito regulador la seguridad y salud en el 
trabajo, centrándose en el ejercicio de la ac­
tividad empresarial, que pasa a conformar el 
objeto fundamental de la norma, incluyendo 
en su art. 2, entre otros y por lo que aquí in­
teresa, los trabajos de rehabilitación, repara­
ción, mantenimiento, conservación y trabajos 
de pintura y limpieza y saneamiento, que 
pueden ser aquilatados con la explicación con­
tenida en el apartado 45 del Código Nacional 
de Actividades Económicas (o Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas, CNAE), 
según el cual se consideran obras de construc­
ción, siempre que se ejecuten con tecnologías 
propias de la construcción o la ingeniería civil, 
un largo listado de actividades con referencia 
expresa a las anteriormente mencionadas63. 

Ahora bien, junto a la naturaleza de los 
trabajos (obligatoriamente de los descritos en 
el art. 2 LSC), lo importante es que sea una 
actividad que, correspondiendo a la empresa 
principal o a la contratista, ésta contrata o 
subcontrata con otra. Y al hacerlo así, la nue­
va empresa que se incorpora al diseño pro­
ductivo global mediante el cumplimiento de 
la contrata o de la subcontrata, lo que viene 
es a completar la tarea de la empresa que ex­
ternaliza esa parte de su cometido; que, por 
ser de los mencionados en el art. 2 LSC y por 
corresponder en principio a la empresa de la 
construcción, somete a los imperativos de la 
Ley a quien, desde el otro lado del contrato, 
asume ese quehacer, adquiriendo la condición 
de contratista o subcontratista de la primera. 
Dicho de forma sencilla, quien contrata (como 
contratista respecto de la empresa principal) 
o subcontrata (como subcontratista de la con­

63 González ortega, S.: «los requisitos exigibles a contra­
tistas y subcontratistas para su intervención en los procesos 
de externalización productiva en el sector de la construcción», 
en aa. VV. (Mercader Uguina, J.r., Coord.): «la nueva ley re­
guladora de la subcontratación en la construcción», lex nova, 
Valladolid, 2007, p. 48. 
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tratista o de otra subcontratista) con una em­
presa del sector de la construcción alguna de 
las actividades del art. 2 LSC se inserta, como 
empresa que también se dedica a la construc­
ción, en el ámbito de aplicación de la Ley64. 

La LSC se muestra como una regulación 
con finalidad controladora y limitativa de la 
organización productiva de la empresa de ca­
rácter legal, que se proyecta sobre una mani­
festación típica de la libertad empresarial que 
consiste en ordenar y decidir, a través de los 
mecanismos y fórmulas jurídicas de la contra­
tación y subcontratación, los modos, maneras 
y ámbitos de organización y ejercicio de esa 
actividad en función del sector económico, la 
competitividad empresarial y las característi­
cas y exigencias técnicas y profesionales de la 
especialidad productiva que presta o desarro­
lla esa empresa65. Al fijarse en los arts. 4 y 5 
LSC, bajo la denominación de normas gene­
rales sobre subcontratación en el sector de la 
construcción, requisitos exigibles a contratis­
tas y subcontratistas y un régimen particular 
de la subcontratación en el sector, se están 
imponiendo a la empresa límites legales con 
proyección y efectos directos en la descentrali­
zación como forma de organización productiva 
de la empresa, con el fin último de poner fre­
no a la situación objetiva detectada anterior­
mente, en la que se observaba un exceso en la 
cadena de contratas, que además de no apor­
tar ninguno de los elementos positivos desde 
el punto de vista de la eficiencia empresarial, 
ocasionando la participación de las empresas 
sin una mínima estructura organizativa que 

64 González ortega, S.: «los requisitos exigibles a contra­
tistas y subcontratistas para su intervención en los procesos de 
externalización productiva en el sector de la construcción», cit., 
p. 50. 

65 García Blasco, J.: «la subcontratación en la construc­
ción: el ámbito de aplicación de su régimen jurídico y los requi­
sitos exigibles a los contratistas y subcontratistas», en aa. VV. 
(García Blasco, J., Dir.): «la Subcontratación en el Sector de la 
Construcción. análisis de la ley 32/2006, de 18 de octubre, y 
del rD 1109/2007», de 24 de agosto, que la desarrolla, aran­
zadi-Thomson reuters, Pamplona, 2ª edición, 2009, p. 17. Por 
extenso, llobera Vila, M.: «límites a la subcontratación en el 
sector de la construcción y libre prestación de servicios», Bo­
marzo, albacete, 2010. 
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permitiera garantizar que se hallaban en con­
diciones de hacer frente a sus obligaciones de 
protección de la salud y seguridad de los tra­
bajadores. No cabe duda que la participación 
empresarial en un encadenamiento sucesivo 
e injustificado de subcontrataciones opera en 
menoscabo de los márgenes empresariales y 
de la calidad de los servicios proporcionados 
de forma progresiva hasta el punto de que, 
en los últimos eslabones de la cadena, tales 
márgenes son prácticamente inexistentes, 
favoreciendo el trabajo sumergido, justo en 
el elemento final que ha de responder de las 
condiciones de seguridad y salud de los traba­
jadores que realizan las obras. Consecuencia 
de todo ello es que los indicados excesos en la 
subcontratación pueden facilitar la aparición 
de prácticas incompatibles con la seguridad y 
salud en el trabajo. De ahí que el objeto de la 
LSC, de acuerdo con el art. 1, consista en «me­
jorar las condiciones de trabajo del sector, en 
general y las condiciones de seguridad y salud 
de los trabajadores del mismo en particular»66, 
actuando, por tanto, como pionera en la meta 
tendente a poner freno al urbanismo expansi­
vo de épocas anteriores. 

Se trata, pues, de un objeto y finalidad do­
ble, si bien anudado el uno al otro y se mani­
fiesta, sobre todo, en la voluntad de contribuir 
con esa regulación a la mejora de las condicio­
nes colectivas e individuales del trabajo en el 
sector de la construcción, partiendo del reco­
nocimiento de una serie de garantías dirigi­
das a evitar que la falta de control del régimen 
jurídico de la subcontratación, como forma de 
organización productiva, pueda ocasionar si­
tuaciones objetivas de riesgo para la seguri­
dad y salud de los trabajadores, mediante el 
diseño de cautelas en una triple dirección. En 
primer lugar, exigiendo el cumplimiento de 
determinadas condiciones para que las sub­
contrataciones que se efectúen a partir del 
tercer nivel respondan a causas objetivas, con 
el fin de prevenir prácticas que pudieran de­

66 García Blasco, J.: «la subcontratación en la construc­
ción: el ámbito de aplicación de su régimen jurídico y los requi­
sitos exigibles a los contratistas y subcontratistas», cit., p. 18. 
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rivar en riesgos para la seguridad y salud en 
el trabajo. En segundo término, exigiendo una 
serie de requisitos de calidad o solvencia a las 
empresas que vayan a actuar en este sector 
y reforzando estas garantías en relación con 
la acreditación de la formación en prevención 
de riesgos laborales de sus recursos humanos, 
con la acreditación de la organización preven­
tiva de la propia empresa y con la calidad del 
empleo, precisando unas mínimas condiciones 
de estabilidad en el conjunto de la empresa. 
En tercer lugar, introduciendo los adecuados 
mecanismos de transparencia en las obras de 
construcción mediante determinados siste­
mas documentales y de reforzamiento de los 
mecanismos de participación de los trabajado­
res de las distintas empresas intervinientes 
en la obra67. 

Con mayor detalle, para prevenir algunas 
de las múltiples causas que inciden en la alta 
siniestralidad del sector, bien por las caracte­
rísticas de las empresas que intervienen, bien 
por la necesidad de capacitación de los traba­
jadores, o para reducir el elevado porcentaje 
de temporalidad en el empleo, que a su vez se 
traduce en una menor experiencia en el con­
trol del trabajo y de los riesgos, esta Ley trata 
de establecer una serie de requisitos de cali­
dad y solvencia a las entidades involucradas, 
reforzando obligaciones ya existentes como la 
exigencia de una organización preventiva ade­
cuada, la formación de los trabajadores, que 
incluso ahora se amplía a los directivos, o es­
tableciendo otras nuevas como, por ejemplo, el 
requerimiento de un porcentaje de empleados 
indefinidos en la plantilla de la empresa68. 

Con carácter general, las organizaciones 
empresariales que intervengan en el proceso 
de la subcontratación en el sector de la cons­

67 García Blasco, J.: «la subcontratación en la construc­
ción: el ámbito de aplicación de su régimen jurídico y los requi­
sitos exigibles a los contratistas y subcontratistas», cit., p. 19. 

68 lanzadera arencibia, E.: «la limitación de la subcon­
tratación en el sector de la construcción: comentario sobre 
la ley 32/2006, de 18 de octubre», revista Trabajo y Seguri­
dad Social (Centro de Estudios Financieros), núm. 288, 2007, 
pp. 45 y ss. 
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trucción, habrán de cumplir las siguientes 
condiciones (art.  4): 1) Poseer una organiza­
ción productiva propia, con los medios mate­
riales y personales necesarios, y utilizarlos 
para el desarrollo de la actividad contratada. 
2) Asumir los riesgos, obligaciones y respon­
sabilidades propias del desarrollo de la activi­
dad empresarial. 3) Ejercer directamente las 
facultades de organización y dirección sobre 
el trabajo desarrollado por los trabajadores en 
la obra y, en el caso de autónomos, ejecutar el 
trabajo con autonomía y responsabilidad pro­
pia y fuera del ámbito de organización y direc­
ción de quien les haya contratado. 4) Acreditar 
la disposición de recursos humanos, en su ni­
vel directivo y productivo, que cuenten con la 
formación necesaria en prevención de riesgos 
laborales, así como de una organización pre­
ventiva adecuada a la LPRL. 5) Estar inscri­
tas en el Registro de Empresas acreditadas. 
6) Contar con una plantilla indefinida en los 
siguientes porcentajes: el 10 por 100 durante 
los dieciocho primeros meses de vigencia de la 
Ley; el 20 por 100 durante los meses del deci­
monoveno al trigésimo sexto; el 30 por 100 a 
partir del mes trigésimo séptimo, inclusive69, 
extremo este sobre el que se profundizará con 
posterioridad. 

Este cúmulo de condiciones, muy acorde 
con el nuevo diseño del urbanismo que pre­
tende implantar el legislador sobre la mate­
ria, va dirigido a evitar que las empresas que 
intervengan en el proceso de construcción 
sean meras entidades aparentes, titulares de 
relaciones mercantiles o laborales, que sirvan 
de cobertura a verdaderas cesiones ilegales 
de trabajadores contrarias al contenido del 
art.  43 ET. Se trata, pues, de establecer un 
medidor de responsabilidad de las empresas 
subcontratadas70. 

69 Gutiérrez arranz, r.: «Comentario a la ley reguladora 
de la subcontratación en el sector de la construcción», infor­
mación laboral (legislación y Convenios Colectivos), núm. 4, 
2007, pp. 2 y ss. 

70 Mercader Uguina, J.r. y nieto rojas, P.: «la ley regula­
dora de la Subcontratación en el sector de la Construcción», 
relaciones laborales, Tomo i, 2007, pp. 815 y ss. 
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Con la misma finalidad de reducir la si­
niestralidad laboral, el régimen de la subcon­
tratación en el sector de la construcción vie­
ne limitado del siguiente modo (art.  5 LSC): 
1) El promotor podrá contratar directamente 
contratistas (personas físicas o jurídicas). 2) 
El contratista podrá contratar con empresas 
subcontratistas la ejecución de los trabajos 
contratados con el promotor. 3) El primer y el 
segundo subcontratistas podrán subcontratar 
la ejecución de los trabajos contratados con el 
contratista o con el primer subcontratista, res­
pectivamente. 4) El tercer subcontratista no 
podrá subcontratar la ejecución de los trabajos 
contratados con el segundo. 5) El trabajador 
autónomo no podrá subcontratar con empre­
sas subcontratistas o con otros trabajadores 
autónomos. 6) Los subcontratistas primero y 
segundo no podrán subcontratar cuando su 
organización productiva puesta en uso en la 
infraestructura consista fundamentalmente 
en la aportación de mano de obra, entendién­
dose por tal la que para la realización de la 
actividad contratada no utiliza más equipos 
de trabajo propios que las herramientas ma­
nuales, incluidas las motorizadas portátiles, 
aunque cuenten con el apoyo de otros equipos 
de trabajo distintos de los señalados, siempre 
que éstos pertenezcan a otras empresas (con­
tratistas y subcontratistas). 7) En casos for­
tuitos debidamente justificados (exigencias de 
especialización de los trabajos, complicaciones 
técnicas de la producción o circunstancias de 
fuerza mayor por las que puedan atravesar los 
agentes que intervienen en la obra), a juicio 
de la dirección facultativa, excepcionalmen­
te podrá extenderse la subcontratación a un 
cuarto nivel, debiendo hacer constar en el li­
bro de subcontratación su aprobación previa y 
las causas de la misma. No cabrá esta excep­
ción respecto a los trabajadores autónomos, ni 
incluso en el supuesto de que la organización 
productiva puesta en uso de la obra consista 
fundamentalmente en la aportación de mano 
de obra, salvo concurrencia de fuerza mayor. 
En todo caso, el contratista deberá poner la 
subcontratación excepcional en conocimiento 
del coordinador de seguridad y salud en la eje­
cución de la obra, de los representantes de los 
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trabajadores de las distintas empresas ejecu­
tivas y de la autoridad laboral competente en 
el plazo de los cinco días hábiles siguientes a 
la aprobación71. 

Para asegurar la efectividad de esta nove­
dosa regulación de la subcontratación en las 
obras de construcción, la Ley, de una parte, 
introduce un nuevo supuesto de responsabili­
dad solidaria del contratista y del correspon­
diente subcontratista, cuando éste incumpla 
las obligaciones de acreditación y registro exi­
gidas en el art. 4.2 LSC o el régimen de sub­
contratación establecido en el art. 5, respecto 
de las obligaciones laborales y de Seguridad 
Social, derivadas de la ejecución del contrato 
acordado (art.  7.2), e incorpora, de otra, las 
oportunas modificaciones del Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones del Orden Social 
(LISOS), tipificando las infracciones adminis­
trativas que pueden derivarse de la deficiente 
aplicación de dicha Ley. Este específico ámbito 
de responsabilidad empresarial se configura 
«sin perjuicio de otras responsabilidades esta­
blecidas en la legislación social», es decir, se 
suma al régimen común de responsabilidades 
preexistente, ampliándolo. Y es que, con carác­
ter general, lo previsto en la nueva norma no 
impide «la aplicación a las subcontrataciones 
que se realicen en el sector de la construcción 
de lo dispuesto en el art. 42 ET y en el resto de 
la legislación social» (art. 1.1 LSC)72. 

El régimen jurídico, brevemente expuesto, 
se completa con una regulación pormenoriza­
da de los cuatro aspectos en los que la LSC 

71 Sempere navarro, a.V.: «limitaciones a la subcontrata­
ción en obras de construcción», en aa. VV. (de Val Tena, a.l. y 
García Blasco, J., Coords.): «la subcontratación en el sector de 
la construcción: análisis de la ley 32/2006, de 18 de octubre», 
aranzadi, Pamplona, 2007, pp. 39 y ss. 

72 Val Tena, a.l.: «la subcontratación en el sector de la 
construcción y la extensión de las responsabilidades empresa­
riales: viejos y nuevos supuestos», en aa. VV. (García Blasco, 
J., Dir.): «la subcontratación en el sector de la construcción». 
análisis de la ley 32/2006, de 18 de octubre, y del real Decreto 
1109/2007, de 24 de agosto, que la desarrolla, 2ª edición, aran­
zadi-Thomson reuters, Pamplona, 2009, p. 220. 
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llama al Reglamento: el registro de empresas 
acreditadas, el libro de subcontratación, las 
reglas de cómputo de los porcentajes de tra­
bajadores indefinidos marcados y la simplifi­
cación documental de las obligaciones esta­
blecidas para las obras de construcción en el 
ordenamiento jurídico. El oportuno desarrollo 
de tales previsiones ha tenido lugar en virtud 
del Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto, 
cuya finalidad esencial vuelve a ser la mis­
ma: minorar las altas tasas de accidentalidad 
obrantes en el sector de la edificación, deriva­
das, entre otros factores, de la subcontratación 
de actividades. 

La inscripción en el registro de empresas 
acreditadas tiene, a partir de esta norma re­
glamentaria, como principal efecto permitir 
a las entidades empresariales intervenir en 
los procesos de subcontratación en la cons­
trucción como contratistas o subcontratistas. 
Asimismo, dicho registro, competencia de las 
Comunidades Autónomas, deberá cumplir 
una importante función de transparencia en 
relación con los operadores del sector. Las 
empresas subcontratistas acreditarán el cum­
plimiento de los requisitos materiales que les 
marca la Ley mediante una declaración de su 
representante legal ante el mencionado regis­
tro, y la certificación de inscripción registral 
de la subcontratista, obtenida por la empre­
sa comitente, servirá para entender cumplido 
el deber de vigilancia que pesa sobre ésta del 
cumplimiento por la subcontratista de las exi­
gencias legales, si bien la inscripción no exime 
de la obligación de justificar en cualquier mo­
mento el mantenimiento de los requisitos que 
les marca la Ley cuando haya requerimiento 
a tal efecto. 

Por su parte, el Real Decreto 1109/2007 se 
encarga de aclarar también que, como obliga­
ción de cada contratista, éstos deberán dispo­
ner del libro de subcontratación, habilitado y 
conforme modelo normalizado, con carácter 
previo a la subcontratación. Este libro será 
el equivalente, en el ámbito de las obras de 
construcción, del libro registro contemplado 
en el art.  42 ET que debe llevar la empresa 
principal a fin de reflejar la información sobre 
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las empresas contratistas y subcontratistas 
que comparten de forma continuada un mis­
mo centro de trabajo73. Este Libro se convierte 
en el principal instrumento de seguimiento y 
control de las operaciones de descentraliza­
ción efectuadas, dejando constancia de los ni­
veles de subcontratación alcanzados, así como 
de las empresas o trabajadores autónomos 
que intervienen. El acceso a la información 
vertida en el mismo presenta un elevado gra­
do de extensión, en la medida en que tanto a 
los sujetos de la parte empresarial, así como al 
conjunto de órganos de representación de los 
intereses de los trabajadores les es asequible 
el conocimiento de aquélla, no en vano se en­
cuentran habilitados para disponer de dicha 
información el promotor, la dirección faculta­
tiva, el coordinador de seguridad y salud en 
fase de ejecución de la obra, los técnicos de 
prevención, los delegados de prevención, la 
autoridad laboral y los representantes de los 
trabajadores de las distintas empresas que 
hayan intervenido en la ejecución de la obra 
(art. 8.1 LSC)74. 

Teniendo en cuenta que los trabajadores 
temporales sufren más accidentes que los fi­
jos de plantilla75, no hay que olvidar tampoco 
cómo la LSC establece un número mínimo de 
vínculos indefinidos para cuantas empresas se 
dediquen a ser contratadas o subcontratadas 
habitualmente para la realización de trabajos 
en este sector de la actividad, cuyos índices de 
peligrosidad superan con creces los de cual­
quier otro y en el cual la tasa de temporalidad 
es casi el doble que la del conjunto del empleo 

73 Mercader Uguina, J.r. y nieto rojas, P.: «El desarrollo 
reglamentario de la ley reguladora de la subcontratación en el 
sector de la construcción», relaciones laborales, núm. 21, 2007, 
pp. 91 y ss. 

74 ramos quintana, M.i.: «Subcontratación de obras o 
servicios y transmisión empresarial», Bomarzo, albacete, 2007, 
p. 114. 

75 Tan sólo el 18,4 por 100 de los accidentes de trabajo en 
la construcción los sufren los trabajadores indefinidos, mien­
tras que este porcentaje se eleva al 81,6 por 100 en el caso de 
empleados temporales. Calvo Gallego, J.: «la nueva ley sobre 
subcontratación en el sector de la construcción», Temas labo­
rales, núm. 87, 2006, p. 24. 
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asalariado76. Resulta obligatorio, por tanto, 
para las empresas, que pretendan actuar en el 
sector de la construcción como contratistas o 
subcontratistas, disponer de un nivel mínimo 
de empleo fijo en relación al volumen total de 
la plantilla (incluyendo tanto el personal que 
trabaja en oficinas como el que presta servi­
cios a pie de obra). A tal fin se marcan unas 
referencias porcentuales a las que supra se 
hizo referencia, proyectables al tiempo que 
va transcurriendo desde la entrada en vigor 
de esta Ley para facilitar la adaptación de las 
estructuras empresariales a la nueva organi­
zación del trabajo que las exigencias legales 
establecen y al nuevo modelo de urbanismo77. 

El pretendido incremento de trabajadores 
fijos de plantilla78 no debe hacer olvidar, sin 
embargo, las dificultades de aplicación prác­
tica de dicha pretensión, no en vano se tra­
ta de un sector en donde la variación de las 
dotaciones de mano de obra por efectos de la 
temporalidad es una característica implícita 
de la naturaleza de la actividad, que se debe 
intentar corregir. Por tal razón, la forma de 
cómputo que establece el desarrollo norma­
tivo de esta Ley, el cual tuvo lugar, como ya 
consta, por Real Decreto 1109/2007, atiende 
a unos parámetros novedosos en el ordena­
miento jurídico español, caracterizados por 
los dos siguientes aspectos: la flexibilidad en 

76 Fernández lópez, M.F.: «El derecho de las contratas entre 
la licitud y la prevención», revista de Derecho Social, núm. 36, 
2006, p. 52. 

77 González ortega, S.: «los requisitos exigibles a contra­
tistas y subcontratistas para su intervención en los procesos 
de externalización productiva en el sector de la construcción», 
en aa. VV. (Mercader Uguina, J.r., Coord.): «la nueva ley re­
guladora de la Subcontración en la Construcción», lex nova, 
Valladolid, 2007, p. 70. 

78 Merino Segovia, a.: «Comentarios a la ley 32/2006, de 
18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector 
de la construcción», Bomarzo, albacete, 2006, p. 56 ó García 

Blasco, J.: «El nuevo régimen jurídico de la subcontratación 
en la construcción: el ámbito de aplicación de la ley 32/2006 
y los requisitos exigibles a los contratistas y subcontratistas», 
en aa. VV. (de Val Tena, a.l. y Garcia Blasco, J., Coord.): «la 
subcontratación en el sector de la construcción: análisis de 
la ley 32/2006, de 18 de octubre», aranzadi, Pamplona, 2007, 
pp. 39 y ss. 
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el cómputo, al tomar un período de referencia 
de doce meses con objeto de evitar exigencias 
desproporcionadas que resultarían de aplicar 
las reglas de forma diaria y mensual; y la es­
tricta proporcionalidad que se mantiene en la 
exigencia del porcentaje, al tomar como base 
los días trabajados por los trabajadores tem­
porales e indefinidos a lo largo de esos doce 
meses79. Su finalidad no es otra que terminar 
con la inveterada costumbre de crear empre­
sas constructoras con una estructura material 
y laboral minimalista. 

El mecanismo habilitado se basa en dos 
cálculos relativamente sencillos y en la com­
paración de sus resultados. En primer lugar, 
se hallaría la dimensión laboral de la empresa 
mediante la división por trescientos sesenta 
y cinco de la suma de todos los días trabaja­
dos por cualquier empleado por cuenta ajena 
durante los últimos doce meses anteriores al 
momento del cálculo. Y ello, por tanto, con 
independencia de si siguen o no trabajando 
para la empresa y del tipo de contrato o de su 
duración superior o inferior al año, si bien no 
parece que puedan computarse los cedidos por 
empresas de trabajo temporal. A estos efectos, 
se tendrán en cuenta, además, tanto los días 
efectivamente trabajados, como los de descan­
so semanal, los permisos retribuidos y días 
festivos, las vacaciones anuales y, en general, 
los períodos en que se mantenga la obligación 
de cotizar80. 

Una vez obtenido este total, en segundo 
lugar, se calculará sobre el mismo el porcen­
taje que debería ser cubierto con trabajadores 
indefinidos, esto es, el 30 por 100 dada la fe­
cha actual. Y finalmente, como tercer paso, se 
comparará este dato con el resultado de dividir, 

79 Pedrajas Moreno, a. y Sala Franco, T.: «la subcontra­
tación en el sector de la construcción. a propósito de la ley 
32/2006, de 18 de octubre, que regula la misma y de su desa­
rrollo reglamentario mediante el real Decreto 1109/2007, de 24 
de agosto», Tirant on Line, núm. 1.126.932, 2007, p. 8. 

80 García Blasco, J. y aguilar Martín, M.C.: «la subcon­
tratación en la construcción: a propósito del reglamento de 
24 de agosto de 2007», aranzadi Social, núm. 17, 2009, pp. 77 
y ss. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

nuevamente entre trescientos sesenta y cinco, 
la totalidad de días trabajados por empleados 
con contratos indefinidos, incluidos los fijos dis­
continuos, durante el mismo período de tiem­
po de doce meses o el inferior específico para 
las empresas de nueva creación. En estos ca­
sos la principal duda sería cómo computar los 
días que durante ese período hayan trabajado 
aquellos empleados con contratos tempora­
les posteriormente convertidos en indefinidos. 
El tenor literal de la norma parece apoyar el 
cómputo tan sólo de los días trabajados con esa 
última condición, pero quizás no sea esa la so­
lución más adecuada atendiendo a la finalidad 
del precepto, pues impediría que una empresa 
pudiera rápidamente ajustarse a las exigen­
cias de la norma. De ahí que parezca más ra­
zonable computar todos los días trabajados por 
esos empleados con independencia de que en 
el momento de prestar los servicios lo hicieran 
bajo una relación temporal. Desde esta misma 
perspectiva, tampoco podrán computar como 
trabajadores indefinidos los mal denominados 
«fijos de obra», figura prevista, como ya consta, 
en la negociación colectiva y que permite a un 
trabajador participar sucesivamente en varias 
construcciones durante un período máximo de 
tres años, o incluso más si los trabajos de su 
especialidad se extienden más allá del citado 
plazo, prolongándose éste hasta la terminación 
de la última obra emprendida81. Así pues, pese 
a su denominación, no se trata de trabajadores 
indefinidos y, por lo tanto, sólo pueden sumarse 
en la plantilla global de la empresa como traba­
jadores temporales82. 

En definitiva, el paso dado por la LSC en 
cuanto a la exigencia de estabilidad en el em­
pleo ha sido de gigante, y bien podría exten­
derse a todos los procesos de subcontratación 
de parcelas de la actividad privada o pública 

81 aragón Gómez, C., «El contrato fijo de obra en el nuevo 
convenio de la construcción, ¿un mecanismo de estabilidad en 
el empleo?», relaciones laborales, núm. 2, 2008, pp. 21 y ss. 

82 Toscani Jiménez, D. y alegre nueno, M.: «reflexiones crí­
ticas acerca del nuevo régimen de subcontratación en el sector 
de la construcción: el real Decreto 1109/2007, de 24 de agos­
to», aranzadi Social, núm. 15, 2007, p. 5. 
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como avanzadilla para la lucha contra la pre­
cariedad y la temporalidad en beneficio de la 
reducción de los índices de siniestralidad83. Al 
tiempo, esta Ley no trata de erradicar el fe­
nómeno de la subcontratación ni de auspiciar 
que todos los trabajadores pertenezcan a la 
empresa principal, pero sí de que existan es­
trictos controles que aseguren que las empre­
sas contratistas y subcontratistas no eludan 
sus responsabilidades, ofrezcan garantías y 
cumplan adecuadamente con sus obligaciones 
de seguridad, estando provistas de una orga­
nización, capacidad económica, medios técni­
cos eficaces, maquinaria y trabajadores forma­
dos para obtener una producción competitiva, 
de calidad y desarrollada en condiciones tales 
que no pongan en riesgo la seguridad y salud 
de los asalariados84, aspectos todos ellos a valo­
rar muy positivamente en el nuevo urbanismo 
y las actividades empresariales que conlleva. 
No obstante, la promulgación de esta Ley, pese 
a sus importantes avances, no ha solucionado 
del todo los índices elevados de siniestralidad 
en el sector, caracterizado por una peligrosi­
dad inherente a las tareas desarrolladas no 
sólo en las obras de nueva planta, sino tam­
bién, en lo que ha merecido menos atención 
por cuanto al diseño de las medidas preven­
tivas, en trabajos de mantenimiento, rehabi­
litación y análogos, donde la intervención de 
microempresas y de trabajadores autónomos 
es muy destacada, debido al mayor detalle y 
especialización de los trabajos a desarrollar. 

4.4.	 Facilidades legales y restricciones 
convencionales a la intervención 
de empresas de trabajo temporal 

Desde el punto de vista económico-producti­
vo, resulta interesante para las organizaciones 
dedicadas a la regeneración y rehabilitación ur­
banas poder recurrir a las empresas de trabajo 

83 Álvarez Cuesta, H.: «la precariedad laboral: análisis y 
propuestas de solución», Bomarzo, albacete, 2008, p. 115. 

84 Merino Segovia, a.: «Comentarios a la ley 32/2006, de 
18 de octubre, reguladora de la Subcontratación en el Sector de 
la Construcción», Bomarzo, albacete, 2006. 
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temporal (ETTs), cuya actividad principal sigue 
constituyendo, pese a ampliaciones posteriores, 
en suministrar, en régimen de exclusividad y de 
monopolio, trabajadores de manera temporal a 
empresas usuarias, máxime cuando la puesta 
al día de la Ley 14/1994 por la Ley 35/2010 fle­
xibiliza los requisitos exigidos al efecto, no en 
vano su objetivo fue dar solución a un problema 
de legalidad comunitaria transponiendo la Di­
rectiva 2008/104/CE, de 19 de noviembre85, no 
transformar o actualizar su contenido86, pues 
se limita a consagrar y definir el principio de 
igualdad de condiciones de trabajo para los tra­
bajadores en misión, a reconocer a los cedidos 
un derecho de acceso a empleos vacantes en las 
empresas usuarias, a las instalaciones comu­
nes y a la formación profesional, a asegurar la 
representación de los mismos y a ampliar los 
derechos de información, al tiempo que proce­
de a revisar la prohibición relativa a la posible 
intervención de las ETTs cuando de trabajos 
peligrosos se trata. 

Conviene recordar que, con anterioridad a 
este régimen, el art. 8 Real Decreto 216/1999, 
de 5 de febrero, contemplaba un listado de tra­
bajos para los cuales resultaba taxativamente 
prohibida la cesión87. La cuestión procedía del 
art. 5.1 Directiva 91/383, que permitía tal ex­
clusión, o, en su defecto, la provisión de un con­
trol médico especial que pudiera, incluso, ex­
tenderse una vez concluida la relación laboral. 
El legislador interno, tomando como referente 
el Code du Travail francés, optó por la primera 
hipótesis en la redacción del derogado art. 8. b) 
LETT de 1994, en virtud del cual «las empre­
sas no podrán celebrar contratos de puesta a 
disposición… para la realización de activida­
des y trabajos que, por su especial peligrosidad 
para la seguridad o la salud, se determinen re­
glamentariamente», lo cual tuvo lugar, de for­

85 DoCE l 327, de 5 de diciembre de 2008. 
86 Calvo Gallego, F.J. y rodríguez-Piñero royo, M.: «la 

adaptación del marco normativo de las empresas de trabajo 
temporal», relaciones laborales, núms. 21-22, 2010, p. 160. 

87 Mercader Uguina, J.r.: «Prevención de riesgos labo­
rales y empresas de trabajo temporal (notas al real Decreto 
216/1999, de 5 de febrero», relaciones laborales, núm. 10, 
1999, p. 100. 
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ma tardía, a través del mencionado art. 8 Real 
Decreto 216/1999. 

La enumeración numerus clausus efectua­
da por este precepto reglamentario se circuns­
cribía a las nueve actividades siguientes88: 

1.– Trabajos en obras de construcción a los 
que se refiere el Anexo II Real Decreto 1627/1997, 
en el cual se contemplaba una relación no ex­
haustiva de trabajos que implican riesgos espe­
ciales, a saber89: 

a) Trabajos con riesgos especialmente gra­
ves de sepultamiento, hudimiento o caída de 
altura, por las particulares características de 
la actividad desarrollada, los procedimientos 
aplicados o el entorno del puesto de trabajo. 

b) Trabajos en los que la exposición a agen­
tes químicos o biológicos supongan un riesgo 
de especial gravedad, o para los que la vigilan­
cia específica de la salud de los trabajadores 
sea legalmente exigible. 

c) Trabajos con exposición a radiaciones io­
nizantes para los que la normativa específica 
obliga a la delimitación de zonas controladas 
o vigiladas. 

d) Trabajos que expongan a riesgos de aho­
gamiento por inmersión. 

e) Obras de excavación de túneles, pozos y 
otros trabajos que supongan movimientos de 
tierra subterráneos. 

f) Trabajos realizados en inmersión con 
equipos subacuáticos. 

88 agra Viforcos, B.: «la prevención de riesgos laborales 
de los trabajadores contratados a través de empresas de tra­
bajo temporal», en aa. VV. (Fernández Domínguez, J.J., Dir.): «la 
prevención de riesgos laborales y las nuevas formas de orga­
nización empresarial y del trabajo», Junta de Castilla y león, 
Valladolid, 2007, pp. 176 y ss. 

89 rodríguez Escanciano, S.: «Capítulo iX. Protección de 
trabajadores especialmente sensibles a los riesgos derivados del 
trabajo», en aa. VV. (Fernández Domínguez, J.J., Dir.): «la segu­
ridad y salud en el trabajo a través de los convenios colectivos 
de Castilla y león», Junta de Castilla y león, Valladolid, 2006, 
pp. 216-217. 
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g) Trabajos realizados en cajones de aire 
comprimido. 

h) Trabajos que impliquen riesgos de ex­
plosivos. 

i) Trabajos que requieran montar o des­
montar elementos prefabricados pesados. 

2.– Trabajos de minería a cielo abierto y de 
interior a los que se refiere el art. 2 Real De­
creto 1389/1997, de 5 de septiembre, por el que 
se aprueban las disposiciones mínimas desti­
nadas a proteger la seguridad y la salud de 
los trabajadores en actividades mineras, que 
requieran el uso de técnica minera. El Real 
Decreto 1389/1997 entiende por «industrias 
extractivas a cielo abierto o subterráneas» 
todas aquéllas que realicen alguna de las si­
guientes actividades: 

a) De extracción propiamente dicha de 
sustancias minerales al aire libre o bajo tie­
rra, incluso por dragado. 

b) De prospección con vistas a dicha ex­
tracción. 

c) De preparación para la venta de las ma­
terias extraídas, excluidas las actividades de 
transformación de dichas sustancias. 

d) De perforación o excavación de túneles 
o galerías, cualquiera que sea su finalidad, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la normativa rela­
tiva a las condiciones mínimas de seguridad y 
salud en las obras de construcción. 

3.– Trabajos propios de industrias extrac­
tivas por sondeos en superficie terrestre a los 
que se refiere el art. 109 del Reglamento Ge­
neral de Normas Básicas de Seguridad Mine­
ra, modificado por el Real Decreto 150/1996, 
de 2 de febrero, esto es, todas las industrias 
que realizan actividades de extracción pro­
piamente dicha de minerales por perforación 
de sondeos y/o prospección con vistas a dicha 
extracción y/o de preparación para la venta 
de las materias extraídas, excluidas las ac­
tividades de transformación de las materias 
extraídas. 
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4.– Trabajos en plataformas marinas. 

5.– Trabajos directamente relacionados 
con la fabricación, manipulación y utilización 
de explosivos, incluidos los artículos pirotécni­
cos o instrumentos que contengan explosivos, 
regulados por Real Decreto 230/1998, de 16 de 
febrero. 

6.– Trabajos que impliquen la exposición 
a radiaciones ionizantes en zonas controladas 
según el Real Decreto 783/2001, de 6 de julio, 
modificado por Real Decreto 1439/2010, de 5 
de noviembre (en realidad la remisión se efec­
tuaba al ya derogado Real Decreto 53/1992). 

7.– Trabajos que impliquen la exposición 
a agentes cancerígenos, mutagénicos o tóxicos 
para la reproducción, de primera y segunda 
categoría, según el Real Decreto 363/1995, de 
10 de enero, que aprueba el Reglamento so­
bre notificación de sustancias nuevas y clasi­
ficación, envasado y etiquetado de sustancias 
peligrosas, y el Real Decreto 255/2003, de 28 
de febrero, que aprueba el Reglamento sobre 
clasificación, envasado y etiquetado de pre­
parados peligrosos, y sus respectivas normas 
de desarrollo y de adaptación al progreso téc­
nico (en realidad, menciona el Real Decreto 
1078/1993, de 2 de julio, ya derogado). 

8.– Trabajos que impliquen la exposición 
a agentes biológicos de los grupos 3 (aqué­
llos que puedan causar una enfermedad gra­
ve en el hombre y presenten un serio peligro 
para los trabajadores, con riesgo de que se 
propague a la colectividad y existiendo ge­
neralmente una profilaxis o tratamiento efi­
caz) y 4 (aquéllos que, causando enfermedad 
grave en el hombre, suponen un serio peligro 
para los trabajdores con muchas posibilida­
des de que se propague a la colectividad y 
sin que exista generalmente una profilaxis o 
tratamiento especial), según el Real Decreto 
664/1997, de 12 de mayo, sobre protección de 
los trabajadores contra los riesgos relacio­
nados con la exposición a agentes biológicos 
durante el trabajo, así como sus normas de 
modificación, desarrollo y adaptación al pro­
greso técnico. 
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9.– Trabajos eléctricos de alta tensión. 

En la actualidad, sin embargo, la Ley 
35/2010 ha modificado el párrafo b) del art. 8 
LETT, e incorporando una nueva disposición 
adicional segunda a esta Ley mucho más res­
tringida que el régimen anterior, vetando la in­
tervención de las ETTs únicamente en los tres 
supuestos siguientes90: radiaciones ionizantes 
en zonas controladas (según el Real Decreto 
783/2001, de 6 de julio, modificado por Real 
Decreto 1439/2010, de 5 de noviembre), agen­
tes cancerígenos, mutagénicos o tóxicos para la 
reproducción, de primera o segunda categoría 
(según el Real Decreto 363/1995, de 10 de mar­
zo, y el Real Decreto 255/2003, de 28 de febre­
ro) y agentes biológicos de los grupos 3 y 4 (se­
gún el Real Decreto 664/1997, de 12 de mayo)91. 

Se ha sustituido, por tanto, la técnica legis­
lativa de remisión al reglamento para deter­
minar los sectores especialmente peligrosos, 
que se contemplaban en el art. 8 Real Decreto 
216/1999, por una regulación de carácter le­
gal referida a ciertos trabajos y ocupaciones, 
razón por la cual este precepto reglamentario 
ha de entenderse derogado, si bien sus ante­
riores letras f), g) y h) coinciden con las nuevas 
letras a), b) y c) del apartado 1 de la disposi­
ción adicional segunda LETT, procediendo a 
la oportuna actualización de las referencias a 
las que se remitían, algunas de ellas sustitui­
das por otras posteriores. Estas previsiones, 
de derecho necesario absoluto, indisponibles 
por la negociación colectiva, han de interpre­
tarse, además, de la forma más restrictiva po­
sible, esto es, debiendo entenderse prohibidos 
únicamente aquellos trabajos concretos donde 
la exposición a los agentes y factores de riesgo 
referidos venga «cualificada» por su considera­
ción peligrosa en función de la «actividad» en 
su acepción más lejana a la generalidad del 

90 Dorrego de Carlos, a.: «la reforma de la intermediación 
laboral en la ley 35/2010: perspectiva desde el sector de las 
empresas de trabajo temporal», la ley, núm. 7488, 2010, pp. 28 
y ss. 

91 Calderón Pastor, F.J.: «las empresas de trabajo temporal 
tras la ley 35/2010 de reforma del mercado de trabajo», infor­
mación laboral. Jurisprudencia, núm. 8, 2010, pp. 13-14. 
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término «sector», teniendo en cuenta, además, 
que esta consideración sólo puede venir ava­
lada, además, por una evaluación concreta de 
riesgos en los que el trabajo conlleve un peligro 
grave en función de la severidad y probabilidad 
de la exposición92. 

Se abre, por tanto, la posibilidad de que 
los trabajadores de una ETT puedan ser con­
tratados para realizar trabajos peligrosos e 
insalubres tradicionalmente vetados en dicho 
ámbito, como la construcción, las industrias 
extractivas, la minería, la manipulación de ex­
plosivos, el trabajo en tendidos eléctricos o la 
sanidad. A estos efectos, conviene aclarar que 
la Ley 35/2010 prorroga hasta el 1 de abril de 
2011 –ampliando en tres meses el plazo esta­
blecido en el Real Decreto Ley 10/2010– las 
prohibiciones hasta ese momento vigentes, es­
tableciendo un breve período de tiempo, hasta 
el 31 de marzo de 2011, para que los acuerdos 
interprofesionales o la negociación colectiva de 
ámbito estatal establezcan, de forma motivada, 
en las actividades, recogidas anteriormente en 
el art. 8 Real Decreto 216/1999, que no se han 
incorporado a la nueva disposición adicional 
segunda LETT (en referencia a construcción, 
minería a cielo abierto y de interior, industrias 
extractivas por sondeos en superficie terrestre, 
plataformas marinas, fabricación, manipula­
ción y utilización de explosivos y trabajos con 
riesgos eléctricos de alta tensión), limitaciones 
para la celebración de contratos de puesta a 
disposición para determinados empleos u ocu­
paciones de especial peligrosidad. 

Por si fuera poco, esta posibilidad de inter­
vención convencional no sólo se constriñe por el 
plazo marcado y el contenido de las tareas sino 
también por el cumplimiento de unos estrictos 
requisitos: habrán de referirse a ocupaciones o 
puestos de trabajo concretos o a tareas deter­
minadas, sin que quepan, por tanto, exclusio­

92 Carrero Domínguez, C. y Blasco de luna, F.J.: «la ley 
35/2010, de 17 de diciembre, de medidas urgentes para la re­
forma del mercado de trabajo. Empresas de trabajo temporal», 
en aa. VV. (García-Perrote Escartín, i. y Mercader Uguina, J.r.: 
Dirs.): «la ley 35/2010, de 17 de diciembre», lex nova, Vallado-
lid, 2011, p. 309. 
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nes globales relativas a sectores enteros de la 
actividad; deberán justificarse por razón de los 
riesgos para la seguridad y salud en el trabajo 
asociados a los puestos afectados; y tendrán que 
fundamentarse en un informe razonado que se 
acompañará a la documentación exigible para 
el registro, depósito y publicación del convenio 
o acuerdo colectivo por la autoridad laboral93. 

Esto implica, sin lugar a dudas, un control 
administrativo y judicial sobre los acuerdos 
tomados por los sujetos negociadores para evi­
tar posibles restricciones intencionadas que 
intenten eludir lo prescrito por la norma94. Y, 
también, supone una particular proyección so­
bre las numerosas cláusulas contendidas en la 
negociación colectiva que vienen restringiendo 
o directamente prohibiendo el uso de las ETTs, 
pues, a partir de ahora, si quieren seguir siendo 
válidas habrán de justificar la concurrencia de 
razones de interés general relativas a la pro­
tección de los trabajadores o a la necesidad de 
garantizar el buen funcionamiento del mercado 
de trabajo95. 

Contando con esta habilitación legal, sobre 
la que no se pronuncia el Real Decreto 417/2015, 
de 29 de mayo, por el que se aprueba el Regla­
mento de las Empresas de Trabajo Temporal, el 
Anexo VII CCSC recoge un listado de puestos 
de trabajo y/o trabajos asociados a estos pues­
tos de trabajo limitados para la realización de 
contratos de puesta a disposición por motivos 
de seguridad y salud en este sector, incluyen­
do una justificación explícita de tal limitación, 
que puede ser absoluta o relativa, atendiendo 
a la siguiente clasificación en cinco epígrafes: 

93 lópez lópez, J. y Chacartegui Jávega, C.: «intermediación 
en el mercado de trabajo y empresas de trabajo temporal en la 
reforma 2010: sobre la violación de derechos fundamentales», 
en aa. VV. (Baylos Grau, a., Dir.): «Garantías de empleo y dere­
chos laborales en la ley 35/2010 de reforma laboral», Bomarzo, 
albacete, 2011, p. 129. 

94 Carrero Domínguez, C. y Blasco de luna, F.J.: «la ley 
35/2010, de 17 de diciembre, de medidas urgentes para la re­
forma del mercado de trabajo. Empresas de trabajo temporal», 
cit., p. 327. 

95 Morón Prieto, r.: «Medidas urgentes para la reforma 
del mercado laboral. Comentarios a la ley 35/2010, de 17 de 
septiembre», quantor, Madrid, 2010, pp. 66-67. 
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A) construcción y obras públicas; B) Conserva­
ción y mantenimiento de carreteras y líneas 
férreas; C) Canteras, areneras y graveras; D) 
Obras marítimas; y E) Comercio de Construc­
ción. De interés al objeto del presente estudio 
es el apartado A) y el E). En este último, todos 
los puestos de trabajo están permitidos, mien­
tras en el primero se encuentran totalmente 
prohibidos a la intermediación de ETTs los 
puestos de encargado-capataz, jefe de laborato­
rio, artillero, cantero, marmolista, montador de 
aparatos de elevación, montador de andamios, 
pocero, soldador de estructuras metálicas, sol­
dadores y oxicortadores y tejeros. Además, se 
encuentran limitados de forma relativa los si­
guientes: administrativo obra; auxiliar de la­
boratorio; auxiliar de topografía; jefe de obra; 
mecánico; técnico de prevención en obra; topó­
grafo; albañil; carpintero de aluminio, metal 
y PVC; carpintero de madera; cerrajero; cha­
pista industrial; colocador de pavimentos lige­
ros; colocador de prefabricados; colocador de 
techos técnicos; conductor de camión; cristale­
ro; electricista; encofrador; escayolista/yesista; 
ferrallista; fontanero; gruista; implantador de 
medidas de seguridad; instalador calefacción 
y ACS; instalador de gas; instalador de imper­
meabilizaciones; mampostero; mantenedor/ 
mecánico industrial; montador de estructuras 
metálicas; operador de maquinaria; pintor 
señalista OC; pintor/empapelador; pulidor 
abrillantador suelos; revocador revestidor/es­
tuquista; solador alicatador; peón. 

El propio CCSC aclara que estos puestos 
de trabajo no podrán prestarse por contrato 
de puesta a disposición por parte de una ETT 
cuando impliquen riesgos especiales para la se­
guridad y salud de los trabajadores por ser: 1) 
Trabajos con riesgos especialmente graves de 
sepultamiento, hundimiento o caída en altura, 
por las particulares características de la activi­
dad desarrollada los procedimientos aplicados 
o el entorno del puesto de trabajo. 2) Trabajos 
en los que la exposición a agentes químicos o 
biológicos supongan un riesgo de especial gra­
vedad, o para los que la vigilancia específica de 
la salud de los trabajadores sea legalmente exi­
gible. 3) Trabajos con exposición a radiaciones 
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ionizantes para los que la normativa específica 
obliga a la delimitación de zonas controladas o 
vigiladas. 4) Trabajos en la proximidad de lí­
neas eléctricas de alta tensión. 5) Trabajos que 
expongan a riesgos de ahogamiento por inmer­
sión. 6) Obras de excavación en túneles, pozos 
y otros trabajos que supongan movimientos de 
tierra subterráneos. 7) Trabajos realizados en 
inmersión con equipos subacuáticos. 8) Traba­
jos realizados en cajones de aire comprimido. 
9) Trabajos que impliquen el uso de explosivos. 
10) Trabajos que requieran montar o desmon­
tar elementos prefabricados pesados. Recoge, 
por tanto –permítase la reiteración de conteni­
dos–los mismos ítems que aparecían en el Real 
Decreto derogado. 

4.5.	 La importancia de la existencia
 
de figuras técnicas cualificadas
 
con competencias claras
 

Pese a los avances, la accidentabilidad del 
sector sigue siendo elevada y sólo será mitiga­
ble, en afirmación reiterada en varias ocasiones 
a lo largo de este estudio, con una adecuada po­
lítica de formación y capacitación de los traba­
jadores, tal y como se desprende de lo previsto 
en el propio CCSC, pero teniendo en cuenta que 
las nuevas formas de trabajar en la construcción 
sostenible se encuentran muy alejadas del urba­
nismo expansivo de épocas pasadas, pues ahora 
se busca reducir al mínimo el uso de agua, mate­
rias primas, energía, suelo… a lo largo del ciclo 
completo de la vida de los edificios, que estarán 
ubicados en un entorno marcado por el equili­
brio entre los espacios para vivir, trabajar, hacer 
compras, disfrutar del ocio, contar con servicios 
públicos y disponer de una red de transporte 
adecuada. A tal fin tendrá una importancia des­
tacada la existencia de figuras cualificadas con 
competencias definidas, pudiendo hacer men­
ción a las siguientes fundamentales: 

4.5.1. Evaluadores de edificios 

La regulación del informe de evaluación 
de edificios que realizan los arts. 29 y 30 TR­
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LSRU viene a sustituir a la precedente ins­
pección técnica o periódica de construcciones 
y edificaciones recogida en el Real Decreto Ley 
8/2011, y en determinadas normativas auto­
nómicas96, incluyendo ahora además de la eva­
luación del estado de conservación del edificio 
(clásica inspección técnica de edificios), tam­
bién la de las condiciones básicas de accesi­
bilidad universal, movilidad y cohesión social, 
así como de eficiencia energética, esta última 
regulada en el Real Decreto 235/2013, de 5 de 
abril97. Este nuevo documento se asienta sobre 
el deber de conservación que atañe a todo pro­
pietario del inmueble, si bien se eleva sobre 
él para conectar de forma más ambiciosa con 
el cambio de rumbo urbanístico. Se erige así 
en un instrumento al servicio de la obligación 
tradicional que tiene el propietario de garan­
tizar en todo momento la seguridad, la salu­
bridad y el ornato del inmueble, pero con él se 
aspira también, simultáneamente, a mejorar 
e incrementar la sostenibilidad ambiental, 
social y económica del propio núcleo urbano 
(art.  15 TRLSRU)98, incidiendo también de 
forma positiva en la salud de los trabajadores 
que asumirán la ejecución del proyecto de re­

96 Sobre los antecedentes de esta figura, Casares Mar­
cos, a.: «informe de evaluación de edificios y eficiencia ener­
gética», revista Jurídica de Castilla y león, núm. 39, 2016, 
pp. 29 y ss. 

97 que, a tenor de lo previsto en el art. 1, distingue entre 
certificado de eficiencia energética del proyecto (documenta­
ción suscrita por el técnico competente como resultado del 
proceso de certificación, que contiene información sobre las 
características energéticas y la calificación de eficiencia ener­
gética del proyecto de ejecución), certificado de eficiencia 
energética del edificio terminado (documentación suscrita por 
el técnico competente por el que se verifica la conformidad 
de las características energéticas y la calificación de eficien­
cia energética obtenida por el proyecto de ejecución con la 
del edificio terminado) y certificado de eficiencia energética 
de edificio existente (documentación suscrita por el técnico 
competente que contiene información sobre las características 
energéticas y la calificación de eficiencia energética de un edi­
ficio existente o parte del mismo), entendiendo que el certifi­
cado de eficiencia energética de un edificio de nueva construc­
ción o parte del mismo consta de dos fases: la certificación de 
eficiencia energética del proyecto y la certificación energética 
del edificio terminado. 

98 ramos Medrano, J.a.: «los deberes urbanísticos de los 
propietarios del suelo», Dykinson, Madrid, 1996, p. 84. 
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novación, rehabilitación o regeneración urba­
nas y también en las condiciones de trabajo de 
los técnicos competentes para la confección de 
estos informes. 

A la vista del contenido mínimo que exige 
para el informe de evaluación de edificios el 
art.  29.2 TRLSRU, se trataría, en definitiva, 
de allegar información y elaborar una base de 
datos que permita establecer una racionalidad 
en las políticas de rehabilitación de edificios, 
regeneración y renovación urbanas, fomen­
tando la sostenibilidad de los entornos urba­
nos y un adecuado análisis de la viabilidad 
técnica de las diversas propuestas efectuadas 
a tal efecto, así como de su coste-beneficio99. 
Según el TRLSRU están obligados los propie­
tarios de inmuebles ubicados en edificios de 
tipología residencial de vivienda colectiva que 
tengan una antigüedad superior a los 50 años, 
entendiendo por tal edificio: «el compuesto por 
más de una vivienda, sin perjuicio de que pue­
da contener, de manera simultánea, otros usos 
distintos del residencial. Con carácter asimi­
lado se entiende incluida en esta tipología, el 
edificio destinado a ser ocupado o habitado por 
un grupo de personas que, sin constituir nú­
cleo familiar, compartan servicios y se some­
tan a un régimen común, tales como hoteles 
o residencias». En principio, y salvo que así lo 
exija la normativa autonómica o municipal, 
están excluidas las viviendas unifamiliares. 

También están obligados a su confección 
los propietarios de cualquier edificio, con in­
dependencia de su antigüedad, cuando pre­
tendan solicitar ayudas públicas para realizar 
obras de conservación, de accesibilidad uni­
versal o eficiencia energética, y siempre con 
anterioridad a la formalización de la petición 
de la correspondiente ayuda. Por lo demás, 
la normativa autonómica o municipal puede 
exigir el informe de evaluación de edificios 
para el resto de los edificios, pudiendo esta­
blecer especialidades de aplicación del citado 
informe, en función de su ubicación, antigüe­

99 Casares Marcos, a.: «informe de evaluación de edificios 
y eficiencia energética», cit., p. 39. 
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dad, tipología o uso predominante100. Este in­
forme de evaluación de edificios tendrá una 
periodicidad mínima de diez años, pudiendo 
establecer las Comunidades Autónomas y los 
Ayuntamientos una cadencia menor y contan­
do además con un cronograma pautado por la 
disposición transitoria 2ª TRLSRU101. 

Aclarado el ámbito objetivo y subjetivo del 
informe en cuanto a los diversos extremos que 
integran su contenido y los sujetos obligados 
a su disposición, procede centrar la atención 
sobre los técnicos considerados competentes, 
conforme a la normativa vigente, para su 
suscripción, teniendo en cuenta su repercu­
sión sobre el repunto del empleo cualificado, 
desarrollado en condiciones saludables. No 
obstante, antes de entrar en esta cuestión, es 
menester aclarar que el Tribunal Constitu­
cional ha reconocido la inconstitucionalidad 
y nulidad de los preceptos del Real Decreto 
Ley 8/2011 que regulaban la anterior inspec­
ción técnica de edificios, por entender que se 
trataba «de una técnica o instrumento pro­

100 Menéndez rexach, a.: «El informe de evaluación de edifi­
cios en la ley 8/2013», Ciudad y Territorio. Estudios Territoriales, 
núm. 179, 2014, p. 63. 

101 a) los edificios de tipología residencial de vivienda co­
lectiva que, a fecha 28 de junio de 2013, tuvieran ya una an­
tigüedad superior a 50 años, el día 28 de junio de 2018, como 
máximo. b) los edificios de tipología residencial de vivienda 
colectiva que vayan alcanzando la antigüedad de 50 años, a 
partir del 28 de junio de 2013, en el plazo máximo de cinco 
años, a contar desde la fecha en que alcancen dicha antigüe­
dad. Tanto en los supuestos de esta letra, como en los de la 
letra a) anterior, si los edificios contasen con una inspección 
técnica vigente, realizada de conformidad con su normativa 
aplicable, antes del 28 de junio de 2013, sólo se exigirá el in­
forme de Evaluación cuando corresponda su primera revisión 
de acuerdo con aquella normativa, siempre que la misma no 
supere el plazo de diez años, a contar desde la entrada en vigor 
de esta ley. Si así fuere, el informe de Evaluación del Edificio 
deberá cumplimentarse con aquellos aspectos que estén au­
sentes de la inspección técnica realizada. c) los edificios cuyos 
titulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el objetivo 
de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o 
eficiencia energética, en fecha anterior a la formalización 
de la petición de la correspondiente ayuda. d) El resto de los 
edificios, cuando así lo determine la normativa autonómica o 
municipal, que podrá establecer especialidades de aplicación 
del citado informe, en función de su ubicación, antigüedad, 
tipología o uso predominante. 
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piamente urbanístico», que tenía «por finali­
dad prevenir y controlar las irregularidades o 
ilegalidades urbanísticas, así como comprobar 
el cumplimiento del deber de conservación 
que corresponde a los propietarios», circuns­
tancias que «se incardinan con claridad en la 
materia de urbanismo, competencia exclusiva 
de las Comunidades Autónomas que a éstas 
corresponde regular, sin que el art.  149.1.1, 
13 y 23 CE otorgue al Estado cobertura para 
proceder al establecimiento de previsiones so­
bre requisitos, características y plazos de la 
actividad inspectora102. Recientemente –y en 
esta misma línea–, el Tribunal Constitucional 
ha considerado inconstitucional la regulación 
que el TRLSRU establece sobre la evaluación 
de los edificios al invadir competencias auto­
nómicas103. 

Con la prudencia que exige el análisis de 
la nueva regulación más amplia del informe 
de evaluación de edificios incorporada al TR­
LSRU a la vista de la citada doctrina del Tri­
bunal Constitucional, lo cierto es que, como 
ya consta, con este instrumento se pretenden 
alcanzar diversos objetivos, entre ellos y de 
forma inicial del que se pueden derivar actua­
ciones variadas, dotar a las Administraciones 
Públicas de un medio adecuado para conocer 
el estado del parque edificado como residencia 
de vivienda colectiva104 en lo correspondiente a 
la conservación de los edificios, las condiciones 
básicas de accesibilidad universal y eficiencia 
energética; objetivos que son mucho más am­
biciosos que los más limitados que estaban en 

102 STCo 5/2016, de 21 de enero.
 
103 STCo 143/2017, de 14 de diciembre.
 
104 Se encuentran sometidos a esta obligación: a) los edi­

ficios de la tipología supra referenciada con una antigüedad 
de 50 años, en el plazo máximo de 5 años a contar desde la 
fecha en que alcancen esa antigüedad, salvo que ya cuenten 
con una inspección técnica vigente; b) los edificios cuyos ti­
tulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el objetivo 
de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o 
eficiencia energética, con anterioridad a la formulación de la 
correspondiente ayuda. c) El resto de los edificios, cuando así 
lo determine la normativa autonómica o municipal, que podrá 
establecer especialidades de aplicación del citado informe, en 
función de su ubicación, antigüedad, tipología o uso predomi­
nante. 
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la base de la anterior inspección técnica de 
edificios, toda vez que estos se hallaban vincu­
lados únicamente al cumplimiento del deber 
de conservación105. La incorporación de la nue­
va herramienta al texto refundido de la Ley se 
justifica por un doble motivo: de un lado, en 
razón de la escasa eficiencia energética de los 
edificios integrantes del parque residencial, 
comercial y de los inmuebles públicos; de otro, 
atendiendo a la necesidad de contar con un 
único instrumento más eficiente en materia 
de accesibilidad y de conservación de los edi­
ficios, que aglutine tres aspectos separables, 
esto es, el informe técnico, la accesibilidad y la 
certificación energética106. 

Aun cuando el art.  30 TRLSRU preten­
de aclarar los requisitos de capacitación que 
deben cumplir quienes se dediquen profesio­
nalmente a la confección del informe de eva­
luación de edificios, indicando, en primer lu­
gar, que han de ser bien técnicos facultativos 
competentes que actuarán como trabajadores 
autónomos, bien entidades de inspección re­
gistradas siempre que cuenten con dichos 
técnicos, lo cierto es que esta identificación 
no está exenta de dificultades al encontrarse 
afectados intereses de diferentes colectivos de 
profesionales, cuyas tensiones competencia-
les se han visto agravadas por la devastadora 
crisis económica que desde hace unos años ha 
venido rondando a la construcción107. 

A la luz del art. 30.1 TRLSRU, para ser téc­
nico facultativo competente en esta materia es 
necesario estar «en posesión de cualquiera de 
las titulaciones académicas y profesionales 
habilitantes para la redacción de proyectos o 
dirección de obras y dirección de ejecución de 

105 Menéndez rexach, a.: «El informe de evaluación de los 
edificios en la ley 8/2013», cit., pp. 13 y ss. 

106 arroyo yanes, l.M.: «El papel de la administración lo­
cal en el impulso y fomento de la rehabilitación, la regene­
ración y la renovación urbanas», en aa. VV. (quintana lópez, 
T., Dir.): «Urbanismo sostenible: rehabilitación, regeneración y 
renovación urbanas», Tirant lo Blanch, Valencia, 2014, pp. 153 
y ss. 

107 Menéndez rexach, a.: «El informe de evaluación de los 
edificios en la ley 8/2013», cit., pp. 63 y ss. 
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obras de edificación, según lo establecido en 
la LE, o haya acreditado la cualificación nece­
saria para la realización del informe, según lo 
establecido en la disposición final 1ª», disposi­
ción que deslegaliza la cuestión para remitirla 
a un posterior desarrollo reglamentario, de 
modo que, conforme a su tenor literal, «tanto 
las cualificaciones requeridas para suscribir 
estos informes como los medios de acredita­
ción correspondientes serán determinados 
mediante Orden de los Ministros de Industria, 
Energía y Turismo, y de Fomento, tomándose 
en consideración, a estos efectos, la titulación, 
la formación, la experiencia y la complejidad 
del proceso de evaluación». Por tanto, el TRLS­
RU establece dos vías para la identificación de 
los profesionales competentes para la suscrip­
ción de los informes de evaluación de edificios. 
Conforme a la primera, tomando en conside­
ración lo dispuesto por los arts. 10, 12 y 13 LE 
en relación con el proyectista, el director de 
la obra y el director de la ejecución de la obra 
de edificación de «uso residencial en todas sus 
formas», podrán suscribir tal informe quienes 
estén en la posesión académica y profesional 
habilitante de arquitecto o arquitecto técnico. 
De acuerdo con la segunda, el desarrollo re­
glamentario previsto por la disposición final 
1ª podrá extender esta capacitación a otros 
profesionales que acrediten, en los términos 
que al efecto se dispongan, la cualificación ne­
cesaria para la realización del informe, seña­
ladamente a ingenieros o ingenieros técnicos, 
en su caso108. 

Dado que la Orden Ministerial referida to­
davía no se ha promulgado, procede tener en 
cuenta la nota informativa de la Subdelega­
ción General de Urbanismo de 14 de enero de 
2014, en virtud de la cual se atribuye la posi­
bilidad de actuar en este campo únicamente a 
los «arquitectos o arquitectos técnicos», exclu­
yendo a los ingenieros e ingenieros técnicos. Y 
ello porque, atendiendo a lo previsto en la Ley 
38/1999, las titulaciones académicas y profe­
sionales habilitantes para la redacción de pro­

108 Casares Marcos, a.: «informe de evaluación de edificios 
y eficiencia energética», cit., p. 50. 
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yectos, dirección de obras o dirección de ejecu­
ción de obras de edificación, referenciadas en 
sus arts. 10, 12 y 13, varían en función del uso 
de los edificios. De esta forma, el informe aquí 
analizado, en tanto se exige a los edificios de 
tipología residencial de vivienda colectiva, en­
cuadrados dentro del apartado 1, letra a) del 
art. 2.1 Ley 38/1999 (que literalmente alude 
al uso «administrativo, sanitario, religioso, re­
sidencial en todas sus formas, docente y cultu­
ral») corresponde a arquitectos y arquitectos 
técnicos109. Sin perjuicio de que ingenieros e 
ingenieros técnicos puedan suscribir otros in­
formes para los edificios de usos referidos en 
el apartado b) del art. 2.1 Ley 38/1999 (aero­
náutico; agropecuario; de la energía; de la hi­
dráulica; minero; de telecomunicaciones; del 
transporte terrestre, marítimo, fluvial y aéreo; 
forestal; industrial; naval; de la ingeniería de 
saneamiento e higiene, y accesorio a las obras 
de ingeniería y su explotación) o puedan asu­
mir también la realización, si se hace de ma­
nera separada, de la certificación de la eficacia 
energética del edificio. 

Esta interpretación restrictiva, admiti­
da por algún pronunciamiento judicial110, es 
cuestionada por el Informe de la Comisión 
Nacional de los Mercados y de la Competen­
cia de 18 de diciembre de 2014, que conside­
ra carente de soporte legal la atribución de 
la competencia para elaborar el informe de 
evaluación de edificios exclusivamente a ar­
quitectos y arquitectos técnicos, no en vano 
la Ley 38/1999 no regula la actividad de 
evaluación de edificios, sino de proyección o 
construcción de los mismos, esto es, el pro­
ceso de edificación (entendiendo por tal la 
acción y el resultado de construir un edificio 
de carácter permanente, público o privado, a 
tenor del art. 2.1), de modo que todos los que 
cuenten con el título profesional reseñado en 
esta Ley (arquitecto, arquitecto técnico, in­

109 www.iee.fomento.gob.es 
110 SSTSJ, Cont-admtivo, Castilla y león 16 noviembre 

2012 (rec. 281/2011), Galicia 16 enero 2014 (rec. 4458/2013), 
Cataluña 30 octubre 2014 (rec. 40/2011) ó la rioja 29 enero 
2015 (rec. 25/2014). 
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geniero o ingeniero técnico) podrían ejercer 
libremente esta actividad, sin perjuicio de 
que pudiera extenderse a otras titulaciones 
por norma reglamentaria. Y ello porque los 
informes de evaluación de edificios no tienen 
naturaleza de proyectos de obras (como indi­
ca la Ley 38/1999 respecto de los proyectos 
de edificación), pues recaen sobre una edifi­
cación ya ejecutada y terminada, ni tampoco 
de dirección de obras o dirección de ejecución, 
sino que se trata de una actividad distinta. 
Otra tesis diferente, siguiendo con la argu­
mentación de esta Comisión, supondría una 
cortapisa a la competencia efectiva en el mer­
cado de servicios profesionales, capaz de oca­
sionar un aumento del precio de los informes. 
A mayor abundamiento, tras la transposición 
en España de la Directiva 2006/123 (princi­
palmente a través de la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre y de la Ley 20/2013), el estableci­
miento y mantenimiento de reservas de acti­
vidad a ciertos profesionales ha de justificar­
se a partir de una imperiosa razón de interés 
general, a la luz de los principios de no dis­
criminación, necesidad y proporcionalidad, 
por norma de rango legal, siguiendo la estela 
de la doctrina judicial existente relativa a las 
competencias de las profesiones reguladas111. 
En esta misma línea profundiza el informe 
económico de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia sobre la reserva 
de actividad de arquitectos y arquitectos téc­
nicos en la inspección técnica de edificios de 
viviendas en Cataluña, de 16 de diciembre de 
2015, donde pone claramente de manifiesto 
las excesivas reservas de actividad de los ar­
quitectos y arquitectos técnicos en compara­
ción con otros servicios profesionales. 

111 Por todas, STS, Cont-admtivo, 24 mayo 2011 (Tol 
2.139.528), que afirma que «al existir una base de enseñanzas 
comunes entre algunas ramas de enseñanzas técnicas, éstas 
dotan a sus titulados superiores de un fondo igual de conoci­
mientos técnicos que, con independencia de las distintas espe­
cialidades, permiten el desempeño de puestos de trabajo en los 
que no sean necesarios unos determinados conocimientos sino 
una capacidad técnica común y genérica que no resulta de la 
situación específica obtenida sino del conjunto de los estudios 
que se hubieran seguido». 

http:www.iee.fomento.gob.es
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El propio Tribunal Supremo se ha pronun­
ciado, aun cuando parcialmente, sobre esta 
cuestión a raíz de un recurso interpuesto por 
el Consejo Superior de Colegios de Arquitec­
tos de España frente a la regulación que el 
Real Decreto 235/2013 ofrecía en relación con 
la cualificación profesional requerida para la 
elaboración de la certificación de eficiencia 
energética, entendiendo que ingenieros e in­
genieros técnicos están capacitados para la 
elaboración de la citada certificación de efi­
ciencia energética112, si bien no entra en el 
informe de evaluación de edificios, que parece 
seguir seguir atribuido a los arquitectos aten­
diendo al uso del suelo afectado. Cabe recor­
dar que, de conformidad con lo previsto en el 
art. 29.2 c) TRLSRU, el informe de evaluación 
de edificios incluirá también «la certificación 
de la eficiencia energética del edificio, con el 
contenido y mediante el procedimiento esta­
blecido para la misma por la normativa vigen­
te». Como ya consta, esta parte concreta del 
informe de evaluación de edificios, si se hace 
de forma separada, puede ser suscrita por 
los técnicos habilitados por el Real Decreto 
235/2013, de 5 de abril, modificado por Real 
Decreto 564/2017, de 2 de junio, en virtud del 
que se aprueba el procedimiento básico para 
la certificación de la eficiencia energética de 
los edificios. El art.  8 de este Real Decreto 
determina cómo «el certificado de eficiencia 
energética de un edificio existente será sus­
crito por técnico competente de acuerdo con 
lo dispuesto en el art. 1.3 p), que será elegido 
libremente por la propiedad del edificio. En el 
proceso de certificación energética el técnico 
competente podrá contar con la colaboración 
de técnicos ayudantes del proceso de certifica­
ción energética de edificios, tanto para la toma 
de datos, el empleo de herramientas y progra­
mas informáticos reconocidos para la califica­
ción energética y la definición de medidas de 
mejora de la eficiencia energética, como para 
gestionar los trámites administrativos y la do­
cumentación relacionada con los procesos de 
inspección y certificación energética». A ma­

112 STS, Cont-admtivo, 22 diciembre 2016 (rec. 177/2013). 
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yor abundamiento, el apartado p) del art. 1.3 
define al «técnico competente» a los efectos de 
la certificación energética como aquel «técnico 
que esté en posesión de cualquiera de las titu­
laciones académicas y profesionales habilitan­
tes para la redacción de proyectos o dirección 
de obras y dirección de ejecución de obras de 
edificación o para la realización de proyectos 
de sus instalaciones térmicas, según lo esta­
blecido en la Ley 38/1999… o para la suscrip­
ción de certificados de eficiencia energética, o 
haya acreditado la cualificación profesional 
necesaria para suscribir certificados de efi­
ciencia energética según lo que se establezca 
mediante la Orden prevista en la disposición 
adicional cuarta» en relación con el apartado 
1.2 p) in fine Real Decreto 235/2013. Por su 
parte, el apartado q) del art. 1.3 dispone que el 
«técnico ayudante del proceso de certificación 
energética de edificios es aquél que esté en po­
sesión de un título de formación profesional, 
entre cuyas competencias se encuentran la co­
laboración como ayudante del técnico compe­
tente en el proceso de certificación energética 
de edificios», en referencia al nivel 3 dentro de 
la familia profesional de energía y agua (ENA 
358_3)113. En fin, la disposición adicional 4ª 
Real Decreto 235/2013 dispone que mediante 
Orden conjunta de los Ministerios de Indus­
tria y Fomento «se determinarán las cualifi­
caciones profesionales requeridas para sus­
cribir los certificados de eficiencia energética, 
así como los medios de acreditación. A estos 
efectos, se tendrá en cuenta la titulación, la 
formación, la experiencia y la complejidad del 
proceso de edificación». 

Como ha señalado el Tribunal Supremo, el 
inciso utilizado por el apartado p) del art. 1.3, 
cuyo literal reza «o para la suscripción de cer­
tificados de eficiencia energética», carece valor 
«por no existir hoy ninguna norma con rango 
de ley que haya otorgado esa competencia» a 
algún profesional y la parte final del precepto, 
esto es, la expresión «o haya acreditado la cua­

113 En concreto, UC1194_3: Evaluar la eficiencia energética 
de las instalaciones de edificios y UC1195_3: Colaborar en el 
proceso de certificación energética de edificios. 
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lificación profesional necesaria para suscribir 
certificados de eficiencia energética según lo 
que se establezca en la Orden prevista en la 
disposición adicional 4ª» supone «una remi­
sión en blanco a una norma de rango insufi­
ciente», que, por lo demás, tampoco cabe cues­
tionar porque no se ha promulgado. Por tanto, 
es la LE la que hay que tomar como referente, 
donde se habilita a efectos del certificado de 
eficiencia energética a arquitectos, arquitectos 
técnicos o ingenieros o ingenieros técnicos (o 
equivalentes en el sistema educativo actual). 

Aun cuando atendiendo a todos estos an­
tecedentes, no existe ningún fundamento que 
atribuya en exclusiva la prerrogativa a los 
arquitectos y arquitectos técnicos para emitir 
el certificado de eficiencia energética y podría 
darse un paso más para entender que quien 
esté en posesión de cualquier titulación aca­
démica y profesional habilitante para la re­
dacción de proyectos, la dirección de obras o la 
dirección de ejecución de obras de edificación 
independiente de su uso puede realizar no 
sólo el certificado de eficiencia energética sino 
todo el informe de evaluación, lo cierto es que 
en la página del Ministerio de Fomento apare­
cen como técnicos habilitados para la realiza­
ción del informe de evaluación de los edificios 
únicamente los arquitectos y arquitectos téc­
nicos114. De ahí que se considere conveniente 
que, cuanto antes, los Ministerios de Industria 
y de Fomento procedan a la promulgación de 
la Orden de determinación de las cualificacio­
nes profesionales requeridas con el fin de cla­
rificar este asunto. 

Lógicamente, cuando se trate de edificios 
pertenecientes a las Administraciones Públi­
cas enumeradas en el art. 2 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis­
trativo Común (la Administración General del 
Estado, las Administraciones de las Comuni­
dades Autónomas, las Entidades que integran 
la Administración Local y las Entidades de 
Derecho Público con personalidad jurídica 
propia vinculadas o dependientes de cualquie­

114 https://iee.fomento.gob.es 
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ra de estas Administraciones Públicas), po­
drán elaborar los informes de evaluación los 
responsables de los correspondientes servicios 
técnicos que, por su capacitación profesional, 
puedan asumir tales funciones, atendiendo, 
aunque el TRLSRU no lo dice, a su titulación 
(art. 30.2). 

Cabe dar noticia, a la postre, de que la re­
gulación autonómica existente en relación con 
la evaluación de los edificios, no aporta nove­
dad alguna en lo que afecta a la capacitación 
para la elaboración de dicho informe, adoptan­
do en su integridad los mismos términos de 
la regulación estatal o no estableciendo previ­
siones expresas al respecto115. No obstante, el 
Decreto Foral 108/2014, de 12 de noviembre, 
por el que se regula el informe de evaluación 
de los edificios de Navarra, determina que «al 
tratarse de edificios de viviendas considerados 
en su conjunto, excluidas las instalaciones que 
requieren inspección técnica específica, el in­
forme de evaluación de los edificios lo redac­
tará un técnico con la titulación de arquitecto, 
o titulados que ejerzan la profesión de arqui­
tecto técnico, sin perjuicio de lo que pudiera 
determinar la normativa básica del Estado en 
materia de competencias profesionales, y que 
garantice la independencia, imparcialidad y 
objetividad del informe». En esta misma línea, 
el Decreto 29/2017, de 17 de mayo, por el que 
se regula el informe de evaluación de edificios 
y se crea el Registro General de Informes de 
Evaluación de los Edificios del Principado de 
Asturias, en su art.  11, aclara que «el infor­
me lo redactará un técnico con la titulación de 

115 Cabe citar, a título de ejemplo, el Decreto 11/2015, de 
11 de marzo, por el que se regula el informe de evaluación de 
los edificios y se crea el registro de informes de evaluación de 
los edificios en Castilla-la Mancha; el Decreto 1/2014, de 9 de 
enero, por el que se regula las condiciones y se crea el registro 
de los informes de evaluación de edificios de Cantabria; el De­
creto 34/2015, de 13 de marzo, por el que se regula el informe 
de evaluación de los edificios y se crea el registro de informes 
de evaluación de edificios de la región de Murcia o el Decreto 
103/2016 de 24 de octubre, del Consejo de Gobierno, por el 
que se regula el informe de evaluación de los edificios en la 
Comunidad de Madrid y se crea el registro integrado Único 
de informes de Evaluación de los Edificios de la Comunidad de 
Madrid. 
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arquitecto, o arquitecto técnico o titulaciones 
equivalentes, sin perjuicio de lo que pudiera 
determinar la normativa básica del Estado en 
materia de competencias profesionales… (no 
obstante) la certificación energética podrá ser 
suscrita por un técnico diferente». 

Por lo demás, según el art.  30.3 TRLS­
RU, las deficiencias de la edificación o del 
bien inmueble afectado por la evaluación se 
consignarán en el informe «bajo el criterio y 
responsabilidad del técnico competente que lo 
suscriba» a través de una inspección visual, 
opción lógica habida cuenta que la responsabi­
lidad derivada de las actuaciones expresadas 
en el informe de evaluación está directamente 
ligada con la formación y competencia del téc­
nico correspondiente, que habrá de responder 
de la veracidad de lo consignado en el informe 
en relación con el estado del edificio116. 

Todo ello sin olvidar que también existen 
sistemas de certificación voluntaria que pre­
tenden igualmente evaluar la sostenibilidad 
de los edificios en función de una serie de crite­
rios ambientales, de innovación, consumo, etc., 
entre los que cabe mencionar los denominados 
LEED, BREEAM o Pasivhaus, que igualmen­
te dan ocupación a técnicos especializados, a 
la par que sucede con las ecoetiquetas o sellos 
otorgados por organismos acreditados que ga­
rantizan que el material empleado posee un 
bajo impacto ambiental, pudiendo mencionar, 
entre otras, AENOR-MedioAmbiente, Euro-
pean Union Eco-label o Certificción Forestal, 
FSC (Forest Stewardship Council)117. 

4.5.2. Directores técnicos 

El promotor o propietario puede confiar 
la dirección técnica de la obra a una persona 
jurídica, en cuyo caso será esta última la que 
determinará las personas físicas adscritas a 
cada función, pues solamente ellas son capa­

116 Casares Marcos, a.: «informe de evaluación de edificios 
y eficiencia energética», cit., p. 50. 

117 CC.oo: Guía de construcción sostenible, 2005, p. 40. 
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ces de realizar la actividad profesional enco­
mendada por el promotor, produciéndose con 
frecuencia la constitución de empresas de con­
sultoría que contratan en régimen laboral a 
técnicos competentes que, tras la suscripción 
del oportuno contrato mercantil entre la pro­
motora y la empresa de consultoría, pasan a 
realizar estas funciones técnicas118. Otra po­
sibilidad es que el promotor recurra directa­
mente a los técnicos, que como trabajadores 
autónomos, desarrollan los cometidos corres­
pondientes, pudiendo destacar las figuras si­
guientes: 

A. Coordinador de seguridad y salud 

Designado por el promotor y piedra an­
gular del sistema de prevención de riesgos 
laborales en las obras de construcción, se in­
troduce en nuestro ordenamiento por el Real 
Decreto 1627//2007, que distingue, a su vez, 
dos tipos: el que desarrolla sus funciones du­
rante la confección del proyecto, de obligada 
existencia cuando en dicha elaboración inter­
vienen varios proyectistas, y el que lo hace 
durante la ejecución de la obra, de presencia 
necesaria cuando en la ejecución de la obra in­
tervenga más de una empresa, una empresa y 
trabajadores autónomos o diversos trabajado­
res autónomos (arts. 2 y 3)119. 

Se considera competente para desempeñar 
las tareas de coordinador aquella persona que 
posea titulaciones académicas y profesionales 
habilitantes, así como conocimientos en acti­
vidades de construcción y de prevención de 
riesgos laborales acordes con las funciones a 
desempeñar según el Real Decreto 1627/1997. 
Dichas titulaciones serán las de arquitecto, 
arquitecto técnico, ingeniero o ingeniero téc­
nico, de acuerdo con sus competencias y es­
pecialidades, tal y como aclara la disposición 

118 illueca Ballester, H.: «Descentralización productiva y 
prevención de riesgos laborales en las obras de construcción», 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2015, p. 229. 

119 luján alcaraz, J.: «la seguridad y salud laboral en las 
obras de construcción», aranzadi Social, núm. 5, 2007, pp. 839 
y ss. 
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adicional 4ª LE120. A la luz del CCSC, debe 
disponer también de la formación inicial en 
materia preventiva (conceptos básicos sobre 
seguridad y salud, técnicas preventivas ele­
mentales sobre riesgos genéricos, primeros 
auxilios y medidas de emergencia, así como 
derechos de participación, información, con­
sulta y propuestas), además de la propia de los 
responsables de obra y técnicos de ejecución, 
de los mandos intermedios, de los delegados 
de prevención, de administrativos y del tronco 
común de los oficios. 

Aunque el Real Decreto 1627/1997 no dis­
tingue entre obras que exigen proyecto y las 
que no lo exigen121, la Guía Técnica sí estable­
ce dicha diferenciación, reconociendo, en unos 
casos, que no se requiere dicho instrumento 
porque no es necesario para su tramitación 
administrativa al tratarse de obras menores 
(revoco de pintura de fachadas, patios, cajas 
de escalera, montaje y desmontaje de insta­
laciones, bajantes, canalones, cableado de fa­
chadas, auscultación de puentes o reparación 
de humedades en túneles). En otros casos, la 
no exigencia de proyecto deviene del carácter 
urgente de la obra (reparación rápida de un 
dique de contención, demoliciones por peli­
gro inminente, apeos, apuntalamientos o re­
fuerzos perentorios de estructuras o edificios, 
reparaciones de socavones o hundimientos 
de viales o roturas en conducciones de agua, 
gas, saneamiento…). En fin, un tercer grupo 
de obras en las que no se exige proyecto son 
aquéllas de escasa importancia tecnológica y 

120 Gómez arbós, J.: «la dependencia entre el promotor y 
el coordinador de seguridad y salud en obras de construcción 
y las responsabilidades derivadas de la misma en el ámbito so­
cial», Justicia laboral, núm. 40, 2009, pp. 31 y ss. 

121 El proyecto, a los efectos del real Decreto 1627/1997, 
integra el conjunto de documentos mediante los cuales se de­
finen y determinan las exigencias técnicas de las obras de cons­
trucción de acuerdo con las especificaciones requeridas por la 
normativa técnica aplicable a cada obra, considerándose que 
la dirección técnica y económica de un proyecto está formada, 
como mínimo, por las siguientes partes: memoria, pliego de 
condiciones, planos, mediciones y presupuesto. Vicente Palacio, 
a.: «El coordinador de seguridad y salud en la ejecución de las 
obras de construcción. obligaciones y responsabilidades», Co­
mares, Granada, 2008, p. 15. 
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económica que requieren poco tiempo para su 
ejecución y que, por su escasa entidad, suelen 
realizarse en el momento en que resulta más 
conveniente para el promotor y el contratista 
(acometidas de servicios a edificios como gas, 
agua, electricidad o teléfono, pequeñas repara­
ciones de aceras, sustitución de algunas tejas 
en una cubierta y el bacheo de obras públicas). 

Atendiendo a esta regulación, muchas de 
las obras relacionadas con la regeneración, 
renovación y rehabilitación urbanas no ne­
cesitan proyecto, razón por la cual la figura 
que realmente va a tener importancia es la 
del coordinador de seguridad y salud duran­
te la ejecución de la obra, que se encarga 
de: a) coordinar la aplicación de los princi­
pios generales de prevención y de seguridad 
tanto al tomar las decisiones técnicas y de 
organización con el fin de planificar los dis­
tintos trabajos o fases de trabajo que vayan 
a desarrollarse simultánea o sucesivamente, 
como de estimar la duración requerida para 
la ejecución de estos distintos trabajos o fa­
ses de trabajo; b) coordinar las actividades 
de la obra para garantizar que los contra­
tistas y, en su caso, los subcontratistas y los 
trabajadores autónomos apliquen de mane­
ra responsable los principios de la acción 
preventiva; c) aprobar el plan de seguridad 
y salud elaborado por el contratista y, en su 
caso, las modificaciones introducidas en el 
mismo (instrumento básico de ordenación 
de las actividades de identificación y, en su 
caso, evaluación de los riesgos y planifica­
ción de la actividad preventiva –art.  7.3 
Real Decreto 1627/1997–); d) organizar la 
coordinación de actividades empresaria­
les de acuerdo con lo previsto en el art. 24 
LPRL; e) coordinar las acciones y funciones 
de control de la aplicación correcta de los 
métodos de trabajo; f) adoptar las medidas 
necesarias para que sólo las personas auto­
rizadas puedan acceder a la obra (art. 9 Real 
Decreto 1627/1997)122. 

122 Fernández Docampo, B.: «Seguridad y salud laboral en 
las obras de construcción: obligaciones y responsabilidades», 
aranzadi, Pamplona, 2003, pp. 33 y ss. 
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Además, el coordinador en fase de ejecu­
ción está facultado para ordenar la paraliza­
ción de los tajos o, en su caso, de la totalidad 
de la obra en caso de apreciar circunstancias 
de riesgo grave e inminente para la seguridad 
y la salud de los trabajadores (art. 14 Real De­
creto 1627/1997). 

Junto a este elenco de funciones, la LSC y 
el Real Decreto 1109/2007 atribuyen al coor­
dinador otra competencia adicional: recibir 
información del contratista sobre la anotación 
de cada subcontratación, incluidas las excep­
cionales permitidas en los supuestos de fuerza 
mayor, en el Libro de Subcontratación. 

Por otra parte, el coordinador de seguri­
dad y salud durante la ejecución tendrá bajo 
su custodia el libro de incidencias, al cual 
tendrán acceso los directores facultativos, los 
contratistas y subcontratistas, los autónomos, 
las personas u órganos con responsabilidades 
preventivas en las empresas intervinientes, 
los representantes de los trabajadores y los 
técnicos de los órganos especializados en ma­
teria de seguridad y salud laboral de las Ad­
ministraciones públicas, quienes podrán reali­
zar anotaciones. Cuando el apunte se refiera a 
cualquier incumplimiento de las advertencias 
u observaciones previamente anotadas en di­
cho libro o en el supuesto de paralización de 
los trabajos, el coordinador estará obligado a 
remitir, en el plazo de 24 horas, una copia a la 
Inspección de Trabajo, a los representantes de 
los trabajadores y al contratista (art. 1.3 Real 
Decreto 1627/1997)123. 

Con independencia de la existencia del 
coordinador de seguridad y salud, la presen­
cia de los recursos preventivos se aplica con 
alguna especialidad en las obras de construc­
ción: 1) es preceptiva su presencia en cada 
contratista y tendrá por objeto vigilar el cum­
plimiento de las medidas incluidas en el plan 

123 Durán lópez, F.; Tudela Cambronero, G. y Valdeolivas 

García, y.: «informe sobre la situación de la prevención de ries­
gos laborales en el sector de la construcción de España», Ediso­
fer, Madrid, 2007, p. 189. 
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de seguridad y salud comprobando su eficacia; 
2) si los riesgos pueden verse agravados o mo­
dificados por la concurrencia de operaciones 
diversas desarrolladas sucesiva y simultánea­
mente que hagan necesario el control de la 
correcta aplicación de los métodos de trabajo; 
3) si se desarrollan actividades con riesgos es­
peciales (anexo II Real Decreto 1627/1997); 4) 
si la necesidad de esta presencia es requerida 
por la Inspección de Trabajo cuando las cir­
cunstancias del caso así lo exigieran debido a 
las condiciones detectadas (disposición adicio­
nal 14ª LPRL)124. 

Algunas Comunidades Autónomas han 
optado por crear registros en los que, con ca­
rácter meramente informativo, pueden inscri­
birse las personas que pretendan desarrollar 
actividades de coordinación en las obras de 
construcción125, permitiendo disponer de un 
listado de técnicos capacitados y cualificados 
para ejercer tal tarea en las obras de construc­
ción, sin que la inscripción tenga ningún efec­
to constitutivo o habilitante para el ejercicio 
de las correspondientes funciones126. En todo 
caso, el coordinador ha de ser siempre una 
persona física, de modo que la contratación 
de una persona jurídica exige la designación 
posterior del técnico responsable que ha de 
desempeñar sus funciones dentro del proceso 
constructivo, siendo admisible la designación 
de una segunda o tercera persona cuando las 
características de la construcción lo exijan 
(procesos productivos continuos, obras de gran 
dimensión…)127. 

124 Carrero Domínguez, C.: «acercamiento al estudio de la 
prevención de riesgos laborales en el sector de la construcción. 
Consideraciones generales», en aa. VV. (Mercader Uguina, J.r. 
Dir.): «las relaciones laborales en el sector de la construcción», 
lex nova, Valladolid, 2007, p. 426. 

125 Sin ánimo exhaustivo, Madrid, a través del Decreto 
33/1999, de 25 de febrero; andalucía, mediante el Decre­
to 166/2005, de 12 de julio ó Galicia, a través del Decreto 
153/2008, de 24 de abril. illueca Ballester, H.: «Descentraliza­
ción productiva y prevención de riesgos laborales en las obras 
de construcción», cit., p. 242. 

126 STS, Cont-admtivo, 30 junio 2004 (rec. 5305/2002). 
127 Carranza Moreno, M.P.: «El promotor en las obras de 

construcción. responsabilidad administrativa», Comunicación 
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B. Director facultativo 

Definido en términos idénticos por el 
art.  2.1 g) Real Decreto 1627/1997 y por el 
art.  3 c) LSC, es aquel «técnico competente, 
designado por el promotor, encargado de la di­
rección y el control de la ejecución de la obra». 
La LE aclara que la dirección facultativa está 
integrada, a su vez, por dos figuras128: 

a) El director de la obra, esto es, el agen­
te que dirige el desarrollo de la obra en los 
aspectos técnicos, estéticos, urbanísticos y 
medioambientales, de conformidad con el pro­
yecto que la define, la licencia de edificación y 
demás autorizaciones preceptivas y las condi­
ciones del contrato con el objeto de asegurar 
su adecuación al fin propuesto (art. 12). Para 
la construcción de edificios destinados a uso 
administrativo, sanitario, religioso, residen­
cial, docente y cultural ha de ser arquitecto. 
Para la construcción de edificaciones de carác­
ter aeronáutico, agropecuario, de la energía, 
de la hidráulica, minero, de telecomunicacio­
nes, del transporte terrestre, marítimo, fluvial 
y aéreo, forestal industrial, naval, de la inge­
niería de saneamiento e higiene y accesorio a 
las obras de ingeniería y explotación, ha de 
ser ingeniero, ingeniero técnico o arquitecto. 
Para la construcción de edificaciones restan­
tes, puede ser arquitecto, arquitecto técnico, 
ingeniero o ingeniero técnico, de acuerdo con 
sus especialidades y competencias específicas. 

b) El director de la ejecución de obra, que 
asume la función técnica de dirigir la ejecu­
ción material de la obra y de controlar cuali­
tativa y cuantitativamente la construcción y 
calidad de lo edificado, con los mismos requi­
sitos de titulación especificados en el apartado 
anterior en función del uso de la edificación 
(art. 13)129. 

al iV Congreso nacional de la inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, Murcia, 2004, p. 6. 

128 Paramio Paramio, a.: «Problemática de la subcontrata­
ción en la construcción. análisis jurídico y resoluciones prácti­
cas», lex nova, Valladolid, 2009, pp. 135 y ss. 

129 lópez-romero González, M.P.: «El real Decreto 
1627/1997 sobre medidas de seguridad y salud en las obras de 
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Así pues, en el tipo de edificio más gene­
ralizado y de mayor interés para el presente 
estudio, el destinado a actividades básicamen­
te residenciales, la dirección facultativa está 
formada por arquitectos (director de obra) y 
arquitectos técnicos (director de la ejecución 
de la obra). La primera, que se ocupa de los 
aspectos técnicos, estéticos, urbanísticos y 
medioambientales, sirve para que el proyec­
to sea debidamente interpretado y las modi­
ficaciones que sean necesarias no traicionen 
su espíritu, al tiempo que armonizan siempre 
con los intereses del promotor y las exigen­
cias reglamentarias. La segunda se ocupa de 
que los productos tengan las características 
especificadas y de que los procedimientos de 
ejecución garanticen que las unidades de obra 
y las instalaciones alcancen las prestaciones 
esperadas, además de certificar los trabajos 
realizados y documentar las operaciones de 
control que sean necesarias130. 

C. Proyectista 

Según el art. 2.1 d) Real Decreto 1627/2007, 
es el «autor, por encargo del promotor, de la 
totalidad o parte del proyecto de obra» cuan­
do fuera necesario. Una definición muy pare­
cida utiliza el art.  10.1 LE, a tenor del cual 
es el «agente que, por encargo del promotor 
y con sujeción a la normativa técnica y urba­
nística correspondiente, redacta el proyecto», 
debiendo tener la titulación de arquitecto, ar­
quitecto técnico, ingeniero o ingeniero técnico, 
en función del –en concepto ya conocido– uso 
principal del edificio proyectado, no en vano 
el proyecto contiene las instrucciones precisas 
para la realización de la obra así como el pre­
supuesto de ejecución. 

El proyectista principal puede, además, 
subcontratar con terceros sujetos habilitados 

construcción», información laboral, núm. 3, 2002, pp. 23 y ss. 
130 Mercader Uguina, J.r. y nieto rojas, P.: «objeto, ám­

bito de aplicación y definiciones en la ley de Subcontrata­
ción en el sector de la construcción», en aa. VV. (Mercader 

Uguina, J.r., Coord.): «la nueva ley reguladora de la Subcon­
tratación en la Construcción», lex nova, Valladolid, 2007, 
pp. 34-35. 
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profesionalmente para ello, proyectos parcia­
les o partes que complementen el proyecto 
global. Al proyectista le corresponde la ela­
boración del estudio de seguridad y salud en 
las obras o el estudio básico en esta materia. 
El primero se exige cuando se den determina­
das circunstancias referidas al presupuesto 
de ejecución (450.759,07 euros), la duración 
de la obra (30 días laborables, empleándose 
en algún momento a más de 20 trabajadores 
simultáneamente) y el número de trabajado­
res (el volumen de mano de obra estimada, 
entendiendo por tal la suma de los días de 
trabajo del total de los operadores en la obra, 
sea superior a 500) o si son obras de túneles, 
galerías, conducciones subterráneas y presas. 
El segundo está reservado para obras de ma­
yor tamaño y complejidad, mientras el estudio 
básico es aplicable a obras menores y de esca­
sa entidad, más propias de las actividades de 
regeneración y rehabilitación urbanas (art. 4 
Real Decreto 1627/1997). Este segundo ins­
trumento precisará las normas preventivas 
aplicables a la obra, contemplando la identi­
ficación de los riesgos laborales que pueden 
ser evitados, indicando las medidas técnicas 
necesarias para ello, así como la relación de 
los riesgos laborales que no puedan eliminar­
se especificando las medidas preventivas y 
protecciones técnicas tendentes a controlar y 
reducir dichos riesgos y valorando su eficacia, 
en especial cuando se propongan determina­
ciones alternativas, además de cualquier otro 
tipo de actividad que se lleve a cabo en la mis­
ma. Contemplará también las previsiones y 
las informaciones útiles para efectuar en su 
día, en las debidas condiciones de seguridad, 
los previsibles trabajos de reparación y man­
tenimiento (art. 6 Real Decreto 1627/1997)131. 

En fin, en el caso de que deba existir un 
coordinador en materia de seguridad y salud 
durante la confección del proyecto de obra, es 
decir, de concurrir varios proyectistas, es pre­

131 Fernández-Costales Muñiz, J.: «aplicación práctica de la 
coordinación de actividades empresariales en materia preven­
tiva, CEoE-Fundación para la Prevención de riesgos laborales», 
Madrid, 2017, p. 61. 
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cisamente al coordinador a quien corresponde 
también elaborar o hacer que se elabore dicho 
estudio bajo su responsabilidad132. 

5. CONCLUSIÓN 

El deterioro de los espacios edificados, sean 
viviendas o entramados públicos, y los proble­
mas de marginación y exclusión social que de 
ello se deriva, plantean demandas sociales re­
levantes, capaces de ofrecer, al tiempo, oportu­
nidades de crecimiento y empleo, a condición 
de dar un giro al modelo de desarrollo obser­
vado, pasando de una devastadora construc­
ción invasiva y expansiva a otra fundada en 
las coordenadas de rehabilitación, regenera­
ción y renovación urbanas. Desde tales postu­
lados, se trata de aprovechar las oportunida­
des de un nuevo vector estratégico relacionado 
con la edificación sostenible, capaz de generar 
empleos de calidad en los que se reduzcan los 
índices de siniestralidad, a la par, que se ami­
noren las emisiones nocivas desde el punto de 
vista medioambiental y se aumente la cohe­
sión social, no en vano haciendo un estudio 
comparado, sin ninguna duda dentro del catá­
logo de ocupaciones con mayores posibilidades 
de incremento cuantitativo, se encuentran las 
actividades relacionadas con la construcción 
ecológica, surgiendo un nuevo yacimiento de 
empleo reconocido ya de forma expresa en el 
Libro Blanco sobre Crecimiento, Competitivi­
dad y Empleo (conocido como Informe Delors), 
presentado al Consejo Europeo en 1993. 

No hace falta hacer acopio de datos expli­
cativos para constatar que la enorme preca­
riedad y presencia de contratos de duración 
determinada en la población activa española 
se ha convertido simultáneamente en uno de 
los problemas principales de nuestras rela­
ciones laborales y en una seña de identidad 
del mercado de trabajo patrio. Estas premisas 
han sido observadas tradicionalmente por el 

132 lópez Gandía, J.; romero rodenas, M.J. y Toscani Gimé­
nez, D.: «la prevención de riesgos laborales en el sector de la 
construcción», Bomarzo, albacete, 2008, p.12. 
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sector de la construcción de forma exponen­
cialmente más clara que otros ámbitos, no en 
vano se ha venido caracterizando por una alta 
tasa de temporalidad, una baja cualificación 
de la mano de obra implicada, una frecuente 
y generalizada incidencia de los fenómenos de 
contratación y subcontratación, así como una 
superposición de sujetos realizando diversas 
actividades, factores todos ellos desencadenan­
tes de una elevada accidentabilidad. 

Ahora bien, sin duda, es posible modificar 
esta tendencia al calor de unas coordenadas 
generales pautadas, en última instancia, des­
de organismos internacionales, singularmente 
la OIT, que apuesta por la creación de ocupa­
ciones «decentes», con condiciones de trabajo 
dignas, equitativas, con ingresos justos y ac­
tividades seguras. Una pieza esencial para 
la consecución de este objetivo radica, como 
se ha subrayado desde Naciones Unidas, en 
la reformulación de la edificación tradicional 
y su transformación en la denominada cons­
trucción sostenible, no en vano el tránsito 
hacia la ciudad compacta y su consolidación 
constituyen los principales motores para la 
creación de empleo de calidad desarrollado en 
condiciones seguras y para la eliminación de 
bolsas de pobreza y exclusión. 

La prevención de los riesgos laborales en 
la construcción clásica y también en la rege­
neración y rehabilitación urbanas, donde la 
frecuencia de los accidentes de trabajo y en­
fermedades profesionales es muy elevada, 
condicionada por tratarse de una actividad de 
riesgo en sí misma considerada, por la exis­
tencia de diversas fases (de proyecto y de eje­
cución), que exigen una atención específica y 
una elevada coordinación, y por la pluralidad 
de sujetos intervinientes, máxime teniendo en 
cuenta que los accidentes resultan de gran se­
veridad debido, sobre todo a las caídas de altu­
ra y al riesgo de sepultamiento, ha sido objeto 
de atención particular desde el Derecho de la 
Unión Europea a través de la Directiva 92/57, 
de 24 de junio (modificada por la Directiva 
2007/30), y también desde el punto de vista del 
Derecho interno. Cabe mencionar, en primer 
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lugar, la LE, donde se regulan las exigencias 
técnicas y administrativas de la edificación 
y los agentes intervinientes; el Real Decreto 
1627/1997, de 24 de octubre, el Real Decreto 
171/2004, de 30 de enero, el propio Código Téc­
nico de la Edificación, aprobado por Real De­
creto 314/2006, de 17 de marzo, con el objetivo 
de contribuir de manera decisiva al desarrollo 
de las políticas en materia de sostenibilidad, 
derivadas del Protocolo de Kyoto o de la Es­
trategia de Gótemberg, que sintoniza con las 
nuevas exigencias de los procesos edificatorios 
y urbanizadores, fijando las exigencias básicas 
de calidad de los edificios y sus instalaciones, 
en referencia tanto a la seguridad estructural 
y de lucha contra incendios, como a la salu­
bridad, protección contra el ruido, el ahorro 
energético o la accesibilidad para personas 
con movilidad reducida, exigencias básicas 
que deben cumplirse en el proyecto, la cons­
trucción, el mantenimiento y la conservación 
de los edificios y sus instalaciones (art. 1.4), la 
LSC, la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que 
se regulan las empresas de trabajo temporal 
y, cómo no, el VI CCSC, que dedica especial 
atención a la prevención de riesgos laborales 
(Libro Segundo), sin limitarse a realizar me­
ras declaraciones programáticas sino que se 
ocupa de introducir una exhaustiva regula­
ción preventiva. Todo este cuerpo normativo y, 
sobre todo el esfuerzo de adaptación realizado 
por los interlocutores sociales, puede servir de 
inspiración para mejorar las condiciones de 
seguridad y salud en otros sectores estratégi­
cos emergentes sostenibles desde el punto de 
vista medioambiental. 
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RESUMEN	 Cierto es que las empresas constituyen una plataforma fundamental para impulsar bue­
nas prácticas medioambientales, integrando la protección del medio natural en la política 
de gestión organizativa y en la dinámica de un trabajo menos insano. Reducir el consumo 
de energía, materias primas y agua, descarbonizar la economía, rebajar las emisiones 
y disminuir o evitar todas las formas de desechos y contaminación, atesoran comporta­
mientos empresariales respetuosos con los valores medioambientales y, al tiempo, impli­
can per se el desarrollo de una actividad profesional menos tóxica. En su envés, el daño 
empresarial al medio ambiente repercute de forma negativa tanto en el hábitat natural 
como en la salud de los propios trabajadores en cuanto sujetos más próximos al agente 
contaminante. Por otra parte, son los asalariados los que, en muchas ocasiones, resultan 
conocedores inmediatos de los deterioros que la actividad empresarial provoca en el me­
dio ambiente, por lo que se convierten en importantes garantes de la biosfera. De este 
modo, un entorno adecuado llevaría a un medio ambiente natural menos perjudicado, 
siendo muy difícil establecer una línea divisoria entre riesgo profesional y riesgo ecológi­
co, resultando conveniente adoptar como máxima una cultura verde integral ad intra y 
ad extra en el marco de las organizaciones productivas. 

Desde tales premisas, no cabe desconocer que existe un potencial significativo para 
la creación de puestos de trabajo en determinados sectores respetuosos con el medio 
ambiente, tal y como sucede con la producción de energía a partir de fuentes renovables, 
eficiencia energética, gestión de residuos y del agua, calidad del aire, restauración 
y preservación de la biodiversidad, adaptación al cambio climático y desarrollo de 
una infraestructura ecológica, actividades todas ellas más limpias y, sin duda, menos 
expuestas que la industria tradicional. 

Ahora bien, el término «empresa verde», como nuevo yacimiento de empleo, no supone 
la ausencia total de peligros en la actividad laboral, no en vano la inclusión de procesos 
productivos novedosos, con cambios en las formas de trabajo y la utilización de agentes hasta 
ahora desconocidos generan riesgos en el trabajo distintos, en ocasiones, de los tradicionales, 
pero no por ello menos importantes. Así pues, cabe afirmar que las cada vez más avanzadas 
tecnologías empleadas, y los sofisticados métodos utilizados sin duda más especializados y 
evolucionados para la generación de estas energías renovables, está provocando el surgimiento 
de nuevas formas de nocividad y desconocidos factores de afectación negativa para la salud 
de los trabajadores, que habrán de ser valorados convenientemente con el fin de adoptar las 
medidas de prevención oportunas. Y aquí es precisamente donde se puede constatar cómo 
la progresiva implantación del sistema nacional de producción energética a través de las 
fuentes mencionadas en el que son acusados los avances de la ciencia y la investigación como 
política pública estratégica no ha ido acompañada de un cuerpo normativo que proporcione 
criterios seguros para resolver los conflictos e interrogantes que se plantean entre los distintos 
intereses en tensión en el marco laboral, por una parte, de los promotores de la actividad 
de producción energética y, por otra, de los trabajadores que sufren accidentes laborales o 
contraen enfermedades que no merecen, en muchos casos, la calificación de profesionales al 
no estar listadas, cuya solución se afronta compleja para los órganos judiciales, pues, ante las 
lagunas existentes, se ven abocados a recurrir, muchas veces a normas genéricas, en otras 
ocasiones a prescripciones más específicas pero de aplicación selectiva en función del peligro 
concreto (eléctrico, manipulación de cargas, incendio, explosión, sustancias químicas, agentes 
biológicos…), sin dejar de atender a innumerables pautas técnicas dotadas del mero valor de 
buenas prácticas. 

La intervención del legislador en este marco deviene imprescindible al objeto de tutelar 
los riesgos laborales emergentes en los subsectores relacionados con el mercado de las 
energías alternativas. A tal fin puede servir de modelo la orientación seguida por la 
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normativa preventiva en el sector de la construcción tradicional, que ha tenido la virtud 
de actualizarse y adaptarse a la transformación operada desde una agotada edificación 
expansiva e invasiva hacia una actividad empresarial más sostenible desde el punto de 
vista de la salubridad laboral y desde la perspectiva de la calidad atmosférica. Cuando 
está bien planificado, el crecimiento urbano encierra el potencial de mejorar el acceso de 
las personas a la educación, la atención a la salud, la vivienda y otros servicios, gestionar 
de manera adecuada el efecto de la población sobre el medio ambiente y, también, 
fomentar las oportunidades en materia de productividad económica, siendo capaz de 
generar ocupaciones laborales menos penosas en el marco de una actividad empresarial, 
de mayor complejidad que la construcción clásica pero de alto valor añadido, basada en 
la regeneración y rehabilitación urbana integral, que comprende cometidos tan variados 
como pueden ser la conservación de los conjuntos históricos y culturales, la reparación 
y renovación del parque de viviendas cuando existan situaciones de insuficiencia o 
degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad, la 
superación de la pobreza energética, el progreso de la calidad de vida de los ciudadanos en 
todos los barrios incluidos los menos favorecidos, así como la aplicación de las tecnologías 
de la información y comunicación en los entornos urbanos para conseguir la mejora del 
transporte, la movilidad, la seguridad ciudadana y el suministro y consumo de energía y 
agua (ideas englobadas bajo el concepto de «smart. city»). 

Este nuevo enfoque del urbanismo, centrado en la regeneración, rehabilitación y 
renovación urbanas, va a permitir incentivar la coyuntura económica, impulsar el 
desarrollo del empleo diseñando viviendas energéticamente más eficientes y socavar 
la autocomplacencia con unas deficientes condiciones laborales que han acompañado 
tradicionalmente al sector de la edificación: alta tasa de rotación, temporalidad y 
parcialidad, una estructura ocupacional intensiva en mano de obra manual, un nivel de 
formación inferior a la media del resto de la economía, unos ritmos intensos de ejecución 
de las obras (destajos), un encadenamiento masivo de contratas y subcontratas ante 
un tejido productivo altamente atomizado, escasa innovación, una baja intervención de 
mujeres y una elevada participación de mano de obra extranjera, sin olvidar –por lo 
que aquí interesa– los elevados índices de siniestralidad inherentes. Se trata, por tanto, 
de crear nuevas oportunidades de empleo dentro de un sector de la construcción menos 
manual y más avanzado desde el punto de vista técnico, incorporando materiales menos 
contaminantes, adelantados sistemas bioclimáticos y, cómo no, modernas herramientas, 
que permitan mejorar la salubridad de las actividades profesionales. 

La buena noticia es que la apuesta por el diseño de la construcción bajo estas nuevas 
coordenadas de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas va a resultar positiva 
desde dos puntos de vista: el relativo a la salud laboral y el medioambiental. Atendiendo 
al segundo, no es ocioso recordar que a través de este nuevo modelo de urbanismo se va 
a redundar en la reducción de emisiones contaminantes, de gases de efecto invernadero 
o de producción de residuos, así como de los consumos de agua y energía, priorizando 
la utilización de materiales reutilizados o reciclados y de energías renovables frente a 
las fuentes de energía fósil, todo ello con el fin último de rebajar la liberación de gases 
de efecto invernadero y de combatir la pobreza energética. Por lo que hace al primero, 
un sector fuerte dedicado a la edificación ecológica permitirá la creación de un nutrido 
conjunto de puestos de trabajo de mayor calidad que los asociados a la construcción 
tradicional, mejor retribuidos y, cómo no, con menores dosis de penosidad. 

Sin dejar de reconocer el potencial del urbanismo sostenible para crear puestos de 
trabajo, contribuir al crecimiento del Producto Interior Bruto, favorecer la cohesión social 
y beneficiar el entorno medioambiental externo e interno, lo cierto es que no es posible 
obviar que también entraña sus peligros, de modo que al igual que en la construcción 
tradicional existe un conjunto de variables que influyen, de manera decisiva, en las 
condiciones laborales del personal que presta sus servicios dentro de este nuevo ámbito, 
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que puede calificarse como versátil y diversificado en cuanto a riesgos profesionales se 
refiere, concurriendo además un reciente repunte en los índices de siniestralidad si se 
atiende a la estadística. Los cambios en el diseño de la actividad urbanística, pasando 
desde el desarrollo desenfrenado a la apuesta actual por la conservación y, sobre todo, 
renovación y regeneración de la ciudad existente, no eliminan de radice los riesgos 
laborales, que ciertamente pueden ser distintos, en ocasiones, a los de su configuración 
precedente, pero no por ello son menos importantes, no en vano «construcción sostenible» 
no es sinónimo de ausencia de peligro de sufrir accidentes de trabajo o de contraer 
enfermedades profesionales. La construcción, en general y la ecológica en particular, 
integra uno de los sectores de la actividad con mayores tasas de accidentabilidad del 
tejido económico, generando riesgos ciertos, unos heredados del pasado (trabajos en 
altura, resbalones, tropiezos, cortes, caídas, vuelco de maquinaria, sepultamientos, 
ruido, vibraciones, atropellos, sobreesfuerzos, posturas difíciles, cargas, golpes con 
objetos grandes, inclemencias meteorológicas, explosiones, incendios, impactos eléctricos, 
almacenamiento y manipulación de productos químicos, espacios confinados, destajos, 
envejecimiento de los trabajadores…), y otros de nueva gestación, derivados de novedosos 
materiales, tecnologías y diseños en las obras que permiten una mayor sostenibilidad del 
entorno natural mediante la reducción del consumo de energía y materias primas, una 
disminución de gases de efecto invernadero y una minimización y mayor aprovechamiento 
de los residuos a través de su reutilización, reciclaje o valorización, si bien, al tiempo, 
provocan el surgimiento de nuevas situaciones negativas, tales como, en una primera 
aproximación, la instalación de tecnologías de energía renovable en altura, combinada 
con la utilización de nuevos aislantes o productos que contienen nanomateriales o 
con exposiciones incontroladas a fibras, a partículas ultrafinas o a microorganismos 
desconocidos, unidas al uso de elementos reciclados, reutilizados o renovables con altas 
dosis de alérgenos, sustancias cancerígenas (bambú, paja, lana de oveja, lino, corcho, 
papel, disolventes, escoria fundida, feldespatos, titanio de potasio, cenizas volantes, sílice 
cristalina, fibra cerámica, roca, alquitrán de hulla, madera, resinas, serrín, cenizas de 
carbón…) o de productos acuosos que contienen biocidas, así como de fuentes de energía 
alternativa (solar pasiva, eólica y bioenergía), cuya obtención presenta riesgos laborales 
de incendio o de electrocución. 

La prevención de los riesgos laborales en la construcción clásica y también en la 
regeneración y rehabilitación urbanas, donde la frecuencia de los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales es muy elevada, condicionada por tratarse de una actividad 
de riesgo en sí misma considerada, por la existencia de diversas fases (de proyecto y 
de ejecución), que exigen una atención específica y una elevada coordinación, máxime 
teniendo en cuenta que los accidentes resultan de gran severidad debido, sobre todo a las 
caídas de altura y al riesgo de sepultamiento, ha sido objeto de atención particular desde 
el Derecho de la Unión Europea a través de la Directiva 92/57, de 24 de junio (modificada 
por la Directiva 2007/30), y también desde el punto de vista del Derecho interno. Cabe 
mencionar, en primer lugar, la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de ordenación de la 
Edificación, donde se regulan las exigencias técnicas y administrativas de la edificación 
y los agentes intervinientes; el Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se 
establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción; el 
Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, sobre coordinación de actividades empresariales; 
el propio Código Técnico de la Edificación, aprobado por Real Decreto 314/2006, de 17 
de marzo, con el objetivo de contribuir de manera decisiva al desarrollo de las políticas 
en materia de sostenibilidad, derivadas del Protocolo de Kyoto o de la Estrategia de 
Gotemburgo, que sintoniza con las nuevas exigencias de los procesos edificatorios y 
urbanizadores, fijando las exigencias básicas de calidad de los edificios y sus instalaciones, 
en referencia tanto a la seguridad estructural y de lucha contra incendios, como a la 
salubridad, protección contra el ruido, el ahorro energético o la accesibilidad para 
personas con movilidad reducida, exigencias básicas que deben cumplirse en el proyecto, 
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la construcción, el mantenimiento y la conservación de los edificios y sus instalaciones 
(art.  1.4); la Ley 32/2006, de 18 de octubre, de Subcontratación en el Sector de la 
Construcción; la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo 
temporal; y, cómo no, el VI Convenio Colectivo General del Sector de la Construcción, 
que dedica especial atención a la prevención de riesgos laborales (Libro Segundo), sin 
limitarse a realizar meras declaraciones programáticas sino que se ocupa de introducir 
una exhaustiva regulación preventiva. Elementos clave en este propósito son también las 
figuras del evaluador de edificios, el coordinador de seguridad y salud, el director técnico 
de la ejecución de la obra y el proyectista, dotadas todas ellas de competencias claras. 

Sin dejar de reconocer que todavía quedan pasos por dar, cabe señalar que todo este cuerpo 
normativo y, sobre todo el esfuerzo de adaptación realizado por los interlocutores sociales, 
puede servir de inspiración para mejorar las condiciones de seguridad y salud en otros 
sectores estratégicos emergentes más limpios desde el punto de vista medioambiental en 
los que se manifiestan nuevas dolencias profesionales. 

Palabras clave: Salud laboral; medio ambiente; empleos verdes; construcción sostenible; 
eco-edificación; sector de la rehabilitación; regeneración y renovación urbanas. 
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It is true that companies are a fundamental platform for promoting good environmental 
practices, integrating environmental protection into organisational management policy and 
the dynamics of less unhealthy work. Reducing the consumption of energy, raw materials and 
water, decarbonising the economy, emissions reduction and the decrease or avoidance of all 
forms of waste and pollution, all result in corporate behaviour that respects environmental 
values and, at the same time, involves the development of a less toxic professional activity 
per se. On the other hand, business environmental damage has a negative impact on both the 
natural habitat and the health of the workers themselves as subjects closest to the polluting 
agent. In addition, it is the employees who, on several occasions, are immediately aware of 
the deterioration that business activity causes in the environment, and therefore become 
important custodians of the biosphere. On the other hand, business environmental damage 
has a negative impact on both the natural habitat and the health of the workers themselves 
as subjects closest to the polluting agent. In addition, it is the employees who, on several 
occasions, are immediately aware of the deterioration that business activity causes in the 
environment, and therefore become important custodians of the biosphere. Thus, a suitable 
environment would lead to a less damaged natural environment, which makes the dividing 
line between professional risk and ecological risk very difficult to establish, so it is advisable 
to adopt as a principle an integral green culture ad intra and ad extra within the framework 
of the productive organizations. 

On this basis, it cannot be ignored that there is significant potential for job creation in 
certain environmentally friendly sectors, such as energy production from renewable sources, 
energy efficiency, waste and water management, air quality, restoration and preservation of 
biodiversity, adaptation to climate change and development of ecological infrastructure, all of 
which are cleaner and undoubtedly less polluted than traditional industry. 

However, the term «green company», as a new source of employment, does not mean that there 
are no hazards at all in the workplace, but the inclusion of new production processes, with 
changes in working methods and the use of previously unknown agents, generate work-related 
risks that are sometimes different, but no less important, than traditional ones. Therefore, it 
can be said that the increasingly advanced technologies used, and the sophisticated methods 
applied, which are undoubtedly more specialised and advanced for the generation of these 
renewable energies, are causing the emergence of new forms of harmfulness and unknown 
factors of negative impact on the health of workers, which must be properly assessed in order 
to adopt the appropriate preventive measures. And it is in this context that we can see how 
the progressive implementation of the national energy production system through the above­
mentioned sources, in which the advances in science and research as a strategic public policy 
are evident, has not been accompanied by a regulatory body that provides safe criteria for 
resolving the conflicts and questions that arise between the different interests in conflict 
within the labour framework: on the one hand, the promoters of energy production and, on 
the other hand, the employees who suffer work-related accidents or contract diseases that do 
not deserve, in many cases, the qualification of occupational disease as they are not listed; the 
solution to these problems is complex for the judicial authorities, since, in the face of existing 
shortcomings, they are often forced to resort to generic standards, and on other occasions to 
more specific requirements, but with selective application depending on the particular danger 
(electrical, load handling, fire, explosion, chemical substances, biological agents, etc.), while 
complying with countless technical guidelines with the simple value of good practices. 

The legislator’s role in this context is essential in order to protect emerging occupational 
risks in the subsectors related to the alternative energy market. To this end, the 
guidance of preventive regulations in the traditional construction sector can serve as 
a model, which has had the virtue of being updated and adapted to the transformation 
that has taken place from an out-of-date, expansive and invasive building to a more 
sustainable business activity in terms of occupational health and safety and from the 
perspective of atmospheric quality. If it is well planned, urban growth has the potential 
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to improve people’s access to education, health care, housing and other services, 
to adequately manage the impact of people’s lives on the environment, and also to 
promote opportunities in terms of economic productivity, being able to generate less 
stressful jobs in the context of a business activity of greater complexity than traditional 
construction but with high added value, based on comprehensive urban regeneration 
and rehabilitation, which includes such diverse tasks as the conservation of historic 
and cultural ensembles; the repair and renovation of the housing stock when there 
are situations of deficiency or degradation of functional, safety and habitable basic 
requirements; the overcoming of energy poverty; the progress of citizens’ quality of life 
in all neighbourhoods, including the most disadvantaged; as well as the implementation 
of information and communication technologies in urban environments to improve 
transport, mobility, public safety and the supply and consumption of energy and water 
(ideas included under the «smart. city» concept). 

This new approach to urban planning, focusing on urban regeneration, restoration and 
renovation, will provide an economic stimulus, encouraging the development of employment 
by designing more energy-efficient housing and undermining self-complacency with the 
poor working conditions that have traditionally characterised the building sector: high 
turnover rate, temporariness and part-time work, a manual labour-intensive occupational 
structure, a lower level of training compared to the average for the rest of the economy, 
intensive rates of execution of the works (piecework), a massive succession of outsourcers 
and subcontractors in the context of a highly fragmented productive system, insufficient 
innovation, low participation of women and high participation of foreign workers, not 
to mention – as far as this is concerned – the inherent high accident rates. Therefore, it 
is a question of creating new employment opportunities within a less manual and more 
technically advanced construction sector, incorporating cleaner materials, advanced 
bioclimatic systems and, of course, modern tools, to improve the healthiness of occupational 
activities. 

The good news is that the commitment to designing construction under these new coordinates 
of urban restoration, regeneration and renovation is going to be positive from two points of 
view: health at work and the environmental one. Regarding the second, it is not pointless 
to remember that this new urban planning model will lead to a reduction in polluting 
emissions, greenhouse gases or waste production, as well as water and energy consumption, 
prioritising the use of reused or recycled materials and renewable energy instead of fossil 
energy sources, all with the ultimate aim of reducing the release of greenhouse gases and 
combating energy poverty. Regarding the first one, a strong sector dedicated to ecological 
construction will allow the creation of a large number of jobs of higher quality than those 
associated with traditional construction, better paid and, of course, with lower levels of 
hardship. 

While recognising the potential of sustainable urban planning to create jobs, contribute 
to the growth of Gross Domestic Product, promote social cohesion and favour the external 
and internal environment, the fact is that it cannot be ignored that it also entails its 
dangers, which means that, just as in traditional construction, there is a set of variables 
that influence it, In a decisive way, in the working conditions of the employees who provide 
their services in this new sphere, which can be qualified as versatile and diversified in 
terms of occupational risks, with a recent increase in the accident rates if statistics are 
taken into account. The changes in the design of urban development activity, from unbridled 
development to the current commitment to conservation and, above all, the renovation 
and regeneration of the existing city, do not eliminate hazards in the workplace, which 
can sometimes be different from those of their previous configuration, but they aren’t less 
important; not for nothing, «sustainable construction» is not synonymous with the absence 
of the possibility of suffering work-related accidents or occupational diseases. Construction, 
in general, and the ecological one in particular, integrates one of the activity sectors with the 
highest accident rates of the economic structure, generating certain risks, some inherited 
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from the past (work at height, slips, trips, cuts, falls, machinery overturning, burials, noise, 
vibrations, collisions, overexertion, awkward postures, loads, blows with large objects, 
inclement weather, blasts, fires, electrical impacts, storage and handling of chemicals, 
confined spaces, piecework, aging of employees…), and others of new gestation, derived 
from the novel materials, technologies and designs in the constructions that allow a greater 
sustainability of the natural environment due to the decrease of the consumption of energy 
and raw materials, a reduction of greenhouse gases and a minimization and better use 
of the residues through their reuse, recycling or valorization, but, at the same time, they 
provoke the emergence of new negative situations, such as, in a first approximation, the 
installation of renewable energy technologies at heights, combined with the use of new 
insulators or products containing nanomaterials or with uncontrolled exposure to fibres, 
ultrafine particles or unknown micro-organisms, together with the use of recycled, reused or 
renewable elements with high doses of allergens, carcinogenic substances (bamboo, straw, 
sheep’s wool, flax, cork, paper, dissolvents, molten slag, feldspars, potassium titanium, fly 
ash, crystalline silica, ceramic fibre, rock, coal tar, wood, resins, sawdust, coal ash, etc.) or 
aqueous products containing biocides, as well as alternative energy sources (passive solar, 
wind and bioenergy), the production of which presents a fire or electrocution occupational 
hazard. 

The workplace hazard prevention in classic construction and also in urban regeneration and 
restoration, where the frequency of accidents at work and occupational diseases is very high, 
conditioned by the fact that this is a risky activity in itself, by the existence of various phases 
(design and execution), which require specific attention and high coordination, especially 
bearing in mind that accidents are very severe mainly due to falls from heights and the risk 
of being buried, which has been the subject of particular attention under European Union 
law via Directive 92/57 of 24 June (amended by Directive 2007/30), and also from the point 
of view of national law. It is worth mentioning, in the first place, the Building Planning Act 
38/1999, of 5 November, which regulates the technical and administrative requirements 
of the building and the agents involved; Royal Decree 1627/1997, of 24 October, which 
establishes the minimum health and safety requirements for building constructions; Royal 
Decree 171/2004, of 30 January, on the coordination of business activities; and the Building 
Technical Code itself, approved by Royal Decree 314/2006, of 17 March, with the aim of 
making a decisive contribution to the development of sustainability policies, derived from 
the Kyoto Protocol or the Gothenburg Strategy, in line with the new requirements of building 
and urban development processes, setting the basic quality requirements for buildings and 
their facilities, with reference to structural safety and firefighting, health standards, noise 
protection, energy saving or accessibility for the disabled, basic requirements to be met in the 
design, building, upkeep and maintenance of buildings and their installations (art. 1.4); Law 
32/2006, of 18 October, on Subcontracting in the Construction Sector; Law 14/1994, of 1 June, 
regulating temping agencies; and, of course, the Sixth General Collective Agreement for the 
Building Sector, which focuses particularly on the workplace hazard prevention (Book Two), 
not just making mere programmatic statements but also introducing exhaustive preventive 
regulations. In this regard, key elements are also the figures of the building evaluator, the 
health and safety coordinator, the work technical director and the designer, all of whom have 
clear responsibilities. 

Recognising that still further steps have to be taken, it should be noted that this whole body 
of regulations and, above all, the efforts made by the social partners to adapt to it, can serve 
as an inspiration for improving health and safety conditions in other strategic emerging 
sectors, more environmentally friendly, in which new occupational diseases are appearing. 

Keywords: Occupational health; environment; green jobs; sustainable construction; 
building ecology; restoration sector; urban regeneration and renovation. 
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Riesgos laborales 	 Road Occupational 
Hazardsen carretera* 
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1.	 EL RIESGO LABORAL DE 
ACCIDENTE DE CIRCULACIÓN 

1.1.	 Importancia y actualidad 
de la cuestión 

Según informa la Dirección General de 
Tráfico (DGT), el número de accidentes 
de circulación con víctimas en el año 

2016 fue de 102.362, de los cuales 36.721 tuvie­
ron lugar en vías interurbanas y 65.641 en vías 
urbanas; a resultas de los mismos fallecieron 
en las primeras 1.291 personas y 519 en las se­
gundas: 389 peatones, 1.101 conductores y 320 
pasajeros. Las cifras reflejan como en el citado 
año el número de fallecidos (1.800) superó en 
un 7% el correspondiente al año 20151. 

Estos números muestran claramente la 
gravedad de un problema que, lejos de ceñir­

* Este artículo ha sido realizado en el marco del Proyecto 
«Sostenibilidad económica, social y medioambiental e innova­
ción tecnológica: nuevas coordenadas para las políticas públi­
cas en Castilla y león», lE004P17. 

** Profesora TU Derecho del Trabajo y de la Seguridad So­
cial. Universidad de león. 

DGT: anuario Estadístico de accidentes 2016, recupe­
rado de http://www.dgt.es/Galerias/seguridad-vial/estadisti­
cas-e-indicadores/publicaciones/anuario-estadistico-de-acci­
dentes/anuario-accidentes-2016.pdf. 

BEATRIZ AGRA VIFORCOS**
 

se al plano interno, se extiende a la práctica 
totalidad de países, tal y como se desprende 
del Plan Mundial para el Decenio de la Ac­
ción para la Seguridad Vial 2011-2020, apro­
bado por las Naciones Unidas2, que alude a 
la enorme incidencia de la mortalidad por 
colisiones en accidentes de tránsito en todo 
el mundo y a cómo millones de personas re­
sultan heridas a consecuencia de los mismos 
con secuelas de discapacidad permanente, 
por lo que subraya la importancia de seguir 
utilizando el «Informe mundial sobre pre­
vención de los traumatismos causados por 
el tránsito», elaborado por la OMS en 2004, 
como marco de referencia de las medidas en 
materia de seguridad vial, y aplicando las re­
comendaciones según proceda, con especial 
atención a los principales factores de riesgo 
establecidos. 

La problemática es objeto de atención tam­
bién a nivel europeo, donde las orientaciones 
sobre seguridad vial 2011-2020 asumen la 
meta de reducir a la mitad el número total de 
víctimas mortales en las carreteras, sirviéndo­
se para ello de los siguientes objetivos estraté­

2 Plan Mundial para el Decenio de la acción para la Se­
guridad Vial 2011-2020, recuperado de http://www.who.int/ 
roadsafety/decade_of_action/plan/plan_spanish.pdf. 

1 

http://www.who.int
http://www.dgt.es/Galerias/seguridad-vial/estadisti
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gicos3: mejorar la educación y formación de los 
usuarios de la vía, potenciar el cumplimiento 
de las normas de circulación, promover ma­
yor seguridad de las infraestructuras viarias, 
conseguir vehículos más seguros, promocionar 
el uso de las nuevas tecnologías para mejorar 
la seguridad vial, determinar medidas efica­
ces que mejoren los servicios de emergencia 
y atención tras las lesiones o proteger a los 
usuarios más vulnerables de la vía (vehículos 
de dos ruedas, ciclistas y peatones…). 

En el plano interno, por su parte, en el 
momento actual se encuentra vigente la Es­
trategia de Seguridad Vial 2011-20204, que 
establece seis prioridades (protección de los 
más vulnerables, potenciación de una movili­
dad segura en la zona urbana y mejora de la 
seguridad de los motoristas, de la seguridad 
en las carreteras convencionales, de la seguri­
dad en los desplazamientos relacionados con 
el trabajo y de los comportamientos en rela­
ción a alcohol y velocidad en la conducción), 
once colectivos y temas clave (niños, jóvenes, 
mayores, peatones, ciclistas, motoristas, ca­
rretera convencional, empresa, transporte de 
mercancías y viajeros, alcohol y drogas y ve­
locidad), once áreas de actuación (educación y 
formación, comunicación, la norma y su cum­
plimiento, salud y seguridad vial, seguridad 
en los vehículos, infraestructura e ITS, zona 
urbana, empresa y transporte profesional, víc­
timas, investigación y gestión y coordinación y 
participación) y ciento setenta y dos medidas. 

El texto de la Estrategia muestra el perfil 
laboral de la cuestión cuando alude a la mejo­
ra de la seguridad en los desplazamientos de 
tal índole y entre sus temas clave incluye tan­

3 Comunicación de la Comisión Europea al Parlamento 
Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y 
al Comité de las regiones «Hacia un espacio europeo de se­
guridad vial: orientaciones políticas sobre seguridad vial 2011­
2020», recuperada de http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ 
ES/TXT/?uri=celex:52010DC0389 

4 Estrategia de seguridad vial 2011-2020, de la Dirección 
General de Tráfico, recuperada de http://www.dgt.es/Galerias/ 
seguridad-vial/politicas-viales/estrategicos-2011-2020/doc/ 
estrategico_2020_003.pdf 
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to «empresa», asumiendo la misión de «lograr 
el compromiso con la seguridad vial a través 
de la responsabilidad social corporativa de 
las organizaciones», como «transporte profe­
sional», respecto al cual aspira a «reducir los 
riesgos en las vías para los que más se enfren­
tan a ellos». Parece lógico que una Estrategia 
que afirma el derecho «a un sistema seguro de 
movilidad en el que todos, ciudadanos y agen­
tes implicados, tienen su responsabilidad», in­
cluya entre sus objetivos la seguridad vial en 
el seno de las empresas y el transporte, toda 
vez que buena parte de los siniestros de cir­
culación son accidentes de trabajo en alguna 
de las tres modalidades posibles: producidos 
al ir o volver del trabajo (in itinere), acecidos 
durante la jornada en cumplimiento de en­
comiendas de la empresa (en misión) o en el 
ejercicio de la actividad laboral específicamen­
te consistente en la conducción de vehículos 
(conductores de camiones, transportistas de 
mercancías, repartidores, taxistas, etc.)5. 

Así las cosas, de los 566.235 accidentes 
de trabajo con baja habidos en el año 2016, 
64.737 fueron accidentes laborales de tráfico 
(en su mayoría, 47.761, in itinere), es decir, 
un 11,4% del total; porcentaje que se eleva 
en el caso de accidentes de trabajo graves y 
mortales hasta alcanzar el 22,1% y el 33,1%, 
respectivamente. Estos datos, proporcionados 
por el Instituto Nacional de Seguridad, Salud 
y Bienestar en el Trabajo (INSSBT), son com­
pletados con un perfil detallado de los rasgos 
que caracterizan esta singular siniestralidad 
laboral6: primero, los trabajadores de menor 
edad se muestran como colectivo especialmen­
te vulnerable (si bien, en el caso de accidentes 
mortales también destacan los mayores de 
55 años), al igual que ocurre con los emplea­
dos temporales; segundo, se constata como el 

5 arias Domínguez, a. y Sempere navarro, a.V.: «acci­
dentes laborales de tráfico», Cizur Menor (aranzadi), 2010, 
pág. 35. 

6 inSSBT: informe de accidentes laborales de tráfico 
2016, recuperado de http://www.oect.es/observatorio/5%20 
Estudios%20tecnicos/riesgos%20especificos/Estudios%20 
sobre%20accidentes%20de%20trabajo%20relacionados%20 
con%20el%20trafico/Ficheros/Trafico%202016.pdf 

http://www.oect.es/observatorio/5%20
http://www.dgt.es/Galerias
http://eur-lex.europa.eu/legal-content
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sexo masculino presenta una incidencia muy 
superior en accidentes de tráfico durante la 
jornada (ellos sufrieron el 80,8% de los sinies­
tros), mientras que el riesgo de accidente in 
itinere afecta en mayor medida a las mujeres 
(salvo en los mortales); tercero, la ocupación 
más afectada por ambas modalidades de si­
niestro es la de conductores y operadores de 
maquinaria móvil, seguidos por los trabaja­
dores de servicios de protección y seguridad; 
en fin, en cuanto a la división de actividad de 
la empresa sí se aprecia diferencia, pues en 
jornada la mayor incidencia se da en labores 
postales y de correos y en transporte terrestre, 
pero el accidente in itinere afecta con especial 
intensidad en las relacionadas con el empleo y 
la seguridad e investigación. Sea como fuere, 
cabe afirmar sin ambages que «la vía pública 
es el entorno laboral accidentógeno principal, 
y donde se produce la máxima exposición a 
lesiones severas es en la conducción de vehí­
culos a motor»7. 

La mejora de la situación pasa, a juicio de 
las Administraciones Públicas, por una actua­
ción plural en el marco de las seis prioridades 
recogidas en la mentada Estrategia de Segu­
ridad Vial, que, en relación con la seguridad 
en los desplazamientos laborales, concreta 
en lo siguiente: por cuanto hace al transpor­
te profesional, aspira a «conseguir comporta­
mientos más seguros de los conductores» y a 
«mejorar [su] capacitación y habilidad», para 
lo cual ofrece un elenco de acciones en materia 
de formación, estacionamiento, características 
de los vehículos, campañas de vigilancia, se­
ñalización, información, etc. En la esfera de la 
seguridad vial en la empresa, fija como objeti­
vos operativos los de «lograr una intervención 
activa de las empresas en los accidentes in iti­
nere» y «mejorar el conocimiento» de los mis­
mos, tras lo cual lista una serie de medidas a 
adoptar que pasan por fomentar la realización 
de una conducción segura y eficiente, promo-

Tascón lópez, r.: «accidentes de trabajo in itinere y en 
misión», en aa.VV. (agra Viforcos, B., Dir.): «Siniestralidad y 
enfermedad laboral en carretera», Valencia (Tirant lo Blanch), 
2017, pág. 136. 
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ver los planes de movilidad y seguridad vial 
de polígonos industriales, incorporar la pre­
vención de los accidentes de tráfico en los pro­
gramas de formación sobre prevención de ries­
gos laborales para empleadores y empleados, 
elaborar el contenido de la guía de formación 
sobre prevención de los accidentes de tráfico 
para los trabajadores, realizar campañas de 
información y concienciación sobre los riesgos 
de los desplazamientos in itinere, promover la 
realización de cursos prácticos de conducción 
segura para los asalariados, realizar encuen­
tros periódicos para el intercambio de buenas 
prácticas en seguridad vial, promover la ela­
boración de planes al efecto en las empresas, 
revisar y ampliar los campos de los partes de 
accidente de trabajo y de accidente de tráfico 
para mejorar su interrelación y complemen­
tariedad, elaborar un estudio en profundidad 
sobre los accidentes in itinere, promover la 
investigación de los accidentes laborales de 
tráfico por los responsables de prevención de 
riesgos en las empresas dentro del marco legal 
establecido y potenciar la coordinación entre 
la Inspección de Trabajo, la Fiscalía y la poli­
cía en relación con los procesos y la prevención 
de estos siniestros. 

Se trata, pues, de un problema de gran en­
vergadura que afecta, por supuesto, a los pro­
fesionales de la conducción, pero también a 
cualesquiera trabajadores que necesitan des­
plazarse por carretera para cumplir las misio­
nes encomendadas por su empresa o cuantos 
conducen hacia o desde su trabajo, son lle­
vados como pasajeros o pueden ser víctimas 
de un atropello durante este trayecto, por lo 
que necesariamente debe afrontarse con rigor 
desde distintos puntos de vista, incluido, claro 
está, el de la prevención de riesgos laborales, 
en el que la meta será la de incorporar la se­
guridad vial al marco de la cultura preventiva 
empresarial8. 

8 Pues «no cabe la menor duda de que aquellos traba­
jadores que de modo continuado o esporádico realizan sus 
actividades laborales en la circulación rodada se encuentran 
expuestos a intensos y particulares riesgos de accidentes de 
trabajo e incluso padecer cierto tipo de enfermedades profe­

7 
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1.2.	 Caracterización general 
del accidente laboral de tráfico: 
factores de riesgo y daños 
asociados 

La pretensión de afrontar la siniestralidad 
laboral de tráfico pasa por conocer los factores 
que influyen en el desencadenamiento de acci­
dentes, así como el mecanismo lesivo, pues tal 
información resultará crucial de cara al dise­
ño de las medidas de prevención y protección. 
Sin duda alguna, para orientar las políticas de 
seguridad, se necesitan datos sobre los tipos 
de choque y su incidencia, un conocimiento de­
tallado de las circunstancias en que acontecen 
y saber cómo se producen las lesiones y de qué 
tipo son9. 

Los factores que participan o pueden par­
ticipar en la producción de un accidente de 
circulación suelen aglutinarse en los tres si­
guientes: relacionados con la vía, con el vehí­
culo siniestrado (averías…) y con el hombre10. 
El denominado factor humano, determinante 
en la inmensa mayoría de siniestros de trá­
fico, influye mediante errores de percepción o 
decisión (en el reconocimiento de las señales, 
la identificación de los vehículos, la percep­
ción de los obstáculos o en el procesamiento 
de la información, la toma de decisiones y/o 
la ejecución de las maniobras); intervención 
de agentes que merman las capacidades, ya 
sean causas físicas (fatiga11, sueño, falta de 
energía, defectos sensoriales, enfermedades), 

sionales típicas propias de la conducción de vehículos», Cruz 

Villalón, J.: «responsabilidades de los trabajadores en mate­
ria de seguridad vial», en aa.VV. (Toscani Giménez, D. y alegre 

nueno, M., Dirs.): «Seguridad vial de los trabajadores», albacete 
(Bomarzo), 2017, pág. 15. 

9 oMS: informe mundial sobre prevención de traumatis­
mos causados por el tránsito, 2004, págs. 3 y 4. 

10 En torno al «83% de los accidentes de tráfico serían 
imputables al factor humano, el 13% a problemas mecánicos 
y un 4% al estado de la carretera», Barragán lópez, J.a. y otros: 
«y después del accidente ¿qué?», Madrid (iMSErSo), 2000, pág. 
35. 

11 Factor esencial a los efectos de este estudio, en tanto 
«en más de la mitad de los casos de accidente laboral en carre­
tera el conductor mostraba signos de fatiga», García oliver, a.T. 
y San Juan, T.: «El transporte y reparto de mercancías provoca 
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estados psicofísicos (depresión, estrés, estado 
de ánimo, incapacitación sutil), uso de sustan­
cias (alcohol, fármacos, drogas) o conductas 
interferentes (charlar, encender la radio o el 
equipo de música, usar el móvil); acción de in­
hibidores de la prudencia (adaptación de los 
sentidos a la velocidad, subestimación de la 
velocidad a que se circula, sobreestimación de 
las propias habilidades o infravaloración del 
nivel de exigencia de la tarea de conducción) 
o, incluso, la búsqueda intencionada de riesgo 
y emociones intensas, que normalmente se ex­
terioriza a través de la velocidad. 

Al considerar al ser humano como factor de 
riesgo es preciso tener presentes también las 
variables género y edad (pues las estadísticas 
muestran un impacto diferencial), así como, 
respecto a la siniestralidad vial en carretera, 
la naturaleza del vínculo laboral o las condi­
ciones de trabajo. Respecto a la primera, ya se 
ha puesto de manifiesto el superior riesgo del 
trabajador temporal (con un índice de inciden­
cia que durante la jornada supera, incluso, al 
autónomo12); por cuanto hace a las segundas, 
será preciso atender, señaladamente, a cier­
tos factores psicosociales que pueden influir 
de manera decisiva y sobre los que se volverá 
más adelante: la inestabilidad laboral, la falta 
de motivación, el exceso de carga física o men­
tal del trabajo, la falta de soportes necesarios 
para resolver posibles incidencias, la sensa­
ción generalizada de que el tiempo de despla­
zamiento es tiempo perdido (que se compensa 
aumentando la velocidad), etc. Es en estos as­
pectos donde más evidente se hace la necesi­
dad de una gestión preventiva integrada en la 
gestión ordinaria de la empresa, pues solo así 
podrán ser tomadas en consideración las im­
plicaciones que algunos elementos propios de 
la organización empresarial (el ejemplo claro 

un fuerte desgaste en la salud de los trabajadores», PorExpe­
riencia, núm 35, 2007. 

12 inSSBT: informe de accidentes laborales de tráfico 
2016, recuperado de http://www.oect.es/observatorio/5%20 
Estudios%20tecnicos/riesgos%20especificos/Estudios%20 
sobre%20accidentes%20de%20trabajo%20relacionados%20 
con%20el%20trafico/Ficheros/Trafico%202016.pdf 

http://www.oect.es/observatorio/5%20
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viene dado por el tiempo o la ordenación del 
trabajo) tienen en materia preventiva. 

El factor mecánico (vehículo), por su parte, 
exige tomar en consideración su tipo (incluidas 
sus características ergonómicas), antigüedad 
(a más edad más posibilidad de fallo mecánico 
y de que no incorpore las últimas tecnologías 
de seguridad activa y pasiva)13, kilómetros re­
corridos, estado o problemas mecánicos (sobre 
todo en neumáticos, frenos, iluminación o di­
rección), sobrecarga o mala distribución de la 
carga, etc.; pero también la relación vehículo/ 
conductor, es decir, deficiencias en manteni­
miento y reparación, desconocimiento de la 
máquina y sus sistemas o ergonomía de la in­
formación (vinculada con el estrés perceptivo 
del conductor). 

En lo referente a la vía (elemento estruc­
tural), en fin, debe considerarse la calzada 
en sentido estricto (trazado, anchura, tipo de 
pavimento, número de carriles, pendiente, es­
tado…), pero también el diseño del entorno 
(tanto localización de señales, bolardos, barre­
ras protectoras o carteles, como diseño de la 
señalización desde el punto de vista percep­
tivo: tipo de letra, tamaño, color, visibilidad, 
iluminación…), la climatología (nieve, lluvia, 
niebla, hielo…), otras incidencias de carácter 
temporal (oscuridad, obras, cruce de animales, 
vehículos o peatones, atascos y retenciones…) 
o las propias medidas de control de tráfico y 
supervisión policial (señales luminosas de los 
agentes, controles, cámaras, pasos de peato­
nes…). 

Por cuanto hace a las consecuencias de la 
materialización del riesgo, es decir, del acaeci­
miento de un siniestro, los daños que pueden 
afectar a los ocupantes de un vehículo a motor 
pueden ser, conforme de todos es sabido, muy 
graves, hasta el punto de poder llegar a provo­

13 Destaca la elevada antigüedad el parque actual de los 
camiones y furgonetas, con una media de 12 años de antigüe­
dad, DGT: Camiones y furgonetas objetivo de la nueva campaña 
de vigilancia de la DGT, 13 de febrero de 2017, recuperado de 
http://www.dgt.es/Galerias/prensa/2017/02/nP-campana-vigi­
lancia-camiones-y-furgonetas-feb-2017.pdf. 
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car la muerte. Pero, tal y como apunta la DGT, 
«las cifras de mortalidad representan sólo una 
parte, comparativamente pequeña, del impac­
to de los accidentes de tráfico en la salud de la 
población. Además de muertes, los accidentes 
de tráfico producen lesiones graves no morta­
les que requieren asistencia sanitaria. En al­
gunos casos estas lesiones dejan secuelas de 
por vida o causan algún grado de incapacidad 
generando elevados costes económicos, tanto 
sanitarios como sociales». Así pues, los falleci­
dos representan una mínima porción del volu­
men total de los daños, conforme demuestran 
los datos de la DGT, derivados de partes poli­
ciales, según los cuales, «por cada fallecido en 
accidente de tráfico se producen en torno a 5 
heridos suficientemente graves como para re­
querir ingreso hospitalario y alrededor de 72 
que precisan asistencia médica»; ahora bien, 
fuentes sanitarias aportan números todavía 
más dramáticos, pues «se observa que por 
cada fallecido en accidente de tráfico había 11 
heridos hospitalizados y 263 heridos no hospi­
talizados»14. 

Las lesiones derivadas del siniestro están 
conectadas con la naturaleza del mismo15. Así, 
cabe plantear diversas hipótesis16, entre las 
cuales procede citar, en primer lugar, la coli­
sión frontal (de dos vehículos o de uno contra 
un objeto fijo), en cuyo caso los daños depende­
rán de sendos factores: de un lado, la posición 
dentro del habitáculo; de otro, el uso de meca­
nismos de contención. Los daños del conductor 
podrán producirse en cabeza, tórax o extremi­
dades (según si tiene lugar una proyección as­

14 DGT: las principales cifras de la siniestralidad vial. Espa­
ña 2016, pág. 141, recuperado de http://www.dgt.es/Galerias/ 
seguridad-vial/estadisticas-e-indicadores/publicaciones/prin­
cipales-cifras-siniestralidad/las-principales-cifras-2015.pdf. 

15 Sin olvidar que las consecuencias de los accidentes de 
tráfico pueden implicar no sólo lesiones físicas, sino también 
otras de tipo psicológico y emocional, debido al trauma (an­
siedad, depresión, shock, ansiedad, depresión, etc.), Barragán 

lópez, J.a. y otros: «y después del accidente ¿qué?», cit., págs. 
75-76. 

16 En la descripción de lesiones típicas, se ha seguido la 
obra di Maio, V.J.M. y Dana, S.E.: «Manual de Patología forense», 
Madrid (Díaz de Santos), 2003, págs. 183 y ss. 

http://www.dgt.es/Galerias
http://www.dgt.es/Galerias/prensa/2017/02/nP-campana-vigi
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cendente o descendente), siendo de destacar, 
en atención al lugar ocupado en el vehículo, 
los generados por el impacto del volante y 
por la columna de dirección, así como la es­
pecial incidencia de efectos lesivos en el lado 
izquierdo del cuerpo. El copiloto está sujeto a 
un cuadro análogo, pero con mayor perjuicio 
en la parte derecha y con la salvedad dada por 
la ausencia de heridas asociadas al volante y/o 
la dirección; la situación de los pasajeros de 
los asientos traseros es parecida, pudiendo ver 
más dañada la zona anatómica más cercana a 
la ventanilla correspondiente. 

Buena parte de estas lesiones podrán evi­
tarse mediante el uso de sistemas de seguri­
dad pasiva, que, en choques de baja energía, 
actúan como verdaderos salvavidas. Aun así, 
es importante tener presentes también los 
riesgos que estos elementos pueden provocar: 
en el caso del cinturón de seguridad, excoria­
ciones, abrasiones o quemaduras por fricción 
(transversal en la dirección del cinturón y 
lineal en el abdomen); fracturas costales y/o 
del esternón (transversales en la dirección 
indicada) y/o lesiones viscerales (contusiones 
pulmonares y cardiacas, pero también, por la 
porción horizontal del cinturón, en las vísce­
ras abdominales). Por cuanto hace al airbag, 
puede actuar como desencadenante de que­
maduras en miembros superiores, luxación o 
subluxación de la articulación temporoman­
dibular, lesiones oculares, irritación de vías 
aéreas (gases)…, incluso, en casos extremos, 
lesiones del raquis medular y paro cardiaco 
(commotio cordis). 

Por su parte, las lesiones que se producen 
como consecuencia de las colisiones laterales 
(en un cruce o en un golpe lateral contra ob­
jeto fijo) son parecidas a las descritas para el 
choque frontal, aunque su intensidad varía en 
función del lado siniestrado y de la presencia 
de otro individuo interpuesto que actúe como 
protección; en cualquier caso, con carácter 
general presentan menor letalidad. En esta 
situación (como en la colisión de frente), es 
preciso tener presente también el riesgo de 
vuelco, dado su elevado potencial lesivo cuan­
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do no se utilizan mecanismos de sujeción, so­
bre todo en los casos en que se produce una 
eyección (parcial o, sobre todo, total), con el 
riesgo de aplastamiento y mutilación que trae 
aparejada. En cualquier caso, frente a los si­
niestros apuntados, el menor nivel de lesivi­
dad lo presentan las colisiones por alcance, 
cuya consecuencia clásica es el latigazo cervi­
cal (whiplash). 

En la hipótesis de vehículos a dos ruedas, 
procede indicar para las motocicletas que, 
dada su naturaleza y la dinámica del acci­
dente, son de destacar por su gravedad las 
lesiones en cabeza (incluso portando casco) y 
cervicales, sin perjuicio, claro está, de posibles 
daños internos, fracturas en extremidades, 
abrasiones, excoriaciones, etc17. Los accidentes 
de bicicleta no suelen provocar consecuencias 
especialmente graves, salvo, por supuesto, las 
hipótesis de atropello, causa de daños cuyo al­
cance depende, fundamentalmente, de la velo­
cidad a que tiene lugar el impacto, así como de 
la forma de producirse la caída. 

Conviene no olvidar, para finalizar, que 
el conductor también pude verse afectado 
por el riesgo de accidente de circulación en 
calidad de peatón, pudiendo ser atropellado 
cuando abandona el habitáculo por razón de 
su trabajo o por cualquier otra circunstancia: 
mientras trabaja en su vehículo junto a la 
carretera, durante el repostaje, en el proceso 
de cambio de neumáticos o de reparación de 
averías, en las labores de carga y descarga o 
en las maniobras de enganche y desenganche 
del remolque, por ejemplo18. A este respecto, es 

17 «la motocicleta es considerada extremadamente peli­
grosa por su mayor vulnerabilidad frente al automóvil. la con­
vivencia de automóviles y otros vehículos con la motocicleta 
en una misma vía de circulación con intenso tráfico urbano, 
acrecienta el riesgo», nTP 1091: riesgos laborales viarios: mar­
co conceptual (ii), 2017. 

18 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
en oiT: Capítulo 102. Enciclopedia de Salud y Seguridad en el 
Trabajo, 3ª ed. (equivalente a la 4ª ed. en inglés), Madrid (MTaS), 
1999, pág. 25. En el caso específico de los encargados de la 
recogida de basuras, por ejemplo, el peligro es superior por la 
frecuencia con la que el trabajo exige abandonar el interior de 
la cabina, Bourdouxhe, M.: «recogida de basuras domésticas», 
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preciso tener presente que la velocidad, el tipo 
de vehículo, la existencia de frenado y la esta­
tura de la víctima actúan conjuntamente pro­
vocando diferentes situaciones, de modo que 
el peatón puede verse lanzado hacia arriba o 
hacia delante o ser tumbado; sea como fuere, 
el atropello genera un patrón de lesiones ca­
racterístico: causadas por el paso del neumá­
tico sobre la piel, heridas «figuradas» por la 
acción de las distintas partes del vehículo, la 
denominadas «de defensa» (a raíz del golpe de 
esta contra las extremidades inferiores, habi­
tualmente generan fracturas), otras producto 
de la caída sobre el capó o el parabrisas, etc. 
Para erradicar o reducir estos riesgos proce­
de evitar las salidas salvo que sea necesario, 
utilizar ropa de fácil visibilidad (recuérdese 
la obligación de portar chaleco reflectante)19, 
alertar al tráfico en las operaciones de mante­
nimiento y averías, permanecer lo más cerca 
posible del vehículo…; en concreto, para pre­
venir atropellos en zonas de estiba y desestiba 
es importante respetar la señalización de las 
distintas áreas y espacios20. 

1.3.	 Dualidad normativa: legislación 
de circulación y transporte 
frente a regulación laboral 
y de seguridad y salud en el trabajo 

Sin perjuicio de la importancia que pueden 
tener en esta materia cuestiones como la le­
gislación de seguros, el baremo de accidentes 
de tráfico…, en la regulación de la seguridad 
vial en el trabajo confluyen, fundamental-

en oiT: Capítulo 101. Enciclopedia de Salud y Seguridad en el 
Trabajo, 3ª ed. (equivalente a la 4ª ed. en inglés), Madrid (MTaS), 
1999, pág. 16. 

19 Sobre la ropa de señalización de alta visibilidad, «desti­
nada a señalizar visualmente la presencia del usuario, con el fin 
de que éste sea detectado en condiciones de riesgo, bajo cual­
quier tipo de luz diurna y bajo la luz de los faros de un vehículo 
en movimiento en la oscuridad», nTP 718: ropa de señalización 
de alta visibilidad, 2007. 

20 nTP 717: Gestión y tratamiento de residuos urbanos. 
riesgos laborales en centros de transferencia, 2007 o nTP 781: 
Gestión y tratamiento de residuos sólidos urbanos. riesgos la­
borales en vertederos, 2008. 
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mente, dos bloques normativos de la máxima 
trascendencia; a saber: la legislación de circu­
lación por carretera y, para trabajadores asa­
lariados, la legislación laboral21, a las que se 
añade la legislación de transporte en el caso 
de actividades profesionales en dicho sector. 

Como norma básica de circulación por ca­
rretera es preciso citar el Real Decreto Legis­
lativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley sobre trá­
fico, circulación de vehículos a motor y seguri­
dad vial, en la que se regulan cuestiones tan 
importantes como las normas que rigen dicha 
circulación, la señalización, los permisos y li­
cencias de conducción, los permisos de circula­
ción de los vehículos, el régimen sancionador 
(el administrativo, pues en la responsabilidad 
penal rige, como de todos es sabido, el Código 
Penal) y la regulación del sistema de puntos. 
A nivel reglamentario, mención expresa me­
recen también el RD 1428/2003, de 21 de no­
viembre, por el que se aprueba el Reglamento 
general de circulación; el RD 818/2009, de 8 
de mayo, por el que se aprueba el Reglamento 
general de conductores, o, por no seguir, el RD 
2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento general de vehículos. 

En materia de transporte por carretera 
se produce una compleja situación normativa 
derivada, en gran medida, de la distribución 
de competencias entre Estado, Comunidades 
Autónomas y Administraciones locales22. La 
concreción de esta distribución competencial 
se revela como una labor particularmente 
farragosa a raíz, primero, de las distorsiones 
y dificultades que introducen los traspasos 
(pre y posconstitucionales) de atribuciones y 
competencias estatales a las Comunidades 
Autónomas; segundo, de la aprobación de la 
Ley 16/1987, de 30 de julio, de ordenación de 

21 Cruz Villalón, J.: «responsabilidades de los trabajadores 
en materia de seguridad vial», cit., pág. 15. 

22 Una descripción de la situación normativa en la ma­
teria en Casares Marcos, a.: «régimen jurídico-administrativo 
del transporte por carretera», aa.VV. (agra Viforcos, B., Dir.): 
«Siniestralidad y enfermedad laboral en carretera», cit., págs. 52 
y ss. 
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los transportes terrestres, como marco norma­
tivo para la regulación de un sistema común 
de transportes, y, tercero, de la confusa, a la 
par que polémica, jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional sobre el reparto competencial 
en la materia. Además, preciso es indicarlo, 
tampoco debe minusvalorarse el papel que es­
tán llamados a desempeñar los entes locales, 
que dota de especial complejidad a la regula­
ción y ordenación de los transportes terrestres 
urbanos. Así las cosas, parece difícil ofrecer un 
elenco completo de la normativa vigente en 
la materia, máxime teniendo en cuenta que 
los aspectos regulados son innumerables, in­
cluyendo previsiones sobre tiempo de conduc­
ción y descansos, régimen de autorizaciones, 
autoridades competentes, documentación y 
control administrativo, condiciones de con­
tratación, sistemas inteligentes e interfaces, 
formación y cualificación de los conductores, 
acceso de personas con discapacidad, trans­
porte escolar, equipamiento de vehículos, mer­
cancías específicas, protección de animales… 
Con todo, es preciso citar expresamente, al 
menos, las normas siguientes: la aludida Ley 
16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los 
transportes terrestres; la LO 5/1987, de 20 de 
julio, de delegación de facultades del Estado 
en las Comunidades Autónomas en relación 
con los transportes por carretera y por cable; 
la Ley 15/2009, de 11 de noviembre, del con­
trato de transporte terrestre de mercancías; 
el RD 1211/1990, de 28 de septiembre, por la 
que se aprueba el Reglamento de la Ley de 
ordenación de los transportes terrestres, o el 
RD 97/2014, de 14 de febrero, por el que se re­
gulan las operaciones de transporte de mer­
cancías peligrosas por carretera en territorio 
español. 

La legislación laboral, por su parte, se ha 
interesado por la seguridad vial a partir de 
sendas nociones básicas pertenecientes al ám­
bito de la Seguridad Social23: el accidente in 

23 Sobre las complejas conexiones entre las normas que ri­
gen el tráfico rodado y la normativa de Seguridad Social, arias 

Domínguez, a. y Sempere navarro, a.V.: «accidentes laborales de 
tráfico», cit., págs. 41 y ss. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

itinere y el accidente en misión, que no siem­
pre son viales, pero sí en muchas ocasiones24. 
Por cuanto hace al primero, contemplado en el 
art. 156.2 del Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley general de la Seguridad 
Social (LGSS), se trata de una figura amplia­
mente tratada por la doctrina científica, dada 
su peculiaridad como accidente al que no se 
aplica la presunción de laboralidad en tanto 
no acontece «durante el tiempo y el lugar de 
trabajo» (art.  156.3 LGSS), por lo que será 
el trabajador el que deba aportar la oportu­
na prueba que acredite el escenario determi­
nante de su carácter laboral; a saber, y según 
reiterada jurisprudencia (más o menos rigu­
rosa en su interpretación según el caso), los 
requisitos teleológico (la finalidad del des­
plazamiento viene dada por el desarrollo del 
trabajo), topográfico (el siniestro acontece en 
el trayecto normal entre domicilio y lugar de 
prestación de servicios), cronológico (se pro­
duce dentro del tiempo prudencial exigido 
por dicho trayecto) y mecánico (en medio de 
transporte normal o idóneo). No obstante, «in­
teresa recordar que, aunque presentes estos 
cuatro elementos, la concurrencia de deter­
minadas circunstancias tiene como efecto la 
ruptura de la relación de causalidad y puede, 
por tanto, privar al accidente de su naturaleza 
«profesional» o «laboral»»25; por cuanto hace, 
en concreto, a la ingesta de alcohol o drogas, 
no puede ofrecerse una respuesta homogénea, 
pues dependerá de si el acto es considerado 
constitutivo de imprudencia simple o temera­
ria, lo cual resulta paradójico, en tanto puede 
suceder que un comportamiento sea sanciona­
do penalmente con pena de prisión, mientras 
que en el ordenamiento de Seguridad Social 

24 así, por ejemplo, «no todos los accidentes de trabajo in 
itinere son accidentes de tráfico, también hay caídas, patolo­
gías no traumáticas, etc.», nTP 1090: riesgos laborales viarios: 
marco conceptual (i), 2017. 

25 Viqueira Pérez, C.: «Un apunte acerca del consumo de 
alcohol y drogas en el accidente in itinere», en aa.VV. (Toscani 

Giménez, D. y alegra nueno, M., Dirs.): «Seguridad vial de los 
trabajadores», cit., págs. 155 y ss. 
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persista la protección por rechazarse la exis­
tencia de temeridad26. 

El accidente en misión, que ha sido objeto 
de mucha menor atención doctrinal27, consti­
tuye una construcción de origen jurispruden­
cial para denominar los acaecidos en lugar 
distinto a aquel en el que el trabajador ejerce 
habitualmente su labor, al ocurrir durante un 
desplazamiento efectuado en cumplimiento de 
órdenes empresariales explícitas o implícitas. 
«Aunque tiene elementos comunes con los tra­
bajos que se realizan de manera móvil o iti­
nerante, no deben confundirse… Entre otras 
razones, porque en el trabajo móvil la activi­
dad del trabajador consiste precisamente en 
desplazarse, mientras que en el trabajo en 
misión el desplazamiento no forma parte de 
la actividad laboral en sí misma considerada, 
aunque deba acometerse como circunstancia 
relacionada con esta, en la medida en que la 
actividad laboral debe desplegarse en sitio 
diferente al usual y propio del trabajador»28. 
Aunque no debería presentar mayor singula­
ridad respecto a cualquier otro accidente de 
trabajo, lo cierto es que plantea dificultades 
hermenéuticas, pues a veces no resulta sen­
cillo fijar la frontera entre los momentos es­
trictamente laborales y los privados cuando 
la movilidad abarca varios días29, en tanto «no 
todo lo que sucede durante la misión tiene una 

26 arias Domínguez, a. y Sempere navarro, a.V.: «acciden­
tes laborales de tráfico», cit., pág. 87 o Viqueira Pérez, C.: «Un 
apunte acerca del consumo de alcohol y drogas en el accidente 
in itinere», cit., págs. 155 y ss. 

27 Precisamente por ello debe destacarse la obra de Tas­
cón lópez, r.: «El accidente de trabajo en misión», Valencia 
(Tirant lo Blanch), 2011 o, más recientemente, de Pérez amo­
rós, F.: «El concepto de accidente de trabajo en misión: una 
modalidad de accidente de trabajo distinta de la del accidente 
de trabajo in itinere» o, incorporando a la ecuación el com­
ponente internacional, lópez Cumbre, l.: «accidentes como 
consecuencia de la movilidad internacional laboral», ambos 
en aa.VV. (Toscani Giménez, D. y alegre nueno, M., Dirs.): «Se­
guridad vial de los trabajadores», cit., págs. 71 y ss. y 103 y ss., 
respectivamente. 

28 arias Domínguez, a. y Sempere navarro, a.V.: «acciden­
tes laborales de tráfico», cit., págs. 255-256. 

29 Tascón lópez, r.: «accidentes de trabajo in itinere y en 
misión», cit., pág. 129. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

conexión necesaria con el trabajo, cuando ni 
es propiamente desplazamiento, ni tampoco 
realización de la misión laboral»30. 

Al margen de la Seguridad Social, también 
desde un punto de vista preventivo la seguri­
dad vial ha ido adquiriendo cada vez mayor 
protagonismo, en el convencimiento de que 
no basta con una tutela reparadora, sino que 
es preciso intentar evitar la producción del 
siniestro31. La conexión entre siniestralidad 
laboral y accidentes de circulación, asumida 
previamente por la normativa de protección 
social, es puesta de manifiesto explícitamente 
en el ámbito de la prevención de riesgos la­
borales por el Reglamento de los servicios de 
prevención (aprobado por RD 39/1997, de 17 
de enero, RSP) cuando en su anexo VI incor­
pora la seguridad vial como contenido obliga­
torio del programa formativo de los técnicos 
superiores en prevención de riesgos laborales, 
enmarcada dentro de lo que denomina «técni­
cas afines». Recuérdese, además, que la deuda 
preventiva impuesta por el art. 14 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de 
riesgos laborales (LPRL), alcanza a todo em­
presario, incluidos los dedicados al transporte 
de mercancías y personas, quienes deben cum­
plir respecto de sus trabajadores la totalidad 
de mandatos que la legislación de seguridad y 
salud hace recaer sobre cualesquiera emplea­
dores a fin de garantizar la máxima protección 
posible de su personal y que vienen a añadirse 
a las rigurosas exigencias que en atención a 
la peligrosidad inherente a la actividad son 
establecidas en la ya citada normativa admi­
nistrativa de circulación y transporte32. 

La conexión seguridad vial-seguridad la­
boral es también clara en el diseño de las po­
líticas públicas auspiciadas por los arts. 5 y 
ss. LPRL, señaladamente en la ya superada 

30 STS 6 marzo 2007 (recurso de casación para la unifica­
ción de doctrina núm. 3415/2005). 

31 lópez, M. y Menéndez, J.: «los accidentes de trabajo olvi­
dados», Tráfico, marzo-abril, 2004, págs. 3 y ss. 

32 Trujillo Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en 
el transporte por carretera de mercancías peligrosas», Barcelo­
na (atelier), 2013, págs. 175 y ss. 
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Estrategia Española de Seguridad y Salud en 
el Trabajo 2007/2012, en la que se plantearon 
numerosos objetivos y líneas de actuación que 
debían dirigir las políticas preventivas a im­
plantar, incluyendo, por cuanto aquí importa, 
referencias específicas a los riesgos asociados 
a la movilidad con incidencia en los acciden­
tes in itinere y en misión. En relación con esta 
cuestión, el Balance final de la Estrategia 
apunta como avances alcanzados los siguien­
tes33: 

Primero, la aprobación del RD 404/2010, 
de 31 marzo, que regula el establecimiento de 
un sistema de reducción de las cotizaciones 
por contingencias profesionales a las empre­
sas que hayan contribuido especialmente a 
la disminución y prevención de la siniestra­
lidad laboral. Señala el Balance que «entre 
las actuaciones posibles a desarrollar por las 
empresas que aspiren a ser beneficiarias del 
mismo, se encuentra… el desarrollo de planes 
de movilidad vial como medida para prevenir 
los accidentes de trabajo en misión y los acci­
dentes in itinere». Aunque esta norma ha sido 
derogada y sustituida por RD 231/2017, de 10 
de marzo, de análoga denominación, el nuevo 
reglamento (recientemente desarrollado por 
Orden ESS/256/2018, de 12 de marzo) com­
parte la inspiración que auspició la redacción 
de su precedente y reitera en su anexo I la re­
ferencia a los citados planes. 

Segundo, a fin de facilitar la implantación 
de planes de seguridad vial en las empresas, 
el INSSBT y la DGT colaboraron (en el mar­
co del acuerdo firmado el 1 de marzo de 2011 
entre el Ministerio del Interior y el MEYSS) 
en la redacción de una guía metodológica para 
la elaboración de un «Plan Tipo de Seguridad 
Vial en la empresa»34, objeto de análisis en ul­
teriores páginas. 

33 Balance final de la Estrategia Española de Seguridad y 
Salud en el Trabajo 2007-2012, recuperado de http://www.ins­
ht.es/inshtWeb/Contenidos/instituto/Comision/GruposTrabajo/ 
ficheros/Balance%20Final%20EESST.pdf. 

34 DGT (observatorio nacional de Seguridad Vial): Plan 
Tipo de Seguridad Vial en la Empresa. Guía metodológica, 2011, 
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Tercero, se creó en el seno de la Comisión 
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo 
el Grupo de Trabajo Seguridad Vial Laboral. 
Nació en 2011 y, tras varias reuniones, su In­
forme se hizo público en junio de 201635, año 
en el cual, aunque no se signifique en el Ba­
lance, también se publicó la «Guía para las 
actuaciones de la Inspección de Trabajo en 
materia de seguridad vial en las empresas»36. 

En fin, por cuanto hace a los datos de si­
niestralidad, «están siendo ajustados al es­
quema que se sigue en los distintos países 
de la Unión Europea, distinguiendo entre 
accidentes in itinere, accidentes laborales de 
tráfico, patologías no traumáticas y demás 
casuística». El Balance destaca la realización 
del Informe de accidentes laborales de tráfico 
2011, procediendo señalar en este punto que 
la labor del INSSBT a este respecto ha conti­
nuado con sucesivos informes anuales hasta, 
por el momento, el ya citado de 2016. 

Pese a los logros, los datos puestos de ma­
nifiesto al principio de este discurso hacen pa­
tente que todavía queda mucho camino por re­
correr. Así las cosas, no puede causar sorpresa 
que también la vigente Estrategia de Seguri­
dad y Salud en el Trabajo 2015/2020 se ocupe 
de la siniestralidad laboral en carretera y que, 
tras constatar la importancia de la cuestión, 
plantee una línea específica de actuación, 
consistente en «promover la seguridad vial 
laboral, en cooperación con la Dirección Ge­
neral de Tráfico, con el objetivo de reducir los 
accidentes de tráfico laborales», en cuyo seno 
se incorporan medidas orientadas a «diseñar 
e implementar actividades de investigación, 

recuperado de http://www.dgt.es/Galerias/seguridad-vial/poli­
ticas-viales/sectoriales/doc/seguridad_vial_empresa.pdf 

35 informe del Grupo de Trabajo Seguridad Vial laboral de 
la Comisión nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, recu­
perado de http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/instituto/ 
Comision/DoCUMEnToGTSeguridadViallaboral.pdf 

36 Guía para las actuaciones de la inspección de Traba­
jo en materia de seguridad vial en las empresas, recuperada 
de http://www.empleo.gob.es/itss/iTSS/iTSS_Descargas/aten­
cion_ciudadano/normativa_documentacion/Docum_iTSS/ 
GuiaiTSS_vial.pdf 

http://www.empleo.gob.es/itss/iTSS/iTSS_Descargas/aten
http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/instituto
http://www.dgt.es/Galerias/seguridad-vial/poli
http://www.ins
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prevención y sensibilización enfocadas a mini­
mizar el impacto del accidente de tráfico sobre 
la siniestralidad laboral», así como a «favo­
recer el intercambio de buenas prácticas que 
promuevan la reducción de los accidentes de 
tráfico laborales». 

1.4. Seguridad vial en la empresa 

No cabe duda de que la seguridad vial debe 
ser afrontada como una responsabilidad com­
partida entre el ámbito público y el privado, 
motivo por el cual resulta imprescindible la 
colaboración de todas las Administraciones 
competentes y la implicación efectiva de cuan­
tos colectivos puedan verse afectados, inclui­
dos, como no, sindicatos, asociaciones profesio­
nales, empresas y trabajadores. En concreto, 
y merced a cuanto dispone la normativa, el 
empresario deberá garantizar la salud y se­
guridad de los trabajadores a su servicio en 
todos los aspectos relacionados con su trabajo 
(art. 14 LPRL), incluidos los desplazamientos 
in itinere y en misión, capaces de poner «a 
prueba la capacidad de la empresa por prever 
y evitar aquellos riesgos laborales que pueden 
materializarse fuera del ámbito normal de 
la actividad de la organización productiva»37. 
Pese a ello, «parece que las obligaciones em­
presariales en materia de prevención de ries­
gos laborales no se han centrado de manera 
específica en las cuestiones atinentes a la se­
guridad vial, más allá de aquellas empresas 
dedicadas específicamente al transporte de 
mercancías o de personas»38. 

37 Tascón lópez, r.: «accidentes de trabajo in itinere y en 
misión», cit., pág. 135. En todo caso, «el deber de seguridad 
del empleador se extiende (con dudas y motivaciones) hacia 
todos los momentos en los que el trabajador está bajo las di­
rectrices profesionales, abarcando singularmente los despla­
zamientos fuera de la localidad de prestación del trabajo, pre­
cisamente por razón del cometido laboral», arias Domínguez, 
a. y Sempere navarro, a.V.: «accidentes laborales de tráfico», 
cit., pág. 53. 

38 arias Domínguez, a. y Sempere navarro, a.V.: «accidentes 
laborales de tráfico», cit., pág. 38. 
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Para lograr avances significativos, la em­
presa ha de dotarse de un sistema, de una 
hoja de ruta cuyo origen se sitúa en un plan de 
prevención de riesgos laborales, que, acompa­
ñado de sus instrumentos básicos, la evalua­
ción de riesgos y la planificación preventiva, 
debe de servir de herramienta para integrar 
la prevención en su sistema general de ges­
tión, estableciendo la política asumida por la 
organización productiva en la materia (arts. 
16 LPRL y 1-9 RSP). En este esquema debe 
incluirse la oportuna consideración a las ame­
nazadas derivadas de la circulación rodada y 
la utilización de vehículos de motor39, marco 
donde encuentran cabida los programas de se­
guridad vial y/o los denominados «planes de 
movilidad», que operan como punto de cone­
xión entre las exigencias de seguridad y salud 
en el trabajo y las demandas de desarrollo sos­
tenible40, en cuyo seno se asume el objetivo de 
«optimizar energética y ambientalmente las 
necesidades de movilidad de las personas y los 
flujos de mercancías» (Estrategia Española de 
Desarrollo Sostenible 200741). 

39 «los riesgos laborales viarios deben ser evaluados tal 
como la reglamentación exige. Para hacerlo, y en base a la 
gravedad de sus consecuencias, deben aplicarse metodologías 
específicas que faciliten el proceso evaluador, permitiendo 
seleccionar y priorizar las medidas preventivas a aplicar… no 
sería aceptable utilizar metodologías convencionales simplifi­
cadas que no permitan identificar factores de riesgo propios de 
la actividad, con los que poder estimar en base a su grado de 
presencia e incidencia la probabilidad de acontecimiento del 
accidente en cuestión, aunque sea de manera orientativa. la 
evaluación de riesgos laborales es, junto la consecuente plani­
ficación preventiva, instrumento esencial del Plan de preven­
ción, cuya finalidad principal es la integración de la prevención 
en el sistema general de gestión de toda organización», nTP 
1091: riesgos laborales viarios: marco conceptual (ii), 2017. 

40 «los vehículos privados se utilizan en demasía para los 
desplazamientos al trabajo, con los consiguientes inconvenien­
tes adicionales de tiempos perdidos y daños al medio ambiente, 
derivados de la contaminación ambiental del aire por gases y 
partículas en suspensión. El sector del transporte participa en 
más de un tercio del total de emisiones de Co2, con el con­
siguiente efecto invernadero. Cabe destacar también la con­
taminación por derivados nitrosos y las partículas tóxicas de 
la combustión del gasoil», nTP 1090: riesgos laborales viarios: 
marco conceptual (i), 2017. 

41 Esta Estrategia asume como objetivos a alcanzar en 
relación con esta cuestión los de «lograr un mayor equilibrio 
modal en el ámbito de transporte interurbano de mercancías 
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De cara a facilitar la tarea, además de 
las guías y manuales relativos a los planes 
de prevención de riesgos laborales que pone 
a disposición de todos el INSSBT, resulta de 
la máxima importancia el citado «Plan Tipo 
de Seguridad Vial» elaborado igualmente por 
el Instituto, en colaboración con la DGT. La 
guía metodológica incluida establece el iter 
a seguir para la implantación de un plan es­
tratégico en las empresas, ofreciendo una pro­
puesta que pretende servirles de referencia a 
la hora de afrontar su confección y puesta en 
marcha. A tal fin, propone una intervención en 
seis etapas: en una fase preliminar (etapa 0) 
se procede a concienciar e implicar a la direc­
ción y agentes participantes, a designar a los 
responsables del plan y asignarles roles y res­
ponsabilidades y a movilizar a la organización 
para su participación. Tras esta acción inicial 
se afronta el diagnóstico (etapa 1), para lo 
cual será menester identificar las principales 
características y analizar los desplazamientos 
in itinere y en misión, los accidentes viales, las 
condiciones reales de la movilidad y la gestión 
de la misma. Una vez dados estos primeros 
pasos, la evaluación de riesgos (etapa 2) im­
plica asignar el nivel de exposición al riesgo, 
proceder a su medición, así como determinar 
la prioridad de los colectivos, y, acto seguido, 
la elaboración del plan (etapa 3) exige definir 
las metas y objetivos a alcanzar, priorizar las 
acciones y buscar sinergias y apoyos. Para la 
implantación del mismo (etapa 4) será preci­
sa la planificación de las acciones a desarro­
llar, la comunicación inicial e implicación de 
la organización, la adecuación de los recursos, 
el establecimiento de procesos de gestión y la 
adaptación a los cambios. El colofón vendrá 
dado por el seguimiento y evaluación (etapa 
5), donde resulta imprescindible definir los in­
dicadores del plan de seguridad vial, obtener 

y pasajeros, reducir la congestión en el ámbito urbano, reducir 
la tasa de accidentalidad en carretera y disminuir los niveles 
de ruido generado por las actividades de transporte». Sobre la 
interesante conexión entre seguridad vial laboral y desarrollo 
sostenible, Álvarez Cuesta, H.: «Planes de movilidad sostenible», 
en aa.VV. (agra Viforcos, B., Dir.): «Siniestralidad y enfermedad 
laboral en carretera», cit., págs. 257 y ss. 
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la información de los mismos, analizar y eva­
luar su resultado y establecer medidas correc­
toras o revisar las ya adoptadas42. 

Existen innumerables documentos que 
orientan sobre posibles acciones a incluir en el 
seno del plan de seguridad vial o de movilidad 
de la empresa, que necesariamente debe ela­
borarse adaptado a las concretas necesidades 
y situación de cada organización productiva. 
En todo caso, es preciso partir de la esencial 
diferencia existente entre el desplazamiento 
del trabajador de su domicilio al trabajo y vi­
ceversa (origen del accidente in itinere) y el 
realizado para cumplir una misión encomen­
dada por la empresa, pues en este segundo 
caso resulta plenamente operativo el poder 
directivo de la empresa (art. 20 ET) y, en con­
secuencia, queda en manos del empresario la 
determinación del modo y manera en que debe 
desarrollarse la prestación, incluida la impo­
sición de un determinado método de trabajo 
por considerarse más seguro. En los trayectos 
desde o hacia el domicilio, en cambio, el poder 
directivo decae, sin perjuicio de que, a partir 
de la actuación conjunta de la normativa de 
Seguridad Social y la preventiva, sea dable 
exigir al empresario al menos una mínima 
supervisión y una actuación proactiva des­
tinada a reducir los factores determinantes 
del accidente43. En consecuencia, «existe una 
clara responsabilidad legal de la empresa en 
los desplazamientos en jornada de trabajo y 
un deseable compromiso moral y social en los 
desplazamientos in itinere»44. 

42 la Guía práctica para la elaboración e implantación de 
Planes de Transporte al centro de trabajo, elaborado por iDaE 
en el año 2006, con la colaboración de diversas instituciones 
públicas, plantea un itinerario en nueve fases: decisión y obje­
tivos prioritarios, análisis preliminar, sensibilización de la plan­
tilla y constitución de grupos de trabajo, diagnóstico definitivo, 
fijación de objetivos específicos e indicadores, identificación de 
las medidas, promoción del plan (campañas de concienciación 
e información), puesta en funcionamiento del plan y segui­
miento y evaluación. 

43 Tascón lópez, r.: «accidentes de trabajo in itinere y en 
misión», cit., pág. 146. 

44 nTP 1090: riesgos laborales viarios: marco conceptual 
(i), 2017. 
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Teniendo presente el condicionante ante­
rior, para la implantación y gestión del plan 
(que puede ser mancomunado entre varias 
empresas próximas) es fundamental identifi­
car claramente los puntos débiles y establecer 
prioridades, pudiendo resultar un opción óp­
tima la figura del «gestor» o «coordinador» de 
movilidad, recomendado para empresas con 
más de 400 trabajadores con el fin de «facilitar 
la aplicación y seguimiento del plan de trans­
porte adoptado» (art. 103.2 Ley 2/2011, de 4 de 
marzo, de Economía Sostenible, en línea con 
lo establecido en la Estrategia Española de 
Desarrollo Sostenible 2007) o, con el objetivo 
de aprovechar las sinergias entre empresas 
cercanas, las «comisiones de movilidad». Al 
amparo de los arts. 18 y 19 LPRL, son preci­
sas campañas de concienciación e información 
específicamente referidas a la prevención de 
accidentes laborales de tráfico, conducción se­
gura, uso de medios alternativos al vehículo 
particular… Asimismo, el deber de formación 
debe incorporar la cuestión, tanto de forma 
inicial como periódicamente o tras un acciden­
te45, aun cuando respecto a esta cuestión se da 
una situación compleja en tanto «los profeso­
res de formación vial acreditados para la ob­
tención del permiso de conducción reglamen­
tario no tienen competencias en materia de 
seguridad laboral», del mismo modo que «los 

45 «la disponibilidad del permiso de conducción regla­
mentario es la garantía mínima de que la persona disponía el 
día del examen de conducir de las capacidades y condiciones 
necesarias para conducir un determinado tipo de vehículos 
y que sus cualidades físicas y mentales, en principio siguen 
siendo las adecuadas para tal función. Evidentemente, es la 
experiencia la que permite adquirir las destrezas y los hábitos 
para una conducción segura. Con el tiempo pueden adquirir­
se rutinas y ciertos hábitos de la conducción que no sean los 
más idóneos, sin que la persona sea consciente de ello. los no 
profesionales de la conducción debieran actualizar con cierta 
periodicidad, conocimientos y destrezas para una conducción 
segura. Por tanto, es necesario que las personas que conducen 
vehículos, especialmente cuando conducir forma parte total 
o parcial de su actividad laboral, reciban una formación con­
tinuada teórico práctica para poder enfrentarse a los riesgos 
laborales a los que están expuestos, entre los que debe tenerse 
en cuenta, los derivados de la movilidad en su trabajo, tal como 
el art. 18 de la lPrl establece», nTP 1091: riesgos laborales 
viarios: marco conceptual (ii), 2017. 
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profesionales de la prevención de riesgos labo­
rales tienen conocimientos limitados en ries­
gos viales, a la vista de la formación superior 
recibida en su especialización, y menos aún en 
prácticas viales», por lo que resulta prioritario 
«acrecentar los conocimientos de unos y otros 
para que puedan participar exitosamente en 
el proceso formativo para la prevención de 
riesgos laborales viales que hayan de realizar 
las organizaciones, complementándose entre 
sí cuando ello se estime conveniente»46. 

Como medida de actuación a incorporar 
para reducir los desplazamientos en vehícu­
lo privado, resulta imprescindible informar a 
los trabajadores sobre los horarios y rutas del 
transporte público, cuyo uso puede fomentar­
se mediante el establecimiento de incentivos 
sociales o económicos, así como implantando 
«lanzaderas» desde las paradas si están lejos 
del lugar de prestación de servicios. Estas ac­
ciones a desarrollar en el seno de la empresa 
pueden venir acompañadas de la realización 
de gestiones con las autoridades competen­
tes para la mejora de dicho transporte públi­
co, destinadas al establecimiento de paradas 
cercanas al centro de trabajo, horarios coinci­
dentes con los de entrada y salida, frecuencias 
optimizadas, eliminación de transbordos, colo­
cación de marquesinas en las paradas, etc47. 

Entre otras medidas que el plan puede pre­
ver, cabe implantar rutas cubiertas mediante 
un servicio de autobuses o microbuses contra­

46 «la formación de los formadores en Seguridad Vial 
laboral es un tema que genera controversia en los foros de 
debate. la postura del inSSBT en este tema defiende que es 
el técnico de prevención, convenientemente especializado, el 
que debe asumir este papel y responsabilizarse de la calidad de 
la formación impartida», nTP 1091: riesgos laborales viarios: 
marco conceptual (ii), 2017. 

47 «las líneas de transporte público se suelen diseñar sobre 
la base de la movilidad general, muy orientada a la población 
residente y no a los centros de trabajo. De esta forma, los reco­
rridos, paradas, horarios y frecuencias de las líneas de autobús 
no suelen dar ni la cobertura ni la accesibilidad adecuadas a 
los trabajadores de dichos centros, lo que constituye parte del 
problema del escaso uso del transporte público en los mismos», 
iDaE: Guía práctica para la elaboración e implantación de Pla­
nes de Transporte al centro de trabajo, Madrid, 2006, pág. 35. 
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tados por la empresa para que se ocupen de 
trasladar a los trabajadores, fomentando en 
los términos expuestos su uso. Otra opción 
(compatible con las anteriores) es promover 
el hábito de compartir los vehículos, ya sean 
propios, ya, preferentemente, de la empresa48; 
estos últimos resultan necesarios, sobre todo, 
para los empleados que deban utilizar espo­
rádicamente en su trabajo un medio de trans­
porte, pues evitará que se vean forzados a acu­
dir al centro de trabajo con su propio coche, 
permitiéndoles optar por alguna de las otras 
alternativas referenciadas. 

Es conveniente, asimismo, una adecuada 
gestión del aparcamiento, priorizando su em­
pleo por (o limitándolo a) los trabajadores con 
movilidad reducida, los que comparten vehí­
culo o los que deben servirse de este para rea­
lizar su trabajo. Al tiempo, estas actuaciones 
pueden combinarse con otras que potencien 
la posibilidad de acudir a trabajar andando 
(así, mejorar el acceso al centro mediante la 
colocación de aceras) o en bicicleta (aparca­
miento específico en la empresa, carril bici, 
ofrecimiento de este transporte a los trabaja­
dores…)49. 

No deben olvidarse tampoco las actuacio­
nes orientadas a la flexibilidad y la adecuación 
horaria que permitan al personal adaptar su 
hora de entrada/salida a los transportes pú­
blicos disponibles o poder desplazarse en las 

48 Álvarez Cuesta, H.: «Planes de movilidad sostenible», cit., 
pág. 270. 

49 «Muchos polígonos industriales y centros de trabajo se 
encuentran demasiado alejados de los centros urbanos para ir a 
pie, pero puede ser ideal para hacerlo en bicicleta. no obstante, 
la promoción de la bicicleta requiere la adopción de medidas 
tales como: disponer de itinerarios seguros, como el carril-bici; 
facilitar que se puedan aparcar y guardar en aparcamientos 
destinados a tal fin, resguardados de agentes meteorológicos 
adversos y de intrusos; tener la posibilidad de ducharse y cam­
biarse de ropa en el centro de trabajo; adquirir bicicletas que 
los trabajadores puedan utilizar para realizar gestiones en un 
entorno próximo y durante la jornada laboral. También podrían 
disponerse las mismas bicicletas como vehículos lanzadera des­
de las estaciones de ferrocarril», nTP 1091: riesgos laborales 
viarios: marco conceptual (ii), 2017. 
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franjas con menor congestión de tráfico50. Al 
tiempo, es recomendable incentivar la reduc­
ción de desplazamientos entre los trabajado­
res con jornada partida, minorando el tiempo 
disponible para comer y dotándose la empresa 
de medios adecuados para que puedan hacerlo 
en sus instalaciones o en restaurantes cerca­
nos a precios reducidos o a cargo de aquella. 
Otra acción relacionada con la distribución del 
tiempo de trabajo sería la posibilidad de que el 
trabajador opte por la semana comprimida51. 

Por cuanto hace, en concreto, a los acciden­
tes de tráfico en misión, la reducción del riesgo 
pasa, además, por facilitar el trabajo a distan­
cia cuando sea posible, planificar las visitas y 
transportes para concentrarlos en días y zo­
nas concretos, fomentar el uso de la viodeocon­
ferencia, proporcionar la formación e-learning 
cuando resulte factible, seleccionar e imponer 
el seguimiento de la ruta más segura… 

La situación resulta especial, sin duda, 
en el caso de empresas cuyo objeto social es, 
precisamente, el transporte de mercancías o 
personas. Sea como fuere, y pese a la singula­
ridad del centro de trabajo, estos empresarios 
también están obligados respecto a sus traba­
jadores a acatar los mandatos de la LPRL y 
sus disposiciones de desarrollo, sin perjuicio 
de otra normativa específica aplicable que 
también redunde directa o indirectamente 
en unas mejores condiciones de trabajo. El 
cumplimiento empresarial de sus obligaciones 
preventivas puede resultar complejo cuando 
los acreedores de seguridad dedican su jorna­
da de trabajo a la conducción (y, en su caso, 
tareas anejas como la carga y descarga), pero 
esta circunstancia no es óbice para afrontar 
las medidas adecuadas en materia de seguri­
dad vial. En concreto, cinco ámbitos se alzan 
como esenciales en relación con el trabajador 
cuya prestación de servicios consiste, precisa­
mente, en conducir: 

50 Álvarez Cuesta, H.: «Planes de movilidad sostenible», cit., 
pág. 271. 

51 iDaE: Guía práctica para la elaboración e implantación 
de Planes de Transporte al centro de trabajo, cit., pág. 46. 
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Primero, lo relativo a la capacitación pro­
fesional, que, aunque se presume por la tenen­
cia de los preceptivos permisos y certificados 
administrativos, invita a plantear, más allá de 
las exigencias impuestas por la normativa de 
circulación y transporte, actuaciones por par­
te de la empresa de cara a la actualización de 
los conocimientos, la formación específica en 
relación con la carga transportada o los itine­
rarios usuales, etc. 

Segundo, la optimización del potencial 
preventivo proporcionado por una adecuada 
vigilancia de la salud, destinada a garantizar 
que el conductor se encuentra en óptimas con­
diciones para desarrollar su actividad con las 
máximas garantías de seguridad, para sí mis­
mo y para otros potenciales afectados52. 

Tercero, el máximo celo respecto al perfec­
to mantenimiento y conservación de la flota de 
vehículos proporcionados por la empresa, a fin 
de detectar cualesquiera problemas técnicos 
que puedan presentar; asimismo, la puesta a 
disposición del empleado de ayuda técnica y/o 
económica cuando sea él quien aporte el medio 
de locomoción53. También en relación con la 
técnología, sería recomendable instalar siste­
mas de manos libres, así como de localización 

52 no se trata de que el empresario deba «verificar la 
ausencia de circunstancias adversas a la conducción en cada 
desplazamiento proyectado, lo cual, cuando los mismos fue­
ran frecuentes, podría llegar a ser poco operativo. El esfuerzo 
patronal parece que ha de dirigirse hacia la realización de re­
conocimientos periódicos, sin perjuicio de que, ante sospechas 
fundadas de indisposición del trabajador, pueda repetirse tan­
tas veces como sea necesario» [Tascón lópez, r.: «accidentes de 
trabajo in itinere y en misión», cit., pág. 144]. Sobre la cuestión, 
dejando patente que la vigilancia de la salud carece de sentido 
como instrumento de prevención aislado, pues solo la adquiere 
en el seno de un plan global, rojo Torrecilla, E.: «la vigilancia 
de la salud respecto de la seguridad vial. Una reflexión general 
desde la perspectiva laboral», en aa.VV. (Toscani Giménez, D. y 
alegre nueno, M., Dirs.): «Seguridad vial de los trabajadores», 
cit., pág. 49. 

53 Sobre estos extremos, rodríguez Escanciano, S.: «Equi­
pamiento y condiciones técnicas de los vehículos. Su impor­
tancia a la hora de reducir la siniestralidad laboral en el sector 
del transporte por carretera», en aa.VV. (agra Viforcos, B., Dir.): 
«Siniestralidad y enfermedad laboral en carretera», cit., págs. 
285 y ss. 
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GPS o análogos, no solo para garantizar una 
adecuada «prevención terciaria», sino también 
para comprobar que el trabajador ha respeta­
do las instrucciones sobre la ruta seleccionada 
como más segura54. 

Cuarto, el escrupuloso respeto a los tiem­
pos de conducción máxima y descanso obliga­
torio establecidos por la normativa, adoptando 
políticas empresariales que, lejos de alentar 
directa o indirectamente su incumplimiento, 
lo sancionen. 

Y quinto, la especial atención a las obli­
gaciones de cooperación y coordinación inte­
rempresarial exigidas por el art. 24 LPRL y su 
desarrollo reglamentario en RD 171/2004, de 
30 de enero, no en vano la actividad de trans­
porte (sobre todo de mercancías) a menudo es 
complementaria de otras, de modo que proli­
feran las subcontrataciones, haciendo que el 
citado precepto y su desarrollo estén muy pre­
sentes55. 

Con todo, es preciso no olvidar que todas 
estas medidas a adoptar en el seno de la em­
presa para la protección de sus operarios de­
jan fuera a un buen número de conductores, 
los cuales solo indirectamente y en ocasiones 
podrán verse beneficiados, en tanto en el sec­
tor transporte la figura del autónomo, excluido 
con carácter general de la LPRL (sin prejuicio 
de los derechos y obligaciones derivados del 
art.  24 LPRL), tiene un peso muy elevado56. 
La situación se repetirá de nuevo en relación 
con otros riesgos laborales propios de la con­
ducción profesional y que serán objeto de aná­
lisis en páginas sucesivas, de forma que, aun 
cuando los riesgos y medidas preventivas y de 

54 Sampedro Gullón, V.: «Facultades empresariales de vigi­
lancia y control en el centro de trabajo», Tribuna Social, núm. 
160, 2004, pág. 20. 

55 Trujillo Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en 
el transporte de mercancías peligrosas», cit., pág. 180 y Fernán­
dez Fernández, r.: «la coordinación de actividades preventivas 
en el sector de transporte por carretera», en aa.VV. (agra Vifor­
cos, B., Dir.): «Siniestralidad y enfermedad laboral en carretera», 
cit., págs. 273 y ss. 

56 Trujillo Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en 
el transporte de mercancías peligrosas», cit., págs. 76-84. 
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protección pueden equipararse entre trabaja­
dores por cuenta ajena y propia, solo en el caso 
de los primeros existe un empresario obligado 
como deudor de seguridad a garantizarles un 
entorno de trabajo seguro. 

2.	 OTROS RIESGOS LABORALES 
ASOCIADOS A LA CONDUCCIÓN 
PROFESIONAL 

Las amenazas a la seguridad y salud deri­
vadas de la conducción o de actividades conec­
tadas con el desplazamiento de vehículos por 
carretera son muy diversas; por ello, reducir 
el análisis al peligro de sufrir un accidente de 
circulación resulta una visión reduccionista 
en exceso y, en consecuencia, inadmisible, al 
olvidar un ingente elenco de peligros del más 
variado cariz cuya toma en consideración de­
viene esencial, bien por contar con potencial 
para desencadenar efectos de gravedad (ele­
mento cualitativo), bien por actualizarse con 
cierta frecuencia en el desarrollo de la acti­
vidad laboral (elemento cuantitativo). Sin 
embargo, en no pocas ocasiones «resulta muy 
complicado establecer pautas de prevención 
eficaces y, en consecuencia, los planes de pre­
vención acaban centrándose en evitar los acci­
dentes de tráfico desde un punto de vista de la 
seguridad»57. 

Algunos de estos factores de riesgo pue­
den afectar a cualquier automovilista; otros, 
en cambio, quedan circunscritos a los profe­
sionales de la conducción o en exclusiva a los 
pertenecientes a algunas ramas o sectores de 
actividad, pues, aunque en todos ellos existen 
amenazas comunes, también concurren parti­
cularidades (en nivel de exigencia, condiciones 
de desarrollo del trabajo, funciones y tareas 
desplegadas…) que pueden marcar la diferen­
cia. En efecto, y al margen de cuantas perso­
nas puedan utilizar el coche o medio análogo 
para ir al trabajo o volver a casa, la prelación 
de profesiones vinculadas a la circulación 

57 roche, M.: «retos de la prevención en el transporte: el 
conductor profesional», Erga-noticias, núm. 74, 2002, pág. 3. 
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por carretera es extensa: conductores de ca­
mión, autocar, autobús, maquinaria especial 
o vehículos de servicio público urgente o es­
pecial (bomberos, policía, ambulancias); taxis­
tas; tractoristas; distribuidores, repartidores, 
mensajeros o agentes comerciales; trabaja­
dores en obra civil de construcción, manteni­
miento, explotación o gestión en vías públicas 
(o privadas como las autopistas de peaje); los 
vinculados a la formación o examen de aspi­
rantes a la obtención de permisos de conducir 
(profesores de autoescuela o de formación vial 
y examinadores)… Todos ellos, y las singula­
ridades de su prestación, deberían ser tenidos 
en cuenta en un estudio relativo a los riesgos 
laborales vinculados a la conducción. 

2.1.	 Riesgos ergonómicos: trastornos 
músculo-esqueléticos 

Constitutivos de una lesión ampliamente 
extendida entre la población (con las conse­
cuencias negativas que ello implica para la 
empresa y la sociedad, pero también para la 
propia calidad de vida), está demostrado que 
los trastornos musculoesqueléticos se gene­
ran fundamentalmente en el ámbito laboral58, 
causa de «alteraciones que sufren estructuras 
corporales como los músculos, articulaciones, 
tendones, ligamentos, nervios, huesos y el sis­
tema circulatorio»59. Tal y como recuerda la 
Agencia Europea para la Seguridad y la Sa­
lud en el Trabajo (AESST), estos trastornos, 
que «abarcan una extensa gama de problemas 
de salud» y a menudo se asocian con deter­
minadas tareas u ocupaciones, pueden ser 
divididos en sendos grupos: de un lado, dolor 
y lesiones de espalda, y, de otro, lesiones por 
movimientos repetitivos y por malas postu­
ras que afectan a extremidades superiores e 
inferiores60. Aun cuando puedan proceder de 

58 aESST: informe Work-related neck and upper limb 
musculoskeletal disorders, 2000. 

59 aESST: «introducción a los trastornos musculoesquelé­
ticos de origen laboral», Facts, núm. 71, 2007, pág. 1. 

60 aESST: «Trastornos musculoesqueléticos de origen la­
boral en Europa», Facts, núm. 3, 2000, pág. 1. 
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traumatismos agudos, normalmente tienen 
carácter acumulativo como resultado de la 
exposición a factores de riesgo durante un pe­
ríodo prolongado, por lo que, en general, son 
lesiones que comienzan de forma insidiosa y 
sus efectos van en aumento. 

El riesgo no deriva únicamente de las exi­
gencias físicas del puesto61, pues también im­
portan datos relativos al medioambiente de 
trabajo, los aspectos organizativos y psicoso­
ciales y la propia individualidad del sujeto62; 
de hecho, la lesión puede venir generada por 
la combinación de varios factores, haciendo to­
davía más compleja la tarea de identificación 
del origen fundamental y la de diseñar las so­
luciones a aplicar en cada hipótesis63. Además, 
incluso cuando su desencadenante es laboral, 
tales dolencias en ocasiones aparecen imbri­
cadas con otras patologías de etiología extra-
laboral (traumáticas o degenerativas), lo que 
muchas veces hace difícil su etiquetado como 
daño profesional. 

En el trabajo que exige largos períodos al 
volante, la columna vertebral es una de las 
partes más susceptibles de lesión o de moles­
tia64, pero también pueden aparecer trastor­

61 Como principales factores de riesgo procede citar el 
ejercicio de un elevado nivel de fuerza, la manipulación manual 
de cargas durante períodos largos, la manipulación de objetos 
de manera repetida y frecuente, el trabajo en posturas perju­
diciales, el esfuerzo muscular estático, la inactividad muscular, 
los movimientos repetitivos y la exposición a vibraciones, aa. 
VV.: «Prevención de trastornos musculoesqueléticos en el lu­
gar de trabajo. información sobre factores de riesgo y medidas 
preventivas para empresarios, delegados y formadores en salud 
laboral», oMS, 2004, pág. 11. 

62 Sobre la cuestión, Martínez Plaza, C.a.: «Estrés laboral 
y trastornos musculoesqueléticos (i y ii)», Gestión Práctica de 
riesgos laborales: integración y desarrollo de la gestión de la 
prevención, núms. 61 y 62, 2009, págs. 38 y ss. y 18 y ss., res­
pectivamente. 

63 aESST: «Prevención de los trastornos musculoesqueléti­
cos de origen laboral», Facts, núm. 4, 2000, pág. 1. 

64 inSSBT: «riesgos musculoesqueléticos en conductores», 
Erga-noticias, núm. 100, 2007, pág. 1. la comparación entre 
los datos referentes a los trabajadores en general y los relativos 
a los conductores pone de manifiesto la superior incidencia de 
problemas de espalda entre los segundos, lo que permite cole­
gir la vinculación entre la dolencia y esta actividad profesional 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

nos en el cuello, así como en las extremidades 
inferiores y, sobre todo, superiores65. El inade­
cuado diseño del puesto (fundamentalmente 
el asiento, pero también pedales, tableros y 
resto de instrumental y maquinaria) es fuen­
te esencial de estas dolencias, agravadas por 
las malas posturas adoptadas, movimientos 
enérgicos o repetidos, vibraciones, estrés, frío, 
descensos bruscos de vehículos de cierta altu­
ra…66, a todo lo cual viene a añadirse, en su 
caso, el riesgo derivado de las tareas de carga 
y descarga, respecto de la cual resulta de apli­
cación el RD 487/1997, de 14 de abril, sobre 
disposiciones mínimas de seguridad y salud 
relativas a la manipulación manual de cargas 
que entrañe riesgos, en particular dorsolum­
bares, para los trabajadores, o, en caso de ope­
raciones mecanizadas, el RD 1215/1997, de 18 
de julio, sobre disposiciones mínimas de segu­
ridad y salud para la utilización por los traba­
jadores de los equipos de trabajo, entre otros67. 
Por cuanto hace, en concreto, a la postura de 
trabajo, es un factor especialmente importan­
te, sobre todo entre los conductores profesio­
nales que realizan viajes de larga distancia68, 

específica, Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

65 aESST: «Trastornos musculoesqueléticos de origen la­
boral en el cuello y en las extremidades superiores», Facts, núm. 
72, 2007, págs. 1-2 o «Trastornos musculoesqueléticos de ori­
gen laboral del cuello y las extremidades superiores: resumen 
del informe de la agencia», Facts, núm. 5, 2000, págs. 1-2. En 
algunos sectores, la situación se agrava, así, «las características 
de los camiones de carga lateral y de las operaciones relaciona­
das con su carga, originan movimientos repetitivos específicos 
que probablemente causen problemas musculares y articulares 
en el hombro y parte superior de la espalda», Bourdouxhe, M.: 
«recogida de basuras domésticas», cit., pág. 15. 

66 aESST: «introducción a los trastornos musculoesquelé­
ticos de origen laboral», cit., pág. 2. además, la generalización 
del uso de cinturones de sujeción lumbar, de eficacia cuestio­
nable, puede crear una falsa sensación de seguridad, Millies, 
B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», cit., pág. 25 o 

67 a este respecto, quirós Hidalgo, J.G.: «los trastornos 
musculoesqueléticos en la conducción y tareas anejas: especial 
referencia a las labores de carga y descarga en el transporte de 
mercancías», en aa.VV. (agra Viforcos, B., Dir.): «Siniestralidad y 
enfermedad laboral en carretera», cit., págs. 201 y ss. 

68 El 20% de los camioneros encuestados considera bas­
tante o muy molesta la postura que deben adoptar en su traba­
jo, aa.VV. (ordaz Castillo, E., Coord.): «Salud y Condiciones de 
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por lo que conviene recordar que «una de las 
principales medidas de corrección ergonómica 
es la reducción de la carga estática causada 
por posturas no adecuadas», lo que se puede 
lograr «mejorando las tareas que se realizan y 
las condiciones de trabajo en que se desarro­
llan las mismas», pero también «aumentando 
la capacidad funcional del sistema musculoes­
quelético de los trabajadores»69. 

Para abordar el problema, como para tan­
tos otros, resulta imprescindible asumir una 
estrategia de prevención integral, en la cual 
se tenga siempre presente el carácter multi­
factorial de estos daños70. También conviene 
no olvidar que, cuando de estos trastornos se 
trata, «el tratamiento y la recuperación suelen 
ser insatisfactorios», especialmente una vez la 
dolencia se ha cronificado, por lo que «no es 
difícil que acaben en incapacidad permanente 
y pérdida del puesto de trabajo»71; por consi­
guiente, la prevención resulta especialmente 
importante. Con estas premisas como punto 
de partida, las actuaciones deberían centrar-
se, al menos, en las cuestiones siguientes: di­
seño ergonómico del puesto de conducción, vi­
gilancia de la salud, formación e información. 

Así pues, y para comenzar, es preciso tener 
presente que muchos de estos sufrimientos 
pueden prevenirse mediante intervenciones 
ergonómicas orientadas a la modificación del 
trabajo y/o el lugar de su desarrollo a partir 
de los resultados de la evaluación de riesgos 
reclamada por el art. 16 LPRL, que exige va­
lorar ciertos aspectos relacionados con la ubi­
cación de los objetos, la postura del trabajador 

Trabajo en el Transporte de Mercancías por Carretera», Madrid 
(Escuela nacional de Medicina del Trabajo. instituto de Salud 
Carlos iii), 2007, pág. 99. 

69 nTP 452: Evaluación de las condiciones de trabajo: car­
ga postural, 1997. 

70 que dificulta su valoración desde una perspectiva uni­
direccional y fuerza a optimizar las posibilidades ofrecidas por 
la investigación basada en el árbol de causas, aESST: «introduc­
ción a los trastornos musculoesqueléticos de origen laboral», 
cit., págs. 1-2 o investigación sobre los trastornos dorsolumba­
res de origen laboral, 2000. 

71 aESST: «Trastornos musculoesqueléticos de origen la­
boral en Europa», cit., pág. 1. 
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en la ejecución de las demandas funcionales 
de la tarea, el espacio disponible para moverse 
y cambiar de posición o la posibilidad de ajus­
tar las dimensiones del puesto y los equipos 
utilizados. 

En el caso de las cabinas de conducción, 
su diseño ergonómico exige, según los plan­
teamientos de la OIT, asientos plenamente 
ajustables y mandos adecuadamente dispues­
tos, contemplando situaciones especiales como 
sobrepeso o extremidades especialmente cor­
tas o largas; coordinación entre los ajustes del 
asiento y el volante; tablero de instrumentos 
graduable para optimizar el acceso a los man­
dos (y ajuste también coordinado con el del vo­
lante), teniendo en cuenta que los objetivos son 
la accesibilidad, comodidad y visibilidad (los 
interruptores deben agruparse de acuerdo con 
su uso y los más frecuentes situarse en el área 
de acceso principal); reducción del tamaño del 
volante en la medida posible; incorporación al 
asiento del conductor de los mecanismos de 
regulación precisos (longitud, altura, ángulos 
del respaldo y de la base y apoyo lumbar), así 
como de algún sistema de registro electrónico 
que permita a cada conductor recuperar sus 
ajustes; posibilidad de regular los sistemas 
de amortiguación del asiento en función del 
peso del sujeto; obligación de reposacabezas y 
cinturón de seguridad con tres puntos de an­
claje y conveniencia de un sistema de control 
de altura del punto de sujeción superior para 
evitar roces en el cuello; etc. Todo ello sin olvi­
dar las exigencias específicas asociadas a las 
distintas ocupaciones72. 

Aun cuando estas recomendaciones/exi­
gencias deben llevarse a efecto ya en el pro­
ceso de fabricación de los vehículos y la em­
presa adquirente poco podrá hacer al respecto, 
sí puede optar, de entre los disponibles en el 
mercado, por aquellos con superior nivel de 
confort y mayor grado de cumplimiento de 
estándares ergonómicos, tal y como ordena el 

72 Grösbrink, a. y Mahr, a.: «Ergonomía en la conducción 
de autobuses», en oiT: Capítulo 102. Enciclopedia de Salud y 
Seguridad en el Trabajo, cit., págs. 27-29. 
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art. 3 del citado RD 1215/1997. También resul­
ta fundamental en la elección la propia eva­
luación del conductor sobre su espacio de tra­
bajo, pues puede evidenciar deficiencias que 
tal vez pasen inadvertidas para los técnicos, 
sobre todo en relación con detalles que estos 
pueden considerar menores pero cuya correc­
ción incrementaría el grado de satisfacción de 
los operarios73. 

Junto al planteamiento ergonómico, la 
obligación empresarial de vigilancia de la sa­
lud recogida en el art. 22 LPRL se alza como 
instrumento indispensable para la detección 
de las lesiones sufridas (o para identificar el 
riesgo de que se produzcan) en los profesio­
nales del volante. Sin perjuicio de que esta se 
extienda a otras posibles patologías o trastor­
nos, en la medida en que, tal y como consta, 
la columna vertebral es una de las partes del 
cuerpo más dañadas en quienes han de pres­
tar servicios prolongados de conducción, su re­
visión debe ocupar un lugar destacado en los 
reconocimientos74. 

Al tiempo, una faceta que nunca debe ser 
olvidada es la atinente a la formación e infor­
mación de los conductores (al amparo de los 
arts. 18 y 19 LPRL)75, sobre todo respecto a 
la necesidad de «mantener durante la con­

73 «Es recomendable el uso de la evaluación del puesto 
de trabajo por el propio conductor… ya que… es quien mejor 
conoce su espacio de trabajo, al contrario que los distintos téc­
nicos que pueden pasar por alto ciertas circunstancias», Trujillo 

Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en el transporte de 
mercancías peligrosas», cit., pág. 249. 

74 «los problemas dorsolumbares son señalados por los 
trabajadores del transporte y reparto como uno de los prin­
cipales problemas de salud que sufren», García oliver, a.T. y 
San Juan, T.: «El transporte y reparto de mercancías provoca un 
fuerte desgaste en la salud de los trabajadores», cit. 

75 Sin embargo, en la mayoría de las ocasiones, esta medi­
da preventiva suele ser obviada. Sirvan como ejemplo los datos 
vertidos por un estudio referente a transporte de mercancías 
por carretera, en cuya virtud el 77% de los conductores mani­
festó no haber recibido ningún tipo de formación durante los 
últimos doce meses; según la encuesta sólo uno de cada diez 
la había recibido en materia de prevención de riesgos laborales. 
Por cuanto hace a la información, los procedimientos son, en 
líneas generales, inconsistentes, predominando la transmisión 
verbal, aa.VV. (ordaz Castillo, E., Coord.): «Salud y Condiciones 
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ducción una postura adecuada», pero también 
en materia de ejercicios de relajación, estira­
miento y fortalecimiento muscular76 y en lo 
referente al debido respeto a los tiempos de 
trabajo y descanso. 

2.2.	 Riesgos derivados del ambiente 
físico de trabajo 

Para que se den adecuadas condiciones de 
higiene y confort en el medio laboral, «el en­
torno de trabajo debe mantener una relación 
adecuada entre el ser humano y los factores 
ambientales físicos»77, lo que significa prestar 
atención a los riesgos derivados de estos; entre 
otros, el ruido, pues es un hecho contrastado 
el impacto de los decibelios en las capacida­
des cognitivas de los conductores, así como su 
potencial para incrementar el riesgo de acci­
dentes78. 

La exposición al ruido (regulada, para las 
relaciones de trabajo, en RD 286/2006, de 10 
de marzo), ya sea el provocado por el propio 
vehículo o por el tráfico en general (también 
por las sirenas de emergencia, zonas de lavado 
y mantenimiento o impactos de partes metáli­
cas), puede ser, a medio/largo plazo, causa de 
sordera, hipoacusia, estrés, fatiga, alteracio­
nes en el sueño o en el comportamiento, etc79. 

de Trabajo en el Transporte de Mercancías por Carretera», cit., 
pág. 31. 

76 «Es evidente que determinados ejercicios concebidos 
para conservar la flexibilidad y fortalecer los músculos de la es­
palda pueden contribuir sustancialmente a mejorar el funcio­
namiento y a reducir los síntomas», Brown, J.: «Funcionarios de 
policía», en oiT: Capítulo 95. Enciclopedia de Salud y Seguridad 
en el Trabajo, 3ª ed. (equivalente a la 4ª ed. en inglés), Madrid 
(MTaS), 1999, pág. 13. 

77 Piñeda Geraldo, a. y Montes Paniza, G.: «Ergonomía am­
biental: iluminación y confort término», rev. ingeniería, Mate­
máticas y Ciencias de la información, Vol. 2, núm. 2, 2014, pág. 
56. 

78 aESST: oSH in figures: occupational safety and health 
in the transport sector –an overview, luxemburgo, 2009. 

79 «actualmente es sabido que la exposición al ruido no 
sólo puede llegar a producir una disminución de la capacidad 
auditiva en las personas expuestas, sino que además puede 
provocar respuestas psicofisiológicas, subjetivas y de compor­
tamiento en órganos o en sistemas diferentes al de la audición 
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El origen de estos peligros se vincula con un 
mantenimiento deficiente, aislamientos de­
fectuosos o insonorización inadecuada de la 
cabina80, motivo por el cual resulta esencial 
el cumplimiento riguroso de las normas al 
respecto, estableciendo programas de conser­
vación del vehículo, revisando silenciadores y 
motor y previendo, en su caso, la vigilancia sa­
nitaria específica de forma periódica; en cual­
quier caso, y para los profesionales de la con­
ducción, cuando en las evaluaciones de riesgo 
se superen determinados umbrales deberán 
tomarse, entre otras, medidas de tipo orga­
nizacional basadas fundamentalmente en la 
reducción de la jornada de trabajo81. 

Además de lo afirmado, conviene añadir 
la recomendación de no escuchar música con 
altos niveles sonoros y conducir con las ven­
tanas cerradas (sin perjuicio de aperturas pe­
riódicas para facilitar la entrada de aire fresco 
en los términos posteriormente indicados), lo 
cual debe venir acompañado de los oportunos 
mecanismos internos de ventilación y clima­
tización para no perjudicar la habitabilidad y 
condiciones ambientales de la cabina. 

Otro elemento físico a considerar son las 
vibraciones, asociadas con efectos en el sis­

y en consecuencia producir una serie de molestias o perjuicios 
(pérdida de la calidad del sueño, alteración del ritmo respira­
torio, alteración de frecuencia cardiaca, irritación, aumento de 
la agresividad…) que generalmente se conocen como efectos 
«extra-auditivos» del ruido», nTP 795: Evaluación del ruido en 
ergonomía: criterio rC MarK ii, 2009. 

80 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

81 Desde el inSSBT se establece un elenco específicamen­
te referido al transporte (aparte de otras medidas relativas a 
tareas asociadas o anejas) que, amén de reiterar las expuestas, 
viene a añadir otras sugerencias/imposiciones: comprar máqui­
nas y equipos de trabajo con el marcado CE (también los EPis), 
teniendo en cuenta el nivel de ruido que producen durante su 
normal funcionamiento; reducir el tiempo de exposición me­
diante turnos; evitar el paso por zonas de elevada exposición; 
usar materiales que absorban el ruido; delimitar y señalizar las 
zonas según reglamentación (especialmente importante en 
áreas de estiba y desestiba), e informar y formar a los trabaja­
dores respecto al riesgo que suponen los ambientes con altos 
decibelios, inSSBT: Guías para la acción preventiva. Transporte 
de personas, 2002, pág. 21. 
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tema músculo-esquelético (particularmente 
a nivel de columna vertebral), así como con 
alteraciones de las funciones fisiológicas, 
neuromusculares, cardiovasculares, respira­
torias, endocrinas, metabólicas, ginecológicas 
(y riesgo de aborto), sensoriales y del sistema 
nervioso central; sin olvidar consecuencias en 
términos de malestar (disconfort), interferen­
cia con la actividad o percepción-mareo indu­
cido por el movimiento82. Con todo, es preciso 
distinguir las vibraciones de baja frecuencia 
(derivadas del movimiento del coche y de las 
irregularidades del suelo), conectadas, por 
ejemplo, con trastornos dorsolumbares, de las 
de media y alta frecuencia (sería el caso de las 
transmitidas por un volante que vibra), sus­
ceptibles de dañar singularmente las articula­
ciones afectadas. 

En cualquier caso, la tensión derivada de 
la vibración del cuerpo en el puesto de con­
ducción es moderada en los vehículos moder­
nos en comparación con otros más antiguos, 
aunque, todavía hoy, la incidencia de tal factor 
es superior en todoterrenos, camiones indus­
triales de plataforma elevada, tractores, ex­
cavadoras, autobuses o grúas83. Además, las 
vibraciones pueden incrementarse a causa del 
firme de las calles y carreteras, debido al dise­
ño del asiento o al mantenimiento del vehículo 
o, en fin, por la concurrencia de malos hábitos 
y posturas incorrectas en la conducción (una 
sola mano, brazo apoyado en la ventanilla…). 

En el ámbito de la prevención de riesgos 
laborales, es menester tener en cuenta la ne­
cesidad de incluir en la evaluación de riesgos 
la específicamente referida al analizado, en 
los términos indicados por el RD 1311/2005, 

82 al respecto, por todas, nTP 963: Vibraciones: vigilancia 
de la salud en trabajadores expuestos, 2013; nTP 839: Exposi­
ción a vibraciones mecánicas. Evaluación el riesgo, 2009 o nTP 
784: Evaluación de las vibraciones de cuerpo completo sobre 
el confort, percepción y mareo producido por el movimiento, 
2008. 

83 aa.VV.: «Prevención de trastornos musculoesqueléticos 
en el lugar de trabajo. información sobre factores de riesgo y 
medidas preventivas para empresarios, delegados y formadores 
en salud laboral», cit., pág. 8. 
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de 4 de noviembre, sobre la protección de la 
salud y seguridad de los trabajadores frente 
a los riesgos derivados o que puedan derivar­
se de la exposición a vibraciones mecánicas. 
Por su parte, el INSSBT lista las acciones a 
seguir discriminando dos peligros diferentes: 
vibraciones mano/brazo y de cuerpo comple­
to84, especialmente importantes toda vez que, 
según los resultados de la VII Encuesta Nacio­
nal de Condiciones de Trabajo (2011), vistas 
las ramas de actividad en que los trabajadores 
señalan con mayor frecuencia la presencia de 
estas vibraciones en cuerpo entero la rama de 
transporte y almacenamiento ofrece el mayor 
porcentaje de entre todas ellas85. Para evitar 
o minimizar sus efectos procede seleccionar 
vehículos con baja intensidad de vibración, 
así como neumáticos y asientos antivibrato­
rios, reducir el tiempo de exposición, limitar la 
velocidad de circulación, nivelar las vías o, en 
fin, informar a los trabajadores del riesgo que 
supone trabajar en estas condiciones. 

En tercer lugar, procede citar la exposi­
ción a ambientes térmicos, como causa posi­
ble de diferentes patologías o incomodidad a 
partir de la confluencia de diversos elemen­
tos, en tanto que los niveles de humedad y 
las corrientes de aire interactúan con el fac­
tor temperatura incrementando el disconfort 
y el riesgo de trastornos de la más variada 
índole86. Así las cosas, procede constatar que 
las altas temperaturas pueden provocar, por 
ejemplo, alteraciones sistémicas (golpe de ca­
lor, agotamiento por calor, deshidratación, dé­

84 inSSBT: Guías para la acción preventiva. Transporte de 
personas, cit., pág. 21. 

85 Vii Encuesta nacional de Condiciones de Trabajo, re­
cuperada de http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/Docu-
mentacion/FiCHaS%20DE%20PUBliCaCionES/En%20CaTa­
loGo/oBSErVaTorio/informe%20(Vii%20EnCT).pdf. 

86 las variables que influyen en los intercambios térmicos 
hombre-medio ambiente y, por tanto, contribuyen a la sensa­
ción de confort, son nivel de actividad, características del vesti­
do, temperatura seca, humedad relativa, temperatura radiante 
media y velocidad del aire [nTP 74: Confort térmico-Método de 
Fanger para su evaluación, 1983]. Sobre esta cuestión también 
nTP 779: Bienestar térmico: criterios de diseño para ambientes 
térmicos confortables, 2008 y nTP 501: ambiente térmico: in-
confort térmico local, 1998. 
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ficit salino, calambres, sudoración insuficien­
te…) o cutáneas (erupción por calor), así como 
trastornos psíquicos (fatiga tropical, distrés 
agudo); las bajas temperaturas, por su parte, 
pueden ser causa de congelaciones o hipoter­
mia, entre otras consecuencias87. 

Parte de estos efectos negativos pueden 
incidir en los conductores, expuestos al frío 
en invierno y al calor en verano, así como a 
los cambios sufridos al entrar y salir de la 
cabina88; sin olvidar el riesgo de posibles que­
maduras, frías o calientes, por contacto en el 
proceso de reparación de averías, sujeto a sus 
propios mecanismos preventivos y de protec­
ción89. Centrándose en las situaciones que 
pueden resultar más comunes, conviene recor­
dar que en el puesto de trabajo del conductor 
se emplean grandes superficies acristaladas 
para mejorar la visibilidad y, también, por mo­
tivos estéticos; sin embargo, estas ventanas 
favorecen el recalentamiento del interior por 
la acción de los rayos solares. La mejora de las 
condiciones hace aconsejable la instalación de 
aire acondicionado o sistemas de climatiza­

87 los efectos de la exposición al calor y al frío se desgra­
nan, respectivamente, en la nTP 922: Estrés térmico y sobre­
carga térmica: evaluación de los riesgos (i), 2011 y la nTP 1036: 
Estrés por frío (i), 2015. 

88 En el caso de las motocicletas y análogos resulta «muy 
difícil modificar los factores ambientales. Pero sí se pueden es­
tudiar… para poder diseñar sistemas que optimicen los factores 
individuales. Estos sistemas pueden ser indumentaria, cascos y 
sistemas de climatización localizados», ríos Suárez, M.r.: «Er­
gonomía del puesto de conductor en motocicletas», recupe­
rado de http://www.scribd.com/doc/2741717/Ergonomia-pues­
to-conductor-de-motocicletas. 

89 En el trabajo de conducción puede producirse un con­
tacto con medios calientes/fríos, tales como líquidos y vapores, 
superficies a altas temperaturas (equipos, herramientas, piezas, 
componentes de motores), refrigerantes y hielo o equipos de 
frío [Türkdogan, a. y Mathisen, K.r.: «Gases comprimidos: ma­
nipulación, almacenamiento y transporte», en oiT: Capítulo 61. 
Enciclopedia de Salud y Seguridad en el Trabajo, 3ª ed. (equi­
valente a la 4ª ed. en inglés), Madrid (MTaS), 1999, pág. 16]. 
la prevención/protección pasa, en estos casos, por señalizar, 
apantallar y/o separar las zonas de riesgo, aislar térmicamente 
las áreas frías o calientes, utilizar EPis con marcado CE, emplear 
indicadores de nivel para evitar derrames, usar tuberías fijas 
para vapor y/o informar y dar instrucciones operativas acer­
ca de estos peligros, inSSBT: Guías para la acción preventiva. 
Transporte de personas, cit., pág. 23. 

http://www.scribd.com/doc/2741717/Ergonomia-pues
http://www.insht.es/inshtWeb/Contenidos/Docu
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ción que, al tiempo, reducirán la humedad del 
habitáculo90; de no contar con los mecanismos 
indicados para limitar la temperatura, es pre­
ciso evitar el uso del vehículo en las horas de 
mayor calor y restringir el tiempo de trabajo. 
Por su parte, la minimización de la exposición 
al frío reclama calefacción adecuada y ropa de 
abrigo91. 

Tampoco cabe olvidarse el efecto de las 
radicaciones y, dado que «el sol es la prin­
cipal fuente de radiación óptica de nuestro 
planeta», resulta aconsejable seguir las re­
comendaciones que al respecto ofrece diaria­
mente el Instituto Nacional de Meteorología 
a través de su web92. Con todo, y aunque en 
la conducción se produce una exposición a 
esta luz solar directa y, por tanto, a radia­
ción ultravioleta, no es de esperar que ello 
suponga un riesgo en vehículos cubiertos; 
aun así, es recomendable el uso de pantallas 
protectoras específicas93. 

Resulta posible también la exposición a 
radiaciones ionizantes al transportar radioi­
sótopos (utilizados en medicina, agricultura o 
industria), lo cual fuerza a remitir a cuanto 
disponga la normativa de transporte de mer­
cancías peligrosas y la específicamente refe­
rida al riesgo por radiación. En este caso el 
contacto radiactivo puede venir causado por 
deficiencias de embalaje, blindaje insuficiente 

90 aa.VV.: «la ergonomía en la conducción. ‘Cuestión de 
vida’», Boletín de Seguridad Vial, núm. 4, 2005, pág. 14. 

91 El inSSBT abunda en los cauces de lucha contra el frío 
planteando medidas diversas (algunas útiles para el trabajo de 
conducción, otras no tanto), variables según las condiciones 
de trabajo y las circunstancias generadoras del riesgo; a tal fin, 
nTP 462: Estrés por frío: evaluación de las exposiciones labora­
les, 1997. 

92 nTP 755: radiaciones ópticas: metodología de eva­
luación de la exposición laboral, 2008. «Hay que destacar que 
las radiaciones ionizantes, independientemente de que sean 
naturales o artificiales (producidas por la actividad humana), 
interactúan con el cuerpo humano de la misma forma, por lo 
que no se puede decir que las naturales sean menos o más 
«dañinas» que las artificiales», nTP 728: Exposición laboral a 
radiación natural, 2007. 

93 inSSBT: Guías para la acción preventiva. Transporte de 
personas, cit., pág. 35. 
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o estibado incorrecto94, pero también por esca­
pes sufridos con motivo de un accidente. Fren­
te a una exposición de esta índole, las medidas 
a adoptar son, a grandes rasgos, «un desvesti­
miento precoz, recogiendo las ropas y demás 
objetos en recipientes precintados, un lavado 
de todo el cuerpo con jabón no desoxidante, 
cepillado suave y ducha, un lavado de ojos, 
boca, cabello y limpieza de nariz, así como la 
prohibición de comer y beber antes de la des­
contaminación»95; todo ello sin perjuicio de las 
pertinentes actuaciones de prevención secun­
daria para el control, vigilancia y seguimiento 
de la persona expuesta. 

En lo referente a la iluminación, por su 
parte, deben tenerse en cuenta diversos as­
pectos cuya consideración es esencial para el 
desarrollo de la conducción en óptimas condi­
ciones. Para comenzar, ha de garantizarse la 
adecuada visibilidad de los indicadores del 
tablero, de modo que «tanto en situaciones 
normales como de emergencia [sea] posible 
visualizar la información que presenta el dis­
positivo»96, evitando los efectos nocivos de la 
«competición de recursos»97, para lo cual la 
información que aporten los instrumentos y 
testigos luminosos del vehículo debe limitarse 
a lo imprescindible y mostrar únicamente los 
datos necesarios en cada situación; es aconse­
jable, además, que las indicaciones de avería 
se jerarquicen en función de su importancia98. 

94 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

95 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el perso­
nal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», Emer­
gencias, núm. 12, 2000, pág. 123. 

96 Para lo cual «deben utilizarse contrastes elevados y 
debe reducirse la posibilidad de confusión entre dispositivos»; 
también es importante «que el dispositivo sea visible desde 
cualquier postura que el trabajador pueda adoptar», nTP 729: 
Diseño de dispositivos de información visual, 2007. 

97 Por la necesidad de atender a demasiados estímulos o 
tareas simultáneamente, Castro, C.; Durán, M. y Cantón, D.: «la 
conducción vista por los psicólogos cognitivos», Boletín de Psi­
cología, núm. 87, 2006, pág. 40 o nTP 241: Mandos y señales: 
ergonomía de percepción, 1989. 

98 Grösbrink, a. y Mahr, a.: «Ergonomía en la conducción 
de autobuses», cit., págs. 27-29. 
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Simplificación y claridad son, en fin, el obje­
tivo99. 

Es igualmente precisa una correcta ilumi­
nación en el interior de la cabina, pues proce­
de recordar que en el transporte profesional, 
a menudo el trabajador debe realizar tareas 
accesorias de lectura, comprobación de albara­
nes, callejeros, mapas… que exigen esfuerzos 
visuales100. En fin, y en relación con las luces 
exteriores, es necesario revisar periódicamen­
te la instalación y limpieza de las luminarias, 
reponiendo las lámparas averiadas o daña­
das101. 

Cabe concluir con una referencia al ries­
go eléctrico, pues, aunque la electrocución 
del conductor es un riesgo poco probable, la 
amenaza, menor en términos cuantitativos, 
es susceptible, sin embargo, de generar gra­
ves daños. El sistema eléctrico en mal estado 
(o inadecuadamente alterado) o un incorrecto 
manejo pueden situarse en el origen de estas 
consecuencias nocivas; por tal motivo, resulta 
importante realizar un control visual antes de 
comenzar los trabajos que impliquen peligro 
de contacto102, someter los vehículos a las re­
visiones e inspecciones pertinentes, reservar 
a personal especializado la reparación de ave­
rías eléctricas, investigar las causas de los cor­
tocircuitos o, en caso de manipulación obliga­
toria (por ejemplo, de las baterías), seguir las 
instrucciones proporcionadas por el fabricante 
y utilizar guantes aislantes103. 

En cuanto hace a aparejos del vehículo que 
alcancen cierta altura, se impone el escrupu­
loso respeto de las distancias de seguridad 

99 Castro, C.; Durán, M. y Cantón, D.: «la conducción vista 
por los psicólogos cognitivos», cit., pág. 41. 

100 García oliver, a.T. y San Juan, T.: «El transporte y reparto 
de mercancías provoca un fuerte desgaste en la salud de los 
trabajadores», cit. 

101 inSSBT: «Guías para la acción preventiva. Transporte de 
personas», cit., pág. 35. 

102 Por ejemplo, operaciones de mantenimiento, Trujillo 

Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en el transporte de 
mercancías peligrosas», cit., pág. 247. 

103 inSSBT: «Guías para la acción preventiva. Transporte de 
personas», cit., pág. 19. 
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respecto a líneas de tensión. En la hipótesis 
de eventual contacto, el conductor habrá de 
permanecer en la cabina hasta el momento en 
que la línea sea puesta fuera de servicio; si se 
viera absolutamente obligado a abandonar tal 
espacio deberá hacerlo saltando con los pies 
juntos, lo más alejado posible de la máquina, 
para evitar contacto simultáneo entre esta y 
la tierra. 

2.3. Riesgos químicos 

En la calidad del aire en la cabina pueden 
verse implicados factores físicos, biológicos o 
químicos104, pero, a los efectos de este estudio, 
alcanzan especial trascendencia estos últi­
mos, pues los conductores, en su condición de 
tales, «respiran vapores de combustible y ga­
ses de escape»105. Cuando el tráfico es denso, 
como ocurre habitualmente en la ciudad, se 
alcanzan con facilidad concentraciones transi­
toriamente elevadas de monóxido de carbono 
y emisiones de motores diesel, por lo que, en 
estas circunstancias, se aconseja circular con 
la ventanilla cerrada106; por el contrario, cuan­
do las condiciones exteriores sean adecuadas, 
se invita a su apertura periódica para permi­
tir la entrada de aire fresco. Por cuanto hace, 
en concreto, a la costumbre de fumar en la ca­
bina, es preciso indicar que tal circunstancia 
no podrá concurrir en medios de transporte 
colectivo urbano e interurbano, vehículos de 

104 nTP 1064: Calidad del aire interior. Contaminantes bio­
lógicos (i): estrategia de muestreo, 2015. Esa calidad del aire 
«viene determinada por el nivel de contaminación existente en 
ese ambiente concreto, principalmente debido a la presencia 
de gases y vapores orgánicos e inorgánicos…, aerosoles respira­
bles… y bioaerosoles… aparte de estos aspectos, la determina­
ción de la calidad de un aire interior también tiene en cuenta 
las condiciones termohigrométricas, las corrientes de aire y el 
ruido molesto en ese espacio», nTP 972: Calidad de aire inte­
rior: compuestos orgánicos volátiles, olores y confort, 2013 o, 
en términos análogos, nTP 989: Calidad de aire interior: filtros 
de carbón activo para su mejora, 2013. 

105 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

106 Sobre la influencia del tráfico elevado en las concentra­
ciones de dióxido de carbono, nTP 549: El dióxido de carbono 
en la evaluación de la calidad del aire interior, 2001. 
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transporte de empresa, taxis o ambulancias, 
dada la expresa prohibición contenida en la 
Ley 28/2005, de 26 de diciembre. 

Al margen de lo apuntado, lo cierto es que 
el nivel del riesgo químico en el trabajo de 
conducción no resulta, en principio y con ca­
rácter general, elevado, pues o bien deriva del 
eventual empleo de productos de limpieza (pa­
rafinas, barnices, ceras) o bien de un contacto 
con el líquido de baterías, aceite de motores, 
fluidos hidráulicos, líquidos refrigerantes, car­
burante…, algo que no es habitual salvo acci­
dente, avería o, respecto al combustible, en el 
proceso de repostaje, que puede provocar con­
tactos nocivos con derivados del petróleo107. 
Sin embargo, en determinadas actividades 
dicho nivel se eleva exponencialmente; pién­
sese en los gases anestésicos administrados a 
pacientes en una ambulancia o, mejor aún, en 
el transporte de sustancias químicas peligro­
sas, en cuyo caso el riesgo puede derivar de 
contenedores con fugas, válvulas defectuosas 
de los depósitos, emisiones durante las opera­
ciones de carga y descarga o accidentes que 
provoquen situaciones de emergencia108, cir­
cunstancias en las que deben evaluarse «qué 
posibilidades existen de que las personas es­
tén expuestas»109. 

Sea como fuere, para afrontar estas ame­
nazas deberán seguirse las pautas contem­
pladas en el RD 374/2001, de 6 de abril, sobre 
la protección de la salud y seguridad de los 
trabajadores contra los riesgos relacionados 

107 Kraus, r.: «operaciones de suministro de combustible y 
mantenimiento de vehículos de motor», en oiT: Capítulo 102. 
Enciclopedia de Salud y Seguridad en el Trabajo, cit., pág. 29 
o nTP 935: agentes químicos: evaluación cualitativa y simpli­
ficada del riesgo por inhalación (i), aspectos generales, 1999. 
Entre otros, el benceno, factor de riesgo cancerígeno asociado 
a los trabajadores de petroquímicas, gasolineras, aparcamien­
tos subterráneos, talleres mecánicos, zonas de mucho tráfico y 
fumadores, nTP 486: Evaluación de la exposición a benceno: 
control ambiental y biológico, 1998. 

108 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

109 Soskolne, C.l.: «Generación y transporte de residuos 
peligrosos: problemas sociales y éticos», en oiT: Capítulo 101. 
Enciclopedia de Salud y Seguridad en el Trabajo, cit., pág. 28. 
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con los agentes químicos durante el trabajo, 
así como cuantas prescripciones específicas 
resulten de aplicación al caso concreto según 
las circunstancias del mismo. Así, en la hipó­
tesis de transporte de mercancías peligrosas, 
surgen riesgos singulares y muy diversos 
según la naturaleza de lo transportado110 

(con singular afectación potencial de la sa­
lud del conductor y de quienes se ocupan de 
las labores de carga y descarga111), por lo que 
para el control de la exposición resulta es­
pecialmente importante el respeto a la nor­
mativa al respecto existente; concretamente, 
resulta insoslayable acatar el ya citado RD 
97/2014, de 14 de febrero, por el que se re­
gulan las operaciones de transporte de mer­
cancías peligrosas por carretera en territorio 
español, cuyo art. 1 establece la obligatorie­
dad de cumplir plenamente con el Acuerdo 
Europeo sobre Transporte Internacional de 
Mercancías Peligrosas por Carretera y con 
las normas contenidas en los acuerdos inter­
nacionales bilaterales o multilaterales que, 
conforme a lo dispuesto en el mismo, sean 
suscritos por España. Esta norma reglamen­
taria se ocupa, entre otras cuestiones, de re­
glamentar la operación misma de transpor­
te, pero también contiene disposiciones sobre 
embalajes, envases y recipientes, actuacio­
nes en caso de avería o accidente o, en fin, 
tareas de carga y descarga, no en vano, los 
trabajadores que se ocupan de las mismas 
«están expuestos a unos riesgos laborales es­
pecialmente graves»112. 

110 no obstante, los datos muestran que, en realidad, la 
mayor parte de daños producidos en el transporte de mercan­
cías peligrosas proceden del accidente de tráfico en sí mismo 
y no de la naturaleza de la carga transportada, Martínez Ba­
rroso, Mª.r.: «El riesgo de accidente laboral en la conducción 
profesional. Especial referencia al transporte (autónomo o 
por cuenta ajena) por carretera», en aa.VV. (agra Viforcos, B., 
Dir.): «Siniestralidad y enfermedad laboral en carretera», cit., 
pág. 111. 

111 Trujillo Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en 
el transporte de mercancías peligrosas», cit., pág. 73. 

112 Martínez Barroso, Mª.r.: «El riesgo de accidente labo­
ral en la conducción profesional. Especial referencia al trans­
porte (autónomo o por cuenta ajena) por carretera», cit., pág. 
111. 
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2.4. Riesgos biológicos 

El riesgo biológico no suele asociarse, al 
menos en principio, al trabajo de conducción; 
sin embargo, existen numerosas hipótesis en 
las que aquel puede concurrir113. Dada la gran 
variedad de posibles situaciones en presencia, 
la planificación concreta de las actuaciones 
preventivas o de protección a implementar 
dependerá de las circunstancias, en tanto el 
peligro puede proceder de diversas fuentes, al­
gunas incluidas en el ámbito de aplicación del 
RD 664/1996, de 12 de mayo, sobre la protec­
ción de los trabajadores contra los riesgos re­
lacionados con la exposición a agentes biológi­
cos durante el trabajo, pero otras no, en tanto 
el reglamento define aquellos «como microor­
ganismos, con inclusión de los genéticamente 
modificados, cultivos celulares y endoparási­
tos humanos, susceptibles de originar cual­
quier tipo de infección, alergia o toxicidad», 
lo que significa que «únicamente considera 
el riesgo biológico derivado de la exposición a 
bacterias, hongos, virus, protozoos y helmin­
tos. No obstante, existen otros seres vivos que, 
si bien no son considerados agentes biológicos, 
tal como los define esta norma, pueden produ­
cir lesiones y enfermedades en los trabajado­
res, o actuar como vehículos de transmisión de 
las mismas», motivo por el cual también deben 
ser tenidos en cuenta114. 

El primer ámbito de peligro, el más evi­
dente, viene dado por el transporte de virus, 
bacterias, hongos o parásitos procedentes de 
laboratorios, hospitales…, que constituyen 
mercancías peligrosas sujetas a su normativa 
específica, diversa según el materia transpor­
tada115. En caso de deterioro del paquete por­
tador de patógenos o de sospechas respecto 

113 Teniendo en cuenta que las posibles vías de entrada 
al organismo son la respiratoria, la digestiva, la cutánea y la 
parenteral, nTP 938: Guantes de protección contra microorga­
nismos, 2012. 

114 nTP 1020: riesgos biológicos en silvicultura, explota­
ción forestal y jardinería: prevención, 2014. 

115 nTP 636: Fichas de datos de seguridad para agentes 
biológicos, 2004. 
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a posibles defectos o fugas, se recomienda al 
transportista ponerse en contacto con el ex­
pedidor, el destinatario y las autoridades de 
salud pública, sin perjuicio de proceder, según 
su formación y capacidades, a restablecer pro­
visionalmente la seguridad116. 

Por otra parte, el traslado de personas en­
fermas o de material infectado por agentes 
biológicos contagiosos también genera una 
situación particular. Entre las múltiples en­
fermedades susceptibles de contagio, singular 
alarma despiertan el VIH/SIDA o la hepatitis, 
a las que se pueden encontrar expuestos en 
mayor o menor medida, por cuanto aquí im­
porta, los agentes de policía, los bomberos, los 
empleados de servicios funerarios o de recogi­
da de basuras, pero, sobre todo, del personal 
de ambulancias. Frente a esta amenaza, los 
protocolos de prevención aparecen destinados, 
fundamentalmente, a los sanitarios y tienen 
el objetivo fundamental de evitar el contacto 
entre el agente infeccioso y posibles vías de 
entrada al organismo (guantes, gafas, masca­
rilla, etc.); pero también se han diseñado pau­
tas de actuación que pueden ser útiles para 
cualquier sujeto tras un accidente con expo­
sición a sangre u otros fluidos corporales que 
puedan estar contaminados117. 

116 Para ello, y salvo situaciones de emergencia (que re­
quieren de actuaciones específicas e intervención de personal 
especializado), en caso de detectar vidrios rotos y objetos pun­
zantes, deberá proteger sus manos con guantes resistentes (o 
mediante alguna otra protección improvisada) antes de proce­
der a reunirlos, con cuidado de evitar cortarse; acto seguido, 
deberá colocar el paquete en un saco de plástico de dimensio­
nes apropiadas, junto con los guantes (o equivalente) usados, 
cerrarlo y colocarlo en lugar seguro, procediendo a desinfectar 
la zona contaminada si se hubiera escapado líquido del mis­
mo. En cualquier caso, es importante que proceda a lavarse 
las manos concienzudamente, sin perjuicio de que sea preciso 
realizar una vigilancia de las personas expuestas (incluido, cla­
ro está, el conductor), mediante examen básico en laboratorio, 
tratamiento preventivo y, de ser preciso, aislamiento, nTP 628: 
riesgo biológico en el transporte de muestras y materiales in­
fecciosos, 2004. 

117 limpieza con una solución desinfectante de las heridas 
causadas por cortes o pinchazos con material sospechoso, así 
como de las salpicaduras de fluidos corporales ajenos; comuni­
cación inmediata a los responsables de la Medicina del Trabajo 
en la empresa; en fin, actuaciones oportunas de vigilancia de la 



ESTUDioS 

296 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

 

 

 
  

 
 
 
 
 
 

  

 

 

 

 
 
 

 

 

 

 

  

 

 

Con todo, y pese a la alarma social desper­
tada por las patologías citadas, mayor ame­
naza cuantitativa (por el potencial número 
de afectados y la velocidad de propagación) 
plantean otras, como la tuberculosis, dado el 
alto riesgo de contagio por vía aérea. Por ello, 
se recomienda la utilización de mascarillas al 
asistir o transportar a personas que padecen 
la enfermedad o son sospechosas de padecer­
la y que están tosiendo118. Sin embargo, no 
constituye profilaxis suficiente con carácter 
general, pues al margen de aquéllos cuyo tra­
bajo consiste, precisamente, en el traslado de 
enfermos, el resto de conductores padece, sin 
mayor protección, el peligro; tal es el caso, por 
ejemplo, de los conductores de autobuses. 

Un tercer ámbito a considerar es el trans­
porte de animales, en el que es menester apun­
tar el riesgo de zoonosis de origen laboral, o lo 
que es igual, enfermedades que se transmiten 
de forma natural de los vertebrados al hombre 
o de este a aquellos. Sin embargo, en relación 
con esta amenaza procede apuntar que los 
métodos de prevención resultan más bien li­
mitados y que, en consecuencia, los riesgos de 
carácter epidemiológico son considerables119. 

Sea como fuere, el riesgo animal no surge 
solo por su transporte, en tanto también pue­
de darse el ataque de invertebrados venenosos 
(avispas, abejas, escorpiones, serpientes, ara­
ñas…), lo que suele constituir un peligro de es­
casa gravedad salvo alergias que reclaman una 
pronta y específica respuesta. También pueden 
ser una amenaza, en vehículos descubiertos o en 
operaciones en el exterior, los animales salvajes 
y sinantrópicos portadores de enfermedades; en 
algunos casos (así ocurre con los basureros o el 
transporte agrícola) es preciso tener en cuenta 
igualmente la posible existencia de roedores e 

salud y, en su caso, epidemiológicas, nTP 398: Patógenos trans­
mitidos por la sangre: un riesgo laboral, 1995 o, en términos 
análogos, nTP 812: riesgo biológico: prevención de accidentes 
por lesión cutánea, 2009. 

118 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el per­
sonal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», cit., 
págs. 121-122. 

119 nTP 411: zoonosis de origen laboral, 1996. 
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insectos como consecuencia de los propios resi­
duos o productos objeto de porte120. 

Por cuanto hace al transporte de mercan­
cías agrícolas o alimenticias, se constata que 
pueden surgir riesgos derivados del contacto 
con antígenos como el polen, el polvo de grano, 
el moho o los ácaros. La prevención de enfer­
medades no difiere demasiado de lo hasta aho­
ra indicado, pues pasa, entre otras posibles ac­
tuaciones, por el uso de equipos de protección 
individual, las adecuadas medidas de higiene 
y limpieza, etc., así como otras relacionadas 
con el almacenaje de los productos121. 

No pueden olvidarse tampoco, en las ope­
raciones que exijan salir de la cabina o tras un 
eventual accidente, las exposiciones en el exte­
rior del vehículo derivadas de la presencia de 
zonas cenagosas o aguas estancadas122. Además, 
la existencia de residuos de materia orgánica en 
distintas fases de descomposición es caracterís­
tica de los servicios de recogida de basuras123, 
donde el contacto puede tener lugar vía ocular o 
respiratoria, debido a las salpicaduras de líqui­
dos sufridas durante el trabajo cerca de la tolva 
en el proceso de compactado124, por lo es aconse­
jable el recurso a la protección individual. 

Para concluir, es menester indicar que la 
profilaxis idónea frente a la contaminación del 
aire acondicionado vendrá dada por asegurar 
unas adecuadas condiciones de mantenimien­
to y limpieza. 

120 nTP 717: Gestión y tratamiento de residuos urbanos. 
riesgos laborales en centros de transferencia, 2007 o nTP 781: 
Gestión y tratamiento de residuos sólidos urbanos. riesgos la­
borales en vertederos, 2008. 

121 nTP 771: agricultura: prevención de riesgos biológicos, 
2008. Sobre los riesgos derivados de la inhalación de agentes 
biológicos no infecciosos, nTP 802: agentes biológicos no in­
fecciosos: enfermedades respiratorias, 2009. 

122 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el perso­
nal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», cit., pág. 
118. 

123 nTP 717: Gestión y tratamiento de residuos urbanos. 
riesgos laborales en centros de transferencia, 2007 o nTP 781: 
Gestión y tratamiento de residuos sólidos urbanos. riesgos la­
borales en vertederos, 2008. 

124 Bourdouxhe, M.: «recogida de basuras domésticas», cit., 
págs. 13-16. 
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2.5.	 Riesgos mecánicos (diferentes al 
accidente de tráfico) 

Sin duda, el analizado peligro dado por el 
accidente de circulación es el riesgo mecánico 
más destacado, pero ello no es óbice para tener 
presentes otras posibles amenazas relaciona­
das con la conducción (o tareas anejas), tales 
como posible caídas a distinto nivel, produci­
das, por regla general, al subir o bajar del ve­
hículo o en labores de carga y descarga, y que 
provocan habitualmente hematomas, esguin­
ces, fracturas o luxaciones que afectan sobre 
todo a las extremidades inferiores y cuya gra­
vedad se incrementa en caso de transportes de 
altas dimensiones125; asimismo, pueden darse 
caídas en un mismo plano, causadas por res­
balones en el asfalto o con placas de hielo en el 
interior de cámaras y cajas frigoríficas y tro­
pezones por irregularidades/aberturas o con 
objetos dispersos por el suelo al abandonar la 
cabina por el motivo que sea. La mejora de la 
seguridad en estos ámbitos pasa por medidas 
relacionadas con el diseño mismo del vehículo 
(barandilla accionable, apoyos antideslizan­
tes…), con el modo de actuar el conductor al 
ascender o descender (usando las escaleras, de 
cara a la cabina, sin precipitación, sirviéndose 
de los puntos de agarre, con el vehículo total­
mente parado) y con acciones preventivas que 
giran en torno al orden, la limpieza, la ilumi­
nación o el empleo de calzado adecuado126. 

Otros riesgos cuantitativamente impor­
tantes son los aplastamientos o choques y gol­

125 Tal es el caso del trabajo en camiones de recogida de basu­
ras [nTP 717: Gestión y tratamiento de residuos urbanos. riesgos 
laborales en centros de transferencia, 2007 o nTP 781: Gestión 
y tratamiento de residuos sólidos urbanos. riesgos laborales en 
vertederos, 2008]. los camiones de carga trasera, «tienen a me­
nudo escalones demasiado altos o poco profundos y plataformas 
traseras a las que es difícil subir y cuyo descenso se asemeja pe­
ligrosamente a un salto. las barandillas demasiado altas o dema­
siado próximas a la carrocería del camión sólo sirven para agravar 
la situación. Estas condiciones aumentan la frecuencia de caídas 
y choques con estructuras adyacentes a la plataforma trasera», 
Bourdouxhe, M.: «recogida de basuras domésticas», cit., pág. 15. 

126 inSSBT: Guías para la acción preventiva. Transporte de 
personas, cit., pág. 17 o Grösbrink, a. y Mahr, a.: «Ergonomía en 
la conducción de autobuses», cit., pág. 27. 
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pes producidos por herramientas manuales127 

o por la manipulación de partes móviles del 
motor o por el cierre brusco del capó, cortes y 
laceraciones con superficies peligrosas dentro 
y fuera del vehículo, atropellos128, lesiones por 
desprendimiento de materiales u objetos, da­
ños análogos desencadenados en el proceso de 
manipulación de cargas129, etc. 

Aun cuando la posibilidad de contusiones 
en el interior del vehículo, con carácter ge­
neral, no suele ser demasiado grave, procede 
tener en cuenta las condiciones de prestación 
de servicios de ciertos profesionales con supe­
rior nivel de exposición. Tal es el caso de los 
sanitarios que operan en el compartimento 
posterior de una ambulancia (que a veces se 
desplaza a considerable velocidad), habitáculo 
de reducidas dimensiones y provisto de nume­
rosas baldas, armarios y cajones, para lograr 
el mayor aprovechamiento del espacio130; tam­
bién es obligada la mención a los copilotos que 
descansan en las literas, quienes deberán es­
tar sujetos con dispositivos al efecto. Además, 
la presencia de objetos en movimiento (ma­
letas, bolsas, herramientas, instrumental…) 
puede ser causa de golpes y cortes salvo que el 

127 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. El inSSBT alude al riesgo derivado de la «utilización 
de herramientas inadecuadas, inapropiadas o deterioradas en 
operaciones de mantenimiento y limpieza» [nTP 717: Gestión 
y tratamiento de residuos urbanos. riesgos laborales en cen­
tros de transferencia, 2007 o nTP 781: Gestión y tratamiento 
de residuos sólidos urbanos. riesgos laborales en vertederos, 
2008] o de «herramientas inadecuadas, defectuosas, de mala 
calidad o mal diseñadas», nTP 392: Herramientas manuales (ii): 
condiciones generales de seguridad, 1995. 

128 En la recogida de basuras es preciso tener en cuenta 
también el riesgo de aplastamiento entre los contenedores y 
otros objetos, incluidos el camión empleado u otros automóvi­
les apartados en la vía, Bourdouxhe, M.: «recogida de basuras 
domésticas», cit., pág. 16. 

129 Por extenso, y entre otras, nTP 1076: Muelles de carga 
y descarga: seguridad, 2016; nTP 2049: Plataformas elevadoras 
móviles de personal: seguridad en el transporte, carga y descar­
ga (ii), 2015 o nTP 1038: Dispositivos de sujeción de equipos de 
trabajo y cargas diversas sobre vehículos de transporte: seguri­
dad, 2015. 

130 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el perso­
nal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», cit., pág. 
120. 
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conductor esté suficientemente resguardado 
por medio de barreras o tales objetos se en­
cuentran debidamente fijados131. 

Para concluir, es preciso tener en cuenta 
que algunos sectores profesionales afrontan 
riesgos mecánicos específicos. Así ocurre con 
el servicio de recogida de basuras, oficio pe­
ligroso, entre otras cosas, por el hecho de que 
los camiones «son similares a prensas hidráu­
licas», de lo cual se deduce una situación simi­
lar al trabajo «en una prensa industrial móvil 
en condiciones mucho más exigentes que las 
de la mayoría de las fábricas», pues «la máqui­
na se desplaza por el tráfico viario haciendo 
paradas, y los trabajadores tienen que alimen­
tarla corriendo detrás de ella y arrojando a su 
interior objetos irregulares de volumen y peso 
variables que contienen objetos invisibles y 
peligrosos». Además, «en varios casos, los tra­
bajadores se ven obligados a realizar activida­
des tan peligrosas como subir a la caja de com­
pactación para entrar en los compartimentos 
y mover pilas de papel y cartón con los pies»132. 

2.6. Riesgos psicosociales 

En la órbita psicosocial cabe apreciar, por 
una parte, la posible incidencia de otros fac­
tores de riesgo (mecánicos, físicos, químicos 
o biológicos) en el desencadenamiento de do­
lencias de carácter psicológico133, en tanto el 
marco ambiental en el cual se desarrolla el 
trabajo puede constituir una fuente de proble­
mas, restricciones e incomodidades que ponen 
a prueba la estabilidad del sujeto, no en vano 
está científicamente comprobado que el entor­

131 inSSBT: Guías para la acción preventiva. Transporte de 
personas, cit., pág. 15. 

132 Bourdouxhe, M.: «recogida de basuras domésticas», cit., 
pág. 13. 

133 Muchos de estos factores son objeto de atención espe­
cífica como elementos en sí mismos de riesgo laboral de acci­
dente de trabajo o enfermedad profesional, pero tampoco cabe 
duda de cómo otros varios acaban adquiriendo una influencia, 
siquiera sea incidental (y en casos puntuales principal), sobre la 
alteración de la psiqué, nTP 318: El estrés: proceso de genera­
ción en el ámbito laboral, 1993. 
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no físico (entre otros aspectos, iluminación, 
temperatura, humedad, corrientes, condiciones 
climáticas, ruido, vibraciones, colores, sucie­
dad, reducción o inadecuación de los espacios, 
manejo de productos peligrosos, ausencia de 
ventilación, etc134.) influye directamente en el 
estado de ánimo135. Por otra, la presencia ries­
gos de cariz específicamente psicosocial, que 
guardan una íntima relación con «la necesi­
dad de estar en un permanente estado de con­
centración y tensión debido a la conducción y 
circulación con el vehículo»136, pero también 
con la organización misma de la empresa y el 
trabajo, la precarización de las condiciones la­
borales o los niveles de participación del per­
sonal en la empresa. Además, debe prestarse 
asimismo atención a la incidencia de las ca­
racterísticas o circunstancias individuales del 
trabajador, «que influirán también de manera 
decisiva a la hora de afrontar de distinta for­
ma un misma situación objetiva»137; variables 
como edad, género, capacidad, nacionalidad o 
personalidad, pero también contexto familiar 
(en íntima relación con las posible conciliación 
de vida laboral, personal y familiar) y hábitos 
de vida (con particular relevancia de circuns­
tancias como el sedentarismo, la mala alimen­
tación o el consumo de alcohol o sustancias138) 
deben ser tomadas en consideración. 

134 nTP 534: Carga mental: factores, 1999. 
135 Jhonson, r.: «la dirección de personal», Madrid (Deus­

to), 1999, págs. 45 y ss. y Dolan, S.l.; García, S. y Díez-Piñol, 
M.: «autoestima, estrés y trabajo», Madrid (McGraw-Hill), 2005, 
pág. 96. 

136 ordóñez Pascua, n.: «riesgos químicos y biológicos aso­
ciados al sector del transporte por carretera», en aa.VV. (agra 

Viforcos, B., Dir.): «Siniestralidad y enfermedad laboral en carre­
tera», cit., pág. 230. 

137 Fernández Domínguez, J.J.: «riesgos psicosociales en los 
trabajos de conducción por carretera», en aa.VV. (agra Vifor­
cos, B., Dir.): «Siniestralidad y enfermedad laboral en carretera», 
cit., pág. 242. «la realidad psicosocial hace referencia no sólo a 
las condiciones que objetivamente se dan sino también a cómo 
son percibidas y experimentadas por el individuo», nTP 926: 
Factores psicosociales: metodología de evaluación, 2012. 

138 Consumo que puede ser tanto causa como consecuen­
cia de problemas piscosociales, Fernández Domínguez, J.J.: «al­
cohol y drogas en el trabajo», Madrid (Wolters Kluwer), 2013, 
págs. 179-181. 
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Con todo, la gran heterogeneidad de ac­
tividades profesionales que implican tareas 
de conducción hace prácticamente imposible 
listar todas las posibles causas o contextos 
susceptibles de generar riesgos psicosociales, 
así como las eventuales consecuencias. Por tal 
motivo, únicamente se pondrán de manifiesto 
aquellos elementos que guardan una vincula­
ción más intensa con el objeto de estudio, par­
tiendo de admitir que el factor tiempo (tanto 
por la prolongación del trabajo como por su 
distribución temporal) y la carga mental (que 
actúa en aviesa combinación con la carga físi­
ca para degenerar en problemas psicosociales 
y, al tiempo, incrementa el riesgo de accidente) 
constituyen los principales desencadenantes 
del estrés en el ámbito analizado. 

Aparte de estas, es menester efectuar una 
mención, siquiera somera, a algunas otras cir­
cunstancias de máxima importancia que tam­
bién suelen estar presentes en la conducción 
profesional, empezando por constatar que el 
escaso margen de autonomía se convierte en 
fuente de tensión, agotamiento y angustia en­
tre aquellos conductores carentes de capaci­
dad para la autogestión del tiempo de trabajo 
o sin apenas facultad de decisión en relación 
con el modo o procedimiento de trabajo139. En 
el extremo contrario se sitúan los conductores 
autónomos, ya sea en transporte de personas 
(taxis, por ejemplo), ya de mercancías, con un 
margen de maniobra superior al situarse fue­
ra de la órbita del poder directivo empresarial. 

Por otra parte, frente a los riesgos de­
rivados del aislamiento y la soledad que 
a menudo acompañan al conductor en el 

139 la autonomía se pierde cuando el empleado carece de 
facultad para tomar decisiones o planificar tareas [nTP 604: 
riesgo psicosocial: el modelo demanda-control-apoyo social 
(ii), 2001] o disfruta de poco margen para establecer u ordenar 
la forma o método para realizarlas [nTP 438: Prevención del 
estrés: intervención sobre la organización, 1997], dada la pre­
sencia de una estricta supervisión o la ausencia de una míni­
ma libertad para establecer los tiempos de trabajo y descanso, 
nTP 318: El estrés: proceso de generación en el ámbito laboral, 
1993; nTP 443: Factores psicosociales: metodología de evalua­
ción, 1997 o nTP 703: El método CoPSoq (iSTaS 21, PSqCaT 
21), de evaluación de riesgos psicosociales, 2005. 
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transporte de mercancías, el que traslada 
personas se ve enfrentado a las consecuen­
cias de su trato con el público, que puede 
adoptar distintas modalidades y, por tanto, 
desplegar efectos estresantes desde diversos 
puntos de vista: «de un lado, la necesidad de 
mantener el orden y la disciplina ante si­
tuaciones y usuarios muy diversos (aglome­
raciones, personas que manifiestan quejas, 
escolares, clientes bajo el efecto del alcohol 
o drogas, percances del más variado tipo, 
etc.); de otro, el componente emocional que 
supone, bien tener que tomar contacto con 
clientes o usuarios en situaciones altamen­
te sensibles (conductores de ambulancias 
o coches fúnebres) o, por el contrario –y es 
un dato bastante desconocido y solo puesto 
de relieve a partir de las entrevistas con los 
afectados–, verse forzados a ocultar sus sen­
timientos (según manifiestan los taxistas o 
los conductores de autobuses en un porcen­
taje más que elocuente)»140. 

No puede dejarse de lado tampoco el fuerte 
componente estresor dado por el temor a co­
meter errores y a sufrir averías. Asimismo, es 
importante también tener presente la falta de 
compensación suficiente, que provoca un des­
equilibrio en la relación esfuerzo-recompensa 
cuyas causas fundamentales son la inseguri­
dad en el empleo, la ausencia de expectativas 
de promoción, la falta de reciclaje profesional 
o la insuficiente contrapartida económica por 
el trabajo prestado. 

En fin, el riesgo de violencia (fundamen­
talmente externa141) es innegable, derivado 

140 Fernández Domínguez, J.J.: «riesgos psicosociales en los 
trabajos de conducción por carretera», cit., pág. 247. 

141 la violencia procedente de terceros es características 
de ciertos sectores (sanitario y veterinario, servicios sociales, 
administración Pública, transporte terrestre, hostelería, y un 
elenco sencillo de completar) y ocupaciones (trabajadores de 
servicios personales, protección y seguridad; profesionales 
asociados a las ciencias de la salud, biología y medicina; em­
pleados no cualificados de ventas y servicios, etc.), roberts, 
Ch.: «Pasar del conocimiento a la acción», revista de la agen­
cia Europea para la Seguridad y la Salud en el Trabajo, núm. 5, 
2002, pág. 10 o aESST: «la violencia en el trabajo», Facts, núm. 
24, 2002. 
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del trato con clientes (tipo II) o terceros (tipo 
I)142, conforme se constata en la 6ª Encuesta 
de Condiciones de Trabajo realizada por Euro­
found en el año 2015143. Puede tratarse, y es lo 
más común, de agresiones verbales, amenazas 
y faltas de respeto, pero en ocasiones puede 
desencadenarse violencia física, en particular 
en el caso del trabajo solitario y nocturno, de 
lo que constituyen ejemplo paradigmático los 
taxistas o los conductores de autobuses urba­
nos. Tampoco se puede olvidar el peligro rela­
cionado con el manejo de dinero, especialmen­
te destacado en el transporte de seguridad. 

Ante esta situación no cabe duda de que 
la prevención de riesgos laborales debe inci­
dir también en el plano psicosocial, a partir, 
una vez más, de los resultados de la oportuna 
evaluación de riesgos (art. 16 LPRL), que será 
el instrumento capaz de revelar, en cada caso 
concreto, las amenazas contra las que es pre­
ciso actuar144. Realizado el oportuno diagnós­
tico, y contando siempre con la información 
procedente del personal145, la planificación es­
tablecerá las acciones necesarias, comenzando 
por un incremento en los niveles de partici­
pación e información, en tanto que elementos 

142 así, al ser atracado o agredido por otros conductores 
o terceros en sus períodos de descanso, Trujillo Pons, F.: «la 
prevención de riesgos laborales en el transporte de mercancías 
peligrosas», cit., pág. 248. 

143 los resultados españoles en inSSBT: Encuesta nacional 
de Condiciones de Trabajo, 2015, págs. 54-55. 

144 «la evaluación de los factores de riesgo psicosocial, 
integrada en el proceso general de evaluación de riesgos labo­
rales…, conducirá a una gestión eficaz de las personas y de la 
organización, en el sentido de una mejor adecuación y ajuste 
entre la tarea a desempeñar, el entorno, la empresa y las per­
sonas, aportándoles los recursos necesarios para la realización 
de la tarea (prevención primaria) o para afrontar la situación 
(prevención secundaria o terciaria), lo que se traducirá, además 
en una mayor eficacia de la organización», nTP 840: El método 
del inSl para la identificación y evaluación de factores psico­
sociales, 2009. 

145 «Está asumido que no se pueden evaluar los riesgos 
psicosociales sin recoger información de los trabajadores, bien 
sea mediante cuestionarios o utilizando técnicas cualitativas»; 
sin duda, «esta es una de las recomendaciones más reiteradas 
en intervención psicosocial y también una de las que menos se 
practican», nTP 945: intervención psicosocial en prevención de 
riesgos laborales: principios comunes (ii), 2012. 
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indispensables para compensar la falta de au­
tonomía y de libertad en la toma de decisiones. 
Junto a ello la formación en la identificación 
de los estresores y en las medidas de preven­
ción primaria, secundaria y terciaria del es­
trés deviene fundamental, así como, en íntima 
relación, la vigilancia de la salud psicosocial 
y la promoción de hábitos de vida saludables. 

Simultáneamente, deben buscarse siste­
mas de organización del trabajo que permitan 
compatibilizar las exigencias de la demanda 
con la normativa sobre tiempo de trabajo y 
descansos y con las necesidades derivadas de 
la salud física y mental de los trabajadores. 
Se trata de hacer posible atender con premu­
ra los requerimientos de clientes y usuarios, 
pero sin que ello implique un incremento des­
mesurado de la carga mental padecida por el 
operario. 

En este sentido, es importante reducir las 
jornadas de trabajo excesivamente prolonga­
das o irregulares y programar los turnos con 
antelación suficiente. También dotar de cierto 
margen de flexibilidad al ritmo de trabajo más 
allá de los descansos y pausas reglamentarias 
(autonomía de tiempo), pues «tras tareas o 
momentos de alto nivel de atención (periodos 
o fechas punta, tramos de concentración de ac­
cidentes, etc.), pueden ser necesarias paradas 
adicionales, lo cual evitará la ansiedad frente 
a demoras o inconvenientes en el camino»146. 
Resulta igualmente importante una planifica­
ción adecuada de las rutas, tomando en cuen­
ta las características de tráfico o meteorología 
y no solo la premura de tiempo. 

Deviene asimismo esencial, en otro orden 
de cosas, incidir en la formación en seguridad 
vial y en la detección de problemas técnicos en 
el vehículo, proporcionando apoyo al empleado 
para prevenir posibles averías o para ayudar­
le a enfrentarse a las que se produzcan, de for­
ma que se sienta respaldado por la dirección 
ante eventuales incidentes. 

146 Fernández Domínguez, J.J.: «riesgos psicosociales en los 
trabajos de conducción por carretera», cit., pág. 252. 
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Por último, y en relación con el riesgo 
de violencia, entre otras actuaciones que 
incluyan la necesaria formación específica 
para su gestión, cabe plantear la búsqueda 
de alternativas a las rutas más peligrosas o 
el incremento de las precauciones de resul­
tar imposible evitarlas; establecer medidas 
de seguridad adicionales en caso de portar 
dinero o mercancías valiosas; evitar para­
das en zonas solitarias y en lugares apar­
tados, optando, siempre que sea posible, por 
aparcamientos vigilados (especialmente de 
noche); servirse de medios técnicos que per­
mitan efectuar llamadas de emergencia, así 
como la localización del vehículo; o, por no 
seguir, proporcionar apoyo especializado a 
los trabajadores que ya han sido víctimas de 
agresión, robo, etc147. Sea como fuere, cabe 
insistir en como «un enfoque interdiscipli­
nar y global de la gestión de la violencia… 
reconoce que no hay una forma perfecta 
[abordarla], sino que tanto las prácticas la­
borales (prevención) como la formación en la 
gestión de conflictos (reacción oportuna) y la 
prestación de apoyo posterior al incidente 
(rehabilitación) desempeñan una función de 
gran importancia en la solución del proble­
ma»148. 

147 Distintos elencos de posibles acciones preventivas y de 
protección se pueden encontrar en, por ejemplo, la nTP 489: 
Violencia en el lugar de trabajo, 1998 o la aESST: «la violencia 
en el trabajo», cit. También la oiT ha adoptado su propio re­
pertorio de recomendaciones Prácticas sobre la violencia en 
el trabajo en el sector de los servicios y medidas para combatir 
este fenómeno, fruto de la reunión de expertos que tuvo lugar 
del 8 al 15 de octubre de 2003. 

148 aESST: «Prevención de riesgos psicosociales en el tra­
bajo: perspectivas europeas», Forum, núm. 9, 2003, pág. 8. 
Por cuanto hace al último nivel, se concreta en medidas de 
diversa índole (emocional, psicológico, jurídico-administrati­
vo…) orientadas a minimizar los efectos nocivos del percance, 
otorgando una respuesta rápida que ayude a superar el evento 
traumático, sin perjuicio de que pueda ser necesario que la in­
tervención se prolongue en el tiempo [nTP 489: Violencia en 
el lugar de trabajo, 1998]. Un análisis detallado sobre la pre­
vención de la violencia en el trabajo, incluyendo lo relativo a 
la evaluación y descripción del riesgo, al diseño y aplicación de 
medidas preventivas y reactivas, a la supervisión de la eficacia 
de tales medidas y a la revisión del proceso de gestión del ries­
go, en rogers, K.a. y Chapell, D.: «Prevención y respuesta a la 
violencia en el trabajo», Madrid (MTaS), 2004. 
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2.7.	 Otros factores de riesgo
 
para la seguridad o salud
 

Aun cuando únicamente sea por dar una 
visión global de la situación, es preciso con­
cluir con la referencia a otros riesgos que afec­
tan al trabajo del conductor y que no han sido 
citados en la exposición precedente, ya sea por 
no poder clasificarse en ninguna de las cate­
gorías, ya por merecer una mención expresa: 

1. Incendio y explosión. Su origen puede 
ser mecánico, físico, químico, eléctrico… y pro­
ducirse bien a resultas de eventuales fallos 
del vehículo (calentamiento del motor, fugas 
de combustible, problemas eléctricos o en la 
batería), susceptibles de prevención median­
te programas adecuados de mantenimiento149, 
bien como consecuencia de accidentes de cir­
culación en los que puede desencadenarse 
la catástrofe por efecto del combustible, la 
batería, etc150. La situación cuenta con espe­
cificidad propia cuando uno de los vehículos 
implicados en el siniestro transporta mercan­
cías peligrosas (dependiendo, claro está, del 
producto o sustancia implicado, pues tanto 
el riesgo como el tratamiento de la situación 
varía) o si se trata, por ejemplo, de una am­
bulancia medicalizada, pues todas portan 
una o varias balas de oxígeno, con lo que los 
materiales inflamables en el aire arderán con 
mayor vigor y temperatura en una atmósfe­
ra enriquecida por este agente químico y las 
sustancias combustibles pueden inflamarse y 
arder violentamente al entrar en contacto con 
el mismo151. 

149 Trujillo Pons, F.: «la prevención de riesgos laborales en 
el transporte de mercancías peligrosas», cit., pág. 248. 

150 además, «en un accidente pueden verse implicados 
de forma directa o indirecta estructuras de depósitos de ga­
ses fijos, vehículos que transportan bombonas de gas, taxis 
que utilizan el gas como combustible, vehículos privados que 
transportan bombonas para uso particular, así como cisternas 
que transportan gas a granel», Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de 
riesgos para el personal de los servicios de emergencias extra-
hospitalarias», cit., pág. 120. 

151 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el perso­
nal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», cit., pág. 
121. El oxígeno no prende por sí solo, pero es necesario para la 
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Dado que, en general, los conductores no 
cuentan ni con preparación ni con medios su­
ficientes para hacer frente a estos aconteci­
mientos extraordinarios (que, además del pe­
ligro de incendio o explosión, pueden generar 
el de exposición aguda a productos químicos/ 
biológicos/radiaciones o lesiones por reacción 
química), a falta de cualificación específica «su 
responsabilidad debe limitarse a su propia pro­
tección y a la petición de ayuda urgente», pues 
«quedará expuesto a un riesgo todavía mayor 
si intenta adoptar medidas de emergencia para 
las que no está preparado ni equipado adecua­
damente»152. 

2. Agentes meteorológicos adversos. El con­
ductor (de forma señalada cuantos operan con 
vehículos descubiertos) a menudo tiene que de­
sarrollar parte de su trabajo a la intemperie, 
por lo que se encuentra sometido a la lluvia, 
la nieve, el granizo… que pueden provocar le­
siones y enfermedades, ante las cuales la me­
jor protección es la proporcionada por prendas 
adecuadas y, en su caso, EPIs153. Por su parte, 
el específico peligro de descargas eléctricas 
atmosféricas debe afrontarse a través de una 
adecuada formación, sin perjuicio de lo ya afir­
mado respecto a un eventual incendio154. 

3. Hábitos de vida inadecuados. Resulta 
esencial la promoción de costumbres y prác­
ticas saludables155, con una adecuada alimen­
tación (pocas grasas y abundancia de zumos 

combustión; «todos los materiales combustibles prenden con 
mayor facilidad y se queman con mayor fuerza cuando aumen­
ta la concentración de oxígeno. así ocurre incluso en el caso de 
que el aumento sea moderado y, por tanto, deben adoptarse las 
máximas precauciones para evitar el enriquecimiento de oxí­
geno en la atmósfera», Türkdogan, a. y Mathisen, K.r.: «Gases 
comprimidos: manipulación, almacenamiento y transporte», 
cit., pág. 16. 

152 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

153 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el perso­
nal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», cit., pág. 
116. 

154 Por extenso, nTP 1084: Prevención de riesgos laborales 
originados por la caída de rayos, 2017. 

155 Grösbrink, a. y Mahr, a.: «Ergonomía en la conducción 
de autobuses», cit., pág. 26. «Para que la conducción sea segura 
debe ir acompañada de hábitos de vida y de trabajo saludables 
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y frutas), «con períodos adecuados de descan­
so y sueño y la abstinencia total de drogas y 
fármacos»156 y con actividades fuera de la jor­
nada laboral que contrarresten el sedentaris­
mo propio de los trabajos de conducción. Pese 
a este desideratum, en muchas ocasiones la 
realidad muestra como las largas jornadas de 
trabajo con comidas rápidas y fuera del domi­
cilio, incluso en el propio vehículo, impiden una 
alimentación adecuada y equilibrada y pueden 
llegar a provocar deficiencias nutricionales; 
además, la mala dieta, unida al hecho de per­
manecer largos períodos sentado, incrementa 
el riesgo de hemorroides y otras dolencias. Por 
otra parte, los conductores de largo recorrido a 
menudo padecen las consecuencias de un sue­
ño breve o poco reparador. 

En cuanto hace al consumo de alcohol y 
otros estimulantes artificiales (potenciado por 
las jornadas muy prolongadas, el estrés o la 
presión de los compañeros)157, aparte de los 
evidentes riesgos que presenta para la conduc­
ción, constituye por sí mismo un problema de 
salud importante del colectivo de trabajadores 
del sector transporte, como también lo es el 
abuso de diversos medicamentos. También re­
sulta aconsejable evitar el consumo de tabaco, 
por su nocividad inherente, por el incremento 
del riesgo de accidente, porque aumenta los 
peligros vinculados al contacto con benceno 
(propio de la cercanía, entre otros lugares, 
de zonas con mucho tráfico, de gasolineras o 
talleres mecánicos158) y porque, aun cuando 
resulta difícil de comprender empíricamente, 
fumar predispone a sufrir dolores crónicos 
de espalda, lo cual debe ser destacado en un 
sector que, conforme consta, es singularmente 
proclive a los padecimientos dorsolumbares159. 

que la hagan posible», nTP 1091: riesgos laborales viarios: mar­
co conceptual (ii), 2017. 

156 Blasco Gil, r.Mª.: «Prevención de riesgos para el per­
sonal de los servicios de emergencias extrahospitalarias», cit., 
págs. 118-119. 

157 Millies, B.a.: «Conducción de camiones y autobuses», 
cit., pág. 25. 

158 nTP 486: Evaluación de la exposición a benceno: con­
trol ambiental y biológico, 1998.
 

159 Brown, J.: «Funcionarios de policía», cit., pág. 13.
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RESUMEN	 La siniestralidad laboral en carretera, así como el posible desarrollo de patologías asocia­
das a la conducción, constituyen una realidad a la que el ordenamiento presta atención 
desde diferentes puntos de vista, entre otros, el de la prevención de riesgos laborales. A lo 
largo del estudio, se intenta proporcionar una visión global de como la seguridad y salud 
de los trabajadores puede verse afectada por los diferentes peligros asociados a la circula­
ción rodada, señaladamente (pero no solo) el de accidente laboral de tráfico, en cualquiera 
de sus variables: el que afecta a trabajadores que necesitan desplazarse por carretera 
para cumplir las encomiendas de su empresa (accidente en misión), el que pueden sufrir 
cualesquiera empleados que conducen hacia o desde su trabajo (accidente in itinere) o 
aquel padecido por quienes tiene como objeto contractual, precisamente, la conducción 
(verbigracia, transportistas de personas o mercancías). 

De entre los factores de riesgo capaces de influir en la producción de un accidente de tráfi­
co destaca, sobre el mecánico y el estructural, el humano, ya sea por errores de percepción 
o decisión, concurrencia de circunstancias que merman las capacidades, acción de inhibi­
dores de la prudencia o, incluso, búsqueda intencionada de riesgo y emociones intensas, 
que normalmente se exterioriza a través de la velocidad. La gravedad de las consecuen­
cias a nivel humano, pero también social y económico, reclama una intervención pública 
orientada a una minoración del volumen de siniestros, que es llevada a efecto para los 
trabajadores asalariados en el marco de la dualidad normativa dada por la legislación de 
circulación (y transporte, en su caso) y por la legislación laboral. El Derecho del Trabajo 
ha mostrado interés por la cuestión a partir de dos nociones procedentes de la Seguridad 
Social, los aludidos accidentes in itinere y en misión, pero en la actualidad cuenta con un 
planteamiento más transversal e integrador en el seno de la normativa de prevención de 
riesgos laborales, a partir del deber empresarial de garantizar la seguridad y salud de sus 
trabajadores en todos los aspectos relacionados con el trabajo. 

No cabe duda, por tanto, de que la seguridad vial debe ser entendida como responsabili­
dad compartida entre el ámbito público y el privado, motivo por el cual resulta imprescin­
dible la colaboración de todas las administraciones competentes y la implicación efectiva 
de cuantos colectivos puedan verse afectados; muy especialmente, las empresas, cuyos 
planes de prevención deben integrar la materia en el seno de su sistema de gestión, con­
templando actuaciones de mejora en relación con las tres variables de accidente laboral 
vial mencionadas. Esta acción permitirá, al tiempo, avanzar en los objetivos planteados 
en el marco del desarrollo sostenible, incidiendo de manera positiva en el medioambiente. 

Sin embargo, las amenazas a la seguridad y salud derivadas de la conducción o de activi­
dades conectadas con el desplazamiento de vehículos por carretera son muy diversas; por 
ello, reducir el análisis al peligro de sufrir un accidente de circulación resulta una visión 
reduccionista en exceso y, en consecuencia, inadmisible, al olvidar un ingente elenco de 
peligros del más variado cariz cuya toma en consideración deviene esencial, bien por 
contar con potencial para desencadenar efectos de gravedad, bien por actualizarse con 
cierta frecuencia en el desarrollo de la actividad laboral. Algunos de estos factores de 
riesgo pueden afectar a cualquier automovilista; otros, en cambio, quedan circunscritos 
a los profesionales de la conducción o en exclusiva a los pertenecientes a algunas ramas 
o sectores de actividad, pues, aunque en todos ellos existen amenazas comunes, también 
concurren particularidades (en nivel de exigencia, condiciones de desarrollo del trabajo, 
funciones y tareas desplegadas…) que pueden marcar la diferencia. 

Así pues, en relación con la conducción profesional es preciso tener en cuenta también 
otras potenciales amenazas que deben ser oportunamente evaluadas para, a partir de los 
resultados de esta labor de análisis, planificar la estrategia de actuación adecuada a fin 
de mejorar las condiciones de seguridad y salud, física y psíquica, de los trabajadores. Así, 
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en primer lugar, es preciso citar los riesgos vinculados a cuestiones ergonómicas (cuya 
consecuencia más evidente viene dada por los trastornos músculo-esqueléticos), que, pese 
a lo que pudiera parecer, no deriva únicamente de las exigencias físicas del puesto, sino 
también del medioambiente de trabajo, aspectos organizativos y psicosociales, la propia 
individualidad del sujeto y los condicionantes extralaborales. Deben ser considerados, 
asimismo, aspectos mecánicos distintos al accidente de tráfico, pero capaces de generar 
daños de importancia desde un punto de vista cuantitativo o cualitativo (caídas al mis­
mo y distinto nivel, cortes, choques, golpes, aplastamientos, atropellos, etc.), así como la 
posible incidencia de agentes físicos (ruido, vibraciones, iluminación, ambiente térmico, 
radiaciones, electricidad), químicos (sobre todo en el transporte de mercancías peligro­
sas) o biológicos (por contacto con hongos, virus, bacterias…, pero también con animales, 
productos agrícolas o materia orgánica), el peligro de incendio o explosión o la incidencia 
de una climatología adversa. Tampoco deben olvidarse, en fin, los denominados riesgos 
psicosociales, entre los que destacan el factor tiempo, la carga mental del trabajo, las 
condiciones laborales precarias, el aislamiento o la violencia. 

Si de ser exhaustivo se trata es preciso recordar, por último, una cuestión que habitual­
mente es dejada de lado, pero que también debe de ser referenciada: los efectos de hábitos 
de vida poco saludables, muy frecuentes en el sector y frente a los cuales resulta esencial 
promocionar costumbres y prácticas sanas, con una adecuada alimentación (pocas grasas 
y abundancia de zumos y frutas), suficiente descanso, abstinencia de tabaco, alcohol y 
drogas y desarrollo de actividades fuera de jornada que contrarresten el sedentarismo 
propio de los trabajos de conducción. 

Para afrontar con solvencia el cometido, se ha asumido la necesaria perspectiva multidis­
ciplinar en la que se incluye un análisis jurídico destinado a dejar patente la obligación 
empresarial de proteger a los trabajadores tanto frente al riesgo de accidente vial laboral 
(con matices en el caso del accidente in itinere), como frente a otros elementos que pueden 
amenazar la seguridad y salud de los profesionales de la conducción. Este enfoque jurídi­
co ha sido completado y enriquecido con los aportes de las distintas ciencias implicadas 
en la prevención de riesgos laborales (reconducidas por Reglamento de los Servicios de 
Prevención a cuatro grandes disciplinas: Seguridad en el Trabajo, Higiene Industrial, 
Ergonomía y Psicosociología Aplicada y Medicina del Trabajo), pues es evidente que la 
diferente naturaleza de los mismos conlleva que su análisis deba ser asumido desde dis­
tintas áreas de conocimiento para poder intervenir y adoptar las medidas preventivas y 
de protección pertinentes. 

Palabras clave: Carretera; accidente; seguridad vial; plan de movilidad; riesgos labora­
les; daños, enfermedad; prevención, protección. 
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The road accident rate related to work, as well as the possible development of pathologies 
associated with driving, represent a reality to which the legal system provides attention 
from different points of view, among others, the prevention of occupational hazards. The 
aim of this study is to provide a global vision of how the safety and health of workers can 
be affected by the different dangers associated with road traffic, particularly (but not 
only) the work-related traffic accident, in any of its variables: that which affects workers 
who need to travel by road in order to carry out their company’s orders (accident during 
a work assignment), that which may be suffered by any employee who drives to or from 
work (commuting accident) or that suffered by those for whom the contractual object is 
precisely driving (e.g. carrier of persons or goods). 

Among the risk factors capable of influencing the production of a traffic accident, the 
human factor stands out above the mechanical and structural factors, whether due 
to perception or decision errors, the concurrence of circumstances that reduce the 
capacities, the action of prudence inhibitors or even the intentional search for risk and 
intense emotions, which are normally expressed through speed. The seriousness of the 
consequences at the human level, but also at the social and economic levels, calls for 
public intervention to reduce the volume of incidents, which is carried out for salaried 
employees within the framework of the duality of rules laid down by road traffic 
regulations (and transport, where appropriate) and labour legislation. Labour Law 
has shown interest in the issue on the basis of two concepts from the Social Security 
System, the aforementioned «commuting» and «during a work assignment» accidents, but 
currently has a more transversal and integrating approach within the regulations on the 
prevention of occupational hazards, based on the corporate duty to guarantee the safety 
and health of its workers in all work-related matters. 

There is no doubt, therefore, that road safety must be understood as a shared responsibility 
between the public and private realms, and for this reason it is indispensable to have the 
collaboration of all the competent authorities and the effective involvement of all the 
groups that may be affected; especially those companies whose prevention plans must 
integrate the matter into their management system, considering improvement actions 
regarding the three variables of work-related traffic accidents mentioned above. This 
initiative will also contribute to advancing the stated objectives within the framework of 
sustainable development, with a positive impact on the environment. 

However, the threats to health and safety arising from driving or from activities connected 
with the movement of vehicles on the road are very diverse; restricting the analysis to the 
danger of a traffic accident is therefore an excessive reductionist view and, as a result, 
unacceptable, since it overlooks a huge range of dangers of the most varied nature, which 
are essential to take into account, either because they have the potential to trigger 
serious effects or because they are updated with certain frequency in the development of 
the work activity. Some of these risk factors can affect any motorist; others, on the other 
hand, are limited to driving professionals or exclusively to those belonging to certain 
branches or activity sectors, since, although there are common threats in all of them, 
there are also particularities (in terms of level of demand, working conditions, functions 
and tasks performed…) that can make the difference. 

Therefore, in relation to professional driving, it is also necessary to take into account 
other potential threats that must be evaluated at the appropriate time in order to plan, 
based on the results of this analysis, the suitable action strategy to improve the safety 
and health, both physical and mental, of workers. Thus, first of all, it is necessary to 
point out the risks linked to ergonomic issues (the most evident consequence of which 
involves musculoskeletal disorders), that, despite what may appear to be true, derive 
not only from the physical demands of the job, but also from the working environment, 
organizational and psychosocial aspects, the individuality of the subject and non-work 
related determinants. Mechanical aspects other than road traffic accidents must also 
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be considered, but also capable of causing significant damage from a quantitative or 
qualitative point of view (falls to the same and different levels, cuts, shocks, blows, 
crushing, accidents, etc.), as well as the possible impact of physical agents (noise, 
vibrations, lighting, thermal environment, radiation, electricity), chemical agents 
(especially in the transport of dangerous goods) or biological agents (through contact 
with fungi, viruses, bacteria, etc., but also with animals, agricultural products or organic 
matter), the danger of fire or explosion, or the incidence of a severe weather. Finally, 
we must not forget the psychosocial risks, which include the time factor, the mental 
workload, precarious working conditions, isolation and violence. 

To be comprehensive it is necessary to remember, finally, an issue that is usually 
overlooked, but it must be highlighted: the effects of unhealthy lifestyles, which are 
very common in the sector and for which it is essential to promote healthy habits and 
practices, with adequate nutrition (low fat and plenty of fruit and juice); an adequate 
rest; smoking, alcohol and drugs withdrawal and the development of activities outside 
the work day to counteract the sedentary nature of driving tasks. 

In attempting to deal with the assignment in a reliable manner, the necessary 
multidisciplinary perspective has been adopted, which includes a legal analysis in 
order to make clear the corporate obligation to protect workers against the risk of road 
accidents related to work (with certain nuances in the case of commuting accidents) and 
against other elements that may threaten the safety and health of driving professionals. 
This legal approach has been supplemented and enhanced by the contributions of the 
different sciences involved in the prevention of occupational hazards (extended to four 
main disciplines by the Prevention Services Regulations): Safety at Work, Industrial 
Hygiene, Ergonomics and Applied Psycho-sociology and Occupational Health), since 
it is evident that the different nature of these risks imply that their analysis must be 
assumed from different areas of knowledge in order to intervene and adopt the pertinent 
preventive and protective measures. 

Keywords: Road; accident; road safety; mobility plan; occupational hazards; damage; 
disease; prevention; protection. 
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1.	 RIESGOS LABORALES 
DE LOS ESTIBADORES PORTUARIOS 

El conflicto laboral generado en el sec­
tor de la estiba portuaria, con pérdi­
das millonarias, como consecuencia 

de la decisión del Gobierno de adaptar la re­
gulación a los dictados del TJUE, con la apro­
bación de un fallido RDL 4/2017, no convali­
dado por el Congreso, y posterior RDL 8/2017, 
de 12 de mayo, por el que se modifica el ré­
gimen de los trabajadores para la prestación 
del servicio portuario de manipulación de 
mercancías dando cumplimiento a la Senten­
cia del Tribunal de Justicia de la Unión Euro­
pea de 11 de diciembre de 2014, recaída en el 
asunto C-576/13 (procedimiento de infracción 
2009/4052)1, nos parece una buena ocasión 
para reflexionar sobre los riesgos laborales en 
el sector y su prevención, pese a la ausencia 
de referencias expresas a la cuestión en las 
normas mencionadas. 

La actividad laboral de la estiba y deses­
tiba portuaria o servicio portuario de mani­

* Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguri­
dad Social. Universidad de Sevilla. 

BoE de 13 de mayo. Convalidado por el Congreso de los 
diputados por resolución del 18 de mayo (BoE de 19 de mayo). 

MARÍA TERESA IGARTUA MIRÓ*
 

pulación de mercancías, viene definida en el 
art. 130.1 Ley de Puertos2 (en adelante, LPE) 
por referencia a las actividades de carga, esti­
ba, desestiba, descarga y transbordo de mer­
cancías, objeto de tráfico marítimo, que per­
mitan su transferencia entre buques, o entre 
éstos y tierra u otros medios de transporte. 
Para tener la consideración de actividades 
incluidas en este servicio deberán realizarse 
íntegramente dentro de la zona de servicio del 
puerto y guardar conexión directa e inmediata 
con una concreta operación de carga, descarga 
o trasbordo de un buque determinado. Sin ne­
cesidad de entrar en la detallada concreción 
legal (en positivo y negativo), no exenta de 
problemas, como línea de principio son tres 
los requisitos que delimitan la prestación: el 
lugar de realización –puerto–, la presencia de 
un buque y la ejecución de una operación de 
carga, descarga o trasbordo. 

De esta simplificada delimitación concep­
tual cabe inferir que nos encontramos ante 
una actividad que presenta un alto grado de 
riesgos potenciales3, caracterizados tanto por 

2 real Decreto legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por 
el que se aprueba el Texto refundido de la ley de Puertos del 
Estado y de la Marina Mercante, BoE de 20 de octubre. 

3 En este sentido, el Convenio Colectivo del sector por­
tuario de la provincia de Barcelona (2013-2018) (vid. resolu­

1 
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su gravedad como por su variedad, en tanto 
tienen múltiples orígenes; algo reflejado en 
altos índices de siniestralidad4, aunque no 
existen datos desagregados para el sector. A 
los más señalados, representados por la ma­
nipulación de cargas, el empleo de equipos 
peligrosos (mecánicos y eléctricos) para las 
operaciones de carga y descarga, que exigen 
alta cualificación, se unen, lógicamente, los re­
lacionados con la posible peligrosidad de las 
mercancías5, por ejemplo, en el caso de conte­
nedores previamente fumigados. Estos riesgos 
se ven agravados por la complejidad organi­
zativa de las propias terminales portuarias y 
por la ejecución de la actividad laboral sujetos 
a las inclemencias meteorológicas. Asimismo 
destaca otro factor de riesgo representado por 

ción de 19 de junio de 2013 por la que se ordena su inscripción 
y publicación, BoPB 11 de julio de 2012) considera (anexo iX) 
que el trabajo portuario engloba de forma genérica mani­
pulación de materiales o mercancías y el manejo de medios 
mecánicos que representan una peligrosidad inherente, de 
cuya importancia es un indicador la calificación del epígrafe 
de cotización para accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro­
fesionales. Puede verse sobre los riesgos más importantes del 
sector, Van Hooydonk, E.: «Port labour in the European Union», 
Vol. i, The EU perspective, European Comission, Brussels, 2013, 
pp. 23 ss. 

4 Pueden verse los datos elaborados para 2014 a partir de 
las estadísticas del Ministerio de Empleo relativos al almacena­
miento y actividades anexas al transporte por la Coordinadora 
Estatal de Trabajadores del Mar, donde se refleja un incremento 
de la siniestralidad laboral, con 6 fallecidos en el sector, http:// 
www.laestiba.info/numero11/la-siniestralidad-laboral-en-es­
pana/. En algún caso, p.e., en la reunión de inspectores labo­
rales portuarios en Hamburgo en 2010 han estimado la fre­
cuencia de los accidentes en una cifra tres veces más elevada 
que en otros sectores, vid. Van Hooydonk, E.: «Port labour in the 
European Union», op. cit., p. 223. 

5 la existencia de riesgos importantes en el sector del 
transporte y manipulación de las mercancías y la preocupación 
por este segmento de la prevención encuentra su reflejo en 
instrumentos internacionales como el iMo/ilo/UnECE Code of 
Practice for Packing of Cargo Transport Unit (CTU Code), suscri­
to en enero de 2014. aunque parece que la atención se centra 
mayoritariamente en el transporte por carretera. así, destaca el 
Código Europeo de buenas prácticas sobre sujeción de cargas 
para el transporte por carretera, http://ec.europa.eu/transport/ 
road_safety/vehicles/guidelines_cargo_securing_en.htm. asi­
mismo, también existe una norma UnE En 12195-1, de abril de 
2011 sobre esta cuestión. También la nTP 1038. Dispositivos de 
sujeción de equipos de trabajo y cargas diversas sobre vehículos 
de transporte: seguridad, inSHT, Madrid, 2015. 
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el tráfico intenso de vehículos y maquinaria 
en movimiento. Es verdad que el trabajo ha 
sufrido una enorme evolución y puede consi­
derarse menos sucio y que exige menos esfuer­
zo físico, pero no cabe desdeñar los riesgos que 
surgen de los nuevos medios de carga (tales 
como grúas, bobcats, cabezas tractoras o for­
klift) y del uso intensivo de contenedores. 

Sin ánimo de exhaustividad, son múlti­
ples –los expertos los cifran en 30– los riesgos 
que pueden afectar a los estibadores entre los 
que destacan los distintos tipos de caídas de 
personas o mercancías, choques contra obje­
tos, golpes, proyección de objetos o partículas, 
atrapamientos, incluidos por vuelco de máqui­
nas o vehículos, sobreesfuerzos, exposición a 
temperaturas extremas, a contactos térmicos 
o eléctricos, explosiones, incendios, exposición 
a agentes peligrosos, fatiga y estrés6. 

A todo lo anterior, ha de añadirse la rela­
ción triangular que caracteriza la prestación, 
que acarrea notables dificultades a la hora de 
distribuir obligaciones y responsabilidades 
entre la SAGEP y, en la nueva regulación, los 
Centros Portuarios de Empleo (CPE), y las 
diversas estibadoras y para la coordinación 
entre las empresas. La normativa aprobada, 
con la apertura del esquema a la participación 
de las Empresas de Trabajo Temporal (ETT), 
puede no resultar indiferente desde este pun­
to de vista, sin que podamos descartar una 
degradación de las condiciones de seguridad y 
salud en el trabajo de los estibadores. Además, 
la previsible tendencia a relaciones laborales 
de duración determinada, en lugar del carác­
ter indefinido que ha ostentado la relación 
laboral especial hasta la fecha, puede incidir 
también en la siniestralidad en el sector. No 
ignoramos tampoco que la compleja organiza­
ción de las terminales portuarias, hace más 
que posible la presencia de otros sujetos, cuyo 
papel en orden a la prevención no queda del 

6 Con mayor detalle, inSHT, riesgos psicosociales de los 
estibadores portuarios, Erga noticias nº 132, inSHT, 2014, p. 5. 
Puede verse el documento de la agencia Pública de Puertos de 
andalucía, inventario general de riesgos en puertos, 2012. 

http://ec.europa.eu/transport
www.laestiba.info/numero11/la-siniestralidad-laboral-en-es
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todo precisado en la actual normativa que re­
sulta de aplicación. 

Para concluir, tradicionalmente y aun hoy, 
aun cuando seguramente en menor medida7, 
la actividad se caracteriza por la rapidez, la 
intermitencia, la imprevisión, la búsqueda de 
eficacia y ahorro de costes, y la necesidad de 
ser prestada las 24 horas del días, aspectos 
todos ellos reflejados en la relación laboral y 
en el régimen de jornada, que implica con fre­
cuencia trabajo a turnos, a veces intensivos, 
y nocturno. Factores que, como es sabido, in­
ciden en la posibilidad de sufrir accidentes, 
pueden afectar a la salud y hace que el sector 
no sea ajeno a los riesgos del siglo XXI, en­
tre ellos los riesgos psicosociales. Por diversas 
causas, el comportamiento del trabajador en 
ocasiones está en la base del accidente; entre 
otros, como se constata por el tratamiento con­
vencional de esta materia, un riesgo añadido 
se encuentra en el potencial consumo de alco­
hol y drogas8. 

La compleja situación descrita y su reper­
cusión en la multiplicación y diversificación de 
los riesgos laborales, contrasta con la escasa 
atención que las normas sobre estiba y deses­
tiba dedican en la actualidad a la seguridad y 
salud en el trabajo, que aparece casi huérfana 
de regulación específica, suplida lógicamente 
la aplicación de las normas generales sobre 
prevención de riesgos laborales (Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales9 –en adelante, LPRL– y normas de 
desarrollo en función de los riesgos presentes). 

En este sentido, en el ámbito que nos ocu­
pa la principal novedad del RDL 8/2017 es la 
irrupción en escena de los futuros CPE y las 

7 Van Hooydonk, E.: «Port labour in the European Union», 
op. cit., p. 30. 

8 la Da 6ª del acuerdo Marco Estatal contempla la ela­
boración de un protocolo sobre la prevención de adicciones 
(droga y alcohol) en el trabajo. resolución de 17 de enero de 
2014, de la Dirección General de Empleo, por la que se registra 
y publica el iV acuerdo para la regulación de las relaciones la­
borales en el sector de la estiba portuaria (BoE 30 de enero). 

9 BoE 10 de noviembre. 
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ETT y la plena aplicación de la regulación es­
pecífica prevista para estas últimas (art. 4.2). 
La novedad es relativa, habida cuenta que 
una distribución de obligaciones similar, si 
bien parcial, ya se contenía en la normativa 
del 86 y se reprodujo en la LPE. Aun cuando 
la aplicación sin fisuras de la Ley 14/1994, de 
1 de junio, por la que se regulan las Empresas 
de Trabajo Temporal10 (en adelante, LETT) 
fija de manera patente el reparto de obligacio­
nes entre las empresas implicadas, no sabe­
mos qué derroteros seguirá su aplicación prác­
tica. Por su parte, queda aún más oscurecida 
la aplicación del régimen de la coordinación de 
actividades preventivas derivado del art.  24 
LPRL y su desarrollo reglamentario por RD 
171/2004, de 30 de enero11 (en adelante, RCA) 
así como su compatibilidad con el anterior. 
Aun cuando podría pensarse que la normativa 
común es fácilmente trasladable a este sector, 
su aplicación plantea dudas y en ocasiones re­
sulta insuficiente. A estas y otras cuestiones 
relacionadas con la prevención de riesgos la­
borales en el sector de la estiba y desestiba de 
buques dedicaremos las siguientes páginas. 

2.	 LAS NORMAS DE SEGURIDAD
 
Y SALUD EN LA ACTIVIDAD
 
DE ESTIBA Y DESESTIBA
 

2.1.	 Convenios de la OIT y normas
 
comunitarias
 

El balance en los ámbitos internacional 
y comunitario se muestra muy desigual. Así, 
mientras no se han dictado normas específicas 
en relación con la seguridad portuaria en el 
ámbito del Derecho comunitario hasta la fe­
cha12, pese a algunos intentos fallidos de re­

10 BoE 2 de junio.
 
11 BoE 31 de enero.
 
12 Existe una Directiva específica que es la Directiva 


2011/96/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de di­
ciembre de 2011, por la que se establecen requisitos y procedi­
mientos armonizados para la seguridad de las operaciones de 
carga y descarga de los graneleros (DoUE 16 de enero de 2012, 
DoUE-l-2002-80051). Transpuesta por rD 995/2003, de 25 de 
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gular la actividad en el sector, la preocupación 
de la OIT en este terreno ha sido reseñable 
prácticamente desde sus orígenes. En tal sen­
tido, ya en 1929 se aprobó un Convenio sobre 
la protección de los cargadores de muelle con­
tra los accidentes; y posteriormente otro en el 
año 1932, considerando el sector de alta peli­
grosidad. 

El art.  6 del convenio 137 OIT, de 25 de 
junio de 1973, sobre el trabajo portuario, 
contiene un mandado dirigido a los Estados 
miembros que «deberán asegurarse de que los 
trabajadores portuarios están cubiertos por 
disposiciones adecuadas en materia de segu­
ridad, higiene, bienestar y formación profesio­
nal». En desarrollo de esta norma, unos años 
después asistimos a la publicación del conve­
nio sobre seguridad e higiene (trabajos por­
tuarios) nº 152, de fecha 25 de junio de 1979, 
ratificado por España el 3 de marzo de 1982. 
Convenio complementado con la Recomenda­
ción sobre seguridad e higiene (trabajos por­
tuarios) nº 160, de la misma fecha. Con ante­
rioridad se había aprobado la Recomendación 
nº 145, sobre las repercusiones sociales de los 
nuevos métodos de manipulación de cargas en 
los puertos (1973). 

Esta situación parece apuntar a la conve­
niencia de una norma específica sectorial que, 
en nuestro país no aparece actualizada. Como 
veremos infra, de este convenio surgen impor­
tantes obligaciones empresariales sobre todo, 
en lo que ahora nos interesa, en materia de 
formación y capacitación de los trabajadores 
y de coordinación de actividades preventivas. 

La cuestión sigue preocupando en el seno 
de la OIT como lo demuestra la sucesiva ela­
boración y actualización de un Repertorio de 
recomendaciones prácticas sobre seguridad y 
salud en los puertos. El último revisado y pu­
blicado en Ginebra en 2016. 

julio, por el que se establecen los requisitos y procedimientos 
armonizados para las operaciones de carga y descarga de los 
buques graneleros (BoE 7 de agosto). 
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2.2.	 Breve evolución de la normativa 
de Seguridad y Salud en el trabajo 
en el sector de la estiba 

Sin necesidad de retrotraernos más atrás 
en el tiempo, el RD 371/1987, de 13 de marzo, 
por el que se aprueba el Reglamento para la 
ejecución del RDL 2/1986, de 23 de mayo, de 
estiba y desestiba13 no contenía ninguna re­
ferencia expresa a la materia que nos ocupa. 
Situación que seguramente era adecuada ha­
bida cuenta de la vigencia en aquel momento 
del Reglamento de Seguridad, Higiene y Bien­
estar de los Estibadores Portuarios, de 6 de 
febrero de 197114. 

Por su parte, la misma existencia de una 
relación laboral especial con las sociedades es­
tatales conllevaba la aplicación de la entonces 
vigente Ordenanza General de Seguridad e 
Higiene en el Trabajo; situación similar tras 
la aprobación de la LPRL. Si nos atenemos 
a las interpretaciones más frecuentes al uso, 
ésta únicamente salva expresamente la exclu­
sión de la aplicación para la relación laboral 
especial de servicio del hogar familiar, por 
tanto, y sensu contrario, todas las demás se 
entiende sin excepción incluidas en el ámbi­
to de tutela de la LPRL, aunque pudieran ser 
objeto de desarrollo y/o adaptación. De todas 
formas, la LPRL, como es sabido, deroga ex­
presamente los títulos I y III de la Ordenanza 
1971, dejando sin embargo en vigor las ma­
terias contenidas en el título II15, y en otras 
normas que contengan previsiones específicas 
sobre tales materias, hasta que no se produz­
can las normas reglamentarias anunciadas 
por el art. 6 LPRL. De ello podría derivarse la 

13 BoE de 16 de marzo.
 
14 BoE de 24 de febrero.
 
15 no obstante, los capítulos i, ii, iii, iV, V y Vii de dicho 


Título fueron derogados expresamente por el rD 486/1997, 
por el que se establecen disposiciones mínimas de seguridad 
y salud en los lugares de trabajo (BoE 23 de abril), aunque los 
mantiene en vigor para los lugares excluidos del ámbito de 
aplicación del rD, en tanto no se aprueben las disposiciones 
específicas. En el sector marítimo, sólo se excluyen del ámbito 
de aplicación los buques de pesca. 
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vigencia de la norma sectorial16, que de todas 
formas en la actualidad sería de escasa vir­
tualidad práctica. 

Junto a lo anterior, la propia distribución 
de poderes operada en el art. 19 RD 371/87, 
asignando las facultades de dirección y control 
a la empresa estibadora durante el tiempo de 
prestación de servicio, podría llevar a pensar 
que ésta sería la encargada de garantizar la 
seguridad a los mencionados trabajadores. 
Aunque un elemento en contra de esta con­
clusión podría venir de la mano de la tajante 
afirmación de la norma legal relativa a que el 
ejercicio por las empresas estibadoras de estas 
facultades no supone, en ningún caso, la asun­
ción por parte de dichas empresas de la condi­
ción de empresario respecto de los trabajado­
res en relación laboral con carácter especial. 

La cuestión, sin embargo, había sido abor­
dada con mayor definición en el RDL 2/198617 

del que el anteriormente citado trae su cau­
sa, que en su art.  18 señalaba que «Cuando 
los estibadores portuarios desarrollen tareas 
en el ámbito de las empresas estibadoras, de 
acuerdo con lo previsto en esta norma, co­
rresponderá a tales empresas garantizar la 
efectividad del derecho de los trabajadores a 
la protección en materia de seguridad e higie­
ne en el trabajo, así como el cumplimiento de 
la normativa legal o convencional referida al 
tiempo de trabajo y movilidad funcional». En 
materia de responsabilidad, venía a reconocer 
también que en tales supuestos las empresas 
serán responsables por los incumplimientos 
e infracciones de la normativa de aplicación, 
derivadas de sus acciones u omisiones, pu­
diendo en tales casos formularse contra ellas 
las acciones administrativas o jurisdicciona­
les correspondientes, en los mismos térmi­
nos previstos en la normativa laboral común 
respecto a los empresarios. La redacción legal 

16 así parece entenderlo, en aquello que resulte compa­
tible con la lPrl, rodríguez-ramos Velasco, P.T.: «la relación 
laboral especial de los estibadores portuarios», Trotta, Madrid, 
1997, p. 370. 

17 rDl 2/1986, de 23 de mayo, sobre el servicio público de 
estiba y desestiba de buques (BoE de 27 de mayo). 
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no se caracterizaba por su claridad y, por ello, 
suscitaba razonables dudas, siendo la princi­
pal desentrañar qué significa garantizar la 
efectividad del derecho y el cumplimiento de 
la normativa legal o convencional. Dudas que 
subsisten tras la aprobación de la LPRL pues 
no queda bien definido si la norma opera un 
traspaso (temporal) de obligaciones, si preten­
de un reparto de las mismas –sin saber en qué 
términos exactos– entre las dos empresas o si 
apunta a la coordinación preventiva y, en su 
caso, a las normas sobre contratación y sub­
contratación. 

Por su parte, el artículo 19 RDL 2/86 afir­
maba que en lo no regulado en la presente 
norma será de aplicación el Estatuto de los 
Trabajadores y las demás normas laborales 
de general aplicación, en cuanto sean compa­
tibles con la naturaleza especial de la relación 
laboral de los estibadores portuarios. Por tan­
to, avala la aplicación de la LPRL y normas 
concordantes. 

Como es bien sabido, la relación laboral 
sufre importantes cambios con la aprobación 
de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de 
Puertos del Estado y de la Marina Mercante y 
con la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de ré­
gimen económico y de prestación de servicios 
de los puertos de interés general18. Esta nor­
ma contenía una referencia expresa al art. 24 
LPRL, que ha desaparecido en redacciones 
posteriores y a la que dedicaremos cierta aten­
ción infra. 

La Ley 33/2010, de 5 de agosto, de modifi­
cación de la anterior, reforma otros aspectos 
en especial en relación con las Sociedades 
Anónimas de Gestión de Estibadores Portua­
rios, a cuya conformación deben adaptarse 
tanto las sociedades estatales como las agru­
paciones portuarias de interés económico, 
cambiando incluso la denominación de trabajo 
de estiba y desestiba por servicio portuario 
de manipulación de mercancías y a partir del 

18 BoE del 27 de noviembre. 
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cual se deroga el RDL 2/1986 y, tácitamente, 
el RD 371/1987. 

Llegados a este punto, pese a la trascenden­
cia de la materia, no destaca tampoco la actual 
LPE al regular el régimen laboral del servicio 
portuario de manipulación de mercancías, por 
contener una reglamentación detallada en el 
terreno que nos ocupa. Siendo escasas las re­
ferencias al texto de la LPRL, mayor atención 
se presta, sin embargo, a la seguridad en ge­
neral, sobre todo frente a determinados tipos 
de accidentes y de emergencias y a la protec­
ción medioambiental. Temas que, aunque aún 
no han alcanzado en nuestro ordenamiento el 
grado de integración deseado, guardan lógica­
mente estrecha relación con la protección de la 
seguridad y salud del propio estibador. 

En este ámbito concreto, a vuela pluma, 
pueden señalarse tres características básicas 
del RDL 8/2017: a) la ausencia de referencia 
alguna a la prevención de riesgos, derogando 
la mención expresa a la LPRL anteriormente 
contenida en el art. 151.7 LPE, que reitera­
ba la fórmula comentada anteriormente de 
garantía de la efectividad a cargo de la esti­
badora, pero remitiendo ahora la cuestión al 
art. 28 LPRL; b) la creación de Centros Por­
tuarios de Empleo (CPE) y la liberalización 
del sector abriendo la puerta a la interven­
ción de las ETT; c) una remisión en bloque 
a la aplicación de la LETT y normas concor­
dantes, en la que centraremos la atención in­
fra. Esta remisión, aunque supone una ven­
taja en cuanto a una mayor precisión en el 
reparto de las obligaciones suscita al menos 
dos problemas. El primero, hace planear la 
duda sobre la deriva que haya de tomar la 
tutela preventiva, en especial en lo referente 
a la formación del trabajador que quedaría 
en manos de los CPE o las ETT y, al menos 
en este segundo caso, el balance que arroja 
el cumplimiento no es excesivamente positi­
vo. En segundo lugar, la compatibilidad de la 
aplicación de la normativa específica de las 
ETT con las obligaciones de coordinación pre­
ventiva surgidas ex art. 24 LETT y que resul­
tan de todo punto esenciales. 
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En el texto actual, tras la reforma, encon­
tramos únicamente tres referencias, todas 
ellas bastante imprecisas, a esta cuestión, 
contenidas en los arts. 65 a), 113.8 a) y 
130.419. De las dos primeras nos ocupare­
mos infra. 

La inexistencia de una normativa es­
pecífica, no obstante, queda salvada con la 
aplicación de la LPRL, así como las normas 
específicas que resulten de aplicación, en es­
pecial en relación a los lugares de trabajo20, 
señalización de seguridad21, equipos de tra­
bajo22 o, incluso, aunque con escasa virtuali­
dad práctica, manipulación manual de car­
gas que ha sido progresivamente sustituida 
por medios mecánicos23 que en algunos ca­
sos requieren una alta especialización. Esta 
tendencia a la sustitución de la normativa 
específica por la aplicación de la norma ge­
neral no es exclusiva de nuestro país, sino 
que se constata en la mayoría de los países 
europeos24. 

19 artículo que contiene una somera referencia a la au­
torización al naviero o armador, sin necesidad de tramitar una 
licencia de servicio de manipulación de mercancías, al manejo 
de medios de carga y descarga propios del buque por personal 
de su tripulación, una vez que se acredite, mediante la presen­
tación de los oportunos certificados de las autoridades com­
petentes, la idoneidad de los medios técnicos empleados y la 
cualificación del personal que los maneje, particularmente en 
materia de prevención de riesgos laborales. la autoridad por­
tuaria podrá imponer las condiciones necesarias a fin de que 
se garantice la realización de la operación en condiciones de 
seguridad y de calidad ambiental. 

20 real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que se 
establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en 
los lugares de trabajo (BoE 23 de abril). 

21 rD 485/1997, de 14 de abril, sobre disposiciones mí­
nimas en materia de señalización de seguridad y salud en el 
trabajo (BoE 13 de mayo). 

22 rD 1215/1997, de 18 de julio, por el que se establecen 
las disposiciones mínimas de seguridad y salud para la utili­
zación por los trabajadores de equipos de trabajo (BoE 7 de 
agosto). 

23 Entre otros, vid. rD 837/2003, de 27 de junio, por el 
que se aprueba el nuevo texto modificado y refundido de la 
instrucción Técnica complementaria «MiE-aEM-4» del regla­
mento de aparatos de elevación y manutención, referente a 
grúas móviles autopropulsadas (BoE 17 de julio). 

24 En esta línea, Van Hooydonk, E.: «Port labour in the Eu­
ropean Union», op. cit., p. 52. 
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2.3. El papel de la negociación colectiva 

No hay que perder de vista que en esta re­
lación laboral se ha otorgado siempre un papel 
de primer orden a la regulación convencional. 
En este sentido, la propia Exposición de Mo­
tivos del RDL 2/1986 venía a afirmar que ha­
bían de ser «los mecanismos de la negociación 
colectiva los que posibiliten el desarrollo del 
régimen laboral en este tipo de actividades, a 
partir de los derechos y deberes básicos reco­
nocidos en esta propia norma y en el Estatuto 
de los Trabajadores». De ahí el peso que siem­
pre ha tenido la negociación en este ámbito, en 
especial el Convenio de sector. El RDL otorga 
a la norma convencional el plazo de un año 
para la adaptación al nuevo régimen jurídico 
(DA 1ª) y contempla también, como novedad, 
una regla de prioridad aplicativa para el con­
venio para empresas vinculadas por razón de 
su adscripción a un puerto (DA 2ª). 

2.3.1. El Acuerdo Marco del Sector 

El Acuerdo Colectivo del sector de la esti­
ba portuaria25 vigente dedica el capítulo V a 
regular la clasificación profesional, formación 
profesional, prevención de riesgos laborales y 
promoción de la igualdad. Su artículo 14, cen­
trado en la Prevención de riesgos laborales, 
resulta algo decepcionante si de encontrar re­
glas de adaptación específica o soluciones in­
novadoras se tratase. Nos hallamos más bien 
una norma programática, de compromiso ha­
cia este campo de actuación, pero retrasando 
su puesta en marcha a futuras actuaciones. 
Si dichos acuerdos se han aprobado, no se en­
cuentran publicados y no son de fácil acceso. 

Considera el precepto mencionado que el 
riesgo de las operaciones portuarias exige la 
adopción de las máximas garantías de profe­
sionalidad en su realización. A este respec­

25 resolución de 17 de enero de 2014, de la Dirección Ge­
neral de Empleo, por la que se registra y publica el iV acuerdo 
para la regulación de las relaciones laborales en el sector de la 
estiba portuaria (BoE 30 de enero). 
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to y para garantizar el cumplimiento de la 
normativa vigente sobre Riesgos Laborales 
en el sector, así como su acomodación tanto 
a la misma como a las futuras modificacio­
nes que se puedan ir sucediendo en el futuro, 
las partes firmantes del presente acuerdo se 
comprometen a negociar y complementar el 
presente convenio mediante acuerdos com­
plementarios sobre seguridad laboral. Desco­
nocemos si hasta la fecha se han producido 
avances en este sentido. El paso dado por el 
Convenio se sitúa en la constitución de una 
subcomisión de seguridad laboral en el seno 
de la comisión paritaria, encargada de la re­
visión de los planes de prevención de cada 
puerto y la adaptación de las normas gene­
rales de prevención de riesgos laborales al 
sector de la estiba portuaria. 

Un aspecto a destacar del Acuerdo es el fo­
mento de la participación de los trabajadores 
en materia preventiva así como la opción por 
un mecanismo concreto de coordinación pre­
ventiva: la constitución de comités de seguri­
dad y salud «compartidos» o «inter-empresas». 
El mencionado precepto prevé la creación en 
cada puerto afectado por la aplicación del 
convenio, dentro de los tres meses siguientes 
a su aprobación, de un comité de seguridad 
y salud, como órgano paritario de participa­
ción de los trabajadores portuarios, empresas 
y Sociedades Anónimas de Estibadores Por­
tuarios. Comité del que se regula con cierto 
grado de detalle su composición, estimando 
que sus competencias y facultades serán las 
que les atribuye el art.  39 LPRL, que serán 
desarrolladas por la Comisión de Prevención 
de Riesgos Laborales, designada por los miem­
bros de la Comisión paritaria sectorial estatal, 
y aprobadas por esta última y, en su caso, con 
la participación de las organizaciones legiti­
madas no integrantes de esta última. 

Por último, en el capítulo disciplinario se 
incluyen algunas infracciones graves en re­
lación a la seguridad y salud, en especial la 
negativa a someterse a los controles o la ne­
gligencia en la observancia y cumplimiento de 
las normas de seguridad e higiene, que será 
muy grave en caso de accidente (art. 18). 
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2.3.2.	 El convenio colectivo aplicable 
al puerto 

No hay que olvidar, sin embargo, la espe­
cial relevancia que cobra el convenio colectivo 
del propio puerto en el que se prestan los ser­
vicios. En este ámbito, el análisis de los con­
venios arroja un balance muy desigual, con 
convenios que prestan bastante atención a la 
materia y otros donde el tratamiento es casi 
testimonial. No obstante, aun en los primeros 
se echa en falta una regulación que adapte las 
normas generales a las especialidades propias 
de la actividad de manipulación de cargas. 

Pasando revista únicamente a los más re­
cientes, encontramos aún Convenios que no 
prestan una especial atención a esta crucial 
materia o dedican un único artículo del que se 
derivan escasas novedades26. Así, a título me­
ramente ejemplificativo, puede verse el Con­
venio para el sector de la estiba y desestiba 
para el puerto de Sevilla (2015-2017)27 que se 

26 En este sentido, el Convenio Colectivo de Estibadores 
Portuarios de Pontevedra (Vilagarcía de arousa) de 17 de di­
ciembre de 2011 (BoP Pontevedra 16 de mayo de 2011) (2011-) 
que en su art. 16 se limita a remitir a lo previsto en el art. 18 
del rDl 1986 y al art. 14 del acuerdo Sectorial. Hay que tener 
en cuenta que se refiere a que las empresas SESTiVa y SaGEP 
estarán obligadas al exacto cumplimiento sobre Seguridad e 
Higiene, correspondiendo a las empresas estibadoras la efecti­
vidad del derecho, pero sin aclaraciones adicionales. asimismo, 
establece la obligación de los trabajadores de utilizar todas las 
prendas que como medida de seguridad y salud laboral les en­
trega la Sociedad y/o las empresas estibadoras. 

27 Vid. la resolución por el que se ordena registrar y orde­
nar el depósito del Convenio Colectivo del sector de la estiba 
y desestiba en el Puerto de Sevilla, suscrito por la asociación 
Empresarial de Empresas Estibadoras y de Gestión de Estiba­
dores Portuarios del Puerto de Sevilla y las centrales Sindicales 
CCaa y Coordinadora Estatal de Trabajadores del Mar (BoP de 
Sevilla 24 de octubre de 2015). En la misma línea, vid. art. 36 
del Convenio Colectivo de Empresas Estibadoras del Puerto de 
Bilbao (2014-2017) (BoB 27 de febrero de 2014) que se limita a 
ordenar a las empresas el cumplimiento de la legislación vigen­
te en cuanto a prendas de trabajo y elementos de seguridad, 
a la provisión de ropa de trabajo, guantes, casco y gafas, así 
como a la creación de un Comité de Seguridad y Salud laboral, 
formado por el propio personal del Sector, que efectuará revi­
siones mensuales y actuará en consecuencia. Misma tendencia 
en el Convenio Colectivo para la regulación de las relaciones 
laborales en el sector de la estiba portuaria en el puerto de a 
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limita a reiterar las prescripciones anterio­
res referidas a la aplicación del art. 28 LPRL, 
asignando la deuda de seguridad durante el 
tiempo de duración de la prestación del servi­
cio a la empresa estibadora. La mímesis es tal 
que se repite la desafortunada fórmula legal, 
ahora derogada, que señalaba que debe «ejer­
cer todas las demás responsabilidades que se 
atribuyen a las relaciones de trabajo tempora­
les, de duración determinada, en el art. 28 de 
la Ley». En iguales términos respecto al repar­
to de poderes entre ambas empresas28. 

No obstante, mayor atención se presta al 
tema de la participación y representación de 
trabajadores. Establece, siguiendo lo marcado 
por el Acuerdo Marco del Sector, que se crea­
rá un comité de seguridad y salud que estará 
formado, por una parte, por los delegados de 
prevención de las empresas estibadoras y de 
la sociedad y, de otras, por las empresas esti­
badoras o sus representantes y Sestise Sageb. 
Se matiza en parte la elección de los delega­
dos que queda en manos de las Delegaciones 
Sindicales con representatividad en el Comité 
de empresa, correspondiéndole uno a CCOO y 
otro a Coordinadora para el año 2015. Fórmu­
la que cabe encontrar en distintos Convenios. 

En todo caso, el número de miembros no 
será superior a cinco por cada parte, a los ha­
bituales asistentes, se añade la posible pre­
sencia en las reuniones, con voz pero sin voto, 
de los asesores que las partes estimen conve­
niente, con un máximo de dos por cada una 

Coruña afectadas por el ámbito personal del presente Convenio 
(2014-2017) (BoP a Coruña 24 diciembre 2014). Con bastante 
detalle se regula en algunos convenios la entrega de material 
de protección y de seguridad, normalmente a cargo de la esti­
badora y aquello cuya entrega corresponde a la SaGEP –art. 36 
Convenio Colectivo del Sector Portuario del Puerto de Santan­
der (2012-2018) (BoC 26 de diciembre de 2012)–. 

28 a esta delimitación de obligaciones y responsabilidades 
se limita también la regulación contenida en el art. 8.9 del Con­
venio Colectivo del Puerto de avilés (2013-2018) (resolución 
de 4 de julio de 2013, de la Consejería de Economía y Empleo, 
por la que se ordena la inscripción del Convenio Colectivo local 
del sector de la estiba y desestiba del puerto de avilés en el 
registro de convenios y acuerdos colectivos de trabajo depen­
diente de la Dirección General de Trabajo, BoPa 14 de agosto). 



María TErESa iGarTUa MirÓ 

315 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

  
 
 
 
 
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

de ellas. Asimismo, podrán participar en las 
reuniones, con voz pero sin voto, los delega­
dos sindicales y los responsables técnicos de 
la prevención de las empresas estibadoras y 
Sestise Sageb, que no estén incluidos en la com­
posición del comité. También aquella misma 
cláusula la encontramos en el Convenio para 
el puerto de Barcelona29. Sus competencias y 
facultades serán las que les atribuye el art. 39 
de la LPRL, que podrán ser desarrolladas por 
el grupo de trabajo designado por la comisión 
paritaria y aprobadas por esta última. 

Podemos señalar cómo algún Convenio 
concreto, reforzando el papel del comité, frente 
al papel meramente de consulta asignado por 
el legislador, se atribuye carácter vinculante a 
sus acuerdos, siempre que sean adoptados por 
unanimidad (así en el Convenio Colectivo del 
puerto de Santander)30. 

Por último, el convenio que nos ocupa de­
dica cierta atención a las pruebas médicas a 
realizar para constatar el estado de salud de 
los aspirantes y su adecuación al puesto que 
se desea cubrir (art. 31 pruebas de selección). 

En el otro extremo, podemos destacar que 
ciertos Convenios pueden ser considerados 
más o menos modélicos en esta materia, aun­
que con espacio aún para la innovación y la 
adaptación al sector, que se echan en falta. Así 
lugar destacado lo ocupa el extenso capítulo 
(el IX, arts. 67-88) dedicado a la Prevención 
en el Convenio Colectivo del Puerto de Algeci­
ras31, que, pese a todo, desaprovecha la ocasión 
para resolver algunas cuestiones problemáti­
cas. Es quizás el texto donde, aunque sin re­
ferencias expresas al art. 24 LPRL, que luego 

29 Convenio Colectivo del sector portuario de la provincia 
de Barcelona (2013-2018) (vid. resolución de 19 de junio de 
2013 por la que se ordena su inscripción y publicación, BoPB 
11 de julio de 2012). 

30 Convenio Colectivo del Sector Portuario del Puerto de 
Santander (2012-2018) (BoC 26 de diciembre de 2012). 

31 resolución de 10 de febrero de 2009, de la Delegación 
Provincial de Cádiz, por la que se acuerda la inscripción, depó­
sito y publicación del Convenio Colectivo del Sector de Estiba y 
Desestiba del Puerto de algeciras (BoPCa 10 de febrero). 
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desarrollaremos, establece algunas medidas 
encaminadas a garantizar su cumplimiento. 
Como mandata el convenio de sector, y hemos 
visto en otros convenios, con carácter general 
la coordinación corresponde al Comité de se­
guridad y salud del sector de la Estiba en el 
que se integrarán los delegados de prevención 
y representantes de ambas empresas32. Sus 
competencias serán las señaladas en el art. 39 
LPRL, aunque no habría estado de más darle 
algunas competencias adicionales, en especial 
en aras a la efectividad de la coordinación pre­
ventiva. A modo de ejemplo, en el art. 37 del 
Convenio para la provincia de Barcelona se 
atribuye directamente de la facultad de orde­
nar la paralización inmediata de trabajos en 
supuestos de riesgo grave e inminente a los 
delegados de prevención, a diferencia de la 
atribución meramente subsidiaria (cuando no 
pueda reunirse el comité por la urgencia re­
querida) que realiza el art. 21. 3 LPRL. 

En el aspecto de las prerrogativas, se aña­
de un crédito adicional (dos días al mes) para 
los delegados de prevención de MARAPIE y se 
atribuye con carácter general la condición de 
tiempo de trabajo efectivo a todas las actua­
ciones a instancias de la empresa. 

En este convenio se plasma de forma bas­
tante coherente la importancia de la cualifi­
cación y la formación, aspecto al que dedica 
un extenso capítulo X, y su relación con la se­
guridad y salud, aspecto al que dedicaremos 
mayor atención infra. Con carácter general 
las obligaciones de formación se atribuyen a 
la SAGEP (MARAPE). La relevancia de los as­
pectos preventivos se refleja en la integración 
de módulos dedicados a la prevención en los 
diferentes cursos de formación o cualificación 
profesional. 

Un aspecto a destacar, aunque no se acla­
ren plenamente las responsabilidades y obli­
gaciones que corresponden a cada una de las 
empresas, es la referencia a la maquinaria, 

32 En la misma línea el CC del sector portuario de la pro­
vincia de Barcelona. 
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normalmente propiedad de la empresa, que 
viene obligada a informar a MARAPIE sobre 
la misma, en los términos del art. 41 LPRL; 
para que ésta se encargue de la formación. Sin 
necesidad de reflejarlo aquí de forma detalla­
da, MARAPIE se compromete a facilitar de­
terminados equipos de protección, correspon­
diendo cumplir las obligaciones en relación a 
los equipos de trabajo y otros equipos de pro­
tección a las empresas estibadoras. Asimismo, 
dando cierta cabida a un mayor peso de la 
coordinación preventiva se regulan las obliga­
ciones de información en materia preventiva 
entre la empresa estibadora y MARAPIE, de 
cuya gestión se encargará el servicio de pre­
vención de ésta. 

El Servicio Médico portuario regulado en 
el art. 80 cumple más bien funciones asisten­
ciales, en especial en situaciones de emergen­
cia o accidentes, más no en relación con la 
vigilancia de la salud prevista en el art.  22 
LPRL, en la medida en que ésta se atribuye 
a las empresas estibadoras, situación llamada 
a cambiar tras la entrada en vigor del RDL 
8/2017. La vigilancia no vinculada a las con­
diciones de trabajo, de carácter voluntario, 
corresponde también a dicho servicio. Como 
regla de principio, parecen respetarse los re­
quisitos en cuanto a la voluntariedad de los 
reconocimientos, en tanto se limita la obliga­
toriedad a los pertinentes certificados de apti­
tud y a la contratación, aunque igual habría 
que restringir la obligatoriedad a determina­
dos puestos de trabajo, marcados por su es­
pecial peligrosidad, por el manejo de equipos 
peligrosos o por las especiales exigencias de 
aptitud, precisión, agudeza visual y otros aná­
logos. Se especifican una serie de actividades 
consideradas peligrosas como las que conlle­
van el uso de medios mecánicos (grúas, cabe­
zas tractoras o forklift). 

Un aspecto novedoso que puede destacar­
se es el relacionado con la asistencia social y 
ayuda psicológica, así como al control del alco­
holismo y la drogadicción (arts. 81 y 82), desa­
rrollados en el protocolo incluido como Anexo 
VII. Aspecto objeto también de un tratamien­
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to enormemente detallado en el Anexo IX del 
Convenio Colectivo para la provincia de Bar­
celona, partiendo de su imposición obligatoria 
al amparo del art. 22 LPRL, con justificación 
en la peligrosidad de la actividad y en ser la 
causa de numerosos accidentes. No obstante, 
esta generalización y obligatoriedad de los 
controles podría plantear algunas dudas de 
constitucionalidad. 

Aunque la remisión al art. 29 LPRL en re­
lación con las obligaciones de los trabajadores 
en materia preventiva resulta innecesaria, 
no cabe descartar su conveniencia, en tanto 
suelen hallarse factores relacionados con la 
conducta de éstos en el origen de algunos acci­
dentes. Es habitual la inclusión de referencias 
específicas a las infracciones y sanciones dis­
ciplinarias del trabajador relacionadas con el 
incumplimiento de las medidas de seguridad 
o la intervención negligente en el accidente33. 

Por su parte, el Convenio de la Bahía de 
Cádiz34 dedica dos artículos a esta cuestión 
(capítulo VII), incidiendo en el reparto de obli­
gaciones entre las empresas. Por un lado es­
tablece que ESTIGADES SAGEP aplicará las 
medidas que integran el deber de prevención 
de acuerdo con los principios de la actividad 
preventiva. Hasta ahí poca novedad. No obs­
tante, hace especial mención a que tomará en 
consideración las capacidades profesionales 
de los trabajadores en materia de seguridad 

33 a título meramente ejemplificativo el Convenio Co­
lectivo del Puerto de avilés (2013-2018) (resolución de 4 de 
julio de 2013, de la Consejería de Economía y Empleo, por 
la que se ordena la inscripción del Convenio Colectivo local 
del sector de la estiba y desestiba del puerto de avilés en el 
registro de convenios y acuerdos colectivos de trabajo de­
pendiente de la Dirección General de Trabajo, BoPa 14 de 
agosto), hace alusión a la seguridad e higiene en el capítulo 
disciplinario contemplando algunas infracciones y sanciones 
para el trabajador relacionadas con el incumplimiento de las 
normas u obligaciones de seguridad (dentro del reglamento 
para los estibadores del puerto de avilés y de faltas, sanciones 
y seguridad e higiene, art. 6). También en el Convenio Colec­
tivo para la Bahía de Cádiz. 

34 Convenio Colectivo de las relaciones laborales de los 
estibadores portuarios en el puerto de la Bahía de Cádiz (2014) 
(BoP Cádiz 11 de julio de 2014-2019). 
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y salud en el momento de encomendarles las 
tareas. Y que adoptará las medidas necesarias 
a fin de garantizar que sólo los trabajadores 
que hayan recibido información suficiente y 
adecuada puedan acceder a las zonas de ries­
go grave y específico. Pero por otro obliga a las 
Empresas Estibadoras a concertar un seguro 
para garantizar los riesgos derivados del tra­
bajo y las responsabilidades civiles y jurídicas 
que implique el desarrollo del mismo (seguro 
que, como es sabido, no podría alcanzar a la 
responsabilidad del pago del recargo de pres­
taciones –art.  164 LGSS– que legalmente le 
viene atribuido). 

Un extenso apartado se dedica a los equi­
pos de trabajo y de protección (art. 40.1), co­
rrespondiendo en principio las obligaciones 
legales respecto a los mismos a las empresas 
estibadoras. No obstante, es ESTIGADES 
quien va a proporcionar los equipos de protec­
ción individual adecuados para el desempeño 
de sus funciones y velar por el uso efectivo de 
los mismos. Se indica expresamente los que 
entregará ESTIGADES (dos juegos de ropa 
de alta visibilidad, calzado y casco y todos los 
equipos de protección necesarios, así como los 
medios que establezca el Comité de Seguridad 
y Salud). Los equipos de trabajo y los restan­
tes equipos de protección individual así como 
cualquier otro, serán suministrados por la 
Empresas Contratantes. En el resto de empre­
sas estibadoras el régimen de entrega de ropa 
será decidido por los respectivos Comités. Se 
regula la situación de riesgo grave e inminen­
te sin grandes innovaciones respecto a la Ley. 

De nuevo nos encontramos con un Comité 
de Sector (art. 40.3), a través del cual se vehi­
cula la necesaria coordinación, en el que apa­
recen tres miembros Delegados de Prevención 
y tres en representación de las empresas y la 
Sociedad de Estiba y Desestiba. Se remite a la 
Ley y al Acuerdo Marco Sectorial en relación 
con sus competencias. 

Aun cuando se dedica una especial atención 
(art. 41) al tema de la vigilancia de la salud, 
cuyo cumplimiento corresponde a ESTIGADES 
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SAGEP, en línea con lo que marca ahora ex­
presamente el RDL 8/2017, en puridad se li­
mita a reiterar el contenido del art. 22 LPRL. 

Para concluir, el tratamiento de los colec­
tivos de riesgo no es materia habitual en los 
convenios. No obstante, podemos traer a cola­
ción el Convenio para la provincia de Barce­
lona, donde resulta destacable que concreta 
la regulación referente a la protección de la 
trabajadora embarazada (art. 74), a pesar del 
escaso número de mujeres trabajadoras en el 
sector. Lo más novedoso, tras encomendar a 
la Comisión Médica la elaboración de la lista 
detallada de las operativas, puestos de traba­
jo y labores de riesgo para las trabajadoras 
embarazas o de parto reciente, es la previsión 
de la exención de realizar tales tareas, sin ne­
cesidad de certificado médico. De este modo, 
cuando dichas labores les correspondan por 
el sistema rotativo de contratación diaria de 
operativas, se produzca un salto en el turno 
pasando la trabajadora en situación de emba­
razo o parto reciente al último turno de rota­
ción, observándose de esta manera el mismo 
sistema que en el caso de trabajadores que 
por prescripción facultativa estén exentos de 
determinadas labores. Todo ello sin perjuicio 
de la aplicación del art. 26 LPRL. 

2.4.	 Buenas prácticas, guías de actuación 
y otros instrumentos no legislativos 

Siguiendo una tendencia que está co­
brando una creciente relevancia en el ám­
bito de la prevención de riesgos, en este 
sector también se están buscando avances 
y mejoras permanentes de la mano de ins­
trumentos no legislativos, en especial guías 
de actuación y buenas prácticas35. Como es 

35 así, a modo de ejemplo, podemos traer a colación que 
la agencia Europea de Seguridad y Salud en el Trabajo, financia 
a la fundación de estudios portuarios (FUnESPor), para la rea­
lización y puesta en marcha de un proyecto europeo que tiene 
como objetivo la difusión y adquisición de buenas prácticas en 
la operativa de carga rodada en el sector portuario de la estiba 
de los puertos de las Palmas de Gran Canaria, lisboa y Tenerife. 
En especial encaminado al estudio de los factores específicos 
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sabido, existe un alto grado de consenso a 
la hora de considerarlas como una forma de 
actuación innovadora que aporta mejoras en 
términos de efectividad o pertinencia (ade­
cuación a fines) a las soluciones existentes y 
que es susceptible de ser transferida a otros 
para cubrir la misma finalidad pretendida 
por quienes la generan36. Todo ello hace que 
puedan desplegar efectos especialmente po­
sitivos en orden a la tutela de la seguridad y 
salud en el trabajo y que, sin lugar a dudas, 
sean muy adecuadas a la complejidad y di­
ficultad en la aplicación de la normativa de 
prevención de riesgos, necesitada de ajustes 
y adaptaciones. 

No puede ignorarse la existencia de guías 
de seguridad elaboradas en algunos puertos y 
del papel que juega en ocasiones el pliego de 
prescripciones particulares del servicio al que 
debe adecuarse la empresa estibadora, contie­
ne importantes prescripciones en materia de 
seguridad y salud laborales. 

3.	 CUALIFICACIÓN PROFESIONAL, 
FORMACIÓN CONTINUA 
Y FORMACIÓN EN PRL 

Como hemos visto con anterioridad y se 
desprende también de algunos convenios, la 
elevada cualificación profesional que debe 
tener la persona que se dedica a la actividad 
de manipulación de mercancías, es uno de los 
rasgos que ha venido caracterizando la re­
gulación de la relación en nuestro país, pero 

de riesgo, la realización de una evaluación de riesgos específi­
ca y la impartición de cursos de formación (más información 
en http://proyectoeuropeo.funespor.org/11_ig_proy.ap). vid. la 
Guía de Buenas Prácticas para los estibadores y trabajadores de 
los puertos de las Palmas, 2014. También Generoso Malo, Guía 
de Buenas Prácticas en materia de CaE en el Puerto de Valen­
cia. Coordinación de actividades Empresariales en materia de 
Prevención de riesgos laborales, Preving, Badajoz, 2011. 

36 Cultura preventiva y buenas prácticas, Foment de Tre­
ball nacional, 2014, p. 12; olivarri, r. (Coord.), Un análisis de 
evidencias y experiencias de gestión de la prevención para 
la identificación de buenas prácticas: informe bibliográfico, 
inSHT-Universidad de Cantabria, 2010, p. 6. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

también en otros países europeos37. Esta es­
pecialización y especial cualificación debería 
también redundar en una mayor garantía de 
la seguridad y salud en el trabajo. 

En este sentido, en lo relativo a la cuali­
ficación profesional, mientras que el RDL 
4/2017 hacía alusión al tema de las titulacio­
nes exigibles38 en el art. 3 RDL 8/2017, segura­
mente ante la inexistencia de un título especí­
fico que se correspondiera fielmente con el tipo 
de actividad a realizar, esta exigencia se ha 
sustituido por un certificado de profesionali­
dad establecido en el Anexo VIII (Operaciones 
portuarias de carga, estiba, descarga, deses­
tiba y trasbordo) del Real Decreto 988/2013, 
por el que se establecen nueve certificados de 
profesionalidad de la familia profesional ma­
rítimo-pesquera. A ello se acompaña de un 
período obligatorio de prácticas no laborales, 
manteniéndose una serie de excepciones en 
atención a la experiencia previa, básicamente. 

En el terreno de la formación continua, 
como hemos señalado, algunos convenios re­
gulan de manera detallada esta materia sin 
descuidar los aspectos propios de la seguridad 
y salud en el trabajo. Así el Convenio colecti­
vo para el puerto de Algeciras, al que ya nos 
hemos referido con anterioridad, contempla el 
contenido de los distintos cursos que integran 
los planes formativos y en la gran mayoría 
existe un módulo (de mayor o menor duración) 
dedicado a la prevención de riesgos laborales. 
La exigencia de formación y especialización en 

37 Sobre las diferencias entre «qualifications» y «trainning» 
y sus implicaciones en el sector que nos ocupa puede verse 
Van Hooydonk, E.: «Port labour in the European Union», op. cit., 
pp. 21 ss. 

38 Desarrollado por la orden FoM/2297/2012, de 23 de 
octubre, por la que se determinan las titulaciones de formación 
profesional exigibles para la prestación del servicio portuario 
de manipulación de mercancías (BoE 27 de octubre). a título 
meramente ejemplificativo el rD 1072/2012, de 13 de julio, por 
el que se establece el título de Técnico en Mantenimiento y 
Control e la Maquinaria de Buques y Embarcaciones y se fijan 
sus enseñanzas mínimas (BoE 15 de agosto), primero de los re­
ferenciados en la orden citada, contiene una formación espe­
cífica en materia preventiva, que capacita al titulado a ejercer 
funciones de nivel básico. 

http://proyectoeuropeo.funespor.org/11_ig_proy.ap
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parte es debida a la peligrosidad de la activi­
dad y, por ello mismo, a la necesidad de incre­
mentar la garantía del derecho a la seguridad 
y salud de los estibadores. 

Por otra parte, en principio, en las normas 
hasta ahora aplicables, articuladas sobre la re­
lación laboral especial, llamada a desaparecer 
tras el RDL 8/2017, se ha considerado que los 
estibadores unidos a la SAGEP tienen obliga­
ción de atender al llamamiento de las empre­
sas estibadoras, deber que viene condicionado 
a su «adecuación», que la doctrina reconduce 
no solamente a la categoría profesional sino 
también a la garantía de la protección de la 
seguridad y salud39. Esto es, se considera justo 
motivo para rechazar un llamamiento la pues­
ta en peligro del trabajador o su consideración 
de que las condiciones de seguridad y salud 
en que ha de realizarse la concreta prestación 
no son adecuadas. Pero para ello el trabajador 
debe estar formado e informado en materia 
preventiva. 

Esta idea se confirma con las previsiones 
que encontramos en algunos convenios colec­
tivos, que expresamente hacen referencia al 
compromiso de los trabajadores de realizar las 
tareas que les sean asignadas en cualquiera 
de las empresas estibadoras, cumpliendo las 
órdenes impartidas por éstas, siempre que 
dichas órdenes respeten lo establecido en el 
convenio y demás normativas vigentes, espe­
cialmente las referentes a la prevención de 
riesgos laborales40. Como hemos visto, tam­
bién algún convenio destaca la importancia en 
este ámbito de principios de la acción preven­
tiva como el referente a tener en cuenta las 
capacidades profesionales de los trabajadores 
en materia de seguridad y salud en el trabajo 
en el momento de encomendarles las tareas. 

39 Matorras Díaz-Caneja, a. y García de la roja, C.: «la 
relación laboral especial de los estibadores portuarios», en Sem­
pere navarro, a.V. y Cardenal Carro, M. (Dirs.), El contrato de 
trabajo, Vol. ii, relaciones laborales especiales y contratos con 
particularidades, aranzadi, navarra, 2011, p. 414. 

40 art. 11 Convenio Colectivo del Sector Portuario del 
Puerto de Santander (2012-2018) (BoC 26 de diciembre de 
2012). 
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Por tanto, hay una plena imbricación entre los 
tres aspectos citados. 

En la misma dirección se mueve el conve­
nio 152 OIT41 que en su artículo 38 establece 
que no deberá emplearse en trabajos portua­
rios a ningún trabajador que no haya recibido 
instrucción o formación adecuada acerca de 
los riesgos que pueden entrañar tales trabajos 
y sobre las principales precauciones que se de­
ben tomar. En su apartado 2 viene a establecer 
una restricción en el sentido que «sólo deberá 
encargarse del funcionamiento de los aparejos 
de izado y de otros aparatos de manipulación 
de carga a personas mayores de dieciocho años 
que posean las aptitudes y experiencia necesa­
rias o a personas en período de formación que 
trabajen bajo supervisión adecuada». 

Aun cuando no existan prescripciones es­
pecíficas al respecto, como es bien sabido el 
art. 19 LPRL reconoce a los trabajadores dere­
chos en materia de formación preventiva. Aho­
ra bien, cabe poner de manifiesto que, si como 
hemos visto, en algunos convenios la forma­
ción venía atribuida a la respectiva SAGEP, 
y así parecía derivarse, aunque no de forma 
diáfana, del régimen legal, la especialización 
de ésta en el sector de la estiba y su condi­
ción de empleador de los trabajadores parecía 
garantizar la adecuación, la suficiencia y la 
eficacia de la formación (teórica y práctica). 
Ahora bien, la situación puede cambiar con la 
posible irrupción de las ETT en el sector. Sin 
perjuicio de la dedicación de un porcentaje de 
la masa salarial a la formación, y la seriedad 
de algunas ETT en el cumplimiento, también 
es sabido que se detectan prácticas de buro­
cratización y cumplimiento meramente for­
mal más elevadas aún que cuando la forma­
ción se presta directamente por las empresas. 
Como señalara en su día el TS, la formación al 
trabajador ha de tener lugar de manera real 
y efectiva, sin que resulte suficiente suscribir 

41 la preocupación de la oiT por esta materia se refleja 
también en el documento Pautas sobre formación en el sector 
portuario, Ginebra, 2012, a la importancia de la formación en 
seguridad y salud se refiere en pp. 44 ss. 
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un documento que afirme que se han cumpli­
do las obligaciones si la práctica demuestra lo 
contrario42. 

La aplicación plena de la LETT, la LPRL 
y el RD 216/1999, de 5 de febrero, sobre dis­
posiciones mínimas de seguridad y salud en 
el trabajo de los trabajadores en el ámbito 
de las empresas de trabajo temporal43 supo­
ne la atribución de la obligación formativa al 
CPE o a la ETT que deben tener en cuenta 
la cualificación y experiencia profesional del 
trabajador y prestar especial atención a los 
riesgos a los que vaya a estar expuesto (arts. 
12.2 LETT y 28.5 LPRL). La insuficiencia y el 
notorio incumplimiento de la norma prevista 
en la LPRL, llevó a la regulación reglamenta­
ria a introducir algunos cambios en la mate­
ria, buscando la efectividad de la formación y 
superar las dificultades para el cumplimiento. 
De esta forma, se regula un proceso formati­
vo que viene dividido en dos fases. En primer 
lugar, se considera necesaria una formación 
en materia de prevención de riesgos labora­
les previa a la incorporación, a realizar por la 
ETT. En su art. 3 se pone de manifiesto que 
la ETT debe asegurarse de que el trabajador, 
antes de su puesta a disposición de la empresa 
usuaria, posee la formación teórica y práctica 
necesaria en materia preventiva. A tal fin, ha 
de comprobar fehacientemente que su forma­
ción es la requerida y que se encuentra actua­
lizada y adaptada a la evolución de los equipos 
y métodos de trabajo y al progreso de los cono­
cimientos técnicos. Si la comprobación arroja­
se un resultado negativo, esto es, si se cons­
tatase que el trabajador no está en posesión 
de las cualidades requeridas, ha de facilitarle 
dicha formación con carácter previo al inicio 

42 STS (civil) de 3 de junio de 2009 (nº rec. 3820/2001). o 
la STSJ Cataluña de 14 de marzo de 2008 (nº rec. 7820/2006) 
que cuestiona la práctica habitual de entregar a los trabajado­
res libros o fascículos de prevención de riesgos con los que se 
pretende dar por satisfecha la obligación formativa, cuando a 
todas luces este modo de proceder no cumple con las exigen­
cias de adecuación y suficiencia con las que la lPrl ha carac­
terizado la formación preventiva. 

43 BoE 24 de febrero. 
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de la actividad laboral, con medios propios o 
concertados. 

Junto a la anterior, se prevé una formación 
«adicional», caso de resultar necesaria, que 
sería un especial adiestramiento en materia 
preventiva en el puesto de trabajo. Esta parte 
de la formación podrá realizarse por la ETT en 
la propia empresa usuaria antes del comienzo 
de la actividad o por esta última con cargo a 
la ETT, previo acuerdo escrito entre ambas. 
Las ventajas de la intervención de la EU en 
este momento son patentes, en tanto le per­
mite cerciorarse de que el trabajador ha reci­
bido las informaciones necesarias y posee las 
cualificaciones requeridas, además de conocer 
directamente sus aptitudes, de las que ya debe 
poseer una acreditación documental aportada 
por la ETT. 

4.	 LA COORDINACIÓN DE LA ACTIVIDAD 
PREVENTIVA 

Dada la complejidad organizativa de los 
recintos portuarios y la evidencia de la coe­
xistencia de distintas empresas y sus trabaja­
dores en las terminales portuarias, inherente 
a la prestación de servicios de manipulación 
de mercancías, la coordinación deviene esen­
cial para el éxito de las operaciones y, por 
ello mismo, también tiene que cobrar una im­
portancia de primer orden en relación con la 
actividad preventiva. Por enunciar de forma 
extremadamente simplificada la cuestión, en 
la actividad se ven implicados una pluralidad 
de sujetos comenzando con la propia autori­
dad portuaria, la Sociedad Estatal (a partir de 
ahora CPE o ETT), las empresas estibadoras, 
los terceros que contratan los servicios de la 
empresa estibadora (tales como consignata­
rios de buques, navieros o propietarios del 
buque), sin descartar la posible presencia de 
otras empresas que realicen actividades dife­
rentes (limpieza, seguridad, mantenimiento, 
entre las más frecuentes). 

En este sentido, ya el propio art. 5 del Con­
venio 152 OIT establece que «la legislación na­
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cional deberá hacer recaer sobre las personas 
apropiadas, sean empleadores, propietarios, 
capitanes u otras personas, según los casos, la 
responsabilidad de asegurar que se cumplan 
las medidas a que se refiere el párrafo 1 del 
artículo 4 del presente convenio». A ello viene 
a añadir que «siempre que varios empleado­
res realicen simultáneamente actividades en 
el mismo lugar de trabajo, deberán colaborar 
en la aplicación de las medidas prescritas, 
sin perjuicio de la responsabilidad de cada 
empleador respecto de la seguridad e higiene 
de los trabajadores que emplea. En los casos 
apropiados, la autoridad competente deberá 
prescribir los procedimientos generales a que 
se ajustará esta colaboración». Obligación que 
se refrenda en el art. 41 que señala que todo 
Estado miembro que ratifique el convenio de­
berá «especificar las obligaciones, en materia 
de higiene y seguridad en el trabajo, de las 
personas y organismos relacionados con los 
trabajos portuarios». 

En contraste con esta exigencia, nuestra 
legislación no contiene un reparto claro ni una 
atribución de responsabilidades específicas a 
los distintos sujetos presentes en los puertos e 
implicados en las tareas de estiba y desestiba, 
aunque, como sabemos, se da una respuesta 
parcial a la relación entre la cedente y la esti­
badora. Carencia que habremos de suplir, aun 
cuando con notables dificultades, mediante 
la aplicación de la normativa prevista para 
la coordinación de actividades preventivas 
(art. 24.1 y 2 LPRL) que en todo caso, deben 
entrar en juego en estas circunstancias. 

En brevísima síntesis, como es sobrada­
mente conocido, las empresas en los supuestos 
de coincidencia de trabajadores en un mismo 
centro de trabajo vienen obligadas a cooperar 
en materia de prevención de riesgos, coopera­
ción que suele sustanciarse en mecanismos 
de coordinación e información recíproca (arts. 
24.1 LPRL y 4 RCA). No obstante, el papel sus­
tancial en la materia lo ostenta el empresario 
titular del centro de trabajo (el que ostenta los 
poderes de administración y disposición) que 
es a quien corresponden las obligaciones de 
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información general en relación con los ries­
gos y las medidas de emergencia atinentes al 
centro de trabajo (art.  7 RCA), el dictar ins­
trucciones, obligación que el RCA condiciona a 
que sus trabajadores desarrollen actividades 
en el centro de trabajo (art. 8 RCA) así como 
hacerse cargo de la implantación de mecanis­
mos de coordinación y, en especial, de designar 
al coordinador de seguridad, caso de darse los 
requerimientos legales para considerarlo un 
medio de coordinación preferente, sin darse 
las razones excluyentes previstas también 
normativamente. 

Si la anterior aplicación no ofrece dudas, 
más conflictiva ha resultado la extensión jun­
to a las anteriores de las obligaciones previs­
tas para las contratas de la propia actividad 
(ex art. 42 ET y 24.3 LPRL). Algunos autores 
la niegan tanto para la relación entre la auto­
ridad portuaria y la empresa estibadora, bási­
camente porque no entra dentro de la activi­
dad propia de la primera, que legalmente no 
tiene permitido su desempeño directo, como 
para la relación entre los terceros –que se ven 
obligados a no realizar tampoco la actividad 
directamente– y la estibadora44, aunque qui­
zás se podrían hacer algunas matizaciones a 
esta idea. 

4.1.	 Identificación del empresario
 
titular del centro de trabajo
 

Como hemos señalado, resulta indubitada 
la aplicación en el centro de trabajo, entendi­
do como cualquier área, edificada o no, en la 
que los trabajadores deban permanecer, o a 
la que deban acceder por razón de su trabajo 
(art. 2 RCA) y, por tanto, referido tanto a las 
terminales portuarias donde se realizan las 
operaciones de carga o a los propios buques 
o contenedores, las normas de la coordinación 
preventiva, siempre que se den situaciones 
de coincidencia de diversos empresarios. Esto 

44 Puede verse la completa argumentación de esta con­
clusión en rodríguez-ramos Velasco, P.T.: «la relación laboral 
especial…», op. cit., en especial pp. 170 ss. 
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es, todas aquellas empresas que participen en 
estas operaciones, con independencia de los 
vínculos jurídicos existentes entre ellas, se ve­
rán obligadas a cumplir con sus obligaciones 
de coordinación e información ex art. 24.1 y 2 
LPRL. Así será fundamental entre todas las 
empresas presentes en la terminal portuaria, 
incluidas transitoriamente la SAGEB o, en su 
momento, el CPE o ETT y las estibadoras, las 
empresas consignatarias o, incluso, el capitán 
del buque, por citar solamente los más impor­
tantes. 

Ahora bien, como se sabe, en la coordina­
ción juega un papel preponderante el empre­
sario titular y, en el caso que estudiamos, no 
resulta tan evidente quien ocupa dicha posi­
ción. A nuestro juicio, en primer lugar, habría 
que entrar a valorar el papel a desempeñar 
por la autoridad portuaria, organismo público 
previsto en la Ley General Presupuestaria con 
personalidad jurídica y patrimonio propios y 
plena capacidad de obrar en su ámbito terri­
torial de competencia (art. 24.1 LPE), encar­
gada de la gestión del puerto. El ámbito de su 
competencia es el comprendido dentro de los 
límites de la zona de servicio del puerto y los 
espacios afectados al servicio de señalización 
marítima cuya gestión se les asigne. Asimis­
mo, se le puede asignar la gestión de varios 
puertos. 

En buena lógica cabría pensar que la au­
toridad portuaria debería ocupar la posición 
del empresario titular del centro de trabajo, 
entendido como la empresa que tiene capa­
cidad de poner a disposición y gestionar el 
centro de trabajo (art.  2.2 RCA). No obstan­
te, las normas que tangencialmente abordan 
esta materia parecen arrojar una conclusión 
diferente. La Ley 48/2003 en su art. 132.1 ha­
cía responsable a la autoridad portuaria del 
control del cumplimiento de las obligaciones 
de coordinación de actividades empresariales 
establecidas en el art. 24 LPRL (y, en concor­
dancia, del posterior RCA)45, si bien es verdad 

45 la bibliografía sobre esta materia es abundante, a tí­
tulo meramente ejemplificativo, Escudero Prieto, a.: «Preven­
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que no le atribuía la condición de empresario 
titular. El precepto legal, sin embargo, fue de­
rogado y ello llevaría a cuestionarse si sola­
mente ha desaparecido la obligación de la au­
toridad portuaria o si debería estimarse que 
el art.  24 LPRL no resulta de aplicación. Si 
bien la primera conclusión parece palmaria, 
esta segunda resulta del todo incompatible 
con la amplia definición del término centro 
de trabajo en la norma legal y de las situacio­
nes de coincidencia, que obligan a coordinar 
las actividades preventivas en situaciones de 
pluralidad subjetiva, en las que encaja la que 
ahora analizamos. 

La exención de responsabilidad por par­
te de la autoridad portuaria buscada por el 
legislador es patente y se completa con la 
prescripción específica referida a los pliegos 
de prescripciones particulares, en los que ha 
de incluirse prescriptivamente la siguiente 
cláusula –art.  113.8 a) LPE–: la autoridad 
portuaria no responderá en ningún caso de 
las obligaciones de cualquier naturaleza que 
correspondan al prestador del servicio frente 
a sus trabajadores, especialmente las que se 
refieran a relaciones laborales, salario, pre­
vención de riesgos o Seguridad Social. Esqui­
vando, de esta forma, la posible aplicación de 
responsabilidades solidarias que pudieran de­

ción de riesgos laborales y descentralización productiva», reus, 
Madrid, 2009; Galván de Granda, J.l.: «Consideraciones críticas 
del reglamento sobre concurrencia de actividades empresaria­
les», revista alcor de MGo nº 3, 2005; Miñarro yanini, M.: «la 
prevención de riesgos laborales en los supuestos de coordina­
ción de actividades empresariales: el desarrollo del art. 24 de 
la ley 31/1995, de prevención de riesgos laborales», aranzadi 
Social nº 9, 2004, pp. 873 ss; Montoya Medina, D.: «Coordina­
ción de actividades preventivas tras la entrada en vigor del 
rD 171/2004, de 30 de enero», aranzadi Social nº 14, 2004, 
pp. 1153 ss; navarro nieto, F.: «Coordinación de actividades 
empresariales y prevención de riesgos laborales», Bomarzo, al­
bacete, 2005; Pérez Capitán, l.: «El nuevo marco regulador de 
la coordinación preventiva. Un análisis del rD 171/2004, de 30 
de enero», revista de Derecho Social nº 26, 2004, pp. 47 ss; 
Pérez de los Cobos orihuel, F.: «la prevención de riesgos labo­
rales en las estructuras empresariales complejas», revista del 
Ministerio de Trabajo y asuntos Sociales nº 48, 2004, pp. 67 ss; 
Sánchez-Urán azaña, y. y Gil Plana, J.: «interacción empresarial 
y deber plural de seguridad y salud en el trabajo», Seguridad y 
medio ambiente nº 119, 2009, pp. 26 ss. 



María TErESa iGarTUa MirÓ 

323 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 
 

 

 

 
  

 
 

  

 

 

   

 

 

 

 

rivar de las normas legales vigentes, en espe­
cial de los arts. 42 ET y 24.3 LPRL46. 

Descartada la titularidad por parte de la 
autoridad portuaria, todo parece apuntar a 
que será la empresa concesionaria o autori­
zada (que se encarga de gestionar la termi­
nal portuaria47) quien ocupe esta posición. 
Posición que, en algunos casos se puede ver 
reforzada con la consideración de empresario 
principal, como veremos. Titular lo será en 
relación a cualesquiera empresas presentes, 
aunque no las haya contratado directamente 
o también con las contratas que no correspon­
dan a la propia actividad. 

Esta conclusión se confirma en las normas 
aplicables en algunos puertos48 que señalan 
que en la persona física o jurídica, titular de 
una licencia, concesión o autorización admi­
nistrativa concurre siempre la condición de 
empresario titular, pudiendo concurrir tam­
bién la de empresario principal, debiendo 
cumplir obligatoriamente con las medidas de 
coordinación previstas legalmente en cada 
caso, encontrándose a disposición de la auto­
ridad portuaria cuál o cuáles de los distintos 
medios de coordinación previstos legalmente 
se ha adoptado en su centro de trabajo. 

Hemos de tener presente que aunque esta 
materia no está regulada de forma específica, 
sí encontramos una referencia implícita al 
art. 24 LPRL en la LPE, si bien relativa es­
pecíficamente a los planes de emergencia y 
seguridad (art.  65 RDL 2/2011). Al decir del 
precepto legal, la autoridad portuaria contro­
lará en el ámbito portuario el cumplimiento 
de la normativa que afecte a la admisión, ma­
nipulación y almacenamiento de mercancías 

46 Esta exclusión de responsabilidad resulta cuando me­
nos dudosa para un sector de la doctrina, Ballester Pastor, i., 
la relación laboral especial de los estibadores portuarios, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2014, pp. 99 ss. 

47 Se entiende por tal una unidad operativa habilitada 
como tal para facilitar el intercambio modal y de servicios por­
tuarios, que presta distintos servicios a buques y mercancías. 

48 así en el art. 4.3.2 de las normas Básicas de Seguridad 
de Seguridad Portuaria del Puerto de Gijón. 
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peligrosas, y de la normativa que afecte a los 
sistemas de seguridad, incluidos los que se re­
fieran a la protección ante actos antisociales y 
terroristas, sin perjuicio de las competencias 
que correspondan a otros órganos de las Ad­
ministraciones públicas, y de las responsabi­
lidades que en esa materia correspondan a 
los usuarios y concesionarios del puerto. A los 
efectos previstos en este apartado, correspon­
derá a los titulares de concesiones y autori­
zaciones el cumplimiento de las obligaciones 
de coordinación de actividades en calidad de 
titulares de centro de trabajo. En los espacios 
no otorgados en régimen de concesión o auto­
rización, el consignatario que actúe en repre­
sentación del armador responderá del cum­
plimiento de las obligaciones de coordinación 
durante las maniobras de atraque, desatraque 
y fondeo del buque, y en general durante la 
estancia del mismo en el puerto salvo para 
las operaciones de carga, estiba, desestiba, 
descarga o transbordo de mercancías o de 
embarque o desembarque de pasajeros. Si se 
realizan estas operaciones o las de entrega, re­
cepción, almacenamiento, depósito, transporte 
horizontal de mercancías en espacios no otor­
gados en concesión o autorización, responderá 
del cumplimiento de las obligaciones de coor­
dinación la empresa prestadora del servicio 
correspondiente. 

Aun cuando no se menciona el art. 24 LPRL, 
se utilizan los términos propios de éste: coor­
dinación de actividades y empresario titular. 
Aun cuando la mención lo es a efectos de mer­
cancías peligrosas y planes de emergencia, 
atribuye la posición de empresario titular a 
nuestros efectos, según el supuesto, al titular 
de la concesión o autorización o al prestador 
del servicio. 

Mencionar también que se dará una pe­
culiar situación entre la empresa estibadora 
(responsable de la seguridad durante la pres­
tación del servicio por parte del trabajador 
cedido) y el titular del buque. Supuesto que 
también encaja en el dictado legal y exige la 
coordinación preventiva. Ahora bien, aquí 
surgen importantes problemas en orden a la 
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capacidad del control del riesgo por parte de 
la estibadora, al menos en lo que se refiere al 
interior del buque y no a los muelles de carga, 
pasarelas y otros espacios similares, cuyo po­
der de disposición sí ostenta. Sin lugar a du­
das, en tan sensibles y riesgosas operaciones 
han de cumplirse también las obligaciones de 
coordinación preventiva, siendo el buque el 
empresario titular e, incluso, principal. 

4.2. El empresario principal 

Como hemos apuntado, pese a la división 
doctrinal en la materia, no es infrecuente en­
contrar la atribución de las obligaciones pro­
pias del empresario principal –llegado el caso, 
la imposición de responsabilidades solidarias– 
en algunos de los supuestos que hemos comen­
tado. Obviando los condicionantes legales que 
impiden el ejercicio directo de las prestaciones 
e imponen el recurso a terceros, se empieza 
a abrir una corriente doctrinal que admite 
la necesidad de considerar que se aplicarían 
las normas de la subcontratación49. A nuestro 
juicio, no sería descabellado pensar que las 
empresas concesionarias o autorizadas para 
el servicio podrían ocupar la posición de em­
presario principal en relación con la propia ac­
tividad, y de forma específica, en relación con 
la estiba y desestiba con la SAGEB o con los 
futuros centros portuarios de empleo50. 

Como hemos visto, a esta idea también 
apuntan algunas normas o protocolos de se­
guridad adoptados por las propias empresas 
para el sector. En este sentido, junto a las obli­
gaciones comentadas en orden a la informa­
ción y la coordinación, surgirían unos deberes 
adicionales (de vigilancia del cumplimiento de 
sus obligaciones preventivas de evaluación, 
plan de prevención, formación e información 
por parte de las contratistas). Sería el caso, sin 
ir más lejos, de la naviera titular del buque o 

49 En esta línea, Ballester Pastor, i.: «la relación laboral 
especial…», op. cit., p. 140. 

50 así se identifica en Generoso Malo, Guía de Buenas 
Prácticas…, op. cit., pp. 17 ss. 
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de la empresa consignataria, que contrata a 
la empresa estibadora para realizar unas ac­
tividades de manipulación de mercancías que 
forman parte de las propias actividades co­
merciales y/o de transporte. Asimismo, viene 
obligado a garantizar la seguridad en lo rela­
tivo a las condiciones del propio buque y en los 
accesos al mismo. El incumplimiento de estas 
obligaciones podría dar lugar, lógicamente, a 
responsabilidades solidarias en diversos ór­
denes en los términos regulados en la LPRL, 
la LISOS o la LGSS. Téngase en cuenta que 
si el accidente se produjera en el interior del 
buque, con equipos de trabajo perteneciente a 
éste o por las deficiencias en las instalaciones, 
aunque el responsable de la seguridad del es­
tibador sea la empresa estibadora, habrá una 
responsabilidad que depurar en relación tam­
bién a aquél. 

4.3. Los mecanismos de coordinación 

Como se sabe, la normativa sobre coordi­
nación preventiva es de una intensidad me­
dia-baja, pues lejos de imponer directamente 
la adopción de medidas conjuntas y sistemas 
de seguridad compartidos, se conforma con 
mecanismos de coordinación que, en ocasio­
nes, serán notoriamente insuficientes a fin de 
paliar el incremento de riesgo provocado por 
la pluralidad empresarial que sirve de punto 
de partida. Esta maniobra legislativa parece 
responder a la necesidad de flexibilidad, a la 
presumible transitoriedad de la situación y a 
la ineludible conexión legal de las obligaciones 
preventivas con el vínculo laboral, pero quizás 
subestima la potencialidad de los riesgos in­
herentes a procesos productivos solapados o a 
actividades que tienen efectos multiplicadores 
sobre los riesgos, en particular en supuestos 
como el que nos ocupa. Es más, algunos meca­
nismos son tan livianos que en la práctica la 
coordinación no pasará del mero intercambio 
de información o, a lo sumo, de instrucciones. 

El art.  11 RCA prevé un catálogo no ex­
haustivo de medios de coordinación a utili­
zar en las distintas empresas implicadas en 
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los supuestos de concurrencia analizados. Se 
trata de una lista abierta que permite, lógi­
camente, ser ampliada con otros mecanismos 
que las empresas estimen pertinentes, con los 
previstos en la negociación colectiva (DA 2ª 
RCA) o los regulados en normas para sectores 
específicos o actividades caracterizadas por la 
concurrencia empresarial. Entre los mencio­
nados en el precepto legal encontramos: a) El 
intercambio de información y de comunicación 
entre las empresas concurrentes; b) La cele­
bración de reuniones periódicas entre las em­
presas concurrentes; c) Las reuniones conjun­
tas de los comités de seguridad y salud de las 
empresas concurrentes o, en su defecto, de los 
empresarios que carezcan de dichos comités 
con los delegados de prevención; d) La impar­
tición de instrucciones; e) El establecimiento 
conjunto de medidas específicas de prevención 
de los riesgos existentes en el centro de traba­
jo que puedan afectar a los trabajadores de las 
empresas concurrentes o de procedimientos o 
protocolos de actuación; f) La presencia en el 
centro de trabajo de los recursos preventivos 
de las empresas concurrentes; g) La designa­
ción de una o más personas encargadas de la 
coordinación de las actividades preventivas. 

La elección corresponde al empresario, 
que debe optar por los más eficaces y ade­
cuados, atendiendo, como es habitual en la 
normativa preventiva, a parámetros como 
el grado de peligrosidad de las actividades 
que se desarrollen en el centro de trabajo, el 
número de trabajadores de las empresas pre­
sentes en el centro de trabajo y la duración 
de la concurrencia de las actividades desa­
rrolladas por tales empresas (art. 5.2 RCA). 
La iniciativa corresponde al empresario titu­
lar del centro de trabajo cuyos trabajadores 
desarrollen actividades en éste –exigencia 
de factura reglamentaria– o, en su defecto, 
al empresario principal. No parece plausible 
interpretar que ante el supuesto (bastante 
improbable) de inexistencia de cualquiera de 
ellos, queden los empresarios exonerados de 
la obligación de adoptar medios de coordina­
ción, aunque su articulación en tales casos 
está plagada de dificultades. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

Como hemos visto, la negociación colectiva 
estatal de sector y los correspondientes con­
venios de los puertos estudiados suelen optar 
por un mecanismo de coordinación que pue­
de considerarse más permanente y algo más 
perfeccionado: la constitución de un comité de 
seguridad y salud «compartido» o «inter-em­
presas», con presencia de las dos empresas 
(estibadora y SAGEB). Por otra parte, un me­
canismo que puede servir en la práctica para 
la coordinación y que encaja perfectamente 
con el supuesto de coincidencia de activida­
des en un espacio geográfico bien delimita­
do, sería el recurso a Servicios de Prevención 
Mancomunado, en lugar de que cada empre­
sa organice la actividad preventiva en un 
modo diverso. Así, por ejemplo, encontramos a 
PREVENTE, que es el Servicio Mancomunado 
de Prevención de Riesgos Laborales del Sec­
tor de la Estiba Portuario de Puerto de Santa 
Cruz de Tenerife y en el que participan tanto 
las empresas estibadoras como las SAGEPE51. 
O también PREVESTIBA que funciona en el 
puerto de Barcelona desde el año 2005 y cuya 
labor en la concienciación y en la formación de 
trabajadores resulta destacable52, entre otros. 

Por último, como es sabido, se prevé la 
designación de encargados de la coordina­
ción preventiva. El precepto legal, en aras a 
la flexibilidad, no impone preceptivamente el 
recurso a esta figura y se limita a instituirla 
como «medio de coordinación preferente» si 
concurren dos o más de las condiciones pre­
vistas en el art. 13 RCA, suscitando bastantes 
dudas la obligatoriedad real de la medida. En 
principio, las condiciones serían las siguien­
tes: a) Cuando en el centro de trabajo se rea­
licen, por una de las empresas concurrentes, 
actividades o procesos reglamentariamente 
considerados como peligrosos o con riesgos 
especiales, que puedan afectar a la seguridad 

51 Puede verse vv.aa.: «Servicio de Prevención Manco­
munado del sector de la estiba de puertos. la realidad de un 
esfuerzo compartido», en http://www.seguridad-laboral.es/ 
prl-por-sectores/transporte/spm-del-sector-de-la-estiba-de­
puertos-la-realidad-de-un-esfuerzo-compartido. 

52 http://www.coordinadora.org/noticias/nacional/11948. 

http://www.coordinadora.org/noticias/nacional/11948
http:http://www.seguridad-laboral.es
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y salud de los trabajadores de las demás em­
presas presentes (Anexo I RSP); b) Cuando 
exista una especial dificultad para controlar 
las interacciones de las diferentes actividades 
desarrolladas en el centro de trabajo que pue­
dan generar riesgos calificados como graves 
o muy graves; c) Cuando exista una especial 
dificultad para evitar que se desarrollen en el 
centro de trabajo, sucesiva o simultáneamen­
te, actividades incompatibles entre sí desde la 
perspectiva de la seguridad y la salud de los 
trabajadores; d) Cuando exista una especial 
complejidad para la coordinación de las activi­
dades preventivas como consecuencia del nú­
mero de empresas y trabajadores concurren­
tes, del tipo de actividades desarrolladas y de 
las características del centro de trabajo. No 
obstante, se puede sustituir la designación por 
otro medio de coordinación; regla de interpre­
tación restrictiva. En relación con el régimen 
jurídico aplicable al coordinador, de nuevo el 
legislador se aleja de las opciones cerradas o 
rígidas a la hora de definir el propio perfil del 
mismo, quedando también bastante abiertas 
sus obligaciones y el régimen de responsabi­
lidades. 

5.	 PRINCIPAL NOVEDAD DEL RDL 8/2017: 
APERTURA DEL SECTOR A LAS ETT 
Y APLICACIÓN DE LA NORMATIVA 
ESPECÍFICA 

Sin entrar en consideraciones ajenas a 
los riesgos y su prevención, es sabido que el 
RDL 8/2017, siguiendo la estela del pronun­
ciamiento del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, contempla la creación de los CPE 
cuyo objeto será precisamente el empleo regu­
lar de los trabajadores portuarios en el servi­
cio portuario de manipulación de mercancías, 
así como su formación y cesión temporal a 
empresas titulares de licencia de prestación 
del servicio portuario de manipulación de 
mercancías o de autorización de servicios co­
merciales portuarios; operarán, pues, como 
Empresas de Trabajo Temporal específicas 
para el sector, precisando la autorización de la 
Administración laboral exigida para éstas por 
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la legislación vigente. Las empresas estibado-
ras no tendrán la obligación de participar en 
los centros que se creen, ni tampoco la de con­
tratar a los trabajadores puestos a disposición 
por ellos de forma prioritaria (punto III Expo­
sición de Motivos). Estos centros vienen a sus­
tituir a las SAGEP –aunque también podrían 
extinguirse–, aunque existe un período transi­
torio de tres años. Junto a estos, se liberaliza 
el sector y se legitima la intervención de las 
ETT actuales o que se constituyan. Para los 
CPE se prevé la plena aplicación de la 2 Ley 
14/1994, así como la restante normativa apli­
cable a dichas empresas (art. 4.2 RDL 8/2017). 

No se ha planteado el legislador introducir 
ninguna restricción a la intervención de las 
ETT por razón de la especial peligrosidad de 
algunos trabajos u ocupaciones para la seguri­
dad y la salud en el trabajo. El supuesto no en­
cajaría en los que, en una aplicación bastante 
estricta de la Directiva 2008/104/CEE, subsis­
ten en el listado contenido en la DA 2ª LETT. 
No obstante, como es sabido, la norma remitía 
a los acuerdos interprofesionales o convenios 
colectivos a que se refiere el art.  83 ET o a 
la negociación colectiva sectorial de ámbito 
estatal en determinadas actividades (cons­
trucción, minería a cielo abierto o de interior, 
industrias extractivas por sondeos en super­
ficie terrestre, trabajos en plataformas mari­
nas, fabricación, manipulación y utilización de 
explosivos, incluidos los artículos pirotécnicos 
y otros objetos o instrumentos que contengan 
explosivos y los trabajos con riesgos eléctricos 
de alta tensión) la determinación, por razones 
de seguridad y salud en el trabajo, de limi­
taciones para la celebración de contratos de 
puesta a disposición. Las limitaciones deben 
referirse a ocupaciones o puestos de trabajo 
concretos y tareas determinadas; han de justi­
ficarse por razón de los riesgos para la seguri­
dad y salud asociados a los puestos o trabajos 
afectados y fundamentarse en un informe ra­
zonado. Pues bien, en estos u otros términos 
similares no sería descabellado pensar en una 
cláusula normativa que abriera este campo de 
actuación al Acuerdo Marco del Sector de la 
Estiba, dada la existencia de algunos puestos 
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de trabajo que revisten especial peligrosidad, 
o la prestación en zonas de difícil acceso o el 
manejo de mercancías especialmente peligro­
sas. 

De la mencionada remisión en bloque a la 
normativa sobre ETT, resulta una aplicación 
más clara del reparto de obligaciones prevista 
en esta normativa en materia de seguridad y 
salud, ya no referida únicamente a la empre­
sa usuaria sino también a la ETT o CPE, que 
podía suscitar algunas dudas. No obstante, 
preocupa, como hemos visto con anterioridad, 
la posible merma de la calidad y adecuación 
de la formación del trabajador en materia pre­
ventiva y, por consiguiente, una degradación 
de los niveles de seguridad alcanzados o un 
incremento de la siniestralidad, ya de por sí 
bastante alta. 

Prescindiendo de la entrada en escena 
de las ETT, la novedad es más aparente que 
real, puesto que la atribución en la normati­
va vigente de las obligaciones preventivas a 
las empresas estibadoras durante el tiempo 
que dure la prestación, lógica pero incomple­
ta, había llevado a un sector de la doctrina53 a 
considerar aplicables las obligaciones propias 
de la ETT a las SAGEPS54. Sin embargo, como 
hemos podido ver, algunos Convenios hacen 
responsables de la vigilancia de la salud a la 
empresa estibadora, correspondiendo a partir 
de ahora al CPE/ETT. No arroja dudas que 
durante el período de cesión son las estibado-
ras las que aprovechan la prestación de ser­
vicios del trabajador y ejercen las facultades 
de dirección y control, aunque la «cedente» 
conserve el carácter de empresario, por lo que 

53 no obstante, también existen autores que preferían re-
conducir las obligaciones preventivas al art. 24 lPrl, en tanto 
las sociedades estatales no eran Empresas de Trabajo Temporal, 
rodríguez-ramos Velasco, P.T.: «la relación laboral especial…», 
op. cit., p. 369; aunque a efectos de reparto concreto de obli­
gaciones, no dudaban en atribuir la vigilancia de la salud a la 
Sociedad Estatal por analogía. 

54 Matorras Díaz-Caneja, a. y García de la roja, C.: «la 
relación laboral especial…», op. cit., p. 414. En esta línea, 
Ballester Pastor, i.: «la relación laboral especial…», op. cit., 
p. 141-2. 
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como contrapartida les corresponde velar por 
la seguridad y salud de los trabajadores que 
emplean55. 

5.1.	 Obligaciones de la empresa
 
estibadora
 

En resumida síntesis, la empresa estiba-
dora (usuaria) asumirá junto a la obligación 
general de seguridad, asegurando al trabaja­
dor cedido el mismo nivel de protección que 
a los restantes trabajadores de la empresa 
(art.  5 RD 216/99), algunas obligaciones in­
formativas. En definitiva, debe comportarse 
en materia de seguridad y salud de idéntica 
manera con sus trabajadores y con los cedidos 
por CPE (o la ETT). De forma más específi­
ca, el art.  11.1.3.º LETT hace ahora expresa 
mención a que los trabajadores contratados 
para ser cedidos tendrán derecho a que se les 
apliquen las mismas disposiciones que a los 
trabajadores de la empresa usuaria en mate­
ria de protección de las mujeres embarazadas 
y en período de lactancia. Norma innecesaria, 
que reitera obligaciones plenamente incluidas 
en la amplia obligación general. La atribución 
legal de esta obligación viene de la mano de 

55 así lo entendió la STSJ asturias de 5 de julio de 2002 
(nº rec. 817/2001) que impone a la empresa estibadora el pago 
del correspondiente recargo de prestaciones por omisión de 
medidas de seguridad. En esta misma línea, vid. STSJ Cataluña 
de 23 de julio de 2007 (nº rec. 2134/2006), sobre indemnización 
de daños y perjuicios que desestima la responsabilidad de la 
sociedad estatal y condena al pago exclusivamente a la estiba-
dora; STSJ Cataluña de 12 de enero de 2009 (nº rec. 613/2008); 
por su parte, la STSJ andalucía (Sevilla) de 31 de marzo de 2016 
(nº rec. 840/2015), impone el recargo de prestaciones a la esti­
badora por vulneración de obligaciones genéricas de seguridad, 
con independencia de que no hay norma concreta en la que 
encuentre encaje la infracción. Todo ello pese a la concurrencia 
de cierta impericia, que no imprudencia, del trabajador acci­
dentado. El accidente se produce por caída descontrolada de 
controladores mientras el trabajador desarrollaba una manio­
bra de desestiba a tierra, la empleadora no tiene un proce­
dimiento de trabajo establecido aplicable a los operadores de 
carretillas en relación a la caída de objetos; la máquina venía 
dando problemas desde hace un mes; el gruista no había sido 
instruido de forma práctica; a ello se une que aunque en la for­
mación impartida se ordenaba no permanecer bajo las cargas, 
era habitual, consentido por el encargado. 
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la capacidad para el control de los riesgos y 
la mayor facilidad para el cumplimiento. Se 
establece en justa correspondencia con las 
facultades de organización y dirección. De 
esta forma, resulta exigible a esta empresa el 
cumplimiento, en toda su amplitud, del art. 14 
LPRL. A ello se añade el deber de velar por 
el cumplimiento, por parte de la ETT de sus 
obligaciones, en la medida en que no debe per­
mitir el inicio de la prestación de servicios por 
un trabajador cedido mientras no tenga cons­
tancia del mismo (art. 4.2 RD 216/1999). 

En relación con la información, debe in­
formar a la ETT antes de la celebración del 
contrato de puesta a disposición «acerca de 
las características propias de los puestos de 
trabajo a desempeñar y de las cualificaciones 
requeridas», así como de «los riesgos del pues­
to a cubrir» [arts. 28.5 LPRL y 14.e) RETT56, 
respectivamente]. Obligación que reviste una 
especial importancia en relación con los esti­
badores. En desarrollo de la misma, el art. 2 
RD 216/99 señala que sólo es posible celebrar 
un contrato de puesta a disposición para pues­
tos de trabajo en los que se haya realizado pre­
viamente la preceptiva evaluación de riesgos 
laborales; prohibición reflejada ahora igual­
mente en la LETT. Por tanto, la información 
debe incluir los resultados de la evaluación 
de riesgos (art. 5.3 RD 216/1999), concretando 
los riesgos generales o específicos del puesto 
de trabajo, medidas de prevención a adoptar, 
formación en materia de prevención de ries­
gos laborales que debe poseer el trabajador y 
medidas de vigilancia de la salud que deban 
adoptarse (art.  2.2 RD 216/1999). Debe, asi­
mismo, informar por escrito a la ETT de todo 
daño (al trabajador puesto a disposición) oca­
sionado con motivo del desarrollo de su tra­
bajo, para que aquella pueda cumplir las obli­
gaciones de notificación a la autoridad laboral 
(arts. 23.3 LPRL y 7.2 RD 216/1999). 

Además, debe informar a los estibadores 
antes del inicio de la actividad de los riesgos 

56 rD 4/1995, 13 de enero, de desarrollo de la ley 14/1994 
(BoE de 1 de febrero). 
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existentes para su seguridad y salud, tanto de 
aquellos que concurran de manera general en 
la empresa como de los específicos del puesto 
de trabajo y tareas a desarrollar, y de las co­
rrespondientes medidas y actividades de pre­
vención y protección, en especial en lo relativo 
a las posibles situaciones de emergencia (arts. 
16.1 LETT y 4.1 RD 216/1999). 

Asimismo, debe informar a los servicios de 
prevención o trabajadores designados y repre­
sentantes de los trabajadores de la incorpora­
ción de estibadores cedidos, para que puedan 
realizar sus funciones también respecto a es­
tos (arts. 28.5 LPRL y 4.3 RD 216/1999). 

Junto a las anteriores, se le imponen 
obligaciones de documentación (art.  7.1 RD 
216/99) en relación con los datos atinentes a 
los trabajadores puestos a disposición, en los 
términos del art.  23 LPRL, mención innece­
saria y reiterativa, si tenemos en cuenta el 
principio de igualdad de trato y la obligación 
de garantizar la seguridad y salud que pesa 
sobre la EU, como hemos visto. 

Por último, viene obligada a recabar la 
información necesaria de la ETT para asegu­
rarse de que el trabajador ha sido encontrado 
apto para la realización de los servicios que 
se le vayan a encomendar, que posee las cua­
lificaciones y capacidades requeridas para las 
mismas y que ha recibido las preceptivas in­
formaciones acerca de las características del 
trabajo, las cualificaciones y aptitudes reque­
ridas y la evaluación de riesgos (art. 4.1 RD 
216/1999). Esta obligación debe cumplirse con 
la máxima diligencia, si las empresas estiba-
doras quieren que el servicio se preste con las 
debidas garantías y eximirse de posibles res­
ponsabilidades. 

5.2.	 Obligaciones del Centro Portuario 
de Empleo (ETT) 

En línea de principio, las obligaciones que 
corresponden a estas empresas deben cum­
plirse en función de los resultados de la eva­
luación de riesgos de la EU que, como hemos 
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visto, le habrán sido facilitados y se ciñen a la 
formación, ya analizada, la información y la 
vigilancia de la salud. 

En relación con la información, debe in­
formar al trabajador de los riesgos del puesto 
de trabajo a cubrir, especificando toda la in­
formación recibida de la Empresa estibadora 
(arts. 28.5 LPRL y 3.2 RD 216/1999). 

La ETT, o el CPE, son, asimismo, respon­
sables de la vigilancia de la salud de los tra­
bajadores que pongan a disposición de las em­
presas estibadoras, de acuerdo con las normas 
contenidas en la LPRL y RSP. 

Según el art. 3 RD 216/1999, deben acre­
ditar documentalmente a la Estibadora el 
cumplimiento de estas tres obligaciones. Do­
cumentación que debe estar a disposición de 
los delegados de prevención o representantes 
legales del CPE o la ETT y de los servicios de 
prevención. Además se le imponen obligacio­
nes de registrar y conservar la documentación 
relativa a los trabajadores puestos a disposi­
ción en los términos y a los fines del art. 23 
LPRL (art.  7.1 RD 216/1999). Como hemos 
visto, esta obligación en algunos casos es atri­
buida en la actualidad a las empresas estiba-
doras en el Convenio Colectivo. 

5.3.	 ¿Compatibilidad en la aplicación 
de los arts. 24 y 28 LPRL? 

En general, el estudio del reparto de obliga­
ciones contenido en el art. 28 LETT hace que se 
eche en falta la obligación de coordinación en­
tre ambas empresas que, en cierta medida, se 
suple con el intercambio de información a que 
están legalmente obligadas. No obstante, en el 
supuesto concreto que nos ocupa, las caracte­
rísticas señaladas, la complejidad organizativa 
y la presencia de diversas empresas exigen la 
simultánea aplicación de ambos preceptos. Y a 
esta conclusión no obsta el que el RDL 8/2017 
se limite a remitir en bloque a la aplicación 
de las normas sobre ETT, incluidas las de pre­
vención de riesgos laborales. La concurrencia 
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del presupuesto de hecho previsto en el art. 24 
LPRL, en los términos expuestos supra, exige 
a todas las empresas el cumplimiento de las 
preceptivas obligaciones que derivan del mis­
mo, correspondiendo a quienes ocupen las po­
siciones de empresario titular o principal, los 
deberes de vigilancia también estudiados. Y 
ello, como vimos, deriva también con claridad 
del convenio 157 de la OIT que mantiene una 
posición indubitada en este terreno, conside­
rando que las empresas deben cooperar en la 
aplicación de la normativa preventiva. 

Como hemos visto en algunos de los con­
venios de puerto analizados, resulta esencial 
el reparto de las obligaciones en relación con 
los equipos de trabajo, siendo el titular de los 
mismos el que debe cumplir con las obligacio­
nes de información en relación con los mismos. 
Norma de especial relevancia será la aplica­
ción del art.  24.4 LPRL cuando los equipos 
utilizados no pertenezcan al empresario titu­
lar del centro de trabajo. 
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RESUMEN	 La prestación de servicios en la actividad portuaria de manipulación de mercancías, ca­
racterizada por el peculiar lugar de realización (el puerto), la presencia de un buque y 
la ejecución de una operación de carga, descarga o trasbordo, puede ser tildada como 
actividad de especial riesgo. Esta afirmación se sustenta en la concurrencia de una peli­
grosidad intrínseca de la tarea, unida a las especialidades de la propia prestación de ser­
vicios, a lo que se añade la complejidad organizativa del puerto, la titularidad del buque 
y la presencia de distintos sujetos que asumen roles también diversos y que puede llevar 
a cierta dilución de responsabilidades. No obstante lo anterior, no ha ocupado un lugar 
central en la doctrina laboral, donde no existen estudios monográficos sobre la temática. 
Ello motiva el interés de una indagación en profundidad de esta materia, partiendo de 
los riesgos existentes, para acometer con posterioridad el análisis de la normativa vigen­
te y posibles propuestas de regulación. La escasez de normas específicas para el sector 
llevan a la necesidad de aplicar la legislación preventiva común, algo que arroja no po­
cas dificultades, en tanto no se ha considerado pertinente realizar una adaptación de la 
normativa de seguridad a las necesidades propias y específicas del sector que ahora nos 
ocupa. El método utilizado en la investigación parte, primeramente, de un repaso de las 
normas internacionales y de Derecho de la UE que abordan específicamente la seguridad 
en este terreno, inexistentes en la actualidad en el derecho interno. A ello se añade, habi­
da cuenta la especial relevancia de la negociación colectiva en la regulación de la relación 
laboral en la estiba portuaria, la conveniencia de profundizar en el conocimiento de las 
normas convencionales, tanto de nivel estatal (acuerdo marco de sector) como de algunos 
de los más significativos ejemplos de convenios colectivos de puerto. En relación a este 
asunto, el balance es desigual, pues mientras algunos convenios se limitan a reiterar 
prescripciones ya contenidas en la legislación vigente, otros apuestan por soluciones más 
innovadoras o abordan problemas aún no resueltos y de cierto peso en el sector como el 
del posible consumo de alcohol y otras sustancias estupefacientes o drogas, que justifi­
carían probablemente, bajo determinados condicionantes y con suficientes garantías, la 
excepción a la voluntariedad de la vigilancia de la salud, marcada por la Ley 31/1995, de 
8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante, LPRL). 

Ahora bien, el problema más acuciante de los que enfrenta la prevención de riesgos en 
la estiba portuaria guarda relación con las peculiaridades del lugar de trabajo y la pre­
sencia de una pluralidad de sujetos, respecto a los cuales no queda bien delineado ni el 
rol que asumen en el cumplimiento de las medidas de seguridad ni la posible imputación 
de responsabilidades, en tanto resulta de aplicación sin matices la normativa preventiva 
común, pese a que parecen aconsejables ciertas adaptaciones legales que sí se han aco­
metido en otros sectores de actividad. Los cambios operados en la relación laboral tras la 
aprobación del Real Decreto-ley 8/2017, de 12 de mayo, por el que se modifica el régimen 
de los trabajadores para la prestación del servicio portuario de manipulación de mercan­
cías, apuntan a la aplicación de las normas de prevención de riesgos específicas para las 
Empresas de Trabajo Temporal (en adelante, ETT), que son objeto de especial atención. 
La novedad aquí es relativa pues se contenía un reparto similar en normas vigentes ya 
desde el año 86. Esta apertura sin precedentes a las ETT no descarta una posible degra­
dación de las condiciones de seguridad y salud de los estibadores, que resulta preocupan­
te. En este terreno, sin embargo, se echa en falta que se hubiera al menos considerado la 
conveniencia de revisar, vía legal o con apertura a la intervención del convenio colectivo, 
las actividades prohibidas o restringidas a la cesión de trabajadores por razones de la 
especial peligrosidad de la actividad, algo que ni siquiera se ha planteado, limitándose a 
extender el régimen aplicable a las ETT que, como se sabe, básicamente se sustancia en 
un reparto de obligaciones entre las empresas implicadas (ETT y empresa usuaria –las 
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diversas estibadoras-), correspondiendo a esta última el grueso de la deuda de seguridad. 
Sin embargo, no resulta baladí que la formación en materia de seguridad y salud, que 
cobra aquí especial relevancia, o la vigilancia de la salud, queden en manos de los cen­
tros portuarios de empleo (CPE) o las correspondientes ETT, que no han demostrado un 
cumplimiento muy eficiente de tales obligaciones. A nuestro parecer, sin embargo, la con­
clusión más relevante del estudio es que esta extensión normativa no obsta la aplicación 
de las normas sobre coordinación preventiva previstas en la LPRL ni su correspondiente 
desarrollo reglamentario (RD 171/2004), al darse el supuesto de hecho previsto en la nor­
ma de concurrencia de actividades de diversas empresas (autoridad portuaria, sociedad 
estatal –a partir de ahora CPE o ETT–, empresas estibadoras, terceros que contratan 
sus servicios e, inclusive, la posible presencia de terceros realizando actividades concu­
rrentes). Operación, empero, no exenta de complejidad, en orden a la identificación de los 
distintos sujetos y su encaje en los conceptos específicos de empresario titular y empresa­
rio principal, con atribución de las principales obligaciones dimanantes de la normativa 
enunciada. A esta inextricable tarea se dedica la parte central del estudio que, más allá 
del análisis crítico de la norma, propone también soluciones a algunos problemas aplica­
tivos y apuesta por la necesidad de la coordinación preventiva eficaz como fórmula para 
combatir la siniestralidad laboral, con un índice de incidencia bastante elevado en la ac­
tividad tratada. La postura defendida, aun cuando no unánimemente aceptada, pasa por 
la implicación de todos los actores, incluida la autoridad portuaria, en el cumplimiento de 
las medidas de seguridad. Por su parte, en el terreno de la organización preventiva, y pese 
a que la norma no impone sistemas de seguridad compartidos, la opción seguramente 
más acertada, puesta en práctica en algunos puertos, es la de la constitución de un servi­
cio de prevención mancomunado, capaz de dar respuesta de forma eficaz a las específicas 
necesidades preventivas demandadas por una actividad intrínsecamente peligrosa y con 
presencia de una complejidad subjetiva notoria, con incidencia en los riesgos laborales. 
La investigación realizada demuestra las dificultades interpretativas y aplicativas deri­
vadas de la traslación de la legislación preventiva común, con una inadecuada cobertura 
de algunas necesidades de tutela, que con toda probabilidad aconsejarían una regulación 
específica de la prevención de riesgos en la estiba, siguiendo las recomendaciones de la 
Organización Internacional del Trabajo. 

Palabras clave: Manipulación de mercancías; riesgos laborales; protección de la salud; 
coordinación preventiva; empresas de trabajo temporal. 
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The provision of services in port activities related to merchandise handling, characterized 
by the peculiar place where it is carried out (the port), the presence of a vessel and the 
execution of loading, unloading or transfer operations, can be considered as activities of 
special risk. This statement is based on the concurrence of an intrinsic hazard of the task, 
together with the characteristics of the provision of services in itself and the organiza­
tional complexity of the port, the ownership of the vessel and the presence of different 
subjects that assume diverse roles and can lead to a certain debauchery of responsibili­
ties. Notwithstanding the above, it has not occupied a central place in the labour doctrine, 
where there are no monograph studies on the subject. This motivates the interest of an 
in-depth investigation of this matter, starting from the existing hazards, to subsequently 
undertake the analysis of the current rules and possible proposals for regulation. The 
scarcity of specific rules for the sector leads to the need to apply common preventive 
legislation, something that produces many difficulties, whereas it has not been consid­
ered appropriate to adapt the safety regulations to the specific needs of the sector we 
are dealing with now. Firstly, the method used in the investigation starts with a review 
of international norms and EU law that specifically address security in this area, which 
currently do not exist in domestic law. Given the special relevance of collective bargain­
ing in the regulation of labour relations in port stowage, we also have to consider the 
convenience of getting deeper into the knowledge of conventional rules, both at the state 
level (framework collective agreement by the sector) and some of the most significant 
examples of port collective bargaining agreements. In relation to this issue, the balance 
is unequal, because while some agreements are limited to repeat prescriptions already 
contained in the current legislation, others opt for more innovative solutions or address 
still unresolved and quite important problems in the sector, such as the potential con­
sumption of alcohol and other narcotic substances or drugs, which would probably justify, 
under certain conditions and with sufficient guarantees, the exception to the voluntary 
nature of health surveillance, pursuant to Law 31/1995, of 8 November on the prevention 
of Occupational Hazards (hereinafter LPRL). 

However, the most urgent problem faced by hazard prevention in port stowage is related to 
the particular characteristics of the workplace and the presence of a plurality of subjects, 
for which the role they assume in compliance with security measures and the possible 
imputation of responsibilities is not well defined, as the common preventive regulations 
are implemented without hesitation, although certain legal adaptations that have been 
undertaken in other sectors of activity seem advisable. The changes in labour relations 
after the approval of Royal Decree 8/2017, of 12 May, which modifies the workers’ regime 
for the provision of port cargo handling services, point to the application of occupational 
hazard prevention regulations which are specific for Temporary Employment Agencies 
(hereinafter ETTs), which are the subject of special attention. This is relatively new 
because a similar distribution has been present in existing rules since 1986. This 
unprecedented opening to ETTs does not rule out a possible degradation of the safety 
and health conditions of stevedores, which is worrisome. In this area, however, it is 
necessary to have considered, at least, the convenience of reviewing, legally or via the 
intervention of collective agreements, prohibited or restricted activities to the transfer of 
workers for reasons of special hazards of the activity, something that has not even been 
raised, limiting itself to extending the regime applicable to ETTs, which, as it is known, 
it is mainly based on shared obligations between the companies involved (ETTs and user 
companies –the various dockers-), corresponding to the latter the bulk of the security 
issue. However, it is not trivial that health and safety training, which takes on special 
relevance here, or health surveillance, remain in the hands of port employment centres 
(CPE) or the corresponding ETTs, which have not shown a very efficient fulfilment of 
such obligations. In our opinion, however, the most relevant conclusion of the study is 
that this normative extension does not prevent from the implementation of the rules 
on preventive coordination provided for in the LPRL nor its corresponding regulatory 
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development (RD 171/2004), given the hypothesis foreseen in the norm of concurrence of 
activities of diverse companies (port authority, state company –hereinafter CPE or ETT–, 
stevedore companies, third parties that contract their services and, even, the possible 
presence of third parties performing concurrent activities). Nevertheless, this operation 
is not free of complexity, in order to identify the different subjects and how they fit into 
the specific concepts of entrepreneur and principal employer, being empowered to the 
main obligations arising from the stated rules. The core of the study is dedicated to this 
inextricable task, which beyond the critical analysis of the norm, also proposes solutions to 
some implementation problems and bets for the need of effective preventive coordination 
as a formula to combat occupational accidents, which involve quite a high rate according 
to the concerned activity. The supported point of view, even if not unanimously accepted, 
implies the involvement of all actors, including port authorities, to comply with security 
measures. For its part, in the field of preventive organization, and despite the fact that 
the standard does not impose shared security systems, the most likely option, which has 
been put into practice in some ports, is the establishment of a joint prevention service, 
able to respond effectively to the specific preventive needs demanded by an intrinsically 
dangerous activity and with the presence of an obvious subjective complexity, with 
an impact on occupational hazards. The research carried out shows the difficulties in 
interpreting and implementing derived from the translation of the common preventive 
legislation, with inadequate coverage of some guardianship needs, which would most 
likely advise on a specific regulation on prevention of occupational hazards in stowage, 
following the recommendations of the International Labour Organization. 

Keywords: Merchandise handling, occupational hazards, health protection, preventive 
coordination, temporary employment agencies. 
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1.	 LA CATEGORÍA DE EXPATRIADO. 
EL TRABAJADOR DESPLAZADO 
INTERNACIONALMENTE DE FORMA 
TEMPORAL O DEFINITIVA 
POR SU EMPRESA 

1.1.	 Sobre la figura del expatriado: 
escasa consideración legal, alguna 
incursión convencional y una fuerte 
presencia de normas empresariales 
internas creadas ad hoc 

1. A diferencia de otros países de la Unión 
Europea en los que se dispone de una defini­
ción sobre el concepto de expatriado, España 
configura dicho concepto por asimilación al 
régimen aplicable al trabajador afectado por 
una movilidad geográfica internacional en 
su empresa. Describe, así, el desplazamiento 
que una empresa efectúa cuando exige que 
los trabajadores afectados residan en un Es­
tado distinto al de su domicilio habitual1. En 

* Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Universidad de Cantabria. 

Países como Francia, reino Unido, alemania o italia sí 
disponen de una figura propia que define la situación del expa­
triado. así, por ejemplo, en Francia se define la figura del traba­
jador expatriado como la de quien es desplazado al extranjero 
con una eventual prestación de servicios en un país distinto a 
aquél en el que se lleva a cabo la actividad de manera habitual, 

LOURDES LÓPEZ CUMBRE*
 

principio, no debería incluirse dentro de este 
régimen a los trabajadores contratados para 
prestar servicios en el extranjero, a los deno­
minados trabajadores móviles o itinerantes a 
nivel externo o a los trabajadores que prestan 
servicios en empresas fronterizas o a los tra­
bajadores transfronterizos. Pero sí a aquellos 
trabajadores que mantienen su nacionalidad 
y el vínculo con la empresa de su país de ori­
gen mientras desarrollan su actividad en 
el país de destino. Sin embargo, cada vez es 
más frecuente extender este concepto a cual­
quier trabajador extranjero –incluso habien­
do perdido la vinculación con su empresa de 
origen– e incorporar a aquellos supuestos de 
trabajos prestados para una pluralidad de em­
presarios –contratas, subcontratas, cesiones, 
transmisiones o grupos de empresa– con ele­
mento extranjero y con constante demanda de 
prestación de servicios en un país extranjero 
o para una empresa filial o subcontratada en 
el extranjero. 

La realidad demuestra ser mucho más 
compleja y rica que cualquier acepción que 
pueda definir el concepto y enseña que, pese 
a las cautelas del legislador nacional por am­

siempre que el trabajador desplazado al extranjero siga bajo la 
disciplina del régimen nacional francés de Seguridad Social. 

1 
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parar los derechos y garantías del trabajador 
expatriado, priman, en buena parte de las 
ocasiones, los intereses económicos, fiscales 
y el deseo de eludir una legislación nacional 
–laboral o de otra naturaleza– más restric­
tiva, en general, para la empresa y, algunas 
veces, también con la connivencia del traba­
jador. Conviene precisar respecto de este úl­
timo que, con la crisis económica, el perfil se 
ha ido modificando; y de tratarse de trabaja­
dores a los que las empresas multinaciona­
les destinaban con inmejorables condiciones 
laborales y salariales a prestar servicios en 
el extranjero únicamente, ahora la realidad 
del expatriado incluye también a quienes 
–jóvenes, normalmente– deciden aceptar 
condiciones precarias o buscar empleos con 
condiciones laborales anormalmente desven­
tajosas en países extranjeros. Por lo que será 
necesario distinguir entre el desplazado ex­
patriado y el expatriado no desplazado. Sin 
embargo, en este último caso el fenómeno que 
mejor describe la situación es el de la emi­
gración, esto es, el desplazamiento sin vincu­
lación de origen y con previsible vocación de 
permanencia en el lugar de destino, a la que 
resultan de aplicación todas las normas sobre 
extranjería y, en el seno de la Unión Europea, 
las de libre circulación de trabajadores (en 
particular, el Reglamento 492/2011, de 5 de 
abril, DOUE, 27 de mayo). 

No obstante, la idea más común es que el 
trabajador expatriado es contratado por la 
empresa en el país de origen y destinado a 
prestar servicios en el país de destino bien con 
el mismo contrato, bien con modificaciones en 
el contrato inicialmente pactado, bien con una 
novación plena del contrato de trabajo para 
adaptarse a la nueva situación de prestación 
de servicios en el extranjero. Incluso se ha lle­
gado a aludir a la necesidad de considerar que 
la relación se transforma en una relación labo­
ral de carácter especial de facto, ya que de iure 
no existe tal caracterización2. 
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ojeda avilés, a.: «Expatriados: concepto, naturaleza jurí­
dica y regulación», Trabajo y Derecho, núm.1, 25 páginas. 

Con todo, y sin perjuicio de la determina­
ción casuística que el contrato laboral del ex­
patriado deberá tener en el futuro, existe una 
realidad incuestionable que pasa por despejar 
dos incógnitas en cada caso: la ley aplicable y 
el foro de competencia3. Como es sabido, el Re­
glamento 593/2008, 17 de junio, DOUE, 4 de 
julio sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales (Roma I) y que sustituye al anti­
guo Convenio de Roma, establece como norma 
general en el art. 3 que la legislación aplica­
ble será la elegida por las partes pero, en el 
caso de los contratos de trabajo, se establece 
lo dispuesto en el art. 8. En esta misma nor­
ma, el art. 36 indica que, por lo que respecta 
a los contratos individuales de trabajo, la rea­
lización del trabajo en otro país se considera 
temporal cuando se supone que el trabajador 
va a reanudar su trabajo en el país de origen 
tras realizar su tarea en el extranjero. La ce­
lebración de un nuevo contrato de trabajo con 
el empleador original o con un empleador que 
pertenezca al mismo grupo de empresas que 
el empleador originario no debe excluir que se 
considere que el trabajador realiza su trabajo 
en otro país de manera temporal. Por su parte, 
será el Reglamento 1215/2012, 12 de diciem­
bre, DOUE, 20 el que regule la competencia 
judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mer­
cantil. 

Aun cuando lo normal será mantener el de­
recho sustantivo del país de origen y otorgar 
competencia a los tribunales del mismo, con­
viene no menospreciar el lugar de prestación de 
servicios, elemento básico en la determinación 
de la prestación de servicios. En este sentido, el 
Reglamento 883/2004, 29 de abril, DOCE, 20, so­
bre la coordinación de los sistemas de Seguridad 
Social, establece que, en caso de desplazamien­

3 Un completo estudio sobre todos los aspectos de la 
relación laboral con elemento extranjero en Matorras Diaz-Ca­
neja, a.: «la expatriación de trabajadores», Pamplona, aranzadi, 
2012, lousada arochena. J.F. y ron latas, r.P.: «El contrato de 
trabajo internacional», Valladolid, lex nova, 2013 y llobera Vila, 
M.: «El desplazamiento trasnacional de trabajadores», Valencia, 
Tirant lo Blanch, 2013. 

2
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to temporal de los trabajadores, se aplicará la 
normativa del Estado de origen cuando la du­
ración previsible del desplazamiento no exceda 
de veinticuatro meses, ex art. 12. Y un elemento 
fundamental cuando se trata de proteger la sa­
lud e integridad física del trabajador. Como se 
comprobará, las normas de orden público labo­
ral obligarán a aplicar la legislación de origen 
a las condiciones del contrato pero se regirá, en 
algunos elementos, por la normativa del país de 
destino durante la permanencia del trabajador 
en el mismo, lo que dificulta la aplicación, entre 
otras, de las normas de prevención y/o de protec­
ción laboral y social. 

2. En España, y en ausencia de un régimen 
jurídico propio, el desplazamiento de traba­
jadores al extranjero ha sido asumido por la 
realidad sociolaboral, y especialmente por la 
doctrina judicial, como un supuesto de despla­
zamiento del art. 40.4 LET, considerando que 
dentro del mismo se incardinan tanto los su­
puestos en los que el destino se encuentra en 
España como en el extranjero. En definitiva, el 
art. 1.4 LET extiende la protección de la norma 
laboral «al trabajo que presten los trabajadores 
españoles contratados en España al servicio de 
empresas españolas en el extranjero, sin perjui­
cio de las normas de orden público aplicables 
en el lugar de trabajo. Dichos trabajadores ten­
drán, al menos, los derechos económicos que les 
corresponderían de trabajar en territorio espa­
ñol». Bien es cierto que, en el ordenamiento es­
pañol, el desplazamiento supone el cambio del 
lugar de trabajo que no excede de doce meses 
en un período de tres años. Por lo que nada im­
pedirá que la movilidad geográfica internacio­
nal se desarrolle en estos términos aun cuando, 
si se excediera, debería ser considerado como 
traslado. 

Procede subrayar, en este sentido, que, en 
la configuración de los supuestos del art.  40 
LET, el legislador no hace referencia alguna 
ni expresa ni tácita a la localización exacta del 
nuevo destino donde el trabajador, desplazado 
o trasladado, va a desarrollar su actividad. Se 
plantea así el interrogante sobre el ámbito de 
aplicación espacial o territorial de la norma. Y 
debe advertirse que, ni el art. 1.4 LET parece 
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estar destinado a abarcar la movilidad sino la 
transformación contractual de la relación, ni el 
art. 40 LET está pensando en una movilidad 
internacional pues la mayor parte de su conte­
nido se refiere a un desplazamiento o traslado 
en territorio nacional y con limitaciones expre­
samente reguladas por el mismo. De hecho, 
aun cuando se considerara que las reglas del 
traslado resultan de aplicación al expatriado, 
la norma nacional debería ser incumplida o, en 
su caso, adaptada a las numerosas particulari­
dades que dicha figura exigiría al ser aplicada 
a la expatriación. 

Por otra parte, el Tribunal Supremo ha 
entendido que la norma nacional se considera 
aplicable con independencia de que el destino 
esté dentro o fuera del territorio nacional pues 
«no se puede hacer distingos donde la ley no dis­
tingue pero, además, no puede desconocerse que 
en empresas que realizan normalmente obras 
en países distintos al español, es natural que es­
tén facultadas para desplazar a sus trabajado­
res a aquellos lugares donde los necesiten, si el 
desplazamiento se efectúa con todos los requisi­
tos formales que la ley establece» (STS 1 de julio 
de 1986, Ar. 3917, FJ 2). En idéntica línea, STS 
16 de junio de 1987, Ar. 4375, FJ 4, admitiendo 
la aplicación del art. 40 LET en un supuesto de 
ejecución temporal de la prestación en Kuwait 
entiende que «no cabe sostener seriamente que, 
en el supuesto de tener que ejecutar un traba­
jo en el extranjero, la empresa, cumpliendo con 
las obligaciones de abono de dietas y desplaza­
miento, no pueda ordenar efectuar el trabajo a 
quien considere más idóneo» (FJ 2). Finalmen­
te, la STS 19 de abril de 2004, Ar. 2864, señala­
rá que «la reforma operada en nuestro sistema 
de relaciones laborales por la Ley 11/94 impu­
so a los trabajadores determinados sacrificios, 
compensación de la naturaleza del contrato de 
trabajo como de tracto sucesivo. Entre ellas, las 
de tener que soportar la movilidad geográfica 
cuando concurren las circunstancias legales 
que la hacen posible» (FJ 3)4. 

4 Por lo demás, tampoco los Tribunales Superiores de Jus­
ticia han eludido la aplicación del art. 40 lET a estos supuestos 
de movilidad geográfica internacional. así, y a título mera­
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En consecuencia, y por lo que se refiere al 
objeto de este estudio, nada impedirá consi­
derar que la aplicación del art. 1.4 LET a la 
situación de los expatriados permite asimis­
mo la expansión de la protección del resto de 
la normativa laboral, en concreto y por lo que 
a este análisis respecta, las normas de pre­
vención de riesgos laborales y las normas de 
Seguridad Social comprendidas ambas en la 
referencia de aquél a «la legislación laboral es­
pañola». Y todo ello pese a que, expresamente, 
el citado artículo 1.4 LET garantice «al menos, 
los derechos económicos» que corresponderían 
al trabajador en territorio español por cuanto 
la referencia expresa no anula la alusión ge­
neral al resto de la legislación española. Bien 
es cierto que uno de los elementos clave será 
precisamente el salario del trabajador y que 
su desplazamiento dependerá de que sus con­
diciones económicas –salario en relación con 
el coste de vida en el país de destino– acon­
sejen el mismo. A todo ello habría que añadir 
la posibilidad de extender asimismo la aplica­
ción de la norma convencional que rija en la 
empresa una vez trasladado el trabajador ex­
patriado. En principio, y como trabajador de la 
misma, se impondrá su aplicación salvo cláu­
sula expresa en contrario. De hecho, muchos 
Convenios Colectivos establecen un régimen 
jurídico propio para los trabajadores expatria­
dos5. En particular, y por lo que se refiere a 

mente orientativo por su antigüedad y como ejemplo, la STSJ 
Cataluña 19 de julio de 1994, ar. 3060 considerará ajustada a 
Derecho la orden de desplazamiento a alemania sin que conste 
en la comunicación el período de duración ni la determina­
ción de las fechas aunque sí el motivo del desplazamiento. «No 
existe en este caso incumplimiento empresarial al proceder la 
actuación empresarial bajo el amparo del art. 40 LET» (FJ 2). En 
los mismos términos, STSJ Madrid 24 de julio de 1991, ar. 4711 
ante un desplazamiento del trabajador durante tres meses a un 
centro de trabajo en Estocolmo. Sin embargo, la STSJ andalucía 
(Granada) 25 de septiembre de 1995, ar. 3373 anulará la deci­
sión empresarial al constatar que no se le abonaron al trabaja­
dor ni se pusieron a disposición del mismo los gastos de viaje y 
dietas al nuevo centro de trabajo, situado en el extranjero, por 
lo que se incumplieron las disposiciones del art. 40.3 lET (FJ 2). 

Molina Martin, a.: «la regulación de la movilidad geo­
gráfica internacional de trabajadores: instrumentos y conte­
nidos, con especial atención a la negociación colectiva», en 
aa. VV.: «la dimensión laboral de la internacionalización de la 
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este estudio, garantizando una póliza de asis­
tencia en viaje, de vida o de enfermedad que 
cubra cualquier contingencia del trabajador o 
su familia en el extranjero. Finalmente, mu­
chas empresas multinacionales responden a 
las inquietudes de este traslado a través del 
Manual del Expatriado en el que se recogen 
las condiciones a aplicar en caso de movilidad 
internacional6. 

3. En este contexto, adquiere una especial 
significación la diferencia entre la movilidad 
geográfica internacional de trabajadores –en 
la que se mantiene intacto el vínculo contrac­
tual entre empresa de origen y trabajador 
mientras presta servicios en el extranjero– y 
la denominada puesta a disposición interna­
cional en el seno de un grupo de empresas con 
filiales en varios países, que admite varias 
fórmulas de articulación y que, en ocasiones, 
provocan la ruptura del vínculo contractual y 
escapan, por tanto, al ámbito de la prestación 
sobrevenida de servicios en el extranjero. 

En este sentido, cabe plantear algunas al­
ternativas, con distinto grado de viabilidad. 
Por un lado, la posible novación objetiva pro­
pia. Se trata de instrumentalizar a través de 
la extinción de la relación contractual en ori­
gen y la consiguiente suscripción de un nuevo 
vínculo laboral en destino la movilidad inter­
nacional. No suele existir dudas sobre la posi­
bilidad de admitir la novación extintiva cuan­
do se trata de cambios locativos en el seno de 
los grupos de empresa. Ocurre, sin embargo, 
que, en tales casos, se producirá la movilidad 
física del trabajador pero no la movilidad geo­
gráfica en sentido técnico-jurídico que deberá 
suponer tan sólo una alteración locativa y la 
adaptación del resto de condiciones de traba­
jo derivadas de la misma pero no la extinción 
contractual. 

empresa española. Una visión de conjunto de los instrumentos 
de gestión laboral trasnacional de las multinacionales españo­
las», Madrid, Cinca, 2014. 

6 Por todos, rey Guanter, S. del, «las nuevas dimensiones 
de la movilidad internacional», Revista del Ministerio de Em­
pleo y Seguridad Social, núm.119, 2015, pp. 131-140. 

5 
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En segundo término, podría aludirse a una 
novación suspensiva. En este caso, el contra­
to con la primera empresa quedaría suspen­
dido y se celebraría una nueva contratación 
con otra empresa radicada en el extranjero. 
Puesto que la novación suspensiva no com­
promete la continuidad jurídica de la relación, 
su utilización sería admisible siempre que las 
condiciones de trabajo a la reincorporación se 
hallaran garantizadas. Del mismo modo, pro­
cederá el acuerdo novatorio; un supuesto de 
flexibilidad interna que implica la adaptación 
de las condiciones de trabajo. 

Nada impide, por lo demás, el estableci­
miento de cláusulas convencionales de reser­
va de modificación del lugar de trabajo hacia 
un destino internacional ampliando el poder 
de dirección del empleador. Las cláusulas con­
tractuales son más difíciles de admitir por 
la imposición del art. 3.1.c) LET aun cuando 
nada pueda evitar el pacto consensuado entre 
las partes respecto de un cambio en el lugar de 
trabajo. Se considera una estrategia empresa­
rial extendida la de incentivar la aceptación 
de destinos internacionales a través del ofre­
cimiento de condiciones de trabajo más ven­
tajosas que las que se disfrutan en territorio 
nacional, sobre todo de carácter económico. 

Finalmente, y comoquiera que la movili­
dad internacional necesariamente conllevará 
la adaptación de otras condiciones laborales 
(funciones, retribución e incluso tiempo de 
trabajo) además del lugar del trabajo, con­
vendría considerar, según la intensidad de las 
mismas, el recurso al art. 41 LET. No en vano, 
el propio art.  41.7 LET estima que los tras­
lados suponen una modificación sustancial al 
señalar que, en materia de traslados, se estará 
a lo dispuesto en el art. 40 LET7. 

algunas reflexiones sobre esta materia han sido ex­
puestas, previamente, en lópez Cumbre, l.: «Movilidad geográ­
fica internacional», Julio, 2014, «Transposición de la Directiva 
2014/67 sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco 
de una prestación de servicios», abril, 2015 y «Transposición de 
las normas europeas en materia de desplazamiento de traba­
jadores», Junio, 2017, en www.gomezacebo-pombo.com 
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1.2.	 El desplazamiento de trabajadores 
en el marco de una prestación de 
servicios: trabajadores expatriados 
y trabajadores impatriados 

1. A diferencia de lo apuntado, sí existe una 
normativa europea que rige el desplazamiento 
de trabajadores en el seno de una prestación 
de servicios. Primero, con la Directiva 96/71, 
16 de diciembre, DOCE, 21 de enero de 1997 
sobre el desplazamiento de trabajadores efec­
tuado en el marco de una prestación de servi­
cios y, después, mediante la regulación conte­
nida en la Directiva 2014/67, de 15 de mayo 
de, DOUE, 28, relativa a la garantía de cum­
plimiento de la citada Directiva 96/718. Ahora, 
la Resolución de 29 de mayo de 2018 aprobada 
por mayoría en el Parlamento Europeo permi­
tirá modificar de nuevo la Directiva 96/71 al 
objeto de seguir afianzando y garantizando las 
condiciones de los trabajadores desplazados. 

Como es sabido, la transposición de este 
cuerpo normativo europeo se produjo con la 
Ley 45/1999, 29 de noviembre, (BOE, 30) so­
bre desplazamiento de trabajadores en el mar­
co de una prestación de servicios transnacional, 
desarrollada por el RD-Ley 9/2017, 26 de mayo, 
(BOE, 27) por el que se trasponen directivas de 
la Unión Europea en los ámbitos financiero, 
mercantil y sanitario, reforma también algu­
nos aspectos referidos al desplazamiento de 
trabajadores. En atención a esta normativa, 
trabajador desplazado es todo aquel que, du­
rante un período limitado en el tiempo, realice 
su trabajo en el territorio de un Estado miem­
bro distinto a aquél en cuyo territorio trabaja 
habitualmente. De hecho, el desplazamiento 
de trabajadores en el marco de una prestación 
de servicios se produce en una de estas tres si­

8 Una reflexión sobre esta última en Gómez arbós, J.: «los 
trabajadores desplazados y su relación con el empresario como 
tercero. novedades a propósito de la directiva 2014/67/UE», 
Revista Española de Derecho del Trabajo, núm.176, 2015, 11 
páginas. Vid asimismo Casado abarquero, M.: «Hacia la mer­
cantilización de la Directiva 96/71/CE sobre desplazamiento 
temporal de trabajadores», Revista de Justicia Laboral, núm.40, 
2009, 15 páginas. 

7 

http:www.gomezacebo-pombo.com
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tuaciones: a) el desplazamiento a otro Estado 
miembro de un trabajador por cuenta y bajo 
la dirección de su empresa, en el marco de un 
contrato celebrado entre ésta y el destinata­
rio de la prestación que opera en dicho Estado 
miembro, siempre que exista una relación la­
boral entre la empresa de procedencia y el tra­
bajador durante el período de desplazamiento; 
b) el desplazamiento a otro Estado miembro 
de un trabajador, en un establecimiento de 
empresa que pertenezca al grupo; c) el despla­
zamiento de un trabajador de una empresa de 
trabajo interino o de suministro de mano de 
obra a una empresa usuaria establecida o que 
ejerza su actividad en el territorio de un Esta­
do miembro. 

Precisamente los efectos de la denomina­
ción de las Directivas comunitarias obligan a 
aludir más a «desplazamientos» que a «trasla­
dos» sin mayor consecuencia jurídica. Es cier­
to, como se expuso, que el recurso al art. 40.4 
LET condiciona esta propuesta (y obliga a 
diferenciar entre desplazamiento y traslado). 
Pero resulta fácilmente subsanable aludiendo 
a «desplazamientos sin especificación tem­
poral», como sucede en algunos casos en los 
que la negociación colectiva nacional recurre 
a esta figura con ocasión de la cobertura de 
necesidades de la empresa o para la ejecución 
de trabajos o tareas de duración determina­
da pero incierta. Mas, en todo caso, el des­
plazamiento de trabajadores en el ámbito de 
la Unión Europea y su normativa permitirá 
garantizar a los trabajadores expatriados, al 
menos en este ámbito, una regulación básica 
para sus condiciones laborales. 

2. Normativa que afecta en un doble sen­
tido, esto es, también para aquellas empresas 
extranjeras que desplazan sus trabajadores a 
España. Y, así, nuestro país pretende controlar 
el tránsito de toda empresa foránea que realice 
operaciones en España y que deberán declarar 
a las autoridades españolas cualquier servicio 
que vayan a efectuar en nuestro país a efectos 
de exigirles el cumplimiento de las normas la­
borales y de Seguridad Social, evitando así el 
«dumping social». Se pretende, de esta forma 
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garantizar a nivel nacional el respeto a un ni­
vel apropiado de protección de los derechos de 
los trabajadores desplazados para la presta­
ción de servicios transfronteriza. Para ello se 
valorarán aspectos tales como si el trabajo se 
realiza en España durante un período limitado 
de tiempo, la fecha de inicio del desplazamien­
to, el Estado miembro en el que, o desde el que, 
el trabajador desplazado a España suele des­
empeñar su trabajo, si el trabajador desplaza­
do regresa o está previsto que vuelva a trabajar 
en el Estado miembro desde el que se desplaza, 
una vez terminado el trabajo o prestados los 
servicios para los que fue desplazado a Espa­
ña, la naturaleza de las actividades, si el em­
pleador proporciona el viaje, la manutención o 
el alojamiento del trabajador al que desplaza 
o reembolsa esos gastos, y, de ser así, de qué 
forma los proporciona o cómo los reembolsa o, 
entre otros, los períodos previos en que el pues­
to haya sido ocupado por el mismo o por otro 
trabajador desplazado. 

Ciertamente, la valoración de estos ele­
mentos deberá adaptarse a cada caso par­
ticular y tener en cuenta las peculiaridades 
de la situación. Dichos elementos pueden ser 
tenidos igualmente en cuenta por las autori­
dades competentes para determinar si una 
persona desplazada entra dentro de la defini­
ción de «trabajador desplazado» contenida en 
esta norma [«trabajador desplazado a España 
durante un período limitado de tiempo en el 
marco de una prestación de servicios transna­
cional, siempre que exista una relación laboral 
entre tales empresas y el trabajador durante 
el período de desplazamiento», ex art. 2.2. Ley 
45/1999], a cuyo efecto deberán guiarse, entre 
otros elementos, por los hechos relacionados 
con el desempeño del trabajo, la subordina­
ción y la remuneración del trabajador, inde­
pendientemente de cómo hayan caracterizado 
las partes su relación en el contrato o acuerdo 
que hubieran suscrito. 

Para cumplir con esta normativa, el empre­
sario que desplace trabajadores a España en 
el marco de una prestación de servicios trans­
nacional deberá comunicar el desplazamiento, 
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antes de su inicio y con independencia de su 
duración, a la autoridad laboral española com­
petente por razón del territorio donde se va­
yan a prestar los servicios. La comunicación de 
desplazamiento deberá contener una serie de 
datos e informaciones relativos tanto a la em­
presa que desplaza al trabajador como a este 
último, la fecha de inicio y la duración previs­
tas del desplazamiento o la determinación de 
la prestación de servicios que los trabajadores 
desplazados van a desarrollar en España con 
indicación del supuesto que corresponda, en­
tre otros. Se regula asimismo la obligación de 
comparecencia y de conservación y aportación 
de documentación ante la Inspección de Tra­
bajo y Seguridad Social, en su caso (contratos 
de trabajo, recibos de salarios, registros de ho­
rarios o, entre otros, el documento por el que 
se acredite la autorización para trabajar de 
los nacionales de terceros países conforme a 
la legislación del Estado de establecimiento). 
Particular subrayado merece la obligación de 
notificar, en su caso, los daños para la salud de 
los trabajadores desplazados que se hubieran 
producido con ocasión o por consecuencia del 
trabajo que se ejecute en España. 

La Inspección sancionará los incumpli­
mientos, de acuerdo con la Ley sobre Infrac­
ciones y Sanciones en el Orden Social (RDL 
5/2000, 4 de agosto, BOE, 8, modificada tam­
bién por esta nueva normativa). Por una 
parte, para considerar como infracciones le­
ves (art.  10), entre otras: a) los defectos for­
males de la comunicación de desplazamien­
to de trabajadores a España en el marco de 
una prestación de servicios transnacional, en 
los términos legalmente establecidos; o b) no 
dar cuenta, en tiempo y forma, a la autoridad 
laboral competente, conforme a las disposi­
ciones vigentes, de los accidentes de trabajo 
ocurridos y de las enfermedades profesiona­
les declaradas, cuando tengan la calificación 
de leves. Por otro lado, para añadir entre las 
infracciones graves: a) la presentación de la 
comunicación de desplazamiento con posterio­
ridad a su inicio o sin designar ya sea al repre­
sentante de la empresa que sirva de enlace con 
las autoridades competentes españolas y para 
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envío y recepción de documentos o notificacio­
nes, ya sea de una persona que pueda actuar 
en España en representación de la empresa 
prestadora de servicios en los procedimientos 
de información y consulta de los trabajadores, 
y negociación, que afecten a los trabajadores 
desplazados a España; b) no tener disponible 
en España, durante el desplazamiento, la do­
cumentación relativa al mismo, en los térmi­
nos legalmente establecidos; c) no dar cuenta, 
en tiempo y forma, a la autoridad laboral com­
petente, conforme a las disposiciones vigentes, 
de los accidentes de trabajo ocurridos y de las 
enfermedades profesionales declaradas, cuan­
do tengan la calificación de graves, muy gra­
ves o mortales; y d) no presentar la documen­
tación requerida por la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social o presentar alguno de los 
documentos sin traducir. 

Siguiendo lo establecido en el Reglamento 
1024/2012, 25 de octubre, DOUE, 14 de no­
viembre, relativo a la cooperación administra­
tiva a través del Sistema de Información del 
Mercado Interior («Reglamento IMI»), las au­
toridades competentes españolas que reciban 
una petición de notificación de una resolución 
o de otros documentos relacionados con la im­
posición de una sanción administrativa o una 
multa o una petición de cobro de las mismas, 
transmitida a través del Sistema de Informa­
ción del Mercado Interior de conformidad con 
lo previsto reglamentariamente, reconocerán 
la sanción administrativa y la petición de co­
bro sin más formalidad y tomarán inmediata­
mente todas las medidas necesarias para su 
notificación o cobro. Actuaciones todas ellas de 
particular interés en materia de prevención de 
riesgos y, consecuentemente, en la protección 
de la salud y seguridad de los trabajadores. 

1.3.	 Dumping social o el control 
transfronterizo de la movilidad 
internacional de trabajadores 

1. Y es que la normativa europea insiste en 
la necesidad de examinar todos los elementos 
fácticos que caracterizan la labor y situación 
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del trabajador a fin de determinar si un tra­
bajador desplazado realiza temporalmente su 
labor en un Estado miembro distinto de aquel 
en el que normalmente trabaja con las debi­
das garantías. En efecto, el objetivo de esta 
normativa europea es principalmente el de 
evitar fraude laboral transfronterizo, no siem­
pre presente en el caso de los expatriados y, 
por tanto, con intereses distintos. En el ám­
bito europeo, no prevalece la norma del país 
de origen sobre la norma del país de destino 
sino que se intenta compendiar en un mismo 
cuerpo normativa aquella regulación común 
a todos los países miembros. Se evita así el 
dumping social o la competencia en obras o 
servicios entre países con regulaciones labora­
les o sociales de distinta envergadura. 

Entre los elementos que permitirán desta­
par la posible utilización fraudulenta o abu­
siva de la movilidad internacional de los tra­
bajadores se encuentran los siguientes: si el 
trabajo se realiza durante un período limitado 
en otro Estado miembro; la fecha de inicio del 
desplazamiento; si el desplazamiento se efec­
túa a un Estado miembro distinto de aquel en 
el que o desde el que el trabajador desplazado 
suele desempeñar su labor, de acuerdo con el 
Reglamento 593/2008, 17 de junio, DOUE, 4 
de julio sobre la ley aplicable a las obligacio­
nes contractuales (Roma I); si el trabajador 
desplazado regresa o está previsto que vuel­
va a trabajar al Estado miembro desde el que 
se desplaza, una vez terminado el trabajo o 
prestados los servicios para los que fue des­
plazado; la naturaleza de sus actividades; si 
el empleador proporciona el viaje, la manu­
tención o el alojamiento al trabajador al que 
desplaza o reembolsa esos gastos y, de ser así, 
de qué forma se los proporciona o el método 
de reembolso; los períodos previos en que el 
puesto haya sido ocupado por el mismo o por 
otro trabajador (desplazado), entre otras. 

En esta línea, la Directiva 2014/67 prevé 
el incremento de multas a aquellos operado­
res (principal –aunque no únicamente– los 
sectores del transporte y de la construcción) 
que deslocalizan su actividad para evitar el 
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cumplimiento de sus obligaciones fiscales y 
laborales. Objetivo que se pretende lograr ga­
rantizando el respeto de un nivel apropiado 
de protección de los derechos de los trabaja­
dores desplazados para la prestación de ser­
vicios transfronteriza, en particular que se 
cumplan las condiciones de empleo aplicables 
en el Estado miembro donde se vaya a prestar 
el servicio facilitando el ejercicio de la libre 
prestación de servicios a los prestadores de 
los mismos y promoviendo la competencia leal 
entre ellos. Una de las principales dificulta­
des –la del cobro transfronterizo de las multas 
impuestas en un Estado miembro– perjudica 
el funcionamiento del mercado interno y debe 
ser resuelta para evitar el impacto negativo 
que tiene entre las empresas nacionales. 

2. A fin de mejorar la información, los Es­
tados miembros deberán, entre otras activida­
des, indicar claramente en un sitio web oficial 
único a escala nacional y por otros medios 
adecuados, de manera detallada y fácil y en 
un formato accesible, qué condiciones de em­
pleo o qué disposiciones del derecho nacional 
o regional se han de aplicar a los trabajadores 
desplazados en su territorio. Asimismo debe­
rán adoptar las medidas necesarias para dar 
públicamente a conocer la información sobre 
qué Convenios Colectivos son aplicables y a 
quién lo son y sobre qué condiciones de trabajo 
deben aplicar los prestadores de servicios de 
otros Estados miembros. 

No obstante, los Estados miembros podrán 
imponer medidas tales como: la obligación del 
prestador de servicios establecido en otro Es­
tado miembro de presentar una declaración 
simple a las autoridades nacionales compe­
tentes responsables, a más tardar cuando 
comience la prestación de servicios, en la len­
gua o una de las lenguas oficiales del Estado 
miembro de acogida, o en otra u otras lenguas 
aceptadas por el Estado miembro de acogida 
que contenga la información pertinente nece­
saria para posibilitar los controles materiales 
en el lugar de trabajo. Garantizarán los Esta­
dos miembros que las empresas puedan cum­
plir de forma sencilla y en la medida de lo po­
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sible a distancia y por medios electrónicos, los 
procedimientos y formalidades relacionados 
con el desplazamiento de trabajadores. 

Del mismo modo, los Estados miembros 
deberán garantizar que en su territorio se 
prevean, de conformidad con el Derecho y las 
prácticas nacionales, mecanismos de compro­
bación y seguimiento adecuados y eficaces y 
que las autoridades designadas conforme al 
Derecho nacional realicen inspecciones efi­
caces y apropiadas para efectuar el control y 
seguimiento de la observancia de las disposi­
ciones y normas establecidas en la normativa 
europea, garantizando que esta última se apli­
que y cumpla correctamente. 

En aquellos Estados miembros en los 
que, de acuerdo con el Derecho y las prácti­
cas nacionales, la fijación de las condiciones 
de empleo de los trabajadores desplazados, 
en particular las cuantías del salario mínimo, 
incluido el tiempo de trabajo, se encomiende 
a los interlocutores sociales, estos último po­
drán también, al nivel apropiado y con arreglo 
a las condiciones impuestas por los Estados 
miembros, hacer un seguimiento de la apli­
cación de las condiciones de empleo pertinen­
tes de los trabajadores desplazados. Además, 
aquellos Estados miembros en los que las ins­
pecciones de trabajo no tengan competencias 
en el control y el seguimiento de las condicio­
nes de trabajo o de las condiciones de empleo 
de los trabajadores desplazados podrán, con 
arreglo al Derecho y las prácticas nacionales, 
establecer, modificar o mantener disposicio­
nes, procedimientos o mecanismos que garan­
ticen el respeto de tales condiciones de trabajo 
y empleo9. 

Sobre los posibles incumplimientos de todas estas ga­
rantías y sus consecuencias, lópez Cumbre, l.: «Certificados de 
Seguridad Social de un Estado miembro empleados de forma 
vinculante en otro distinto», Febrero, 2018, en www.gomeza­
cebo-pombo.com y «Emprendimiento (extranjero), autoem­
pleo (TraDES como empresarios) y nuevas formas empresa­
riales (‘startups’ y sociedades participadas por trabajadores», 
en aa. VV.: «Empleo juvenil: un reto para Europa», Pamplona, 
aranzadi, 2016, pp. 419-448. 
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3. Con objeto de fiscalizar el cumplimien­
to de las obligaciones impuestas, los Estados 
miembros garantizarán que los trabajadores 
desplazados que consideren haber sufrido da­
ños o pérdidas como consecuencia del incum­
plimiento de las normas aplicables dispongan, 
incluso después de haber finalizado la rela­
ción en la que se alegue que se ha producido 
el incumplimiento, de mecanismos eficaces 
para presentar directamente denuncias con­
tra sus empleadores y tengan derecho a ini­
ciar procedimientos judiciales o administra­
tivos también en el Estado miembro en cuyo 
territorio estén o hayan estado desplazados. 
Garantizarán asimismo que los sindicatos y 
otras terceras partes, como asociaciones, or­
ganizaciones y otras personas jurídicas, que, 
de conformidad con los criterios establecidos 
en su Derecho nacional, tengan un interés le­
gítimo en velar por el cumplimiento de estas 
obligaciones, puedan iniciar, en nombre o en 
apoyo de los trabajadores desplazados o de sus 
empleadores y con su autorización, cualquier 
procedimiento judicial o administrativo con el 
fin de implementar las obligaciones que se de­
rivan de estas normas. 

Y, precisamente, para combatir los abusos y 
fraudes, los Estados miembros podrán, previa 
consulta con los interlocutores sociales y con 
arreglo al Derecho o las prácticas nacionales, 
adoptar medidas adicionales sobre una base 
no discriminatoria y proporcionada, con obje­
to de garantizar que, en las cadenas de sub­
contratación, el trabajador desplazado pueda 
hacer responsable al contratista del que sea 
subcontratista directo del empleador o presta­
dor de servicios además de al empleador o en 
su lugar, respecto a cualquier remuneración 
pendiente correspondiente a las cuantías de 
salario mínimo o a las cotizaciones adeudadas 
a los fondos o instituciones comunes de los in­
terlocutores sociales10. 

10 Por todos, Gárate Castro, J.: «Descentralización pro­
ductiva y Derecho del trabajo», en aa. VV.: «Descentralización 
productiva: nuevas formas de trabajo y organización empresa­
rial. XXViii Congreso de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social», Madrid, Ediciones Cinca, 2018, pp. 25-68. 

9 

http:cebo-pombo.com
www.gomeza
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A tal fin, se establece un régimen especí­
fico para las sanciones pecuniarias o multas 
administrativas incluidas tasas y recargos 
que impongan las autoridades competentes o 
confirmen los órganos administrativos o juris­
diccionales. Cada Estado miembro podrá de­
signar, si es necesario como consecuencia de 
su organización administrativa interna, a uno 
o más autoridades centrales responsables de 
la transmisión y recepción administrativas de 
las peticiones y de ayudas a otras autoridades 
pertinentes. Previa petición de la autoridad 
peticionaria, la autoridad receptora de la peti­
ción cobrará las sanciones y multas adminis­
trativas que no sean susceptibles de recursos 
y que hayan sido impuestas, de conformidad 
con la normativa y los procedimientos del Es­
tado miembro peticionario, por una autoridad 
competente o confirmadas por un órgano ad­
ministrativo o jurisdiccional o, de existir, por 
órganos jurisdiccionales especializados en 
materia laboral u originar la resolución en la 
que se impone esa sanción o multa. 

2.	 LA PREVENCIÓN DE RIESGOS 
LABORALES COMO OBLIGACIÓN 
GENÉRICA DE LA EMPRESA. 
¿TAMBIÉN ALLENDE NUESTRAS 
FRONTERAS? 

2.1.	 El soporte de la normativa 
sobre desplazamiento internacional 
de trabajadores en relación 
a la prevención de riesgos laborales 

1. No parece plantear dudas la aplicación 
de las normas incluidas en la Ley de Preven­
ción de Riesgos Laborales (Ley 31/1995, 8 de 
noviembre, BOE, 10, en adelante, LPRL) a 
los contratos con elemento internacional, si, 
como se expusiera, se admite la extensión de 
la protección del ordenamiento español en el 
caso de los expatriados11. Pero resulta necesa­

11 Un exhaustivo estudio, con propuestas de lege ferenda, 
en quintero lima, G.: «la protección transnacional de los dere­
chos laborales en materia de seguridad y salud: una asimetría 
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rio manifestar que semejante normativa ha de 
ser adaptada a las circunstancias –no siempre 
fáciles en materia de prevención– de los expa­
triados12. 

En el ámbito de la Unión Europea, la Di­
rectiva 89/391, 12 de junio, DOCE, 29, relativa 
a las medidas para promover la seguridad y 
salud de los trabajadores en el trabajo esta­
blece una serie de obligaciones a empresarios 
y trabajadores desplazados a fin de intentar 
limitar los accidentes de trabajo y enfermeda­
des profesionales, incrementando la informa­
ción y la formación de los trabajadores. Del 
mismo modo, la Directiva 92/57, 24 de junio, 
DOCE, 26 de agosto contempla las disposicio­
nes mínimas de seguridad y salud aplicables 
en las obras de construcción temporales o mó­
viles. Por lo demás, y como viene indicándo­
se, la Directiva 96/71 obliga a garantizar las 
condiciones de trabajo previstas en la norma 
en caso de desplazamiento, sin perjuicio de 
la aplicación de condiciones de trabajo más 
favorables derivadas de lo dispuesto en la le­
gislación aplicable a su contrato de trabajo, 
Convenio Colectivo o contrato individual. Esto 
supone que las empresas deberán cumplir las 
obligaciones establecidas en materia de pre­
vención de riesgos también en los países de 
destino, sin perjuicio de que, si la norma es­
pañola fuese más beneficiosa para el trabaja­
dor desplazado, además de cumplir la norma 
del país de destino, deberá cumplir la propia. 
Puesto que se trata de una norma europea 
aplicable a todas aquellas empresas estable­
cidas en un Estado miembro que, en el marco 
de una prestación de servicios trasnacional, 
desplacen a trabajadores en el territorio de 
un Estado miembro, deberán las empresas ga­
rantizar que los trabajadores disfruten de las 
condiciones de trabajo y empleo establecidas 

comunitaria y sus remedios institucionales», Cuadernos de De­
recho Transnacional, vol. iV, núm.1, 2012, pp.180-221. 

12 Pérez de los Cobos, F.J., rivas Vallejo, M.P. y Thibault 

aranda, J.: «Comentario al artículo 3 de la ley de Prevención de 
riesgos laborales» en aa. VV.: Ley de Prevención de Riesgos La­
borales. Comentada y con jurisprudencia, Madrid, la ley, 2008, 
34 páginas. 
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en el Estado miembro donde se efectúe el tra­
bajo, independientemente de la ley aplicable 
al contrato de trabajo, y en particular y entre 
otras, en materia de salud, seguridad e higie­
ne en el trabajo. Eso significa que una empre­
sa establecida en España que desplace a sus 
trabajadores temporales a algún país de la 
Unión Europea deberá garantizar, como míni­
mo, las condiciones de seguridad y salud en el 
trabajo establecidas en el país de destino tan­
to por disposiciones legales, reglamentarias, 
convencionales o contractuales de obligado 
cumplimiento en el sector en el que se desa­
rrolle la actividad. Normalmente, cada país 
tendrá una norma específica de transposición 
de la Directiva 96/71 susceptible asimismo de 
cumplimiento. 

2. Fuera del ámbito de la Unión Europea 
habrá que acudir o bien a normas bilaterales 
o multilaterales de aplicación o a las normas 
de general aplicación como los Convenios de la 
OIT, especialmente los Convenios núm.155 y 
núm.187 sobre seguridad y salud de los traba­
jadores, respectivamente13. Mas, comoquiera 
que el art. 3 LPRL exige la aplicación de esta 
normativa a todas aquellas relaciones labora­
les reguladas por el Estatuto de los Trabaja­
dores y este último extiende su aplicación, ex 
art.  1.4, a las relaciones de los trabajadores 
efectuadas en el extranjero si se mantiene el 
vínculo con la empresa que contrata en Espa­
ña, también en estos casos procederá la apli­
cación de la norma española en materia de 
prevención de riesgos laborales. Todo ello ade­
más de cumplir con las obligaciones que, en la 
materia, se establezcan en el país de destino. 
Es cierto que, en este caso, se podría plantear 
la necesidad de acudir tanto a las reglas sobre 
competencia judicial como a las de la ley apli­
cable al contrato de trabajo para conocer la ley 
aplicable en el ámbito de la seguridad y salud 
laboral. Con todo, y aun cuando se planteara 
la aplicación de la norma del país de destino 
y no la española, comoquiera que se trata de 

13 Gil y Gil, J.l.: «los trabajadores migrantes y la organiza­
ción internacional del Trabajo», Relaciones Laborales, núms.15 
y 16, 2009, t.ii, pp. 241 y ss. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

normas de orden público, se exigiría la aplica­
ción de las condiciones mínimas de protección 
establecidas en el país de destino para salva­
guardar la seguridad y salud del trabajador 
desplazado. 

En el caso de los países iberoamericanos 
será necesario considerar, en este materia, el 
Convenio Multilateral Iberoamericano de Se­
guridad Social de 10 de noviembre de 2007 vi­
gente en España desde 2011 (BOE, 30 de abril 
de 2011). Los trabajadores por cuenta ajena, al 
servicio de una empresa con sede en España, 
que desempeñen tareas profesionales, de in­
vestigación, científicas, técnicas, de dirección o 
actividades similares y que sean desplazados 
a prestar servicios de carácter temporal con­
tinuarán sujetos a la legislación española de 
Seguridad Social hasta un plazo máximo de 
doce meses con prórroga por igual período. De­
berán mediar otros doce meses desde el final 
del desplazamiento para poder solicitar uno 
nuevo al mismo país. Tanto el desplazamiento 
inicial como la prórroga pueden ser utilizados 
de forma fraccionada. 

3. Por lo que se refiere a la normativa es­
pañola, la DA 1ª de la Ley 45/1999 garantiza 
que las empresas establecidas en España que 
desplacen temporalmente a sus trabajadores 
al territorio de Estados miembros de la Unión 
Europea o de Estados signatarios del Acuerdo 
sobre el Espacio Económico Europeo en el mar­
co de una prestación de servicios transnacio­
nal deban respetar las condiciones de trabajo 
previstas en el lugar de desplazamiento por 
las normas nacionales, sin perjuicio de la apli­
cación a los mismos de condiciones de trabajo 
más favorables derivadas de lo dispuesto en la 
legislación aplicable a su contrato de trabajo, 
en los convenios colectivos o en los contratos 
individuales. A tal fin, los interesados en un 
desplazamiento temporal de trabajadores a 
uno de los Estados miembros podrán infor­
marse de las condiciones de trabajo que deben 
garantizarse en el mismo dirigiéndose bien a 
los órganos competentes en materia de infor­
mación de tales Estados, bien a los de la Admi­
nistración laboral española, que dará traslado 
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a tales órganos de las peticiones de información 
recibidas, informando de ello al solicitante. 
Cuando la Administración laboral reciba esta 
información directamente de los órganos com­
petentes de otros Estados la pondrá, asimismo, 
en conocimiento de los solicitantes. Con esta 
norma se ha venido interpretando que todo lo 
dispuesto en la Ley 45/1999 resulta también de 
aplicación no sólo a los supuestos que la misma 
regula –empresas extranjeras que desplazan 
trabajadores a España– sino también a la in­
versa –empresas españolas que desplazan tra­
bajadores a otros Estados miembros–14. 

En caso de incumplimiento de las condi­
ciones de trabajo previstas en el lugar de des­
plazamiento, se considerará que se incurre en 
infracción administrativa ya sea por acción o 
por omisión por parte del empresario. No obs­
tante, no podrá dar lugar a que se sancionen 
las acciones u omisiones de los sujetos respon­
sables que hayan sido ya sancionadas penal 
o administrativamente en el país de despla­
zamiento en los casos en que se aprecie iden­
tidad de sujeto, hecho y fundamento. A estos 
efectos, resulta de aplicación lo previsto en el 
art. 20 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, BOE, 
22, Ordenadora del Sistema de Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social en virtud de 
la cual esta última podrá también iniciar de 
oficio el procedimiento sancionador mediante 
comunicación a las Administraciones públicas 
a las que corresponda en el lugar de desplaza­
miento la vigilancia del cumplimiento de las 
condiciones de trabajo. 

Del mismo modo, y de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, BOE, 2, del Poder Judicial, los órganos 
jurisdiccionales españoles del orden social se­
rán competentes para conocer de los litigios a 
que se refiere esta norma siempre que se ha­

14 García ninet, i. y Vicente Palacio, a.: «la ley 45/99, de 
29 de noviembre, relativa al desplazamiento (temporal y no 
permanente) de trabajadores en el marco de una prestación 
trasnacional», Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos So­
ciales, núm.27, 2012, pág. 20 y lópez insua, B.: «las empresas 
de trabajo temporal españolas en el mercado interior europeo», 
Relaciones Laborales, núm.12, 2014, 25 páginas. 
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yan producido con ocasión del desplazamien­
to, sin perjuicio de la posibilidad de entablar 
una acción judicial en el territorio del Estado 
miembro en el que esté o haya estado despla­
zado el trabajador, de conformidad con lo que 
dispongan al respecto las legislaciones nacio­
nales, ex art. 6 de la Directiva 96/71/CE. 

Al igual que los trabajadores desplazados 
a España han de tener garantizado por sus 
empresarios, durante el período del despla­
zamiento, al menos las condiciones de trabajo 
vigentes en España, los expatriados españoles 
deberán tener garantizadas las condiciones 
de su legislación nacional y la del Estado de 
destino. En este sentido, procede considerar 
lo dispuesto en el RD 1659/1998, 24 de julio, 
BOE, 12 de agosto en materia de informa­
ción al trabajador sobre los elementos esen­
ciales del contrato de trabajo y, en este caso, 
en relación con el contenido necesario si el 
desplazamiento del trabajador fuera superior 
a cuatro semanas. En efecto, en virtud de lo 
dispuesto en su art. 3, cuando un trabajador 
tenga que prestar normalmente sus servicios 
en el extranjero la información que se consi­
dera esencial en el contrato de trabajo deberá 
ser completada con los siguientes extremos: a) 
la duración del trabajo que vaya a prestarse 
en el extranjero; b) la moneda en que se pa­
gará el salario; c) las retribuciones en dinero 
o en especie, tales como dietas, compensacio­
nes por gastos o gastos de viaje, y las ventajas 
vinculadas a la circunstancia de la prestación 
de servicios en el extranjero; d) en su caso, las 
condiciones de repatriación del trabajador. 
La información sobre la moneda y las retri­
buciones en dinero o en especie podrá venir 
derivada de una referencia a las disposiciones 
legales o reglamentarias o a los Convenios Co­
lectivos de aplicación que regulen dichos ex­
tremos, siempre que tal referencia sea precisa 
y concreta para permitir al trabajador el acce­
so a la información correspondiente. 

Por su parte, sigue considerándose vigente 
la OM 27 de enero de 1982, BOE, 16 de febre­
ro por la que se regula la situación asimilada 
al alta en el Régimen General de la Seguri­
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dad Social de los trabajadores trasladados al 
extranjero por empresas españolas. En virtud 
de la misma se permite que el trabajador per­
manezca en situación asimilada al alta en Es­
paña, siempre que el expatriado mantenga su 
relación laboral con la empresa española, ad­
mitiéndose así las cotizaciones en España como 
si la relación laboral se desarrollara en nuestro 
país. A tal efecto, la suscripción de un convenio 
especial –una forma excepcional de mantener 
el vínculo jurídico con el sistema de Seguridad 
Social sin cumplir íntegramente los requisi­
tos legales exigidos para ello (Orden TASS 
2865/2003, 13 de octubre, BOE, 18)– adquiere 
aquí una especial relevancia como instrumen­
to jurídico, admitiendo a los trabajadores des­
plazados en el sistema, salvo excepciones pun­
tuales. Por su parte, en el país de destino y en 
su caso, el alta se desarrollará conforme a la 
normativa interna. En caso de convenio bila­
teral se estará a los términos del mismo y se 
mantendrá en situación asimilada en aquellas 
contingencias no incluidas en la acción protec­
tora del país de destino permaneciendo la obli­
gación de cotizar por las mismas. Finalmente, 
será de aplicación todo lo dispuesto tanto en 
la Ley Ordenadora del Sistema de Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a su 
obligación de vigilancia en el desplazamiento 
de trabajadores así como el contenido íntegro 
de la Ley de Infracciones y Sanciones antes ci­
tada, sin ocultar las dificultades de ejecución 
extraterritorial de cualquier medida sanciona­
dora administrativa o el cumplimiento de una 
sentencia judicial condenatoria15. 

2.2.	 Las medidas de prevención 
en los trabajadores expatriados 
y su adaptación a las condiciones 
laborales en el país de destino 

1. En el ámbito de la protección de la salud 
y seguridad de los trabajadores tendrá una re­

15 quintero lima, G.: «la protección transnacional de los 
derechos laborales en materia de seguridad y salud: una asi­
metría comunitaria y sus remedios institucionales»…op.cit, pág. 
212. 
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levancia esencial el país de destino toda vez 
que, en buena parte de ellos, se pueden llegar 
a soportar condiciones adversas que no sólo 
dificulten el trabajo sino la propia supervi­
vencia del trabajador y todo ello deberá estar 
previsto y protegido con la debida diligencia 
por parte de la empresa (vacunas, revisiones 
especializadas, conocimiento exhaustivo del 
historial médico del trabajador, etc.). Nada im­
pide –incluso todo obliga–, por tanto y en re­
lación a los expatriados, a mantener vigentes 
las obligaciones empresariales en materia de 
formación, información periódica, evaluación 
de riesgos, coordinación de actividades empre­
sariales, en su caso, vigilancia periódica de la 
salud, etc.16. 

Como en cualquier otra circunstancia, la 
empresa deberá efectuar una valoración de 
riesgos en el puesto de trabajo. Bien es cierto 
que, en el caso de los expatriados, el cumpli­
miento de dicha obligación no resulta fácil. 
Mas, en términos generales, la empresa debe­
rá conocer previamente el lugar donde habrá 
de desarrollarse la actividad del trabajador 
para saber, así, si debe prever las medidas por 
sí misma o ha de hacerlo con carácter coordi­
nado con otras empresas que presten servicio 
en el mismo lugar o compartiendo centro de 
trabajo. Asimismo, la empresa deberá evaluar 
los riesgos del puesto de trabajo en virtud de 
las funciones propias del puesto a ocupar, el 
país en el que se va a desarrollar el mismo o 
el tipo de trabajo a desempeñar (directivo, co­
mercial, técnico, operario, etc.). En función de 
los riesgos identificados, el servicio de preven­
ción o de medicina de trabajo de la empresa 
deberá elaborar un programa personalizado 
de vigilancia de la salud del trabajador expa­
triado al que controlará en la distancia para 
prestar la asistencia necesaria tanto en for­
mación como en información o en protección. 
La exploración física y psíquica del trabajador 
antes de emprender el desplazamiento será 
determinante a fin de evaluar los posibles 

16 FEDEraCiÓn aSTUriana DE EMPrESarioS, Preven­
ción de riesgos laborales en el contexto internacional, editado 
por la Fundación, 2014, 76 páginas. 
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riesgos en el país de destino y, en su caso, el 
tratamiento preventivo o curativo necesario. 
Finalmente, y atendiendo a lo prescrito en los 
arts. 18 y 19 de la Ley 31/1995, el trabajador 
deberá estar informado y habrá de recibir 
una formación adecuada sobre los riesgos del 
puesto de trabajo17. 

Por parte del trabajador, existirá la obli­
gación de informar a la empresa en todo mo­
mento de cualquier vicisitud que agrave su 
situación de riesgo y, en su caso, de los posi­
bles accidentes o enfermedades contraídas en 
el país de destino. La relación con el consula­
do español deberá ser constante a efectos de 
mantener un buen canal de comunicación con 
la empresa. Si existiera un grupo de trabaja­
dores desplazados, uno de ellos podrá actuar 
como delegado de prevención para alertar y, 
en su caso, resolver todas las cuestiones que 
surjan en esta materia. Por lo demás, la pla­
nificación de la etapa de repatriación también 
merece una consideración específica por parte 
de la empresa toda vez que, en muchas oca­
siones, la vuelta del trabajador al puesto de 
origen no se realiza en los términos esperados 
por aquél. A su regreso, el trabajador deberá 
ser sometido a un protocolo de vigilancia de la 
salud para descartar cualquier tipo de infec­
ción o contagio en el país de destino. 

2. Mas, dependiendo del país de destino, los 
riesgos pueden variar y, a los específicamente 
derivados de la actividad laboral desempeña­
da, pueden sumarse los riesgos propios del 
país. Aunque la lista de precauciones no podrá 
ser exhaustiva, existen algunos factores que 
no deberían ser eludidos por las empresas que 
desplazan a sus trabajadores18. 

17 ConFEDEraCiÓn rEGional DE orGanizaCionES EM-
PrESarialES DE MUrCia (CroEM), Gestión de la prevención 
en el proceso de internacionalización de las empresas espa­
ñolas. Trabajadores desplazados temporalmente por empresas 
establecidas en España, Murcia, 2013, 215 páginas. 

18 CEoE-CEPyME Cantabria, Guía de gestión de la pre­
vención en el proceso de internacionalización de las empresas. 
Trabajadores desplazados temporalmente por empresas esta­
blecidas en España, Barcelona, oficina Técnica de Foment del 
Treball, 2012, 41 páginas. 
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En primer lugar, la vacunación del tra­
bajador en función de los riesgos del país 
de destino. El art.  8 del RD 664/1997, 12 de 
mayo, (BOE, 24), sobre protección de los tra­
bajadores contra los riesgos relacionados con 
la exposición a agentes biológicos durante el 
trabajo, establece que, en caso de existencia de 
riesgo por exposición a agentes biológicos para 
los que haya vacunas eficaces, éstas deberán 
ponerse a disposición de los trabajadores, in­
dicando las ventajas e inconvenientes de la 
vacunación. Tanto el ofrecimiento de la em­
presa como la aceptación o rechazo del traba­
jador deberán constar por escrito para evitar 
–o exigir– responsabilidades futuras. Todo ello 
sin perjuicio de aquellas vacunaciones reque­
ridas por las autoridades locales del país de 
destino, con la demanda, en muchas ocasio­
nes, de un certificado internacional de vacu­
nación. Conviene añadir en este apartado el 
correspondiente protocolo sanitario que la em­
presa debe elaborar para guiar al trabajador 
desplazado en la evitación de enfermedades 
y la dispensación de los medios propios para 
hacer frente a enfermedades o accidentes más 
comunes a través de un botiquín básico con los 
medicamentos y medios imprescindibles en el 
país de destino. 

En segundo término, las situaciones de 
conflicto que se desarrollan en el país de des­
tino. Aunque se trate de situaciones generales 
del país, la influencia en la capacidad produc­
tiva es inmediata toda vez que el trabajador 
interiorizará el riesgo de supervivencia y lo 
trasladará a su actividad laboral. Para mini­
mizar estos riesgos, la empresa deberá con­
templar protocolos de seguridad que ayuden a 
los trabajadores desplazados a agudizar todo 
tipo de cautelas para evitar los riesgos más 
sobresalientes en el país de destino, incluidas 
las condiciones de higiene personal o alimenti­
cia para evitar contraer enfermedades. 

En tercer lugar, advertencias en materia 
de seguridad vial pues son muchos los países 
en los que las posibilidades de sufrir un acci­
dente de tráfico se multiplican. Dominar las 
costumbres locales en materia vial será deter­
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minante para impedir o, al menos, reducir las 
posibilidades de sufrir un accidente de tráfico. 
Los porcentajes de víctimas mortales en acci­
dente de tráfico en algunos países son expo­
nencialmente más altos que la media del resto 
de países del entorno por lo que, de ser así, 
deberá la empresa intentar prevenir o reducir 
dicho riesgo. 

En cuarto término, las condiciones natu­
rales de cada país de destino. Los fenómenos 
meteorológicos característicos de determina­
dos países de destino pueden incrementar los 
riesgos del trabajador expatriado. Este último 
deberá conocer cómo actuar en caso de terre­
motos, tornados, inundaciones, fenómenos 
naturales, todos ellos extremos que pueden 
incrementar sus riesgos vitales. Las recomen­
daciones generales y locales deberán ser cono­
cidas por el trabajador para aplicarlas en caso 
de emergencia. 

En quinto lugar, la empresa no puede ob­
viar la presencia de riesgos psicosociales en 
los casos de desplazamiento. Son muchos los 
factores que pueden contribuir a sufrir dichos 
riesgos; así, el cambio de horario, la frecuencia 
de los desplazamientos, los distintos países de 
destino, el ritmo de trabajo, las dificultades 
para conciliar la vida personal, la alteración 
de los ritmos circadianos como consecuencia 
de las costumbres, el clima o las condiciones 
del país de destino, etc.; circunstancias todas 
ellas que pueden influir negativamente en la 
actividad laboral del trabajador. El estrés pro­
pio de cualquier actividad laboral se agrava 
si se ha de afrontar en un país extranjero. De 
ahí que se aconseje a la empresa una selec­
ción cualificada del personal que vaya a ser 
expatriado y que deberá reunir condiciones de 
edad, predisposición, voluntad, experiencia, 
situación personal o familiar, conocimiento del 
país de destino, etc., como factores facilitado-
res tanto de la estancia como del desempeño 
de la actividad laboral. 

Pese a todas estas cautelas, procede con­
siderar que existen numerosos elementos que 
debilitan las condiciones de seguridad y sa­
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lud de los expatriados debido a factores como 
la ausencia de controles efectivos, la falta de 
imposición de la exigencia de ciertas normas o 
prescripciones –en especial en algunos sectores 
como el de la construcción19– o la imposibilidad 
de realizar una programación preventiva e in­
cluso el recelo de trabajadores autóctonos a la 
aplicación de medidas distintas para trabaja­
dores expatriados20. 

2.3.	 Responsabilidad de la empresa 
en la protección de la salud 
de los trabajadores en su movilidad 
internacional 

1. Algunos supuestos han propiciado un 
debate judicial en los tribunales nacionales 
en torno al alcance (internacional) de la res­
ponsabilidad sobre la salud del trabajador por 
parte de la empresa que decide desplazarlo a 
otro país. Sirva como ejemplo ilustrativo el su­
puesto resuelto por la STSJ Cataluña, 12 de 
marzo de 2012, Ar. 945 en el conflicto plantea­
do por un trabajador que presta servicios para 
la empresa demandada como coordinador ge­
neral, destinado en la India. Con anterioridad, 
también había trabajado para la misma em­
presa en diversos países tropicales (Angola, 
Ruanda, Kenia, Ecuador, Tailandia, Camboya, 
Cuba, Honduras y la India). Los trabajadores 
expatriados de la empresa demandada son 
examinados por un médico de plantilla con de­
dicación a medicina tropical. Además, en este 
caso concreto, el trabajador había realizado 
actividades informativas y formativas sobre 
las vacunas necesarias para su desplazamien­
to. Tras su estancia en la India, es ingresado 
en un hospital, ya en España, con diagnóstico 

19 Fundación agustín de Betancourt, Estudio de requi­
sitos de prevención en la internacionalización de empresas 
de la construcción, Madrid, instituto regional de Seguridad 
y Salud en el Trabajo de la Comunidad de Madrid, 2013, 129 
páginas. 

20 Camas roda, F. y Martínez aso, M.: «El cumplimiento de 
la normativa de seguridad y salud por las empresas que despla­
zan a trabajadores en el marco de una prestación de servicios 
transnacional», Revista de Derecho Social, núm.45, 2009, pág. 
22. 
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de un primer episodio de «dengue», que cur­
saba con una recuperación lenta (síndrome 
de fatiga subaguda). Tras una declaración de 
incapacidad temporal y una posterior recaída, 
el trabajador obtiene una incapacidad perma­
nente pero derivada de enfermedad común. 

Aunque el Juzgado de lo Social admite que 
se trata de una contingencia profesional, el 
Tribunal Superior de Justicia entra a valorar 
la naturaleza de la enfermedad contraída. A 
tal fin, explica la sentencia que el dengue es 
una enfermedad tropical de carácter vírico 
que se origina a consecuencia de la picadura 
de un específico mosquito en determinados 
países en los que se dan las condiciones pro­
picias para ello; no tiene vacuna conocida ni 
tratamiento específico, y con la singular cir­
cunstancia –generalmente admitida como 
criterio científico mayoritario–, de que la pri­
mera ocasión en que la infección se produce 
resulta ser una dolencia de naturaleza leve y 
sintomatología imprecisa, siendo en cambio de 
mucha más gravedad cuando tiene lugar un 
segundo episodio. Comoquiera que se trata de 
un trabajador de una empresa (Médicos sin 
Fronteras), aunque ésta constituya una ONG 
y aun cuando aquél asuma una serie de ries­
gos no imputables a la organización, esto no 
significa que la misma quede exenta de todo 
daño o perjuicio que pueda sufrir el trabajador 
en su actividad en el extranjero. 

Es cierto que, en el caso concreto ana­
lizado, el primer episodio de dengue pasó 
desapercibido y no fue en ningún momento 
diagnosticado, lo que genera el problema de 
determinar el momento preciso en el que tuvo 
lugar la infección a lo largo de la dilatada ca­
rrera profesional en países tropicales que se 
ha mencionado. Así las cosas, ni la prueba 
documental médica, ni tampoco ninguno de 
los varios informes periciales aportados por 
ambas partes resulta concluyente al respecto, 
optando por la calificación como enfermedad 
profesional. Mas, para determinar el alcance 
de la responsabilidad de la empresa, el Tribu­
nal recupera la STS 30 de junio de 2010, Ar. 
6775 en la que se reconoce que el Estatuto de 
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los Trabajadores consagra genéricamente la 
deuda de seguridad como una de las obliga­
ciones del empresario, al establecer el derecho 
del trabajador a su integridad física [art. 4.2. 
d) LET] y a una protección eficaz en materia 
de seguridad e higiene [art. 19.1 LET]. Obli­
gación que más específicamente –y con mayor 
rigor de exigencia– desarrolla la Ley de Pre­
vención de Riesgos Laborales, cuyos rotundos 
mandatos –muy particularmente los conte­
nidos en los arts. 14.2, 15.4 y 17.1 de dicha 
norma– determinaron que se afirmase «que el 
deber de protección del empresario es incon­
dicionado y, prácticamente, ilimitado» y que 
«deben adoptarse las medidas de protección 
que sean necesarias, cualesquiera que ellas 
fueran» (STS 8 de octubre de 2001, Ar. 1424, 
FJ 3). En consecuencia, la deuda de seguridad 
que al empresario corresponde determina que 
actualizado el riesgo (accidente de trabajo), 
para enervar su posible responsabilidad el 
empleador ha de acreditar haber agotado toda 
diligencia exigible, más allá –incluso– de las 
exigencias reglamentarias. 

Y, en aplicación de estas reglas al supuesto 
analizado, la empleadora habría incurrido en 
una falta de diligencia relevante y suficiente 
que genera responsabilidad contractual im­
prudente, por no haber sometido al actor a 
todas las pruebas de diagnóstico necesarias 
para detectar la posibilidad de que pudiere 
haber sufrido anteriormente una primera in­
fección por dengue antes de enviarlo en misión 
a la India. Así, conociendo que el trabajador 
había ya prestado servicios en muchos otros 
países tropicales por cuenta de la misma orga­
nización, debió someterle a todas las pruebas 
de diagnóstico posibles para descartar que ya 
hubiere padecido una primera infección frente 
a la evidencia de que, en caso de soportar un 
segundo episodio, las consecuencias serían de 
una enorme gravedad. De haberse detectado 
la existencia en su cuerpo de algún resquicio 
de contagio, no se habría corrido el riesgo de 
enviarlo a un país en el que existía el grave 
peligro de sufrir un segundo episodio de enfer­
medad infectocontagiosa. En consecuencia, la 
empresa no actuó con toda la diligencia exigi­
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ble, porque no agotó todas las posibilidades de 
prevenir la enfermedad contraída21. 

2. En esta misma línea se pronuncia la 
STS 23 de junio de 2015, Ar. 5533 ante la 
enfermedad sufrida por un trabajador al re­
gresar de una tarea encomendada por su em­
presa en el extranjero22. Para determinar si la 
enfermedad debe ser calificada como común o 
profesional, la sentencia disecciona la estruc­
tura del art. 115 LGSS –hoy, art. 156 LGSS–. 
En él se parte de la definición del accidente 
de trabajo en el art. 156.1 LGSS [«Se entiende 
por accidente de trabajo toda lesión corporal 
que el trabajador sufra con ocasión o por con­
secuencia del trabajo que ejecute por cuenta 
ajena»], si bien el sistema comprende el resto 
de previsiones contenidas en dicho precepto. 
En concreto, el art. 156.2 LGSS relaciona una 
serie de supuestos que se formulan en forma 
positiva y se califican ex lege como accidente 
de trabajo, no como meras presunciones que 
admitan prueba en contrario [in itinere; ejer­
cicio de cargos electivos de carácter sindical; 
tareas profesionales distintas; actos de salva­
mento; y diversas enfermedades]; el número 
3 establece una presunción legal de acciden­
te de trabajo [«Se presumirá, salvo prueba en 
contrario, que son constitutivas de accidente 
de trabajo las lesiones que sufra el trabajador 

21 Por lo que se condena económicamente a la empresa a 
una cifra elevada y por distintos conceptos: a) 26.336,35 euros 
de indemnización a pagar por los períodos de incapacidad tem­
poral; b) 219.619,68 euros de indemnización por las lesiones 
permanentes; c) 50.000 euros por daños morales; d) una com­
pensación de 27.363,70 euros por los perjuicios económicos; e) 
140.000 euros como indemnización de las lesiones permanen­
tes con los factores correctores, sin aplicar ninguna deducción 
en este concepto; y f) la deducción de los 31.000 euros pagados 
al actor a cargo de la póliza de seguros contratada con la com­
pañía aseguradora. 

22 De regreso a España, cuando llega a su domicilio, el 
trabajador acude al hospital donde se le diagnostica una «neu­
monía por legionella extensa grave», ingresando y falleciendo 
posteriormente. En el informe médico se hace constar que, con 
la información disponible y atendiendo a que el período de 
incubación de la neumonía por legionella (legionelosis) es de 
entre dos y diez días, el contagio debió de producirse en el pe­
ríodo durante el cual se encontraba en Tailandia, por lo que se 
considera el caso como importado de dicho país, no pudiendo 
determinar la fuente exacta de la infección. 
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durante el tiempo y en el lugar de trabajo»]; 
el número 4 refiere los supuestos en los que 
–pese a producirse en tiempo y lugar de tra­
bajo– tales eventos «no tendrán la considera­
ción de accidente de trabajo» [fuerza mayor; 
dolo o imprudencia temeraria del trabajador]; 
y –finalmente el número cinco relaciona dos 
circunstancias [imprudencia profesional; con­
currencia de culpabilidad ajena] que «[no] im­
pedirán la calificación de un accidente como 
de trabajo». 

La sentencia en cuestión admite asimis­
mo que, desde la STS de 17 de junio de 1903, 
se amplía conceptualmente el accidente de 
trabajo y la lesión determinante del mismo, 
extendiéndose también dicho concepto a las 
enfermedades de súbita aparición o desenlace, 
comprendiendo así no sólo a los accidentes en 
sentido estricto o lesiones producidas por la 
acción súbita y violenta de un agente exterior, 
sino también a las enfermedades o alteracio­
nes de los procesos vitales que pueden surgir 
en el trabajo causadas por agentes patológicos 
internos o externos (SSTS 27 de octubre de 
1992, Ar. 7844, 15 de junio de 2010, Ar. 2705 
y 24 de febrero de 2014, Ar. 2771). Cualquier 
«otra interpretación está basada en un concep­
to en declive y superado que asimila el acci­
dente con traumatismo […] sin tener en cuenta 
que gramaticalmente se estima como lesión 
el daño corporal procedente de herida, golpe, 
o enfermedad y más ampliamente cualquier 
daño o perjuicio, comprendiéndose igualmente 
dentro de ese concepto de lesión no sólo el daño 
físico ocasionado en los tejidos sino también 
el trauma que produce impresiones duraderas 
en lo psíquico» (STS 18 de marzo de 1999, Ar. 
3006, FJ 2). Ello, claro está, abstracción hecha 
de la específica consideración de determina­
das enfermedades como accidente de trabajo 
[actual art. 156.2. e), f) y g)]. 

Pese a ello, no existen, en este caso, su­
ficientes elementos para calificar la enfer­
medad como accidente de trabajo por la vía 
de la presunción consagrada en el art. 156.3 
LGSS. Aplicando la tesis que, en su día, crea­
ra el Tribunal Supremo en situaciones como 
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la descrita y recogida en su STS 6 de marzo 
de 2007, Ar. 3478, es preciso distinguir: a) 
la protección correspondiente al desplaza­
miento, que presenta cierta similitud con la 
del accidente in itinere y ha de ser protegido 
–a efectos de accidente de trabajo– en for­
ma similar; b) la protección propia durante 
la realización del trabajo que constituye el 
objeto de la misión, que ha de seguir el ré­
gimen normal del art.  156.1 LGSS; y c) la 
protección del tiempo restante de la misión, 
cuando ni es propiamente desplazamiento, 
ni tampoco realización de la actividad la­
boral, que no alcanza singular protección 
cuando no tiene una conexión necesaria con 
el trabajo, por lo que no puede estimarse co­
rrecto el criterio que sostiene que durante 
todo el desarrollo de la misión el trabajador 
se encuentra en el tiempo y el lugar del tra­
bajo, aunque se trate de períodos ajenos a 
la prestación de servicios, de descanso o de 
actividades de carácter personal o privado. 
En consecuencia, la presunción no alcanza a 
todo el tiempo y lugar del trabajo del despla­
zamiento sino que la singular protección so­
lamente se extenderá al tiempo y lugar que 
tengan conexión necesaria con el trabajo. 

Pues bien, en el supuesto que se analiza, 
si bien resulta incuestionable que la enfer­
medad se contrajo durante un trabajo rea­
lizado en un desplazamiento internacional, 
«parece gratuito afirmar que el contagio se 
produjo en tiempo y lugar de trabajo, o en 
directa conexión con ellos». Mas, lo que, sin 
embargo, sí cabe advertir es la aplicación del 
art.  156.1 LGSS. Pues, al considerar dicho 
precepto el accidente de trabajo como «toda 
lesión corporal que el trabajador sufra con 
ocasión o por consecuencia del trabajo», en­
fatiza la necesidad de precisar la relación de 
causalidad entre el trabajo y la lesión; bien 
de forma estricta [«por consecuencia»] o bien 
en un sentido más amplio o relajado [«con 
ocasión»], de manera que en este último caso 
ya no se exige que el trabajo sea la causa de­
terminante del accidente, sino que bastará 
con la existencia de una causalidad indirec­
ta, quedando excluida –tan sólo– la ocasio­
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nalidad pura. Y, en este sentido, «la diferen­
cia queda más resaltada si se considera que 
en el primer supuesto [‘por consecuencia’] se 
está en presencia de una verdadera «causa» 
[aquello por lo que –propter quod– se produ­
ce el accidente], mientras que en el segundo 
caso [‘con ocasión’], propiamente se describe 
una condición [aquello sin lo que –sine qua 
non– se produce el accidente], más que una 
causa en sentido estricto» (STS 23 de junio 
de 2015, Ar. 5533, FJ 6). Pues bien, esta 
«ocasionalidad relevante» se caracteriza por 
una circunstancia negativa y otra positiva; 
la negativa es que los factores que producen 
el accidente no son inherentes o específicos 
del trabajo y la positiva es que o bien el tra­
bajo o bien las actividades normales de la 
vida de trabajo hayan sido condición sin la 
que no se hubiese producido la exposición a 
los agentes o factores lesivos determinantes 
de aquélla. Y, así, en este supuesto concurre 
la «relevante» ocasionalidad porque el des­
plazamiento por motivos laborales a un país 
cuyas condiciones climatológicas –alto grado 
de humedad y elevadas temperaturas– favo­
recen notoriamente la difusión de la bacte­
ria legionella, fueron precisamente la condi­
tio sine qua non del contagio; si el trabajador 
no se hubiese desplazado por motivos labo­
rales, no hubiese contraído la enfermedad; 
al menos, atendiendo al orden natural de las 
cosas y al hecho de que tal patología resulte 
ser episódica en nuestro país23. 

23 Con una interesante consecuencia por parte del Tri­
bunal y es que, con esta afirmación, «en forma alguna pre­
tendemos extender la presunción de laboralidad que esta­
blece el art. 115.3 [para el tiempo y lugar de trabajo] a todo 
el tiempo de trabajo en misión [lo que ya hemos excluido 
desde la citada STS 6 de marzo de 2007], sino que lo que 
con lo indicado realmente pretendemos afirmar es que la 
propia cualidad causal propter quod presupone un previo 
juicio de valor que excluye –en los relativos términos de 
toda posibilidad improbable– la inexistencia de nexo causal 
o la ocasionalidad pura arriba indicada. Lo que en el caso 
ahora debatido hicimos, tras considerar que el contagio se 
produjo en Tailandia y que las singulares condiciones del 
país –humedad y temperatura son las más propicias para la 
transmisión de la enfermedad» (STS 23 de junio de 2015, ar. 
5533, FJ 6). 
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3.	 LA PROTECCIÓN SOCIAL 
DEL EXPATRIADO: VÍNCULOS 
CON EN EL PAÍS DE DESTINO, 
CON EL PAÍS DE ORIGEN, 
CON AMBOS O CON NINGUNO 

3.1.	 Reglas generales aplicables 
a la protección social del expatriado. 
Asimilación al alta y cotización 
en el país de origen y también alta 
y cotización en el país de destino 

1. En el ámbito de la Unión Europea, el 
trabajador y el empresario cotizarán única­
mente en un país, el de origen o el de destino. 
En principio, y de acuerdo con la normativa 
aplicable, si se tratara de un desplazamiento 
por menos de doce meses, en el de origen pero, 
si fuera superior, se suele acudir a la Seguri­
dad Social del país de destino. No obstante, la 
normativa europea permite mantener la coti­
zación en el país de origen al menos durante 
los cinco primeros años del desplazamiento del 
trabajador24. De esta forma, y de acuerdo con 
lo establecido en el Reglamento 883/2004, la 
empresa podrá mantener a sus trabajadores 
bajo la legislación de la Seguridad Social del 
país de origen tramitando formalmente el for­
mulario correspondiente. Con esta posibilidad 
evita cotizar en la Seguridad Social del país 
donde presta servicios el trabajador, no sin al­
gunos problemas aplicativos en los supuestos 
de subcontratación o cesión de trabajadores. 
En tales casos, las reglas de responsabilidad 
solidaria no siempre permitirán el cobro de 
cantidades adeudadas en otro país miembro. 
Aun cuando se imponga la jurisprudencia 
aplicable, por ejemplo, en materia de recargo 
de prestaciones –con su doble naturaleza san­
cionadora y resarcitoria– que obligaría a am­
bas empresas a responder de forma solidaria 
por el importe del mismo. 

Fuera de este entorno, las normas inter­
nacionales bilaterales o multilaterales mar­

24 Por todos, alonso-olea García, B.: «Trabajador expatria­
do y Seguridad Social», navarra, aranzadi, 2016. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

carán las obligaciones de cada empresa en el 
país correspondiente. Podrá mantenerse la 
cotización en el país de origen, obligar a coti­
zar en el país de destino, permitir ambos su­
puestos o establecer límites temporales (dos, 
tres, cuatro años) en cada caso. Si no existiera 
convenio internacional regulador, el trabaja­
dor podrá seguir manteniendo el vínculo con 
la Seguridad Social de origen aun cuando, en 
muchos casos, se le obligue, además, a cotizar 
en el país de destino. 

Y es que, en términos generales, el traba­
jador desplazado estará sometido a la legis­
lación de Seguridad Social del país en cuyo 
territorio ejerce su actividad laboral25. Sin em­
bargo, si el desplazamiento es temporal podrá 
mantenerse la cobertura de la Seguridad So­
cial del país de origen bien que en los términos 
que se desarrollen los convenios internaciona­
les. Comoquiera que la interrelación entre la 
cobertura de Seguridad Social y la extensión 
de la prevención es estrecha –pues dependien­
do de las prestaciones de Seguridad Social, la 
protección de la salud y seguridad del trabaja­
dor puede variar– es importante la regulación 
de aquélla para conocer la extensión de ésta. 
La tramitación deberá realizarse a través de 
la correspondiente Dirección Provincial de 
la Tesorería General de la Seguridad Social 
que será la encargada de precisar las reglas 
aplicables en función del país de destino y los 
requisitos formales y materiales necesarios 
para obtener de este último el correspondiente 
certificado de desplazamiento. 

2. Mención especial merece la asistencia 
sanitaria a la que tendrá derecho el trabaja­
dor y cuya cobertura será distinta según se 
despliegue en el ámbito europeo o en otros 
países. En el primer caso, la tarjeta sanitaria 
europea permitirá que el trabajador tenga ac­
ceso directo a los mismos centros y en las mis­
mas condiciones que cualquier nacional del 

25 Fernández, r., Tascón, r., Álvarez, H. y quirón, J.G.: «Pro­
tección social de los trabajadores desplazados al extranjero», en 
aa. VV.: «Trabajadores en el extranjero (desplazados y expatria­
dos)», Madrid, Francis lefebvre, 2002, pp. 99-186. 
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país en que se encuentre. Eso no impide que la 
empresa recurra, además, a la contratación de 
un seguro médico para el trabajador desplaza­
do. De no ser así, la atención por parte de cen­
tros privados al trabajador, en su caso, deberá 
ser abonada por éste, salvo en los supuestos de 
urgencia vital para los cuales está previsto el 
reembolso de los gastos anticipados. Si el des­
plazamiento fuera inminente cabría expedir 
un certificado provisional sustitutorio, válido 
durante un máximo de tres meses, hasta que 
se reciba definitivamente la tarjeta definitiva. 

Por lo demás, si se tratara de países no 
pertenecientes a la Unión Europea, dependerá 
de los convenios internacionales existentes en 
materia de asistencia sanitaria. Con carácter 
general, el trabajador hará frente a los gastos 
de asistencia sanitaria que serán reembolsados 
por la Mutua Colaboradora a la que pertenezca 
la empresa, previa acreditación tanto del acci­
dente o de la enfermedad como de la atención 
recibida. Por esta razón, las obligaciones for­
males requerirán que, en caso de accidente de 
trabajo, deba ser éste comunicado a la Mutua 
y, en función de la gravedad de la lesión, será 
ésta quien decida sobre el traslado del traba­
jador a un centro sanitario u hospitalario. En 
ese momento, será el sistema sanitario del país 
de destino el que desarrolle la actividad corres­
pondiente. Por su parte, en aquellos países en 
los que exista un convenio bilateral en esta ma­
teria, la documentación que entregue la Tesore­
ría General de la Seguridad Social al trabaja­
dor será válida para obtener la atención en los 
mismos centros y con las mismas condiciones 
que los nacionales del país de destino. De no 
ser así, el trabajador deberá acudir al centro 
correspondiente para obtener la asistencia ne­
cesaria o a aquel que le indique la Mutua, en 
caso de poder contactar con esta última. 

En materia de accidente de trabajo la Or­
den de 23 de diciembre de 1971, BOE, 30, aún 
vigente, establece la protección de la Seguridad 
Social a los emigrantes españoles por los acci­
dentes sufridos durante los viajes de emigra­
ción. En atención a su artículo 1, los accidentes 
sufridos por los emigrantes españoles durante 
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el viaje de salida o de regreso al territorio na­
cional tendrán la consideración de accidente de 
trabajo, siempre que tales viajes se deban a ope­
raciones realizadas por el Instituto Español de 
Emigración o con su intervención y concurran 
las demás condiciones que en esta norma se es­
tablecen. Consideración extensible a las enfer­
medades cuyo origen tengan su causa directa en 
los citados viajes. Por el contrario, no existirá la 
presunción de que todo accidente sufrido por el 
expatriado en el territorio de destino constituye 
un accidente de trabajo, habiendo generado una 
jurisprudencia de sumo interés en su contenido 
y resultado y cuyo compendio se recoge en el si­
guiente apartado. 

Tal vez por todo ello, resulta recomendable 
que la empresa suscriba un contrato de seguro 
de asistencia en viaje que preste cobertura a 
posibles accidentes –también laborales– en el 
desplazamiento del expatriado. Con carácter 
general, en el seguro privado se considera ac­
cidente cualquier circunstancia súbita, ines­
perada, inusual, concreta, violenta, externa y 
ajena a la voluntad del asegurado que sucede 
en un momento y lugar identificable como re­
sultado de un daño, por lo que las vicisitudes 
laborales –e incluso personales– del expatria­
do se verán cubiertas por este seguro privado 
a cargo de la empresa. 

3.2.	 El accidente de trabajo de expatriados 
como accidente en misión. Tiempo 
de trabajo y tiempo de descanso 
durante el desplazamiento26 

1. La clave del origen del tratamiento de 
los accidentes en la movilidad internacional la 
tienen sentencias como la STS 4 de mayo de 
1998, Ar. 4091 que ampliaba el concepto del 
accidente de trabajo in itinere al accidente de 
trabajo en misión27. En virtud de la misma, es 

26 Más ampliamente en lópez Cumbre, l. «accidente labo­
ral de los trabajadores expatriados» en aa. VV.: «Seguridad vial 
de los trabajadores», albacete, Bomarzo, pp. 103-141. 

27 En el supuesto enjuiciado, el trabajador prestaba servi­
cios para una empresa como conductor mecánico; el deman­
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accidente de trabajo «el acaecido como conse­
cuencia del contrato de trabajo, y se presume 
de aquel que tenga lugar durante la prestación 
de los servicios. Este concepto, ampliado al de­
nominado ‘in itinere’ con el alcance conocido, 
tiene un supuesto más claro en el identifica­
do como ‘accidente en misión’, puesto que se 
amplía la presunción de laboralidad a todo el 
tiempo en que el trabajador, en consideración 
a la prestación de sus servicios, aparece some­
tido a las decisiones de la empresa, incluso so­
bre su alojamiento, medios de transporte, etc. 
de tal modo que el deber de seguridad, que es 
una de las causas de la responsabilidad em­
presarial, abarca a todo el desarrollo del des­
plazamiento y de la concreta prestación de los 
servicios» (FJ 3). 

Con anterioridad, la STS 6 de mayo de 
1987, Ar. 3257, también calificó como acciden­
te de trabajo el infarto sufrido por el trabaja­
dor que, de vuelta en su hotel y una vez con­
cluida su actividad laboral en el extranjero, 
fallece. Estima el Tribunal que no se ha roto 
el nexo entre la prestación de los servicios, 
causa del viaje y el daño sobrevenido durante 

dante se desplaza con el camión de la empresa, hacia Escocia 
y llegando a Glasgow pernocta con su compañero en la cabina 
del camión. al despertar sobre las 06.00 horas de la mañana se 
siente indispuesto por lo que en las horas posteriores conduce 
el camión el acompañante, notando el trabajador una parálisis 
en el lado derecho de su cuerpo. Como consecuencia de esta 
indisposición, se le reconoce accidente de trabajo, recurrido 
por la Mutua por entender que no existe nexo alguno entre la 
actividad profesional de la víctima y su episodio cerebral, por 
lo que niega la naturaleza laboral del mismo. Pero el Tribunal 
Supremo estima que, encontrándose el trabajador a bordo del 
camión, la relación de causalidad resulta obvia por cuanto se 
trata de su puesto de trabajo. y es precisamente este dato, el 
que ni siquiera exista suspensión de la situación de actividad 
laboral porque el accidente sucede a bordo del camión, aunque 
en situación de relevo activo, pero con presencia y disponibi­
lidad plena en el propio puesto de trabajo, lo que permite al 
citado Tribunal calificar al citado accidente como contingen­
cia profesional. Sobre la evolución y el concepto de accidente 
in itinere y accidente en misión, vid Toscani Ginémez, D.: «las 
ampliaciones legales del concepto de accidente de trabajo», 
Revista Española de Derecho del Trabajo, núm.161, 2014, 21 
páginas y Gala Durán, C.: «Trabajo. Seguridad Social. accidente 
de Trabajo durante los desplazamientos. El concepto de ac­
cidente de trabajo in itinere: perspectivas legal y judicial», La 
Administración Práctica, núm.5, 2015, 11 páginas. 
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el desplazamiento. En la misma línea, la STS 
26 de diciembre de 1988, Ar. 9909 considera­
rá como accidente de trabajo la insuficiencia 
cardíaca por una crisis de asma durante un 
vuelo en avión que impidió que el trabajador 
fuese debidamente atendido, con lo que sin 
el desplazamiento del trabajador (a las Islas 
Seichelles para trabajar en Astilleros) el resul­
tado lesivo no se hubiere producido28. La falta 
de libertad del trabajador para reintegrarse a 
su vida ordinaria y la permanente dependen­
cia de la empresa al estar desplazado fuera de 
su entorno laboral habitual resultan claves 
para defender esta calificación29. 

28 la sentencia entendió que, si bien es cierto que la in­
suficiencia cardiaca, producida por la crisis severa de asma, es 
una enfermedad común, no le hubiera ocasionado la muerte 
si se le hubiera prestado asistencia sanitaria, la cual no se le 
pudo prestar por encontrarse en un avión, por lo que el fatal 
resultado se produjo por la situación de riesgo producida por el 
viaje que realizaba por requerimiento de la empresa, para que 
prestara servicios en la construcción de un buque, con billete 
proporcionado por la propia empresa y desde un país al que 
había sido enviado igualmente por ella, para trabajar a su servi­
cio, reuniendo todos los requisitos para calificar el hecho como 
accidente en misión. 

29 Como señala la STS 24 de septiembre de 2001, ar. 
595/02 «es evidente que el mal le sobreviene fuera de sus horas 
de trabajo, pero cuando permanece bajo la dependencia de la 
empresa, cuya organización y prestación de servicios objeto de 
su actividad económica impide al trabajador reintegrarse a su 
vida privada, al domicilio familiar y a la libre disposición so­
bre su propia vida»…, que «tal es el contenido del accidente de 
trabajo ‘en misión’, que es una lógica derivación del concepto 
de accidente de trabajo ‘in itinere’, porque si este segundo con­
cepto consiste en el soportado por el trabajador en el obligado 
desplazamiento … ya que la ley entiende que a tales trayectos 
y riesgos debe extenderse la protección proporcionada por la 
empresa, con mayor razón deberá extenderse tal protección 
cuando la prestación de los servicios y sus condiciones y cir­
cunstancias impiden al trabajador aquel regreso, y excluyen la 
necesidad de reintegrarse al lugar de reanudación de las tareas 
profesionales, porque tal lugar no es abandonado al concluir 
y, por eso, es innecesario el reintegro, ya que el trabajador 
‘itinerante’ … está en ese itinerario desde que abandona su 
domicilio hasta que vuelve a él, cuando concluye las tareas 
que tiene encomendadas» y concluye que… «es cierto que el 
nexo entre el daño soportado y la situación laboral puede rom­
perse … pero tal ruptura no depende de que las propias tareas 
profesionales hayan concluido (dado que esa conclusión no 
reintegra al trabajador a su vida personal, familiar, privada y 
de la que dispone), sino porque se produzcan hechos que, en 
efecto, se apartan de la situación que es laboral por extensión. 
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2. Como es sabido, el accidente «en misión» 
constituye una figura de creación jurispru­
dencial dentro del concepto más amplio de 
accidente de trabajo30. El desplazamiento o el 
destino del trabajador para realizar las activi­
dades exigidas por la empresa a una localidad 
distinta de su domicilio –en caso de movilidad 
internacional, en el extranjero– permite, en 
los términos expuestos, ampliar la presunción 
de laboralidad a todo el tiempo del desplaza­
miento. En definitiva, el trabajador se halla 
fuera de su entorno privado por exigencias 
laborales. Y, conviene recordar que, frente a 
la tipología expresa del artículo 156.2 LGSS, 
el apartado primero sigue considerando como 
regla general que el accidente de trabajo cons­
tituye «toda lesión corporal que el trabajador 
sufra con ocasión o por consecuencia del traba­
jo que ejecute por cuenta ajena». 

La misión integra dos elementos conecta­
dos ambos con la prestación de servicios del 
trabajador; a saber, el desplazamiento para 
cumplir la misión y la realización del trabajo 
en que consiste la misión. De ahí que la pro­
tección del desplazamiento presente cierta si­
militud con la del accidente in itinere, en la 
medida en que el desplazamiento se protege 
en cuanto que puede ser determinante de la 
lesión. Con un matiz y es que «en cuanto al 
accidente que se produce en la realización del 
trabajo que constituye el objeto de la misión, 
su régimen es el normal del art. 115.1 LGSS» 
(STS 16 de septiembre de 2013 Ar. 7306, FJ 
2). En estos supuestos, el «lugar de trabajo» es 
todo «lugar en que se está por razón de la ac­
tividad encomendada, aunque no sea el lugar 
de trabajo habitual» [STS 11 de julio de 2000, 
Ar. 7409, FJ 3)31]. 

La movilidad geográfica del trabajador 
constituye, en definitiva, la clave para calificar 

O sea cuando el trabajador rompe la dependencia y dispone 
de su tiempo y de su actuación» (FJ 2, 3 y 4, respectivamente). 

30 Por todos, Tascón lópez, r.: «El accidente de trabajo en 
misión», Valencia, Tirant lo Blanch, 2010. 

31 incluido, por ejemplo, el hotel donde se alojaba el con­
ductor de un autobús con ruta turística en su viaje por Europa 
(STS 24 de septiembre de 2001, ar. 595/02). 
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una conducta que, fuera de ese entorno, podría 
ser estimada como una actuación dolosa del 
trabajador, excluyente de la calificación como 
accidente de trabajo, para convertirla en este 
último. En principio, no todo episodio ocurrido 
al trabajador «en misión» –viaje de servicio or­
denado por la empresa– puede reputarse como 
accidente laboral y, así, no lo es el que ocurre 
sin conexión con el trabajo o en acto de la vida 
usual, en conducta normal, que en sí misma 
no produce ningún riesgo, o cuando se trate 
de períodos ajenos a la prestación de servicios, 
de descanso o de actividades de carácter per­
sonal o privado. Resulta difícil, pues, calificar 
como accidente de trabajo aquel que se pro­
duce durante el tiempo de descanso o fuera 
del lugar de trabajo. Salvo que el accidente 
se produzca en condiciones que guardan una 
íntima conexión con el trabajo32. Si así fuera, 
se impondría la calificación como accidente de 
trabajo por entender que la relación laboral 
es la causa («por ocasión») de la incidencia33. 

32 Como indica la STS 24 de febrero de 2014, ar. 2771, 
«el accidente se produjo con ocasión del trabajo ya que es 
evidente que si el trabajador no hubiera tenido que regresar 
al barco, no hubiera tenido que exponerse a los agentes le­
sivos determinantes de la ocasionalidad ‘relevante’ que cau­
só el accidente, en otras palabras el accidente no se hubiera 
producido. No cabe duda que la mar, elemento en el que se 
encuentra el buque –centro de trabajo y domicilio ocasional 
del trabajador– es un lugar potencialmente peligroso, peligro 
seriamente agravado en circunstancias como las concurrentes 
en el asunto examinado, en el que hay tan malas condiciones 
climatológicas que obligan al barco a resguardarse en el puer­
to hasta que mejoren, sin poder realizar su actividad laboral. 
Es más que probable que fueran precisamente estas malas 
condiciones, unidas a la arriesgada forma de acceso al barco, 
por otra parte forma habitual de acceso –saltando desde otro 
barco que se encontraba abarloado– las que provocaron el que 
el trabajador cayera al mar y falleciera. El trabajador había 
asumido un riesgo con ocasión de su trabajo, al intentar acce­
der al barco estando la mar en malas condiciones, y el riesgo 
se transforma en siniestro, produciéndose la caída al mar y el 
fatal desenlace» (FJ 6). Sobre este pronunciamiento, vid Carri­
zosa Prieto, E.: «El accidente in itinere del ‘trabajador en misión’ 
¿imposible concurrencia?», Revista Española de Derecho del 
Trabajo, núm.171, 2014, 18 páginas. 

33 En el mismo sentido que expone la STS 15 de julio 
de 2014, ar. 5291 en la que se aclara, también para calificar 
el accidente como accidente de trabajo, que «no se trata de 
una ‘misión’ en el sentido de encargar a un trabajador que se 
desplace temporalmente a un lugar distinto de su centro de 
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Son los principios de generosidad y pro-acci­
dentado los que servirán de base para tales 
planteamientos34. 

3. Consideración especial merecen en este 
punto aquellos supuestos de movilidad que se 
producen precisamente porque la actividad 
laboral es la del transporte. Como señalara la 
STS de 22 de julio de 2010, Ar. 7283, supuestos 
de esta factura requieren la precisión de de­
terminados matices en cuanto a la aplicación 
de las características del accidente en misión. 
En buena parte de las ocasiones, los conducto­
res descansan dentro de la cabina del camión 
en cuyo caso no puede considerarse que exista 
una ruptura del nexo causal entre el trabajo 
y el daño corporal provocado por el acciden­
te por la presencia y disponibilidad plena del 
trabajador en el propio puesto de trabajo, aun­
que se halle descansando. No en vano, el acci­
dente se produce en tal caso tanto en tiempo 
–las circunstancias concretas del trabajo enco­
mendado abarcan la vida personal del traba­
jador– como en el lugar de trabajo –el propio 
instrumento de trabajo del trabajador–. Re­
sulta habitual en esta situación que el traba­
jador pernocte en el vehículo con la intención, 
además de descansar, de vigilancia, tanto del 
vehículo como de la mercancía, por lo que, en 
realidad, esta situación describe un lapso tem­
poral de presencia toda vez que, aunque no se 
presta trabajo efectivo de conducción, se está 

trabajo habitual para realizar una prestación de servicios, sino 
que el trabajador en el momento de sufrir el evento lesivo se 
encuentra en el buque, y todas dependencias de éste, consti­
tuyen su centro de trabajo y al propio tiempo su domicilio, y 
cuyos trabajadores –todos ellos– aun cuando lógica y legal­
mente disfruten de períodos de descanso, están no obstante 
sujetos a una permanente disponibilidad, dependiendo de las 
contingencias –a veces imprevisibles– que pueden surgir en un 
buque, según se infiere, además, del contenido de los artículos 
15 y siguientes del Real Decreto 1561/1995, de 21 de septiem­
bre, sobre jornadas especiales de trabajo, y en concreto, del 
trabajo en el mar» (FJ 2). 

34 Vid sobre la materia la obra de Fotinopoulou Basurko, 
o.: «la seguridad marítima y los derechos laborales de la gente 
del mar», Bilbao, Gomylex, 2014 y, para este aspecto concreto, 
en particular, «la indemnización por daños y el accidente de 
trabajo marítimo», Revista General de Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social, núm.31, 2012, pp. 1-16. 
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realizando servicio de guardia y vigilancia 
dentro del camión sin que, por ello, se desvir­
túe el nexo causal exigido35. 

De no existir prueba de que el trabajador 
hubiese descansado o pernoctado en ningún 
recinto público, lo habitual es que lo hiciese 
en el propio camión, en cuyo caso no cabe más 
que apreciar dicho lapso de tiempo como de 
presencia porque, aunque no se preste trabajo 
efectivo de conducción se está realizando servi­
cio de guardia y vigilancia dentro del camión, 
sin que se desvirtúe por ello el nexo causal 
exigido para constituir el accidente de traba­
jo. Deberá ser la parte que niegue la existen­
cia de accidente de trabajo la que tendrá que 
probar la ruptura del nexo causal pues, de lo 
contrario, el accidente se producirá en el lugar 
de trabajo –el camión– y en tiempo de traba­
jo –tiempo de presencia–. Incluidas las horas 
técnicas de parada que, de forma preceptiva, 
deberán realizar los conductores para garan­
tizar la seguridad vial. Horas que se conside­
ran jornada laboral en tanto el trabajador se 
encuentra a disposición del empresario36. Su­
puestos todos ellos en los que la calificación 
como accidente de trabajo procede porque no 
se desvirtúa el nexo causal. Y no tanto porque 
se considere que todo lo que ocurra durante 
el traslado ha de ser calificado como accidente 

35 Como indica la sentencia, «por el juego de la presun­
ción, al demandante le incumbe la prueba del hecho básico o 
del indicio de que la lesión se ocasionó en el lugar y en tiempo 
de trabajo; con esa prueba se tiene por cierta la circunstancia 
presumida y quien se oponga a la aplicación de los efectos de 
la presunción tendrá que demostrar la falta de conexión entre 
el hecho dañoso y el trabajo. La presunción sólo queda des­
virtuada cuando hayan ocurrido hechos de tal relieve que sea 
evidente a todas luces la absoluta carencia de relación entre el 
trabajo que el operario realizaba, con todos los matices físicos 
y psíquicos que lo rodean, y el siniestro …» (STS de 22 de julio 
de 2010, ar. 7283, FJ 3). 

36 De ahí que «bien se estime que la parada realizada por 
el actor obedecía a razones operativas, descansar el período 
preceptuado por las normas de tráfico, bien a la necesidad de 
tomar alimento, es lo cierto que el origen de la baja merece el 
calificativo de accidente laboral, al deberse presumir la exis­
tencia de un nexo causal entre el trabajo y la enfermedad, ya 
que esta se presentó durante el tiempo de trabajo, mientras 
estaba en ruta» (STS de 19 de julio de 2010, ar. 4886, FJ 2). 
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de trabajo sino porque existe esa relación de 
causalidad entre el trabajo y la lesión. 

4. Aunque no todo lo que sucede durante la 
«misión» deberá tener necesariamente conexión 
con el trabajo. Ésta será la conclusión cuando 
no se trate propiamente de un desplazamiento 
ni tampoco se realice una actividad laboral. De 
esta forma, no se considerará correcto el criterio 
que sostiene que durante todo el desarrollo de la 
misión el trabajador se encuentra en el tiempo y 
el lugar del trabajo, aunque se trate de períodos 
ajenos a la prestación de servicios, de descanso 
o de actividades de carácter personal o privado. 
No puede, en consecuencia, acogerse la tesis de 
que durante el desarrollo de la misión hay que 
considerar que se está en el tiempo y en el lu­
gar del trabajo, aunque «es cierto que la norma 
se refiere también a los accidentes sufridos con 
ocasión del trabajo, pero, aunque la conexión de 
ocasionalidad es más débil que la de causali­
dad, exige, al menos, que el trabajo actúe como 
circunstancia que permita el accidente, de forma 
que sin él la lesión no se habría producido» (STS 
de 6 de marzo de 2007, Ar. 1867, FJ 3)37. 

Y, del mismo modo, tampoco se aceptará la 
tesis general cuando el accidente se produzca 
durante el desplazamiento al extranjero pero 
en tiempo de descanso, supuesto en el que la 
calificación no podrá ser la de una contingencia 
profesional sino común. En efecto, también en 
pronunciamientos antiguos, el Tribunal Supre­
mo había optado por excluir la consideración de 
accidente de trabajo por haberse ocasionado en 
día de descanso –el fallecimiento del trabajador 
en misión tiene lugar en Nigeria, un domingo, 
día de descanso, por asfixia por inmersión, al ba­
ñarse en una de sus playas (STS 10 de febrero 
de 1983, Ar. 580)–. Asimismo las SSTS de 17 de 

37 Por esta razón no se considera accidente de trabajo, en 
la STS 16 de septiembre de 2013, ar. 7306, el infarto cerebral 
sufrido por un trabajador cuando se dirigía en coche, de ocu­
pante, desde su domicilio a prestar servicios para su empresa. 
Se trata de un «desplazamiento ocasional, distinto del efectua­
do ordinariamente entre domicilio habitual y lugar de trabajo, 
que efectuó a principio de temporada o para iniciar uno de los 
períodos correspondientes de prestación efectiva de servicios» 
(FJ 3). 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

marzo de 1986, Ar. 1490 y 19 de julio de 1986, 
Ar. 4262 rechazarán la calificación de contingen­
cia profesional del fallecimiento por infarto de 
miocardio de trabajadores en misión cuando los 
infartos se produjeron durante el tiempo de des­
canso en un hotel y sin que constase ninguna cir­
cunstancia que pudiese evidenciar una relación 
entre el trabajo realizado y la lesión cardiaca 
padecida. Tan sólo en algunos supuestos en los 
que existe una circunstancia excepcional podrá 
ser matizada esta conclusión38. De acuerdo con 
esta doctrina, no se considera correcto el criterio 
que sostiene que durante todo el desarrollo de la 
misión el trabajador se encuentra en el tiempo y 
el lugar del trabajo, aunque se trate de períodos 
ajenos a la prestación de servicios, de descanso 
o de actividades de carácter personal o privado. 

Con posterioridad a las sentencias citadas, 
jurisprudencia más reciente del Tribunal Su­
premo también ha incidido en esta misma línea. 
Sirva de ejemplo la STS 11 de febrero de 2014, 
Ar. 1626 en la que se rechaza la consideración 
como accidente de trabajo del ictus sufrido por 
un trabajador desplazado en el extranjero, en 
misión, cuando le sobreviene en el hotel en tiem­
po de descanso. Inicialmente, tanto el Juzgado 
de lo Social como el Tribunal Superior de Justi­
cia en suplicación entenderán que se trataba de 
un accidente de trabajo invocando la tesis am­
plia y global antes analizada. Y, así, puesto que 
el trabajador se halla en situación de desplaza­
miento, por cuenta de la empresa, en Israel, y se 
encuentra realizando las actividades laborales 
encomendadas, siendo el desplazamiento la cau­
sa de que deba pernoctar en el hotel de la loca­
lidad donde presta servicios y cuando acontece 
el ictus está alojado en el citado hotel, no cabe 
sino la calificación como accidente de trabajo. No 
puede apreciarse una conducta inusual o fuera 
de los patrones normales de comportamiento, se 

38 así, en la STS de 14 de abril de 1988, ar. 2931 en la 
que también el trabajador sufre un infarto en el hotel cuando 
participa en una reunión profesional –puesto que el infarto se 
vincula aquí no a la misión sino a la situación laboral de estrés 
soportada por el trabajador– o la STS 4 de mayo de 1998, ar. 
4091 –toda vez que la lesión se produce en el vehículo de la 
empresa que conducía el trabajador, aunque en el momento 
del accidente condujera otro compañero–. 
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realiza una actividad normal como descansar y 
levantarse a la mañana siguiente para acudir 
al trabajo, por lo que no cabe una calificación 
distinta a la de contingencia profesional en tér­
minos ya reconocidos por anteriores pronuncia­
mientos, aquí expuestos (SSTS 18 de diciembre 
de 1996,Ar. 9727 y 10 de abril de 2001,Ar. 4906). 
Tesis no avalada por el Tribunal Supremo que 
considera que el accidente –con resultado de 
muerte– se produce fuera de horas y de lugar 
de trabajo y se debe a un infarto de miocardio, 
lo que extrae el factor causante de accidente en 
sentido estricto cuando no concurren tiempo y 
lugar de trabajo. Se rompe, tal y como defiende 
la Mutua Colaboradora, el nexo causal al ha­
llarse el trabajador en un período de descanso 
dentro de su desplazamiento internacional y 
sin que se aprecie la concurrencia de ninguna 
circunstancia especial que haga modificar dicha 
conclusión39. 

4.	 CONCLUSIÓN: LA PROTECCIÓN DE 
LOS EXPATRIADOS COMO INTERÉS 
EXPONENCIALMENTE CRECIENTE 

1. Existe todavía un amplio espectro de ac­
tuación jurídica en relación a los expatriados 
–admitiendo tal expresión como omnicom­
prensiva de todas aquellas situaciones en las 

39 Tampoco se aprecia en la STS 20 de abril de 2015, ar. 
2374 en la que se delimita la calificación del infarto de miocardio 
en un trabajador revisor de tren de una empresa de ferrocarriles 
mientras se encontraba pernoctando en un hotel –pagado por 
la empresa– en una ruta ferroviaria de ida y vuelta, debiendo 
descansar a la ida y antes de la vuelta. En estas circunstancias, el 
trabajador fallece en la habitación del hotel. la empresa remite 
parte de accidente de trabajo a la Mutua aseguradora, exponien­
do que el fallecido era un interventor en ruta, que estaba des­
cansando antes de comenzar nuevamente su turno de trabajo. 
Pero la Mutua defiende que se trata de un accidente común y 
no laboral puesto que el trabajador no se encontraba en tiempo 
y lugar de trabajo, sino en un período de descanso entre dos jor­
nadas laborales, por más que el mismo tuviera lugar fuera de su 
lugar de residencia habitual por razones de la actividad desem­
peñada. Tesis que avala el Tribunal Supremo en esta sentencia, 
no aceptando la calificación como accidente de trabajo a aquel 
que se produce cuando ha finalizado la jornada laboral, que será 
reanudada al día siguiente para realizar la ruta inversa, respon­
diendo ese período al descanso del trabajador. 
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que los trabajadores se desplazan o trasladan 
al extranjero en el marco de un contrato de 
trabajo–. Se trata de una materia delicada y 
sensible que requeriría una mayor –y mejor– 
intervención del legislador en un mundo labo­
ral transnacional, globalizado y deslocalizado 
en permanente y obligado cambio40. 

Por el momento, el interés se ha centrado 
en fijar normas procesales o sustantivas en re­
lación a la ley aplicable o al foro de competen­
cia judicial, sin desatender cuestiones propias 
del contrato de trabajo en cuanto a la «expor­
tabilidad» tanto de los derechos como de las 
obligaciones laborales. La propia polémica 
sobre la aplicación de las normas de movili­
dad geográfica derivadas del art. 40 LET en 
tal situación o la incertidumbre sobre la con­
veniencia de recurrir al art.  41 LET cuando 
el contrato introduce modificaciones, no sólo 
en la localización geográfica sino en otros ele­
mentos sustanciales de la relación, represen­
tan buena muestra de lo expuesto. 

2. Pero las dificultades se incrementan 
cuando se trata de garantizar tanto la preven­
ción de sus riesgos laborales como la cobertu­
ra de su protección social. Y no tanto porque 
las normas –especialmente las de Seguridad 
Social y las de asistencia sanitaria– no tengan 
experiencia en integrar una contingencia con 
elemento extranjero sino porque, en ocasiones, 
el contrato de trabajo se rige por la normativa 
nacional pero la protección del trabajador tie­
ne que prestarse, necesariamente, en el país 
de destino o, forzosamente, con la intervención 
tanto del país de origen como del país de des­
tino. De hecho, a veces, la propia terminología 
viene condicionada por estos datos, reserván­
dose la expresión de «expatriado» para el tra­
bajador que ha de darse de baja en el sistema 
de Seguridad Social de origen para proceder al 
alta en el de destino. 

40 Una reflexión más detallado sobre los mismos en lópez 

Cumbre, l.: «Start-ups y capitalismo de plataforma. renova­
ción o adaptación de los presupuestos laborales», en aa. VV.: 
«Start. ups, emprendimiento, economía social y colaborativa. 
Un nuevo modelo de relaciones laborales», navarra, Thomson 
reuters-aranzadi, 2018, pp. 43-108. 
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Mas, en ocasiones, no es fácil prever por 
la empresa los posibles riesgos para extremar 
la protección del trabajador. Tampoco lo es el 
comportamiento de este último, desconocer no 
ya de los riesgos profesionales –que podrían 
ser minimizados con la información y forma­
ción adecuadas– sino los riesgos vitales en 
el país de destino, algunos conocidos y otros 
por descubrir pues sólo se hacen aprehensi­
bles con la convivencia. La empresa procura 
reducir los riesgos y, en consecuencia, sus res­
ponsabilidades pero el mero cumplimiento de 
las normas nacionales de prevención de ries­
gos laborales no le garantiza la exención de 
responsabilidad en relación a los posibles ac­
cidentes sufridos o enfermedades contraídas 
por el trabajador. Por su parte, este último no 
siempre puede desplegar la debida diligencia 
profesional exigida. 

Por lo que se refiere a la protección social, 
cuando ésta se dispensa dentro de la Unión 
Europea, la aplicación coordinada de los dife­
rentes sistemas de Seguridad Social garanti­
zan su dispensación. Manteniendo la indepen­
dencia y autonomía de cada sistema nacional 
y, por tanto, sin que se cree un sistema único 
europeo de Seguridad Social, la coordinación 
genera una confianza sobre la posibilidad de 
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establecer reglas definitivas o temporales para 
la situación de quienes se desplazan temporal 
o definitivamente con ocasión o por consecuen­
cia del contrato de trabajo. Por lo demás, si la 
movilidad se efectúa al extranjero, los conve­
nios bilaterales o multilaterales de Seguridad 
Social permitirán prever la cobertura de estos 
trabajadores. En el ámbito interno, la figura 
del convenio especial –una forma excepcional 
de mantener el vínculo jurídico con el sistema 
de Seguridad Social sin cumplir íntegramen­
te los requisitos legales exigidos para ello–, 
adquiere asimismo un especial interés como 
instrumento jurídico, admitiendo a los traba­
jadores desplazados en el sistema, salvo ex­
cepciones puntuales. Pero ni todos los riesgos 
se incluyen ni existe el mismo grado de desa­
rrollo, especialmente entre países europeos y 
extranjeros. Cuando esto ocurre, garantizar 
la reciprocidad en la cobertura resulta arries­
gado pues normalmente el país desarrollado 
desplegará mayores esfuerzos respecto a su 
homólogo. Vicisitudes y lagunas normalmente 
suplidas con la cobertura complementaria de 
aseguramiento privado por parte de asegura­
doras que operan a nivel mundial, convirtien­
do al colectivo de expatriados en un elemento 
especialmente atractivo en sus expectativas 
de negocio. 
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RESUMEN	 La ausencia de un estatuto jurídico definido sobre el expatriado permite utilizar una acep­
ción amplia al respecto. Normalmente, y para evitar confundir la situación entre emigran­
tes y expatriados, este concepto se restringe a quien es desplazado –temporal o definiti­
vamente– en el seno del contrato de trabajo y por la empresa que se halla vinculada al 
trabajador, permaneciendo vigente la relación laboral. Una definición omnicomprensiva 
de todas aquellas situaciones en las que los trabajadores se desplazan o trasladan al ex­
tranjero en el marco de un contrato de trabajo. Con este marco de referencia, el análisis 
que se efectúa a continuación expone las dificultades tanto de la empresa como del tra­
bajador para cumplir algunas obligaciones y ver satisfechos los derechos garantizados al 
encontrarse vigente la relación laboral. En concreto, las medidas de prevención de riesgos 
laborales extraterritoriales y la protección social internacional. Dos materias que se com­
plementan en torno a la protección de la salud y seguridad del trabajador que presta sus 
servicios en el extranjero y que, relativamente resueltas en el ámbito europeo, presentan 
numerosos déficits en el plano internacional. Por todas las circunstancias expuestas en el 
estudio convergen la valoración normativa, un exhaustivo análisis jurisprudencia, la con­
sideración administrativa o de normativa interna empresarial y la composición doctrina 
de una materia aún por desarrollar. 

El estudio analiza las dificultades para definir el concepto de expatriado. En principio, 
se incluye a aquellos trabajadores que mantienen su nacionalidad y el vínculo con la 
empresa de su país de origen mientras desarrollan su actividad en el país de destino. Sin 
embargo, cada vez es más frecuente extender este concepto a cualquier trabajador ex­
tranjero –incluso habiendo perdido la vinculación con su empresa de origen– e incorporar 
a aquellos supuestos de trabajos prestados para una pluralidad de empresarios –contra­
tas, subcontratas, cesiones, transmisiones o grupos de empresa– con elemento extranjero 
y con constante demanda de prestación de servicios en un país extranjero o para una 
empresa filial o subcontratada en el extranjero. Con la crisis, el perfil se ha ido modifican­
do; y de tratarse de trabajadores a los que las empresas multinacionales destinaban con 
inmejorables condiciones laborales y salariales a prestar servicios en el extranjero úni­
camente, ahora la realidad del expatriado incluye también a quienes –jóvenes, normal­
mente– deciden aceptar condiciones precarias o buscar empleos con condiciones laborales 
anormalmente desventajosas en países extranjeros. Por lo que será necesario distinguir 
entre el desplazado expatriado y el expatriado no desplazado. Sin embargo, en este últi­
mo caso el fenómeno que mejor describe la situación es el de la emigración y, en el seno 
de la Unión Europea, la libre circulación de personas. Para evitar el dumping social, el 
legislador europeo intenta intensificar el control transfronterizo de la movilidad laboral 
internacional con reciente normativa en este sentido. Por su parte, España y en ausen­
cia de un régimen jurídico propio, el desplazamiento de trabajadores al extranjero ha 
sido asumido por la realidad sociolaboral, y especialmente por la doctrina judicial, como 
un supuesto de movilidad geográfica, considerando que dentro del mismo se incardinan 
tanto los supuestos en los que el destino se encuentra en España como en el extranjero. 
En definitiva, la norma laboral permite extender la protección del ordenamiento jurídico 
nacional. 

No obstante, y aun garantizado la aplicación de la norma europea, las obligaciones de 
prevención en salud laboral y las garantías de cobertura en Seguridad Social no se hallan 
exentas de problemas aplicativos en el caso de los expatriados. En el primer caso, porque 
la empresa deberá conocer el lugar donde se desarrollará la actividad laboral a fin de 
evaluar los riesgos, facilitar formación e información al trabajador, elaborar un programa 
personalizado de vigilancia de la salud del mismo, facilitar la vacunación correspondien­
te, advertir y prevenir de los riesgos no sólo laborales sino sociales del país de destino, 
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prever sobre las alteraciones por fenómenos naturales que ya no serán fuerza mayor sino 
situación regular, en su caso, en dicho país o, en fin, intensificar las previsiones por posi­
bles riesgos psicosociales en la adaptación a personal y familiar a un entorno diferente. 
Por lo que se refiere a la Seguridad Social, el estudio destaca no sólo las posibilidades de 
mantener el alta y cotización con el país de origen pese a la obligación de hacerlo también 
en el país de destino sino las dificultades que determinadas prestaciones plantean. Así, 
principalmente, la asistencia sanitaria –con la cobertura pública y la complementariedad 
habitual de los seguros privados de asistencia en el extranjero– y los accidentes de tra­
bajo o enfermedades (comunes, profesionales o de trabajo) desarrolladas en este entorno, 
calificados habitualmente como accidentes en misión pero sobre los cuales existe una 
casuística jurisprudencia que no siempre admiten que todo lo que ocurre en estos despla­
zamientos ha de interpretarse como algo sucedido durante el tiempo y el lugar de trabajo. 

En conclusión, del análisis desarrollado en este estudio se deriva que existe aún, pese 
a la importancia social y económica de un fenómeno empresarial y laboral creciente, un 
amplio espectro de actuación jurídica en relación a los expatriados. Por el momento, el 
interés se ha centrado en fijar normas procesales o sustantivas en relación a la ley apli­
cable o al foro de competencia judicial, sin desatender cuestiones propias del contrato de 
trabajo en cuanto a la «exportabilidad» tanto de los derechos como de las obligaciones 
laborales. Pero las dificultades se incrementan cuando se trata de garantizar tanto la 
prevención de sus riesgos laborales como la cobertura de su protección social. Y no tanto 
porque las normas –especialmente las de Seguridad Social y las de asistencia sanitaria– 
no tengan experiencia en integrar una contingencia con elemento extranjero sino porque, 
en ocasiones, el contrato de trabajo se rige por la normativa nacional pero la protección 
del trabajador tiene que prestarse, necesariamente, en el país de destino o, forzosamente, 
con la intervención tanto del país de origen como del país de destino. De hecho, a veces, 
la propia terminología viene condicionada por estos datos, reservándose la expresión de 
«expatriado» para el trabajador que ha de darse de baja en el sistema de Seguridad Social 
de origen para proceder al alta en el de destino. Mas, en ocasiones, no es fácil prever por 
la empresa los posibles riesgos para extremar la protección del trabajador ni tampoco 
las normas de cobertura social satisfacen los intereses de este último toda vez que la 
normativa europea o los convenios bilaterales o multilaterales suponen un fundamento 
solvente –aunque no siempre suficiente– de garantía. En consecuencia, constituye ésta 
una materia delicada y sensible que requeriría una mayor –y mejor– intervención del 
legislador en un mundo laboral transnacional, globalizado y deslocalizado en permanente 
y obligado cambio. 

Palabras clave: Expatriado; movilidad internacional; riesgos profesionales; prevención 
de riesgos; Seguridad Social; protección social en el extranjero. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L



loUrDES lÓPEz CUMBrE 

363 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

   
 
 

  
 

  
 
 

  
  

 
 

    
 
 
 
 
 
 
 

  
 
 
 
 

  
 
 

  
 
 
 
 
 
 

   
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
 
 

    
 
 

ABSTRACT
 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

The absence of a juridical statute on the «expatriate» allows to use a wide meaning 
in the matter. Normally, and to avoid confusing the situation between emigrants and 
expatriates, this concept is restricted to those who are temporarily or permanently 
displaced remaining in force the labor relation. An all-encompassing definition of all 
situations in which workers move or move abroad in the framework of an employment 
contract. With this frame of reference, the following analysis exposes the difficulties of 
both –the company and the worker– to meet certain obligations and to see the guaranteed 
rights fulfilled when the employment relationship developed abroad. Especially, measures 
to prevent extraterritorial labor risks and international social protection. Two subjects 
relatively resolved in Europe but not in the international level. For all the circumstances 
exposed in the study there converge the normative valuation, an exhaustive analysis 
jurisprudence, the administrative consideration or of internal managerial regulation and 
the composition doctrine of a matter still for developing. 

The study analyzes the difficulties to define the concept of expatriate. At first, there are 
included those workers who support his nationality and the link with the company of 
his native land while they develop his activity in the country of destination. However, 
it is increasingly common to extend this concept to any foreign worker –even having 
lost the link with their company of origin– and to incorporate those assumptions 
of work provided to a plurality of businessmen – contractors, subcontractors, 
assignments, transmissions or groups of company– with a foreign element and with 
constant demand for the provision of services in a foreign country or for a subsidiary 
or subcontracted company abroad. With the crisis, the profile has been modified; and 
of treating itself about workers whom the multinational companies were destining 
with unsurpassable working conditions and wage to giving services abroad only, now 
the reality of the expatriate includes also to whom – young, women, normally – decide 
to accept precarious conditions or to look for employments with working conditions 
abnormally disadvantageous in foreign countries. Therefore, it will be necessary to 
distinguish between the displaced expatriate and the non-displaced expatriate. 
However, in the latter case, the phenomenon that best describes the situation is that 
of emigration and, within the European Union, the free movement of people. To avoid 
the social dumping, the European legislator tries to intensify the cross-border control 
of the labor international mobility with recent regulation in this respect. For your part, 
Spain and in absence of a juridical own regime, the workers’ displacement abroad has 
been assumed by the sociolabor reality, and specially by the judicial doctrine, as a 
supposition of displacement, considering that inside the same one incorporate so much 
the suppositions in which the destination is in Spain as abroad. Definitively, the labor 
norm allows to extend the protection of legal system. 

Nevertheless, and even guaranteed the application of the European norm, the obligations 
of prevention in labor health and the guarantees of coverage in National Health Service 
are not situated exempt from applicative problems in case of the expatriates. In the 
first case, because the company will have to know the place where the labor activity 
will develop in order to evaluate the risks, provide training and information to the 
worker, develop a personalized program of health surveillance of the same, facilitate the 
corresponding vaccination, warn and prevent from the risks not only labor but social of 
the country of destination, to foresee on the alterations by natural phenomena that will 
no longer be force majeure but regular situation, in its case, in said country or, finally, to 
intensify the forecasts for possible risks psychosocial in the adaptation to personal and 
family to a different environment. With regard to Social Security, the study highlights not 
only the possibilities of maintaining the registration and contribution to the country of 
origin despite the obligation to do so also in the country of destination, but the difficulties 
that certain benefits pose. Thus, mainly, healthcare – with public coverage and the usual 
complementarity of private insurance for assistance abroad – and work accidents or 
diseases (common, professional or work) developed in this environment, usually classified 
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as accidents in mission, but over which there is a casuistic jurisprudence that does not 
always admit that everything that happens in these displacements has to be interpreted 
as something happened during the time and place of work. 

In conclusion, the analysis developed in this study shows that there is still, despite the 
social and economic importance of a growing business and labor phenomenon, a broad 
spectrum of legal action in relation to expatriates. For the present time, the interest has 
centred on fixing procedural or substantive procedure on relation to the applicable law or 
to the forum of judicial competition, without disregarding own questions of the contract 
of work as for the «exportability» both of the rights and of the labor obligations. But the 
difficulties increase when it is a question of guaranteeing both the prevention of his labor 
risks and the coverage of his social protection. And not so much because the regulations – 
especially Social Security and health care– have no experience in integrating a contingency 
with a foreign element but because, sometimes, the employment contract is governed by 
national regulations but worker protection has to be provided, necessarily, in the country 
of destination or, necessarily, with the intervention of both the country of origin and the 
country of destination. In fact, sometimes, the terminology itself is conditioned by these 
data, reserving the expression of «expatriate» for the worker who has to unsubscribe 
in the Social Security system of origin to proceed to the registration in the destination. 
More, sometimes, it is not easy to foresee the possible risks for the company to maximize 
the protection of the worker, nor does social coverage norms satisfy the interests of the 
latter, since European regulations or bilateral or multilateral agreements provide a 
sound basis –although not always enough-guarantee. Consequently, this constitutes a 
delicate and sensitive matter that would require greater –and better– intervention by 
the legislator in a transnational, globalized and relocated labor world in permanent and 
forced change. 

Keywords: Expatriate; international mobility; professional risks; risk prevention; Social 
Security; social protection abroad. 
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Prevención 
y protección 
de los riesgos 
profesionales 
en el trabajo 
autónomo 

1.	 PLANTEAMIENTO Y LÍNEAS 
ESTRUCTURALES 

Apesar de constituir las tres últimas 
décadas el período en donde ma­
yormente han proliferado normas 

dirigidas a la protección de la salud de los 
trabajadores, hay que apuntar que la preocu­
pación por la seguridad de éstos se remonta a 
tiempos remotos1. Resulta sorprendente que, 
si bien es cierto que en la historia reciente, el 
autónomo no ha sido contemplado como sujeto 
expuesto a situaciones de riesgo en el traba­
jo, en el SXVIII, antes de la llegada de la Re­
volución Industrial y con ella, del apogeo del 
trabajo por cuenta ajena, los artesanos, es de­
cir, profesionales libres que jugaban un papel 
esencial en la vida cotidiana de las ciudades 
por las actividades que desempeñaban, fueran 

* Prof. Contratada Doctora del Departamento de Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social de la UCM. 

Para encontrar a los precursores del tratamiento de esta 
cuestión debemos remontarnos a la Grecia clásica (siglos iV y 
V a. c.), época en la que ciertos autores se percataron de la 
existencia de enfermedades producidas por la extracción y ma­
nipulación de minerales (mercurio, plomo). Posteriormente, en 
1541, Paracelso o Philippus aureolus Theophrastus Paracelsus 
Bombastus von Hohenheim, precursor de la Higiene industrial, 
desarrolló un importante estudio de las enfermedades profe­
sionales de los trabajadores metalúrgicos y de fundiciones. 
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Prevention and protection 
of professional risks 
in self-employment 

SIRA PÉREZ AGULLA*
 

objeto de estudio de la primera obra que sis­
tematiza todas las enfermedades relacionadas 
con el trabajo: el Tratado de las Enfermeda­
des de los Artesanos2. Es por ello que, aunque 
haya sido el colectivo obrero el que dirigiera 
sus reivindicaciones al reclamo de protección 
ante las consecuencias de una actividad cuyo 
beneficio era recogido por el empresario, hay 
que subrayar que, tiempo atrás, ya se había 
tomado conciencia de los peligros a los que el 
trabajador autónomo se exponía en su puesto 
de trabajo. En España, desde el arranque de la 
legislación laboral, en 1873, todas las miradas 
fueron puestas en el trabajo por cuenta ajena. 
En aquellos momentos, los poderes públicos 
tomaron conciencia y reaccionaron tratando 
de controlar, únicamente, las situaciones de 
riesgo a las que estaban sometidos los obre­
ros fabriles. Distintas normas fueron promul­
gadas a lo largo del siglo XX3, no prestándose 

2 En 1700 se publicó en Módena De morbis artificum, 
de Bernardino ramazzini, traducida en España, con evidente y 
sintomático retraso en 1983. Como escribe el prologuista de la 
traducción española «en el caso de la medicina del trabajo, ra­
mazzini fue el más influyen, el más entusiasta, el primero entre 
los médicos que atisbó la trascendencia de una ciencia médica 
preocupada por la variada patología derivada del trabajo». ra­
mazzini, B.: «Tratado de las Enfermedades de los artesanos». 
Ministerio de Sanidad y Consumo, Madrid, 1983. 

3 así, normas como la ley de accidentes de Trabajo de 
1900, reflejaban el desasosiego que producía la salud del co­

1 
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atención alguna al autónomo, por un doble 
motivo: en primer lugar, por la inexistencia 
de una relación laboral que vinculara a traba­
jador y empresario y generara un haz de de­
rechos y deberes; por otro, por la adquisición 
de la condición de empresario por parte del 
trabajador por cuenta propia con trabajadores 
a su servicio, que adjudicaba al mismo el co­
rolario de responsabilidades propio de un em­
pleador. En esta época, resultaba inverosímil 
plantearse el establecimiento de un sistema 
de seguridad y salud en el trabajo para arte­
sanos, profesionales liberales, pequeños agri­
cultores, es decir, trabajadores que llevaban 
a cabo su actividad con total independencia, 
siendo ellos, y sólo ellos, los que decidían en 
qué condiciones desempeñaban su labor, en­
contrando, únicamente, en la autotutela, ga­
rantía para su seguridad en el terreno laboral. 

En los últimos años, las transformaciones 
sufridas por nuestro tejido productivo han 
dado un giro radical a la situación anterior. La 
descentralización productiva de la actividad, 
que ha traído el aumento de las prestaciones 
en régimen de subcontratación, así como, la 
aparición de nuevas formas de llevar a cabo 
el trabajo independiente, han hecho que las 
normas preventivas que antaño resultaban 
de aplicación impropia para los trabajadores 
autónomos, ahora se antojen adecuadas, al 
menos, para un sector del colectivo. Comienza 
a ponerse de manifiesto que estos trabajado­
res están expuestos a los mismos riesgos para 
su salud y su seguridad que los asalariados, 
abundando, incluso, alguno de ellos en secto­
res considerados de alto riesgo como la agri­

lectivo obrero en la clase dirigente de la época. Hasta 1940, 
momento en que se publicó el reglamento General de Seguri­
dad e Higiene en el Trabajo –de aplicación a cualquier actividad 
productiva por cuenta ajena–, se desarrollaron diversas normas 
que regulaban riesgos singulares, por ejemplo, el real Decreto 
de 19 de febrero de 1926, por el que se prohíbe el empleo de 
cerusa, sulfato de plomo y otros productos que contengan es­
tos pigmentos para pintar en el interior de los edificios. a partir 
del reglamento de 1940, se dictaron normas de aplicación ge­
neral aunque con aspectos de marcado carácter sectorial. Vid., 
Montoya Melgar, a.: «ideología y lenguaje en las leyes laborales 
de España (1873-1978)», Madrid, 1992. 
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cultura, la pesca, la construcción o los trans­
portes. Ante dichos cambios, entendemos que 
hoy, más que nunca, resulta necesario profun­
dizar en las garantías con las que cuentan los 
trabajadores autónomos respecto de la protec­
ción de los riesgos ante los que se exponen; en 
este sentido, no solo analizaremos las normas 
que buscan promover la mejora de la seguri­
dad y salud en el trabajo, sino que ahondare­
mos tanto en las cuestiones que dificultan la 
regulación del trabajo autónomo en materia 
preventiva, como en posibles soluciones capa­
ces de dar una respuesta a las necesidades de 
prevención de este tipo de trabajo. 

Antes de adentrarnos en ello, con el pro­
pósito de conocer mejor al sujeto objeto de 
análisis, el estudio parte de la exposición de 
los rasgos que acompañan el perfil actual del 
trabajador independiente. Seguidamente, se 
completa dicho epígrafe profundizando en las 
cuestiones que han propiciado el desamparo 
del colectivo en cuanto a su seguridad y salud 
en el trabajo y el desequilibrio existente entre 
la protección del trabajador por cuenta ajena 
y del trabajador autónomo. 

Tras contextualizar dicha figura, el estu­
dio, en consonancia con lo indicado anterior­
mente, prosigue con el examen de las normas, 
de diferente origen y eficacia, que se han en­
cargado de regular la prevención de la seguri­
dad y salud de los trabajadores; al hilo de su 
análisis, prestaremos especial atención al tra­
tamiento recibido por el colectivo de autóno­
mos, el cual es prácticamente nulo o al menos 
escaso. Se pone punto y final a este barrido le­
gal con el estudio de la última reforma llevada 
a cabo en materia de trabajo autónomo por la 
Ley 6/2017, de 24 de octubre, que si bien abor­
da alguna cuestión de interés en esta materia, 
a través de ella se vuelve a perder la oportuni­
dad de introducir medidas de peso alrededor 
de la seguridad y salud de los trabajadores au­
tónomos. Para concluir, se ponen de manifiesto 
los avances alcanzados desde la Administra­
ción y asociaciones profesionales tendentes a 
prevenir los riesgos profesionales a los que se 
exponen estos trabajadores. 
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2.	 PERFIL DEL TRABAJADOR 
AUTÓNOMO Y PRINCIPALES 
ESCOLLOS PARA SU REGULACIÓN 
EN MATERIA PREVENTIVA 

Resulta incuestionable la significación 
adquirida por el trabajo autónomo en los úl­
timos años, en particular, tras la crisis econó­
mica padecida a nivel mundial. Precisamente, 
analizando los datos estadísticos referidos al 
trabajo por cuenta propia, se infiere la capa­
cidad de este para remontar dicha coyuntura; 
si bien en el primer trimestre de 2013 el co­
lectivo tocaba fondo, siendo 3.030.728 la cifra 
de trabajadores autónomos afiliados a la Se­
guridad Social, a partir de este dato, el núme­
ro de trabajadores en régimen de autonomía 
se ha visto elevado progresivamente4 hasta 
alcanzar los 3.231.279 en el último trimestre 
del pasado año. Es evidente que en este ascen­
so ha tenido mucho que ver, no solo el hecho 
de que, ante las altísimas tasas de desempleo 
alcanzadas, numerosos trabajadores asalaria­
dos, expulsados del mercado laboral duran­
te el aciago momento económico-financiero 
vivido, encontraran en el trabajo al margen 
del contrato laboral una vía alternativa, sino 
también a la transformación del tradicional 
empleo por cuenta ajena, favorable a moda­
lidades de trabajo independiente, dotado de 
una mayor flexibilidad. Además, cabe apuntar 
que la percepción que del trabajo autónomo se 
tenía, del mismo modo parece haber sido mo­
dificada, contemplándose actualmente como 
fuente de creación de empleo, de innovación y 
de prosperidad económica5. 

4 Datos estadísticos Ministerio de Empleo y de la Seguri­
dad Social. Último trimestre de 2013: 3.076.495; último trimes­
tre de 2014: 3.159. 921; último trimestre de 2015: 3.190.439; 
último trimestre de 2016: 3.223.286; último trimestre de 2017: 
3.231.279. 

http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/ 
economia-soc/autonomos/estadistica/2017/4trim/informes_ 
perfiles_diciembre_2017.pdf 

5 Molina navarrete, C.: «la política de empleo en el ám­
bito del trabajo autónomo: soluciones a la crisis más allá del 
trabajo autónomo», Temas laborales, 2010, núm.106, págs. 90­
97. 
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Ahora bien, a pesar de este buen momento 
que parece vivir el colectivo, si a su regulación 
normativa nos referimos, y en particular, a la 
que afecta a la protección de su seguridad y 
salud en el trabajo, se debe destacar que hoy, 
no solo perviven los escollos que tradicional­
mente dificultaron su tratamiento, sino que 
con el aumento del número de trabajadores en 
régimen de autonomía, cada vez es mayor la 
cifra de trabajadores desatendidos en materia 
de prevención de riesgos laborales. En cuanto 
a las dificultades a las que los autónomos se 
enfrentan destacan, por una parte, las propias 
particularidades de este tipo de trabajo, baste 
como muestra, la falta de una contraparte que 
se ocupe de ciertas obligaciones; en este senti­
do, mientras que en la esfera laboral es el em­
presario el que asume determinados compro­
misos, cuando de trabajadores autónomos se 
trata, tales responsabilidades inciden directa­
mente sobre ellos. Esto se percibe claramen­
te en la materia objeto de análisis, donde un 
número elevado de trabajadores por cuenta 
propia solo contemplan su seguridad median­
te la autoprotección. Por otro lado, la heteroge­
neidad que desde siempre ha acompañado al 
colectivo dificulta su tratamiento. En cuanto 
a la materia preventiva, no solo son distintos 
los riesgos a los que se exponen estos trabaja­
dores en función de la actividad que lleven a 
cabo sino que también difieren en el modo de 
organizar el trabajo desarrollado. Así, depen­
diendo de si el autónomo tiene trabajadores a 
su cargo, si realiza su actividad en concurren­
cia empresarial o si desarrolla su trabajo por 
sí solo, sin tener asalariados contratados así 
será la protección de su seguridad y salud en 
el trabajo. En el primer supuesto, el trabaja­
dor potencia su faceta empresarial y, por tanto, 
debe cumplir con las obligaciones propias del 
empresario –que recoge la Ley 31/1995 de Pre­
vención de Riesgos Laborales–; para el caso 
en que la actividad se realice en escenario 
compartido, el autónomo se contempla mayor-
mente como un sujeto generador de riesgos, al 
que se le exige determinadas responsabilida­
des. Por último, el autónomo sin empleados a 
su cargo, no viene obligado a realizar ninguna 
actividad preventiva, ni puede ser sancionado 

http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos
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por su ausencia, en otras palabras, su protec­
ción no es atendida por la normativa en mate­
ria de prevención de riesgos. Dicha situación 
se agrava si tenemos en cuenta el elevado nú­
mero de trabajadores por cuenta propia que se 
encuentra en dicho escenario; así se despren­
de del informe llevado a cabo por la Federa­
ción de Trabajadores Autónomos (ATA) para 
el año 2017 en el que se profundiza en el perfil 
del trabajador autónomo actual6,7. Debemos 
destacar de dicho estudio el dato concerniente 
al número de trabajadores sin empleados a su 
cargo, el cual se sitúa en un 79,1% del colec­
tivo; en vista de que, como hemos señalado en 
anteriores líneas, este tipo de autónomos son 
totalmente obviados por la normativa preven­
tiva, indiscutiblemente, la situación resulta, 
al menos, preocupante. 

3. ANTECEDENTES NORMATIVOS 

3.1. Normas de carácter internacional 

A nivel internacional, el interés mostrado 
por la OIT en materia de prevención de ries­
gos laborales es indiscutible; esto queda pues­
to de manifiesto en las más de 40 normas que 
tratan específicamente la seguridad y la salud 
en el trabajo, bien de manera general, bien 
centrando su atención en ciertas ramas de la 
actividad económica o en riesgos específicos. 

En cuanto a la figura del trabajador autó­
nomo, la OIT ha centrado su atención en este 
tipo de trabajo y en la problemática que ha 
surgido en torno a él; a modo de ejemplo, la 
Recomendación sobre la relación de trabajo, 
de 2006 (núm. 198)8, así como distintos estu­

6 https://ata.es/documentos/perfil-del-autonomo-2017/ 
7 Del estudio se desprende datos tales como que los au­

tónomos españoles son, en su mayoría, hombres de mediana 
edad, con más de tres años de antigüedad. la mayoría de ellos 
trabaja en el sector del comercio, la construcción o la hostele­
ría. 

8 Se define de manera bastante amplia el concepto de re­
lación laboral para así poder combatir el fenómeno de los falsos 
autónomos –«la existencia de una relación de trabajo debería 
determinarse principalmente de acuerdo con los hechos relati­
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dios en los que se tiene presente la prolifera­
ción de esta modalidad. El más reciente, el que 
se acaba de publicar bajo el título «Perspec­
tivas sociales y del empleo en el mundo», en 
el que se cataloga el trabajo autónomo como 
una forma de empleo vulnerable9. En cuanto 
a la atención prestada al colectivo en materia 
de seguridad y salud, si bien se le tiene pre­
sente en distintos convenios, ninguno se hace 
cargo de su protección. Esta tendencia queda 
puesta de manifiesto desde los primeros que 
fueron celebrados; pongamos por caso el «Con­
venio sobre las prescripciones de seguridad en 
edificaciones de 1937 (nº 62)», el cual si bien 
parece dirigirse a todo tipo de trabajo– como 
así se manifiesta en su art. 2:«(…) el presente 
Convenio deberá aplicarse a todos los traba­
jos efectuados en el tajo y relacionados con 
la construcción, reparación, transformación, 
conservación y demolición de toda clase de 
edificios»– del contenido de su articulado se 
desprende que en mente estaba la protección 
del trabajador por cuenta ajena. Avanzando 
en el tiempo, el «Convenio sobre la higiene en 
comercio y oficinas de 1964 (nº 120)» de igual 
manera tiene como objetivo principal preser­
var la seguridad y salud de los trabajadores 
contratados en establecimientos comerciales 
–o establecimientos, instituciones y servicios 
administrativos– no de aquellos que de ma­
nera independiente desarrollen su actividad 
comercial. 

No podemos dejar de otorgar especial re­
levancia, por encontrarse en los cimientos de 
la normativa española10, al Convenio nº  155 

vos a la ejecución del trabajo y la remuneración del trabajador, 
sin perjuicio de la manera en que se caracterice la relación en 
cualquier arreglo contrario, ya sea de carácter contractual o de 
otra naturaleza, convenido por las partes». http://www.ilo.org/ 
dyn/normlex/es/f?p=norMlEXPUB:55:0:no:P55_TyPE,P55_ 
lanG,P55_DoCUMEnT,P55_noDE:rEC,es,r198,%2FDocument 

9 http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/–-dgre­
ports/–-dcomm/– publ/documents/publication/wcms_615674. 
pdf 

10 Es a partir de este Convenio cuando se solicita a los 
Estados miembros la elaboración de los Sistemas nacionales de 
Seguridad y Salud. 

http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/�-dgre
http:http://www.ilo.org
https://ata.es/documentos/perfil-del-autonomo-2017
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de la OIT, de 198111, sobre seguridad y salud 
de los trabajadores y medio ambiente de tra­
bajo12. Este permanece fiel a los tradicionales 
esquemas preventivos, dirigidos únicamente a 
la protección del trabajador por cuenta ajena. 
A su vez, debemos aludir a la reunión 95ª de la 
Conferencia Internacional del Trabajo13, cele­
brada en 2006, en la que se adoptó el Convenio 
nº 18714, sobre el marco promocional para la 
seguridad y salud en el trabajo15. El objetivo 
de éste era reclamar a los estados el estableci­
miento de un marco para promover el desarro­
llo de una «cultura preventiva de seguridad y 
salud» a nivel nacional a través de la puesta 
en marcha de una política, un sistema y un 
programa de prevención en cada uno de los 
Estados miembros16. Aunque el convenio si­
gue apostando por la protección del trabajador 
asalariado, muestra cierto interés por el autó­
nomo cuando alude, en su art. 4.3 h), a la ne­
cesidad de incluir en los sistemas nacionales 
de seguridad y salud en el trabajo «mecanis­
mos de apoyo para la mejora progresiva de las 
condiciones de seguridad y salud en el trabajo 
en las microempresas, en las pequeñas y me­
dianas empresas, y en la economía informal». 
A pesar de dicho avance, nada indica sobre el 
trabajador por cuenta propia sin empleados a 
su servicio. 

Por último, dirigiendo la atención a inicia­
tivas referentes a ramas específicas de la acti­
vidad económica, destaca el Convenio nº 161, 
sobre seguridad y salud en la construcción, 
de 1988, así como el Convenio nº 184, sobre la 
seguridad y salud en la agricultura, de 2001; 

11 ratificado por España el 11 de septiembre de 1985 (pro­
tocolo 155). 

12 Fue complementado por la recomendación (nº 164) 
sobre seguridad y salud del mismo año. 

13 En esta reunión se tiene presente lo dispuesto en el 
Convenio nº 155, así como las conclusiones adoptadas por la 
Conferencia internacional del Trabajo en su reunión 91ª. 

14 Fue ratificado por España el 5 de mayo de 2009. 
15 Fue completado por la recomendación (nº. 197) sobre 

el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 
2006. 

16 En este sentido, la oiT había adoptado en 2003 la Estra­
tegia Global en materia de seguridad y salud en el trabajo. 
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ambos no han sido objeto de ratificación por 
España, probablemente a consecuencia de la 
existencia de una profusa normativa comuni­
taria al respecto17. En el primero de ellos, no 
solo su art. 1 determina que el Convenio «se 
aplica también a los trabajadores por cuenta 
propia que pueda designar la legislación na­
cional», sino que, en su precepto séptimo, se 
pide a los Estados miembros que reflejen en 
su normativa que «los empleadores y los tra­
bajadores por cuenta propia están obligados 
a cumplir en el lugar de trabajo las medidas 
prescritas en materia de seguridad y salud». 
En cuanto al Convenio concerniente a la segu­
ridad y salud en la agricultura, únicamente, 
se refiere a los autónomos cuando requiere de 
ellos, en su art. 6, su colaboración en el cum­
plimiento de la normativa preventiva existen­
te en esta actividad –«en un lugar de trabajo 
agrícola dos o más empleadores ejerzan sus 
actividades o cuando uno o más empleadores 
y uno o más trabajadores por cuenta propia 
ejerzan sus actividades, éstos deberán colabo­
rar en la aplicación de las prescripciones sobre 
seguridad y salud»–. 

3.2. Normas de carácter europeo 

Como ya señalamos en anteriores apar­
tados, numerosas son las circunstancias que 
dificultan la protección de la seguridad y sa­
lud en el trabajo del autónomo; su propia na­
turaleza, así como la ausencia de contraparte, 
difícilmente casa con el juego tradicional de 
las normas preventivas cuya obligatoriedad 
descansa sobre los empresarios. Por ello, al 
igual que ocurre en nuestro ordenamiento in­
terno, en la esfera comunitaria el autónomo 
se ha contemplado y se contempla ajeno a tal 
protección, únicamente digno de alusión al 
resultar un sujeto potencialmente peligroso 
respecto de terceros, especialmente, asalaria­
dos concurrentes en el espacio físico en el que 

17 En el mismo sentido, Menéndez Sebastián, Paz; Ceinos 

Suarez, Ángeles, «norma internacional» en Sistema de Fuentes 
en la relación laboral, aa. VV. García Murcia, J (director), Uni­
versidad de oviedo, 2007, pág. 91. 
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llevan a cabo su actividad. La piedra angular 
de las normas preventivas llegadas desde el 
contexto comunitario, es decir, la Directiva 
marco 89/391//CE del Consejo, de 12 de junio, 
relativa a la aplicación de medidas para pro­
mover la mejora de la seguridad y salud de 
los trabajadores, optó por no incluirlos en su 
ámbito aplicativo18. 

Tendremos que acudir a Directivas secto­
riales para hallar exiguas referencias al colec­
tivo. Entre éstas, destaca la Directiva 92/57/ 
CEE, del Consejo, de 18 de febrero de 2003, 
relativa a las disposiciones mínimas de segu­
ridad y de salud que deben aplicarse en las 
obras de construcciones temporales o móvi­
les, que tiene en cuenta a los autónomos, en 
la medida en que éstos pueden constituir una 
fuente potencial de peligro para los asalaria­
dos que se encuentran en la obra. Asimismo, 
hay otras dos Directivas que, de un modo u 
otro, toman en consideración al trabajador por 
cuenta propia: por un lado, la Directiva 92/29/ 
CEE, del Consejo, de 31 de 144 marzo, relativa 
a las disposiciones de seguridad y salud para 
promover una mejor asistencia médica a bor­
do de los buques, en la que se recoge una de­
finición muy amplia de trabajadores, entre los 
que se incluye a los que llevan a cabo su labor 
en régimen de autonomía; por otro, la Direc­
tiva 2001/45/CE, del Consejo, de 27 de junio, 
relativa a la utilización de los equipos de tra­
bajo en los trabajos temporales de altura, que 
se refiere, en uno de sus considerando, a los 
autónomos, recordando que, cuando uno de és­
tos utiliza personalmente equipos de trabajo, 
puede poner en peligro la seguridad y salud 
de los empleados. Como vemos estas tres nor­
mas tienen un fin común: la protección de los 
trabajadores por cuenta propia derivada de la 
protección de la seguridad de los asalariados. 

18 la norma comunitaria, a pesar de la propuesta del 
Parlamento Europeo, en su resolución sobre el marco general 
de la acción de la Comisión en materia de seguridad, higiene 
y protección de la salud en el trabajo, relativa a la inclusión 
de los trabajadores autónomos en su ámbito de aplicación, 
finalmente se dirige a la protección del trabajador por cuenta 
ajena. 
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En contraste con lo anteriormente expuesto, 
es en el Derecho no vinculante en donde el le­
gislador comunitario presta mayor atención a 
los trabajadores por cuenta propia. Reflejo de 
tal afirmación es la Recomendación del Conse­
jo, de 18 de febrero de 2003, relativa a la me­
jora de la protección de la salud y seguridad 
en el trabajo de los autónomos, es decir, una 
norma dirigida directa y exclusivamente a la 
protección de éstos19. 

La Recomendación, impregnada del espí­
ritu de la Estrategia Comunitaria de Salud y 
Seguridad 2002-2003–, hacía un llamamiento 
a los Estados miembros para que tomaran las 
medidas necesarias que facilitaran la apro­
ximación del colectivo a la materia, recono­
ciendo por primera vez que los autónomos no 
estaban cubiertos de manera expresa por las 
directivas relativas a la salud y la seguridad 
en el trabajo, a pesar de que casi siempre es­
tán expuestos a los mismos riesgos para su 
salud y su seguridad que los trabajadores por 
cuenta ajena. De este modo, entre las exhor­
taciones efectuadas destacan el fomento de la 
seguridad y salud del colectivo, teniendo en 
cuenta los riesgos existentes en determinados 
sectores, la puesta en marcha de campañas de 
concienciación o el acceso de los autónomos a 
la formación e información en materia preven­
tiva, sin que suponga para ellos un coste eco­
nómico. Al tratarse, como hemos comentado, 
de un acto no vinculante, la Recomendación 
no tuvo en los Estados miembros la repercu­
sión deseada, no siendo medianamente tenida 
en cuenta por nuestro país hasta la entrada 
en vigor de la Ley 20/2007, del Estatuto del 
Trabajo Autónomo. 

Para finalizar, no debemos obviar las di­
versas Estrategias en materia de seguridad 
y salud presentadas por la Comisión Euro­
pea a lo largo de las dos últimas décadas; se 

19 En 1997, el Comité Consultivo de la Seguridad, de la 
Higiene y de la Protección de Seguridad y Salud en el trabajo, 
creó un grupo de trabajo «Trabajo autónomo» encargado de 
preparar una propuesta de recomendación para el Consejo re­
lativa a la seguridad y aludo de los trabajadores autónomos. 
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trata de documentos en los que se recogen 
los principales retos y objetivos estratégicos 
en el ámbito de la salud y la seguridad en 
el trabajo y se presentan las acciones clave 
y los instrumentos para alcanzarlos. Como 
ya hemos apuntado, la Estrategia comunita­
ria de salud y seguridad en el trabajo 2002­
200620 inspiró la Recomendación llevada a 
cabo en 2003. Destacaba la necesidad, en 
aras del fomento de un verdadero bienestar 
en el trabajo, de tener presente las proble­
máticas propias de las PYMES, microempre­
sa y trabajadores autónomos. La Estrategia 
Comunitaria de Salud y Seguridad en el tra­
bajo 2007/201221 continúa poniendo de relie­
ve los retos en materia de salud y seguridad 
a los que ya se hizo referencia en la Estra­
tegia anterior; entre ellos, vuelve a requerir 
la atención hacia las nuevas tendencias en 
el empleo, incluido el desarrollo del trabajo 
por cuenta propia, la subcontratación y el 
aumento del empleo en las PYMES. Por últi­
mo, en 2014 se aprobó el, hoy vigente, Marco 
Estratégico de la UE en materia de Salud 
y Seguridad en el Trabajo 2014-2020. Este 
determina los principales objetivos estraté­
gicos de la Unión e identifica tres retos cla­
ves de futuro de la seguridad y salud en el 
trabajo en Europa, entre ellos, la mejora en 
la reglamentación existente, en especial, en 
la que se refiere a las PYMES, las cuales han 
puesto de manifiesto, en numerosas ocasio­
nes, las múltiples dificultades que encuen­
tran para cumplir algunos requisitos exigi­
dos. Desde la Estrategia se pretende aportar 
soluciones más sencillas y eficaces para te­
ner en cuenta la situación de las microem­
presas y de las pequeñas empresas y garan­
tizar así la protección eficaz de la salud y la 

20 Comunicación de la Comisión, de 11 de marzo de 2002, 
relativa a la estrategia comunitaria de salud y seguridad en el 
trabajo (2002-2006) [CoM (2002) 118 – no publicada en el Dia­
rio oficial]. 

21 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al 
Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de 
las regiones, de 21 de febrero de 2007, «Mejorar la calidad y la 
productividad en el trabajo: estrategia comunitaria de salud y 
seguridad en el trabajo (2007-2012)» [CoM (2007) 62 final – no 
publicada en el Diario oficial]. 
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seguridad de los trabajadores en todos los 
lugares de trabajo, con independencia de su 
tamaño. Para ello se propone simplificar la 
legislación cuando proceda y proporcionar 
orientación y apoyo personalizados a dichas 
empresas de reducida dimensión. 

3.3. Normas de carácter nacional 

3.3.1. Constitución española de 197822 

Tenemos que señalar que el derecho a la 
integridad encuentra su fundamento consti­
tucional en el art. 15 CE, que implica el re­
conocimiento del derecho a la salud y otros 
presupuestos vitales tales como la protec­
ción y mejora de la calidad de vida y defen­
sa del medio ambiente (art. 45.2) o, el que 
ahora nos ocupa, el derecho a la seguridad 
y salud en el trabajo, principio rector de la 
política social y económica, proclamado por 
el art. 40.2 del mismo texto. Debemos subra­
yar que el legislador constituyente a la hora 
de referirse al trabajo lo hace sin distinción 
entre el trabajo por cuenta ajena o por cuen­
ta propia. Tal proceder parece en línea con 
lo dispuesto por la Ordenanza General de 
Seguridad e Higiene en el Trabajo23, la cual, 
si bien por primera vez reconoce la recipro­
cidad entre las obligaciones del empresario 
y los derechos de los trabajadores, mediante 
su art. 12, permite la extensión de tales de­
rechos y responsabilidades recogidos en su 
articulado a otro tipo de trabajadores, como 
los autónomos24. 

22 Publicada en el BoE núm. 311 de 29 de Diciembre de 
1978. 

23 aprobada por orden de 9 de marzo de 1971. 
24 art.12 de la oGSHT: «las disposiciones relativas a obli­

gaciones, derechos y responsabilidades que en esta ordenanza 
se establecen serán así mismo, aplicables con carácter general 
y en la medida que fuere necesaria para prevenir riesgos profe­
sionales a las personas comprendidas en el ámbito del mismo 
aun cuando en ellas no concurra la condición de empresario ni 
la de trabajador por cuenta ajena». 
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3.3.2.	 Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales25 

Obligada por las directrices marcadas 
desde Europa, así como por los compromisos 
adquiridos con la Organización Internacional 
del Trabajo a partir de la ratificación del Con­
venio 155, sería la Ley 31/1995, de 8 de no­
viembre, de Prevención de Riesgos Laborales 
la que impulsara un cambio sustancial en la 
materia, instaurando un nuevo enfoque de la 
prevención de riesgos en el trabajo. Además, y 
esta vez apartándose de la norma comunita­
ria, hacía alusión a un colectivo, hasta el mo­
mento proscrito de la normativa preventiva, 
como era el de los trabajadores autónomos. A 
pesar del espíritu renovado y universal que su 
exposición de motivos propugnaba, la atención 
que esta normativa prestaba al trabajador 
independiente, no era más que la regulación 
de una situación concreta, propia del nuevo 
tejido empresarial, en la que podían verse 
involucrados los trabajadores autónomos. La 
LPRL, en su art. 3.126, incluía en su ámbito de 
aplicación tanto a la relación laboral como a la 
funcionarial, continuando el precepto con una 
apostilla residual del siguiente tenor «Ello sin 
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones 
que se establecen para los fabricantes, impor­
tadores y suministradores, y de los derechos y 

25 ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de ries­
gos laborales (BoE núm. 269, de 10 de noviembre de 1995). 

26 Durante el período de elaboración de la lPrl, la redac­
ción del art. 3.1 no estuvo exenta de controversia. así, el Grupo 
Parlamentario Catalán (CiU), mediante la enmienda nº 135, 
planteó la alteración del contenido actual del art. 3, incluyendo 
en la ámbito de la norma a los trabajadores autónomos. De 
este modo, propuso que la redacción de dicho artículo fuera la 
siguiente: «esta ley y sus normas de desarrollo serán de aplica­
ción tanto en el ámbito de las relaciones laborales reguladas en 
el Estatuto de los Trabajadores, como en el ámbito de los traba­
jadores autónomos». Boletín de las Cortes Generales, Congreso 
de los Diputados, de 17 de marzo de 1995, Serie a, nº 99-5. Esta 
propuesta no resulta del todo impropia, si tenemos en cuenta 
que no estamos ante un precepto circunscrito únicamente a 
la relación contractual laboral, sino que incluye también en el 
ámbito de aplicación de la ley a las sociedades cooperativas, 
constituidas de acuerdo a la legislación que le sea aplicable 
(ley 27/1999, de 16 de julio) o al personal civil con relación de 
carácter administrativo o estatutario. 
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deberes que puedan derivarse para los traba­
jadores autónomos». En este precepto se apre­
cia la diferencia existente entre el mandato 
tajante que efectúa con relación al trabajador 
típico o funcionarial y la cláusula genérica e 
imprecisa empleada respecto del autónomo. 
Muchos fueron los autores que tacharon de 
ambigua y técnicamente deficiente la redac­
ción del art. 3 LPRL27, considerando que no 
determinar a qué derechos y obligaciones se 
refiere, genera inseguridad jurídica28. Tras 
rastrear en la LPRL, exiguas son las referen­
cias que encontramos en relación con los dere­
chos y obligaciones que el art. 3.1 adjudica al 
autónomo. Nada hallamos en el capítulo III en 
el que se concretan los derechos y obligacio­
nes de trabajadores y empresarios en materia 
preventiva, ni siquiera en el genérico derecho 
a la protección frente a los riesgos laborales 
indicado en el art.  14 –que acoge el derecho 
constitucional proclamado en el art. 40.2–, ni 
en los deberes que impone el art. 29 a todos los 
trabajadores y que exigen la existencia de una 
relación laboral. 

Habrá que acudir al art. 24.5 LPRL, para 
comprender, por un lado, que el art. 3, única­
mente remite a este precepto a la hora de de­
finir los derechos y obligaciones adjudicados a 
los autónomos y, por otro, que exclusivamente 
se refiere a una situación productiva particu­
lar, en concreto, aquélla en que los trabaja­
dores llevan a cabo su actividad en relación 
directa con otra empresa, en concreto, traba­
jando en los locales de la misma o coincidiendo 
físicamente con personal de ésta. El apartado 

27 Mateos Beato, a.: «El trabajador autónomo en la pre­
vención de riesgos laborales», anuario del Ministerio de Trabajo 
y asuntos Sociales, 2005, pág. 8. Palomeque lópez considera el 
precepto como «una formulación de alcance genérico y vapo­
roso», Palomeque lópez, M. C.: «El trabajo autónomo y las pro­
puestas de refundición del Derecho del Trabajo», relaciones 
laborales, nº 7/8, pág. 54; garcía murcia entiende que «el trato 
dispensado por la ley al Trabajador autónomo como indirecto, 
de manera circunstanciada y del todo singular». García Murcia, 
J.: «Trabajo autónomo y seguridad y salud en el trabajo», rela­
ciones laborales, nº 7/8, 2000, pág. 142. 

28 Sagardoy Bengoechea, J. a.: «los trabajadores autóno­
mos. Hacia un nuevo Derecho del Trabajo», Ediciones Cinca, 
Madrid, 2004, págs. 90-91. 
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quinto de este precepto, dedicado a la «concu­
rrencia de actividades empresariales»29, debe 
ser interpretado a la luz de los apartados 1 y 2 
que le preceden con arreglo a su tenor literal: 
«Los deberes de cooperación y de información 
e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 
serán de aplicación respecto de los trabajado­
res autónomos que desarrollen actividades en 
dichos centros de trabajo». Por tanto, enten­
demos que el trabajador independiente goza­
rá del derecho a ser informado e instruido por 
parte del empresario principal, en un ambien­
te de cooperación proclive a la correcta apli­
cación de las normas. Asimismo, deberá infor­
mar a los trabajadores con los que concurra en 
el centro de trabajo de los riesgos que implica 
el desarrollo de la actividad que lleve a cabo. 

Así las cosas, debemos afirmar que, por un 
lado, el deber de cooperación pesa sobre todas 
las empresas concurrentes, por lo que no se 
dirige en exclusiva a proteger al trabajador 
por cuenta propia; por otro lado, el derecho 
de información e instrucción, dispuesto en el 
art. 24.5 LPRL, únicamente encuentra como 
designio la protección de los trabajadores por 
cuenta ajena que lleven a cabo su labor en el 
centro de trabajo, teniendo en cuenta que, a 
mayor preparación en materia preventiva por 
parte de las empresas concurrentes, entre las 
que se incluye a los trabajadores autónomos, 
mayor garantía de seguridad para los asala­
riados que desarrollan su actividad en el cen­
tro de trabajo en cuestión; es decir, el trabaja­
dor autónomo no es contemplado de manera 
aislada, sino como una pieza más del engrana­
je productivo. Por tanto, la Ley, otorgando un 
papel relevante al dato físico del desempeño 
de la actividad en un centro de trabajo común, 
reconoce, exclusivamente, la extensión de la 

29 El tratamiento de este fenómeno empresarial no resulta 
del todo novedoso. Hay que recordar que ya la ordenanza Ge­
neral de Seguridad e Higiene en el Trabajo se hizo cargo de esta 
nueva forma de organizar el trabajo y de la responsabilidad que 
de la misma se deriva. así, su art. 153 señalaba que «la empresa 
principal responderá solidariamente con los contratistas y sub­
contratistas del cumplimiento de las obligaciones que impone 
esta ordenanza respecto a los trabajadores que aquéllos ocu­
pen en los centros de trabajo de la empresa principal». 
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normativa preventiva a autónomos ocupados 
en un mismo local, es decir, a un sector muy 
reducido del heterogéneo colectivo que forman 
los trabajadores independientes. Tal reflexión 
nos lleva a concluir que escasamente se avan­
za respecto de los sistemas preventivos tra­
dicionales al continuar contemplándose a los 
autónomos en su condición de empresario30 e 
ignorando las nuevas formas de llevar a cabo 
el trabajo independiente31. 

En efecto, si al trabajador autónomo tra­
dicional nos referimos, diremos que su exclu­
sión de la normativa de salud laboral parece 
encontrar justificación en la libertad personal 
que caracteriza el trabajo por cuenta propia y 
que apunta a la autotutela como el mecanismo 
más eficaz en aras de garantizar su seguridad; 
resultaría, al menos, peregrino obligar al tra­
bajador por cuenta propia a llevar a cabo su 
actividad bajo unas directrices cuyo incumpli­
miento dañara al mismo, en otras palabras, 
sería como castigar un comportamiento del 
cual el propio trabajador infractor resulta a 
la vez víctima. La condición de este autóno­
mo clásico no encaja con el esquema basado 
en el doble binomio trabajador-empresario/de­
rechos-deberes. La doble condición que recae 
sobre el trabajador independiente– empleador 
y empleado–, la inexistencia de una relación 
laboral de la que emane un haz de derechos 
y deberes o la falta de espacio físico delimi­
tado donde enmarcar las normas de preven­
ción, dificultan la intervención del Estado, 
que únicamente encuentra justificación a su 
intrusión en la actividad desarrollada por los 
autónomos, en los mandatos constitucionales 
recogidos en los arts.  15, 40.2 y 43 CE, que 
abogan por la existencia de valores que los po­
deres públicos pueden/deben proteger, incluso, 

30 En este sentido, apilluelo Martín, M.: «los derechos 
sociales del trabajador autónomo: especialmente del pequeño 
y del dependiente», Tirant lo Blanch, nº 171, Valencia, 2006, 
pág. 71. 

31 Tanto el TraDE como el trabajador autónomo clásico 
quedan abocados a lo establecido por el art. 1902 y ss Código 
Civil de responsabilidad contractual por daños y perjuicios con 
fundamento en una falta de diligencia de la empresa en alguna 
de sus actuaciones. 
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contra la voluntad del sujeto beneficiario de 
dicha tutela, como así ocurre con las normas 
de seguridad vial32. 

Algunas voces han optado –siempre para 
supuestos en los que la actuación negligente 
del trabajador por cuenta propia solo pudiera 
afectarle a él mismo– por mecanismos indirec­
tos a través de los cuales se obtuviera una ma­
yor implicación por parte de estos trabajado­
res en la temática preventiva, y por tanto, un 
grado de autotutela mayor. En este sentido, se 
propone desarrollar cursos específicos, charlas 
de sensibilización, edición de guías informati­
vas, etc., en una palabra, cualquier actividad 
que conciencie a un colectivo que, en la mayo­
ría de las ocasiones, contempla la prevención 
de riesgos más como un gasto impuesto que 
como algo que les favorece, al evitar, no sólo 
daños para su propia salud, sino también con­
secuencias negativas que pudiera desencade­
nar la omisión de medidas preventivas33. 

En cuanto a los trabajadores de nuevo 
cuño, por ejemplo, los autónomos económica­
mente dependientes, también se encuentran 
exceptuados de la normativa preventiva rela­
tiva a la prevención de riesgos laborales. En 
efecto, estos trabajadores, que no tienen por 
qué desarrollar su actividad en la empresa 
para la que desempeñan su labor, pierden, en 
cierta medida, el control absoluto de su propia 
actividad al quedar vinculados a la empresa, 
si bien no por una dependencia jurídica, ya 
que conservan cierta dosis de libertad, sino 
por llevar a cabo su labor en unas circunstan­
cias que merman su poder decisional, situán­
doles en una posición de especial debilidad 
frente al cliente principal para el que trabaja. 
Tal desconocimiento por parte de la Ley chi­
rría con el tradicional designio de las normas 
de prevención de riesgos laborales, es decir, el 
amparo del trabajador débil. 

32 Sempere navarro, a. V. y Cardenal Carro, M., en aa.VV.: 
«Derecho de la Seguridad y Salud en el Trabajo», 4ª edición, Ma­
drid, 2002. 

33 lahera Forteza, J.: «Prevención de riesgos laborales de 
los autónomos tras la ley 54/2003 y el real Decreto 171/2004», 
Documentación laboral, nº 70, 2004, pág. 104. 
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Avanzando en nuestra razonamientos, 
debemos apuntar que el posterior desarrollo 
del ambiguo art. 24 LPRL a través de la Ley 
54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del 
marco normativo de la prevención de riesgos 
laborales34, aportó poca luz a esta cuestión, 
añadiendo un nuevo apartado 6, por el que se 
establecía la necesidad de desarrollar regla­
mentariamente las indicaciones que en mate­
ria de coordinación empresarial dicho precep­
to recogía35. Este mandato tendría respuesta 
inmediata al entrar en vigor, al siguiente mes, 
el Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales, en materia de coordinación 
de actividades empresariales. Esta norma im­
pone a los autónomos una serie de obligacio­
nes preventivas para el caso de concurrir con 
otras empresas, deberes que en ningún caso 
incurren de manera directa en su propio be­
neficio36, pretendiendo exclusivamente la se­
guridad laboral del centro de trabajo. Dichos 
mandatos varían, dependiendo del tipo de re­

34 la dificultad de la aplicación práctica del art. 24 lPrl, 
debido a su redacción genérica y, por tanto, a su falta de con­
creción, llevaron al Gobierno y a los interlocutores sociales a 
iniciar en octubre de 2002 una Mesa de Dialogo Social en ma­
teria de Prevención de riesgos laborales, que posteriormente 
se amplió a las Comunidades autónomas en el seno de la Con­
ferencia Sectorial de asuntos laborales. Como consecuencia de 
este diálogo se aprobaron una serie de propuestas refrendadas 
por el Pleno de la Comisión nacional de Seguridad y Salud en 
el Trabajo, el 29 de enero de 2003. Fruto de estas propuestas es 
la aprobación de la ley 54/2003, de 12 de diciembre. aguilera 

izquierdo, r.: «El desarrollo reglamentario del art. 24 de la lPrl: 
la coordinación de actividades empresariales», rMTaS, núm. 53, 
pág. 268. 

35 además introdujo un nuevo art. 32 bis en el que, consi­
derando el efecto multiplicador del riesgo que tiene la concu­
rrencia empresarial, se exige la presencia en el centro de trabajo 
de los correspondientes recursos preventivos con el objeto de 
vigilar el cumplimiento de las directrices preventivas. 

36 resulta al menos incoherente la escasa atención pres­
tada al autónomo como sujeto necesitado de protección., es­
pecialmente en un momento en el que dicho colectivo amplia­
ba sus derechos frente a la Seguridad Social mediante el rD 
1273/2003, de 10 de octubre, por el que regula la cobertura 
de las contingencias profesionales de los trabajadores incluidos 
en el régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia 
o autónomos, y la ampliación de la prestación de incapacidad 
temporal para los trabajadores por cuenta propia. 
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lación que se establezca entre los trabajadores 
autónomos y las empresas con las que coinci­
den en el mismo espacio físico. Por un lado, 
la norma se encarga del supuesto en el que 
trabajadores de varias empresas concurren en 
un mismo centro de trabajo. En este supues­
to, en el que prevalece la concurrencia física 
de las empresas frente a la existencia de una 
relación jurídica que vincule a las mismas, vía 
art. 4.1 RD 171/2004, se adjudica, al trabaja­
dor por cuenta propia el deber de cooperación 
con el resto de las firmas con las que coincide 
en un mismo local. Nada dice la LPRL37 acerca 
de los medios de coordinación para la preven­
ción de riesgos laborales, por el contrario, este 
RD remite a lo dispuesto con carácter general 
en su Capítulo V, concretamente, a su art. 11, 
en el que no se menciona expresamente al 
autónomo. Aquí encontramos una lista no ex­
haustiva que recoge una relación de medios 
de coordinación, de los cuales, debido a sus 
características, pocos les pueden ser adjudica­
dos a los trabajadores por cuenta propia. En 
conclusión, el deber impuesto por el citado RD 
a los trabajadores autónomos, se limitaba a la 
obligación de informar a las empresas con las 
que concurre. Como vemos, en ningún momen­
to es sujeto de protección directa, únicamente 
resultaría beneficiario del contenido del pre­
cepto, en un sentido hipotético, si especulamos 
que al convertirse en destinatario de la infor­
mación del resto de empresas, queda situado 
en una posición privilegiada en aras de una 
posible organización de un sistema productivo 
propio; eso sí, siempre dentro de la esfera de 
la autotutela. 

El siguiente supuesto del que se encarga 
el RD 171/2004, parte de la existencia de una 
empresa que es titular del centro de trabajo38. 

37 la lPrl únicamente propone en su art. 39.3 la posibi­
lidad de «acordar la realización de reuniones conjuntas de los 
Comités de Seguridad y Salud y, en su defecto, de los delegados 
de prevención y empresarios de las empresas que carezcan de 
dichos Comités, u otras medidas de acción coordinadas». 

38 El art. 24 lPrl nada dice respecto de a quién corres­
ponde dicho estatus, lo cual dio lugar a distintas posturas doc­
trinales. El real Decreto puso fin a esta situación al definir en 
su art. 2 al empresario titular del centro de trabajo como «la 
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Sobre esta recaerá una mayor responsabili­
dad respecto del resto de las compañías con­
currentes. El relevante papel preventivo que 
la misma asume, debido a su poder de disposi­
ción, en cuanto al centro de trabajo se refiere, 
la sitúa en una posición de prevalencia respec­
to del resto de las empresas concurrentes, ad­
judicándola obligaciones de mayor intensidad 
que las asumidas por el resto de empresarios, 
recogidas en los arts. 7 y 8 del RD. Se trata de 
deberes formativos e informativos dirigidos a 
instruir a las otras empresas en prevención de 
riesgos laborales. El titular del centro queda 
liberado de toda responsabilidad siempre que 
la información y formación aportadas sean 
adecuadas, no resultando responsable de los 
incumplimientos de las restantes empresas, 
que, aun conociendo el modo óptimo de actua­
ción, por la correcta formación impartida por 
el titular del centro, procedan de manera ina­
propiada. 

Como vemos, a pesar de que la existencia 
de un sujeto dotado de una mayor responsa­
bilidad podría parecer indicativo de una pro­
tección superior del trabajador autónomo, éste 
se mantiene en situación similar a la analiza­
da en el anterior supuesto –concurrencia de 
varios trabajadores en un mismo centro de 
trabajo–, mostrándose únicamente sujeto ad­
judicatario de responsabilidades, como la que 
se infiere del art. 8.1 RD 171/2004, es decir, la 
de informar a la empresa titular y a las demás 
empresas concurrentes. Por último, el Capítu­
lo IV se encarga de un tercer supuesto en el 
que concurren trabajadores de varias empre­
sas en un centro de trabajo en el que existe un 
empresario principal39. Para incurrir en esta 
hipótesis, el RD exige tres requisitos: por una 
parte, la existencia de una relación contrac­
tual, civil o mercantil, con terceros, contratis­

persona que tiene capacidad de poner a disposición y gestionar 
el centro de trabajo». 

39 El art. 24 lPrl no habla de empresario principal, sino 
que emplea la definición que del mismo ofrece el art. 2 del rD, 
es decir, el empresario que contrata o subcontrata con otros 
la realización de obras o servicios correspondientes a la propia 
actividad de aquél y que se desarrollan en su propio centro de 
trabajo. 
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tas o subcontratistas –aunque se trate de au­
tónomos–; por otra, que el objeto del contrato 
se corresponda a la propia actividad del em­
presario que contrata o subcontrata; por últi­
mo, que estas actividades se desarrollen en el 
propio centro de trabajo de dicho empleador. 
En este caso, el art. 10 RD 171/2004 intensi­
fica las obligaciones del empresario principal, 
sobre el que recaerán, no sólo los deberes de 
cooperación, información e instrucción, trata­
dos en los supuestos anteriores, sino también 
la obligación de vigilar el cumplimiento de la 
normativa en materia de seguridad laboral 
por los contratistas o subcontratistas. A di­
ferencia de lo que pudiera parecer, teniendo 
en cuenta el designio del precepto, que no es 
otro que desterrar la inseguridad jurídica que 
hasta el momento se había instalado en torno 
a esta modalidad de organización del trabajo, 
el refuerzo de los deberes de seguridad de la 
empresa que contrata o subcontrata en rela­
ción con los trabajadores del contratistas40 no 
repercutió en el colectivo de autónomos, que 
continuaba en la misma situación de desam­
paro. En fin, el RD 171/2004, tan esperado 
como decepcionante en lo que a la protección 
del colectivo se refiere, no aportó nada nuevo, 
es más, desoía las directrices marcadas por la 
Estrategia comunitaria de salud y seguridad 
en el trabajo (2002-2006) que abogaba por el 
establecimiento de medidas como «la inclu­
sión de las problemáticas específicas relacio­
nadas con las PYMES, las microempresas y 
los trabajadores autónomos». Precisamente, 
tendremos que esperar casi una década para 
que se tengan en cuenta las necesidades de la 
pequeña y mediana empresa en materia pre­
ventiva; en particular, será la Ley 14/2013, de 
27 de septiembre, de apoyo a los emprendedo­
res y su internalización41, la que a partir de 
su art. 39 venga a modificar el art. 30.5 de la 
LPRL, reflejando la posibilidad de que el em­

40 Sempere navarro, a., García Blasco, J., González labra­
da, M., Cardenal Carro, M.: «Derecho de la Seguridad y Salud en 
el Trabajo», Ed. Civitas, 3ª Edición, Madrid, 2001. 

41 ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los em­
prendedores y su internalización (BoE núm. 233, de 28 de sep­
tiembre de 2013). 
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presario asuma directamente la prevención 
en empresas de hasta 25 trabajadores –antes 
quedaba limitada tal posibilidad a empresas 
con hasta 10 trabajadores–, siempre que ten­
ga un único centro de trabajo. Este precepto 
también incorpora a la Ley 31/1995 la «Dispo­
sición adicional decimoséptima», mediante la 
que se insta al extinto Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, así como al anterior Institu­
to Nacional de Seguridad, Salud y Bienestar a 
asesorar y facilitar, al pequeño empresario la 
organización de las actividades preventivas. 

3.3.3.	 Normativa en materia de prevención 
de riesgos laborales en el ámbito 
de las obras de construcción 

En el ámbito comunitario pronto se per­
catarían de la necesidad de otorgar un espe­
cial tratamiento al sector de la construcción. 
El alto índice de siniestralidad que en dicho 
sector de la actividad económica se daba, exi­
gía garantizar un mayor nivel de seguridad y 
salud a aquellos que en él vinieran desarro­
llando su trabajo; efectivamente, la peligrosi­
dad inherente a la propia actividad y el plus 
de riesgo que aportaba la concurrencia empre­
sarial típica de este sector, hacían inevitable 
la concesión de un tratamiento normativo es­
pecífico. Por ello, la Directiva 92/57/CEE, de 
24 de junio, que establece las disposiciones 
mínimas de seguridad y salud para las obras 
de construcción, fijó las directrices que debían 
desarrollar los Estados miembros. En lo que 
al trabajador autónomo concierne, cabe aña­
dir que la Directiva también revelaba –como 
posteriormente dispusiera la Recomendación 
del Consejo de 18 de febrero de 2003– la ele­
vada presencia se este tipo de trabajadores en 
las obras de construcción; además, incluía una 
exigua definición del mismo en su art. 2 d): 
«cualquier persona distinta de las menciona­
das en las letras a) y b) del artículo 3 de la 
Directiva 89/CEE cuya actividad profesional 
contribuya a la ejecución de la obra». 

La norma que llevó a cabo la transposición 
de la Directiva citada fue el RD 1627/1997, de 
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24 de octubre, por el que se establecen dispo­
siciones mínimas de seguridad y salud en las 
obras de construcción42. Esta disposición, de 
gran relevancia por lo que a avance normativo 
supone, implicó, en primer lugar, el tratamien­
to pionero en nuestro ordenamiento jurídico de 
uno de los fenómenos que con mayor pujanza 
venía afectando a los modos de organización 
del trabajo, es decir, la descentralización pro­
ductiva; en segundo lugar, supuso el intento 
por alcanzar, al menos aparentemente, la efec­
tiva integración de los autónomos en el siste­
ma preventivo. Si bien es cierto que no otorgó 
al colectivo protección idéntica a la correspon­
diente a los asalariados, sí acercó su posición 
a la de éstos, reconociendo en su Exposición de 
Motivos la habitual participación de este tipo 
de trabajadores en las obras. 

El RD, en su art.  2 se ocupa de definir 
aquellos sujetos que, como bien indica, no 
son habituales en otros ámbitos que han sido 
regulados con anterioridad; así, junto a los 
términos promotor, proyectista, contratista o 
subcontratista, se encarga de señalar qué en­
tiende por trabajador autónomo43. A renglón 
seguido, el legislador excluye del tratamien­
to recibido por los trabajadores autónomos, a 
aquellos que empleen en la obra a trabajado­

42 Encuentra su precedente en el rD 55/1986, de 21 de 
febrero, por el que se implanta la obligatoriedad de la inclu­
sión de un estudio de seguridad e higiene en el trabajo en los 
proyectos de edificación y obras públicas. El rD 1627/1997, de 
24 de octubre, fue complementado por: la resolución de 8 de 
abril de 1999, sobre Delegación de Facultades en Materia de 
Seguridad y Salud en las obras de Construcción, que comple­
menta el art. 18 del real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre 
de 1997. Modificado por: El real Decreto 604/2006, de 19 de 
mayo, por el que se modifican el real Decreto 39/1997, de 17 
de enero, por el que se aprueba el reglamento de los Servicios 
de Prevención y el real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre. 

43 art. 2.1 h) rD 1627/1997: 
Trabajador autónomo: 
«la persona física distinta del contratista y del subcontra­

tista, que realiza de forma personal profesional, sin sujeción a 
un contrato de trabajo, y que asume contractualmente ante el 
promotor, el contratista o el subcontratista el compromiso de 
realizar determinadas partes o instalaciones de la obra». 

Se trata de una definición bastante tradicional que guarda 
significativas similitudes con la recogida en el art. 2.1 d) del rD 
2530/1970, de 20 de agosto. 
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res por cuenta ajena, que pasan a recibir la 
condición de contratistas o subcontratistas, 
es decir, de empresarios, a los efectos del RD. 
A diferencia de lo que ocurría en la normas 
preventivas analizadas hasta el momento, 
que sólo contemplaban al trabajador indepen­
diente en su faceta empresarial, vemos cómo 
esta norma considera al mismo bajo un doble 
prisma, por un lado, como un trabajador y, por 
otro, como un empresario, dotando a cada una 
de estas condiciones de un régimen distinto. 

En base a esto procederemos a examinar el 
tratamiento que los trabajadores autónomos 
reciben, dependiendo de la faceta que desa­
rrollen. Podemos decir que, en aplicación de 
la disposición final primera del Estatuto de 
los Trabajadores, el RD 1627/1997 pretende 
asimilar la posición del trabajador por cuenta 
propia a la del trabajador asalariado. La in­
tención de amparar al autónomo, considerán­
dolo sujeto necesitado de protección, se hace 
patente en el hecho de que el mismo, no sólo es 
contemplado como tal al entablar relaciones 
profesionales con un contratista o subcontra­
tista, sino que, para el caso en que el vínculo 
se establezca directamente con el promotor, a 
tenor del art.  2.3 RD, éste será considerado 
contratista, evitando, en el supuesto en cues­
tión, que el autónomo adquiera dicha condi­
ción44, que, por un lado, le adjudicaría las obli­
gaciones propias de aquél, por ejemplo, llevar 
a cabo un Plan de Seguridad (art. 7.1) y, por 
otro, le aportaría el amparo que a los trabaja­
dores concede la norma. 

En su condición de trabajador, el autónomo 
se verá constreñido por los deberes dispuestos 
en el art. 12 RD– «Obligaciones de los trabaja­
dores autónomos»– que invoca a aquellos reco­
gidos por la LPRL respecto de los asalariados. 
Así, este precepto aboga por la aplicación de 
los principios de la acción preventiva, por el 

44 Excepto, como señala el art. 2.3 rD 1627/1997, cuando 
«la actividad contratada se refiera exclusivamente a la noción 
en el sector de la construcción serán los establecidos en real 
Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, y construcción o repa­
ración que pueda contratar un cabeza de familia respecto a su 
vivienda». 
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uso adecuado de los equipos de trabajo, de los 
equipos de protección personal, de los disposi­
tivos de seguridad, por informar sobre situa­
ciones de riesgo, así como, por contribuir al 
cumplimiento de las obligaciones establecidas 
por la autoridad competente. Además, por lo 
dispuesto en el art. 11.1 d) del RD 1627/1997, 
los autónomos gozarán del derecho a ser for­
mados e instruidos en materia preventiva por 
parte del contratista o subcontratista al que 
permanezcan ligados, debiendo responder con 
una actuación adecuada en base a las direc­
trices marcadas por las instrucciones dictadas 
por aquellos. Parece que en este precepto se 
vislumbra un avance si se considera que las 
instrucciones previstas están orientadas a 
proteger la salud del propio trabajador por 
cuenta propia. 

Este progreso se ve reforzado si tenemos 
en cuenta que el deber por parte del trabaja­
dor por cuenta propia de cumplir con las ins­
trucciones recibidas, se verá mitigado por el 
art. 11.2 del RD 1627/1997, en el que se indica 
que «los contratistas y los subcontratistas se­
rán responsables de la ejecución correcta de 
las medidas preventivas fijadas en el plan de 
seguridad y salud en lo relativo a las obliga­
ciones que les correspondan a ellos directa­
mente o, en su caso, a los trabajadores autóno­
mos por ellos contratados». Como vemos, esta 
normativa se muestra más protectora que la 
analizada anteriormente, es decir, el Real De­
creto 171/2004, que excluía al colectivo de au­
tónomos del deber de vigilancia encomendado 
al empresario principal únicamente respecto 
de los trabajadores asalariados; como vemos 
se produce lo que se puede calificar como re­
troceso normativo. 

Todas estas consideraciones no serán de 
aplicación al autónomo con trabajadores a su 
servicio, es decir, aquél que el art. 2.1 j) consi­
dera contratista o subcontratista. La condición 
de trabajador se transmuta en la de empresa­
rio, con las consecuencias que de tal cambio 
se derivan; ya no se le imputan los deberes 
propios de los trabajadores, en anteriores lí­
neas citados, sino que se le asignan deberes 
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de obligado cumplimiento para la totalidad 
de empresarios concurrentes en la obra, reco­
gidos en el art. 11 RD– «Obligaciones de los 
contratistas y subcontratistas»–; entre tales 
obligaciones, la aplicación de los principios de 
acción preventiva recogidos en el art. 15 LPRL 
e invocados por el art. 12.1 a) RD, el cumpli­
miento de los principio generales aplicables 
durante la ejecución de la obra, es decir, ta­
reas concretas recogidas en el art. 10 RD, la 
observancia de los deberes de coordinación a 
los que alude el art. 24 LPRL o la elección de 
medidas adecuadas relativas a los equipos de 
protección individual, previstas en el Real De­
creto 773/1997. En aras del cumplimiento de 
estos deberes, el RD destinado a las obras de 
construcción creó la figura del coordinador en 
materia de seguridad y salud, que es designa­
do por el promotor. Asimismo, el art. 13 del RD 
1627/1997, permite el acceso del autónomo al 
libro de incidencia, documento custodiado por 
el coordinador de la obra, con fines de control 
y seguimiento del plan de seguridad y salud. 
Como vemos, el trabajador autónomo en con­
dición de empresario, no resulta adjudicatario 
de obligaciones encaminadas a su propio am­
paro, que vuelve a quedar condicionado a la 
autotutela, siendo el designio de estos deberes 
la consecución de un lugar de trabajo adecua­
do en donde los empleados lleven a cabo su 
actividad con garantías de seguridad. 

La Ley 32/2006, de 18 de octubre, regula­
dora de la subcontratación45,46, pretendió dar 
respuesta a la problemática existente en esta 
modalidad de organización productiva que, si 
bien es cierto, en muchos casos permite un ma­
yor grado de especialización, de cualificación 
de los trabajadores y de inversión de nuevas 

45 ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la sub­
contratación (BoE núm. 250, de 19 de octubre de 2006). 

46 Ha sido desarrollada por el real Decreto 1109/2007, de 
24 de agosto. los principales aspectos en los que la ley 32/ 
2006, de 18 de octubre requería reglamento eran: el registro de 
empresas acreditadas, el libro de subcontratación, las reglas de 
cómputo de porcentajes de trabajadores indefinidos marcados 
en la ley y la simplificación documental de las obligaciones 
establecidas por las obras de construcción en el ordenamiento 
jurídico. 
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tecnologías, en otros daba lugar a un encade­
namiento excesivo de subcontrataciones que, 
especialmente en el sector de la construcción, 
facilita la participación de empresas sin una 
mínima estructura organizativa que permita 
garantizar que se hallan en condiciones de 
hacer frente a responsabilidades preventi­
vas47. Era un hecho incontestable la existencia 
de un sector como el de la construcción que, 
constituyendo uno de los ejes del crecimien­
to económico de nuestro país, permanecía so­
metido a unos riesgos especiales, registrando 
una siniestralidad laboral muy notoria por 
sus cifras y gravedad. Por todo ello, el fin que 
la nueva norma perseguía era la reducción 
de la alta siniestralidad en las obras de cons­
trucción, en un intento por obtener una mayor 
transparencia a partir de una serie de medi­
das preventivas entre las que destacaban nue­
vas obligaciones documentales y de registro; 
en una palabra, esta Ley tenía como principal 
designio el impedir que dicha realidad organi­
zativa pudiera desarrollarse en detrimento de 
la seguridad y salud en el trabajo. A lo que al 
trabajador autónomo atañe, la Ley reguladora 
de la subcontratación le define en los mismos 
términos que el RD 1627/1997 y en línea con 
el por entonces proyectado Estatuto del Tra­
bajador Autónomo, es decir, distinguiendo 
entre autónomo con o sin empleados. En su 
art. 4.1 c) exige a los trabajadores por cuenta 
propia que ejecuten el trabajo con autonomía 
y responsabilidad propia y fuera del ámbito 
de la organización y dirección de la empresa 
que le haya contratado, prevaleciendo la nota 
de independencia en contraste obligado con 
la subordinación del trabajador asalariado48 

y eludiendo, en todo momento, mención algu­
na a la posible dependencia económica propia 
del nuevo modelo de trabajo en régimen de 
autonomía. Más novedosa y polémica resultó 
la prohibición recogida en el art.  5.2 e) Ley 
32/2006 que impedía al colectivo de los tra­

47 Vid., García Blasco, J., Sempere navarro, a.: «Comentarios 
a la ley 32/2006, de 18 de octubre», aranzadi Thomson, 2007. 

48 Mercader Uguina, J. y nieto rojas, P.: «la ley reguladora 
de la subcontratación en el sector de la construcción», relacio­
nes laborales, núm. 4, 2007, pág. 71. 
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bajadores autónomos la subcontratación de 
los trabajos a él encomendados. La controver­
sia se suscitó ya en los albores de la norma, 
siendo numerosas las voces que consideraron 
ésta contraria al art. 38 CE, que consagra la 
libertad de empresa49. En este punto debemos 
plantearnos si las alegaciones trazadas tanto 
desde el plano político como desde el seno de 
asociaciones de trabajadores autónomos go­
zan de fundamento; en otras palabras, si re­
sulta cierta la inconstitucionalidad que de tal 
restricción proclama. La libertad de empresa 
se presenta como un derecho constitucional, 
aunque sin acceso al recurso de amparo y a 
la reserva de ley orgánica –prerrogativas diri­
gidas únicamente a los «derechos fundamen­
tales y de las libertades públicas»–. Debemos 
empezar haciendo costar que los derechos fun­
damentales no son derechos absolutos. Esta 
realidad emana de la propia Constitución, que 
establece límites a los mismos, por ejemplo, su 
art. 10.1 del que se infiere que el ejercicio de 
los derechos fundamentales encuentra su te­
cho en los derechos de los demás o el art. 21.2 
respecto del orden público en relación con el 
derecho de manifestación. Por otra parte, será 
posible el establecimiento de límites implíci­
tos –no previstos expresamente en la Consti­
tución–, siempre y cuando vengan justificados 
por la necesidad de preservar a otros derechos 
constitucionales, y a otros bienes o valores 
constitucionalmente protegidos. El alcance 

49 Desde el inicio de su andadura, es decir, desde que el 
Grupo Parlamentario izquierda Verde-izquierda Unida-iniciati­
va per Catalunya Verds presentara en el Congreso de los Dipu­
tados su proposición de ley reguladora de la subcontratación 
en el sector de la construcción, en abril de 2004, la norma tuvo 
que hacer frente a diferentes impedimentos a lo largo de su 
tramitación. la enmienda que en mayor medida afectó a los 
trabajadores por cuenta propia, procedió del Grupo Popular 
que, contando con el apoyo de diferentes asociaciones de tra­
bajadores autónomos, enmendó la proposición a su paso por 
el Senado con el propósito de suprimir el artículo que impedía 
a estos subcontratar los trabajos a ellos encomendados, con­
siderándolo inconstitucional al entender que la contratación 
y subcontratación de obras y servicios es una expresión de la 
libertad de empresa que reconoce la Constitución en su art. 38. 
a pesar de la eliminación del apartado referido a los autóno­
mos por parte de esta Cámara, sería de nuevo introducido en el 
texto definitivo aprobado por el Congreso. 
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de estas limitaciones, por supuesto, tiene que 
ser controlado. El Tribunal Constitucional ha 
señalado que estas restricciones deben ser in­
terpretadas con criterios restrictivos y en el 
sentido más favorable a la esencia de los dere­
chos, por lo que el legislador no podrá limitar a 
su antojo; así pues, el Alto Tribunal estableció 
un criterio para controlar el alcance de estas 
restricciones: toda intervención limitadora de 
un derecho fundamental (aparte del funda­
mento mediato o inmediato del Texto Cons­
titucional) deberá ser adecuada, necesaria y 
proporcional. Pues bien, en este contexto es en 
el que debemos enmarcar la controversia sur­
gida a partir de la Ley 32/2006 y, en concreto, 
de su art. 5.2 e). Teniendo en cuenta que dicho 
precepto restringe el ejercicio de la libertad de 
empresa, en aras de un mayor nivel de seguri­
dad en el trabajo, diremos que de un análisis 
preciso de la medida inferimos la idoneidad de 
la misma; en primer lugar, en base al conteni­
do del art. 5.3 LS, hay que apuntar que se tra­
ta de un límite relativo, que50 deja un margen 
a diferentes situaciones en las que si se permi­
tirá la contratación de tercero en un tercer ni­
vel de subcontratación –llama la atención que 
el autónomo, hasta en este apartado extensivo 
ocupe un lugar marginal–; en segundo lugar, 
se trata de una medida proporcionada si tene­
mos en cuenta que a partir de ella se preten­
día reducir el alto índice de siniestralidad del 
sector; en tercer lugar, está justificado por los 
datos obtenidos en años anteriores en los que 
la permisividad indiscriminada de la subcon­
tratación no hizo sino propiciar situaciones de 
riesgo generadoras de múltiples accidentes 
laborales51. Por consiguiente, destacar otro as­
pecto de la norma, que supone un avance en 
lo que a la seguridad del trabajador autónomo 
respecta, en contraposición con lo aportado 

50 STC 1 59/1986, de 12 de diciembre (rTC 1 986\159); STC 
2 0/1990, de 1 5 de febrero (rTC 199 0\20); STC 301/2006, 23 
de octubre (rTC 2006\301). 

51 Sempere navarro, a.V.: «limitaciones a la subcontrata­
ción en obras de construcción», en La subcontratación en el 
sector de la construcción análisis de la Ley 32/2006, de 18 de 
octubre, coord. por Juan García Blasco, Ángel luis de Val Tena, 
Ed. aranzadi, 2007. 
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por el RD 171/2004; en efecto, a partir de su 
art. 7, el contratista y subcontratista quedan 
constreñidos a vigilar el cumplimiento de lo 
establecido en la Ley 32/2006, por parte de los 
autónomos con los que contraten. 

Llegados a este punto, se debe agregar que 
debido a lo previsto en esta norma, en parti­
cular, en su art. 10.352, se autorizaba a la ne­
gociación colectiva sectorial de ámbito estatal 
para regular la forma de acreditar la forma­
ción específica recibida por el trabajador sobre 
prevención de riesgos laborales en el sector de 
construcción; así el Convenio General del Sec­
tor de la Construcción 2007/2011, encomendó 
a la Fundación Laboral de la Construcción el 
desarrollo y emisión de la Tarjeta Profesional 
de la Construcción, a través de la cual que­
daría acreditado la formación recibida por el 
trabajador en esta materia, sino también su 
categoría profesional así como sus períodos 
de ocupación en las distintas empresas en las 
que hubiera ejercido su actividad. Esta nor­
ma convencional, en particular su disposición 
transitoria 4ª, preveía la obligatoriedad de la 
misma a partir 31 de diciembre de 2011; dicha 
exigencia generó numerosas controversias las 
cuales derivaron en el pronunciamiento del 
Tribunal Supremo en la sentencia de 27 de 
octubre de 2011, por la que se procedió a su 
anulación53. 

52 Con similar contenido, el art. 10 del real Decreto 
1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la ley 
32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación 
en el Sector de la Construcción (BoE núm. 204, de 25/08/2007). 

53 los argumentos esgrimidos por el TS para dicha anula­
ción fueron los siguientes: en primer lugar, es nulo ese precep­
to porque supone una limitación del derecho al trabajo, la que 
tendría que ser establecida por la ley en virtud de la reserva que 
consagra el artículo 53.1 de la Constitución, y la ley 32/2006, 
de 18 de octubre, no contiene tal restricción, pues se limita a 
regular una forma de acreditación de la formación específica; 
en segundo lugar, el efecto que se produciría como consecuen­
cia de una norma como la contenida en la disposición transito­
ria cuarta sería el de una reserva de empleo, que, aparte de exi­
girse una ley para su establecimiento (artículo 17.2 del Estatuto 
de los Trabajadores), llevaría al absurdo de hacer imposible la 
contratación de quienes no han sido previamente trabajadores 
del sector de la construcción; en tercer lugar, es clara la falta de 
competencia del convenio colectivo para introducir esta regu­
lación que afecta, no a la mera acreditación de una formación 
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En consonancia con todo lo citado, y si­
guiendo la línea de las modificaciones lleva­
das a cabo, el V Convenio colectivo del sector 
reguló la Tarjeta profesional del sector de la 
construcción como una manera de acreditar 
por el trabajador la formación en materia de 
prevención de riesgos laborales, la cual sí es 
obligatoria; en el mismo sentido se reafirma el 
VI Convenio colectivo general del sector de la 
construcción54. Esta obligatoriedad en cuanto 
a la formación en prevención de riesgos labo­
rales resulta acertada e, incluso, idónea su ex­
tensión tanto a otras actividades económicas 
como ha ocurrido recientemente en el sector 
del metal55, como, en general, para cualquier 
actividad realizada en régimen de autonomía. 

3.3.4.	 Ley 20/2007, de 11 de julio, Estatuto 
del Trabajo Autónomo 

La LETA apenas aporta novedad en esta 
materia, es más, pierde la oportunidad de 
llevar a cabo una regulación profunda, espe­
cialmente considerada si del TRADE habla­
mos; precisamente, sólo tomando a éste como 
referencia, podríamos entender una completa 
normativa preventiva. No podemos obviar que 
solo ante tal figura podríamos superar una de 
las principales trabas existentes en cuanto a la 
protección de la seguridad y salud de los tra­
bajadores autónomos, esto es, la falta de con­
traparte; es evidente que este óbice quedaría 
superado en el caso del autónomo económica­
mente dependiente con la figura del cliente 

laboral, sino a la creación en la práctica de un título habilitante 
de la contratación, lo que no es materia propiamente laboral a 
efectos del artículo 85.1 del Estatuto de los Trabajadores. 

54 resolución de 21 de septiembre de 2017, de la Direc­
ción General de Empleo, por la que se registra y publica el Con­
venio colectivo general del sector de la construcción (BoE núm. 
232,26 de septiembre). 

55 a través del ii Convenio Colectivo Estatal de la indus­
tria, la Tecnología y los Servicios del Sector del Metal (CEM) 
(BoE núm. 145, de 19 de junio 2017), se dispone que todos 
los trabajadores del sector reciban una formación mínima obli­
gatoria en prevención de riesgos laborales; de manera similar, 
exige tal formación el V Convenio Colectivo General de Ferralla 
(2015-2017) (BoE núm. 285, de 25 de noviembre de 2016). 
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principal. Si bien la LETA es la primera norma 
que, de algún modo, intenta poner en práctica 
las iniciativas planteadas por la, no vinculante, 
Recomendación del Consejo, de 18 de febrero 
de 2003, lo hace de modo superficial, no plan­
teando medidas realmente novedosas. Su apor­
tación, nada ambiciosa, se limita a, por un lado, 
recordar la normativa existente en materia de 
prevención de riesgos laborales; por otro, a for­
talecer el papel de las Administraciones Públi­
cas en dicha materia56. Lo más desafortunado 
de esta regulación es que, en mayor medida, 
continúa contemplando al trabajador autóno­
mo como sujeto generador de riesgos para otros 
trabajadores y no como posible víctima directa 
de la materialización de aquellos. En el art. 8 
LETA se sigue la línea marcada por nuestra 
LPRL, de casi sólo preocuparse del autónomo 
en situaciones de pluralidad empresarial, sin 
implementar finalmente en nuestro ordena­
miento jurídico un deber de este de evaluar, 
planificar y gestionar los riesgos vinculados a 
su actividad profesional. 

Por lo que se refiere al contenido especí­
fico del art. 8 LETA, en el apartado primero 
se recuerda a los poderes públicos que deben 
actuar como sujetos activos en la lucha contra 
los altos índices de siniestralidad laboral que 
vienen afectando a este colectivo. Los prime­
ros mandatos que la Ley impone a estos son la 
promoción, el asesoramiento técnico, así como 
la vigilancia y control del cumplimiento de la 
normativa preventiva por parte de los traba­
jadores independientes. Habría que decir tam­
bién que la LETA muestra especial interés por 
el tema de la formación en prevención, al de­
dicarle, de manera específica su segundo apar­

56 otorgar a aquellos el referido papel no es una cuestión 
del todo novedosa; el Texto Constitucional ya se hacía cargo 
de la necesidad de que los poderes públicos «velaran por la 
seguridad e higiene en el trabajo», imponiéndoles el compro­
miso de desplegar una actividad tendente a mantener la pro­
tección del ámbito laboral y a instrumentar los medios de tra­
bajo necesarios para una eficaz tutela de los trabajadores, con 
independencia de que éstos fueran asalariados o por cuenta 
propia. además, tal imposición fue posteriormente abordada 
por la lPrl, concretamente, por dos de sus preceptos, el art. 5 
y el art. 7. 
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tado. Para profundizar en lo aquí dispuesto, 
remitimos al apartado quinto del presente 
estudio donde se analiza el papel activo de 
las Administraciones Públicas en materia de 
protección de la seguridad y salud de los tra­
bajadores por cuenta propia. 

En lo referente al apartado tercero del art. 
8, el legislador impone a todos los sujetos que 
comparten centro de trabajo, los deberes de 
cooperación, información e instrucción, estos 
es, lo establecido en los apartados 1 y 2 del 
art. 24 de la LPRL. La norma no se detiene a 
aclarar el contenido de estas obligaciones ya 
que entiende que éstas ya han sido abordadas 
de manera detallada por el RD 171/2004, de 
30 de enero, por el que se desarrolla el artí­
culo 24 de la LPRL, lo cual es cierto ya que 
la norma reglamentaria, desde sus artículos 
4 y 9 clarifica tales nociones. Como puso de 
manifiesto parte de la doctrina, teniendo en 
cuenta que los trabajadores autónomos tienen 
tanto el deber de informar como el derecho a 
ser informados respecto de los asuntos que 
atañen a esta materia, en aras de evitar que 
tal información caiga en saco roto, hubiera re­
sultado acertado que la LETA hubiera reque­
rido a los autónomos, en base a la información 
recibida, así como a los datos por ellos mismos 
facilitados, la realización de una evaluación 
de riesgos y la planificación de su actividad 
preventiva. En consecuencia, la Ley 20/2007, 
ignorando tal mandato, está colaborando para 
que los deberes proclamados en el apartado 
tercero resulten en la práctica vacíos de con­
tenido. 

El apartado 4 del art. 8 de la LETA deman­
da a las empresas que contraten con trabaja­
dores autónomos la realización de obras o ser­
vicios correspondientes a la propia actividad 
de aquéllas y que se desarrollen en sus propios 
centros de trabajo, vigilar el cumplimiento de 
la normativa de prevención de riesgos labora­
les por parte de aquéllos. Observamos como su 
redacción resulta de contenido similar a la del 
art. 24.3 de la LPRL; sin embargo, si bien es 
cierto que el legislador se resigna a reproducir 
prácticamente el citado precepto, permutando 
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contratistas y subcontratistas por trabaja­
dores autónomos, también resulta innegable 
que el contenido de este apartado constituye 
una de las mayores aportaciones de la LETA 
respecto de esta materia. Hasta el momento, 
únicamente, en una norma sectorial, como es 
el RD 1627/1997, de 24 de octubre, relativa a 
las obras de construcción, se contemplaba este 
deber de vigilancia. Como vemos, la LETA 
avanza en este aspecto, por un lado, al recoger 
tal responsabilidad en una norma destinada a 
regular todo tipo de actividades desarrolladas 
en régimen de autonomía– no en exclusiva al 
sector de la construcción–; por otro, por dirigir 
dicha vigilancia al colectivo de trabajadores 
autónomos en su totalidad, no únicamente a 
los trabajadores por cuenta propia sin emplea­
dos a su servicio, como hace el citado RD. 

El apartado 5 del art. 8 dispone que cuan­
do los trabajadores autónomos deban operar 
con maquinaria, equipos, productos, materias 
o útiles proporcionados por la empresa para 
la que ejecuta su actividad profesional, pero 
no realicen esa actividad en el centro de tra­
bajo de tal empresa, ésta asumirá las obliga­
ciones establecidas en el último párrafo del 
art. 41.1 LPRL, es decir, aquellas referidas a 
los deberes impuestos a los fabricantes, im­
portadores y suministradores; entre estas 
obligaciones destaca el deber de proporcionar 
a los empresarios la información necesaria 
para la correcta utilización y manipulación 
de los utensilios anteriormente mencionados 
y que posteriormente deberán trasladar a sus 
trabajadores. Es necesario subrayar que nos 
encontramos ante un apartado de redacción 
confusa y compleja interpretación. Es eviden­
te que si ponemos lo aquí dispuesto en cone­
xión con el concepto que de trabajador autó­
nomo recoge el art. 1 LETA, apreciaremos la 
incoherencia en la que el legislador incurre; si 
tenemos en cuenta que uno de los principales 
rasgos distintivos del trabajador independien­
te es la realización de su actividad por cuenta 
propia, no cabe duda que dicha característica 
resulta difícil de casar con la circunstancia 
aquí descrita, esto es, es el empresario facili­
ta los medios materiales de trabajo. Por otro 
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lado, en un intento por salvar dicha incon­
gruencia, pudiéramos pensar que el artífice de 
la norma tenía en mente al trabajador autóno­
mo económicamente dependiente y a su clien­
te principal, lo cual no resultaría acertado si 
consideramos que uno de los rasgos que define 
al TRADE (art. 11.2) es la disposición por par­
te de éste de una infraestructura productiva 
y material propia, independiente de la de su 
cliente principal. Tras estas conclusiones in­
fructuosas, venidas del sentido literal de la 
letra de la norma, consideramos más acertado 
dirigir nuestra atención al mercado de trabajo 
actual, en el cual, probablemente, el legislador 
focalizaba su interés. En este sentido, conside­
ramos que lo recogido en este apartado quizás 
se dirigía a aquel trabajador por cuenta pro­
pia, cuya autonomía se ve reducida al some­
terse a una evidente dependencia en cuanto 
a la organización de su trabajo y a los medios 
con los que lo desempeña; en otras palabras, 
nos referimos a las nuevas modalidades de 
trabajo independiente cuyas características 
distintivas no resultan de sencillas identifica­
ción y que cuestionan la tradicional dicotomía 
trabajo asalariado-trabajo autónomo. Es pro­
bable que la intención de legislador fuera loa­
ble; de hecho, es una de las escasas veces que 
el autónomo es contemplado como un sujeto 
a proteger y no generador de riesgos. No obs­
tante, no podemos obviar el riesgo que supone 
aceptar figuras tan próximas al asalariado, 
sobre todo ahora en el que la proliferación del 
falso autónomo es un hecho57. 

El apartado sexto del art. 8 LETA determi­
na las consecuencias del incumplimiento por 
parte de la empresa de las obligaciones esta­
blecidas en los tres apartados anteriores; así, 
la norma señala que para el caso en el que se 
produzcan estas inobservancias, las empresas 
infractoras asumirán las obligaciones indem­

57 En sentido similar, aparicio Tovar, J.: «los sujetos obli­
gados a garantizar un medio de trabajo seguro y saludable, 
en especial referencia a la cooperación entre empresarios», en 
Terradillos Basoco, J. M. y acale Sánchez, M. (coord), Estudios 
jurídicos sobre siniestralidad laboral: (i Jornadas Universitarias 
Jurídicas), ed. Conserjería de Empleo, Junta de andalucía. 
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nizatorias de los daños y perjuicios ocasiona­
dos. Si bien el legislador requiere la existencia 
de una relación causal directa entre tales in­
fracciones y los perjuicios y daños causados, 
para la materialización de dicha responsabi­
lidad no exige que el trabajador autónomo se 
haya acogido a las prestaciones por contingen­
cias profesionales, remarcando así el carácter 
independiente de la compensación. 

El apartado séptimo del art.8 LETA recoge 
la novedad más destacable de las aportadas 
por la LETA en materia de prevención de ries­
gos laborales. Esta norma reconoce al autóno­
mo el conocido como ius resistentiae o ius re­
sistendi (derecho de resistencia), cuyo ejercicio 
permite al trabajador paralizar la actividad 
que viniera desarrollando, incluso a abando­
nar el centro de trabajo, en caso de un riesgo 
grave e inminente, cuando el empresario no 
adopte o no permita la adopción de las medi­
das necesarias para garantizar la seguridad y 
la salud de los trabajadores. Se trata del úni­
co punto de este art. 8 en el que el trabajador 
por cuenta propia se presenta como posible 
víctima de la materialización de aquéllos; no 
se trata de un derecho absoluto, por lo que su 
ejercicio debe estar siempre presidido por el 
principio de buena fe en la apreciación de un 
riesgo grave e inminente para su vida o salud. 

El art.  8 LETA finaliza con una cláusula 
recordatoria, en la que se contempla de mane­
ra explícita la faceta empresarial del trabaja­
dor autónomo. Así, determina que las disposi­
ciones previstas en este precepto se aplicarán, 
sin perjuicio de las obligaciones legalmente 
establecidas para los trabajadores por cuenta 
propia con asalariados a su cargo, en su condi­
ción de empresarios. 

Para concluir el análisis de la regulación 
que en materia de prevención de riegos reco­
ge el Estatuto del Trabajo Autónomo, simple­
mente apuntar que su Disposición adicional 
duodécima, prevé que las asociaciones repre­
sentativas de los trabajadores autónomos y 
las organizaciones sindicales más representa­
tivas podrán realizar programas permanentes 
de información y formación correspondientes 
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a dicho colectivo, promovidos por las Adminis­
traciones Públicas competentes en materia de 
prevención de riesgos laborales y de repara­
ción de las consecuencias de los accidentes de 
trabajo y las enfermedades profesionales; en el 
próximo apartado, el contenido de dicha dispo­
sición será abordado con mayor detenimiento 
al constituir una de las escasas cuestiones que 
en materia preventiva toma en consideración 
la Ley 6/2017, de 24 de octubre, de Reformas 
Urgentes del Trabajo Autónomo58. 

4.	 LEY 6/2017, DE 24 DE OCTUBRE, 
DE REFORMAS URGENTES DEL 
TRABAJO AUTÓNOMO 

4.1. Consideraciones previas 

La Ley 6/2017 continua la senda de otras 
que al igual que ella intentaron mejorar las 
condiciones laborales de los trabajadores au­
tónomos, con posterioridad a la Ley 20/2007, 
de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autó­
nomo. Las medidas recogidas en su articulado, 
en cuanto a su ámbito subjetivo, se separan 
entre aquellas dirigidas al colectivo en su to­
talidad, de las orientadas a proteger a grupos 
específicos dentro del conjunto de los trabaja­
dores autónomos. En cuanto a su momento de 
aplicación la norma también prevé dos grupos: 
aquellas iniciativas de aplicación inmediata y 
otras cuya puesta en marcha se posponía has­
ta el 1 de enero de 2018 y que, a día de hoy, 
ya están siendo aplicadas. Respecto al conte­
nido de las medidas por ella adoptadas, si bien 
su mayor parte gira en torno a la Seguridad 
Social, también están dirigidas a tratar otros 
temas de interés; en particular, en cuanto a la 
materia preventiva, la norma, como ya hiciera 
la propia Ley 20/2007, desaprovecha la oca­
sión de abordar este asunto el cual, si bien de 
difícil regulación, en este momento, requiere 
de un análisis y posterior tratamiento en ma­
yor profundidad. La nueva norma, por un lado, 

58 ley 6/2017, de 24 de octubre, de reformas Urgentes del 
Trabajo autónomo (BoE núm. 257, de 25 de octubre de 2017). 
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como muestra de acercamiento a la protección 
otorgada a los trabajadores asalariados, inclu­
ye como accidente de trabajo aquel sufrido por 
el trabajador autónomo al ir o volver de traba­
jar; por otro lado, como ya fuera previsto en la 
LETA, da voz pero sin votos a las asociaciones 
representativas de los trabajadores autóno­
mos intersectoriales y las organizaciones sin­
dicales y empresariales más representativas 
en los grupos creados para abordar cuestiones 
relativas a la seguridad y salud de los autó­
nomos por parte de la Comisión Nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo. 

4.2. El accidente in itinere 

4.2.1.	 Regulación de las contingencias
 
profesionales de los trabajadores
 
autónomos
 

A pesar de que la desigualdad entre Regí­
menes ha sido una constante cuasi inamovi­
ble hasta nuestros días, a partir del Acuerdo 
para la Mejora y Desarrollo del Sistema de 
Protección Social de 200159, los autónomos 
comenzaron a apreciar cómo el duro cami­
no por el que habían transitado en materia 
de protección social, comenzaba a situarles 
en una posición cada vez más ventajosa y 
cercana a la de los trabajadores integrados 
en el Régimen General60. Este texto, concre­
tamente en su apartado VII, bajo la rúbrica 
«Convergencia de Regímenes Especiales», se 
encargó de desarrollar lo establecido en los 
acuerdos precedentes –Pacto de Toledo, y el 
Acuerdo de Consolidación y Racionalización 
del Sistema de la Seguridad Social–, defen­
diendo por un lado, la convergencia de los 
regímenes que concentraban a los trabaja­
dores autónomos, y por otro, la mejora de su 

59 acuerdo firmado entre CCoo, CEoE, CEPyME y el Go­
bierno el 9 de abril de 2001. 

60 Sobre este asunto Piñeyro de la Fuente, a. J.: «la protec­
ción social del trabajador autónomo: el trasplante del esquema 
previsto para el trabajador por cuenta propia como posible ori­
gen de desajustes», relaciones laborales, nº 7/8, 2000, pág. 188 
y ss. 
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acción protectora. En una palabra, lo que se 
planteaba era la aplicación conjunta de los 
principios de homogeneidad e integración 
en relación con dicho colectivo, pretendiendo 
plasmar de modo práctico dichos fundamen­
tos, referidos en numerosas ocasiones en 
textos precedentes, alcanzando una mejora 
efectiva y una aproximación entre Regíme­
nes veraz. A partir de este Acuerdo se inició 
un período de reformas, que aunque venían 
a satisfacer en buena parte las necesidades 
de los trabajadores autónomos, continuaban 
sin asignarles la protección de la que ya go­
zaban los componentes del Régimen General 
en su integridad. Una de las más importantes 
reivindicaciones del colectivo era la referida 
a las contingencias profesionales, prestación 
de la cual el trabajador autónomo permane­
cía desprovisto desde el Decreto 2530/1970. 
Muchos eran los motivos a los que el Estado 
se aferraba para negar tal protección a un 
colectivo que, por sus simples rasgos, hacía 
de esta cobertura algo implanteable por la 
dificultad de control y verificación de los ac­
cidentes de trabajo que los mismos pudieran 
padecer. La Ley 53/2002, de 30 de diciembre, 
de Medidas Administrativas, Fiscales y de 
Orden Social, añadió la disposición adicio­
nal 34ª en el Texto Refundido de la Ley Ge­
neral de Seguridad Social, en la que se reco­
noció al trabajador autónomo la posibilidad 
de incluirse en el régimen de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales. Esta 
protección tenía carácter voluntario, tor­
nándose únicamente como obligatoria para 
aquellos que realizasen actividades conside­
radas peligrosas61. No obstante, tal volunta­
riedad quedaba constreñida al exigirse para 
su disfrute el acceso previo a la protección 
de la incapacidad temporal. Habría que de­
cir también que polémico resultó el restric­
tivo concepto que de accidentes de trabajo 

61 Esto resulta un avance destacado si tenemos en cuenta 
que hasta el momento no se diferenciaba entre contingencias 
comunes y profesionales; quizá es precisamente por esto, es 
decir, por la tardía incorporación de las contingencias profesio­
nales, lo que propició la inexistencia de una cultura preventiva 
en el colectivo. 
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formulaba dicha disposición62, el cual única­
mente reconocía como laboral aquél sufrido 
como consecuencia directa e inmediata del 
trabajo que se lleve a cabo, y que apartaba 
de tal tutela al denominado accidente in iti­
nere. 

Posteriormente, de acuerdo con lo determi­
nado en dicha disposición adicional, se proce­
dió, mediante el Real Decreto 1273/2003, de 
10 de octubre al oportuno desarrollo regla­
mentario; resulta destacable como quedó ex­
cluido expresamente el recargo de prestacio­
nes de Seguridad Social por falta de medidas 
de seguridad e higiene en el trabajo previsto 
de antiguo para el Régimen General. 

Años después, con la entrada en vigor de 
la LETA, mediante su disposición adicional 3ª, 
se obligó a todos los trabajadores afiliados al 
RETA a incorporar a su cobertura la presta­
ción por incapacidad temporal. Cosa contraria 
sucedió respecto de la protección por contin­
gencias profesionales, que, en base a la misma 
disposición, únicamente resultaba imperati­
va para los autónomos dependientes y para 
aquellos trabajadores por cuenta propia que 
desarrollan actividades profesionales que pre­
sentan un mayor riesgo de siniestralidad. La 
norma incorpora a su articulado –Art. 26.363– 
un concepto específico de accidente de trabajo 

62 Se entenderá como accidente de trabajo del trabajador 
autónomo el ocurrido como consecuencia directa e inmediata 
del trabajo que realiza por su propia cuenta y que determina su 
inclusión en el campo de aplicación de dicho régimen Especial. 
(Disposición adicionales 34ª lGSS). 

63 art. 26.3 lETa: los trabajadores autónomos económi­
camente dependientes deberán incorporar obligatoriamente, 
dentro del ámbito de la acción protectora de la Seguridad 
Social, la cobertura de la incapacidad temporal y de los acci­
dentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguri­
dad Social. a los efectos de esta cobertura, se entenderá por 
accidente de trabajo toda lesión corporal del trabajador autó­
nomo económicamente dependiente que sufra con ocasión o 
por consecuencia de la actividad profesional, considerándose 
también accidente de trabajo el que sufra el trabajador al ir o 
volver del lugar de la prestación de la actividad, o por causa o 
consecuencia de la misma. Salvo prueba en contrario, se presu­
mirá que el accidente no tiene relación con el trabajo cuando 
haya ocurrido fuera del desarrollo de la actividad profesional 
de que se trate. 



ESTUDioS 

386 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

  

 

 

 

 

 

 

 

   

 

 

 

similar al recogido en el art. 115 de la LGSS64, 
eso sí, considerando como única posible vícti­
ma al trabajador autónomo económicamente 
dependiente: nos referimos al denominado 
accidente in itinere. A pesar de dicho avance, 
a diferencia de lo que sucede en el Régimen 
General, aquí es el trabajador el que tiene la 
carga de la prueba de acreditar que se trata de 
un accidente de trabajo debido a que la LETA, 
tras aceptar esta modalidad de accidente, se­
ñala que «salvo prueba en contrario, se pre­
sumirá que el accidente no tiene relación con 
el trabajo cuando haya ocurrido fuera del de­
sarrollo de la actividad profesional de que se 
trate». 

Tras casi una década imperando dicha 
voluntariedad para el resto del colectivo ésta 
quedó cuestionada; así, mediante el art. 7 de 
la Ley 27/ 2011, de 1 de agosto65 se llevó a 
cabo una ampliación de la cobertura por ac­
cidentes de trabajo y enfermedades, de modo 
que se generaliza la protección por dichas 
contingencias, pasando a formar parte de la 
acción protectora de todos los regímenes que 
integran el sistema de Seguridad Social, entre 
ellos el RETA66. Si bien la entrada en vigor de 
esta medida estaba prevista para el 1 de enero 
de 2013, posteriormente, de manera sucesiva 

64 actual art. 156 tras el real Decreto legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
ley General de la Seguridad Social. 

65 ley 27/ 2011, de 1 de agosto, sobre actualización, ade­
cuación y modernización del Sistema de seguridad Social (BoE 
núm. 184, de 2 de agosto de 2011). 

66 En la misma línea que el CES en su dictamen sobre el 
anteproyecto de la ley del Estatuto del Trabajo autónomo. Este 
ya señaló la importancia de que esta cobertura fuera obliga­
toria: no considera justificado que, respecto a la cobertura de 
las contingencias profesionales en este régimen, ésta sólo se 
incorpore con carácter obligatorio para los trabajadores autó­
nomos dependientes (art. 26.3) y, en su caso, para otras activi­
dades profesionales desarrolladas por el resto de los trabajado­
res autónomos, determinadas por el Gobierno, que presentan 
un mayor riesgo de siniestralidad (disposición adicional tercera, 
apartado dos). Por el contrario, debería preverse en un futuro, 
dado el importante porcentaje que aún no ha optado por esta 
protección, la cobertura obligatoria para cualesquiera trabaja­
dores por cuenta propia o autónomos. Dictamen del Consejo 
Económico y Social sobre el anteproyecto de la ley del Estatuto 
del Trabajo autónomo, pág. 9. 
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fue prorrogada, hasta finalmente quedar de­
rogada por la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 2015. Quizá este proceder se 
debió a la incoherencia que hubiese supuesto 
la entrada en vigor de una medida que impli­
cara un aumento de los costes sociales a cargo 
de estos trabajadores, al mismo tiempo que 
aparecían otras normas que acogían medidas 
con pretensiones contrarias, es decir, tenden­
tes a la reducción de dichos costes; así por 
ejemplo, las adoptadas por la Ley 14/2013, de 
27 de septiembre67. En consecuencia de esta 
decisión, es decir, del mantenimiento de di­
cha voluntariedad el número de trabajadores 
autónomos que optan por cotizar por contin­
gencias profesionales resulta muy reducido, 
lo cual se infiere del informe sobre siniestrali­
dad laboral de los autónomos elaborado por la 
Asociación de Trabajadores Autónomos (ATA) 
y Mutua Universal, según el cual solo el 18,9% 
de los trabajadores por cuenta propia cotizan 
por estas contingencias. 

4.2.2.	 Incorporación del trabajo in itinere 
a la totalidad del colectivo 

Como hemos apuntado al inicio de este 
apartado, sería la Ley 6/2017 la que acerca­
ría el accidente in itinere al colectivo de autó­
nomos en su totalidad68; en concreto, sería su 
art. 14 el que vendría a modificar el art. 316.2 
LGSS, con la intención de hacer coincidir los 
efectos de las contingencias derivadas de acci­
dente de trabajo in itinere de los trabajadores 
autónomos con los trabajadores asalariados69. 

A partir de esta modificación se entende­
rá como accidente de trabajo del autónomo no 
solo el ocurrido como consecuencia directa e 
inmediata del trabajo que realiza por su pro­

67 ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los em­
prendedores y su internacionalización (BoE núm. 233, de 28 de 
septiembre de 2013). 

68 resulta evidente que solo será aplicable para aquellos 
autónomos que tengan incluida la cobertura de contingencias 
profesionales en su base de cotización. 

69 Esta medida ya surte efectos desde el pasado 26 de oc­
tubre de 2017. 
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pia cuenta y que determina su inclusión en el 
campo de aplicación de este régimen especial 
sino también el sufrido al ir o al volver del lu­
gar de la prestación de la actividad económi­
ca o profesional. A estos efectos el legislador 
entiende como lugar de la prestación el esta­
blecimiento en donde el trabajador autónomo 
ejerza habitualmente su actividad siempre 
que no coincida con su domicilio y se corres­
ponda con el local, nave u oficina declarado 
como afecto a la actividad económica a efectos 
fiscales. 

De este concepto de accidente in itinere 
para los autónomos se desprende dos condi­
ciones que pueden excluir de la cobertura 
social a un buen número de ellos. En primer 
lugar, deja fuera de la locución «lugar de la 
prestación económica o profesional» al domi­
cilio del trabajador, lo cual implica que aquel 
que desarrolle su actividad en su casa no esté 
cubierto si sufre un accidente al visitar, por 
ejemplo, a un cliente; en segundo lugar, exige 
que el lugar este declarado como afecto a la 
actividad económica a términos fiscales, por lo 
que también quedarían fuera situaciones en 
las que el autónomo desde su domicilio acuda 
directamente a realizar su actividad al lugar 
indicado por el cliente. En este sentido, consi­
deramos que estas deficiencias advertidas en 
este concepto de accidente in itinere, resultan 
una simple muestra más de la dificultad de 
equiparar a efectos de protección social al tra­
bajador asalariado y al autónomo. Así, dado 
que el lugar donde los trabajadores por cuenta 
propia realizan su actividad económica o pro­
fesional, en la mayoría de los casos, es cam­
biante, la propia naturaleza del trabajador por 
cuenta propia dificulta el establecimiento de 
una localización fija, determinada, lo que, por 
supuesto, complica la determinación de lo que 
se considera un trayecto habitual. Por todo 
ello, si bien reconocemos un avance en cuanto 
a la acogida de esta reivindicación realizada 
por el colectivo a lo largo de los años, entende­
mos que llegar a un concepto adecuado de ac­
cidente de trabajo para estos trabajadores re­
querirá de una revisión profunda del concepto 
planteado por la Ley 6/2017, así como de un 
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pronunciamiento por parte de los Tribunales, 
todo ello, teniendo siempre presente los rasgos 
propios de este tipo de trabajo. 

4.3.	 Formación en prevención
 
de riesgos laborales70
 

de los trabajadores autónomos
 

Como ya hemos apuntado anteriormente, 
otra de las cuestiones que aborda la nueva ley 
en materia preventiva hace referencia a la for­
mación71 en prevención de riesgos laborales, la 
cual es contemplada como una herramienta idó­
nea si lo que se pretende es acercar al colectivo 
de autónomos a dicha materia. No se trata de 
una cuestión nueva ya que la Recomendación 
de 2003 ya se hacía eco de su importancia; del 
mismo modo, la Estrategia española de Segu­
ridad y Salud en el Trabajo 2007-2012, recogía, 
dentro de su objetivo número 6, la necesidad de 
promover el acceso a la formación en materia de 
prevención de riesgos laborales de los trabajado­
res autónomos. Igualmente, el propio Estatuto 
del Trabajo Autónomo, no solamente dedicaba 
un apartado específico de su art. 8 a exigir a los 
poderes públicos su implicación en esta cuestión 
sino que específicamente preveía en su dispo­
sición adicional duodécima la participación de 
estos trabajadores mediante sus asociaciones 
–en concreto, asociaciones representativas de 
los trabajadores autónomos intersectoriales y 
las organizaciones sindicales y empresariales 
más representativas– en la elaboración de pro­
gramas permanentes de información y forma­
ción correspondientes a dicho colectivo. Años 
después, dicha disposición, tras la entrada en 
vigor de la Ley 31/2015, de 9 de septiembre72, 
fue completada con la introducción de un segun­

70 Gámez de la Hoz, J.; Padilla Fortes, a, La Formación 
Como Herramienta En Prevención de Riesgos Laborales y Salud 
Laboral, Ed. lulu.com, 2013. 

71 la nueva norma otorga gran relevancia a la formación 
de los trabajadores autónomos, como así se desprende de su 
Título Vii «Medidas para mejorar la formación profesional para 
el empleo de los trabajadores autónomos». 

72 ley 31/2015, de 9 de septiembre, por la que se modifica 
y actualiza la normativa en materia de autoempleo y se adop­
tan medidas de fomento y promoción del trabajo autónomo y 

http:lulu.com
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do párrafo, en el cual se contemplaba la posible 
participación de dichas asociaciones en los gru­
pos de trabajo creados en la Comisión Nacional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo73, siempre 
que abordasen cuestiones que afectaran al co­
lectivo. Avanzando en esta cuestión, la Ley 
6/2017, a partir de su disposición adicional octa­
va, introduce mínimos cambios en la redacción 
de la disposición adicional duodécima: por un 
lado, extiende tal participación a las asociacio­
nes intersectoriales de trabajadores autónomos 
de nivel autonómico; por otro, clarifica en qué 
consiste dicha participación, subrayando que si 
bien estas asociaciones tendrán voz respecto de 
las cuestiones que se aborden y les incumban 
en el grupo, no tendrán derecho a voto. Es así 
que, la nueva norma desaprovecha la oportu­
nidad de haber desarrollado en profundidad lo 
ya dispuesto por la anterior batería de medidas 
en favor del colectivo fijadas por la Ley 31/2015; 
en este sentido, de nuevo nos encontramos a la 
espera de un futuro desarrollo ya que lo recogi­
do por la nueva ley continúa siendo una mera 
propuesta sin aplicación directa –como ocurre 
respecto de otras cuestiones–. 

5.	 LABOR REALIZADA POR 
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
Y ASOCIACIONES DE TRABAJADORES 
AUTÓNOMOS EN MATERIA 
DE PREVENCIÓN DE RIESGOS 
LABORALES 

Dado que en los últimos tiempos han pres­
tado especial atención a esta materia, ponien­
do en marcha iniciativas que merecen ser te­
nidas en cuenta, no resultaría completo este 
estudio sino dedicáramos un espacio a la labor 
llevada a cabo tanto por las Administraciones 
Públicas como por las Asociaciones de Tra­

de la Economía Social (B.o.E. núm. 217, de 10 de septiembre de 
2015). 

73 la Comisión nacional de Seguridad y Salud en el Tra­
bajo (CnSST), como así establece el art. 13 de la lPrl, es el 
órgano colegiado asesor de las administraciones Públicas en 
la formulación de las políticas de prevención y el órgano de 
participación institucional en materia de Seguridad. 
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bajadores Autónomos, las cuales incluso han 
colaborado conjuntamente en la implantación 
de medidas en favor de la seguridad y salud 
del colectivo. 

5.1.	 Labor realizada por las
 
Administraciones Públicas
 
en materia de prevención
 
de riesgos laborales
 

Tomando como referencia lo establecido 
por la Recomendación 2003/134/CE –como 
hemos dicho anteriormente, de contenido no 
obligatorio sino meramente indicativo– ob­
servamos, en los últimos años, cierto avance 
en cuanto al papel desempeñado por la Ad­
ministración Pública y asociaciones profe­
sionales en materia de seguridad y salud del 
trabajador autónomo. 

Si a las Administraciones Públicas nos 
referimos, como ya hemos señalado, la LETA 
merece ser encomiada en cuanto que, en su 
art. 8, insta a éstas a abandonar la pasivi­
dad mostrada hasta el momento, reclamando 
su implicación en la seguridad y salud en el 
trabajo del colectivo. Más aún, teniendo en 
cuenta que, debido a la falta de contraparte 
del trabajador autónomo la virtualidad del 
derecho a la seguridad y salud en el trabajo 
quedaba cuestionada, ha resultado funda­
mental la respuesta de los poderes públicos 
en esta materia. Cabe señalar que este papel 
que se intenta fomentar no resulta del todo 
novedoso ya que la propia Constitución es­
pañola se hacía cargo de ello al reconocer la 
necesidad de que los poderes públicos «vela­
ran por la seguridad e higiene en el trabajo», 
imponiéndoles el compromiso de desplegar 
una actividad tendente a mantener la protec­
ción del ámbito laboral y a instrumentar los 
medios de trabajo necesarios para una eficaz 
tutela de los trabajadores, con independencia 
de que éstos fueran asalariados o por cuenta 
propia74. 

74 Tal imposición fue posteriormente abordada por la 
lPrl, concretamente, por sus arts. 5 y el art. 7. 
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En concreto, como ya apuntamos, el art. 8 
del Estatuto del Trabajo Autónomo, se ocupa 
de las específicas actuaciones que la Admi­
nistración debe llevar a cabo en esta materia; 
en particular, hace referencia a la promoción, 
asesoramiento técnico, vigilancia y control 
del cumplimiento de la normativa de preven­
ción de riesgos laborales, así como a la forma­
ción con la que deben contar los trabajado­
res autónomos. En este sentido, el legislador, 
como ocurre en otras cuestiones abordadas 
por la LETA, emplea términos imprecisos al 
referirse a tales mandatos lo cual priva a los 
mismos del carácter imperativo que debería 
acompañarlos75. 

Por lo que se refiere al primero de los en­
cargos, hubiera resultado conveniente acer­
car al trabajador autónomo sin empleados a 
su servicio al conocido como bonus76, consis­
tente en reducciones de las cotizaciones por 
contingencias profesionales a las empresas 
que se distingan por su contribución eficaz 
y contrastable a la reducción de la sinies­
tralidad laboral y por la realización de ac­
tuaciones efectivas en la prevención de los 
accidentes de trabajo y de las enfermedades 
profesionales. Si bien este mecanismo acier­
ta al tener presente a la pequeña empresa, 
quizás resulte censurable, como decimos, al 
obviar al trabajador por cuenta propia sin 
asalariados a su cargo. Como ya hemos apun­
tado, la cotización a la Seguridad Social por 
contingencias profesionales para los trabaja­
dores autónomos es voluntaria, lo cual pro­
voca que solo un número reducido cotice por 

75 olarte Encabo, S.: «Prevención de riesgos profesionales 
en el trabajo autónomo. Balance de situación y retos pendien­
tes», rev. General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad So­
cial, nº 47, 2017, pág. 183. 

76 Tras ser derogado el real Decreto 404/2010, de 31 de 
marzo, este sistema viene siendo precisado por el real Decreto 
231/2017, de 10 de marzo, por el que se regula el estableci­
miento de un sistema de reducción de las cotizaciones por con­
tingencias profesionales a las empresas que hayan disminuido 
de manera considerable la siniestralidad laboral, así como por 
la orden ESS/106/2017, de 9 de febrero, por la que se desarro­
llan las normas legales de cotización a la Seguridad Social, des­
empleo, protección por cese de actividad, Fondo de Garantía 
Salarial y formación profesional para el año 2017. 
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ello; reticencia del todo lógica al suponer di­
cha cotización un incremento del tipo que se 
aplica a la base imponible por ellos elegida, el 
cual no todos pueden asumir. 

También en línea con el fomento, algunas 
Comunidades Autónomas han emprendido 
campañas de sensibilización con el objetivo 
de acercar la cultura preventiva al colecti­
vo de autónomos; baste como muestra, la 
campaña «Prevenir los riesgos es rentable», 
puesta en marcha por el Instituto Regional 
de Seguridad y Salud en el Trabajo de la Co­
munidad de Madrid y dirigida, principalmen­
te, a PYMES, microempresas y trabajadores 
autónomos77. 

Por lo que se refiere a las labores de vi­
gilancia y control del cumplimiento de la 
normativa preventiva, es la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social la encargada 
de dicho seguimiento. Si bien ésta, actual­
mente, lleva a cabo una minuciosa observa­
ción en cuanto a la proliferación de la figu­
ra del falso autónomo, como queda puesto 
de manifiesto en el Plan Estratégico de la 
Inspección de Trabajo y de la Seguridad So­
cial78, respecto al cumplimiento por parte 
del colectivo de la normativa referente a 
su seguridad y salud en el trabajo, se limi­
ta principalmente al cumplimiento de sus 
obligaciones en materia de coordinación 
de actividades empresariales. Esto queda 
puesto de manifiesto en el Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social, el cual, en cuanto a las infracciones 
en materia de prevención de riesgos labo­

77 http://www.madrid.org/cs/Satellite?c=CM_actuacio­
nes_Fa&cid=1354369220828&idConsejeria=1109266187242&id­
listConsj=1109265444710&idorganismo=1109266228581& 
language=es&pagename=ComunidadMadrid%2FEstructu­
ra&sm=1109266100977 

78 resolución de 11 de abril de 2018, de la Subsecretaría, 
por la que se publica el acuerdo del Consejo de Ministros de 6 
de abril de 2018, por el que se aprueba el Plan Estratégico de la 
inspección de Trabajo y Seguridad Social para el período 2018­
2020 (BoE núm.95 de 19 de abril de 2018). 

http://www.madrid.org/cs/Satellite?c=CM_actuacio
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rales, recogidas en su Título II, Sección II, 
solo contempla al autónomo en dicho con­
texto; en este sentido, sirva de ejemplo lo 
dispuesto en sus artículos 12.1379 y 13.780,81. 

En cuanto al mandato concerniente al ase­
soramiento, la LETA, especialmente, a partir 
de la Ley 31/2015, de 9 de septiembre82 apuesta 
por el mismo como se desprende de su art. 27.2 f) 
referido a las políticas de fomento del trabajo 
autónomo. Al margen del Estatuto del Trabajo 
Autónomo, otras normas subrayaron la im­
portancia del asesoramiento, tanto en el inicio 
como en el desarrollo de este tipo de activida­
des. Una de las disposiciones que más hinca­
pié hizo sobre esta cuestión fue la Ley 14/2013 
de 27 de septiembre83, la cual resaltó la im­
portancia del asesoramiento en prevención de 
riesgos laborales. 

79 art. 12.13 «infracciones graves» liSoS: no adoptar los 
empresarios y los trabajadores por cuenta propia que desarro­
llen actividades en un mismo centro de trabajo, o los empresa­
rios a que se refiere el artículo 24.4 de la ley de Prevención de 
riesgos laborales, las medidas de cooperación y coordinación 
necesarias para la protección y prevención de riesgos laborales. 

80 art. 13.7 «infracciones muy graves» liSoS: no adoptar, 
los empresarios y los trabajadores por cuenta propia que desa­
rrollen actividades en un mismo centro de trabajo, las medidas 
de cooperación y coordinación necesarias para la protección y 
prevención de riesgos laborales, cuando se trate de actividades 
reglamentariamente consideradas como peligrosas o con ries­
gos especiales. 

81 además, mediante el art. 1902 del Código Civil, se le 
podría reclamar al trabajador por cuenta propia la responsa­
bilidad civil por los daños ocasionados a un trabajador a un 
empresario o a terceros ajenos a la coordinación y cooperación 
empresarial. 

Del mismo modo, también sería posible la acción de res­
ponsabilidad penal, a través del art. 316 CP el cual señala que 
«quienes con infracción de las normas de prevención de ries­
gos laborales, y estando legalmente obligados, no faciliten los 
medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su 
actividad con las medidas de seguridad y salud adecuadas, po­
niendo en peligro grave su vida, salud o integridad física». 

82 ley 31/2015, de 9 de septiembre, por la que se modifica 
y actualiza la normativa en materia de autoempleo y se adop­
tan medidas de fomento y promoción del trabajo autónomo y 
de la Economía Social (BoE núm. 217, de 10 de septiembre de 
2015). 

83 ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los em­
prendedores y su internacionalización (BoE núm. 233, de 28 de 
septiembre de 2013). 
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Por lo que se refiere a la formación en 
materia preventiva, como ya hemos aborda­
do en apartados precedentes, se le otorga 
especial relevancia, contemplándose como 
una de las vías más importantes en la lucha 
contra la alta siniestralidad laboral exis­
tente alrededor de este colectivo. Esto no 
solo se refleja en el hecho de que la LETA 
aborde la cuestión en un apartado concre­
to, al margen de los anteriores mandatos, 
sino porque así se desprende, por ejemplo, 
cuando en sectores específicos como el de 
la construcción se exige para poder realizar 
actividades en régimen de autonomía. Ade­
más, son diversas las iniciativas emprendi­
das por las Administraciones Públicas en 
aras de fomentar dicha formación; baste 
como ejemplo, las recientes subvenciones, 
puestas en marcha por la Junta de Castilla 
y León, dirigidas a la formación de traba­
jadores, empresarios, autónomos, mandos 
intermedios y delegados de prevención en 
materia de seguridad y salud laboral, Pro­
grama VI (2018)84. 

Para concluir, no podemos dejar de men­
cionar, ya que aúna parte de los mandatos 
dirigidos a las Administraciones Públicas, la 
herramienta gratuita Prevención 10, portal 
creado por el anterior Instituto Nacional de 
Seguridad, Salud y Bienestar en el Trabajo 
dirigido, principalmente, a facilitar la gestión 
de la materia preventiva a los autónomos y 
microempresas. Entre los numerosos servi­
cios que este portal ofrece destaca la herra­
mienta auto-prevent, dirigida precisamente 
a los trabajadores autónomos sin empleados 
a su cargo, no obligados por ley, pero si ne­
cesitados de ciertos conocimientos en la ma­
teria. Además, como así impulsaba la Reco­
mendación de 2003, se tienen presentes los 
riesgos en función de las actividades que los 
autónomos vengan realizando85. 

84 Subvenciones dirigidas a la formación de trabajadores, 
empresarios, autónomos, mandos intermedios y delegados de 
prevención en materia de seguridad y salud laboral, Programa 
Vi (2018) (BoCyl núm. 248, de 29 de diciembre de 2017). 

85 https://www.prevencion10.es 

http:https://www.prevencion10.es
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5.2.	 Labor realizada por las Asociaciones 
Profesionales de Trabajadores 
Autónomos en materia preventiva 

Si bien en los albores del Derecho del 
Trabajo, las diversas variedades de traba­
jo independiente –artesanos, comerciantes, 
pequeño propietario agrario, arrendatario, 
aparcero, profesional liberal…–, propiciaron 
la inexistente unidad del colectivo y, por con­
siguiente, la falta de pujanza ante la clase 
dirigente, en las últimas décadas asistimos 
a un cambio en la situación anteriormente 
descrita; en efecto, recientemente grupos 
concretos de trabajadores por cuenta propia, 
tras identificar problemas comunes86, y tras 
la estela del fenómeno asociativo en auge en 
nuestros días, se han unido constituyendo 
un cada vez mayor número de asociaciones, 
algunas de ellas de gran trascendencia y re­
presentatividad, que vienen reclamando la 
atención hasta ahora negada por parte de 
los poderes públicos. 

Precisamente lo dicho, esto es, una mayor 
implicación por parte de las asociaciones de 
trabajadores autónomos, se refleja en materia 
preventiva, siendo artífices dichas organiza­
ciones de numerosas iniciativas encaminadas 
a mejorar la seguridad y salud del colectivo. 
Como ya señalamos anteriormente, la Ley 
6/2017 confiere, como ya hiciera la LETA, un 
papel principal a las asociaciones en materia 
preventiva tanto cuando les otorga potestad 
para llevar a cabo programas de información y 
formación de estos trabajadores, como cuando 
contempla su posible participación en los gru­
pos creados en el seno de la Comisión Nacio­
nal de Seguridad y Salud en el Trabajo cuando 
se aborden cuestiones que, en este ámbito, les 
afecten. 

86 Sobre este tema, Cruz Villalón afirma que «la progresi­
va evolución del tejido social en lo que atañe a ciertos grupos 
de trabajadores autónomos, está produciendo progresivamente 
lo que podríamos denominar una conciencia identitaria». Cruz 

Villalón, J.: «Propuestas para una regulación del trabajo autó­
nomos», en Fundación alternativas, http://fundaciónalternati­
vas.com, Documento de trabajo 17/2003, págs. 42-43. 
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Muestra de su implicación en la preven­
ción de los riesgos ante los cuales se exponen 
los trabajadores autónomos, son las nume­
rosas campañas de concienciación puestas 
en marcha desde estas asociaciones. En este 
sentido, sirva de ejemplo, las llevadas a cabo 
por la Federación Nacional de Asociaciones 
de Trabajadores Autónomos (ATA) en colabo­
ración con el anterior Instituto Nacional de 
Seguridad, Salud y Bienestar en el Trabajo: 
por un lado, la campaña «Prevención en movi­
miento», mediante la cual se pretende llamar 
la atención de los autónomos conductores; 
por otro, la iniciativa «Protege tu futuro» a 
través de la que se quiere conseguir que los 
trabajadores especialmente sensibles, esto es, 
embarazadas, menores de 18, personas con 
diversidad funcional, con necesidades espe­
ciales, etc., conozcan sus derechos en materia 
de prevención de riesgos87. De modo similar, 
la asociación UPTA Navarra, junto a la Direc­
ción General de Política Económica y Trabajo 
del Gobierno de Navarra, pusieron en marcha 
una campaña que, englobada dentro del III 
Plan de Salud Laboral de Navarra 2016-2020, 
tenía por objetivo mejorar la coordinación de 
actividades empresariales a través de accio­
nes de asesoramiento público y asistencia téc­
nica al colectivo en materia de prevención de 
riesgos laborales88. 

6. REFLEXIONES FINALES 

A pesar de la actual pujanza del traba­
jo por cuenta propia así como de los últimos 
avances alcanzados mediante diversas medi­
das de apoyo al colectivo, el progreso respecto 
a la protección de la seguridad y salud en el 
trabajo de los integrantes del mismo ha sido 
insignificante. 

Si bien, como apuntamos, en la última dé­
cada, con posterioridad a la Ley 20/2007, de 
11 de julio, numerosas normas han aspirado 

87 https://ata.es/ata-pone-en-marcha-varias-campa­
nas-de-prevencion-en-riesgos-laborales/
 

88 www. Uptanavarra,es
 

https://ata.es/ata-pone-en-marcha-varias-campa
http://fundaci�nalternati
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a mejorar las condiciones de trabajo de los 
autónomos, verbigracia la Ley 6/2017, de 24 
de octubre, el tratamiento que se viene otor­
gando en materia preventiva al trabajo inde­
pendiente, continua anclado en los mismos 
criterios que desde la Ley 31/1995, situaron al 
colectivo extramuros de su esfera aplicativa; 
dicho de otra manera, se sigue contemplando 
al trabajador autónomo como un sujeto gene­
rador de riesgos para otros trabajadores y no 
como posible víctima de la materialización de 
aquellos. Esto queda puesto de manifiesto en 
el hecho de que sea en el contexto de la coor­
dinación empresarial, es decir, en un escena­
rio coincidente, donde los autónomos se vean 
mayormente afectados por la normativa pre­
ventiva. Por consiguiente, fuera de este mar­
co, el trabajador autónomo sin empleados a su 
cargo –aquel que si los tiene, como ya hemos 
dicho, torna en la figura del empresario, con 
todas las responsabilidades que en materia 
de prevención de riesgos ésta acarrea– queda 
al margen de cualquier previsión tendente a 
protegerle de los riesgos a los que se expone 
en el desarrollo de su actividad profesional89. 
Esto resulta preocupante especialmente por 
dos razones: por un lado, por el elevadísimo 
número de autónomos que se encuentran en 
este supuesto –un 79,1% del colectivo–; por 
otro, por los altos índices de siniestralidad de 
los mismos, los cuales no son del todo vera­
ces ya que únicamente reflejan los accidentes 
y enfermedades profesionales que sufren los 
trabajadores por cuenta propia que cotizan 
por contingencias profesionales, esto es, un 
número alarmantemente reducido –alrededor 
del 19% del colectivo–. Es cierto, que el trata­
miento de esta materia para los trabajadores 
indicados resulta complejo teniendo en cuen­
ta que esta regulación topa con la dificultad 
de armonizar la independencia propia de este 
tipo de trabajo con el establecimiento de exi­

89 resulta evidente que la doble naturaleza de trabaja­
dor y de empresario que el autónomo reúne, ha dado lugar 
a complejas situaciones que han supuesto que el trabajador 
por cuenta propia haya quedado a su autotutela, la cual se ha 
mostrado ineficaz, si tenemos en cuenta los elevados índices de 
siniestralidad registrados. 
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gencias. Por ello, teniendo presente estas cir­
cunstancias, parece ser que la dotación de vías 
capaces de asumir con suficiencia un sistema 
formativo eficaz se muestra como una opción 
acertada para avanzar en la protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores en régi­
men de autonomía. Por otro lado, explorando 
en el ámbito reparador de la Seguridad Social, 
resultaría apropiado la adopción de medidas 
que facilitasen la cotización por contingencias 
profesionales a los autónomos sin empleados 
a su cargo; pongamos por caso, la adopción de 
bonificaciones, reducciones o ayudas directas, 
todas ellas, teniendo presente la situación eco­
nómica real del autónomo. 

Para finalizar, hay que recordar que den­
tro de este grupo se encuentran aquellos tra­
bajadores por cuenta propia que dependen 
económicamente de un único cliente, es de­
cir, los TRADE. Si bien el Estatuto de 2007, 
contempló un régimen específico y aparente­
mente protector del mismo, nada apuntaba 
específicamente respecto de esta cuestión, es 
más, ninguna norma posterior se ha referido 
a su seguridad y salud en el trabajo; en este 
caso, su tratamiento hubiera resultado más 
sencillo si tenemos en cuenta que uno de los 
escollos que dificulta la protección del colec­
tivo es la falta de contraparte, en este caso, 
superada por la existencia del cliente predo­
minante. Quizá el legislador ha preferido no 
abordar esta cuestión particular, a la espera 
de una revisión profunda de esta figura, la 
cual ha generado controversias desde su apa­
rición con la entrada en vigor de la LETA. 
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RESUMEN
 Teniendo presente que en los últimos años, el apogeo del trabajo autónomo es un he­
cho, consideramos oportuno profundizar en la atención prestada a la protección de la 
seguridad y salud de aquellos trabajadores que desarrollan su actividad en régimen de 
autonomía. Si bien el propio Texto Constitucional abogaba por una protección universal 
que venía a amparar a todo tipo de trabajadores, el paso de los años y con ellos las dis­
tintas normas que han venido regulando la materia, han demostrado que la protección 
prestada a los trabajadores asalariados y trabajadores por cuenta propia, en cuanto a los 
riegos a los que se exponen en el desarrollo de su actividad, difiere sustancialmente. Este 
tratamiento dispar resulta del todo lógico si valoramos los rasgos que caracterizan a am­
bos trabajadores, principalmente, aquel que ha sido considerado el criterio fundamental 
para definir el ámbito del Derecho del Trabajo, esto es, la dependencia. En este sentido, 
si bien el trabajador subordinado desarrolla su actividad sometido a las órdenes de un 
empresario, el trabajador autónomo reúne en sí mismo ambas figuras, es decir, trabajador 
y empresario, presidiendo la independencia su actividad, lo cual dificulta la protección de 
su seguridad y salud. Precisamente con ello han topado las distintas normas en materia 
de prevención de riesgos existentes tanto en el ámbito internacional, como en el orde­
namiento jurídico nacional. Ante tal complejidad, el legislador ha optado por distinguir 
entre los autónomos con empleados a su cargo y, por ello, con todas las responsabilidades 
que en materia preventiva esta figura acarrea, y quienes no los tienen, a los que remite 
a la autoprotección. Además, el legislador presta atención a un supuesto específico como 
es el contexto de la coordinación empresarial, en el que el trabajador autónomo requiere 
de su interés al comportarse como un sujeto generador de riesgos para el trabajador asa­
lariado con el que comparte centro de trabajo. Si bien este patrón ya se intuía en la Ley 
31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, a día de hoy continua repitiéndose, no ha­
biéndose dado ninguna norma que se haya atrevido a abordar la compleja protección de 
aquél que realiza su actividad en total independencia y que a su vez no queda constreñido 
a cotizar por contingencias profesionales. Precisamente, en este aspecto, encontremos uno 
de los principales motivos que han llevado a la desprotección de los trabajadores autóno­
mos por la normativa de seguridad y salud en el trabajo. No podemos obviar la innegable 
relación existente entre el nacimiento de dicha regulación y el desarrollo de la noción de 
aseguramiento obligatorio de las contingencias profesionales por parte del empresario. 
Considerando que, como decimos, desde tiempos pretéritos se tuvo únicamente presente 
dicha exigencia empresarial respecto de los daños que pudieran sufrir los trabajadores 
por cuenta ajena, resulta comprensible que tal normativa se centrara, casi de forma ex­
clusiva, en estos, ignorando a aquellos que realizaran su trabajo de modo independiente. 
Así las cosas, a día de hoy, debemos subrayar que, desafortunadamente, ni desde el ámbi­
to preventivo ni desde el enfoque reparador la seguridad y salud de los autónomos queda 
garantizada. 

Palabras clave: Trabajador autónomo; prevención; riesgos; autoprevención; coordina­
ción empresarial; contingencias profesionales. RE
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ABSTRACT
 Bearing in mind that in recent years, the apogee of autonomous work is a fact, we deem 
it appropriate to deepen the attention given to the protection of the safety and health 
of those workers who carry out their activity under the autonomy regime. Although the 
Constitutional Text itself advocated universal protection, which came to protect all types 
of workers, over the years and with them the different rules that have been regulating the 
matter, have shown that the protection provided to salaried workers and self-employed 
workers, in terms of the risks to which they are exposed in the development of their 
activity, differs substantially. 

This disparate treatment is entirely logical if we evaluate the features that characterize 
both workers, mainly, that which has been considered the fundamental criterion to define 
the field of Labor Law, that is, dependence. In this sense, although the dependent worker 
carries out his activity under the orders of an employer, the self-employed worker gathers 
both figures in himself, that is, worker and employer, presiding over the independence 
of his activity, which makes it difficult to protect his security and health. Precisely 
with this they have come up against the different norms in the matter of prevention of 
existing risks both in the international scope and in the national legal order. Given such 
complexity, the legislator has chosen to distinguish between self-employed employees and, 
therefore, with all the responsibilities that this figure entails in preventive matters, and 
those who do not have them, to which refers to self-protection. In addition, the legislator 
pays attention to a specific assumption such as the context of business coordination, in 
which the self-employed worker requires their attention by behaving as a risk-generating 
subject for the salaried worker with whom they share a workplace. 

Although this pattern already intuited in the Law 31/1995, of Prevention of Labor Risks, 
to this day it continues repeating, not having given any norm that has dared to approach 
the complex protection of the one that carries out its activity in total independence and 
that at the same time that is not constrained to contribute for professional contingencies, 
which means that neither from the preventive scope nor from the reparative focus their 
safety and health are guaranteed. Precisely, in this aspect, we find one of the main 
reasons that have led to the lack of protection of self-employed workers due to safety 
and health regulations at work. We can not ignore the undeniable relationship between 
the birth of such regulation and the development of the notion of mandatory assurance 
of professional contingencies by the employer. Considering that, as we have said, since 
past times this entrepreneurial requirement was only taken into account with respect to 
the damages that may be suffered by employed workers, it is understandable that such 
regulation will focus, almost exclusively, on these, ignoring those who will perform his 
work in autonomy regime. Thus, today, we must underline that, unfortunately, neither 
from the preventive scope nor from the reparative approach the safety and health of the 
self-employed is guaranteed. 

Keywords: Self-employed workers; risks; self-protection; business coordination; professional 
contingencies. 
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Labour and Social 
Security Inspectorate and 
the institutional policy on 
Occupational Health and 
Safety 

JOSÉ IGNACIO SACRISTÁN ENCISO*
 

1. INTRODUCCIÓN 

En materia de prevención de riesgos 
laborales el mandato del legislador 
español resulta concluyente, pues 

independientemente de la obligación que 
compete a los empresarios de preservar la 
seguridad y salud de los trabajadores, son 
los poderes públicos los que deben velar por 
la seguridad e higiene en el trabajo1. Para 
ello, deben contar con los instrumentos ne­
cesarios que garanticen la consecución de 
los objetivos establecidos en la política na­
cional de seguridad y salud en el trabajo. 
También, resulta notorio que, si bien la po­
lítica de los poderes públicos siempre ha ido 
encaminada a garantizar la vigilancia en la 
materia, ésta no siempre se ha realizado con 
la especial intensidad con la que ahora se 
lleva a cabo, o al menos las acciones públicas 
desarrolladas hasta hace una década nunca 
habían establecido como uno de sus objeti­
vos prioritarios el descenso de los índices 
de siniestralidad que soporta actualmente 
nuestro país. 

* inspector de Trabajo y Seguridad Social. Ministerio de 
Trabajo, Migraciones y Seguridad Social. 

art. 40.2 de la Constitución Española de 1978. 

Para contribuir a este deseable objetivo, la 
Ley de Prevención de Riesgos Laborales con­
figura la política de prevención, como un con­
junto de actuaciones dirigidas a la promoción 
de la mejora de las condiciones de trabajo, que 
permitan elevar el nivel de protección de los 
trabajadores. Ello debe hacerse garantizando 
la coordinación entre todas las Administracio­
nes implicadas y la participación de empresa­
rios y trabajadores, a través de sus organiza­
ciones representativas2. 

La ratificación por España en 1985 del 
Convenio 155 de la OIT, sobre seguridad y sa­

2 El artículo 13 de la ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
prevención de riesgos laborales crea la Comisión nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo, como «órgano colegiado asesor 
de las administraciones públicas en la formulación de las polí­
ticas de prevención y órgano de participación institucional en 
materia de seguridad y salud en el trabajo». En lo que a la iTSS 
se refiere, en el año 2006 se constituyó la denominada Comi­
sión Consultiva Tripartita de la iTSS que, como órgano integra­
do por la administración y los agentes Sociales, era el órgano 
de participación institucional en materia de iTSS. Dicho órgano 
ha sido sustituido por el Consejo General del organismo Estatal 
iTSS, cuyo cometido y funciones se detallan en el artículo 30 
de la ley 23/2015, de 21 de julio, ordenadora del Sistema de 
inspección de Trabajo y Seguridad Social. Dicho órgano, debe 
conocer, entre otras materias, de las propuestas de planifica­
ción de las actuaciones inspectoras en prevención de riesgos 
laborales, que serán sometidas para su aprobación al Consejo 
rector del organismo. 1 
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lud de los trabajadores y medio ambiente de 
trabajo, y la sucesiva incorporación a la legis­
lación española de todo el acervo comunitario, 
que se produce en cascada tras la aprobación 
en 1995 de la Ley de prevención de Riesgos 
Laborales, así como la ratificación en 2009 del 
Convenio 187 de la OIT, sobre el marco pro­
mocional de la seguridad y salud en el trabajo 
–que aúna la política nacional de seguridad y 
salud con la configuración de un sistema na­
cional y con el establecimiento de un progra­
ma nacional que marque objetivos, priorida­
des y medios para mejorar, desde un punto de 
vista de la prevención de riesgos laborales, las 
condiciones de trabajo en España–, nos han 
posicionado como un país homologable en polí­
tica preventiva a la de cualquiera de nuestros 
socios comunitarios. 

Dentro de esa función pública de promo­
ción de la seguridad y salud en el trabajo, 
corresponde a la Inspección de Trabajo y Se­
guridad Social (en adelante ITSS), como ser­
vicio público especializado, vigilar, controlar 
y exigir el cumplimiento de la normativa de 
prevención de riesgos laborales, para poder 
incidir mediante estas acciones de control en 
la mejora de las condiciones de seguridad y 
salud existentes en las empresas y centros de 
trabajo y prevenir los accidentes de trabajo y 
las enfermedades profesionales. Toda inter­
vención que esté desprovista de esta finalidad 
carecerá de la eficacia que la legislación espa­
ñola e internacional predica como función pro­
pia y esencial de la Inspección de Trabajo, que 
no es otra que la de garantizar la adecuación 
de las condiciones de trabajo a los estándares 
de seguridad y salud exigidos por la norma­
tiva. Desde esta perspectiva, la Inspección de 
Trabajo española se presenta como una de 
las Instituciones necesarias para garantizar 
en este siglo XXI, de importantes cambios en 
los modelos productivos, de organización y de 
prestación de servicios por las empresas, que 
las políticas de prevención y control que son 
demandadas por los ciudadanos se cumplen 
con igual intensidad en toda España y, en de­
finitiva, que esas demandas tienen una res­
puesta real y efectiva por la ITSS, por cuanto 
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se tutelan adecuadamente, mediante visitas 
y comprobaciones, los derechos de los traba­
jadores, muchos de ellos plasmados en la nor­
mativa social como derechos fundamentales3, 
como acontece con el derecho a la vida y a la 
integridad personal. 

La Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora 
del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguri­
dad Social (en adelante LOSITSS), ha venido 
a incidir en el marco regulador y de control de 
la seguridad y salud en el trabajo en España, 
apostando por la puesta en marcha de nuevas 
estructuras especializadas mediante cambios 
en la organización de la ITSS, a la par que po­
tencia la especialización de sus funciones de 
vigilancia, control y asistencia técnica en esta 
materia. Para ello, se ha previsto la creación 
de nuevas Unidades y Equipos de alta espe­
cialización, que estarán integrados, además 
de por Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social, por funcionarios de la nueva Escala 
de Subinspectores de Seguridad y Salud La­
boral, cuya formación universitaria proviene 
de las ramas técnicas y científicas, y a los que 
se asignarán exclusivamente funciones espe­
cializadas sobre una materia que, hoy por hoy, 
se ha convertido en una disciplina propia y en 
la que se integran no sólo los aspectos legales 
y normativos de ámbito comunitario, estatal 
o convencional, sino también la muy profusa 

3 la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea de 7 de diciembre de 2000, adaptada el 12 de diciem­
bre de 2007 en Estrasburgo, reconoce en su artículo 13 el dere­
cho a condiciones de trabajo justas y equitativas, disponiendo 
que todo trabajador tiene derecho a trabajar en condiciones 
que respeten su salud, seguridad y dignidad, a la limitación de 
la duración máxima del trabajo y a períodos de descanso dia­
rios y semanales, así como a un período de vacaciones anuales 
retribuidas. 

Por su parte, la Carta Social Europea, hecha en Turín el 
18 de octubre de 1961, y ratificada por España mediante ins­
trumento de ratificación de 29 de abril de 1980, reconoce el 
derecho a la seguridad e higiene en el trabajo, por el que las 
partes contratantes se comprometen a promulgar reglamentos 
de seguridad e higiene, a tomar las medidas precisas para con­
trolar la aplicación de tales reglamentos y a consultar, cuando 
proceda, a las organizaciones de empleadores y trabajadores 
sobre las medidas encaminadas a mejorar la seguridad e hi­
giene del trabajo. 
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normativa jurídico técnica de aplicación direc­
ta a las condiciones de trabajo4. Estas nuevas 
Unidades y Equipos deberán actuar de acuer­
do con los principios de trabajo programado y 
en equipo que orientan toda la actividad ins­
pectora. 

La Ley 23/2015, ha sido desarrollada, en 
lo que atañe a la organización de la ITSS por 
el Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el 
que se aprueban los estatutos del Organismo 
Autónomo Estatal Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, y en lo referido a la espe­
cialización funcional, competencias y faculta­
des de la nueva Escala, por el Real Decreto 
1078/2017, de 29 de diciembre, por el que se 
modifica el Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social y el Reglamento general so­
bre procedimientos para la imposición de san­
ciones por infracciones de Orden social y para 
los expedientes liquidatorios de cuotas de la 
Seguridad Social. 

2.	 LAS FUNCIONES DE LA INSPECCIÓN 
DE TRABAJO EN MATERIA 
DE PREVENCIÓN DE RIESGOS 
LABORALES 

En directa relación con el mandato consti­
tucional del artículo 40.2 de la CE, el objetivo 
esencial de la ITSS es el de vigilar y controlar 
el cumplimiento de la normativa de prevención 
de riesgos laborales por los sujetos obligados a 
ello. Esta tarea la conjuga con sus otras fun­
ciones clásicas de asistencia técnica e informa­
ción a empresas y trabajadores, realizada con 
ocasión de las comprobaciones y visitas a los 
centros de trabajo y, en menor medida, con las 
de conciliación, mediación y arbitraje en los 
conflictos que, en esta materia, puedan susci­
tarse en el seno de las empresas. Estos come-

En este tipo de normas se incluirían todas las que in­
cidan en las condiciones de trabajo en materia de prevención, 
aunque no tuvieran la calificación directa de normativa laboral, 
según el artículo 9.1 a) de la ley de prevención de riesgos la­
borales. 
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tidos los realiza a través del Cuerpo Superior 
de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social 
y del de Subinspectores Laborales, Escala de 
Seguridad y Salud Laboral, funcionarios que 
en número de mil setecientos noventa y siete 
están destinados en cincuenta Inspecciones 
Provinciales de Trabajo y Seguridad Social y 
en las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, 
contando veinticinco provincias con unidades 
especializadas en prevención de riesgos labo­
rales. Estas Inspecciones Provinciales se agru­
pan en diecisiete Direcciones Territoriales, con 
funciones de coordinación sobre las primeras y 
que, de acuerdo con la LOSITSS, asumirán fun­
ciones de Inspección en materia de prevención 
de riesgos laborales sobre empresas, sectores o 
situaciones de ámbito supraprovincial, pudien­
do contar para ello con estructuras especiali­
zadas. También, la Dirección Especial de Ins­
pección, órgano territorial con capacidad para 
actuar en todo territorio nacional, cuenta con 
estructuras especializadas en esta materia, lo 
que significará que, de acuerdo con las nuevas 
competencias de coordinación sobre empresas, 
sectores o situaciones de ámbito suprautonó­
mico que la Ley le atribuye, sus medios y es­
tructuras deberán ser ampliados. 

Además de este organismo dependiente de 
la Administración General del Estado (AGE), 
en el Sistema español de ITSS se integran las 
Inspecciones de Trabajo de Cataluña y País 
Vasco, con modelos de organización muy pare­
cidos a los de la AGE, al disponer en su seno 
de unidades y equipos especializados en el 
área de prevención de riesgos laborales. 

Por tanto, la LOSITSS ha venido a esta­
blecer los instrumentos necesarios para ga­
rantizar la eficacia de la acción preventiva y 
reactiva de la ITSS en sus funciones de vi­
gilancia, control y asistencia técnica en pre­
vención de riesgos laborales, conjugando su 
carácter tradicionalmente generalista5 con su 

5 El artículo 2 c) de la loSiTSS declara la compatibilidad 
de los principios de unidad de función y de acto con la necesa­
ria especialización del sistema, reiterando lo establecido en el 
artículo 6 de la ley 42/1997. 

4 
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especialización funcional. Así, la Ley permite 
encomendar a los Inspectores de Trabajo, con 
carácter casi exclusivo, aunque no excluyen­
te, el desarrollo de actuaciones en seguridad 
y salud, y como consecuencia de la creación 
de la nueva Escala, se refuerza también su 
especialización, al exigírseles actuaciones de 
mayor alcance y profundidad, como acontece 
con el control de la gestión empresarial de la 
prevención de riesgos, además de tener que 
organizar, dirigir y programar la actividad de 
los Subinspectores, lo que les ofrecerá una vi­
sión integrada de la realidad preventiva de las 
empresas. Independientemente de su destino, 
Inspectores y Subinspectores deberán estar 
integrados en equipos de inspección y asigna­
dos a Unidades especializadas, que actuarán 
bajo los principios de trabajo programado y 
en equipo. Las Unidades especializadas en 
prevención de riesgos laborales, que deberán 
estar constituidas en todas las provincias y 
comunidades autónomas, podrán estar orga­
nizadas en áreas específicas de alta especiali­
zación, teniendo como cometido principal el de 
programar la actividad inspectora, analizar y 
valorar las concretas acciones desarrolladas y 
sus resultados, y medir su grado de eficacia, 
además de coordinar la actividad de Inspecto­
res y Subinspectores. 

2.1.	 Las directrices y orientaciones 
en la articulación de la política 
de inspección en materia 
de prevención de riesgos laborales 

La definición de la política inspectora en 
la materia que nos ocupa pasa por la toma 
en consideración de las directrices, criterios y 
orientaciones adoptados por los órganos com­
petentes de la Unión Europea y por las Autori­
dades nacionales en materia de prevención de 
riesgos laborales, y su incorporación al Plan 
anual de Actuaciones de la ITSS, en los térmi­
nos en que se exponen a continuación. 

En lo que atañe a la Unión Europea, la Co­
misión Europea, preocupada ante los nuevos 
desafíos que plantean las nuevas fórmulas de 
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organización del trabajo, la globalización y los 
movimientos migratorios, se dirigió ya en el 
año 2007 al Consejo y al Parlamento Europeo 
en su Comunicación de 21 de febrero de 2007 
(Mejorando la calidad y productividad en el 
trabajo; Estrategia Comunitaria 2007-2010 
en salud y seguridad en el trabajo), solicitan­
do a los Estados miembros una mejora de los 
procesos de planificación y programación de la 
acción de las Inspecciones de Trabajo, abogan­
do, para ello, por la realización de controles 
más selectivos sobre situaciones o sectores de 
actividad con altos índices de siniestralidad 
laboral, para lo que debería mejorarse la com­
petencia de los Inspectores de Trabajo a tra­
vés de la formación especializada. 

En esta misma línea, en el año 2014, la 
Comunicación de la Comisión al Parlamento 
Europeo, al Comité Económico y Social y al 
Comité de las Regiones, relativa a un marco 
estratégico de la UE en materia de salud y 
seguridad en el trabajo 2014-2020, estableció 
como unos de los principales retos comunes a 
toda la Unión, mejorar la garantía de cumpli­
miento de la legislación de salud y seguridad 
en el trabajo por parte de los Estados miem­
bros. Para ello señalaba que la visita de un 
Inspector de Trabajo suele ser la primera vez 
que las empresas y los trabajadores tienen 
conocimiento de la legislación sobre salud y 
seguridad en el trabajo, siendo fundamental 
que se perciba a los Inspectores de Trabajo 
como factor que facilita el cumplimiento de la 
legislación y no como un obstáculo a la acti­
vidad empresarial. Y que, si bien la actividad 
de los Inspectores debe seguir focalizándose 
en el cumplimiento, también deben ayudar 
y centrarse en riesgos específicos. Y al igual 
que en su Comunicación de 2007, entiende 
que la eficacia de las inspecciones de trabajo 
depende en gran medida de la experiencia de 
los Inspectores y de su capacidad para llevar 
a cabo las inspecciones, por lo que, para la co­
rrecta realización de las inspecciones basadas 
en riesgos, resultaría necesario formarlos en 
seguridad y salud en el trabajo, en particular 
por lo que respecta a los riesgos emergentes y 
las nuevas tecnologías. 
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Por su parte, el Informe de 2013 del Par­
lamento Europeo sobre Inspecciones de tra­
bajo eficaces como estrategia para mejorar 
las condiciones laborales en Europa6, con­
templaba una batería de medidas dirigida 
a los Estados miembros para garantizar la 
eficacia de las inspecciones de trabajo. En lo 
que a esta materia se refiere, el Parlamento 
destaca, entre otros problemas, la dificultad 
de aplicar las normas de seguridad y salud 
en el caso de trabajadores que realizan acti­
vidades no declaradas o falsamente declara­
das, proponiendo su tutela y el reconocimien­
to de derechos a través de las Inspecciones 
de Trabajo; el carácter no disuasorio de las 
sanciones, instando a los Estados a su revi­
sión; y la toma en consideración dentro de la 
actividad inspectora del trabajo realizado por 
las mujeres. Estima el Parlamento que las 
inspecciones deben concentrarse con mayor 
claridad en la búsqueda de soluciones concre­
tas y viables para subsanar las deficiencias 
detectadas en materia de seguridad y salud 
en el trabajo, lo que viene a reiterar, tal y 
como se ha dicho, el objetivo principal de las 
inspecciones. 

Igualmente, el Comité de Altos Responsa­
bles de la Inspección de Trabajo de la Comi­
sión Europea (SLIC por sus siglas en inglés), 
en sus sucesivas reuniones anuales ha venido 
solicitando a los Estados miembros, la incor­
poración de nuevos procedimientos de inspec­
ción que ayuden a verificar el cumplimiento 
de las obligaciones de los empresarios, a tra­
vés de inspecciones sobre las evaluaciones de 
riesgos, la planificación preventiva y los con­
troles selectivos sobre determinadas riesgos, 
además de fijar criterios de transparencia en 
las actividades realizadas por las Inspeccio­
nes de los Estados miembros, estableciendo 
para ello una serie de principios comunes en 
su actividad, que deben ser respetados por to­
dos los Estados7. 

6 informe de 12 de diciembre de 2013. 
7 El último informe, adoptado en su 69 reunión el 

13.11.2015, celebrada en luxemburgo, puede consultarse en la 
dirección: http://ec.europa.eu/social/main. 
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Finalmente, el Consejo, en su Decisión 
2015/1848, relativa a las orientaciones para 
las políticas de empleo de los Estados miem­
bros para 2015, estableció como orientación 
política a adoptar por los Estados miembros, 
en el marco de los objetivos señalados por la 
Estrategia Europa 2020, la necesidad de mejo­
rar el funcionamiento de los mercados de tra­
bajo –en un marco creciente de flexiguridad 
laboral–, garantizando la calidad de los em­
pleos y una adecuada protección en términos 
de seguridad socioeconómica, organización del 
trabajo, oportunidades de educación y forma­
ción, condiciones laborales –con mención ex­
presa a la salud y seguridad en el trabajo–, y a 
un equilibrio entre vida privada y profesional. 

Para dar respuesta a estos objetivos mar­
cados desde la Unión Europea, tanto la Es­
trategia Española de Seguridad y Salud La­
boral 2007-2012, como la vigente Estrategia 
Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 
2015-2020, así como los acuerdos alcanzados 
en las Comisiones Operativas Autonómicas 
de la ITSS8, han venido estableciendo en los 
sucesivos planes de actuación de la ITSS es­
pañola, objetivos específicos y líneas de acción 
concretas relativas, entre otras materias, a la 
puesta en marcha de campañas de inspección 
dirigidas a sectores, actividades o empresas 
seleccionadas como prioritarias por su alta 
siniestralidad o especiales características, en 
las que deben hacerse compatibles las funcio­
nes de asesoramiento y apoyo con las funcio­
nes coercitivas. También, por la referida Es­
trategia 2015-2020, se han establecido como 
objetivos la adopción de criterios comunes en 
todo el Estado en la ejecución de campañas 
concretas provenientes de instituciones euro­
peas o internacionales, y el análisis de la in­
formación obtenida como consecuencia de la 
actividad inspectora, de cara a su aplicación 
en el diseño de las políticas preventivas y de 
las intervenciones necesarias para la reduc­

8 Se trata de un órgano de colaboración y cooperación 
bilateral constituido por la administración General del Estado 
y cada una de las Comunidades autónomas, cuya estructura y 
funciones se regula en el artículo 34.2 c) loSiTSS. 

http://ec.europa.eu/social/main
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ción de la siniestralidad laboral. También se 
ha previsto por la vigente Estrategia de Segu­
ridad y Salud en el Trabajo, como uno de sus 
objetivos, revisar el régimen sancionador para 
adecuarlo a las nuevas realidades laborales. Y 
en cuanto a la mejora de las competencias de 
los inspectores, éstas fueron reforzadas ya en 
el año 2010, mediante la creación de la Escue­
la de la Inspección de Trabajo y Seguridad So­
cial9, que se ha convertido en un centro espe­
cializado y de referencia en formación dentro 
del Sistema de ITSS, tanto en lo que atañe a la 
formación inicial de los nuevos Inspectores y 
Subinspectores, como a la formación continua 
especializada de todo su personal. 

2.2.	 Los Instrumentos 
de planificación de la actividad 
inspectora: Los planes generales 
y territoriales y el Plan Integrado 
de Actuación de la ITSS 

Los instrumentos de planificación de la 
actividad inspectora, que como hemos visto 
deben tomar en consideración los criterios, di­
rectrices y orientaciones de los organismos na­
cionales y supranacionales competentes, fue­
ron implantados por primera vez por la Ley 
42/1997, pues con anterioridad la mayoría de 
la actividad inspectora obedecía a criterios ro­
gados, como consecuencia de la interposición 
de denuncias, solicitudes de otras autoridades, 
peticiones judiciales, e investigación de acci­
dentes de trabajo y enfermedades profesiona­
les, siendo escasas las ocasiones en las que la 
Inspección de Trabajo actuaba de acuerdo con 
una planificación previa. La Ley de 1997, pre­
tendía, en consonancia con la obligación consti­
tucional de velar por la seguridad y salud y los 
postulados de la nueva deuda de seguridad10, 

9 real Decreto 1223/2009, de 17 de julio, por el que se 
crea la Escuela de la inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

10 no de otra forma puede entenderse la obligación del 
artículo 40.2 de la CE, de velar por la seguridad y salud, en lo 
que atañe a la iTSS, sino es mediante la planificación de su 
actividad en evitación de accidentes y enfermedades profesio­
nales. Por otra parte, de acuerdo con el artículo 14 de la lPr, el 
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que la actividad inspectora en prevención de 
riesgos laborales pasase de ser preponderan­
temente rogada a mayoritariamente planifica­
da, lo que en buena medida, a la luz de los da­
tos que arrojan los sucesivos Informes anuales 
de actividad de la ITSS, se ha conseguido a lo 
largo de estos años, como luego veremos. En 
el año 2000, el Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la ITSS (ROFITSS), vino a 
desarrollar este nuevo enfoque en la actividad 
inspectora, distinguiendo para ello entre pro­
gramas generales y territoriales de objetivos, 
siendo los primeros los que deben dar lugar 
a programas y campañas de inspección de 
alcance nacional, y los segundos, de carácter 
territorial, los que circunscriben su alcance a 
programas y campañas de ámbito de una Co­
munidad Autónoma, obedeciendo los primeros 
a las líneas de acción establecidas por el Con­
sejo Rector del Organismo Estatal ITSS, como 
órgano de dirección de la ITSS11, que además 
resultará competente para su aprobación12, 
mientras que los segundos deberán elaborarse 
y someterse a su aprobación en las respecti­
vas Comisiones Operativas Autonómicas de la 
ITSS; sin perjuicio de que también estos pro­
gramas territoriales deban resultar conocidos 
por el Consejo Rector, en la medida en que este 
órgano debe garantizar, conjuntamente con el 
Director del Organismo, la coherencia general 
en el funcionamiento del Sistema13. 

Por tanto, los programas generales atien­
den a problemáticas comunes en determina­
dos ámbitos de la seguridad y salud en el tra­

empresario está obligado a cumplir determinados imperativos 
de conducta de forma paralela frente al Estado y frente al tra­
bajador, en virtud de la doble manifestación de este impera­
tivo como deber público y deber privado, respectivamente (B. 
Gutiérrez– Solar Calvo. «El deber de seguridad y salud en el 
trabajo. Un estudio sobre su naturaleza jurídica». Ed. Consejo 
Económico y Social de España, pág. 167). 

11 Se trata de un órgano colegiado de composición pa­
ritaria, con funciones de dirección de la iTSS, regulado en el 
artículo 29 de la loSiTSS y en los artículos 4 a 7 de los Estatu­
tos del organismo autónomo Estatal inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, aprobado por real Decreto 192/2018, de 6 de 
abril. 

12 artículo 29.2 a) loSiTSS. 
13 artículo 31.3. f) loSiTSS. 



JoSÉ iGnaCio SaCriSTÁn EnCiSo 

403 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

bajo y cuya respuesta exigiría una actividad 
de control homogéneo de todo el Sistema de 
ITSS, tal y como acontece, entre otros, con los 
siguientes programas: 

• Programa de control de las actividades 
de construcción y obra civil, para vigilar el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas 
por la Ley 32/2006, reguladora de la subcon­
tratación en el sector de la construcción. 

• Programa de control de la actividad 
realizada por los servicios de prevención pro­
pios y ajenos y entidades auditoras. 

• Programas de inspección de la seguri­
dad y salud en las actividades de la marina 
mercante y pesca. 

• Programa destinado al control de la ex­
posición a riesgos biológicos por parte de los 
trabajadores en el sector sanitario. 

• Programas de vigilancia específica so­
bre empresas clasificadas como de alta sinies­
tralidad. 

• Programa de control de los riesgos psi­
cosociales en las empresas, como principal 
riesgo emergente en el mundo del trabajo. 

• Programa de alcance general diri­
gido a la verificación del cumplimiento de 
la normativa de Prevención de Riesgos La­
borales en relación con la protección de la 
seguridad y salud de los trabajadores me­
nores de edad. 

• Programa de prevención de riesgos 
laborales con enfoque de género, destinado 
a vigilar la igualdad efectiva entre mujeres 
y hombres, con especial atención al cumpli­
miento de la normativa de prevención de ries­
gos laborales de protección de la maternidad, 
embarazo y lactancia. 

• Programa relativo al control del tiempo 
de trabajo como factor de prevención de la se­
guridad y salud de los trabajadores. 

A estos programas podrán unirse otros 
que aborden de una manera integral los pro­
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blemas que generan, también en materia de 
seguridad y salud laboral, la aparición de nue­
vos y difusos modelos laborales, como ya está 
ocurriendo tras la irrupción de la denominada 
economía digital y colaborativa, cuya regula­
ción deberá ser abordada por las autoridades 
nacionales bajo orientaciones y directrices co­
munes de la Unión Europea14. 

Por su parte, los programas territoriales 
atenderán problemáticas de seguridad y salud 
singularizadas o focalizadas en determinados 
territorios, como los que pudieran darse en 
algunas actividades del sector agrario (liga­
do a las labores de recolección en Andalucía, 
Comunidad Valenciana o Extremadura), del 
industrial (riesgos en sectores manufacture­
ros como el calzado o textil en la Comunidad 
Valenciana), o de servicios (actividades hote­
leras y ligadas al turismo en la dos comuni­
dades autónomas insulares). En definitiva, la 
distinción entre uno y otro tipo de programas 
radica en que los primeros pretenden analizar 
la situación preventiva de empresas, sectores, 
actividades o situaciones que presentan pro­
blemas comunes en el conjunto del Estado o 
de la Unión Europea15, mientras que, como 
se ha dicho, los segundos estarán referidos a 
las problemáticas singularizadas que puedan 
darse en determinadas Comunidades Autóno­
mas o Provincias. En todo caso, por mor de las 
previsiones contenidas en la Ley 23/2015, uno 
y otro tipo de programas se erigen en instru­
mentos de colaboración y cooperación entre la 
AGE y las Comunidades Autónomas, que ade­
más de garantizar un funcionamiento cohesio­

14 a este tipo de orientaciones se refiere la Comunicación 
de la Comisión de 2 de junio de 2016 (CoM 356), relativa a 
la agenda Europea para la economía colaborativa. Se trata, a 
juicio de la Comisión de orientaciones que vendrían a reforzar 
el cumplimiento del Derecho de la Unión, como garantía del 
denominado pilar europeo de derechos sociales (CoM 2601, de 
26 de abril). 

15 Tal es el caso de las campañas acordadas en el seno 
del Comité de altos responsables de la iTSS, que refieren pro­
blemas comunes que afectan a los trabajadores europeos. Tal 
es el caso de la campaña programada para 2018, relativa a la 
seguridad y salud de los trabajadores cedidos por Empresas de 
Trabajo Temporal. 
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nado en la actuación inspectora, sirven para 
preservar el principio de igualdad de trato y 
no discriminación en el ejercicio de la función 
inspectora garantizado por la LOSITSS16. De 
no ser así, podrían generarse, como conse­
cuencia de un distinto nivel de intervención 
de la ITSS en unos u otros territorios, activi­
dades difusas u opacas al control, generadoras 
de dumping social y explotación laboral. Y es 
que la normativa comentada trata de evitar 
que, aun resultando deseable e incluso necesa­
rio elaborar y desarrollar programas territo­
riales de objetivos que se ajusten a la realidad 
de los territorios (provincia y comunidad au­
tónoma), no se pierda la necesaria coherencia 
de los objetivos del Sistema de ITSS, dada las 
innegables repercusiones que en otro caso ten­
dría para el mantenimiento de un régimen de 
libre mercado, en el que prima el principio de 
libre establecimiento de empresas17. Con ello, 
se trataría de evitar, que las empresas eligie­
ran implantarse en uno u otros territorios en 
función del nivel de intensidad con el que se 
aplicase por la ITSS las funciones de vigilan­
cia y control, lo que podría afectar, como se ha 
dicho, a la libre competencia. Además, ambos 
tipos de programas están participados por 
las organizaciones empresariales y sindicales 
más representativas, por venir así dispuesto 
en los artículos 12 y 40.4 de la Ley de Preven­
ción de Riesgos Laborales18 y en el artículo 30 
de la LOSITSS, lo que no podrá verse reducido 

16 El artículo 2.d) de la loSiTSS dispone que el Sistema de 
iTSS se ordena, en su organización y funcionamiento, conforme 
a los principios de «imparcialidad, objetividad e igualdad de tra­
to y no discriminación en el ejercicio de la función inspectora». 

17 En este sentido se pronuncia, igualmente, la Comisión Eu­
ropea en su Comunicación de 21 de febrero de 2007, al disponer 
que «es esencial que la legislación nacional que transpone el acer­
vo comunitario en materia de seguridad y salud en el trabajo sea 
aplicada de manera efectiva y uniforme en orden a garantizar ni­
veles de protección comparables en todos los estados miembros». 

18 El artículo 40.4 de la ley de Prevención de riesgos laborales, 
dispone que «las organizaciones sindicales y empresariales más re­
presentativas serán consultadas con carácter previo a la elaboración 
de los planes de actuación de la inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en materia de prevención de riesgos en el trabajo, en especial 
de los programas específicos para empresas de menos de seis tra­
bajadores, e informadas del resultado de dichos planes». Tal y como 
se ha expuesto, por el Ministerio de Trabajo e inmigración se puso 
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a la simple puesta en conocimiento de los In­
terlocutores Sociales, y sí a una participación 
real y efectiva mediante el intercambio y el 
análisis de la información disponible; flujo de 
información que, seguramente, debería permi­
tir una disminución del número de denuncias 
formuladas por los sindicatos ante la ITSS, al 
poder quedar integradas estas reclamaciones 
dentro de la programación adoptada (siempre 
que se trate de denuncias no singularizadas 
sobre empresas concretas). No en vano, la 
nueva regulación que de las competencias 
del Consejo General hace la LOSITSS y los 
Estatutos del Organismo Autónomo Estatal 
ITSS19, determina que las Organizaciones sin­
dicales y empresariales más representativas 
tendrán que conocer e informar20, previamen­
te a su aprobación por el Consejo Rector del 
Organismo, la planificación de la actividad 
inspectora en seguridad y salud en el trabajo. 

La planificación acordada en los órganos 
de dirección de la ITSS y participada por los 
Interlocutores Sociales, resulta plasmada 
anualmente en el denominado Plan Integra­
do de Actuación, que comprenderá no solo los 
aspectos generales sometidos a control de la 
Inspección y los provenientes de otras ins­
tancias internacionales o comunitarias, sino 
también los específicos de cada realidad te­
rritorial, integrando además de la inspección 

en marcha en 2006 la referida Comisión Tripartita, con funciones 
consultivas e informativas, ahora ampliadas en por la loSiTSS. 

19 Órgano tripartito de participación institucional en el 
Sistema de iTSS, en el que estarán representados de forma pa­
ritaria Sindicatos, Empresarios y administración, y que tendrá 
funciones consultivas y de participación (artículo 30 loSiTSS, 
y 11 de los Estatutos del organismo autónomo Estatal inspec­
ción de Trabajo y Seguridad Social, aprobado por real Decreto 
192/2018, de 6 de abril). 

20 los Principios Comunes de la inspección de Trabajo 
en relación con la Seguridad y Salud en el Puesto de Trabajo, 
aprobados por el Comité de altos responsables de la inspec­
ción (SliC) en Maastricht el 3 de noviembre de 2004 y reite­
rados en el 69 Plenario del SliC celebrado en luxemburgo el 
13 de noviembre de 2015, establecen que las estrategias de la 
inspección de Trabajo deben ser transparentes a los agentes so­
ciales y deben establecerse relaciones efectivas con los agentes 
sociales para aprovechar su experiencia, tomar en cuenta sus 
prioridades y asegurar su apoyo. 
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en prevención de riesgos laborales, la relati­
va a Seguridad Social, Relaciones Laborales 
y Empleo, Trabajo no declarado y falsamen­
te declarado y Trabajo de extranjeros, lo que 
sin duda aporta equilibrio en las actuaciones 
y una mayor eficacia en los controles. Así, se­
gún consta en el Informe Anual de la ITSS de 
2016, durante ese año los Inspectores de Tra­
bajo españoles finalizaron 101.761 órdenes de 
servicio en el área de Prevención de Riesgos 
Laborales, de las que 10.568 se iniciaron con 
origen en una denuncia, 8.853 a solicitud de 
Juzgados, Tribunales y distintos organismos 
administrativos, y 15.270 como consecuencia 
de la investigación de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales. Ello supuso que 
del total de la actividad inspectora en segu­
ridad y salud en el trabajo el 28,69% tuvo un 
origen rogado, frente al 71,31% que fue plani­
ficado. Además de esta actividad, en las áreas 
de Relaciones Laborales, Empleo y Seguridad 
Social se realizaron un total de 385.256 órde­
nes de servicio, estando planificadas más de 
un 50%, lo que a mi juicio acreditaría el cum­
plimiento por la ITSS española de los manda­
tos de la Comisión Europea y de las Autorida­
des nacionales de incidir en mayor medida en 
inspecciones planificadas. 

En conclusión, los Planes y Programas 
de actuación de la ITSS, además de ordenar 
la actividad inspectora y dirigirla a la conse­
cución de unos resultados, cumplen con una 
finalidad informativa dirigida a la sociedad 
en su conjunto y particularmente a las em­
presas, trabajadores y sus representantes, de 
tal forma que a través de ellos se informa de 
los supuestos de hecho, situaciones, sectores y 
actividades que van a ser objeto de fiscaliza­
ción por la ITSS, para que tanto las empresas 
como los representantes de los trabajadores, 
así como las entidades que colaboran con los 
empresarios (servicios de prevención propios 
y ajenos), puedan ajustar de mejor forma sus 
comportamientos a lo requerido por la norma­
tiva, pues cualquier desajuste entre ésta y la 
realidad comprobada por la ITSS podría ser 
objeto de un reproche sancionador. Por eso re­
sulta muy importante la labor de explicación 
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pública que de las directrices del Plan Inte­
grado realizan los responsables de los puestos 
de dirección de las Inspecciones Provinciales 
y Direcciones Territoriales; directrices que 
deberían, a mi juicio, ser publicadas en el Bo­
letín Oficial del Estado, para conocimiento 
general de la sociedad, tal y como ocurre con 
las directrices del Plan Anual de Control Tri­
butario y Aduanero de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria. 

2.3.	 Las modalidades de actuación 
de la ITSS en el ejercicio de sus 
funciones de vigilancia y control, 
asistencia técnica e información, 
y composición de conflictos 

Objetivamente y dada su configuración 
como un organismo con funciones de política 
social, la Inspección de Trabajo y Seguridad 
debe responder en esta materia a los mismos 
principios inspiradores que rigen en su campo 
de actuación, garantizando el interés público 
prevalente de la protección de los derechos 
fundamentales21, favoreciendo con ello la me­
jora de las condiciones de trabajo. Y la garan­
tía de ese interés prevalente se consigue por 
la ITSS actuando sus dos vertientes tradicio­
nales: la represiva o disuasoria, que normal­
mente se pondrá en marcha ante la denuncia 
de un incumplimiento preventivo, haya o no 
ocasionado un perjuicio para la vida o integri­
dad física de los trabajadores, y la proactiva 
o preventiva, que se ejerce como consecuencia 
de la actividad planificada, y que se desarrolla 
con cierta frecuencia a través de las funciones 
de asistencia técnica e información. 

2.3.1. La disuasión como prevención 

21 Tal y como afirma B. Gutierrez-Solar Calvo la fijación 
por el legislador de los deberes de seguridad y salud en el tra­
bajo debe ser interpretada como la manifestación del cumpli­
miento por los poderes públicos del mandato de protección 
que se deriva de la tutela exigida por el derecho fundamental a 
la vida e integridad física del trabajador en su relación contrac­
tual por el empresario. ob. Cit. Pág.72. 
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No resultando discutido que la garantía en 
el cumplimiento de las normas de orden social 
obedece a la existencia misma de la ITSS22, 
podríamos afirmar que la existencia de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social do­
tada de facultades públicas de propuesta de 
sanción, conlleva un efecto disuasorio que, a 
priori, debería evitar la trasgresión por las 
empresas de la normativa de prevención de 
riesgos laborales, y que mediante las inspec­
ciones de trabajo se consigue incidir en la me­
jora de las condiciones de seguridad y salud de 
los puestos de trabajo. Así lo viene entendien­
do la Comisión Europea que, en su Comuni­
cación al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Co­
mité de las Regiones de 10 de enero de 2017, 
relativa a la modernización de la legislación 
y las políticas de la UE de salud y seguridad 
en el trabajo, refiere que el imperativo legal, 
junto con la inspección, son las principales ra­
zones que llevan a las empresas a establecer 
políticas de salud y seguridad en el trabajo y 
adoptar las acciones pertinentes, y que las ins­
pecciones pueden contribuir a una auténtica 
cultura de prevención. Hay estudios, según la 
citada Comunicación, que ponen de manifies­
to repercusiones tangibles de las inspecciones 
en las condiciones de salud y seguridad en las 
empresas, en términos de reducción de la tasa 
de lesiones tras una inspección23. Y que en em­
presas concretas que fueron inspeccionadas y 
sancionadas se observó una disminución del 
22% de las lesiones en los tres años siguien­
tes24. Sigue refiriendo la Comisión que hay 

22 Entre otros, a. Montoya Melgar, afirma que el Derecho 
del Trabajo debe su actividad –es decir, su carácter de verda­
dero orden jurídico– a la creación de la inspección de Trabajo. 
(Derecho del Trabajo, pág. 248. Ed. Tecnos 16ª Edición). 

23 El informe de evaluación del control de adecuación del 
anexo 1 puso de manifiesto que, si bien a nivel macroeconómi­
co no pudo establecerse la correlación entre las tasas de acci­
dentes y la frecuencia de las inspecciones, en una evaluación a 
micronivel hay indicios de que el control de la ejecución y, en 
particular, la doble función de los inspectores de hacer cumplir 
la legislación y orientar sobre su aplicación, contribuye al cum­
plimiento del acervo de salud y seguridad en el trabajo. 

24 Citado en oCDE 2000. Buldog an evidence base for the 
Health and Safety Commission Strategy to 2010 and beyond: a 
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recientes estudios que confirman que las ins­
pecciones contribuyen a que disminuyan las 
lesiones en el lugar de trabajo25 y que a mayor 
puntuación en una inspección de salud y se­
guridad en el trabajo, menor tasa de lesiones 
graves26. 

La Inspección de Trabajo española ha es­
tado históricamente revestida de una potes­
tad sancionadora que ha dinamizado notable­
mente la aplicación de una normativa laboral 
que, por su propia naturaleza, es cambiante y 
en constante adaptación a las demandas so­
ciales, lo que ha ayudado a garantizar la pues­
ta en marcha de las sucesivas reformas labo­
rales y del marco normativo de la prevención 
de riesgos. En la materia que nos ocupa, esa 
capacidad coercitiva de la ITSS depende en 
buena medida de que las infracciones y san­
ciones sean adecuadas y resulten proporciona­
les a los incumplimientos detectados, y de que 
las conductas estén suficientemente descritas 
y tipificadas, lo que a veces no sucede, por lo 
que la continua adaptación de la normativa 
sancionadora de Orden Social se erige en una 
constante necesaria para garantizar la efica­
cia de la actividad inspectora. 

Esta adaptación debe ir pareja a las modi­
ficaciones del marco normativo de la seguri­
dad y salud en el trabajo, y a los cambios que 
conllevan las nuevas formas de organización 
del trabajo y de los nuevos procedimientos de 
producción y de prestación de servicios, pues 
de otra forma se producirían vacíos legales en 
cuanto a la tipificación de las conductas que 
solo podrían ser integrados por la respuesta 
penal, lo que conduciría a una excesiva judi­
cialización y criminalización de la prevención 
de riesgos laborales. En este sentido, la Es­

literature review of interventions to improve health and safety 
compliance, Health and Safety Executive 2004. 

25 David i. levine, Michael W. Toffel, Matthew S. Johnson: 
«randomized Government Safety inspections reduce Worker 
injuries with no detectable job loss, Science», 18 May 2012, 
pp. 907-911. 

26 occupational safety and health inspection scores pre­
dicts rates of workers’ lost time injuries: https://www.ncbi.nlm. 
nih.gov/pubmed/9316705 

https://www.ncbi.nlm
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trategia Española de Seguridad y Salud en el 
Trabajo 2015-2020, ha establecido como una 
de sus líneas de acción, la adecuación de la 
normativa sancionadora y procedimental por 
infracciones en el Orden Social a los cambios 
normativos producidos, objetivando y simplifi­
cando los tipos infractores, de acuerdo con la 
jurisprudencia y doctrina de los Tribunales de 
Justicia. Además, a mi juicio, esa modificación 
normativa debería venir acompañada de otras 
que, (i) excluyesen a las empresas con alta 
siniestralidad de los planes y programas de 
ayudas e incentivos a la creación de empleo; 
(ii) facilitasen la aplicación de los tipos pre­
vistos en la Ley sobre Infracciones y Sancio­
nes en el Orden Social a las conductas detec­
tadas por otros órganos con competencias de 
vigilancia y control en prevención de riesgos 
laborales27, estableciendo además criterios de 
coordinación entre la ITSS y esos órganos de 
cara a poder efectuar por la ITSS propuestas 
de recargo de prestaciones; (iii) regulasen la 
conformidad de los sujetos obligados frente a 
los hechos detectado por la ITSS, con la posi­
bilidad de sustituir o reducir el importe de las 
sanciones por acciones concretas en materia 
de seguridad y salud; (iv) estableciesen reglas 
precisas de competencia para sancionar los 
incumplimientos de las denominadas obliga­
ciones empresariales indivisibles28; (v) confi­
gurasen mecanismos de información y comu­
nicación de incidentes graves, especialmente 
en las empresas de alta siniestralidad; (vi) 
regulasen de una forma sistemática las deno­
minadas infracciones atípicas (prohibición de 
contratar con las Administraciones Públicas, 
publicidad de las sanciones, clausura de cen­
tros de trabajo, retirada de las autorizaciones 
para actuar como servicios de prevención o en­

27 Para el estudio de las denominadas infracciones extra-
sistemáticas puede consultarse «infracciones extrasistemáticas 
del empresario en materia social». oscar Fernández Márquez y 
Joaquín García Murcia: «revista del MTaS n º 78», 2008. 

28 Un ejemplo de este tipo de infracciones puede encon­
trarse en el Proyecto de ley de reforma de la ley 42/1997, en 
el que se atribuida la competencia sancionadora a la Dirección 
General de Trabajo dependiente del Ministerio de Trabajo e in­
migración. 
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tidades de auditoría y formación); y (vii) per­
mitiese que el importe de las sanciones pudie­
se destinarse por la Administración a acciones 
de investigación en materia de seguridad y 
salud en el trabajo. Estas propuestas –que 
se han descrito de forma muy sumaria y que 
exigirían un análisis más detenido–, deberían 
además venir acompañadas de la potenciación 
de los programas de sometimiento voluntario 
de empresas al control de la ITSS, en los tér­
minos en los que ya estaban contemplados en 
la anterior Estrategia29, siempre que no se ha­
yan actualizado daños para la salud de los tra­
bajadores30. Y es que a pesar del incremento 
observado en los índices de siniestralidad la­
boral, la decisión política de luchar de una for­
ma más eficaz frente a este grave problema, 
en ningún caso debería pasar por un aumento 
de las conductas que podrían ser objeto de de­

29 la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Tra­
bajo (2007-2012), contemplaba el denominado «Plan o Progra­
ma Prevea», por el que las empresas de entre 11 a 49 trabaja­
dores o entre 50 y 500 trabajadores (250 si están contempladas 
en el anexo i rSP cuando hubiesen acordado con los repre­
sentantes de los trabajadores la elección del SPa) y con niveles 
de siniestralidad laboral superior a la media del sector de la 
actividad económica, podrían adherirse al referido programa, 
siempre que expresen formalmente su compromiso de mejorar 
su sistema de prevención, sus resultados de siniestralidad y sus 
condiciones de trabajo (así como su mantenimiento). los or­
ganismos impulsores del programa se comprometen con estas 
empresas a proporcionar su apoyo en forma de asesoramien­
to, instrumentos metodológicos, diagnósticos e información 
y formación para que las empresas adheridas puedan llevar 
a cabo planes, programas y actuaciones orientadas a reducir 
los niveles de siniestralidad. Por su parte, la iTSS no realizaría 
visitas planificadas ni actuaciones sancionadoras relativas a 
deficiencias cuyas correcciones estuviesen programadas, y en 
la medida en que el programa se cumpliese, salvo en el caso 
de accidente de trabajo grave o mortal, enfermedad profesio­
nal que debían ser informados de manera preceptiva por dicha 
inspección, o en caso de denuncia. 

30 la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Tra­
bajo (2007-2012), estableció la posibilidad de sustituir la impo­
sición de sanciones derivadas de infracciones leves y graves por 
una inversión equivalente en la adopción de medidas referidas 
a la organización preventiva o que repercutan directamente en 
una mejora de las condiciones de seguridad y salud existentes 
en la empresa. En el mismo sentido, se pronunciaba el informe 
de la Dirección General de la iTSS de 27 de febrero de 2007, 
sobre impacto en la actuación inspectora de las medidas inclui­
das en la referida Estrategia. 
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lito, ni por el incremento de las causas pena­
les31, especialmente en el denominado delito 
de riesgo del artículo 316 del Código Penal, 
que solo debería operar de forma excepcional, 
sino mediante la potenciación de la ITSS, do­
tándola de más medios, y del reforzamiento de 
las instancias internas de control empresarial 
en los términos en que se exponen a continua­
ción, pues la criminalización de la prevención 
de riesgos laborales debe realizarse solo en 
los supuestos más graves o cuando no exista 
una respuesta administrativa adecuada a la 
entidad del riesgo o del daño causado, lo que 
seguramente y a la vista de los informes de 
la Fiscalía Especial de Siniestralidad Laboral 
así viene aconteciendo32. 

Como decía, el reforzamiento de las ins­
tancias internas de control empresarial en 
seguridad y salud en el trabajo, función atri­
buida por la legislación a los representantes 
de los trabajadores, también es uno de los fac­
tores fundamentales para garantizar la mino­
ración de los índices de siniestralidad laboral, 
pues son estos representantes los que en me­
jor medida conocen la realidad preventiva de 
los centros de trabajo y empresas, y los que 
pueden actuar de una forma inmediata ante 
la aparición de riesgos laborales graves, para 
lo que la normativa les reconoce importan­
tes funciones de vigilancia y control33. Estas 

31 El trasvase de poderes sancionadores de manos de las 
autoridades gubernativas a las judiciales operado como con­
secuencia de la ley de accidentes de Trabajo de 1922, sistema 
que se mantendrá hasta 1931, no logrará alcanzar grandes re­
sultados positivos, debido a la acumulación de expedientes en 
juzgados no especializados en materia laboral y sobrecargados 
de trabajo, lo que hará interminable en muchas ocasiones la es­
pera de una posible sentencia condenatoria (F. Pérez-Espinosa 

Sánchez: «las infracciones laborales y la inspección de Trabajo». 
Pág. 67. Ed. Montecorvo, S.a). 

32 informe de actividad de la Fiscalía Especializada reali­
zada en el año 2015. informe sobre el estado de la seguridad y 
salud laboral en España 2015 (publicaciones del Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social, págs. 131 a 141). 

33 artículos 19.5 y 64.7 a) 1º y 2º lET. En esta misma línea 
la ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la Subcontra­
tación en el Sector de la Construcción, garantiza y refuerza los 
derechos de información de los representantes de los trabaja­
dores, además de atribuirles funciones de vigilancia y control. 
así, el apartado 2 del artículo 9 se remite a la negociación co­
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funciones permiten a la representación de los 
trabajadores que, ante los incumplimientos 
detectados, puedan dirigirse al empresario y, 
ante su inobservancia, a la autoridad laboral 
o mediante denuncia a la ITSS, por lo que el 
ejercicio de estas funciones debe ser preserva­
da y garantizada por los poderes públicos. Ello 
hace que resulte necesario que por la ITSS se 
preste una especial atención a la garantía de 
los derechos de los representantes de los tra­
bajadores, lo que aconsejaría la adopción por 
la ITSS de programas específicos de vigilancia 
y control que favoreciesen el normal desenvol­
vimiento de esas funciones. Estos programas 
podrían estar dirigidos a verificar si en el ejer­
cicio de sus funciones los representantes cuen­
tan con la formación y los medios necesarios y 
adecuados, así como que los Comités de Segu­
ridad y Salud funcionan de una forma estable 
y se cumplen por las empresas los acuerdos 
alcanzados en su seno. El desarrollo práctico 
de este tipo de campañas también permitiría, 
tal y como se ha expuesto, canalizar un buen 
número de las denuncias formuladas por la 
representación sindical hacía las actividades 
planificadas y programadas por la ITSS, me­
jorando de esta forma la respuesta inspectora. 

Los informes de actividad del año 2016 de 
la ITSS, ponen de manifiesto que, con ocasión 
de las visitas y comprobaciones realizadas, los 

lectiva sectorial de ámbito estatal para establecer sistemas o 
procedimientos de representación de los trabajadores a través 
de representantes sindicales o de carácter bipartito entre orga­
nizaciones empresariales y sindicales, con el fin de promover 
el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos la­
borales en las obras de construcción del respectivo territorio. 
Esta remisión, reitera lo ya establecido en el artículo 35.4 de la 
ley de Prevención de riesgos laborales, si bien constatado el 
fracaso de la puesta en marcha de los denominados delegados 
territoriales de prevención, han sido distintos instrumentos los 
que han amparado la realización de visitas conjuntas median­
te comisiones integradas de forma paritaria por empresarios 
y trabajadores, como acontece en el sector de la construcción 
(artículo 130 del Vi Convenio general del sector de la construc­
ción), e incluso de carácter tripartito, integradas por sindicatos, 
empresarios y administración, con funciones de seguimiento 
de la accidentalidad laboral en el sector, elaboración de esta­
dísticas y organización y control de visitas a centros de trabajo 
(por todos, V Plan Director de Prevención de riesgos laborales 
de la Comunidad de Madrid 2017-2020). 
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Inspectores de Trabajo y Seguridad Social han 
sabido conjugar de una manera muy eficaz la 
disuasión con la promoción de la seguridad y 
salud34. Por tanto, resultaría de enorme inte­
rés para la ITSS poder contar con estudios 
específicos que midiesen el impacto que el 
conjunto de la actividad inspectora tiene so­
bre la siniestralidad laboral de las empresas 
inspeccionadas, lo que sin duda permitiría 
perfeccionar los instrumentos de inspección y 
planificación, de cara a poder incidir con una 
mayor intensidad en aquellas empresas en las 
que no se apreciasen reducciones significati­
vas en sus índices de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales. 

A mi juicio, la actuación coactiva desple­
gada por la ITSS en materia de prevención 
de riesgos laborales ha sido y es necesaria 
para lograr el cumplimiento por los sujetos 
obligados de las obligaciones preventivas 

34 así, la actividad de la iTSS en el área de prevención de 
riesgos laborales representó el 20,11% del total de las inspec­
ciones realizadas, y las infracciones el 18,55% del total de las 
sanciones propuestas. Dicho dato debe matizarse, pues hasta el 
momento en que se ponga en marcha la nueva Escala especia­
lizada en seguridad y salud laboral, la actividad de control en 
esta materia corresponde exclusivamente a los inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social, representando para éstos algo más 
de un 27% de su actividad total. Durante ese año los inspecto­
res de Trabajo españoles finalizaron 101.761 órdenes de servicio 
en el área de prevención de riesgos laborales, de las que 10.568 
se iniciaron con origen en una denuncia, 8.853 a solicitud de 
Juzgados, Tribunales y distintos organismos administrativos, y 
15.270 como consecuencia de la investigación de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales. Ello supuso que del 
total de la actividad inspectora el 28,69% tuvo un origen ro­
gado, frente al 71,31% que fue planificado, lo que acreditaría 
el cumplimiento por la iTSS española de los mandatos de la 
Comisión Europea y de las autoridades nacionales de incidir 
en mayor medida en inspecciones planificadas. Si además po­
nemos en relación esta actividad planificada con los resultados 
de ese año, en el que se extendieron 10.811 actas de infrac­
ción por la comisión de 16.128 infracciones en prevención de 
riesgos laborales y se dictaron 100.243 requerimientos por in­
cumplimientos en seguridad y salud, observaremos que solo un 
pequeño porcentaje de las inspecciones de trabajo finalizaron 
con el inicio de un procedimiento sancionador, ya que del con­
junto total de las infracciones detectadas en seguridad y salud 
laboral en ese año (infracciones en acta más requerimientos), 
la inspección sancionó en un 16,08% de los incumplimientos 
detectados (los más graves) y requirió la subsanación de la in­
fracción, sin efectuar propuesta de sanción, en un 83,92%. 
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que diseña la Ley de prevención de Riesgos 
Laborales. Y seguramente, en un escenario 
como el actual, en el que vemos repuntar 
las cifras de siniestralidad, las inspecciones 
de esta naturaleza deberían incrementarse, 
pero ello no obsta para que, a la vista de los 
resultados de la actividad inspectora reali­
zada, y a las exigencias derivadas del nuevo 
marco organizativo y competencial, la ITSS 
siga desarrollando sus funciones de infor­
mación, asistencia técnica y composición de 
conflictos en el marco de la actividad plani­
ficada; funciones que también se han visto 
potenciadas como consecuencia de la nueva 
ordenación legal del Sistema español de Ins­
pección de Trabajo y Seguridad Social, tal y 
como veremos a continuación. 

2.3.2.	 La promoción de la seguridad 
y salud en el trabajo como función 
esencial de la ITSS 

La LOSITSS, atribuye a la ITSS además 
de la función de vigilancia, control y exigencia 
de responsabilidades, una importante labor de 
asesoramiento, cuyo objeto consiste en prestar 
asistencia técnica a empresas y trabajadores, 
así como a los órganos judiciales y adminis­
trativos. 

La atribución de esta importante función 
a la Inspección de Trabajo tiene su referente 
más inmediato en los Convenios 81 y 129 de 
la OIT, que reconocen como cometido propio 
de los Sistemas de Inspección el de «facilitar 
información técnica y asesorar a los emplea­
dores y a los trabajadores sobre la manera 
más efectiva de cumplir con las disposiciones 
legales»; función también reconocida, como se 
ha visto, en distintas Comunicaciones de la 
Comisión Europea, siendo la última de ellas 
la de 10 de enero de 2017, citada, en la que 
partiendo la Comisión del reconocimiento pre­
vio de que resulta fundamental hacer cumplir 
la normativa, concluye que la cultura del cum­
plimiento debe mantenerse viva en las empre­
sas a través de inspecciones, que deberían ir 
más allá de la mera comprobación y sanción, 
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«ayudando a las empresas a establecer mejo­
res maneras de lograr el cumplimiento». 

Además de las advertencias y requeri­
mientos dictados para la subsanación de de­
ficiencias en prevención de riesgos laborales, 
que también son una manifestación de la ac­
tividad preventiva de la ITSS, la función de 
asesoramiento se ha dirigido a evacuar con­
sultas desde los órganos directivos de la ITSS, 
efectuadas normalmente por sindicatos, pro­
fesionales y servicios de prevención ajenos, y 
en mayor medida, ha sido desarrollada desde 
el año 2003, como consecuencia de la incorpo­
ración de los funcionarios Técnicos habilitados 
de las Comunidades Autónomas35, por cuanto 
los resultados de la actividad realizada por 
estos funcionarios reflejan que sus actuacio­
nes se han centrado de forma mayoritaria en 
la promoción de la seguridad y salud36. Esta 
función de asesoramiento se ha prestado tam­
bién, de una manera un tanto informal, por los 
Inspectores de Trabajo, con ocasión de las vi­
sitas y comprobaciones realizadas, propiciado 
sin duda por la cercanía y conocimiento de los 
inspectores de la realidad de las empresas y 
centros de trabajo, aunque al no existir regis­
tros fiables sobre este tipo de consultas no se 
conoce el alcance real de esta importante ac­
tividad. Sería deseable que, con ocasión de la 
incorporación de los nuevos Subinspectores de 
la Escala de Seguridad y Salud, cuya forma­
ción y conocimientos especializados los hacen 
especialmente propicios para el asesoramien­
to en orden al cumplimiento de las condiciones 
materiales o técnicas de trabajo, se articula­
sen registros en la ITSS en los que se detalla­
sen el contenido y los resultados obtenidos con 
la asistencia prestada. Tampoco existen regis­
tros de la función desplegada por los inspecto­

35 la atribución de funciones inspectoras a estos Técnicos 
Habilitados se realizó por la ley 54/2003, de 12 de diciembre, 
que modificó el apartado 2 y añadió los apartados 3 y 4 del 
artículo 9 de la ley de prevención de riesgos laborales. 

36 El informe anual de la iTSS de 2016, reseña un total 
de 17.034 visitas realizadas por los 156 Técnicos habilitados, 
habiendo comunicado a la iTSS 477 requerimientos incumpli­
dos, lo que determinó que se extendieran por la inspección de 
Trabajo 167 actas de infracción. 
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res de Trabajo en su labor de asesoramiento 
en prevención de riesgos laborales en el ámbi­
to de la negociación colectiva. Esta función se 
realiza en la mayoría de las ocasiones fuera de 
ámbito propio de la actividad inspectora, por 
lo que tampoco se dispone de registros fiables, 
aunque resulte conocida por los órganos di­
rectivos y territoriales de la ITSS. A mi juicio, 
esta función de asistencia técnica a la nego­
ciación colectiva debería ser potenciada por la 
ITSS, articulando para ello propuestas de ase­
soramiento dirigidas a los legitimados a ne­
gociar acuerdos y convenios colectivos, lo que 
podría realizarse en el ámbito de las distintas 
Comisiones Autonómicas y Provinciales de Se­
guridad y Salud en el Trabajo, así como en el 
seno de los distintos Consejos de Relaciones 
Laborales que tienen constituidos la mayoría 
de las Comunidades Autónomas y en los que 
participa la ITSS. Y es que los interlocutores 
sociales han residenciado progresivamente 
en la negociación colectiva materias cuya re­
misión legislativa no es directa, llegando en 
ocasiones a determinar elementos esenciales 
de las condiciones en que se desarrolla la pres­
tación o incluso sirviendo de filtro para la po­
sibilidad o no de que dicha actividad se lleve 
a cabo37, lo que exigiría tener un conocimiento 
directo de la realidad sobre la que esas limita­
ciones vayan a operar, que podría ser facilita­
do a las comisiones negociadoras de los conve­
nios por los Inspectores de Trabajo. Aspectos 
tan importantes como la vigilancia específica 
del estado de la salud de los trabajadores, o la 
formación e información que en prevención de 
riesgos deben facilitar las empresas a sus tra­
bajadores, también pueden ser en muchas oca­

37 Segado rodríguez, Pablo: «la actuación de la inspección 
de Trabajo y Seguridad Social en prevención de riesgos labora­
les: una propuesta de sistematización». revista nº 128/2017 del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Para este autor, un 
ejemplo paradigmático lo constituye la reforma operada por 
la ley 35/2010, de 17 de septiembre, de medidas urgentes para 
la reforma del mercado de trabajo, en la ley 14/1994, de 1 de 
junio, por la que se regulan las Empresas de Trabajo Temporal, 
que remite a la negociación colectiva aspectos tan importantes 
como la determinación de las actividades que, por su razón de 
peligrosidad, deben resultar excluidas de la contratación con 
una ETT. 
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siones definidos, concretados y mejorados en 
el marco de la negociación colectiva sectorial, 
al igual que como ya sucede en los Convenios 
generales de los sectores de la construcción y 
del metal, pudiendo, de esta forma, contribuir 
la ITSS a dinamizar la negociación colectiva 
en esta materia. 

En la citada Comunicación de 21 de febrero 
de 2007, la Comisión Europea ya abogaba por 
reforzar el cumplimiento de la legislación co­
munitaria mediante la «intervención de inspec­
tores de Trabajo como intermediarios para pro­
mover el mejor cumplimiento de la legislación 
en medianas y pequeñas empresas, priorita­
riamente a través de la educación, persuasión 
y motivación, así como, cuando sea necesario, 
mediante medidas coercitivas», lo que tuvo su 
reflejo en la Estrategia Española de Seguridad 
y Salud en el Trabajo (2007-2012), que estable­
ció como uno de sus objetivos que la actividad 
a realizar por la Inspección de Trabajo y Segu­
ridad Social española se desarrollase de forma 
prioritaria mediante actuaciones y campañas 
planificadas y programadas y que las mismas 
tendrían un carácter informativo, así como de 
promoción y estímulo del cumplimiento de la 
normativa de prevención y no sólo un conte­
nido estrictamente sancionador, debiendo la 
ITSS desempeñar un papel activo dentro de la 
«red de informadores» creada para favorecer la 
difusión y el conocimiento de la normativa de 
prevención de riesgos laborales dentro de las 
PYMES, mediante el desarrollo de campañas 
de información y de actuaciones basadas pre­
ferentemente en el requerimiento38. A la luz de 
estas orientaciones y siguiendo su precedente 
legal inmediato, el artículo 12 de la LOSITSS 
ha concretado las funciones de asistencia téc­
nica e información de la ITSS, que no obstan­
te, y a pesar estar configurada como una fun­
ción esencial39, se prestará por Inspectores y 

38 Conclusiones recogidas en el informe de la Dirección 
General de la iTSS de 27 de febrero de 2007, sobre impacto en 
la actuación inspectora derivadas de las medidas incluidas en 
la Estrategia de Prevención de riesgos laborales. 

39 El Convenio oiT 81, ha presentado integradas en el nú­
cleo de las competencias esenciales de la iTSS, estas funciones 
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Subinspectores «con ocasión de ejercicio de la 
función inspectora» (artículo 12.2 de la Ley). 
Ello revela que, a priori no estaríamos ante 
una actividad planificada de alcance general 
de asesoramiento a empresas y trabajadores, 
labor que podría ser más propia de otros órga­
nos de la Administración Laboral. Ahora bien, 
nada obsta a que la Inspección de Trabajo pue­
da poner en marcha determinadas campañas 
planificadas en materia de seguridad y salud 
cuya finalidad no sea represiva (sin perjuicio 
de tener que sancionar los incumplimientos 
más graves que se detecten), sino que persi­
gan impulsar el cumplimiento de la legalidad 
aplicable mediante acciones de carácter divul­
gativo e informativo, tal y como acontece cuan­
do una nueva empresa inicia su andadura o 
el legislador le impone obligaciones de nuevo 
cuño. Este tipo de campañas que persiguen el 
cumplimiento voluntario de la norma, y que 
son una manifestación de su función preventi­
va, suelen abordarse, además de en otras ma­
terias40, en el ámbito de la seguridad y salud 
en el trabajo (normalmente impulsadas por el 
Comité de Altos Responsables de la ITSS), ha­
biéndose obtenido muy buenos resultados como 
acreditan los informes anuales de la ITSS41 re­
lativos, entre otras, a las campañas frente a los 
riesgos de caída en altura, exposición a riesgos 
psicosociales o agentes químicos en el traba­
jo. Lo que carecería de sentido es que la Ins­
pección prestase esa función informativa y de 
asistencia técnica a las empresas que cuentan 
con recursos suficientes en el ámbito del ase­
soramiento y gestión de recursos humanos, o 
con servicios de prevención propios, como es el 

informativas y de asesoramiento técnico, de tal manera que 
ninguna otra función que se le encomiende «deberá entorpecer 
el cumplimiento efectivo de sus funciones principales o perju­
dicar, de manera alguna, la autoridad e imparcialidad que los 
inspectores necesitan en sus relaciones con los empleadores y 
con los trabajadores» (artículo 3.2 del Convenio 81 oiT). 

40 Tal es el caso de la actuación de la iTSS en el control de 
la contratación temporal (así lo dispuso una Moción del Con­
greso de los Diputados del año 2010 para impulsar, a través 
de un Plan de alcance general de la iTSS, la transformación de 
contratos temporales sin causa). 

41 Pueden consultarse en la dirección web: www.empleo. 
gob.es/es/itss 

www.empleo
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caso de las grandes empresas. Es por ello, por 
lo que la LOSITSS concreta que la función es­
tará dirigida «especialmente» a las pequeñas y 
medianas empresas, si bien, también para este 
tipo de empresas, la función no podrá realizar-
se en abstracto, sino que se concretará dentro 
de la actividad de control que se esté realizan­
do. Además, la LOSITSS amplía las funciones 
informativas de la Inspección, lo que obligará a 
Inspectores y Subinspectores a informar a los 
trabajadores o a sus representantes (o a am­
bos) sobre las «vías administrativas o judiciales 
para la satisfacción de sus derechos». Se pre­
tende con ello que el trabajador afectado pueda 
disponer de una información que le permita re­
clamar aquéllos aspectos que no estén cubier­
tos por la actividad inspectora, como ocurriría, 
entre otros supuestos, con la vulneración de de­
rechos fundamentales y el reconocimientos de 
indemnizaciones por los daños causados como 
consecuencia de accidentes de trabajo o enfer­
medades profesionales, ocasionados por los em­
presarios o por los fabricantes, importadores o 
suministradores de determinados productos y 
equipos de trabajo42. 

Por lo demás, esta función es distinta a la 
de colaboración, vía normalmente informes, 
que la Inspección presta a las entidades y or­
ganismos de la Seguridad Social y a las au­
toridades competentes de la Administración 
General del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. La razón de ser de estos informes 
se halla en el ejercicio de las competencias 
propias de esas Administraciones que deben 
valerse para ello de la información que pue­
da aportarle la Inspección de Trabajo; tal es el 
caso de las propuestas de recargo de las pres­
taciones económicas de la Seguridad Social y 
de los informes sobre reducción o incremento 
de las primas de aseguramiento de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales. En 

42 El artículo 41 de la ley de prevención de riesgos labo­
rales regula las obligaciones de información de los fabricantes, 
importadores y suministradores, de equipos, productos, útiles 
maquinaria y sustancias químicas, así como de garantía de su 
efectividad y de que estos no van a producir daños siempre que 
se utilicen de acuerdo con sus instrucciones. 
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ocasiones, el ejercicio de esta función puede 
concurrir con la de fiscalización, lo que puede 
determinar que se levante un acta de infrac­
ción o una propuesta de recargo conjuntamen­
te con el informe emitido al órgano compe­
tente. Es más, no resulta infrecuente que los 
mismos hechos que van a ser informados sean 
tomados en consideración por la Inspección 
para fundar un requerimiento o una adver­
tencia previa al levantamiento del acta, por 
lo que, en estos casos, la función informativa 
precede a la exigencia de responsabilidades. 
Así acontece, por ejemplo, cuando ante una so­
licitud judicial sobre un accidente de trabajo 
o enfermedad profesional se requiere por la 
ITSS a la empresa la adopción de una deter­
minada medida de seguridad, o se levanta un 
acta de infracción por un incumplimiento de­
tectado. Ello incardina a esta función dentro 
de la función inspectora, sin que pueda enten­
derse totalmente disociada de la misma, tal y 
como algún autor ha apuntado43. 

2.3.3.	 La composición de conflictos en el 
ámbito de la seguridad y salud laboral 

La LOSITSS reafirma las funciones de 
composición de conflictos que tiene atribuida 
la Inspección de Trabajo44. Esa atribución se 
basa en la caracterización de la Inspección de 
Trabajo como una institución de paz social, 
tanto por sus funciones de carácter preventivo 
como reactivo. El permanente contacto de la 
Inspección de Trabajo con el conflicto social 
favorece su intervención, siquiera informal, 
para tratar de solucionar los problemas que 
derivan de la aplicación de las normas labora­

43 E. Gonzalez Biedma.: «la inspección de Trabajo y el Con­
trol de la aplicación de la norma laboral». aranzadi 1999. Pág. 
94. 

44 Sobre esta materia puede consultarse a Valdes Dal-re. F.: 
«inspección de Trabajo y Solución de Conflictos Colectivos de Tra­
bajo. Publicación Conmemorativa del i Centenario de la inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. Ministerio de Trabajo y asuntos So­
ciales 2006». Págs. 525 y ss., y nuria de nieves nieto: «la inspección 
de Trabajo y la solución extrajudicial de conflictos laborales. la 
inspección de Trabajo: regulación española y perspectiva interna­
cional». Thomson reuters aranzadi 2016. 
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les. Esta función, por otra parte, desconocida 
para la mayoría de los operadores jurídicos, 
resulta muy eficaz, pues permite una rápi­
da resolución de los conflictos, normalmente 
de intereses, pero también jurídicos, que con 
bastante frecuencia se dan en la realidad ob­
servada por la ITSS. En estos casos, la forma 
de actuar de la Inspección no está sometida 
a ningún procedimiento y será la experiencia 
del inspector, su especialización, y la confian­
za que las partes hayan depositado en el mis­
mo, las claves que posibilitarán alcanzar un 
acuerdo. 

Los reparos que los Interlocutores Socia­
les45 y algunos autores han manifestado al 
ejercicio de estas funciones por la Inspección 
de Trabajo, no están a mi juicio justificados y 
parten de unos prejuicios hoy por hoy supe­
rados. Una correcta interpretación de estas 
competencias exigiría tener en cuenta las si­
guientes premisas: En primer lugar, nuestro 
sistema de relaciones laborales es un sistema 
plenamente democrático, en el que el deno­
minado intervencionismo administrativo ha 
quedado relegado básicamente a la produc­
ción normativa (cuando no está predetermina­
da por el diálogo social) y a la verificación de 
su cumplimiento, por lo que la ITSS del siglo 
XXI actúa dentro de un marco legal y cons­
titucional de relaciones laborales perfecta­
mente equiparable al de los países de nuestro 
entorno. Hoy en día no podría aducirse que la 
atribución de esta función a la ITSS es una 
manifestación de un sistema de relaciones la­
borales poco desarrollado en el que prima la 
intervención del Estado sobre la autonomía 
colectiva de las partes. Si los interlocutores 
sociales, de acuerdo al principio de autonomía 
colectiva que la Constitución les reconoce, han 
diseñado procedimientos de solución extraju­
dicial de conflictos, la ITSS debe adecuarse (y 
así lo ha hecho) a este nuevo escenario para 

45 Dictamen del Consejo Económico y Social de 25 de 
marzo de 2015. observación general y al artículo 12 del aPl, 
que exige una garantía legal del carácter «subsidiario respecto 
de los sistemas autónomos de solución de los conflictos labo­
rales». 
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evitar precisamente intervenir cuando no es 
llamado a ello. Tal es así que el artículo 12.3 
de la Ley Ordenadora establece que «Las fun­
ciones de conciliación, mediación y arbitraje 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
se desarrollarán sin perjuicio de las faculta­
des atribuidas a otros órganos de las Adminis­
traciones Públicas y a los órganos instaurados 
por los sistemas de solución de conflictos labo­
rales basados y gestionados por la autonomía 
colectiva»46. Quiere ello decir que la función de 
composición que la Ley atribuye a la ITSS es 
independiente y, en su caso, complementaria 
de la atribuida a los órganos creados por la 
autonomía colectiva. El pretendido carácter 
subsidiario de la mediación inspectora frente 
a los sistemas autónomos de solución que los 
Interlocutores Sociales quisieron hacer valer 
en el dictamen del Consejo Económico y So­
cial sobre el anteproyecto de la LOSITSS, debe 
venir de la voluntad de las partes libremente 
expresada en los acuerdos de adhesión a esos 
sistemas autónomos, y no tanto por la volun­
tad del legislador, que con notable acierto ha 
entendido que el sometimiento de las partes 
a la mediación o al arbitraje de la ITSS debe 
ser voluntario, lo que evita toda duda sobre 
su constitucionalidad y garantiza su eficacia. 
En segundo lugar, la ITSS se configura como 
un servicio público cuyos funcionarios actúan 
bajo los principios de objetividad e imparcia­
lidad, y a quienes se les garantiza «indepen­
dencia frente a cualquier influencia indebida». 
Esta situación equipara a los inspectores con 
otros profesionales que pudieran estar inter­
viniendo como mediadores o árbitros en el 
seno de los órganos creados por la autonomía 
colectiva. El hecho de que además la función 
se preste por un servicio público cuyo coste 
se sufraga con impuestos, permite un acceso 

46 la redacción inicial contenida en el Pl fue modifica­
da como consecuencia de la observación efectuada por el CES 
(incorporando la referencia a los sistemas autónomos de solu­
ción de conflictos) y por la enmienda del PnV en el Congreso, 
que fue aceptada, si bien ésta estaba referida básicamente a 
las funciones de conciliación que corresponden a la autoridad 
laboral en el marco de los procedimientos por despido y recla­
mación de cantidad. 
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universal y gratuito de las empresas y traba­
jadores, independientemente de la situación 
económica en la que se encuentren. Y, en ter­
cer lugar, las funciones de mediación y arbi­
traje se ejercen por los inspectores de forma 
diferenciada de las funciones de vigilancia y 
control, lo que garantiza la imparcialidad de 
la propuesta de mediación o del laudo arbitral 
dictado por el inspector. La Ley, con carácter 
novedoso47 y haciéndose eco de las solicitudes 
cursadas por distintos operadores jurídicos 
con ocasión de la elaboración de su antepro­
yecto, establece un deber de «reserva sobre la 
información obtenida en el ejercicio directo de 
las funciones de arbitraje o mediación» [artí­
culo 13.3 c)], no pudiendo comunicarla a los 
servicios de inspección para el ejercicio de las 
funciones de vigilancia y control. 

A mi juicio, la regulación de la LOSITSS, 
siguiendo su precedente inmediato, no distin­
gue entre funciones principales y accesorias 
a desarrollar por la ITSS, y no califica como 
accesoria a la función de composición de con­
flictos ni la somete a requisito alguno, ni tam­
poco limita su alcance material, por lo que, 
como luego veremos, en teoría podría también 
desplegar sus efectos sobre determinados con­
flictos en materia de seguridad y salud en el 
trabajo, aunque creo que de una forma muy 
limitada. Como se ha visto, basta con la soli­
citud de cualquiera de las partes y su acepta­
ción por la otra para que la Inspección pueda 
desplegar esta función, sin otras exigencias 
que las que derivan de la incompatibilidad en 
el ejercicio simultáneo de la función de fiscali­
zación y la de composición. Ahora bien, dicha 
actividad se presentará para la ITSS como 
una actividad esencialmente rogada, sin que 
pueda estar sometida a previa planificación, 
lo que supone que se ejercerá con un menor 
nivel de intensidad que el resto de los come­

47 El Pl de 2011 modificaba el artículo 3 y al referirse a 
las funciones de conciliación, mediación y arbitraje, establecía 
que «la información obtenida en funciones de conciliación y 
mediación no será utilizada en el ejercicio de las funciones de 
vigilancia y exigencia de cumplimiento de las normas de orden 
social» (número 3.1). 
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tidos inspectores que son cuantitativamente 
más importantes, especialmente si lo compa­
ramos con los de fiscalización del cumplimien­
to de las obligaciones empresariales que, como 
se ha visto, obedecen mayoritariamente a una 
actividad planificada. El hecho de que la acti­
vidad de composición tenga para el Inspector 
un origen rogado, no supone que debamos in­
cardinarla en el ámbito de los procedimientos 
sancionadores. Por el contrario, la Ley deja 
claro que esta función componedora se ejer­
cerá por la ITSS «en su caso», según reza el 
artículo 1.2 de la LOSITSS, lo que quiere decir 
que tiene carácter discrecional para la ITSS, 
aunque su rechazo deberá estar motivado. Lo 
normal es que ante la existencia de un conflic­
to que resulte conocido por la ITSS, se realice, 
por los órganos de dirección o por el Inspector 
de Trabajo, un ofrecimiento a las partes de 
conciliación o mediación (a diferencia de ello 
el arbitraje deberá ser solicitado por las par­
tes), que de resultar aceptado (por ambas par­
tes) obligaría a conocer del mismo a la ITSS, 
sin que quepa su rechazo por el Inspector de 
Trabajo designado, salvo en los supuestos ta­
sados de abstención o recusación. En el caso 
de que el origen fuese una denuncia sobre 
incumplimientos empresariales en seguridad 
y salud en el trabajo, el artículo 9.6 del Re­
glamento general sobre procedimientos para 
la imposición de sanciones por infracciones de 
Orden Social y para los expedientes liquidato­
rios de cuotas de la Seguridad Social, faculta 
a la ITSS (a sus órganos directivos) para abrir 
un período de información previa con el fin 
de conocer las circunstancias del caso concre­
to y la conveniencia o no de iniciar la actua­
ción inspectora, lo que llegado el caso podría 
determinar el ofrecimiento al denunciante 
de intentar conciliar o mediar en el conflicto. 
De esta forma, la regulación de la LOSITSS 
se ajusta a las exigencias de la Organización 
Internacional del Trabajo sobre la función de 
composición de conflictos de la Inspección de 
Trabajo, al no afectar, como se ha visto, ni a las 
funciones esenciales de fiscalización, informa­
ción y asistencia técnica, ni comprometer la 
imparcialidad y objetividad del inspector que 
esté interviniendo. La pretensión del legisla­
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dor español no ha sido otra que la de garan­
tizar que las funciones inspectoras se van a 
desarrollar de una forma equilibrada, sin que 
ninguna de ellas pueda limitar o impedir el 
ejercicio de las restantes. En cierta medida se 
atisba en la nueva regulación una pretensión 
de revitalización de esta importante función, 
que además sería acorde con la intervención 
esperada de la ITSS en distintos ámbitos. ¿Y 
por qué no en el ámbito de la seguridad y sa­
lud en el trabajo? 

Si bien en algunas materias, como aconte­
ce en el caso de las condiciones materiales de 
trabajo, resulta especialmente difícil la inter­
vención de la Inspección como órgano armoni­
zador48, no ocurre así con otras. Tal es el caso de 
algunos conflictos que se han sustanciado ante 
la ITSS en materia de riesgos psicosociales, en 
algunos supuestos de acoso moral en el trabajo, 
protección de la mujer trabajadora en situacio­
nes de embarazo, reincorporación tras el parto 
y lactancia, y en distintos conflictos interpre­
tativos sobre procedimientos de evaluación de 
riesgos aplicables, o en la forma de entender las 
actividades de coordinación de actividades em­
presariales entre empresas o entre éstas y los 
trabajadores autónomos; actividad inspectora 
que a pesar de resultar conocida por los órga­
nos directivos de la ITSS tampoco tienen un 
reflejo en las estadísticas. A mi juicio, estos pro­
cedimientos gozarían de una naturaleza mixta 
entre los procedimientos de asistencia técnica 
y los de composición de conflictos, pudiendo de­
nominarse procedimientos de armonización, lo 
que en el argot de los Inspectores no es más que 
un procedimiento de buenos oficios. Se trata de 
procedimientos no reglados, que no obstante 
se presentan a la ITSS como auténticos con­
flictos de intereses. Tal es el caso de las solici­
tudes efectuadas para la determinación de los 

48 Segado rodríguez, Pablo, en el trabajo citado, entiende 
que la imposibilidad de transacción sobre las condiciones ma­
teriales de trabajo, los requisitos de los equipos de trabajo, o de 
protección individual, entre otros, lastran en buena medida el 
ejercicio práctico de la actividad de composición en este tipo 
de conflictos, si bien es cierto que continúan siendo frecuentes 
las dudas interpretativas y aplicativas que dicha normativa téc­
nica suscita entre empresarios y trabajadores. 
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procedimientos de evaluación de riesgos, espe­
cialmente los referidos a evaluación de riesgos 
psicosociales, ergonómicos y derivados de la uti­
lización de pantallas de visualización de datos, 
en los que se parte de la existencia previa de un 
conflicto de intereses, suscitado normalmente 
en el seno de los Comités de Seguridad y Salud. 
En estos casos la ITSS no realiza una labor de 
mediación al uso, por cuanto no propone a las 
partes una solución a sus discrepancias, basada 
normalmente en la transacción de las posiciones 
de ambas partes, sino que lo que les ofrece es 
una opinión cualificada sobre la mejor forma de 
proceder, que en todos los casos será la más ga­
rantista para los derechos de los trabajadores. 
Ello aproxima esta actividad más a la asistencia 
técnica y a la conciliación que a la mediación. 
Ahora bien, a pesar de que este tipo de actua­
ciones no puedan incardinarse en la actividad 
de composición de conflictos, lo que sí es cierto 
es que tras la intervención de la ITSS se genera 
en la empresa un mejor clima laboral y de en­
tendimiento entre las partes que, a la vez que 
dinamiza la aplicación de medidas por la empre­
sa, mejora la confianza de los trabajadores y sus 
representantes en la forma de proceder de ésta, 
lo que hace desaparecer el conflicto. Este tipo de 
intervenciones también se realizan de una ma­
nera informal, y en la mayoría de las ocasiones 
tienen su origen en una solicitud de las partes, 
o en el conocimiento que del conflicto tiene el 
propio Inspector. A salvo de los supuestos que 
pudieran ser constitutivos de delito, el hecho de 
que algunos aspectos que se presentan a la ITSS 
pudieran afectar a derechos fundamentales de 
los trabajadores, ello no obstaría a su conoci­
miento y toma en consideración por el Inspector 
de Trabajo, tal y como acontece en algunos esta­
dios previos al acoso moral en el trabajo, en los 
que resulta muy difícil que la ITSS pueda des­
plegar con éxito su actividad de fiscalización, al 
no poder revelar el origen de su intervención49. 

49 Ello entraría en colisión con el deber de reserva que, 
sobre el origen de la queja, pesa sobre inspectores y subins­
pectores (artículo 10.1 de la loSiTSS), lo que aconseja que, por 
parte de las Jefaturas de inspección, antes de asignar la orden 
de servicio se abra un período de información previa con el fin 
de conocer las circunstancias del caso concreto y la convenien­
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En estos y en otros supuestos, la intervención 
de la ITSS permitiría, de alcanzarse un acuerdo 
entre las partes, el restablecimiento de los dere­
chos de los afectados, sin necesidad de recurrir a 
la vía judicial, que en la mayoría de los casos se 
presenta como una vía meramente resarcitoria 
frente a los daños producidos, una vez que se ha 
producido el despido del trabajador. El acuerdo 
podría ir acompañado de un procedimiento de 
vigilancia que permitiese al inspector verificar 
que la situación que dio origen a su interven­
ción ha sido resuelta. No estaría de más que, 
mediante Criterio Operativo de la ITSS, se es­
tableciesen los supuestos concretos en los que la 
ITSS pudiera ofrecer sus buenos oficios, lo que 
dotaría al Sistema de una cierta uniformidad en 
sus actuaciones. 

3.	 LA NUEVA ORGANIZACIÓN 
Y LA ESPECIALIZACIÓN FUNCIONAL 
DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL EN PREVENCIÓN 
DE RIESGOS LABORALES EN LA LEY 
23/2015 

Tal y como se ha visto, la LOSITSS, supone 
una importante oportunidad para que la Ins­
pección de Trabajo y Seguridad Social españo­
la mejore su especialización en el desarrollo 
de sus funciones de vigilancia, control y asis­
tencia técnica en prevención de riesgos labo­
rales. Para ello, la Ley ha previsto la mejora 
de su especialización funcional a través de la 
creación de una nueva Escala de funcionarios, 
a los que asignarán exclusivamente funciones 
especializadas en seguridad y salud en el tra­
bajo, y que permitirá desarrollar el principio 
de trabajo programado y en equipo a que se 
refiere el artículo 2 c); materia la de la seguri­
dad y salud en el trabajo que se ha convertido 
en una disciplina propia, lo que reforzaría, a 

cia o no de iniciar la actuación inspectora, y su caso, ofrecer 
la conciliación o mediación al denunciante, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 9.6 del reglamento general sobre pro­
cedimientos para la imposición de sanciones por infracciones 
de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas 
de la Seguridad Social. 
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mi juicio, la necesidad de contar con funcio­
narios, Inspectores y Subinspectores, con una 
alta especialización. 

También propicia la LOSITSS una nueva 
organización, pues como se ha visto, en la actua­
lidad la ITSS cuenta con un total de veinticinco 
unidades especializadas en prevención de ries­
gos laborales, que deberán ser ampliadas para 
incorporar a los efectivos de la nueva Escala, 
pudiendo éstas estructurarse en áreas de alta 
especialización, lo que permitiría poder contar 
con áreas especializadas en siniestralidad labo­
ral, por ser su reducción el principal objetivo a 
que debe atender la planificación inspectora. 

La creación de esta nueva Escala se en­
contraba ya prevista en el Proyecto de Ley del 
año 2011, de modificación de la Ley 42/1997, 
Ordenadora de la ITSS, por cuanto el incre­
mento de la siniestralidad laboral producido 
en la primera década de este siglo, había sus­
citado el debate sobre la suficiencia y capaci­
dad de la Inspección de Trabajo para hacer 
frente a este problema. Para la Inspección re­
sultaba de enorme interés contar con un Cuer­
po especializado en materia de prevención de 
riesgos laborales, alineándose de esta forma 
con muchas de las Inspecciones de Trabajo 
europeas que cuentan con funcionarios técni­
cos especializados en seguridad y salud en el 
trabajo. Es por ello, por lo que tanto durante 
los trabajos de elaboración del Anteproyecto 
de Ley de la Ley 23/2015, como después en su 
tramitación parlamentaria como Proyecto de 
Ley, hubo un consenso generalizado sobre la 
necesidad de que la ITSS mejorase su espe­
cialización funcional50. Así también lo había 

50 a pesar de ello, durante la tramitación parlamentaria 
se presentaron varias enmiendas que intentaron modificar 
tanto la configuración del Cuerpo de Subinspectores como la 
naturaleza de las funciones asignadas. así una enmienda del 
Grupo Socialista en el Congreso, posteriormente reiterada en 
el Senado, pretendía configurar dos Cuerpos de Subinspecto­
res, lo que hubiera supuesto una pérdida notable de la visión 
integrada de la actividad que un único Cuerpo puede realizar 
mediante distintas especializaciones, en el marco de la acti­
vidad programada y en equipo. asimismo, otra enmienda del 
mismo Grupo y también reiterada por el Grupo de iU-EU en 
el Senado pretendió eliminar la referencia a la comprobación 
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sugerido el Comité de Altos Responsables de 
la ITSS en su evaluación del Sistema español 
en el año 2012, con lo que además se atendía 
por la Ley la demanda de las Instituciones 
Europeas. Esta creciente especialización su­
pone que, por primera vez, se integren en el 
Sistema de Inspección y bajo su dependencia 
orgánica funcionarios con titulaciones de ca­
rácter técnico en el ámbito de las ingenierías, 
la arquitectura o las ciencias de la salud, entre 
otras. 

3.1.	 La justificación de la Escala 
de Subinspectores de Seguridad 
y Salud Laboral 

El preámbulo de la Ley, que nos orienta 
sobre el espíritu del legislador, motiva la crea­
ción de la Escala en la necesidad de incremen­
tar la eficacia y en dar una más pronta res­
puesta a las demandas sociales en cuestiones 
que afectan a la vida y salud de los trabajado­
res. Se trata pues, de una medida de «racio­
nalidad» y «mejora organizativa» con vistas a 
lograr un servicio público de calidad. 

A mi parecer, tres son los problemas que la 
LOSITSS ha pretendido resolver mediante la 
puesta en marcha de esta nueva Escala: 

El primero y quizás el más importante, es 
el déficit de personal técnico especializado con 
el que cuenta el Sistema de ITSS español en 
una disciplina, como es la seguridad y salud 
en el trabajo, que abiertamente ha rebasado 
el ámbito estrictamente jurídico para situar­
se en un plano casi exclusivamente técnico (o 
muy mayoritariamente técnico). Hoy por hoy, 
la normativa española en materia de preven­
ción de riesgos laborales configura un marco 

del cumplimiento y control de la aplicación de la normativa 
de prevención de riesgos laborales en los aspectos que afecten 
directamente a las «condiciones materiales de trabajo» [artículo 
14.3 a) de la ley], que de no haber sido rechazadas hubiera 
supuesto la práctica equiparación de las funciones a desarrollar 
por inspectores y subinspectores, con la consiguiente pérdida 
de eficacia. Solo desde una visión no integrada de la actividad 
inspectora pueden entenderse estas enmiendas. 
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general de obligaciones y deberes para empre­
sas y trabajadores, cuya vigilancia correspon­
de casi exclusivamente a la Inspección de Tra­
bajo y Seguridad Social (sin perjuicio de otras 
Administraciones y órganos con competencias 
muy residuales en ámbitos muy reducidos51), 
y cuya última concreción no se encuentra en 
muchas ocasiones en disposiciones de carác­
ter reglamentario o convencional, sino en nor­
mativa jurídico técnica o exclusivamente de 
índole técnico. Es especialmente en el ámbito 
de las condiciones materiales de trabajo en el 
que encontramos numerosos ejemplos de la 
aplicación directa (ante la indeterminación 
de la norma) de normativa jurídico técnica o 
exclusivamente técnica. Tal es el caso, entre 
otras, de las Instrucciones Técnicas comple­
mentarias de determinados reglamentos; de 
la normativa armonizada europea a la que se 
acogen los fabricantes de equipos de trabajo, 
sistemas de protección colectiva o equipos de 
protección individual; de los criterios o mé­
todos recogidos en las normas UNE que con­
tienen aspectos técnicos que necesariamente 
deben ser aplicados en ausencia de otra nor­
mativa; de las guías técnicas del anterior Ins­
tituto Nacional de Seguridad, Salud y Bienes­
tar en el Trabajo o de entidades de reconocido 
prestigio; de las normas internacionales o de 
otros métodos o criterios profesionales descri­
tos documentalmente52. Y ello es así, porque la 
Ley de prevención de Riesgos Laborales confi­
gura a la deuda de seguridad del empresario 
como una deuda de medios y no de resultado, 
por lo que éste, en el marco de sus responsa­
bilidades y en cumplimiento del deber de pre­
vención, deberá garantizar la seguridad y sa­
lud de los trabajadores a su servicio en todos 
los aspectos relacionados con el trabajo, adop­
tando «cuantas medidas sean necesarias para 
la seguridad y salud de los trabajadores»53. 

51 Véase el artículo 7.2 de la ley de prevención de riesgos 
laborales. 

52 Ejemplo de ello lo encontramos en los criterios y proce­
dimientos de evaluación y en los métodos de medición, análisis 
o ensayo a que se refieren los artículos 5.2 y 7 d) del reglamen­
to de los Servicios de Prevención (rD 39/1997).
 

53 artículo 14.2 lPrl.
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Por tanto, cada vez en mayor medida se exige 
a la Inspección de Trabajo una alta especiali­
zación en una materia cada vez más técnica 
y con una regulación específica (sea jurídica, 
jurídico-técnica o técnica), lo que determina 
la necesidad de contar con conocimientos cua­
lificados que, en determinados ámbitos de la 
actuación inspectora, como puede ser el con­
trol de las condiciones materiales y técnicas 
de trabajo, pueden ser adquiridos y desarro­
llados, en mejor medida, por funcionarios que 
dispongan de titulaciones universitarias co­
rrespondientes a las ramas técnicas. Por ello, 
es por lo que la Disposición adicional quinta 
de la LOSITSS, exige que para el ingreso en la 
nueva Escala será necesario disponer de título 
universitario oficial de Graduado adscrito a la 
rama del conocimiento de ciencias, ciencias de 
la salud, o ingeniería y arquitectura. Con esta 
decisión del legislador la Inspección de Traba­
jo española se aproxima a otros modelos euro­
peos de inspección especializada en seguridad 
y salud laboral54, pero sin perder su carácter 
generalista55, al articular un régimen de fun­
cionamiento multidisciplinar basado en el tra­
bajo programado y en equipo, lo que además 
afectará a su organización en todo el Estado56. 
Será en el seno de los equipos de inspección, 
integrados por Inspectores y Subinspectores, 

54 Tal es el caso, entre otras, de las inspecciones de Holan­
da, reino Unido, Dinamarca, Suecia, alemania e irlanda. 

55 artículo 15. 2 loSiTSS: «la especialización funcional 
que regula esta ley será compatible con los principios de uni­
dad de función y de actuación inspectora. En su virtud, cual­
quiera que sea el origen de su actuación, los inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social podrán desplegar cuantas actua­
ciones de investigación y adoptar cuantas medidas consideren 
oportunas, respecto de la totalidad de las materias del orden 
social a que extienden sus competencias, con independencia 
de la administración Pública a la que estén adscritos orgánica­
mente». 

56 El artículo 32. 3 y 4 loSiTSS, determina que la estructu­
ra territorial, en aplicación del principio de trabajo programado 
y en equipo, deberá contemplar las unidades especializadas 
precisas en las áreas funcionales de actuación de la inspección 
y que la definición y puestos de inspección de la estructura 
territorial del organismo Estatal atenderá a los principios de 
eficacia, eficiencia y trabajo programado y en equipo y a la ne­
cesidad o conveniencia de diversificar las tareas inherentes al 
ejercicio de las funciones inspectoras. 
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en el que se desarrollen de forma plena los 
principios de especialización funcional, tan­
to el área de prevención de riesgos laborales 
como en el resto. 

El segundo problema que la Ley trata de 
resolver mediante la nueva Escala, se refie­
re al escaso apoyo pericial y técnico con el 
que históricamente ha contado la Inspección 
de Trabajo en sus actuaciones. Ello es así, 
a pesar del mandato del legislador conteni­
do tanto en la Ley de prevención de Riesgos 
Laborales como en la Ley Ordenadora del 
Sistema de Inspección de Trabajo y Segu­
ridad Social57. Este asesoramiento, del que 
ni siquiera se cuenta con registros disponi­
bles (nada refieren los Informes anuales de 
la ITSS), está circunscrito, en la mayoría de 
los casos, a los supuestos singulares detalla­
dos por Ley y ligados a la investigación de 
determinados accidentes de trabajo, bien por 
su gravedad, notoriedad pública o alarma so­
cial58. Por tanto, han quedado al margen de 
este apoyo técnico la gran mayoría de las ac­
tuaciones de comprobación realizadas por los 
Inspectores de Trabajo, lo que en ocasiones 
ha mermado la eficacia de las actuaciones de 
control y su incidencia en la mejora de condi­
ciones de seguridad y salud de los puestos de 
trabajo. Con la nueva Escala se persigue pre­

57 El artículo 9.2 de la ley de prevención de riesgos la­
borales, dispone que las administraciones General del Estado 
y de las Comunidades autónomas adoptarán, en sus respec­
tivos ámbitos de competencia, las medidas necesarias para 
garantizar la colaboración pericial y el asesoramiento técnico 
necesarios a la iTSS. Por su parte la ley 23/2015, en su artículo 
16.4 dispone que «los órganos de la administración General 
del Estado y los de las Comunidades autónomas colaborarán 
con la inspección de Trabajo y Seguridad Social y le prestarán 
el apoyo y el asesoramiento pericial y técnico necesario», lo que 
singularmente se articulará en los convenios bilaterales que se 
suscriban con las Comunidades autónomas (artículo 25.2), 
concretándose operativamente en el marco de las Comisiones 
operativas autonómicas (artículo 34.2 b). 

58 Tal es el caso del asesoramiento prestado por el anterior 
instituto nacional de Seguridad, Salud y Bienestar en el Traba­
jo, que se circunscribe al apoyo técnico y colaboración en las 
funciones de vigilancia y control en el ámbito de las adminis­
traciones públicas (artículo 8.1. c) de la lPrl, o al prestado por 
los institutos regionales de Seguridad y Salud en el Trabajo con 
ocasión de la investigación de accidentes de trabajo. 
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cisamente mejorar la eficacia de determina­
das campañas de inspección, circunscritas al 
ámbito de las condiciones materiales de tra­
bajo. Asimismo, a través de la intervención 
de esta Escala, también se propiciaría que 
directamente por la Inspección de Trabajo se 
pudiesen investigar los efectos que sobre la 
seguridad y salud de los trabajadores tienen 
los procedimientos empleados por las empre­
sas, los materiales utilizados por éstas o los 
métodos de trabajo, lo que sin lugar a dudas 
mejoraría la respuesta proactiva que debe 
predicarse de una Inspección de Trabajo mo­
derna, como lo es la española, incorporando 
este tipo de controles a su actividad progra­
mada. Con ello, igualmente se da, a mi juicio, 
un mayor grado de cumplimiento del Conve­
nio 81 de la OIT59. 

Y el tercer problema al que la Ley vendría 
a dar solución sería el de la escasa inciden­
cia que sobre el conjunto total de la actividad 
inspectora ha tenido siempre la función de 
información y asistencia técnica, a salvo de 
la actividad desarrollada a través de los re­
querimientos de subsanación. Dicha función, 
que como hemos visto se configura legalmente 
como función propia, pero no exclusiva60, de 

59 El artículo 9 del Convenio 81 oiT dispone que «Todo 
Miembro dictará las medidas necesarias para garantizar la 
colaboración de peritos y técnicos debidamente calificados, 
entre los que figurarán especialistas en medicina, ingeniería, 
electricidad y química, en el servicio de inspección, de acuer­
do con los métodos que se consideren más apropiados a las 
condiciones nacionales, a fin de velar por el cumplimiento de 
las disposiciones legales relativas a la protección de la salud y 
seguridad de los trabajadores en el ejercicio de su profesión, e 
investigar los efectos de los procedimientos empleados, de los 
materiales utilizados y de los métodos de trabajo en la salud y 
seguridad de los trabajadores». 

60 Varias son las referencias contenidas en la ley de Pre­
vención de riesgos laborales relativas a las funciones de asis­
tencia e información que corresponden a la administración la­
boral dependiente de las Comunidades autónomas, al anterior 
instituto de Seguridad, Salud y Bienestar en el Trabajo, depen­
diente de la administración General del Estado y a la adminis­
tración Sanitaria, que resultarían, por tanto, compartidas con la 
inspección de Trabajo y Seguridad Social (artículos 7, 8, 9 y 10). 
En definitiva, todos estos preceptos legales son el corolario de 
las políticas públicas de promoción de la seguridad y salud en 
el trabajo, que deben estar debidamente coordinadas (artículo 
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la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
se dibuja por la LOSITSS como una función 
inspectora que debe ser ejecutada con el mis­
mo nivel de intensidad que la función de vi­
gilancia y exigencia del cumplimiento de la 
normativa preventiva. En otro caso, la fun­
ción inspectora sería ejecutada solo de forma 
parcial, lo que podría afianzar la percepción 
social hacia la Inspección de Trabajo no como 
un servicio público de instrucción y mejora de 
las condiciones de trabajo, sino como un órga­
no eminentemente represivo y sancionador 
(como un «obstáculo» calificaba la Comisión 
Europea), lo que además resultaría contrario 
al espíritu de los Convenios 81, 129 y 187 de 
la OIT. Por tanto, esta función de asistencia 
técnica, desarrollada de forma equilibrada con 
la de vigilancia y control, resulta esencial para 
garantizar un mejor grado de conocimiento de 
la legislación de seguridad y salud por las em­
presas, especialmente de las pequeñas y micro 
empresas. Nada impediría que se programa­
sen por la ITSS actuaciones de vigilancia y 
control sobre empresas, situaciones o sectores 
con alta siniestralidad o riesgos emergentes, 
y otras, de tipo más preventivo, mediante ac­
ciones de asesoramiento e información sobre 
empresas, sectores o situaciones en las que las 
cifras de siniestralidad sean menores o no se 
den las circunstancias antedichas. Un buen 
ejemplo de ello es la campaña de control de 
las comunicaciones de apertura de nuevos 
centros de trabajo en determinados sectores 
de actividad (con exclusión de la construc­
ción), en los que la actividad inspectora se 
basa preferentemente en el requerimiento y 
en la asistencia técnica, y solo en la sanción 
cuando la conducta empresarial sea acredita­
tiva de un incumplimiento doloso de la norma. 
No tendría ningún sentido que las nuevas em­
presas naciesen al mercado con una sanción 
nada más iniciar su andadura, siempre claro 
está, que no se hayan producido daños para la 
seguridad o salud de sus empleados. 

11) y resultar conocidas por los interlocutores sociales en el 
marco de los órganos colegiados de participación institucional 
en materia de seguridad y salud en el trabajo (artículo 13). 
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3.2.	 El ámbito funcional 
y las competencias de la Escala 
de Subinspectores de Seguridad 
y Salud Laboral 

Para poder delimitar correctamente el ám­
bito funcional y las competencias que la Ley 
reconoce a los Subinspectores de Seguridad y 
Salud Laboral (SSSL), debemos partir de los 
antecedentes legislativos de la nueva Escala y 
de los trabajos realizados por el extinto Minis­
terio de Empleo y Seguridad Social en la fase 
de elaboración del Anteproyecto de Ley de la 
LOSITSS. 

Respecto a los antecedentes legislativos, 
debe destacarse que el 24 de junio de 2011 
el Congreso de los Diputados acordó la tra­
mitación del Proyecto de Ley por el que se 
modificaba la Ley 42/1997, de 14 de noviem­
bre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social (PL). Dicho Proyecto de 
Ley finalmente decayó como consecuencia de 
la disolución de las Cámaras y la convocato­
ria de las elecciones generales de 2011. En 
lo que aquí interesa, el Proyecto configuraba 
un Cuerpo de Subinspectores Laborales que 
estaría compuesto por dos Escalas; la Escala 
de Empleo y Seguridad Social formada por los 
componentes del Cuerpo de Subinspectores 
de Empleo y Seguridad Social, que continua­
rán desarrollando sus funciones, si bien se les 
ampliaban; y la Escala de Seguridad y Salud, 
que estaría especializada en la vigilancia de la 
legislación en prevención de riesgos laborales, 
lo que según rezaba el preámbulo de la nor­
ma proyectada, aportaría «equilibrio al Siste­
ma, dando entrada en el mismo a personal de 
perfil técnico; con ello también se permite la 
configuración de equipos de inspección más 
eficaces y una distribución más racional de las 
tareas, al existir un Cuerpo de Inspectores de 
carácter transversal y un Cuerpo de Subins­
pectores con dos Escalas especializadas en 
áreas funcionales de actuación». 

Este Proyecto de 2011, fue aprobado por 
el Gobierno en un contexto de fuerte crisis 
económica y alta siniestralidad laboral, lo 
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que había obligado al ejecutivo a dictar, pre­
viamente a su aprobación por el Consejo de 
Ministros, distintas medidas legislativas y 
ejecutivas para tratar de contener el déficit 
público, mejorar los ingresos del Estado y de 
la Seguridad Social y luchar de forma más 
eficaz frente al fraude fiscal y a la Seguri­
dad Social (Plan Especial de actuación de la 
ITSS y Real Decreto Ley 5/2011), por lo que 
la creación de la nueva Escala de funciona­
rios obedecía a la necesidad de dar respues­
ta a las crecientes cifras de siniestralidad 
laboral, propiciadas en buena medida por 
el impacto negativo de la crisis económica 
sobre el grado de cumplimiento de las obli­
gaciones preventivas de la empresas. 

Partiendo de esos antecedentes, la 
LOSITSS aborda la necesidad de dar conti­
nuidad a la nueva Escala especializada en 
seguridad y salud en el trabajo, si bien, a di­
ferencia del proyecto de 2011, configurándo­
la como una Escala con un perfil de alta es­
pecialización, y para ello delimita un ámbito 
funcional y competencial distinto al proyec­
tado, estableciendo en consonancia con ello 
requisitos especiales en cuanto a la titula­
ción exigida para su acceso. De esta forma, 
el legislador de 2015 apuesta no solo por re­
forzar las funciones de vigilancia y control 
de la ITSS, sino también las de asistencia 
técnica e información. 

En términos comparativos, y a efectos me­
ramente expositivos de las competencias de 
los Subinspectores de Seguridad y Salud La­
boral, pueden establecerse las siguientes dife­
rencias entre la regulación contenida en el PL 
de 2011 y la LOSITSS de 2015: 

Las actuaciones a realizar por los SSSL, se 
extienden, con carácter general, sobre los mis­
mos sujetos a que se refiere el artículo 19.1 de 
la LOSITSS61. No obstante, la primera diferen­

61 la actuación de la inspección de Trabajo y Seguridad 
Social se extiende a las personas físicas y jurídicas, públicas o 
privadas, a las comunidades de bienes u otras entidades sin 
personalidad jurídica, en cuanto sujetos obligados o responsa­
bles que sean del cumplimiento de las normas del orden social. 
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cia que puede establecerse con el PL de 2011, 
es que en la LOSITSS existe una clara exclu­
sión de los SSSL en lo que afecta a la vigilancia 
y control de la prevención de riesgos laborales 
en las Administraciones Públicas, que de esta 
forma estarían vedadas a los funcionarios de 
la nueva Escala y no solo en el ámbito de la 
Administración General de Estado, sino tam­
bién en la Autonómica, Provincial y Local. Ello 
impediría que los órganos de dirección del Sis­
tema, a través de sus Direcciones y Jefaturas, 
asignasen órdenes de servicio a esta nueva 
agrupación de funcionarios cuando el desti­
natario sea cualquier Administración Pública, 
independientemente de que éstas tuviesen un 
origen rogado o planificado; y mucho menos po­
drán actuar por propia iniciativa, que les está 
vedada por Ley62. La razón de esta exclusión se 
encuentra tanto en los antecedentes históricos 
que rigen en la materia, como por la actual regu­
lación que de ella se hace en los artículos 14.3 y 
22.4 de la LOSITSS. Así, el artículo 18.3.9 de la 
Ley 42/1997, reservaba a la Autoridad Central 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
la inspección de los centros de trabajo regidos 
o gestionados por la Administración General 
del Estado; competencia que por delegación de 
la referida autoridad recae en los Jefes de las 
Inspecciones Provinciales o en el Inspector de 
Trabajo designado por éste [artículo 53.2.d) del 
ROFITSS]. En la actualidad, tras la configura­
ción de la Dirección General de la ITSS como 
un Organismo Autónomo, la competencia ya no 
se residencia en la Autoridad Central (el Di­
rector del Organismo), sino en la Dirección Es­
pecial de Inspección, a la que se han atribuido 
funciones de coordinación de las actuaciones, 
incluidas las relativas a seguridad y salud en 
el trabajo, que «versen sobre los entes, organis­
mos, y entidades que forman parte del sector 

62 al igual que para los Subinspectores laborales de la Es­
cala de Seguridad Social y Empleo, los de la Escala de Seguridad 
y Salud laboral únicamente podrán actuar con ocasión de las 
órdenes de servicio recibidas y bajo la dirección y supervisión 
técnica de un inspector de Trabajo y Seguridad Social (artículos 
14.1 y 20.3 de la loSiTSS). 
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público estatal»63, así como funciones de direc­
ción y desarrollo de actuaciones de inspección 
cuando la competencia material corresponda a 
la Administración General del Estado. Por tan­
to, la vigilancia y control de la prevención de 
riesgos laborales del sector público estatal, en 
lo que atañe a sus distintas sedes territoriales, 
corresponderá, en su caso, a las Inspecciones 
Provinciales y Direcciones Territoriales de la 
ITSS en las Comunidades Autónomas, sin per­
juicio de la coordinación que corresponderá a la 
Dirección Especial de Inspección, que de esta 
forma deberá coordinar no solo la actividad ins­
pectora en la AGE (rogada y planificada), sino 
en todo el sector público estatal (sociedades 
mercantiles, entidades públicas empresariales 
y fundaciones). Respecto a las sedes centrales 
de la AGE, la competencia de inspección segui­
rá estando residenciada en la Dirección Espe­
cial, por razón de lo dispuesto en el artículo 3 
del RD 707/200264. Por el contrario, la coordina­
ción de la actividad inspectora, rogada o plani­
ficada, realizada sobre la Administración de las 
Comunidades Autónomas y en las sociedades 
mercantiles, entidades públicas empresariales 
y fundaciones dependientes de ella, correspon­
derá a las Direcciones Territoriales de la ITSS 
en cada una de las Comunidades Autónomas. 
En todo caso, cuando las actuaciones afecten a 
una Administración Pública, únicamente po­
drán ser realizadas por miembros del Cuerpo 
de Inspectores de Trabajo, pues ni el artículo 
14.3 ni el 22.4 de la LOSITSS atribuye a los Su­
binspectores la facultad de «requerir a las Ad­
ministraciones Públicas por incumplimiento de 
disposiciones relativas a la salud o seguridad 
del personal a su servicio», aun tratándose de 
condiciones materiales de trabajo, lo que deter­
minará que el servicio siempre deba ser asig­
nado a un Inspector de Trabajo y Seguridad So­

63 Disposición adicional segunda, apartado 2 de la ley 
23/2015. 

64 real Decreto 707/2002, de 19 de julio, por el que se 
aprueba el reglamento sobre el procedimiento administrativo 
especial de actuación de la inspección de Trabajo y Seguridad 
Social y para la imposición de medidas correctoras de incum­
plimientos en materia de prevención de riesgos laborales en el 
ámbito de la administración General del Estado. 



ESTUDioS 

422 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 
 
 

 
 
 
 
 

  
 

 
 

   
 
 
 
 

 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
   

 
 

 
 
 

 
 
 

  

 
 

 
 

  
 

 
 

 

 
 
 

 
 
 
 
 

 

 

cial. Por el contrario, tratándose de empresas, 
entidades o fundaciones públicas estatales, los 
SSSL sí podrán participar en actuaciones de 
vigilancia y control, lo que podrá venir deter­
minado, en ausencia de un criterio o directriz 
específico de la Dirección General de la ITSS, 
por el Jefe de Inspección o Director Territorial. 
Lo mismo cabría decir en el supuesto de que la 
actividad de control afectase al sector público 
de una Comunidad Autónoma, de una Dipu­
tación o de un Ayuntamiento, pues los SSSL 
únicamente podrán actuar en el ámbito de las 
sociedades mercantiles, entidades públicas em­
presariales y fundaciones públicas, y no en las 
Administraciones autonómicas, provinciales o 
locales. En todo caso, en la medida en que la 
intervención que se predica debe desarrollarse 
en el seno de un equipo de inspección, a cuyo 
frente se encontrará un Inspector de Trabajo, 
parece que no existiría obstáculo alguno a la 
intervención en estos sectores de los Subins­
pectores, tanto en acciones de control directo 
de empresas, entidades o fundaciones públicas, 
como en régimen de apoyo y colaboración con el 
Inspector de Trabajo designado. 

La segunda diferencia radica en que el PL de 
2011 incluía de forma expresa la competencia de 
los SSSL para investigar accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales. Por el contrario, 
la LOSITSS excluye de las competencias de los 
SSSL la investigación de accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales, al considerar que 
dicha investigación no debe adoptar un enfoque 
exclusivo en materia de prevención de riesgos 
laborales, sino que el inspector actuante en el 
curso de su investigación debe tomar en consi­
deración otros aspectos de la normativa social 
que hayan podido tener influencia directa o in­
directa en el accidente o enfermedad profesio­
nal, como son, entre otros, los relativos a tem­
poralidad, capacitación profesional, tiempo de 
trabajo y descansos, trabajo de menores, alta y 
cotización a la Seguridad Social. Este modo de 
proceder es el correcto y el que permite afirmar 
que los datos contenidos en los informes de in­
vestigación de la ITSS son los más precisos de 
cara a la adopción de políticas públicas de lucha 
contra la siniestralidad laboral. Por el contrario, 
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sí podrá el Subinspector de SSL colaborar con 
el Inspector de Trabajo en la investigación de la 
siniestralidad laboral, por la vía de las funciones 
de colaboración y apoyo que la LOSITSS les re­
conoce en el artículo 3, pudiendo acompañar al 
Inspector de Trabajo para ofrecerle el apoyo téc­
nico que necesite en el curso de la investigación. 
También podrán participar en las campañas 
programadas que deriven del análisis de la si­
niestralidad laboral (nueva función no contem­
plada en el PL de 2011), como acontece en las 
empresas calificadas como de alta siniestralidad 
o con riesgos emergentes calificados como poten­
cialmente peligrosos. La participación de estos 
funcionarios en este tipo de campañas resulta 
de una importancia capital, pues permitirán so­
meter a las empresas con siniestralidad decla­
rada a programas de vigilancia periódica de las 
condiciones de trabajo, extendiendo con ello las 
acciones de control sobre la totalidad de las plan­
tillas (y no solo a los trabajadores accidentados o 
enfermos), y prevenir, mediante acciones de in­
formación y sensibilización, la aparición de nue­
vas enfermedades y accidentes. Estos funciona­
rios, también podrán colaborar con el Inspector 
de Trabajo mediante comunicaciones internas 
de los hechos que hayan sido determinantes de 
accidentes de trabajo o enfermedades profesio­
nales no declaradas por las empresas que estén 
investigando, lo que podrá tener incidencia en 
las propuestas de recargo de prestaciones que 
deben efectuar los Inspectores de Trabajo, y en 
los importes de las primas de aseguramiento de 
accidentes de accidentes de trabajo y enferme­
dades profesionales por las que cotizan las em­
presas, por la vía de su incremento. 

Y la tercera diferencia se refiere al alcance 
de las funciones de inspección que se les atri­
buía a los SSSL en el PL de 2011, y las que 
finalmente les han sido reconocidas por la Ley 
23/2015. Estas funciones (competencias), re­
guladas en el artículo 14.3 de la LOSITSS, han 
sido desarrolladas por el RD 1078/2017, de 29 
de diciembre, por el que se modifica el Regla­
mento de Organización y Funcionamiento de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y 
el Reglamento general sobre procedimientos 
para la imposición de sanciones por infrac­
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ciones de Orden social y para los expedientes 
liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social. 
Las diferencias estriban en que en el PL de 
2011 las funciones de los SSSL eran las mis­
mas que las reconocidas a los Inspectores de 
Trabajo, a excepción de la competencia de vi­
gilancia y control sobre derechos de consulta y 
participación del Capítulo V de la LPRL, que 
se atribuía exclusivamente a los Inspectores, 
mientras que la LOSITSS ha concretado que 
las competencias de los SSSL alcanzarán ex­
clusivamente a la comprobación y control de 
la aplicación de la normativa de prevención de 
riesgos laborales en los aspectos que afecten 
directamente a las condiciones materiales de 
trabajo, lo que exige plantearnos la pregunta 
de ¿qué podemos entender por «aspectos de la 
normativa que afecten directamente a las con­
diciones materiales de trabajo»? 

Para poder responderla debemos estar, en 
principio, a la definición legal de lo que debe 
entenderse como «condición de trabajo». Pues 
bien, el artículo 4.7 de la Ley de Prevención 
de Riesgos Laborales, dispone que se enten­
derá como «condición de trabajo» cualquier 
característica del mismo que pueda tener una 
influencia significativa en la generación de 
riesgos para la seguridad y la salud del traba­
jador, quedando específicamente incluidas en 
esta definición: 

a) Las características generales de los lo­
cales, instalaciones, equipos, productos 
y demás útiles existentes en el centro de 
trabajo. 

b) La naturaleza de los agentes físicos, 
químicos y biológicos presentes en el 
ambiente de trabajo y sus correspon­
dientes intensidades, concentraciones o 
niveles de presencia. 

c)	 Los procedimientos para la utilización 
de los agentes citados anteriormente 
que influyan en la generación de los 
riesgos mencionados. 

d) Todas aquellas otras características del 
trabajo, incluidas las relativas a su or­
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ganización y ordenación, que influyan 
en la magnitud de los riesgos a que esté 
expuesto el trabajador. 

A la vista de esta definición legal, la 
Ley 23/2015, parece estar excluyendo de la 
competencia de los SSSL el apartado d), por 
cuanto ni la organización ni la ordenación 
del trabajo pueden considerarse como «con­
diciones materiales de trabajo», ni afectan 
directamente a esas condiciones materiales, 
aunque sí pueden influir en la magnitud de 
los riesgos. Más bien estaríamos ante aspec­
tos (características del trabajo) que deben ser 
tenidos en cuenta e integrarse en la gestión 
de la prevención de riesgos que debe realizar 
el empresario; competencia que está atribui­
da a los Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social. Aspectos como la temporalidad, la dis­
tribución de la jornada, los tiempos de des­
canso, las cargas de trabajo, el clima laboral, 
el régimen de externalización, el trabajo a 
distancia o el teletrabajo son, entre otros, as­
pectos que deben ser tenidos en cuenta por el 
empresario a la hora de evaluar los riesgos 
y planificar las medidas de prevención para 
evitarlos o reducirlos y controlarlos. Por tan­
to, a excepción de la letra d), el resto de las 
condiciones de trabajo podrán ser objeto de 
comprobación por los SSSL. Tendríamos, de 
esta forma, una primera aproximación a lo 
querido por el legislador; y es que dentro de la 
definición de condiciones de trabajo que hace 
la Ley de prevención de Riesgos Laborales los 
Inspectores resultarían competentes para su 
control integral, mientras que los SSSL sólo 
podrían actuar sobre las obligaciones de con­
tenido material no organizativo. 

La segunda cuestión que se nos plantea tras 
la lectura conjunta de la LOSITSS y la LPRL 
es poder determinar ¿qué otros aspectos de la 
normativa de PRL podrían afectar directamen­
te a las condiciones materiales de trabajo y ser 
susceptibles de fiscalización por los SSSL? 

Para dar una respuesta los más aproxi­
mada al espíritu del legislador, debe tenerse 
en cuenta que algunos de los primeros in­
térpretes del artículo 14.3 a) de la LOSITSS 
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han entendido que las competencias de los 
SSSL alcanzan exclusivamente al control de 
las condiciones materiales de trabajo. A mi 
juicio, no hay nada más lejos de la realidad, 
pues el legislador eligió una fórmula amplia 
al emplear la expresión «aspectos que afecten 
directamente a las condiciones materiales de 
trabajo», siendo que hay aspectos de la nor­
mativa de seguridad y salud en el trabajo que 
sin regular condiciones materiales de trabajo 
–características de locales, equipos, produc­
tos…– sí establecen obligaciones que inciden 
de una forma directa e inmediata sobre esas 
condiciones materiales. A ello atiende la nue­
va redacción dada al artículo 8 del ROFITSS 
por el RD 1078/2017, al señalar que los SSSL 
son competentes para actuar en las siguientes 
materias: 

a) La comprobación del cumplimiento y 
control de la aplicación de la normativa de 
prevención de riesgos laborales en los aspec­
tos que afecten directamente a las condicio­
nes materiales de trabajo, en particular, las 
siguientes: 

1.º) Las características y condiciones de 
utilización de los locales e instalaciones, así 
como las de los equipos, herramientas, pro­
ductos o substancias existentes en el centro 
de trabajo. 

2.º) La naturaleza de los agentes físicos, 
químicos y biológicos presentes en el ambien­
te de trabajo y sus correspondientes intensi­
dades, concentraciones o niveles de presencia. 

3.º) Los procedimientos para la utilización 
de los agentes citados anteriormente que in­
fluyan en la generación de riesgos para la se­
guridad o salud de los trabajadores. 

4.º) Las características y utilización de las 
medidas de protección, tanto colectiva como 
individual. 

5.º) La realización de los reconocimientos 
médicos y su adecuación a los protocolos sa­
nitarios específicos de vigilancia de la salud, 
establecidos en el artículo  37.3 c) del Regla­
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mento de los servicios de prevención, aproba­
do por el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero. 

6.º) La adaptación de los puestos de traba­
jo a las exigencias de naturaleza ergonómica. 

7.º) Aspectos relativos al cumplimiento de 
las obligaciones de formación e información 
a los trabajadores, así como de las obligacio­
nes derivadas de los planes de prevención, 
evaluaciones de riegos y planificaciones de la 
actividad preventiva, estudios y planes de se­
guridad y salud, coordinación de actividades 
empresariales, y otras cuestiones documen­
tales siempre que afecten directamente a las 
condiciones materiales de trabajo cuya com­
probación tienen encomendada. 

En definitiva, creo que el legislador ha 
considerado que la función de vigilancia y 
control de la normativa de prevención de 
riesgos laborales que corresponde a los SSSL 
debe dirigirse hacia el control de los riesgos 
laborales y de las medidas de prevención que 
inciden de una manera directa e inmediata 
sobre puestos de trabajo concretos y deter­
minados. A sensu contrario, estaría vedado 
a los SSSL la vigilancia del cumplimiento y 
aplicación efectiva de determinadas obliga­
ciones empresariales que, si bien su incum­
plimiento podría influir sobre la magnitud 
de los riesgos a que puedan verse expuestos 
los trabajadores, sin embargo, no incidirían 
de una manera directa sobre las condiciones 
de trabajo existentes en puestos concretos y 
determinados. Es decir, que de llegar a mate­
rializarse su incumplimiento no sea la causa 
directa e inmediata de un accidente de traba­
jo o de una enfermedad profesional. 

A mi parecer, la ausencia de evaluación de 
los riesgos existentes en un puesto de trabajo 
concreto y determinado, deriven éstos de los 
lugares, equipos de trabajo o de la utilización 
determinados productos o sustancias, puede 
incidir en la generación de riesgos laborales 
y, por tanto, su incumplimiento podría ser la 
causa determinante de un accidente de traba­
jo o de una enfermedad profesional (así ocurre 
con la falta de evaluación de la exposición de 
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los trabajadores a un contaminante químico, 
físico o biológico). Lo mismo ocurría cuando a 
pesar de estar identificado el riesgo no se han 
planificado medidas que los eliminen o reduz­
can y controlen, o no se han coordinado las dis­
tintas actividades empresariales, tendentes a 
evitar riesgos concretos y determinados sobre 
puestos de trabajo también concretos y deter­
minados. Y es que sería incongruente que los 
SSSL no pudiesen investigar si las empresas 
han evaluado o no sus riesgos (que afectan a 
los distintos puestos de trabajo) y si han adop­
tado o no medidas para evitarlas o reducirlas 
y controlarlas, cuando además hayan podido 
detectar en sus visitas infracciones por con­
cretos incumplimientos de carácter material, 
por lo que estimo que el desarrollo legislati­
vo aprobado por el Gobierno mediante el RD 
1078/2017, es acorde con la voluntad del legis­
lador. Así además lo ha entendido el Consejo 
de Estado en su dictamen de 14 de diciembre 
de 2017, que ha valorado positivamente el de­
sarrollo reglamentario efectuado. 

En todo caso, este desarrollo reglamen­
tario no ha pretendido establecer una línea 
conceptual divisoria de las competencias de 
Inspectores y Subinspectores, sino articular 
un nuevo procedimiento de inspección en se­
guridad y salud, que se llevará a cabo en el 
seno de los equipos especializados. Y es que el 
ROFITSS define a los equipos de inspección 
como la estructura básica de la acción inspec­
tora en cuyo seno se desarrollarán los princi­
pios de especialización funcional y de unidad 
de función y de acto, disponiendo para ello de 
Inspectores y Subinspectores especializados 
en sus distintas áreas funcionales (artículo 
56). De acuerdo con esta definición no cabría 
una parcialización o segmentación de las ins­
pecciones, según fuesen realizadas por uno u 
otro cuerpo de funcionarios, sino que el equipo 
en su conjunto y con los medios humanos de 
que disponga debe desarrollar integralmente 
la actividad inspectora ordinaria en el ámbi­
to al que se haya dirigido la inspección. Así, 
dado el carácter transversal del Cuerpo de 
Inspectores de Trabajo, corresponderá a éstos 
la dirección de los equipos y la supervisión 
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técnica de las actuaciones de los Subinspec­
tores. Pero ello no quiere decir que el trabajo 
del Inspector se circunscriba a la realización 
de funciones meramente directivas, sino todo 
lo contrario. Lo que pretende la nueva regu­
lación es ordenar la actividad inspectora y 
racionalizar la distribución del trabajo, de tal 
forma que dentro del equipo el Inspector asu­
mirá las funciones inspectoras de mayor nivel 
técnico, encomendado a los Subinspectores la 
realización de inspecciones en el ámbito de sus 
competencias, lo que propiciará que puedan 
desarrollarse inspecciones integrales en dis­
tintas áreas funcionales. Un ejemplo práctico 
de ello lo encontramos en las inspecciones del 
sector de la construcción y obra civil. En este 
sector existe una alta proliferación de centros 
de trabajo (obras de construcción) que están 
diseminados en el territorio, por lo que una 
inspección que pretendiese que los Inspecto­
res visitasen todas las obras de construcción 
(o un importante número de ellas), práctica­
mente abocaría a la saturación y consiguien­
te ralentización de las inspecciones, así como 
a la pérdida de su objetivo principal, que es 
poder verificar la política empresarial de se­
guridad y salud. Además, la estadista revela 
que las inspecciones realizadas hasta el mo­
mento en las obras de construcción se refieren 
en su gran mayoría al control de las condicio­
nes materiales existentes, y no tanto al con­
trol de las obligaciones de gestión preventiva. 
Una adecuada ordenación de la actividad de 
los equipos que se constituyan pasaría por la 
atribución al equipo de órdenes de servicio de 
empresas de este sector de actividad, para que 
por el Inspector se verifique el cumplimiento 
de las referidas obligaciones empresariales de 
gestión de la prevención, y por el Subinspector 
puedan verificarse las condiciones materiales 
de trabajo existentes en las obras de esas mis­
mas empresas. Este nuevo procedimiento de 
inspección permitiría conocer de una forma 
integrada la situación preventiva real de las 
empresas (gestión preventiva y condiciones 
materiales) en todos o en la mayoría de sus 
centros de trabajo, facilitando programar vi­
sitas a las empresas incumplidoras y evitando 
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repetirlas en las cumplidoras, lo que supone 
ganar en eficacia. 

En definitiva, lo que con la nueva regula­
ción se ha pretendido, ha sido ordenar y ra­
cionalizar la actividad de control de la ITSS 
en prevención de riesgos laborales, reservan­
do las funciones de nivel técnico superior y 
mayor alcance a los Inspectores de Trabajo, 
a la vez que ha centrado la actividad de los 
Subinspectores en el control de las condicio­
nes materiales de trabajo, sin perjuicio de que 
estos tengan también que verificar el cumpli­
miento de determinadas obligaciones instru­
mentales ligadas al control de esas condicio­
nes materiales de trabajo. Esta reorientación 
de la actividad de los Inspectores de Trabajo 
que la LOSITSS ha plasmado, ya se puso de 
manifiesto con ocasión de la elaboración del 
APL, tanto por las Comunidades Autónomas, 
con las que se alcanzó un consenso mayorita­
rio sobre esta nueva forma de trabajar de los 
Inspectores, como con los Interlocutores Socia­
les, con los que también se alcanzó un acuerdo 
sobre las competencias de uno y otro Cuerpo 
de funcionarios y las funciones que unos y 
otros debían realizar en el seno de los equipos 
y unidades especializadas. Administración e 
Interlocutores Sociales convergieron en la ne­
cesidad de ampliar el alcance de las actuacio­
nes inspectoras, sin restar espacios a los con­
troles sobre condiciones materiales de trabajo, 
lo que además resultaba factible a la vista de 
los resultados de la actividad inspectora. De 
esta forma, si tenemos en cuenta los resul­
tados de actividad de la ITSS durante el año 
201665, observaremos que el conjunto de las 
actuaciones inspectoras referidas al control de 
las condiciones materiales de trabajo se situó 
en el 41,99% del total de las actuaciones. Si a 
ello añadimos la fiscalización de las obligacio­
nes de evaluación, formación y vigilancia de 
la salud, el porcentaje se incrementa hasta el 
64,18%. Y si añadimos las relativas a evalua­
ciones de riesgos, planificación de la actividad 
preventivas y coordinación de actividades em­

65 informe anual de la iTSS de 2016. 
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presariales, el porcentaje rebasa el 70% del 
total de la actividad inspectora, lo que supone 
que con la atribución de unas y otras funcio­
nes a los dos Cuerpos, que se desarrollarán de 
forma integrada en el seno de los equipos de 
inspección, se dotaba al Sistema de ITSS de 
una gran dosis de flexibilidad y racionalidad, 
que es precisamente lo querido por el legisla­
dor66. Y es que ese casi 42% de las actuaciones 
de comprobación que se realizaron en 2016 
sobre condiciones materiales de trabajo, su­
pone, a mi juicio, una importante dispersión 
en la actividad de los Inspectores, que además 
les impide realizar comprobaciones de mayor 
alcance y contenido, por lo que con la nueva 
Escala se estaría permitiendo que los Inspec­
tores pudiesen incrementar sus actuaciones 
de control sobre la gestión empresarial de la 
prevención de riesgos laborales, la actividad 
de los servicios de prevención propios y aje­
nos, y los derechos de participación y consulta 
de los representantes de los trabajadores, lo 
que dotaría a las actuaciones de una mayor 
efectividad al alcanzar a un mayor número de 
empresas y trabajadores ocupados. 

Por razón de este desarrollo reglamen­
tario, resultaría excluido del control por los 
SSSL, además de los aspectos ya expresados, 
las siguientes obligaciones empresariales: 

–	 La política de gestión preventiva em­
presarial. 

–	 El cumplimiento de los derechos de 
consulta y participación en materia de 
PRL de trabajadores y sus represen­
tantes. 

–	 Las actividades realizadas por los Ser­
vicios de Prevención y Entidades de au­
ditoría. 

66 reza en el preámbulo de la loSiTSS que la creación de 
la nueva Escala persigue incrementar la eficacia y dar una más 
pronta respuesta a las demandas sociales en cuestiones que 
afectan a la vida y salud de los trabajadores, siendo, en defini­
tiva, una medida de racionalidad y mejora organizativa. 
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En lo que al resto de las competencias y fa­
cultades que la LOSITSS atribuye a los SSSL, 
debe destacarse que, conjuntamente con las 
funciones inspectoras directas, la Ley les re­
conoce, siguiendo su precedente legislativo67, 
las funciones de inspección de apoyo, colabo­
ración y gestión que resulten precisas para 
el ejercicio de la labor inspectora. Funciones 
que entroncarían, además, con las señaladas 
en el artículo 14.3. e), (cuantas otras funciones 
de análoga naturaleza les fuesen encomenda­
das por los responsables de la unidad, grupo 
o equipo a la que estén adscritos para el de­
sarrollo de los cometidos de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, en el marco de 
sus competencias). Entre estas funciones, que 
como se ha visto necesariamente deben llevar­
se a cabo en el seno de los equipos de inspec­
ción, podrían estar incluidas las siguientes: 

1.	 La Colaboración con el Inspector de 
Trabajo y S.S en la investigación de 
accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales. 

2.	 La emisión de informes técnicos sobre 
procedimientos, materiales o métodos 
de trabajo empleados por las empresas. 

3.	 El análisis de la información, y la co­
laboración y gestión de campañas de 
prevención de riesgos laborales, tanto 
de alcance intensivo como extensivo. 

Además de estas funciones, la LOSITSS 
atribuye a los SSSL la facultad de efectuar 
comunicaciones internas dirigidas a los Ins­
pectores de Trabajo en supuestos de trabajo 
no declarado o falsamente declarado, y como 
se ha visto, también podrán informar al Ins­
pector sobre la siniestralidad no declarada 
o infradeclarada por las empresas que estén 
investigando y sobre el posible incremento o 
reducción de las primas de aseguramiento por 
AT y EP de las empresas sometidas a su fisca­
lización. Alguna de estas facultades, como la 

67 El artículo 2.2 de la ley 42/1997, reconocía como fun­
ción propia de los Subinspectores de Empleo y Seguridad Social 
las funciones de inspección de apoyo, colaboración y gestión. 
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relativa a trabajo no declarado, ya estaba re­
cogida en el PL de 2011, pues tal y como se ha 
referido, el contexto económico del año 2011 
y siguientes (prácticamente hasta mediados 
de 2014) determinaron que los Gobiernos de 
turno tuviesen que adoptar medidas para 
luchar contra el trabajo no declarado, siendo 
precisamente ésta una de esas medidas. Por 
tanto, sin olvidar que (i) los SSSL carecen de 
competencias en materia de Seguridad Social, 
y que (ii) no podrán solicitar al empresario do­
cumentación justificativa del cumplimiento de 
las obligaciones en materia de inscripción de 
empresas, altas, bajas y variaciones de datos, 
no obstante, la Ley ha querido que puedan 
participar, siquiera de forma indirecta, en el 
control de estas situaciones. En la medida en 
que entre las facultades que se asignan a los 
SSSL se encuentra la de requerir información 
e identificar a los trabajadores y a cualquier 
persona que se encuentre en el centro de tra­
bajo sometido a inspección, debería ampliar­
se también a este colectivo de funcionarios la 
obligación de efectuar controles de empleo en 
todas las visitas de inspección, a que se refiere 
la Instrucción 2/2012, de la Dirección General 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad So­
cial, lo que les habilitaría para acceder a los 
sistemas de información laboral de la Admi­
nistración de Seguridad Social y poder cote­
jar de esta forma la situación de alta de los 
trabajadores. Los informes plasmados en las 
comunicaciones internas efectuados por los 
SSSL tendrán presunción legal de certeza, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.7 
del Reglamento general sobre procedimientos 
para la imposición de sanciones por infraccio­
nes de Orden social y para los expedientes li­
quidatorios de cuotas de la Seguridad Social, 
en su redacción dada por el RD 1078/2017 (la 
LOSITSS reconoce presunción legal de certe­
za a los hechos consignados en todos los infor­
mes emitidos por la ITSS68), alineándose esta 

68 artículo 23. Presunción de certeza de las comprobacio­
nes inspectoras. 

–	 los hechos constatados por los funcionarios de la ins­
pección de Trabajo y Seguridad Social que se formalicen 
en las actas de infracción y de liquidación, observando 
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medida con la prevista ampliación del colecti­
vo de funcionarios que pueden colaborar con 
la ITSS en el control de la denominada eco­
nomía sumergida, de acuerdo con el artículo 
16.8 LOSITSS. 

Finalmente, en lo que atañe a la función de 
composición de conflictos en el ámbito de la se­
guridad y salud en el trabajo, creo que los SSSL 
carecen de tales competencias por dos motivos, 
el primero estaría ligado al hecho de que sus 
competencias se encuentran limitadas a las 
materias que la Ley señala y el Reglamento 
desarrolla, y que como hemos visto no se pres­
tan a la transacción y al acuerdo, y en segundo 
lugar porque éstos, a diferencia de los Inspecto­
res, carecen de autonomía técnica y funcional, 
lo que significa que sus decisiones tienen que 
someterse al control y supervisión técnica del 
Inspector jefe del equipo en el que se integren. 

4.	 A MODO DE CONCLUSIONES 
Y PROPUESTAS 

La política nacional de seguridad y salud 
en el trabajo cuenta con la Inspección de Tra­
bajo y Seguridad Social como un servicio pú­
blico que debe garantizar, mediante acciones 
de vigilancia, control y exigencia de respon­
sabilidades, el cumplimiento por las empre­
sas de la normativa de prevención de riesgos 
laborales. Esta función esencial de la ITSS, 
debe conjugarse con otras funciones no menos 
importantes como es la promoción de la segu­
ridad y salud, a través de acciones de sensi­
bilización e información que eviten la produc­
ción de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales. Ambas funciones deben desa­

los requisitos legales pertinentes, tendrán presunción 
de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa 
de los respectivos derechos o intereses pueden aportar 
los interesados. 

–	 El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos 
reseñados en informes emitidos por la inspección de 
Trabajo y Seguridad Social como consecuencia de com­
probaciones efectuadas por la misma, sin perjuicio de 
su contradicción por los interesados en la forma que 
determinen las normas procedimentales aplicables. 
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rrollarse de forma equilibrada, atendiendo las 
primeras a una actividad esencialmente roga­
da y la segunda a una planificación previa, lo 
que supone que, de acuerdo con los resultados 
de actividad expuestos, la mayoría de las ac­
tuaciones inspectoras finalizan sin mediar 
propuestas de sanción a las empresas. Estos 
resultados pondrían de manifiesto que tras 
la actividad inspectora la mayoría de las em­
presas han modificado su comportamiento en 
materia de prevención de riesgos laborales, lo 
que exigiría que por la ITSS se analizase la in­
cidencia real que su actividad de control tiene 
en la disminución de la siniestralidad laboral. 

Los datos también revelan que, ante la 
insuficiencia de denuncias en materia de pre­
vención de riesgos laborales, la actividad de la 
ITSS lejos de decrecer se ha mantenido como 
consecuencia de la mejora en los procesos de 
planificación y programación, siguiendo para 
ello las directrices y orientaciones de las Insti­
tuciones europeas y las Estrategias españolas 
de Seguridad y Salud en el Trabajo. De tal for­
ma que los procesos de planificación y progra­
mación en el área de seguridad y salud, y su 
integración en el conjunto de la actividad ins­
pectora, constituyen el presupuesto necesario 
para garantizar la eficacia de las inspecciones 
y su incidencia real en las condiciones de tra­
bajo. Para ello, la ITSS debe poder seguir des­
plegando su capacidad reactiva, por lo que la 
normativa sobre Infracciones y Sanciones en 
el Orden Social debe adecuarse de una forma 
constante a la aparición de los nuevos mode­
los de organización del trabajo y de los nuevos 
riesgos con potencial para dañar la salud de 
los trabajadores, estableciendo un reproche 
sancionador adecuado, proporcional y efectivo, 
en los términos expresados. Esta capacidad re­
activa de la ITSS, que como hemos visto debe 
desarrollarse de forma equilibrada con la de 
promoción de la seguridad y salud, no excluye 
la función de composición de conflictos que la 
Ley reconoce a la Inspección, si bien ésta es­
taría muy mermada en materia de seguridad 
y salud por la naturaleza de la materia sobre 
la que se proyecta, en su mayoría ajena a la 
transacción y al pacto. 
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Por otra parte, son muchas las lagunas e 
insuficiencias normativas que inciden en la 
actividad de la ITSS y que deberían ser abor­
dadas por la legislación. Entre otras, podría­
mos citar la escasa atención del legislador a 
la seguridad y salud de los trabajadores autó­
nomos, la inadecuada calificación de los acci­
dentes de trabajo y las enfermedades profesio­
nales en atención a criterios exclusivamente 
médicos, la escasa efectividad de los procedi­
mientos de imposición de medidas de preven­
ción de riesgos laborales en el ámbito de las 
Administraciones Públicas, o la exigencia de 
responsabilidades en los grupos de empresas. 
También son muchos los aspectos críticos que 
pueden imputarse a la actividad de la ITSS 
en el área de prevención de riesgos laborales, 
unos derivados de su funcionamiento interno 
y de los sistemas de rendimiento, y otros de 
las insuficiencias de su marco normativo, pero 
al menos, en lo que a este último se refiere, la 
nueva ordenación legal del Sistema de ITSS, 
ha pretendido racionalizar y mejorar su orga­
nización y la especialización en el ejercicio de 
las competencias de vigilancia, control y asis­
tencia técnica, de tal forma que las funciones 
de nivel técnico superior sean realizadas ex­
clusivamente por los Inspectores de Trabajo y 
Seguridad Social, lo que permitirá que las ac­
tuaciones inspectoras ganen en profundidad y 
extensión. Por otra parte, la Ley no ha querido 
acotar el ejercicio de las competencias de los 
nuevos SSSL al control exclusivo de las condi­
ciones materiales de trabajo, sino que ha uti­
lizado una fórmula amplia en la que tendrían 
cabida otros aspectos normativos, cuya deter­
minación debe hacerse a la luz de los princi­
pios ordenadores que inspiran la LOSITSS, 
especialmente de los principios de eficacia y 
calidad en la prestación del servicio público, y 
organización y desarrollo de la actividad con­
forme a los principios de trabajo programado 
y en equipo, lo que con acierto ha resuelto el 
RD 1078/2017, al incluir como competencias 
instrumentales de los SSSL el control de los 
aspectos relativos al cumplimiento de las obli­
gaciones de formación e información, planes 
de prevención, evaluaciones de riesgos, planes 
de seguridad y salud y coordinación de acti­
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vidades empresariales, siempre que afecten 
directamente a las condiciones materiales de 
trabajo cuya comprobación tienen encomen­
dada. 

En consonancia con la nueva regulación 
legal del Sistema de ITSS, podría afirmar­
se que las competencias reconocidas por la 
LOSITSS a uno y otro Cuerpo de funciona­
rios, son en realidad competencias del orga­
nismo ITSS, por lo que debe ser en el seno 
de los equipos de inspección donde puedan 
desarrollarse la totalidad de los cometidos 
que la Ley atribuye a Inspectores y Subins­
pectores. Además, a diferencia de la regu­
lación anterior, la LOSITSS distingue en­
tre las funciones de inspección de los SSSL 
(de vigilancia y control y de información y 
asistencia técnica, de nuevo reconocimien­
to) y las de apoyo, colaboración y gestión 
con los Inspectores de Trabajo, lo que dota 
a los equipos de inspección que se consti­
tuyan de una gran flexibilidad a la hora de 
organizar el trabajo, evitando de esta for­
ma la parcialización y segmentación de los 
asuntos, lo que también debería favorecer 
la programación de actuaciones integrales, 
especialmente en las grandes y medianas 
empresas, incluidas sus cadenas de valor. 

El despliegue territorial de esta nueva Es­
cala además debería servir para sentar las ba­
ses del trabajo programado, en equipo y bajo 
criterios comunes de actuación, lo que exigi­
rá la instauración de nuevos procedimientos 
operativos de inspección, basados en guías y 
listas de comprobación que unifiquen las ac­
tuaciones, a la par que propician inspecciones 
de mayor calidad y rigor técnico. 

En un contexto de incremento de la sinies­
tralidad laboral, la garantía de los derechos 
fundamentales a la vida y a la integridad físi­
ca y personal se erigen en uno de los objetivos 
prioritarios a que deben dirigirse los progra­
mas y las campañas de la Inspección de Tra­
bajo y Seguridad Social, y ello debe hacerse 
atendiendo a criterios de eficacia, con indica­
dores de actividad y resultados, y primando la 
subsanación por las empresas de los incumpli­
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mientos detectados sobre cualquier otro tipo 
de actuación. La Inspección de Trabajo y Se­
guridad Social, las Administraciones Públicas 
competentes y los Interlocutores Sociales, son 
los instrumentos con los que cuenta nuestro 
Estado social y democrático de Derecho para 
garantizar la primacía de la Ley y la dignidad 
de nuestro mercado de trabajo. 

BIBLIOGRAFÍA 

Las infracciones laborales y la Inspección de Traba­
jo. Fernando Pérez-Espinosa Sánchez. Edito­
rial Montecorvo. 1977. 

Las Sanciones administrativas en el Orden Social. Án­
gel Blasco Pellicer. Tirant Monografías. 1998. 

La Inspección de Trabajo y el Control de la Aplica­
ción de la Norma Laboral. Eduardo gonzález 

biedma. Aranzadi. 1999. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Doc­
trina y Jurisprudencia. María Amparo García 

Rubio. Tirant lo Blanch 1999. 

Fundamentos de la Inspección de Trabajo y Seguri­
dad Social. Javier Minondo Sanz. Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales. Colección Informes 
y Estudios. Año 2000. 

Actas, Informes y requerimientos de la Inspección 
de Trabajo. Juan Miguel Díaz Rodríguez. Edi­
torial Lex Nova. 2004. 

AA. VV.: «Publicación Conmemorativa del Primer 
Centenario de la Inspección de Trabajo y Segu­
ridad Social». Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales. 2006. 

Garantizando la gobernanza: Los sistemas de ins­
pección de trabajo en el Mundo. Tendencias y 
retos. Un enfoque Comparado. María Luz Vega 

Ruíz. Publicaciones OIT 2013. 

La Inspección de Trabajo: Regulación española 
y perspectiva internacional. Aranzadi 2016. 
AA. VV. Director: Joaquín García Murcia. 



JoSÉ iGnaCio SaCriSTÁn EnCiSo 

431 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

   
 
 

 
 
 

   
 
 
 
 
 

  
  

 
 

  
 
 
 

  
 

 
 
 

 
  

 
 
 

 
 

 
 

 
 
 
 

 

   
 
 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

RESUMEN	 La Constitución Española de 1978 atribuye a los poderes públicos del Estado la función 
de velar por la prevención de riesgos laborales, mediante la elaboración y ejecución de 
una política nacional de seguridad y salud en el trabajo. Esta política nacional deberá 
contemplar programas que marquen objetivos, prioridades y medios que permitan me­
jorar las condiciones de trabajo en España, y estar participada por los Agentes Sociales, 
como representantes de las empresas y los trabajadores. Uno de los instrumentos más 
importantes con que cuentan los poderes públicos para ejecutar la política nacional de 
seguridad y salud en el trabajo es la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social española es un servicio público al que la 
normativa le atribuye funciones de vigilancia, control y exigencia de responsabilidades en 
materia de prevención de riesgos laborales, así como de información, asistencia técnica y 
composición de conflictos también en esta materia. Estas funciones las realiza actuando 
sus dos vertientes tradicionales: la represiva o disuasoria, que normalmente se pondrá 
en marcha como consecuencia de una denuncia pública ante un incumplimiento de la 
normativa, y la proactiva o preventiva que se iniciará como consecuencia de la actividad 
planificada. Ambas formas de actuación deben estar dirigidas a conseguir la mejora de las 
condiciones de trabajo y a prevenir la siniestralidad laboral en las empresas, y deberán 
poder realizarse de una forma equilibrada. 

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social española desarrolla sus funciones en ma­
teria de prevención de riesgos laborales de acuerdo con las directrices y orientaciones 
emanadas de los órganos de la Unión Europea y de las Autoridades Nacionales. Dichas 
directrices y orientaciones vienen estableciendo la necesidad de que las inspecciones de 
Trabajo se orienten hacia la búsqueda de soluciones concretas, dando prioridad a la ac­
tividad planificada centrada en riesgos específicos. También quieren estas autoridades, 
que las inspecciones desplieguen no solo las funciones coercitivas sino también las de 
asesoramiento y apoyo, lo que dependerá, en buena medida, de la experiencia y forma­
ción del Inspector. Los Inspectores de Trabajo deben poder ser vistos por las empresas 
y trabajadores como factores que facilitan el cumplimiento de la legislación y no como 
obstáculos a la actividad empresarial. Estas orientaciones, tanto las provenientes de las 
autoridades comunitarias como de las nacionales, se incorporan al Plan Anual de Actua­
ciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social de España, favoreciendo con ello el 
funcionamiento cohesionado del Sistema español de Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, y su aproximación al resto de los Sistemas europeos de Inspección de Trabajo. 
Este Plan de Actuaciones inspectoras agrupa los distintos programas y campañas, de 
alcance general y territorial, siendo los primeros los que exigen una actuación homogé­
nea de la Inspección de Trabajo en todo el Estado o en el ámbito de la Unión Europea, y 
los segundos los que atienden a problemáticas específicas de ámbito territorial o local. 
Además, el Plan Anual contempla la realización de inspecciones en otras materias dis­
tintas a la prevención de riesgos laborales, como ocurre con las actuaciones de relaciones 
laborales, empleo irregular, trabajo de extranjeros y Seguridad Social, lo que dota a las 
comprobaciones de un mayor alcance y eficacia. De esta forma, el Plan Anual de Actua­
ciones se configura como un instrumento que además de ordenar y guiar la actuación 
inspectora en todas sus materias, cumpliría con una función informativa y de promoción 
dirigida a empresas y trabajadores, que además debería ampliarse al conjunto de la 
sociedad mediante la publicación de sus principales directrices en el Boletín Oficial de 
Estado. 

La actividad de la Inspección en la última década revela que, a pesar de la disminución 
en el número de denuncias registradas en materia de prevención de riesgos laborales, sin 
embargo, el número de inspecciones se han mantenido e incrementado como consecuencia 
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de la mejora de los procesos de planificación, lo que ha reforzado su función preventi­
va. La información estadística de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social española 
revela que un alto porcentaje de la actividad que realiza en materia de prevención de 
riesgos laborales tiene su origen en una previa planificación (algo más de un 70 por 100 
de la actividad realizada en 2016 tuvo un origen planificado), y que además la misma se 
somete a un continuo proceso de evaluación y adaptación, lo que favorece la eficacia de 
las inspecciones y su adaptación a las demandas sociales. También se observa en las esta­
dísticas, que los Inspectores de Trabajo han sabido conjugar de una forma equilibrada las 
actuaciones coercitivas con las de asesoramiento e información, primando numéricamen­
te las segundas sobre las primeras, lo que podría revelar un alto grado de cumplimiento 
empresarial tras las inspecciones realizadas. No obstante, para poder valorar el grado de 
eficacia de las inspecciones, además resultaría necesario que por las autoridades naciona­
les de la Inspección de Trabajo española se pudiese analizar la incidencia que han tenido 
las inspecciones en la disminución de la siniestralidad en las empresas inspeccionadas, 
no existiendo, por el momento, estudios al respecto. 

Por otra parte, la nueva ordenación legal de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
española ha venido a renovar tanto la organización como la especialización funcional de 
la Inspección de Trabajo en materia de prevención de riesgos laborales. La Ley 23/2015, 
de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social ha 
previsto la incorporación de nuevos funcionarios subinspectores especializados en segu­
ridad y salud laboral, a los que se les exige estar en posesión de formación universitaria 
de grado en distintas ramas técnicas como la ingeniería, la arquitectura y las ciencias 
de la salud, lo que ha reforzado tanto las funciones de vigilancia y control como las de 
información y asistencia técnica a empresas y trabajadores. La actividad a realizar por 
estos nuevos funcionarios estará dirigida preferentemente a verificar el cumplimiento 
de la normativa de seguridad y salud referida a condiciones materiales de trabajo, es­
pecialmente las relativas a lugares de trabajo, equipo, productos, presencia en el medio 
ambiente de trabajo de agentes físicos, químicos y biológicos y procedimientos para su 
utilización, pudiendo también colaborar con los Inspectores de Trabajo en la investiga­
ción de la siniestralidad laboral. Su trabajo deberá estar planificado, correspondiendo su 
supervisión al Inspector de Trabajo, que deberá integrarlo con la actividad inspectora 
realizada en otras materias. La nueva organización permitirá contar con especialistas 
en distintas materias que estarán integrados en unidades de alta especialización, y en 
equipos de trabajo en los que primará la planificación y el trabajo programado. De esta 
forma, aunando la mejora de los procesos de planificación y programación de las inspec­
ciones de Trabajo con la nueva organización y especialización funcional de inspectores y 
subinspectores, la Inspección de Trabajo y Seguridad española se configura como uno de 
los instrumentos esenciales para garantizar la eficacia de las políticas nacionales y euro­
peas dirigidas a reducir los actuales índices de siniestralidad laboral. 

Palabras clave: Inspección de Trabajo; planes y programas de inspección; función ins­
pectora; vigilancia y control; información y asistencia técnica; composición de conflictos; 
especialización funcional; trabajo programado y en equipo. 
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The Spanish 1978 Constitution attributes Public powers of the State the function of 
overseeing the Occupational Health and Safety, by the means of elaborating and carrying 
out a national policy on Occupational Health and Safety. This national policy ought to 
include programmes that set targets, priorities and means that allow the improvement 
of working conditions in Spain, and must be participated by the Social Partners, as 
mandatories of enterprises and workers. One of the most important instruments available 
to Public powers for executing this national policy on Occupational Health and Safety is 
the Labour and Social Security Inspectorate. 

The Spanish Labour and Social Security Inspectorate is a public service to whom the 
legal framework attributes the: monitoring, control, enforcement and demand of the 
responsibilities in the scope of Occupational Heath and Safety, and the information, 
technical assistance and settlements of disputes in this area. These functions are carried 
out acting on its two traditional sides: repressive or deterrent one – that commonly starts 
out as consequence of a public complaint after a breach in the legal framework, and the 
proactive or preventive that starts out as a consequence of the programmed activity–. 
Both ways of acting must be oriented to the improvement of working conditions and 
prevention of work related accidents in working sites, and should be carried out in a 
balanced manner. 

The Spanish Labour and Social Security Inspectorate carries out its functions in the 
Occupational Health and Safety field in agreement with the guidelines and orientations 
from the European Union and the National competent Authorities. These guidelines 
and orientations establishes the need that Labour Inspectorates are oriented towards 
the search of specific solutions, prioritising the programmed planned activity focused 
on specific risks. These authorities also want that Inspectorates deploy not only their 
coercitive functions but also the ones of consultancy and support, which would depend on 
a great amount on the experience and training of the labour inspector. Labour inspectors 
should be considered, by both employers and employees, as key elements that facilitate 
the compliance with the law and not as obstacles to enterprises commercial activity. 
These orientations, as much as coming from the European or National Authorities, are 
put into the Yearly Action Plan of the Labour and Social Security Inspectorate of Spain, 
leading to a cohesive work of the Spanish Labour and Social Security Inspectorate system 
and to a closeness to the rest of the European Labour Inspection Systems. The Yearly 
Action Plan of inspections sums up all the different programmes and campaigns, with a 
general and territorial scope, being the firsts ones those who demand an homogeneous 
action of the Labour Inspectorate within the whole territory of the Kingdom of Spain 
or at European Union level and the second ones those devoted to specific issues of their 
own local territory. Furthermore the Yearly Action Plan includes inspections in other 
different matters apart from Occupational Health and Safety, such as: labour relations, 
undeclared work, foreigners work and Social Security, that lead inspection activities to a 
bigger scope and efficacy. As a result, the Yearly Action Plan is set out as an instrument 
that in addition to order and guide the inspection activity in all of its areas of competence, 
has an informative and promotion function addressed to enterprises and employees, that 
furthermore should be enlarged to the whole of the society by the publication of its main 
directives in the Official Gazette (BOE). 

In the last decade inspection activity, shows that despite of the diminishing of the 
number of complaints in the Occupational Health and Safety Area, the number of 
inspection activities have been kept or increased as a consequence of the improving of 
the planification processes, which have reinforced its preventive function. Statistical 
information of the Labour and Social Security Inspectorate of Spain shows that a great 
percentage of the activity carried out in the Occupational Health and Safety area has its 
origin in a previous plannification (more than 70% of its 2016 activity has a plannified 
origin), and that its activity is under a continuous process of evaluation and adaptation, 
which means the efficacy of its inspections and its adaptation to the social needs. From 
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the statistics can be also observed that, Labour Inspectors have mixed up in a balanced 
way coercitive activities with those of counselling and information, being statistically 
bigger these last ones, which could show a great deal of employers compliance after the 
inspection activities. Nevertheless, in order to value the degree of efficacy of the inspection 
activities it would be necessary that National authorities of the Spanish Labour and 
Social Security Inspectorate could annalise the effect that the inspection activities has 
had in the diminishing of work related accidents in the enterprises inspected, not having 
at this moment studies on these issue. 

On the other hand, the new legal framework of the Labour and Social Security Inspectorate 
of Spain, has renewed both, the organization and the functional specialization of the Labour 
and Social Security of Spain in the Occupational Health and Safety Area. The 23/2015, 
21st July, Act on the Ordering of the System of Labour and Social Security Inspectorate 
has foreseen the addition of new civil servants, subinspectors specialised on Occupational 
Health and Safety, that must be in possession of a university degree in different technical 
areas of knowledge such as: engineering, architecture and health sciences, which has 
reinforced both the functions of monitoring and control and information and technical 
assistance to employers and employees. The activity to be carried out by this new civil 
servants will be preferably oriented to verify the compliance with the Occupational 
health and Safety legal framework of working conditions, specially those devoted to 
work places, working sites, equipments, products, presence in the working environment 
of physical, chemical, and biologic agents, and procedures for its utilisation, being also 
able to cooperate with Labour Inspectors in the investigation of work related accidents. 
Their activity must be planified, being supervised by the Labour Inspector, that should 
integrate with the inspective activity carried out in other areas. The new organisation 
will enable to count whit specialists in different areas that will be integrated in high 
specialised units, and working teams in which plannification and programmed work will 
prevail. Thus, summing up the upgrading of planning processes and the programming of 
the labour inspection activities with the new organisation and functional specialisation 
of inspectors and subinspectors, the Spanish Labour and Social Security Inspectorate 
is configured as one of the essential instruments of the Public Powers to guarantee the 
efficacy of the European and National Policies with a view to diminishing the current 
rates of work related accidents. 

Keywords: Labour Inspection; inspection plans and programmes; inspection function; 
monitoring, control and enforcement; information and technical assistance; settlement of 
disputes; functional specialisation; programmed and team work. 
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La responsabilidad Criminal responsibility on 
penal en materia health and safety at work 

de seguridad y salud 
en el trabajo 

1. INTRODUCCIÓN 

La protección de la vida y salud de los 
trabajadores se hace desde la óptica 
preventiva, se trata de evitar que se 

generen riesgos, no de repararlos. Sin embar­
go, la realidad evidencia que los riesgos se ac­
tualizan y producen daños que afectan a los 
trabajadores debido a varios factores, como 
por ejemplo, la existencia de riesgos en deter­
minadas actividades que no se pueden elimi­
nar, o el intento de ahorro de costes por parte 
de las empresas mediante el incumplimiento 
de las normas preventivas. 

Cuando el riesgo se actualiza, el ordena­
miento debe poder responder a la demanda 
de los afectados de cara a su reparación o re­
sarcimiento. En materia de seguridad y salud 
se contempla todo un sistema de mecanismos 
que permiten exigir la responsabilidad por los 
daños causados, que se caracteriza por la con­
fluencia de varias posibilidades que se ofrecen 
a los afectados. Debe advertirse que estos me­
canismos de exigencia de responsabilidad que 
actúan ex post a la actualización del riesgo, 
también llevan implícita una vocación pre­
ventiva, en la medida en que los obligados a 

* Doctor en Derecho. Profesor Contratado Doctor (acre­
ditado a Profesor Titular) Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. Universidad Complutense Madrid. 
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cumplir la normativa de seguridad y salud en 
el trabajo son conocedores de que se desplega­
rá sobre ellos todo un elenco de instrumentos 
encaminados a depurar sus responsabilidades 
ante los daños causados; convirtiéndose en 
instrumentos desincentivadores de conductas 
infractoras. 

Uno de esos mecanismos de depuración y 
exigencia de responsabilidades en materia de 
seguridad y salud en el trabajo se encuentra 
establecido en el ordenamiento penal, al que 
hace referencia la propia LPRL cuando, al 
hablar en el artículo 42 de la responsabilidad 
administrativa, menciona expresamente que 
el incumplimiento de la normativa preventiva 
puede generar una responsabilidad de natu­
raleza penal. 

La responsabilidad penal responde al prin­
cipio de intervención mínima y de prioridad 
aplicativa en relación a la responsabilidad 
administrativa. Aunque la confrontación de 
ambos principios parece exponernos a una con­
tradicción, una correcta exposición del princi­
pio de intervención mínima debe desterrar la 
idea de quedar circunscrito a su aplicación, 
no pudiendo identificarse con el postulado de 
que debe aplicarse como último remedio ante 
la existencia de otros mecanismos de respon­
sabilidad; centrándose, en consecuencia, en la 
órbita de la configuración de los tipos penales, 
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suponiendo dicho principio que la actuación del 
legislador penal debe desarrollarse sobre las 
conductas más graves, sujetándose la acción le­
gislativa a una mínima intervención, pero no la 
de los órganos judiciales. Debe recordarse aquí 
el posicionamiento de nuestro Tribunal Supre­
mo cuando nos recuerda que «reducir la inter­
vención del derecho penal, como última ‘ratio’, 
al mínimo indispensable para el control social, 
es un postulado razonable de política criminal 
que debe ser tenido en cuenta primordialmente 
por el legislador, pero que en la praxis judicial, 
aun pudiendo servir de orientación, tropieza 
sin remedio con las exigencias del principio de 
legalidad por cuanto no es al juez sino al le­
gislador a quien incumbe decidir, mediante la 
fijación de los tipos y las penas, cuáles deben 
ser los límites de la intervención del derecho 
penal»1. 

Esta concepción del principio de interven­
ción mínima encaja con la preferencia de la 
responsabilidad penal sobre la administrati­
va cuando se establece que si las infracciones 
puedan subsumirse en algún tipo penal se 
dará traslado a los órganos de la jurisdicción 
penal o al Ministerio Fiscal y se suspenderá 
el procedimiento administrativo hasta que no 
haya resolución judicial o el Ministerio Fiscal 
comunique que no es procedente continuar 
con el procedimiento (art. 3.2 TRLISOS). 

La posible responsabilidad penal asociada 
a la infracción de normas de seguridad y salud 
laboral se ha venido articulando a través de 
los delitos genéricos de homicidio y lesiones 
y del delito especial de omisión de medidas 
de seguridad e higiene. No obstante, hay una 
tercera vía de imputación penal a través de 
determinados delitos de riesgos catastróficos. 

2.	 DELITO CONTRA LA SEGURIDAD Y 
SALUD LABORAL 

Dentro del Título XV del Libro II, dedicado 
a los delitos contra los derechos de los traba-

Por todas, SSTS (Sala Penal) de 19 y 30 de enero de 2002 
(rJ 2002, 1315 y 3065). 
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jadores, los artículos 316 y 317 del Código Pe­
nal (en adelante CP) tipifican como conducta 
punible, mediando dolo o imprudencia, la de 
quien con infracción de las normas de preven­
ción de riesgos laborales y estando obligados 
legalmente a ello, no facilita los medios nece­
sarios para que los trabajadores desempeñen 
su actividad con las medidas de seguridad e 
higiene adecuadas, de forma que pongan así 
en peligro grave su vida, salud o integridad 
física. 

2.1. Bien jurídico protegido 

Una primera cuestión interesante que 
debe abordarse en relación a este delito se 
centra en determinar el bien jurídico protegi­
do en los artículos 316 y 317 del CP. No es­
tamos ante una mera disquisición dogmática 
sino que su averiguación tiene una importan­
te trascendencia práctica, en cuestiones como 
los efectos del consentimiento del trabajador 
en la apreciación del ilícito penal. 

En cuanto a la concreción material del 
bien jurídico que resulta protegido es impor­
tante destacar que en la doctrina se alzan va­
rias posibles opciones interpretativas. De un 
lado, se ha afirmado que el bien que se tra­
ta de proteger es la seguridad e higiene en el 
trabajo2, partiendo de concebir ésta como «la 
ausencia de riesgo para la vida y la salud del 
trabajador dimanantes de las condiciones ma­
teriales de prestación del trabajo»3, de suerte 
que para esta opción interpretativa el tipo pe­
nal contenido en el artículo 316 CP no viene a 
exigir al empresario que controle su actividad 
para que no se produzca ninguna lesión a la 
vida o integridad de los trabajadores sino que 
vigile el cumplimiento de las medidas de segu­
ridad que conlleven la facilitación de medios 
preventivos4. Se considera que las referencias 

2 arroyo zapatero, l. (1981): pp. 115-116; Morillas Cueva, 
l. (2005): p. 27; ortubay Fuentes, M. (2000): p. 207; Bartomeus 

Plana, D. (1998): p. 238.; hortal ibarra, J.C. (2005b): p. 56-57. 
3 arroyo zapatero, l. (1981): p. 115-116. 
4 En este sentido, Escajeado San Epifanio (2000): p. 838. 

1 
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contenidas en dicho precepto penal a la vida y 
salud de los trabajadores sólo tiene una fun­
cionalidad instrumental en tanto que aquéllas 
están destinadas a establecer el perfil y el gra­
do de intensidad requerida en la conducta que 
se enjuicia para que el bien jurídico resulte 
protegido desde la óptica penal, permitiendo 
su diferenciación con la protección otorgada 
desde la esfera administrativa5. 

Otra opción interpretativa identifica el bien 
jurídico protegido no en la seguridad sino en la 
vida y salud de los trabajadores. Se afirma que 
la conducta que se tipifica es la creación de un 
peligro en la vida o salud de los trabajadores 
debido a la lesión de una situación instrumen­
tal que se identifica con la omisión de medidas 
de seguridad, de suerte que la omisión de éstas 
redunda en las condiciones de seguridad, resul­
tando punible solo cuando de forma objetiva re­
sulta afectada la vida y la salud de los trabaja­
dores, descartándose el tipo penal si la omisión 
de medidas de seguridad no genera un peligro 
para éstas, lo que viene revelar que el bien ju­
rídico protegido no es la seguridad en el trabajo 
sino la vida y salud de los trabajadores6. 

Una tercera opción interpretativa es la 
que apunta a la presencia de un bien jurídico 
doble en el artículo 316 CP, afirmándose que 
se protege penalmente la vida y salud de los 
trabajadores y sus derechos, entre los que se 
encontraría el derecho a la seguridad y sa­
lud en el trabajo, afirmándose que el primero 
constituiría un bien mediato y el segundo un 
bien inmediato a proteger7. 

Aunque algún pronunciamiento judicial 
ha venido a expresar que la «protección penal, 
diseñada en los artículos 316 y 317 del CP se 
extiende a la vida y salud de la totalidad de 
los trabajadores que desempeñan su actividad 
en un marco estructural y prestacional gene­

5 Morillas Cueva (2005): pp. 27; ortubay Fuentes, M. 
(2000): p. 207. 

6 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 49; ramírez Barbosa, 
P.a. (2007): pp. 74-76. 

7 Barbancho Tovillas, F, rivas Vallejo, P. y Purcalla Boni­
lla, M.a. (1999): p. 27. 
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rador de riesgos específicos para estos bienes 
jurídicos»8, la jurisprudencia del Tribunal Su­
premo viene sosteniendo, en sentido contrario, 
que «se trata de un tipo penal de estructura 
omisiva o más propiamente de infracción de 
un deber que protege la seguridad en el traba­
jo entendido como la ausencia de riesgos para 
la vida y la salud del trabajador dimanante de 
las condiciones materiales de la prestación del 
trabajo, bien jurídico autónomo»9. 

No obstante, desde una lectura no for­
malista de los artículos 316 y 317 CP, parece 
evidente que la seguridad en el trabajo no es 
el bien jurídico protegido por cuanto la afecta­
ción a la misma, mediante la omisión de nor­
mas de prevención, por sí solo no convierte en 
punible penalmente una conducta, siendo ne­
cesario que se acredite la puesta en peligro de 
la vida y salud de los trabajadores, de suerte 
que, siendo necesaria la generación de un peli­
gro, parece evidente que el bien jurídico que se 
protege es la vida y salud. No parece que pue­
da acogerse, tampoco, la interpretación de la 
existencia de un doble bien jurídico a proteger, 
porque en el tipo delictivo, tal y como está con­
figurado, la seguridad en el trabajo no es de­
terminante por sí sola, adquiriendo relevancia 
penal cuando se refiere a la vida y la salud de 
los trabajadores que es puesta en peligro10. 

Una segunda cuestión problemática que 
se suscita en torno al bien jurídico la encon­
tramos en la determinación de su dimensión 
individual o colectiva. La duda que se susci­
ta es si en los artículos 316 y 317 CP se está 
protegiendo la vida y salud de los trabaja­
dores individualmente o en su condición de 
colectivo. Aunque se ha sostenido que la pro­
tección penal alcanza a la dimensión indi­
vidual, al trabajador individualmente consi­
derado, al afirmarse que se está «ante bienes 
de carácter personal en los que la persona 

8 SaP Guipúzcoa (Sec. 1ª) de 3 de junio de 2005 (JUr 
2005, 209722). 

9 STS (Sala Penal) de 29 de julio de 2002 (rJ 2002, 8826). 
En términos similares, STS (Sala Penal) de 26 de julio de 2000 
(rJ 2000, 7920). 

10 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 49. 
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es a la vez titular del bien jurídico y obje­
to material del delito»11, el posicionamien­
to mayoritario, incluso por quien sostiene 
que el bien protegido es la seguridad en el 
trabajo12, aboga por entender que lo real­
mente protegido son los trabajadores como 
colectivo13, en línea con lo postulado por la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo cuan­
do afirma que «el tipo penal que se comenta 
está incluido en el Título XV ‘De los Delitos 
contra los derechos de los Trabajadores’, […] 
que supone el reconocimiento de un interés 
susceptible de protección, la clase trabajado­
ra en cuanto tal, como sujeto de derechos»14. 

Además, como ha advertido acertada­
mente la doctrina15, la configuración indivi­
dual de los bienes jurídicos, vida y salud, en 
los artículos 316 y 317 CP presenta objecio­
nes insalvables. En primer lugar, si se afir­
mase la dimensión individual de estos bie­
nes jurídicos habría una superposición en la 
protección de los mismos con la tipificación 
del homicidio y las lesiones, no existiendo 
entonces razones de política penal para jus­
tificar dicha duplicidad. En segundo lugar, se 
daría la paradoja que la sanción penal pre­
vista para los delitos contra la seguridad de 
los trabajadores sería mayor que la prevista 
para algunos supuestos de delitos de lesio­
nes; castigándose con mayor pena la puesta 
en peligro que la consumación del mismo. Y 
en tercer lugar, el consentimiento del sujeto 
pasivo si se estuviera ante la protección de 
la vida y salud individualmente considerada 
tendría relevancia a la hora de apreciar la 
existencia o no de responsabilidad penal, y, 
sin embargo, carece de ella por cuanto las 
normas en materia de seguridad y salud se 
configuran como normas de derecho necesa­
rio mínimo indisponible (art. 2.2 LPRL), de 

11 aguado lópez, S. (2002): p. 82. 
12 Bartomeus Plana, D. (1998): p. 238. 
13 Por todos, Gallardo García, r.Mª. (2016): pp. 108 y 

115; Morillas Cueva, l. (2005): pp. 26; Terradillos Basoco, J.M. 
(2006): p. 50. 

14 STS (Sala Penal) de 29 de julio de 2002 (rJ 2002, 8826). 
15 Terradillos Basoco, J.M. (2006): pp. 49-50. 
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suerte que en ningún caso el consentimiento 
del trabajador para no cumplir la normativa 
de prevención podrá exonerar al empresario 
de su responsabilidad. 

2.2. Conducta tipificada 

El delito contra la seguridad en el tra­
bajo de los artículos 316 y 317 CP presenta 
una estructura compleja en la que confluyen 
tres parámetros o elementos. En primer lu­
gar, un parámetro normativo al requerirse 
una «infracción de las normas de prevención 
de riesgos laborales». En segundo lugar, un 
elemento descriptivo al exigirse que «no [se] 
faciliten los medios necesarios para que los 
trabajadores desempeñen su actividad con 
las medidas de seguridad e higiene adecua­
das», y, finalmente, un elemento valorativo 
por cuanto debe ponerse «en peligro grave su 
vida, salud o integridad física». 

Estamos, por tanto, en presencia de un 
delito cuya estructura conduce a calificarlo 
como delito de riesgo, a diferencia de lo que 
acontece con el homicidio o las lesiones, ca­
racterizados como delitos de resultado. Esta 
estructura compleja y su configuración como 
delito de peligro pueden explicar el hecho 
constatado de la escasa aplicabilidad del deli­
to contra la seguridad y salud de los trabaja­
dores frente al delito de homicidio o lesiones 
a la hora de depurar responsabilidades por 
incumplimientos de la normativa de preven­
ción de riesgos laborales. Es evidente, por un 
lado, que resulta más fácil acreditar la exis­
tencia de un homicidio o una lesión que la 
existencia de un peligro, que además, debe 
ser grave; por otro lado, el delito contra la se­
guridad en el trabajo se puede apreciar por la 
omisión, no de cualquier norma preventiva, 
sino sólo por aquellas que establecen medios 
para prevenir los riesgos laborales, mientras 
que en el delito de homicidio o lesiones cual­
quier inobservancia de la normativa preven­
tiva que diera lugar a la muerte o lesión de 
un trabajador podría encajar en el tipo de­
lictivo. 
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2.2.1.	 Infracciones de las normas 
de prevención de riesgos laborales 

La configuración del delito contra la 
seguridad y salud de los trabajadores no 
se agota en los artículos 316 y 317 CP, por 
cuanto estos constituyen lo que se conoce 
como normas penales en blanco16, al remi­
tirse a normas extra penales para comple­
tar el tipo punible. En este caso, la remisión 
se realiza a «las normas de prevención de 
riesgos laborales»; planteándose la nece­
sidad de aclarar qué normas pueden ser 
calificadas como tales, lo que nos obliga a 
acudir a la normativa laboral, concreta­
mente al artículo 1 de la LPRL que acota el 
conjunto de normas que integran el marco 
regulador de la prevención de riesgos labo­
rales mediante un criterio finalista, descar­
tando una concreción meramente formal17. 
En efecto, el marco jurídico preventivo 
viene conformado por la LPRL, sus dispo­
siciones de desarrollo o complementarias, 
así como por cualquier otra norma, legal o 
convencional, que contenga prescripciones 
relativas a la adopción de medidas preven­
tivas en el ámbito laboral o susceptibles de 
producirlas en dicho ámbito. 

La referencia concreta a la normas de pre­
vención de riesgos laborales contenida en el 
artículo 316 CP, debe conducirnos a afirmar, 
en coherencia, que si el riesgo grave es produ­
cido por la omisión de una medida de seguri­
dad que no está prevista en dicha normativa, 
tal y como la hemos configurado, entonces sólo 
puede ser calificado como atípico a efecto de su 
posible punibilidad18. 

Si desde el plano estrictamente laboral, 
la delimitación del marco jurídico preventi­
vo puede plantear dudas por su parquedad y 

16 Configuración avalada por el Tribunal Constitucional, 
por todas, SSTC 3/1988, de 21 de enero (rTC 1998, 3), 127/1990, 
de 5 de julio (rTC 1990, 127), 24/1996, de 13 de febrero (rTC 
1996, 24). 

17 Thibault aranda, J. (2008): p.50. 
18 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 251. 
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vaguedad19 y por sus olvidos20, su utilización 
como elemento configurador del delito contra 
la seguridad de los trabajadores hace aflorar 
algunas objeciones a la forma en que el legis­
lador penal ha procedido a efectuar la remi­
sión. 

En primer lugar, se ha criticado que la re­
misión incluya a las normas reglamentarias 
de desarrollo de la legislación en materia de 
prevención, por cuanto puede suponer una 
afectación del principio de legalidad exigido 
en la tipificación de los ilícitos penales, al 
tiempo que puede suponer dejar en manos 
de la Administración la configuración de la 
conducta penal, pudiendo dar lugar a una 
configuración expansiva del tipo punible 
poco acorde con el principio de intervención 
mínima que preside el ordenamiento penal. 
No obstante, si partimos de la circunstancia 
de que el desarrollo reglamentario no pue­
de sino concretar las previsiones legales, de 
suerte que están prohibidos tanto los regla­
mentos contra legem como los reglamentos 
extra legem, puede afirmarse que es imposi­
ble que el principio de legalidad se vea afec­
tado. Es más, el artículo 1 de la LPRL hace 
referencia expresa a los reglamentos de 
«desarrollo o complementarios» de la norma 
legal, de suerte que la propia delimitación 
del marco preventivo está indicando que la 
norma reglamentaria debe tener como base 
lo establecido en la norma legal a la que de­
sarrollará o complementará, nunca regulará 
ex novo o contra la disposición legal. 

Mayor objeción plantea la habilitación a la 
autonomía colectiva para configurar el tipo pe­
nal del artículo 316 CP. Se ha afirmado que la 
referencia al convenio colectivo puede suponer 
no sólo una quiebra del principio de legalidad 
y del principio de intervención mínima, sino 
que puede entrañar reconocer a poderes pri­
vados la configuración de una potestad emi­
nentemente pública, como es el ius puniendi 

19 Monereo Pérez, J.l. y Molina navarrete, C. (2004): 
pp. 21-23. 


20 Thibault aranda, J. (2008): pp.50-55.
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penal; remarcando, incluso, que la pretendida 
ventaja que ofrece el convenio como instru­
mento de consenso puede no ser tan evidente 
ante la desigual posición de una de las partes. 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la 
autonomía colectiva, en aplicación del princi­
pio de jerarquía previsto en el artículo 3.3 del 
ET, debe respetar en todo caso los mínimos de 
derecho necesario, y configurándose la LPRL 
como norma de derecho necesario indisponi­
ble, es claro que ésta última actúa como límite 
de la actuación de la autonomía colectiva21, 
siendo imposible que se pueda apreciar una 
deslegalización en la tipificación penal deriva­
da de la remisión de la norma penal al con­
venio colectivo22; descartándose por la misma 
razón que se otorgue el ius puniendi a pode­
res privados, puesto que los negociadores se 
encontrarán sometidos a lo dispuesto en las 
normas legales en materia preventiva. 

Reconocido por la doctrina23 el papel de 
la autonomía colectiva en la posible configu­
ración del tipo penal del artículo 316 CP, se 
plantea el interrogante de si cualquier mani­
festación de la misma es admisible o, por el 
contrario, sólo alguna de ellas. Estamos ante 
una cuestión de no fácil discernimiento como 
lo demuestra las distintas opciones interpre­
tativas que van desde la admisión únicamente 
de los convenios de eficacia general y ámbito 
estatal24, hasta la admisión incluso de los 
convenios extraestatutarios25, pasando por la 
admisión de los convenios de eficacia general 
cualquiera que sea su ámbito territorial26. 

Partiendo de la premisa de no ser enten­
dible un tratamiento penal diferenciado, sólo 

21 Sobre el límite que supone el principio de jerarquía véa­
se Meléndez Morillo-Velázquez, l. (2004): p. 29. 

22 Gallardo García, r.Mª. (2016): pp. 132-133. 
23 García Murcía, J. (2003): p. 119; Purcalla Bonilla, M.a. 

(2005): p. 12; Bartomeus Plana, D. (1998): p. 252; Terradillos 

Basoco, J.M. (2006): pp. 83-84, lascuraín Sánchez, J.a. (1994): 
p. 364. 

24 lascuraín Sánchez, J.a. (1994): p. 441 
25 García Murcía, J. (2003): p. 119; Bartomeus Plana, D. 

(1998): p. 255. 
26 Purcalla Bonilla, M.a. (2005): p. 12. 
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debería admitirse los convenios de eficacia 
general y de ámbito estatal, para garantizar 
que todo el conjunto de trabajadores va a ver 
protegida penalmente su vida y salud frente 
a riesgos laborales ante una eventual omisión 
de una medida establecida convencionalmen­
te. Más discutible es admitir los convenios de 
eficacia general y ámbito inferior al estatal 
porque supondría admitir que, por ejemplo, un 
convenio provincial estableciese una concreta 
obligación de facilitar una medida preventi­
va, resultando que los trabajadores adscritos 
a dicho convenio gozasen de una protección 
penal de la que carecerían otros trabajadores 
adscritos a otro convenio provincial que no la 
contempla. Efecto que es menos justificable si 
admitimos el convenio extraestatuario que su­
pondría, por ejemplo, que dentro de una mis­
ma empresa sólo los trabajadores afiliados a 
los sindicatos firmantes quedarían protegidos 
penalmente por la omisión de la medida pre­
ventiva establecida en el convenio, quedando 
fuera de dicha protección penal el resto de 
trabajadores que, sin embargo, también pue­
den estar expuestos al mismo riesgo que dicha 
obligación convencional quiere evitar. 

No obstante lo anterior, debe de advertirse 
que, a pesar de haberse destacado que la au­
tonomía colectiva es un instrumento adecuado 
e idóneo para adaptar las previsiones legales 
en materia de prevención a las singularidades 
que presentan las empresas y los sectores de 
actividad27, la realidad que nos ha ofrecido y 
ofrece la negociación colectiva se caracteriza 
por acoger referencias mínimas en materia de 
seguridad y salud en el trabajo o por la total 
ausencia de ellas28, lo que es debido, en parte, 
al limitado espacio que la autonomía colectiva 
tiene en esta materia, concretado en una fun­
ción de complementar, mejorando y desarro­
llando, la normativa legal29, y, en parte, «más 

27 Meléndez Morillo-Velázquez, l. (2004): p. 23; Hortal 

ibarra (2005b): p. 117. 
28 Montoya Melgar, a., Pizá Granados, J. y alzaga ruiz, i. 

(2009): p. 75. 
29 Hortal ibarra (2005b): pp. 118-119; Montoya Melgar, 

a., Pizá Granados, J. y alzaga ruiz, i. (2009): p. 74. 
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allá de la pura inercia de los negociadores 
[… por] el volumen, el tecnicismo y la con­
creción de las normas estatales»30. No es fre­
cuente, más bien todo lo contrario, encontrar 
clausulas en los convenios que establezcan 
obligaciones de facilitar medidas preventivas 
que no estén ya previstas en la normativa le­
gal o reglamentaria. 

Menor dificultad encontramos en la admi­
sión de normas no específicamente laborales 
como marco de referencia para la configura­
ción del tipo penal. La cuestión es si normas 
en materia, por ejemplo, de industria, medio 
ambiente o salud pública, en tanto que con­
tienen previsiones relativas a la seguridad y 
salud de los trabajadores, pueden utilizarse 
para la concreción del ilícito contenido en el 
artículo 316 CP. Partiendo de la configuración 
funcional, no formal, que del ordenamiento ju­
rídico preventivo se efectúa en el artículo 1 de 
la LPRL, al integrarse en éste cualquier nor­
ma «que contenga prescripciones relativas a 
la adopción de medidas preventivas en el ám­
bito laboral», debe admitirse tal posibilidad31, 
ahora bien, debe acogerse una interpretación 
estricta de lo que se ha de entender por efec­
tos producidos con motivo u ocasión del traba­
jo para evitar aplicaciones extensivas del tipo 
penal32. 

En la concreción de este elemento del tipo 
penal descrito en el artículo 316 CP cabe pre­
guntarse si cualquier incumplimiento de la 
normativa de prevención que establezca una 
obligación encajaría en él o por el contrario se 
circunscribe a determinadas obligaciones. Te­
niendo en cuenta que en la configuración de 
este delito se insertan un elemento descrip­
tivo, basado en la «no facilitación de los me­
dios necesarios y adecuados», y un elemento 
valorativo, la generación de un peligro grave, 

30 Montoya Melgar, a., Pizá Granados, J. y alzaga ruiz, i. 
(2009): p. 75. 

31 En este sentido, García Murcía, J. (2003): p. 119; Purca­
lla Bonilla, M.a. (2005): p. 12 de versión online; Hortal ibarra 

(2005b): pp. 120. 
32 Terradillos Basoco, J.M. y Boza Martínez, D. (2017): 

p. 129. 
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debe afirmarse que no toda previsión legal o 
convencional que establezca una obligación 
será apta para ser subsumida en el tipo pe­
nal. 

Un sector doctrinal ha sostenido, sin em­
bargo, que la expresión «medios necesarios», 
identificada con su antecedente «no procurar 
las condiciones», debe entenderse referida a 
cualquier obligación de seguridad e higiene33. 
Interpretación extensiva que no me parece ad­
misible, por un lado, porque del tenor literal 
del precepto se desprende que sólo el incum­
plimiento de aquellas normas que establezcan 
medidas cuya finalidad directa sea evitar la 
generación de un riesgo estaría sujeto a res­
ponsabilidad penal34. Como acertadamente se 
ha señalado, no es suficiente que se establezca 
una obligación en materia preventiva sino que 
es necesario que se trate de una «obligación de 
proporcionar a los trabajadores los medios de 
protección adecuados»35. De otro lado, parece 
evidente que no toda medida preventiva, in­
cluida dentro del deber de protección, tendría 
capacidad para crear un peligro grave para la 
seguridad y salud de los trabajadores, como 
sería el caso de los reconocimientos médicos36. 

33 aguado lópez, S. (2002): p. 197. 
34 Siguiendo esta lógica para Purcalla Bonilla, M.a. 

(2005): p. 13-20, estarían incluidas las normas relativas a eva­
luación inicial y sucesiva de los riesgos laborales así como su 
planificación, acondicionamiento de los lugares de trabajo, el 
control de la seguridad de los equipos de trabajo y estable­
cimiento de medidas de protección colectivas e individuales, 
establecimiento de medidas de emergencia y medidas dirigidas 
a evitar daños en caso de riesgo grave e inminente, control pe­
riódico de la salud de los trabajadores, información y formación 
en torno a los riesgos inherentes a la actividad desempeñada, 
los lugares y los puestos de trabajo, las relativas al control y se­
guimiento de la seguridad y salud de trabajadores expuestos a 
riesgos específicos, como los agentes biológicos, cancerígenos 
o químicos, las relativas a la comprobación de la peligrosidad 
o el buen estado de los artefactos, máquinas, utensilios, sus­
tancias o agentes utilizados en el trabajo o las relativas a la 
coordinación de actividades. Por el contrario, estarían excluidas 
las obligaciones meramente documentales y las de información 
a la administración. 

35 García Murcia, J. (2003): p. 116. En idéntico sentido, 
Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 86. 

36 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 142. 



ESTUDioS 

442 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 
 
 
 

 
 

 
 

 
 
 
 

 
   

 

  
 
 

   
    
 

   

 
 

 
 

 

  
  

 

 
 
 
 

 
 
 
 
 

    
 

 
 
 

 
 

 

   
 

    
   

En relación al elemento valorativo, como 
expondré más adelante, se establece la nece­
sidad de que la omisión de la norma preven­
tiva genere un peligro grave. La gravedad, 
por tanto, no se refiere a la infracción de la 
norma sino al peligro. Se plantea así la duda 
de si una infracción leve de la normativa 
preventiva puede subsumirse en el tipo pe­
nal del artículo 316 CP o si éste solo es ope­
rativo ante infracciones graves. La actual 
redacción del precepto penal, a diferencia 
de su antecedente que refería erróneamen­
te la gravedad a la infracción, puede avalar 
la aplicación del mismo ante una infracción 
leve que genera un peligro grave para la se­
guridad y salud37; no obstante, dicha opción 
interpretativa debe descartarse por tres 
razones. La primera, parece poco ajustado 
a la realidad pensar que la infracción leve 
de las normas de prevención puedan dar lu­
gar a un riesgo grave para la vida o salud 
de los trabajadores38. La segunda, no debe 
olvidarse que la configuración de los delitos 
penales responde al principio de interven­
ción mínima, reservándose la potestad pe­
nal para sancionar las conductas más gra­
ves, dejando la sanción de las menos graves 
a la potestad sancionadora administrativa; 
no siendo muy coherente, por tanto, admitir 
la aplicación de la potestad penal para san­
cionar infracciones leves39. 

37 En este sentido aguado lópez, S. (2002): p. 214. 
38 Baylos Grau, a. y Terradillos Basoco, J. (1997): p. 121. 
39 En este sentido la STS (Sala Penal) de 29 de julio de 

2002 (rJ 2002, 8826) afirma que «no bastaría cualquier infrac­
ción administrativa para dar vida al tipo penal, porque esta 
exige en adecuado nexo de causalidad que la norma de segu­
ridad infringida debe poner en ‘peligro grave su vida, salud o 
integridad física’ la que nos envía a infracciones graves de la 
normativa laboral que lleven consigo tal creación de grave ries­
go»; y recalca que «otra concepción en la línea de bastar para 
la integración del tipo penal cualquier infracción de normas 
de seguridad extendería indebidamente la respuesta penal en 
niveles incompatibles con el principio de mínima intervención 
y de seguridad jurídica», para concluir que «la integración del 
tipo penal con la normativa de la prevención de riesgos labora­
les, sólo debe ser en relación con la infracción de los más graves 
preceptos cuya omisión es capaz de generar aquel grave peli­
gro. Se está en consecuencia ante una infracción de una norma 
de seguridad que se ha reconvertido en tipo penal por la mayor 
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2.2.2.	 No facilitar los medios necesarios
 
y adecuados
 

Al requerir el delito contra la seguridad 
de los trabajadores del artículo 316 CP la «no 
facilitación de los medios necesarios y ade­
cuados» se está configurando un delito de 
omisión que suscita varios interrogantes. En 
primer lugar, cabe preguntarse, si una con­
ducta activa podría dar lugar a la aplicación 
de este tipo delictivo, a primera vista, la res­
puesta debería ser negativa, lo que se tipifica 
es la omisión de la norma preventiva. Ahora 
bien, un sector de la doctrina ha admitido, 
pese a la configuración omisiva del tipo de­
lictivo, que puedan encajar en él conductas 
activas40, lo que es perfectamente admisible 
si tenemos en cuenta que lo que el tipo penal 
exige es la omisión de una norma preventiva, 
luego puede suceder que dicha norma consis­
ta en un hacer o un no hacer; de suerte que la 
configuración del tipo delictivo se basa en la 
omisión de la norma y no de la conducta en sí 
misma considerada41, siendo determinante la 
omisión de la acción esperada42, sea positiva 
o negativa. 

Una segunda cuestión que se plantea es si 
la omisión de la facilitación de los medios debe 
ser total para que surja la responsabilidad pe­
nal o, por el contrario, basta una omisión par­
cial para incurrir en ella. Partiendo de la pro­
pia dicción del artículo 316 CP que exige que 
las medidas sean las «necesarias y adecua­
das» para evitar la generación de un peligro 
grave, la facilitación parcial –bien porque se 
adoptan algunas medidas, pero no todas las 
debidas, bien porque no se suministra forma­
ción e información sobre las mismas o bien 
porque no se vigila su puesta en práctica o 
su uso– no cumple con los parámetros de su­
ficiencia y adecuación previstos en el artículo 

lesividad que aquella infracción conlleva para el bien jurídico 
de la vida, salud o integridad del colectivo de trabajadores». 

40 lascuraín Sánchez, J.a. (1994): p. 312, Bartomeus Plana, 
D. (1998): p. 237.
 

41 De Vicente Martínez, r. (2001): p. 90.
 
42 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 86.
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316 CP para no apreciar responsabilidad pe­
nal; de manera que la omisión parcial de me­
didas debe equiparase a la omisión total a 
efectos de su punibilidad43. 

La actual redacción de la conducta omisiva 
abre también el debate, por un lado, relativo a 
qué debe entenderse por «facilitar» medidas; y, 
por otro lado, qué debe entenderse por medi­
das «necesarias y adecuadas». 

En lo atinente a la «facilitación» de las 
medidas, se plantea si la simple entrega de 
medios o la puesta en práctica de la medida 
permiten sostener la exoneración de responsa­
bilidad penal o, por el contrario, se exige algo 
más para que opere ésta. Un sector doctrinal 
ha entendido, al comparar la redacción actual 
con la precedente –que utilizaba las expresio­
nes «no exigir» y «no procurar las condiciones 
de seguridad»–, que sería suficiente la sola fa­
cilitación de las medidas «sin que sea exigible 
penalmente al menos, una activa actuación 
tendente a garantizar su utilización»44. Inter­
pretación descartada por otro sector doctrinal 
que entiende que la redacción actual no impli­
ca diferencias en la tipificación de la conduc­
ta45. Lo cierto es que la expresión «facilitar» no 
sólo implica la puesta a disposición de los me­
dios preventivos o la puesta en práctica de las 
medidas sino que también exige una conducta 
de vigilancia, por un lado, respecto al uso de 
los medios y su correcto funcionamiento y, por 
otro lado, en relación a la eficacia de la puesta 
en práctica de la medida. En efecto, no cabe 
otra conclusión a la vista, por un lado, de que 
el artículo 14.2 LPRL concibe el cumplimiento 
del deber de protección desde una perspectiva 
dinámica, como una actuación que no se agota 
en un solo acto46; y, por otro lado, de la con­

43 De Vicente Martínez, r. (2001): p. 89.
 
44 De Vicente Martínez, r. (2008): p. 595
 
45 rivero lamas, J. (1996): p. 708; aguado lópez, S. (2002): 


p. 197. 
46 El citado precepto establece que el deber de protección 

en materia de seguridad y salud en el trabajo implica desa­
rrollar una acción permanente de seguimiento de la actividad 
preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las 
actividades de identificación, evaluación y control de los ries­
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figuración del contenido de la acción preven­
tiva prevista en el artículo 15 LPRL47, en la 
que debe integrarse, incluso, las distracciones 
o imprudencias no temerarias del trabajador 
para que las medidas puedan ser calificadas 
de efectivas48. 

Está es, por otra parte, la interpretación 
acogida por la jurisprudencia al afirmar que 
la facilitación de los medidas exige no solo 
poner a disposición los medios o la puesta en 
práctica de las medidas sino además «hacer 
cumplir las normas de seguridad e instruir 
a los trabajadores de los riesgos inherentes a 
cada tarea»49. En definitiva, la expresión «fa­
cilitar» debe entenderse como una actuación 
en virtud de la cual no solo se ponen a dispo­
sición los medios, sino que, además, se vigila 
su utilización, evitando poner obstáculos que 
limiten su uso o promover incentivos que lo 
desincentiven; descartándose que deba exigir­
se el seguimiento detallado de la utilización 
de los medios50. 

La determinación de lo que ha de enten­
derse por medidas «necesarias y adecuadas», 
o lo que es lo mismo, a qué medios se está re­
firiendo el artículo 316 CP, se enfrenta a va­
rias posibles opciones e interpretaciones. Un 
sector de la doctrina, en una visión formalista 
y descartada por la jurisprudencia51, entien­

gos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección 
existentes, disponiendo lo necesario para la adaptación de las 
medidas de prevención a las modificaciones que puedan expe­
rimentarse en el desarrollo del trabajo. 

47 Dentro de la acción preventiva se integra: evitar los rie­
gos, evaluar los que no se puedan evitar, combatir los riesgos 
en origen, adaptar el trabajo a las personas, tener en cuenta 
la evolución de la técnica, sustituir lo peligroso, planificar la 
prevención, adopción de medidas que antepongan la protec­
ción colectiva a la individual, dar las debidas instrucciones al 
trabajador. 

48 En este sentido, Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 119. 
49 STS (Sala Penal) de 12 de noviembre de 1998 (rJ 1998, 

7764). 
50 Terradillos Basoco, J.M. y Boza Martínez, D. (2017): 

p. 128. 
51 la STS (Sala Penal) de 12 de noviembre de 1998 (rJ 

1998, 7764) afirma de forma clara que además «cumplir las 
obligaciones establecidas en las normas de prevención de ries­
gos», se han «de dar las debidas instrucciones a los trabaja­
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de que dicha expresión debe vincularse a los 
medios materiales por entender que la infor­
mación, vigilancia y formación no se pueden 
considerar como medios sino como instrumen­
tos para lograr un uso correcto de aquellos52. 
Otro sector de la doctrina, en una interpreta­
ción material, considera que la expresión me­
didas «necesarias y adecuadas», abarca tanto 
a las de carácter material como a todas las que 
conforman e integran el deber genérico de pre­
vención53. 

Es evidente que la admisibilidad úni­
camente de los medios materiales supone 
una limitación en la configuración del ilíci­
to penal que resulta inadmisible por cuanto 
supone una minoración de la capacidad de 
prevención y protección de la seguridad y 
salud de los trabajadores54, al tiempo que es 
difícilmente compatible con la configuración 
del contenido del deber de prevención pre­
vista en el artículo 14.2 LPRL, que abarca 
no solo la adopción de medidas materiales 
sino otro tipo de obligaciones, como son las 
de información y formación a los trabajado­
res. Como también es evidente que no todas 
las obligaciones incluidas en el deber genéri­
co de prevención pueden ser reputadas como 
medios tendentes a evitar la generación de 
un peligro para la seguridad y salud de los 
trabajadores, ya que, ni siquiera, como se 
ha evidenciado, toda obligación de informa­
ción puede ser calificada como medio55. En 
consecuencia, desde una perspectiva funcio­
nal-finalista, debe entenderse por «medida» 
necesaria y adecuada todo medio, material o 
de otra índole, que permita evitar la produc­
ción de un peligro grave para la seguridad y 
salud del trabajador, lo que permite incluir 
dentro de dicho término no toda obligación 

dores», así como establecer «las medidas adecuadas para que 
aquéllos reciban las informaciones necesarias en relación con 
los riesgos para la seguridad y salud que existan tanto en la 
empresa en su conjunto como en cada puesto de trabajo o fun­
ción». 

52 navarro Cardoso, F. y losada quintas, J. (2001) p. 86. 
53 De Vicente Martínez, r. (2001): p. 89. 
54 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 150. 
55 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 87. 
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integrada en el deber genérico de preven­
ción sino solo aquellas que están destinadas 
a evitar dicho peligro56. 

2.2.3.	 Generación de un peligro grave
 
para la vida o la salud
 

La configuración del tipo penal conteni­
do en el artículo 316 CP se cierra con la exi­
gencia de que a consecuencia de la omisión 
de las medidas, que suponen una infracción 
de la normativa preventiva, surja un pe­
ligro grave para la vida o la salud de los 
trabajadores, de suerte que la concreción 
del peligro forma parte del ilícito penal. El 
delito contra la seguridad y salud de los 
trabajadores trata de establecer la respon­
sabilidad penal en un momento anterior a 
la realización de un daño, cuando se origina 
la probabilidad e idoneidad de que éste se 
pueda producir. 

La configuración del delito contra la se­
guridad y salud de los trabajadores como un 
delito de peligro conlleva, por un lado, que no 
es necesario para su apreciación que se haya 
producido un daño en la vida o en la salud de 
los trabajadores, y, por otro lado, que no cabe 
apreciarlo cuando acreditada una omisión 
de medidas no se verifica un riesgo o peligro. 
Como tampoco se estaría en el tipo penal des­
crito por el artículo 316 CP cuando el peligro 
generado no trae su causa de la omisión de 
las medidas preventivas, dado que la aprecia­
ción de este delito exige la verificación de una 
relación de causalidad entre la omisión y el 
peligro creado, de suerte que este último sea 
consecuencia de la primera. 

Debe advertirse, no obstante, que no cual­
quier peligro resulta válido para desenca­
denar la aplicación del delito tipificado en el 
artículo 316 CP, puesto que se ha configurado 
como un peligro concreto y un peligro que ha 
de ser grave. 

56 Bartomeus Plana, D. (1998): p. 255; Terradillos Basoco, 
J.M. (2006): p. 88. 
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Dentro de las múltiples clasificaciones que 
desde el derecho penal se hace del peligro, en­
contramos la que distingue entre peligro con­
creto y peligro abstracto, cuyo parámetro di­
ferenciador radica en el hecho de si el peligro 
se refiere, respectivamente, a objetos o bienes 
concretos referenciados en el tipo penal o se 
refiere a objetos o bienes indeterminados que 
no aparecen recogidos en la norma, de suerte 
que la conducta descrita como peligrosa es la 
que se configura como delito. Es claro que es­
tamos ante un delito de peligro concreto por 
cuanto el artículo 316 CP refiere el peligro res­
pecto a dos bienes determinados como son la 
vida y la salud de los trabajadores. Será, por 
tanto, necesario que el peligro afecte a los bie­
nes, vida y salud; de manera que si se genera 
un peligro por la omisión de medidas preven­
tivas pero dicho peligro no afecta a la vida y 
salud de los trabajadores estaríamos ante una 
situación carente de imputabilidad. 

Además, no cualquier peligro contra la 
vida o salud de los trabajadores es subsumible 
en el tipo penal puesto que la norma exige que 
sea un peligro «grave». De forma clara la ju­
risprudencia ha sostenido que uno de los ele­
mentos configuradores «del delito del art. 316 
CP, es que el peligro concreto que se crea por 
el comportamiento del sujeto sea grave para 
la vida, la salud o la integridad física de los 
trabajadores»57. En consecuencia, debe efec­
tuarse una operación valorativa encaminada 
a establecer la gravedad del peligro originado, 
de modo que si ésta no existe o no se puede 
acreditar, la omisión de medidas preventivas, 
aun generando un riesgo para la seguridad y 
salud de los trabajadores, no podría subsumir­
se en el tipo penal. 

En ningún caso debe identificarse la grave­
dad exigida en el tipo penal con la gravedad de 
las infracciones administrativas laborales, de 
suerte que pudiera sostenerse que la comisión 
de una falta administrativa tipificada como 
grave o muy grave permitiera, mediante una 
traslación automática, apreciar la gravedad 

57 STS (Sala Penal) de 4 de junio de 2002 (rJ 2002, 6921). 
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del peligro exigido en el tipo penal. En primer 
lugar, la actual configuración del ilícito penal, 
a diferencia de su antecedente que refería la 
gravedad a la infracción normativa, la conec­
ta al riesgo que origina la omisión de medidas 
preventivas. En segundo lugar, determinadas 
conductas tipificadas como infracciones gra­
ves o muy graves difícilmente podrían subsu­
mirse en el tipo penal del artículo 316 CP58. 
En tercer lugar, la gravedad del ilícito penal 
está referida a dos bienes concretos, como son 
la vida y la salud de los trabajadores; conexión 
que no se da en la gravedad de algunas de las 
infracciones administrativas laborales. 

Tampoco nos encontramos ante un peligro 
subsumible en el artículo 316 del CP cuando 
éste pueda ser calificado como riesgo secun­
dario o riesgo permitido. Un riesgo secunda­
rio es aquel que se provoca indirectamente 
por la inicial omisión de medidas preventivas 
pero cuya generación no se puede imputar 
directamente a dicha omisión. Un riesgo per­
mitido es aquél, que pudiendo dar lugar a un 
resultado lesivo, no conlleva necesariamente 
responsabilidad penal en relación al posible 
resultado que pudiera originar y ello debido a 
la constatación, aceptación y normalización de 
la evidencia de que determinadas actividades 

58 En este sentido, Purcalla Bonilla, M.a. (2005): p. 3, 
afirma que no encajarían en el tipo penal, del artículo 12 del 
TrliSoS, los apartados 4 (registro y archivo de datos), 19 (in­
formación y documentación a los trabajadores designados para 
tareas de prevención o al servicio de prevención), 20 (audito­
ría), 21 y 22 (pues recogen obligaciones de los servicios de pre­
vención externos), 25 (obligaciones de las entidades auditoras) 
y 26 (obligaciones de las entidades de formación preventiva), y 
del artículo 13 TrliSoS, los apartados 5 (deber de confidencia­
lidad sobre datos médicos), 11 (servicios de prevención exter­
nos, entidades auditoras y entidades formativas que actúen sin 
autorización administrativa previa), 12 (incumplimiento de la 
incompatibilidad sobre vínculos comerciales y financieros entre 
servicios de prevención externos y auditorías con las empresas 
concertadas o auditadas), 13 (alteración y/o falseamiento de 
informes auditores) y 14 (pactos fraudulentos de elusión de 
responsabilidades). Más restrictiva se muestra gallardo garcía, 
r.Mª. (2016): pp. 220-221, quien considera que las infracciones 
administrativamente tipificadas como graves o muy graves que 
suponen una tipificación de la creación de un riesgo grave se­
rían las contenidas en los apartados 8, 9, 16 y 17 del artículo 12 
TrliSoS y los apartados 4, 6 y 10 del artículo 13 de la TrliSoS. 
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humanas, como el trabajo, generan una serie 
de riesgos inherentes a las mismas que son so­
cialmente aceptados. Aceptación de este tipo 
de riesgos, a efectos de falta de tipicidad, que 
viene avalada por la jurisprudencia cuando 
afirma claramente que «la creación de un pe­
ligro jurídicamente desaprobado está ausen­
te cuando se trate de riesgos permitidos, que 
excluyen la tipicidad de la conducta que los 
crea»59. En consecuencia, en relación al tipo 
penal del artículo 316 CP, de forma práctica 
puede afirmarse que si producido un riesgo, el 
obligado a facilitar la medida preventiva cum­
ple con la normativa de prevención de riesgos 
laborales no puede ser imputado puesto que 
nos encontraríamos ante un riesgo permitido. 

2.2.4.	 Relación de causalidad entre 
la omisión de medidas y el peligro 
generado 

Ya hemos indicado al perfilar qué tipo de 
peligro se configura en el artículo 316 CP que 
es necesario que éste sea consecuencia de la 
omisión de medidas preventivas; exigencia 
que se deriva de la simple lectura del precep­
to cuando establece como conducta punible la 
de quienes estando obligados «no faciliten los 
medios necesarios […] de forma que pongan 
así en peligro grave […] la vida, salud o in­
tegridad física de los trabajadores». Relación 
de causalidad que ha sido resaltada por la 
jurisprudencia al afirmarse que el tipo penal 
«exige en adecuado nexo de causalidad que 
la norma de seguridad infringida debe poner 
en ‘peligro grave su vida, salud o integridad 
física’ la que nos envía a infracciones graves 
de la normativa laboral que lleven consigo tal 
creación de grave riesgo»60. 

Sucede que en los delitos de estructura 
omisiva no es posible apreciar una relación 
de causalidad en el sentido de que ésta siem­
pre requiere una acción positiva de la que se 

59 STS (Sala Penal) de 19 de octubre de 2000 (rJ 2000, 
9263). 

60 STS (Sala Penal) de 29 de julio de 2002 (rJ 2002, 8826). 
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deriva una consecuencia. De ahí que se hable 
de causalidad hipotética entendida como la 
probabilidad de que el peligro se genere por la 
omisión de la medida preventiva por parte del 
sujeto obligado, de suerte que la no facilita­
ción de las medidas preventivas debe ser idó­
nea para producir el riesgo en la vida o salud 
de los trabajadores61. 

Afirmada la necesidad de que se aprecie 
una relación de causalidad hipotética entre 
la omisión y el peligro producido, cabe pre­
guntarse si la misma puede verse matizada o 
excluida por el consentimiento o la culpa del 
trabajador –sujeto pasivo–; o dicho de otra 
manera, si es posible que se produzca la mi­
noración o exoneración de la responsabilidad 
penal del obligado a facilitar las medidas pre­
ventivas derivadas de la posible matización 
o eliminación de la relación de causalidad a 
consecuencia del consentimiento o la culpa del 
trabajador. 

En relación al consentimiento del trabaja­
dor, debe afirmarse que en ningún supuesto 
podrá servir como elemento de minoración o 
exoneración de la responsabilidad penal ex 
artículo 316 CP atendiendo, por un lado, al 
bien jurídico protegido en este tipo penal, y, 
por otro lado, a la caracterización del marco 
jurídico preventivo. Desde la perspectiva del 
bien jurídico protegido, el consentimiento pue­
de producir efectos cuando aquél tiene natu­
raleza individual, como sucede, por ejemplo, 
en el delito de lesiones, pero carece de eficacia 
cuando el bien jurídico protegido es de carác­
ter colectivo, como acontece en el tipo penal 
del artículo 316 CP, que como ya hemos afir­
mado es la vida y salud de los trabajadores 
considerados como colectivo, de suerte que el 
consentimiento prestado por un trabajador 
que afecta a su estricta esfera individual no 
puede exonerar de responsabilidad respecto 
a un tipo penal que protege un bien jurídico 
del que no es el único titular dado que son 
los trabajadores como colectivo los titulares 
del mismo. Desde la configuración de la nor­

61 Gallardo García, r.Mª. (2016): pp. 176 y 180. 
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ma preventiva, debe recordarse que ésta, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 2.2 de la 
LPRL, es siempre una norma de derecho ne­
cesario mínimo e indisponible, de modo que se 
excluye la posibilidad de que el consentimien­
to del trabajador pueda tener relevancia en la 
hipotética omisión de las medidas preventivas 
y, por ende, en la exoneración o matización de 
la relación de causalidad. 

Mayor problemática plantea la admisión o 
rechazo de la concurrencia de culpas, también 
denominada autopuesta en peligro por parte 
del trabajador. Aunque un sector de la doctri­
na científica admite la posibilidad de que la 
responsabilidad penal del obligado a facilitar 
las medidas preventivas pueda ser minorada 
o excluida por la conducta del propio trabaja­
dor62, mientras que otro sector doctrinal niega 
tal posibilidad63; no parece aceptable la admi­
sión de la concurrencia de culpas, sin mati­
zación alguna, por cuanto supone desconocer, 
por un lado, que el obligado tiene la capacidad, 
emanada de su poder de dirección, de obligar 
a la observancia de las medidas preventivas 
y, en su caso, sancionar al trabajador confor­
me prescribe el artículo 29.3 de la LPRL; y de 
otro lado, que la acción preventiva para que 
sea eficaz, tal y como señala el artículo 15.4 
de la LRPR, debe contemplar las distraccio­
nes o imprudencias no temerarias en las que 
pudiera incurrir el trabajador. Pero tampoco 
parece admisible una negación absoluta de 
la operatividad de la concurrencia de culpas 
puesto que la norma laboral solo limita la ac­
ción preventiva a la imprudencia no temera­
ria, pareciendo razonable la operatividad de 
la concurrencia de culpas ante una conducta 
dolosa o de imprudencia temeraria del tra­
bajador, siempre que se de forma restrictiva, 
pues como advierte la doctrina debe limitarse 
a supuestos muy concretos para evitar que la 
protección penal de las omisiones de la norma­
tiva preventiva sea meramente simbólica64. 

62 Cobo del rosal, M. y Sánchez Vera Gómez-Trelles, J. 
(2004): pp. 10-14; Puppe, i (2001): pp. 39-40. 

63 Sáez Valcarcel, r. (2006): p. 20. 
64 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 199. 
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Debe advertirse que nuestro Tribunal Su­
premo parece admitirla de forma muy limita­
da y restrictiva cuando nos recuerda que «la 
pretendida concurrencia de culpas, cuando 
existe, tiene su incidencia en el orden civil de 
la responsabilidad, pero rara vez en el orden 
penal, ya que cada uno de los culpables con­
currentes han de ser juzgados por separado 
según su participación en el hecho y su nivel 
de responsabilidad»; al tiempo que nos ofrece 
una serie de parámetros que se deben tener 
presentes a la hora de valorar la posible con­
currencias de culpas, advirtiéndonos que «no 
se aprecia de modo alguno […] existencia de 
culpa de la víctima, ni, por consecuencia, […] 
disminución de responsabilidad del acusado, 
ya que no se puede hacer depender, ni en todo 
ni en parte, su evidente falta de cuidado de 
la posible solicitud [de medidas] que podría 
haber hecho el obrero para evitar el acciden­
te, pues el cuidado debido le venía impuesto 
‘ope legis’ a él sólo por las propias normas de 
protección laboral», debiendo excluirse tam­
bién como «argumento válido el que la víctima 
pudo negarse a realizar su trabajo»65. 

2.3. Sujeto activo 

La concreción del sujeto o sujetos que pue­
den incurrir en responsabilidad penal ex ar­
tículo 316 CP presenta cierta dificultad aten­
diendo a dos factores, por un lado, la formula 
contenida en el precepto penal; por otro lado, 
por la propia configuración de las empresas. 

La imputación de responsabilidad penal 
se dirige contra quienes «estando legalmente 
obligados, no faciliten los medios necesarios 
para los trabajadores». De la anterior fórmula 
podemos afirmar, primero, que se produce un 
reenvío a la normativa de seguridad y salud 
en el trabajo para poder establecer quien pue­
de ser imputado al amparo del tipo penal pre­
visto en el artículo 316 CP; reenvío que tendrá 
que tener en cuenta lo previsto en los artículos 

65 STS (Sala Penal) de 17 de abril de 2002 (rJ 2002, 1200). 
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1166, 3167, 31 bis.168 y 31869 CP. En segundo lu­
gar, se deduce que los sujetos activos pueden 
ser varios, descartando la imputabilidad de 
una única categoría de sujetos70, ya que como 
acertadamente advierte la doctrina la con­
ducta punible del artículo 316 CP no consiste 
en no facilitar los medios «a los trabajadores» 
sino en no facilitar lo necesario «para que los 
trabajadores desempeñen su actividad con las 

66 Establece dicho precepto que «los delitos que consistan 
en la producción de un resultado sólo se entenderán cometidos 
por omisión cuando la no evitación del mismo, al infringir un 
especial deber jurídico del autor, equivalga, según el sentido 
del texto de la ley, a su causación. a tal efecto se equiparará la 
omisión a la acción: a) Cuando exista una específica obligación 
legal o contractual de actuar; b) Cuando el omitente haya crea­
do una ocasión de riesgo para el bien jurídicamente protegido 
mediante una acción u omisión precedente». 

67 En relación a las personas jurídicas prevé que «el que 
actúe como administrador de hecho o de derecho de una per­
sona jurídica, o en nombre o representación legal o voluntaria 
de otro, responderá personalmente, aunque no concurran en él 
las condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente 
figura de delito requiera para poder ser sujeto activo del mis­
mo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en 
cuyo nombre o representación obre». 

68 Dicho precepto establece que «en los supuestos pre­
vistos en este Código, las personas jurídicas serán penalmen­
te responsables: a) De los delitos cometidos en nombre o por 
cuenta de las mismas, y en su beneficio directo o indirecto, por 
sus representantes legales o por aquellos que actuando indi­
vidualmente o como integrantes de un órgano de la persona 
jurídica, están autorizados para tomar decisiones en nombre 
de la persona jurídica u ostentan facultades de organización 
y control dentro de la misma; b) De los delitos cometidos, en 
el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en beneficio 
directo o indirecto de las mismas, por quienes, estando some­
tidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas en el 
párrafo anterior, han podido realizar los hechos por haberse in­
cumplido gravemente por aquéllos los deberes de supervisión, 
vigilancia y control de su actividad atendidas las concretas cir­
cunstancias del caso». 

69 De acuerdo a dicho precepto «cuando los hechos pre­
vistos en los artículos de este título se atribuyeran a personas 
jurídicas, se impondrá la pena señalada a los administradores 
o encargados del servicio que hayan sido responsables de los 
mismos y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no 
hubieran adoptado medidas para ello. En estos supuestos la 
autoridad judicial podrá decretar, además, alguna o algunas de 
las medidas previstas en el artículo 129 de este Código». 

70 En este sentido la STS (Sala Penal) de 29 de julio de 
2002 (rJ 2002, 8826) afirma que «resulta incontestable que los 
empresarios o titulares de la empresa son los posibles sujetos 
activos del delito, pero no sólo ellos». 
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condiciones de seguridad e higiene adecua­
da»71 No exigiéndose, por tanto, la existencia 
de una relación jurídica entre quien está obli­
gado a facilitar la medida preventiva y el tra­
bajador acreedor de la protección preventiva 
para que despliegue su operatividad el tipo 
penal del artículo 316 CP. 

Las estructuras empresariales son cada 
vez más complejas y en ellas la división del 
trabajo hace necesaria la intervención de una 
pléyade de individuos organizados jerárquica 
y horizontalmente, asumiendo distintas atri­
buciones y roles con mayor o menor autono­
mía a la hora de adoptar decisiones. De ahí 
que la atribución de responsabilidad penal al 
amparo del artículo 316 CP debe tener presen­
te la estructura organizativa de la empresa, 
y más concretamente, quien tiene verdadera 
capacidad de decidir a la hora de facilitar u 
omitir las medidas preventivas. 

Es por ello que la determinación de los po­
sibles sujetos activos comprendidos en el tipo 
penal del artículo 316 CP debe estar guiada 
por los dos siguientes parámetros: de un lado, 
la existencia de una obligación –ya sea legal, 
reglamentaria o convencional– de facilitar las 
medidas, de otro lado, que se tenga verdadera 
capacidad de decisión en lo relativo a dicha 
facilitación, lo que implica, como ya se ha ex­
puesto, no sólo la puesta a disposición de los 
medios, sino también la vigilancia de su uti­
lización así como la formación e información 
necesaria sobre los mismos. 

2.3.1. El empresario 

Acudiendo a la normativa preventiva el 
primer posible sujeto activo es el empresario 
por cuanto es a quien se impone, en el artículo 
14.1 LPRL, el deber de proteger a los trabaja­
dores frente a los riesgos laborales; del cual, 
a su vez, se derivan una serie de obligaciones 
entre las que se encuentra, en el artículo 14.2 
LPRL, la de facilitar las medidas necesarias 

71 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 72. 
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para la protección de la seguridad y salud de 
los trabajadores. Identificación del empresa­
rio como obligado principal que se corrobora 
cuando al establecerse la posible exigencia 
de, entre otras, la responsabilidad penal en 
el artículo 42.1 LPRL se hace referencia al 
empresario que incumple sus obligaciones 
preventivas. Además, es quien posee la facul­
tad de organización y el poder de dirección, al 
amparo de lo previsto en el artículo 1 del Esta­
tuto de los Trabajadores, que le permite tener 
plena capacidad para decidir facilitar las me­
didas preventivas a los trabajadores, así como 
obligarles a su utilización, incluso con la ad­
monición del ejercicio del poder disciplinario. 

a. Empresario persona jurídica 

Teniendo en cuenta que la mayoría de los 
empleadores revisten la forma de persona ju­
rídica, se plantea la cuestión de si ésta puede 
ser imputada penalmente. La exigencia de 
responsabilidad penal por un delito contra 
la seguridad y salud de los trabajadores a la 
persona jurídica se encuentra muy limitada; 
de manera que puede ser calificada como defi­
ciente a la vista de la regulación contenida en 
el Código Penal. 

Es verdad que el Código Penal contem­
pla, en su artículo 31 bis72, la posibilidad de 
imputar penalmente a las personas jurídi­
cas, no obstante, la aplicación de dicho pre­
cepto se sujeta literalmente a «los supuestos 
previstos en este Código», entre los que no se 
encuentran los delitos contra la seguridad 
de los trabajadores73; de manera que como 
al regular los delitos contra los trabajado­
res no se hace referencia alguna al artículo 
31 bis CP, éste deviene inaplicable para los 
delitos contra la seguridad y salud de los 
trabajadores. 

72 Se trata de una novedad introducida por el apartado 4º 
del artículo único de la ley orgánica 5/2010, de 22 de mayo. 

73 Como ya afirmaba Terradillos Basoco, J.M. (2006): 
p. 71, se limita la exigencia de responsabilidad penal a las per­
sonas jurídicas solo a ciertos delitos seleccionados por la norma 
penal. 
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Con carácter general el artículo 31 CP 
imputa la responsabilidad de la persona ju­
rídica a quien actúe como administrador de 
hecho o de derecho o como representante le­
gal o voluntario, «aunque no concurran en él 
las condiciones, cualidades o relaciones que 
la correspondiente figura de delito requie­
ra para poder ser sujeto activo del mismo, 
si tales circunstancias se dan en la entidad 
o persona en cuyo nombre o representa­
ción obre». Esta regla se ve desplazada por 
la regla específica prevista para los delitos 
contra los derechos de los trabajadores en 
el artículo 318 CP, según el cual responderá 
penalmente «los administradores o encarga­
dos del servicio que hayan sido responsables 
de los mismos y a quienes, conociéndolos y 
pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado 
medidas para ello», contemplándose, ade­
más, la posibilidad de que el órgano judicial 
pueda decretar «alguna o algunas de las me­
didas previstas en el artículo 129» del CP74. 

Es verdad que el artículo 318 CP estable­
ce, aparentemente, una singular regla para la 
imputación de responsabilidad penal respecto 
a la previsión contenida en el artículo 31 CP; 
sin embargo estamos ante una previsión es­
pecial que poco aporta a la general75, salvo la 
de imputar la responsabilidad al encargado de 
servicio y la imposición de penas accesorias, 
pero cuya aplicación real es muy limitada. 

74 las medidas accesorias que, de conformidad con lo pre­
visto en el artículo 129.1 en relación con el artículo 33.7, letras 
c a g, del CP, pueden ser impuestas por el órgano judicial son: 
suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá ex­
ceder de cinco años, clausura de sus locales y establecimientos 
por un plazo que no podrá exceder de cinco años, prohibición, 
temporal o definitiva, de realizar en el futuro las actividades 
en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto 
el delito, inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas 
públicas, para contratar con el sector público y para gozar de 
beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por 
un plazo que no podrá exceder de quince años, intervención 
judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de 
los acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no 
podrá exceder de cinco años o la prohibición definitiva de llevar 
a cabo cualquier actividad, aunque ésta fuera lícita. 

75 De reiterativa la califica aguado lópez, S. (2002): p. 289. 
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A primera vista el artículo 318 CP habla 
en términos generales de administradores y 
amplía su imputación subjetiva no solo a los 
encargados de servicio sino también a «quie­
nes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, 
no hubieran adoptado medidas para ello». 
Por un lado, en coherencia con el artículo 31 
CP, la referencia a los administradores debe 
incluir tanto a los que sean de derecho como 
a los de hecho. Por otro lado, la supuesta 
ampliación subjetiva no es tal, porque el ar­
tículo 318 CP debe ser interpretado, tratán­
dose del delito de seguridad y salud contra 
los trabajadores, de acuerdo a los términos 
del tipo penal que se configura en el 316 CP, 
en el que solo resulta exigible la responsabi­
lidad penal a quien está legalmente obliga­
do a facilitar las medidas de seguridad; de 
manera que para poder aplicar el artículo 
318 CP el sujeto debe estar incluido entre 
quienes ostentan una posición de garante 
en materia de seguridad y salud laboral76, 
descartándose a quien simplemente lo pudo 
conocer y remediar, porque, además de no 
respetar la configuración del artículo 316 
CP, convirtiéndolo en un delito común, no 
se ajustaría a la regla general de imputa­
ción en los delitos de comisión por omisión 
prevista en el artículo 11 CP que exige que 
exista una «específica obligación legal o con­
tractual de actuar». 

Pero, sin duda alguna, la gran deficiencia 
de la imputación de la persona jurídica por 
un delito contra la seguridad y salud de los 
trabajadores prevista en el artículo 318 CP 
es su escasa operatividad debido a que las 
conductas tipificadas en el artículo 316 CP se 
atribuyen, en la mayoría de las ocasiones, a 
personas físicas y no a personas jurídicas, por 
ser aquellas las que suelen resultar obligadas 
por la normativa laboral a facilitar los medios, 
mientras que el artículo 318 CP requiere para 
su aplicación que los hechos previstos en los 
tipos penales que configuran los delitos contra 
los trabajadores se atribuyan a las personas 

76 aguado lópez, S. (2002): pp. 291-292; Terradillos Baso­
co, J.M. (2006): p. 78-79. 
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jurídicas77; además, los sujetos mencionados 
en el artículo 318 CP –al igual que sucede con 
el artículo 31 CP–, serán directamente res­
ponsables por aplicación del artículo 316 CP, 
siendo excluida la aplicación del artículo 318 
CP78. 

La escasa operatividad del artículo 318 CP 
supone, además, que pocas veces se podrán 
imponer las penas accesorias previstas en él: 
Penas que sí apuntan directamente al emplea­
dor persona jurídica y pueden constituir una 
medida de política criminal efectiva para que 
la sanción penal pudiera actuar como elemen­
to disuasorio ante las conductas omisivas en 
materia de seguridad y salud laboral; de ahí 
que se haya afirmado, acertadamente, la nece­
sidad de suprimir el artículo 318 CP, salvo la 
posibilidad de imponer penas accesorias cuan­
do se acredite la comisión de un delito contra 
los derechos de los trabajadores79. 

b. Pluralidad de empresarios 

El análisis de la figura del empresario 
como sujeto activo del ilícito penal nos obliga 
a analizar la prestación laboral desarrollada 
a través de empresas de trabajo temporal, así 
como el fenómeno de la descentralización pro­
ductiva a través de la contratación y subcon­
tratación de actividades. 

En relación al fenómeno del trabajo a 
través de empresas de trabajo temporal, el 
artículo 28.5 LPRL viene a establecer que la 
empresa usuaria es la responsable de la eje­
cución del contrato en todo lo relativo a la 
prevención de riesgos laborales del trabajador 
puesto a disposición, asumiendo además una 
serie de obligaciones en materia informativa; 
mientras que la empresa de trabajo temporal 
asume obligaciones formativas y de vigilancia 
de la salud. A la vista de la distribución de 

77 Deficiencia advertida, entre otros, por Terradillos Baso­
co, J.M. (2006): p. 70. 

78 aguado lópez, S. (2002): p. 292. 
79 Propuesta formulada ya por Terradillos Basoco, J.M. 

(2006): p. 70. 
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obligaciones anteriormente expuesta puede 
afirmarse que la empresa usuaria será nor­
malmente el sujeto de imputación penal ex ar­
tículo 316 CP, pero tampoco puede descartarse 
la imputación de la empresa de trabajo tem­
poral en la medida en que el incumplimiento 
de sus obligaciones formativas y de vigilancia 
de la salud pudieran generar un peligro grave 
para la vida y salud de los trabajadores pues­
tos a disposición de la empresa usuaria80. 

Ante el fenómeno de la descentralización 
productiva, operada mediante la contrata­
ción o subcontratación de actividades de la 
empresa, la pauta para obtener una posible 
identificación de los sujetos activos nos la da 
el artículo 24 LPRL siempre que se verifique 
la presencia de varios deudores de seguridad 
procedentes de varias empresas; pudiendo 
afirmarse la existencia de distintas posiciones 
empresariales atendiendo al elenco de obli­
gaciones que se imponen a cada una de ellas, 
partiendo de la premisa que todos ellos asu­
men la obligación de cooperar en la aplicación 
de la normativa preventiva y articular los me­
dios de coordinación necesarios e informar de 
ellos a sus trabajadores (art. 24.1 LPRL). En 
efecto, si existe un empresario principal que 
es titular del centro de trabajo, debe, por un 
lado, informar e instruir adecuadamente so­
bre los riesgos y las medidas preventivas y 
de emergencia del centro de trabajo (art. 24.2 
LPRL), por otro lado, vigilar el cumplimien­
to de la normativa preventiva por parte de 
los contratistas y subcontratistas (art.  24.3 
LPRL). Si se tiene solo la condición de empre­
sario titular sólo debe cumplir las obligacio­
nes de información e instrucción sobre riesgos 
y medidas adoptadas en el centro de trabajo. 
Si no se tiene la condición de empresario titu­
lar pero se contrata o subcontrata parte de la 

80 lópez Balaguer, M. (2016): p. 487, ramírez Barbosa, P.a. 
(2007): pp. 255. También parece asumir la posibilidad de im­
putación penal, de vicente martínez, r. (2008): pp. 579-580; 
Terradillos Basoco, J.M. (2006): pp. 65-66. En contra, Hortal 

ibarra, J. (2005a): pp. 27-28; rivero lamas, J. (1996): p. 697, 
para quienes la empresa usuaria sería la única responsable pe­
nalmente. 
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actividad, debe vigilar el cumplimiento de la 
normativa preventiva. Finalmente, si se trata 
de un empresario que desarrolla su actividad 
en un centro sin ser el titular del mismo y sin 
proceder a contratar o subcontratar parte de 
su actividad, sólo asume el deber general de 
cooperación y de coordinación ya expuesto. 

En cualquiera de las distintas posiciones 
empresariales descritas en la medida en que 
el incumplimiento de su obligaciones pueda 
dar lugar a una omisión de medidas preven­
tivas que generen un riesgo para la vida y 
salud de los trabajadores, se puede apreciar 
la imputabilidad penal, aun cuando el traba­
jador o trabajadores afectados por el riesgo 
no lo sean del empresario concurrente en el 
centro de trabajo que ha omitido la medida81. 
Por ejemplo, si el incumplimiento del deber 
de cooperación o del de coordinación por par­
te de un empresario concurrente provoca que 
otro de los empresarios no facilite la medida 
preventiva necesaria y adecuada, generándo­
se un riesgo, me parece viable la imputación 
del primero y la exoneración del segundo em­
presario. 

2.3.2. Trasferencia de responsabilidad 

Siendo el empresario el principal obligado 
a facilitar los medios preventivos pero no el 
único por cuanto la configuración del tipo pe­
nal se produce en términos de pluralidad –«los 
obligados legalmente»– y ante la realidad em­
presarial que nos muestra la complejidad y je­
rarquización de las estructuras organizativas 
en las que se produce una distribución de las 
tareas productivas con atribución de distintos 
grados de autonomía y capacidad de decisión, 
se plantea si el empresario puede ser exone­
rado de responsabilidad penal ex artículo 316 
CP e imputarse a otros sujetos en base a la 

81 Posibilidad admitida, entre otros, por Terradillos Baso­
co, J.M. (2006): p. 68, quien habla de la configuración de una 
gradación de obligaciones legalmente impuestas derivada de 
la diferente posición empresarial establecida en el artículo 24 
lPrl. 
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delegación de facultades de dirección y de atri­
bución de competencias. 

Al establecerse en el artículo 14.4 LPRL 
que la acción del empresario se podrá com­
plementar por la atribución de funciones en 
materia de prevención a los trabajadores o a 
servicios de prevención, internos o externos, 
«sin que por ello le eximan del cumplimiento 
de su deber» en materia de seguridad y salud 
en el trabajo, ha llevado a un sector doctrinal 
a cuestionar la admisión de la trasferencia de 
responsabilidad penal a través de la delega­
ción82. No obstante, el citado precepto no niega 
la admisión de la trasferencia de responsabi­
lidad sino únicamente señala que es posible 
la existencia de responsabilidad, en este caso 
penal, del empresario aun cuando haya habi­
do una delegación de funciones a otros sujetos 
incardinados en la estructura empresarial. No 
parece realista negar la admisibilidad de la 
trasferencia de responsabilidades puesto que 
sería desconocer que en muchas empresas el 
empleador no tiene conocimiento directo de la 
actuación preventiva que se encuentra dele­
gada en algunos o varios de sus trabajadores, 
de manera que se imputaría penalmente a 
quien de hecho no ha omitido la facilitación de 
las medidas preventivas. 

A favor de la admisión de la delegación se 
ha pronunciado una parte de la doctrina83, y 
el propio Tribunal Supremo, quien partiendo 
de dos premisas como son que «todas aquellas 
personas que desempeñen funciones de di­
rección o mando en una empresa y, por tanto, 
sean éstas superiores, intermedias o de mera 
ejecución, y tanto las ejerzan reglamentaria­
mente como de hecho, están obligadas a cum­
plir y hacer cumplir las normas destinadas a 
que el trabajo se realice con las prescripciones 
elementales de seguridad»84 y que «no es hu­
manamente posible que quienes deben ejercer 

82 Camas rodas, F. (2006): p. 122. 
83 Por todos, Terradillos Basoco, J.M. (2006): pp. 62-65; 

Gallardo García, r.Mª. (2016): pp. 162-165 y 178. 
84 STS de 16 de julio de 1992. En idéntico sentido, ya se 

había pronunciado, la STS de 10 de mayo de 1980. 
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una posición de garante, que requiere, por su 
naturaleza, una distribución de funciones, 
pueda realizar personalmente todas las obli­
gaciones para el cumplimiento del deber»85, 
sostiene de forma clara que «el ordenamien­
to jurídico reconoce el valor exonerante de la 
responsabilidad a la delegación de la posición 
de garante, cuando tal delegación se efectúa 
en personas capacitadas para la función y que 
disponen de los medios necesarios para la eje­
cución de los cometidos que corresponden al 
deber de actuar»86. 

Ahora bien para que la delegación de fun­
ciones produzca una trasferencia, o incluso la 
exoneración, de responsabilidad debe produ­
cirse atendiendo a determinados parámetros. 
En primer lugar, la delegación debe venir am­
parada en una norma legal, reglamentaria o 
convencional; no debiendo admitirse la dele­
gación de hecho87. En segundo lugar, debe ser 
libre y voluntariamente aceptada por el de­
legado, no tendría eficacia, por tanto, la dele­
gación impuesta por el empresario sin el con­
sentimiento del trabajador88. En tercer lugar, 
la delegación debe realizarse en personas con 
capacidad e idoneidad para desarrollar la acti­
vidad preventiva; la delegación a quien no re­
úne la necesaria competencia para implantar 
la normativa preventiva y controlar su aplica­
ción nos situaría ante un supuesto de culpa in 
eligendo que no permitirá un desplazamiento 
de la responsabilidad penal89. En cuarto lugar, 
la delegación debe ser general respecto de una 
determinada obligación preventiva que im­
plique la facilitación de medidas, de manera 
que la delegación parcial o la asunción de la 
obligación de forma compartida por el empre­

85 STS de 26 de marzo de 1994. 
86 STS de 26 de marzo de 1994. 
87 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 178. no obstante la 

STS de 16 de julio de 1992 señala que también cuando la de­
legación de funciones se haga de facto cabe exigir a quien las 
desarrolla el cumplimiento de la normativa preventiva, con lo 
que parece estar admitiendo la validez de la trasferencia de res­
ponsabilidad ante un supuesto de delegación por vía de hecho. 

88 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 178.
 
89 lascuraín Sánchez, J.a. (1994): p. 272; rodríguez Mesa, J.
 

(2005): p. 134. 



JUan Gil Plana 

453 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

  

   

 

 

   
   

   
 

   

 

 
 
 
 
 

 
 

  
 
 
 

 

 
 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

   

   
  
   
 

sario y el delegado no darán lugar a la exone­
ración de la responsabilidad del empresario90. 
En quinto lugar, el sujeto delegado debe tener 
pleno conocimiento y comprensión de los tér­
minos en que se produce la delegación; puesto 
que faltando el conocimiento de alguno de los 
extremos de la misma ésta carece de virtua­
lidad exoneradora91. En sexto lugar, el sujeto 
delegado tiene que tener plena capacidad de 
decisión en lo relativo a la facilitación de las 
medidas preventivas para que la delegación 
despliegue la trasferencia de responsabilida­
des92; capacidad de decisión que no sólo debe 
referirse a la capacidad material de adopción 
de medidas sino también a la capacidad eco­
nómica que pudiera necesitar su implementa­
ción material. Finalmente, el órgano delegan-
te debe desplegar de forma continuada una 
actividad de vigilancia sobre la actuación del 
órgano delegado, de no producirse aquélla se 
incurriría en un supuesto de culpa in vigilan­
do del empresario que conduce a no apreciar 
la exoneración de su responsabilidad penal93. 

2.3.3.	 Servicios de prevención y recursos 
preventivos 

Una de las posibles modalidades de orga­
nización de la actividad preventiva es recurrir 
a un servicio de prevención, bien sea interno 
o externo a la empresa. Afirmar la posible im­
putabilidad penal de los servicios de preven­
ción requiere partir de la observación de las 
funciones que la ley les atribuye, concretadas 
en el asesoramiento y apoyo a la empresa en 
lo referente al plan de prevención, evaluación 
de riesgos, planificación de la actividad pre­
ventiva y determinación de prioridades en la 
adopción de medidas preventivas, así como la 
vigilancia de su eficacia, la información y for­
mación de los trabajadores y la vigilancia de 
la salud (art. 31.3 LPRL). 

90 Terradillos Basoco, J.M. (2006): pp. 64. 
91 Gallardo García, r.Mª. (2016): p. 165. 
92 rodríguez Mesa, J (2005): p. 131; aparicio Tovar, J. 

(2006): p. 34. 
93 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 64. 
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Podría sostenerse que las facultades re­
conocidas a los servicios de prevención, en la 
medida que se circunscriben al asesoramiento 
y al apoyo al empresario, no revelan una capa­
cidad de toma de decisiones en el cumplimien­
to de la normativa preventiva por cuanto será 
en última instancia el empresario el que deba 
adoptar las medidas adecuadas94. 

No obstante dicha interpretación sería ex­
cesivamente formalista y estaría desconectada 
de la realidad empresarial, por lo que debe afir­
marse la posibilidad de exigir responsabilidad 
penal a los servicios de prevención, por cuanto 
se les atribuye una serie de obligaciones que 
pueden implicar la facilitación de medidas 
de seguridad y salud laboral95. Es formalista 
porque realmente esa labor de apoyo y ase­
soramiento versa sobre cuestiones nucleares 
de una eficaz acción preventiva, aludiéndose 
incluso a la adopción de medidas, de manera 
que sólo pueden concebirse como una labor de 
diseño y ejecución de los aspectos preventivos 
enumerados en el precepto legal; idea que se 
refuerza si tenemos en cuenta que al configu­
rarlos el artículo 31.1 LPRL como «conjunto de 
medios […] necesarios para realizar las activi­
dades preventivas», se sitúan en la óptica de la 
realización de la actividad preventiva y no en 
la de simple apoyo y asesoramiento. Más que 
una labor de asesoramiento lo que se produce 
es una delegación parcial96 del deber preventi­
vo empresarial, como lo revela, por otra parte, 
el artículo 19.2 del Reglamento de los Servicios 
de Prevención97 al establecer que dichas «en­
tidades asumirán directamente el desarrollo 
de aquellas funciones señaladas en el artículo 
31.3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, que 
hubieran concertado». Por otro lado no es rea­
lista, porque desde el plano dogmático, cuando 
un empresario recurre a un servicio de preven­

94 Postura mantenida por aguado lópez, S. (2002): p. 330, 
quien, además, fundamenta su postura en el hecho de que la 
admisión de la imputabilidad del servicio de prevención sólo se 
produciría si la empresa concertada fuera una persona jurídica. 

95 Entre otros, ramírez barbosa, P.a. (2007): p. 273; Terra­
dillos Basoco, J.M. (2006): p. 76.
 

96 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 76.
 
97 real Decreto 39/1997, de 17 de enero.
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ción lo que pretende no es el simple asesora­
miento y apoyo sino que aquél asuma parte de 
la actividad preventiva. 

La figura del recurso preventivo hace alu­
sión no a medios materiales sino a medios 
humanos que deberán estar presentes en los 
centros de trabajo cuando se dan alguna de las 
circunstancias previstas en el artículo 32 bis.1 
LPRL98, teniendo encomendada la vigilancia 
del cumplimiento de las actividades preventi­
vas de la empresa (art.  32 bis.3 LPRL), que 
incluirá la comprobación de la eficacia de las 
actividades preventivas previstas en la pla­
nificación, así como de la adecuación de tales 
actividades a los riesgos que pretenden preve­
nirse o a la aparición de riesgos no previstos y 
derivados de la situación que determina la ne­
cesidad de la presencia de los recursos preven­
tivos (art. 22 bis.4 RSP); debiendo disponer de 
la capacidad suficiente y los medios necesarios 
para desarrollar dicha vigilancia (art. 32 bis.3 
LPRL). 

Comparto la opinión expresada por la doc­
trina de que los recursos preventivos son un 
medio preventivo en sí mismo considerados, 
de suerte que su omisión por parte del empre­
sario supone que éste pueda incurrir en res­
ponsabilidad penal ex artículo 316 CP99. Sin 
embargo no comparto la idea de que quien 
es recurso preventivo no pueda incurrir en el 
tipo penal del artículo 316 CP, aduciendo que 
sus funciones son de control e información, ca­
reciendo de obligaciones consistentes en faci­
litar medidas preventivas100. Partiendo de la 
admisión de la delegación y de la concepción 

98 los supuestos son cuando los riesgos puedan ver­
se agravados o modificados en el desarrollo del proceso o la 
actividad, por la concurrencia de operaciones diversas que se 
desarrollan sucesiva o simultáneamente y que hagan preciso 
el control de la correcta aplicación de los métodos de trabajo, 
cuando se realicen actividades o procesos que reglamentaria­
mente sean considerados como peligrosos o con riesgos espe­
ciales o cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida 
por la inspección de Trabajo y Seguridad Social, si las circuns­
tancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de 
trabajo detectadas. 

99 Terradillos Basoco, J.M. (2006): pp. 89-90. 
100 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 89. 
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funcional de lo que se ha de entender por el 
término «medidas» contenido en el artículo 
316 CP, que nos ha llevado a incluir no solo 
la puesta a disposición de medios materiales 
sino también, entre otras, las obligaciones in­
formativas y de vigilancia, es factible que el 
recurso preventivo pueda ser sujeto activo del 
delito de seguridad y salud de los trabajado­
res. 

2.3.4.	 Órganos de consulta y participación 
en materia preventiva 

Dos son las figuras previstas en la LPRL 
para dar expresión a la consulta y participa­
ción de los trabajadores en materia preven­
tiva. Se contempla la figura del delegado de 
prevención como «representante de los traba­
jadores con funciones específicas en materia 
de prevención de riesgos laborales» (art. 35.1 
LPRL); mientras que el Comité de Seguridad 
y Salud emerge como el «órgano paritario y co­
legiado de participación destinado a la consul­
ta regular y periódica de las actuaciones de la 
empresa en materia de prevención de riesgos» 
(art. 38.1 LPRL). 

Las competencias atribuidas a ambas figu­
ras por la LPRL permiten descartar su impu­
tabilidad ex artículo 316 CP. Ninguna de las 
competencias y facultades previstas para los 
Delegados de Prevención y para el Comité de 
Seguridad y Salud suponen la atribución de 
obligación alguna consistente en facilitar las 
medidas de protección adecuadas101. 

Al Delegado de Prevención se le reconoce 
competencia para «colaborar» con la empre­
sa, «promover y fomentar la cooperación de 
los trabajadores» en la ejecución de la nor­
mas preventivas, ser «consultados» por el 
empresario y «vigilar» el cumplimiento de la 
normativa de seguridad y salud en el trabajo 
(art. 36.1 LPRL), para lo cual se le reconocen 
determinadas facultades como son el acce­

101 Por todos, niegan tal posibilidad, ramírez Barbosa, P.a. 
(2007): pp. 267 y 270, aguado lópez, S. (2002): p. 331-332. 
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so a información y documentación sobre las 
condiciones de trabajo, ser informados sobre 
los daños producidos en la salud, visitar los 
lugares de trabajo, proponer al empresario la 
adopción de medidas y formular propuestas a 
éste y al Comité de Seguridad y Salud o pro­
poner la adopción del acuerdo de paralización 
de actividades (art. 36.2 LPRL). La mera con­
templación de las competencias y facultades 
descritas descartan la idoneidad para que la 
actuación del Delegado de Prevención pueda 
ser objeto de imputación penal ex artículo 316 
CP, que debe recordarse tipifica como punible 
a quienes están obligados, que es distinto y 
no debe confundirse con quien está facultado 
nada más. 

El mismo razonamiento nos lleva a des­
cartar también la imputabilidad del Comité 
de Seguridad y Salud, por cuanto a éste se 
le reconoce competencia en la elaboración, 
puesta en práctica y evaluación de los planes 
y programas preventivos de la empresa, pero 
mediante facultades, nunca obligaciones, que, 
además, no se concretan en facilitar medidas 
preventivas sino en permitirle tomar conoci­
miento de diversos aspectos, como son los ries­
gos y su prevención, documentos e informes 
sobre las condiciones de trabajo, daños pro­
ducidos en la salud e integridad física de los 
trabajadores, memoria y programación anual 
de los servicios de prevención (art. 39 LPRL). 

2.3.5.	 Fabricantes, importadores 
y suministradores 

A los fabricantes, importadores y sumi­
nistradores se refiere la LPRL para hacer re­
caer sobre ellos una serie de obligaciones que 
se consideran necesarias para una correcta 
acción preventiva en la empresa. Así se esta­
blece que deben asegurar que los objetos que 
fabrican, importan o suministran no constitu­
yan una fuente de peligro para el trabajador, 
y tratándose de equipos de protección deberán 
asegurar también su efectividad; obligación 
que tiene plena virtualidad siempre que sean 
instalados y utilizados en las condiciones, for­
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ma y para los fines recomendados por aque­
llos (art.  41.1 LPRL). Tratándose de produc­
tos químicos esa obligación conlleva, además, 
proceder al envasado y etiquetado de forma 
que permita su conservación y manipulación 
en condiciones seguras, identificándose clara­
mente su contenido, riesgos para la seguridad 
o salud que se derivan de su almacenamiento 
y utilización (art. 41.1 LPRL). La no observan­
cia de las prescripciones de instalación y uso 
y del contenido del etiquetado, haría decaer la 
obligación y, en consecuencia, la posible impu­
tabilidad de los fabricantes, importadores y 
suministradores. 

Además, sobre estos sujetos pesa la obliga­
ción de informar sobre la correcta utilización 
de dichos objetos, las medidas preventivas 
adicionales a adoptar y los riesgos derivados 
tanto de su uso normal como inadecuado, 
con la finalidad de que su utilización se lleve 
a cabo sin riesgos para la seguridad y salud 
de los trabajadores y para que el empresario 
pueda cumplir sus obligaciones informativas 
respecto a los trabajadores (art. 41 LPRL). 

Como se puede apreciar se les atribuye 
fundamentalmente una obligación de segu­
ridad de los objetos, productos y equipos, así 
como una obligación informativa. Algún autor 
ha descartado tácitamente su imputabilidad 
al amparo del artículo 316 CP al considerar 
que sólo podrían ser sujetos activos del delito 
previsto en el artículo 348 CP102, y otros de for­
ma explícita han sostenido que no pueden re­
sultar imputados porque la obligación que se 
les atribuye es de carácter meramente infor­
mativa en relación a los peligros que pudieran 
ocasionar los objetos o productos, de suerte 
que no pueden ser garantes de la evitación del 
peligro para la seguridad y salud de los tra­
bajadores103, añadiéndose, además, que estos 
sujetos no resultan obligados por las normas 
de seguridad e higiene sino por las normas de 
seguridad industrial o seguridad en el produc­

102 Purcalla Bonilla, M.a. (2012): pp. 1808-1809. 
103 lascuraín Sánchez, J.a. (1994): p. 291. acoge este argu­

mento también aguado lópez, S. (2002): pp.325-327. 
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to y que la obligación de facilitar los medios 
requiere una relación directa entre el sujeto 
activo y el trabajador que no se da entre éste 
último y los fabricantes, importadores y sumi­
nistradores104. 

Frente a la negativa a la admisión de su 
imputabilidad ex artículo 316 CP se ha soste­
nido que sólo resultarían sujetos activos en re­
lación a este tipo penal cuando el empresario 
les hubiera delegado obligaciones preventivas 
que entrañasen la facilitación de medidas a 
los trabajadores105. 

Sin embargo, parece posible que pudie­
ran incurrir en un delito contra la seguridad 
y salud de los trabajadores, sin necesidad de 
apreciar una previa delegación, por la inobser­
vancia de las obligaciones que la propia LPRL 
les asigna106, atendiendo a los siguientes ar­
gumentos. 

En primer lugar, los fabricantes, importa­
dores y suministradores sí resultan obligados, 
además de la normativa de industria, por la 
normativa preventiva, en concreto, por lo pre­
visto en el artículo 41 de la LPRL, en conse­
cuencia, es difícilmente aceptable la premisa 
de que aquellos no se encuentran sujetos a la 
norma de seguridad y salud laboral. 

En segundo lugar, la configuración del tipo 
penal del artículo 316 CP no parece exigir 
una relación directa entre el sujeto activo y el 
trabajador, puesto que lo que se tipifica es no 
facilitar las medidas «para que» los trabajado­
res –no «a» los trabajadores– desarrollen su 
actividad en condiciones de seguridad y salud. 

En tercer lugar, en el citado precepto se 
les atribuyen una serie de obligaciones que 
deben considerarse como idóneas para ser ca­
lificadas como «medidas necesarias» para la 
adecuada protección de la seguridad y salud 
de los trabajadores; incluida la obligación in­

104 Véase aguado lópez, S. (2002): pp.325-327. 
105 Serrano-Piedecasas Fernández, J.r. (2002): p. 105. 
106 En este sentido y con mayor detenimiento, ramírez 

Barbosa, P.a. (2007): pp. 261-265. 
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formativa que también puede dar lugar a una 
conducta punible de estos sujetos. No es des­
cartable, por ejemplo, que la incorrecta infor­
mación suministrada por un fabricante pueda 
producir un riesgo grave para la salud de los 
trabajadores, y en tanto que la información se 
concibe como medida necesaria para garanti­
zar la seguridad y salud de los trabajadores, 
poder subsumirla en el tipo penal previsto en 
el artículo 316 CP. 

2.3.6. Auditores y evaluadores externos 

El empresario que decide no externalizar 
su actividad preventiva en un Servicio de Pre­
vención ajeno a la propia estructura empresa­
rial viene obligado a someter dicha actividad 
al control de una entidad externa (art.  30.5 
LPRL) que proceda a establecer, mediante un 
análisis sistemático, documentado y objetivo, 
una imagen real del sistema de prevención de 
riesgos laborales de la empresa, valorando su 
eficacia y detectando las deficiencias que pue­
dan dar lugar a incumplimientos de la norma­
tiva preventiva, permitiendo así la adopción 
de las decisiones necesarias para la mejora y 
perfeccionamiento (art. 30 RSP). 

Aunque un sector de la doctrina ha seña­
lado que su posible responsabilidad penal ex 
artículo 316 CP sólo cabría ante situaciones 
de cooperación con el empresario cuando en 
connivencia con éste formulase informes fal­
sos o que oculten la inexistencia o inadecua­
ción de las medidas107, resulta difícil admitir 
que puedan ser imputados penalmente al am­
paro del artículo 316 CP por cuanto la norma 
no les reconoce ninguna obligación o deber 
vinculado directamente a preservar la segu­
ridad y salud de los trabajadores, como se ha 
dicho de forma expresiva «no están obligadas 
a facilitar medios»108. Además esta pretendida 
responsabilidad penal de los auditores y eva­
luadores externos podría afirmarse de otros 
sujetos analizados siempre que los mismos 

107 De Vicente Martínez, r. (2001): p. 82
 
108 navarro Cardoso F. y losada quintas, J. (2001): p. 986. 
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desarrollasen sus funciones en connivencia 
con el empresario para ocultar la inexistencia 
o insuficiencia de las medidas preventivas. 

2.3.7.	 El coordinador de seguridad 
en la construcción 

La actividad del sector de la construcción 
se caracteriza por ser una de las actividades 
potencialmente generadora de riesgos labo­
rales, lo que se explica atendiendo a varios 
factores como son la mutabilidad del centro 
de trabajo –la obra–, que supone una varia­
bilidad de los riesgos, y la concurrencia de va­
rias actividades y/o de varios empresarios en 
el mismo centro de trabajo, que generan una 
diversidad de riesgos. 

La efectividad de la seguridad y salud la­
boral en el sector de la construcción ha llevado 
al legislador a contemplar las figuras de coor­
dinador de seguridad durante la elaboración 
del proyecto, que es el técnico competente de­
signado por el promotor para coordinar duran­
te la fase del proyecto de obra, la aplicación 
de las previsiones contenidas en el artículo 
15 de la LPRL a la hora de concebir, estudiar 
y elaborar el proyecto de obra [art. 2.1 e), en 
relación con el art. 8 RD 1627/1997], y la de 
coordinador de seguridad durante la ejecución 
de la obra, que es el técnico competente inte­
grado en la dirección facultativa, designado 
por el promotor para llevar a cabo una serie 
de competencias en materia de seguridad y 
salud en la ejecución de la obra [art. 2.1 f) RD 
1627/1997]. Además, este último está faculta­
do para paralizar, total o parcialmente, la obra 
ante la existencia de riesgo grave e inminente 
derivado del incumplimiento de las medidas 
de seguridad y salud (art. 14 RD 1627/1997). 

Debe advertirse que en ambos casos se 
identifica el coordinador con la expresión «téc­
nico competente», sin que se aclare a quién 
debe considerarse como tal. Dicho silencio no 
puede interpretarse en el sentido de que cual­
quier persona pueda ser designado coordina­
dor de seguridad, dado que la Disposición Adi­
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cional 4ª de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, 
reguladora de la Ordenación de la Edificación, 
si procede a indicárnoslo al establecer que 
«las titulaciones académicas y profesionales 
habilitantes para desempeñar la función de 
coordinador de seguridad y salud en obras de 
edificación, durante la elaboración del proyec­
to y la ejecución de la obra, serán las de arqui­
tecto, arquitecto técnico, ingeniero o ingeniero 
técnico, de acuerdo con sus competencias y 
especialidades». 

Entre las funciones que se le atribuye al 
coordinador de seguridad durante la elabora­
ción del proyecto, se encuentra la de coordinar 
la actividad de los proyectistas que intervie­
nen para que tengan en cuenta la seguridad y 
salud (art. 8.3 RD 1627/1997); así como tam­
bién la elaboración –directamente por él o por 
terceros bajo su responsabilidad– del estudio 
de seguridad y salud (art. 5.1 RD 1627/1997). 

Al coordinador de seguridad durante la 
ejecución de la obra se le asignan labores de 
coordinación –en relación a la aplicación de 
los principios generales, de la obra y de las 
acciones y funciones de control–, de organiza­
ción de la coordinación, así como de adopción 
de todas las medidas pertinentes para que 
solo accedan a las obras las personas autori­
zadas (art. 9 RD 1627/1997). 

Es evidente que el coordinador de segu­
ridad durante la ejecución de la obra asume 
importantes y relevantes obligaciones preven­
tivas, cuyo incumplimiento, al poder ser consi­
deradas obligaciones consistentes en facilitar 
medidas preventivas, piénsese en las faculta­
des de control o en las de adopción de decisio­
nes sobre el acceso a la obra, harían nacer la 
responsabilidad penal prevista en el artículo 
316 CP. Mayor dificultad encontramos a la 
hora de determinar la imputabilidad penal al 
coordinador de seguridad en la fase de elabo­
ración del proyecto, aunque puede afirmarse 
que el incumplimiento de su función de coor­
dinación de los distintos proyectistas y, sobre 
todo, de la elaboración del estudio de seguri­
dad y salud, pueden considerarse como una 
omisión de medidas preventivas incardinable 
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en el tipo penal; dado que, por ejemplo, si en su 
labor de elaboración del estudio de seguridad 
y salud se recogiesen las medidas de forma 
genérica y no con el detalle debido, se estaría 
incurriendo en una omisión de medidas pre­
ventivas de la que puede nacer la responsabi­
lidad penal109. 

2.3.8. Trabajadores 

Cabe interrogarse si un trabajador, cuya 
dimensión colectiva constituye el bien jurídi­
co protegido, que omite una medida de segu­
ridad poniendo con su conducta en peligro la 
seguridad y salud de otros trabajadores puede 
incurrir en responsabilidad penal ex artículo 
316 CP. 

Al trabajador se le atribuye como obliga­
ción principal velar por su propia seguridad y 
salud laboral y por la del resto de personas a 
las que su actividad pudiera afectar (art. 29.1 
LPRL) al tiempo que se le conmina a usar de­
bidamente la maquinaria, productos y equi­
pos de protección y dispositivos de seguridad; 
contribuir al cumplimiento de las obligaciones 
establecidas por la autoridad competente; in­
formar de inmediato a su superior jerárquico, 
a los trabajadores designados para realizar la 
actividad preventiva o al servicio de preven­
ción de cualquier posible riesgo laboral y coo­
perar con el empresario para que este pueda 
desarrollar de forma eficaz su acción preven­
tiva (art. 29.2 LPRL). El análisis de las obli­
gaciones preventivas que debe asumir el tra­
bajador descarta que se pueda atribuir a éste 
la autoría del tipo penal del artículo 316 CP 
por cuanto ninguna de ellas puede ser conce­
bida como una obligación de facilitar medidas 
preventivas. Conclusión que se ve corroborada 

109 lascuraín Sánchez, J.a. (2005): p. 582, de Vicente Mar­
tínez, r. (2008): p. 585; Sánchez ruiz de Valdivia, i. (2012): 
p. 1763, si bien esta última autora evidencia que no se en­
cuentran sentencias que condenen únicamente al coordinador 
de seguridad en la fase de elaboración del proyecto, lo que se 
explica porque normalmente quien es coordinador en la fase de 
elaboración del proyecto lo es también en la fase de ejecución 
de la obra. 
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por cuanto el apartado 2º del artículo 29 LPRL 
solo concibe el posible incumplimiento de las 
obligaciones preventivas del trabajador como 
un incumplimiento laboral a los efectos de ser 
sancionado disciplinariamente. 

a.	 Asunción de obligaciones preventivas por 
el trabajador. Los técnicos de prevención 

La imposibilidad, con carácter general, 
de exigir responsabilidad ex artículo 316 CP 
a cualquier trabajador debe ser objeto de 
matización en varios supuestos. Así, cuando 
el trabajador asume funciones preventivas 
mediante la delegación empresarial –ya sea 
mando directivo, mando intermedio, o un sim­
ple trabajador–, y siempre que ésta se ajuste 
a las condiciones expuestas anteriormente, es 
indudable que se produce una trasferencia de 
responsabilidad que convierte a este trabaja­
dor en posible sujeto activo del tipo penal del 
artículo 316 CP. 

Idéntica solución debe predicarse del tra­
bajador, reúna o no la condición de técnico de 
prevención110, cuando asume la acción preven­
tiva en virtud de lo previsto en el artículo 30 
LPRL, siempre y cuando, como previene el 
apartado 2º de dicho precepto, tenga la capa­
cidad necesaria, disponga del tiempo y medios 
suficientes y precisos, atendiendo el tamaño 
de la empresa y los riesgos existentes. En es­
tos supuestos, en la medida en que asumiera 
una parte de la acción preventiva empresarial 
en la que se englobase la capacidad para im­
plementar las medidas para garantizar la se­
guridad y salud del resto de los trabajadores, 
la omisión de las mismas podría dar lugar a 
responsabilidad penal ex artículo 316 CP. 

Respecto al técnico de prevención de ries­
gos laborales se ha afirmado su inimputabili­
dad ex artículo 316 CP porque sus funciones 
son de asesoramiento y apoyo, con total re­

110 Sostienen la imputabilidad del técnico de prevención, 
entre otros, Urrutikoetxea Barrutia, M. (2013): pp. 204-206; 
de Vicente Martínez, r. (2008): pp. 580-584; Hortal ibarra, J.C. 
(2005b): p. 252; González Biedma, E. (1999): pp. 4-5 de 10. 
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serva de la capacidad de decisión al empresa­
rio111, de suerte que las mismas no pueden ser 
consideradas medios a los efectos de su sub­
sunción en el tipo penal112. No compartimos 
dicha inimputabilidad porque debe recordar­
se que sus labores no son de mero apoyo por 
cuanto es posible que el técnico de prevención 
asuma parte de la acción preventiva de la em­
presa, entre la que puede estar la de facilitar 
las medidas necesarias de seguridad y salud 
a los trabajadores113, y que, además, la norma 
expresamente habla de que tenga capacidad y 
medios suficientes para desarrollarla, lo que 
supone reconocer un ámbito de decisión en 
materia preventiva que va más allá del mero 
asesoramiento y apoyo al empresario114, asu­
miendo directamente las obligaciones preven­
tivas115. 

b. El coordinador de actividades 

En los supuestos de concurrencia de varios 
empresarios en un mismo centro de trabajo, la 
necesaria coordinación de los mismos en aras 
a una eficaz acción preventiva ha llevado al 
legislador a prever la posible designación de 
un coordinador de actividades, condición que 
puede recaer, entre otros sujetos, sobre un 
trabajador de la empresa titular del centro de 
trabajo o de las demás empresas concurrentes 
[letras a), d) y e) del art. 13.3 RD 171/2004]. 

Sin perjuicio de que el empresario titular 
pueda atribuirle cualquier función preventi­
va [art. 14.1 c) RD 171/2004], al coordinador 
se le atribuye, por un lado, la función de fa­
vorecer el cumplimiento de la coordinación 
de actividades encaminada a una aplicación 

111 lousada arochena, J.F. (2003): p. 83. 
112 navarro Cardoso F. y losada quintas, J. (2001): p. 978. 
113 De Vicente Martínez, r. (2008): pp. 582 señala que los 

técnicos de prevención asumen un conjunto de obligaciones 
que pueden ser incardinadas en el elemento «medidas» exigido 
por el tipo penal. 

114 De gran autonomía y de asunción de funciones eje­
cutivas atribuidas por la ley habla González Biedma, E. (1999): 
pp. 4-5 de 10, para afirmar que los técnicos de prevención pue­
den ser sujetos activos en el tipo penal de artículo 316 CP. 

115 Hortal ibarra, J.C. (2005b): p. 252. 
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coherente de la acción preventiva y de los mé­
todos de trabajo, así como el control de las 
diversas actividades concurrentes y la ade­
cuación de los riesgos existentes y las medi­
das preventivas [art. 14.1 a), en relación con 
el art. 3 RD 171/2004], y, por otro lado, servir 
de cauce para el intercambio de información 
entre los empresarios concurrente [art. 14.1 
b) RD 171/2004]. Para el cumplimiento de 
estas funciones se le reconocen una serie de 
facultades entre las que cabe destacar la de 
«impartir a las empresas concurrentes las 
instrucciones que sean necesarias para el 
cumplimiento de sus funciones» [art. 14.2 c) 
RD 171/2004]. 

Las dos funciones atribuidas expresamen­
te por la norma preventiva permiten afirmar 
que el coordinador de actividades puede in­
currir en el tipo penal del artículo 316 CP 
porque en la ejecución de las mismas puede 
asumir obligaciones que se concreten en la 
facilitación de medidas preventivas. Si su ac­
tuación impide la coordinación, por ejemplo, 
al no impartir las instrucciones debidas o no 
facilitar la información a un empresario tras­
mitida por los otros empresarios, y se genera 
un riesgo grave para la vida y la salud de los 
trabajadores, se podrá estar incurriendo en el 
tipo penal, pudiendo ser considerado sujeto 
activo del mismo116. 

2.4. Sujeto pasivo 

La identificación del sujeto pasivo –par­
tiendo del bien jurídico protegido en el delito 
tipificado en el artículo 316 CP, así como de a 
quien se reconoce el derecho a una eficaz pro­
tección en materia preventiva en el artículo 
14.1 LPRL– no ofrece problema alguno, son 
los trabajadores respecto de los que haya una 
obligación de seguridad y salud consistente 
en facilitarles los medios preventivos. A sen­
su contrario, si se genera un riesgo que pone 
en peligro la seguridad y salud de quien no es 

116 De Vicente Martínez, r. (2008): p. 591. 
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trabajador del obligado legalmente a facilitar 
los medios –salvo lo previsto en materia de 
empresas de trabajo temporal, subcontrata­
ción, coordinación de actividades o en ciertos 
supuestos los trabajadores autónomos– esta­
remos ante una situación de inimputabilidad 
desde el prisma del delito contra la seguridad 
y salud de los trabajadores; sin perjuicio de 
que pueda ser objeto de imputación penal por 
delito de homicidio o lesiones o por un delito 
de riesgos catastróficos117. 

El concepto de trabajador a efectos del ilí­
cito penal del artículo 316 CP no debe identifi­
carse únicamente con el trabajador por cuen­
ta ajena al que se refiere el artículo 1 del ET, 
por cuanto el artículo 3 de la LPRL dirige su 
ámbito de aplicación también al personal con 
una relación administrativa o estatutaria al 
servicio de las Administraciones Públicas y a 
los socios de las cooperativas cuya actividad 
consista en una prestación de trabajo perso­
nal. Debiendo incluirse tanto los trabajado­
res por cuenta ajena con una relación directa 
con el obligado como aquellos que prestan sus 
servicios en virtud de un contrato de puesta 
a disposición, de contratas o subcontratas de 
actividades o se hallen prestando sus servicios 
en un centro de trabajo aun siendo trabajado­
res de otra empresa118. 

En la configuración amplia del concepto de 
trabajador quedan englobados todos aquellos 
que desarrollen funciones públicas de policía, 
seguridad y resguardo aduanero, servicios 
operativos de protección civil y peritaje fo­
rense, así como los miembros de las Fuerzas 
Armadas y de la Guardia Civil, por cuanto la 
exclusión de la aplicabilidad de la normativa 
preventiva prevista en el artículo 3.2 LPRL no 
se formula en atención a los sujetos que de­
sarrollan dichas prestaciones sino en atención 
a determinadas actividades119; en consecuen­

117 De Vicente Martínez, r. (2008): p. 594. 
118 Ver aguado lópez, S. (2002): pp. 335-338; de Vicente 

Martínez, r. (2008): pp. 591-594. 
119 En este sentido cabe recordar que la STJUE de 12 de 

enero de 2006 (TJCE 2006, 12), afirmó, precisamente respecto 
a posibilidad de efectuar la exclusión contemplada en la Direc­
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cia también éstos colectivos de trabajadores 
deben ver garantizada su seguridad y salud 
laboral mediante la puesta a disposición de los 
medidas adecuadas y necesarias120. 

Al delimitar quien puede ser sujeto pasi­
vo se plantea la duda de si considerar como 
tal o no al trabajador autónomo, dado que su 
posible caracterización como sujeto activo, 
en cuanto tenga trabajadores a su cargo, no 
presenta objeción alguna. Qué duda cabe que 
estamos ante un dilema de no fácil resolución 
en la confrontación de la ordenación jurídica y 
la realidad. La realidad evidencia que el tra­
bajador autónomo que ocupa una posición in­
termedia entre la del trabajador dependiente 
y la del empresario, viene a tener una posición 
singular en la que puede asumir obligaciones 
propias del empresario y deberes y derechos 
atribuidos a los trabajadores en materia pre­
ventiva. Realidad que se complica cuando es­
tamos ante un trabajador autónomo económi­
camente dependiente, quien se asemeja más 
al trabajador por cuenta ajena, en lo que se re­
fiere a la nota de dependencia, que debería te­
ner su trascendencia en la esfera preventiva. 

Una primera aproximación debería condu­
cirnos a afirmar que el trabajador autónomo 
no puede ser sujeto pasivo en un delito contra 
la seguridad y salud laboral por cuanto no re­
sulta incluido en la LPRL, y, en consecuencia, 
no es acreedor de una deuda de seguridad y 

tiva 89/931, plasmada en el artículo 3.2 lPrl, que «el criterio 
utilizado por el legislador comunitario para determinar el ám­
bito de aplicación de la Directiva 89/391 no está fundado en 
la pertenencia de los trabajadores a los distintos sectores de 
actividades contemplados en el artículo 2, apartado 2, párrafo 
primero, de dicha Directiva, considerados globalmente, como 
las fuerzas armadas, la policía y el servicio de protección civil, 
sino exclusivamente en la naturaleza específica de ciertos co­
metidos especiales desempeñados por los trabajadores dentro 
de dichos sectores, que justifica una excepción a las normas 
dictadas por la citada Directiva, en razón de la absoluta nece­
sidad de garantizar una protección eficaz de la colectividad». 
Solución adelantada por el aTJUE de 14 de julio de 2005 (TJCE 
2005, 249) que, además, concluía que «las actividades ejercidas 
en condiciones normales […] se hallan incluidas dentro del ám­
bito de aplicación de la Directiva 89/391». 

120 Como señala ramos Moragues, F. (2016): p. 225 se les 
aplica la lPrl como al resto de empleados públicos. 
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salud laboral. Cuando en el artículo 3.1 LPRL 
se afirma que se podrán establecer derechos y 
obligaciones en materia de seguridad y salud 
laboral para los trabajadores autónomos, se 
nos está diciendo que el trabajador autónomo 
no está incluido en su ámbito de aplicación, lo 
que supone que no es una figura a la que dicha 
norma, prima facie, atribuya derechos y debe­
res en materia de seguridad y salud laboral. 

No obstante, la propia LPRL contiene dos 
previsiones dirigidas a los autónomos, una 
carece de interés a los efectos de determinar 
la posibilidad de que el autónomo sea sujeto 
pasivo en el delito del artículo 316 CP dado 
que consiste en admitir el aseguramiento de 
los daños que pudiera generar su actividad 
(art.  15.5 LPRL). La segunda previsión, por 
el contrario, si alcanza relevancia, porque al 
establecerse en el artículo 24.5 LPRL, en los 
supuestos de concurrencia de empresarios, 
que los deberes de cooperación, de informa­
ción y de instrucción establecidos para dicho 
supuesto se aplicarán también respecto a los 
trabajadores autónomos, se están contem­
plando «obligaciones que se imponen a los em­
presarios, no ya respecto a sus trabajadores o 
en relación a otros empresarios, sino en rela­
ción a trabajadores autónomos»121. Y no cabe 
ninguna duda de que el incumplimiento de 
alguna de esas obligaciones, como la de infor­
mación o la de dar instrucciones, constituyen 
una omisión de medidas preventivas a las que 
se refiere el tipo penal del artículo 316 CP, de 
suerte que en la medida en que dicho incum­
plimiento pueda generar un peligro grave en 
la seguridad y salud del trabajador autónomo, 
convierte a éste en sujeto pasivo. 

La promulgación del Estatuto del Traba­
jador Autónomo122 ha supuesto en materia 
preventiva un acercamiento de la figura del 
autónomo a la del trabajador por cuenta aje­
na123, al reconocérsele un «derecho» a la pro­

121 aparicio Tovar, J. (2006): p.36. asume esta interpreta­
ción Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 68. 

122 ley 20/2007, de 11 de julio. 
123 Pérez Campos, a.i. (2012): p. 644. 
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tección adecuada de su seguridad y salud en 
el trabajo [art.  4.3 e) LETA]. Debe llamarse 
la atención de que no se habla de un deber 
de seguridad, lo que no significa que cuando 
contrate a trabajadores no pese sobre él dicho 
deber, se habla de un derecho, concibiéndose 
al trabajador autónomo como acreedor y no 
como deudor. 

Desde esta nueva óptica se establece, 
por un lado, que las empresas que contra­
ten con trabajadores autónomos una acti­
vidad prestacional que se desarrolle en sus 
centros de trabajo deberán vigilar el cum­
plimiento de la normativa preventiva por 
parte de estos trabajadores (art. 8.4 LETA) 
y, por otro lado, cuando el trabajador au­
tónomo deba utilizar maquinaria, equipos, 
productos, materias o útiles proporciona­
dos por la empresa para la que ejecutan su 
actividad profesional, pero no realicen esa 
actividad en el centro de trabajo de tal em­
presa, ésta deberá facilitarle la información 
necesaria para dicha utilización (art.  8.5 
LETA, en relación con art. 41.1 LPRL). Es­
tamos en presencia de la asignación a la 
empresa, respecto del trabajador autóno­
mo, de dos obligaciones –de vigilancia y de 
información– que pueden calificarse como 
medidas preventivas a efectos del tipo pe­
nal ex artículo 316 CP; convirtiéndose en 
estos supuestos el trabajador autónomo en 
posible sujeto pasivo. 

Otra posibilidad para configurar al traba­
jador autónomo como sujeto pasivo la encon­
tramos en la ordenación jurídica de la preven­
ción en el sector de la construcción, cuando se 
prevé que aquel tiene entre sus obligaciones 
«atender las indicaciones y cumplir las ins­
trucciones del coordinador en materia de se­
guridad y de salud durante la ejecución de la 
obra o, en su caso, de la dirección facultativa» 
[art. 12.1 g) RD 1627/1997], lo que implica, a 
sensu contrario, que el coordinador de seguri­
dad tiene atribuido un deber para con el tra­
bajador autónomo, cuya omisión podría sub­
sumirse en el tipo penal teniendo como sujeto 
pasivo a éste último. 
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2.5. Formas de comisión 

El delito contra la seguridad y salud de 
los trabajadores admite la culpabilidad tanto 
en su forma dolosa como en su forma impru­
dente, respectivamente, en los artículos 316 y 
317 CP, siendo el único de los delitos contra 
los derechos de los trabajadores que penaliza 
la imprudencia por cuanto el artículo 317 CP 
se refiere exclusivamente al ilícito penal reco­
gido en el artículo 316 CP. 

La admisión de ambos grados de culpabili­
dad nos lleva a una primera cuestión como es 
la de su diferenciación, cuestión que a veces 
no es fácil y a la que ha dedicado su atención 
nuestra jurisprudencia al afirmar que «el ele­
mento normativo consistente en la infracción 
de las normas de prevención no exige legal­
mente dosis de gravedad alguna, a diferencia 
del peligro y de la comisión por imprudencia, 
y precisamente por ello una cosa es la falta de 
prevención del riesgo equivalente a la omisión 
de las medidas necesarias y adecuadas exigi­
das conforme a la legislación laboral y otra 
distinta su insuficiencia o defectuosidad, lo 
que debe dar lugar a los dos tipos de comisión 
previstos, radicando su diferencia en el ele­
mento subjetivo: conciencia del peligro cuando 
se trata del tipo doloso, y a pesar de ello se 
omiten las medidas adecuadas y necesarias, e 
infracción del deber del cuidado por ausencia 
de todas las previsibles exigibles al garante de 
la seguridad y salud de los trabajadores»124, de 
suerte que faltando esa conciencia y voluntad 
del sujeto activo estaríamos ante el tipo im­
prudente125. 

2.5.1. Forma dolosa 

La imputación dolosa en el delito contra 
la seguridad y salud en el trabajo se produ­
ce cuando el sujeto activo busca, consciente y 
voluntariamente, atentar contra el bien jurí­

124 STS de 26 de julio de 2000 (rJ 2000, 7920).
 
125 De Vicente Martínez, r. (2008): p. 638.
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dico protegido. Ahora bien, la configuración 
del tipo doloso requiere preguntarnos sobre 
qué elementos del tipo penal debe verificarse 
dicha voluntad del sujeto activo. Hay consen­
so doctrinal en torno a dicho interrogante, de 
manera que el dolo debe abarcar tanto a la 
infracción de la norma preventiva como a la 
puesta en peligro grave de la vida o salud de 
los trabajadores. El sujeto actuará de forma 
dolosa cuando, por un lado, sea consciente de 
que infringe la norma de seguridad y salud la­
boral, lo que necesariamente implica que tiene 
un previo conocimiento de ella o un deber de 
conocerla; y, por otro lado, sea consciente de la 
creación de un riesgo grave y, aun así, decide 
no evitarlo126. La voluntad consciente del su­
jeto activo tiene que verificarse en ambos ele­
mentos, puesto que si falta en alguno de ellos 
no cabe admitir la imputación dolosa. Además 
debe advertirse que no se exige en la forma 
dolosa, en cambio, la conciencia de causar un 
daño, puesto que estamos ante un delito de 
riesgo y no de resultado. 

En principio, en el tipo penal del artículo 
316 CP se podría dar tanto el dolo directo, de 
primer o segundo grado, como el dolo eventual. 
En el dolo directo de primer grado el sujeto 
activo es consciente del peligro o riesgo gra­
ve que se deriva de la infracción de la norma 
preventiva y persigue directamente poner en 
peligro al trabajador; mientras que en el dolo 
directo de segundo grado no se persigue direc­
tamente la puesta en peligro del trabajador 
aunque se acepta. En el dolo eventual no hay 
voluntad de infringir una norma preventiva ni 
de crear el riesgo o peligro grave sino solo una 
representación de la posibilidad de la existen­
cia de la norma y del peligro; representación 
que es aceptada por el sujeto activo127. 

Si bien en el plano teórico cabe la posibili­
dad de admitir las tres modalidades de dolo, 
no ocurre así en el plano práctico puesto que 

126 aguado lópez, S. (2002): p. 383; de Vicente Martínez, r. 
(2008): p. 631. 

127 Con mayor detenimiento véase, aguado lópez, S. (2002): 
pp. 392-396. 
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normalmente el obligado a facilitar las medi­
das al infringir las normas preventivas y crear 
un peligro grave no lo hace con finalidad, ex­
clusiva o concurrente con otras, de afectar a la 
vida y salud de los trabajadores sino que son 
otras intenciones las que motivan dicha omi­
sión, como por ejemplo, la reducción de costes 
empresariales, al omitir la medida preventiva 
no se busca como fin o como un fin necesario 
poner en peligro la vida y salud de los traba­
jadores128. 

2.5.2. Forma imprudente 

La comisión imprudente del delito contra 
la seguridad y salud de los trabajadores vie­
ne establecida en el artículo 317 CP. Ahora 
bien, no se tipifica cualquier infracción de la 
norma de cuidado sino sólo aquella que es 
calificada como «grave», de suerte que la im­
prudencia leve queda fuera del ámbito de la 
responsabilidad penal129, pudiendo ser con­
siderada en la esfera de la responsabilidad 
administrativa130. No sería suficiente, por 
tanto, la simple inobservancia de la norma 
de seguridad y salud laboral sino que dicha 
infracción tiene que alcanzar una determi­
nada intensidad. 

Esa intensidad se identifica con lo que se 
ha venido llamando tradicionalmente impru­
dencia temeraria, que en palabras del nuestro 
máximo interprete supone la infracción de los 
«deberes elementales que se pueden exigir al 
menos diligente de los sujetos. Es temeraria, 
se ha dicho reiteradamente, cuando supone 
‘un olvido total y absoluto de las más elemen­
tales normas de previsión y cuidado’», conclu­
yendo que «estas consideraciones adquieren 
especial relieve cuando la situación de riesgo 
creado con el comportamiento imprudente 
afecta a bienes de primer interés, como es la 
vida de las personas, y cuando se está creando 
un peligro elevado para dichos bienes sin la 

128 aguado lópez, S. (2002): p. 383.
 
129 De Vicente Martínez, r. (2008): p. 639.
 
130 aguado lópez, S. (2002): p. 399.
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adopción de las necesarias medidas de cuida­
do y control»131. 

Tratándose del delito contra la seguridad 
y salud de los trabajadores, estaremos ante un 
supuesto de imprudencia grave cuando el obli­
gado legalmente a facilitar las medidas pre­
ventivas no observe la más elemental de las 
diligencias ante supuestos de evidente peligro 
para la vida o salud de los trabajadores. Como 
advierte la doctrina, la imprudencia grave no 
debe identificarse con la ausencia de todas las 
precauciones o la ausencia total de medidas 
de seguridad, pues siendo cierto que en dichos 
supuestos se debe apreciar la gravedad de la 
imprudencia, dicha gravedad también puede 
apreciarse en supuestos en los que se han to­
mado precauciones o se han previsto medidas 
que resultan insuficientes132. 

Como la apreciación del tipo doloso requie­
re que se verifique éste tanto en la conducta 
como en la generación del peligro, la aprecia­
ción del dolo solo en la infracción de la norma 
y la imprudencia en la generación del peligro, 
daría lugar a su tratamiento como impruden­
te, tratamiento que también se da cuando la 
imprudencia se verifica en la infracción y en 
la generación del riesgo133. 

A diferencia de lo que sucede en los delitos 
de homicidio y lesiones, en el delito contra la 
seguridad y salud no se contempla la impru­
dencia profesional134 –entendida como la falta 

131 STS de 25 de abril de 2005 (rJ 2005, 6547).
 
132 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 109.
 
133 aguado lópez, S. (2002): pp. 383 y 398; de Vicente Mar­

tínez, r. (2008): p. 643. 
134 Debe advertirse que la jurisprudencia, por todas la STS 

(Sala Penal) de 25 de abril de 2005 (rJ 2005, 6547), distingue 
la «agravada ‘culpa profesional’ de la ‘culpa del profesional’ ya 
que la agravada impericia profesional se caracteriza por la tras­
gresión de deberes de la técnica propia por evidente ineptitud, 
lo que constituye un subtipo agravado caracterizado por un 
‘plus’ de culpa y no una cualificación por la condición profe­
sional del sujeto»; imprudencia agravada que «engloba de un 
lado la impericia profesional, en la que el agente activo, pese a 
ostentar un título o desempeñar determinadas funciones pro­
fesionales que en principio suponen el reconocimiento de su 
capacidad científica o técnica para el ejercicio de la actividad 
que desarrolla, contradice con su actuación aquella presunta 
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de capacidad técnica exigible a un sujeto de 
acuerdo a su capacitación profesional– como 
forma agravada de la imprudencia grave; en 
consecuencia verificada la imprudencia profe­
sional en un supuesto subsumible en el tipo 
penal del artículo 316 CP se castigaría con la 
pena prevista para la imprudencia grave en el 
artículo 317 CP. 

Es verdad que el tipo imprudente resulta 
más fácil de acreditar que el doloso por cuanto 
que éste exige la prueba de un elemento sub­
jetivo en el obligado legalmente a facilitar las 
medidas preventivas como es la voluntad y co­
nocimiento de generar un riesgo grave para la 
seguridad y salud de los trabajadores135. Sin 
perjuicio, como nos advierte la doctrina136, de 
que la mayoría de los pronunciamientos judi­
ciales aplican el tipo imprudente, siendo muy 
escasos los fallos judiciales en los que se aco­
ge el dolo eventual; debe tenerse presente que 
en muchas ocasiones no cabrá apreciar el tipo 
imprudente porque, acreditado el conocimien­
to por parte del sujeto activo de la omisión de 
las medidas, estaríamos ante un supuesto de 
dolo eventual137. 

3. DELITO DE HOMICIDIO Y LESIONES 

Una segunda vía de exigencia de respon­
sabilidad penal se abre cuando la omisión de 
la normativa de seguridad y salud laboral 
produce un fallecimiento o lesiones. No se tra­
ta, precisamente, de una vía secundaria, más 

competencia, ya porque en su origen no adquiriese los cono­
cimientos precisos, ya porque una inactualización inexcusable 
le conduzca a una situación de ineptitud manifiesta. También 
queda subsumida en aquella denominación la negligencia pro­
fesional, como tramo más acentuado de la imprudencia teme­
raria, en la que se detecta una especial transgresión de deberes 
técnicos que sólo al profesional competen, estén o no refleja­
dos en el estatuto que rige su actividad, inatenciones que con­
vierten la acción u omisión del profesional en extremadamente 
peligrosas e incompatibles con el ejercicio de aquélla profesión 
por dejación inexcusable de los presupuestos de la ‘lex artis’ 
que le son propios». 

135 aguado lópez, S. (2002): p. 402. 
136 aguado lópez, S. (2002): p. 402. 
137 de Vicente Martínez, r. (2008): p. 638. 
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bien se erige en la principal fuente de imputa­
ción penal a tenor de la práctica que arrojan 
nuestros tribunales, de tal forma que cuando 
se produce una condena por un delito contra 
la seguridad y salud de los trabajadores, es en 
muchas ocasiones, en concurrencia con un de­
lito de homicidio o lesiones. 

Tanto la configuración del delito de homi­
cidios como el de lesiones contemplan su comi­
sión por omisión138 cuando el sujeto activo ten­
ga una obligación legal o contractual y haya 
generado una situación de riesgo para la vida 
e integridad física del bien jurídico protegido. 
Es posible, por tanto, subsumir en el delito de 
homicidio o lesiones, la muerte o las lesiones 
de un trabajador derivadas de la infracción de 
la normativa preventiva. 

No obstante lo anterior, y a diferencia del 
delito de seguridad y salud en el trabajo, el su­
jeto activo en el delito de homicidio o en el de 
lesiones no tiene que ocupar una posición de 
garante respecto del sujeto activo; de suerte 
que no tiene porqué venir obligado a facilitar 
una medida preventiva, siendo suficiente ve­
rificar que a él se debe el resultado de lesión 
o muerte al omitir la norma preventiva. Se 
produce una ampliación de los posibles suje­
tos activos que incluiría, por ejemplo, al tra­
bajador que infringe una norma de seguridad 
o salud laboral y causa la muerte o lesiones 
a otro trabajador. Un trabajador no podrá ser 
imputado penalmente por un delito contra la 
seguridad y salud ex artículo 316 CP pero sí lo 
podrá ser por un delito de homicidio o lesiones. 

La ampliación del ámbito subjetivo en es­
tos delitos también se da respecto a los posi­
bles sujetos pasivos, pudiendo serlo aquellos 
que dudosamente lo serían en el tipo penal del 
artículo 316 CP, como, por ejemplo, un traba­
jador autónomo. 

Otra diferencia se puede encontrar en la 
norma omitida, puesto que si en el artículo 
316 CP sólo la norma preventiva que establez­

138 Muñoz Conde, F. (2017): pp. 30 y 94 
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ca obligaciones de facilitar medidas es la rele­
vante a efectos de verificar dicho tipo penal, 
en los delitos de homicidio o lesiones cualquier 
norma de seguridad y salud laboral cuya omi­
sión ha dado lugar al resultado de muerte o 
de lesiones sería apta para su subsunción en 
el tipo penal. 

El artículo 138.1 CP establece la forma 
dolosa del homicidio –el que matare a otro–, 
mientras que el artículo 142 CP habla del tipo 
imprudente –el que por imprudencia grave 
o menos grave causare la muerte–. Ambas 
formas, dolosa e imprudente, también se ad­
miten en el delito de lesiones; así el artículo 
147.1 CP establece «el que, por cualquier me­
dio o procedimiento, causare a otro una lesión 
que menoscabe su integridad corporal o su 
salud física o mental»; mientras que el aparta­
do 1º del artículo 152 CP habla de «el que por 
imprudencia grave causare alguna de las le­
siones» y su apartado 2º se refiere a «el que por 
imprudencia menos grave causare alguna de 
las lesiones». No obstante, se ha de indicar que 
es muy difícil la apreciación de la forma dolo­
sa porque normalmente no hay una intención 
directa o eventual de producir la muerte o de 
lesionar a un trabajador siendo otras las in­
tenciones que han llevado a la omisión de las 
medidas de seguridad y salud laboral, de ahí 
que la forma de culpabilidad que suele apre­
ciarse es la imprudencia como lo demuestra 
la práctica forense de nuestros tribunales139. 

Mientras que en el delito contra la segu­
ridad y salud de los trabajadores solo resulta 
punible la imprudencia grave, en los delitos de 
homicidio y lesiones resulta punible tanto la 
imprudencia grave como la menos grave. El le­
gislador no aporta ninguna pauta que permita 
delimitar ambos tipos de gravedad, de suer­
te que nos movemos ante conceptos jurídicos 
indeterminados que deben ser interpretados 
atendiendo las circunstancias concurrentes, el 
peligro de la acción u omisión, la capacidad del 
sujeto para ejecutarla y el contexto en que se 
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139 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 101. 

verifica140. En cualquier caso la imprudencia 
grave se ha identificado con la imprudencia 
temeraria y la imprudencia profesional, de 
suerte que será grave cuando se vulnera de 
forma palmaria la norma de cuidado; reser­
vándose la imprudencia menos grave para los 
supuestos en los que la norma de cuidado que 
se vulnera conlleva un plus de diligencia por 
parte del sujeto activo141. 

Además en estos delitos se contempla la 
imprudencia profesional como un tipo agrava­
do al llevar aparejada la pena de inhabilita­
ción para el ejercicio de la profesión, oficio o 
cargo. Se plantea la cuestión de si la impru­
dencia profesional es siempre grave o cabe la 
imprudencia profesional menos grave. Aten­
diendo a la estructura de los artículos 142 y 
152 CP, la imprudencia profesional sólo se 
contempla en los apartados dedicados a la im­
prudencia grave, omitiéndose en los aparta­
dos dedicados a la imprudencia menos grave. 
Cabe afirmar que la imprudencia profesional 
no grave se encuentra despenalizada, lo que 
es lo mismo que afirmar que toda imprudencia 
profesional punible es grave142. 

Otra peculiaridad diferencial con el de­
lito contra la seguridad y salud laboral del 
artículo 316 CP, la encontramos en el delito 
de lesiones al contemplarse que el consenti­
miento supondrá una minoración de la pena 
a imponer en uno o dos grados (art. 155 CP). 
Esta previsión que no exonera de pena sino 
que solo la atenúa143, plantea su aplicabilidad 
cuando la lesión es fruto de la inobservancia 
de una norma de seguridad y salud laboral, o 
dicho de otra manera, podría el consentimien­
to del trabajador minorar la responsabilidad 
penal de quien ocupa la posición de garante 
por estar obligado a otorgar una eficaz acción 
preventiva. La respuesta debe ser, en mi opi­

140 Muñoz Conde, F. (2017): p. 33.
 
141 queralt Jiménez, J.J. (2015): p. 52.
 
142 De forma matizada muñoz conde, F. (2017): p. 34, se­

ñala que no puede afirmarse que toda imprudencia sea grave 
sino que solo cuando es grave y profesional cabe la pena de 
inhabilitación. 

143 Muñoz Conde, F. (2017): p. 107. 
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nión, negativa, atendiendo, por un lado, a que 
las normas en materia de seguridad y salud 
se configuran como normas de derecho nece­
sario mínimo indisponible (art. 2.2 LPRL), de 
suerte que en ningún caso el consentimiento 
del trabajador para no cumplir la normativa 
de prevención podrá exonerar al empresario 
de su responsabilidad; y, por otro lado, cuando 
se verifica la puesta en peligro por parte de 
un tercero –por ejemplo, un empresario– con 
consentimiento del trabajador para que aquel 
incumpla la normativa de prevención lo que 
se concreta realmente es la responsabilidad 
del tercero por la producción de unas lesiones 
a título de imprudencia144, no se verifica real­
mente la existencia del consentimiento para 
que se produzcan las lesiones. 

4. DELITO DE RIESGOS CATASTRÓFICOS 

Una tercera posibilidad de exigir respon­
sabilidad penal por infracción de normas de 
seguridad y salud en el trabajo, apuntada por 
la doctrina145, viene constituida por la tipifica­
ción de lo que se denomina riesgos catastrófi­
cos en los artículos 341 a 350 del CP, dentro de 
los delitos contra la seguridad colectiva. 

Se establecen como ilícitos penales la emi­
sión al exterior de energía nuclear o elemen­
tos radiactivos146, las perturbaciones o alte­
raciones de las instalaciones nucleares147, la 
exposición de personas a radiaciones ionizan­

144 Muñoz Conde, F. (2017): p. 109.
 
145 García Murcia, J. (2003): p. 115; Sala Franco, T. (2007): 


p. 283 
146 De acuerdo con el artículo 341 del CP «el que libere 

energía nuclear o elementos radiactivos que pongan en peligro 
la vida o la salud de las personas o sus bienes, aunque no se 
produzca explosión, será sancionado con la pena de prisión de 
quince a veinte años, e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público, profesión u oficio por tiempo de diez a veinte 
años». 

147 El artículo 342 del CP señala que el que «perturbe el 
funcionamiento de una instalación nuclear o radiactiva, o al­
tere el desarrollo de actividades en las que intervengan mate­
riales o equipos productores de radiaciones ionizantes, creando 
una situación de grave peligro para la vida o la salud de las 
personas, será sancionado con la pena de prisión de cuatro a 
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tes148, el apoderamiento de materiales nuclea­
res o elementos radiactivos149, los estragos150 y 
la manipulación de materias, aparatos o arti­
ficios que puedan causar estragos151, la mani­
pulación de organismos152 y las excavaciones 

diez años, e inhabilitación especial para empleo o cargo públi­
co, profesión u oficio por tiempo de seis a diez años» 

148 El artículo 343.1 del CP tipifica como ilícito la puesta 
en peligro de la vida, integridad física, la salud o bienes de una 
o varias personas por quien «mediante el vertido, la emisión o 
la introducción en el aire, el suelo o las aguas de una cantidad 
de materiales o de radiaciones ionizantes, o la exposición por 
cualquier otro medio a dichas radiaciones». 

149 El artículo 345 del CP señala «el que, contraviniendo las 
leyes u otras disposiciones de carácter general, adquiera, posea, 
trafique, facilite, trate, transforme, utilice, almacene, transpor­
te o elimine materiales nucleares u otras sustancias radiactivas 
peligrosas que causen o puedan causar la muerte o lesiones 
graves a personas, o daños sustanciales a la calidad del aire, 
la calidad del suelo o la calidad de las aguas o a animales o 
plantas, será castigado con la pena de prisión de uno a cinco 
años, multa de seis a dieciocho meses, e inhabilitación especial 
para profesión u oficio por tiempo de uno a tres años». 

150 El artículo 346.1 del CP establece que «los que provo­
cando explosiones o utilizando cualquier otro medio de similar 
potencia destructiva, causaren la destrucción de aeropuertos, 
puertos, estaciones, edificios, locales públicos, depósitos que 
contengan materiales inflamables o explosivos, vías de co­
municación, medios de transporte colectivos, o la inmersión 
o varamiento de nave, inundación, explosión de una mina o 
instalación industrial, levantamiento de los carriles de una vía 
férrea, cambio malicioso de las señales empleadas en el servicio 
de ésta para la seguridad de los medios de transporte, voladura 
de puente, destrozo de calzada pública, daño a oleoductos, per­
turbación grave de cualquier clase o medio de comunicación, 
perturbación o interrupción del suministro de agua, electrici­
dad, hidrocarburos u otro recurso natural fundamental incu­
rrirán en la pena de prisión de diez a veinte años, cuando los 
estragos comportaran necesariamente un peligro para la vida o 
integridad de las personas». 

151 así el artículo 348.1 CP contempla que «los que en la 
fabricación, manipulación, transporte, tenencia o comercializa­
ción de explosivos, sustancias inflamables o corrosivas, tóxicas 
y asfixiantes, o cualesquiera otras materias, aparatos o artifi­
cios que puedan causar estragos, contravinieran las normas de 
seguridad establecidas, poniendo en concreto peligro la vida, 
la integridad física o la salud de las personas, o el medio am­
biente, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a 
tres años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público, profesión u oficio por 
tiempo de seis a doce años. las mismas penas se impondrán a 
quien, de forma ilegal, produzca, importe, exporte, comercialice 
o utilice sustancias destructoras del ozono». 

152 El artículo 349 del CP prevé que «los que en la mani­
pulación, transporte o tenencia de organismos contravinieren 
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y construcciones con infracción de las normas 
de seguridad153. 

Aunque un sector doctrinal mantiene que 
el bien jurídico tutelado es la vida y la salud 
de las personas, así como sus bienes154, lo cier­
to que el sector mayoritario aboga por identifi­
carlo con la seguridad colectiva y solo indirec­
tamente a bienes jurídicos individuales155; de 
suerte que se trata de figuras punitivas que 
buscan la protección general de todos los ciu­
dadanos. 

Estamos ante un conjunto de delitos de pe­
ligro en los que el sujeto activo, a diferencia 
de lo que acontece en el delito contra la segu­
ridad y salud de los trabajadores, no tiene que 
estar obligado legalmente a facilitar medidas 
de seguridad, lo que amplía potencialmente 
los posibles sujetos imputables. En cuanto 
al sujeto pasivo, aunque como ya se ha dicho 
son los ciudadanos en su dimensión colectiva; 
sin embargo, esta identificación no excluye la 
protección de los trabajadores cuando se les 
haya puesto en peligro o causado un daño por 
infracción de normas de seguridad y salud la­
boral156. 

Si el tipo penal de artículo 316 CP hace re­
ferencia a la infracción, no de cualquier norma 
preventiva, sino solo de aquellas que conten­
gan obligaciones de facilitar medidas de se­
guridad y salud, en estos delitos de riesgo se 
puede subsumir la puesta en peligro de la vida 
o la salud derivada de cualquier norma de pre­

las normas o medidas de seguridad establecidas, poniendo en 
concreto peligro la vida, la integridad física o la salud de las 
personas, o el medio ambiente, serán castigados con las penas 
de prisión de seis meses a dos años, multa de seis a doce meses, 
e inhabilitación especial para el empleo o cargo público, profe­
sión u oficio por tiempo de tres a seis años». 

153 artículo 350 CP. 
154 orts Berenguer, E. (2016): p. 525. 
155 Por todos, Muñoz Conde, F. (2017): p. 533. Para queralt 

Jiménez, J.J. (2015): pp. 935-936, el bien jurídico siendo amplio 
y difuso se centraría en la calidad de la vida y la seguridad para 
el conjunto de los ciudadanos desde la óptica colectiva, no la 
individual. 

156 rubio ruíz, a. (2002): p. 617. 
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vención de riesgos laborales, establezca o no 
obligaciones de facilitar medidas preventivas. 

Además los distintos tipos penales no exi­
gen, a diferencia del delito contra la seguridad 
y salud laboral, que la puesta en peligro sea 
grave, de suerte que se tipifica la creación de 
un peligro, sea o no grave. Otro aspecto dife­
rencial se encuentra en la admisión del tipo 
de culpabilidad, dado que sólo se contempla 
la forma dolosa, no siendo posible su comisión 
imprudente. 

Especial mención merece el llamado deli­
to de riesgos catastróficos por realización de 
obras previsto en el artículo 350 CP, en virtud 
del cual, «sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 316, incurrirán en las penas previstas 
en el artículo anterior los que en la apertura 
de pozos o excavaciones, en la construcción o 
demolición de edificios, presas, canalizaciones 
u obras análogas o, en su conservación, acon­
dicionamiento o mantenimiento infrinjan las 
normas de seguridad establecidas cuya inob­
servancia pueda ocasionar resultados catas­
tróficos, y pongan en concreto peligro la vida, 
la integridad física de las personas o el medio 
ambiente». 

La conducta típica en este delito no solo 
requiere la puesta en peligro de la vida y la 
salud sino que además exige que se verifique 
la posibilidad de que se generen «resultados 
catastróficos», estableciéndose una doble con­
figuración del peligro para apreciar el tipo 
penal157. Si no se da el peligro para la vida y 
salud aunque se genere un posible riesgo ca­
tastrófico o viceversa no se habrá producido el 
tipo penal contenido en el artículo 350 CP. 

Se ha afirmado que la seguridad a la que 
se refiere este precepto no es la de los ope­
rarios que realizan los trabajos, pues si ésta 
resultara afectada se aplicaría el artículo 
316 CP158, lo que parece conducir a excluir su 
aplicación cuando la omisión de la medida de 

157 Muñoz Conde, F. (2017): p. 552. 
158 queralt Jiménez, J.J. (2015): p. 958. 
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seguridad afecta a un trabajador, negando la 
posibilidad de que el trabajador pueda ser su­
jeto pasivo. Sin embargo, la afectación de la 
seguridad de un trabajador sí podría dar lugar 
a la aplicación del artículo 350 CP, puesto que, 
por un lado, no se excluye a los trabajadores 
expresamente, pues se habla de «personas» y, 
por otro lado, la expresión «sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 316» no configura de 
forma excluyente la verificación conjunta del 
delito por estragos en obras y del delito con­
tra la seguridad y salud de un trabajador, más 
bien supone reconocer la compatibilidad entre 
ambos delitos159. 

Cuestión distinta es si para que se pueda im­
putar simultáneamente un delito contra la segu­
ridad y salud laboral y un delito de estragos en 
obras tiene que resultar afectada la vida y salud 
de un trabajador y de terceras personas o basta 
solamente con que afecte a quien tiene la condi­
ción de trabajador. La primera opción interpre­
tativa ha sido defendida en la doctrina sobre la 
base de que admitir la concurrencia de los dos ti­
pos penales cuando solo se afecte la vida y salud 
de un trabajador supondría una vulneración del 
principio non bis in ídem por cuanto se estaría 
sancionando dos veces lo mismo160. No obstante, 
ni la dicción del precepto exige que tenga que 
verse afectada la seguridad de personas que no 
tengan la condición de trabajador para que se 
produzca su aplicación; ni se sanciona dos veces 
por lo mismo, dado que el fundamento jurídico 
es distinto en ambos tipos penales, descartándo­
se la posible vulneración del principio non bis in 
ídem. En consecuencia, podría darse la imputa­
ción de ambos delitos cuando resultasen afecta­
dos únicamente trabajadores. 

5. PENAS Y SITUACIONES DE CONCURSO 

La pena prevista para el delito contra la 
seguridad y salud de los trabajadores, en su 

159 admite la compatibilidad, entre otros, Martínez Buján 

Pérez, C. (2015): p. 863¸ De Vicente Martínez, r. (2008): pp. 675­
676. 

160 rubio ruíz, a. (2002): p. 620. 
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forma dolosa, es la privación de libertad de 
seis meses a tres años y multa de seis a doce 
meses (art. 316 CP), mientras que en su forma 
imprudente, al preverse la inferior en grado 
(art. 317 CP), será la prisión de tres a seis me­
ses (art. 71.2 CP). 

Para el delito de homicidio doloso se 
contempla una pena de prisión de diez a 
quince años (art. 138 CP), mientras que su 
comisión por imprudencia grave se castiga 
con prisión de uno a cuatro años y, apre­
ciada una imprudencia profesional, la inha­
bilitación para el ejercicio de la profesión, 
oficio o cargo por un período de tres a seis 
años (art. 142.1 CP) y por imprudencia me­
nos grave con una multa de tres a dieciocho 
meses (art. 142.2 CP). 

El delito de lesiones dolosas lleva aparejada 
una pena de prisión de seis meses a tres años 
o multa de seis a doce meses (art. 147.1 CP). Si 
las lesiones se deben a una imprudencia grave, 
la pena a imponer será de prisión de tres a seis 
meses o multa de seis a dieciocho meses para el 
tipo básico, de prisión de seis meses a dos años 
para las lesiones con menoscabo no esencial de 
la integridad corporal ex artículo 150 CP, o de 
prisión de uno a tres años para las lesiones con 
menoscabo esencial de la integridad corporal 
prevista en el artículo 149 CP; añadiendo la 
inhabilitación especial para el ejercicio de la 
profesión, oficio o cargo por un período de seis 
meses a cuatro años si la imprudencia fuese 
profesional (art. 152.1 CP). Si las lesiones son 
producidas por una imprudencia menos grave, 
la pena prevista es de multa de tres meses a 
doce meses (art. 152.2 CP). 

De los delitos de riesgos catastróficos, la 
pena prevista para el peligro generado en 
obras es penas de prisión de seis meses a dos 
años, multa de seis a doce meses, e inhabili­
tación especial para el empleo o cargo públi­
co, profesión u oficio por tiempo de tres a seis 
años (art. 350 CP). 

La posibilidad de que la infracción de las 
normas de seguridad y salud en el trabajo pue­
da dar lugar a incurrir en varios tipos pena­
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les, unos de resultado –homicidio o lesiones– y 
otros de peligro –contra la vida y salud de los 
trabajadores o estragos en obras–, plantea la 
cuestión de la posible concurrencia de alguno 
de ellos y la pena a imponer en estas situa­
ciones en la que unos mismos hechos pueden 
subsumirse, al mismo tiempo, en varios de los 
tipos penales. 

Para resolver las situaciones de concurso 
el Código Penal dispone de varias reglas. Ante 
un supuesto de concurso real de delitos, cuan­
do se cometen dos o más delitos por la comi­
sión o realización de hechos diferenciados, se 
establece que se impondrán las penas previs­
tas para cada uno de ellos (art. 73 CP). Ante 
un concurso ideal de delitos, cuando un solo 
hecho pueda subsumirse en dos o más tipos 
delictivos, se impondrá la pena prevista para 
el delito más grave en su mitad superior, no 
pudiendo exceder la que resulte de sumar las 
penas si se impusiere por separado; o si uno 
de esos delitos es medio necesario para come­
ter el otro, se impondrá una pena superior a 
la prevista para la infracción más grave, no 
pudiendo exceder que la suma de las penas de 
los delitos si éstas se hubieran impuesto sepa­
radamente (art. 77 CP). Cuando la situación 
de concurso no pueda ser calificada como con­
curso, real o ideal, de delitos estaremos ante 
un concurso aparente de normas (art. 8 CP). 

El supuesto de concurso que se aprecia 
más habitualmente en la práctica forense de 
nuestros tribunales es que la puesta en peli­
gro de la vida o la salud de los trabajadores 
por infracción de una norma preventiva que 
prevé obligaciones de facilitar medidas de se­
guridad y salud acabe produciendo un resul­
tado de muerte o lesiones. Ante esta situación 
de concurrencia de la comisión de dos posibles 
delitos, uno de riesgo y otro de resultado, la 
imposición de penas se resuelve atendiendo a 
si el trabajador muerto o lesionado es el único 
expuesto al peligro o, por el contrario, existen 
más trabajadores que hayan estado expuestos 
al riesgo aunque no se haya verificado en ellos 
ningún resultado de muerte o lesiones. 
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Si el peligro grave se ha generado solo so­
bre uno o varios trabajadores y sobre el o ellos 
se ha verificado un resultado dañoso para su 
vida o salud debe aplicarse la regla prevista 
para el concurso aparente de normas procesa­
les en el artículo 8 CP, de suerte que el delito 
más amplio, en este supuesto el de resultado 
de muerte o lesiones, absorbe al más restrin­
gido, aquí el delito contra la seguridad y salud 
de los trabajadores en cuanto penaliza un pe­
ligro que antecede al resultado. Si el resultado 
de lesiones o muerte se ha verificado en uno 
o varios trabajadores pero se ha expuesto al 
riesgo grave a otros trabajadores, entonces la 
pena a imponer sigue las reglas de concurso 
ideal de delitos ex artículo 77 CP161. 

Esta solución ha sido la acogida por la ju­
risprudencia de nuestro Tribunal Supremo, al 
mantener que «cuando como consecuencia de 
la infracción de normas de prevención de los 
riesgos laborales se produzca el resultado que 
se pretendía evitar con ellas (la muerte o las 
lesiones del trabajador), el delito de resulta­
do absorberá al de peligro (art. 8.3º CP), como 
una manifestación lógica de la progresión de­
lictiva; más cuando […] el resultado producido 
(la muerte de uno de los trabajadores) consti­
tuye solamente uno de los posibles resultados 
de la conducta omisiva del responsable de las 
medidas de seguridad (ya que –como dice el 
Tribunal de instancia– en la misma situación 
de peligro se encontraba trabajando la gene­
ralidad de los que desempeñaban sus funcio­
nes en la obra), debe estimarse correcta la te­
sis asumida por dicho Tribunal de instancia al 
entender que ha existido un concurso ideal de 
delitos»162. Y aunque algún pronunciamiento 
posterior sólo se refería a la aplicación del con­
curso de delitos, sin efectuar distinción acerca 
de si el peligro grave se agotaba en el sujeto 
en el que se había materializado el daño o se 

161 Por todos, Gallardo García, r.Mª. (2016): pp. 203-214; 
ramírez Barbosa, P.a. (2007): pp. 447-452; Fernández Collados, 
Mª.B. (2014): p. 89. 

162 STS (Sala Penal) de 14 de julio de 1999 (rJ 1999, 6180). 
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exponía a él a otros sujetos163, lo cierto es que 
pronunciamientos posteriores han confirmado 
la doble solución expuesta164. 

La otra gran situación de concurrencia de 
ilícitos penales se produce cuando la infrac­
ción de las normas de prevención además de 
generar un peligro para la vida y salud de los 
trabajadores, produce un riesgo catastrófico 
para dichos bienes jurídicos; es decir, cuando 
se presenta la posible concurrencia del delito 
contra la seguridad y salud de los trabajado­
res y el delito por riesgos catastróficos en la 
obras, cuya solución presenta una dispar res­
puesta en la doctrina. 

Hay quienes afirman que la pena a imponer 
debe resolverse mediante las reglas del concur­
so ideal de delitos, pues estaríamos ante unos 
mismos hechos que son subsumibles en dos de­
litos165. Otros autores apuestan por una doble 
solución en función de si el riesgo grave solo ha 
afectado a trabajadores o también ha afectado a 
terceros que no tienen la condición de trabaja­
dor; de suerte que, si solo se ha afectado la vida 
y salud de trabajadores, debe aplicarse la regla 
del concurso aparente de normas que conlleva 
la aplicación del artículo 316 CP, quedando des­
plazado el artículo 350 CP por la especialidad 
del primero; aplicándose las reglas de concur­
so de delitos si el riesgo creado afecta no sólo a 

163 En efecto la STS (Sala Penal) de 26 de julio de 2000 (rJ 
2000, 7920) afirmaba que el delito contra la seguridad y salud 
de los trabajadores «alcanza su consumación por la existencia 
del peligro en sí mismo, sin necesidad de resultados lesivos, que 
de producirse conllevarían el régimen del concurso ideal (artí­
culo 77 CP)». 

164 SSTS (Sala Penal) de 22 de diciembre de 2001 (rJ 2002, 
4433), 4 de junio de 2002 (rJ 2002, 6921) y 25 de abril de 2005 
(rJ 2005, 6547). De forma clara esta última resolución, citando 
y haciendo suya la STS (Sala Penal) de 14 de julio de 1999, 
afirma que debe aplicarse el concurso ideal de delitos «ya que 
la situación de peligro que caracteriza el delito contra la segu­
ridad de los trabajadores ha progresado hasta producir lesiones 
en los trabajadores cuya protección se pretendía adelantar a 
través del delito de peligro mencionado, sin embargo, ha existi­
do otros trabajadores cuya situación de grave peligro no se ha 
concretado en resultado alguno, por lo que no procede apreciar 
la consunción manteniéndose ambas conductas delictivas con 
autonomía, en concurso ideal». 

165 Muñoz Conde, F. (2017): p. 552. 
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trabajadores sino también a terceras personas 
no trabajadores de la empresa166. Ahora bien, 
dentro de esta segunda opción interpretativa 
también cabe apreciar disparidad doctrinal, al 
sostenerse por algunos la existencia de un con­
curso ideal167, mientras que otros apuestan por 
la aplicación de las reglas del concurso real de 
delitos el considerar que no hay una total o abso­
luta identidad entre los tipos contenidos en los 
artículos 316 y 350 CP, como lo demostraría que 
el sujeto pasivo no coincide plenamente, siendo, 
respectivamente, el trabajador y las personas o 
la comunidad; no pudiendo sostenerse la unidad 
de hecho168. En mi opinión, aceptación la solu­
ción diferenciada, cuando el peligro afecte no 
solo a los trabajadores sino a terceras personas, 
debería aplicarse el concurso real de delitos, ya 
que no cabe apreciar unidad de hecho sino plu­
ralidad de hechos al afectar a sujetos pasivos di­
ferenciados –trabajadores y otras personas o el 
medio ambiente–, verificándose distintos hechos 
que dan lugar a distintos delitos que no provie­
nen de un solo hecho, ni uno de ellos es medio 
necesario para la producción de otro, sino que 
son independientes. 

Una última discusión doctrinal se presenta 
al aclarar la pena cuando el delito contra la se­
guridad y salud de los trabajadores ex artículo 
316 CP concurre con el delito de imposición a 
los trabajadores de condiciones laborales que 
perjudiquen, supriman o restrinjan sus dere­
chos, como el derecho a la seguridad y salud en 
el trabajo (art. 311 CP). No es descartable que 
al imponer unas condiciones de trabajo que no 
respeten la normativa preventiva al tiempo que 
se perjudica, suprime o restringe el derecho del 
trabajador a la seguridad y salud en el entorno 
laboral se genere un peligro para su vida o sa­
lud. Ante esta situación concursal se ha soste­
nido tanto la existencia de dos delitos por unos 
mismos hechos que permiten aplicar las reglas 
del concurso ideal de delitos a la hora de deter­

166 aguado lópez, S. (2002): p. 512; ramírez Barbosa, P.a. 
(2007): p. 464. 

167 Baylos Grau, a. y Terradillos Basoco, J. (1997): pp. 125­
126.
 

168 Martínez Buján Pérez, C. (2015): p. 863.
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minar la pena a imponer, por cuanto estamos 
ante bienes jurídicos distintos169; como la aplica­
ción de las reglas del concurso aparente de nor­
mas –aplicándose el artículo 316 CP en detri­
mento del artículo 311 CP, por ser el primero el 
más completo–, al considerar, por un lado, que la 
infracción de la normativa preventiva es el des-
valor del resultado en el artículo 311 CP, mien­
tras que en el artículo 316 CP es el medio para 
producir el desvalor penalizado, de suerte que 
el desvalor del artículo 311 CP ya está incluido 
en el artículo 316 CP; por otro lado, porque las 
conductas previstas en ambos preceptos penales 
no resultan incompatibles entre sí170.A mi juicio, 
es esta última solución, el concurso aparente de 
normas, la que debe aplicarse por cuanto la con­
figuración del tipo penal en el artículo 316 CP 
permite entender incluido el perjuicio jurídico 
que se protege en el artículo 311 CP en el ele­
mento «infracción de las normas de prevención 
de riesgos laborales» utilizada por aquél. 

6.	 COMPATIBILIDAD 
DE RESPONSABILIDADES 

La responsabilidad penal no es la única po­
sibilidad que arbitra el ordenamiento jurídico 
para corregir el incumplimiento de la norma­
tiva en materia de seguridad y salud laboral, 
junto a ella coexisten otros mecanismos incar­
dinados en las esferas administrativas, civiles, 
laborales y de seguridad social. Se plantea, en­
tonces, la posible compatibilidad de la sanción 
penal con la depuración de responsabilidades 
en esos otros ámbitos. 

6.1.	 Responsabilidad penal 
y responsabilidad administrativa 

La posible compatibilidad entre la respon­
sabilidad penal y la responsabilidad adminis­
trativa, viene determinada por la aplicación 

169 ramírez Barbosa, P.a. (2007): p. 464. 
170 aguado lópez, S. (2002): p. 498. También apuesta por el 

concurso aparente, entre otros, Martínez Buján Pérez, C. (2015): 
p. 863. 
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del principio non bis in ídem, en virtud del 
cual, de forma sucinta, no se puede imponer 
una sanción penal y una sanción administrati­
va a un sujeto por los mismos hechos. La plas­
mación de dicho principio viene establecida 
de forma expresa en el artículo 3.1 TRLISOS 
al sancionar que «no podrán sancionarse los 
hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se 
aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fun­
damento»; deduciéndose también del artículo 
42.3 LPRL, cuando al enumerar los mecanis­
mos de responsabilidad compatibles con la 
imposición de una sanción administrativa no 
incluye la responsabilidad penal. 

Ahora bien para que rija la regla de incom­
patibilidad se ha de constatar una triple iden­
tidad, a saber: en el elemento fáctico –hechos–, 
en el elemento subjetivo –sujetos– y en el ele­
mento normativo –fundamento jurídico–. No 
siendo siempre apreciable dicha identidad no es 
descartable la posibilidad de una doble sanción, 
una administrativa y otra penal, por la infrac­
ción de normas de seguridad y salud laboral. 

En cuanto al elemento subjetivo, tratándo­
se de un empleador persona física la identidad 
subjetiva sí que es verificable por cuanto es 
posible que se sea sujeto activo en un ilícito 
penal –ya sea por atentar contra la seguridad 
y salud de los trabajadores, ya por homicidio o 
lesiones ya por provocar un riesgo catastrófi­
co–, al tiempo que es el responsable adminis­
trativo en virtud de lo dispuesto en los aparta­
dos 1º y 8º del artículo 2 TRLISOS. 

Ya hemos expuesto en este ensayo que la 
atribución de responsabilidad penal a las perso­
nas jurídicas contemplada en el artículo 31 bis 
CP exige que así se haya previsto expresamente 
en el Código Penal; y como quiera que ni para el 
delito contra la seguridad y salud de los traba­
jadores, ni en los delitos de homicidio o lesiones, 
ni para los de riesgo catastrófico, se contempla 
expresamente la aplicación del citado precepto 
penal, habrá que estar a lo dispuesto en el artí­
culo 31 CP, para los delitos de homicidio y lesio­
nes y los de riesgo catastrófico, y al artículo 318 
CP en lo relativo al delito contra la seguridad y 
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salud laboral, en los que se atribuye la responsa­
bilidad, respectivamente, a los administradores 
o representantes y a los administradores o en­
cargados del servicio. 

Cuando se trata de un empresario que adop­
ta la forma de persona jurídica –la más habitual 
en el tráfico mercantil– es imposible apreciar di­
cha identidad porque mientras que en el ámbito 
administrativo será responsable el empresario 
con independencia de si es persona física o ju­
rídica, en el ámbito penal en relación a los de­
litos que pueden verificarse cuando se infringe 
la normativa de prevención de riesgos laborales, 
la responsabilidad no se imputará a la persona 
jurídica si no a personas físicas, de suerte que 
se produce una doble vía en virtud de la cual, 
por unos mismos hechos, es sancionada, admi­
nistrativamente, la empresa persona jurídica y, 
penalmente, la persona física171. 

Esta solución es la mantenida en varios 
pronunciamientos de la Sala de lo Contencio­
so Administrativo del Tribunal Supremo que 
mantiene que «la identidad subjetiva supo­
ne que el sujeto afectado debe ser el mismo, 
cualquiera que sea la naturaleza o autoridad 
judicial o administrativa que le enjuició, y en 
el supuesto que analizamos falta uno de los 
elementos concurrentes, pues los sujetos afec­
tados no son los mismos, ya que se impuso a 
la empresa recurrente una sanción […] por la 
comisión de una infracción muy grave en ma­
teria de prevención de riesgos laborales, res­
pecto de unos hechos que habían sido objeto 
de un procedimiento penal […] en el que fue­
ron condenados el gerente, el responsable de 
producción, la responsable de medio ambien­
te, calidad y prevención y el encargado de tur­
no. En consecuencia, en este supuesto, no con­
curre la identidad de litigantes que estén en 
la misma situación porque la condena recae 
en uno y otro orden jurisdiccional sobre suje­
tos distintos y que no se funden en una sola 
y común identidad»172. No obstante la Sala de 

171 En relación con la doble vía, por todos, Gallardo García, 
r.Mª. (2016): pp. 217-220. 

172 STS (Sala Contencioso-administrativo) de 12 de marzo 
de 2014 (rJ 2014, 1485). En idéntico sentido, SSTS (Sala Con-
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lo Social del Tribunal Supremo173, parece ad­
mitir la posibilidad de apreciar la identidad 
subjetiva, y en consecuencia aplicar el prin­
cipio non bis ídem, cuando en virtud de unos 
mismos hechos se sanciona penalmente a una 
persona física y administrativamente a la 
empresa, tomando como premisa un pronun­
ciamiento del Tribunal Constitucional – STC 
177/1999, de 11 de octubre (RTC 1999, 177)– 
en el que se apreció la identidad subjetiva y, 
consecuentemente, la aplicación del principio 
non bis ídem. 

Es verdad que la STC 177/1999, de 11 de 
octubre, partiendo de la premisa de que «la 
articulación procedimental del ne bis in ídem 
[…] se orienta, esencialmente, no tan sólo a 
impedir el proscrito resultado de la doble in­
criminación y castigo por unos mismos hechos, 
sino también a evitar que recaigan eventua­
les pronunciamientos de signo contradictorio, 
en caso de permitir la prosecución paralela 
o simultánea de dos procedimientos –penal 
y administrativo sancionador– atribuidos a 
autoridades de diverso orden», sostiene «que 
irrogada una sanción, sea ésta de índole pe­
nal o administrativa, no cabe, sin vulnerar 
el mencionado derecho fundamental, super­
poner o adicionar otra distinta, siempre que 
concurran las tan repetidas identidades de 
sujeto, hechos y fundamento»; apreciando la 
identidad subjetiva a pesar de que la empresa 
es condenada administrativamente y la perso­
na física penalmente; pero el más cercano pro­
nunciamiento contenido en la STC 70/2012, 
de 16 de abril (RTC 2012, 70), es más claro y 
rotundo al afirmar que en estos supuestos «no 
cabe apreciar la concurrencia de una identi­
dad subjetiva en los procesos administrativo y 
penal que pudiera dar lugar a la infracción del 
principio non bis in ídem»174. 

tencioso-administrativo) de 11 de febrero de 2014 (rJ 2014, 
912); 31 de marzo de 2010 (rJ 2010, 2759); 6 de octubre de 
2009 (rJ 20100, 969); 15 de octubre de 2008 (rJ 2008, 7780). 

173 STS (Sala Social) de 15 de diciembre de 2015 (rJ 2015, 
6625). 

174 Solución ya anticipada en algunos autos del Tribunal 
Constitucional, como el aTC 454/1986, de 21 de marzo (rTC 
1986, 454 aUTo), el aTC 355/1991, de 25 de noviembre (rTC 
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La actual articulación de la responsabi­
lidad penal en materia de seguridad y salud 
laboral ex artículo 318 CP, a pesar del pronun­
ciamiento de la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo, consagra una doble vía que hace 
inaplicable el principio non bis ídem, y que 
contrasta con la potencial aplicabilidad del 
mismo cuando se trata de un empresario per­
sona física. No siendo deseable y careciendo 
de justificación alguna esta solución diferen­
ciada, sería deseable una reforma de la norma 
penal que permitiese un tratamiento y una 
posibilidad unitaria de aplicación o inaplica­
ción del principio non bis in ídem. 

En lo atinente a la identidad fáctica debe 
tenerse presente que no todas las infracciones 
tipificadas en el TRLISOS serían susceptibles 
de subsumirse en un ilícito penal. Desde lue­
go debe descartarse que las infracciones leves 
puedan generar un riesgo grave para la vida y 
salud de los trabajadores, ni un riesgo catas­
trófico o puedan producir lesiones o la muerte. 
Pero tampoco muchas de las conductas tipifi­
cadas administrativamente como infracciones 
graves o muy graves serían susceptibles, por 
ejemplo, de crear un riesgo grave para la vida 
y salud de los trabajadores que permitiera 
apreciar la existencia de responsabilidad pe­
nal175. Es por ello que muchos de las infraccio­

1991, 355 aUTo) o el aTC 357/2003, de 10 de noviembre (rTC 
2003, 357 aUTo). 

175 la identificación de las infracciones administrativas 
que pudieran a su vez ser constitutivas del tipo penal ex artí­
culo 316 CP es una labor sometida a disparidad doctrinal, así 
para Purcalla Bonilla, M.a. (2005): p. 3, no encajarían en el 
tipo penal del artículo 316 CP, del artículo 12 del TrliSoS, los 
apartados 4 (registro y archivo de datos), 19 (información y 
documentación a los trabajadores designados para tareas de 
prevención o al servicio de prevención), 20 (auditoría), 21 y 
22 (pues recogen obligaciones de los servicios de prevención 
externos), 25 (obligaciones de las entidades auditoras) y 26 
(obligaciones de las entidades de formación preventiva), y del 
artículo 13 TrliSoS, los apartados 5 (deber de confidenciali­
dad sobre datos médicos), 11 (servicios de prevención exter­
nos, entidades auditoras y entidades formativas que actúen sin 
autorización administrativa previa), 12 (incumplimiento de la 
incompatibilidad sobre vínculos comerciales y financieros entre 
servicios de prevención externos y auditorías con las empresas 
concertadas o auditadas), 13 (alteración y/o falseamiento de 
informes auditores) y 14 (pactos fraudulentos de elusión de 
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nes a la normativa preventiva que se presen­
ten en la realidad no permitirán la aplicación 
del principio non bis in ídem porque siendo 
susceptibles de ser sancionados administra­
tivamente no encajarán en el tipo penal. La 
requerida identidad de hechos limitará la ope­
ratividad de la prohibición de la doble sanción 
por la simple circunstancia de que no se veri­
ficará la potencial existencia de dos sanciones 
a imponer, una administrativa y otra penal. 

La tercera identidad para que sea operati­
vo el principio non bis in ídem hace referencia 
a la necesidad de que el fundamento de la san­
ción sea idéntico. Se apreciará esta identidad 
cuando el tipo penal y el ilícito administrativo 
traten de proteger idéntico bien jurídico. Se 
trata de una cuestión no pacífica176 en la que 
la toma de postura requiere partir de la ave­
riguación de los bienes jurídicos que se prote­
gen. En la esfera sancionadora administrati­
va, solo algunos de los ilícitos tienen su razón 
de ser en la salvaguarda de la vida y salud de 
los trabajadores; razón de ser que es el bien 
jurídico protegido en el delito contra la segu­
ridad y salud contra los trabajadores en el 
artículo 316 CP y que de forma más genérica 
cabe apreciar también en los delitos de muer­
te y lesiones en los que sería la vida y salud 
de los ciudadanos, entre los que cabe incluir a 
los trabajadores177. Esta coincidencia hará po­
sible una limitada operatividad del principio 
de non bis in ídem por falta de identidad del 
fundamento. Y aun menor operatividad tiene 
la prohibición de la doble imposición de san­
ciones cuando se ve afectado el delito de riesgo 

responsabilidades). Más restrictiva se muestra Gallardo García, 
r.Mª. (2016): pp. 220-221, quien considera que las infracciones 
administrativamente tipificadas como graves o muy graves que 
suponen una tipificación de la creación de un riesgo grave se­
rían las contenidas en los apartados 8, 9, 16 y 17 del artículo 12 
TrliSoS y los apartados 4, 6 y 10 del artículo 13 de la TrliSoS. 

176 Como nos advierte Gallardo García, r.Mª. (2016): 
p. 222, parte de la doctrina considera que no se protege el mis­
mo bien jurídico, lo que supondría un mayor campo de acción 
para la doble imposición de sanciones penal y administrativa. 

177 no aprecia identidad de fundamento entre una sanción 
administrativa y una sanción penal por homicidio o lesiones, 
por todos, alfonso Mellado, C. (2006): p. 51. 



ESTUDioS 

474 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

   

 

 

   

 

 

 
 
 

 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

   
 

 

 

   
  

 

catastrófico en el que el bien jurídico protegido 
es la seguridad colectiva. 

6.2.	 Responsabilidad penal 
y responsabilidad civil 

La compatibilidad entre la imposición de 
una sanción penal y el resarcimiento civil vie­
ne afirmada en el artículo 109 CP al estable­
cerse que «la ejecución de un hecho descrito 
por la ley como delito obliga a reparar, en los 
términos previstos en las leyes, los daños y 
perjuicios por él causados»; comprendiéndose 
tanto la restitución y la reparación del daño 
como la indemnización de los perjuicios ma­
teriales y morales que se hubieran causado 
(art. 110 CP). 

Aceptada expresamente la compatibili­
dad de ambos tipos de responsabilidades, se 
establece que quien es responsable penal de 
un delito lo es también a título civil si hubie­
ran derivado de los hechos daños o perjuicios 
(art. 116 CP), así como las personas naturales 
o jurídicas178, en los casos de delitos cometidos 
en los establecimientos de los que sean titula­
res, cuando por parte de los que los dirijan o 
administren, o de sus dependientes o emplea­
dos, se hayan infringido los reglamentos de 
policía o las disposiciones de la autoridad que 
estén relacionados con el hecho punible come­
tido, de modo que éste no se hubiera producido 
sin dicha infracción (art. 120.3º CP). 

Como la premisa para el nacimiento de 
responsabilidad civil es la generación de un 
daño y perjuicio, la doctrina ha advertido que 
no cabe apreciarla en los delitos contra la se­
guridad y salud de los trabajadores ex artícu­
lo 316 CP por tratarse de un delito de peligro 
–igual solución cabría sostener, entonces, en 
relación a los delitos de riesgos catastróficos–; 
y, por el contrario, si podría surgir cuando el 

178 Como advierte García Murcia, J. (2003): p. 124 se trata, 
a pesar de la redacción del precepto que parece sugerir una 
responsabilidad subsidiaria, de una responsabilidad directa de 
la empresa. 
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incumplimiento de la normativa de preven­
ción de riesgos laborales produjese la muerte 
o lesiones179. No obstante, cabe preguntarse 
si no sería posible el nacimiento de responsa­
bilidad civil en los delitos ex artículo 316 CP, 
en la medida en que el peligro grave pueda 
generar un daño, fundamentalmente moral, 
sin afectar a su salud mental –pues entonces 
estaríamos ante la producción de unos hechos 
subsumibles en tipo penal de lesiones–, dado 
que la responsabilidad civil derivada de delito 
abarca la indemnización de este tipo de daños. 

Siendo compatible la exigencia de respon­
sabilidad penal y civil, corresponderá al juez 
penal determinar la cuantía de esta última, 
salvo que se haya efectuado reserva expresa de 
la acción de responsabilidad civil para su recla­
mación en la jurisdicción competente (art. 119 
CP); competencia que viene actualmente reco­
nocida expresamente a la jurisdicción social 
al tener atribuido ésta el conocimiento de las 
acciones que puedan ejercitar los trabajadores 
o sus causahabientes contra el empresario o 
contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, 
convencional o contractualmente responsa­
bilidad, por los daños originados en el ámbito 
de la prestación de servicios o que tengan su 
causa en accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales, incluida la acción directa contra 
la aseguradora y sin perjuicio de la acción de 
repetición que pudiera corresponder ante el or­
den competente [art. 2 b) LRJS]180. 

6.3.	 Responsabilidad penal
 
y responsabilidad laboral
 
y de seguridad social
 

En la mayoría de los supuestos en los que se 
produzca una infracción de las normas de segu­
ridad y salud laboral que se pueda subsumir en 

179 Terradillos Basoco, J.M. (2006): p. 139. 
180 Como acertadamente señala alegre nuno, M. (2016): 

pp. 643-644, la lrJS ha acabado con la disputa competencial 
entre la Sala de lo Civil y de lo Social del Tribunal Supremo en 
relación al conocimiento de la responsabilidad civil derivada 
del contrato de trabajo. 
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alguno de los tipos penales expuestos en este en­
sayo, en la medida en que el sujeto activo sea el 
empresario, no es posible el nacimiento de una 
responsabilidad laboral, que se identifica con 
la responsabilidad disciplinaria. Solo cuando el 
ilícito penal sea cometido por un trabajador al 
que se ha delegado las obligaciones empresaria­
les en materia preventiva, podrá surgir –y ser 
compatible– una responsabilidad disciplinaria. 

Más clara aparece la compatibilidad de la 
responsabilidad penal con la responsabilidad 
que en materia de seguridad social se pueda 
exigir por incumplimientos de la normativa 
preventiva, puesto que mientras que la prime­
ra trata de reparar el riesgo o resultado gene­
rado, la segunda trata de proteger la situación 
de necesidad o a sancionar indirectamente a la 
empresa incumplidora181. Pero es que, además, 
respecto, al recargo de prestaciones la propia 
normativa declara su compatibilidad con la 
posible sanción penal (art. 164.3 TRLGSS). 
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RESUMEN	 La protección de la vida y salud de los trabajadores se hace desde la óptica preventiva, se 
trata de evitar que se generen riesgos no de repararlos. Sin embargo, la realidad eviden­
cia que los riesgos se actualizan y producen daños que afectan a los trabajadores debido 
a varios factores, como por ejemplo, la existencia de riesgos en determinadas actividades 
que no se pueden eliminar, o el intento de ahorro de costes por parte de las empresas 
mediante el incumplimiento de las normas preventivas. 

Cuando el riesgo se actualiza, el ordenamiento debe poder responder a la demanda de 
los afectados de cara a su reparación o resarcimiento. En materia de seguridad y salud 
se contempla todo un sistema de mecanismos que permiten exigir la responsabilidad por 
los daños causados, que se caracteriza por la confluencia de varias posibilidades que se 
ofrecen a los afectados. Debe advertirse que estos mecanismos de exigencia de respon­
sabilidad que actúan ex post a la actualización del riesgo, también llevan implícita una 
vocación preventiva, en la medida en que los obligados a cumplir la normativa de seguri­
dad y salud en el trabajo son conocedores de que se desplegará sobre ellos todo un elenco 
de instrumentos encaminados a depurar sus responsabilidades ante los daños causados; 
convirtiéndose en instrumentos desincentivadores de conductas infractoras. 

Uno esos mecanismos de depuración y exigencia de responsabilidades en materia de se­
guridad y salud en el trabajo se encuentra establecido en el ordenamiento penal, al que 
hace referencia la propia LPRL cuando, al hablar en el artículo 42 de la responsabilidad 
administrativa, menciona expresamente que el incumplimiento de la normativa preven­
tiva puede generar una responsabilidad de naturaleza penal. 

En el presente trabajo se ha tratado de indagar en las opiniones doctrinales y en los 
criterios judiciales para determinar una visión de la responsabilidad penal ante incum­
plimientos de las normas de prevención de riesgos laborales. Sobre estas premisas se ha 
analizado con detenimiento los delitos contra la seguridad y salud de los trabajadores 
previstos en los artículos 316 y 317 CP que tipifican como conducta punible, mediando 
dolo o imprudencia, la de quien con infracción de las normas de prevención de riesgos 
laborales y estando obligados legalmente a ello, no facilita los medios necesarios para 
que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene 
adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física. 

Se procede a exponer las cuestiones más controvertidas en relación a los elementos que 
configuran la conducta penal tipificada en los artículos 316 y 317 CP, a saber: un elemento 
normativo, como es la infracción de las normas de prevención; un elemento fáctico, como 
es la omisión de medidas necesarias y adecuadas; y un elemento valorativo, como es la 
generación de un riesgo grave para la vida y salud de los trabajadores. 

A continuación se ofrece un detallado análisis de la dimensión subjetiva en este delito, 
tanto en lo relativo a los posibles sujetos activos y pasivos, como en lo concerniente a la 
forma de comisión, dolosa o imprudente. Se procede a analizar los posible sujetos activos 
partiendo de la premisa establecida en el artículo 316 CP en la expresión «los obligados 
legalmente»; así como los sujetos pasivos, con una especial atención al trabajador autó­
nomo. Como estamos ante un delito que admite la culpabilidad tanto en su forma dolosa 
como en su forma imprudente, siendo el único de los delitos contra los derechos de los 
trabajadores que penaliza la imprudencia, procediendo a exponerse las principales notas 
características de cada una de ellas. 

De forma más sucinta se exponen las otras dos vías penales –los delitos de homicidio y 
lesiones y los delitos catastróficos– para reparar los incumplimientos de la normativa de 
seguridad y salud laboral, efectuando un contraste con el delito configurado en el artículo 
316 CP. 
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La posibilidad de que un incumplimiento de la norma preventiva pueda desencadenar 
la aplicación de varios tipos delictivos plantea la necesidad de abordar las situaciones 
concursales, para determinar qué reglas se han de aplicar –concurso aparente de normas 
o concurso de delitos– para imponer las penas.
 

Se cierra el ensayo con una exposición de la posible compatibilidad de la sanción penal
 
con las exigencias de responsabilidades de otras índoles, con especial atención a la com­
patibilidad con la sanción administrativa y la aplicabilidad del principio non bis in ídem. 

A pesar de esta diversidad de vías para exigir posibles responsabilidades penales deri­
vadas de la infracción de la normativa penal, se ha de evidenciar que la realidad judicial 
–tanto en el pasado como en el presente– nos permite concluir que la exigencia de res­
ponsabilidad penal se encauza a través de los delitos genéricos de homicidio o lesiones, 
siendo excepcional que la misma se solicite al amparo exclusivo del delito especial de 
omisión de medidas de seguridad e higiene. Dicho de otra manera, la dimensión penal de 
la exigencias de responsabilidad parece que viene caracterizada por el hecho de que sólo 
cuando se produce la muerte o se generan lesiones es cuando se pone en marcha. 

Palabras clave: Responsabilidad penal; prevención riesgos laborales. 
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The protection of the life and health of workers is done from the preventive point of view, 
it is about avoiding that risks are generated, not about repairing them. However, reality 
shows that the risks are updated and produce damages that affect workers due to several 
factors, such as the existence of risks in certain activities that can not be eliminated, 
or the attempt to save costs by of companies through non-compliance with preventive 
regulations. 

When the risk is updated, the order must be able to respond to the demand of those 
affected for reparation or compensation. In terms of safety and health, a whole system 
of mechanisms is contemplated that allows for liability for damage caused, which is 
characterized by the confluence of several possibilities offered to those affected. It should 
be noted that these liability mechanisms that act ex post to update the risk, also imply 
a preventive vocation, to the extent that those required to comply with occupational 
safety and health regulations are aware that it will be deployed on them a whole list of 
instruments aimed at purifying their responsibilities in the face of the damage caused; 
becoming instruments to discourage offenders behavior. 

One of these mechanisms for debugging and demanding responsibilities in matters of 
occupational safety and health is established in the criminal law, to which the LPRL itself 
refers when, in article 42 of the administrative responsibility, it expressly mentions that 
the Failure to comply with the preventive regulations may lead to a criminal liability. 

In this doctrinal study we have tried to investigate doctrinal opinions and judicial criteria 
to determine a view of criminal responsibility for breaches of the rules of prevention of 
occupational hazards. On these premises has been analyzed carefully the crimes against 
the safety and health of workers provided in articles 316 and 317 CP that typify as 
punishable conduct, through intent or recklessness, the one who violates the rules of 
prevention of occupational risks and being legally obliged to do so, does not provide the 
necessary means for workers to carry out their activity with the appropriate safety and 
hygiene measures, in such a way that they put their life, health or physical integrity in 
serious danger. 

We proceed to present the most controversial issues in relation to the elements that 
make up the criminal behavior typified in Articles 316 and 317 PC, namely: a normative 
element, such as the violation of the rules of prevention; a factual element, such as the 
omission of necessary and adequate measures; and an evaluative element, such as the 
generation of a serious risk to the life and health of workers. 

Below is a detailed analysis of the subjective dimension in this crime, both in terms of 
possible active and passive subjects, and in regard to the form of commission, intentional 
or reckless. We proceed to analyze the possible active subjects starting from the premise 
established in article 316 CP in the expression «those legally bound»; as well as the 
passive subjects, with a special attention to the autonomous worker. Since we are dealing 
with a crime that admits guilt, both in its fraudulent way and in its reckless form, being 
the only one of the crimes against the rights of workers that penalizes imprudence, 
proceeding to expose the main characteristics of each of them. 

More succinctly, the other two criminal procedures – the crimes of homicide and injury 
and catastrophic crimes – are exposed to redress the breaches of occupational health 
and safety regulations, making a contrast with the offense set forth in article 316 of the 
Criminal Code. 

The possibility that a breach of the preventive rule may trigger the application of various 
types of crime raises the need to address the situations of bankruptcy, to determine which 
rules are to be applied – apparent competition of rules or contest of crimes – to impose 
penalties. 

The essay is closed with an explanation of the possible compatibility of the criminal 
sanction with the requirements of other types of responsibilities, with special attention to 
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the compatibility with the administrative sanction and the applicability of the principle 
of non bis in idem. 

Despite this diversity of avenues to demand possible criminal liability derived from the 
infraction of criminal law, it must be shown that the judicial reality – both in the past and 
in the present – allows us to conclude that the requirement of criminal responsibility is 
channeled through the generic crimes of homicide or injury, being exceptional that it is 
requested under the exclusive protection of the special offense of omission of safety and 
hygiene measures. In other words, the criminal dimension of liability demands seems to 
be characterized by the fact that only when death occurs or injuries are generated is it set 
in motion. 

Keywords: Penal responsibility; labor risk prevention. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L



RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L



483 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

Estudios

 
 

 
 

 
 

   

 
  

 
 

 
 
 

  
 

 

 
 

  

 
 

  

 

  

  

 

  
 
 

   

 

El recargo de 
prestaciones y su 
compleja convivencia 
procesal con las 
responsabilidades 
penales y 
administrativas 
derivadas de accidente 
de trabajo* 

1.	 PLANTEAMIENTO 
DE LA PROBLEMÁTICA A EXAMINAR 

Cuando un trabajador por cuenta aje­
na sufre un accidente de trabajo, de 
ordinario, se implementan una serie 

de mecanismos, con propósitos y alcances 
muy diversos, cuya gestión procesal provoca 
frecuentes desencuentros. Del sinfín de des­
ajustes que pueden producirse, no cabe duda 
de que los generados en el entorno judicial del 
recargo de prestaciones son especialmente 
ostensibles. Y ello porque la reclamación del 
incremento de prestaciones en el orden social 

* Este trabajo se enmarca en el Proyecto «la jurispruden­
cia del Tribunal Supremo en materia laboral y social: ámbito 

funcional, trayectoria y aportaciones más significativas», finan­
ciado por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. rEF: 

DEr 2016-80327–P. además, una parte de su contenido consti­
tuyó la Ponencia en el curso de formación permanente organizado
 
por el CGPJ y celebrado durante los días 23 a 25 de octubre de
 
2017 en Madrid.
 

noTa al lECTor: la STS 25/04/2018, rec. 711/16 ha sido 

publicada con posterioridad al cierre de este trabajo, lo que ha 

obligado a un reajuste de última hora de su contenido.
 

** Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguri­
dad Social de la Universidad de oviedo.
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The benefit surcharge 
and its complex 
procedural coexistence 
with the criminal 
and administrative 
responsibilities derived 
from work accidents 

PAZ MENÉNDEZ SEBASTIÁN** 

discurre paralela a las decisiones judiciales 
sobre responsabilidades de otro género deri­
vadas de la materialización del riesgo. 

Ciertamente, no siempre es tarea liviana 
gestionar las implicaciones procesales de una 
reclamación de recargo en el orden social, cuan­
do en otros órganos judiciales se está conocien­
do, se ha conocido o se puede conocer de la cues­
tión desde la perspectiva que le es propia, esto 
es: sanción administrativa por infracción de me­
didas de seguridad y salud (cuya competencia 
se residencia hoy en el orden social); imputación 
penal en los casos más graves de incumplimien­
to; prestaciones de Seguridad Social; e indemni­
zación de los daños provocados por el accidente1. 

1 Un análisis de los diversos procesos en juego en aa. vV.: 
«Prevención de riesgos laborales, salud laboral y siniestralidad 
laboral. aspectos penales, laborales, administrativos e indem­
nizatorios», Cuadernos de Derecho Judicial, XiV, 2006. y sobre 
su compleja conjunción procesal, a. Desdentado Bonete: «Pro­
blemas de coordinación en los procesos sobre responsabilidad 
empresarial por los accidentes de trabajo», Manuales de for­
mación continuada, CGPJ, nº43, 2007, (Ejemplar dedicado a: 
Prestaciones e indemnizaciones en materia de accidentes de 
trabajo: aspectos penales, civiles y laborales), págs. 159-229. 
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Pues bien, el trabajo que a continuación 
se expone tiene por propósito hacer balance 
crítico de los pronunciamientos jurispruden­
ciales que inciden en la gestión judicial de 
las consecuencias del accidente laboral, en 
especial, todo lo relativo a la convivencia del 
recargo de prestaciones con las sanciones 
administrativas y penales. Huelga señalar, 
de una parte, que ello supone dejar fuera la 
tampoco sencilla coexistencia entre el recar­
go y otros procesos judiciales (prestaciones 
e indemnización por daños), y, de otra, que 
este análisis estrictamente procesal obliga a 
detenerse en cuestiones tales como la pres­
cripción de la acción, el efecto de cosa juzga­
da, la revisión de sentencias firmes, la incor­
poración de resoluciones al procedimiento, 
etc., prescindiendo del tratamiento de otras 
materias sustantivas no menos interesan­
tes, pero que desbordan el radio de acción 
de este comentario por su escasa o nula rele­
vancia procesal. 

El estudio de las tesis judiciales alcan­
zará tanto a las formuladas al socaire de la 
Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora 
de la jurisdicción social (en adelante, LRJS), 
como a las emitidas al calor de la vieja LPL 
(RD-Legislativo 521/1990, de 27 de abril, 
por el que se aprueba el texto articulado de 
la Ley de Procedimiento Laboral), en lo que 
puedan seguir siendo de utilidad. Dicho aná­
lisis se llevará a cabo aceptando que el pro­
ceso laboral viene fuertemente condicionado 
por principios propios, como el de celeridad 
o el pro operario, que explican en buena me­
dida las soluciones jurisprudenciales a las 
que se aludirá en este trabajo; pero también 
teniendo presente que a la justicia repugna 
el que un mismo acontecer pueda merecer 
consideraciones diametralmente opuestas 
por el mero hecho de que conozcan de su 
existencia jueces distintos, especialmente si 
esos jueces pertenecen al mismo orden juris­
diccional, como sucede desde la atribución 
a nuestra jurisdicción de todos los pleitos 
derivados del accidente de trabajo, a excep­
ción, como es lógico, de las consecuencias pe­
nales del ilícito. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

2.	 LA GÉNESIS DEL GALIMATÍAS 
JUDICIAL: DIVERSIDAD 
DE PROCEDIMIENTOS Y PROCESOS 
A RAÍZ DE UN MISMO HECHO 

La Inspección de Trabajo (ITSS, hoy orga­
nismo autónomo de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social) acude a investigar la in­
mensa mayoría de los accidentes laborales 
–girando la oportuna visita a fin de verificar 
si este acontecer responde o no a un incum­
plimiento de medidas de seguridad–, aunque 
sólo sea por la obligación empresarial de co­
municar a la autoridad laboral cualquier acci­
dente –también las recaídas– que comporte la 
ausencia del trabajador de su puesto de traba­
jo al menos un día2. Esta primigenia actuación 

2 Téngase en cuenta que esta comunicación se lle­
va a efecto en el documento oficial regulado en la orden 
TaS/2926/2002, de 19/11, por la que se establecen nuevos mo­
delos para la notificación de los accidentes de trabajo y se po­
sibilita su transmisión por procedimiento electrónico. El empre­
sario dispone de 5 días hábiles para cumplimentar y remitir el 
parte correspondiente, tramitándolo mediante procedimientos 
electrónicos a través del aplicativo Delt@, que envía automá­
ticamente todos los partes de accidente firmados por el empre­
sario (o trabajador por cuenta propia) a la entidad aseguradora 
del riesgo (inSS o Mutua, también empresa autoaseguradora 
para la iT). Cuando la entidad aseguradora recibe el parte de 
accidente, si lo acepta, dará traslado de él en 10 días hábiles 
a la autoridad laboral competente, que, a su vez, si no aprecia 
errores da traslado del mismo a la correspondiente Unidad Pro­
vincial de la iTSS. Estas reglas y plazos funcionan sólo para el 
caso de que no proceda una «comunicación urgente», exigible 
cuando el accidente ha provocado la muerte de al menos un 
trabajador; al menos uno de los accidentados presenta lesiones 
graves o muy graves; o el accidente ocurrido en el centro de 
trabajo ha afectado a más de 4 trabajadores, pertenezcan o 
no en su totalidad a la plantilla de la empresa. En estos casos 
debe enviarse la comunicación a la autoridad laboral en el pla­
zo de 24 horas. la comunicación urgente realizada a través de 
Delt@ se pone automáticamente a disposición de la autoridad 
laboral correspondiente, que lo comunicará al menor tiempo 
posible a la iTSS para que proceda a llevar a cabo la investiga­
ción pertinente. Cuando el accidente no se acompaña de baja 
médica y el trabajador se reincorpora al trabajo ese mismo día 
o al día siguiente, la comunicación no se realiza a través del 
parte de accidente de trabajo sino a través de la relación de 
accidentes de trabajo sin baja (raTSB), que es un documento 
donde se recopilan todos los casos de accidente de trabajo sin 
baja sufridos por los trabajadores afiliados a una misma cuenta 
de cotización de la Seguridad Social que hayan sucedido a lo 
largo de un mes concreto (se debe proceder a la remisión de la 
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es la puerta de entrada a varios procedimien­
tos de propósito diverso, pero que tienen, nece­
sariamente, este punto de partida común, que 
en modo alguno puede considerarse baladí3. 

Así, de una parte, la labor investigadora de 
la ITSS puede derivar, en atención a las cir­
cunstancias concurrentes, en un informe-pro­
puesta de imposición de recargo emitido por el 
Inspector, con el que se inicia el procedimiento 
administrativo de reconocimiento correspon­
diente4. En dicho informe-propuesta se recoge­
rán los hechos y circunstancias concurrentes, 
las disposiciones infringidas, la causa concre­
ta de las enumeradas en el art. 164 LGSS que 
motive la propuesta y el porcentaje que el Ins­
pector considere procedente aplicar. 

La decisión final sobre la procedencia o no 
del recargo corresponde, en vía administrati­
va, a la Dirección Provincial del INSS5, que se 

raTSB dentro de los 5 primeros días hábiles del mes siguiente 
al de ocurrencia de los accidentes). 

3 En general sobre las labores investigadoras de la iTSS en 
materia preventiva pueden consultarse muchísimos trabajos. 
Sólo por citar alguno: M. González labrada: «la inspección de 
trabajo y la prevención de riesgos laborales», en aa. vV.: «ins­
pección de Trabajo. regulación española y perspectiva interna­
cional», aranzadi, 2016, pág.266-ss; i. Bernardo Jímenez: «ins­
pección de Trabajo y Seguridad Social: actuaciones en materia 
de prevención de riesgos laborales», en aa. vV.: «la inspección 
de Trabajo y Seguridad Social», aranzadi, Pamplona, 1999: D. 
Toscani Giménez: «la práctica de la inspección en prevención 
de riesgos laborales», Gestión práctica de riesgos laborales: in­
tegración y desarrollo de la gestión de prevención, nº31, 2006, 
págs. 54-59. 

4 Téngase en cuenta que el art. 22.9 ley 23/2015, de 21 
de julio, ordenadora del sistema de inspección de Trabajo y 
Seguridad social, dispone que es una de las funciones de los 
inspectores –no así de los Subinspectores–, finalizada la activi­
dad comprobatoria inspectora, «instar del órgano administra­
tivo competente la declaración del recargo de las prestaciones 
económicas en caso de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional causados por falta de medidas de seguridad y salud 
laboral». idéntica legitimación les reconoce el art. 27 del real 
Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el 
reglamento General sobre procedimientos para la imposición 
de sanciones por infracciones de orden social y para los expe­
dientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social. 

5 Un sugerente análisis de la posible ausencia de base 
legal para la competencia decisoria del inSS en E. Desdenta­
do Daroca: «Procedimiento administrativo y protección social. 
algunas perturbaciones recíprocas: recargo de prestaciones y 
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atiene, en la mayoría de los casos, a las apre­
ciaciones de la ITSS, y que sigue al efecto el 
procedimiento reglado en el RD 1300/1995, de 
21 de julio, sobre procedimiento administrati­
vo para evaluar la incapacidad permanente, y 
en la Orden de 18-1-1996 que le da desarrollo 
(art. 16). En absoluta sincronía con la actua­
ción de la ITSS, la resolución del INSS habrá 
de motivarse con expresión de las circunstan­
cias concurrentes en el supuesto planteado, la 
disposición infringida, la causa concreta de 
las enumeradas en el art. 164 LGSS y el por­
centaje sobre la cuantía de las prestaciones 
que se considera procedente6. 

Pero la valoración de la ITSS no se queda 
ahí, si considera que ha habido una infracción 
de medidas de seguridad, iniciará de oficio el 
pertinente procedimiento administrativo san­
cionador, mediante el levantamiento del acta 
de infracción –por el Inspector o por el Su­
binspector con visado del Inspector que le su­
pervise–, cuya notificación al sujeto o sujetos 
responsables determina la incoación del expe­
diente (art. 22.5 Ley 23/2015, de 21 de julio, 
Ordenadora del sistema de ITSS)7. La decisión 
sancionadora, en atención a las reglas cuan­
titativas del art. 48.1 LISOS8, corresponde al 

declaración de la incapacidad permanente, caducidad y pres­
cripción», revista de Derecho Social, nº 40, 2007, pág. 33-37. 

6 Téngase en cuenta, también, que el procedimiento de 
imposición del recargo camina necesariamente paralelo al de 
reconocimiento de la prestación que se incrementa (aunque de 
forma administrativa autónoma), pero ello no significa que la 
unión sea tan plena que no genere estorbos. Un análisis de al­
gunas de estas dificultades puede encontrarse en E. Desdenta­
do Daroca: «Procedimiento administrativo y protección social. 
algunas perturbaciones recíprocas: recargo de prestaciones y 
declaración …», loc. cit., págs.37-45; F.a. Valle Muñoz: «la acu­
mulación de pretensiones en la demanda laboral», RTSS, nº 187, 
1998, pág. 46-53. 

7 Como dispone el art. 13 del rD 928/1998: «El proce­
dimiento sancionador se iniciará de oficio, como resultado 
de la actividad inspectora previa, por acta de infracción de la 
inspección de Trabajo y Seguridad Social, que se extenderá y 
tramitará de acuerdo con lo establecido en este Capítulo». 

8 Téngase en cuenta que la DT 2ª ley 23/2015, dispone 
que hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamen­
tarias que se aprueben en desarrollo de la nueva redacción del 
art. 48.1 liSoS, continuará siendo de aplicación la regulación 
en materia de atribución de competencias sancionadoras exis­
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órgano de la Administración territorial, que 
en no pocos casos es, precisamente, la jefatura 
de la ITSS9. 

Es de presumir que ambas consecuencias 
del actuar de la ITSS, aunque diversas, guar­
den absoluta conexión, en el bien entendido 
que, por lo general, no se proponga recargo 
si no se propone (y probablemente impone) 
sanción, y viceversa. Sin que ello signifique 
identidad absoluta, en el sentido de que toda 
infracción de medidas de seguridad que pueda 
derivar en una sanción administrativa lleve 
necesariamente aparejada la propuesta de 
recargo, pues pudiera darse la circunstancia 
de que la infracción descubierta no guarde 
la relación precisa con el hecho causante de 
la prestación sobre la que se construye el re­
cargo, o que no haya llegado a materializarse 
el daño generador de una prestación a la que 
anudar este incremento. También puede acon­
tecer lo contrario, esto es: que se proponga re­
cargo y no sanción, por ejemplo, por el particu­
lar régimen sancionador que funciona en este 
ámbito para la Administración Pública10. Pero 
fuera de estos concretos supuestos, la lógica 

tentes con anterioridad a la entrada en vigor de la citada ley 
23/2015. 

9 En particular, en el ámbito de la administración Gene­
ral del Estado el Jefe de la inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, a propuesta del inspector que ha llevado a cabo la in­
vestigación del accidente, es la autoridad competente en las 
sanciones hasta 40.985 euros, asumiendo la competencia hasta 
123.000 euros, hasta el 8-4-2018, la Dirección General de la 
inspección, a la que corresponderá también resolver los recur­
sos de alzada presentados respecto de las resoluciones dictadas 
por los Jefes de inspección Provincial; y desde esa fecha al Di­
rector del organismo autónomo de la inspección, que se subro­
ga en las competencias y derechos de la hoy desaparecida Di­
rección General, según dispone la Disposición adicional 1ª del 
rD 192/2018, de 6 de abril (art. 8.3.o del rD). la competencia 
corresponde luego al Ministro/a de Empleo y Seguridad Social, 
hasta 409.900 euros, y al Consejo de Ministros, a propuesta del 
de Empleo y Seguridad Social, hasta 819.780 euros. 

10 Parece que no cabe imponerles sanciones pecuniarias 
por este tipo de incumplimientos, según se deduce del rD 
707/2002, de 19 de julio, por el que se aprueba el reglamento 
sobre el procedimiento administrativo especial de actuación de 
la inspección de Trabajo y Seguridad Social y para la imposición 
de medidas correctoras de incumplimientos en materia de pre­
vención de riesgos laborales en el ámbito de la administración 
General del Estado. 
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hace pensar que la propuesta de recargo y de 
sanción habrá de ir de la mano, no en vano, 
el informe emitido para el recargo habrá de 
incluir, como ya dijimos, una referencia a la 
normativa infringida11. 

Es cierto que esta presumible sincroniza­
ción puede comenzar a diluirse superada esta 
fase inicial de propuesta de la ITSS, toda vez 
que la resolución decisoria se adopta por ór­
ganos diversos de la Administración, que en 
principio fallarán de forma autónoma sobre la 
procedencia de una y otra consecuencia (san­
ción/recargo). Pero no es menos cierto que, en 
la medida en que la ITSS, como ya se ha dicho, 
juega un papel determinante –con frecuencia 
con poder decisorio– en el procedimiento ad­
ministrativo sancionador, y que el INSS suele 
atenerse a su propuesta respecto del recargo, 
el paralelismo entre la decisión administra­
tiva sancionadora y la propia del incremento 
de prestaciones quedará en la mayoría de los 
casos garantizado. No se quiere decir con ello 
que siempre que haya recargo habrá sanción 
en vía administrativa y a la inversa, porque 
ambos procedimientos responden a respon­
sabilidades diversas y, en cierta medida, a 
principios propios, pudiendo concurrir en el 
procedimiento administrativo sancionador 
circunstancias que neutralizan el régimen pu­
nitivo por las reglas que le son propias (parti­
cularmente las de la órbita de la presunción 
de inocencia) y que no tengan mayor repercu­
sión en el procedimiento de recargo. Lo único 
a lo que se quiere aludir en este momento, en 
cuanto al paralelismo descrito, es al hecho, in­

11 De hecho, el art. 27 del real Decreto 928/1998 dispone 
expresamente al referirse a la actuación de la iTSS en materia 
de recargo que «si se hubiese practicado acta de infracción y 
hubiese recaído resolución de la autoridad laboral sobre la mis­
ma, dicha resolución se aportará al expediente de iniciación. 
Si no se hubiere practicado previamente acta de infracción, en 
el informe-propuesta se justificará razonadamente tal circuns­
tancia». la conexión entre ambas facetas del actuar de la iTSS 
es obvia, sin perjuicio de que, como la propia norma admite 
(y por las razones antes expuestas), pueda no haber acta y sí 
propuesta de recargo, pero esto acontecerá en el menor de los 
casos, en los que el inSS valorará la existencia o no de una 
infracción de medidas de seguridad a los únicos efectos de la 
imposición o no del recargo. 
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negable, de que la propuesta de sanción y re­
cargo –que, por lo general, recibe continuidad 
en la vía administrativa– se hace por la mis­
ma persona, y por tanto es de presumir que el 
Inspector actuante habrá de tener la misma 
apreciación sobre lo acaecido cuando lo exami­
na para una y otra consecuencia. 

La potencial disgregación de convicciones, 
por tanto, se producirá, por lo general, en el co­
nocimiento judicial de las materias. Y es este 
punto concreto en el que quisiéramos poner la 
lupa crítica, por las disfunciones que puede 
provocar el hecho de que, pese a que los pro­
cesos discurran paralelos, el juez competente 
para conocer del recargo, según ha venido en­
tendiendo la jurisprudencia, no quede condi­
cionado por lo dicho en el proceso de impug­
nación de la sanción, y a la inversa (salvo lo 
que se verá respecto de la STS 25/04/2018). 
Disfunción que resulta más incomprensible 
desde que el orden social ha asumido el cono­
cimiento de ambos procesos. Y es que, aunque 
era igualmente reprobable desde la perspec­
tiva del derecho a la tutela judicial efectiva y 
la seguridad jurídica, durante la vigencia de 
la LPL parece que se aceptaba con más nor­
malidad la existencia de convencimientos no 
plenamente coincidentes sobre el recargo y la 
sanción, en tanto que procedían de órdenes 
diversos. Pero esta falta de identidad extra­
ña más tras la promulgación de la LRJS, que 
acoge una reivindicación clásica de la doctrina 
laboralista de unificación en el orden social 
del conocimiento de todas las cuestiones «so­
ciales»12. 

12 En efecto, el art. 2.n) lrJS atribuye a nuestra juris­
dicción el conocimiento de la «impugnación de resoluciones 
administrativas de la autoridad laboral recaídas […] en el ejer­
cicio de la potestad sancionadora en materia laboral y sindical 
y, respecto de las demás impugnaciones de otros actos de las 
administraciones públicas sujetos al Derecho administrativo en 
el ejercicio de sus potestades y funciones en materia laboral y 
sindical que pongan fin a la vía administrativa, siempre que en 
este caso su conocimiento no esté atribuido a otro orden juris­
diccional». lo que parece suficiente para atribuir al orden social 
el conocimiento, como siempre debió ser, de la impugnación 
judicial de las sanciones administrativas en materia preventiva. 
Téngase en cuenta, en todo caso, que, desde el punto de vista 
estrictamente temporal, el juego de la nueva regla competen-
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Muchos esperábamos que esta atribución 
competencial se tradujese en una garantía 
de armonía mayor entre los correspondientes 
pronunciamientos, de modo que lo que el ór­
gano judicial social competente dijese sobre la 
existencia o no de una infracción de medidas 
de prevención de riesgos y sobre su repercu­
sión en el accidente, se acogiese con natura­
lidad por el órgano competente para el cono­
cimiento del recargo. De hecho, el legislador 
podría haber optado por alguna fórmula, de 
suerte similar a la litispendencia, que permi­
tiese la suspensión del proceso de recargo a la 
espera de lo decidido sobre la sanción por in­

cial queda determinado por la DT Cuarta lrJS, que prevé dos 
reglas diversas, a saber: la nueva competencia del orden social 
es de aplicación inmediata (esto es: desde la entrada en vigor 
de la lrJS), pero la impugnación de los actos administrativos 
dictados con anterioridad a dicha vigencia, continuará atri­
buida al orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y 
los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra 
estos actos administrativos, con anterioridad a la entrada en 
vigor de la lrJS, continuarán sustanciándose ante el orden ju­
risdiccional contencioso-administrativo conforme a las normas 
aplicables a dicho orden. así las cosas, cuando la sanción se ha 
impuesto con anterioridad a la lrJS conoce de su impugnación 
el orden contencioso-administrativo, aunque la demanda se 
interponga vigente ya la nueva norma. Esta regla temporal ha 
sido interpretada por la Sala Especial de Conflictos de Compe­
tencias del Tribunal Supremo, en el sentido de considerar que 
la fecha determinante para la atribución competencial es la de 
la resolución administrativa que «causa estado», es decir, la que 
pone fin a la vía administrativa y abre la vía a la reclamación 
judicial. Si en esa fecha estaba en vigor la lrJS, la competen­
cia corresponde al orden social (entre otros muchos, aaTS/ 
SECC 12/06/13 –nº 10/2013, 10/07/13 –nº 7/2013, 10/07/13 
–nº 19/2013, 9/10/13 –nº 17/2013, 10/10/13 nº 18/2013, 
27/03/14 –nº 1/2014, 24/09/14 –nº 18/2014, 29/09/14 – 
nº 18/2014, 3/12/14 –nº 23/2014, 10/02/15 –nº 36/2014, 
10/02/15 –nº 35/2014). Es decir, las resoluciones sancionadoras 
posteriores al 11-12-11 serán impugnadas ante el orden so­
cial, las anteriores ante el orden contencioso-administrativo. Si 
bien, respecto de las resoluciones sancionadoras dictadas antes 
de dicha fecha, contra las que se interpone recurso administra­
tivo de alzada, en tanto que el acto que causa estado y pone 
fin a la vía administrativa es la resolución que resuelve dicho 
recurso, será competente para la impugnación judicial de la 
sanción el orden social si el recurso se resuelve después del 11­
12-11. Por el contrario, si una vez agotada la vía administrativa, 
antes de la entrada en vigor de la lrJS, se interpone el po­
testativo recurso de reposición, continúa siendo competente la 
jurisdicción contencioso-administrativa, aunque la resolución 
del recurso se dicte después del 11-12-11. 
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fracción, o incluso por la acumulación de pro­
cesos –recargo/sanción–, llevando la impugna­
ción de la resolución de recargo del INSS al 
nuevo procedimiento especial de los arts. 151 
y 152 LRJS13, y excluyendo la imposibilidad 
legal de acumular procesos derivados del mis­
mo accidente cuando traen causa en expedien­
tes administrativos diversos (art. 30.2 LRJS), 
precisamente para evitar la generación de re­
soluciones contradictorias14. 

Pero nada de esto ha sucedido, y esta con­
veniente coherencia entre resoluciones del 
mismo orden no ha obtenido respaldo ni le­
gal, ni jurisprudencial unánime –más allá de 
la solución que pudiera resultar de la regla 
de art. 45.2 LISOS, al que luego se aludirá–. 
Así, el art. 86.4 LRJS prevé la suspensión de 
un proceso laboral hasta la resolución de otro 
sólo para casos tasados, entre los que no se 
incluye el que nos ocupa15, y la jurispruden­
cia tampoco ha apreciado ni litispendencia, ni 
cosa juzgada (con la salvedad de la STS 25-4­

13 En particular, sobre este procedimiento novedoso, a. 
Blasco Pellicer: «El nuevo proceso de impugnación de actos 
administrativos en materia laboral y de Seguridad Social», en 
Blasco Pellicer, a. y Goerlich Peset, J.M.: «la reforma del proce­
so laboral», Tirant lo Blanch. Valencia, 2012; r. ron latas: «los 
procedimientos de oficio y de impugnación de actos adminis­
trativos en materia laboral y de seguridad social no prestacio­
nales en la ley reguladora de la Jurisdicción Social», anuario 
da Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, nº 16, 
2012, págs. 455-476. 

14 así lo intentó algún juzgado, pero sin éxito por­
que la sentencia de instancia fue anulada por TSJ Cataluña 
24/03/2014, rS 5349/2013. Sobre esta cuestión, a. oliver reus: 
«Procedimiento adecuado y reglas de acumulación en los pro­
cesos de recargo de prestaciones e impugnación de sanción», 
NREDT, nº 171, 2014, pág. 141-ss. no se olvide el contenido del 
art. 143.2 lrJS, al que remite el propio art. 151.8: «al solicitarse 
la referida remisión de expediente o actuaciones se requerirá 
igualmente al correspondiente organismo y éste, en su caso, 
deberá poner de oficio en conocimiento del juzgado o tribunal, 
informe de si tiene conocimiento de la existencia de otras de­
mandas en las que se deduzcan pretensiones en relación con el 
mismo acto o actuación, a los efectos de posibilitar, en su caso, 
la acumulación de oficio o a instancia de parte». Esta previsión 
pudiera interpretarse en el sentido de permitir la acumulación 
de ambos procesos derivados del accidente, también con las 
prestaciones de Seguridad Social. 

15 Cabría, en su caso, la solicitud de suspensión por ambas 
partes prevista en la parte final del art. 86.4 lrJS. 
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2018, Rec. 711/16), como se verá. En realidad, 
nuestro TS lejos de apostar por esta unidad 
de criterio entre sanción y recargo, ha optado, 
en especial en sus últimas sentencias, por la 
corriente inversa, disgregando, incomprensi­
blemente, la consideración del recargo de la 
suerte judicial de la sanción administrativa 
–con la excepción dicha–. A la par que afianza 
la vinculación entre el recargo y la indemniza­
ción por daños. 

Huelga decir que la génesis del problema 
está, en buena medida, en la camaleónica na­
turaleza jurídica del recargo, que tanta tinta 
ha hecho correr y en la que, por razones ob­
vias, no podemos detenernos ahora16. Baste 
decir, por ahora, que no quiere nuestro TS ni 
darle naturaleza sancionadora –pues ello obli­
garía a aplicar principios del procedimiento 
sancionador como la presunción de inocencia 
o el non bis in ídem–, ni tampoco prescindir to­
talmente de ella, para asignarle estatus puro 
de prestación –pues ello conllevaría necesa­
riamente el descuento de su importe, como el 
del resto de prestaciones, de la cuantía final de 
la indemnización por daños, y probablemente 
la aceptación del aseguramiento17–. Como es 

16 la jurisprudencia más consolidada sostiene que la na­
turaleza jurídica del recargo de prestaciones es dual o mixta, 
pues si bien desde la perspectiva del empresario infractor se 
presenta como una responsabilidad sancionadora [siquiera 
no puede calificarse de sanción propiamente dicha], desde la 
óptica del beneficiario supone una prestación adicional o so­
breañadida de carácter indemnizatorio (recientemente, TS S 
Social –Pleno– 23/03/15, rec. 2057/14; 14/04/15, rec. 962/14; 
05/05/15, rec. 1075/14; 02/11/15, rec. 3426/14; 25/02/16, 
rec. 846/14; 08/06/16, rec. 1103/15; 20/04/17, rec. 1826/15; 
y 21/06/17, rec. 2820/15). 

17 TS 20/05/94, rec.3187/93; 04/03/15, rec.1307/14. aun­
que para una significativa corriente doctrinal, la prohibición 
de aseguramiento contenida hoy en el art. 164.2 del lGSS está 
privada de fundamento legal y es nula por ultravires [desdenta­
do Bonete: «recargo de prestaciones de la Seguridad Social y su 
aseguramiento. Contribución a un debate», rDS, nº 21, pág. 19]. 
además, en el voto particular de la STS 23/3/15, rec. 2057/14 
se mantiene lo contrario, entendiendo que no está prohibido 
el aseguramiento, diciendo «Sobre la prohibición de asegurar 
el recargo. Un sector doctrinal mantiene que a partir de la vi­
gencia de la ley 31/1995 ha quedado derogada, tácitamente, la 
prohibición de aseguramiento del recargo que nos ocupa. Esta 
doctrina parece correcta habida cuenta que el artículo 15-5 […] 
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fácilmente imaginable, este titubeo repercute 
en múltiples cuestiones, y en las que aquí in­
teresan particularmente. 

3.	 PREJUDICIALIDAD PENAL. 
DEVOLUTIVA EXCLUSIVAMENTE 
EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

El primer escoyo que encuentra este anhe­
lo de resoluciones homogéneas es la diferente 
reacción frente a la existencia de un proceso 
penal cuando la infracción de medidas de se­
guridad se produce en condiciones particular­
mente graves y determina la apertura de las 
correspondientes diligencias de investigación. 

La convivencia entre el proceso adminis­
trativo sancionador y el penal no genera du­
das de ningún género, porque en ninguno de 
los contextos se cuestiona el carácter puni­
tivo de ambas decisiones. En tal tesitura, la 
preferencia del proceso penal es clara (art. 3 
LISOS)18. El expediente sancionador adminis­
trativo se paralizará hasta que se resuelva el 
penal, siempre, claro está, que concurra una 
mínima identidad o conexión entre los asun­
tos conocidos en la vía penal y en la adminis­
trativa sancionadora. Así resulta del artículo 
3.4 LISOS, según el cual la comunicación del 
tanto de culpa al órgano judicial o al Ministe­
rio Fiscal o el inicio de actuaciones por parte 

autoriza a «concertar operaciones de seguro que tengan por fin 
garantizar como ámbito de cobertura la previsión de riesgos 
derivados del trabajo», siendo de destacar que ni en ese precep­
to, ni en el 42 se excluye la posibilidad de asegurar la respon­
sabilidad derivada del recargo […] en definitiva nada impide el 
aseguramiento del recargo, máxime cuando la responsabilidad 
en orden a su pago se objetiva y la normativa de seguros per­
mite asegurar las responsabilidades civiles derivadas de actos 
negligentes […] sin que se pueda olvidar lo antes dicho sobre 
que el recargo tiene naturaleza indemnizatoria y no sanciona­
dora. […] la posibilidad de asegurar la responsabilidad deriva­
da del recargo cubre dos objetivos: garantizar el cobro de las 
cantidades en que consiste el recargo e incentivar la adopción 
de medidas de seguridad con el fin de pagar menores primas 
de seguro y de encontrar compañías dispuestas a asegurar el 
riesgo, lo que no será fácil a la empresa que tenga un elevado 
porcentaje de siniestros…». 

18 STC 177/1999; TS 15/12/2015, rec.34/2015. 
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de éstos, no afectará a los expedientes sancio­
nadores sin conexión directa con los que sean 
objeto de las eventuales actuaciones jurisdic­
cionales del orden penal. Se trata de examinar 
cada caso a fin de determinar si la indagación 
penal posee «conexión directa» con las conduc­
tas examinadas en el ámbito administrativo. 
Si concurre esa conexión directa se suspende­
rá, en caso de no apreciarse esa mínima iden­
tidad se seguirán ambos –el procedimiento 
administrativo y el proceso penal– de forma 
paralela y sin vinculación entre ellos19. 

Por lo que a este estudio interesa, la cone­
xión concurrirá siempre que lo que se discuta 
sea la incidencia de la infracción de medidas 
preventivas en el accidente de trabajo. Con lo 
cual, en principio, en los casos que aquí inte­
resan, el procedimiento sancionador quedará 
paralizado siempre, rigiendo entre ambos el 
principio non bis in ídem: si recae sentencia 

19 En los casos en los que se aprecie esa conexión direc­
ta, la relevancia de la identidad objetiva y subjetiva también 
será relativa, pues si bien, como vienen manteniendo nuestros 
tribunales, no resulta admisible alegar disparidad subjetiva 
para evitar la paralización del expediente y la interrupción de 
la prescripción, y luego pretender que entre en juego la regla 
non bis in ídem (TS, Sala Social, 15/12/15, rec. 34/15). Ello no 
debe entenderse como sinónimo de identidad pura, respecto de 
algunos supuestos será imprescindible la identidad subjetiva, 
pero no así en otros (TS, Sala Social, 15/12/15, rec. 34/15). En 
realidad, la identidad plena debe acontecer para imposibilitar 
la sanción administrativa tras la condena penal. Pero no con 
la misma intensidad a la inversa, es decir, ni para la paraliza­
ción del expediente, ni para su reapertura en caso de ausencia 
de condena penal. De hecho, el art. 3.2 liSoS no contempla 
la exigencia de triple identidad (hechos, sujetos, fundamento) 
para que opere la paralización del procedimiento adminis­
trativo sancionador. ni tampoco la norma exige que el ilícito 
penal descartado en la vía judicial guarde alguna suerte de 
identidad con el ilícito administrativo objeto de la actuación 
administrativa sancionadora. En la vía penal no se enjuician las 
infracciones preventivas en toda su expresión, sino únicamente 
como potenciales generadoras de un ilícito con encaje en el 
C.P. Cuando el asunto vuelve a su conocimiento administra­
tivo, el órgano competente llevará a cabo la evaluación de las 
conductas en cuestión –exactamente las mismas u otras–desde 
el prisma que le es propio, esto es: conforme a la liSoS. Desde 
el punto de vista subjetivo, el juego de la identidad funciona 
del mismo modo. Esto es: no tendrá que probarse identidad 
subjetiva plena para suspender el procedimiento, ni para la re­
apertura, pero sí para evitar una posible sanción administrativa 
por el principio non bis in idem. 
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condenatoria, no cabe la posterior sanción ad­
ministrativa por los mismos hechos20. Así, lo 
dispone claramente el art. 31.1º Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sec­
tor Público, cuando sostiene que «no podrán 
sancionarse los hechos  que hayan sido san­
cionados penal o administrativamente, en los 
casos en que se aprecie identidad del sujeto, 
hecho y fundamento»21. 

De este modo sólo cabrá continuar con el 
procedimiento administrativo sancionador si 
el proceso penal finaliza sin condena22. En es­
tos casos, si el juez penal descarta la existen­
cia de un delito, puede el órgano administrati­
vo apreciar la concurrencia de una infracción 
administrativa sancionable. Pero en todo caso, 
y con lógica, ambos pronunciamientos estarán 
conectados, no en el encaje de la conducta en 
el tipo, sino en la apreciación de los hechos 
concurrentes, precisamente porque un mismo 
hecho no puede ser y no ser a la vez. Así las 
cosas, el procedimiento administrativo –lue­
go la jurisdicción social en su caso– quedará 
condicionado por el relato de hechos dado por 
probado en el proceso penal (art.  3.3 LISOS 
y art. 77.4 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas). Y será, partiendo 
de dichos hechos, que juzgue su incardinación 
o no en el tipo administrativo correspondiente. 

Esta interrelación de hechos probados es 
posible, obviamente, porque el procedimien­
to sancionador se suspende a la espera de la 
decisión penal. Y podría haber sido ésta tam­
bién la solución para la convivencia entre 
sanción penal y recargo de prestaciones. De 

20 TS, Sala Social, 15/12/2015, rec.34/2015. no hay que 
olvidar, en tal sentido, que en materia administrativa se admite 
como sujeto infractor a una persona jurídica como lo es en 
esta materia una empresa y, sin embargo, en Derecho penal la 
conducta antijurídica sólo puede imputarse a la persona física 
autora del delito o a la que la ley considera como tal. 

21 TS, Sala Contencioso-administrativo, 12/03/14, rec. 923/12; 
11/02/14, rec. 2131/12; 15/10/08, rec. 31/2006, TS, Sala Social, 
15/12/15, rec. 34/15. 

22 Sobre esta prejudicialidad, M. Ballbé Mallol y C. Padrós 

reig, la prejudicialidad administrativa en el proceso penal, Cí­
vitas, 2004. 
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hecho, esta suerte de prejudicialidad devolu­
tiva se formuló expresamente en su día en el 
art. 16.2 de la Orden de 18–1–1996 (de desa­
rrollo del RD 1300/1995)23. No cabe duda que 
esta solución contribuía a evitar las contra­
dicciones a las que se ha hecho alusión, pero 
a los ojos de la jurisprudencia tenía el insor­
teable escoyo de neutralizar por completo el 
principio de celeridad que tanto caracteriza al 
procedimiento social –y que no es propio del 
sancionador–. Y además no casaba bien con la 
dicción del art. 86 LPL (en idénticos términos 
hoy art. 86.1 LRJS), que no dejaban margen 
para la prejudicialidad penal suspensiva, toda 
vez que sostenía que el proceso penal no sus­
pendía el social «en ningún caso», señalando el 
apartado tercero que si el proceso penal fina­
lizaba con absolución por inexistencia o falta 
de participación del sujeto quedaba la vía de 
la revisión de la sentencia social24. 

23 Este precepto disponía que «cuando se conozca la exis­
tencia de algún procedimiento judicial en la vía penal por los 
hechos relativos a la declaración de responsabilidad empresa­
rial por falta de medidas de seguridad, se suspenderá el expe­
diente en este sólo aspecto, hasta que recaiga sentencia firme 
por resolución que ponga fin al procedimiento». 

24 lógicamente, esta regla funciona también para el resto 
de pleitos de la órbita del accidente. así, las prestaciones de 
Seguridad Social seguirán su tramitación judicial ordinaria con 
independencia de lo que acontezca con la causa criminal que 
derive de la investigación del accidente. alguna precisión más 
requiere la tramitación de la indemnización por daños, pues, 
como se sabe, nuestro sistema contempla expresamente dos 
posibilidades de ejercicio de la acción civil: en el propio proceso 
penal; y en la jurisdicción específica, que en este caso es la 
social (art. 109 CP). Con indicación de que, ejercitada la ac­
ción penal, se entiende utilizada también la civil, salvo que el 
perjudicado renuncie o se reserve expresamente la acción civil 
para hacerla valer en el proceso social, una vez concluido el 
proceso penal (art. 112 lECrim). Dicho de otro modo, cuando 
se inician acciones penales contra el empresario infractor, sólo 
si hay reserva de acciones, el orden social podrá conocer de 
la indemnización por daños correspondiente. En caso contra­
rio, la acción para reclamar una indemnización por daños se 
ejercitará en el ámbito penal, con lo que no sería compatible 
con la posterior reclamación social de una reparación a tanto 
alzado. De hecho, la Sala Social del TS considera que la ac­
ción civil que se puede ejercitar en el proceso penal a favor 
del perjudicado o víctima no es de naturaleza distinta de la 
acción civil que se ejercita para la reparación del daño en la 
vía social. De ahí que se haya apreciado efecto de cosa juzga­
da de la sentencia penal respecto de la reclamación civil –TS, 
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Por todo ello, el TS declaró en su día este 
precepto de la Orden de 1996 ultra vires25, ne­
gando que la incoación de diligencias penales 
tuviese repercusión en el procedimiento de re­
cargo, preservando con ello el interés de traba­
jadores y causahabientes de disponer –en su 
caso– de manera más pronta del incremento 
que representa el recargo, dando prioridad a 

Sala Social, 22/12/14, rec. 3364/13; 03/10/17, rec. 2008/15–. 
Es más, para garantizar la coherencia entre la apreciación penal 
y la social sobre la reparación del daño podría entenderse que 
cuando se hace una reserva de acciones, no cabe plantear la 
reclamación social de indemnización hasta que se resuelva en 
sentencia firme la acción penal. así se dispone expresamente 
en el art. 112 lECrim, pese a la rotundidad del art. 86.1 lrJS, 
que es tajante al sostener que el proceso penal no suspende el 
social «en ningún caso». Conviene aclarar, en todo caso, que 
no cabe apreciar efecto de cosa juzgada si la sentencia penal, 
por haber sido absolutoria, no ha entrado a examinar, ni se 
ha pronunciado sobre las acciones civiles derivadas del hecho 
enjuiciado en el ámbito criminal. En estos casos, aunque no 
se hubiese hecho reserva de las acciones civiles, podrá luego 
acudirse al orden social para pedir una indemnización, pues las 
acciones civiles habrán quedado imprejuzgadas (TC 15/02 28/ 
Enero, FJ 4; 17/08 31/Enero, FJ 4; TS 22/12/14, rec. 3364/13). 
Esta regla –la sentencia absolutoria penal deja imprejuzgada la 
acción civil– tiene excepción en el supuesto del art. 116 lECrim, 
conforme al cual si la sentencia penal resultó absolutoria pre­
cisamente por declarar que no existió el hecho que fue objeto 
de enjuiciamiento en el ámbito criminal, este pronunciamiento 
vinculará positivamente al juez social, que no podrá ya fundar 
ninguna responsabilidad civil en la existencia del hecho que fue 
declarado inexistente por la jurisdicción penal (TC 15/02 28/ 
Enero, FJ 4; 17/08 31/Enero, FJ 4. TS 22/12/14, rec. 3364/13). 

25 Entendió en su día el TS, que el rD 1300/1995, en 
cuyo desarrollo se dictó, no contiene norma alguna que au­
torice la suspensión en la tramitación del expediente. Por ello, 
dado que la legalidad del mandato de la oM citada dependía 
de la existencia de un sustrato legal que le sirviera de fun­
damento, la inexistencia del mismo provocaba la prevalencia 
el principio de celeridad que debe afectar a todos los expe­
dientes en materia de prestaciones de la Seguridad Social. TS 
17/05/04, rec. 3259/03; 08/10/04, rec. 4552/03; 25/10/05, 
rec. 3552/04; 18/10/07, rec. 2812/06; 13/02/08, rec. 163/07; 
02/10/08, rec. 1964/07; 07/07/09, rec. 2400/08; SG 17/07/13, 
rec. 1023/12. Téngase en cuenta, no obstante, que la STS 
25/04/18, rec. 2322/16, advierte que aunque el precepto fue 
considerado ultra vires, ello fue para justificar que es legal­
mente admisible permitir una actividad laboral a quienes están 
declarados en situación de incapacidad permanente absoluta, 
de modo que no afecta al simple procedimiento administrativo 
en el que poder valorar si la actividad laboral que se comunica 
podía o no ser compatible con el mantenimiento del derecho 
prestacional y dentro de ámbito de compatibilidad que se ha 
marcado por la norma legal. 
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los principios rectores del procedimiento so­
cial –pro operario– frente a los propios del 
penal –in dubio pro reo–, y arrinconando la 
faz sancionadora del recargo26, para descartar 
que le afecte el principio non bis in ídem27 . 

En este sentido, es cierto que el recargo 
no se anuda indisolublemente a la valora­
ción sancionadora penal de la conducta em­
presarial, de hecho, aquélla tiene por objeto 
sancionar conductas particularmente graves, 
normalmente de las personas físicas autoras 
del ilícito (sin perjuicio de las actuales reglas 
de imputación de responsabilidad penal a las 
personas jurídicas)28, mientras que el recar­

26 Se dice así «… el recargo no implica, con independencia de 
su finalidad preventiva, la imposición de una sanción al empresario 
infractor, sino el reconocimiento de un derecho patrimonial a favor 
de la víctima o de sus beneficiarios» (TS 17/05/04, rec. 3259/2003, 
25/10/05, rec. 3552/2004, 20/12/07, rec. 3978/2006 y 13/02/08, 
rec. 163/2007, 17/07/13, rec. 1023/12). Por todas, por su rotundi­
dad, TS 05/12/06, rec. 2531/05. 

27 Como dice la Sala «esta regla no siempre imposibilita 
la sanción de unos mismos hechos por autoridades de distinto 
orden y que los contemplen, por ello, desde perspectivas dife­
rentes [por ejemplo, como ilícito penal o como infracción ad­
ministrativa o laboral], pero no lo es menos que sí impide el que 
por autoridades del mismo orden, y a través de procedimien­
tos distintos se sancione repetidamente la misma conducta» 
[STC 159/1985, de 27/noviembre; TS 02/10/00, rec. 2393/99, 
08/10/04, rec. 4552/2003]. 

28 Téngase en cuenta que por lo general la responsabilidad 
penal se imputa a una persona física, en tanto que autor del deli­
to, pero desde el año 2010 también las personas jurídicas pueden 
incurrir en responsabilidad penal. así, por lo que aquí pudiera 
interesar, dispone hoy el art. 31 bis.1.b) CP, que las personas jurí­
dicas serán penalmente responsables de: a) los delitos cometidos 
en nombre o por cuenta de las mismas, y en su beneficio directo 
o indirecto, por sus representantes legales o por aquellos que 
actuando individualmente o como integrantes de un órgano de 
la persona jurídica, están autorizados para tomar decisiones en 
nombre de la persona jurídica u ostentan facultades de organi­
zación y control dentro de la misma; b) los delitos cometidos, en 
el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en beneficio di­
recto o indirecto de las mismas, por quienes, estando sometidos 
a la autoridad de las personas físicas mencionadas en el párrafo 
anterior, han podido realizar los hechos por haberse incumplido 
gravemente por aquéllos los deberes de supervisión, vigilancia 
y control de su actividad atendidas las concretas circunstancias 
del caso (véanse los criterios de la Fiscalía General del Estado en 
su Circular 1/2016, sobre la responsabilidad penal de las perso­
nas jurídicas conforme a la reforma del código penal efectuada 
por lo 1/2015). Esta responsabilidad penal de la persona jurídica 
significa que ésta responde penalmente por la actuación de una 
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persona física, cargo directivo o empleado, cuando concurren las 
circunstancias expuestas. El encaje de esta previsión legal en la 
materia que aquí interesa no parece viable, y no sólo porque pa­
rece más pensada para delitos económicos o similares que repor­
ten algún género de beneficio a la empresa, sino porque para los 
delitos contra los trabajadores el art. 318 no remite al art. 31 bis, 
sino a las penas accesorias del art. 129 CP. así lo ha entendido 
el TS, S Penal, 23/02/17 rec 1916/16. Dispone el art. 129 CP que 
para los delitos «… cometidos en el seno, con la colaboración, a 
través o por medio de empresas, organizaciones, grupos o cual­
quier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que, 
por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en 
el artículo 31 bis, el juez o tribunal podrá imponer motivada-
mente a dichas empresas, organizaciones, grupos, entidades o 
agrupaciones una o varias consecuencias accesorias a la pena 
que corresponda al autor del delito, con el contenido previsto 
en las letras c) a g) del apartado 7 del artículo 33. Podrá también 
acordar la prohibición definitiva de llevar a cabo cualquier activi­
dad, aunque sea lícita». Prescindiendo de la falta de claridad con 
la que se formula este precepto en relación con el art. 31 bis, lo 
que parece –según la jurisprudencia y el criterio de la Fiscalía Ge­
neral del Estado– es que, cuando se produce un delito contra los 
derechos de los trabajadores se imputará responsabilidad crimi­
nal a la persona física que la ley identifica, pero eso no significa 
que frente a la comercial no queda activar ningún mecanismo 
sancionador. El juez podrá –es facultativo– imponer algunas de 
las consecuencias que se prevén para la responsabilidad crimi­
nal de las personas jurídicas en el art. 31 bis, pero en condición 
de penas accesorias a la que corresponda al autor del delito, no 
como criminalmente responsable. además, por descontado, de 
la responsabilidad civil subsidiaria que pueda imponérsele ex 
art. 120.4. así las cosas, en el delito contra la seguridad y salud 
de los trabajadores, cuando el empresario es una persona jurí­
dica (o un ente sin personalidad jurídica como una UTE o una 
comunidad de bienes), habrá que estar, en primer término, a la 
previsión del art. 318 CP, que determina específicamente la res­
ponsabilidad de administradores o encargados del servicio de la 
empresa en la que se produce el accidente, si son los responsa­
bles de los medios preventivos. regla que coincide básicamente 
con la genérica prevista en el art. 31 CP para otros delitos come­
tidos en sede corporativa. El art. 318 CP concreta la persona física 
que se entenderá ha cometido el delito. así, esta responsabilidad 
se dirige a sus administradores de hecho o de derecho o a los 
encargados del servicio, quedando la empresa y su asegurado­
ra como simples responsables civiles –TC 177/99, 11/octubre–. 
ahora bien, hay que tener en cuenta que esta responsabilidad 
no se refiere a los administradores o encargados en general, sino 
a los específicamente encargados de la labor preventiva, pues 
a ellos corresponderá en último término la adecuada gestión 
de la prevención de riesgos, siendo por ello los responsables de 
los medios preventivos. la jurisprudencia ha entendido que esta 
responsabilidad se extiende no sólo a quien ostente jurídica­
mente la condición de administrador o encargado del servicio 
preventivo, sino también a todos aquellos que ejerzan de hecho 
facultades de dirección y organización sobre la prestación laboral 
con incidencia en esta materia (aP, S Penal, Madrid 31/03/16 ra 
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go se impone a la empresa como tal, haya o 
no una persona física responsable, sin nece­
sidad de que concurra un incumplimiento de 
medidas particularmente reprobable. Pero 
esta negación de la prejudicialidad penal de­
volutiva, no sólo significa que la tramitación 
de un proceso penal, por los mismos hechos, 
no suspende el discurrir ordinario del proceso 
administrativo (tampoco el judicial) sobre re­
cargo de prestaciones. A la par imposibilita la 
vinculación de hechos probados que, como se 
acaba de ver, sólo es viable respecto del proce­
dimiento sancionador29. 

Ahora bien, el hecho de que el procedi­
miento de recargo no se suspenda por la tra­
mitación de un procedimiento sancionador 
(administrativo y/o penal), no significa que 
no tenga repercusión de ningún género en él. 
Por el juego del art.  53.2 LGSS, el plazo de 
prescripción de la acción de recargo –de cin­
co años–30, se interrumpirá «en el supuesto 

861/15). así, se ha impuesto responsabilidad penal, por ejemplo, 
a los administradores de las empresas contratistas si son respon­
sables de la construcción (aP Palencia 15/02/17 ra 40/16); al 
jefe de la fábrica (TS, S Social, 26/07/00 rec 4716/98); o al jefe 
o encargado de la obra (TS, S Penal, 14/07/99 rec 3738/98). En 
realidad, el TS autoriza la imputación de responsabilidad a todas 
aquellas personas que en materia preventiva ostenten mando o 
dirección, técnica o de ejecución, ya se trate de mandos superio­
res como de intermedios o subalternos, incluso de hecho (TS, S 
Penal, 29/07/02 rec 3551/00). no en vano, en el art. 318 CP se 
alude también a «quienes conociéndolos y pudiendo remediarlo, 
no hubieren adoptado medidas para ello». Con fundamento en 
esta regla es además posible extender la responsabilidad penal a 
personas pertenecientes a la plantilla de la empresa que, care­
ciendo de poder de decisión, si se hallan en situación idónea por 
su perfil profesional para evitar el peligro. 

29 De hecho, consciente de esta interrelación entre el re­
cargo y el procedimiento punitivo, inicialmente el inSS optó 
por suspender el procedimiento de recargo tanto si se iniciaban 
acciones penales (como decía la norma reglamentaria) como si, 
simplemente, existía un procedimiento administrativo sancio­
nador. lo que podía resultar comprensible, en la medida en que 
la resolución del recargo, se ha dicho ya muchas veces, debe 
incluir una referencia a la norma infringida. Parecía sensato 
pensar que dicha referencia podía resultar de la valoración que 
se hiciese de la infracción administrativa y/o penal. Esta prácti­
ca suspensiva recibió censura jurisprudencial, que la consideró 
carente de sustento normativo. 

30 Ha entendido la jurisprudencia que la imposición del 
recargo se halla sometida a las previsiones generales de pres­
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de que se entable acción judicial contra un 
presunto culpable, criminal o civilmente […] 
mientras aquélla se tramite»31. Así, el segui­
miento de un procedimiento penal interrumpe 
la prescripción de la acción de recargo32, hasta 
que se notifique el auto de sobreseimiento o 
hasta que la sentencia adquiera firmeza33. En 
principio, debe reanudarse el cómputo del pla­
zo en ese momento, pero no debe olvidarse que 
el procedimiento sancionador por infracción 
de medidas habrá quedado en suspenso hasta 
que se resuelva el penal, y dicho expediente 
administrativo sancionador, produce también 
el efecto suspensivo de la prescripción que 
proclama el art. 53.1 LGSS –«… en virtud de 
expediente que tramite la Inspección de Tra­
bajo y Seguridad Social en relación con el caso 
de que se trate»–, concluya o no con sanción34. 
Suspensión que se extiende, en principio, a 
todo el tiempo que dure el procedimiento san­

cripción de la lGSS, relativas al «reconocimiento de las pres­
taciones» (TS, Sala Social, 19/07/13, rec. 2730/12, 12/11/13, 
rec. 3117/12; 18/12/15, rec. 2720/14; 16/09/16, rec. 1411/15), 
de forma que «habrá de aproximar su régimen jurídico, hasta 
donde sea jurídicamente posible, al que resulta propio de las 
prestaciones de Seguridad Social» (TS, Sala Social, 20/09/16, 
rec. 3346/15; 21/12/16, rec. 3373/15; 21/12/16, rec. 4225/15). 

31 Sobre su aplicación al recargo, TS, Sala Social, 2/10/08, 
rec. 1964/2007, SG 17/07/13, rec. 1023/12; SG 18/12/15, 
rec. 2720/14, 13/09/16, rec. 3770/15. los procesos penales, 
además, repercuten también en el plazo de prescripción de la 
acción de reclamación de indemnización por daños (TS, Sala So­
cial, 12/02/99, rec. 1494/98; 06/05/99, rec. 2350/97; 20/04/04, 
rec. 1954/03; 17/02/14, rec. 444/13). Téngase en cuenta, también, 
que el TS, Sala Social, ha entendido que el plazo de prescripción del 
recargo también se interrumpe por la reclamación de la indemni­
zación de daños y perjuicios (TS 14/07/15, rec. 407/14). Partiendo 
de que esta acción guarda evidentes vinculaciones con la determi­
nación de la responsabilidad empresarial que, en un grado y con 
alcance distinto, puede también constituir el objeto del procedi­
miento de recargo de prestaciones (apreciando esta interrupción 
tanto de la acción de daños sobre el recargo como a la inversa: TSJ, 
Sala Social, navarra 28/02/17 rS 23/17, TSJ Castilla-la Mancha 
04/03716 rS 755/15). 

32 TS, Sala Social, 20/04/16, rec. 2994/14 obiter dicta 
pues aprecia falta de contradicción; TSJ, Sala Social, asturias 
18/04/17 rS 94/17. 

33 TS, Sala Social, 14/07/15, rec. 407/14. 
34 TS, Sala Social, 14/07/15, rec. 407/14, TSJ Galicia 

09/06/16 rS 81/16. 
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cionador, incluido el trámite de recurso hasta 
la resolución de la alzada35. 

Dicho de otro modo, si se inicia un procedi­
miento administrativo de reconocimiento del 
recargo –de oficio por la ITSS o a instancia de 
parte interesada– al tiempo que se conoce de 
la posible responsabilidad criminal o admi­
nistrativa del empresario por las circunstan­
cias en las que aconteció el accidente, aquél 
no se paraliza, aunque si incorrectamente el 
INSS suspende el expediente administrativo, 
o si, no iniciado éste, el trabajador o sus cau­
sahabientes deciden esperar a que el orden 
penal y/o el social sancionador se pronuncien 
sobre las consecuencias del accidente, su ac­
ción para reclamar el recargo queda a salvo de 
prescripción hasta que finalicen ambos proce­
sos sancionadores36. 

35 TS, Sala Social, 07/07/09, rec. 2400/08; 19/07/13, 
rec. 2730/12; 12/11/13, rec. 3117/12. 

36 Debe tenerse en cuenta que la superación del plazo de 
135 días hábiles de que dispone el inSS para resolver el recargo 
conlleva la reanudación del plazo de prescripción –TS, Sala So­
cial, SG 17/07/13, rec. 1023/12, 19/07/13, rec. 2730/12, 12/11/13, 
rec. 3117/12–. así las cosas, cuando hay concurrencia temporal de 
procedimiento de recargo y expediente sancionador, el inSS dispon­
drá igualmente de 135 días para resolver el procedimiento de recar­
go (que no se suspende por el sancionador), pero el plazo de pres­
cripción del derecho a recargo se mantendrá suspendido mientras se 
tramite el procedimiento sancionador (se haya superado o no mien­
tras el plazo de 135 días). al vencer los 135 días si el procedimiento 
sancionador continúa la suspensión de la prescripción se manten­
drá, aunque el interesado podrá accionar judicialmente frente a la 
desestimación presunta (silencio negativo). Si, incorrectamente, el 
inSS suspende el procedimiento de recargo y con ello el cómputo 
del plazo de 135 días, a la espera de que se resuelva el procedimiento 
sancionador, ello no perjudicará al interesado, pues el plazo de pres­
cripción se mantendrá durante el tiempo que dure el procedimiento 
sancionador. Cuando esta suspensión de la prescripción venza y se 
reanude el plazo de prescripción por finalización del procedimiento 
sancionador, habrá que tener en cuenta la jurisprudencia que con­
sidera que, aunque la entidad gestora tiene obligación de resolver 
expresamente y el interesado tiene derecho a una respuesta expresa 
de su pretensión, es razonable fijar límites temporales al ejercicio 
de la acción judicial del recargo cuando se produce una inacepta­
ble inactividad de la entidad gestora. De modo que la incoación del 
expediente de recargo no determinará per se la interrupción de la 
prescripción sin mayores matizaciones, pues ello llevaría en la prác­
tica a sanar cualquier paralización del expediente que el inSS deter­
mine, sin entrar a valorar si había alguna causa legal de suspensión o 
ampliación y si pudo darse cabida a la intervención de los verdaderos 
interesados en el expediente. no en vano, si la Entidad Gestora no 
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4.	 MAYORITARIA DESCONEXIÓN 
JURISPRUDENCIAL ENTRE 
EL RECARGO Y EL PROCEDIMIENTO 
SANCIONADOR 

Este afán judicial por desligar el recargo 
de la sanción administrativa y/o penal en la 
fase preprocesal –salvo en lo relativo a la pres­
cripción–, se trasladó también, con más fuerza 
si cabe, a la fase judicial, dándole, por cierto, 
una curiosa reinterpretación a la jurispruden­
cia constitucional en la materia. 

Las sentencias que a continuación se comen­
tan son claros ejemplos de esta tendencia a la 
desconexión entre el recargo y la sanción, si bien 
es justo señalar que se trata de una doctrina 
mayoritaria de la Sala, que tiene hoy como con­
trapartida la tantas veces citada sentencia de 
25/04/2018, Rec. 711/16, que, al contrario, apues­
ta por la interrelación entre la sanción y el recar­
go, si bien con las singularidades que se verán. 

4.1.	 La apuesta constitucional 
por la unidad de criterio respecto 
de los términos del accidente 
y la existencia de infracción 
de medidas de seguridad 
–orden contencioso/orden social– 

Ya hemos reiterado que el derecho a la tu­
tela judicial efectiva, la seguridad jurídica37, 

va a efectuar más labor de instrucción que la que resulta del infor­
me-propuesta inicial de la iTSS, no cabe alargar el procedimiento sin 
justificación legal, contraviniendo el principio de impulso de oficio 
y manteniendo en último extremo unas expectativas de cobro del 
recargo para el trabajador o sus beneficiarios que se verán frustradas 
si finalmente éste no se impone. De ahí que el efecto interruptivo 
que sobre la prescripción de la acción judicial tiene la incoación del 
expediente haya de ser puesto en relación con las circunstancias 
concurrentes a lo largo de la tramitación del mismo, de suerte que 
solo la justificación clara de la suspensión o ampliación en dicha tra­
mitación pueda permitir el mantenimiento de aquella interrupción. 
y ello implica el conocimiento de las partes de la causa que motiva 
la suspensión de la tramitación y, por consiguiente, la posibilidad de 
intervenir en el expediente, y combatir en su caso la decisión pa­
ralizadora del decurso de la tramitación [TS, Sala Social, 17/07/13, 
rec. 1023/12; 19/07/13, rec. 2730/12; 12/11/13, rec. 3117/12]. 

37 TC 77/1983, de 3 de octubre, F. 4; 62/1984, de 21 de 
mayo, F. 5; 158/1985, de 26 de noviembre, F. 4; 35/1990, de 1 
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y la expectativa legítima de quienes son jus­
ticiables de obtener para una misma cuestión 
una respuesta inequívoca de los órganos en­
cargados de impartir justicia, casan mal con la 
idea de que un mismo hecho –en este caso un 
accidente de trabajo– derive en apreciaciones 
distintas al resolver sobre él38. De hecho, tanto 
el legislador como la jurisprudencia constitu­
cional han admitido cierta vinculación entre 
lo dicho en un pleito y lo sostenido en otro so­
bre un mismo acontecimiento, aunque su exa­
men se lleve a cabo desde ópticas diversas. Y 
no por la primacía o la competencia específica 
de una jurisdicción, sino porque el Estado, a 
través de uno de sus órganos jurisdicciona­
les, ha declarado la existencia o inexistencia 
de unos hechos, y no cabe, por razones obvias, 
que otro órgano jurisdiccional del mismo Esta­
do desconozca dicha declaración39. 

Este planteamiento general recibió acogi­
miento normativo en el terreno que aquí in­
teresa (recargo de prestaciones/sanción), en el 
art. 42.5 LISOS –antes en el art. 42.5 LRL–, 
que reza: «La declaración de hechos probados 
que contenga una sentencia firme del orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo, re­
lativa a la existencia de infracción a la nor­
mativa de prevención de riesgos laborales, 
vinculará al orden social de la jurisdicción, en 
lo que se refiere al recargo, en su caso, de la 
prestación económica del sistema de Seguri­
dad Social»40. La previsión reproducida, aun­
que pensada en su momento para la distri­
bución competencial de la LPL, continúa aún 
vigente y, a nuestro entender41, sigue teniendo 

de marzo, F. 3; 30/1996, de 26 de febrero, F. 5; 50/1996, de 26 
de marzo, F. 3; 190/1999, de 25 de octubre, F. 4; 34/2003, de 
25/Febrero, FJ 4; 16/2008, de 31/Enero, FJ 2; 192/2009, de 28/ 
Septiembre, FJ 2. 

38 TC 21/2011, de 14/Marzo, FJ 2.
 
39 TC 158/1985, de 26/noviembre, 16/2008, de 31/Enero, 


FJ 3. 
40 Como decía el TC, ello responde a «una finalidad de co­

herencia y seguridad jurídica acogida por nuestra doctrina: aaTC 
74/2004 y 76/2004, de 9/Marzo, 21/2011, de 14/Marzo, FJ 2». 

41 Sin embargo, no lo ha entendido exactamente así la STS 
25/04/2018, rec. 711/16, que a propósito de esta previsión legal 
sostiene que el precepto y la interpretación jurisprudencial de 
él «… no se corresponde con la que se produce cuando la sen­
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plena virtualidad –su interpretación jurispru­
dencial también–, si bien acomodada al hecho 
de que serán del orden social las declaraciones 
judiciales relativas a la existencia o no de in­
fracción en materia preventiva acreedora de 
sanción. 

En todo caso, no cabe obviar la interpreta­
ción dada en su día por el TC sobre el alcan­
ce de esta previsión legal. Según dicha juris­
prudencia si el orden contencioso conocía de 
la impugnación administrativa de la sanción 
antes de que el social se pronunciase sobre el 
recargo, este último debía, con carácter gene­
ral, asumir los hechos que se habían declarado 
probados por el orden contencioso-administra­
tivo. Y ello porque si bien cada jurisdicción tie­
ne sus particularidades y principios rectores, 
y esta realidad puede repercutir en el sentido 
del fallo, no tiene incidencia, con carácter ge­
neral, en el relato de hechos, circunstancia en 
la que resulta irrelevante que las normas apli­
cadas por uno y otro órgano judicial sean dis­
tintas. Esta doctrina, según la cual «el factum, 
esto es, el presupuesto de aplicación de unos y 
otros preceptos es el mismo: la existencia de 
un incumplimiento por parte de la empresa de 
las normas sobre prevención de riesgos labo­
rales en relación con el accidente en cuestión», 
mantiene toda su lógica a día de hoy, aunque 

tencia firme recaída en el proceso de impugnación de la reso­
lución administrativa sancionadora ha sido dictada por un ór­
gano de la jurisdicción social tras la ampliación que del ámbito 
de conocimiento de este orden llevó a cabo la lrJS, que en su 
art. 3 n) le atribuyó competencia para resolver las impugnacio­
nes de las resoluciones administrativas de la autoridad laboral 
recaídas en el ejercicio de la potestad sancionadora en mate­
ria laboral. En ese supuesto la posible eficacia vinculante de lo 
resuelto en el referido litigio, en el que debe ser emplazado el 
trabajador accidentado (art. 151.4 lrJS), como efectivamente 
lo fue en el presente procedimiento, en el seguido en materia 
de recargo de prestaciones dimana del art. 222.4 lEC, a lo que 
no es óbice la diversidad de objetos de uno y otro proceso, pues 
el efecto positivo de la cosa juzgada no exige la completa iden­
tidad que es propia del efecto negativo, bastando con que lo 
decidido en el primer proceso entre las mismas partes actué en 
el posterior como elemento condicionante o prejudicial». Pare­
ce olvidar la Sala que la TS 14/09/16, rec. 846/15, interpreta ya 
el contexto normativo vigente la lrJS. 
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la jurisdicción social no siempre haya querido 
reparar en ella42. 

Es más, la doctrina constitucional repro­
ducida no se quedaba en la literalidad del 
art.  42.5 LISOS, predicando sólo la innega­
blemente coincidencia entre los hechos que 
describen el acontecer del infortunio. Esta 
jurisprudencia iba un poco más allá y expor­
taba esta vinculación también a la existencia 
o no de un incumplimiento de medidas de 
seguridad, proclamándola, además, en una 
doble dirección. Es decir: el orden social y el 
orden contencioso-administrativo quedaban 
condicionados respectivamente en cuanto a 
la convicción de la existencia misma de un 
incumplimiento en materia preventiva43. Sin 

42 TC 16/2008, de 31/Enero, FJ 2, 16/2008, de 31/Enero, FJ 
3; 21/2011, de 14/Marzo, FJ 4. 

43 Expresa y claramente se sostiene la vinculación del or­
den contencioso a lo dicho en el social en la TC 16/2008, de 
31 de enero. En este caso, a raíz del accidente la iTSS levantó 
acta de infracción, el inSS impuso un recargo, y la Dirección 
General de Trabajo de la Consejería competente confirmó el 
acta de infracción, imponiendo las sanciones correspondientes. 
El juzgado de lo social dejó sin efecto el recargo al conside­
rar que no existía incumplimiento de las medidas preventivas, 
sino que la empresa había puesto de su parte todo lo que le 
era posible para evitar el accidente, habiéndose producido éste 
exclusivamente por la ligereza con que en los hechos actuó 
un tercero. Con posterioridad, conoció el orden contencioso de 
la impugnación de la sanción, aportando la empresa actora la 
resolución dictada por el Juzgado de lo Social antes reseña­
da, que no fue tomada en consideración por el TSJ Conten­
cioso-administrativo. y lo que sostiene el TC es que «las dos 
resoluciones judiciales parten de los mismos hechos y tienen 
su origen último en el acta de infracción de la inspección de 
Trabajo, pero mientras una –la del orden social– declaró que no 
hay incumplimiento de aquellas normas, la Sentencia de la Sala 
de lo Contencioso-administrativo entendió que la recurrente 
no había adoptado las medidas de prevención de riesgos para 
el adecuado uso de la máquina causante del accidente, con­
clusión a la que llegó partiendo la presunción iuris tantum de 
veracidad de que gozan las actas de los inspectores de Trabajo 
que, a su juicio, no había desvirtuado la recurrente con pruebas 
en contrario. En suma, el Tribunal Superior de Justicia no ha te­
nido en cuenta para valorar los hechos la existencia de un pre­
vio pronunciamiento judicial; de ahí que ambos resulten cla­
ramente contradictorios en cuanto a la observancia por parte 
de la demandante de amparo de las normas sobre prevención 
de riesgos laborales con respecto a la máquina en cuestión. […] 
En tal tesitura, es evidente que la Sala no podía desconocer la 
premisa básica que con anterioridad se había establecido y que, 
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que ello supusiese, necesariamente, identidad 
en el sentido del fallo. 

Según esta jurisprudencia constitucional 
existían dos reglas de vinculación interju­
risdiccional, a saber: la que resultaba de la 
fórmula legal del art.  42.5 LISOS, que al­
canzaba a los hechos probados en el orden 
contencioso-administrativo (cómo acaeció el 
infortunio), y otra que funcionaba en ambas 
direcciones, y que se refería a la apreciación 
sobre la existencia o no de un incumplimiento 
de medidas preventivas. Ello no significaba 
ni que el orden social no pudiera apartarse 
nunca y bajo ningún concepto de los hechos 
considerados probados por la sentencia con­
tenciosa firme, ni que la coincidente aprecia­
ción de la existencia de un incumplimiento 
de medidas preventivas se tradujese siempre 
en una identidad en el sentido del fallo (im­
posición o no imposición de sanción y recar­
go). Lo que suponía esta doctrina es que el 
alejamiento de los unos –hechos– o de la otra 
–apreciación del incumplimiento– había de 
ser excepcional y motivado. 

Así, sería posible desplazarse del relato 
fáctico o la apreciación del incumplimiento 
en los casos en que concurriese alguna cir­
cunstancia probatoria determinante, no to­
mada en consideración en el orden que ha­
bía conocido en primer término. Igualmente 
podría llegarse a convicción diversa sobre la 
procedencia o improcedencia de la sanción y 
paralelamente del recargo si se apreciaban 
divergencias determinantes en cuanto a las 
exigencias jurídicas de una y otro. Por ejem­
plo, podría llegarse a conclusión diversa a la 
contenciosa sobre la procedencia del recargo 
si la anulación de la sanción administrativa 
respondía a causas ajenas a la efectiva exis­
tencia o no de la infracción, tales como vicios 

para desestimar el recurso interpuesto por la actora, tenía que 
haber entrado a razonar, con una motivación suficiente que 
exteriorizase el fundamento de la decisión adoptada, por qué, 
si antes se había acordado por el Juzgado de lo Social, en una 
decisión judicial ya firme, que no había existido incumplimien­
to por la empresa de las normas sobre prevención de riesgos 
laborales, ahora partía de la premisa contraria…». 
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formales en el procedimiento, caducidad de 
la sanción, etc., cuya presencia se mantiene 
ajena por completo a la realidad de la infrac­
ción normativa, y por tanto a la procedencia 
del recargo. En la otra cara de la moneda, 
la imposición de una sanción administrati­
va sería compatible con la no imposición del 
recargo, si no hubiese quedado debidamente 
acreditada la relación de causalidad entre el 
incumplimiento y el daño causado, o si no 
hubiese prestación de Seguridad Social a la 
que anudar el recargo (como puede suceder 
si el trabajador fallece sin causahabientes 
con derecho a prestación de muerte y super­
vivencia)44. 

Lógicamente esta doctrina constitucio­
nal parte de la idea de que el recargo con­
tiene una dosis innegable de sanción45, y 
quizá si el TS se hubiese atenido más a esta 
concepción, las conclusiones hubiesen sido 
otras a las que se analizarán a continuación. 
A nuestro modo de ver esta vinculación es 
la más acorde con la naturaleza de esta ins­
titución, con su origen y evolución46, y, sin 

44 la justificación de esta doble vinculación, la encontraba 
el TC –y en este sentido resulta especialmente esclarecedora la 
TC 143/2000– en que «existe una conexión jurídica indudable 
entre la infracción administrativa del empresario y el derecho 
al recargo de prestaciones del trabajador, en cuanto que el ele­
mento determinante del último […] lo es a la vez del supuesto 
de hecho del tipo de la infracción administrativa. Por ello la re­
solución sobre la existencia de ésta en sede propia está llamada 
a influir de modo inevitable en la resolución que en ámbito 
distinto de las prestaciones del sistema público de la Seguridad 
Social haya de dictarse sobre el derecho del trabajador al recar­
go de sus prestaciones a costa del empresario infractor». 

45 Se decía por la jurisprudencia constitucional que el re­
cargo «constituye una responsabilidad a cargo del empresario 
extraordinaria y puramente sancionadora que, por ello, ha de 
ser interpretada de manera restrictiva» (TC 158/1985, de 26 
de noviembre, FJ 2, reproducida por la TC 21/2001.También TC 
16/2008, 31/Enero, FJ 2). 

46 Es de todos conocido que el recargo de prestaciones 
como lo entendemos hoy hunde sus raíces en la ley Dato de 
1900, que preveía en su art.5.5 un incremento de la mitad de la 
indemnización a que tenía derecho el trabajador o sus causaha­
bientes en caso de accidente de trabajo (instaurada por primera 
vez por esta misma norma), cuando éste se había producido 
como consecuencia de la ausencia de apartados de precaución 
en las máquinas o artefactos laborales. Se trataba, por ende, 
de una mejora de la responsabilidad objetiva, en los casos de 
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duda, la más coherente con la actual distri­
bución competencial47. Pues el presupuesto 
de ambas consecuencias –sanción/recargo– 
es el mismo, esto es: el incumplimiento de 
medidas de seguridad. Ya hemos dicho que 
ello no significa que tal incumplimiento deba 
arrojar idéntico resultado –imposición o no– 
en ambos procesos, pero sí que el derecho a 
la tutela judicial efectiva sólo se garantiza 
debidamente si existe una correspondencia 
lógica en la apreciación del incumplimiento 
preventivo, y –en caso contrario– si se mo­
tiva correctamente cualquier potencial dis­
crepancia. Aunque ello exija, en cierto modo, 
desterrar las teorías sobre la posibilidad de 
imponer el recargo sin que concurran in­
cumplimientos concretos de medidas espe­
cíficas de seguridad, sino el genérico deber 
de seguridad, que, vaya por delante, no com­
partimos. 

culpa empresarial, cuya procedencia venía sobradamente jus­
tificada por la escasa cuantía de las indemnizaciones tasadas y 
por la ausencia de un sistema de protección social adecuado. 
Era, por tanto, coherente con las previsiones de responsabili­
dad empresarial en caso de accidente y con la inexistencia de 
mecanismos propios de aseguramiento del riesgo. a lo que se 
sumaba la previsión del art. 16 de la norma, que disponía que 
las reclamaciones por daños por «hechos no comprendidos» en 
ella se sustanciarían conforme a derecho común, de lo que ca­
bía deducir que, en caso de recargo, en tanto que ya se trataba 
de un hecho comprendido en la norma, no cabía reclamación 
adicional de indemnización por daños. Parte de este sentido 
originario se atenuó en las normas posteriores, en especial 
cuando el Decreto de 22 de junio de 1956, de accidentes de 
trabajo lo calificó expresamente como sanción, prohibiendo su 
aseguramiento (art. 55). Pero en esos momentos, se deja claro 
que se trata de una sanción, con todo lo que ello conlleva. En 
este sentido, B. Gutierrez-Solar Calvo y J. lahera Forteza: «ley 
de accidentes de trabajo de 30 de enero de 1900», en aa. vV.: 
«legislación histórica de previsión social», Thomsom-aranzadi, 
navarra, 2009, pág. 48-50. 

47 En la propia línea del TC, que imponía un nivel de fun­
damentación más reforzado aun cuando los hechos probados 
procedían del mismo orden jurisdiccional, a saber: proceso so­
cial sobre determinación de la contingencia generadora de la 
incapacidad o del fallecimiento y proceso social de recargo (STC 
192/2009, 28/2009). no en vano, en estos casos la contradic­
ción de sentencias resultaba aún más censurable, pues suponía 
la valoración contraria de los mismos hechos por los mismos 
tribunales. 
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4.2.	 Interpretación de la jurisprudencia 
ordinaria. El arte de convertir 
la excepción en regla 

Aunque lógicamente la acatase, de los 
pronunciamientos de la Sala Cuarta del TS, 
se desprende cierto recelo hacia esta doctrina 
constitucional. De hecho, en lugar de apostar 
con fuerza por la aproximación entre el recar­
go y la sanción, cuando tuvo ocasión de pro­
nunciarse sobre el tema, el TS cargó las tintas 
en la admitida posibilidad de alejarse del cri­
terio del orden contencioso, mediante la exte­
riorización de una motivación suficientemente 
detallada –en la que se insiste incluso en la 
STS 25/04/2018–. 

Ciertamente, la fundamentación jurídica 
de los primeros pronunciamientos –TS 13/03/11, 
Rec. 3779/10 y 10/07/12, Rec. 2980/1148– des­
tilaba ya el propósito de otorgar autonomía 
al juicio de recargo, desligándolo del procedi­
miento sancionador, en lugar de procurar la 
mayor aproximación posible, que postulaba el 
TC al insistir en lo difícil que debía resultarle 
al juez social justificar un alejamiento de la 
convicción sobre la sanción49. En efecto, esta 

48 Doctrina que recoge también la TS 29/10/12, rec. 1202/11, 
pero en obiter dicta. 

49 De hecho, según se expone en la TC 21/2001, esta apro­
ximación es la única absolutamente coherente con la doctrina 
jurisprudencial social, en el bien entendido que cuesta entender 
cómo puede el juez social «apartarse de la valoración que sobre 
la infracción de medidas de seguridad alcanzó el Juzgado de 
lo Contencioso-administrativo al enjuiciar la sanción impuesta 
a la empresa recurrente en amparo, más aún si tenemos en 
cuenta que la doctrina jurisprudencial viene exigiendo, como 
requisito determinante de la responsabilidad en el accidente, 
que la empresa haya cometido alguna infracción consistente 
en el incumplimiento de alguna medida de seguridad general 
o especial, que se acredite la causación de un daño efectivo en 
la persona del trabajador, y que exista una relación de causa­
lidad entre la infracción y el resultado dañoso». la admisión 
del desplazamiento del criterio de otro órgano judicial se había 
tolerado más bien con otro sentido. Decía el TC que «de acuerdo 
con la doctrina de este Tribunal, unos mismos hechos, cuando 
la determinación de los mismos exija una previa calificación 
jurídica, puedan ser apreciados de forma distinta en diferentes 
resoluciones judiciales sin incurrir por ello en ninguna vulne­
ración constitucional si el órgano judicial que se aparta de la 
apreciación de los hechos efectuada anteriormente en otra 
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posibilidad de distanciamiento aceptada por 
el TC se presentaba como algo absolutamente 
excepcional50, que el TS terminó convirtiendo 
en regla general. 

Es cierto que en estos dos primeros casos 
se discutía si era posible imponer un recargo 
de prestaciones cuando el orden contencio­
so-administrativo había anulado la sanción 
impuesta a la empresa, y en ambos casos la 
sentencia recurrida había fundamentado su 
decisión de apartarse de la sentencia conten­
ciosa, mientras que la sentencia de contraste 
había apostado por la aplicación directa de 
aquella sin valoración de ningún tipo, dando 
por sentado que si no había sanción no cabía 
recargo. Y lo que reprueba la Sala es esta apli­
cación automática de la sentencia contencio­
so-administrativa. Pero una lectura más dete­
nida de ambas resoluciones, permite adivinar 
entre líneas la preferencia por la autonomía 
del recargo51. Preferencia que solidifica la TS 

resolución judicial expone de modo razonado los motivos por 
los que lleva a cabo esa diferente apreciación de los hechos». 
En este sentido: STC 192/2009 (sentencia social de recargo que 
contradice un hecho declarado probado en previas sentencias 
firmes sobre calificación de la contingencia determinante de 
incapacidad permanente absoluta); STC 34/2003 (sentencia 
contencioso-administrativa que da por acreditada una relación 
laboral con fines de alta en la seguridad social, sin contradecir 
dos fallos previos que habían anulado sanciones administra­
tivas); y STC 151/2001 (sentencia que deniega la rescisión de 
un contrato, por previo despido, contradiciendo una previa 
sentencia firme que había declarado subsistente la relación 
laboral). 

50 STC 139/2009, de 15/Junio, FJ 5, no relativa al recargo. 
51 así, en ellas se sostiene que «Esta doctrina constitucio­

nal, –consistente en esencia en el respeto del principio general 
de vinculación de la sentencia firme del orden contencioso-ad­
ministrativo respecto a la que deba dictarse posteriormente en 
el orden social pero posibilitando la existencia de pronuncia­
mientos distintos si existe en la ulterior sentencia motivación 
suficiente que exteriorice el fundamento de la conclusión con­
tradictoria–, se asume y comparte por esta Sala, por imperati­
vo además de lo establecido en el art. 5.1 loPJ; y, conforme a 
la misma, cabe concluir que la doctrina correcta es la que se 
contiene en la sentencia ahora recurrida, dado que partiendo 
del mantenimiento del principio general de vinculación de la 
sentencia firme del orden contencioso-administrativo respecto 
a la que deba dictarse posteriormente en el orden social (arg. 
ex arts. 93.3 y 24 CE y 42.5 liSoS), no obstante contiene un 
pronunciamiento distinto pero exteriorizándose con una moti­
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14/09/16, Rec. 846/15, dictada ya para un su­
puesto de recargo en el que la sanción había 
sido conocida por el orden social52. Sin duda, 
esta sentencia merece valoración crítica se­
gregada53, pues si bien por justicia, en aten­
ción a los hechos concurrentes, la solución del 
caso pudiera ser la más apropiada, está plaga­
da de aseveraciones de enorme alcance, más 
allá de las circunstancias fácticas de autos54. 

vación detallada y suficientemente en la referida ulterior sen­
tencia social el fundamento de la conclusión contradictoria; a 
diferencia de lo que se efectúa en la sentencia de contraste en 
la que se aplica de forma automática el principio general de 
vinculación sin valorar los hechos concurrentes y específica­
mente probados en el proceso social». 

52 Es más, en este caso se da la paradójica situación de 
que la sentencia firme que anulaba la sanción había sido dic­
tada por el mismo Juzgado en la misma fecha que la sentencia 
de instancia del recargo. También llama la atención el hecho 
de que la Sala sostenga que «el análisis de la contradicción 
adelanta en este caso el examen sobre el fondo de la cuestión 
objeto del recurso, por lo que conviene dar respuesta al núcleo 
de lo planteado partiendo de esa identidad apuntada: esto es, 
la concurrencia de una sentencia previa que resolvió definitiva­
mente la cuestión de la sanción administrativa y la necesidad o 
no de seguir fielmente su pronunciamiento cuando se plantea 
el enjuiciamiento de la responsabilidad por el recargo de pres­
taciones». Ello pese a que en el caso de referencia se «rechazó 
que cupiera imponer el recargo de prestaciones de Seguridad 
Social por cuanto entendía que estaba vinculada por una sen­
tencia dictada en orden contencioso-administrativo anulando 
la sanción administrativa impuesta previamente a la empresa, 
como por otra sentencia del orden jurisdiccional social que ha­
bía analizado el mismo accidente que afectó a otro trabajador 
de la misma empresa y en las que se hacía constar que la causa 
del accidente era ajena a la empresa pues obedecía a un defec­
to de fabricación de la plataforma que provocó el siniestro». 

53 Un extenso comentario de esta sentencia puede verse 
en P. Menéndez Sebastián: «a los ojos del Derecho un hecho 
no puede existir y no existir a la vez, ¿o sí? el curioso caso del 
recargo de prestaciones», Trabajo y Derecho, nº 26, 2017, pág. 
77-90. 

54 Es cierto que la sentencia sustenta la procedencia del 
recargo en que la sentencia que anuló la sanción administrati­
va afirmaba que el accidente se había producido por el fortuito 
desprendimiento de una roca debido a la inestabilidad no visi­
ble del talud, sin embargo en el pleito sobre el recargo queda 
acreditado que ni se había dado formación e información al 
trabajador sobre el riesgo de su actividad, ni se había estable­
cido por la empresa un sistema de prevención adecuado del 
riesgo de deslizamiento y desprendimiento de tierras y roces en 
el talud existente sobre el lugar de trabajo, tales como los que 
se implantaron después del accidente. Pero si esta era la con­
vicción hubiese bastado con aferrarse a la doctrina precedente 
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Para la Sala la clave del debate procede 
de la confusión terminológica entre el «incum­
plimiento» al que se refiere el art. 164 LGSS y 
la «infracción» que regla la LISOS, en el bien 
entendido que la infracción supone el incumpli­
miento de las obligaciones legalmente impues­
tas, pero no todo incumplimiento dará lugar a 
una infracción, que, como tal, exige de la necesa­
ria tipicidad; «bastando para el recargo con que 
exista un incumplimiento empresarial en mate­
ria de obligaciones de seguridad». Es cierto que, 
en el plano teórico, no hay identidad absoluta 
entre la infracción determinante de la sanción 
y el incumplimiento de medidas de seguridad 
que pueda acarrear el reconocimiento de un 
recargo de prestaciones, en la medida en que 
el art. 164.1 LGSS no alude expresa y tajante­
mente a la existencia de una infracción adminis­
trativamente punible. Pero no lo es menos que 
el apartado tercero del art. 164 LGSS sí alude a 
la existencia de una infracción, utilizando preci­
samente esta expresión, cuando dice que la res­
ponsabilidad por el recargo «es independiente y 
compatible con las de otro orden, incluso penal, 
que pudieran derivarse de la infracción», como 
si quisiera dar por sentado que la imputación 
de responsabilidad empresarial requiere en todo 
caso de la concurrencia de una «infracción», no 
sólo de un mero «incumplimiento». 

Como fuere, la disociación plena entre am­
bas instituciones, que la sentencia parece propo­
ner, resulta cuando menos inquietante desde la 
perspectiva de la seguridad jurídica, en especial 
cuando sostiene que pudieran existir incumpli­
mientos determinantes del accidente que por 
falta de tipicidad no determinen la imposición 
de una sanción administrativa, y que «la pro­
pia existencia de un daño puede evidenciar el 
fracaso de la acción preventiva a que el em­
presario está obligado; no en vano, el art. 95.2 
LRJS [96.2 se entiende] establece que en los 
procesos sobre responsabilidades derivadas 
de accidentes de trabajo y enfermedades pro­
fesionales corresponderá a los deudores de se­
guridad y a los concurrentes en la producción 

sobre la posibilidad de motivada desviación de la apreciación 
sobre la sanción administrativa. 
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del resultado lesivo probar la adopción de las 
medidas necesarias para prevenir o evitar el 
riesgo, así como cualquier factor que excluya 
o minore esa responsabilidad». Entre líneas 
se puede adivinar una turbadora apuesta por 
la suficiencia de un incumplimiento del deber 
genérico de protección para la imputación del 
recargo. 

En todo caso, lo que queda fuera de toda 
duda es que la sentencia resta relevancia a la 
unidad de criterio sobre todas las consecuen­
cias del infortunio profesional. No en vano, 
la resolución cierra su argumento desterran­
do cualquier efecto de cosa juzgada entre la 
sanción y el recargo, sobre la base de que se 
trata de procesos diferentes, diciendo expresa­
mente: «sin que quepa aplicar aquí la figura 
de la cosa juzgada, como también señala la 
parte recurrente, puesto que la ley, por la vía 
del ya citado art. 42 LPRL [art. 45.2 LISOS, 
hoy], intenta lograr soluciones lo más próxi­
mas posibles en cuanto a la fijación de los 
hechos. Sin embargo, el que los hechos sean 
los mismos –y se aceptaren incluso los que se 
declaren probados en la sentencia que resuel­
ve sobre la sanción administrativa– el examen 
de los mismos a los efectos de la norma a apli­
car en el caso del recargo permite sostener la 
responsabilidad de la empresa en materia de 
prestaciones pese a haberse considerado que 
aquellos hechos no encajan en el tipo legal de 
la sanción impuesta por la Administración». 
Ya dijimos que el propio TC admite que no 
haya identidad en el fallo, pero también des­
taca lo complejo que puede resultar justificar 
cualquier disparidad de criterio. No se olvide 
que, si en la evaluación administrativa de la 
conducta se llega al convencimiento de que no 
se ha producido una infracción de medida de 
seguridad que resulte punible –no hablamos 
de los casos en los que la ausencia de condena 
trae causa en otras razones propias del pro­
ceso sancionador–, ¿en qué incumplimiento 
podrá sustentarse el recargo?, ¿en uno de al­
cance menor o simplemente genérico? 

Las incertidumbres que la resolución 
anteriormente comentada generaba se in­



ESTUDioS 

500 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 
 

 
 

 

 
 
 

 
 
 
 

 
 

  

 

 

 
 

 
 

 

 
 
 
 
 
 

  

 
 
 

 
 

 

crementaron luego con las afirmaciones con­
tenidas en otras sentencias posteriores, en 
particular, en la de 14/03/17, Rec.  1083/15, 
en la que, de nuevo, sin perjuicio de la justi­
cia material que pueda estar detrás, se con­
tienen afirmaciones de considerable trascen­
dencia y de alcance general, no circunscritas 
al caso. En ella el debate traía causa en la 
pretensión empresarial de que, si se le ha­
bía impuesto una sanción por una infracción 
grave, el porcentaje del recargo no se eleva­
se al importe máximo –por aparente lógica, 
reservado a las infracciones muy graves, en 
tanto que ha de encajar en un abanico que 
va del 30 al 50%–. Y lo que viene a soste­
ner la Sala es que la gravedad con la que 
se califique el incumplimiento empresarial 
de medidas de seguridad no repercute en el 
porcentaje del recargo. Aunque pudiera pen­
sarse que esta convicción en realidad no es 
novedosa, lo cierto es que supone un paso 
más en la desvinculación de pronunciamien­
tos judiciales. 

No hay que olvidar que a la hora de fijar 
el porcentaje del recargo la propia Sala ha es­
tado desde hace mucho tiempo a la considera­
ción de la mención legal (hoy en el art. 164.1 
LGSS) a la «gravedad de la falta» en que hu­
biera incurrido la empresa en cuestión, como 
directriz general para la concreción recargo55. 
Criterio que se traducía en la atribución de 
un amplio margen de apreciación al juez de 
instancia en la determinación de la cuantía 
porcentual, pero con posibilidad de revisión 
cuando el recargo impuesto no guardase ma­
nifiestamente proporción con esta directriz 
legal, lo que a entender de la Sala ocurría 
«cuando se fija la cuantía porcentual mínima 
para infracción muy grave, o cuando el porcen­
taje establecido es el máximo y la falta come­
tida, por su entidad o por sus circunstancias, 
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55 Criterio inicialmente fijado en sentencia de 19/01/96, 
rec. 536/95, y que se ha reiterado en otras, como las de 
4/03/2014, rec.788/13, 17/03/2015, rec. 2045/14 y 26/04/16, 
rec. 149/15. 

no merece el máximo rigor sancionador»56. 
Aunque no se establecía en esta jurispruden­
cia una correlación absoluta entre la gravedad 
de la sanción administrativa y el porcentaje 
del recargo, sí parecía deducirse de ella la con­
veniencia de que el juzgador de instancia ga­
rantizase cierta correspondencia entre ambas 
consecuencias del accidente. 

Ahora, esta conveniente proximidad, se des­
vanece en tanto que la sentencia antes citada 
–de 14/03/17, Rec. 1083/15–, aunque sin dema­
sía de argumentos, mantiene con rotundidad 
que «no existe supeditación para la autoridad 
judicial a la graduación de las infracciones sino 
que la norma le confiere la facultad de fijar el 
recargo en valores comprendidos entre el 30% 
y el 50%, rigiéndose exclusivamente por los 
parámetros que el precepto señala». A lo que 
se añade que, aunque cabe acudir como crite­
rio orientativo a la LISOS como norma rectora 
de la graduación de las faltas, ésta produce sus 
consecuencias al margen del recargo, pudiendo, 

56 Este mismo criterio ha sido empleado recientemente 
también en la sentencia de 23/02/17, rec. 2066/15, pero en 
esta ocasión para casar la sentencia de suplicación, que, a su 
vez, había rebajado del 50% al 40% el recargo de prestaciones 
impuesto en instancia (que, a su vez, había confirmado el ini­
cialmente fijado por el inSS), para una trabajadora de Uralita. 
En particular, en este caso lo que hace la Sala es considerar que 
el criterio de suplicación –que había interpretado la «gravedad 
de la falta», entendiendo que debía atenderse al hecho de que 
entonces (años 40-50) «no existía ni el conocimiento exacto de 
la peligrosidad de la enfermedad, ni las normas preventivas… 
exigieran un nivel de protección como el que posteriormente se 
impuso»–, «no se compadece con los análisis que, sobre las gra­
vísimas dolencias causadas por el empleo del amianto durante 
aquellos años, ha efectuado esta Sala», valoraciones de las que 
se deduce la gravedad de la infracción empresarial. En otras 
palabras, no se discute en esta sentencia la vinculación entre 
el porcentaje de recargo y la gravedad de la sanción adminis­
trativa, sino que, en el fondo, simplemente se recuerda que la 
Sala ya ha valorado la gravedad de aquella conducta y que no 
se puede ahora rebajar aquella valoración (igual que se había 
sostenido ya en la sentencia de 26/04/16, rec. 149/15). aunque 
a ello se añada «… incluso al margen de que esa calificación 
jurídica hubiera sido establecida o no en una resolución admi­
nistrativa y sancionadora ad hoc». afirmación que no debe ser 
sacada de contexto, pues en estos otros pleitos no se discutía, 
en realidad, la existencia de una necesaria vinculación entre la 
calificación jurídica de la conducta en el procedimiento sancio­
nadora y en el de recargo. 
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por tanto, atenderse a otros criterios de grave­
dad, tales como la peligrosidad de las activi­
dades en las que se producen los hechos y el 
número de los trabajadores afectados. Siendo 
posible que conforme a estos otros parámetros 
de valoración se llegue a la convicción de que la 
falta podría haber sido calificada de muy grave 
–aunque no se hubiese calificado como tal en el 
procedimiento sancionador–, pues «… no es la 
hipotética calificación de la falta la que condu­
ce a la fijación del recargo en la cuantía discuti­
da sino la valoración de las circunstancias que 
concurrieron en el accidente unida a la facul­
tad conferida por el artículo 123.1 de la LGSS 
[hoy art. 164] sin supeditación a la calificación 
de la falta». Dicho de otro modo, para la juris­
prudencia la expresión «gravedad de la falta», 
no es utilizada como sinónimo de calificación 
conforme a las normas que rigen la potestad 
sancionadora en el orden administrativo, sino 
como directriz general dentro de la que el juz­
gador podrá actuar empleando los parámetros 
de la LGSS. 

Quede claro que no somos de la opinión 
de que deba existir una correspondencia ma­
temática y automáticamente entre la grave­
dad de la infracción apreciada para la sanción 
administrativa –que se rige por sus propios 
principios y tipos–, y el porcentaje del recargo. 
Es obvio que cada materia tiene su espacio. 
Pero tampoco parece razonable, entendemos, 
aislarlos en compartimentos estancos, pues, 
aunque parece olvidarlo con frecuencia el TS, 
el art.  164.3 LGSS, como ya se dijo, alude a 
la «infracción», que, se quiera o no, guarda 
necesariamente relación con la sanción admi­
nistrativa de la conducta empresarial. Máxi­
me cuando el art. 39.3 de la LISOS contiene 
criterios de graduación de las faltas, especí­
ficos para las infracciones preventivas, y que 
son, en parte, a los que se refiere la sentencia 
comentada57. Criterios que sirven, una vez ti­

57 así se dispone en este precepto que «En las sanciones 
por infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, 
a efectos de su graduación, se tendrán en cuenta los siguien­
tes criterios: a) la peligrosidad de las actividades desarrolladas 
en la empresa o centro de trabajo; b) El carácter permanente 
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pificada la infracción como leve, grave o muy 
grave, para graduar su calificación –mínima, 
media, máxima–. Es una obviedad que la se­
guridad jurídica que reporta una tipificación 
de las consecuencias de las conductas sancio­
nables, conforme a criterios objetivos y cono­
cidos con anterioridad, tiene una utilidad que 
no cabe negar, ya sea para la imposición de 
una multa, ya sea para la imputación de una 
responsabilidad económica anudada a una 
prestación de Seguridad Social. Volveremos 
sobre ello al final de este comentario. 

4.3.	 ¿Supone la STS 25/04/2018, 
Rec. 711/16, un cambio de doctrina? 

Hasta la fecha el criterio de desvinculación 
entre el recargo y la sanción por el que había 
apostado la Sala, tal como resulta de las sen­
tencias comentadas, era firme y consecuente 
con la apreciación de la inexistencia de efecto 
de cosa juzgada entre ambas. Sin embargo, 
puede que la situación varíe a raíz de la STS 
25/04/2018 –publicada, por cierto, tras el cie­
rre de este trabajo, lo que ha obligado a un 
reajuste de última hora–. Esta sentencia apre­
cia de oficio efecto positivo de cosa juzgada de 
la sentencia social firme que anula la sanción 
administrativa impuesta a la empresa en el 
pleito de recargo, que se había impuesto a la 
empresa. 

Ello, lógicamente, porque valora la innega­
ble conexión entre la sanción y el recargo que 

o transitorio de los riesgos inherentes a dichas actividades; c) 
la gravedad de los daños producidos o que hubieran podido 
producirse por la ausencia o deficiencia de las medidas preven­
tivas necesarias; d) El número de trabajadores afectados; e) las 
medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el 
empresario y las instrucciones impartidas por éste en orden a 
la prevención de los riesgos; f) El incumplimiento de las adver­
tencias o requerimientos previos a que se refiere el artículo 43 
de la ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de riesgos 
laborales; g) la inobservancia de las propuestas realizadas por 
los servicios de prevención, los delegados de prevención o el 
comité de seguridad y salud de la empresa para la corrección 
de las deficiencias legales existentes; h) la conducta general 
seguida por el empresario en orden a la estricta observancia 
de las normas en materia de prevención de riesgos laborales». 
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hemos venido sosteniendo a lo largo de este 
ensayo, pero también por la singularidad del 
caso, en tanto que se había impuesto el re­
cargo y mientras se resolvía su impugnación 
judicial, en la sentencia firme dictada en el 
pleito de la sanción se declaró probado que el 
accidente se debía debido a imprudencia del 
trabajador (la sentencia sostiene que fue im­
prudencia temeraria). 

No obstante, sería precipitado sostener que 
con ella se pone fin a la doctrina previa analiza­
da en los apartados anteriores y se asume como 
correcta la tesis que aquí mantenemos. Y ello 
por varias razones, de las que no cabe prescin­
dir, a saber: la sentencia señalada no advierte 
que rectifique doctrina previa; no se ha dictado 
en Sala General, como viene siendo costumbre 
cuando se produce un cambio de criterio juris­
prudencial (aunque es cierto que la de 14/09/16 
tampoco era de Sala General); y, además, es la 
única que aprecia expresa y claramente, ade­
más de oficio, este efecto de cosa juzgada, con 
lo que no puede aún calificarse de jurispru­
dencia en sentido estricto. A ello se suma la 
circunstancia de que reproduce (haciendo pro­
pios) fragmentos de la sentencia de 14/09/16, 
Rec. 846/15 –en lo relativo a la diferencia en­
tre el incumplimiento y la infracción–, resolu­
ción que, como se ha dicho, descarta el efecto 
de cosa juzgada entre la sanción y el recargo. 
Y, además, abre otras nuevas incógnitas, tales 
como si procede mantener la doctrina de la no 
suspensión del pleito de recargo cuando se abre 
procedimiento sancionador, si ha recuperado 
fuerza la faz sancionadora del recargo, con lo 
que ello conlleva; si este efecto se produce tam­
bién en el sentido inverso, esto es: si resuelto 
antes de forma firme el pleito de recargo, el re­
ferido a la sanción queda vinculado de algún 
modo; o si esta apreciación tiene repercusión en 
el procedimiento de indemnización por daños 
(en tanto que se aprecia efecto de cosa juzgada 
entre el recargo y la indemnización). 

Así las cosas, será preciso esperar a que 
vuelva a plantearse el tema en la Sala o a que 
se susciten estas otras cuestiones, para que 
finalmente pueda llegarse a una convicción 
sobre la existencia o no de un cambio efectivo 
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de criterio. Cambio por el que, sin duda, apos­
tamos. 

5.	 FRENTE A RESOLUCIONES 
CONTRADICTORIAS ¿QUÉ OPCIONES 
TIENE EL JUSTICIABLE? 

Si finalmente el criterio de la STS 
25/04/2018 se confirma, se evitarán futuras 
contradicciones. Pero ello no obvia el hecho 
de hasta esta sentencia, el TS había apostado, 
por diversas vías, por no ligar el recargo a la 
sanción, lo que abocaba, como venimos advir­
tiendo a lo largo de este trabajo, a la aparición 
de resoluciones contradictorias, por ejemplo, 
porque se imponía un recargo cuando en el 
pleito sancionador se llegaba al convencimien­
to de que el empresario no había incurrido en 
ninguna infracción de medidas de seguridad, 
o cuando el porcentaje de recargo se fijaba en 
un 50% y la sanción impuesta se calificaba 
con la menor gravedad. Aunque para algu­
nos esta circunstancia no parece merecer la 
consideración de contradicción preocupante, 
resulta difícil explicar al empresario que ha 
de soportar la elevada carga económica del re­
cargo –que representará entre el 30 y el 50% 
del importe de una pensión que con frecuencia 
será vitalicia y que ha de capitalizar– aunque 
su comportamiento no tenga encaje en un 
tipo sancionable, con la inseguridad jurídica 
que ello genera, y, además, que no puede ase­
gurar ese riesgo. O viceversa: al trabajador o 
sus causahabientes que no tienen derecho al 
recargo pese a que ha quedado probado que 
el empresario ha cometido una infracción gra­
ve o muy grave de las medidas de seguridad 
que ha merecido sanción administrativa. En 
tal tesitura ¿qué opciones le quedan al justi­
ciable para procurar una reparación de este 
obvio desequilibrio? Siempre a salvo, como es 
obvio, del derecho de la parte afectada por la 
existencia de resoluciones contradictorias de 
acudir al TC en amparo por lesión del derecho 
a la tutela judicial efectiva, en los términos en 
los que se acudió en su día en los supuestos 
en los que tuvo causa la doctrina examinada 
sobre el alcance del art. 42.5 LISOS. 
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5.1.	 Revisión de sentencia firme 
de recargo con base en posterior 
resolución sancionadora firme 

La posibilidad de revisar sentencias fir­
mes, que se formula en el art.  510 LECv al 
que remite el art. 236.1 LRJS, es un recurso 
absolutamente excepcional, al constituir una 
quiebra del principio de autoridad de la cosa 
juzgada (art.  222 LECiv)58. Por ello el juicio 
de revisión no puede exceder de los estrictos 
límites que tiene legalmente demarcados, pu­
diendo únicamente ser pretendido a través de 
las causas previstas en la Ley, que se confi­
guran como «numerus clausus» o «tasadas», 
imponiéndose, por ende, «una interpretación 
restrictiva y rigurosa tanto de sus causas, 
como de sus requisitos formales». En síntesis, 
no se trata de corregir sentencias supuesta­
mente injustas, sino de rescindir las ganadas 
injustamente59. 

Desde esta perspectiva su empleo para sol­
ventar una contradicción de resoluciones en 
materia de recargo se vuelve una tarea harto 
compleja, como se verá a continuación60. 

58 Esa excepcionalidad determina que no sea posible, a tra­
vés de la revisión, reenjuiciar la situación fáctica que contempló 
la resolución atacada (STS 16/06/92 –rev. 1525/91; 04/07/01 –rev. 
3271/00; 19/06/02 –rev. 88/01; 06/11/02 –rev. 1118/01; 06/10/03 
–rev. 39/02; 08/07/04 –rev. 37/03; 27/01/05 –rev. 4/04; 24/05/05 
–rev. 1/2003; 14/03/06 –rev. 17/05; 24/07/06 –rev. 35/05; 28/06/07 
–rev. 10/04; 31/01/11 –rev. 5/10). 

59 Véanse, entre otras muchas, TS 03/03/06 –rev. 19/04; 
14/03/06 –rev. 17/05; 28/06/07 –rev. 10/04; 20/07/06 –rev. 25/05; 
24/07/06 –rev. 35/05; 15/02/07 –rev. 15/03; 24/10/07 –rev 22/06; 
24/10/07 –rev. 19/06; 28/06/07 –rev. 10/04; 06/11/07 –rev. 26/06; 
04/06/08 –rev. 15/07; 10/07/08 –rev. 25/06; 22/04/09 –rev. 19/08; 
20/10/09 –rev. 4/08; 18/01/10 –rev. 6/09; 27/04/10 –rev. 22/09; 
06/07/10 –rev 7/06; 22/07/10 –rev. 26/09; 20/12/10 –rev 2/10; 
31/01/11 –rev. 5/10; 04/10/11 –rev. 34/10; 03/11/11 –rev 7/11; 
06/02/12 –rev. 33/10; 23/04/12 –rev 38/10; 31/05/13 –rev 40/11; 
28/01/14 –rev 3/12; 25/03/14 –rev 38/12; 24/04/14 –rev 8/13; 
06/05/14 –rev 5/13; 08/05/14 –rev 12/13; 05/06/14 –rev 9/13; 
23/07/14 –rev 30/13; 26/09/14 –rev 31/13; 10/11/14 –rev 9/14; 
11/11/14 –rev 33/13; 13/11/14 –rev 16/12; 27/03/15 –rev 38/13; 
09/06/16 –rev 30/14, 25/01/17 –rev 29/15; 06/02/17 –rev 16/14; 
09/03/17 –rev 31/14; 09/03/17 –rev 19/15; 05/04/17 –rev 53/15; 
25/04/17 –rev 19/16. 

60 Sobre toda esta problemática, P. Menéndez Sebastián y 
l.F. de Castro Fernández, El accidente de trabajo. Procedimien­
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5.1.1. Revisión por sentencia penal 

Como se sabe, el art. 86.3 LRJS abre las 
puertas a la posibilidad de revisar una sen­
tencia social firme con base en una sentencia 
penal posterior, igualmente firme. Pero exige 
para ello la concurrencia de una «sentencia 
absolutoria por inexistencia del hecho o por no 
haber participado el sujeto en el mismo». Es 
decir, para que se produzcan los efectos reviso-
rios de la prejudicialidad penal es preciso que 
la contradicción entre la resolución penal y la 
sentencia firme laboral afecte al hecho en sí y 
a su existencia, o a la conducta participativa 
del sujeto, no bastando la mera existencia de 
conclusiones fácticas diversas61. No en vano, 
operan sobre culpas distintas y manejan de 
forma diferente el material probatorio62. 

Llevado al terreno que aquí interesa, la 
existencia de un proceso penal sobre el acci­
dente de trabajo, podría, en hipótesis, justificar 
la formulación de una demanda de revisión de 
la sentencia social si tras la condena firme al 
recargo se dicta sentencia penal absolutoria. 
Para ello sería imprescindible que en el proce­
so penal se absolviese al empresario bien por­
que no ha habido incumplimiento alguno de 
medidas de seguridad –que el incumplimiento 
no alcance la gravedad precisa para una con­
dena penal no significa que no la alcance para 
la imposición del recargo–; bien porque el in­
cumplimiento determinante del accidente sea 
imputable a otra persona. Siempre, en este 
último caso, que la imputación a tercero de la 

tos administrativos y soluciones procesales, El Derecho-lefeb­
vre, Claves prácticas, 2018 (último capítulo). 

61 TS 29/09/10 –rev 3/10; 27/09/11 –rev 12/11; 24/04/14 
–rev 8/13; 18/07/12 –rev 42/11; 03/02/16 –rev 33/14; 29/04/16 
–rev 10/15. De otro modo, se quebrarían en el proceso social los 
importantes principios procesales y las garantías y seguridades 
que lo rigen, resultando altamente dañada la santidad de la 
cosa juzgada de las sentencias recaídas en este orden jurisdic­
cional social, y quedando éste configurado como una estruc­
tura procesal subordinada y dependiente del proceso penal, lo 
cual no puede admitirse (TS 27/09/10 –rev. 3/10; 18/07/12 –rev 
42/11; 03/02/16 –rev 33/14). 

62 TC 24/1984, de 23/Febrero; 62/1984, de 2/Mayo; y 
63/1985, de 8/Marzo; TS 07/02/07 –rev 19/05. 



ESTUDioS 

504 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

  

 

 

 

 

   

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 
  

 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 

infracción no quede sujeta a las reglas de res­
ponsabilidad que permiten la amonestación 
también del empresario en cuestión. No cabría 
en ningún caso una revisión por sentencia ab­
solutoria por falta de pruebas, por el juego de 
la presunción de inocencia, en tanto que este 
principio no tiene cabida en el recargo de pres­
taciones63. Téngase en cuenta, de otra parte, 
que este cauce de revisión del recargo podría 
abrirse también para los supuestos en los que 
la imposición del mismo se ha fundamentado 
en un testimonio que luego en vía penal es de­
clarado falso (art. 510.3 LECv)64. 

En todo caso, esta excepcional regla de re­
visión no puede servir para fundamentar la 
pretensión inversa, esto es: denegación de re­
cargo en la vía social con posterior condena pe­
nal al empresario ex art. 316 o 317 CP (infrac­
ción muy grave de las medidas de seguridad 
con puesta en peligro de la vida o la integridad 
de los trabajadores), por homicidio –si el ac­
cidente provoca el fallecimiento del trabaja­
dor, en caso de imprudencia leve ex art. 142.2 
CP; si media imprudencia grave ex art. 142.1 
CP– o por lesiones –en caso de no producirse 
la muerte, pero sí lesiones o generación de en­
fermedades, si concurre imprudencia leve ex 
art.  152.2 CP, en caso de imprudencia grave 
ex art. 152.1 CP–. No hay que olvidar que el 
precepto alude sólo a la sentencia absolutoria. 
Aunque quizá convendría una reforma legal 
para corregir esta incoherencia65. 

63 TS 07/02/07 –rev 19/05; 04/12/07 –rev. 8/06; 27/04/10 – 
rev. 11/09; 06/05/11 –rev 31/10; 17/06/13 –rev 10/12, 10/06/14 
–rev 19/13; 24/09/14 –rev 18/12; 11/11/14 –rev 6/14; 27/01/15 
–rev 28/13; 31/03/16 –rev 3/15; 30/03/16 –rev 13/14. 

64 así se ha admitido por el TS que rescinde la sentencia 
que había reconocido derivado de accidente de trabajo un pro­
ceso de incapacidad temporal, como consecuencia de la con­
dena por falso testimonio que privaba de base fáctica a aquel 
reconocimiento (TS 24/01/17 –rev 7/15). 

65 así se ha hecho ver respecto del despido: «… lo que el 
legislador desea impedir es que se pueda despedir procedente-
mente a un trabajador por la comisión de un hecho que –según 
se demuestra en vía penal posteriormente (de ahí que el único 
remedio sea la revisión)– en realidad no ha cometido. Pero no 
contempla el caso contrario, que es el de autos: que tras ha­
ber sido declarado improcedente un despido, posteriormente 
se declare procedente al haberse probado en vía penal que el 
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5.1.2.	 Revisión por sentencia firme
 
sobre sanción administrativa
 

Si la posibilidad de revisar sentencias 
sociales firmes ya resulta compleja con base 
en sentencias del orden penal, para el res­
to es prácticamente inviable, en la medida 
en que nuestro ordenamiento no contiene 
ninguna previsión similar a la del art. 86.3 
LRJS para otros órdenes jurisdiccionales, ni 
siquiera para sentencias del mismo orden 
social. Lógicamente, esto cierra totalmente 
las puertas a la posibilidad de revisar una 
sentencia de recargo con base en una sen­
tencia posterior –en su día contencioso-ad­
ministrativa, hoy social– sobre la proceden­
cia o no de sanción administrativa por el 
accidente de trabajo. 

La única vía posible sería la consideración 
de dicha sentencia como documento decisivo 
recobrado u obtenido con posterioridad, pero 
este supuesto al que alude el art.  510.1.1º 
LECv, exige que de dicho documento «… no 
se hubiere podido disponer por fuerza mayor 
o por obra de la parte en cuyo favor se hubie­
re dictado». Condición que no cabe atribuir a 
una sentencia, especialmente si es posterior66 

trabajador había cometido él o los hechos por los que fue des­
pedido. Es posible que el precepto así concebido merecería una 
reflexión de cara a una posible modificación de lege ferenda. 
Pero lo cierto es que la doctrina de esta Sala Cuarta es termi­
nante en el sentido de exigir el cumplimiento riguroso y literal 
de lo legalmente establecido para poder proceder a la revisión 
de una sentencia firme» (TS 24/04/14 –rev 8/13). 

66 Es doctrina jurisprudencial consolidada que los documen­
tos a que hace referencia el art. 510 lECiv «han de ser de fecha, 
necesariamente, anterior a la propia de la sentencia que se pre­
tende revisar, pues este es el sentido literal y lógico que hay que 
dar al verbo ‘recobrar’, desde siempre utilizado en la redacción de 
este motivo revisorio de sentencias firmes. Es cierto que la modifi­
cación operada en la nueva redacción de la ley de Enjuiciamiento 
Civil agregó al expresado verbo el de ‘obtener’, pero esta inclusión 
normativa no puede desnaturalizar la propia esencia del proceso 
judicial de revisión que constituye una excepción a los principios 
de seguridad jurídica y santidad de la cosa juzgada que debe 
comportar toda sentencia que haya adquirido firmeza». En gene­
ral, TS 14/04/00 –rev. 1321/99; 10/04/00 –rev. 1043/99; 25/09/00 
–rev. 3188/99; 27/02/01 –rev. 1318/00; 15/03/01 –rev. 1265/00; 
27/07/01 –rev. 3844/99; 05/12/01 –rev. 2614/00; 26/04/02 –rev. 
482/01; 26/04/02 –rev. 480/01; 26/04/02 –rev. 483/01; 9–9–2002 
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–aunque excepcionalmente se haya acepta­
do para otras materias–67. Lo que a la postre 
frustra cualquier propósito de revisión de la 
sentencia social de recargo por el juego de una 
sentencia sobre la sanción administrativa, con 
independencia de lo que se haya acreditado en 
dicho pleito. 

Así lo ha entendido el TS al sostener 
que «… no existe norma legal de ningún 
tipo que imponga la prevalencia de una de 
esas sentencias sobre la otra [contenciosa y 
social, sobre el mismo AT], ni existe razón 
de clase alguna en la que se pueda fundar 
tal prevalencia. Ni la sentencia del Orden 
jurisdiccional social se impone o predomina 

–rev. 1106/01; 04/11/02 –rev. 11/00, 12/11/02 –rev. 3372/99; 
26/02/03 –rev. 12/02; 22/12/03 –rev. 24/03; 03/03/04 –rev. 23/03; 
26/04/05 –rev. 20/04; 09/06/05 –rev. 7/04; 03/02/06 –rev. 12/05; 
03/03/06 –rev. 19/04; 30/05/06 –rev. 29/05; 26/11/09 –rev. 10/09; 
02/12/08 –rev. 20/07; 02/02/17 –rev 58/15; 25/04/17 –rev 19/16; 
15/06/17 –rev 6/16. y, concretamente, para sentencias poste­
riores a la recurrida, TS 17/01/97 –rev. 4090/95; 06/02/97 –rev. 
577/96; 07/12/99 –rev. 74/99; 14/04/00 –rev. 1321/99; 13/06/00 
–rev. 1472/99; 15/03/01 –rev. 1265/00; 20/11/01 –rev. 3325/00; 
01/02/02 –rev. 2558/00; 26/04/02 –rev. 483/01; 05/05/03 –rev. 
4/02; 23/12/03 –rev. 54/02; 15/10/04 –rev. 17/03; 26/11/04 –rev. 
46/03; 07/02/05 –rev. 56/03; 10/10/05 –rev. 1/05; 02/11/05 –rev. 
38/04; 03/03/06 –rev. 19/04; 01/06/07 –rev. 11/06; 05/06/07 –rev. 
15/07; 24/07/06 –rev. 35/05; 04/12/07 –rev. 8/06; 22/04/09 –rev. 
19/08; 26/05/09 –rev. 7/08; 29/05/08 –rev. 2/07; 18/01/10 –rev. 
6/09; 07/06/12 –rev 1/11; 21/12/12 –rev 14/10; 09/06/14 –rev 
32/12; 20/10/16 –rev 16/13. 

67 Se ha sostenido por el TS que, tras una «interpretación 
integradora de artículo 510.1 de la lEC», se ha de considerar 
como documento habilitante del recurso de revisión una sen­
tencia del orden contencioso-administrativo posterior a la so­
cial que se pretende rescindir, porque resulta, «sin duda, decisi­
vo para la resolución del caso, al evidenciar que la demandante 
reunía los requisitos para la concesión de la prestación por 
desempleo, pues acreditando los requisitos de alta y cotización 
suficiente para el derecho a dicha prestación, únicamente le 
fue denegada, por razón de carecer en la fecha del hecho cau­
sante de la prestación, del permiso de residencia en España, al 
haberle sido denegada en vía administrativa la pertinente au­
torización, resolución denegatoria impugnada en vía judicial; 
cuestión ésta, resuelta en sentido afirmativo favorable para 
la demandante, por la mencionada sentencia –dictada con 
posterioridad a la del orden social– que anulando la señalada 
resolución administrativa, le reconoció el derecho a obtener la 
autorización instada, y resolución judicial que fue ejecutada 
por la administración con efectos retroactivos a la fecha de la 
solicitud» (TS 28/01/14 –rev 3/12). 
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sobre la del Orden contencioso, ni esta pre­
pondera sobre aquélla. Cada una de esas 
sentencias produce plenos efectos dentro 
de su respectivo campo de acción, pero no 
existe ni la más mínima base para rescin­
dir una de ellas en función de que la otra 
mantiene una conclusión contraria»68. Ni 
siquiera cuando se ha impuesto el recargo 
y en el pleito sobre la sanción se prueba la 
exclusiva culpa del trabajador en la produc­
ción del accidente69. 

De todo ello se deduce que el «… distinto 
enjuiciamiento de unos mismos hechos que 
llevan a cabo dos sentencias firmes distintas, 
constituye […] una grave patología jurídica, 
pero hoy por hoy en nuestro ordenamiento no 
existen remedios que den solución a tal ano­
malía»70. Afirmación que, desde luego, sacia 
mal los anhelos de seguridad jurídica del jus­
ticiable. 

68 TS 02/10/06 –rev 41/05; 21/12/12 –rev 14/10; 26/09/14 
–rev. 31/13; 09/03/17 –rev 31/14. 

69 En la TS 02/10/06 –rev 41/05, precisamente a propósito 
de una pretensión revisoria en la que se invocaba una senten­
cia de lo contencioso-administrativo, anulando la sanción ad­
ministrativa que se había impuesto a la empresa por infracción 
de las normas de prevención de riesgos, al declarar que el acci­
dente de trabajo se debió a la culpa exclusiva del trabajador. En 
ella se descarta la consideración como documento «obtenido» 
del art. 510.1 lEC en relación con una anterior sentencia fir­
me del orden social que había confirmado la imposición a la 
empresa del recargo de prestaciones por falta de medidas de 
seguridad. 

70 así lo ha sostenido el TS, añadiendo que «menos aún 
cabe acudir al proceso de revisión pues dicho grave supues­
to no es ninguno de los previstos en el art. 510 de la lEC»; y 
«la sentencia del Juzgado de lo contencioso administrativo no 
es, en forma alguna, un documento recobrado u obtenido de 
los que prevé el número 1 de dicho art. 510, en relación con 
la sentencia del Juzgado de lo Social; como tampoco lo sería 
ésta en relación con aquélla. Téngase en cuenta además que 
el dato que una de esas sentencias sea posterior en el tiempo 
a la otra, carece por completo de relevancia a estos efectos» y 
«Esta imposibilidad de predominio de una de esas sentencias 
sobre la otra, se mantendría plenamente aunque la discordan­
cia entre ellas se centrase sobre los hechos declarados probados 
por una y otra, puesto que pueden ser distintas las pruebas 
practicadas en uno y otro litigio y también puede ser dispar el 
criterio valorativo del Juez que enjuicia unas y otras pruebas» 
(TS 02/10/06 –rev 41/05; 21/12/12 –rev 14/10; 26/09/14 –rev. 
31/13; 10/11/14 –rev 9/14; 09/03/17 –rev 31/14). 



ESTUDioS 

506 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

 

 

   

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
 

 
 
 

 

 
  
 

Aunque tal como se diseña legalmente hoy 
el recurso de revisión su juego para lo que aquí 
interesa puede resultar prácticamente impo­
sible, a nadie se le escapa la conveniencia de 
buscar un mecanismo de corrección, al menos 
para los casos más sangrantes, que, desde lue­
go, pueden producirse en ambas direcciones, 
esto es: sentencia firme del orden social que 
condena a la empresa al recargo pese a haber 
quedado probada en el procedimiento sancio­
nador su ausencia de culpa; y denegación de 
recargo y posterior sanción al empresario por 
infracción grave o muy grave de medidas de 
seguridad. La justificación en estos casos de 
que cada una de esas sentencias produce ple­
nos efectos dentro de su respectivo campo de 
acción, sin que exista ni la más mínima base 
para rescindir una de ellas en función de que 
la otra mantenga una conclusión contraria, 
especialmente hoy que ambas emanan del 
mismo orden jurisdiccional71, es, como se ha 
dicho, poco acorde con el derecho a la tutela 
judicial efectiva. Y la alusión a la inexistencia 
de remedios judiciales que permitan solucio­
nar esta patología, no parece ser la respuesta 
más satisfactoria. 

5.2.	 El efecto de cosa juzgada 
como la solución más apropiada 

Tal como se acaba de ver puede ser difícil 
buscar en el recurso extraordinario de revi­
sión la satisfacción a la anomalía que gene­
ra, se quiera o no, la existencia de sentencias 
contradictorias sobre el mismo hecho, pues 
ciertamente «… al no haber tenido el Tribunal 
la posibilidad de conocer tal documento por 
inexistente no puede imputarse a su senten­
cia la condición de ‘injusta’ a estos efectos»72. 

71 TS 21/01/16 –rev 25/15; 28/09/16 –rev 25/15; 20/10/16 
–rev 17/15; 20/10/16 –rev 26/15; 19/01/17 –rev 16/15. 

72 TS 01/06/07 –rev. 11/06; 05/06/14 –rev 9/13. ya dijimos 
que el hecho de que una de las sentencias sea necesariamen­
te posterior a la otra, pues éste es el sentido de la revisión, 
constituye ya por sí solo un impedimento para que esta acción 
revisoria pueda prosperar, porque la no disposición de tales do­
cumentos no puede atribuirse a fuerza mayor o a actuación 
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Por ello, resulta imprescindible optar 
por una solución que evite plantearse la 
necesidad de revisar una sentencia firme. 
A nuestro entender esta solución está en la 
apreciación de cosa juzgada. Efecto positivo 
de cosa juzgada que se ha atribuido a los 
pleitos de indemnización por daños –tanto 
la sentencia de recargo respecto de la de 
indemnización73, como a la inversa74–, y no 
simplemente respecto del relato fáctico, sino 
en cuanto a la relación de causalidad entre 
la infracción y el daño75. Así, respecto del re­
cargo y la indemnización se mantiene por el 
TS que «si el presupuesto básico para que 

impeditiva de la contraparte como el precepto legal exige (TS 
16/01/13 –rev. 9/12; 04/06/13 –rev 36/12; 05/06/14 –rev 9/13; 
14/04/16 –rev 30/15; 20/04/17 –rev 2/16). 

73 así, razona la Sala que la sentencia que declaró la pro­
cedencia del recargo tiene algún efecto positivo sobre la re­
clamación de responsabilidad adicional por daños y perjuicios, 
porque «fue una resolución que decidió sobre el recargo, por lo 
que tuvo que decidir también sobre la existencia de la relación 
de causalidad entre el incumplimiento y las lesiones que cons­
tituyen el daño derivado del incumplimiento de las normas de 
prevención» (TS 12/07/13, rec. 2294/12). 

74 Véase TS 22/06/15, rec. 853/14; 14/02/18 rec 205/16. 
75 Particularmente clara en este punto es la TS 14/12/17 

rec 4025/16, que casa la sentencia recurrida, que, aunque tenía 
expresa referencia y consideración a los hechos de la sentencia 
firme que mantuvo el recargo, se apartaba de ella al concluir 
que la empleadora no había incurrido en incumplimiento en 
materia de prevención y seguridad del trabajador. Considera 
la sentencia citada que la recurrida no respeta la sentencia fir­
me en materia de recargo que reconoce dicho incumplimiento 
empresarial, advirtiendo que el hecho de que la empresa hu­
biera cumplido en gran parte sus obligaciones en materia de 
vigilancia y protección de la salud, no sirve nada más que para 
imponer el recargo en su grado mínimo, pero no para exonerar 
a la empresa totalmente. También merece particular considera­
ción la TS 14/02/18 rec 205/16, en la que, reiterando doctrina 
se llega a la conclusión de que procede la apreciación de tal 
efecto de cosa juzgada en el pleito de recargo de una sentencia 
firme en la que se resolvió que el accidente laboral que sufrió 
el trabajador se produjo sin mediar incumplimiento alguno 
en materia preventiva por parte del empleador susceptible de 
generar responsabilidad civil por los daños sufridos, y que la 
causa exclusiva del mismo fue la imprudencia de la víctima, 
imprudencia que, por ende, hace inviable el recargo. Ello pese a 
que en este caso se daba la singularidad de que existía también 
una sentencia firme que confirmaba la sanción administrativa 
impuesta al empresario por incumplimiento de medidas pre­
ventivas, pero en la que no se había debatido sobre el nexo 
causal entre el incumplimiento empresarial y el daño. 
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proceda la imposición del recargo de presta­
ciones es que haya mediado relación causal 
entre la infracción apreciada y el accidente 
sufrido, de manera tal que el suceso dañoso 
haya sido determinado por el incumplimien­
to empresarial, la circunstancia de que la re­
ferida sentencia […]hubiese entendido que 
tal requisito no había concurrido determina 
que tal declaración –firme, repetimos– por 
fuerza no debiera haber sido desconocida 
por el TSJ […], como tampoco puede serlo 
ahora por esta Sala, en ineludible aplicación 
del art. 224.1 LECiv, determinando que haya 
de resolverse en el sentido pretendido por el 
recurso, esto es, el dejar sin efecto el recargo 
de prestaciones interpuesto, al estar el mis­
mo privado de su elemento más decisivo: la 
relación causa/efecto entre la infracción y el 
resultado dañoso»76. 

No obstante, el TS hasta la sentencia de 
25/04/2018 se había mostrado reacio a admi­
tir este efecto entre la sanción y el recargo, 
habiéndolo negado expresamente en la sen­
tencia de 14/09/16, Rec. 846/15. Tal negación 
resultaba a nuestro entender incomprensible 
cuando la propia jurisprudencia del TS había 
entendido que se imponía una concepción am­
plia de la cosa juzgada y la consiguiente inter­
pretación flexible de sus requisitos77. Y si para 
la indemnización/recargo se admitía el efecto 
positivo de la cosa juzgada aun a pesar de tra­
tarse de instituciones diversas, sobre la base 
de que aunque existían diferencias también 
había elementos de identidad y entre ellos 
«la relación de causalidad se sitúa en un pla­
no en el que no cabe desconocer la identidad 
existente entre los dos institutos»78, ¿qué di­
ficultad podría haber para encontrar esta co­

76 Efecto de cosa juzgada que, respecto del tema concreto 
de la indemnización por daños, se ha extendido también a la 
sentencia penal firme que absuelve de responsabilidad civil en 
la vía penal (TS 03/10/17, rec. 2008/15; 22/12/14, rec. 3364/13, 
con base en la STC 15/02). 

77 TS de 20/10/05, rec. 4153/04; 23/01/06, rec. 30/05; 
06/06/06, rec. 1234/05; 04/03/10, rec. 134/07; 18/09/12, 
rec. 178/10; 13/03/14, rec. 1287/13. 

78 TS 12/07/13, rec. 2294/12. 
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nexión79 entre el recargo y la sanción80? Máxi­
me cuando ambos se sustentan –se quiera o 
no– en la infracción de una norma de segu­
ridad. Expresión ésta –la de infracción– que, 
por cierto, emplea el propio TS para referirse 
a la vinculación causal entre el recargo y la 
indemnización. 

Quede, por tanto, claro que el efecto posi­
tivo de cosa juzgada –que ya hemos repetido 
admite la última sentencia de la Sala81– es, a 

79 Es más, respecto del recargo/indemnización, la Sala 
ha sostenido que no es óbice que «los sujetos procesales no 
fuesen siempre los mismos en ambos litigios [en concreto el 
inSS, ausente en el de responsabilidad y autor de la objeción]. 
Porque en uno y otro caso la pretensión comporta la misma 
exigencia de un mínimo de culpabilidad [incumplimiento de un 
deber preventivo, genérico o específico] y de relación de causa/ 
efecto entre la culpable infracción y el resultado lesivo; y a la 
par ofrece una misma naturaleza genérica, la indemnizatoria, 
siquiera ellas medie –tan sólo– diversidad en su específica ad­
jetivación [genuina civil, la referencial; y preventivo/punitiva, 
la recurrida], tal como se desprende de nuestra más reciente 
jurisprudencia [STS Pleno 23/03/15, rec. 2057/14], que mantie­
ne ‘la naturaleza plural del recargo –resarcitoria y preventivo/ 
punitiva–’». 

80 no se olvide que el efecto positivo de la cosa juzgada 
«se configura como una especial vinculación que, en determi­
nadas condiciones, se produce entre dos sentencias […] cuando 
la primera decisión actúa como elemento condicionante de 
carácter lógico o prejudicial en la segunda» y que los «elemen­
tos necesarios para el efecto positivo de la cosa juzgada son 
la identidad subjetiva entre las partes de los dos procesos y la 
conexión existente entre los pronunciamientos» [TS 25/05/11, 
rec. 1582/10; 11/02/13, rec. 1143/12; y 12/02/14, rec. 482/13]. 
además la cosa juzgada es una proyección del derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva y seguridad jurídica (TC 
190/1999, de 25/octubre, FJ 4; 58/2000, de 28/Febrero, FJ 5; 
135/2002, de 3/Junio, FJ 6; 200/2003, de 10/noviembre, FJ 2; 
15/2006, de 16/Enero, FJ 4), y el elemento prejudicial de cone­
xión lógica –la vinculación– puede producirse no sólo respecto 
a lo que se ha incorporado formalmente en la parte dispositiva 
de la sentencia, sino también respecto de los elementos de de­
cisión que siendo condicionantes del fallo no se incorporan a 
éste de forma específica [TS 13/06/06, rec. 2507/04; 26/11/09, 
rec. 1061/08; 19/01/10, rec. 50/09; y 12/07/13, rec. 2294/12]. 

81 así contiene la sentencia afirmaciones de tanto cala­
do como las siguientes: «… la posible eficacia vinculante de lo 
resuelto en el referido litigio, en el que debe ser emplazado el 
trabajador accidentado (art. 151.4 lrJS), como efectivamente 
lo fue en el presente procedimiento, en el seguido en mate­
ria de recargo de prestaciones dimana del art. 222.4 lEC, a lo 
que no es óbice la diversidad de objetos de uno y otro proceso, 
pues el efecto positivo de la cosa juzgada no exige la completa 
identidad que es propia del efecto negativo, bastando con que 
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nuestro entender, la solución más correcta y 
ajustada a Derecho, a la que no obsta el hecho 
de que pudiera no haber identidad subjetiva 
plena entre los pleitos, y no sólo porque el TC 
haya reconocido legitimación al trabajador 
para tomar parte en el procedimiento sancio­
nador, en tanto que portador en el mismo de 
un interés legítimo82, sino también porque el 

lo decidido en el primer proceso entre las mismas partes actué 
en el posterior como elemento condicionante o prejudicial […] 
Cuanto se deja razonado, fuerza a concluir que una vez que 
mediante sentencia firme y en atención a los medios de prueba 
practicados en el proceso de impugnación de la sanción admi­
nistrativa, incluido el interrogatorio del trabajador demandado, 
se ha resuelto conforme a los hechos probados que acabamos 
de reseñar que el accidente laboral en el que se vio involucrado 
se produjo sin mediar infracción alguna por parte de la em­
presa referida a los equipos de trabajo utilizados en la fase de 
desencofrado, incumplimiento en el que la sentencia recurrida 
basaba exclusivamente la procedencia del recargo de presta­
ciones, y que la caída de la escalera de mano se produjo como 
consecuencia exclusiva de la actuación puntual y voluntaria 
del afectado que en lugar de utilizarla para la labor específica­
mente prevista –enganchar a la grúa las piezas del encofrado 
a retirar– se subió a ella para realizar un trabajo –eliminar la 
rebaba– que comprometía su estabilidad sobre la escalera, y en 
forma que agravaba el riesgo al sacar un pie para trabajar con 
mayor comodidad, desatendiendo las instrucciones expresas de 
la empresa sobre la necesidad de utilizar la plataforma eleva­
dora, tal pronunciamiento ha de ser respetado en el presente 
proceso». 

82 Véase la TC 143/2000, 29/Mayo. En ella se impugnaba 
por el trabajador la sentencia del orden contencioso que había 
anulado la sanción administrativa impuesta a la empresa en el 
procedimiento administrativo abierto en virtud de acta de la 
inspección de Trabajo, extendida con motivo de un accidente 
de trabajo del que fue víctima el demandante. En concreto, el 
trabajador alegaba vulneración del art. 24.1 CE por la omisión 
de su emplazamiento personal en el citado recurso conten­
cioso-administrativo. El TC acoge el amparo, aludiendo a su 
doctrina sobre la falta de emplazamiento personal (STC 9/1981, 
de 31 de marzo, FJ 3, 152/1999, de 14 de septiembre, FJ 4), in­
sistiendo en la necesidad de ser titular de un derecho o interés 
legítimo y propio susceptible de afección en el proceso conten­
cioso-administrativo en cuestión, debidamente identificable, 
así como la generación de indefensión material por la falta de 
emplazamiento. Condiciones que entiende concurrentes en el 
caso de autos, al mediar solo emplazamiento edictal. Convie­
ne tener presente que la sentencia insiste razonadamente en 
que en estos procesos el trabajador tiene la condición real de 
portador de un interés legítimo, que derivaría, en su caso, de 
su derecho al recargo de las prestaciones del sistema de la Se­
guridad Social causadas por el accidente de que fue víctima. 
Téngase en cuenta, no obstante, que lo que no tiene el trabaja­
dor es legitimación para instar judicialmente la imposición de 
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art.  151.5 LRJS prevé que el trabajador sea 
llamado como parte interesada al procedi­
miento de impugnación de la sanción83. 

Esto no significa, entiéndase bien, que 
siempre convenga reconocer el efecto de cosa 
juzgada en todo su alcance, sino únicamente 
en los casos en los que el debate litigioso se 
plantea en términos paralelos, esto es; sobre 
la existencia o no de incumplimientos preven­
tivos con repercusión directa en el accidente. 
Así, por ejemplo, pudiera no convenir tal apli­
cación para el reconocimiento del recargo si en 
el pleito de sanción se aprecia la concurren­
cia de una medida preventiva, pero no queda 
acreditada la relación de causalidad con el 
accidente84. 

5.3.	 La incorporación de la sentencia 
de recargo/sanción en el otro pleito, 
también en fase casacional, como 
mecanismo para forzar el efecto de 
cosa juzgada 

Hasta que viera la luz la tantas veces ci­
tada STS 25/04/2018, ante la resistencia de la 
jurisprudencia a los mecanismos expuestos de 
conexión recargo/sanción, quedaba una últi­
ma y posible solución. A saber: la posibilidad 
de incorporar en cualquier fase del recurso de 
suplicación o casación, por la vía del art. 233 

la sanción. así se ha entendido en la STC 48/2009, en la que el 
recurrente sufrió un accidente en su lugar de trabajo, del que 
se derivó una propuesta de sanción de la inspección de Trabajo 
por infracción de la normativa de seguridad, que dio lugar a la 
apertura de un procedimiento sancionador finalmente archi­
vado al considerarse que no concurría infracción alguna. En 
pretensión de que se revisara judicialmente esta decisión de 
archivo y de que se impusiera una sanción a la empresa, inter­
puso una demanda contencioso-administrativa que fue inad­
mitida por falta de legitimación activa, lo que al TC le parece 
conforme a Derecho. 

83 TS 22/06/15, rec. 853/14. 
84 De algún modo se intuye esto en la TS 14/02/18 rec. 

205/16, cuando aprecia efecto de cosa juzgada entre el pleito 
absolutorio de indemnización y el recargo, al advertir que a ello 
no es obstáculo la existencia de una sentencia firme que con­
dena a la empresa a una sanción en materia preventiva, porque 
en este otro proceso no se discute la relación de causalidad. 
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LRJS, la sentencia que adquiriese firmeza con 
anterioridad. De suerte que en el relato fáctico 
se hiciese constar la existencia de un pronun­
ciamiento sobre alguna de las consecuencias 
del accidente (recargo o sanción). Es una ob­
viedad que la incorporación a los hechos pro­
bados de esta circunstancia reforzaba la tesis 
de la imposición o no del recargo o de la san­
ción, respectivamente. 

Esta incorporación había sido expresamen­
te admitida por la jurisprudencia para hacer 
constar la sentencia de recargo en el pleito de 
indemnización, y según se deduce de la STS 
25/04/2018 tal incorporación se produce efec­
tivamente en el caso que resuelve, siendo pre­
cisamente esta circunstancia la que fuerza la 
apreciación del efecto de cosa juzgada, incluso 
de oficio85. 

Tal incorporación –prescindiendo incluso 
del efecto positivo de cosa juzgada– tiene so­
brado sustento legal, pues el art.  233 LRJS 
exige únicamente que la sentencia cuya incor­
poración se pretende merezca la consideración 
de «decisiva», cualidad –decisiva– que no es, 
necesariamente, sinónimo de determinación 
del fallo. La pretensión del art. 233 LRJS es 

85 lo cierto es que no se podía encontrar razón para negar 
esta posibilidad en el contexto que nos ocupa. Especialmente 
si se tiene en cuenta que, precisamente, la admisión por el TS 
de esta incorporación en el tema del recargo/indemnización se 
ha basado en la doctrina constitucional, a la que ya aludimos, 
dictada para el recargo y la sanción, con base en el ya señalado 
art. 42.5 liSoS (TS 13/04/16, rec. 3043/13). no se obvie el he­
cho de que la TS 13/04/16, rec. 3043/13 sostiene que «… la ad­
misión de la sentencia precedente como documento relevante 
y al amparo del art. 233.1 lrJS ha de tener necesariamente 
relevancia en el ámbito de la contradicción, por cuanto su con­
tenido ha quedado procesalmente incorporado al debate, de­
biendo ahora determinarse el alcance de esos efectos jurídicos. 
El punto de partida de dichos efectos ha de ser necesariamente 
la doctrina del Tribunal Constitucional contenida en sentencias 
como la 77/1983, 192/2009, 139/2009 o 16/2008, en todas 
las que el principio de tutela judicial efectiva establecido en 
el art. 24.1 CE es el punto de partida, o lo que es lo mismo, la 
necesidad de que las resoluciones judiciales que abordan unos 
mismos hechos en distintas resoluciones judiciales, tengan en 
cuenta los factores concurrentes y decidan de manera razo­
nada desde esa perspectiva de tutela lo que resulte ajustado a 
derecho». 
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garantizar la debida consideración de aque­
llos documentos que puedan ser relevantes 
tanto en la fijación de los hechos, como en la 
argumentación jurídica de las partes o en el 
fallo de la sentencia, y esta consideración no 
puede negarse a un pronunciamiento sobre 
la existencia o no de infracción de medidas de 
seguridad, aunque no predetermine el sentido 
final del fallo. 

Además, no es baladí destacar que la in­
corporación que el TS ha acogido permite in­
cluso revisar la resultancia fáctica en la fase 
casacional (para unificación), en la que por lo 
general una alteración de hechos no puede 
tener cabida86. Así, la integración de la sen­
tencia sobre sanción en el pleito de recargo y 
viceversa, incidirá en el relato de hechos, sea 
cual sea la fase en la que se encuentre el pro­
ceso, para conformar los términos correctos de 
la comparación a efectos de la contradicción. 

6.	 A MODO DE CONCLUSIONES. 
BALANCE CRÍTICO DE LA TESIS 
DE DISGREGACIÓN DEL RECARGO 
Y LA SANCIÓN 

Como se intuirá de lo dicho, a nuestro 
modo de ver no es acertada la desconexión 
entre el recargo y la sanción, mantenida 
hasta ahora por la doctrina mayoritaria de 

86 así, en la TS 13/04/16, rec. 3043/13 se estimó el recurso 
porque la sentencia recurrida, que resolvió sobre la demanda 
de indemnización de daños y perjuicios derivada de acciden­
te de trabajo, desestimando la misma, no tuvo en cuenta otra 
sentencia anterior firme de la misma sala –unida al recurso por 
la vía del art. 233 lrJS– en la que se mantuvo el recargo de 
prestaciones por falta de medidas de seguridad en el mismo ac­
cidente de trabajo que ocasionó el fallecimiento del trabajador. 
razona esta resolución que la incorporación de la sentencia 
firme precedente al recurso de casación para la unificación de 
doctrina completa el presupuesto de contradicción procesal, 
limitado en este caso a los efectos de la cosa juzgada a la in­
terconexión de los hechos de una sentencia en otra, cuestión 
que solo puede resolverse estimando el recurso y devolviendo 
las actuaciones para que la sala de suplicación, teniendo a la 
vista la sentencia anterior sobre recargo, se pronuncie sobre la 
pretensión de indemnización de daños y perjuicios derivados 
del mismo accidente de trabajo. 
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la Sala Cuarta, y, desde luego, cuando menos 
puesta en jaque –sino herida de muerte– con 
la sentencia de 25/04/2018. No podemos com­
partir dicha separación de instituciones (aco­
gida con rotundidad por algunos Tribunales 
Superiores de Justicia), por varias razones: la 
primera y esencial porque combina mal con 
la seguridad jurídica, la segunda porque no 
es plenamente acorde con la naturaleza hí­
brida que se había atribuido al recargo, en 
la que la parte sancionadora preservaba su 
espacio87, y, la tercera, porque dicho o no de 
forma clara, en el fondo sienta las bases para 
la objetivación del recargo. La línea que se­
para la objetivación del recargo –imposición 
automática siempre que hay accidente sin 
imprudencia temeraria del trabajador88– de 
la mera exigencia de un incumplimiento de 
medidas de seguridad en los términos que la 
Sala parece proponer (particularmente, en la 

87 así, en la sentencia de 23/03/15, rec. 2057/14, a propó­
sito de la posible transmisibilidad del recargo en supuestos de 
sucesión de empresas, se seguía «… manteniendo la existencia 
de aquella faceta preventivo/sancionadora en el marco de una 
naturaleza compleja, por presentar tres finalidades diversas 
[preventiva, sancionadora y resarcitoria] y articularse su ges­
tión –reconocimiento, caracteres y garantías– en forma pres­
tacional». la cuestión se reitera en la TS 14/04/15, rec. 962/14. 

88 Es cierto que se ha llegado a afirmar que «la propia 
existencia de un daño pudiera implicar … el fracaso de la ac­
ción preventiva a que el empresario está obligado [porque no 
evaluó correctamente los riesgos, porque no evitó lo evitable, o 
no protegió frente al riesgo detectable y no evitable]»; y que «la 
deuda de seguridad que al empresario corresponde determina 
que actualizado el riesgo, para enervar su posible responsabili­
dad el empleador ha de acreditar haber agotado toda diligencia 
exigible, más allá –incluso– de las exigencias reglamentarias» 
(STS SG 30/06/10, rec. 4123/08, para indemnización; 15/10/14, 
rec. 3164/13, para recargo; 27/01/14, rec. 3179/12, para de­
terminación de contingencia y en obiter dicta). Pero no puede 
pasarse por alto que en estos casos se trataba de supuestos –la 
inmensa mayoría– de reclamación de indemnización por daños 
y en todos ellos la culpa empresarial resultaba nítida, por lo 
que no llegó a plantearse el problema de la real aplicabilidad 
de tales principios. Solamente ha habido una excepción, que 
fue la TS 04/05/15, rec. 1281/14, en la que tratándose de in­
demnización se imputa responsabilidad empresarial, pese a una 
clara imprudencia del trabajador, por no haber acreditado la 
empleadora que hubiese utilizado «todas las medidas necesa­
rias» para proteger al trabajador «frente a sus propios descuidos 
e imprudencias no temerarias». 
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TS de 14/09/16, Rec. 846/15)89, es sumamente 
difusa. 

Aunque no es el momento de detenerse en 
ello, el recargo no nació, ni puede convertirse 
ahora, en un mecanismo de cuasi-automática 
concesión al acaecimiento del infortunio, pues 
este hueco ya se cubre con el régimen de pres­
taciones de Seguridad Social, e incluso con la 
indemnización de daños y perjuicios exigida 
conforme a los arts. 1101 y 1902 CC, pues es 
consolidada la tendencia jurisprudencial –tan­
to de la Sala Civil como de la Sala Social– a 
objetivar la responsabilidad consagrada por 
aquellos preceptos, a través de los más diver­
sos instrumentos [presunciones que llevan a 
ficciones de culpa; juicio formal de previsibi­
lidad; doctrina de creación del riesgo, etc.]. El 
incremento –por lo demás, de ostensible cuan­
tía– que está obligado a sufragar, sin posibilidad 
alguna de aseguramiento, el patrono, ha de anu­
darse, precisamente por ello, a un actuar par­
ticularmente negligente por su parte, que sólo 
puede significar la existencia de una infracción 
clara y culpable de normas preventivas90. 

Es cierto que son imperativos los términos 
con los que el legislador define la deuda de 
seguridad en los arts. 14.2 LPRL [«… deberá 
garantizar la seguridad… mediante cuantas 
medidas sean necesarias para la protección de 
la seguridad»] y 15.4 LPRL [«… deberá prever 
las distracciones o imprudencias no temera­
rias que pudiera cometer el trabajador»], en lo 

89 recuérdese que en ella se esconde la clave de bóve­
da de la diferenciación entre incumplimiento e infracción que 
propone en la posibilidad de sustentar la imposición del recar­
go en el incumplimiento de deberes genéricos de protección, 
pues sólo en tal caso estará ausente la tipicidad de la falta que 
determine la sanción. Es cierto que la sentencia no explicita 
tal consideración, pero, como ya dijimos, de algún modo se in­
tuye en alguna de sus aseveraciones –por ejemplo: «la propia 
existencia de un daño puede evidenciar el fracaso de la acción 
preventiva a que el empresario está obligado», o «bastando para 
el recargo con que exista un incumplimiento empresarial en 
materia de obligaciones de seguridad»–. Particularmente sig­
nificativas son, respecto de esta tendencia a la objetivación del 
recargo, la TS 06/07/15, rec. 2990/13, y el voto particular for­
mulado a la TS 25-10-2016, rec. 2943/2014. 

90 TS 22/06/15, rec. 853/14. 
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que parece más que una obligación de medios 
una de resultado, pero en realidad las fórmu­
las legales reproducidas se aproximan más 
a un desiderátum, que a un deber concreto y 
tangible, traducido en una sanción tipificada. 
Y desde luego difícilmente puede identificarse 
con las «medidas generales de seguridad» del 
art.  164 LGSS. Tampoco hay que ocultar que 
el art. 96.2 LRJS contiene una regla probato­
ria ciertamente tajante, que pudiera cimentar 
una apuesta por la responsabilidad cuasi/obje­
tiva –al deudor de la seguridad (el empresario) 
«corresponderá … probar la adopción de las 
medidas necesarias para prevenir o evitar el 
riesgo»–. No obstante, tampoco parece lo más 
correcto limitarse a sostener que este precepto 
formula un deber de seguridad «incondicionado 
y prácticamente ilimitado», en el sentido de ve­
nir obligado el empresario a adoptar todas me­
didas de protección que sean necesarias, cua­
lesquiera que sean, estén o no específicamente 
expuestas en una norma preventiva. Somos de 
la opinión de que el art. 96.2 LRJS no está pen­
sado para el recargo, sino más bien para otro 
tipo de responsabilidades (indemnización por 
daños, probablemente). Y que, en realidad, su 
juego para esta particular institución colisiona 
frontalmente con la esencia de la misma91. 

Aceptar que procede el recargo por la mera 
inobservancia de los preceptos genéricos de la 
LPRL (deberes generales de protección), es 
tanto como asumir que la existencia misma 
del accidente presupone la presencia de cierto 
incumplimiento preventivo, aunque éste no se 
concrete en una norma precisa. Lo que, genera 
una innegable inseguridad jurídica al empre­
sario, y cierta injusticia, pues si ha cubierto las 
exigencias legales concretas de seguridad que la 
normativa de prevención de riesgos dispone, no 
parece apropiado imponerle otra elevada carga 

91 a la vista de aquellas disposiciones de la lPrl, la Sala 
ha entendido que del juego de los mismos «se deduce… que el 
deber de protección del empresario es incondicionado y prácti­
camente ilimitado» y que «deben adoptarse las medidas de pro­
tección que sean necesarias, cualesquiera que ellas fueran» (TS 
08/10/01, rec. 4403/00–, para recargo; 12/07/07, rec. 938/06–, 
para recargo; 26/05/09, rec. 2304/08–; 22/07/10, rec. 1241/09–; 
12/06/13, rec. 793/12–; 20/11/14, rec. 2399/13). 
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económica, que discurre paralela al asegura­
miento del riesgo por el sistema de Seguridad 
Social. Máxime si se tiene en cuenta que el re­
cargo resulta absolutamente compatible con la 
indemnización por daños (precisamente por no 
tener una naturaleza estrictamente prestacio­
nal, sino también punitiva, pues en caso contra­
rio no habría fundamento para su no descuen­
to92), y que el Baremo de la LRCSCVM se ha 
incrementado notablemente con la Ley 35/2015, 
de 22 de septiembre, habiéndose además relaja­
do considerablemente la exigencia de culpabili­
dad para el reconocimiento de la indemnización, 
como ya se indicó. Si, por esta vía, puede cubrir­
se con más facilidad la consecuencia del daño, 
parece innecesario –e injusto– alejar también el 
recargo de la existencia de una infracción admi­
nistrativa de las medidas de seguridad. Y si se 
entiende que debe concurrir dicha infracción la 
vinculación a la apreciación de la sentencia so­
cial que se pronuncia sobre la sanción no debe­
ría admitir excepción sencilla93. Ésta parece ser 
la nueva tesis acogida por el TS, al menos en su 
recientísima sentencia de 25/04/2018, y aunque 
habrá que esperar a ver cómo se conforma defi­
nitivamente esta jurisprudencia, desde luego es 
un esperanzador comienzo. 
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RESUMEN	 Desde el plano jurídico, la manifestación de un accidente de trabajo, puede tener deriva­
ciones de muy diverso alcance, cuya gestión procesal provoca frecuentes desencuentros. 
Esencialmente porque distintos órganos judiciales están conociendo, han conocido o van a 
conocer de las diferentes consecuencias del accidente desde la perspectiva que les es propia, 
esto es: prestaciones de Seguridad Social, recargo, sanción administrativa por infracción de 
medidas de seguridad y salud, imputación penal en los casos más graves de incumplimiento, 
e indemnización por daños y perjuicios. Una parte de estas dificultades se estudian en este 
trabajo, en concreto, las relativas a la coordinación judicial de las decisiones del recargo, de 
la sanción administrativa y de las diligencias penales. Al efecto, se quiere demostrar que, 
pese a que normalmente hay paralelismo entre las decisiones administrativas del recargo y 
la sanción, en la fase judicial esa sincronización se desvanece, pudiendo derivar en resolu­
ciones contradictorias sobre las consecuencias de un mismo hecho (el accidente). En efecto, si 
se tiene en cuenta que el mismo funcionario de la Inspección de Trabajo actúa investigando 
el accidente tanto para el recargo como para la sanción, lo lógico es que su valoración de lo 
sucedido para ambas consecuencias sea la misma. Paralelismo que no suele perderse en 
la fase decisoria, pues si bien corresponde a órganos distintos (autoridad laboral e INSS), 
ambos suelen atenerse a las apreciaciones de la Inspección de Trabajo. Es cierto que esto no 
significa identidad absoluta, en el sentido de que siempre que haya propuesta de sanción la 
haya de recargo y viceversa, sino simplemente que serán excepcionales los casos en los que 
no haya correspondencia, por ejemplo, por el juego relevante de los principios propios del 
procedimiento sancionador, como la presunción de inocencia, sin cabida en el procedimiento 
de recargo, o porque no se haya probado debidamente la relación de causalidad entre la 
infracción preventiva y el daño que cubre el recargo. 

No sucede lo mismo en el conocimiento judicial de las materias, como se evidencia en 
este trabajo. Ello pese a las disfunciones que puede provocar el hecho de que, pese a que 
los procesos discurran paralelos, el juez competente para conocer del recargo no quede 
condicionado por lo dicho en el proceso de impugnación de la sanción, y a la inversa. 
Disfunción que resulta más incomprensible desde que el orden social ha asumido el cono­
cimiento de ambos procesos. El legislador podría haber optado por alguna fórmula, como 
la litispendencia o la acumulación de procesos, pero no lo ha hecho. Y la jurisprudencia 
lejos de apostar por la unidad de criterio entre sanción y recargo, ha optado, en especial 
en sus últimas sentencias, por la corriente inversa, separando el recargo de la sanción 
y vinculándolo a la indemnización por daños derivados de accidente de trabajo –con la 
salvedad de la STS 25/04/2018–. 

La primera dificultad para obtener resoluciones homogéneas es la diferente reacción 
frente a la existencia de un proceso penal: el sancionador se paraliza y sólo se reabre en 
caso de absolución penal, quedando condicionado el procedimiento sancionador por el 
relato de hechos dado por probado en el proceso penal (art. 3.3 LISOS). Por el contrario, 
el procedimiento de recargo no se paraliza por el inicio de acciones penales y tampoco por 
el procedimiento sancionador, aunque ambos interrumpen la prescripción de la acción de 
recargo. Lógicamente esto dificulta la vinculación de hechos probados que se formula en 
la ley y que ratificó en su día el Tribunal Constitucional (respecto de cómo ha sucedido 
el accidente y de si ha habido incumplimiento de medidas preventivas). En este punto, 
resulta clave el criterio del Tribunal Supremo que ha optado por matizar la jurispruden­
cia constitucional, apostando porque el juez se pronuncie sobre el recargo con autonomía 
respecto de la sanción, tanto en lo relativo a la existencia o no de infracción de medidas 
preventivas, como respecto del porcentaje aplicable. Tendencia judicial que supone, en 
cierta medida, aceptar la imposición del recargo, aunque no haya infracción clara de me­
didas de seguridad. 
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El estudio concluye con un recorrido por las vías posibles de reparación frente a resolucio­
nes contradictorias. En primer término, se analiza la posibilidad de revisar la sentencia 
firme de recargo, que sólo será posible en caso de posterior sentencia penal absolutoria 
por inexistencia de incumplimiento preventivo alguno o por falso testimonio. No cabe 
revisión por posterior sentencia en el procedimiento sancionador. En segundo término, 
se examina la posibilidad de incorporación de la sentencia de recargo/sanción en el otro 
pleito, también en fase casacional, como mecanismo para garantizar cierta proximidad 
en las decisiones. Pero sobre todo se insiste en la conveniencia de apreciar efecto de cosa 
juzgada entre ambos pleitos en cuanto a la infracción preventiva, negada en principio por 
el Tribunal Supremo, si bien pudiéramos estar ante un cambio de criterio a raíz de la STS 
25-4-2018. 

A la luz de todo lo dicho, se ofrecen una serie de conclusiones críticas sobre estos criterios 
jurisprudenciales. Pues aceptar que procede el recargo por el juego de los deberes genera­
les de protección, es tanto como asumir que la existencia misma del accidente presupone 
la presencia de cierto incumplimiento preventivo, aunque éste no se concrete en una 
norma precisa. Lo que, genera una innegable inseguridad jurídica al empresario, y cierta 
injusticia, pues si ha cubierto las exigencias legales concretas de seguridad que la norma­
tiva de prevención de riesgos dispone, no parece apropiado imponerle otra elevada carga 
económica, que discurre paralela al aseguramiento del riesgo por el sistema de Seguridad 
Social. Máxime si se tiene en cuenta que el recargo resulta absolutamente compatible con 
la indemnización por daños, y que no es asegurable. Y si se entiende que debe concurrir 
una infracción clara de medidas preventivas, la vinculación a la apreciación de la senten­
cia social que se pronuncia sobre la sanción no debería admitir excepción sencilla, como 
parece admitir ahora la STS 25-4-2018. 

Palabras clave: Accidente de trabajo; sanción administrativa; diligencias penales; revi­
sión de sentencias firmes; cosa juzgada; Inspección de trabajo. 
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From the legal point of view, the manifestation of a work accident, can have derivations 
of very diverse scope, whose procedural management causes frequent disagreements. 
Essentially because different judicial bodies are knowing, have known or will know of 
the different consequences of the accident from the perspective that is their own, this is: 
Social Security benefits, benefits surcharge, administrative penalty for infraction of health 
and safety measures, imputation criminal in the most serious cases of non-compliance, 
and compensation for damages. A part. of these difficulties are studied in this study, 
in particular, those related to the judicial coordination of the decisions of the benefits 
surcharge, the administrative sanction and the criminal offences. To this end, we want 
to show that, although there is usually parallelism between the administrative decisions 
of the benefits surcharge and the sanction, in the judicial phase that synchronization 
vanishes, and may lead to contradictory resolutions on the consequences of the same 
event (the accident). In fact, if we take into account that the same Labor Inspectorate 
official acts investigating the accident for both benefits surcharge and for the sanction, 
the logical thing is that his assessment of what happened for both consequences is the 
same. Parallelism that is not usually lost in the decision-making phase, because although 
it corresponds to different bodies (labor authority and INSS), both tend to abide by the 
findings of the Labor Inspectorate. It is true that this does not mean absolute identity, 
the sense is that whenever there is a penalty proposal there is a benefits surcharge and 
vice versa, but simply that cases where there is no correspondence, for example, due to 
the relevant set of principles, will be exceptional of the sanctioning procedure, such as the 
presumption of innocence, without room in the benefits surcharge procedure, or because 
the causal link between the preventive infraction and the damage covered for the benefits 
surcharge has not been properly proven. 

The same thing does not happened when the issues reach the court, as evidenced in 
this study. In spite of the malfunctions that might arise from the fact that, although 
the proceedings run parallel, the judge competent to hear the benefits surcharge is not 
conditioned by what was said in the process of challenging the sanction, and vice versa. 
The dysfunction is more incomprehensible since the social order has assumed knowledge 
of both processes. The legislator could have opted for some projection, such as lis pendens 
or the accumulation of processes, but has not done so. And the far jurisprudence from 
betting on the criterion unit between penalty and benefits surcharge, has opted, especially 
in their last sentences, for the reverse flow, separating the penalty benefits surcharge and 
linking it to compensation for damages resulting from the work injury. 

The first difficulty in obtaining homogeneous resolutions is the different reaction to 
the existence of a criminal offences: the infringement procedure is paralyzed and only 
reopens in case of criminal acquittal. The sanctioning procedure being conditioned by the 
factual account given by proven in the criminal offences (Article 3.3 LISOS). Conversely, 
the benefits surcharge procedure is not paralyzed by the initiation of criminal offences 
or by the sanctioning procedure, although both interrupt the prescription of the benefits 
surcharge action. Logically, this hinder the relation of the proven facts that are formulated 
in the law and ratified by the Constitutional Court (regarding how the accident happened 
and whether there had been non-compliance with preventive measures). At this point, 
the criterion of the Supreme Court has been qualified the jurisprudence constitutional, 
giving priority for self-autonomy in the benefits surcharge judgment –about the infraction 
of preventive measures and the percentage–. That supposes to accept the imposition of 
the benefits surcharge without specifically infraction of security measures. 

The study concludes with a review of the possible ways of solutions for the contradictory 
resolutions. In the first point, the possibility of reviewing the final judgment of benefits 
surcharge is analyzed, with a subsequent acquittal penal sentence for non-existence of 
any preventive default or for false testimony. That is not possibility with a sanctioning 
sentence. Secondly, the possibility of incorporating the benefits surcharge /sanctioning 
sentence in the other litigation, also in the appealing before the Supreme Court, is 
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analyzed too. Above all it insists on the convenience of appreciating the effect of res 
judicata between the two judgments about of the preventive infraction, turned down by 
the Supreme Court (at least until, STS 25-4-2018). 

Recapitulation, the series of critical conclusions in these jurisprudential are offered. The 
imposition of the benefits surcharge without specifically infraction of security measures 
meaning recognize always. That gives uncertainty legal to the employer, and injustice, 
because if he has covered the specific legal security requirements of the prevention 
regulation provides, it does not appropriate to impose another high economic burden, 
it added assurance for the Social Security system. Specially if you remember that the 
benefits surcharge is absolutely compatible with the compensation for damages, and 
that it is not insurable. If is necessary a specifically infraction of preventive, the benefits 
surcharge sentence must be linked of the sanction, except in exceptional cases (as he 
seems to admit now, STS 25-4-2018). 

Keywords: Work accident; administrative penalti; criminal offences; judgment review; 
juged thing; Labour Inspectorate. 
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La competencia del 
orden jurisdiccional 
social en la materia de 
seguridad y salud en 
el trabajo 

1.	 LA CONVERSIÓN DEL ORDEN 
JURISDICCIONAL SOCIAL 
EN EL ORDEN ESPECIALIZADO 
PARA EL CONOCIMIENTO 
DE LAS CUESTIONES RELATIVAS 
A LA SEGURIDAD Y SALUD LABORAL 
TRAS LA LRJS 

La seguridad y salud en el trabajo cons­
tituye una de las materias sobre las 
que más se ha reflejado la racionaliza­

ción y ampliación de competencias del orden 
jurisdiccional social que llevó a cabo la Ley 
36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la 
Jurisdicción Social (en adelante LRJS). Sus 
artículos 2 y 3 –que enumeran las materias 
incluidas y excluidas, respectivamente, del 
ámbito de la jurisdicción social– fueron la 
respuesta legal a las constantes peticiones de 
los operadores jurídicos de una mejor y ma­
yor sistematización de la competencia para 
conocer de los diferentes aspectos de la se­
guridad y salud en el trabajo, caracterizada 
hasta entonces por un continuo conflicto ju­
risdiccional. En buena medida, dicho conflicto 
venía provocado por el carácter poliédrico de 
la prevención de riesgos en el ámbito laboral, 
cuya regulación por la Ley 31/1995, de 8 de 
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Social jurisdiction in 
safety and health issues 

YOLANDA MANEIRO VÁZQUEZ*
 

noviembre, de Prevención de Riesgos Labora­
les (en adelante, LPRL) se encuentra plagada 
de distintos y variados aspectos –laborales, ci­
viles, penales y administrativos– que dificul­
taban la identificación del orden jurisdiccio­
nal competente para conocer de cada uno de 
ellos. El largo tiempo invertido en convertir 
al orden social en el único especializado para 
conocer de todas las materias de prevención 
de riesgos laborales parece justificado a la 
vista de la extraordinaria complejidad que 
implica delimitar el ámbito de la jurisdicción 
social frente a la civil y a la contencioso-ad­
ministrativa, en general. Y, en particular, res­
pecto de la seguridad e higiene en el trabajo, 
que desborda tan fácilmente un único orden 
jurisdiccional y extiende sus ramificaciones 
más allá de las fronteras entre jurisdicciones 
distintas1. 

A través de la regulación legal, como indi­
ca el propio Preámbulo de la norma, la LRJS 
ha tratado de «establecer, ampliar, racionali­
zar y definir, con mayor claridad el ámbito de 
conocimiento del orden jurisdiccional social» 
con fundamento en su mayor especialización 
respecto de otros órdenes, señaladamente 

1 En este sentido, véase J. García Murcia, responsabilida­
* Profesora Contratada Doctora de Derecho del Trabajo y des en materia de seguridad y salud en el trabajo, CEF, nº. 395, 

de la Seguridad Social. Universidad de Santiago de Compostela. 2016, p. 96. 
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el civil y el contencioso-administrativo. De 
modo expreso, la LRJS reconoce su intención 
de ofrecer «una cobertura más especializada 
y coherente a los distintos elementos de la 
materia laboral», evitando el tan criticado pe­
regrinaje jurisdiccional. Bajo este expresivo 
nombre se describe la tradicional disgrega­
ción del conocimiento de determinadas ma­
terias sociales entre diversas jurisdicciones 
distintas de la social. Esta dispersión obliga­
ba a los afectados a acudir a los juzgados y 
tribunales del orden social, civil y contencio­
so-administrativo para tratar de obtener una 
tutela integral y un total resarcimiento en 
sus pretensiones, que rara vez se alcanzaba 
dadas las obvias dificultades que entrañaba 
la actuación simultánea de varias jurisdiccio­
nes ante la misma materia. Entre otros efec­
tos indeseados, este peregrinaje provocaba 
graves disfunciones y dificultaba la efectiva 
protección de los derechos de las personas, 
en particular, en pleitos sobre reclamación de 
responsabilidad en caso de accidentes de tra­
bajo y enfermedades profesionales, o sobre el 
incumplimiento de la normativa de preven­
ción de riesgos laborales por las empresas y 
por las Administraciones Públicas. En ambos 
casos, la diversa naturaleza del sujeto obli­
gado, que podía ser tanto el empresario como 
los servicios externos de prevención, audito­
rías, trabajadores autónomos u otros, provo­
caba que las responsabilidades pudieran ser 
administrativas, penales, civiles o laborales2. 
Algún autor ha señalado que la concurren­
cia de órdenes normativos tan dispares como 
los indicados, abría la puerta a cuatro órde­
nes jurisdiccionales diferentes (social, penal, 
civil y contencioso-administrativo), sin que 

M.l. Segoviano astaburuaga (artículo 2. Ámbito del 
orden jurisdiccional social, en el vol. aa. VV.: «Comentarios a 
la ley reguladora de la Jurisdicción Social», 2ª ed., lex nova, 
Madrid, 2011, p. 47) señala que la ubicación en el orden so­
cial del conocimiento de todas las reclamaciones planteadas 
por el trabajador o sus causahabientes como consecuencia del 
accidente de trabajo o enfermedad profesional sufrida «es un 
deseo largamente sentido por la doctrina, y los propios Tribu­
nales, que desde hace años vienen señalando las disfunciones, 
demoras y, en ocasiones, resoluciones de signo contrario que la 
dispersa regulación de la materia originaba». 
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existiese una definición de los principios de 
ordenación que habían de regir las relaciones 
entre estos diversos ámbitos, «ni claridad o 
coordinación en los criterios de imputación 
de las respectivas responsabilidades»3. 

Es sabido que la mera atribución de juris­
dicción no basta por sí sola para que un órga­
no judicial pueda conocer de una determinada 
materia, sino que es preciso que exista una 
norma que asigne su conocimiento a un órga­
no judicial4. Por ello, la asignación de compe­
tencias al orden jurisdiccional social que re­
coge el art.  9.5 LOPJ5 resultaba insuficiente 
a estos efectos, en ausencia de una precisión 
más específica por parte de las anteriores le­
yes de procedimiento laboral. Respecto de la 
exhaustiva relación de materias incluidas y 
excluidas de la jurisdicción social que contie­
ne y de la actual LRJS6, su propio preámbulo 
reconoce que «cierra el proceso de maduración 
del proceso social iniciado por la Ley de 1908 
y continuado por el Texto Refundido de 1995, 
como jurisdicción con competencia unificada 
para conocer todos los litigios sobre materias 
sociales»7. 

3 M. Correa Carrasco: «accidente de trabajo, responsabi­
lidad empresarial y aseguramiento», Bomarzo (albacete, 2007), 
p. 17. Para el autor: «el resultado que se genera a la postre es el 
de una situación ciertamente caótica y difícilmente compatible 
con las exigencias de seguridad jurídica». 

4 así lo indica l. Dans Álvarez de Sotomayor, la nueva 
dimensión de la materia contenciosa laboral: una mirada a 
través de las sucesivas leyes de procedimiento laboral, en «la 
nueva dimensión de la materia contenciosa laboral», Bomarzo 
(albacete, 2014), p. 16. 

5 Tras indicar en que «los Juzgados y Tribunales ejerce­
rán su jurisdicción exclusivamente en aquellos casos en que les 
venga atribuida por esta u otra ley» (art. 9.1), el art. 9.5 loPJ 
restringe la jurisdicción de los Juzgados y Tribunales del orden 
social «exclusivamente en aquellos casos en que les venga atri­
buida por esta u otra ley». 

6 Un análisis histórico de esta delimitación competencial 
en l. Dans Álvarez de Sotomayor, op. cit., pp. 18 y ss. 

7 l. Dans Álvarez de Sotomayor (op. cit., pp. 19 y 20) ca­
lifica de pretenciosa esta afirmación, dado que: «el análisis del 
alcance de esta ampliación competencial desde la perspectiva 
que ofrece el estudio de las siete leyes de procedimiento laboral 
que precedieron a la actual ley reguladora, permite aventurar 
que ésta –aunque a buen seguro las ha minimizado– no va a 
conseguir eliminar por completo todas las zonas conflictivas 
o grises entre los distintos órdenes de la jurisdicción (…) por­

2 
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Dicho camino estuvo, sin embargo, plagado 
de vaivenes en forma de conflictos jurisdiccio­
nales derivados de las distintas interpreta­
ciones que, respecto de las mismas normas, 
ofrecieron unos y otros tribunales. Y estos 
azarosos caminos procesales impidieron, al fi­
nal, que el orden jurisdiccional social pudiera 
ofrecer al afectado una protección integral de 
sus intereses en un período de tiempo ajusta­
do y con unas razonables expectativas de se­
guridad jurídica y de tutela judicial efectiva. 
Los arts. 2 y 3 LRJS pusieron fin al tradicional 
peregrinaje jurisdiccional8 concentrando en el 
orden social todas las cuestiones relativas a 
los accidentes de trabajo9, con fundamento en 
la mayor especialización, el conocimiento más 
completo de la materia social y la oferta de un 
marco procesal más adecuado para la tutela 
de los intereses propios de esta materia10. A 

que, con la renovada definición de su ámbito competencial, la 
lJS ha creado límites también nuevos, unas fronteras diferentes 
que muy probablemente van a traer aparejadas conflictos com­
petenciales también de naturaleza distinta». 

8 En palabras de a. Martín Valverde («Sistema judicial y 
jurisdicción laboral», en «El proceso laboral. Estudios en home­
naje al Profesor luis Enrique de la Villa Gil», lex nova (Vallado­
lid, 2001), p. 585): «Cuando el sistema judicial ha querido man­
tener el principio de exclusividad jurisdiccional en la resolución 
de los litigios de trabajo ha tenido que llevar a cabo cambios 
de cierta profundidad para atender a las particulares exigencias 
de equidad y eficiencia de la administración de Justicia en ese 
campo de la vida social». 

9 la urgencia de abordar esta cuestión y ofrecer una 
solución al caos jurisprudencial existente hasta entonces la 
describe acertadamente C. Molina navarrete (análisis de la 
nueva ley de Jurisdicción Social. nuevas reglas legales, nuevos 
problemas, nuevos retos, la ley, 2011, p. 50): «si un tema exigía 
con urgencia esa unificación, ése era el poner freno al abso­
luto dislate en que se había convertido el control judicial de 
una cuestión de tan magna trascendencia como los accidentes 
de trabajo –menos el tema de las enfermedades profesiona­
les–, sin perjuicio de la creciente centralidad de las llamadas 
enfermedades del trabajo, aunque reconducidas, como es bien 
sabido, por la vía de los accidentes de trabajo en nuestro orde­
namiento». 

10 Como señala F. Salinas Molina (la nueva ley regulado­
ra de la Jurisdicción social y la ley de Prevención de riesgos 
laborales, revista de Trabajo y Seguridad Social-CEF, nº 395, 
2016, p. 127), la atribución al orden jurisdiccional, con carácter 
pleno, de los litigios sobre la aplicación de la normativa de pre­
vención de riesgos laborales se extiende a cuestiones como las 
siguientes: «cambios de puestos de trabajo, control judicial de 
incumplimientos de dicha normativa, paralización de activida­
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través de ellos, la LRJS trató de incorporar a 
su regulación las líneas maestras que, ante la 
ausencia de límites legales expresos, fueron 
estableciendo los tribunales laborales, civiles 
y contencioso-administrativos. 

En la actualidad, la competencia de los tri­
bunales laborales para conocer de las cuestio­
nes relativas a la seguridad y salud laboral se 
extiende, fundamentalmente, a las siguientes: 

–	 Las relativas a los accidentes de tra­
bajo y enfermedades profesionales. 
El art. 2 b) LRJS crea un ámbito uni­
tario de tutela jurisdiccional para el 
resarcimiento integral del daño cau­
sado. El orden social centraliza así el 
enjuiciamiento de todos los sujetos 
que hayan contribuido a la produc­
ción del daño sufrido por el trabaja­
dor en el marco laboral o en conexión 
directa con éste. 

–	 Las que afectan al cumplimiento de la 
normativa de prevención de riesgos la­
borales. Abarca las acciones presenta­
das con carácter tanto preventivo como 
reparador del daño causado, y tanto en 
el ámbito privado como en el de las Ad­
ministraciones Públicas. Por tal moti­
vo, el orden social se ocupará también 
de las acciones presentadas por los 
funcionarios, el personal estatutario o 
el personal laboral cuando demanden 
a la Administración en calidad de em­
pleador (art. 2.e LRJS). 

–	 Las relativas a los órganos de repre­
sentación del personal, ya se trate de 
los delegados de prevención como de los 
comités de seguridad y salud, en rela­
ción con la prevención de riesgos en el 
trabajo, con independencia del tipo de 

des por riesgos para la seguridad y salud, accidentes de trabajo 
o enfermedades profesionales, acoso, sanciones administrati­
vas, derechos de los Delegados de Prevención y los Comités de 
Seguridad y Salud, con independencia del tipo de personal que 
intervenga en su designación o composición, obligatoriedad o 
no de reconocimientos médicos, etc.». 
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personal que intervenga en su compo­
sición o designación11. 

–	 Las demandas contra resoluciones ad­
ministrativas de la Autoridad Laboral 
en el ejercicio de la potestad sancio­
nadora por comisión de infracciones 
laborales en materia de prevención de 
riesgos (art. 2.n LRJS). 

–	 La impugnación de la paralización in­
mediata de trabajos o tareas ordena­
das por la Inspección de Trabajo por 
inobservancia de la normativa de pre­
vención de riesgos laborales (art.  2.n 
LRJS). 

Como pone de manifiesto la propia LRJS, 
la centralización del conocimiento de estas 
cuestiones en el orden social ha favorecido 
el cumplimiento efectivo de las políticas de 
promoción de la seguridad y salud en el lugar 
de trabajo. Pero, como logro más importante, 
evitó la intervención sucesiva de diferentes ór­
ganos jurisdiccionales respecto de una misma 
materia y las consiguientes dilaciones y gas­
tos innecesarios que ello provocaba, al tiempo 
que garantizó la seguridad jurídica, al elimi­
nar el peligro de fallos contradictorios. Ade­
más, la conversión del juez laboral en el ga­
rante último de la normativa de prevención de 
riesgos laborales, también con carácter previo 
a la producción de un daño, permite aplicar al 
procedimiento correspondiente las reglas pro­
pias del proceso laboral respecto de cuestiones 
como los actos preparatorios y medidas caute­
lares previstas en la LRJS12. 

11 al respecto, C. Molina navarrete (op. cit., pp. 62 y 63) 
señala la competencia del orden social en el plano colectivo 
«vinculándose a la dimensión colectiva –clave en todo estatuto 
profesional–: las controversias entre dos o más sindicatos, o 
entre estos y las asociaciones empresariales, siempre que el liti­
gio verse sobre cuestiones objeto de la competencia del orden 
jurisdiccional social, incluida en todos los supuestos de este 
apartado la responsabilidad por daños». 

12 F. Salinas Molina (la nueva ley reguladora…, cit., 
p. 128) señala los siguientes: «a) autorizaciones para entrada 
en domicilios particulares en que se encuentren ubicados cen­
tros de trabajo (art. 76.5 lrJS); b) El control de actos admi­
nistrativos sobre paralización de trabajos por riesgos para la 
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Con todo, este esfuerzo clarificador no ha 
conseguido eliminar totalmente las dudas que 
sigue planteando la delimitación de la compe­
tencia laboral, civil o contencioso-administra­
tiva para conocer de las diversas cuestiones 
que derivan de la seguridad y salud en el tra­
bajo13. La compleja redacción del art. 2 LRJS 
provoca nuevos interrogantes, que se agravan 
al entrar en relación con las exclusiones con­
tenidas en el art. 3 LRJS y con la enorme com­
plejidad de las materias a las que afecta14. 

2.	 LA COMPETENCIA DEL ORDEN
 
SOCIAL PARA CONOCER
 
DE LA RESPONSABILIDAD
 
POR LOS DAÑOS QUE TENGAN
 
SU CAUSA EN ACCIDENTES
 
DE TRABAJO O ENFERMEDADES
 
PROFESIONALES (Art. 2.b LRJS)
 

La LRJS reivindica ex novo su propia com­
petencia15 para conocer de las acciones sobre 

seguridad y salud (art. 79.6 lrJS); c) la exoneración de pres­
tar servicios al trabajador que insta la extinción contractual 
cuando se justifique que la conducta empresarial perjudica la 
dignidad o la integridad física o moral del trabajador (art. 79.7 
lrJS); d) las garantías adoptables judicialmente para la digni­
dad e intimidad del trabajador en las pruebas médicas a las que 
tuviera que ser sometido (entre otros, art. 90.5, 6 y 7 lrJS); e) 
la posibilidad de recabar judicialmente informes de expertos o 
de la inspección de Trabajo y Seguridad Social (art. 95.4 lrJS); 
f) la multiplicidad de medidas cautelares aplicables con carác­
ter general, como son las que se detallan en proceso de tutela 
de derechos fundamentales cuando la demanda se refiera a la 
protección frente al acoso». 

13 Para a. Martín Valverde («Sistema judicial y Jurisdicción 
laboral», en «El proceso laboral. Estudios en homenaje al Pro­
fesor luis Enrique de la Villa Gil», lex nova (Valladolid, 2001), 
p. 581) los principales problemas de coordinación «surgen 
cuando la Justicia está organizada en distintas jurisdicciones u 
órdenes jurisdiccionales, una o uno de los cuales puede y suele 
ser la jurisdicción o el orden jurisdiccional social. En este mo­
delo, no basta para el funcionamiento conjuntado del sistema 
judicial con las normas de competencia o distribución de la 
labor jurisdiccional». 

14 Véase J.M. Díaz rodríguez, «impugnaciones en materia 
administrativa laboral», en el vol. Dans Álvarez de Sotomayor 

(Dir.), la nueva dimensión de la materia contenciosa laboral, 
Bomarzo (albacete, 2014), p. 161. 

15 En estos términos, véase l. Dans Álvarez de Sotomayor, 
op. cit., p. 32. la autora repasa la evolución de la competencia 
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responsabilidad por accidentes de trabajo y 
enfermedades laborales que traigan su cau­
sa en la actuación culposa del empleador. El 
art. 2.b LRJS reconoce la competencia de los 
juzgados y tribunales laborales para conocer 
«en relación con las acciones que puedan ejer­
citar los trabajadores o sus causahabientes 
contra el empresario o contra aquellos a quie­
nes se les atribuya legal, convencional o con­
tractualmente responsabilidad, por los daños 
originados en el ámbito de la prestación de 
servicios o que tengan su causa en accidentes 
de trabajo o enfermedades profesionales, in­
cluida la acción directa contra la aseguradora 
y sin perjuicio de la acción de repetición que 
pudiera corresponder ante el orden competen­
te». Este mandato legislativo constituyó «una 
novedad sin precedente alguno en los anterio­
res textos procesales»16 y convirtió a la juris­
dicción social en el garante del cumplimiento 
de la normativa de prevención de riesgos labo­
rales, desde la primera fase preventiva, hasta 
la última fase reparadora del daño ocasionado 
por su incumplimiento. En consecuencia, el 
orden social concentra ahora el conocimiento 
de las acciones que puedan ejercitar los traba­
jadores o sus causahabientes contra el empre­
sario o17 contra aquéllos a quienes se les atri­
buya legal, convencional o contractualmente 
responsabilidad por los daños que tengan su 
causa en accidentes de trabajo o enfermeda­
des profesionales. Pero, además, también se 
ocupa de la acción directa frente a la entidad 
aseguradora que cubra la responsabilidad ci­
vil patronal18, sin perjuicio, claro está, de la 

de los Tribunales laborales para conocer de esta materia, que 
puede retrotraerse hasta la ley de Tribunales industriales de 
1912, que atribuía a estos tribunales el conocimiento de «los 
pleitos que surjan en aplicación de la ley de accidentes del 
Trabajo, sometidos hasta ahora provisionalmente a los jueces 
de primera instancia». 

16 M.l. Segoviano astaburuaga, op. cit., p. 46. 
17 Como indica M.l. Segoviano astaburuaga (op. cit., 

p. 48): «aunque el precepto utiliza la disyuntiva –o–, en la ma­
yoría de ocasiones habrá de utilizarse la copulativa –y–, ya que 
habrá que demandar al empresario y a otros responsables». 

18 Dicha acción se regula en el art. 76 de la ley 50/1980, 
de 8 de octubre, de Contrato de Seguro: «El perjudicado o sus 
herederos tendrán acción directa contra el asegurador para 
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acción de repetición que pudiera corresponder 
ante el orden competente. 

Como es fácil de comprender, la naturaleza 
tan diversa de las distintas sanciones y res­
ponsabilidades propias del ámbito de la pre­
vención de riesgos laborales (art.  42 LPRL) 
dificulta su regulación unitaria. En la medida 
en la que es posible hablar de una responsa­
bilidad laboral, administrativa, penal y civil19, 
se dispersa la competencia para conocer de 
ella entre distintos órdenes jurisdiccionales. 
La ampliación de la competencia del orden 
social que realizó el art.  2.b LRJS trató de 
ofrecer la solución definitiva que tanto había 
reclamado la doctrina científica y la judicial20, 

exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar, sin 
perjuicio del derecho del asegurador a repetir contra el asegu­
rado, en el caso de que sea debido a conducta dolosa de éste, el 
daño o perjuicio causado a tercero. la acción directa es inmune 
a las excepciones que puedan corresponder al asegurador con­
tra el asegurado. El asegurador puede, no obstante, oponer la 
culpa exclusiva del perjudicado y las excepciones personales 
que tenga contra éste. a los efectos del ejercicio de la acción 
directa, el asegurado estará obligado a manifestar al tercero 
perjudicado o a sus herederos la existencia del contrato de se­
guro y su contenido». 

19 J. García Murcia (responsabilidades y sanciones…, 
cit., p. 91) señala la muy diferente naturaleza y diferentes 
características de estas responsabilidades: «Pueden ser res­
ponsabilidades de naturaleza pública o responsabilidades de 
naturaleza privada. Pueden entrañar la imposición de sancio­
nes en sentido estricto o pueden dar lugar a la reclamación 
de indemnizaciones o compensaciones por daños y perjuicios. 
Pueden estar dirigidas al empresario, como principal respon­
sable de la seguridad y salud en los medios de trabajo, pero 
también pueden afectar a otros muchos sujetos, incluido el 
trabajador. En fin, pueden depurarse a través de la interven­
ción de las autoridades públicas o mediante el ejercicio de las 
correspondientes acciones por parte de los interesados (…) las 
responsabilidades de tipo patrimonial siguen perteneciendo 
al Derecho civil o común. las responsabilidades de naturaleza 
pública siguen perteneciendo al Código Penal (CP) o a cuerpos 
legales de tono administrativo. las responsabilidades ligadas al 
sistema de seguridad social continúan adscritas a la ley Gene­
ral de Seguridad Social (lGSS). la responsabilidad disciplinaria, 
en fin, conecta de manera muy clara con las normas laborales 
sobre el poder disciplinario del empresario, aunque cuente con 
alguna reseña interesante dentro de la propia lPrl». 

20 Véase l. Dans Álvarez de Sotomayor, op. cit., p. 33, quien 
señala este dato aun «habida cuenta de la existencia de ciertas 
reivindicaciones y propuestas para la elaboración de una ley 
integral de siniestralidad laboral». 
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poniendo fin a la dualidad de jurisdicciones 
competentes en materia de responsabilidad 
civil del empresario derivada de accidente de 
trabajo y enfermedad profesional. 

2.1.	 Los vaivenes jurisprudenciales 
sobre la competencia judicial 
en materia de responsabilidad 
por daños 

La ubicación de estos conflictos en el ámbi­
to de competencia de los tribunales laborales, 
pese a ser hoy en día una cuestión pacífica, 
se caracterizó por una fluctuante y conflictiva 
jurisprudencia, motivada, principalmente, por 
la ausencia de una regulación legal clara que 
favoreció el enfrentamiento jurisprudencial 
entre el orden civil y el social. 

La Ley de Procedimiento Laboral de 1958 
ya se había atribuido expresamente el conoci­
miento de «los pleitos de accidentes del traba­
jo», si bien al emplear un enunciado tan gené­
rico, provocaron que los tribunales laborales 
no se ocupasen de todos estos pleitos, sino so­
lamente de dos principales: los litigios sobre 
las prestaciones debidas al trabajador víctima 
de un accidente de trabajo o enfermedad pro­
fesional, y las controversias entre el empresa­
rio y la entidad aseguradora sobre la falta de 
cobertura del riesgo productor del accidente21. 
Tras la aparición del sistema unificado de Se­
guridad Social, la materia contenciosa laboral 
derivada de los pleitos sobre accidentes de tra­
bajo quedaría subsumida en los «pleitos sobre 
seguridad social», que el art.  1º, apartado 2, 
de la Ley de Procedimiento Laboral de 1966 
atribuyó al conocimiento de los tribunales la­
borales22. 

21 Se trata, como indica l. Dans Álvarez de Sotomayor 

(op. cit., pp. 32 y 33), del supuesto contenido en el art. 8º del 
reglamento de Seguros de accidente de trabajo: cuando la pó­
liza no cubriese «en el tiempo, en el lugar o emplazamiento, o 
en su peligrosidad, el riesgo productor del accidente, siempre 
que exista falsedad u ocultación deliberada en la proposición 
del seguro, y cuando exista falta de pago de las primas en los 
plazos establecidos». 

22 Véase l. Dans Álvarez de Sotomayor, op. cit., p. 33. 
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Al margen de la responsabilidad objetiva, 
cubierta por las prestaciones de Seguridad 
Social, la infracción culpable de las normas 
de seguridad y salud laborales conlleva un 
segundo nivel de responsabilidad. Si el em­
presario no cumple con la debida diligencia 
sus deberes específicos de prevención de los 
riesgos laborales, se desencadena su respon­
sabilidad por los daños y perjuicios causados 
al trabajador –o a sus causahabientes, en el 
caso de fallecimiento de éste–, ya se trate 
de una responsabilidad derivada de delito, 
ya tenga carácter administrativo, o bien sea 
contractual por su propio incumplimiento o 
por el incumplimiento de sus mandos inter­
medios. El precepto clave en esta materia no 
es otro que el art. 42 LPRL, que vincula el in­
cumplimiento de las obligaciones de preven­
ción de riesgos laborales con «responsabilida­
des administrativas, así como, en su caso, a 
responsabilidades penales y a las civiles por 
los daños y perjuicios que puedan derivarse 
de dicho incumplimiento»23. 

No ha de olvidarse que la responsabilidad 
por daños, ya sea esta contractual o extra-
contractual o aquiliana, se hace depender ex­
clusivamente de las normas civiles sobre res­
ponsabilidad patrimonial, incluso aunque se 
hubiera originado en el ámbito de la relación 
laboral y traiga causa del incumplimiento de 
las normas de prevención de riesgos labora­
les. Como ha indicado algún autor, las normas 
civiles ofrecen fórmulas generales de respon­
sabilidad aptas para muchos ámbitos de la 
vida social, del que «la seguridad y salud en 
el trabajo no es más que una de sus posibles 
y múltiples pistas de aterrizaje»24. Así pues, 

23 En este sentido, J. García Murcia (responsabilidades y 
sanciones en materia de seguridad y salud en el trabajo, Thom­
son-aranzadi, Cizur-Menor, 2003, p. 26) señala certeramente 
que aunque «la lPrl se hizo cargo de esa variedad de responsa­
bilidades, y de su habitual aplicación al ámbito de la seguridad 
y salud en el trabajo, y puede que pretendiera (en apariencia al 
menos) proporcionar un tratamiento conjunto de las mismas 
y remediar así la tradicional dispersión normativa. Pero no fue 
ese su resultado final». 

24 J. García Murcia, responsabilidades y sanciones…, 
cit., p. 96. 
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la responsabilidad civil o patrimonial puede 
exigirse siempre que una persona hubiera 
ocasionado un daño a otra. Surgirá, entonces, 
la obligación de reparar o compensar el daño 
causado con independencia de que se hubiera 
o no vulnerado alguna norma25 y aunque la 
situación se hubiera producido en el marco 
de una relación laboral. 

La regulación civil de esta materia dio lu­
gar a importantes vaivenes jurisprudenciales 
a la hora de determinar cuál habría de ser el 
orden jurisdiccional competente para conocer 
de estas demandas por los daños sufridos por 
el trabajador en su actividad laboral cuan­
do fuesen consecuencia del incumplimiento 
empresarial de la normativa de seguridad y 
salud en el trabajo26. Los juzgados y tribuna­
les de la jurisdicción social reclamaron, inva­
riablemente, su competencia para conocer de 
estas demandas con el principal argumento 
de la mayor cercanía de estas cuestiones a 
la materia social, al afectar a la seguridad y 
salud en el trabajo27. También quisieron se­
ñalar las importantes ventajas que ofrecía 
el proceso laboral frente al civil. Entre ellas, 
aludieron a la mayor rapidez y especializa­
ción que puede ofrecer el proceso laboral en 

25 Siguiendo a J. García Murcia (responsabilidades y san­
ciones…, cit., p. 96): «no es preciso que se produzca infracción 
de la norma, aunque sí se requiere, naturalmente, un acto 
ilícito o indebido, por contradicción con los correspondientes 
mandatos legales o deberes contractuales, por deficiente o ne­
gligente aplicación de los mismos o por falta de diligencia en 
los actos de la vida». 

26 ante la ausencia de una distribución específica de com­
petencias en esta materia, los tribunales laborales reclamaban 
su competencia en atención, entre otros, en la atribución de 
competencias a la jurisdicción social para conocer de las cues­
tiones litigiosas que se promueven entre empresarios y traba­
jadores como consecuencia del contrato de trabajo (art. 25.1 
loPJ) así como de aquellas pretensiones que se promuevan 
«dentro de la rama social del derecho» (art. 9.5 loPJ). Si bien 
los tribunales civiles miraban al art. 22.3 loPJ, que atribuye a 
la jurisdicción civil la competencia en materia de obligaciones 
extracontractuales. 

27 Véase un amplio análisis de esta cuestión en a. Ginés i 
Fabrellas, la ley de la Jurisdicción social: punto y final al eter­
no debate acerca de la jurisdicción competente en materia de 
responsabilidad civil del empresario, relaciones laborales, nº. 
21/22, 2012 (la lEy 17931/2012). 
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esta materia; sus menores costes y las mayo­
res garantías para el trabajador demandan­
te, especialmente en aquellos supuestos en 
los que resulte más complejo determinar la 
responsabilidad de los diferentes sujetos que 
concurrieron a la producción del daño; y las 
mayores posibilidades de obtener un resarci­
miento completo del daño, en la medida en 
que se evita la fragmentación de la causa en­
tre el orden social y el civil en función de cua­
les fueran los sujetos responsables. Así lo hi­
cieron constar también numerosas decisiones 
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo28, 
que reconocieron la competencia del orden 
social tanto en el ámbito de la responsabi­
lidad contractual (art. 110 del Código Civil) 
como en la extracontractual o aquiliana (arts. 
1902 y 1903 del Código Civil). En la primera, 
tanto el trabajador como sus causahabientes 
podían exigir la responsabilidad del empre­
sario o de terceros por incumplimiento de la 
obligación de prevención de riesgos como una 
de las que integran la relación laboral. La 
segunda surgía cuando el empresario o las 
personas de las que éste deba responder (cul­
pa in vigilando) hubieran causado daños al 
trabajador, sin perjuicio de la correspondien­
te acción de repetición o de regreso (art. 1904 
del Código Civil). 

Del análisis de esta jurisprudencia se 
advierte con facilidad que la dificultad prin­
cipal para determinar la competencia de los 
tribunales laborales no se encontraba en los 
supuestos en los que el trabajador, o incluso 
sus causahabientes, dirigían su pretensión 
exclusivamente contra la empresa. Resulta­
ba pacífica, en este caso, la competencia del 
orden social, al considerarse un pleito deri­
vado del contrato de trabajo y al considerar-
se que la seguridad y salud en el contrato de 
trabajo es una de las obligaciones que se des­
envuelven en el seno de dicho contrato (arts. 

28 Entre otras, véase sentencias TS (Sala 1ª) de 19 de julio 
de 1989, 2 de octubre de 1994, 26 de diciembre de 1997 y 10 de 
febrero de 1998. además de los siguientes autos dictados por la 
Sala Especial de Conflictos del TS de 23 de diciembre de 1993, 4 
de abril de 1994 y 10 de junio de 1996. 
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4 y 19 ET y 14 LPRL). La cuestión litigiosa 
se producía, pues, «entre empresarios y tra­
bajadores como consecuencia del contrato de 
trabajo» (art. 2.a LPL) y, en consecuencia, la 
pretensión se promovía «en la rama social 
del Derecho» (art. 9.5 LOPJ). Sin embargo, la 
responsabilidad por los daños causados por 
incumplimiento de las obligaciones de segu­
ridad y salud puede afectar a sujetos muy 
variados y ello lleva a que pueda ser exigida 
por el trabajador o por sus causahabientes 
frente a todos aquellos que tengan atribui­
dos deberes de prevención y protección29. Por 
lo tanto, la fuente principal de conflictos en 
este ámbito venía determinada por los casos 
de litisconsorcio pasivo en los que, junto con 
el empresario o independientemente de éste, 
el trabajador demandaba también a terceros 
con los que él o sus causahabientes no man­
tenían una relación laboral. En tales supues­
tos, el orden civil reclamaba su competencia 
para conocer de estas demandas, en atención 
al carácter extra contractual de la responsa­
bilidad30. 

Así pues, la vía civil se consideró «la vía 
pertinente» cuando las acciones de respon­
sabilidad se dirigiesen por el trabajador o 
por sus causahabientes frente a personas 
distintas de su empresario o, en general, 
contra personas ligadas al trabajador por 
vínculos extracontractuales31. Dado que el 

29 Como indica J. García Murcia: «responsabilidades y 
sanciones…», cit., p. 97: «en el ámbito específico de la seguridad 
y salud en el trabajo (la responsabilidad civil o patrimonial) po­
drá ser exigida por la víctima de la lesión a todos aquellos que 
tengan atribuidos deberes de prevención y protección. Tanto en 
una hipótesis ideal como en una experiencia real, es evidente 
que se trata de una responsabilidad destinada principalmente 
a ser exigida por el trabajador (o sus causahabientes), al empre­
sario». 

30 así lo afirman, entre otras, las STS de 15 de enero de 
2008 (rec. 2374/2000), 19 de febrero de 2008 (rec. 106/2008), 
16 de abril de 2008 (rec. 449/2001), 19 de mayo de 2008 
(872/2001), 24 de julio de 2008 (rec. 122/2002), 23 de abril 
de 2009 (rec. 497/2003 y 2441/2004), o 25 de octubre de 2011 
(rec. 1737/2008), entre otras, todas ellas de la Sala Civil. 

31 En este sentido, véase J. García Murcia: «responsabili­
dades y sanciones…», cit., p. 97. El autor cita como ejemplos de 
la adecuada competencia de la jurisdicción civil en esta materia 
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art.  1903 del Código Civil permite la res­
ponsabilidad patrimonial surgida por actos 
y omisiones propias, pero también por actos 
derivados de la culpa in vigilando deriva­
da de la responsabilidad que asume el em­
presario al contratar a sus trabajadores, el 
empresario puede ser demandado cuando 
los sujetos causantes o responsables de los 
hechos desarrollen su actividad en el ámbi­
to organizativo de la empresa, como sucede 
con los directivos o los encargados de alguna 
tarea preventiva32. En estas circunstancias, 
el art. 1904 del Código Civil ofrece una ac­
ción de repetición o regreso para que quien 
costea el daño causado por sus dependientes 
o subordinados pueda repetir de éstos lo que 
hubiera satisfecho33. 

Sin embargo, tampoco las sentencias dic­
tadas por la mencionada Sala Civil mantuvie­
ron una posición uniforme. Entre ellas des­
taca, por su claridad, la STS de 20 de marzo 
de 199834, que consideró competente al orden 
jurisdiccional social en virtud de lo dispuesto 

la reclamación por un tercero de responsabilidad a la empresa 
por actos de la misma o de sus trabajadores, o bien cuando 
se reclama frente a un proveedor o fabricante. respecto de la 
responsabilidad de estos últimos, véase un completo análisis 
en B. rodríguez Sanz de Galdeano: «responsabilidades de los 
fabricantes en materia de prevención de riesgos laborales», lex 
nova (Valladolid, 2005). 

32 lo resume a la perfección a.V. Sempere navarro: (¿Cuál 
es la jurisdicción competente para determinar la responsabili­
dad civil del empresario derivada de accidente de trabajo?, re­
vista Doctrinal aranzadi Social, nº. 1, 2008, BiB 2008/494): «En 
otras palabras, los tribunales laborales son competentes si el 
accidente de trabajo se debió al incumplimiento de las normas 
de seguridad derivadas del contrato de trabajo, entendido éste 
en sentido amplio, aunque no fuera imputable a los sujetos 
intervinientes en el mismo, por lo que podría hablarse de la 
existencia de una responsabilidad de naturaleza extracontrac­
tual o ‘contractual impropia’, cuyo conocimiento corresponde 
al orden social, ya que lo relevante no es el tipo de respon­
sabilidad reclamada, sino que la misma derive de la falta de 
adopción de medidas de seguridad en prevención de riesgos 
laborales como causa de los daños sufridos por el trabajador, 
pues entonces estamos ante ilícitos laborales, o lo que es igual, 
ante pleitos afectantes a la rama social del derecho, para cuyo 
conocimiento son competentes los tribunales de dicho orden». 

33 En este sentido, véase J. García Murcia: «responsabili­
dades y sanciones…», cit., p. 97.
 

34 rec. 741/1994.
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en el art. 9.5 LOPJ y en los arts. 1 y 2 de la 
entonces vigente LPL de 1995, por encima de 
la vis atractiva de la jurisdicción civil y de la 
interferencia que en ello pudieran ocasionar 
en los supuestos de responsabilidad extracon­
tractual35. Poco tiempo después, la situación 
dio un vuelco ante la falta de un apoyo juris­
prudencial unánime de la Sala Civil a dicha 
interpretación: la STS de 13 de octubre de 
199836 devolvió la competencia al orden civil, 
en atención a su ya referida vis atractiva y a 
la invocación por el demandante de los arts. 
1902 y 1903 del Código Civil, reguladores de 
la responsabilidad extracontractual37. 

Tiempo después, la propia Sala de lo Ci­
vil del Tribunal Supremo se opuso con gran 
lucidez a este criterio en su sentencia de 26 
de mayo de 2000, en la que quiso destacar el 
carácter excesivamente formalista que se ve­
nía empleando y por el que se hacía depender 
la competencia jurisdiccional de cuál fuese la 
norma invocada por el demandante38. Esta 

35 En palabras de la referida sentencia: «Pese a la vis 
attractiva del orden civil y las concomitancias que ofrece con 
los supuestos de culpa extracontractual prevenidos en los ar­
tículos 1902 y 1903 del Código Civil, el orden jurisdiccional 
competente para conocer del mismo es el correspondiente al 
orden social». 

36 rec. 2009/1994. 
37 Para la Sala el daño sufrido como consecuencia de la 

actividad laboral «excede de la órbita específica del contrato de 
trabajo, y permite entender que su conocimiento corresponde 
al orden civil por el carácter residual y extensivo del mismo, 
concretado en el artículo 9.2 de la ley orgánica del Poder Ju­
dicial, máxime cuando en la demanda se hace alusión a que la 
acción ejercitada es la personal de resarcimiento de daños y 
perjuicios con cobertura en los artículos 1902 y 1903 del Códi­
go Civil». a esta interpretación se sumaron nuevas sentencias, 
entre ellas, STS de 30 de noviembre y 18 de diciembre de 1998 
(rec. 2346/1994 y 2178/1994), 1 de febrero, 10 de abril, 13 de 
julio y 30 de noviembre de 1999 (rec. 2573/1994, 3111/1994, 
3619/1994 y 1110/1995, respectivamente) y 2 de marzo de 
2000 (rec. 186/2000). 

38 así, indica la Sala, «pese a la denominación que el ac­
tor le da en su demanda (de responsabilidad por culpa extra-
contractual), lo cierto es que la única y verdadera acción que 
en, en el proceso a que se refiere este recurso, ejercita el actor 
aquí recurrente, es la de la responsabilidad contractual por el 
incumplimiento por la empresa del contrato de trabajo exis­
tente entre las partes, al no observar las normas establecidas 
en materia de Seguridad e Higiene en el Trabajo (no facilitan-
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situación conducía a declarar la competencia 
de la legislación laboral y la incompetencia 
de la civil cuando la demanda se basaba en 
la infracción exclusiva de normas labora­
les39, y a considerar competente a la juris­
dicción civil cuando se fundaba en la culpa 
extracontractual de los empresarios deman­
dados40. Esta interpretación derivaba en un 
claro abuso de las demandas por reclamación 
extracontractual, debido la mayor generosi­
dad de las indemnizaciones concedidas por 
la Sala Civil41, siendo muy criticado que el 
justiciable pudiera elegir libremente el orden 

do al trabajador demandante gafas o pantallas protectoras)». 
Hábilmente señala que el principal motivo de confusión viene 
determinado por «un problema de mayor calado, consistente 
en que la normativa laboral no conduzca por sí sola a la re­
paración íntegra del daño ni siquiera cuando se aplica el re­
cargo de prestaciones por infracción de normas de seguridad 
(…) también tasado, cuya naturaleza jurídica (sancionadora o 
reparadora) es objeto asimismo de una viva polémica». Por ello, 
concluye, dada la compatibilidad entre las indemnizaciones 
fundadas en la responsabilidad civil del empresario y las presta­
ciones de la Seguridad Social originadas por el mismo supuesto 
de hecho, sólo es posible garantizar la reparación íntegra del 
daño causado manteniendo la atribución de estas cuestiones a 
la jurisdicción civil, que podrá conocer de la posible culpa del 
empresario fundada en los arts. 1902 y 1903 C.Civ. 

39 STS de 6 de marzo, 4 de mayo y 28 de septiembre de 
2006. 

40 STS de 20 de julio y 4 de octubre de 2006. 
41 las indemnizaciones previstas en el orden civil por res­

ponsabilidad extracontractual resultaban notablemente más 
generosas que las utilizadas en el ámbito de la responsabilidad 
contractual. Esta situación no se ha modificado en los tiempos 
actuales, como se pone de manifiesto en la reciente STS de 24 
de octubre de 2017 (rec. 833/2017). Sobre ella, véase M.i. lópez 

lluch, Tutela resarcitoria social en el caso Spanair, revista de 
Trabajo y Seguridad Social-CEF, nº. 421, abril 2018, pp. 103-110: 
«resulta de todo ello que la indemnización concedida en el su­
puesto analizado en la vía civil es un 640% superior a la in­
demnización otorgada en la vía social». y ello, señala la autora, 
a pesar de que «en todos los procedimientos nos encontramos 
con un mismo accidente (aéreo), unos mismos daños (falleci­
miento), mismos perjudicados (familiares), una misma com­
pañía aseguradora que además asumió la responsabilidad en 
el accidente (MaPFrE Global risk), la aplicación por todos los 
órganos jurisdiccionales de un mismo baremo (el de accidentes 
de circulación) con el mismo carácter orientativo, incluso los 
demandantes han reclamado semejantes cuantías indemniza­
torias y, sin embargo, según se trate la víctima de un pasajero 
de la aeronave o de la tripulación, una distinta y alejada in­
demnización, en claro detrimento de los segundos frente a los 
primeros». 
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jurisdiccional civil o social en función de que 
invocase responsabilidad contractual o extra­
contractual42, así como que pudiera acudir de 
forma sucesiva a uno u otro en función del re­
sultado desfavorable que hubiera obtenido en 
el primero de ellos43. En la misma línea, los 
Autos dictados por la Sala de conflictos del 
Tribunal Supremo44 atribuyeron la compe­
tencia a la jurisdicción social, y restringieron 
la de los tribunales civiles, respecto de la que 
consideraron que «únicamente opera cuando 
el daño sobrevenido no se produce con motivo 
u ocasión del trabajo, sino que se vincula a 
una conducta del empleador ajena al conteni­
do obligacional del contrato de trabajo». 

De entre las resoluciones posteriores de 
la Sala de lo Civil, resulta fundamental la 
sentencia dictada por su Pleno el 15 de enero 
de 200845. En ella se destacó como elemento 
«decisivo» para fijar la competencia judicial, el 
«determinar si el daño se imputa a un incum­
plimiento laboral o bien a una conducta ajena 
totalmente al contrato de trabajo (…). Para 
delimitar el incumplimiento laboral se debe 
estudiar, por tanto, si existe la infracción del 
deber de protección y la calificación de los he­
chos, en los que se requiere que el empresario 
actúe como tal». Así las cosas, esta sentencia 
subordinó la competencia de la jurisdicción 
civil a que el daño se debiese «a normas dis­

42 así, a. Ginès i Fabrellas (op. cit.) señala 3 problemas 
principales derivados de esta dualidad jurisprudencial: el fórum 
shopping y peregrinaje de jurisdicciones, la inseguridad jurídica 
y ausencia de doctrina jurisprudencial unificada en materia de 
responsabilidad civil del empresario, y la variabilidad y falta de 
homogeneidad en la compensación del daño. 

43 así lo indica M. rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer: «acci­
dente de trabajo, responsabilidad patrimonial del empresario y 
orden jurisdiccional competente», relaciones laborales, nº. 14, 
2007, p. 11. 

44 aTS de 23 de diciembre de 1993 (rec. 8/1993), 4 de abril 
de 1994 (rec. 17/1993) y 10 de junio de 1996 (rec. 1/1996). 
En los tres supuestos, la Sala ofrece el motivo para atribuir su 
conocimiento a los tribunales laborales que: «el cumplimiento 
de los deberes legales impuestos por la legislación sobre se­
guridad e higiene en el trabajo se integran en el contenido de 
la relación laboral, cuyo conocimiento es materia propia de la 
jurisdicción social». 

45 rec. 2374/2000. 
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tintas de aquellas que regulan el contenido de 
la relación laboral, puesto que, cuando exista 
un incumplimiento de dicha relación, deberá 
declararse la competencia de la jurisdicción 
social». La determinación de cuándo se pro­
duce un incumplimiento del contrato de tra­
bajo se hizo depender de que la conducta del 
empleador hubiera vulnerado «las normas 
voluntarias, colectivas y legales» reguladoras 
de dicho contrato de trabajo46. Entre tales nor­
mas figuran las relativas a la protección del 
trabajador frente a los riesgos laborales, que 
recogen tanto los arts. 5.d y 19 ET47, así como 
los arts. 14 y 42 LPRL48, o art. 168.3 LGSS49. 
Así pues, esta sentencia fijó la doctrina según 
la cual la obligación de seguridad pertenece 
al ámbito estricto del contrato de trabajo, al 

46 Para a.V. Sempere navarro (op. cit.): «Como novedad, 
que representa un paso adelante en la competencia del or­
den social de la jurisdicción, la STS de 22 de junio de 2005 
(rJ2005,6765), en contra de lo decidido por la sentencia recu­
rrida, que casa y anula, mantiene que es competente el orden 
jurisdiccional social para el conocimiento íntegro de la deman­
da interpuesta por el trabajador en reclamación de los daños y 
perjuicios derivados de accidente de trabajo, contra todos los 
agentes intervinientes en el proceso, incluidos el Promotor y 
la Dirección Técnica de la obra siempre que –y aquí reside lo 
relevante–, dicho accidente de trabajo sea imputable a la falta 
de adopción de las medidas necesarias de seguridad en preven­
ción de riesgos laborales». 

47 El art. 19 ET establece que «El trabajador, en la presta­
ción de sus servicios tendrá derecho a una protección eficaz en 
materia de seguridad e higiene»; el art. 5.d) ET incluye dentro 
de los derechos del trabajador «la integridad física y una ade­
cuada política de seguridad e higiene». 

48 El art. 14 dispone que: «los trabajadores tienen derecho 
a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el 
trabajo. El citado derecho supone la existencia de un corre­
lativo deber del empresario de protección de los trabajadores 
frente a los riesgos laborales». El art. 42, por su parte, establece 
que: «1. El incumplimiento por los empresarios de sus obliga­
ciones en materia de prevención de riesgos laborales dará lugar 
a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, a res­
ponsabilidades penales y a las civiles por los daños y perjuicios 
que puedan derivarse de dicho incumplimiento». no establece, 
en cambio, la competencia judicial que debe conocer de tales 
responsabilidades. 

49 En dicho artículo se recoge el derecho del trabajador 
o de sus causahabientes a las indemnizaciones de los respon­
sables criminales o civiles, y la compatibilidad del recargo de 
prestaciones con la responsabilidad civil, penal o administrativa 
que pueda derivarse. 
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formar parte del contenido contractual esta­
blecido por la LPRL50. 

Pese a su importancia51, esta sentencia fue 
posteriormente matizada por la misma Sala 
de lo Civil en su STS de 11 de septiembre de 
200952. Y, además, no consiguió resolver el 
problema de las acciones dirigidas contra 
otros sujetos distintos del empresario, pues 
el incumplimiento del contrato de trabajo 
no evitaba la competencia de la jurisdicción 
civil, al entrar en juego su característica vis 
attractiva (art. 9.2 LOPJ). En consecuencia, 
solo cuando la demanda se dirija exclusiva­
mente contra el empresario incumplidor de 
las medidas de prevención de riesgos se reco­
nocía la competencia del orden social, al en­
tender fundamentada la pretensión «de ma­
nera indubitable» en el incumplimiento del 
contrato de trabajo y en las normas legales 
que lo regulan53. O bien cuando el trabajador 

50 Conforme al razonamiento de la Sala, considera que «la 
responsabilidad por accidentes de trabajo nace del incumpli­
miento de una obligación legal, porque la ley está determi­
nando el contenido obligacional del contrato de trabajo. la 
obligación de seguridad pertenece al ámbito estricto del con­
trato de trabajo, porque forma parte del contenido contractual 
al establecerlo la ley de Prevención de riesgos laborales en el 
artículo 14: se trata de una obligación general de diligencia 
incorporada por ley al contenido del contrato de trabajo». 

51 Véase un extenso y exhaustivo comentario y análisis de 
esta sentencia, en el que se señala detenidamente el cambio de 
doctrina con respecto a resoluciones anteriores, en a.V. Sempere 

navarro, op.cit. 
52 rec. 1997/2002. 
53 STS (Sala 1ª) 19 de febrero de 2008 (rec. 4572/2000). 

Si bien dicha sentencia reconoce que la determinación de la 
competencia jurisdiccional constituye una cuestión de orden 
público procesal, que por ello puede ser examinada de oficio 
por el tribunal competente «cuando consta claramente la falta 
de la misma. Sin embargo, la aceptación de las anteriores con­
clusiones, no es suficiente para considerar que la competencia 
jurisdiccional sobre la pretensión ejercitada en este proceso 
corresponde al orden social y negar la legitimidad del orden 
jurisdiccional civil para conocer de un asunto que se inicia con 
la cobertura que le proporcionaba una reiterada jurisprudencia 
al respecto. lo contrario contradice la misma esencia del dere­
cho a la tutela judicial efectiva, pues contrario a esta tutela es 
que a partir de una interpretación posterior de la normativa, 
y después de que han pasado más de diez años desde que se 
interpuso la demanda, se inadmita a trámite en la jurisdicción 
en la que había sido planteada, pasando absolutamente por 
alto que este mismo Tribunal, en ocasiones y, precisamente tras 
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accidentado, aun perteneciendo a la plantilla 
de una empresa que no resultaba condenada, 
hubiera sido cedido a las otras empresas de­
mandadas en virtud de un convenio, lo que 
impedía que dichas empresas fueran consi­
deradas como terceros ajenos a la relación 
laboral54. 

Esta interpretación, aunque más amplia 
que las anteriores, impedía el resarcimiento 
íntegro de los daños sufridos por el trabaja­
dor. O, al menos, no lo permitía en el orden 
jurisdiccional social. El trabajador continua­
ba obligado a presentar sus reclamaciones 
ante diferentes órdenes jurisdiccionales, a 
través del denostado «peregrinaje jurisdic­
cional» que, aparte de las obvias molestias 
y complicaciones procesales, ofrecía el grave 
riesgo de obtener sentencias contradictorias. 
Finalmente, el legislador laboral dio el paso 
definitivo para racionalizar y ampliar el ám­
bito de conocimiento del orden jurisdiccional 
social en esta materia. No existe duda algu­
na de que el art. 2.b) LRJS permite ahora el 
conocimiento íntegro de esta cuestión «con 
fundamento en su mayor especialización, co­
nocimiento más completo de la materia social 
y marco procesal especialmente adecuado a 
los intereses objeto de la tutela de este or­
den», como indica el propio Preámbulo de la 
LRJS. Los tribunales laborales son ahora 
competentes para conocer de la responsabili­
dad civil extracontractual, siempre y cuando 
esta traiga conexión directa con la prestación 
de servicios laborales. Dicha competencia la­
boral se mantiene aún en el caso de que exis­
ta la duda acerca de si los perjuicios sufridos 
por el trabajador derivan específicamente del 
incumplimiento del contrato de trabajo. En 
este punto, téngase en cuenta que el art. 76 
LRJS permite solicitar como diligencia preli­
minar «la determinación de las personas con­
currentes a la producción de un daño con la 

ponderar las circunstancias del caso, acuñó la doctrina del pe­
regrinaje enraizando principios procesales con los constitucio­
nalmente protegidos la tutela judicial efectiva sin indefensión, 
y la evitación de dilaciones indebidas». 

54 STS (Sala 1ª) de 16 de abril de 2008 (rec. 449/2001). 
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persona a la que se pretenda demandar y la 
cobertura del riesgo en su caso»55. 

Sin embargo, el art. 2.b LRJS tampoco per­
mite resolver todos los conflictos a los que pue­
de dar lugar una materia tan poliédrica como 
la seguridad y salud en el trabajo. Por ejemplo, 
no clarifica cuál ha de ser la jurisdicción com­
petente para conocer de las reclamaciones por 
los daños producidos con ocasión o como con­
secuencia del trabajo cuando dicho daño no lo 
sufre directamente el trabajador, sino exclusi­
vamente los familiares que conviven con él. Así 
ha sucedido con la reciente serie de demandas 
presentadas por las esposas de los trabajadores 
que enfermaron, en alguna ocasión con resul­
tados mortales, al entrar en contacto con los 
restos de amianto presentes en las prendas de 
ropa de aquéllos. Al respecto, la Sala de lo Civil 
del Tribunal Supremo56 reconoció la competen­
cia del orden social respecto de las demandas 
presentadas directamente por los trabajadores 
o por sus causahabientes como consecuencia de 
la enfermedad sufrida por dichos trabajadores. 
Pero negó la competencia del orden social para 
conocer de las demandas presentadas por las 
esposas enfermas de aquéllos57. Estas últimas 
reclamaciones sí se han considerado afectadas 
por la vis atractiva del orden civil, desde el mo­
mento en el que el daño sufrido por las esposas, 
no trabajadoras, se fundamenta en normas dis­
tintas de las laborales. No niega la Sala Civil 
que el origen del daño es laboral. Pero entiende 

55 En este sentido, véase J. García Viña, indemnización 
por daños y perjuicios en el orden social, una panorámica, 
revista Española de Derecho del Trabajo, nº. 173, 2015, BiB 
2015/673). 

56 STS (Sala 1ª) de 3 de diciembre de 2015 (rec. 558/2014). 
57 Un amplio comentario de esta cuestión en M. Miñarro 

yanini [Trabajo productivo (hombre), fuente de riesgo para el 
trabajo reproductivo (mujer), CEF Trabajo y Seguridad Social, 
nº. 395, 2016, p. 159], para quien: «la Sala distingue claramente 
entre los actores trabajadores y/o sus causahabientes por un 
lado, y las actoras no-trabajadoras sino esposas de otro». la 
Sala rechaza las reclamaciones de estas últimas, a las que se 
refiere repetidamente como «amas de casa», a pesar de haber 
sufrido daños en su salud, una de ellas incluso había fallecido 
por ello, como consecuencia del contacto permanente, al hacer 
la colada, con el amianto incrustado en la ropa de trabajo de 
sus maridos. 
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que no fue consecuencia de un incumplimiento 
laboral, sino el resultado de la culpa o negligen­
cia de un tercero, con el que estas mujeres no 
mantenían una relación de trabajo58. De este 
modo, la Sala se aparta del criterio de la res­
ponsabilidad por riesgo para asumir el criterio 
de la responsabilidad por culpa, al amparo del 
art. 1902 del Código Civil59. 

Tampoco ha de pasarse por alto, en último 
lugar, los problemas que pueden derivarse de 
la responsabilidad empresarial ante los acci­
dentes de trabajo in itinere, producidos fuera 
del recinto empresarial. En tales supuestos, 
puede resultar complicado determinar la res­
ponsabilidad empresarial si el accidente se 
consuma fuera de las instalaciones empre­
sariales. No obstante, es posible reconducir 
dicha responsabilidad cuando tal accidente 
viene motivado por el incumplimiento em­
presarial de las normas de prevención de 
riesgos laborales y especialmente si, en caso 
contrario, resultase obvio que se habría evi­
tado o paliado la producción del daño al tra­
bajador60. 

3.	 COMPETENCIA DEL ORDEN SOCIAL 
RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO 
DE LAS NORMAS DE PREVENCIÓN 
DE RIESGOS LABORALES 

El art. 2.e LRJS atribuye al conocimiento 
de la jurisdicción social las acciones «para ga­
rantizar el cumplimiento de las obligaciones 
legales y convencionales en materia de pre­

58 Véase M. Miñarro yanini, op. cit., p. 160.
 
59 M. Miñarro yanini (op. cit., p.160).
 
60 En el supuesto conocido por la SJS Bilbao de 5 de di­

ciembre de 2017 (proc. 397/2017), un vigilante de seguridad que 
había terminado su jornada y se dirigía a su domicilio fue agre­
dido por cinco sujetos con el rostro cubierto. Se consideró que 
dicha agresión tuvo lugar por producirse en el camino de vuelta 
del trabajo a su domicilio y como consecuencia directa de su 
actividad laboral. además, la sentencia considera que la evalua­
ción de riesgos laborales de la empresa titular del centro y de las 
empresas de seguridad subcontratadas resultaba deficiente, así 
como que aquella infringió las obligaciones de coordinación de 
las actividades preventivas exigidas por el art. 24 lPrl. 
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vención de riesgos laborales, tanto frente al 
empresario como frente a otros sujetos obliga­
dos legal o convencionalmente, así como para 
conocer de la impugnación de las actuaciones 
de las Administraciones Públicas en dicha 
materia respecto de todos sus empleados, bien 
sean éstos funcionarios, personal estatutario 
de los servicios de salud o personal laboral, 
que podrán ejercer sus acciones, a estos fines, 
en igualdad de condiciones con los trabajado­
res por cuenta ajena, incluida la reclamación 
de responsabilidad derivada de los daños su­
fridos como consecuencia del incumplimien­
to de la normativa de prevención de riesgos 
laborales que forma parte de la relación fun­
cionarial, estatutaria o laboral; y siempre sin 
perjuicio de las competencias plenas de la Ins­
pección de Trabajo y Seguridad Social en el 
ejercicio de sus funciones». 

La principal particularidad que presentan 
estas demandas –respecto de las anteriormen­
te referidas de reclamación por daños en caso 
de accidente de trabajo o enfermedad profesio­
nal– reside en su fundamento. En este caso, la 
acción se dirige a denunciar el mero incumpli­
miento de las normas en materia de preven­
ción de riesgos, con independencia de que de 
dicho incumplimiento se hubieran derivado 
o no daños. En otras palabras, no es preciso 
que se produzca el evento dañoso para que el 
perjudicado pueda demandar, pues lo que éste 
quiere exigir es el cumplimiento de las obliga­
ciones sobre prevención, aun en el caso de que 
el daño no hubiera llegado a producirse. Así 
las cosas, resulta obvio que esta acción puede 
tener un marcado carácter preventivo, cuando 
lo que busca es, precisamente, impedir que el 
daño pueda llegar a producirse61. El Preámbu­
lo de la LRJS señala que con ello «se fortale­
cen los instrumentos judiciales para proteger 
a las víctimas de accidentes de trabajo (…) 
además se disponen los recursos para hacer 
efectiva la deuda de protección del empresario 
y la prevención de riesgos laborales», un obje­
tivo este largamente perseguido en la mate­

61 así lo afirma M.l. Segoviano astaburuaga, op. cit., 
p. 57. 
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ria de la prevención de riesgos laborales. Las 
obligaciones en materia de seguridad y salud 
en el trabajo cuyo cumplimiento se quiere ga­
rantizar no son sólo aquellas que figuran en la 
legislación nacional, internacional o comuni­
taria. También ha de atenderse a las normas 
convencionales (convenios colectivos, acuer­
dos de empresa, previsiones contenidas en el 
contrato de trabajo, o acuerdos de los TRADE) 
a las que remite el art. 2.2 LPRL. 

Con todo, en el caso de que dicho daño se 
hubiera producido, estas reclamaciones per­
miten que el demandante exija también la 
responsabilidad derivada de los daños sufri­
dos como consecuencia del incumplimiento de 
la normativa de prevención de riesgos labora­
les. Y esta opción se abre expresamente a los 
afectados, con independencia del carácter pú­
blico o privado de su empleador, esto es: tanto 
si el afectado fuese un trabajador por cuenta 
ajena, como si se tratase de un funcionario, o 
formase parte del personal estatutario o del 
personal laboral al servicio de la Administra­
ción Pública. La ampliación de la legitimación 
activa para presentar estas acciones se ve 
correspondida también con el posible litiscon­
sorcio pasivo: el afectado podrá dirigir su de­
manda a través de los tribunales laborales no 
sólo contra el empresario, sino también contra 
los terceros responsables del cumplimiento de 
dichas obligaciones. 

En la medida en que el objetivo de esta ac­
ción es garantizar el cumplimiento de las obli­
gaciones contraídas legal o convencionalmente 
en materia de prevención de riesgos laborales, 
son dos los momentos en los que procede tal 
reclamación. Uno de ellos, inicial, tiene un cla­
ro carácter preventivo, pues no requiere que el 
incumplimiento se hubiera producido ya, sino 
que trata de prevenirlo. Así es posible que el o 
los demandantes actúen contra la inactividad 
del obligado u obligados a adoptar medidas en 
materia de seguridad y salud de los trabaja­
dores, en cuyo caso el objetivo de la demanda 
será que se adopte una determinada conducta. 
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Un segundo momento es aquel en el que 
la acción se dirige directamente contra una 
determinada actuación en materia preventi­
va. Bien para impugnarla, bien para solicitar 
el resarcimiento de los daños y perjuicios que 
esta hubiera causado, o bien para reclamar 
ambas pretensiones. 

3.1.	 Legitimación activa y pasiva 
en los procesos para exigir 
el cumplimiento de las normas 
de seguridad y salud laboral 

3.1.1. Legitimación activa 

Están legitimados activamente los traba­
jadores, a través de demanda individual o plu­
ral, o sus representantes legales o sindicales, 
mediante una demanda colectiva articulada 
a través de la modalidad especial de conflicto 
colectivo (arts. 153 a 162 LRJS). No lo está, 
en cambio, el empleador, dado que el art. 3.c 
LRJS excluye la competencia de los tribuna­
les laborales para conocer las demandas que 
puedan presentar los empleadores frente a 
otros empresarios obligados a coordinar con él 
las actividades preventivas. Tampoco para el 
caso de que el empresario dirija su demanda 
contra otros sujetos o entidades que hubieran 
asumido la tarea de organizar los servicios de 
prevención de riesgos. 

La legitimación activa contempla un con­
cepto amplio de trabajador. No sólo incluye a 
los trabajadores por cuenta ajena, sino tam­
bién los autónomos están legitimados para 
presentar una demanda ante los tribunales 
laborales frente a los responsables oportu­
nos con el fin de reclamar tanto el adecuado 
cumplimiento de la normativa de prevención, 
como los daños sufridos con ocasión de su acti­
vidad profesional. Así lo ha reconocido el Auto 
de la Sala especial de conflictos de Competen­
cia del Tribunal Supremo de 28 de septiembre 
de 2011, para quien, una vez más, el «punto 
de conexión, de carácter objetivo, es la índo­
le de la materia –seguridad en el trabajo: sea 
de trabajadores por cuenta ajena o por cuen­
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ta propia– y sector del ordenamiento al que 
pertenece la normativa de aplicación: Ley de 
Prevención de Riesgos laborales y otras nor­
mas concordantes, que forman parte del orde­
namiento jurídico laboral»62. 

Además, el art.  2.d LRJS atribuye de 
modo expreso competencia a los tribunales 
laborales para conocer de las reclamaciones 
de responsabilidad por daños originados en 
la prestación de servicios o por causa de ac­
cidentes de trabajo o enfermedades profe­
sionales –con expresa remisión al art.  2.b 
LRJS– presentadas por los trabajadores 
autónomos económicamente dependientes 
(en adelante TRADE) a los que se refiere 
el art. 17 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, 
del Estatuto del trabajo autónomo63. Se tra­
ta de las acciones que puedan presentar los 
TRADE o sus causahabientes frente a todos 
aquellos que puedan tener responsabilidad 
legal, convencional o contractual por los da­
ños originados al TRADE en el ámbito de la 
prestación de servicios o, en lo que aquí inte­
resa, que traigan su causa en accidentes de 
trabajo o enfermedades profesionales. Así se 
ha señalado que la responsabilidad que pue­
de exigir el TRADE ante el orden jurisdic­
cional social no sólo es aquella establecida 
en la LPRL a través de los correspondien­
tes acuerdos de interés profesional64, sino 
también las estipulaciones sobre seguridad 
y salud que pudieran haber incluido el pro­
pio TRADE y su empresario cliente en el 

62 Sobre esta cuestión, véase F. Salinas molina, op. cit., 
p. 134. 

63 Este precepto, titulado «Competencia jurisdiccional», 
reconoce a los tribunales del orden social competencia «para 
conocer las pretensiones derivadas del contrato celebrado en­
tre un trabajador autónomo económicamente dependiente y 
su cliente». 

64 El art. 17.2 de la ley 20/2007 atribuye competencia a la 
jurisdicción social «para conocer de todas las cuestiones deri­
vadas de la aplicación e interpretación de los acuerdos de in­
terés profesional, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación 
de defensa de la competencia» cuando, en lo que aquí interesa, 
dichas cuestiones interpretativas versen sobre la seguridad y 
salud en el trabajo. 
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contrato celebrado entre ambos65. De estas 
acciones conocerán también los juzgados y 
tribunales del orden jurisdiccional social, 
por expresa indicación del artículo 2.d) en 
relación con el 2.b) LRJS, a través de la mo­
dalidad procesal ordinaria o de los procesos 
especiales adecuados a la naturaleza de la 
pretensión que se formule66. 

La competencia del orden social también 
alcanza a cuestiones colectivas en materia de 
seguridad y salud laboral. Con todo, los tribu­
nales continúan debatiendo acerca de la com­
petencia del orden jurisdiccional social para 
conocer de demandas de conflicto colectivo en 
las que se solicite el cumplimiento de las obli­
gaciones de prevención de riesgos laborales. 
Dichas demandas, recuérdese, no pueden pre­
sentarse por los trabajadores individualmente 
considerados67, sino que, en representación de 
sus intereses han de actuar los sujetos colec­
tivos (sindicatos, representantes unitarios…) 
indicados en el art. 152 LRJS. De ahí la difi­
cultad, en ocasiones, de conectar estas recla­
maciones con el objeto previsto en el art. 2.e 
LRJS –reclamaciones entre trabajadores y 
empresarios– y la errónea tendencia a asimi­
larlo con la exclusión prevista en el art.  3.b 
LRJS. 

Si embargo, en estos casos, no se considera 
aplicable la exclusión del art. 3.b LRJS, sino 
que se reconoce la competencia del orden ju­
risdiccional social para reconocer la demanda 
presentada por dos sindicatos en representa­
ción de los trabajadores frente a la empresa 
contratista y frente a la empresa principal, re­
clamando el cumplimiento por aquella de las 

65 En ese sentido, véase M. r. Martínez Barroso: «Sujetos 
responsables de los incumplimientos en materia preventiva», 
Bomarzo (albacete, 2016), p. 190. 

66 al respecto, el art. 102.3 lrJS indica el uso de la moda­
lidad procesal ordinaria o especial que corresponda «dentro del 
plazo de prescripción o de caducidad previsto en su caso para 
la misma o que resulte de la modalidad procesal aplicable, y en 
su defecto, regirá el plazo de prescripción de un año desde que 
pudieran ser ejercitadas». 

67 En este sentido, véase STS de 19 de enero de 2011 (rec. 
102/2009). 
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normas de prevención de riesgos laborales68, 
al entender que esta no se trata de una «cues­
tión litigiosa entre el empresario y los obliga­
dos a coordinar con éste las actividades pre­
ventivas de riesgos laborales»; ni tampoco se 
trata de una cuestión «entre cualquiera de los 
anteriores y los sujetos o entidades que hayan 
asumido frente a ellos, por cualquier título, la 
responsabilidad de organizar los servicios de 
prevención». Por el contrario, se ha reconocido 
como «palmario» que semejante cuestión tiene 
su encaje en las cuestiones contempladas en 
el art. 2.e LRJS «dada la condición de las par­
tes procesales, trabajadores frente a empresa­
rios». Entender una falta de competencia de la 
jurisdicción social para conocer de esta cues­
tión se ha considerado que resultaría «rayana 
en la temeridad»69. 

3.1.2. Legitimación pasiva 

El art. 2.e) LRJS permite que estas accio­
nes se dirijan contra el empresario, como ga­
rante último del cumplimiento de la norma­
tiva de prevención de riesgos laborales. Pero 
con frecuencia sucede que no es sólo éste el 
único responsable, sino que puede compartir 
esta obligación con otros sujetos a los que ya 
sea la ley, o bien los convenios o acuerdos, les 
atribuyan obligaciones de dar, hacer o no ha­
cer en materia de seguridad y salud en el tra­
bajo. Así, los tribunales laborales podrían co­
nocer también de las demandas presentadas 
frente a otros empresarios que no fuesen em­
pleadores del trabajador demandante, como 
sucedería con una empresa de trabajo tempo­
ral, con la empresa principal, la contratista, 
subcontratista o las diferentes empresas que 
prestan sus actividades en el mismo centro 

68 San de 29 de junio de 2016 (proc. 152/2016), en la que 
los dos sindicatos CCoo y UGT, en representación de sus traba­
jadores, presentan demanda de conflicto colectivo frente a la 
empresa Ferrovial Servicios S.a., así como frente a renfe Viaje­
ros «en su calidad de empresario principal y titular del centro 
de trabajo», para reclamar el cumplimiento de determinadas 
obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales. 

69 San de 29 de junio de 2016 (proc. 152/2016). 
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de trabajo cuando exista entre ellas una obli­
gación de dependencia70. 

Pero la reclamación del cumplimiento 
de la normativa de prevención de riesgos no 
sólo será exigible sólo ante otras empresas, 
sino también frente a otros trabajadores de 
su misma o de otras empresas, trabajadores 
autónomos, promotores y propietarios de obra, 
entidades especializadas que actúan como ser­
vicios de prevención ajenos a las empresas, las 
auditoras y las entidades acreditadas para de­
sarrollar y certificar la formación en materia 
de prevención de riesgos71. Una muestra más 
de la atribución plena de competencia al orden 
social en materia de seguridad y salud laboral 
es la posibilidad de que éste conozca también 
de las demandas dirigidas, a estos efectos, 
contra las Administraciones Públicas emplea­
doras, o contra los fabricantes, importadores 
y suministradores de productos y equipos de 
trabajo. En la misma línea, de acuerdo con 
lo indicado en el art. 8 de la Ley 20/2007, el 
TRADE podrá dirigir su acción contra otros 
sujetos, además de contra el empresario-clien­
te, como pueden ser: otros empresarios con los 
que concurra el TRADE en el centro de trabajo 
en el que desarrolla su actividad, contra otros 
trabajadores autónomos, contra el titular del 
centro de trabajo en caso de ser diferente del 
empresario-cliente, aunque no desarrolle en él 
actividad como empresario sino, por ejemplo, 
se tratase del promotor de una obra de cons­
trucción; o contra los fabricantes importado­
res y suministradores de maquinaria, equi­
pos, productos útiles de trabajo, sustancias 
químicas y elementos para la protección de los 
trabajadores, tanto si el TRADE los hubiera 
adquirido directamente como si hubieran sido 
proporcionados por el empresario-cliente u 
otro empresario con los que el TRADE concu­
rra en su actividad72. 

70 Sobre esta cuestión véase M.l. Segoviano astaburuaga, 
op.cit., p. 57. También en este sentido, F. Salinas Molina, op. cit., 
p. 131. 

71 M.l. Segoviano astaburuaga, op.cit., p. 57. 
72 M.r. Martínez Barroso, Sujetos responsables de…, cit., 

p.192. 
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3.2.	 La competencia del orden social 
para conocer de la impugnación 
de las actuaciones de las 
Administraciones Públicas 
en materia de seguridad y salud 
laboral 

El deseo del legislador de eliminar el pere­
grinaje de jurisdicciones y de convertir al juez 
social en el garante del cumplimiento de la 
normativa de prevención de riesgos laborales 
se muestra, como uno de sus máximos expo­
nentes, en la atribución a los tribunales labo­
rales, con carácter exclusivo, del conocimiento 
de las demandas presentadas por los emplea­
dos públicos –ya sean estos funcionarios, per­
sonal estatutario o personal laboral– contra 
las Administraciones Públicas para las que 
trabajan. También en este punto, con anterio­
ridad a la entrada en vigor de la Ley 55/2003, 
del Estatuto Marco del Personal Estatutario 
de los Servicios de Salud, se había producido 
un cierto vaivén jurisprudencial a la hora de 
determinar la competencia del orden jurisdic­
cional social o el contencioso-administrativo, 
para conocer de las reclamaciones de carácter 
laboral del personal estatutario. En la actua­
lidad resulta indiscutible que la jurisdicción 
competente para resolver las cuestiones de 
este personal es la contencioso-administrati­
va (art. 3.c LRJS), frente a la que el art. 2.e) 
LRJS constituye una regla excepcional, jus­
tificada por el objetivo de convertir al orden 
social en el garante del cumplimiento de la 
normativa de prevención de riesgos laborales. 

El art.  2.e LRJS atribuye expresamen­
te a la jurisdicción social el conocimiento 
de las acciones de responsabilidad admi­
nistrativa por incumplimiento de la nor­
mativa de prevención de riesgos, tratando 
de evitar la responsabilidad patrimonial 
de las Administraciones Públicas (art.  9.4 
LOPJ)73. Para ello, es irrelevante que de la 
infracción de las normas de prevención de 

73 En este sentido, entre otras, véase STSJ Extremadura de 
30 de julio de 2015 (rec. 262/15). 
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riesgos laborales se haya derivado o no un 
daño, pues lo esencial será su mero incum­
plimiento. Incluso es también irrelevante a 
efectos de la atribución de competencia a 
los tribunales laborales que la Administra­
ción haya incumplido o no de las normas 
de prevención de riesgos. El art. 2.e) LRJS 
permite que cuando la cuestión litigiosa 
verse sobre reclamación de responsabilidad 
derivada de los daños sufridos por el fun­
cionario público por el incumplimiento de 
la normativa de prevención de riesgos por 
la Administración, dicha demanda debe ser 
decidida en el orden jurisdiccional social. 
Basta con que se introduzca este objeto 
procesal en la demanda para que surja la 
competencia del orden social con el fin de 
apreciar si efectivamente ha habido o no in­
cumplimiento de la citada normativa74. 

El elemento determinante que permite 
ubicar el conocimiento de estas pretensio­
nes en el orden jurisdiccional social y no en 
el contencioso-administrativo resulta ser la 
condición de la Administración Pública como 
empleadora, y no como autoridad pública75. 
Se evita de este modo que los funcionarios 
y el personal estatutario tengan que acudir 
a las referidas acciones para exigir la res­
ponsabilidad patrimonial de la Administra­
ción Pública que el art.  9.4 LOPJ atribuye 
al conocimiento de los tribunales contencio­
so-administrativos, para exigir la responsa­
bilidad de la Administración por los daños 
que aquellos hubieran sufrido en materia de 
seguridad y salud. El motivo que les abre las 
puertas de la jurisdicción social en igualdad 
de condiciones que a los trabajadores por 
cuenta ajena no es otro que el sujeto que exi­
ge la responsabilidad: un empleado público 
a su empleador, no así un tercero frente al 
empleado público o a la Administración, lo 

74 así lo expresa la STSJ País Vasco de 2 de junio de 2015 
(rec. 887/2015). 

75 a tal efecto, recuérdese que el art. 14 EBEP recoge el 
derecho de los empleados públicos, ya sean estos funcionarios 
o laborales, a recibir protección eficaz en materia de seguridad 
y salud en el trabajo. 
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que sí constituiría un supuesto de responsa­
bilidad patrimonial76. 

A estos efectos, la Administración Públi­
ca tiene, respecto de sus empleados, las mis­
mas obligaciones en materia de prevención de 
riesgos que cualquier empresario, eso sí, con 
las matizaciones que a tal efecto establezca 
el EBEP. Tanto es así, que el art.  2.e) LRJS 
permite que los empleados públicos presenten 
sus reclamaciones «en igualdad de condicio­
nes con los trabajadores por cuenta ajena». De 
esta expresión se deduce que los funcionarios 
y el personal estatutario podrán constituir un 
litisconsorcio activo voluntario, para plantear 
conjuntamente su pretensión en la misma 
demanda que los restantes trabajadores por 
cuenta ajena al servicio de la Administración. 
Esto implica, además, que los empleados pú­
blicos que actúen ante la jurisdicción social 
en esta materia dispondrán de los beneficios 
procesales característicos de ésta (principios 
de inmediación, oralidad, concentración, bene­
ficio de asistencia jurídica gratuita, exención 
de caución para la adopción de medidas cau­
telares o de depósitos y consignaciones para 
recurrir, entre otros muchos77). Con todo, las 
condiciones para el planteamiento de estas 
demandas ante la jurisdicción social no serán 
exactamente las mismas que las previstas 
para otros trabajadores por cuenta ajena. Así, 
la opción que ofrece el art. 2.e LRJS resulta 
más sencilla cuando los empleados públicos 
reclamen contra un incumplimiento de la ad­
ministración empleadora. Pero no lo será tan­
to cuando accionen contra su inactividad. Al 
tratarse de un órgano público, no será posible 
que presenten directamente la demanda ante 
los tribunales laborales, sino que previamente 
los futuros demandantes habrán de solicitar 
que la Administración lleve a cabo la actua­
ción requerida78. 

76 En este sentido se ha pronunciado la conocida STS (Sala 
3ª) de 3 de noviembre de 2008 (rec. 5803/2004). 

77 así, F. Salinas Molina, op. cit., p. 132. 
78 Como indica M.l. Segoviano astaburuaga (op. cit., p. 58): 

«previamente hay que provocar una resolución administrativa 
frente a la que se plantea la demanda. Es decir, hay que recla­
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En la misma línea, también se amplía la 
competencia de los tribunales laborales, en 
la medida en la que el art. 2 b) LRJS permi­
te dirigir la demanda directamente contra la 
aseguradora de los daños, sin necesidad de 
demandar conjuntamente al empresario o res­
ponsable asegurado de dicho daño79. 

Con todo, las complejidades que presenta 
esta materia no han quedado completamente 
resueltas tras la promulgación del art.  2.e) 
LRJS. Muestra de ello es el conflicto conocido 
por la SAN de 12 de febrero de 201880, que re­
conoció la incompetencia del orden social para 
conocer de la demanda de conflicto colectivo 
presentada por varias asociaciones judiciales 
para garantizar el cumplimiento de la obliga­
ción establecida en el plan de prevención de 
riesgos laborales del Consejo General del Poder 
Judicial. Para ello, solicitaron que éste elabo­
rase, de modo general y abstracto, las cargas 
de trabajo de jueces y magistrados a efectos de 
salud laboral. La Sala reconoció que el art. 2.e) 
LRJS establece «claramente» la competencia 
del orden social en materia de prevención de 
riesgos laborales de funcionarios, ya que las 
actuaciones de las Administraciones Públicas 
en materia de prevención de riesgos laborales 
«son necesariamente actuaciones administrati­
vas, como no podía ser de otro modo, puesto que 
se efectúan en el ejercicio de sus potestades y 
funciones en esta materia». Sin embargo, tam­
bién remarcó que dicha competencia queda 
limitada a la impugnación de actuaciones, de 
modo que sólo en este caso «podrán ejercer sus 
acciones a estos fines en igualdad de condi­
ciones con los trabajadores por cuenta ajena, 
así como las reclamaciones de responsabili­

mar a la administración que realice una determinada actua­
ción en materia preventiva y cuando resuelva –expresamente o 
por silencio administrativo– se puede demandar frente a esta 
resolución, si resulta desfavorable». 

79 recuerda en gran medida esta disposición con la atri­
bución de competencia al orden social que recoge el art. 2.f 
lrJS para conocer de las demandas dirigidas contra terceros 
vinculados al empresario «por cualquier título, cuando la vul­
neración alegada tenga conexión directa con la prestación de 
servicios», que posteriormente desarrolla el art. 178.4 lrJS. 

80 Proc. 251/2017. 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

dad por daños sufridos como consecuencia del 
incumplimiento de la normativa de preven­
ción de riesgos laborales que forma parte de 
la relación funcionarial». Recuerda la Sala el 
art. 12.1.b) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad­
ministrativa, según el cual el conocimiento de 
las impugnaciones de actos y disposiciones del 
CGPJ corresponde a la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del Tribunal Supremo81. Se 
trata, por tanto, de un fuero especial estableci­
do por la LOPJ para los acuerdos de la Comi­
sión Permanente del CGPJ, que atribuye a la 
jurisdicción contencioso-administrativa el co­
nocimiento de dichos acuerdos «sin distinguir 
ninguno». La Sala justifica esta especialidad 
en que «el CGPJ es un órgano constitucional 
del Estado, lo cual justifica sobradamente que 
el legislador haya querido que la impugnación 
de sus actos se residencie únicamente en la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo y específi­
camente en la Sección Especial reiterada, sin 
que dicha atribución comporte la más mínima 
indefensión (…) garantizando, al tiempo, el 
debido funcionamiento de la Administración 
de Justicia, en la que el CGPJ juega un papel 
institucional decisivo». A esta explicación aña­
de que ningún órgano de la jurisdicción social 
tiene atribuida expresamente la competencia 
para conocer de la impugnación de los actos 
del CGPJ, «lo cual revela inequívocamente a 
nuestro juicio que el legislador no ha queri­
do que las actuaciones del CGPJ, tampoco las 
referidas a la impugnación de actuaciones 
administrativas en materia de prevención de 
riesgos laborales, sean impugnadas ante la ju­
risdicción social». 

81 Según el art. 638.2 loPJ: «los acuerdos del Pleno y de 
la Comisión permanente pondrán fin a la vía administrativa y 
serán recurribles ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Supremo. El conocimiento de estos asuntos corres­
ponderá a una sección integrada por el Presidente de la Sala 
de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, que la 
presidirá, y por los demás Presidentes de sección de dicha Sala». 
la entrada en vigor de esta norma se produjo con posterioridad 
a la entrada en vigor de la lrJS, por lo que, indica la San de 
12 de diciembre de 2018, «el legislador no podía desconocer lo 
dispuesto en su art. 2.e lrJS». 
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También han querido recordar los tribuna­
les laborales que, a pesar de la amplitud con 
la que puede ser entendido el art. 2.e LRJS, 
no toda norma que pueda coexistir con la nor­
mativa sobre prevención de riesgos laborales 
pertenece, automáticamente, al ámbito de co­
nocimiento de los tribunales laborales. Exis­
ten determinadas materias que no pueden ser 
comprendidas en su ámbito, como sucede con 
la legislación sobre protección de datos82. 

3.2.1.	 Un supuesto específico: el acoso 
laboral en la Administración Pública 

Con anterioridad a la entrada en vigor de 
la LRJS, las demandas sobre acoso respecto 
de los funcionarios públicos debían tramitarse 
ante el orden jurisdiccional contencioso-admi­
nistrativo. Esta cuestión era comúnmente ad­
mitida tanto por los tribunales pertenecientes 
a este orden jurisdiccional como por los juzga­
dos y tribunales laborales83. 

Tras la entrada en vigor de la LRJS y por 
expresa indicación de su art. 2.e), son los tri­
bunales laborales quienes se encargarán del 
conocimiento de cualquier demanda de acoso 
laboral, ya la presente un funcionario público, 
personal laboral al servicio de las Administra­
ciones Públicas, o personal estatutario. En la 

82 En particular, la citada STSJ Galicia de 26 de mayo de 
2017 rechaza que constituyan «exigencias sustentables en nin­
guna norma legal o reglamentaria sobre prevención de riesgos 
laborales» las pretensiones de que los despachos de los fiscales 
sean individuales, la necesidad de cerraduras y otros medios de 
seguridad para la custodia de causas que están especialmente 
protegidas por el deber de secreto de acuerdo con la ley de pro­
tección de datos y la ley de Enjuiciamiento Criminal». Dichas 
exigencias, indica la sentencia, «no son exigencias sustentables 
en ninguna norma reglamentaria sobre prevención de riesgos 
laborales. Si acaso encontrasen su amparo en la legislación so­
bre protección de datos y en la legislación procesal penal, su 
cumplimiento sería deber de las administraciones Públicas con 
competencias en materia de Justicia y su incumplimiento aca­
so podría generar otras acciones ante el orden Jurisdiccional 
Contencioso administrativo, pero no ante el Social». 

83 así, la STS (Sala 3ª) de 23 de julio de 2001 (rec. 
3715/1997) reconoció la competencia de la jurisdicción con­
tenciosa para conocer de una demanda por acoso sexual y mo­
ral presentada por un funcionario del Ministerio Fiscal. 
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actualidad, no existe duda alguna de que los 
riesgos psicosociales, de los que forman parte 
las situaciones de acoso, han de ser incluidos 
en el ámbito de la protección eficaz a la que 
obliga el art. 14 LPRL. A pesar de tratarse el 
acoso de una «conducta pluriofensiva» capaz 
de lesionar simultáneamente varios derechos 
fundamentales del trabajador afectado, su ori­
gen debe encontrarse «en la vulneración de los 
derechos del trabajador vinculados a las con­
diciones de trabajo y, por ende a la normativa 
de prevención de riesgos laborales»84. De este 
deber no pueden resultar excluidas las Admi­
nistraciones Públicas cuando actúan en cali­
dad de empleador, dado el carácter universal 
y transversal de la LPRL85. En este sentido se 
ha considerado que todo acoso laboral en el 
ámbito de la Administración Pública es conse­
cuencia de una falta de diligencia por parte de 
ésta, ya que tiene la obligación de velar por la 
seguridad y protección física, psíquica y moral 
de sus trabajadores en el ámbito empresarial. 
No obstante, los tribunales tardaron en reco­
nocer la competencia del orden social en esta 
materia y remitían las acciones por acoso la­
boral en la Administración Pública a los tribu­
nales contencioso-administrativos. El motivo 
era simple, ya que consideraban estas deman­
das como acciones de tutela de derechos fun­
damentales, y éstas están excluidas del orden 
social por el art.  3.a) LRJS y por el art.  3.1 
de la Ley 29/1988, de 13 de julio, reguladora 
de la Jurisdicción contencioso-administrati­
va86. Esta interpretación ha sido llevada con 

84 F. Salinas Molina, op. cit., p. 135. También en este sen­
tido unificó doctrina la STS de 20 de septiembre de 2007 (rec. 
3326/2006), al vincular la escasa diligencia empresarial en un 
supuesto de acoso laboral con el derecho del trabajador a su 
integridad física y a una adecuada política de seguridad e hi­
giene (art. 4.2.d ET) y a una protección eficaz en materia de 
seguridad, higiene y salud en el trabajo (arts. 19 ET y 14.1 lPrl). 

85 la Sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de enero de 
2006, Comisión de las Comunidades Europeas contra reino 
de España, asunto C-132/04 (ECli:EU:C:2006:18) condenó al 
Estado español por la exclusión injustificada de determinados 
colectivos del ámbito de aplicación de la Directiva 89/391, 
transpuesta en España por la lPrl. 

86 Entre otras, STSJ islas Baleares de 14 de mayo de 2014 
(rec. 342/2013). Para la Sala «el presente proceso tiene por ob­
jeto la demanda de la actora por violación de Derechos fun­
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gran celo por parte de los tribunales, de modo 
que, aun cuando en la demanda se articule la 
pretensión por acoso laboral, se declarará la 
incompetencia de la jurisdicción social si el su­
plico de la demanda carece de contenido rela­
cionado con el cumplimiento de la normativa 
de prevención de riesgos87. 

En otras ocasiones se justificó la remisión 
a la jurisdicción contenciosa de estas acciones 
por traer su origen de hechos anteriores a la 
entrada en vigor de la referida LRJS y, por 
ello, a su expresa remisión al orden social88. 

damentales en su calidad de funcionaria de carrera al servicio 
actualmente de la Consellería de turismo y Deportes de la Co­
munidad autónoma de las islas Baleares (CaiB), por lo que en 
principio y con carácter general, las cuestiones litigiosas que 
de dicho estatus funcionarial surjan con su empleadora, están 
excluidas de la jurisdicción laboral en virtud de lo dispuesto en 
el arts. 1, 2 y 3 de la lrJS, ya que corresponden a la competen­
cia material de la jurisdicción contencioso administrativa, de 
acuerdo con el apartado 3.a) del artículo 1 de la ley 29/1988, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-admi­
nistrativa». 

87 De acuerdo con este argumento, y en línea con la STSJ 
Castilla la Mancha de 27 de agosto de 2016 (rec. 859/2016), la 
STSJ Castilla la Mancha de 19 de enero de 2017 (rec. 1483/16) 
remite a la jurisdicción contencioso administrativa el conoci­
miento de la pretensión por vulneración de su derecho funda­
mental a la integridad moral, derivada del acoso laboral sufri­
do por una trabajadora integrante del personal estatutario al 
servicio del Complejo Hospitalario Castilla la Mancha Centro, 
dirigida contra éste y otros trabajadores del centro. Frente a 
«la pretendida existencia de acoso laboral sufrido por la de­
mandante», la Sala atiende a los términos del suplico, en los 
que no menciona como infringida la normativa de prevención 
de riesgos laborales, sino la solicitud de nulidad de los expe­
dientes iniciados contra la trabajadora, el cese inmediato de 
la realización de funciones ajenas a su puesto de trabajo y ca­
tegoría profesional y la solicitud de indemnización por daños 
morales ocasionados. ante ello entiende la Sala que «pese al 
difícil deslinde que puede darse sobre la cuestión planteada, no 
puede considerarse que la acción ejercitada pueda enmarcarse 
dentro de la competencia excepcional atribuida por el artículo 
2.e) lrJS a la Jurisdicción social». En los mismos términos se 
pronuncia posteriormente la STSJ Castilla la Mancha de 16 de 
febrero de 2017 (rec. 1636/2016). 

88 así sucede en la STSJ Galicia de 26 de mayo de 2017 
(rec. 197/2017). la Sala considera incompetente a la juris­
dicción social para conocer de la demanda de acoso moral 
presentada por un funcionario integrante del Ministerio Fis­
cal. Se indica que «en el caso de autos –y dadas las especia­
les particularidades del caso en cuanto, debido a la reforma 
legal el supuesto de acoso denunciado monta encima de dos 
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El paso adelante hacia la atribución al or­
den social de la competencia para conocer de 
las pretensiones de acoso laboral de funciona­
rios y personal estatutario llegó tras la vincu­
lación de la conducta de acoso con la norma­
tiva sobre seguridad y salud laborales89. Una 
vez que este vínculo se hizo evidente, el acoso 
pasó a ser una de las cuestiones claramente 
atribuidas por el art. 2.e) LRJS al orden juris­
diccional social, en tanto que «con la nueva re­
dacción de la norma procesal, la competencia 
de esta jurisdicción se extiende a la impugna­
ción de las actuaciones de las Administracio­
nes Públicas en materia de riesgos laborales, 
también cuando son funcionarios y personal 
estatutario, incluidas la reclamación de res­
ponsabilidad por incumplimiento de la nor­
mativa de prevención de riesgos laborales»90. 

Actualmente, es este último aspecto, el re­
lativo a la indemnización por los daños y per­
juicios derivados de las conductas de acoso, el 
que ha merecido una mayor atención desde el 
punto de vista de la determinación del orden 
jurisdiccional competente. El art.  183 LRJS, 
relativo al contenido de la sentencia dictada 
en los procesos de tutela de derechos funda­
mentales y libertades públicas, permite al ór­

momentos legales con diferentes atribuciones competencia-
les– (…) la competencia para el conocimiento de la pretensión 
ejercitada ante el orden Jurisdiccional Contencioso-adminis­
trativo ha quedado fijada en el momento de presentación de la 
demanda ante ese orden jurisdiccional –datada a 28.11.2011–, 
pues en ese momento ese orden Jurisdiccional resultaba ser 
el competente». Especialmente interesante resulta lo añadido 
a continuación: «si el funcionario fiscal demandante hubiera 
presentado su demanda ante el orden Jurisdiccional Social con 
posterioridad a la entrada en vigor de la ley reguladora de la 
Jurisdicción Social seríamos competentes en relación con las 
pretensiones de aquella demanda que estuvieran comprendi­
das en el artículo 2 e) de la ley (…); pero lo hizo antes, y antes 
no lo éramos». 

89 En palabras de la STSJ de islas Canarias (las Palmas) 
de 10 de junio de 2016 (rec. 350/2016), los artículos 3.1, 14, 
15 y 22 lPrl, en relación con el art. 9.5 loPJ, conducen al re­
conocimiento de la competencia de la jurisdicción social «sin 
otras matizaciones», tanto de las acciones derivadas de acoso 
sufridas por funcionarios de la administración Pública, como 
para conocer de la reclamación de los daños que de ella puedan 
derivarse. 

90 SJS Bilbao de 20 de noviembre de 2015 (proc. 271/2015). 
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gano judicial que haya apreciado la existencia 
de vulneración de estos derechos y libertades 
«pronunciarse sobre la cuantía de la indemni­
zación que, en su caso, corresponda a la parte 
demandante por haber sufrido discriminación 
u otra lesión de sus derechos fundamentales y 
libertades públicas, en función tanto del daño 
moral unido a la vulneración del derecho fun­
damental, como de los daños y perjuicios adi­
cionales derivados». Parece claro que, cuando 
estos daños deriven de una situación de acoso 
moral, el procedimiento adecuado para cono­
cer de esta pretensión es el de tutela de de­
rechos fundamentales y libertades públicas 
(arts. 174-184 LRJS). Sin embargo, no han 
faltado sentencias que consideraron incom­
petente al orden social para conocer de las 
lesiones de derechos fundamentales y liberta­
des públicas de los funcionarios y del personal 
estatutario al servicio de la Administración 
Pública. No existe ninguna norma que extien­
da al orden social la competencia para cono­
cer de la tutela de derechos fundamentales de 
los funcionarios, al estilo de la que recoge el 
art. 2.e) LRJS respecto de la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales. Así lo ha reco­
nocido la STSJ Galicia de 14 de julio de 201491, 
aunque también sea posible observar la posi­
ción contraria, admitiendo la competencia del 
orden social para conocer de estas cuestiones 
al amparo del art. 2.e) LRJS, en las sentencias 

91 En ella, el demandante tenía la condición de funcio­
nario municipal perteneciente al Cuerpo de Policía local del 
ayuntamiento de a Coruña y presentó demanda de tutela de 
derechos fundamentales por acoso laboral, vulneración de su 
integridad física y moral, su honor y dignidad, solicitando se 
declarase la nulidad radical y cese inmediato de la conducta 
impugnada, así como la condena solidaria de los demandados 
–administración Pública y personas físicas– a reparar los daños 
y perjuicios causados. la Sala estimó la incompetencia del or­
den social para conocer de esta pretensión dado que «el objeto 
del litigio se refiere a una cuestión de derechos fundamentales 
por acoso laboral ocurrida en el seno de una relación funcio­
narial que no es susceptible de ser tramitada por el proceso 
especial previsto en los arts. 177 y ss. de la ley reguladora de 
la Jurisdicción social, pues no cabe una interpretación exten­
siva como la que el demandante pretende al tratarse de una 
materia distinta y ni siquiera relacionada con la prevención de 
riesgos laborales a que se refiere el art. 2.e) de la lrJS». 
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del TS de 10 de abril de 201392 y del TSJ País 
Vasco de 2 de junio de 201593. 

No menos importante resulta también de­
terminar el alcance subjetivo de la competen­
cia de los tribunales laborales de acuerdo con 
el art. 2.b) LRJS. Por primera vez, se incluye 
en ella a los funcionarios o al personal esta­
tutario, en igualdad de condiciones que los 
trabajadores por cuenta ajena. Unos y otros 
deben de plantear sus demandas ante el or­
den jurisdiccional social, que atrae a sus filas, 
excepcionalmente94, una competencia habi­
tual del contencioso-administrativo. Con ello, 
se consiguió eliminar la competencia residual 
que, tradicionalmente, había venido asumien­
do el orden jurisdiccional civil respecto de los 
pleitos sobre daños en los que hubieran inter­
venido personas distintas del empresario o 
empleador. 

El elemento determinante de la asunción 
de competencias por el orden jurisdiccional so­
cial respecto de una materia tradicionalmente 
asignada al orden contencioso-administrativo 
reside, precisamente, en la materia respec­
to de la que se llevan a cabo las actuaciones 
administrativas impugnadas. La legislación 
en materia de prevención de riesgos labora­
les afecta y es aplicable a todo el personal al 
servicio de las Administraciones Públicas, ya 
sea este personal funcionario, laboral o esta­
tutario. No se trata, por consiguiente, de una 
normativa aplicable exclusivamente a los tra­
bajadores. 

Con todo, esta materia no fue siempre com­
petencia de los tribunales laborales. Con an­
terioridad a la entrada en vigor de la LRJS, 
correspondía a la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa, al no estar expresamente atribuida 
a los tribunales laborales. Dan buena muestra 
de ello las sentencias, algunas de la Sala Ter­

92 rec. 67/2012.
 
93 rec. 887/2015.
 
94 así lo ha calificado la STS de 27 de agosto de 2016 (rec. 


859/2016), oponiendo el art. 2.e) lrJS «de modo excepcional» a 
la exclusión contenida con carácter general en el art. 3.c) de la 
misma norma. 
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cera del Tribunal Supremo, que conocían de de­
mandas de acoso presentadas por funcionarios 
públicos de carrera contra la Administración en 
la que prestaban servicios95. Con todo, es posible 
encontrar significativas sentencias dictadas por 
los tribunales laborales en las que se admite la 
competencia del orden social para conocer de las 
demandas de acoso presentadas por empleados 
públicos no sólo contra su administración em­
pleadora, sino también contra compañeros de 
trabajo hostigadores. Un ejemplo perfecto de 
esta situación puede encontrarse en la STSJ 
País Vasco de 20 de febrero de 200796 y en el 
magnífico razonamiento empleado por su Sala 
de lo Social para reconocer su competencia res­
pecto de una demanda por reclamación de canti­
dad derivada de una situación de acoso, que pre­
sentó una trabajadora contra su empleador, sus 
superiores y otros compañeros de trabajo. La 
Sala reconoció la competencia del orden social 
para conocer de la indemnización solicitada a 
la administración empleadora y distinguió esta 
situación de los supuestos de responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública, que 
sí están excluidos de la competencia del orden 
social97. Pero más importante resultó la atri­
bución al orden social de la reclamación contra 
sus superiores y compañeros de trabajo, que se 
fundamentó en dos razones principales: la pri­

95 Sirva como ejemplo la STS (Sala 3ª) de 23 de julio de 
2001 (rec. 3715/1997). 

96 rec. 2742/2006. la trabajadora solicitó la condena soli­
daria al pago de una indemnización por los daños y perjuicios 
sufridos: «en tanto que los mismos habían sido consecuencia 
por un lado de la no existencia de las medidas necesarias en 
materia de prevención de riesgos psico-sociales, y por otro de 
la no adopción de medida alguna ante el conflicto existente 
con mis compañeros de trabajo y con el pleno conocimiento, 
complacencia y pasividad de la dirección». 

97 En palabras de la Sala: «no se basa en la indebida pres­
tación del servicio público asumido por el Consorcio de Com­
pensación de Seguros, sino en el incumplimiento de sus obli­
gaciones como empresario». Con gran contundencia defendió 
que «la asignación al orden jurisdiccional contencioso-admi­
nistrativo de la competencia para conocer de la responsabilidad 
patrimonial de las administraciones Públicas, debe ser inter­
pretada en sus propios términos y en armonía con el artículo 3 
de la propia ley 29/1998 y con los preceptos que asignan al or­
den social la competencia para el enjuiciamiento de los litigios 
que surjan en la rama social del derecho, con independencia de 
la naturaleza pública o privada del empleador». 
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mera fue la inserción de esta reclamación en la 
rama social del Derecho, ya que no se basa en 
actuaciones ajenas a la actividad laboral, sino 
en hechos ocurridos en lugar y tiempo de trabajo 
y con ocasión de la actividad laboral. La segunda 
razón no es otra que evitar la ruptura de «la con­
tinencia de la causa» que se produciría en el caso 
de que se ejercitase esta acción ante el orden ci­
vil por el mero hecho de tratarse de personas fí­
sicas «en detrimento de la adecuada satisfacción 
del derecho a la tutela judicial de la parte de­
mandante y de la celeridad y economía procesal, 
con riesgo de fallos contradictorios y duplicidad 
de indemnizaciones por los mismos daños, sin 
que exista justificación alguna para ello». 

3.2.2.	 Las competencias plenas 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en el ejercicio de sus funciones 
en materia de seguridad y salud 
laboral 

La Administración Laboral tiene, entre sus 
competencias, la tarea de vigilar y controlar el 
cumplimiento de las normas sobre seguridad e 
higiene en el trabajo (art. 7.1.b LPRL), a través, 
entre otros medios, de la actuación de la Inspec­
ción de Trabajo (art.  9 LPRL)98. Para realizar 
su actividad, la Inspección cuenta, entre otros 
mecanismos, con la posibilidad de emitir los co­
rrespondientes requerimientos de subsanación 
al empresario así como las correspondientes 
propuestas de sanción por las deficiencias ob­
servadas en el cumplimiento de las normas de 
seguridad y salud (art. 43 LPRL) e, incluso, pa­
ralizar las actividades de una empresa cuando 
hubiera detectado en ella algún incumplimiento 
de dicha normativa que pueda suponer un ries­
go grave e inminente para la seguridad y salud 
de los trabajadores (art. 44 LPRL). Todo ello sin 
perjuicio de que, en supuestos de excepcional 
gravedad, pueda ser el Gobierno o el órgano co­
rrespondiente de la comunidad autónoma el que 

98 la ley 23/2015, de 21 de julio, ordenadora del Sistema 
de inspección de Trabajo y Seguridad Social desarrolla las va­
riadas competencias de la inspección de Trabajo en materia de 
seguridad y salud laboral. 
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decrete la suspensión temporal de la actividad 
(art.  53 LPRL). Así pues, ante la constatación 
de un incumplimiento, la Inspección de Trabajo 
podrá iniciar el procedimiento administrativo 
sancionador por infracciones de orden social, 
que podrá finalizar con una disposición sancio­
nadora, impugnable ante el orden jurisdiccional 
social (art. 2.n LRJS). 

Todas estas funciones de la Inspección re­
visten una clara naturaleza administrativa, si 
bien a la vez producen notables efectos sobre 
las relaciones laborales de las empresas en las 
que se lleve a cabo esta medida99. Por lo tanto, 
la competencia judicial en tales supuestos habrá 
de repartirse entre el orden contencioso-admi­
nistrativo y el laboral, de acuerdo con la siguien­
te regla general: las impugnaciones directas de 
la resolución administrativa se dirigirán ante 
la jurisdicción contenciosa, mientras que las 
controversias entre empresario y trabajadores 
acerca de la aplicación de las limitaciones esta­
blecidas por la Inspección corresponderán a los 
tribunales laborales. 

La modalidad procesal regulada por los arts. 
151 y 152 LRJS actúa, a estos efectos, como ca­
jón de sastre, absolviendo todas las impugna­
ciones de los actos administrativos en materia 
laboral que no estén expresamente remitidos a 
otra modalidad procesal100. Expresamente, di­
cha modalidad procesal contempla la impugna­

99 así, l.a. Fernández Villazón (Distribución y delimitación 
de competencias entre la Jurisdicción Social y la Jurisdicción 
contencioso-administrativa, lex nova, Valladolid, 2001, p. 261) 
señala, a modo de ejemplo, las siguientes: «concretamente, van 
desde el mantenimiento del derecho al salario de los trabaja­
dores, en los casos de paralización o suspensión, pasando por 
la responsabilidad empresarial sobre todas las prestaciones de 
seguridad social que se deriven de los accidentes de trabajo 
que pueden producirse por incumplimiento de la medida de 
paralización o suspensión y llegando a la extinción de los con­
tratos de trabajo en los supuestos de cierre definitivo. Todas 
estas consecuencias deberán ser planteadas ante la jurisdicción 
de trabajo». 

100 Puede verse un análisis de dicha modalidad procesal en 
y. Maneiro Vázquez, impugnación de los actos administrativos 
en materia laboral y de seguridad social (excluidos los presta­
cionales), en nogueira Guastavino y García Becedas, «lecciones 
de jurisdicción social», Tirant lo Blanch, Valencia, 2016, pp. 557­
574). 
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ción ante la jurisdicción social de las resolucio­
nes administrativas en materia de accidente de 
trabajo o enfermedad profesional, acoso sexual 
o acoso por razón de sexo (art. 151.5) y de las 
resoluciones de la autoridad laboral de parali­
zación de trabajos por riesgo grave e inminente 
para la seguridad y salud (art. 152.2). Serán los 
destinatarios del acto o de la resolución impug­
nada quienes tendrán legitimación activa para 
presentar su demanda ante la jurisdicción social 
(art. 151.5 LRJS) para solicitar su revocación o 
su anulación. Pero también todos aquellos que 
ostenten derechos o intereses legítimos en dicha 
revocación o anulación podrán participar como 
parte en el proceso y habrán de ser emplazados 
al efecto101. 

La Inspección de Trabajo, al igual que la 
Administración Laboral, cuando el centro de 
trabajo sometido a inspección coincida con el 
domicilio de la persona afectada, podrá solicitar 
la correspondiente autorización judicial para 
efectuar la debida inspección para el caso en el 
que el titular del domicilio se opusiera a la ins­
pección o existiese el riesgo de tal oposición «en 
relación con los procedimientos administrativos 
de los que conozca o pueda conocer posterior­
mente la jurisdicción social, o para posibilitar 
cualquier otra medida de inspección o control 
que pudiera afectar a derechos fundamentales y 
libertades públicas» (art. 76.5 LRJS). 

4.	 CUESTIONES LITIGIOSAS
 
EXCLUIDAS DEL ORDEN SOCIAL
 
EN MATERIA DE PREVENCIÓN
 
DE RIESGOS LABORALES
 

La centralización del conocimiento de 
las materias relativas a la seguridad y sa­
lud en el orden jurisdiccional social a través 

101 En el caso particular de las sanciones administrativas 
por acoso sexual o acoso por razón de sexo está legitimada la 
víctima del acoso, según su libre decisión. Esto implica que se 
le emplazará para que tenga conocimiento de la existencia del 
proceso, pero no podrá ser obligada a comparecer en él en con­
tra de su voluntad (arts. 8.13 y 8.13 bis rlD 5/2000 y art. 12.3 
lo 3/2007). 
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de la ampliación de competencias llevada a 
cabo por el art.  2 LRJS no impide que, de­
terminadas cuestiones, aun vinculadas con 
la prevención de riesgos laborales, queden 
excluidas del orden social y permanezcan 
bajo la jurisdicción civil o contencioso ad­
ministrativa. La exclusión del orden social 
tiene su encaje tanto en el art. 2.b LRJS in 
fine («y sin perjuicio de la acción de repeti­
ción que pudiera corresponder ante el orden 
competente»), como en el art. 3.c LRJS, que 
excluye del conocimiento de los tribunales 
laborales «las cuestiones litigiosas en mate­
ria de prevención de riesgos laborales que se 
susciten entre el empresario y los obligados 
a coordinar con éste las actividades preven­
tivas laborales y entre cualquiera de los an­
teriores y los sujetos o entidades que hayan 
asumido frente a éstos, y por cualquier títu­
lo, la responsabilidad de organizar los servi­
cios de prevención». 

4.1.	 La incompetencia del orden social 
para conocer de las acciones 
de responsabilidad entre 
empresarios por los daños 
causados en materia de seguridad 
y salud 

La competencia del orden jurisdiccional 
social no alcanza a conocer de la acción de 
repetición entre los responsables del daño 
respecto del pago del recargo de prestacio­
nes por falta de medidas de seguridad. En 
tal supuesto, sigue vigente la doctrina uni­
ficada por la STS de 30 de abril de 1990102, 
que reconoció la competencia de los tribuna­
les civiles. 

102 núm. 647. En ella se resolvió sobre el litigio promovido 
por un empresario que ejercitó frente a otro la acción de resar­
cimiento respecto de unos derechos laborales de trabajadores 
de este último, que había tenido que asumir como contratista 
entrante en un servicio de limpieza anteriormente atendido 
por aquel y como consecuencia de lo previsto en el convenio 
colectivo de aplicación. 
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La atribución de la competencia al orden 
civil para conocer de estas cuestiones no se 
altera, a juicio de los tribunales103, por lo dis­
puesto en el art.  2.e LRJS. Dicho precepto 
ubica en la jurisdicción social el conocimien­
to de las acciones destinadas a garantizar 
el cumplimiento de la normativa de preven­
ción de riesgos laborales, o la responsabili­
dad por los daños sufridos por causa de su 
incumplimiento. En el caso de la acción de 
repetición, ésta no proviene de la naturaleza 
laboral de la prestación, sino que la relación 
entre las empresas está sujeto a las normas 
civiles. Por lo tanto, se considera que debe 
ser también la jurisdicción civil la que co­
nozca del reparto de responsabilidades en­
tre ellos104. 

El mismo razonamiento cabe realizar 
respecto de la acción para reclamar a la mu­
tua el reintegro de facturas por asistencia 
sanitaria derivada de accidente de trabajo 
y prestada por el Servicio sanitario de sa­
lud. En tal supuesto, es clara la competencia 
de la jurisdicción contencioso-administrati­
va105, en tanto que no se trata de reparar al 
trabajador por el daño causado como conse­
cuencia de un accidente de trabajo, sino del 
abono por parte de la mutua a una Adminis­
tración Pública de unos importes correspon­
dientes al tratamiento médico del trabaja­
dor accidentado. 

103 En este sentido, véase la reciente STSJ País Vasco de 
16 de mayo de 2017 (rec. 921/2017), en la que se atribuye a 
la competencia del orden civil el conocimiento de la acción de 
repetición entre dos empresas que resultan deudoras solidarias 
respecto del recargo de prestaciones por falta de adopción de 
medidas de seguridad. 

104 Para la referida STSJ País Vasco de 16 de mayo de 
2017, «no estamos ante una pretensión que se promueve 
dentro de la rama social del Derecho. Cuestión distinta es 
que, esa normativa civil o los mismos términos de la relación 
contractual concertada entre ellos, pueda conducir a hacer 
el reparto en función de la mayor o menor entidad del in­
cumplimiento preventivo causal del accidente por cada una 
de ellas». 

105 así lo ha reconocido, entre otras, la San (Sala de lo con­
tencioso-administrativo) de 23 de junio de 2017 (rec. 30/2017). 
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4.2.	 Las cuestiones que se susciten entre 
el empresario y los obligados a 
coordinar con éste las actividades 
preventivas. Y entre cualquiera 
de los anteriores y los sujetos o 
entidades que hayan asumido 
la responsabilidad de organizar 
los servicios de prevención 

El art.  3.b LRJS matiza la atribución a la 
jurisdicción social de los litigios referidos en el 
art.  2.e LRJS, en materia de cumplimiento de 
la normativa de prevención de riesgos laborales, 
también en el caso de los empleados públicos res­
pecto de su administración empleadora. Así las 
cosas, de acuerdo con las exclusiones contenidas 
en el referido art. 3.b LRJS, no podrán conocer los 
tribunales laborales de las cuestiones que se sus­
citen entre el empresario y los obligados a coor­
dinar con él las actividades preventivas y entre 
cualquiera de ellos y los sujetos o entidades que 
hayan asumido la responsabilidad de organizar 
los servicios de prevención. Entre estas reclama­
ciones pueden encontrarse las que realiza una 
empresa principal respecto de una contratista 
y/o subcontratista, entre empresarios que com­
parten un lugar de trabajo sin vinculación entre 
ellos, entre una empresa titular de un centro de 
trabajo y las empresas con las que coordina acti­
vidades, o una empresa de trabajo temporal res­
pecto de la empresa usuaria106. 

Los empresarios que, en un mismo centro de 
trabajo, realicen actividades que puedan poner 
en peligro a los trabajadores de otras empresas 
deberán cooperar entre sí, estableciendo los me­
dios de coordinación de actividades que resulten 
necesarios, en atención a la peligrosidad de las 
actividades que se realicen en el centro de tra­
bajo, el número de trabajadores que pueden re­
sultar afectados y la duración de la concurrencia 
de actividades desarrolladas por estas empresas 
(art.  4.1 RD 171/2004, de 30 de enero). Ahora 

106 M.C. Salcedo Beltrán: «Prevención de riesgos labo­
rales en la nueva ley 36/2011, reguladora de la Jurisdic­
ción Social», en rodríguez Pastor y alfonso Mellado (Dir.), 
«la nueva ley de la Jurisdicción Social», Bomarzo (albacete, 
2012), p. 414. 
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bien, en el caso de que dichos empresarios hayan 
incumplido o cumplan defectuosamente este de­
ber de coordinación, no podrán plantearse ante 
la jurisdicción social las cuestiones que surjan de 
esta situación, pues de ellas habrán de conocer 
los tribunales civiles. 

Lo mismo sucedería en el caso en el que uno 
de los empresarios fuera el titular del centro de 
trabajo. También serían competencia del orden 
civil, no del laboral, las cuestiones que puedan 
surgir entre el empresario principal y alguno o 
algunos de los empresarios concurrentes, o bien 
directamente entre éstos. Por el mismo motivo, 
tampoco son competencia de los tribunales labo­
rales las cuestiones que surjan entre el empresa­
rio principal y los contratistas o los subcontratis­
tas, o de éstos entre sí. 

En la misma línea, también corresponden al 
orden jurisdiccional civil y, por lo tanto, están ex­
cluidas del laboral, las acciones que se susciten 
entre el empresario y los sujetos o entidades que 
hayan asumido frente a éllos por cualquier título 
la responsabilidad de organizar los servicios de 
prevención. El RD 39/1997, de 17 de enero, por el 
que se aprueba el reglamento de los servicios de 
prevención, indica quiénes pueden ser los obliga­
dos a prestar este servicio107. Con independencia 
de cuál sea la modalidad elegida para organizar 
la actividad de prevención de riesgos, habrán de 
plantearse ante el orden jurisdiccional civil, al 
estar excluidos del laboral, las cuestiones que 
surjan entre la empresa –ya se trate de la em­
presa principal, contratista, subcontratista, titu­
lar del centro de trabajo, etc.– y los sujetos o las 
entidades que hayan organizado los servicios de 
prevención108. 

Obviamente, la situación habría de mo­
dificarse en el supuesto en el que la indicada 
descoordinación de las actividades preventivas 

107 De acuerdo con lo indicado por dicho precepto, el ser­
vicio puede prestarse: asumiendo personalmente tal actividad, 
designando uno o varios trabajadores para llevarla a cabo, o 
bien constituyendo un servicio de prevención propio o bien 
ajeno. 

108 Sobre esta cuestión, véase M.l. Segoviano astaburuaga, 
op. cit., pp. 95-96. 
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dé como resultado un accidente de trabajo o 
una enfermedad profesional. O, incluso, si de 
élla puede derivarse un riesgo para el trabaja­
dor. En tales supuestos, el conflicto ya no sólo 
afectaría a una relación exclusivamente civil o 
mercantil entre las partes, sino que se trataría 
de un conflicto entre empresarios y trabajado­
res atribuido, sin margen de duda en este caso, 
al orden jurisdiccional social (art. 2.a LRJS)109. 
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RESUMEN	 La Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la jurisdicción social convirtió al orden 
social en el orden especializado –con la salvedad del penal– para el conocimiento uni­
ficado de todas las materias de prevención de riesgos laborales, accidente de trabajo y 
enfermedad profesional. Este estudio trata de realizar un análisis de la evolución que ha 
tenido lugar en esta materia, prestando especial atención a la evolución jurisprudencial, 
que ha sido la principal impulsora de las mejoras legislativas que trató de ofrecer la 
LRJS, y que culminaron en sus artículos 2 (materias incluidas) y 3 (materias excluidas). 
El carácter poliédrico de la prevención de riesgos en el ámbito laboral, plagada de aspec­
tos laborales, civiles, penales y administrativos, dificultó la identificación del orden juris­
diccional competente para conocer de cada uno de ellos, por tratarse de una materia que 
desborda un único orden jurisdiccional. De modo expreso, la LRJS reconoce su intención 
de evitar el llamado «peregrinaje jurisdiccional», que obligaba a los afectados a acudir a 
distintos juzgados y tribunales, provocaba graves disfunciones y dificultaba la efectiva 
protección de los derechos de las personas, protección integral de sus intereses en un 
período de tiempo adecuado y con unas razonables expectativas de seguridad jurídica 
y de tutela judicial efectiva. Este artículo centra su análisis en las dos materias sobre 
las que se centraron los principales problemas de delimitación de competencias entre 
el orden social y los órdenes civil y contencioso-administrativo: la responsabilidad del 
empresario en supuestos de accidentes de trabajo y enfermedad profesional y los litigios 
sobre la aplicación o inaplicación de la norma de prevención de riesgos laborales por la 
Administración Pública en su condición de empleadora, no de poder público. Al análisis 
de estos dos aspectos tradicionales, se unirá el de otras cuestiones más recientes, como 
la competencia jurisdiccional para conocer de las demandas presentadas por los trabaja­
dores autónomos económicamente dependientes, o el supuesto específico de acoso en la 
Administración Pública. 

De todo ello, podrá apreciarse el importante papel que ha desempeñado la LRJS a la 
hora de centralizar el conocimiento de estas cuestiones en el orden social y favorecer el 
cumplimiento efectivo de las políticas de promoción de la seguridad y salud en el lugar de 
trabajo. La LRJS reivindica ex novo su propia competencia para conocer de las acciones 
sobre responsabilidad por accidentes de trabajo y enfermedades laborales que traigan 
su causa en la actuación culposa del empleador (art. 2.b LRJS). Este artículo constitu­
yó una novedad sin precedente alguno en los anteriores textos procesales y convirtió a 
la jurisdicción social en el garante del cumplimiento de la normativa de prevención de 
riesgos laborales, desde la primera fase preventiva, hasta la última fase reparadora del 
daño ocasionado por su incumplimiento. En consecuencia, el orden social concentra ahora 
el conocimiento de las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus causahabien­
tes contra el empresario o contra aquéllos a quienes se les atribuya legal, convencional 
o contractualmente responsabilidad por los daños que tengan su causa en accidentes 
de trabajo o enfermedades profesionales. Pero, además, también se ocupa de la acción 
directa frente a la entidad aseguradora que cubra la responsabilidad civil patronal, sin 
perjuicio de la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente. 
La ampliación de la competencia del orden social que realizó el art. 2.b LRJS trató de 
ofrecer la solución definitiva que tanto había reclamado la doctrina científica y la judicial, 
poniendo fin a la dualidad de jurisdicciones competentes en materia de responsabilidad 
civil del empresario derivada de accidente de trabajo y enfermedad profesional. 

En segundo lugar, en este trabajo se analiza la competencia del orden social respecto del 
cumplimiento de las normas de prevención de riesgos laborales [art. 2.e) LRJS]. La acción 
se dirige a denunciar el mero incumplimiento de las normas en materia de prevención 
de riesgos, con independencia de que de dicho incumplimiento se hubieran derivado o no 
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daños. En otras palabras, no es preciso que se produzca el evento dañoso para que el per­
judicado pueda demandar, pues lo que éste quiere exigir es el cumplimiento de las obli­
gaciones sobre prevención, aun en el caso de que el daño no hubiera llegado a producirse. 
Así las cosas, resulta obvio que esta acción puede tener un marcado carácter preventivo, 
cuando lo que busca es, precisamente, impedir que el daño pueda llegar a producirse. Con 
todo, en el caso de que dicho daño ya se hubiera producido, estas reclamaciones permiten 
que los afectados exijan también la responsabilidad derivada de los daños sufridos como 
consecuencia del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, con 
independencia del carácter público o privado de su empleador. En este estudio se analizan 
los dos momentos en los que procede esta reclamación: el inicial, que trata de prevenir el 
incumplimiento, y el posterior, dirigido a impugnar o a resarcir los daños derivados de un 
incumplimiento empresarial en materia de seguridad y salud laboral. 

El último apartado analiza las cuestiones litigiosas excluidas del orden social en materia 
de prevención de riesgos laborales. Algunas de ellas, a pesar de estar vinculadas con 
la prevención de riesgos laborales, resultan expresamente excluidas del orden social y 
pertenecen al civil o contencioso administrativo. En concreto, se analizan dos aspectos: 
en primer lugar, la exclusión del orden social para conocer de las acciones de responsabi­
lidad entre empresarios por los daños causados en materia de seguridad, para comprobar 
que la competencia del orden jurisdiccional social no alcanza a conocer de la acción de 
repetición entre los responsables del daño respecto del pago del recargo de prestaciones 
por falta de medidas de seguridad. En segundo lugar, se analiza la exclusión del orden 
social para conocer de las cuestiones que se susciten entre el empresario y los obligados a 
coordinar con éste las actividades preventivas, y entre cualquiera de los anteriores y los 
sujetos o entidades que hayan asumido la responsabilidad de organizar los servicios de 
prevención. Los empresarios que, en un mismo centro de trabajo, realicen actividades que 
puedan poner en peligro a los trabajadores de otras empresas deberán cooperar entre sí, 
estableciendo los medios de coordinación de actividades que resulten necesarios. Ahora 
bien, en el caso de que dichos empresarios hayan incumplido o cumplan defectuosamente 
este deber de coordinación, no podrán plantearse ante la jurisdicción social las cuestiones 
que surjan de esta situación, pues de ellas habrán de conocer los tribunales civiles, al 
igual que cuando uno de los empresarios fuera el titular del centro de trabajo. 

Palabras clave: Jurisdicción, prevención de riesgos; funcionarios; responsabilidad; acci­
dente de trabajo; enfermedad profesional. 
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The Law 36/2011, of October 10, Regulator of the Labour Jurisdiction (LRJS) made the 
Labour Courts the specialized ones –with the exception of the Criminal jurisdiction– 
for all the matters of occupational risks, work accidents and occupational diseases. This 
study tries to perform an analysis of the evolution that has taken place in this matter, 
paying special attention to the jurisprudential evolution, which has been the main driver 
of the legislative improvements that the LRJS tried to offer, and that culminated in its 
articles 2 (included subjects) and 3 (excluded subjects). The multifaceted nature of the 
occupational risks in the workplace, plagued by labour, civil, criminal and administrative 
issues, made it difficult to identify the jurisdictional order responsible for each of them, 
because it is a matter that exceeds one single jurisdictional order. In particular the LRJS 
recognizes its intention to avoid the so-called «jurisdictional pilgrimage», which obliged 
the affected to go to different courts and tribunals, caused serious dysfunctions and 
hindered the effective protection of the rights of the people, comprehensive protection 
of their interests in a limited period of time and with reasonable expectations of legal 
security and effective judicial protection. This article focuses its analysis on the two 
subjects on which the main problems of delimitation of competences between the Labour 
Courts and the Civil and Administrative Courts were focused: the responsibility of the 
employer in cases of occupational accidents and illness and litigation on the application 
or non-application of the standard for the prevention of occupational risks by the Public 
Administration in its capacity as employer, and not as a public authority. The analysis 
of these two traditional aspects will be combined with other more recent issues, such as 
jurisdictional competence to hear the claims presented by economically dependent self­
employed workers, or the specific case of harassment in public administrations. 

From all this, we can appreciate the important role played by the LRJS in centralizing the 
knowledge of these issues in the social order and encouraging effective compliance with 
policies to promote safety and health in the workplace. The LRJS claims ex novo its own 
competence to hear actions on liability for work accidents and occupational diseases that 
arise from negligent action on the part. of the employer (Article 2.b LRJS). This article has 
no precedent in the previous procedural texts and turned the social jurisdiction into the 
guarantor of compliance with the regulations for the prevention of occupational hazards, 
from the first preventive phase to the final phase of reparation of the damage caused by 
its non-compliance. Consequently, the social order now concentrates the responsibility 
for the claims that can be presented by workers or their successors against the employer 
or against those who are legally, conventionally or contractually attributed responsibility 
for the damages that arise from work accidents or occupational diseases. But, in addition, 
it also deals with direct action against the insurance company that covers the employer’s 
civil liability, without prejudice to the action of repetition in the appropriate jurisdiction. 
The extension of the competence of the social order that the art. 2.b LRJS created tried 
to offer the definitive solution that both scientific and judicial doctrine had demanded, 
putting an end to the duality of competent jurisdictions in terms of civil liability of the 
employer arising from work-related accidents and occupational diseases. 

Secondly, this paper analyses the competence of the social order regarding compliance 
with the norms of prevention of occupational risks [art. 2.e) LRJS]. the claim is aimed at 
denouncing the mere failure to comply with the rules on risk prevention, regardless of 
whether said breach resulted in damages. In other words, it is not necessary to produce 
the harmful event so that the injured party can sue, because what he wants to demand 
is compliance with the obligations on prevention, even if the damage has not occurred. 
So, it is obvious that this action can have a strong preventive character, when what you 
are looking for is precisely to prevent damage occurring. However, in the event that this 
damage has already occurred, these claims allow those who had been affected to also 
demand liability arising from the damages suffered as a consequence of non-compliance 
with the regulations for the prevention of occupational risks, regardless of public or 
private nature of employer. This study analyses the two moments in which this claim 
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arises: the initial one, which seeks to prevent non-compliance, and the subsequent one, 
aimed at challenging or compensating for the damages arising from a breach by the 
employer in matters of occupational health and safety. 

The last section analyses the litigious issues excluded from the social order in terms of 
prevention of occupational risks. Some of them, despite being linked to the prevention 
of occupational risks, are expressly excluded from the social order and belong to civil 
or administrative litigation. Specifically, two aspects are examined: firstly, the exclusion 
from the Labour Courts of the claims of responsibility between employers for the 
damages caused in the matter of security, to verify that the competence of the social 
jurisdictional order does not cover the repetition claims between those responsible for 
the damage with respect to the payment of the Social Security surcharge due to lack of 
security measures. Secondly, the exclusion of some matters from Labour Courts is studied 
in order to know the questions that arise between the employer and those obliged to 
coordinate the preventive activities with it, and between any of the previous ones and 
the subjects or entities that have assumed the responsibility of organizing prevention 
services. Employers who, in the same workplace, carry out activities that may endanger 
the workers of other companies should cooperate with each other, establishing the means 
of coordinating activities that are necessary. However, in the event that said employers 
have failed to fulfil or defectively achieve this duty of coordination, issues arising from 
this situation may not be raised before the social jurisdiction, as they will have to be 
heard by the civil courts, the same as when the employer is the owner of the work place. 

Keywords: Jurisdiction; health and safety law; civil servants; liability; workplace 
accident; professional illness. 
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El deber de seguridad Employers’ Liability 
del empleador y el for Health and Safety 

and the Protective Principleprincipio protector en 
in Latin America Latinoamérica 
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MARÍA CRISTINA GAJARDO HARBOE*
 

1. INTRODUCCIÓN 

En Latinoamérica no se observa la 
existencia de un derecho de la pre­
vención de riesgos laborales como 

rama especializada del Derecho del Trabajo. 
El sello principal en los países de la región 
permanece en la dimensión reparadora, con 
escaso desarrollo normativo si lo compara­
mos con el europeo, característica que podría 
tener distintas causas: desde luego nuestros 
derechos son más nuevos, los que además di­
cen relación con países con desarrollo econó­
mico y social distintos al europeo, en lo que 
se ha denominado «países en vías de desarro­
llo»; y la dogmática ha seguido esta realidad 
ocupándose tradicionalmente de la dimen­
sión reparadora, desde el derecho de daños y 
las normas sobre atribución de responsabili­
dad civil en general. 

En Europa y, más específicamente en Es­
paña, la doctrina relevante desde hace varios 
años viene sosteniendo que el ámbito de la 
protección a que tiene derecho un trabajador, 
en lo relacionado con los riesgos presentes en 
su lugar de trabajo, abarca todo lo humana y 

* Profesora de Derecho del Trabajo y de la Seguridad So­
cial – Universidad de Chile. 

técnicamente posible, vale decir, toda medida de 
prevención que estando disponible para su uso, 
se encamine a evitar los riesgos en el trabajo, o 
en su caso, a disminuirlos considerablemente, 
sin que para ello interese el costo económico de 
su implementación1. 

Esta postura se sitúa en un extremo de 
máxima protección, y no solo ello. Se suele 
agregar que la protección ofrecida sea eficaz, 
es decir, que las medidas de prevención de 
riesgos que adopte un empleador deben ser 
eficientes para el fin que se propone, esto es, 
eliminar el riesgo en el lugar de trabajo o, si 
ello no pudiera lograrse, reducirlo considera­
blemente, todo lo cual ha tenido una aplica­
ción eficiente, porque existe una legislación 
que detalla pormenorizadamente las obliga­
ciones que, en materia de prevención de ries­
gos laborales tiene el empleador2. 

1 Véase a Santiago gonzález ortega: «la seguridad e hi­
giene en el trabajo en la Constitución», en: revista de Política 
Social, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, nº 121 
(1979): 210-217. También Derecho a la integridad física y a la 
prevención de riesgos laborales, en: las transformaciones del 
Derecho del Trabajo en el marco de la Constitución española. 
Estudios en homenaje al profesor Miguel rodríguez-Piñero y 
Bravo Ferrer (España: Editorial la ley, Grupo Wolters Kluwer, 
2006), 788-800. 

2 ley n° 31 de 1995, sobre Prevención de riesgos laborales. 
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En los países latinoamericanos esta rea­
lidad es muy distinta, observándose niveles 
altos de judicialización antes que verdaderos 
esfuerzos por desarrollar una efectiva preven­
ción de riesgos en el trabajo. 

No es nuestro objetivo realizar acá un 
examen exhaustivo de las normas de cada 
país de la región3, sino destacar las notas 
distintivas de algunos de ellos que nos per­
mitan ilustrar lo que hemos enunciado, y 
para tal fin enunciaremos las característi­
cas generales de las normas sobre seguridad 
y salud en el trabajo en Argentina, Chile, 
Colombia y Uruguay, para luego proponer 
como herramienta interpretativa de las res­
pectivas normas un refuerzo del principio de 
protección, entendiéndolo como un principio 
jurídico que, aplicado a la tarea interpreta­
tiva de preceptos legales muchas veces ge­
nerales, permita centrar la preocupación en 
la protección de los derechos en que incide 
la seguridad y salud laboral, a través de la 
prevención de riesgos. En otras palabras, 
plantearemos que el principio de protección 
se manifiesta en el ámbito de la seguridad y 
salud en el trabajo a través del principio de 
prevención. 

2.	 DESCRIPCIÓN DE LOS MODELOS 
DE PROTECCIÓN EN ARGENTINA, 
CHILE, COLOMBIA Y URUGUAY 

2.1. Argentina 

La regulación básica se encuentra en la 
Ley N° 24.557 de 1995, sobre Riesgos del Tra­
bajo. En su artículo 4.1 establece: «Los em­
pleadores y los trabajadores comprendidos en 
el ámbito de la Ley de Riesgos del Trabajo, así 
como las Administradoras de Riesgos del Tra­
bajo están obligados adoptar las medidas le-
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Para una observación detallada de las características de 
cada país en latinoamérica, véase http://www.ilo.org/wcmsp5/ 
groups/public/–-americas/–-ro-lima/documents/publication/ 
wcms_180285.pdf, p. 19. 

galmente previstas para prevenir eficazmente 
los riesgos del trabajo». 

Si bien existe en Argentina regulación en 
reglamentos particulares sobre cuestiones 
vinculadas a la prevención de riesgos, por 
varios años se observó un alto porcentaje de 
judicialización de casos en que trabajadores 
resultaron con lesiones graves o la muerte 
como consecuencia de accidentes del trabajo, 
lo que se mitigó en gran medida con la Ley 
N° 26.773 de 2012, que eliminó la compa­
tibilidad existente hasta entonces entre la 
cobertura ofrecida por el sistema de seguri­
dad social y la vía civil para perseguir las 
indemnizaciones por los daños ocasionados. 
Al cancelar la Ley N° 26.773 la posibilidad 
de acumular reparaciones con fundamento 
en distintos sistemas de reparación, a par­
tir de su entrada en vigor se ha observado 
la mantención de un énfasis reparador, pero 
ahora centrado en las Administradoras de 
Riesgos del Trabajo, a quienes se ha venido 
atribuyendo por la vía judicial, responsabi­
lidad civil por incumplir sus deberes de pre­
vención de riesgos. 

Con razón Mario Ackerman sostiene que 
en Latinoamérica hoy se tiende a ubicar la 
prevención de riesgos laborales más bien en 
el Derecho del Trabajo –y no en el Derecho de 
Seguridad Social– aludiendo a esta realidad4. 

2.2. Chile 

En Chile, el deber de seguridad del em­
pleador se regula en el artículo 184 del Código 
del Trabajo, que lo compromete en el cuida­
do de la vida y la salud de los trabajadores 
debiendo hacerlo «eficazmente», adoptando 
todas las medidas que sean «necesarias» para 
lograr dicho resultado eficaz, debiendo propor­
cionar elementos de protección personal que 
sean «adecuados». No hay mayor desarrollo 

4 Mario ackerman, Tratado de Derecho del Trabajo, (ar­
gentina: rubinzal – Culzoni Editores, Tomo Vi-a, 2° edición 
ampliada y actualizada, 2013), 17-18. 

3 

http://www.ilo.org/wcmsp5
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normativo, lo que ha conducido a los jueces 
laborales a realizar un análisis ex-post, cuan­
do el riesgo laboral ya se manifestó, quienes 
hacen aplicación de estos conceptos jurídicos 
indeterminados al caso concreto, atribuyendo 
las responsabilidades consecuentes. 

La consecuencia de lo descrito ha estado en 
el aumento de la litigación en los últimos años, 
para efectos de perseguir indemnizaciones repa­
ratorias, en lugar de reforzar la protección de los 
bienes jurídicos que están detrás. 

La seguridad social establece la compatibili­
dad de las prestaciones del seguro social contra 
riesgos de accidentes del trabajo y enfermeda­
des profesionales de la Ley N° 16.744, con las 
otras indemnizaciones a que tenga derecho la 
víctima de un infortunio legal o sus herederos, 
conforme a las reglas del Derecho Civil5. 

Las entidades empleadoras han preferido 
sostenidamente la contratación de pólizas de 
responsabilidad civil, para precaver este ries­
go: no el presente en sus empresas sino el de 
ser demandados civilmente. El énfasis repa­
rador es evidente, y se inserta dentro de un 
modelo con escaso desarrollo de normas sobre 
prevención de riesgos laborales. 

2.3. Colombia6 

En Colombia las normas básicas están en 
el Código Sustantivo del Trabajo, en el artículo 
56, según el cual incumben al empleador obli­
gaciones de protección y de seguridad para con 
los trabajadores, y a éstos obligaciones de obe­
diencia y fidelidad para con el empleador, y el 
artículo 57, que establece que son obligaciones 
especiales del empleador: 1. Poner a disposición 
de los trabajadores, salvo estipulación en con­
trario, los instrumentos adecuados y las mate­
rias primas necesarias para la realización de las 

5 artículo 69 de la ley n° 16.744, de 1968. 
6 Contenido revisado por el Prof. Jorge Mario Benítez 

Pinedo, Docente – investigador del Departamento de Derecho 
laboral de la Universidad de Externado de Colombia. 
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labores, y 2. Procurar a los trabajadores locales 
apropiados y elementos adecuados de protección 
contra los accidentes y enfermedades profesio­
nales en forma que se garanticen razonable­
mente la seguridad y la salud. 

Se observa un desarrollo normativo inte­
resante en el año 2015, a través del Decreto 
1072, denominado «Decreto Único Reglamen­
tario del Sector Trabajo», que contiene normas 
de seguridad social para el otorgamiento de 
prestaciones en caso de infortunios laborales 
y, al mismo tiempo, desarrolla desde su artícu­
lo 2.2.4.1.1 en adelante un conjunto de normas 
de rango legal sobre sistema de gestión de la 
seguridad y salud en el trabajo en un enfoque 
más moderno, en donde se contemplan debe­
res de todos los intervinientes en el proceso 
productivo (empleadores, trabajadores, orga­
nizaciones sindicales, el Estado), con un pro­
ceso continuo de evaluación. 

El empleador está obligado a velar por la 
seguridad y salud de sus trabajadores, lo que 
debe concretar a través de las obligaciones: 
poner a disposición de sus trabajadores los 
instrumentos adecuados de trabajo; definir, 
divulgar, dirigir y hacer cumplir al interior de 
la empresa la política de seguridad y salud en 
el trabajo; realizar la prevención y promoción 
de riesgos laborales; integrar los aspectos de 
seguridad y salud en el trabajo al conjunto de 
sistemas de gestión, procesos, procedimientos 
y decisiones de la empresa; realizar el plan de 
trabajo anual y asignar responsabilidades al 
interior de la empresa. 

Por otra parte, no destaca por ser un siste­
ma de alta judicialización, que nos parece es 
producto de este mayor desarrollo normativo 
y cultural. Existe un interesante instrumento 
de avaluación del daño moral por lesiones gra­
ves o muerte del trabajador cuando el Estado7. 

7 El instrumento se contiene en los «Criterios unificados 
para la reparación de los perjuicios inmateriales» aprobado me­
diante acta de 28 de agosto de 2014, de la Sala de lo Conten­
cioso administrativo del Consejo de Estado de Colombia. 
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2.4. Uruguay8 

En cuanto obligación de garantizar la 
seguridad, salubridad y medio ambiente de 
trabajo, en Uruguay se encuentra consa­
grada y desarrollada en numerosos textos 
normativos, siendo de especial relevancia la 
Ley N° 5.032 de 1914, que establece que los 
empresarios «quedan obligados … a tomar 
las medidas de resguardo y seguridad para 
el personal de trabajo, a efecto de evitar los 
accidentes originados en la utilización de 
máquinas, engranajes, etc. Así como para 
deficiencias en las instalaciones en general» 
(art.  1). Dentro de las normas reglamenta­
rias destaca especialmente el Decreto Nº 
89/995 en materia de seguridad e higiene en 
la industria de la construcción y el Decreto 
N° 372/999 sobre igual materia en el sector 
forestal. La normativa reglamentaria apli­
cable a todos los establecimientos de los sec­
tores comercial, industrial, rural y de servi­
cios, tengan o no fines de lucro, consagra la 
obligación de las empresas de garantizar la 
salud y seguridad de los trabajadores, asu­
miendo a su propio costo la implementación 
de las medidas directamente relacionadas 
con la seguridad y salud en el trabajo9. 

En el año 2014 Uruguay aprobó la Ley N° 
19.196, de Responsabilidad Penal Empresa­
rial, que estableció un tipo penal especial aso­
ciado a la seguridad y salud en el trabajo en su 
artículo 1°: «El empleador, o en su caso, quien 
ejerciendo efectivamente en su nombre el po­
der de dirección en la empresa, no adoptaren 
los medios de resguardo y seguridad laboral 
previstos en la ley y su reglamentación, de for­
ma que pongan en peligro grave y concreto la 
vida, la salud o la integridad física del traba­
jador, serán castigados con tres a veinticuatro 
meses de prisión». 

8 Contenido revisado por Juan raso Delgue, Profesor de 
la Universidad la república de Uruguay. 

9 alejandro Castello en: Derecho del Trabajo, Juan raso 

Delgue (director) (Uruguay: Fondo de Cultura Universitaria, 
Tomo i, 2012), 281-282. 
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Si bien no ha habido casos de condenas re­
levantes, este precepto legal ha operado más 
bien en el ámbito de la persuasión. 

Otro factor que debe atenderse es la carac­
terística fundamental uruguaya en la mane­
ra en que gestiona sus relaciones laborales, a 
través de una muy escasa normativa laboral 
e intensa negociación colectiva, siendo un mo­
delo de excepción en Latinoamérica y que, en 
materia de seguridad y salud en el trabajo, al 
menos está reflejando una disminución en las 
tasas de accidentabilidad10. 

Nos parece un buen ejemplo de manifesta­
ción del principio protector hacia el principio 
preventivo que, en ausencia de normas positi­
vas, se ha ido manifestando en el ámbito de la 
negociación colectiva. 

Con relación a la reparación de los acci­
dentes de trabajo y enfermedades profesiona­
les Uruguay se rige por un modelo de seguro 
de naturaleza comercial pero gestionado en 
forma monopólica por el Banco de Seguro del 
Estado. La Ley vigente N° 16.074 del 10 de 
octubre de 1989 establece un seguro obliga­
torio para todo empleador, que de esta forma 
traslada –a cambio del pago de una prima– la 
responsabilidad reparatoria al Banco de Segu­
ros del Estado, que también es responsable de 
la prestación de asistencia médica. 

3.	 LA CONTRIBUCIÓN DEL PRINCIPIO 
PROTECTOR EN SEGURIDAD 
Y SALUD LABORAL 

El principio protector puede en lo sucesivo 
aportar contenidos al deber de seguridad del 
empleador en Latinoamérica, proponiendo un 
sistema de protección a la seguridad y salud 
laborales orientado a la gestión eficiente de 
los riesgos que genera la actividad del emplea­
dor, antes de que estos riesgos se manifiesten 

10 https://www.presidencia.gub.uy/comunicacion/comu­
nicacionnoticias/murro-accidentes-laborales-trabajo [consulta 
10 de abril de 2018] 

https://www.presidencia.gub.uy/comunicacion/comu


María CriSTina GaJarDo HarBoE 

551 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

  

   

 

 

 

 

   

 

 

  

 

 

   

    

  

en accidentes del trabajo y enfermedades pro­
fesionales; de esta forma, la protección se ma­
nifiesta a los efectos del deber de seguridad 
del empleador, en el deber de prevenir. 

En la forma en que se ha entendido hasta 
ahora en nuestra cultura jurídica y la de los 
países latinoamericanos en general, el prin­
cipio protector no se satisface, porque opera 
una vez que estos riesgos se actualizan y ex­
clusivamente para sancionar al sujeto respon­
sable, que es muchas veces el empleador. Lo 
que se satisface es el principio de reparación 
integral, lo que pensamos no es la orientación 
correcta desde el derecho del trabajo, cuya fi­
nalidad esencial es proteger. 

3.1.	 ¿Es el principio protector 
un principio jurídico? 

Si buscamos reconocerle el carácter de 
principio jurídico, es preciso reconocer en el 
protector algunas características o funciona­
lidad que le concedan tal carácter. No es tarea 
fácil para Guastini11, pues aunque se conven­
ga que los principios constituyen, dentro del 
género de las normas jurídicas, una especie 
particular, no es fácil identificar con precisión 
sus elementos característicos: en otras pala­
bras, no está claro en absoluto qué propieda­
des tiene que tener una norma para merecer 
el nombre de «principio». 

Los principios jurídicos están insertos 
en distintas áreas, los hay en relación con la 
razón de ser del derecho o ratio essendi, hay 
principios que conciernen a la construcción 
dogmática del derecho, vinculados a conceptos 
y doctrinas, hay principios de naturaleza ge­
neral como los principios lógicos12. Al momento 
de conceptualizarlos se observa una suerte de 
promiscuidad pues se confunden con las fun­
ciones que están llamados a cumplir dentro 

11 riccardo Guastini, Distinguiendo. Estudio de teoría y 
metateoría del derecho (España: Editorial Gedisa, 1999), 144. 

12 Fernando quintana Bravo, interpretación y argumenta­
ción Jurídica (Chile: Editorial Jurídica de Chile,2006), 309. 
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del ordenamiento jurídico, confundiéndolos 
con otras nociones como estándares, conceptos 
jurídicos indeterminados, cláusulas generales, 
reglas jurídicas, aforismos, máximas jurispru­
denciales, directrices políticas, etc13. 

Los principios jurídicos tienen per se un 
determinado valor normativo, en cuanto con­
llevan la idea de un criterio de actuación jurí­
dicamente lícita y, por ende, podemos afirmar 
que ellos son derecho14, son en expresiones de 
Díez-Picazo, auténticas normas jurídicas en 
sentido sustancial, pues suministran pautas o 
modelos de conducta15. 

Hasta ahora no se cuenta en nuestro me­
dio con un aceptable grado de desarrollo en lo 
relacionado con una fundamentación teórica 
de los principios que inspiran el Derecho del 
Trabajo. No ha existido una comprensión dog­
mática de estos como normas jurídicas, sino 
que como fundamento material de la norma 
jurídica, pero no cabe duda que tienen dicho 
carácter, particularmente en el caso del prin­
cipio protector, que no sólo se ha consolidado 
a nivel internacional, como un conjunto de 
mínimos intransables en favor del trabajador, 
sino que ha sido reconocido en distintos textos 
constitucionales y en declaraciones y tratados 
de derechos humanos. El principio protector 
ha sido la columna vertebral del Derecho del 
Trabajo y le ha dado continuidad, incluso ante 
los profundos cambios operados en el derecho 
del trabajo chileno –y Latinoamericano– des­
de su nacimiento16. 

El principio protector, en tanto enuncia­
do de carácter general ha establecido desde 
el origen del Derecho del Trabajo derechos 

13 Enrique alcalde rodríguez, los principios generales del 
derecho (Chile: Ediciones Universidad Católica de Chile, 2003), 
51. 

14 alcalde, los principios generales, 53. 
15 Joaquín arce y Flores Valdés, los principios generales 

del derecho y su formulación constitucional (España: Civitas, 
1990), 68. 

16 Sergio Gamonal Contreras, El principio de protección 
del trabajador en la Constitución chilena (Chile: Centro de Es­
tudios Constitucionales de Chile Universidad de Talca, 2013), 
448,449. 
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mínimos irrenunciables para proteger al tra­
bajador subordinado y dependiente, la parte 
económicamente débil en la relación jurídica 
de trabajo, impregnando el quehacer de jueces 
y legisladores. 

Es, por tanto, un principio jurídico, y ade­
más, con un contenido moral claro y determi­
nado, atendido su origen. 

3.2.	 La función normativa 
del principio protector 

El principio protector es a nuestro enten­
der un principio implícito en el ordenamiento 
laboral general, y siendo así debe ser atendido 
por los operadores jurídicos y particularmente 
por los jueces. 

Ahora bien, los principios no corren solos, 
es preciso que atiendan a los intereses en jue­
go para concretar el proceso adjudicatorio a 
casos concretos, lo que puede llegar a ser un 
problema. 

En efecto, el debate contemporáneo sobre 
los principios jurídicos se inicia en 1967 con 
la publicación de Ronald Dworkin de su obra 
«The Model of Rules», escrito con el cual inicia 
los debates en contra del positivismo jurídico 
encabezado por Herbert Hart con el «Concep­
to de Derecho». Más tarde se incorpora Robert 
Alexy quien, también contra el positivismo 
jurídico, plantearía en lo que interesa a este 
ensayo, la distinción entre principios y reglas 
y el juicio de ponderación como mecanismo 
para resolver conflictos, a través de sus obras 
«Sistema jurídico, principios jurídicos y razón 
práctica» y «Teoría de los derechos fundamen­
tales». 

Con todo, lo que ha ocupado a la filosofía 
del derecho durante el siglo XX y el presen­
te siglo se explica y llena de contenido de un 
modo casi natural en materia de seguridad y 
salud en el trabajo, al observar los bienes jurí­
dicos que subyacen, que son la vida y la salud 
de los trabajadores y el cuidado del medio am­
biente laboral y general. 
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El protectorio permite que exista coheren­
cia en la interpretación de normas laborales, 
o en su ausencia, en la solución de los casos 
difíciles, informando y orientando conductas. 

3.3.	 Contenido del principio protector 

El principio protector es el pilar funda­
mental del Derecho del Trabajo; en él se ins­
piran las normas y reglas de esta rama del 
derecho y, en tanto principio, orienta el pro­
ceso de subsunción legal cuando hay nece­
sidad de interpretar la ley en casos difíciles 
(función interpretadora), ilustra el proceso 
legislativo (función informadora), aporta 
soluciones en caso de ausencia de normas 
(función normativa)17 y, en fin, sirve de filtro 
y de dique ante las influencias del derecho 
común18 (función que podemos llamar deli­
mitadora). 

Esto significa que, en caso de dudas en 
cuanto a la manera de aplicar una norma o 
ante su inexistencia, debe preferirse la inter­
pretación que mejor proteja al trabajador, en 
todo el amplio abanico de posibilidades, desde 
sus derechos fundamentales hasta las normas 
reglamentarias y técnicas que regulan la acti­
vidad en que se desempeña. 

En el origen del derecho del trabajo, a 
propósito de la cuestión social que planteó 
la revolución industrial en el siglo XVIII, 
el principio protector tuvo un carácter uni­
direccional, en cuanto buscó proteger a la 
parte económicamente débil en la relación 
de trabajo, esto es, al trabajador, y por su 
intermedio, fueron surgiendo las primeras 
leyes laborales que establecieron derechos 
laborales mínimos. 

17 las funciones que cumplen los principios en el Derecho 
del Trabajo, clásicamente en latinoamérica han sido descritas 
por américo Plá en los principios del Derecho del Trabajo (Bue­
nos aires: Depalma, 1978), 11. 

18 roberto García Martínez, Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social: teoría general de los principios e institucio­
nes del derecho y de la seguridad social. (Buenos aires: ad-Hoc, 
1998), 173-174. 
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Gaete Berríos en el año 1951 expresaba 
que «las leyes del trabajo en los Estados mo­
dernos tienen fines de tutela y de valorización 
de las clases trabajadoras», y que «hoy por 
hoy, los problemas sociales tienen importan­
cia destacada en el mundo. La cuestión social 
es el problema fundamental de la humanidad, 
y de ello se puede inferir la importancia que 
tiene la disciplina que se ocupa de ella: el De­
recho del Trabajo»19. 

En el proceso de gestación del Derecho 
del Trabajo, el principio protector tuvo una 
función normativa básica, favoreciendo el es­
tablecimiento de leyes que fijaron estándares 
básicos para el trabajo, tales como jornadas 
máximas, salario básico y edad mínima para 
trabajar. Una vez cumplida esta función, el 
principio ha ido nutriéndose de otros conte­
nidos, como es el caso de la incorporación de 
la eficacia horizontal de los derechos funda­
mentales en la relación de trabajo, dotán­
dolo así de valores fundamentales; también 
de la creación de normas para trabajadores 
autónomos o independientes; la consagración 
de procesos orales laborales o la regulación 
minuciosa del sistema de descentralización 
productiva20. 

El desafío actual está dado por el logro del 
fin protector en las nuevas formas de trabajo 
y ello lo ha entendido muy claramente la OIT 
al impulsar la iniciativa de su centenario rela­
tiva al futuro del trabajo21. 

Si bien en el surgimiento del Derecho del 
Trabajo el principio protector tuvo el sentido 
unidireccional que hemos relatado, desde hace 
unos años se viene planteando su carácter bi­
direccional. 

19 alfredo Gaete Berríos, Principios generales de Derecho 
del Trabajo (Chile: Editorial Jurídica de Chile, 1951), 20 y 27. 

20 la regulación de la descentralización productiva y el 
establecimiento de procesos orales laborales han sido aspectos 
consagrados en las legislaciones de latinoamérica desde fines 
del siglo XX. 

21 Para mayores detalles sobre la iniciativa relativa al futu­
ro del trabajo de la oiT, véase http://www.ilo.org/global/topics/ 
future-of-work/lang–es/index.htm 
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Jesús Cruz Villalón plantea que no se pue­
de seguir pensando tan solo en los intereses 
de los trabajadores, pues las normas protec­
toras del derecho del trabajo siempre se con­
templan con paralelo respeto en lo esencial de 
los condicionantes necesarios para un efectivo 
funcionamiento del sistema capitalista de pro­
ducción, contribuyendo de este modo el orde­
namiento laboral al desarrollo de la actividad 
económica22. 

En la misma línea, Luis Enrique de la 
Villa Gil expresa que en las nuevas normas 
laborales ya no se trata solo de la defensa de 
la persona del trabajador en la relación de in­
tercambio que le vincula al empresario, o de 
la compensación o equilibrio a nivel colecti­
vo del poder de negociación de empresarios y 
trabajadores en el mercado de trabajo. Debe 
prestarse atención a la productividad y buena 
organización de los recursos de las empresas. 
La unilateralidad o «dirección única» del dere­
cho del trabajo ha desaparecido23. 

En Chile, Pedro Irureta Uriarte también 
da cuenta de esta nueva expresión del princi­
pio protector, pues señala que principios que 
nos parecían clásicos dentro del ordenamiento 
legal ahora son reevaluados de acuerdo a la 
influencia ideológica, siendo el caso de la di­
cotomía entre el principio protector y el prin­
cipio de productividad, tan propia del derecho 
del trabajo clásico y que ha ido evolucionando 
hacia una discusión en torno al principio pro 
empleo-ocupación. Agrega que si realmente 
el empleo típico se ha ido convirtiendo en un 
bien escaso, entonces una de las principales 
preocupaciones del derecho del trabajo se re­
duce a la obtención de empleos que aseguren 
un equilibrio entre garantismo y flexibilidad, 
cuestión que acarrea mayor armonía con los 
cambios tecnológicos y organizativos de la em­
presa actual24. 

22 Jesús Cruz Villalón, Compendio de Derecho del Trabajo 
(Madrid: Editorial Tecnos, 2014), 63-64. 

23 luis Enrique de la Villa Gil y lourdes lópez Cumbre, los 
principios del derecho del trabajo (España: Centro de Estudios 
Financieros, 2003), 68. 

24 irureta: «El impacto de los principios …», 293. 

http://www.ilo.org/global/topics
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Este sentido bidireccional que viene te­
niendo el principio protector no significa pura 
y simplemente que debamos proteger al em­
pleador como sujeto de la relación laboral, ya 
que el trabajador sigue estando subordinado a 
aquel, en términos económicos y en términos 
jurídicos, y de ello se sigue que mantiene su 
posición de la parte más débil en la relación 
laboral. El carácter bidireccional del principio 
protector se manifiesta, en el tema que nos 
ocupa de la seguridad y salud en el trabajo, en 
velar por los intereses del empleador en cuan­
to creador de fuente de empleo y desde allí, es 
preciso velar porque el empleo se desarrolle 
en condiciones de seguridad para quienes rea­
lizan la actividad laborativa. 

3.4.	 Conexión con el principio 
de prevención 

Prevención en sus dos primeras acepcio­
nes en el Diccionario de la RAE aparece como 
«acción y efecto de prevenir» y «preparación y 
disposición que se hace anticipadamente para 
evitar un riesgo o ejecutar algo». 

Elevado al rango de principio, implica en­
tonces una regla de conducta, una acción, que 
obliga a evitar un riesgo con acciones previas. 
Y entendido como fuente del derecho, la pre­
vención ha de irradiar sus efectos en la apli­
cación o interpretación de las normas que, en 
lo que nos interesa, buscan proteger el medio 
ambiente laboral. 

Como se puede observar, su influencia pudie­
ra llegar a ser relevante y de no aplicarse adecua­
damente, puede arrasar con el principio protector. 
Una mala orientación dada por el principio pre­
ventivo trae como consecuencia una menor pro­
tección del ambiente de trabajo, o derechamente 
una desprotección. De ello se sigue una vez más 
que el principio de prevención es una concreción 
del principio protector dentro del ámbito del de­
ber de seguridad del empleador. 

El principio de prevención surge a propósi­
to de riesgos laborales conocidos, no solo aque­
llos propios de las operaciones del empleador, 
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pero en todo caso presentes en la actividad la­
borativa. Son posibilidades concretas de ries­
gos que inciden en forma directa en la salud 
y seguridad de las personas que justifican la 
intervención normativa. El principio de pre­
vención se ampara en la actuación inmediata 
buscando evitar el daño, no en la eficacia di­
suasoria, pues no tendría sentido, sino en el 
de evaluar, descubrir, controlar y corregir de 
forma previa los focos de riesgo25. De esta ma­
nera, el principio apunta a riesgos laborales 
previsibles por el empleador, que deben ser 
gestionados activamente, y en ningún caso se 
agota en la sanción de las conductas que cau­
san riesgos laborales. 

Por ello, el principio de prevención com­
porta un deber u obligación abierta de eva­
luación, comprobación y análisis del riesgo, 
siempre dinámica y en consonancia con los 
avances técnicos, lo que genera una obligación 
de optimización de las medidas preventivas. 
Las medidas positivas deben estructurar­
se de tal forma que sean lo suficientemente 
flexibles para permitir esta protección diná­
mica, pero sin lesionar el principio de seguri­
dad jurídica26. 

3.5.	 Evolución del principio
 
de prevención
 

Para entender su real dimensión es con­
veniente recordar sus orígenes, identificados 
más que en fechas concretas, en etapas de 
desarrollo de la protección de la seguridad y 
salud en el trabajo27. Se observan a lo menos 
tres fases: una primera, que responde a un 
contenido médico sanitario; una segunda, que 

25 luis Ezquerra Escudero, la importancia de los riesgos 
ambientales y la salud laboral en las empresas. Visión sindical, 
(Granada: Editorial Comares, 2011), 131. 

26 Ezquerra et al.: «la importancia de los riesgos ambien­
tales», 132. 

27 Salvo indicación de contrario, en la descripción de 
las fases de desarrollo de la protección seguiremos a Manuel 
González labrada: «Seguridad y Salud en el trabajo y respon­
sabilidad contractual del empresario», (Barcelona: Editorial Co­
mares, 1996), 198-207. 
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se enmarca en una concepción higienista e in­
dustrial, y la tercera, que aborda la mejora en 
las condiciones de trabajo. 

En la primera fase, ciertamente no está 
presente el principio preventivo, porque la 
protección ha estado acotada a la reacción 
del sistema de seguridad social ante acci­
dentes o enfermedades, ocupándose de re­
cuperar la salud del trabajador. Es la etapa 
de la «seguridad e higiene en el trabajo» en 
donde la seguridad se asocia a la atención de 
daños derivados de accidentes del trabajo y 
la higiene hace lo suyo respecto de enferme­
dades profesionales. Este contenido no im­
plica por si solo la existencia de un derecho 
subjetivo de los trabajadores, sino la necesi­
dad de establecer en los centros de trabajo 
condiciones materiales y técnicas28 que evi­
ten tales infortunios. 

La segunda etapa se caracteriza por el ini­
cio de una fase propiamente prevencionista. 
Se suelen ver regulaciones sobre límites de 
exposición de los trabajadores a determinados 
riesgos en el lugar de trabajo y sobre control 
de las medidas de vigilancia de tales riesgos. 
La mayoría de los países latinoamericanos se 
encuentran en esta fase, a excepción quizás 
de Colombia que exhibe notas más avanzadas 
hacia la tercera fase. 

La mejora de las condiciones de trabajo es 
la tercera fase de desarrollo en la protección 
de la vida y salud de los trabajadores. Esta 
protección en algunos modelos se observa a 
través de un estándar de razonabilidad y fac­
tibilidad (como es el caso anglosajón), que ha 
dado lugar a la introducción de la categoría 
de riesgo consentido o tolerado, por el que se 
reconoce para el trabajador un área de peli­
gro que no es posible eliminar, en cuanto está 
dominada por la prevalencia del interés en la 
producción. En otros modelos, como el español, 
impera el estándar de la máxima seguridad 
tecnológicamente factible según el cual todo 

28 Francisco lozano lares: «El tratamiento jurídico de la 
siniestralidad laboral», (Madrid: Editorial Cinca, 2014), 62-63. 
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riesgo debe ser prevenido independiente del 
costo económico que ello implique. 

Esta tercera etapa es la de la seguridad 
integrada, es decir, de la necesidad de dar sa­
tisfacción a la prevención en toda fase o pro­
ceso empresarial, en forma unitaria, y que 
en el caso europeo se consagra en la llamada 
Directiva Marco 89/391/CEE, en la cual la se­
guridad integrada se eleva a principio general 
de seguridad, unida al principio de adaptación 
del trabajo a la persona y demás principios de 
prevención específicos que en la transposición 
al derecho español, hoy figuran en el artículo 
15 de la Ley de Prevención de Riesgos Labo­
rales. 

Se suele identificar el inicio de esta terce­
ra etapa con la adopción del Convenio 155 de 
la OIT en el año 1981, en que se comienza a 
hablar de «seguridad y salud de los trabaja­
dores», es decir, se reemplaza el viejo término 
«higiene» por el de «salud», poniendo el acento 
en el destinatario de la protección exigida29. 
Nace para el trabajador un derecho subjetivo 
en lo relacionado con la protección de su segu­
ridad y su salud30. 

Se ha sostenido que desde una perspecti­
va prevencionista, la obligación de seguridad 
del empleador queda delimitada en última 
instancia por las medidas exigidas por las cir­
cunstancias, para hacer desaparecer las situa­
ciones peligrosas y mejorar la prevención de 
los accidentes, pues la obligación va más allá 
del cumplimiento formal de la normativa de 
prevención para garantizar la efectividad de 
la seguridad del trabajador. Y que, desde una 
perspectiva contractual, no se trata de indivi­
dualizar un comportamiento sino de determi­
nar los contenidos especificadores de la obliga­
ción de seguridad para que, como instrumento 
de tutela al servicio de la prevención, pueda 
cumplir con su función de norma de clausura 

29 lozano: «El tratamiento jurídico», 64. 
30 ratificaciones del Convenio n°155 de la oiT en los paí­

ses analizados: argentina ratificó el protocolo de 2002 el 13 
de enero de 2014; Chile no lo ha ratificado; Colombia no lo ha 
ratificado; Uruguay lo ratificó el 5 de septiembre de 1988. 
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del sistema de prevención y garantizar la pro­
tección eficaz31. 

Este principio, en su fase más evoluciona-
da, debe entonces orientar la conducta del em­
pleador para el proceso de evaluación y ges­
tión de los riesgos que sus operaciones puedan 
crear, con la finalidad de prevenir los riesgos y 
no de reparar los daños. Esta es la influencia 
del principio en el marco protector de la segu­
ridad y salud laboral. 

Nos parece que la etapa de evaluación de 
los riesgos es determinante en una prevención 
eficaz. Es manifestación de la característica 
de previsibilidad típica del principio de pre­
vención. Naturalmente, luego vendrá la plani­
ficación y adopción de medidas concretas, y la 
vigilancia permanente de todo el proceso. 

¿Puede dotar de contenido el deber de se­
guridad del empleador, ante la inexistencia de 
normas que precisen de manera detallada las 
acciones concretas para evitar o disminuir los 
riesgos del medio ambiente laboral? El aporte 
del principio preventivo parece una vez más evi­
dente: exige la evaluación de riesgos que luego 
servirá para medir la diligencia del empleador 
en el cumplimiento de su deber de seguridad. 

No es posible lograr un medio ambiente 
con ausencia absoluta de riesgo y dada esta 
evidente realidad, es preciso que, desde el ex­
terior, desde el ordenamiento jurídico, venga 
fijado el estándar mínimo de cumplimiento de 
la actividad preventiva necesaria para con­
trolar los riesgos conocidos, en la medida en 
que éstos sean imposibles de eliminar. De no 
ser así, el empleador podría tender a fijar su 
labor preventiva a conductas mínimas e insu­
ficientes prefiriendo la contratación de pólizas 
de responsabilidad civil, o bien podría darse 
el caso de extremar su evaluación de los ries­
gos al punto de hacer inviable su operación. 
Son cuestiones de sentido común. Es esta una 
materia en que no debiera existir espacio a la 
discrecionalidad de los intervinientes. 

31 González: «Seguridad y salud en el trabajo», 318-319. 
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3.6.	 El impacto de los principios
 
analizados en el deber
 
de seguridad del empleador
 

En ausencia de un Derecho de la Preven­
ción de riesgos en Latinoamérica como diag­
nóstico general, es posible recurrir a institu­
ciones laborales fundamentales, como es el 
principio protector, que aplicado al tema que 
nos ocupa exige al empleador velar por la se­
guridad y salud de sus trabajadores, con un 
deber de diligencia cuya medida, dada por el 
principio de prevención, es la evaluación de 
los riesgos presentes en la actividad del em­
pleador, vale decir, el entorno que está bajo su 
esfera de control, con responsabilidades basa­
das en criterios de culpa. 

El énfasis reparador solo debiera estar 
presente ante el fracaso de la prevención y 
riesgos y no práctica generalizada, para atri­
buir responsabilidad a quien debiendo prever 
los riesgos, no lo hizo, siendo indudable, una 
vez más, el aporte del principio preventivo 
para la delimitación del deber de seguridad 
del empleador. 
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RESUMEN	 En el presente trabajo se vincula el deber de seguridad del empleador con el principio 
protector y el principio preventivo, desde la perspectiva Latinoamericana, para proponer 
una nueva dimensión que proteja los valores implícitos en dicho deber: la vida y salud de 
los trabajadores. 

Metodología: la metodología utilizada para el trabajo, de carácter monográfico, es el mé­
todo deductivo, en cuanto toma como fundamento algunos principios y conocimientos ge­
nerales que son aplicables, para inferir conclusiones particulares en el área; asimismo el 
método analógico, pues se compara (a título ilustrativo y no desde la ciencia del derecho 
comparado) un fenómeno por sus semejanzas, en una determinada región del continente 
americano, y finalmente el énfasis es dogmático, en cuanto aplica conceptos tales como 
principios jurídicos, principio protector, principio preventivo, que son de elaboración doc­
trinaria. 

Contenido: En Latinoamérica no se observa la existencia de un derecho de la prevención 
de riesgos laborales como una rama especializada del Derecho del Trabajo. El sello princi­
pal permanece en la dimensión reparadora, a diferencia de Europa y más específicamente 
en España, en donde la doctrina desde hace varios años viene sosteniendo que el ámbito 
de la protección a que tiene derecho un trabajador, en lo relacionado con los riesgos pre­
sentes en su lugar de trabajo, abarca todo lo humana y técnicamente posible, vale decir, 
toda medida de prevención que estando disponible para su uso, se encamine a evitar los 
riesgos en el trabajo, o en su caso, a disminuirlos considerablemente. A título ilustrativo 
se comentan las notas distintivas de los modelos de protección en seguridad y salud en 
el trabajo existentes en Argentina, Chile, Colombia y Uruguay, destacando en los dos 
primeros altos niveles de judicialización. 

Se propone como herramienta interpretativa de las normas existentes, un refuerzo del 
principio protector, pilar fundamental del Derecho del Trabajo desde su origen y que pue­
de en lo sucesivo aportar contenidos al deber de seguridad del empleador, proponiendo un 
sistema de protección a la seguridad y salud laborales, orientado a la gestión eficiente de 
los riesgos que genera la actividad del empleador, antes de que estos riesgos se manifies­
ten en accidentes del trabajo y enfermedades profesionales; de esta forma, la protección 
se expresa a los efectos del deber de seguridad en el deber de prevenir. 

Se plantea la cuestión de si es o no el protectorio un principio jurídico, dado que no ha 
existido hasta ahora una comprensión dogmática como norma jurídica, sino más bien 
como fundamento material de la norma jurídica, y se afirma que no cabe duda que tiene 
dicho carácter, habiéndose consolidado a nivel internacional como un conjunto de míni­
mos intransables en favor del trabajador, y también ha sido reconocido en distintos textos 
constitucionales y en declaraciones y tratados de derechos humanos. 

Sin embargo, como los principios no corren solos, es preciso que atiendan a los intereses 
en juego para concretar el proceso adjudicatorio a casos concretos, y para ello se revisa 
el contenido del principio protector, de carácter unidireccional en el origen del Derecho 
del Trabajo, a propósito de la cuestión social en el siglo XVIII, en cuanto buscó proteger 
a la parte económicamente débil en la relación de trabajo, esto es, el trabajador, y por su 
intermedio, fueron surgiendo las primeras leyes sobre derechos laborales mínimos. Este 
carácter unidireccional desde hace algunos años viene mutando en el carácter bidirec­
cional, que se manifiesta, en el tema analizado, en velar por los intereses del empleador 
en cuanto creador de fuente de empleo y desde allí, es preciso velar porque el empleo se 
desarrolle en condiciones de seguridad para quienes realizan la actividad laborativa. 

Su influencia puede llegar a ser relevante y de no aplicarse adecuadamente, puede arra­
sar con el principio protector; una mala orientación del principio preventivo trae como 
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consecuencia una menor protección del ambiente de trabajo o derechamente su despro­
tección. De ello se sigue una vez más que el principio de prevención es una concreción del 
principio protector dentro del ámbito del deber de seguridad del empleador, y su conte­
nido apunta a riesgos laborales previsibles por el empleador, que deben ser gestionados 
activamente, y en ningún caso se agota en la sanción de las conductas que causan riesgos 
laborales. En su fase más evolucionada, el principio preventivo debe orientar la conducta 
del empleador para el proceso de evaluación y gestión de los riesgos que sus operaciones 
puedan crear, con la finalidad de prevenir los riesgos y no de reparar los daños. No es 
posible lograr un medio ambiente con ausencia absoluta de riesgo y dada esta evidente 
realidad, es preciso que, desde el exterior, desde el ordenamiento jurídico, venga fijado el 
estándar mínimo de cumplimiento de la actividad preventiva necesaria para controlar los 
riesgos conocidos, en la medida en que estos sean imposibles de eliminar. Esta es final­
mente la influencia del principio en el marco protector de la seguridad y salud laboral. 

En conclusión: ante la ausencia de un Derecho de la Prevención de Riesgos en Latinoamé­
rica como diagnóstico general, es posible recurrir a instituciones laborales fundamenta­
les, como es el principio protector, que aplicado al tema que nos ocupa, exige al empleador 
velar por la seguridad y salud de los trabajadores, con un deber de diligencia cuya me­
dida, dada por el principio de prevención, es la evaluación de los riesgos presentes en la 
actividad del empleador, vale decir, el entorno que está dentro de su esfera de control. El 
énfasis reparador solo debiera estar presente ante el fracaso de la prevención de riesgos 
y no como práctica generalizada. 

Palabras clave: Seguridad y salud en el trabajo; principio protector; principio de preven­
ción; deber de seguridad del empleador; evaluación de riesgos. 
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In the present work the duty of security of the employer is linked to the protective 
principle and the preventive principle, from the Latin American perspective, to propose 
a new dimension that protects the values implicit in said duty: the life and health of the 
workers. 

Methodology: the methodology used for the work, monographic, is the deductive method, 
as it takes as a foundation some principles and general knowledge that are applicable, to 
infer particular conclusions in the area; also the analogical method, because it compares 
(by way of illustration and not from the science of comparative law) a phenomenon by 
its similarities, in a certain region of the American continent, and finally the emphasis 
is dogmatic, insofar as it applies concepts such as legal principles, protective principle, 
preventive principle, which are of doctrinal elaboration. 

Content: In Latin America the existence of a right of occupational risk prevention is not 
observed as a specialized branch of Labor Law. The main seal remains in the restorative 
dimension, unlike Europe and more specifically in Spain, where the doctrine for several 
years has been holding that the scope of protection to which a worker is entitled, in 
relation to the risks present in its place of work, covers everything human and technically 
possible, that is to say, any prevention measure that being available for its use, is directed 
to avoid the risks in the work, or in its case, to diminish them considerably. By way of 
illustration, the distinguishing marks of occupational safety and health protection models 
in Argentina, Chile, Colombia and Uruguay are discussed, highlighting in the first two 
high levels of judicialization. 

It is proposed as an interpretative tool of the existing standards, a reinforcement of 
the protective principle, fundamental pillar of the Labor Law from its origin and that 
can in the future contribute contents to the security duty of the employer, proposing a 
protection system for safety and health labor, oriented to the efficient management of 
the risks generated by the employer’s activity, before these risks manifest themselves in 
occupational accidents and diseases; in this way, protection is expressed for the purposes 
of the duty of security in the duty to prevent. 

The question arises whether or not the protector is a legal principle, given that there has 
not been a dogmatic understanding as a legal norm until now, but rather as a material 
basis of the legal norm, and it is affirmed that there is no doubt that it has said character, 
having been consolidated at the international level as a set of untenable minimums in 
favor of the worker, and has also been recognized in different constitutional texts and in 
declarations and human rights treaties. 

However, as the principles do not run alone, it is necessary that they attend to the 
interests at stake to specify the adjudicatory process in specific cases, and for this purpose 
the content of the protective principle, of a unidirectional nature in the origin of Labor 
Law, is reviewed. with regard to the social question in the eighteenth century, insofar 
as it sought to protect the economically weak part of the labor relationship, that is, the 
worker, and through it, the first laws on minimum labor rights were emerging. This 
unidirectional nature for some years has been mutating in the bidirectional nature, which 
manifests itself, in the analyzed topic, in ensuring the interests of the employer as creator 
of employment source and from there, it is necessary to ensure that employment develops 
in security conditions for those who perform the work activity. 

Its influence can become relevant and, if not applied properly, it can destroy the protective 
principle; A bad orientation of the preventive principle results in less protection of the 
work environment or rightly its lack of protection. It follows once again that the principle 
of prevention is a specification of the protective principle within the scope of the duty of 
security of the employer, and its content points to occupational hazards foreseeable by the 
employer, which must be actively managed, and in no case it is exhausted in the sanction 
of the conducts that cause labor risks. In its most evolved phase, the preventive principle 
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must guide the behavior of the employer for the process of evaluation and management of 
the risks that their operations may create, in order to prevent the risks and not to repair 
the damages. It is not possible to achieve an environment with absolute absence of risk 
and given this obvious reality, it is necessary that, from the outside, from the legal system, 
the minimum standard of compliance with the preventive activity necessary to control 
the known risks is set, in the extent to which they are impossible to eliminate. This is 
finally the influence of the principle in the protective framework of occupational health 
and safety. 

In conclusion: in the absence of a Risk Prevention Law in Latin America as a general 
diagnosis, it is possible to resort to fundamental labor institutions, such as the protective 
principle, which, applied to the subject at hand, requires the employer to ensure safety 
and security. workers’ health, with a duty of care whose measure, given by the principle 
of prevention, is the evaluation of the risks present in the activity of the employer, that is, 
the environment that is within its sphere of control. The reparative emphasis should only 
be present in the face of the failure of risk prevention and not as a generalized practice. 

Keywords: Safety and health at work; protective principle; prevention principle; duty of 
employer safety; risk assessment. 
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Sra. Presidenta, Sres. Presidentes de 
Honor, Sres. Vicepresidentes, Sr. Secre­
tario General, Sr. Gerente de la Asocia­

ción y demás congresistas: 

Iniciamos la última parte del XXVIII Con­
greso de la AEDTSS, celebrado en la Univer­
sidad de Santiago de Compostela, con la expo­
sición de las Conclusiones Generales. Como se 
ha dicho, el congreso anual es el evento cien­
tífico más relevante de entre los que organiza 
la Asociación. En la presente edición ha tenido 
por objeto el estudio de un tema que despierta 
tanta complejidad, sensibilidad y preocupa­
ción como es el de la «Descentralización pro­
ductiva: nuevas formas de trabajo y organiza­
ción empresarial». Además de la celebración 

* Profesora Titular de Universidad de Derecho del Trabajo 
y de la Seguridad Social. Universidad de Vigo. 

del congreso, se conmemora el quincuagésimo 
aniversario de la Asociación. 

Han participado en el evento cerca de tres­
cientos asistentes, gran parte de ellos profe­
sores de reconocido prestigio en el ámbito del 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
de cincuenta universidades de España. Pero 
también han contribuido a enriquecer el éxito 
del congreso prestigiosos juristas del ámbito 
de la Administración laboral, la Seguridad 
Social, la Magistratura, la Inspección de Tra­
bajo, Sindicatos, Asociaciones empresariales, 
Consejos de Relaciones Laborales, Abogados, 
etc. 

La estructura del seminario ha variado li­
geramente con respecto a la de años anterio­
res. Tras una primera ponencia general, para 
introducir el tema de la descentralización 
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productiva, se celebraron cinco paneles, uno 
de ellos de Derecho comparado. Los cuatro pa­
neles restantes se desarrollaron en sesiones 
simultáneas, dos a dos, para estudiar cuestio­
nes suscitadas en nuestro Derecho interno y 
estrechamente vinculadas a las más recientes 
experiencias de descentralización producti­
va y a las nuevas formas de prestar trabajo 
y las estrategias de organización empresarial 
que comportan. Cada panel se introdujo con 
dos ponencias temáticas, y, a continuación se 
expusieron algunas de las comunicaciones ad­
mitidas en el panel correspondiente, con vo­
luntad de dar respuesta a desafíos concretos 
que se le presentan al Derecho del Trabajo y 
de la Seguridad Social. El elevado número de 
comunicaciones presentadas por la doctrina 
laboralista (noventa y una aceptadas), impidió 
que se pudieran presentar todas en las sesio­
nes simultáneas. 

Como novedad, se introdujo un interesante 
panel de Derecho comparado, para conocer la 
perspectiva del Derecho interno italiano, fran­
cés y alemán. Y también, esta misma maña­
na, han tenido lugar talleres de doce proyec­
tos de investigación, activos entre la doctrina 
iuslaboralista, que nos han permitido conocer 
algunas de las interesantes líneas de inves­
tigación de varios grupos de investigación de 
universidades españolas. Varios de los proyec­
tos están estrechamente vinculados a la te­
mática general del congreso o al estudio de la 
normativa internacional y europea, así como a 
la jurisprudencia, en especial, del TJUE. Tras 
la lectura de las conclusiones generales, se im­
partirá una conferencia de clausura sobre In­
capacidad y Derecho y una ponencia para con­
memorar los cincuenta años de la Asociación. 

La estructura y dimensión del congreso da 
cuenta del trabajo desarrollado por la Junta 
directiva de la asociación, que, junto con el 
Prof. Gárate Castro integran su comité orga­
nizador y que, con la colaboración del área de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
de la Universidad de Santiago de Composte­
la, han conseguido que todos los asistentes al 
congreso hayamos podido disfrutar profesio­
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nalmente de la calidad de las ponencias ex­
puestas en las distintas mesas de trabajo que 
se han desarrollado durante el día de ayer y 
de las bondades de esta ciudad, en lo cultural 
y en lo lúdico. 

Los ponentes han conseguido transmitir 
con rigor y entusiasmo los grandes retos que 
debe afrontar el Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, como consecuencia de las 
más recientes experiencias de descentraliza­
ción productiva, las nuevas formas de prestar 
trabajo y las nuevas estrategias de organiza­
ción empresarial. La estructura de los propios 
paneles y varios de los talleres vinculados a 
los proyectos de investigación en los que es­
tán integrados actualmente investigadores de 
nuestra disciplina dan cuenta de la dimensión 
y preocupación de esos desafíos. Subcontra­
tación, empresas multiservicios, cesión ile­
gal de trabajadores, sucesión de contratas, 
responsabilidades, derechos colectivos… y la 
desprotección de las personas trabajadoras 
involucradas en las distintas experiencias de 
descentralización constituyen buena parte de 
esos retos. 

Se han planteado numerosas cuestiones 
frente a las que se han tratado de aportar pro­
puestas y soluciones, para dotar al Congreso 
de utilidad social, más allá de su dimensión 
académica. Las conclusiones que aquí se pre­
sentan deberían ser probablemente reelabo­
radas, tras una minuciosa revisión de las co­
municaciones presentadas en este Congreso, 
también de las que, por falta de tiempo, que 
no de interés, no se han podido defender. Por 
tanto, con cierto carácter de provisionalidad 
destacaré a modo de conclusiones generales 
de este Congreso algunas de las reflexiones 
y propuestas surgidas durante el congreso 
y que hemos elaborado de forma coordinada 
los nueve relatores que hemos tomado notas 
en los distintos paneles. Yo soy la persona en 
la que el Comité organizador ha delegado, de 
forma seguro inmerecida, el honor y respon­
sabilidad de dar lectura de las mismas ante 
este auditorio. Permítanme agradecer a los 
profesores Yolanda Maneiro Vázquez (Uni­



MarTa FErnÁnDEz PriETo 

567 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

 

 

 

 

  
 

 

 

 

  

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 
  

 
 
 

 

 

 

 

  

 

versidad de Santiago de Compostela); Emma 
Rodríguez Rodríguez (Universidad de Vigo); 
Asunción López Arranz (Universidad de A Co­
ruña); Rosa Rodríguez Martín-Retortillo (Uni­
versidad de Vigo); Nora María Martínez Yáñez 
(Universidad de Vigo); Alicia Villalba Sánchez 
(Universidad de Santiago de Compostela); 
Belén Fernández Docampo (Universidad de 
Vigo); e Iván Vizcaíno Ramos (Universidad de 
A Coruña) el trabajo desarrollado a lo largo 
del día de ayer para elaborar estas conclusio­
nes. 

Hemos estructurado esas CONCLUSIO­
NES siguiendo el orden de exposición de los 
paneles, aunque algunas cuestiones fueron re­
iteradas en las distintas mesas. 

En la PONENCIA GENERAL, «DES­
CENTRALIZACIÓN PRODUCTIVA Y DE­
RECHO DEL TRABAJO», el Prof. Gárate 
Castro analizó los retos y problemas de las 
nuevas estrategias de organización empresa­
rial en el campo de las relaciones laborales y 
de empleo, centrándose en los supuestos de 
externalización de fases o actividades del ciclo 
productivo y en la subcontratación de la pro­
pia actividad, del art. 42 ET. 

Cuatro reflexiones y una propuesta ambi­
ciosa sintetizan su magnífica ponencia: 

1. Los cambios producidos en la descen­
tralización productiva, en términos cuantita­
tivos y cualitativos, como consecuencia de 3 
factores principalmente: 

(i) Su expansión en aumento hasta con­
vertirse en una forma de organización em­
presarial claramente predominante; 

(ii) La ampliación de su ámbito funcio­
nal y las variaciones derivadas de los cam­
bios tecnológicos, la digitalización de las 
empresas y la transformación digital de los 
procesos productivos (la industria 4.0, la ro­
botización); 

(iii) La ampliación de su ámbito geográ­
fico, que se hecho internacional y transna­
cional, con el objeto en numerosas ocasiones 
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de abaratar costes y eludir ciertas respon­
sabilidades en relación con los trabajadores 
asalariados o autónomos de las empresas co­
laboradores; 

2. La penetración y fuerte implantación 
de la descentralización productiva en el sec­
tor público, ámbito al que se aplica una re­
gulación propia (la Ley 9/2017, de 8 de no­
viembre, de Contratos del Sector Público) que 
debe coordinarse con la normativa laboral. 
Problemas de coordinación de los arts. 130.3 
y 308.2 LCSP, pero sobre todo la disposición 
adicional vigésimo sexta de la Ley 3/2017, 
de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2017, que prohíbe expresamente y 
con vigencia indefinida, que los trabajadores 
de las contratistas puedan ser incorporados 
como empleados públicos a la administra­
ción o entidad pública que asuma directa­
mente la prestación –parece que ni personal 
laboral fijo, ni temporales, ni indefinidos no 
fijos–. Habrá que esperar a conocer la inter­
pretación judicial, sin olvidar la condición de 
la LCSP de ley posterior y especial. Toda la 
doctrina se ha manifestado muy crítica con la 
creación de un nuevo tipo de personal laboral 
subrogado sin condición de empleado público 
en la Administración. 

3. El amparo constitucional del fenómeno 
de la descentralización en la libertad de empre­
sa del art. 38 CE, que incluye en su contenido 
esencial la facultad de cesar, también parcial­
mente, en las actividades empresariales para 
externalizarlas. No cabe, en consecuencia, por 
parte del legislador una prohibición general y 
absoluta de la descentralización productiva, 
aunque sí restricciones o límites a la misma 
que, con amparo en derechos e intereses legí­
timos de los trabajadores dependientes o de 
los trabajadores autónomos, pueden afectar al 
ámbito laboral y de prevención de riesgos. 

La protección frente a abusos e incumpli­
mientos laborales, establecida fundamental­
mente en el art. 42 ET y que daba respuesta 
a los problemas que planteaba la descentra­
lización en los años 80, se ha mostrado defi­
ciente e inadecuada para abarcar los cambios 
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producidos en la descentralización. Situación 
que se agrava por la inexistencia (no solo in­
adecuación) de normas internacionales o de 
la UE que garanticen una protección integral 
de los derechos laborales de los trabajadores 
adscritos a los procesos de subcontratación, 
al margen de buenas prácticas, acuerdos 
marco o códigos de conducta de algunas mul­
tinacionales. O, en el ámbito de la UE, de las 
Directivas 2001/23/CE de traspasos de em­
presas o partes de empresas; 89/391/CEE de 
salud laboral; 2014/23/CE, 24 y 25, de contra­
tos del sector público; 2009/52/CE en materia 
de sanciones a empleadores de nacionales 
de terceros Estados en situación irregular; 
y 96/71/CE y 2014/67/UE sobre desplaza­
miento trasnacional de trabajadores, que dan 
cobertura a las subcontrataciones trasnacio­
nales cuando hay un desplazamiento de los 
trabajadores. 

4. Esa inadecuación e insuficiencia de 
la regulación ha obligado a los tribunales la­
borales a buscar soluciones a las cuestiones 
controvertidas que se les plantean. Es preci­
sa y urgente una intervención del legislador 
que dé mayor seguridad y protección a los 
trabajadores. Entre otros aspectos, en rela­
ción con la dispersión normativa, la regula­
ción sectorial de la construcción, el concepto 
de contrata de propia actividad, en relación 
con la nueva realidad de las empresas mul­
tiservicios, la concreción de las responsabi­
lidades en materia de seguridad social o la 
mejora general de las condiciones de trabajo 
de las personas destinadas en las actividades 
descentralizadas. 

Para ello, el Prof. Gárate realiza una pro­
puesta ambiciosa: acometer una reforma téc­
nica, en el ET o en una Ley especial, capaz de 
unificar regulaciones hoy dispersas, de concre­
tar el fenómeno de la descentralización pro­
ductiva, de garantizar una adecuada tutela a 
los trabajadores y de delimitar la posición, las 
obligaciones y las responsabilidades laborales 
y de Seguridad Social de cada una de las em­
presas que participan en la descentralización, 
con las particularidades que se consideren 
necesarias para el sector de la construcción 
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o por la contratación de extranjeros en situa­
ción irregular u otros supuestos especiales. Se 
pueden destacar 6 aspectos centrales de esta 
propuesta, serían: 

(i) Definir el supuesto de hecho someti­
do a regulación a partir de su objeto: la asun­
ción de funciones productivas, con indepen­
dencia de su naturaleza nuclear o accesoria 
y estructural o coyuntural o de si implican 
un resultado o una mera actividad, delimi­
tando el poder de dirección y control de las 
empresas afectadas así como quién aporta 
los medios y la organización empresarial y 
asume los riesgos para distinguir la subcon­
tratación lícita de la cesión ilegal. También 
debería aludirse a los instrumentos median­
te los que se formaliza la contrata e incluso 
al lugar de ejecución de la misma, que puede 
ser relevante para determinar responsabi­
lidades, no solo en materia de seguridad y 
salud laboral, sino también de obligaciones 
laborales y de derechos colectivos de repre­
sentación; 

(ii) Una mejor delimitación legal de los 
encargos de la propia actividad de la empresa 
principal, con una interpretación más amplia 
que la recogida por la jurisprudencia, que per­
mita incluir actividades frecuentemente pres­
tadas por empresas multiservicios. Probable­
mente solo deberían quedar al margen de la 
protección laboral los encargos que resulten 
ajenos a las exigencias de la función producti­
va de la empresa (ej. ampliación de los locales 
de la empresa, obras de reacondicionamiento 
o mejora de esos locales…); 

(iii) Una adecuada, sistemática y exhaus­
tiva regulación de la responsabilidad solidaria 
en materia de seguridad social y del tránsito 
a la responsabilidad subsidiaria prevista con 
carácter general por el art. 168.1 LGSS; 

(iv) La posible atribución a la empresa 
que descentraliza de la condición de co-em­
pleadora respecto de los trabajadores adscri­
tos a la ejecución de las actividades produc­
tivas descentralizadas, compartiendo dicha 
posición con la empresa colaboradora durante 
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la ejecución del encargo, pero sin necesidad de 
compartir el ejercicio efectivo y real de todas 
las obligaciones y facultades inherentes a tal 
posición; 

(v) La igualación o aproximación de las 
condiciones del trabajo esenciales de los tra­
bajadores empleados en la contrata con res­
pecto a los de la empresa principal, aunque 
con las limitaciones que puedan derivarse de 
la libre prestación de servicios en los despla­
zamientos transnacionales de trabajadores, 
al menos hasta que se modifique la Directiva 
96/71/CE; 

(vi) Regular las empresas multiservicios, 
puesto que gran parte de sus colaboraciones 
constituyen suministros de mano de obra. No 
debe reconocerse necesariamente su ilicitud 
pero sí deben ser reguladas, pudiendo admi­
tirse esa cesión fuera de las ETTs pero con un 
régimen jurídico propio y garantista para los 
derechos de los trabajadores. 

En el Panel 1, SUBCONTRATACIÓN 
DE OBRAS Y SERVICIOS, en la primera 
ponencia temática, «Cesión ilegal de tra­
bajadores», D. Antonio Martín Valverde, tras 
realizar un completo análisis exegético de los 
cuatro apartados del complejo artículo 43 ET, 
hizo hincapié en que, en la regulación legal, la 
prohibición de la cesión de trabajadores es la 
norma general, mientras que la licitud de la 
cesión, a través de empresas de trabajo tem­
poral, es la excepción. 

Para extraer los criterios hermenéuticos 
necesarios para afrontar los actuales proble­
mas de interpretación que plantea el artículo 
43 ET, se acude a los antecedentes legislati­
vos desde la segunda mitad del pasado, con 
alusión especial a la Ley 43/2006, que incor­
pora al art. 43 la definición de cesión ilegal 
a través de la jurisprudencia existente sobre 
la materia. Pero también a una interpreta­
ción teleológica y sistemática, que debe tener 
en cuenta la finalidad de la regulación –la 
prohibición del tráfico de mano de obra–, el 
respeto a la dignidad de la persona y al libre 
desarrollo de la personalidad, consagrados en 
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el art. 10.1 Constitución, y la regulación del 
Código Penal. 

A través de un exhaustivo análisis, tanto 
legal como jurisprudencial, se abordan en esta 
ponencia cinco cuestiones principales: 

1. La cesión de trabajadores por tiempo 
indefinido. Opción esta, que presenta un peli­
gro mayor que la cesión temporal de trabaja­
dores, pero que no se menciona expresamente 
en el art. 43.2 ET y apenas ha merecido aten­
ción por la jurisprudencia. 

2. La compleja cesión de trabajadores en 
grupos de empresas y su tratamiento a través 
de la evolución jurisprudencial. 

3. La amplitud del derecho de opción que 
corresponde al trabajador cedido y el particu­
lar problema del ejercicio de esta opción en el 
ámbito de la Administración pública, vincula­
da por los principios de mérito y capacidad en 
el acceso al empleo. 

4. Las particularidades de la cesión de 
trabajadores en las relaciones laborales espe­
ciales, señaladamente en las cesiones tempo­
rales de deportistas profesionales, la promo­
ción interna de un trabajador con relación 
laboral común hacia un puesto de alta direc­
ción y, aunque dejó de ser relación laboral es­
pecial tras el RD-Ley 8/2017, con una alusión 
también a la puesta a disposición de los esti­
badores portuarios por los centros portuarios 
de empleo. 

5. La subcontratación fraudulenta o seu­
docontrata, mediante la que el pretendido con­
tratista se limita a suministrar mano de obra 
a otros empresarios, sin ejercer o sin poner en 
marcha una actividad propia con organización 
y medios estables. Supuesto éste constitutivo 
de la cesión ilegal de trabajadores prohibida 
por el art. 43 ET. 

Por su parte, la magistrada Doña Lourdes 
Arastey Sahún abordó el complejo estudio de 
la «Sucesión de contratas y subcontratas 
de obras y servicios» y la correspondiente 
subrogación en los derechos y obligaciones 



DoCUMEnToS 

570 REVISTA DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL  138

 

  

 

 

 
  

 

 

 

laborales y de Seguridad Social del empresa­
rio cedente, regulada en el art. 44 ET y en la 
Directiva 2001/23, que ha suscitado también 
gran número de litigios no solo ante nuestros 
tribunales sino ante el TJUE. 

La ponente aclara con suma precisión con­
ceptos generales. La unidad transmitida debe 
ser una entidad económica o conjunto orga­
nizado de personas y elementos que permite 
el ejercicio de una actividad económica sufi­
cientemente estructurada y autónoma y que 
persigue un objetivo propio, incluso cuando 
esa actividad la desarrolla una administra­
ción pública. Dos son los requisitos que debe 
cumplir la «entidad económica»: preexistencia 
y mantenimiento de su identidad tras el tras­
paso, para lo que deben evaluarse en su con­
junto las circunstancias del caso, como hace el 
TJUE, entre otros, en el asunto Aira Pascual: 
el tipo de empresa o actividad, la transmisión 
o no de elementos materiales, el valor de los 
elementos inmateriales en el momento de la 
transmisión, si el adquirente se hace o no car­
go de la mayor parte de los trabajadores, si se 
trasmite la clientela, el grado de analogía de 
las actividades realizadas antes y después de 
la trasmisión… 

Atención especial se dedica a la sucesión 
de las empresas de servicios. Fundamental­
mente sucesión de contratas o de empresas en 
que la actividad descansa fundamentalmente 
en la mano de obra. Se entiende, en estos ca­
sos, que la identidad de la entidad económica 
no puede mantenerse si el cesionario no se 
hace cargo de la mayor parte de su plantilla. 
El número de trabajadores incorporados a la 
nueva plantilla tiene que ser significativo, a 
diferencia de lo que ocurre cuando la trans­
misión es de una unidad productiva, supuesto 
en el que lo relevante es la transmisión de ele­
mentos patrimoniales y la mera contratación 
de la plantilla. 

Mención concreta, por la litigiosidad plan­
teada en los últimos años, merecen los su­
puestos de rescate o reversión de contratas. 
Se plantea si existe o no sucesión cuando al 
poner fin a la contrata, es la empresa princi­
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pal o comitente la que internaliza o asume la 
actividad previamente externalizada. Situa­
ción frecuente, con la crisis, en el ámbito de la 
Administración pública y, en particular, de la 
administración local. 

No hay reversión –ni, por tanto, sucesión 
empresarial– cuando no se mantiene viva la 
actividad. En caso de rescate de la actividad, 
la reversión puede ser solo de la actividad; de 
la actividad y los medios materiales o perso­
nales para su ejecución; o de la actividad y de 
los medios, que ya eran propios de la admi­
nistración comitente. Habrá o no sucesión de 
empresa, en cada caso, en función del tipo de 
empresa o actividad trasmitida. 

Polémica sigue siendo también la subro­
gación por imposición del convenio colectivo, 
cuando la contrata no es en sí misma una uni­
dad productiva autónoma. Los requisitos y al­
cance de la subrogación son los que delimite el 
propio convenio colectivo que la impone –sin 
exigir muchas veces la responsabilidad solida­
ria del adquirente respecto de las obligaciones 
anteriores a la transmisión–. En el caso de 
contratas en el sector público, el art. 130.6 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contra­
tos del Sector Público, prevé también que las 
deudas no se transmiten a la empresa entran­
te, reproduciendo, por tanto, la duda en este 
ámbito. 

No obstante, existen varias cuestiones pre­
judiciales planteadas sobre la aplicación de la 
Directiva 2001/23/CE cuando la actividad des­
cansa predominantemente en la mano de obra 
(vigilancia de las instalaciones), y la nueva ad­
judicataria del servicio se hace cargo de una 
parte esencial de la plantilla por imperativo 
de lo pactado en el convenio colectivo. 

Fueron diversos los temas abordados por 
las comunicaciones defendidas en el Pa­
nel 1. Se atendió, en particular, a la protección 
de los derechos de los trabajadores afectados 
por situaciones muy concretas, como la de las 
personas discapacitadas que prestan servicios 
en los centros especiales de empleo o las cade­
nas mundiales de suministro, que dan idea de 
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las enormes ramificaciones que puede presen­
tar esta cuestión. 

Se abordaron, asimismo, problemas clá­
sicos en materia de cesión y subrogación de 
trabajadores, también a la luz de las experien­
cias normativas en otros sistemas jurídicos 
como el chileno o el italiano, y se aportaron 
soluciones como los protocolos empresariales 
anti-cesión ilegal, o la eficacia erga omnes de 
la responsabilidad derivada de estas figuras. 

También incidieron algunas comunica­
ciones en otros grandes problemas a los que 
debe enfrentarse actualmente la cesión de 
trabajadores y la subcontratación, como, el 
uso y abuso de los contratos de obra o servi­
cio determinado, que no han sido adecuada­
mente corregidos por unas medidas legales 
y jurisprudenciales hasta ahora claramente 
insuficientes; la remunicipalización, en el sec­
tor público, y la normativa de la LCSP y la 
disposición adicional vigésimo sexta de la Ley 
3/2017; o el uso de la cesión ilegal y la subro­
gación de trabajadores en los sectores tecno­
lógicos y especialmente digitalizados, que no 
pueden convertirse en una ETT privilegiada, 
sino que a ellos ha de dar respuesta el legis­
lador o los tribunales a través de los medios 
oportunos. En este sentido, ha de concluirse 
que la descentralización basada en el abara­
tamiento de costes de personal no ha de verse 
como un fenómeno irreversible al que no pue­
da ponerse límites. 

Del Panel 2, RESPONSABILIDADES 
EMPRESARIALES: OBJETO Y ÁMBITO, 
ante la imposibilidad de asistencia de la Prof.ª 
María Fernanda Fernández López, consulta­
da la ponencia escrita sobre las «Responsa­
bilidades empresariales en el ámbito del 
trabajo en contratas», cabe destacar las si­
guientes conclusiones: 

1. El fenómeno de la descentralización 
productiva, ha ido introduciendo en la norma­
lidad el fraccionamiento de los procesos pro­
ductivos, mediante una a veces muy intensa 
cooperación entre empresarios y el trabajo 
conjunto de trabajadores de unos y de otros, 
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con condiciones de trabajo, mandos y herra­
mientas de trabajo entremezclados. 

2. La rígida interpretación jurispruden­
cial del concepto legal de propia actividad del 
art. 42 ET, deja fuera del régimen de respon­
sabilidades gran parte de contratas de ser­
vicios. Ello genera una tutela secundaria de 
los derechos de los trabajadores, contenida 
fundamentalmente en el arcaico art. 1597 del 
Código Civil, sobre arrendamiento de obras, 
el art. 168 LGSS, sobre responsabilidad sub­
sidiaria del empresario principal en orden al 
pago de prestaciones, y el art. 24 LPRL, res­
pecto del ámbito de la protección de riesgos. 

3. En relación con la delimitación del ám­
bito del art. 42 ET y lo que ha de entender­
se por contrata, se destaca la interpretación 
flexible del término por el TS, para proteger 
a los trabajadores implicados en ciertos pro­
cesos de colaboración interempresarial, sin 
predeterminar la naturaleza del vínculo exis­
tente entre la empresa principal y la auxiliar. 
Puede incluir relaciones de derecho público o 
privado, temporales o permanentes, a título 
oneroso o gratuito, típicas o atípicas, presta­
ciones de obras o servicios, referidas a un as­
pecto nuclear o a una cuestión colateral del 
proceso productivo, etc. No existe, en definiti­
va, una correspondencia entre la subcontrata­
ción de obras y servicios contemplada por el 
legislador laboral y los contratos de derecho 
privado de arrendamiento de obra. 

4. Es doctrina constante, por otra parte, 
que la responsabilidad solidaria opera res­
pecto de deudas de naturaleza salarial naci­
das durante la contrata –teniendo en cuenta 
la noción de salario del art. 26 ET en toda su 
extensión, incluidas vacaciones y obligaciones 
retributivas de pago diferido, y con todas sus 
limitaciones–. Quedan al margen de la solida­
ridad de origen legal las indemnizaciones, así 
como las mejoras voluntarias de Seguridad 
Social. La referencia «hasta un año después» 
del art. 42 ET se vincula al plazo de ejercicio 
de la acción por el trabajador afectado del 
art. 59 ET. Y la responsabilidad solidaria no 
se limita a la imputable al contratista inme­
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diatamente anterior sino que se extiende a 
todos los contratistas implicados en la cadena 
de contratación. 

5. Respecto de la responsabilidad solida­
ria en el ámbito de la prevención de riesgos, 
la regulación se encuentra desordenada y des-
coordinada en la LPRL, la Ley 32/2006, para 
el sector de la construcción y la LISOS, lo que 
obliga a reconstruir el régimen de responsabi­
lidades de todo tipo –obligaciones de preven­
ción, sanciones administrativas, recargos de 
prestaciones de seguridad social por falta de 
medidas de seguridad e indemnizaciones por 
daños derivados de accidentes de trabajo– y a 
colmar lagunas de necesaria cobertura. 

En relación con las «Responsabilidades 
empresariales en materia de Seguridad 
Social», D. Andrés Trillo García puso de ma­
nifiesto que, pese a que llevamos cincuenta 
años abordando el tema de las responsabilida­
des de Seguridad Social en materia contratas 
y subcontratas, y pese a los numerosos pro­
nunciamientos, todavía no sabemos cuál es el 
alcance de esa responsabilidad. 

Destacó la falta de sistematización norma­
tiva, la dispersión y la regulación remisoria 
de esta materia, tanto externa (al art. 42 ET, 
fuera del ámbito de la Seguridad Social), como 
interna (dentro de dicho ámbito arts. 18, 142, 
168 LGSS). También abordó los principios y 
finalidades que se proponen en la legislación 
en cuanto a la subcontratación en materia de 
Seguridad Social, variables en función de la 
cuestión a tratar, y que adquiere las diversas 
dimensiones de esa responsabilidad según se 
produzcan incumplimientos en materia de afi­
liación y alta, de cotización, de prestaciones o 
de recargo de prestaciones. 

En particular analizó el deber de compro­
bación del empresario principal del alta en 
la Seguridad Social de los trabajadores de la 
contratista (no solo en contratas de propia 
actividad sino también de actividades acce­
sorias desarrolladas en la empresa principal) 
y el alcance exonerador de la comprobación 
de la obligación del contratista de estar al co­
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rriente en el pago de las cotizaciones; la deli­
mitación objetiva, subjetiva y temporal de la 
responsabilidad solidaria del art. 42.2 ET en 
las contratas de propia actividad; los supues­
tos en los que opera la responsabilidad sub­
sidiaria del art. 168 LGSS. También analizó 
los procedimientos para hacer efectivas esas 
responsabilidades, de oficio por la TGSS o a 
través de actas de liquidación de cuotas de la 
ITSS; la responsabilidad en orden al pago de 
prestaciones; y la responsabilidad sobre los 
recargos. 

Finalmente, concluyó señalando que las 
responsabilidades deberían estar coordina­
das, y diseñarse una nueva regulación adap­
tada a la situación actual, a un mercado de 
obras y servicios más sofisticado. 

Las ocho comunicaciones defendidas 
verbalmente en el Panel 2 trataron temas 
de gran interés como la responsabilidad de 
la empresa principal en materia de SS, la 
responsabilidad laboral solidaria en torno 
al salario o a los grupos de empresa, o las 
infracciones y sanciones administrativas 
y penales en materia de descentralización 
productiva, responsabilidades de la empre­
sa en materia de riesgos laborales o la salud 
laboral y prácticas outsourcing. También, se 
propusieron modificaciones al art 42 o pro­
puestas para combatir la trata y la escla­
vitud en las cadenas de suministro. Final­
mente, se habló de la responsabilidad social 
empresarial ente la ética y el derecho, la 
responsabilidad en la sucesión de empresas 
y la responsabilidad de los herederos de los 
administradores. 

Respecto del Panel 3, DERECHOS CO­
LECTIVOS EN PROCESOS DE DESCEN­
TRALIZACIÓN PRODUCTIVA, en relación 
con el «Ejercicio del derecho de huelga 
en el contexto de la descentralización 
productiva», de la intervención del Prof. 
Goerlich Peset hemos sintetizado en cinco las 
conclusiones en relación con los problemas del 
ejercicio del derecho fundamental de huelga 
de personas trabajadoras inmersas en proce­
sos de descentralización productiva: 
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1. La existencia de una relación que po­
demos calificar de inversamente proporcional 
entre el incremento de la descentralización y 
las garantías de éxito de las convocatorias de 
huelga. Entre otras, se señalan las siguientes 
razones por las que resulta compleja la huel­
ga en los supuestos de descentralización pro­
ductiva: condiciones de trabajo diferentes que 
dificultan la existencia de un interés colectivo, 
dispersión física de los trabajadores, un marco 
normativo pensado para empresas tradiciona­
les, la existencia de vínculos de derecho priva­
do entre las empresas, que facilita que puedan 
recurrir a otras fórmulas de actuación empre­
sarial frente a la huelga. 

2. La presencia de problemas comunes de 
la huelga en los procesos de descentralización 
interna, con trabajadores a distancia (a quienes 
compete el derecho de huelga) o de plataformas 
digitales (respecto de los que resulta más com­
plicado atribuirles el derecho dependiendo de 
si son asalariados o autónomos). Así, disper­
sión física, actuación de los piquetes, uso de la 
tecnología a favor de la acción sindical (redes 
sociales), dificultades para garantizar la pro­
hibición de sustitución de los huelguistas… A 
modo de conclusión, parece que debería abrirse 
un proceso de reflexión sobre el reconocimiento 
del derecho de huelga a todos los trabajadores, 
también a los autónomos. 

3. La ilicitud de la utilización de la des­
centralización como arma antihuelga, a la luz 
de la configuración legal y constitucional del 
derecho de huelga, lo que sucede cuando se 
recurre a la descentralización para neutrali­
zar los efectos de la huelga. La conducta, que 
pretende despojar de efectividad al derecho 
de huelga, constituye una especie de esquiro­
laje descentralizado, que podría tener cabida 
en una interpretación amplia del art. 6.5 del 
RD-Ley 17/1977. Sí se prohíbe, en cambio, ex­
presamente recurrir a la contratación a través 
de una ETT para sustituir a los trabajadores 
huelguistas. 

4. La licitud o ilicitud del llamado «esqui­
rolaje comercial u organizativo», por vulnerar 
el derecho de huelga. Se parte de las reper­
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cusiones que una huelga puede provocar en 
casos de descentralización sobre las otras em­
presas con las que áquella tenga la empresa 
de los trabajadores huelguistas lazos mercan­
tiles y plantea la posibilidad de que la empre­
sa no afectada por la huelga pueda recurrir a 
otra empresa para sustituir la actividad de la 
empresa afectada por la huelga. Tradicional­
mente el TS consideró lícito este proceder has­
ta la STC 75/2010 y otras, en casos de grupos 
de empresas, doctrina del TC muy discutida y 
no siempre aceptada por el TS. El Prof. Goer­
lich defiende que de esa sentencia no se des­
prende de forma indudable la prohibición de 
este esquirolaje, al menos si no hay grupo de 
empresas, y entiende que el régimen jurídico 
de la huelga se produce dentro del marco del 
contrato de trabajo y que no pierde efectividad 
ni afecta a su contenido esencial por el hecho 
de que otras empresas busquen otros provee­
dores. Por tanto, si se quiere extender el dere­
cho de huelga al conjunto de la organización 
empresarial, deberían hacerse los correspon­
dientes reajustes legislativos. 

5. A modo de conclusión final, se hace una 
llamada al legislador para que intervenga, 
dada la complejidad de resolver de forma armó­
nica por vía interpretativa el elevado número 
de problemas que se producen en materia de 
huelga en el contexto de la descentralización 
(ej. el preaviso, la huelga abusiva, si los huel­
guistas pueden acceder a las instalaciones de 
otras empresas, servicios mínimos…). 

En relación con los «Deberes de infor­
mación, derechos de representación y 
negociación colectiva», la Prof.ª Martínez 
Barroso destaca la incapacidad del Derecho 
Sindical vigente para asegurar la acción co­
lectiva en un modelo de empresa red, habida 
cuenta de la fragmentación de plantillas que 
origina la externalización y el correspondiente 
déficit representativo. 

Algunas de las conclusiones más relevan­
tes de su ponencia son las siguientes: 

1. El deber de información trimestral a 
los representantes de los trabajadores del 
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art. 64 ET constituye un medio de participa­
ción débil o atenuada, puesto que no condi­
ciona la futura actuación empresarial, al no 
tener carácter vinculante. Los deberes de in­
formación del art. 42 ET (el deber de la em­
presa principal y de la empresa contratista 
de informar, respectivamente, a sus represen­
tantes sobre distintos extremos de la contrata 
antes de su celebración y el deber de la empre­
sa contratista de informar a sus trabajadores 
individualmente y a la Seguridad Social sobre 
la identidad de la empresa principal) pueden 
contribuir a reducir, en alguna medida, la opa­
cidad e inseguridad jurídica que, con demasia­
da frecuencia, rodea este tipo de prácticas de 
descentralización empresarial. 

2. El déficit representativo, sufrido por 
los trabajadores de las empresas contratistas, 
obedece al escaso volumen de empleo que ca­
racteriza a las empresas principales y, espe­
cialmente a las auxiliares, y no se ajusta a las 
nuevas formas de organización empresarial 
ni a los nuevos métodos de organización del 
trabajo, con numerosas microempresas (uni­
dades de lugar y empresas interdependientes) 
que no superan el umbral mínimo para consti­
tuir instancias de base electiva. Ese déficit se 
pretende paliar reconociendo a los trabajado­
res de las empresas contratistas que carezcan 
de representación el derecho a formular a los 
representantes de los trabajadores de la prin­
cipal cuestiones relativas a las condiciones 
de ejecución de la actividad laboral mientras 
compartan centro de trabajo. Con todo, esa re­
presentación resulta francamente limitada y 
se construye sobre la presunción, no siempre 
real, de que en la empresa principal existen 
instancias colectivas y que la empresa auxi­
liar carece de ellas. 

3. En cuanto a la negociación colectiva, 
existe cierta reticencia a negociar convenios 
en las unidades transversales de ámbito su­
praempresarial, por el deseo de aplicar distin­
tos estándares laborales a los trabajadores de 
los servicios externalizados, que en la mayoría 
de las ocasiones gozan de condiciones de traba­
jo inferiores y con contratos de trabajo con una 
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duración vinculada a la de la contrata o la de 
la concesión. Doctrinalmente se han propuesto 
otras fórmulas de solución, para paliar la des­
igualdad en las condiciones de trabajo que la 
descentralización productiva genera. Así, se ha 
defendido la aplicación directa del convenio co­
lectivo de la empresa principal a los trabajado­
res de las contratas y subcontratas, si bien esta 
solución no es viable en numerosos supuestos 
por la disparidad de actividades que confluyen, 
al no incluir el convenio de la empresa princi­
pal las tareas descentralizadas. 

4. La creación de nuevas unidades de ne­
gociación plantea asimismo numerosas cues­
tiones desde la perspectiva de la estructura 
de la negociación colectiva y, en su caso, ante 
la posible concurrencia de los convenios sec­
toriales con los convenios de afectación a una 
pluralidad de empresas y/o con los convenios 
propios de cada una de las empresas. 

5. La prioridad aplicativa del convenio de 
empresa ha permitido constatar una reduc­
ción peyorativa de las condiciones de trabajo. 
Esta regla ha sido corregida, en el sector pú­
blico, por la LCSP, que exige que los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares obli­
guen al adjudicatario a cumplir las «condicio­
nes salariales» de los trabajadores conforme 
al convenio colectivo sectorial de aplicación 
correspondiente a la actividad de la empresa 
contratista. 

6. Se analizan también las cláusulas res­
trictivas que impiden contratar trabajadores 
a través de empresas multiservicios, sin nin­
gún tipo de motivación económica, en cuanto 
podría considerarse una conducta susceptible 
de restringir la competencia. En su lugar, se 
propone «vetar únicamente la contratación de 
aquellas empresas auxiliares que no respeten 
los estándares mínimos fijados en los conve­
nios sectoriales aplicables a la principal» o es­
tablecer «deberes de negociación» o procesos 
de información o consulta, que pueden con­
ducir al ejercicio de un derecho de veto de los 
sindicatos fundado en la necesidad de evitar 
prácticas ilegales. 
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7. A modo de conclusión, se afirma que el 
problema no son las contratas o la externali­
zación de actividad productiva, que es parte 
de la organización de la empresa y funciona 
con razonabilidad en la mayor parte de las 
ocasiones, sino ciertos abusos localizados en 
las empresas multiservicios, que precisan de 
una adecuada solución para pasar de la exten­
sión de la responsabilidad a la de parificación 
de condiciones de trabajo, que implica «una 
cierta consideración del comitente como em­
pleador de los trabajadores adscritos, al me­
nos durante el tiempo de la adscripción y, en 
definitiva, imponer a una empresa indepen­
diente los términos y condiciones convenidos 
por otra». 

Las comunicaciones defendidas en el 
Panel 3 ahondaron en cuestiones, aludidas 
algunas en las ponencias, y suscitaron un in­
teresante debate. En concreto, trataron aspec­
tos relevantes de la huelga en el contexto de 
las contratas, en relación con la recepción de 
la doctrina constitucional del caso Samoa, o el 
esquirolaje tecnológico, a partir de algoritmos 
predeterminados entre la empresa contrista 
y las subcontratas. Se incidió también nueva­
mente en la insuficiencia del marco normativo 
para atender la representación de los trabaja­
dores en la empresa fragmentada y se prestó 
especial atención a la determinación del cen­
tro de trabajo en los procesos electorales afec­
tados por la descentralización productiva. Por 
último, con carácter general se planteó una 
reflexión sobre la atomización del trabajo que 
ha acarreado la descentralización productiva 
a través de todas sus expresiones, analizando 
su impacto sobre las relaciones laborales. 

En cuanto al Panel 4, «EMPRESAS 
MULTISERVICIOS», el Prof. Monereo Pé­
rez, en su ponencia titulada «Identidad de 
las empresas multiservicios: régimen 
jurídico y responsabilidades», sitúa esta 
realidad empresarial entre la legalidad y la 
ilegalidad formal, en una zona gris de tole­
rancia, amparada por la libertad de empresa 
del art. 38 CE y del Derecho de la Unión Eu­
ropea, atemperada por la protección de otros 
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derechos legítimos, pero no comprendida fre­
cuentemente en el art. 42 ET y excluida del 
régimen de las ETT. Parte del planteamien­
to de dos importantes premisas: Primera, la 
desregulación legislativa de las empresas 
multiservicios y la indefinición e insuficiencia 
del marco normativo legal de las relaciones 
triangulares, disperso en distintos preceptos 
del ET, fundamentalmente, arts. 42, 43 y 44, 
sin que ninguno de ellos sirva para dar cuen­
ta de todas las fórmulas de externalización y 
descentralización productiva y funcional. Y 
segunda, la existencia de una negociación co­
lectiva que ha permitido fórmulas de elusión 
de la aplicación de las garantías laborales y 
situaciones de abuso de derecho y fraude. 

Expone a continuación los nexos pro­
blemáticos con la cesión de trabajadores, la 
subcontratación de servicios y la sucesión de 
contratas y formula interesantes propuestas 
de reforma normativa. Respecto de la cesión 
legal o ilegal de trabajadores, propone re­
flexionar sobre el contenido del art. 43 ET, ha­
bida cuenta de la ambigüedad del objeto de las 
empresas multiservicios, de modo que permita 
distinguir una actividad de suministro lícito 
de mano de obra para las empresas multiser­
vicios, aunque con las garantías de las ETT, 
de otra ilícita y por lo tanto prohibida por el 
ordenamiento jurídico. 

En lo que se refiere a la subcontratación 
de obras y servicios, figura a la que acuden 
mayoritariamente las empresas multiservi­
cios para ejercer su actividad, se defiende una 
interpretación más flexible del art 42 ET. En 
particular, la supresión del concepto de propia 
actividad, para poder aplicar íntegramente 
su sistema garantista de responsabilidades, 
cuando las empresas multiservicios no se li­
miten al mero suministro de mano de obra. 

Y en relación con la sucesión de empresa, 
en particular, la sucesión de plantillas en las 
contratas, situación impuesta normalmente 
por la vía de la negociación colectiva, propone 
actualizar el concepto de empresa para incluir 
las empresas de servicios o empresas desma­
terializadas y así garantizar los derechos de 
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los trabajadores ante la sucesión de plantillas. 
No en vano, se incluye en el ámbito de aplica­
ción de las garantías de la Directiva 2001/23 y, 
por tanto, también del art. 44 ET. 

En lo que concierne a la estabilidad en el 
empleo y la contratación en el marco de las em­
presas multiservicios, se pone el acento en tres 
ejes fundamentales: inestabilidad, temporali­
dad y contratos de obra o servicios vinculados 
a las contratas o concesiones de que se hace 
cargo la empresa multiservicios. Ello ha provo­
cado una precarización generalizada y la con­
siguiente falta de garantías jurídico-laborales 
específicas para el trabajo prestado en el ám­
bito de estas empresas. Toda esta situación se 
ha visto agravada, además, con la aprobación 
de la Ley 3/2012 y su tendencia antijurídica 
hacia la supresión de los mecanismos subroga­
torios convencionales a través de la preferencia 
aplicativa de los convenios de empresa de las 
empresas multiservicios. En particular, se pro­
pone exigir, también para los contratos de obra 
o servicio vinculados a una contrata singular, 
la temporalidad y la sustantividad de la obra o 
servicio con respecto a la actividad general de 
la empresa multiservicios contratante. 

En cuanto a los poderes directivos y las 
prestaciones de trabajadores de empresas 
multiservicios para empresas clientes como 
relaciones triangulares de facto, la concreción 
del concepto de subordinación resulta una 
cuestión especialmente problemática. Para 
distinguir la subordinación jurídica o formal 
de la técnica o real, acompaña una propuesta 
de reforma del art. 1 ET capaz de hacer frente, 
de modo menos formalista, a las nuevas reali­
dades empresariales. 

En relación con los derechos colectivos en 
el ámbito de las empresas multiservicios, des­
tacó en particular, la distorsión funcional de 
la negociación colectiva, que se está utilizando 
como instrumento sistemática y deliberada­
mente peyorativo de regulación de las condi­
ciones de trabajo y de los derechos colectivos 
de los trabajadores contribuyendo así a un 

RE
VI

ST
A 

DE
L 

M
IN

IS
TE

RI
O 

DE
 T

RA
BA

JO
, M

IG
RA

CI
ON

ES
 Y

 S
EG

UR
ID

AD
 S

OC
IA

L

vaciamiento del estándar de derechos garan­
tizados en el convenio sectorial. 

Por su parte, la Prof.ª Rojas Rivero abor­
da con rigor la compleja cuestión de la «Ne­
gociación colectiva y convenio colectivo 
aplicable a las empresas multiservicios». 
Tras evidenciar algunos de los cambios del 
Derecho del Trabajo derivados de fenómenos 
como el incremento de la descentralización 
y de la externalización de tareas, la descon­
centración productiva, la subcontratación de 
actividades y la afectación del empleo con per­
sonal subcontratado, pone especial énfasis en 
el desarrollo de empresas especializadas en 
actividades y servicios, no solo auxiliares o 
complementarios para la empresa contratan­
te, sino también servicios estratégicos (distri­
bución logística, diseño, marketing, sistemas 
de información o actividades financieras), ser­
vicios o actividades múltiples que no encajan 
frecuentemente con un sector de actividad 
determinado ni con un convenio determinado. 
Coincide en gran parte de las valoraciones del 
Prof. Monereo –su ámbito propio de la cesión 
de trabajadores, alejado frecuentemente de las 
contratas de propia actividad, la ausencia de 
regulación legal, la precariedad «negocial» de 
los trabajadores de la empresa multiservicios, 
la necesaria reforma del art. 42 ET, la elimina­
ción de la limitación de la responsabilidad so­
lidaria a contratas de la propia actividad…–. 
Ya en relación con la negociación y los conve­
nios colectivos, algunas de sus conclusiones y 
propuestas esenciales pueden sintetizarse en 
las siguientes: 

1. La reforma laboral de 2012, al esta­
blecer la prioridad aplicativa del convenio co­
lectivo de empresa, ha provocado un evidente 
resultado de atomización de la negociación 
colectiva española, una de cuyas manifesta­
ciones más relevantes es la proliferación de 
convenios colectivos propios de las llamadas 
empresas multiservicios. Sortean estas em­
presas la aplicación de los convenios de sector 
por la inclusión de actividades productivas 
muy diferenciadas, es decir por su multifun­
cionalidad y la segmentación de sus trabaja­
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dores. Evitan así los mecanismos subrogato­
rios incluidos en los convenios de sector. 

2. Esa proliferación, que no siempre es 
posible por falta de representación de los tra­
bajadores en los centros de empresa, se tra­
duce en un empeoramiento de las condiciones 
de empleo y de trabajo de los trabajadores al 
servicio de dichas empresas –convenios low 
cost–. 

3. Se impone una reforma legislativa que 
facilite el control de las situaciones de fraude 
de ley y abuso de derecho provocadas por esa 
proliferación de convenios colectivos empresa­
riales de las empresas multiservicios, que fun­
cionan como instrumentos de competitividad 
y falsean la libre competencia empresarial. La 
regulación actual impide una actuación efi­
caz de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, a efectos de corregir las situaciones de 
fraude de ley y abuso de derecho provocadas 
por la existencia de una multitud de convenios 
colectivos empresariales de las empresas mul­
tiservicios. Esa regulación provoca también 
una excesiva judicialización de los asuntos, 
sin que hasta el momento la jurisprudencia y 
la doctrina judicial hayan aportado criterios 
seguros para determinar el convenio sectorial 
aplicable en cada caso. 

4. La reforma debería fijar con claridad el 
ámbito de juego de los principios dominantes en 
el terreno cubierto por la negociación colectiva 
de las empresas multiservicios, que son los crite­
rios de actividad principal o predominante y de 
unidad de empresa, de especialidad y fragmen­
tación empresarial y de correspondencia. 

5. En tanto no se produzca esta reforma 
legislativa, debe potenciarse la autonomía 
colectiva de los interlocutores sociales en el 
plano multisectorial y a nivel estatal, consi­
derándose una solución puente o transitoria 
la estipulación de un convenio marco inter­
profesional o de otro tipo, que diferencie las 
diversas situaciones y criterios aplicables y 
contrarreste la excesiva atomización negocial 
actualmente existente en el ámbito de las em­
presas multiservicios. 
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6. Si la actuación de la autonomía colecti­
va no resulta posible o efectiva, «la interven­
ción del legislador es ineludible». Deberían 
legitimarse para negociar en las empresas 
multiservicios a las organizaciones sindicales 
legitimadas a nivel supraempresarial, garanti­
zar la aplicación de las condiciones esenciales 
del convenio de la empresa cliente cuando se 
trate de contratas de la propia actividad y apli­
car a las empresas multiservicios el convenio 
sectorial correspondiente a la actividad del tra­
bajador, o el convenio empresarial, en caso de 
que establezca condiciones más beneficiosas. 

Las comunicaciones defendidas en el 
Panel 4 trataron distintos temas, todos ellos 
relacionados con la identidad de las empresas 
multiservicios y la negociación colectiva en su 
ámbito. En concreto, se analizaron las insufi­
ciencias de la normativa vigente en materia de 
legitimación para negociar y, al tiempo, se pro­
pusieron interesantes reformas. Se pusieron 
también de manifiesto fuertes desigualdades 
de género encontradas en los convenios colecti­
vos de las empresas multiservicios. La promo­
ción profesional en los sistemas de clasificación 
profesional de las empresas multiservicios fue 
otro de los temas estudiados sobre el que, más 
allá de exponer los criterios dominantes, se in­
cidió de nuevo en la dificultad de identificar, en 
no pocas ocasiones, el convenio colectivo apli­
cable. La degradación de las condiciones labo­
rales del sector en la contratación pública fue 
asimismo objeto de tratamiento exhaustivo. 
Por último, se analizó la situación particular de 
las empresas multiservicios en el sector aero­
portuario y se destacó, una vez más, el conflicto 
existente entre la mejora de la competitividad 
empresarial y el deterioro de los derechos labo­
rales de los trabajadores. 

De gran interés ha resultado el Panel DE 
DERECHO COMPARADO con aportaciones 
sobre la regulación de la descentralización 
productiva en los ordenamientos italiano, 
francés y alemán, que, al igual que el debate 
enriquecido por las comunicaciones presenta­
das, no resulta posible sintetizar en estas con­
clusiones generales. 
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Normas y procedimiento para la presentación 
de colaboraciones a la Revista del MTMSS 

La Revista del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social (MTMSS) tiene carácter 
bimestral y pretende dar a conocer trabajos originales e inéditos en las materias propias de las 
funciones asignadas al Departamento. Además, publica números extraordinarios cuando surge 
un tema de actualidad que se considera importante y urgente su difusión. 

La responsabilidad de las opiniones emitidas corresponde exclusivamente a sus autores. 

Los autores ceden al MTMSS el derecho de explotación de las obras publicadas, que conlleva 
los derechos de edición, reproducción, distribución, traducción y comunicación pública de sus 
trabajos, por cualquier medio o soporte. 

•	 Título. Deberá ser claro y conciso en castellano y en inglés. En caso necesario podrá ir 
acompañado de un subtítulo. 

•	 Nombre y apellidos de los autores. Estos deberán figurar junto a la actividad, entidad o 
empresa donde el autor desarrolle su actividad laboral. 

•	 Texto. La extensión aconsejable máxima es de 40 páginas tamaño DINA4, en formato Word, 
con un tamaño de letra de 12. En esta extensión deberán estar incluidos los gráficos, cuadros 
y demás elementos gráficos que se incluyan. 

•	 Bibliografía. Se aportarán las citas bibliográficas correspondientes, que se colocarán al final 
del texto. 

•	 Resumen. Al texto del artículo o colaboración se acompañará un resumen, en castellano 
y en inglés, de al menos mil palabras, que describa en detalle la metodología, resultados y 
conclusiones del mismo; así como una relación de palabras clave en ambos idiomas. 

•	 Evaluación. Los artículos serán evaluados por dos expertos externos al Departamento, 
mediante procedimiento abierto. Una vez realizada dicha evaluación se comunicará su 
resultado al autor del artículo enviado. 

•	 Normas éticas de publicación. La Revista del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad 
Social declara su compromiso por el respeto e integridad de los trabajos publicados y tiene 
como referencia el Código de conducta y buenas prácticas para editores de revistas científicas 
que define el Comité de Ética de Publicaciones (COPE: Committee on Publication Ethics). El 
plagio está estrictamente prohibido y los textos en los que se detecte plagio serán rechazados. Los 
autores deben asegurarse de que los trabajos presentados son completamente originales. Cuando 
los autores utilicen el trabajo y/o palabras de otros, deben ser debidamente citados. 

•	 Forma de envío y contacto. El artículo o colaboración se enviará por correo electrónico a 
la siguiente dirección: proproeditorial@mitramiss.es 
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